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CUESTIONES    OONSTITÜOIONALES 

p'"  -  ^ 

VOTOS 

DEL  SE.  Lie- 

D.  IGNACIO  L.  vallaría 

PRESIDENTE  QUE  FUE  DE  LA  SUPREMA  CORTE 
DE  JUSTICIA  NACIONAL 

EN"  LOS  ÍTEGOCIOS  MAS  NOTABLES 

RESUELTOS   POR  ESTE  TRIBUNAL 

Desde  Mayo  de  1878  liasta  Noviembre  de  1882 


Edición  económica 

publicada  como  un  respetuoso  homenaje  á  la  memoria  del  autor 

por  el  señor  Licenciado  y  Notario 

D   ANTONIO  DE  J.  LOZANO 

¡Director  del  periódico  de  Jurisprudencia 
y  Notariado 

•íQXJIA  FRAGXICiL  DE  DESECHO" 


Propiedad  del  Editor  reservada. -Queda  hecho  el  depósilo  de  ejemplares  marcado  por  la  ley. 


"TOMO   I 


'Cemprende  este  Tomo  desde  Mayo  de  1878  hasta  Septieml>re  de  1S7 


MÉXICO 

«IMPRENTA  PARTlCüIvAR,»  A  CARGO  DE  A.  GARCIi^ 

CALLE  DEL  ÁGUILA,   NUMERO  15, 

1894 


EL  PERIÓDICO  INDEPENDIENTE 


DE  LEGISLACIÓN,   DERECHO,   JURISPRUDENCIA 
y  NOTARIADO,   TITULADO 

"GÜIÁ  PRACTICA  DE  DERECHO" 


-que  va  en  el  sexto  año  de  su  publicación,  consulta  gratis 
;á  sus  suscritores  las  preguntas  que  sobre  su  especialidad 
le  hacen  á  la  redacción ;  publica  la  compilación  más  com- 
pleta de  disposiciones  federales  (más  completa  que  la  del 
mismo  Diario  0/icial) ;  constantemente  da  á  luz  estudios  de 
mérito  indisputable;  sentencias,  revistas,  artículos,  noti- 
■  cias,  etc.,  etc.;  repartiendo  al  año  cerca  de  mil  páginas  de 
.nutrida  impresión  y  material  bien  escogido. 

Este  periódico  es  el  más  barato,  el  más  extenso,  el  más 
variado  y  el  más  completo  de  todos  los  de  su  especie  que 
;se  publican  en  el  país. 

Importa  la  suscrición:  tres  pesos  por  trimestre,  ó  cinco 
pesos  por  semestre,  ó  nueve  pesos  por  año;  los  pagos  son 
siempre  adelantados,  por  el  período  de  tiempo  de  los  ex- 
presados que  elija  el  suscritor,  y  solo  se  sirven  las  suscri- 
ciones  que  se  piden  desde  el  primer  número  del  tomo  en 
publicación. 

Pídanse  muestras  ó  suscriciones,  dirigiéndose  la  corres- 
pondencia al  Lie.  A.  de  J.  Lozano,  Director  y  Propietario 
de  la  "GUIA  PEACTICA  DE  DEEEGJiO.  "—Apartado 
Postal,  núm.  571,ó  calle  del  Águila  núm.  15. — MÉXICO, 
D.  F. 


NOTA. — Los  principales  estudios  del  eminente  jurisconsulto  jalis- 
ciense  el  Sr.  Lie.  D.  Ignacio  L.  Yallarta,  desde  que  dejó  dfe  ocupar  la 
Presidencia  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  se  están  publi- 
cando desde  hace  tiempo  en  este  periódico;  colección  que  empezó  á  for- 
marse con  anuencia  y  bajo  la  dirección  del  mismo  Sr.  Yallarta. 


NACIÓ  EN  LA    CIUDAD  DE  GUADALAJARA,  JALISCO,  EL  2  5  DE  AGOSTO  DE  1830. 
MURIÓ   EN    LA   CfUDAD  DE  MÉXICO,  D.  F.,  EL  3  1    DE  DICIEMBRE  DE  i  893. 


EXPLICACIÓN  DEL  EDITOR 


Esta  edición  de  los  famosos  Votos  dados  en  el  seno  de 
la  Suprema  Corte  de  Justicia  íTacional,  cuando  fué  su  dig- 
no Presidente,  por  el  sabio  jurisconsulto  jalisciense  1).  Ig- 
nacio L.  Vallarta,  obedece  á  una  promesa,  á  un  compro- 
miso sagrado. 

Pocos  días  antes  de  que  la  muerte  arrebatara  de  entre 
nosotros  á  ese  preclaro  genio,  autor  de  ellos,  le  supli- 
camos que  puesto  que  estaba  completamente  agotada  la 
primera  edición  de  su  obra,  la  anotara  con  las  nuevas  ideas 
que  le  hubiera  sugerido  la  evolución  que,  aunque  lentamen- 
te, se  había  ido  operando  en  el  derecho  constitucional  me- 
xicano desde  que  él  le  dio  tan  vigoroso  impulso,  para  publi- 
car una  edición  económica  que  pudiera  figurar  hasta  en  las 
bibliotecas  más  humildes,  porque  estuviera  su  precio  al  al- 
cance de  todos. 

El  señor  Yallarta  se  excusó  con  sus  muchas  ocupacio- 
nes, y  á  reiteradas  instancias  nuestras  nos  pidió  un  corto 
plazo  para  resolvernos;  pero  el  grande  hombre  nos  aban- 
donó para  siempre  antes  de  haber  hecho  sus  anotaciones, 
pues  estamos  seguros  de  que  al  fin  hubiera  accedido  á  nues- 
tros deseos,  que  eran  los  del  país,  dejando  asi  un  monu- 
mento más.de  su  cerebro  prodigioso  en  la  literatura  foresi- 
se  nacional. 

Como  también  hicimos  presente  al  Sr.  Vallaría  que  la 
obra  la  publicaríamos  con  notas  ó  sin  notas,  pues  en  ella 
estaban  puestos  los  fundamentos  de  nuestro  derecho  cons- 
titucional, así  como  desarrollados  sus  principios  de  una  ma- 
nera magistral,  clara  y  profunda,  cosas  que  interesaban  á 
todos  los  ciudadanos,  máxime  cuando  el  criterio  jurídico 
sobre  estas  materias  estaba  tan  extraviado  en  una  gran  ma- 
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yoría;  con  la  presente  publicación  cumplimos  nuestra  pa- 
labra empeñada,  haciéndolo  como  un  respetuoso  homenaje 
á  la  memoria  del  ilustre  muerto,  aunque  lamentando  pro- 
fundamente el  que  carezca  de  las  notas  que  tanto  realce  é 
importancia  le  hubieran  dado. 

Inspirémonos  en  las  sabias  doctrinas  que  contienen  es- 
tos Votos,  y  procuremos  que  se  lleven  éstas  al  terreno  prác- 
tico, para  que  la  Eepública,  que  ahora  tenemos  solamente 
de  nombre  en  gran  parte,  sea  lo  que  ardientemente  deseaba 
el  Sr.  Vallarta :  una  Eepública  verdadera,  en  todo  y  por  to- 
do, democrática  y  federal. 


México,  Abril  de  1894. 


Antonio  de  J.  Lozano, 

Dkec;or  del  periódico  de  Jurisprudencia  y  Notariado 
"Guia  Práctica  de  Derecho-  ' 


INTEODÜCm  DEL  AUTOS 

[         (PRIMERA  EDICIÓN) 


Al  hacer  la  presente  publicación,  que  yo  el  primero  ca  ' 
Tífico  de  escasa  de  mérito,  me  guía  principalmente  el  deseo 
de  ser  juzgado,  según  mis  hechos,  por  mis  conciudadanos. 
.Cuando  mi  conducta  como  Presidente  de  la  Suprema  Cor- 
te ha  dado  lugar  á  que  se  me  hagan  imputaciones  que  creo 
no  merecer,  nada  anhelo  tanto  en  mi  doble  calidad  de  ciu- 
dadano y  de  funcionario  de  una  república  democrática, 
como  el  someter  todos  mis  actos  al  severo  tribunal  de  la 
.opinión  pública.  Conocedor  de  mi  propia  insuficiencia,  na- 
da pretendo  para  mis  obras,  abundantes  en  defectos  sin 
duda;  pero  celoso  del  cumplimiento  de  mis  deberes,  espero 
que  se  me  haga  la  justicia  de  reconocer  que  he  procurado, 
hasta  donde  mis  fuerzas  alcanzan,  llenar  los  del  alto  pues- 
to en  que  tengo  la  honra  de  estar  colocado. 

No  debo  ocultar  otro  propósito  que  he  tenido  al  colec- 
cionar mis  "Votos."  Nuestra  Constitución  es  hoy  sistemá- 
ticamente combatida  por  una  escuela  que  se  complace  en 
abultar  sus  defectos,  los  inherentes  á  toda  obra  humana, 
con  el  fin  de  proclamarla  impracticable.  Sincero  partida- 
rio de  esa  Constitución,  y  temiendo  mucho  que  fuera  de 
ella  México  no  encuentre  más  que  la  anarquía,  he  tratado 
de  demostrar  en  más  de  uno  de  los  'Votos"  que  publico, 
que  muchos  de  aquellos  defectos  no  son  propios  de  los 
textos  constitucionales,  sino  hijos  de  las  exageradas  inter- 
pretaciones que  de  ellos  se  hacen.  Y  si  hoy,  con  el  ánimo 
de  desautorizarla,  se  culpa  á  la  Constitución  de  todas  las 
malas  aplicaciones  que  de  ella  se  han  hecho,  aun  por  los 
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que  no  lian  querido  más  que  burlarla,  quien  comience  si- 
quiera á  hacer  presente  que  á  su  descrédito  pueden  contri- 
buir liasta  sus  propios  amigos,  con  dar  á  sus  preceptos  un 
ensanche  insostenible,  señala  cuando  menos  un  escollo  en 
que  pueden  peligrar  la  paz  y  el  porvenir  de  la  Eepública. 

La  Constitución  de  México  es  más  completa,  más  per- 
fecta que  la  de  los  Estados  Unidos;  ésta  tiene  más  vacíos 
que  aquella.  El  buen  sentido  del  pueblo  americano,  sin 
embargo,  jamás  ha  renegado  de  la,  obra  de  sus  mayores,  y 
en  lugar  de  andar  en  busca  de  novedades  para  cambiar  de 
instituciones,  no  ha  corregido  los  defectos  de  su  ley  fun- 
damental, sino  cuando  la  experiencia  ha  acreditado  bien 
la  reforma.  Tor  otra  parte;  el  trabajo  constante  de  los  pu- 
blicistas, las  repetidas  y  laboriosas  ejecutorias  de  los  tri- 
bunales de  los  Estados  Unidos,  no  solo  han  llenado  aque- 
llos vacíos,  dejando  intacta  la  obra  de  Washington,  de 
Hamilton,  de  Franklin  y  de  Madison,  sino  que  han  forma- 
do la  jurisprudencia  constitucional  más  completa  de  un 
pueblo  libre.  Si  esta  publicación  logra  excitar  el  deseo  de 
imitar  esa  sabia  y  patriótica  conducta  de  nuestros  vecinos; 
si  ella  sirve  de  estímulo  para  el  estudio  del  Derecho  cons- 
titucional, aun  lejos  del  calor  de  las  luchas  políticas ;  si  ella 
puede  ser  siquiera  un  grano  de  arena  del  edificio  que  tiene 
aún  que  levantar  la  Eepública  Mexicana,  su  jurispruden- 
cia constitucional,  quedarán  del  todo  satisfechas  mis  aspi- 
raciones al  dar  á  luz  esta  colección. 

Creyendo  que  ella  no  llenaría  sus  fines,  si  no  contuviera 
las  resoluciones  que  la  Suprema  Corte  ha  acordado  en  cada 
uno  de  los  negocios  de  que  se  trata,  he  insertado  también 
las  ejecutorias  respectivas;  y  para  el  que  desee  estudiar 
aun  más  extensamente  esos  negocios  y  conocer  las  opinio- 
nes que  sobre  ellos  formaron  los  jueces  de  Distrito  y  los 
Magistrados  de  la  Corte,  he  cuidado  de  indicar,  por  medio 
de  notas,  en  donde  pueden  encontrarse  publicados  los  do- 
cumentos relativos  á  ellos. 

México,  Octubre  de  1879 

Ignacio  La.  Valíarta. 


CUESTIONES  CONSTITÜCIOMIES 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  ED  ARRESTO  DECRETADO  CON  MO- 
TIVO DE  UNA  DEMANDA  DE  EXTRADICIÓN. 

¿Es  constitucio7ial  la  extradición  de  criminales?  Interpt etación  del  a,rt. 
/f  de  la  Constitución.  ¿Los  articulas  i8  y  20  de  ésta  son  aplicables  á  los  casos 
de  extradición?  ¿Se  puede,  según  las  leyes  de  la  Rept'iblica,  conceder  la  ex- 
tradición de  nacionales?  -= 


Jest'is  María  Domínguez  y  Fabriciano  Barrera  pidieron  amparo  contra  el 
atíto  del  juez  de  Matamoros  que  los  mandó  arrestar  á  consecuencia  de  la  de- 
manda del  agente  de  extradición  de  los  Estados  Unidos,  conforme  al  tratado 
de  II  de  Diciembre  de  I861.  Concedido  el  amparo  por  el  juez  de  Distrito  del 
Norte  de  Tamaulipas,  la  Suprema  C01  te  de  Justicia,  en  las  audiencias  del  22y 
2¿}.  y  25  de  Mayo  de  iSjS,  se  octipó  de  revisar  la  sentencia  del  inferior.  El  C. 
Vallarla  fundó  su  voto  para  negar  ese  atnparo,  en  las  siguientes  razones: 

Deseo  también,  como  otros  señores  Magistrados,  fundar  mi  voto,  ma- 
nifestando, siquiera  en  compendio,  las  razones  que  he  expuesto  en  la 
discusión  de  este  neg-ocio.  El  ha  sido  considerado  bajo  distintas  faces,  . 
y  aun  se  han  traido  al  debate  materias  ajenas  al  presente  juicio  de  am- 
paro, materias  sobre  las  que  me  creo  en  el  deber  de  hablar  en  defensa 
de  mis  opiniones.  Eesumiendo,  pues,  lo  que  en  esta  larga  discusión  he 
dicho,  expondré  las  opiniones  que  he  manifestado  sobre  las  diversas 
materias  que  se  han  tratado. 


Los  quejosos  Domínguez  y  Barrera  no  han  pedido  amparo  sino  por 
considerar  violados  en  su  persona  los  articiTlos  16, 18, 19  y  20  de  la  Cons- 
titución. ¿Son  aplicables  esos  artículos  á  los  casos  de  extradición?  No 
lo  creo  así,  porque  tales  artículos  se  refieren  al  procedimiento  criminal 
que  se  debe  segiiir  en  la  Eepiiblica  por  delitos  cometidos  dentro  de  los 
límites  de  su  jm-isdicción  territorial,  y  los  delitos  materia  de  la  extradi- 
ción, son  los  cometidos  en  suelo  extranjero,  adonde  no  puede  llegar  la 
jurisdicción  nacional.  El  derecho  de  gentes  tiene  establecidas  las  reglas 
que  limitan  el  ejercicio  de  la  soberanía  de  un  país,  y  el  derecho  consti- 
tucional debe  entenderse  subordinado  á  esas  reglas,  porque  ninguna 
Constitución  puede  á  su  arbitrio  darse  efectos  extraterritoriales,  sin  po- 
nerse en  pugna  con  los  principios  que  garantizan  la  independeu'^ia  y 


Boberanía  de  las  naciones,  y  sin  provocar  conflictos  con  aquella  cuya 
jurisdicción  territorial  se  invade.  Nuestras  leyes,  además  (art.  186  del 
Código  Penal),  privan  de  jurisdicción  á  los  jueces  nacionales  en  el  cono- 
cimiento de  los  delitos  cometidos  en  territorio  extranjero. 

Aplicando  estos  principios  al  presente  amparo,  "fee  ve  lu^go  que,  fal- 
tando á  nuestros  jueces  jurisdicción  para  conocer  del  asesinato  que  se 
dice  cometieron  Domínguez  y  Barrera  en  el  Estado  de  Texas,  no  pue- 
den hacer  cosa  alguna  de  las  que  los  artículos  constitucionales  previe- 
nen. El  juez  de  extradición  de  Matamoros  no  es  el  juez  de  los  acusados; 
y  basta  esta  sola  razón  para  que,  segrin  el  tenor  mismo  del  art.  20,  ese 
juez  de  extradición  no  pueda  tomar  á  los  reos  su  declaración  prepara- 
toria, ni  declararlos  bien  presos,  ni  oírlos  en  defensa. 

Se  ha  insistido  mucho  en  la  prohibición  absoluta  del  art.  19,  sobre 
que  ninguna  detención  pueda  exceder  de  tres  días  sin  que  se  justifique 
con  un  auto  motivado  de  prisión,  para  inferir  de  aquí  que  los  casos  de 
extradición  no  están  fuera  del  alcance  de  esa  prohibición.  Yo  no  entien- 
do así  el  artículo  constitucional,  porque  el  auto  motivado  de  prisión  es 
un  auto  de  jurisdicción  sin  duda  alguna,  de  tal  modo,  que  ese  auto  se 
convertiría  en  un  atentado  siun  juez  lo  pronunciara  faltándole  la  juris- 
dicción, ya  por  razón  de  la  cosa,  tratándose  por  ejemplo  de  un  acto  lícito 
que  no  puede  convertir  en  delito  un  juez  de  lo  criminal,  ya  por  razón 
de  la  persona,  por  ejemplo,  tratando  de  juzgar  á  un  ruso  por  delitos  co- 
metidos en  su  país.  Además,  si  en  los  casos  de  extradición  un  juez  pro- 
nunciara ese  auto,  ¿qué  procedimiento  tendría  que  seguir  después?  ¿Los 
que  marca  el  art.  20  de  la  Constitución  hasta  oir  en  defensa  al  reo  y 
condenarlo  ó  absolverlo?  Pero  eso  sería  monstruoso,  supuesto  que  lo 
sería,  y  mucho,  que  nuestros  jueces  pudieran  castigar  á  los  reos  de  to- 
das las  naciones  que  no  violan  nixestras  leyes.  ¿Declararse  sin  jurisdic- 
ción para  el  juicio?  Esto  sería  su  propia  condenación,  puesto  que  sin 
ella  no  podía  ni  pronunciar  el  auto  de  prisión.  ¿Declararse  incompetente 
y  remitir  el  reo  á  la  autoridad  extranjera?  Esto  también  seria  mons- 
truoso, supuesto  que  el  Poder  Judicial  de  un  país  no  puede  entablar  esa 
especie  de  relaciones  extranjeras;  esto  subvertiría  todos  los  principios 
que  regulan  las  relaciones  entre  los  países;  los  que  fijan  las  atribucio- 
nes del  Poder  Ejecutivo  y  del  Judicial;  los  que  determinan  la  naturaleza 
de  la  extradición,  etc.,  etc. 

Y  todos  estos  absurdos  se  seguirían  de  la  violación  del  principio  de 
que  Un  juez  no  tiene  jurisdicción  ni  para  decretar  el  auto  de  prisión 
contra  el  reo  que  ha  delinquido  en  el  extranjero. 

Esta  interpretación  de  los  artículos  constitucionales  la  fundo,  no  solo 
en  esas  razones,  sino  en  las  doctrinas  de  los  publicistas  y  en  la  práctica 
de  los  países  cultos.  Aquellos  reconocen  la  necesidad  de  la  detención 
del  acusado,  para  evitar  su  fuga  y  hacer  efectivo  el  objeto  de  los  trata- 
dos de  extradición,  y  sostienen  que  esa  detención  no  es  un  acto  sujeto 
al  procedimiento  criminal  común,  sino  un  acto  internacional  que  se  rige 
por  los  tratados. 

En  los  países  cultos  no  hay  uno  que  no  fije  á  la  detención  del  acusa- 
do, en  casos  de  extradición,  reglas  distintas  y  plazos  más  largos  que 
para  el  arresto  en  el  caso  de  un  juicio  criminal  común;  y  esto  se  concibe 
bien,  porque  sería  burlarse  de  la  fe  de  los  tratados,  pretender  que  en 
las  breves  horas  qiie  debe  durar  ese  arresto  se  pudiera  decidir  por  la 
vía  diplomática  un  caso  solo  de  extradición. 

Las  leyes  americanas,  las  inglesas,  las  belgas,  expresamente  amplían 
los  plazos  del  arresto  provisional  en  caso  de  extradición,  mucho  más 
4ue  los  de  una  detención  comxiw  en  un  juicio  criminal,  y  nótese  bien  que 
-esos  países  son  celosos  como  ninguno  de  la  libertad  individual.  De  los 
tratados  modernos  que  fijan  plazos  para  ese  arresto,  ninguno  lo  esta- 
blece menor  que  el  de  catorce  días,  tratándose  de  países  limítrofes,  y 
de  rápidas  y  fáciles  comunicaciones  por  el  vapor  y  el  telégrafo,  exten- 


Riéndolos  hasta  dos,  tres  y  seis  meses,  según  las  distancias  y  dificultad 


en  las  comunicaciones 


Se  ha  querido  fundar  este  amparo  en  el  art.  15  de  la  Constitución, 
alegándose  que  la  Corte  debe  concederlo  para  no  permitir  que  ese  ar- 
ticulo se  viole  con  la  extradición  de  que  se  trata.  Vista  ésta  bajo  tal  faz, 
creo  también  que  es  improcedente  el  amparo.  Yo  entiendo  que  ese  ar- 
ticulo no  prohibe  más  extradiciones  que  las  de  los  reos  políticos  y  las  de 
los  que  tengan  la  condición  de  esclavos.  Respetando  esas  prohibiciones, 
juzgo  que  no  hay  extradición  anticonstitucional  con  relación  á  los  reos 
que  sean  objeto  de  ella,  y  que  el  representante  de  la  soberanía  de  Mé- 
xico puede  ajustar  tratados  de  extradición  con  las  condiciones  que  crea 
convenientes  á  los  intereses  y  decoro  de  la  Repiiblica,  y  sin  más  limita- 
ciones que  las  que  expresa  el  artículo  constitucional. 

El  argumento  que  se  toma  de  la  parte  segunda  de  ese  articulo  es 
absurdo.  Si  para  no  alterar  las  garantías  del  hombre  se  debe  negar  la 
extradición  de  un  reo,  tendríamos  con  solo  eso  prohibidas  todas  las  ex- 
tradiciones, las  de  nacionales  y  extranjeros,  y  con  ello  veríamos  el  con- 
trasentido de  que  una  parte  del  art.  15  es  derogatoria  de  la  que  inme- 
diatamente le  precede. 

Otra  es  la  inteligencia  que  se  debe  dar  á  esa  parte  segunda:  ella  pro- 
hibe que  se  celebren  tratados  que  vengan  á  derogar  artículos  constitu- 
cionales aquí  en  México-,  que  vengan  á  arrebatarnos  á  los  habitantes  de 
la  Eepública  las  garantías  que  la  Constitución  nos  otorga-,  tratados  que 
nos  privaran  de  la  libertad  de  la  prensa,  del  tránsito  sin  pasaportes,  etc., 
etc.  Y  que  esta  es  la  inteligencia  del  artículo  constitucional,  para  evi- 
tar que  un  tratado  derogue  la  Constitución,  lo  prxieban  los  motivos  del 
■articulo,  expuestos  en  su  discusión  en  el  Congreso  constituyente.  ^ 


III 

Con  motivo  de  la  proposición  del  C.  Magisti'ado  Blanco,  se  ha  habla- 
do mucho  sobre  quién  sea  el  poder  competente  para  los  negocios  de  ex- 
tradición. Yo  no  puedo  aceptar  que  lo  sea  el  Judicial,  sino  que  lo  es  y 
debe  serlo  siempre  el  Ejecutivo.  El  tratado  de  11  de  Diciembre  de  IbSl 
así  lo  decide  expresa  y  terminantemente  en  sus  arts.  1?  y  4? ,  en  don- 
de caracteriza  á  la  extradición  como  acto  internacional,  como  negocio 
que  se  trata  entre  dos  gobiernos  por  la  vía  diplomática,  y  que  solo  el 
Ejecutivo  de  cada  país  tiene  facultades  para  determinar.  Ese  tratado, 
lejos  de  considerar  á  los  jueces  como  competentes  en  tales  asuntos,  ex- 
presa que  ellos  no  pueden  tomar  conociuiiento  de  la  extradición  sino 
cuando  estén  debidamente  autorizados  por  el  gobernador  ó  jefe  militar 
de  los  Estados  fronterizos. 

En  la  Constitución  no  encuentro  una  sola  palabra  que  funde  esa  com- 
petencia judicial,  y  si  hallo  entre  las  atribuciones  del  Ejecutivo  los  mo- 
tivos que  determinan  su  competencia  en  la  materia.  Si  el  Ejecutivo  ha 
de  dirigir  las  negociaciones  diplomáticas  y  cuidar  del  cumplimiento  de 
los  tratados,  ¿cómo  podría  hacerlo,  si  un  juez  concediera  ó  negara,  se- 
gxín  su  entender,  una  extradición?  Si  el  acto  de  ese  juez  constituyera 

1  Las  leyes  á  que  me  referí  en  la  disensión,  son  la  americana  dé  12  de  Agosto  de  1848;  la  inglesa  de 
9  de  Agosto-de  1870:  la  belga  dé  15  de  Mayo  de  1874-  Respecto  de  tratados,  me  referí  á  los  de  14  de  Agos- 
to de  1874  entre  Francia  y  Bélgica:  de  14  de  Agosto  de  1876  entre  la  Gran  Bretaña  y  la  Francia,  etc-,  etc. 

2  Véase  la  Historia  del  Congreso  constitujente,  tomo  I,  pág-  7J4,  y  tomo  II,  pág-  614. 


la  violación  de  un  tratado,  ¿cóniD  el  Presidente  de  la  Eepública  pudie- 
ra ser  responsable  de  esa  falta?  Si  los  jueces  tuvieran  esas  facultades, 
¿cómo  el  Presidente  pudiera  dirig-ir  las  negociaciones  diplomáticas  en 
materia  de  extradición? 

Este  punto,  además,  me  parece  tan  claro,  que  es  ya  en  la  práctica  de 
las  naciones  un  principio  sobre  el  que  no  se  disputa.  Cierto  es  que  hay 
países  como  la  Inglaterra  v  la  Béig-ica,  en  los  que  sus  leyes  dan  más  ó 
menos  intervención  á  sus  jueces  en  los  negocios  de  extradición;  pero 
lejos  de  negarse  la  competencia  del  Poder  Ejecutivo  para  decretarla 
extradición,  se  aíirma  aun  más  si  es  posible,  por  el  precepto  de  esas  le- 
yes que  permiten  á  ese  Poder  aun  separarse  de  la  resolución  judicial 
favorable  á  la  extradición,  para  negarla.  En  otros  países,  como  en  los 
Estados  Unidos,  el  juez  no  hace  más  que  las  averiguaciones  necesarias 
para  la  resolución  del  caso,  siendo  siempre  el  Poder  Ejecutivo  el  que 
lo  resuelve,  sea  concediendo  ó  negando  la  extradición.  Yo  no  puedo, 
pues,  votar  este  amparo,  fundado  en  la  razón  de  que  el  Ministerio  de  la 
Guerra  sea  incompetente  para  decretar  la  extradición  de  Domínguez  y 
Barrera. 


IV 

Se  ha  asegurado  también  en  el  debate,  que  éstos  han  fundado  sti  pe- 
tición de  amparo  en  el  artículo  6?  del  tratado  de- extradición,  y  se  ha 
discutido  mucho  sobre  la  extradición  de  nacionales.  Aunque  no  es  cier- 
to que  los  quejosos  hayan  siquiera  hablado  de  ese  artículo  6?  ,  y  aunque 
aquí  no  se  trata  de  un  caso  de  extradición  de  nacionales,  supuesto  que 
ni  aun  aparece  del  expediente  comprobada  la  nacionalidad  de  los  acusa- 
dos, me  creo  en  el  deber  de  entrar  de  lleno  en  la  discusión  de  ese  pun- 
to, por  más  que  lo  crea  improcedente  en  este  juicio  de  amparo. 

Yo  no  creo,  como  se  ha  dicho,  que  sea  anticonstitucional  el  tratado 
de  extradición  que  México  celebrara  con  otra  potencia,  y  en  el  que  se 
pactara  la  entrega  recíproca  de  sus  ciudadanos.  Lejos  de  existir  en  la 
Constitución  un  precepto  que  prohiba  ese  tratado,  veo  que  el  artículo 
15  lo  autoriza,  puesto  que  sus  prohibiciones  se  refieren  solo  á  los  reos 
políticos  y  á  los  esclavos,  y  nada  dicen  délos  mexicanos.  El  argumento 
que  en  favor  de  éstos  se  ha  hecho,  tomándolo  de  la  parte  segunda  del 
artículo,  nada  prueba:  sí  la  interpretación  dada  en  ese  argumento  al  tex- 
to constitucional  fuera  exacta,  no  solo  favorecei'ia  á  los  mexicanos  pa- 
ra quedar  exceptuados  de  la  extradición,  sino  también  á  los  extranjeros, 
supuesto  que  ese  texto  se  refiere  expresamente  «al  hombre  y  al  ciuda- 
dano,» y  ya  hemos  visto  que  esa  interpretación  pone  en  contradicción  el 
art.  15  consigo  mismo,  destruyendo  su  parte  final  lo  preceptuado  en  su 
parte  primera.  Constitucionaímente,  pues,  no  se  puede  decir  que  la  ex- 
tradición de  mexicanos  esté  prohibida,  como  lo  está  la  de  esclavos  y 
reos  políticos. 

Se  ha  querido  sostener  que  la  parte  final  del  artículo  69  del  tratado 
de  11  de  Diciembre  de  1861  prohibe,  ó  al  menos  no  autoriza  la  extradi- 
ción de  nacionales.  Esto,  sin  desconocer  el  valor  de  las  palabras  del 
idioma,  no  se  puede  afirmar.  El  tratado  de  extradición  celebrado  con 
Italia,  prohibe  esa  extradición  y  se  expresa  asi:  "La  extradición  no  po- 
drá tenel"  lugar  si  los  acusados  .son  nacionales  del  país,  etc.»  Entre  esas 
palabras  y  las  del  tratado  celebrado  con  los  Estados  Unidos,  que  dicen: 
"Ninguna  de  las  partes  contratantes  queda  obligada  por  las  estipulacio- 
nes de  este  tratado  á  hacer  la  extradición  de  sus  propios  ciudadanos;" 
entre  ambas  cláiisulas,  repito,  media  toda  la  distancia  qiie  hay  entre  la 
prohibición  y  la  libertad.  Si  el  tratado  americano  hubiera  querido  res- 
tringir siquiera  esa  libertad,  habría  usado  otras  palabras  que  no  la  de- 


jaran  viva.  Pero  entender  ambos  tratados  en  el  mismo  sentido  prohibi- 
tivo, es  cosa  que  no  lo  consiente  el  sig-nificado  de  las  palabras. 

La  extradición  de  nacionales  puede  arreg'larse  en  los  tratados  de 
una  de  tres  maneras:  ó  prohibiéndola  como  lo  hace  el  tratado  con  Italia, 
ó  haciéndola  obligatoria,  de  manera  que  sea  inexcusable  la  entrega  de 
ciudadanos,  ó  permitiéndola,  dejándola  á  la  discreción  délos  gobiernos, 
como  lo  hace  la  parte  final  del  articulo  G.?  del  tratado  con  los  Estados 
Unidos;  sin  que  se  pueda  confundir  la  fórmula  prohibitiva  con  la  obli- 
gatoria, ni  alguna  de  esas  dos  con  la  potestativa.  De  las  palabras  mis- 
mas del  tratado,  deduzco,  pues,  que  la  extradición  de  nacionales,  lejos 
de  estar  prohibida,  está  permitida  entre  México  y  los  Estados  Unido* 

Se  ha  dicho  que  la  extradición  es  \\fi  negocio  odioso,  y  que,  como  tal, 
se  debe  restringir  la  interpretación  de  los  tratados  que  la  autorizan:  se 
ha  considerado  la  extradición  como  una  especié  de  acto  de  crueldad, 
casi  de  barbarie,  porque  asi  se  ha  pintado  la  entrega  al  extranjero  de 
un  ciudadano;  acto,  se  dice,  que  la  civilización  presente  condena,  y  al 
que  tiende  á  abolir  el  progreso  del  derecho  de  gentes.  Creo  que  no  hay 
razón  en  ninguno  de  esos  argumentos.  La  extradición,  lejos  de  ser  una 
creación  de  los  tiempos  bárbaros,  es,  por  el  contrario,  una  institución 
del  derecho  internacional  moderno,  que  tiende  á  ponerse  á  la  altura  de 
las  relaciones  que  mantienen  los  pueblos  por  medio  del  vapor  y  la  elec- 
tricidad. Y  la  extradición  de  nacionales,  lejos  de  ser  ese  acto  de  barba- 
rie de  que  se  ha  hablado,  es,  por  el  contrario,  un  desiderátum  todavía 
de  los  publicistas  contemporáneos  más  ilustrados;  es  una  tendencia  ha- 
cia el  mejoramiento  internacional  de  los  pueblos;  es  xma  exigencia  de 
la  civilización  que  no  quiere  que  ante  las  fronteras  se  detenga  la  acción 
de  la  justicia.  ^ 


V 

Se  ha  dicho  también  que  la  entrega  de  mexicanos  á  los  Estados  Uni- 
dos es  un  acto  de  humillación,  porque  en  esa  repiiblica  no  se  acepta  la 
extradición  de  nacionales,  y  haciéndosele  la  de  mexicanos,  se  hace  con 
el  pleno  conocimiento  de  que  se  obra  sin  reciprocidad. 

Alabándose  como  es  debido  las  instituciones  de  la  gran  República, 
se  ha  afirmado  que  ellas  no  consienten  ni  pueden  consentir  la  entrega 
de  uno  de  sus  ciudadanos,  porque  ella  seria  contraria  á  las  garantías 
constitucionales.  Todo  lo  que  sobre  este  punto  se  ha  dicho,  lo  consi- 
dero completamente  inexacto.  El  primer  tratado  de  extradición  que  los 

1  Para  justi'ícar  lo  que  sobre  este  punto  dije,  me  es  necesario  citar  á  los  publicistas  á  quienes  me 
referí-  Elijo  entre  ellos  á  M-  Billot,  por  ser  la  autoridad  que  en  el  debate  se  invocó  para  e>ecrar  la  ex- 
tradicióu-  Hablando  de  la  extradición  de  nacionales,  dice  esto  ese  autor:  "Les  argoments  presentes 
íontre  Teítradition  des  natiouaux  sont  iilus  spécieu?  que  solides-  tJn  rapide  ezamen  ))ermettra  de  s'eu 
assurer-  D'abord  est-il  vrai  de  diré  que  l'Etat  raanqv.erait  a.  ses  devoirs  de  protection  s'il  livrait  uii 
regnicole  á  la  juatice  étrangcreV  L'afi'.rmative  entrainerait  des  conséquences  inadmisibles-  La  protection 
.de  l'Etat  suit  le  national  á  l'étranger:  si  Ton  admet  que  l'Erat  lui  doi-e  les  garauties  de  la  jurisdiction 
de  sont  pays.  il  faut  pour  étre  conséquent  décider  que  l'Etat  doÍYe  intei  venir  tous  les  fois  qu'un  national 

est  traduit  de vant  un  tribunal  étranger Personne  n'ira  jusqu'á  soutenir  une  pareille  tiróse  qui 

comprometrait  les  relations  internationales 

Si  l'Etat  a  des  devoirs  a  Tégard  de  ses  nationaux,  il  a  aussi  d'autres  á  remplir  envers  les  Etats  voi- 
sins;  il  manquerait  á  ees  devoirs  s'il  refusait  son  conccurs  á  la  '■epression  des  infractions  commi-ses  sur  le 
territoire  étranger,''  Sigi.e  ese  autor  refutando  los  "soPsmas"  que  niegan  la  e.xtradición  de  nacioc&les,  y 
luego  concluye  así:  "  De  ladiscassiou  qui  procede  il  faut  eonclnre  q.i'aucun  piincipe  nes'oppose  á  ce  que 

les  nationau ■:  soient  soumis  á  l'extradition II  est  done  pei-niis  de  crcire  ' 'q-.'avec  les  progres  con- 

tinus  des  relations  internationales"  un  jour  viendra  oü  le  coupable,  ne  poutont  plus  s'abriter  derrióre  sa 
iiationalité.  sera  jugé  s;:rles  lieux  mémesde  son  crime  et  puni  par  la  loi  qu'il  aura  \ioIee-" — Billot. — 
Etude  sv.r  l'extraditiou — 1874,  páginas  67  á  70- 

Ko  puedo  dispensarme  de  citar  á  otro  ilustrado  publicista  de  nuestros  4ías,  qr^e  tiene  universal  repu- 
tación- Es  Calvo  quien  habla  así:   -'U  nous  est  dittoile  de  ne  pas  voir  dan.j  v.ne  pareille  exception  (ceUe 

de  l'extradltiondes  nationaux)  l'exagération  du  sentiment  de  la  soureraineté  narionale II  sem- 

Werait  done  plus  é.:iuitable  de  livrer  le  criminel  a  l'action  judiciare  qu'il  a  otfensé  et  qui  posséde  aveo  un 
drcit  incontestable  de  répressión.  tous  les  éléments  necessaires  pour  arriver  á  une  seriei.se  et  impartíale 
appreciation  du  degré  de  eulpabilité-"— Le  droit  International,  théorique  et  pratique — Segunda  edición, 
■iomo  I-  p;',gii:a  523- 


Estados  Unidos  ajustaron  con  Inglaterra,  el  de  1792,  comprendía  en  sil 
art.  27  á  toda  clase  de  criminales,  y  en  el  caso  de  Eobbins  fué  interpre- 
tado ese  artículo  en  el  sentido  de  comprender  á  los  nacionales  y  extran- 
jeros. 1  El  mismo  artículo  se  reprodujo  después  en  el  tratado  de  1842, 
celebrado  entre  las  mismas  potencias.  Registrando  los  tratados  ameri- 
canos, encontramos  en  muchos  de  ellos  la  misma  cláusula  del  artículo 
■69  de  nuestro  tratado,  que  declara  no  obligatoria  la  entrega  de  los  na- 
cionales, y  no  hay  ninguno  en  que  se  prohiba  d?  un  modo  absoluto. 

Sobre  este  punto  es  digno  de  mención  un  hecho,  que  mejor  que  má3 
citas,  revela  lo  que  sobre  el  particular  pasa  en  los  Estados  Unidos. 

Cuando  se  negociaba  en  1845  una  Convención  sobre  extradición  con 
la  Prusia,  el  plenipotenciario  de  este  país  exigía  que  en  ella  se  prohi- 
biese la  extradición  de  nacionales,  y  el  Senado  americano  se  rehusó  á 
ratificar  esa  Convención,  á  causa  de  que  en  ella  figuraba  tal  prohibición. 
Y  entonces  el  Secretario  de  Estado  decía  que  el  Gobierno  de  los  Esta- 
dos Unidos  no  podía  consentir  en  esa  excepción  de  los  nacionales,  1°.  , 
porque  con  ella  dejaría  de  haber  reciprocidad,  porque  las  leyes  penales 
de  diversos  países  europeos  tienen  efecto  extraterritorial  castigando  á 
sus  subditos  aun  por  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  cosa  que  no  su- 
cede en  los  Estados  Unidos;  y  2?  ,  porque  tal  excepción  quebrantaría  las 
leyes  de'^naturalización  americanas.  2 

Fuera  de  este  precedente,  fuera  de  las  opiniones  de  publicistas  ame- 
Tícanos,  como  Kent,  ^  Elliot,  "*  se  puede  estimar  como  concluyente  en  la 
jnateria,  el  hecho  de  que  en  la  edición  oficial  de  los  tratados  americanos 
en  lo  relativo  á  extradición  está  expresamente  consagrada  esta  doc- 
trina. 5 

No  se  comete,  pues,  acto  de  humillación  por  parte  de  México  al  en- 
tregar con  ciertas  reservas  á  sus  nacionales  que  han  delinquido  en  los 
Estados  Unidos,  por  la  razón  de  que  falte  la  reciprocidad  en  casos  se- 
mejantes de  parte  de  este  país. 

Se  ha  invocado  otro  argumento  contra  la  extradición  de  nacionales: 
se  dice  que  ni  las  leyes  ni  el  tratado  autorizan  al  Gobierno  de  México  á 
decretarla.  Ya  he  dicho  qne  las  palabras  del  tratado,  que  es  una  ley, 
permiten  esa  extradición,  supuesto  que  no  la  prohiben  expresamente, 
ni  la  hacen  obligatoria:  del  tratado,  pues,  se  deriva  la  facultad  del  Go- 
loierno  para  conceder  ó  negar  la  extradición  de  un  nacional,  facilitad 
lio  caprichosa  ni  arbitraria,  como  se  ha  supuesto,  sino  ilustrada  por  las 
consideraciones  de  conveniencia  nacional  que  en  cada  caso  se  deben 
-tener  presentes,  y  sujeta  á  las  reglas  del  derecho  de  gentes.  Este,  que 
no  garantiza  la  impunidad  del  crimen,  y  que  tiende  hoy  por  el  contra- 
rio, á  hacer  reconocer  la  máxima  de  que  el  territorio  extranjero  no  de- 
be Ser  un  asilo  seguro  para  criminales,  enemigos  de  la  humanidad,  ha 

1  El  juez  Bee.  en  su  sentencia  dijo  sobre  este  punto  lo  siguiente:  "What  says  the  27tli  article  of  the 
treatv  now  under  consideratión?  In  the  tirst'place  it  is  fonnded  on  reciprocity;  in  the  uext  it  is  general 
to  all  persons,  who  being  oharged  M'ith  murder  or  forger/  "-.i'hether  citizens,  subjects,  or  foreigners.  etc-" 
Y  mus  adelante  añade:  "Ñor  dpes  it  make  any  dirterenoe  whether  the  o;tense  is  cornmite  '.  by  "a  oitizen, 
or  another  person-"  De  acuerdo  con  estas  teorías  se  hi/o  la  e' 'radicióu  de  Eobbins  que  se  decía  ci'ida- 
daño  de  los  Estados  Unidos  —Warthon.  State  Triáis — Página  402. 

2  El  plenipotenciario  ijrusiano  Barón  Bulow' e'iíigía  esta  condición  en  el  tratado:  "Tbat  uiither  of 
the  contrac ting parties  shordd  be  required  to  deli-  er  'ip  "its  o:vn  subjects-"  St;ch  an  extraditiou  to  fo- 
reing  tribunals  «  ould  apparently  be  as  Uttlely  compatible  viththe  legislatioii  of  the  United  States  as 
with  that  of  Prp.ssia  and  the  other  Germán  States-"  Mr-  Buchanan,  entonces  Secretario  de  Estado,  de- 
cía al  Ministro  americano  en  Berlín  sobre  este  punto:  que  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  m.i  podía 
ajustar  tratados  de  eítra  lición  con  diversas  potencias  e-ii-opeas.  porque  éstas  no  consentían  la  extradi- 
ción de  Sus  propios  ciudadanos  que  después  de  haber  delinquido  en  los  Estados  Unidos  se  escapan  d  su 
país,  y  agregaba:  "Tliis  government  cannot  consent  ío  such  an  exception.  "Wehaton  edict- b,'  lawren- 
ce,  página  237- 

3  The  g.ülty  party  cannot  be  tried  and  pimishedby  any  other  jurisdiction  than  the  one  v.  hose  laws 
have  been  violated,  and  therefore  the  duty  of  siu-reuding  him  applies  "as  well  to  the  case  of  the  subjects 
•of  the  State  surprending,"  as  to  the  case  of  subjects  of  the  power  demanding  the  f  ugitive--r-Cü¡nm.  on 
american  law,  tom-  I,  pag.  39-  Edition  of  1867- 

4  .... Whether  such  oifeuderbethe  subject  of  theforeigngovernment,  "ora  citi^en  of  thiscoun- 

try"  woidd  make  no  ditference  in  the  aplicatiou  of  the  principie — Americ  diplom.  Cod.  num.  450. 

5  "Uuleis  otherwise  pro'  ided  by  treaty  it  is  immaterial  whether  the  person  demanded  is  or  is  not* 
a  Citizen  of  the  United  States.' '  -Treaties  and  conveutions  of  the  United  States.  Edition  of  1873,  pag.  98 


comenzado  á  formular  nuevas  teorías  que  son  ya  profesadas  por  los 
pueblos  cultos.  Una  de  ellas  es  ésta:  el  país  que  no  da  efecto  extraterri- 
torial á  sus  leyes  penales  sobre  sus  subditos,  y  que  en  consecuencia  na 
jjuede  castigarlos  ante  sus  tribunales  por  los  delitos  que  cometan  en  el 
extranjero,  debe  prestarse  á  hacer  la  extradición  de  sus  nacionales, siem- 
pre que  consideraciones  de  falta  de  reciprocidad,  de  falta  de  g-arantías, 
en  la  legislación  del  país  requerente  ii  otras  meramente  políticas,  de  las 
que  es  único  juez  el  Gobierno  del  país  requerido,  no  se  opongan  á  esa 
extradición.  Esta  teoría  la  defienden  con  incontestables  argumentos, 
ilustrados  publicistas  contemporáneos,  y  está  ya  consagrada  en  algunos 
tratados,  i  ^  _ 

Si  en  Prusia  y  en  los  Estados  alemanes  está  prohibida  la  extradición 
de  nacionales,  como  antes  se  ha  visto,  es  á  condición  de  que  las  leyes 
penales  de  esos  Estados  extienden  su  jurisdicción  á  sus  subditos  en  el 
extranjero  y  hacen  competentes  á  sus  tribunales  para  juzgarlos  por 
esos  delitos.  ^ 

En  esta  consideración  se  fundó  la  Convención  de  1852  entre  los  Es- 
tados Unidos  y  aquellos  países,  para  declarar  que:  «supuesto  que  la 
Constitución  y  leyes  de  Prusia  y  de  los  de  los  otros  Estados  qite  forman 
parte  de  la  Convención,  prohiben  la  entrega  de  sus  nacionales  aun  go- 
bierno extranjero,  el  de  los  Estados  Unidos,  con  el  fin  de  hacer  estricta- 
mente recíproca  la  Convención,  será  también  libre  de  toda  obligación 
de  entregar  á  aquellos  países  á  los  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos.» 
Siendo  esto  asi,  como  ya  se  ve  por  los  caracterizados  precedentes  cita- 
dos, y  sin  necesidad  de  más  autoridades,  y  siendo  un  hecho  que  nues- 
tras leyes  penales  no  tienen  efectos  extraterritoriales,  es  evidente  que 
México  está  bajo  el  imperio  de  aquellas  teorías  y  que  su  Gobierno,  au- 
torizado como  lo  está  por  el  tratado,  puede  hacer  uso  de  la  facultad  que- 
él  le  concede  para  hacer  la  extradición  de  mexicanos  en  casos  graves  y 
excepcionales. 

Puedo  citar  tambéin  un  precedente  célebre  en  los  Estados  Unidos, 
en  que  se  hizo  ima  extradición  notable,  sin  que  á  ello  obligara  tratado 
alguno,  y  que  su  principal  motivo  fué  respetar  la  teoría  de  que  un  país 
no  puede  convertirse  en  asilo  de  criminales.  Esa  extradición  fué  la  que 
cu  1864  mandó  hacer  Mr.  Seward  para  entregar  á  Arguelles  ala  autori- 
dad española.  A  esc  ilustre  hombre  de  Estado  se  le  disputó  entonces  la 
facultad  con  que  en  ese  caso  hubiera  procedido,  y  él  sostuvo  qxie  el  Go- 
bierno americano  la  tenía  derivada  de  la  ley  de  las  naciones,  porque 
aunque  ninguna  obligación  convencional  exista  para  entregar  aun  rea 
sin  tratado,  nadie  podría  sostener  que  un  país  esté  obligado  á  ser  el  asi- 
lo de  delincuentes,  que  son  los  enemigos  del  género  humano.  Y  aunque 
por  motivos  políticos  explotados  con  habilidad  en  una  cuestión  electo- 
ral hubo  empeño  en  reprobar  tal  extradición,  es  lo  cierto  que  la  peti- 
ción que  sobre  ello  se  formuló  en  la  Cámara  de  representantes,  fué  re- 
chasada  por  una  gran  mayoría.  ^ 

1  P'.ede  citarse  como  ii.co  de  ellos  el  celebrado  entre  la  República  Argentina  y  la  de  Solivia  en  186S, 
«lúe  contiene  r.ua  estipulación  en  estos  términos:  --lío  tendrá  lugar  la  extradición  cuando  el  criminal  sea 
ciudadano  de  la  nación  á  q'.iien  se  pida  la  extradición;  pero  él  será  jr.'-gado  por  los_  tribunales  de  uno  ú 
ütro  país." — C'ah  o — Le  droit  intemational,  théoriqíie  et  i?ratique,— Tom-  I.  pág-  516- 

2  Véase  Fuelix.  Traite  du  droit  International  privé.  Tomo  II,  números  560.  561, 562,  563, 554,  etc-,  por 
lo  relativo  á  las  leyes  de  Prusia,  Ba viera,  Oldemljurg,  WurCemberg,  etc..  que  tienen  efectos  extraterrito- 
riales sobre  sus  respectivos  subditos.  Por  lo  que  toca  á  la  estradición  de  nacionales,  prohibida  en  esos 
países,  véanse  los  números  622,  623,  624.  626,  etc. 

3  Al  dar  cuenta  Mr.  Sevvard  al  Senado  de  la  extradición  de  Arguelles,  dice  lo  siguiente:  "There 
beiug  no  treatv  of  extradition  bet'-'-een  tlie  United  States  and  Spaiu,  or  any  act  of  Congress  directing 
how  fugitivfcsfrom  justice  in  Spanish  dominions  shall  be  deliveredup,  the  extraditiou  in  this  caséis  un- 
<lerstood  bv  this  Department  to  ha'  e  been  made  in  virt.;e  of  the  la»y  of  nations  and  the  constitation  of 
the  U.  S.  Althoagh  Lhere  is  a  conüiot  cf  authorrties  conceming  the  eNpeditncy  of  exercising  comity  ta 
V  artls  a  foreing  govemment,  taj  surrending  at  his  request  one  of  its  ovn  subjects  charged  with  the  comis- 
&ion  of  crime  withinits  territory;  and  alfchough  it  may  be  conceded  that  there  is  no  national  obUgatión 
tu  make  Svich  a  surrender  upon  a  demand  therefor,  unless  it  is  acknowlcdged  by  treaty  orb>  statute  law 
yet  a  nation  is  never  bound  to  ñ.rnish  asylum  to  dangerojs  crimináis,  who  are  ofJenders  against  the  hu- 
man race,  and  it  is  believed  that  if  in  any  case  i  he  comitv  co.dd  y>ith  propertv  be  practised,  the  one 
■B'hich  is  understood  to  have  called  forth  the  resolution,  fumished  a  just  reason     r  its  esercíse-  ' 


El  Gobierno  mexicano,  al  decretar  la  extradición  de  un  ciudadano, 
no  obraría  como  Mr.  Sevfard,  «olo  autorizado  por  la  comitas  gentium, 
sino  facultado  por  un  tratado  que  lo  deja  cu  libertad  para  obrar  corno 
lo  crea  conveniente,  teniendo  en  cuenta  las  circunstancias  del  caso  y  las 
rea-las  2,-enerales  del  derecho  internacional. 


VI       • 

Algún  señor  Magistrado  se  ha  permitido  usar  de  palabras  injustifi- 
cables de  censura  contra  el  Gobierno,  no  por  lo  relativo  á  eáte  negocio, 
porqiie  aqiii  no  se  trata  de  la  extradición  de  mexicanos,  sino  con  refe- 
rencia á  la  extradición  de  los  reos  de  Río  Grande  City.  Aunque  el  Go- 
bierno no  necesita  de  mis  defensas,  ni  es  este  el  lugar  de  hacerlas,  yo 
lio  puedo  permanecer  en  silencio  cuando  esos  ataqiiesno  pueden  llegar 
al  Gobierno  sin  herirme  antes  á  mí  personalmente,  supuesto  que  yo  era 
Secretario  de  Ilelaciones  cuando  bajo  mi  responsabilidad  se  hizo  esa 
extradición. 

He  creído,  pues,  de  mi  deber  hablar  de  un  negocio  extraño  á  este 
juicio,  aceptardo  la  discusión  aun  en  el  terreno  á  que  se  ha  llevado,  si- 
quiera para  defender  mi  conducta  de  ataques  injustos.  Yo  no  estoy  au- 
torizado para  revelar  los  secretos  de  la  negociación  seguida  sobre  la 
extradición  de  los  reos  de  Rio  Grande;  pero  sí  puedo  asegurar  en  muy 
alta  voz  que  no  fué  el  miedo  ni  la  humillación  los  que  inspiraron  al  Go- 
bierno á  decretarla;  que  es  una  calumnia  decir  que  el  fantasma  de  los 
Estados  Unidos,  que  el  deseo  del  reconocimiento  de  nuestro  Gobierno, 
etc.,  hayan  de::enn',nado  aquella  extradición.  Yo  protesto  contra  esas  ca- 
lumnias que  jamás  se  probarán;  y  si  se  duda  de  que  mis  palabras  no 
apoyen  esa  protesta,  mis  hechos  vendrán  á  fundarla  robustamente.  Co- 
mo Secretario  de  Relaciones  yo,  con  acuerdo  del  Presidente,  negué  la 
extradición  de  otros  mexicanos  que  demandaban  los  agentes  de  Texas. 
Algún  día  se  publicarán  los  documentos  relativos  á  estos  asuntos,  y 
tengo  la  esperanza  de  que  sea  pronto,  para  que  pronto  la  nación  conoz- 
ca cómo  en  aquel  delicadísimo  puesto  procuré  deí'ender  su  honra  y  sus 
intereses.  De  mi  conducta  en  aquel  negocio  di  luego  cuenta  á  la  auto- 
ridad competente,  al  Senado,  porque  no  sílono  huyo  la  responsabilidad 
de  mis  actos,  sino  que  deseo  que  sean  juzgados  y  conocidos.  Si  los  Ma- 
gistrados que  tanto  afán  han  tenido  en  censurar  la  extradición  de  los 
reos  de  Rio  Grande  conocieran  aquella  negociación,  esto\^  seguro  que 
en  su  patriotismo  y  en  su  ilustración  no  hubieran  proferido  las  palabras 
inconvenientes  que  hemos  oído.  Pero  dejando  k  un  lado  estos  desagra- 
dables incidentes  del  debate,  y  sin  revelar  los  secretos  de  la  negocia- 
ción de  que  he  hablado,  creo  que  con  lo  dicho  he  ya  establecido  los  fun- 
damentos legales  que  apoyan  mi  opinión  de  que  en  ciertos  casos  excep- 
cionales se  puede  hacer  la  extradición  de  nacionciles. 

Para  llevar  este  amparo  al  terreno  que  no  le  [)ertenece,  al  de  la  dis-- 
cusión  de  la  extradición  de  mexicanos,  se  ha  dicho,  con  entera  inexac- 
titud por  cierto,  que  Domínguez  y  Barrera  han  pedido  el  amparo  íun- 
dándolo  en  el  art.  G?  del  tratado, 'combinado  con  el  l.í  de  la  Constitu- 
ción; que  la  nacionalidad  de  esos  acusados  es  sin  duda  alguna  la  mexica- 
na, porque  así  lo  resuelve  la  Convención  entre  México  y  los  E^itados^ 
Unidos  de  10  de  Julio  de  1868. 

Para  juzgar  de  esa  inexactitud  basta  leer  la  demanda  de  los  quejo- 
sos. Y  para  que  se  vea  que  la  cuestión  de  nacionalidad  no  está  resuel- 
ta por  aquella  Convención,  y  sobre  todo,  que  no  se  trata  de  un  caso  de 
extradición  de  mexicanos,  tengo  que  decir  aun  algo  sobre  estos  puntos. 
La  referida  Convención  no  tiene  más  objeto  que  determinar  la  ciudada- 


nía  de  las  personas  que  emigran  de  uno  á  otro  país,  y  su  art.  19  no  ha* 
Ma  sino  de  la  ciudadanía  adquirida  por  naturalización.  Basta  decir  es- 
to para  comprender  que  esa  Convención  no  es  ni  puede  ser  la  reg'larini- 
ca  que  decide  las  cuestiones  de  nacionalidad.  ¿Qué  nacionalidad  tiene, 
por  ejemplo,  el  mexicano  que,  residente  en  Texas  el  año  de  1848,  no  ha- 
ya declarado  sa  intención  de  conservar  su  nacionalidad  primitiva?  El 
artículo  8?  del  tratado  de  2  de  Febrero  de  1848  nos  dice  que  es  ciudada- 
no americano.  ¿Qué  nacionalidad  tienen  los  hijos  de  aquellos  mexicanos 
de  oríg-en?  La  americana.  Otros  tratados,  pues,  el  derecho  de  gentes, 
nuestra  Constitución  y  leyes  determinan,  fuera  de  aquella  Convención, 
ia  cuestión  de  nacionalidad.  ¿Sabemos  acaso  ."^i  Doming-uez  y  Barrera 
elig-ieron  en  1848  la  ciudadanía  americana,  ó  si  son  hijos  de  ciudadanos 
americanos,  aiinque  de  origen  mexicano?  Resolver  este  punto  sin  prue- 
bas seria  una  ligereza  indigna  del  primer  tribunal  de  la  Repiiblica. 

No  se  trata  aquí,  he  dicho,  de  un  caso  de  extradición  de  mexicanos: 
consta  de  autos  que  la  orden  librada  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  se 
expidió  en  la  inteligencia  de  que  Domínguez  y  Barrera  eran  america- 
nos, y  que  el  general  Canales  hizo  ana  consulta  al  Gobierno  sobre  el 
asunto.  Y  he  tenido  la  honra  de  informar  á  la  Corte  que  esta  orden  que- 
dó en  suspenso,  en  espera  precisamente  de  la  averiguación  que  se  hi- 
ciera sobre  la  nacionalidad  de  los  acusados.  Por una  mala  inteligencia 
de  la  orden  del  Ministerio  de  Relaciones,  de  9  de  Octubre  de  1877,  orden, 
que  declaró  que  los  jueces  no  tienen  competencia  para  resolver  las  ne- 
gociaciones de  extradición,  y  mala  inteligencia  del  juez  de  Matamoros 
que  compromete  su  responsabilidad,  esa  averiguación  no  se  -ha  hecho, 
y  la  verdadera  nacionalidad  de  los  acusados  no  se  ha  descubierto  aun. 
¿Podría,  en  el  estado  que  esa  averiguación  guarda,  resolver  que  la  ex- 
tradición no  es  obligatoria  porque  los  acusados  son  mexicanos?  ¿Y  qué 
sucedería  sí  se  probase  después  que  son  americanos?  ¿Con  quésejusti- 
fícaría  la  violación  clara  y  flagrante  del  tratado,  que  en  tal  caso  se  co- 
metiera? Esto  sería  otra  ligereza  que  no  tendría  disculpa.  Se  trata,  pues, 
en  este  asunto,  no  de  la  extradición  de  mexicanos,  sino  de  saberse  sí 
.  unos  acusados  son  nacionales  ó  extranjeros,  para  asi  resolver  sobre  la 
extradición  pedida.  El  Gobierno  está  en  su  derecho  para  exigir  las  prue- 
bas sobre  punto  de  nacionalidad,  y  no  se  puede,  sin  prejuzgar  esas  prue- 
bas y  sin  prejuzgar  la  intención  del  Gobierno,  decir  hoy  que  se  van  á 
entregar  unos  mexicanos  aLextranjero.  Conceder  amparo  para  esos  ca- 
hos  hipotéticos,  y  concederlo'  cuando  ni  los  mismos  acusados  lo  han  pe- 
dido, sería  de  parte  de  la  Corte  un  atentado  hasta  contra  la  le}^  que 
marca  los  procedimientos  en  el  juicio  de  amparo.  Las  razones  que  que- 
dan expuestas  sirven  de  fundamento  al  voto  que  daré,  negando  el  am- 
paro que  piden  Domínguez  y  Barrera. 

La  Suprema  Corte  pronunció  la  siguiente  ejecutoria. 

México,  veinticinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho. — Vis- 
tos: el  escrito  de  diez  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  siete,  en  que  Jesús  María  Domínguez  y  Fabriciano  Barrera  piden"  al 
Juez  de  Distrito  del  Norte  del  Estado  de  Tamaulipas,  que  los  ampare  y 
proteja  contra  la  violación  de  las  garantías  que  les  otorgan  los  artícu- 
los 16,  18,  19  y  20  de  la  Constitución  federal  y  la  suspensión  provisional 
de  su  detención  en  la  cárcel  pública  del  puerto  de  Matamoros;  ^  el  pe- 
dimento del  ciudadano  Jefe  de  Hacienda,  que  hizo  1-as  veces  de  promo- 
tor fiscal  á  falta  del  titular,  en  que  se  opone  á  la  suspensión  del  acto  re- 
clamado; 2  el  auto  de  veintitrés  del  repetido  Noviembre,  en  que  el  Juz- 

1  Fojas  1  y  2,  cuaderno  principal. 

2  Fojas  5  y  6,  cuaderno  principal 
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-g-ado  declaró  sin  lugar  la  suspensión  inmediata  del  acto  reclamado;  ^  los 
informes  de  los  CC.  José  María  Villareal,  juez  de  primera  instancia  y  de 
extradición  del  puerto  de  Matamoros,  de  veintidós  del  mismo  Noviem- 
bre, y  sucesor  en  el  cargo,  Lie.  Trinidad  González  Doria,  de  primero  de 
Diciembre  siguiente;  ^  el  decreto  en  que  el  juez  inferior^  á  petición  del 
promotor  fiscal,  mandó  recibir  á  prueba  el  juieio  por  el  término  de  seis 
días  que  se  prorrogaron  por  dos  más  á  solicitud  de  los  quejosos;  ^  la  prue- 
ba testimonial  rendida  por  Domínguez  y  Barrera  en  los  días  once  y  do- 
ce de  Diciembre;  ^  el  auto  del  día  catorce  del  propio  mes,  en  que  se  man- 
dó á  las  partes  que  alegaran  de  bien  probado;  ^  y  la  sentencia  definitiva 
de  veinticuatro  del  mismo  mes  de  Diciembre,  que  fundada  en  los  artícu- 
los ly  y  1?  de  la  Constitución  federal,  «ampara  y  protege  á  Jesiis  María 
Domínguez  y  á  Fabricíano  Barrera,  por  retenérseles  en  prisión  sin  los 
requisitos  que  ordena  la  ley  fundamenlal;»  ^  la  proposición  presentada 
úe  palabra  por  el  C.  Magistrado  Miguel  Blanco,  en  la  audiencia  del  día 
veinticuatro,  y  por  escrito  en  la  del  día  veinticinco,  que  dice:  «2»  La  jus- 
ticia federal  ampara  y  protege  á  Jesús  María  Domínguez  y  á  Fabricía- 
no Barrera  contra  el  auto  del  Ejecutivo  de  la  Nación,  que  los  mandó  en- 
tregar á  las  autoridades  americanas,  por  violarse  con  este  acto  las  ga- 
•rantías  que  consignan  los  artículos  16  y  20  de  la  Carta  fundamental,» 
con  todas  las  constancias  del  proceso;  y  considerando  en  cuanto  á  los 
hechos: 

I.  Que  en  veinticinco  de  Agosto,  poco  más  ó  menos,  de  míljochocien- 
tos  setenta  y  siete,  se  cometieron  dos  homicidios  cerca  del  rancho  del 
«Guajillo,»  sito  en  el  condado  de  Duval,  del  Estado -de  Texas,  en  las  per- 
sonas de  Gertman  y  de  Popel: 

II.  Que  las  autoridades  competentes  del  Estado  de  Texas  han  pedi- 
do á  la  autoridad  iniJitar  de  la  Villa  de  Mier  y  al  juez  de  extradición  del 
puerto  de  Matamoros,  la  detención  y  entrega  de  Jesús  María  Domín- 
guez y  de  Fabriciano  Barrera,  invocando  el  tratado  de  extradición  de 
once  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno: 

III.  Que  Domínguez  y  Barrera  fueron  aprehendidos  en  la  Villa  de 
Mier  por  la  autoridad  militar  en  los  últimos  días  del  mismo  mes  de  Agos- 
to y  remitidos  en  el  de  Octubre  al  juez  de  1=^  instancia  y  de  extradición 
del  puerto  de  Matamoros,  en  cuya  cárcel  piíblica  están  detenidos  desde 
el  veinte  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete;  y 

IV.  Que  el  Ejecutivo  Federal  ordenó  á  la  autoridad  militar  y  al  juez 
de  extradición  de  Matamoros  hacer  la  entrega  de  Domínguez  y  de  Ba- 
rrera á  la  autoridad  americana,  en  la  inteligencia  de  que  éstos  cometie- 
ron el  delito  en  territorio  americano  y  ser  ellos  de  esa  nacionalidad,  co- 
mo lo  dice  el  general  Canales  á  quien  esa  oiMen  se  libró,  y  sobre  la  que 
elevó  una  consulta  al  Ministerio  de  Guerra,  ^  y  orden,  en  fin,  que  que- 
dó en  suspenso  en  virtud  de  la  declaración  hecha  por  el  Ministerio  de 
Eelaciones  según  el  informe  que  el  presidente  de  esta  Suprema  Corte 
de  Justicia  (que  fué  Secretario  de  Relaciones  Exteriores  hasta  princi- 
pios de  este  mes)  ha  dado  al  Tribunal  pleno  en  la  audiencia  del  día  vein- 
ticinco del  mes  corriente. 

Considerando  en  cuanto  al  derecho,  primero:  que  la  detención  de  Do- 
mínguez y  Barrera  no  es  contraria  al  artículo  lo  de  la  Constitución  fe- 
deral, según  se  ha  indicado  en  favor  de  los  quejosos,  por  no  proceder  de 
una  ley  privativa  ni  de  un  tribunal  especial,  sino  del  tratado  de  extra- 
dición de  once  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno  qiie  es 

1  Poja  6i  vuelta,  cuaderno  citado. 

'2  Fojas  9,  10  y  11;  14  j'  22,  cuaderno  principal. 

3  Foja  12,  cuaderno  citado,  y  2,  cuaderno  de  prv.eba, 

4  Fojas  3  á  5,  cuaderno  de  pr.ieba. 

5  Foja  13,  vuelta,  cuaderno  piincipal. 

6  Fojas  25  á  27,  cuaderno  citado- 

7  Foja  17i  vuelta-, 
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"una  ley  suprema  de  toda  la  Unión"  conforme  á  la  letra  del  articulo  126 
de  la  Constitución  federal,  y  porque  la  detención  no  ha  sido  efecto  de 
ninguna  orden  de  algún  tribunal  especial: 

Segundo:  que  además,  el  articulo  13  es  totalmente  inaplicable  á  los 
casos  de  extradición,  siipuesto  qiie  él  se  refiere  á  los  delitos  que  puedan 
y  deban  ser  juzgf,dos  en  la  Bepública  Mexicana,  y  el  fin  de  la  extradi- 
ción es  precisamente  no  juzgar  en  la  República  á  los  reos  que  hayan. 
<;ometido  delitos  en  el  extranjero: 

Tercero:  Que  el  tratado  de  extradición  de  once  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  uno  entre  México  y  los  Estados-Unidos,  no  es  con- 
tr9,rio  al  articulo  15  de  la  Constitución,  porque  el  precepto  constitucio- 
nal solo  prohibe  que  se  "celebren  tratados  para  la  extradición  de  reos 
políticos  y  para  la  de  aquellos  delincuentes  del  orden  común  que  hayan 
tenido  en  el  país  donde  cometieron  el  delito  la  condición  de  esclavos," 
debiéndose  deducir  rectamente  de  estas  palabras  que.  son  constituciona- 
les los  tratados  de  extradición  que  respeten,  como  el  citado  de  once  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tino,  esa  prohibición: 

Cuarto:  Que  no  es  admisible  ni  legal  la  interpretación  que  se  hace  de 
la  parte  final  del  mismo  articulo  15  en  el  sentido  de  que  él  prohiba  toda 
clase  de  extradiciones,  para  "no  alterar  las  garantías  que  la  Constitu- 
ción otorga  al  hombre  y  al  ciudadano,"  garantías  de  que  no  goza  el  reo 
de  cualquiera  nacionalidad,  que  sea  entregado  al  extranjero;  porque  esa- 
interpretación  haría  anticonstitucionales  todos  los  tratados  de  extradición- 
que  se  celebraran,  y  se  ve  claramente  en  la  parte  primera  del  mismo  ar- 
tículo, que  esos  tratados  están  consagrados  por  la  ley  fundamental  con- 
las  solas  dos  resti'icciones  que  ella  expresa,  bastando  esta  consideración. 
para  afirmar  que  no  hay  contradicción  entre  las  dos  partes  del  citado 
artículo  15,  de  manera  que  á  la  vez  permitiera  y  prohibiera  la  extradi- 
ción. La  interpretación  recta  y  clara  de  ese  artículo,  la  dan  sus  motivos 
expresados  en  la  discusión  que  sufrió  en  el  Congreso  constituyente.  La 
parte  primera  de  él  era  el  artículo  11  del  proyecto  de  Constitución,  y  fué 
aprobado  en  la  sesión  de  diez  y  ocho  de  Julio  de  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  seis.  La  segunda  parte  fué  propuesta  como  adición  por  el  di-  , 
putado  Zarco,  motivándola  en  la  conveniencia  de  asegurar  los  derechos 
y  garantías  otorgados  por  la  Constitución  al  hombre  y  al  ciudadano,  ga- 
rantías* que  podían  ser  alteradas  por  un  tratado  en  el  territorio  nacio- 
nal. "Las  grandes  potencias,  decía  aquel  diputado,  tienden  generalmen- 
te á  influir  en  los  negocios  de  los  países  débiles:  así  se  ve  que  el  imperio 
francés  quiere  restringir  la  libertad  de  imprenta  en  Bélgica.  Un  tratado 
podría  arrebatarnos  esa  libertad  ó  la  .de  comercio,  ó  la  de  tránsito,  etc.,"' 
y  para  evitar  esos  peligros  la  adición  fué  presentada.  En  este  sentido,  y 
para  esos  fines,  ella  fué  aprobada  en  la  sesión  de  veintisiete  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis,  i  Conocido  así  el  espíritu  de  la^. 
ley,  se  debe  interpretar  la  segunda  parte  del  articulo  15  tantas  veces  ci- 
tada, no  en  el  sentido  de  nulificar  la  parte  primera  declarando  anticons- 
titucionales las  extradiciones,  sino  en  el  de  que  no  pueden  celebrarse 
tratados  ó  convenciones  que  deroguen,  modifiquen  ó  alteren  las  garan- 
tías constitucionales,  como  por  ejemplo,  ti*atados  que  restrinjan  la  liber- 
tad de  imprenta,  de  comercio  ó  de  tránsito;  tratados  que  den  jurisdic- 
ción á  los  Cónsules  ó  agentes  diplomáticos  extranjeros  para  juzgar  en., 
la  Eepriblica  los  delitos  cometidos  en  su  territorio;  tratados  que  crien  tí- 
tulos de  nobleza,  etc.  Y  siendo  ésta  la  interpretación  del  articulo  15  de 
la  Constitución,  no  se  puede  invocar  para  tener  como  anticonstitucional. 
la  extradición  de  Domínguez  y  Barrera: 

Quinto:  Qixe  la  detención  provisional  de  estos  acusados  no  viola  tam- 
poco el  artículo  16  de  la  Constitución,  porque  en  la  frontera  del  Norte 

1    Historia  del  Congreso  constituyente,  tomo  I>  página  714;  tomo  II.  página  614. 

Votos.  Tomo  I — 2 
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■de  la  Repiiblica  son  competentes  para  decretar  la  detención  de  los  fug-i- 
tivos  de  la  justicia  de  los  Estados-Unidos  de  América  la  autoridad  mili- 
tar y  la  civil,  segiín  la  letra  del  articulo  4?  del  tratado  de  extradición  de 
■once  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno: 

Sexto:  Que  la  orden  de  extradición  de  Domiguez  y  Barrera,  librada 
por  el  Ministerio  de  la  Guerra,  tampoco  infringe  el  mismo  articulo  16, 
porque,  según  el  tratado,  la  Constitución  y  la  ley  internacional,  el  Po- 
der Ejecutivo  es  el  competente  para  ordenar  la  extradición.   El  tratado 
en  su  artículo  4?  declara  que:  "la  extradición  de  los  fugitivos  de  la  jus- 
ticia solo  se  podrá  hacer  por  orden  del  Ejecutivo"  de  cada  país-,  y  si  bien 
^n  favor  de  los  estados  fronterizos  establece  una  excepción,  no  solo  no 
quebranta  ese  principio,  sino  que  lo  afirma,  previniendo  que  la  extradi- 
ción en  esos  Estados  se  pueda  decretar  "por  la  principal  autoridad  civil 
de  ellos,  ó  por  la  principal  autoridad  civil  ó  judicial  de  los  distritos  de 
;la  frontera,  que  para  este  objeto  pueda  estar  debidamente  autorizada 
por  la  principal  autoridad  civil  dé  los  mismos  Estados;  ó  cuando  por 
alguna  causa  esté  suspensa  la  autoridad  civil. .....  se  podrá  ordenarla 

extradición  por  el  jefe  superior  militar,  etc."  De  este  articido  aparece 
que  la  competencia  para  ordenar  la  extradición,  nunca  reside  én  la  au- 
toridad judicial,  que  no  puede  obrar  en  estos  negocios  sino  por  delega- 
x^ión  del  Poder  Ejecutivo.  El  artículo  1?,  además,  declara  que  la  extra- 
adición  es  un  asunto  internacional  que  se  trata  por  la  vía  diplomática,  y 
-estas  consideraciones  son  bastantes  á  comprobar  que  la  extradición  no 
•es  negocio  de  la  competencia  del  Ppder  Judicial,  sino  del  Ejecutivo.  Es- 
ta competencia  está  afirmada  por  los  diversos  preceptos  constituciona- 
les qué  determinan  las  atribuciones  de  este  Poder.  El  es,  segiin  la  Cons- 
titución, el  representante  de  la  soberanía  nacional,  ante  las  naciones  ex- 
tranjeras; él  dirige  las  negociaciones  diplomáticas;  él  es  el  encargado  de 
la  ejecución  de  los  tratados  y  el  responsable  de  su  cumplimiento:  y  nin- 
guno de  estos  altos  deberes  podría  llenar  el  Poder  Ejecutivo,  si  otro  po- 
der independiente  de  él,  si  otra  autoridad  cualquiera  pudiera  conceder 
ó  negar  una  extradición  demandada,  según  un  tratado,  supuesto  que  esa 
concesión  ó  negativa  podría  importar  la  violación  del  mismo  tratado  he- 
cha de  una  manera  que  el  Ejecutivo  no  la  pudiera  impedir. 

La  ley  internacional  consagra  el  principio  de  que  la  extradición  es 
un  acto  de  soberanía  que  no  puede  ejercer  el  Poder  Judicial.  Entre  los 
publicistas  que  enseñan  esa  doctrina,  pueden  citarse  los  siguientes:  Da- 
iloz  en  su  grande  obra  «Répertoire  de  Législation  et  Jurisprudence,»  ^ 
se  expresa  así:  «Hay  algo  más  en  la  extradición ....  hay  el  arresto,  es 

decir,  principio  de  acción  judicial.  ¿Cómo  conciliar  este  hecho  con  el 
principio  de  que  el  soberano  de  un  Estado  no  tiene  jurisdicción  sobre  un 
extranjero  sino  por  los  actos  cometidos  en  su  territorio?  El  ai'resto  en 
este  caso  no  es  otra  cosa  más  que  un  acto  de  soberanía,  determinado 
por  las  convenciones  internacionales  ó  por  la  sola  voluntad  del  sobera- 
no. Es  un  acto  de  derecho  público  y  no  de  derecho  civil  ó  de  derecho 
criminal  ordinario.  El  soberano  obra  entonces  en  virtud  de  las  relacio- 
nes que  unen  á  los  Estados;  se  coloca  en  el  lugar  de  un  soberano  amigo 
y  le  presta  el  concurso  de  su  poder.»— Mr.  Vazelhes,  2  en  la  interesante 
monografía  que  acaba  de  escribir  sobre  la  extradición,  dice  esto:-  «En 
el  procedimiento  de  extradición,  ejerciendo  tanto  el  Gobierno  reque- 
rente  como  el  Gobierno  requerido  un  acto  de  soberanía,  resulta  de  ello 
que  es  preciso  seguir  la  vía  diplomática,  porque  los  simples  agentes,  ora 
sean  del  Poder  .Ejecutivo,  ora  del  Poder  Judicial,  no  pueden  entablar 
directamente  las  relaciones  necesarias  en  esta  materia.  Consagrada  ya 
por  el  uso  esta  regla,  se  ha  formulado  en  un  gran  nrimero  de  tratados.» 
Entre  los  muchos  precedentes  que  en  confirmación  de  estas  doctri- 

1  Autor  y  obra  cit-,  verbo  "Traite  international."— Párrafo  273. 

2  Etude  sur  Textradition — Página  94- 


13 

ñas  se  podrían  citar,  hay  uno  que  por  su  importancia  hace  innecesarios 
los  demás.  En  el  año  de  1799  se  pidió  al  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos por  el  Cónsul  inglés,  la  extradición  de  Nathau  Robbins  ó  Tomás 
Nash,  y  se  suscitó  con  este  motivo  la  cuestión  de  saber  si  este  asunto 
era  de  la  competencia  del  Poder  Ejecutivo;  el  ilustre  Mr.  Marshall  de- 
fendió con  incontestables  argumentos  la  orden  de  extradición  librada 
por  el  Presidente  Adams,  y  con  ese  motivo  hablaba  así:  «El  caso  fué  por 
su  naturaleza  una  demanda  hecha  á  la  nación.  Las  partes  eran  las  dos 
naciones.  Ellas  iio  pueden  presentarse  ante  los  tribunales  para  litig'ar 
sus  reclamaciones,  ni  puede  un  tribunal  decidir  acerca  de  ellas.  En  con- 
secuencia, la  demanda  no  es  un  caso  de  la  competencia  judicial.  El  Pre- 
sidente es  el  rinico  órgano  de  la  nación  en  sus  relaciones  exteriores,  y 
su  único  representante  ante  las  naciones  extranjeras.  En  consecuencia, 
la  demanda  de  una  nación  extranjera  solo  puede  hacerse  á  él.  El  posee 
todo  el  Poder  Ejecutivo.  Tiene  en  su  mano  y  dirige  la  fuerza  de  la  na- 
ción. En  consecuencia,  todo  acto  que  deba  ser  ejecutado  por  la  fuerza 
de  la  nación,  tiene  que  serlo  por  conducto  de  él.  Está  encargado  de  eje- 
cutar las  leyes.  Un  tratado  está  declarado  que  es  una  ley.  Debe,  pues, 
ejecutar  un  tratado,  supuesto  que  él  y  solo  él  posee  los  medios  de  eje- 
cutarlo.» 1  En  la  nación  vecina  esa  doctrina  se  considera  ya  como  un 
principio  establecido,  según  lo  testifica  un  publicista  de  nuestros  días 
■con  estas  palabras:  «Puede  considerarse  como  reconocido  en  los  Estados 
Unidos,  que  en  ausencia  de  una  ley  positiva  que  confiera  la  facultad  á 
un  tribunal  judicial,  aquel  tribunal  no  tiene  ninguna  autorización,  en 
virtud  de  sus  funciones  generales,  para  hacer  extradición  de  crimina- 
les. . . : . .  Como  la  entrega  es  un  acto  político  del  Estado,  las  funciones 
de  un  Magistrado  son  solo  determinar  judicialmente  si  el  caso  se  ha  eje- 
cutado de  acuerdo  con  el  tratado  invocado  y  con  el  estatuto.  La  entre- 
ga del  reo  al  empleado  extranjero  es,  no  solo  un  acto  ejecutivo,  sino  qiie 
el  arresto  originario  puede  hacerse  siempre  poi'  el  Ejecutivo;  y  si  asi  lo 
previene  el  estatuto,  puede  hacerse  también  por  el  tribunal  ó  por  el  Ma- 
gistrado encargado  de  examinar  el  asunto.  Según  la  Constitución,  cual- 
quiera entrega  hecha  de  acuerdo  con  un  tratado  de  extradición  es  un 
acto  ejecutivo,  y  el  Presidente  ó  el  Secretrrio  de  Estado  como  su  agente, 
pueden  verificarlo  aun  cuando  no  haya  un  estatuto  que  los  autorice. . . . 
Los  estatutos  autorizan  á  ciertos  Tribunales  y  Magistrados,  en  vista  de 
queja  presentada,  ú  expedir  órdenes  de  arresto,  á  oir  y  decidir  la  cues- 
tión, y  en  caso  de  petición  de  entrega,  certificar  el  resultado  asi  como 
la  prueba,  al  vSecretario  de  Estado;  y  en  vista  de  esto  el  Secretario  está 
a,utorizado  á  hacer  la  extradición.  El  estatuto  no  impone  la  obligación 
de  hacerlo  al  Secretario,  piies  el  caso  se  convierte  entonces  más  bien  en 
diplomático  é  internacional.  La  ley  exige  la  investigación  judicial  como 
condición  para  la  entrega  según  un  tratado;  pero  no  da  facultad  al  Ma- 
gistrado judicial  para  exigir  una  entrega.»  " 

Aun  en  los  países  en  que  la  lej'"  da  intervención  al  Poder  Judicial  en 
los  negocios  de  extradición,  no  se  desconoce  la  competencia  del  Ejecu- 
tivo para  decretarla:  así  en  Bélgica  el  derecho  del  Gobierno  para  acor- 
dar la  extradición  no  está  subordinado  á  la  decisión  favorable  del  juez; 
y  en  Inglaterra  misma,  en  donde  se  sigue  un  sistema  especial  que  auto- 
riza al  Magistrado  á  juzgar  de  la  procedencia  de  la  extradición,  el  Go- 
bierno no  está  obligado  á  ejecutarla,  aunque  así  lo  haya  decretado  el 
Magistrado:  3 

Séptimo.  Que  la  detención  de  Domínguez  y  Barrera  no  infringe  el 
•art.  18  de  la  Constitución  federal,  por  estar  aciisados  del  delito  de  homi- 
cidio, que  sin  duda  alguna  merece  pena  corporah 

1  "Wharton.— State  Triáis  of  the  TJnited  States— Página  452— 

2  Wheatou.— Ed.  by  Dana — Página  115 — Note- 

3  Etude  sur  l'e-xtradition — Páginas  103  y  lOij- 
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Octavo:  Que  la  detención  de  Domínguez  y  Barrera  no  infringe  el 
art.  19  de  la  Constitución  en  la  parte  que  previene  que  «ninguna  deten- 
ción pueda  exceder  del  término  de  tres  días,  sin  que  se  justifique  con 
un  auto  motivado  de  prisión,»  porque  ese  artículo,  lo  mismo  que  los  otros 
de  la  Constitución,  relativos  á  juicios  criminales,  no  es  aplicable  á  los 
casos  de  extradición  en  los  que  los  jueces  y  autoridades  nacionales  que 
no  tienen  jurisdicción  para  perseguir  y  castigar  delitos  cometidos  en  el 
extranieró,  no  pueden  hacer  más  que  aquello  para  lo  que  los  autorizan 
los  tratados  y  la  ley  internacional.  El  artículo  constitucional,  al  exigir 
el  auto  motivado  de  prisión,  presupone  el  ejercicio  de  la  jimsdicción 
nacional  en  el  castigo  de  los  delincuentes  contra  las  leyes  de  la  Repú-. 
blica,  y  no  puede  un  juez,  sin  absurdo,  darle  efecto  extraterritorial  para 
aplicarlo  de  algún  modo  á  los  delitos  cuyos  autores  delinquieron  en  el 
extranjero,  porque  á  tales  delitos  no  alcanza  la  acción  de  la  ley  mexi- 
cana. El  auto  motivado  de  prisión,  princi|)io  y  base  del  procedimiento 
criminal  es  sin  duda  un  acto  de  jurisdicción  n;icional;  si  pues  esa  juris- 
dicción falta  en  algim  caso,  el  repetido  auto  no  solo  sería  inmotivado, 
sino  nulo  por  completo.  Es  un  principio  reconocido  por  el  derecho  de 
gentes  que  el  Poder  Judicial  de  cada  nación  en  el  castigo  de  los  deli1?bs, 
no  puede,  por  regla  general,  traspasar  los  límites  de  su  territorio  (Whea- 
ton.  Ed.  by  Dana,  pág.  113),  y  ese  principio  está  sancionado  por  la  ley 
mexicana  (art.  186  del  Código"^ Penal),  y  de  estas  premisas  se  deduce  ne- 
cesariamente que  el  juez  mexicano  no  puede  ejercer  acto  alguno  de  ju- 
risdicción sobre  reos  que  han  delinquido  en  Texas  ó  en  cualquier  otro- 
territorio  extranjero.  Tanto  es  esto  cierto,  que  si  no  existiera  el  tratado 
de  11  de  Diciembre  de  1861,  que  obliga  á  la  República  á  hacer  la  entre- 
ga de  ciertos  reos,  y  en  consecuencia  á  su^s  autoridades  á  arrestarlos 
provisionalmente  para  evitar  su  fuga,  por  mientras  el  caso  de  extradi- 
ción se  resuelve  con  conocimiento  de  causa,  la  detención  de  Domínguesi- 
y  Barrera,  aunque  se  cubriera  con  im  auto  de  prisión,  no  sería  sino  uu 
gravísimo  atentado  del  juez  que  pronunciara  ese  auto,  por  carecer  por 
completo  de  jurisdicción  para  decretarlo.  Si  ese  auto  se  pronunciara 
contra  un  subdito  inglés  ó  austríaco,  ó  de  otro  país  con  quien  México- 
no  tiene  tratados  de  extradición,  por  delitos  cometidos  en  Europa,  tal 
auto,  lejos  de  ser  el  cumplimiento  del  art.  19  de  la  Constitución,  sería  la 
violación  manifiesta  de  la  ley  internacional,  la  infraccción  clara  de  la  ley 
mexicana. 

La  facultad,  pues,  de  los  agentes  de  extradición  para  detener  álos 
acusados  por  mientras  se  resuelva  por  la  autoridad  competente  si  se 
concede  ó  se  niega  la  extradición  pedida,  no  se  deriva  sino  délos  trata- 
dos y  de  la  ley  internacional,  y  de  ninguna  manera  de  las  leyes  interio- 
res de  un  país  que  proveen  al  castigo  de  los  delitos  cometidos  en  su  te- 
rritorio, y  no  puede  confundirse  esa  facultad  con  la  jurisdicción  para 
decretar  el  auto  de  prisión  sin  caer  en  el  absurdo  de  someter  el  proce- 
dimiento de  los  delitos  que,  por  haberse  cometido  en  el  extranjero,  no 
son  justiciables  en  el  país,  á  las  reglas  que  la  Constitución  establece 
para  juzgar  los  delitos  cometidos  en  territorio  nacional. 

Estas  teorías,  que  fijan  la  interpretación  del  art.  19  de  la  Constitución, 
están  aceptadas  uniformemente  por  los  países  cultos,  aun  por^  aquellos 
que  más  garantías  conceden  á  la  libertad  personal;  están  enseñados  por 
los  publicistas  que  los  consideran  como  esenciales  á  los  fines  de  la  ex- 
tradición, y  tienen  precedentes  respetables  que  las  consagran.  En  ma- 
teria tan  grave  como  la  presente,  en  qxxe  por  una  parte  se  trata  de  las 
garantías  del  hombre  y  por  otra  de  la  fe  de  la  Nación,  empeñada  en  Ios- 
tratados  y  de  su  honi^a  ante  el  mundo  civilizado,  nada  está  por  demás 
para  ilustrar  y  resolver  esta  delicada  cuestión. 

En^-e  los  precedentes  respetables  á  que  se  ha  aludido,  se  puede  in- 
vocar ci  de  la  extradición  de  Robbins  ó  Nash  de  que  antes  se  ha  habla- 
do. Ei\  ese  caso  se  pretendía  que  los  Estados  Unidos  no  podían  entregar 
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á  la  autoridad  inglesa  á  ese  reo,  porque  no  se  le  podía  privai-  de  las  ga- 
rantías que  la  Constitución  americana  concede  á  los  acusados,  y  entre 
otras  las  del  juicio  por  jurados.  Encargándose  de  esta  cuestión  Mr. 
Marshall,  decía  estas  palabras: — «Pero  ciertamente  ese  articulo  de  la 
Constitución  de  los  Estados  Unidos  (el  que  establece  el  jurado)  no  pue- 
de creerse  obligatorio  j  para  beneficio  de  todo  el  mundo.  No  está  san- 
cionado para  proteger  los  derechos  de  los  pueblos  de  Europa  y  Asia,  ó 
para  dirigir  los  procedimientos  contra  los  criminales  en  todo  el  Univer- 
so. Por  consiguiente,  su  objeto  es  solo  establecer  los  procedimientos  de 
nuestros  propios  tribunales,  y  prescribir  el  modo  de  castigar  las  ofensas 
cometidas  contra  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  y  á  las  cuales  pue- 
da extenderse  legalmente  la  jurisdicción  de  la  nación El  mismo 

argumento  se  aplica  á  las  observaciones  del  art.  7.  °  de  las  adiciones  á 
la  Constitución.  Este  articulo  se  refiere  solo  á  los  juicios  en  los  tribuna,- 
les  de  los  Estados  Unidos  y  no  al  cumplimiento  de  un  contrato  para  la 
entrega  de  un  asesino  qtie  no  puede  ser  juzgado  en  esos  tribunales.»  i 
Los  Estados  Unidos  desde  entonces  han  reputado  como  un  principio  que 
respetan  en  su  práctica,  estas  palabras  de  Mr._  Marshall:  «Los  artículos 
de  la  Constitixción  que  conceden  garantías  á  los  acusados,  se  refieren 
solo  á  los  juicios  que  se  siguen  en  las  cortes  de  los  Estados  Unidos,  y  no 
al  cumplimiento  de  un  contrato  para  la  entrega  de  un  criminal  qtie  no 
es  justiciable  en  aquellas- cortes.»  En  los  Estados  Unidos  es  ya  un  punto 
decidido  por  la  ley,  que  el  arresto  provisional  que  precede  á  la  extradi- 
ción, no  se  rige  por  las  reglas  que  fijan  el  tiempo  de  la  duración  de  la 
detención  en  el  procedimiento  criminal,  sino  que  se  debe  regular  por 
los  principios  que  consagran  la  extradición,  y  la  ley  americana  no  esta- 
blece plazos  perentorios  y  fatales  para  ese  arresto.  La  sección  4.  ■*  de  la 
ley  de  12  de  Agosto  de  1848,  aunque  previene  que  el  detenido  sea  pues- 
to en  libertad,  si  dos  meses  después  de  su  arresto  no  ha  sido  entregado 
al  Gobierno  requerente,  permite  que  ese  plazo  pueda  prolongarse  si  se 
manifiestan  buenas  razones  para  ello,  debiendo,  en  todo  caso,  darse  no- 
ticia de  estos  procedimientos  al  Secretario  de  Estado. — En  Europa  no 
hay  país  alguno  que  tenga  tratado  de  extradición  y  que  no  reconozca 
la  necesidad  del  arresto  provisional  por  el  tiempo  necesario  para  que  la 
extradición  se  resuelva.  Hablando  sobre  este  punto  Mr.  Vazelhes,  dice 
esto:  «El  gobierno  tiene  el  derecho  de  extradición,  y  el  arresto  no  es 
sino  un  hecho  previo  necesario:  quien  quiere  el  fin,  quiérelos  medios.»  2 
Iniítil  y  larga  tarea  sería  citar  los  tratados  y  leyes  de  diversos  países 
que  hablan  del  arresto  provisional,  considerándolo  como  un  acto  puesto 
fuera  del  alcance  de  las  lej^es  del  procedimiento  criminal,  y  no  sujeto  á 
un  término  más  ó  menos  perentorio.  Bastará  referirse  á  las  leyes  de  los 
países  más  celosos  de  la  libertad  personal  y  á  los  tratado's  más  recien- 
tes sobre  extradición,  tratados  que  han  sancionado  los  progresos  que  ha 
hecho  esta  parte  del  derecho  internacional. 

En  Inglaterra,  la  ley  de  9  de  Agosto  de  1870  no  establece  plazo  s  fijos 
para  el  arresto  provisional,  y  en  su  sección  S'^  autoriza  al  Magistrado 
á  poner  en  libertad  al  detenido,  á  menos  que  aquel  no  reciba  en  el  pla- 
zo razonable  que,  según  las  circunstancias  del  caso  pueda  fijar,  un  a  or- 
den del  Secretario  de  Estado  indicando  que  se  ha  presentado  una  de- 
manda de  extradición.  En  Bélgica,  la  ley  de  15  de  Mayo  de  1874  autoriza 
en  su  artículo  5.  °  á  arrestar  al  criminal,  el  que  será  puesto  en  libertad 
á  los  quince  días  si  en  ese  plazo  no  s?  recibe  la  orden  de  arresto  decre- 
tado por  la  autoridad  competente  extranjera.  Este  plazo  establecido 
páralos  países  limítrofes,  se  amplia  á  tres  semanas  para  los  más  lejanos. 
j  á  tres  meses  si  el  país  que  pide  la  extradición  está  fuera  de  Europa- 
El  tratado  entre  Francia  y  Bélgica,  de  14  de  Agosto  de  1874,  man, 

1    Wharton.— Loe.  cit-,  pág.  451 
'..     2    Obra  citada — Pág.  114- 
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da  poner  en  libertad  al  detenido  provisionalmente,  si  quince  dias  des- 
pués de  su  arresto  no  se  presenta  el  documento  de  la  autoridad  compe- 
tente extranjera  que  justifique  la  detención.  El  tratado  de  14  de  Agosto 
de  1876  entre  Inglaterra  y  Francia,  ordena  á  su  vez  que  se  ponga  en  li- 
bertad al  detenido,  si  dos"  meses  después  de  su  arresto  no  ha  sido  entre- 
o'ado  al  país  requerente.  En  esas  disposiciones  de  esos  notables  tratados 
se  encuentra  un  testimonio  del  respeto  que  á  las  naciones  que  los  ajus- 
taron merece  la  libertad  personal;  pero  ellas  son  también  la  prueba  más 
completa  de  que  el  arresto  provisional  no  está  sujeto  á  los  términos  y 
plazos  del  procedimiento  criminal  común. 

La  práctica  uniforme  de  los  países  cultos  está  fundada  en  razones 
de  innegable  evidencia|  que  los  publicistas  exponen.  Entre  la  requisi- 
ción del  reo  y  su  entrdga  trascurre  siempre  un  término  más  ó  menos 
largo,  tanto  más  largo  cuanto  mayor  es  la  distancia  entre  los  países  re- 
querente y  reqtierido.  El  Gobierno  á  quien  una  extradición  se  pide,  no 
jDuede  decidirla  luego  sin  conocimiento  de  causa.  Si  mientras  las  averi- 
guaciones necesarias  se  practican,  si  mientras  las  negociaciones  diplo- 
máticas se  siguen,  se  deja  en  libertad  al  reo  ó  se  le  concede  por  el  sim- 
ple lapso  del  término  de  tres  dias,  su  fuga  deja  estéril  toda  demanda  de 
extradición,  y  la  fe  de  los  tratados  queda  asi  burlada.  Para  evitar  estos 
o-raves  inconvenientes,  ha  sido  preciso  prolongar  los  términos  del  arres- 
to tanto  cuanto  á  los  fines  de  la  extradición  basten,  reconociendo  que 
ese  arresto  no  está  sujeto  al  procedimiento  criminal  común,  sino  al  de- 
recho internacional  y  á  los  tratados: 

Noveno:  Que  Domínguez  y  Barrera  no  han  cometido  en  el  territorio 
mexicano  ningún  delito  que  faculte  á  la  autoridad  judicial  para  seguir  en 
contra  de  ellos  un  juicio  criminal;  j  por  consiguiente,  el  Juez  de  prime- 
ra Instancia  y  de  extradición  del  puerto  de  Matamoros  no  ha  debido  to- 
marles su  declaración  preparatoria  dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas, 
porque  no  es  su  juez,  tínico  que  los  pudiera  declarar  bien  presos,  hacer- 
les saber  el  motivo  del  procedimiento,  tomarles  su  declaración  prepara- 
toria dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas  contadas  desde  que  estén  á  su 
disposición,  y  cumplir  con  las  demás  obligaciones  de  que  habla  el  ar- 
tículo 20  de  "la  Constitución  federal;  por  consiguiente,  el  Juez  de  prime- 
ra Instancia  y  de  extradición- del  puerto  de  Matamoros  no  ha  violado 
este  articulo  en  perjuicio  de  los  quejosos: 

Décimo:  Que  la  ejecutoria  de  esta  Suprema  Corte  de  Justicia,  de  9 
de  Febrero  de  1876,  no  ha  reputado  contraria  á  las  garantías  constitu- 
cionales, la  detención  indefinida  de  los  fugitivos  de  la  justicia  de  los  Es- 
tados Unidos  de  América  que  han  pasado  al  territorio  mexicano;  y  por 
lo  mismo  no  se  concedió  la  protección  de  la  justicia  federal  á  Jorge  H. 
Harras  ó  Agustín  Lennep:  1 

1    La  ejecutoria  citada  dice  así: 

"México,  Febrero  nueve  de  mil  ochocientos  setenta  j-  seis-— Visto  el  juicio  de  amparo  iDromoñdo  por 
D-  Agustín  Lennep,  llamado  también  Jorge  H-  Harras,  ante  el  Juzgado  de  Distrito  del  Norte  de  Tamau- 
lipas,  contra  la  orden  del  comisionado  del  Estado  de  Tamaulipas,  para  la  extradición  que  dispuso  que 
Lennep  ó  Harras,  fuese  entregado  al  comisionado  de  la  extradición  en  Bronswille,  quien  lo  pidió  porpa- 
reder  Harras  responsable  del  delito  de  asalto  con  conato  de  homicidio  cometido  en  la  persona  de  .John 
Kron;  y  considerando  que,  según  el  artículo  1-  °  del  tratado  de  e:;:tradición  celebrado  por  la  Kepubüca 
Mexicaua  y  la  de  los  Estados  Unidos  del  Norte,  la  extradición  tiene  lugar  ■  -cuando  el  hecho  de  la  perpe- 
tración del  ci-imen  se  evidencie  de  tal  manera  que,  según  las  lej'es  del  país  donde  se  encuentren  las  per- 
sonas fugitivas  ó  acusadas,  serían  legítimamente  arrsetadas  ó  en j -.liciadas,  si  en  él  se  hubiera  cometido 
el  crimen,"  lo  q'ie  signitica  que  no  se  necesita  prueba  plena  de  que  las  personas  que  son  reclamadas  sean 
reos  del  delito  por  el  cual  se  sohcita  su  extradición,  sino  que  basta  que  conste  su  delincuencia  de  manera 
que,  según  las  leyes  del  país  á  que  se  han  trasladado  por  fuga,  serían  arrestadas  ó  enjuiciadas:  que.  se- 
gún la  legislación  criminal  mexicana,  el  acusado  de  asalto  con  conato  de  homicidio,  debe  ser  detenido 
para  enjuiciársele,  á  fin  de  indagar  si  es  ó  no  reo  de  tal  delito:  que  con  arreglo  al  artítulo  3-  °  del  nusmo 
tratado,  deben  ser  entregadas,  entre  otras,  las  personas  acusadas  de  asalto  con  intención  de  cometer  ho- 
micidio, en  cuyo  caso  sg  encuentra  Lennep  ó  Harras:  que  de  lo  dicho  resulta  que  la  orden  de  extradición, 
dada  por  el  comisionado  del  Estado  de  Tamaulipas  para  la  extradición,  no  vulnera  en  la  persona  de  aquel 
ninguna  de  las  garantías  que  asegura  á  los  habitantes  de  la  República  Mexicana  su  Constitución  pohti- 


maúlipas  que  amijaray  nroteje  i.  ^.  „«»„v- ««.» — o 1-   .-   j      j 

Instancia  del  puerto  de  Matamoros,  en  que  lo  redujo  á  prisión  y  decidió  su  entrega  á  las  autonaades  de 
Jos  Estados  Unidos  del  Noi-te,  por  aparecer  con  ellos  -violados  los  artículos  14,  16  y  18  de  la  Carta  fundí 
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Undécimo:  Qtie  de  la  prueba  rendida  por  Doming'uez  y  Barrera,  no 
aparece  comprobada  la  nacionalidad  mexicana  qne  dicen  tener,  porque 
de  tres  testigos  que  sobre  este  punto  declararon,  dos  lo  hicieron  dicien- 
do que  no  les  constaba  que  los  acusados  hubieran  renunciado  á  su  na- 
Xiionalidad  mexicana,  cosa  muy  distinta  de  la  que  se  debió  probar,  y  esos 
testigos,  en  consecuencia,  no  han  destruido  la  aseveración  del  coronel 
Estrada,  quien  informó  que  los  acusados  no  son  de  nacionalidad  mexi- 
cana, concepto  que  repite  el  Juez  de  extradición,  i 

Tampoco  puede  creerse  probada  la  nacionalidad  que  alegan  Domín- 
guez y  Bai'rera,  con  la  aplicación  que  á  este  caso  ha  querido  hacerse  de 
la  Convención  de  10  de  Julio  de  1868,  entre  México  y  los  Estados  Unidos, 
para  determinar  la  ciudadanía  de  las  personas  que  emigran  del  uno  aí 
otro  país,  porque  para  decidir  si  determinado  individuo  ha  perdido  ó  no- 
su  nacionalidad  mexicana,  hay  que  tener  en  cuenta  otros  tratados,  como 
el  art.  89  del  de  2  de  Febrero  de  1848,  entré  México  y  los  Estados  Uni- 
dos, las  prescripciones  del  derecho  de  gentes  y  las  disposiciones  de  la 
Constitución  y  leyes  de  la  Eepiiblica,  en  cuanto  al  modo  de  perderse  la 
ciiidadania  mexicana: 

Duodécimo:  Que  mientras  la  nacionalidad  de  Domínguez  y  Barrera 
no  quede  averiguada,  no  puede  decidirse  si  su  extradición  es  ó  no  obli- 
gatoria, según  el  tratado  de  11  de  Diciembre  de  1861,  y  puede  legalmen- 
te  el  Ejecutivo  federal  exigir  esa  prueba  para  resolver  asi,  según  sus  fa- 
cultades, si  entrega  ó  no  á  los  reos  cuya  extradición  se  ha  demandado 
por  el  agente  de  los  Estados  Unidos. 

Por  todas  estas  consideraciones  y  de  conformidad  con  lo  que  previe- 
ne el  art.  101  de  la  Constitución,  se  declara: 

1?  Que  se  revoca  la  sentencia  pronunciada  en  este  juicio  en  24  de  Di- 
ciembre pasado,  por  el  juez  de  Distrito  del  Norte  de  Tamaulipas,  que 
protege  y  ampara  á  Jesiis  María  Domínguez  y  Fabriciano  Barrera,  por 
retenérseles  en  prisión  sin  los  requisitos  que  ordena  la  ley  fundamental.  ' 

2°.  Que  la  orden  del  Ministerio  de  la  Guerra  librada  al  General  Ca- 
nales para  la  extradición  de  esos  reos,  no  viola  los  arts.  13, 15,  16,  18, 19 
y  20  de  la  Coiistitución. 

39  Se  declara  que  la  Justicia  de  la  Unión  no  ampara  ni  protege  á 
Jesús  María  Domínguez  y  Fabriciano  Barrera,  contra  la  detención  que 
sufren  en  la  cárcel  de  Matamoros,  ni  contra  la  orden  de  extradición  del 
Ministerio  de  la  Guerra. 

Deviiélvanse  las  actuaciones  al  juez  de  Distrito  que  las  elevó  á  revi- 
sión, acompañándole  testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos  con- 
siguientes; publíquese  y  archívese  á  su  vez  el  toca. 

Así  por  mayoría  de  votos  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente  y 
Mag-istrados  que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmar on.-^J^7?ac¿o  L.  Va- 
llarta. — Ignacio  M.  Áltamirano — Ignacio  Ramirez.-^Ezequiel  Montes. 
— Pedro  bgazón. — Manuel  Alas.— Antonio  Martínez  de  Castro.— Miguel 
Blanco. — José  María  Bauti.nta.^Juan  Manuel  Saldaña. — José  Eligió 
Muñoz. — Pedro  Dionisio  de  la  Garza  y  Garza.— Luis  María  Aguilar,  ■ 
secretario. 

Es  copia  que  certifico.  México,  diez  y  nueve  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  ocho.— izas  M.  Aguilar,  secretario.- 

Los  documentos  relativos  á  este  amparo  están  publicados  en  el  Diario  Oficial  correspondiente  á 
los  «lías  21,  22  y  24  de  Junio  de  1S78. 

mental  de  57 — 2.  =  Se  decreta:  que  la  Justicia  de  la  Unión  no  ampara  ni  proteje  á  D-  Agustín  Lennep- 
llamado  también  Geo-  H-  Harras,  contra  la  orden  del  comisionado  del  Estado  de  Tamaulipas  para  la 
extradición,  qje  dispuso  la  de  Lennep  ó  Harras,  al  comisionado  de  la  extradición  de  Bronsi-ille— De- 
vuélvanse los  autos  al  J'.i/gado  de  su  origen,  con  copia  certificada  de  esta  sentencia,  p'iblíquese  y  archí- 
vese á  su  ve-í  el  toca — Así,  por  mayoría  de  votos,  lo  decretaron  los  CC-  Presidente  y  Mmistros  que  for- 
ínarou  el  Tril?imal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los  Esfados  Llnidos  Mexicanos,  y  firmaron, 
—José  María  Iglesias — .José  Arteaga — José  María  Lozano — Ignacio  M-  Áltamirano-  —Miguel  Auza-— 
Ignacio  Kamírez— Ey-equiel  Montes — José  María  Vigil— J-  M.  Echeverría — Simón  Gu2.mán— Luis  Ve- 
láíquez-— José  García  Ramírez--  Manuel  Alais— Lnis  M-  Aguilar,  secretario- 
1    rojas  14  y  21,  vuelta- 


COMPETTENCIA  ENTRE  LOS  JUECES  DE  GUANAJUATO  Y  MÉXICO 
PARA  CONOCER  DE  UN  JUICIO  HIPOTECxlRIO. 

¿Cuál  es  la  ley  que  debe  aplicarse  en  los  casos  de  competencia  entre  jueces 
de  distintos  Estados,  cuando  hay  conflicto  en  las  leyes  de  éstos  respecto  del  pun- 
ió de  jurisdicción?  Interpretación  de  los  artículos  40  y  iij  de  la  Constitución. 


El  juez  de  lo  civil  de  Guanajuato  inició  competencia  al  2°  de  lo  civil  de 
México  para  conocer  del  juicio  hipotecario  que  D.  Antonio  Bonilla,  como  re- 
presentante de  D.  Lorenzo  Ceballos,  sigue  coíitra  Doña  Bernabela  Arriaga 
de  Rubio. — Al  tratarse  de  este  asiinto  en  la  i^  Sala  de  la  Suprema  Corte,  el 
C.  Vallarla  votó  en  favor  de  la  competencia  del  juez  de  Guanajuato  por  estas 
razones: 

La  ley  que  debe  seguirse  para  decidir  las  competencias  entre  los  tri- 
l^unales  de  diferentes  Estados  de  la  República,  no  puede  serlo  la  anti- 
gua española,  tal  como  estaba  aceptada  anteriormente  en  el  país. 

Las  leyes  de  Partida,  las  de  la  Eecopilación  de  Indias,'  las  de  la  No- 
vísima, etc.,  perdieron  el  carácter  de  tales  lej^es  en  cada  Estado,  desde 
que  cada  uno  de  ellos,  en  ejercicio  de  su  legítimo  derecho  de  soberanía, 
las  ha  ido  derogando  y  adoptando  nuevos  códigos.  Entre  Estados  cuyos 
jueces  se  disputan  la  competencia  y  en  donde  aquella  legislación  ya  no 
rige,  la  Corte  no  la  puede  invocar  para  dirimir  la  competencia,  porque 
tal  ley  es  letra  muerta,  lo  mismo  que  lo  es  la  romana,  y  esas  leyes  no 
pueden  prevalecer  sobre  los  códigos  vigentes  en  los  Estados.  Los  con- 
flictos de  jurisdicción  entre  los  tribunales  deben  resolverse,  no  por  una 
ley  desconocida  en  los  dos  Estados  competidores,  sino  por  la  que  á  am- 
bos obligue  sin  lastimar  su  soberanía.  Las  antiguas  leyes  españolas,  en 
casos  como  el  de  que  se  trata,  apenas  pueden  citarse  como  doctrina  más 
ó  menos  respetable,  como  se  puede  citar  el  Digesto,  el  Código  Napoleón, 
ó  el  reciente  del  Reino  de  Itali'a. 

Tampoco  se  pueden  invocar  las  mismas  leyes  españolas  entre  un  Es- 
tado que  las  conserva  en  vigor  y  otro  que  haya  adoptado  algún  otro  Có- 
digo, porque  esos  con'flictos  entre  leyes  de  dos  Estados  soberanos  no 
pueden  definirse  por  la  de  uno  de  ellos,  sin  darle  valor  en  el  otro,  sin 
darle  efecto  extraterritorial  en  un  Estado  extraño,  y  sin  agraviar,  en 
consecuencia,  la  soberanía  de  éste.  Tales  competencias  deben,  pues,  de- 
cidirse por  la  ley  que  sea  obligatoria  para  ambos  Estados. 

Solo  entre  Estados  que  sigan  la  ley  española,  puede  ésta  invocarse 
en  la  resolución  de  las  competencias,  porque  ella  es  la  le}"  común  de  los 
dos  soberanos  contendientes. 
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Tampoco  puede  apelarse  á  la  ley  de  23  de  Mayo  de  1851  para  resol- 
ver las  competencias,  «según  las  reg-las  de  la  legislación  común  que  ri- 
g-ió  como  general  antes  de  la  adopción  del  sistema  federativo.»  Sobre  las 
razones  ya  expuestas,  existen  las  siguientes  para  afirmarlo. 

Cuando  aquella  ley  se  expidió,  no  regia  aún  la  Constitución  de  1857, 
y  aunque  la  de  1824  entonces  vigente  coQsagraba  también  el  sistema 
federativo,  ésta  no  contenia,  como  aquella,  preceptos  que  limitan  los  po- 
deres federales  y.  qvxe  amplían  los  locales,  que  hacen  efectiva  la  sobera- 
nía de  los  Estados  con  solo  las  excepciones  expresamente  manifestadas 
en  el  texto  constitu'cional.  Basta  la  razón  de  que,  conforme  á  la  Consti- 
tución de  1857,  el  Congreso  de  la  Unión  no  puede  legislar  en  el  sentido 
.que  lo  hace  la  ley  de  23  de  Mayo,  para  asegurar  que  ésta  no  puede  ci- 
tarse por  la  Corte  en  la  resolución  de  las  competencias. 

Además  de  esto,  cuando  la  ley  de  Mayo  de  1851  se  expidió,  la  gene- 
ralidad de  los  Estados  de  la  República  se  regia  por  la  antigua  legisla- 
ción española,  y  apenas  existia  alguna  ley  local  que  pudiera  estar  en 
conflicto  con  esa  legislación.  ^  En  aquellas  circunstancias  bien  podía 
aceptarse  en  la  generalidad  de  los  casos  esa  legislación  para  resolver 
las  competencias,  porque,  como  uniforme  y  general  en  la  República,  no 
.presentaba  conflictos  entre  las  leyes  de  diversos  soberanos.  Hoy  sucede 
precisamente  lo  contrario:  la  diversidad  de  legislaciones  produce  entre 
los  Estados  frecuentes  conflictos,  y  estos  no  pueden  resolverse  sino  por 
la  le}^  que  está  sobre  las  legislaciones  discordantes  y  sobre  las  contra- 
rias pretensiones  de  los  Estados  contendientes. 

He  indicado  que  la  ley  citada  de  Mayo  de  1851  es  anticonstitucional, 
y  debo  probarlo.  El  art.  40  de  la  Constitución  declara  que:  «los  Estados 
son  libres  y  soberanos  en  todo  lo  concerniente  á  su  régimen  intei'ior,» 
y  el  41  establece  qiie  «el  pueblo  ejerce  su  soberanía  por  medio  de  los 
Poderes  de  la  Unión  en  los  casos  de  su  competencia,  y  por  los  de  los  Es- 
tados, para  lo  que  toca  á  su  régimen  interior,  en  los  términos  respecti- 
vamente establecidos  por  esta  Constitución  federal,  etc.»  De  acuerdo  con 
estas  declaraciones  y  para  quitar  toda  duda  sobre  este  punto,  el  artícu- 
lo 117  previene  que  «las  facultades  que  no  están  expresamente  concedi- 
das por  esta  Constitución  á  los  íuncionarios  federales,  se  entienden  re- 
servadas á  los  Estados  »  De  estos  preceptos  se  deduce  de  un  modo  en- 
teramente lógico,  que  ía  soberanía  de  los  Estados,  en  su  régimen  inte- 
rior, no  tiene  más  restricciones  que  las  que  expresamente  enumera  la 
•Constitución  en  favor  de  la  Unión. 

Una  de  esas  restricciones,  en  lo  relativo  á  competencias,  es  la  marca- 
da en  el  art.  99  de  ese  Código,  y  que  faculta  á  la  Suprema  Corte  «para 
-dii-imir  las  competencias  que  se  suscitan  entre  los  tribunales  de  la  Fe- 
deración, entre  éstos  y  los  de  los  Estados  ó  entre  los  de  un  Estado  y  los 
de  otro.»  Ningún  Estado  por  esto  podría  invocar  su  soberanía,  para  que 
en  lo'S  conflictos  de  jurisdicción  entre  sus  tribunales  y  los  de  otros  Esta- 
dos ninguna  autoridad  los  juzgara  y  resolviera,  como  sucede  en  nacio- 
nes independientes. 

Pero  fuera  de  esa  restricción  ninguna  otra  se  encuentra  en  la  Cons- 
titución, relativa  á  competencias,  ni  aun  á  los  poderes  de  legislación 
civil  y  penal,  que  tienen  los  Estados  en  toda  su  plenitud.  Ni  eii  los  ar- 
tículos 110  y  siguieKtes,  que  establecen  las  restricciones  de  los  Estados, 
ni  en  el  72,  que  enumera  las  facultades  del  Congreso,  se  encuentra  un 
solo  precepto  en  virtud  del  que  la  Federación  pudiera  restringir  aquella 

l    Véase  el  artículo  182  de  la  aptigna  Constitución  de  Mérico  y  los  comentarios  de  Peüa  y  Peña,  ti- 
mo II,  páginas  194,  números  195  y  siguientes- 
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plenitud  de  poderes  que  compete  á  los  Estados  en  materia  de  legisla- 
ción civil  y  penal,  ya  sustantiva,  ya  adjetiva.  La  excepción  misma  que 
consigna  la  trac.  X  del  art.  72  no  sirve  sino  para  confirmar  ese  principio. 

En  ninguna  parte  de  la  Constitución  se  encuentra  que  el  Congreso 
tenga  facultad  para  dictar  las  leyes,  segim  las  que  se  decidan  las  com- 
petencias. En  el  art.  115  está  prevenido  que  «En  cada  Estado  de  la  Fe- 
deración se  dé  entera  fe  y  crédito  á  los  actos  ptiblicos,  registros  y  pro- 
cedimientos judiciales  de  todos  los  otros.»  Y  luego  añade  ese  articulo: 
«El  Congreso  puede,  por  medio  de  leyes  generales,  prescribir  la  manera 
de  probar  dichos  actos,  registros  y  procedimientos  y  el  efecto  de  ellos.» 
El  silencio  del  texto  constitucional  sobre  una  facultad  análoga  del  Con- 
greso para  dictar  leyes  generales  que  puedan  resolver  las  competen- 
cias, y  la  prescripción  terminante  del  art.  117,  son  las  innegables  premi- 
sas de  donde  se  sigue  la  conclusión  que  niega  al  Congreso  de  la  Unión 
la  facultad  de  expedir  leyes  de  esta  clase. 

Por  anticonstitucional,  pues,  la  Corte  nunca  podria  fundarse  en  la  ley 
de  23  de  Mayo  de  1851,  á  fin  de  decidir  una  competencia  según  las  leyes 
de  la  antigua  legislación  española. 


III 

El  derecho  internacional,  que  rige  en  materiade  conflictos  de  leyes- 
entre  naciones  soberanas,  que  so  aplica  á  éstas,  sin  agravio  de  su  sobe- 
ranía, es  el  que  se  debe  invocar  por  la  Corte  para  resolver  las  compe- 
tencias eiitre  diversos  Estados. 

La  demostración  de  esta  tesis  está  ya  adelantada,  y  hasta  cierto 
punto  hecha  con  lo  que  acabo  de  decir  sobre  la  plenitud  absoluta  de  la 
soberanía  que,  conforme  á  la  Constitución,  tienen  los  Estados  para  le- 
gislar sobre  materias  civiles,  criminales  x  de  procedimientos.  Si  ante  la 
Constitución  esa  soberanía  existe,  los  poderes  federales  no  pueden  tra- 
tar á  los  Estados,  en  cuanto  á  esas  materias,  sino  conforme  á  la  ley  úni- 
ca aplicable  á  los  soberanos.  Todas  las  razones  que  los  publicistas  ale- 
gan para  que  en  un  conflicto  de  leyes  entre  dos  naciones  independientes, 
no  se  siga  la  ley  exclusiva  de  una  de  ellas,  todas  sin  exclusión  de  una 
sola,  obran  de  lleno  y  tienen  precisa  y  necesaiña  aplicación  en  nues- 
tros Estados,  desde  el  momento  que  en  puntos  de  legislación  civil  y  pe- 
nal, nuestra  Constitución  los  proclama  soberanos.  Creo  iniítil  exponer 
aquellas  razones  de  los  publicistas,  puesto  que  mi  objeto  no  es  probar 
la  necesidad,  la  existencia  del  Derecho  Internacional  privado,  sino  solo 
demostrar  su  aplicación  á  nuestros  Estados  en  el  caso  de  conflicto  entre 
sus  leyes. 

El  Código  civil  del  Distrito,  y  á  su  vez  el  de  cada  Estado,  dan  testi- 
monio de  esa  verdad.  Aquel  en  su  articulo  13  declara  que:  «las  lej'es 
concernientes  al  estado  y  capacidad  de  las  personas  son  obligatorias 
para  los  mexicanos  del  Distrito  (nótese  esa  frase,  no  para  los  mexicanos 
de  Guanajuato,  por  ejemplo),  aun  cuando  residan  en  el  extranjero  (es 
decir,  fuera  de  los  límites  del  Distrito),  respecto  de  actos  que  deban  eje- 
cutarse en  todo  ó  en  parte  en  el  Distrito.»  Luego  hay  otra  ley  para  el 
mexicano  de  Guanajuato  ó  de  los  otros  Estados,  lo  mismo  que  la  hay 
para  el  inglés,  el  italiano,  etc  :  luego  á  esa  ley  hay  que  atenerse  para 
actos  que  deban  ejecutarse  fuera  del  Distrito^ luego  el  domicilio  de  los 
mexicanos  del  Distrito  debe  regirse  por  el  Código,  aun  cuando  en  una 
ley  extranjera  hubiese  una  disposición  contraria.  El  art.  14  determina 
que  la  ley  del  Distrito  regirá  en  materia  de  inmuebles  sitos  en  él.  Luego 
á  otra  ley  hay  que  apelar  para  bienes  que  no  están  en  el  Distrito.  Y  los 
artículos  15,  17  y  18  que  hablan  respectivamente  de  las  solemnidades. 


21 

externas  de  los  contratos  y  testamentos,  y  de  la  validez  de  esos  actos 
celebrados  por  mexicanos  en  el  extranjero,  están  demostrando  que  el 
Código  mismo,  previendo  los  conflictos  de  sus  disposiciones  con  las  de 
las  lej^es  ó  de  otros  Estados  de  la  Eepiiblica  ó  de  naciones  extranjeras 
en  todo  el  rig-or  de  la  palabra,  trató  de  sancionar  los  principios  del  de- 
recho internacional  admitidos  generalmente  por  los  paises  cultos,  para 
resolver  esos  conflictos  entre  sus  leyes.  Lo  que  he  dicho  del  Código  del 
Distrito,  es  exactamente  aplicable  á  los  de  los  Estados  de  la  Eepxiblica. 

Pero  como  muy  bien  puede  suceder,  y  esto'  sucede  frecuentemente, 
que  entre  tan  diversas  legislaciones  haya  principios  irreconciliables,  y 
para  no  hablar  sino  de  la  materia  de  competencias,  haya  leyes  según 
las  que  dos  jueces  de  diferentes  Estados  tengan  jurisdicción  para  resol- 
ver cada  uno  el  mismo  negocio  en  diverso  y  aun  en  contrario  sentido; 
para  evitar  ese  grave  mal  en  un  país  que,  aunque  compuesto  de  diver- 
sos Estados  soberanos,  ellos  no  son  extranjeros  unos  respecto  á  otros, 
la  Corte,  haciendo  uso  de  su  facultad  constitucional,  debe  dirimir  ese 
conflicto  de  leyes  locales,  que  producen  una  disimta  sobre  competencia» 
aplicando  las  reglas  de  la  ley  internacional.  Si  el  juez  de  un  Estado,  por 
ejemplo,  quisiera  sujetar  los  bienes  inmuebles  sitos  en  el  Distrito  á  las 
leyes  de  aquel  y  le  disputase  su  jurisdicción  otro  juez  de  Distrito,  la 
Corte,  invocando  el  fuero  ratione  rei  sitce,  resolvería  esa  competencia 
en  favor  de  este  juez,  no  apoyada  en  el  articulo  14  del  Código,  que  no 
obliga  en  aquel  Estado,  sino  en  el  princijoio  del  Derecho  Internacional 
privado  que  todas  las  naciones  aceptan,  y  que  no  pueden  violar  sin  que- 
dar expuestas  á  la  retorsión  y  aun  á  la  guerra  misma.  ^ 

Estas  teorías  que  fundo  yo  tanto  en  nuestro  derecho  constitucional 
por  una  parte,  como  en  la  ley  internacional  por  otra,  puesto  qiie  si  bien 
nuestros  Estados  no  tienen  la  soberanía  absoluta  de  las  naciones  inde- 
pendientes, con  la  que  la  Constitución  les  reconoce  no  es  compatible, 
en  sus  conflictos  de  legislación,  otra  \qy  que  la  internacional;  estas  teo- 
rías, digo,  las  veo  establecidas  en  paises  federal-es  en  qtie  los  Estados 
que  forman  la  Confederación,  conservan  su  soberanía  interior.  En  la 
Confederación  germánica  esos  conflictos  se  deciden  segim  la  ley  inter- 
nacional, y  la  teoría  de  Wa?chter  que  quería  que  ellos  fueran  decididos 
por  el  Derecho  romano,  admitido  en  aquellos  paises,  no  ha  sido  adopta- 
da. 2  Hablando  sobre  estas  cuestiones  de  conflictos  de  leyes,  dice  Story 
esto:  «Questions  of  this  sprt  must  be  of  frequent  occurrence  not  only  in 
diflferent  countries  wholy  independent  of  each  othei*,  but  also  in  pro- 
vinces  of  the  same  empire,  which  are  governed  by  diíferent  laws,  as  was 
the  case  in  France  before  the  revolution,  and  also  in  countries  acknow- 
ledging-  a  common  sovereign,  Ifut  yet  organised  as  distinct  communi- 
ties,  as  is  still  the  case  in  regard  to  the  communities  composing  the 
British  Empire,  the  Germanic  Confederacy,  the  States  of  Holland  and 
the  dominions  of  Austria  and  Rusia.»  ^ 

En  los  Estados  Unidos  de  América,  cuyas  instituciones  tanta  analo- 
gía tienen  con  las  nuestras,  aquellas  teorías  forman  la  jurisprudencia 
americana,  en  materia  de  conflictos  de  jurisdicción,  y  á  la  especial  or- 
ganización de  aquel  país,  es  debida  la  importancia  qiie  en  él  se  da  al 
Derecho  Internacional  privado.  «To  no  part  of  the  -world,  dice  Story,  is 
it  of  more  importance  and  interest  the  jurispi'udence  arising  from  the 
conflict  of  la:\vs,  than  to  the  United  States,  since  the  unión  of  a  national 
government  with  already  that  of  twenty  six  distinct  States,  and  in  some 
respects,  independent  States,  necessarily  creates  very  complícate  priva- 
te  relations  and  rights  between  the  citizens  of  those  States,  which  cali 
for  the  constant  administration  of  extramunicipal  principies.»  ^  Y  efec- 

1  PhilUmore- — Conim.  upon  intein.  law-  Tomo  IV,  página  3i 

2  Véase  Frelix.  Droit  ictem-  privé — Tomo  I,  página  33- 

3  Story-  Conüict  of  la^ns.  Chap.  1-  °,  núm-  6- 
á  LoC'  cit.,  núm.  9. 
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tivamente,  pava  conocer  hasta  donde  son  de  frecuente,  cotidiano  uso  en 
los  Estados  Unidos  las  aplicaciones  del  Derecho  Internacional  privado 
en  los  conflictos  de  las  leyes  de  sus  Estados,  basta  registrar  en  cualquie- 
ra obra  jurídica  los  multiplicados  casos  resueltos  por  los  tribunales  so- 
bre estas  materias. 

He  procurado  fundar  con  ciei'ta  extensión  mis  opiniones  sobre  el 
punto  que  he  analizado,  porque  tengo  el  sentimiento  de  no  estar  con- 
forme cnn  la  práctica  seguida  hasta  hojí^  por  la  Corte,  de  resolver  las 
competencias,  como  se  hacía  en  tiempo  del  Gobierno  colonial,  como  se 
hacía  en  las  administraciones  centrales  en  que  no  había  Estados  sobe- 
ranos, sino  provincias  ó  departamentos  sujetos  á  una  ley  y  á  un  legis- 
lador. Pero  por  más  grande  qae  ese  sentimiento  sea,  yo  no  puedo  faltar 
al  respeto  que  debo  á  la  soberanía  de  los  Estados  y  á  nuestras  institu- 
ciones, ni  sacrificar  mis  convicciones,  por  más  que  en  mi  insuficiencia 
desconfíe  de  ellas,  á  ninguna  consideración. 


IV 

Fundados  así  los  principios  que  me  sirven  de  guia  en  la  resolución 
de  las  competencias  entre  los  Estados,  voy  ahora  á  exponer  los  funda- 
mentos de  mi  voto  en  la  que  el  juez  de  Guanajuato  ha  suscitado  al  2?  de 
lo  civil  de  esta  capital,  para  conocer  del  juicio  hipotecario  seguido  por 
D.  José  A.  Bonilla,  en  representación  de  D.  Lorenzo  Ceballos,  contra  la 
Sra.  Arriaga  de  Kubio.  Comienzo  desde  luego  por  manifestar  mi  opinión 
en  favor  de  la  competencia  del  juez  de  Guanajuato. 

Los  mismos  fundamentos  que  el  de  México  alega  en  defensa  de  la 
suya,  me  sirven  para  sostener  mi  opinión.  Si  en  conceptp  de  este  juez, 
el  Código  Civildel  Distrito,  adoptado  en  Guanajuato,  apoya  su  compe- 
tencia porque  ese  Código  prohibe  que  el  acreedor  hipotecario  entre  en 
concurso,  bastaría  citar  su  artículo  14  para  deducir  con  mejor  razón  la 
incompetencia  del  juez  de  México  en  asuntos  relativos  á  bienes  inmue- 
bles sitos  en  Guanajuato.  Porque  de  ese  artículo  rectamente  se  deduce 
que  en  materia  de  bienes  inmuebles  se  debe  seguir  la  lex  loci  rei  sit<z, 
sin  que  sobre  ella  pueda  prevalecer  la  lex  fori  que  el  juez  invoca,  pues- 
to que  no  se  trata  de  saber  qué  procedimientos  se  deban  seguir,  ó  en  el 
juicio  hipotecario  ó  en  el  de  concurso,  sino  quién  de  los  dos  jueces  debe 
determinar  cómo  se  pagan  los  acreedores  hipotecarios  de  la  Sra.  Arria- 
ga de  Eubio,  con  los  bienes  inmuebles  que  posee  en  Guanajuato. 

_  Aunque  contradictorio  con  ese  primer  fundamento,  alega  el  juez  de 
México  este  otro:  el  Código  de  Procedimientos  del  Distrito  determina 
cómo  se  debe  formar  y  regir  el  concurso  de  acreedores  liipotecarios  (ar- 
tículo 1,933,  y  cap.  2?  tít.  14).  No  hay,  pues,  razón,  dice,  para  disputar 
mi  jurisdicción,  puesto  que  ese  concurso  podría  acumularse  al  juicio  hi- 
potecario. El  juez,  aunque  no  se  atreve  á  revelar  todo  ese  pensamiento, 
bastante  lo  indica,  para  que  sea  desechado  en  virtud  de  los  principios 
de  jurisprudencia  universal,  que  no  consienten  que  los  juicios  particu- 
lares sean  atractivos  de  los  universales. 

Pero  la  cita  que  hace  el  juez  de  los  artículos  del  Código  de  Procedi- 
mientos sobre  concursos  de  acreedores  hipotecarios,  se  convierte  contra 
sus  pretensiones  solo  con  tener  presente  que  la  ley  que  determina  la 
preferencia  de  esos  acreedores  de  bienes  inmuebles  sitos  en  el  Distrito, 
no  es_  la  aplicable  á  Guanajuato,  como  tampoco  lo  es  el  articulo  2,057 
del  Código  Civil,  que  excluye  del  concurso  al  acreedor  hipotecario.  Esa 
contradicción  en  que  el  juez  incurre,  dando  á  este  artículo  una  inteli- 
gencia que  no  tiene  y  poniéndolo  en  oposición  del  articulo  1,933  del  Có- 
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digo  de  Procedimientos,  no  sirve  sino  para  poner  de  manifiesto  lo  infun- 
dado de  sns  pretensiones. 

Consta  de  autos  qiie  la  Sra.  Arriaga  de  Rubio  tiene  su  domicilio  en 
Guanajuato;  qiie  la  hacienda  hipotecada  está  sita  en  ese  Estado,  y  que 
ante  el  juez  de  él  se  han  presentado  siete  acreedores  hipotecarios  y  pre- 
ferentes, según  se  dice,  al  crédito  del  Sr.  Ceballos.  Por  otra  parte  cons- 
ta que  esta  capital  es  el  lugar  designado  en  el  contrato  para  el  pago  de 
este  crédito.  ¿Cuál  es  el  fuero  que  según  la  ley  internacional  debe  pre- 
valecer en  este  caso,  supuesto  el  conflicto  que  se  dice  haber  entre  las 
leyes  del  Distrito  y  las  de  Guanajuato  sobre  este  punto? 

La  lex  loci  rei  sita;  por  sí  sola  resuelve  esa  competencia,  y  la  lex  do- 
micilii  viene  en  apoyo  de  esa  resolución.  La  ley  del  Distrito  no  puede 
tener  efecto  sobre  los  bienes  inmuebles  de  Guanajuato;  en  consecuen- 
cia, sus  disposiciones  sobre  enajenación  de  la  hipoteca,  la  graduación 
de  acreedores  hipotecarios,  etc.,  no  puede  hacerse  sino  por  la  ley  de 
Guanajuato.  El  concurso,  además,  es  por  su  naturaleza  atractivo  y  no 
se  puede  hacer  la  graduación  de  acreedores  sino  por  un  solo  juez.  Es- 
tas máximas  de  la  jurisprudencia  universal  lo  son  también  del  Derecho 
internacional. 

En  los  Estados  Unidos  ellas  están  enseñadas  por  sus  publicistas. 
Story  nos  dice,  tratando  de  este  punto:  «And  in  relation  to  inmovable 
property,  the  distribution  is  to  be  made  according  to  the  lex  rei  sites,»  y 
luego  agrega:  (df  the  property  is  inmovable,  or  is  situated  elsewhere,  the 
lex  loci  rei  sites  will  at  least  govern  the  same.»  ^  En  Inglaterra  está  acep- 
tada igual  doctrina:  dice  sobre  ella  Phillimore:  «The  priorities  and  pri- 
vileges  are  in  the  case  of  moveable  property,  as  a  general  rule,  gober- 
ned  by  the  law  of  the  domicil,  and  in  the  case  of  real  propertí/  by  the 
lex  loci  rei  sifcs.n  2  Foelix,  estableciendo  las  reglas  que  deben  seguirse 
en  los  conflictos  de  leyes  sobre  preferencia  y  privilegios  hipotecarios, 
sienta  ésta  como  generalmente  admitida:  «Le  prix  de  vente  des  inmue- 
bles se  partagera  entre  les  divers  créanciers  du  debitevir  conformément 
á  ia  loi  du  lieu  de  la  situation.  En  effet,  c'es  cette  loi  qui  regle  les  droits 
de  privilége  ou  d'lwpothéque  sur  les  inmuebles,  etc.»  3  Estas  citas  bas- 
tan para  decidir  que  el  juez  de  Guanajuato,  ratione  rei  sites,  y  aun  sin 
considerar  el  fuero  del  domicilio  que  en  este  caso  viene  en  auxilio  de 
aquel,  es  el  competente  en  el  concurso  de  la  Sra.  Arridga  de  Eubio. 


La  Primera  Sala  de  la  Suprema  Corte  pronunció 
la  siguiente  ejecutoria. 

México,  Junio  27  de  1877. — Vistos  los  presentes  autos  relativos  á  la 
competencia  iniciada  por  el  jtizgado  de  Letras  de  lo  civil  de  Guanajua- 
to, al  2?  del  mismo  ramo  de  esta  capital,  para  conocer  del  juicio  hipote- 
cario que  Antonio  Bonilla,  en  representación  de  Lorenzo  Ceballos,  sigue 
contra  D^í  Bernabela  Arriaga  de  Rubio  é  hijos,  dueños  de  las  haciendas 
de  «Santa  Ana  de  Lobos»  y  «La  Cebada,»  concursadas  en  virtud  de  dicho 
juicio;  los  informes  de  los  jueces  competidores;  Jo  pedido  por  el  ciuda- 
dano fiscal  de  esta  Corte  Suprema;  los  apuntamientos  presentados  por 
el  Lie.  Pedro  Collantes  y  Buenrostro,  como  patrono  del  Lie.  Joaquín 
Chico,  acreedor,  y  en  defensa  de  la  jurisdicción  del  juez  de  Guanajuato, 
con  lo  demás  que  fué  conveniente,  y  resiütando  de  autos: 

-  Que  el  expresado  Bonilla,  en  representación  de  Ceballos,  con  fecha 
6  de  Julio  de  1875,  se  presentó  ante  el  juez  2?  de  lo  civil  de  esta  capital, 

1  Story-Conf-  of  laws,  núm-  423-a- 

2  Cora-  upon  intern-  law.  tom-  4.  ° .  pñg.  59S. 
.  3    Traite  cUi  Droit  intern-,  tom- 2.°,  pág- 252. 
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demandando  en  juicio  hipotecario  á  la  Sra.  Bernabela  Arriaga  de  Rubio, 
y  á  sus  hijos  Francisco  José,  Manuel  y  Wenceslao  Rubio,  el  pago  de  la 
cantidad  de  ocho  mil  setecientos  pesos  y  sus  réditos,  á  razón  de  un  seis 
por  ciento,  y  á  cuyo  pag'o  se  hipotecaron  las  haciendas  de  «Santa  Ana 
de  Lobos»  y  la  de  «La  Cebada.»  situadas  en  el  Estado  de  Guanajuato,  y 
respecto  de  las  que  el  demandante  pidió  se  declarasen  sujetas,  pof  falta 
de  pago,  á  cédula  hipotecaria,  librándose  al  efecto  el  respectivo  exhor- 
to al  juez  de  1»  Instancia  de  San  Luis  de  la  Paz: 

Que  en  23  de  Junio  el  referido  juzgado  2?  de  esta  capital  pronunció 
sentencia  condenando  á  la  parte  de  Rubio  á  satisfacer  á  la  de  Ceballos 
la  cantidad  de  diez  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro  pesos,  noventa  y 
dos  centavos,  y  á  que,  para  el  pago  de  esa  suma,  se  hiciera  trance  y  re- 
mate de  las  haciendas  hipotecadas: 

Que  en  17  de  Julio  de  1876,  el  Lie.  Joaquín  Obregón  González  pre- 
sentó escrito  al  mencionado  juez  2<?  de  esta  capital,  acompañándole  la 
requisitoria  del  juez  de  Letras  de  lo  civil  de  la  capital  de  Guanajuato, 
en  la  que,  con  apoyo  del  art.  1,215  de  la  ley  de  administración  de  Justi- 
cia de  ese  Estado,  reclama  al  primero  el  conocimiento  del  juicio  promo- 
vido por  Bonilla  para  hacer  la  correspondiejite  acumulación  de  las  ac- 
tuaciones al  concurso  que  ante  el  requerente  formaron  varios  acreedo- 
res de  la  Sra.  Arriaga  de  Rubio  é  hijos: 

Que  efectivamente  se  presentaron  con  aquel  carácter  ante  dicho  juez 
de  Guanajuato,  el  Lie.  Joaquín  Chico,  demandando  ejecutivamente  á  la 
parte  de  la  Sra.  Rubio  el  pago  de  la  cantidad  de  sesenta  y  seis  mil  pe- 
sos- Gregorio  Jiménez  por  la  de  treinta  mil-,  D»  Carmen  Rubio  de  Rubio 
por  la  de  cuarenta  mil  y  pico-,  Oetling  Droege  y  C^  en  liquidación,  y 
otros: 

Que  por  este  motivo  el  propio  juez  de  Guanajuato,  con  fecha  15  de 
Junio  del  citado  año  de  1876,  pronunció  un  auto  en  el  que,  tomando  en 
consideración  que  se  habían  presentado  más  de  tres  acredores  hipote- 
carios demandando  ejecutivamente  á  la  Sra.  Arriaga  é  hijos,  y  con  fun- 
damento del  art.  1,214  de  la  ley  de  administración  de  justicia  citada,  de- 
cretó el  concurso  especial  hipotecario  á  las  haciendas  de  «Santa  Ana  de 
Lobos»  y  «La  Cebada.» 

Que  en  vista  de  la  requisitoria  del  juez  de  Guanajuato,  determinó  el 
de  esta  capital,  por  su  auto  de  cinco  de  Agosto,  sostener  su  jurisdicción; 
y  en  caso  de  que  no  se  desistiese  el  requerente,  se  ocvirriria  á  esta  Cor- 
te Suprema  para  la  decisión  respectiva: 

Que  á  su  vez  el  Tribunal  Superior  del  Estado  de  Guanajuato,  con  la 
intervención  que  en  esta  clase  de  negocios  le  da  el  artículo  963  de  la 
ley  citada  de  administración  de  justicia,  resolvió,  por  su  auto  de  17  de 
Octubre  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por  su  fiscal,  que  era  de  soste- 
nerse la  competencia  del  juez  de  Guanajuato,  disponiendo  se  remitiera 
lo  actuado  á  esta  Corte. 

Considerando: 

Primero:  Que  conforme  al  articulo  40  de  la  Constitución  general,Íos 
Estados  son  libres  y  soberanos  en  sii  régimen  interior  y  que,  segim  el 
art.  117,  á  ellos  están  reservadas  las  facultades  que  ese  Código  no  con- 
cede expresamente  á  los  Pod,eres  federales: 

Segundo:  Que  haciendo  los  Estados  uso  de  su  soberanía,  que  es  ple- 
na en  materias  de  legislación  civil  y  penal,  con  la  única  excepción  que 
establece  la  fracción  X  del  artículo  72,  cada  uno  de  ellos  ha  adoptado  la 
legislación  particular  que  ha  creído  conveniente,  derogando  la  antigua 
española  que  estaba  vigente  en  la  República  antes  de  la  adopción  del 
'sistema  federal: 

Tercero:  Que  esa  diversidad  de  leyes  civiles,  penales  y  de  procedi- 
mientos, puede  presentar  conflictos  entre  ellas,  octn-riendo  disputas  de 
jurisdicción  entre  los  jueces  de  los  diversos  Estados,  y  que  en  tales  cir- 
cunstancias la  Suprema  Corte  no  puede  decidir  esas  competencias,  to- 
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mando  por  base  ni  la  antigua  legislación  española,  porque  los  Estados 
la  han  derogado,  ni  su  legislación  moderna  vigente,  porque  en  el  caso 
de  conflicto  de  leyes,  las  de  un  Estado  no  se  pueden  aplicar  á  otro  sin 
agraviar  la  soberanía  de  éste: 

Cuarto:  Que  no  se  puede  invocar  tampoco  la  ley  de  22  de  Mayo  de 
1851  que  disponía  que,  mientras  se  diese  la  que  debiera  arreglar  la  com- 
petencia entre  los  jueces  de  diversos  Estados,  se  observasen  las  reglas 
de  la  legislg,ción  eomiín  que  rigió  como  general  antes  de  la  adopción  del 
sistema  federativo;  tanto  por  los  motivos  expuestos  en  el  considerando 
anterior,  cuanto  porque  esa  ley  es  anticonstitucional,  supuesto  el  texto 
expreso  del  art.  117  y  la  inteligencia  que  resulta  del  115  y  de  la  fracción 
X  del  72: 

Quinto:  Que  aunque  los  Estados  no  tienen  la  soberanía  absoluta  de 
las  naciones  independientes,  la  que  conservan  según  la  Constitución,  so- 
bre todo  en  materia  de  legislación  civil  y  penal,  que  es  plena,  no  con- 
siente que  en  los  conflictos  de  sus  leyes  sean  juzgados,  sino  por  aquella 
ley  que  es  superior  á  su  legislación  particular  y  que  se  aplica  á  los  so- 
beranos sin  lastimar  su  alto  carácter  ni  sus  prerrogativas: 

Sexto.  Que  al  usar  la  Suprema  Corte  de  la  facultad  que  le  da  el  ar- 
tículo 99  del  Código  fundamental,  está  tanto  más  obligada  á  respetar  á 
los  Estados  soberanos,  cuanto  que  ella  es  el  guardián  de  la  Constitución, 
y  debe  procurar,  en  la  parte  que  le  corresponde,  que  esa  soberanía  sea 
real  y  efectiva: 

Séptimo:  Que  la  aplicación  del  Derecho  Internacional  privado  entre 
Estados  que,  aunque  independientes  entre  sí,  no  forman  más  que  una 
nación,  está  aceptada  y  reconocida  como  una  necesidad  legal,  como  sii- 
cede,  según  dice  Story,  en  la  Confederación  Germánica,  en  los  Estados 
de  Holanda,  en  los  Estados  Unidos  del  Norte  y  en  otros  países:  i 

Octavo:  Que  juzgando  segiin  estos  principios  esta  competencia,  ésta 
Sala  no  puede  tomar  en  consideración  ni  el  Código  civil  y  de  Procedi- 
mientos del  Distrito,  ni  el  Código  civil  y  ley  de  enjuiciamiento  de  Giia- 
najuato,  para  resolverla;  ni  tampoco  pueden  tener  htó  leyes  españolas 
en  este  caso  valor  alguno  legislativo,  sino  solo  autoridad  cientílica  más 
ó  menos  respetable: 

Noveno:  Que  según  las  máximas  del  Derecho  Internacional  privado, 
la  ley  de  la  ubicación  de  la  cosa  determina  la  competencia  del  juez  en 
casos  en  que,  como  el  presente,  se  trata  de  un  concurso  de  acreedores 
hipotecarios,  en  que  se  disputan  las  preferencias  de  diversas  hipotecas, 
y  en  que  se  trata  de  la  enajenación  de  la  finca  hipotecada  para  hacer 
pago  á  los  acreedores.  Esta  máxima  está  enseñada  por  los  publicistas  de 
diversas  nacionalidades  y  aceptada  por  los  países  cultos:  Story  dice  que 
en  los  Estados  Unidos  la  ley  de  iibicación  de  la  cosa  es  la  que  debe  se- 
guirse cuando  en  el  concurso  de  acreedores  se  trate  de  la  enajenación 
de  la  propiedad  raíz  para  hacer  pago  á  éstos,  ó  de  la  preferencia  ó  pri- 
vilegio de  diversas  hipotecas.  ^  Según  Phillimore,  tratándose  de  prefe- 
rencia ó  privilegios  sobre  bienes  muebles,  se  debe  seguir  la  ley  del  do- 
micilio; pero  si  la  cuestión  versa  sobre  bienes  raíces  la  \ey  de  la  ubica- 
ción de  la  cosa  es  la  que  se  debe  seguir;  3  y  Foslix  asienta  como  una 
doctrina  generalmente  admitida,  qiie  el  precio  de  la  venta  délos  inmue- 
bles se  repartirá  entre  los  acreedores  conforme  á  la  ley  de  situación, 
siendo  esta  la  ley  que  se  sigue  en  materia  de  privilegios  é  hipotecas:  "^ 

Décimo:  Que  según  éstas  máximas,  no  puede  prevalecer  la  ley  del 
contrato,  atin  sin  tomar  en  consideración  la  ley  del  domicilio  que,  segim 
los  publicistas,  da  también  competencia  al  juez  del  domicilio  del  deu- 
dor; porque  segrin  dice  Story,  citando  iina  sentencia  de  la  Corte  de  los 

1  story.  Conflict  of  laws-  Cap.  1-  ° ,  núm.  6,  pág.  8. 

2  Conflict  of  laws,  núm-  423  a 

3  Com.  tipoD-  intemat-  laws.  Tom.  4-° ,  pág-  596,  seg-  edic. 

4  Traite  ciu  Droit  intern,  priv:  Tom-  2.°';  pág-  252. 
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Estados  Unidos:  «La  ley  del  lugar  en  qne  el  contrato  se  ha  celebrado  es, 
generalmente  hablando,  la  ley  del  contrato;  pero  los  derechos  de  prefe- 
rencia no  forman  parte  del  contrato:  ellos  son  ajenos  cá  él  y  constituyen 
un  privilegio  personal,  dependientes  de  la  ley  del  lugar  en  que  está  si- 
tuada la  propiedad: ^ 

Por  tales  consideraciones,  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por  el  C. 
Fiscal,  se  declara:  1?  ,  Que  el  Juez  de  1^  Instancia  de  Guanajuato,  es  el 
competente  para  seguir  conociendo  del  concurso  especial  hipotecario  á 
las  haciendas  de  «Santa  Ana  de  Lobos»  y  la  «Cebada,»  pertenecientes  á 
DaBernabela  Arriaga  de  Eubio  é  hijos,  y  que,  en  en  consecuencia,  el 
Juez  2?  de  lo  Civil  de  México,  remitirá  todas  sus  actuaciones-  relativas 
al  juicio  promovido  por  Antonio  Bonilla  en  representación  de  Lorenzo 
Ceballos  contra  la  expresada  Sra.  Arriaga  de  Rubio.  2? :  Remítanse  igual- 
mente las  actuaciones  que  obran  en  esta  Secretaria  al  mencionado  Juez 
de  1?  Instancia  de  Guanajuato,  con  copia  certifícada  de  esta  sentencia, 
y  copia  de  la  misma  sentencia  al  Juez  2?  de  esta  capital  para  los  efec- 
tos legales.  Hágase  saber  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. — Asi  por  una- 
nimidad de  votos  lo  decretaron  los  CC.  Presidente  y  Ministros  que  foi*- 
maron  la  1?  Sala  del  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los  Estados  Uni- 
dos Mexicanos  y  firmaron. — I.  L.  Vallarta. — Ignacio  M.  Altamirano. — 
Manuel  Alas. — A.  Martínez  de  Castro. — Miguel  Blanco. — Enrique  Lan^ 
da,  secretario 

Nota  — Esta  sentencia  se  publicó  en  el  Foso  correspondiente  al  día  12  de  Julio  de  1878' 
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AMPARO  PEDIDO  CONTRA  AUTOS 

PRONUNCIADOS  POR  EIv  PRESIDENTE  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR 

DEL  ESTADO  DE  PUEBLA. 

¿Es  procedeJite  el  recurso  de  amparo  contra  sentencias  definitivas  y  atitos 
intef  locutorios  de  los  Ttibunales  comunes  por  la  inexactct  aplicaciÓ7i  de  la  ley 
civil?  Interpí  etación  de  la  segunda  parte  del  artículo  14.  de  la  Constitución, 


El  C.  Antonio  Rosales,  representado  por  el  Lie.  Joaquín  Valdez  Caraveo^ 
pidió  amparo  al  juez  de  Distrito  de  Puebla  contra  la  sentencia  definitiva  pro- 
nunciada por  el  Presidente  del  Tribunal  Superior  de  ese  Estado  en  el  juicio' 
seguido  entie  Wagner  y  Levien  de  una  parte  y  Rosales  y  Ramírez  de  la  otra, 
sobie  propiedad  de  un  piano.  El  amparo  se  pidió  tam,bién  contra  el  auto  de f- 
mismo  Presidente,  en  que  desechó  una  recusación  que  contra  él  se  había  in- 
terpuesto, y  contra  otro  auto  en  que  denegó  el  recurso  de  nulidad.  El  juez  de 
Distrito  concedió  el  amparo.  Llevado  este  negocio  á  conocimiento  de  la  Su- 
prema Cofte,fiué  discutido  extensamente  en  las  audiencias  de  los  días  ig  de 
Junio,  S,  9  y  26  de  Julio  de  i8jS,  y  el  C.  Vallarla,  para  sostener  la  improce- 
dencia del  recurso,  expuso  las  razones  siguientes: 

Aunque  en  otra  ocasión,  y  con  motivo  de  otro  juicio  de  amparo,  he 
manifestado  mis  opiniones  con  respecto  á  la  interpretación  que  deba^ 
tener  la  segunda  parte  del  artículo  14  de  la  Constitución,  como  entonces 
no  se  trató  sino  incidentalmente  de  la  cuestión  sobre  la  intelig-encia  que 
se  deba  dar  al  precepto  constitucional  en  la  parte  que  previene  que  «la» 
leyes  sean  exactamente  aplicadas  al  hecho,»  me  creo  hoy  oblig-ado  á  ex- 
poner y  fundar,  tan  ampliamente  como  es  posible,  esas  mis  opiniones- 
sobre  este  punto.  Considero  gravísima  y  de  muy  trascendentales  con- 
secuencias esta  cuestión,  y  tanto  por  este  motivo,  como  porque  tengo  el 
sentimiento  de  estar  en  desacuerdo  con  anteriores  ejecxitorias  de  la  Cor- 
te en  esta  materia,  tendré  que  ser  más  extenso  de  lo  que  quisiera,  por- 
que entiendo  que  no  habré  llenado  todo  mi  deber  sino  cuando  haya  di- 
cho la  viltima  palabra  apoyando  el  voto  que  voy  á  dar  en  este  amparo. 


Dije  en  la  discusión  del  amparo  promovido  por  el  C.  Marcelo  Matus,. 
que  el  art.  14  de  la  Constitución  no  se  presentó  por  la  comisión  ni  se  apro- 
bó por  el  Congreso  como  \in  solo  pensamiento,  de  tal  modo  que  se  co- 
rrelacionaran las  partes  de  ese  precepto  entre  si,  formando  un  todo  hc- 
laogéneo.  La  verdad  histórica  es  por  el  contrario,  que  la  primera  parte 

Votos.    Tomo  1—3 
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de  aquel  articulo  constituía  lo  qixe  era  el  4'?  del  proyecto  de  Constitu- 
ción, y  la  segunda  lo  que  fué  el  26  del  mismo  proyecto.  El  artículo  -í?' , 
con  notables  supresiones,  fué  aprobado  en  la  sesión  de  ló  de  Julio  de 
1856,  y  el  26,  esencialmente  cambiado,  no  se  discutió  y  aprobó  sino  has- 
ta el  20  de  Agosto  siguiente.  La  Comisión  de  estilo  reunió  después  la 
parte  aprobada  de  esos  dos  artículos,  formando  con  ellos  lo  que  hoy  es 
el  14  de  la  Constitución.  Todos  estos  asertos  los  fundé  en  documentos 
públicos  intachables. 

En  la  discusión  del  articulo  4?  quedó  reconocido  que  ley  retroactiva 
y  leí/  ex  post  fado  son  una  misma  cosa,  y  no  se  aceptó  la  distinción  que 
la  Comisión  establecía,  refiriendo  la  primera  (la  ley  retroactiva)  solo  á 
lo  civil,  y  la  segunda  (la  ley  ex  j^osi  facto)  á  lo  criminal.  Se  creyó  en 
consecuencia  que  diciéndose  «No  se  podrá  expedir  ninguna  ley  retroac- 
tiva,» quedaba  ampliamente  sancionado  el  principio  tutelar  de  la  no-re- 
troactividad  de  las  leyes  en  todas  materias,  y  por  tales  motivos  se  des- 
echaron estas  palabras  con  qxie  terminaba  el  articulo  4?:  «ni  ex  p  o  si 
facto  ó  que  altere  la  naturaleza  de  los  contratos,  i 

El  artículo  26  estaba  colocado  en  el  proyecto  de  Constitución  entre 
los  que  establecen  las  garantías  de  los  acusados  en  los  juicios  crimina- 
les (artículos  24,  2.^,  27,  28,  etc.)  El,  sin  embargo,  estaba  redactado  en 
estos  términos:  «Nadie  podrá  ser  privado  de  la  vida,  de  la  libertad  ó  de 
la  propiedad,  sino  en  virtud  de  sentencia  dictada  por  autoridad  compe- 
tente, y  según  las  formas  expresamente  fijadas  en  la  ley  y  exactamente 
aplicadas  al  caso.  2  El  Congreso  no  quiso  aceptar  esa  redacción;  no  qui- 
so que  entre  los  artículos  que  se  ocupaban  de  las  garantías  de  los  acu- 
sados, se  hablase  de  \(i  propiedad:  no  quiso  que  lo  civil  estuviese  sujeto 
á  las  reglas  de  lo  criminal,  y  la  Comisión  tuvo  que  retirar  el  articulo 
para  presentarlo  en  la  misma  sesión  (20  de  Agosto)  reformado  en  estos 
términos  y  de  acuerdo  con  las  observaciones  que  se  le  hacian:  «Nadie 
puede  ser  juzgado  ni  sentenciado  sino  por  leyes  dadas  con  anterioridad 
al  hecho  y  exactamente  aplicadas  á  él  por  el  tribunal  previamente  es- 
tablecido por  la  ley.»  ^ 

Si  el  articulo  asi  aprobado  hubiera  conservado  la  colocación  que  en 
el  proyecto  tenía,  es  decir,  después  del  artículo  24,  que  establece  la.s 
garantías  del  acusado  en  el  juicio  criminal  (hoy  20  de  la  Constituciyn), 
después  del  25  que  previene  que  nadie  puede  ser  juzgado  dos  veces  por 
el  mismo  delito  (hoy  24  de  la  Constitución),  nadie  ni  nunca  habría  podi- 
do creer  que  ese  articulo  26,  del  que  se  suprimió  la  palabra  j9r6»/?¿(?cZacZ 
muy  inteücionalmente,  podría  tener  aplicación  á  lo  civil.  Esto  me  pare- 
ce evidente.  Pero  el  artículo  en  la  minuta  de  la  Constitución  perdió  su 
lugar,  se  le  colocó  después  del  que  era  4?  que  abraza  lo  civil  y  lo  crimi- 
nal, se  formó  con  él  el  14,  y  de  esa  nueva  colocación  ha  nacido,  y  no  de 
otra  parte,  la  pretensión  de  aplicarlo  también  á  lo  civil  y  á  lo  criminal. 

Fijándose  en  las  circunstancias  de  que  he  hecho  mérito,  se  adquiere 
el  convencimiento  de  que  el  Congreso  restringió  la  aplicación  de  ese 
articulo  26  á  solo  lo  criminal.  Se  trataba  en  esa  parte  del  proyecto,  de 
las  garantías  de  los  acusados,  y  la  razón  de  método,  ya  que  no  otras 
más  graves,  como  de  seguro  las  hay,  exigía  que  no  se  hablase  de  pro- 
piedad cuando  se  trataba  de  la  vida  y  de  la  libertad  del  Iiombre.  La 
Comisión,  que  obraba  impulsada  por  los  más  vivos  deseos  de  acierto  y 
que  oía  las  observaciones  que  se  le  hacían,  no  solo  en  la  tribuna  sino  en 
lo  confidencial,  como  yo  tuve  muchas  veces  la  honra  de  hacerlo,  com- 
prendió sin  duda  que  la  vida  y  la  libertad  del  hombre  son  más  precio- 
sos derechos  á  los  ojos  de  la  le\^,  que  la  propiedad,  y  que  ellas  son  acree- 
doras á  más  garantías,  si  se  piiede 'hablar  así,  que  ésta:  comprendió  sin 

1  Hist.  del  Gong.  Constitiívente,  por  Zarco,  tomo  I,  pág.  695- 

2  Autor  y  obra  cit-,  tomo  I,  470. 

3  Hist.  del  Cong.  Const-  por  Zarco,  tomo  II,  pág-  J88. 
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duda  que  exigir  «da  exacta  aplicación  de  la  le}'»  en  lo  civil,  era  sentai* 
iin  principio  subversivo  del  orden  social,  destructor  de  la"  propiedad 
misma,  y  principio  condenado  por  todas  las  legislaciones  de  los  países 
cultos,  y  no  solo  se  conformó  con  suprimir  esa  palabra  «propiedad»  del 
articulo,  para  referirlo  solo  á  lo  criminal,  sino  que  hasta  le  dio  una 
redacción  que  no  puede  extenderse  á  lo  civil,  sino  forzando  aun  el  sen- 
tido de  las  ]ialabras. 

En  efecto,  el  pronombre  «nadie»  con  que  comienza  el  artículo,  se  re- 
fiere siempre  á  las  personas  y  nunca  á  las  cosas:  la  frase  de  «juzgado  y 
sentenciado»  de  que  se  sirve,  en  el  lenguaje  forense  solo  se  usa  hablán- 
dose de  causas  criminales,  y  aun  en  estilo  vulgar  nadie  dice  que  es  al- 
guien juzgado  y  sentenciado  por  acciones  civiles,  sino  por  tal  ó  cual  de- 
lito. Y  las  palabras  finales  del  articulo  «por  el  tribunal  previamente  es- 
tablecido por  la  le\',»  se  refieren  con  tal  evidencia  solo  á  lo  criminal,  que 
extenderlas  á  lo  civil,  sería  traspasar  los  limites  de  lo  absurdo  para 
llegar  á  lo  ridículo.  Porque  bien  se  concibe  que  esta  condición  que 
la  ley  exige,  pueda  satisfacerse  en  los  procesos  criminales,  puesto  que 
ningi'in  delito  tan  antiguo  puede  juzgarse,  sobre  todo  teniendo  pre- 
sentes las  reglas  de  la  prescripción,  que  fuera  necesario  resucitar  un 
tribunal  de  imposible  vida:  pero  tratándose  de  una  acción  civil  que  ha- 
ya nacido  hace  cien  años,  por  ejemplo,  como  sucedía  en  el  juicio  de 
amparo  del  Sr.  Matus,  ¿á  quién  podría  ocurrírsele  que  se  llamara  al  sub- 
delegado español  para  que,  como  tribunal  previamente  establecido  al 
hecho,  juzgase  y  ■.sentenciase  á  esa  acción?  ¡Juzgar  y  sentenciar  una  ac- 
ción! ¿Permite  siquiera  el  idioma  esa  construcción,  para  entender  el 
precepto  constitucional  en  el  sentido  de  aplicarse  á  las  acciones  civi- 
les? 

Todas  estas  consideraciones  que  muy  superficialmente  indiqué  cuan- 
do se  trató  del  amparo  del  Sr.  Matus,  consideraciones  tomadas  de  la 
discusión  de  esos  preceptos  constitucionales,  que  la  Comisión  de  estilo 
reunió  para  formar  el  articulo  l-i  de  la  Constitución,  me  hicieron  desde 
entonces  concluir,  asegurando  qtie:  «la  parte  segunda  de  ese  artículo 
se  refiere  solo  á  los  juicios  criminales  y  no  tiene  aplicación  en  los  ci- 
viles.» 


II 

La  defensa  de  mis  opiniones  me  obliga  á  llevar  la  cuestión  de  inter- 
pretación de  ese  precepto  constitiicional,  al  terreno  científico  que  le 
pertenece.  Acabo  de  decir  que  exigir  da.  exacta  aplicación  de  la  ley 
civil  al  hecho,»  es  sentar  un  principio  subversivo  del  orden  social,  des- 
tructor de  la  propiedad  misma  y  condenado  por  las  legislaciones  de  los 
países  cultos.  Tócame  demostrar  este  aserto  con  tanta  mayor  razón, 
éuanto  que  me  he  fundado  en  él  para  creer  que  ese  fué  sin  duda  el  mo- 
tivo principal  que  tuvo  la  Comisión  para  suprimir  la  palabra  «propie- 
dad» en  la  nueva  redacción  del  artículo,  j  expresar  éste  en  términos  ta- 
les que  no  ptidiera  aplicarse  el  precepto  constitucional  más  que  á  los 
negocios  criminales.  Además,  demostrando  aquel  aserto  habré  conse- 
guido un  doble  objeto:  como  una  de  las  reglas  de  interpretación  de  las 
leyes  es  entenderlas  en  un  sentido  que  no  conduzcan  al  absurdo,  en  un 
sentido  que  no  choquen  con  otros  preceptos  del  mismo  legislador,  des- 
de el  momento  que  quede  comprobado  que  la  interpretación  que  com- 
bato sanciona  aquel  principio  subversivo  del  orden  social,  quedará  es- 
tablecida por  una  doble  ai-gumentación  la  inteligencia  de  la  segunda 
parte  del  artículo  li  constitucional. 

Desde  la  legislación  romana  hasta  nuestro  moderno  Código  Civil, 
todas  las  legislaciones  reconocen  la  insiificiencia  de  la  ley  civil  para 
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preA'-cer  y  expresar  todos  los  casos  posibles,  y  proclaman  la  necesidad  de 
la  intcrp\'etación  judicial  como  medio  inexcusable  de  suplir  las  omisio- 
nes del  legislador.  Api-eciando  el  altísimo  interés  social  de  que  ningún 
pleito  quede  sin  fallo  por  falta  de  una  ley  exactamente  aplicable  al  ca- 
so, han  encontrado  la  salvación  de  ese  interés  en  la  interpretación  ju- 
dicial, que  faculta  á  los  tribunales  para  resolver  los  litigios,  aun  cuan- 
do no  baya  ley  que  á  ellos  pueda  aplicarse  con  exactitud. 

«Quod  legibus  omissum  est,  decia  una  ley  romana,  non  omittetur  re- 
ligione  judicatium;»  y  otra  «Proetor  supplet  in  eo  quod  legi  deest.»  i  El 
articulo  20  de  nuestro  Código  Civil  previene  que:  «cuando  no  se  pueda 
decidir  una  controversia  judicial,  ni  por  el  texto,  ni  por  el  sentido  na- 
tural ó  espíritu  de  la  lej",  deberá  decidirse  según  los  principio^' genera- 
les de  Derecho,  tomándose  en  consideración  las  circunstancias  del  ca- 
so.» El  Código  italiano,  promulgado  en  1865  y  reputado  con  jtisticia  co- 
mo uno  de  los  más  sabios  de  los  países  cultos,  reconoce  en  términos  ex- 
plícitos la  imposibilidad  de  la  aplicación  estricta  de  la  ley  civil  y  sancio- 
na la  necesidad  de  la  interpretación  judicial.  La  segunda  parte  de  sii 
articulo  3.°  dice  esto:  «Qualora  una  controversia  non  si  possa  decidere 
con  una  precisa  disposizione  di  legge,  si  avrá  riguardo  alie  disposizio- 
ni  che  regolano  casi  simili  ó  materie  analoghe:  ove  il  caso  rimanga  tut- 
tavia  dxihbio,  si  decidera  secundo  i  principii  gcnerali  di  diritto.»  El  ar- 
tículo 4.  '='  del  Código  francés  llega  hasta  prevenir  que:  «Le  juge  qui  re- 
fusera  de  juger  sous  pretexte  du  silence,  de  l'obscurité  ou  de  Tinsuffi- 
sance  de  la  Toi,  pourra  étre  poursuivi  comme  coupable  du  deni  de  jus- 
tice.»  Y  uno  de  sus  comentadores  hace  esta  observación  de  irresistible 
evidencia:  «Nul  ne  peut,  dans  une  sociéte  policée.  se  faire  justice  á  soi- 
méme.  Mais  pour  que  cette  máxime  sur  laquelle  repose  l'ordre  publi- 
que, soit  équitable  et  obele,  il  faut  que  toute  contestatíon  soit  résolue 
par  les  magistrats.»  2  Iguales  ó  semejantes  disposiciones  contienen  el 
articulo  13  del  Código  de  Holanda,  el  7  de  Austria,  etc.,  etc. 

Hay  una  legislación  europea,  que  más  qiie  las  que  he  citado,  me  ser- 
virá para  fijar  la  verdadera  inteligencia  de  nxiestro  precepto  consti- 
tucioiial,  porque  ella  nos  revela  larazón  y  el  alcance  de  ese  precepto,  y 
esa  legislación  por  su  sabiduría  merece  también  todos  nuestros  respe- 
tos. Hablo  de  la  legislación  inglesa,  que  no  discrepa  en  cuanto  al  pun- 
to en  examen  de  las  otras  legislaciones  europeas,  sino  que,  como  ellas, 
reconoce  la  imposibilidad  de  la  aplicación  estricta  de  la  ley  civil  al  ca- 
so, y  proclama  la  necesidad  de  la  interpretación  judicial.  Tengo  que  fi- 
jarme en  la  ley  inglesa  más  que  en  ninguna  c^  ¡-a,  porque,  lo  repito,  esa 
ley  nos  revela" la  razón  filosófica  de  nuestro  precepto  constitucional,  en- 
cerrándolo en  cierto  limite  para  que  no  llegue  á  consecuencias  absurdas. 

Voy,  pues,  ante  todo,  á  probar  que  la  ley  inglesa  acepta  los  principioa 
que  acabamos  de  ver  proclamados  en  otras  legislaciones.  Blackstone, 
el  ilustre  comentador  de  esa  ley,  dirá  mejor  que  yo  lo  que  la  jurispru- 
dencia inglesa  enseña  sobre  esta  materia;  habla  asi  ese  autor:  «In  ge- 
neral law  all  cases  cannot  be  foreseen,  or  if  foreseen,  cannotbe  expres- 
sed:  .some  "will  arise  tliat  will  fall  -svithin  the  meaning,  though  not  wit- 
hin  the  words  of  legislator.  and  others  which  may  fall  within,  the  letter, 

may  be  contrary  to  his  meaning,  though  not  expressly  excepted 

.V  . .  These,  then,  are  the  cases  which,  as  Grotius  says.íe.^s 

non  cxacfe  définit,  sed  arbitrio  boni  viri  permittit.^^  3  Con  palabras  más 
explícitas  no  se  puede  reconocer  la  insuficiencia  de  la  ley  civil  más  per- 
fecta, proclamar  la  ineludible  necesidad  de  la  interpretación  judicial;, 
confesar  que  en  materia  civil  no  puede  haber  exacta  aplicación  de  la 

1  Leyes  11,  tifc  V,  lib.  19  y  13-  tít-  V,  lib-  23  D. 

2  Demolombe-Cours  de  Code-Napaltón.  tom.  I.  pig-  135- 

3  Blackstoae— Cora,  oa  lav/  of  Eaglaad  — Book  III.  p.ig-  429  -iul  3?  — Ld-  of  .'.hirsrood— Pha- 
«-1863. 
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ley,  y  aceptar,  en  fin,  estos  mismos  principios  de  las  legislaciones  de 
otros  países. 

Estableciendo  el  mismo  Blackstone,  las  reglas  de  interpretación  dó 
las  leyes  civiles,  enseña  esta  doctrina:  «From  this  method  of  interpre- 
ting  laws  by  the  reason  of  them,  arises  what  wq  cali  equity,  which  is 
thus  defíned  by  Grotins  «the  correction  of  that  Avherein  in  law,  by  rea- 
son  of  its  universality,  is  deficient.»  For  since  in  laws  all  cases  cannoi 
be  foreseen  or  expressed,  it  is  necessary  that,  Avhen  tlie  general  decrees 
of  the  law  come  to  be  applied  to  particular  cases  there  shouldbe  some- 
Avhere  a  power  vested  of  deflning  those  cases  (nótense  bien  estas  pala- 
bras) which,  had  they  been  of  reseen,  the  legislator  himself  would  have 
expressed.»  i  Sin  ese  poder  que  Blackstone  encuentra  en  el  juez,  la  so- 
ciedad se  desquiciarla  á  falta  de  administración  de  justicia,  supuesto 
,  que  «lex  non  exacte  definit»  todos  los  casos  posibles. 

El  brevísimo  estudio  comparativo  que  acabo  de  hacer  de  las  legisla- 
ciones que  he  citado,  prueba  con  evidencia  que  la  teoría  de  la  exacta 
aplicación  de  la  ley  civil  á  los  casos  ocurrentes,  es  una  teoría  reproba- 
da por  las  legislaciones  más  respetables  de  los  países  cultos:  que  esa 
teoría  es  subversiva  del  orden  público,  porque  con  ella  muchos  litigios 
quedarían  sin  fallo,  por  falta  de  ley  aplicable  á  ellos:  que  los  derechos 
civiles,  la  propiedad  misma,  quedarían  inseguros  desde  el  momento  que 
á  la  acción  de  los  tribunales  que,  por  falta  de  ley  no  estarían  expeditos 
pai'a  administrar  justicia,  se  sustituyera  la  violencia  individual  en  la 
reclamación  de  esos  derechos.  Y  todas  esas  legislaciones,  incluyendo 
en  ella  la  inglesa,  reconocen  y  sancionan  el  principio  contrario,  es  de- 
cir, el  de  la  interpretación  judicial,  el  que  reconoce  que  supuesto  que  no 
siempre  lex  exacte  definit,  y  es  imposible  que  lo  haga,  es  tambiéii  im- 
posible que  tenga  siempre  una  aplicación  exacta  en  materia  civil. 


III 

Para  que  mi  estudio  sea  completo  y  para  que  él  alcance  los  fines  que 
n^e  propongo,  necesito  ahoraver  lo  qu.e  las  legislaciones  extranjeras 
han  establecido  sobre  la  estricta  aplicación  de  la  ley  penal  al  hecho.  Si 
en  materia  civil^esta  aplicación  es  imposible,  absurda,  subversiva,  nece- 
sitamos hoy  examinar  lo  que  en  materia  penal  suceda. 

Ni  el  articulo  4.  °  del  Código  penal,  ni  el  364  del  de  instrucción  cri- 
minal de  Francia,  ni  el  4.  °  del  de  Italia,  tan  sabio  como  él  es,  ni  otra 
legislación  europea  que  yo  conozca,  con  excepción  de  la  inglesa,  han 
sancionado  en  toda  su  extensión  y  con  todas  sus  consecuencias,  el  j)rin- 
cipio  de  la  estricta  aplicación  de  la  ley  penal  al  hecho.  Es  una  gloria 
exclusiva  de  Inglaterra,  del  país  clásico  de  la  libertad  civil,  en  gracia 
■de  los  derechos  naturales  del  hombre,  de  su  vida,  de  su  libertad,  haber 
desde  remota  época  sancionado  aquel  principio,  que  hoy  el  progreso 
científico  del  derecho  penal  impone  á  todos  los  países  cultos,  y  princi- 
pio que  estos  comienzan  á  reconocer.  Me  fijaré  por  esto  de  preferencia 
ien  la  ley  inglesa,  por  ser  la  tínica  que  puede  guiarme  en  el  estudio  que 
estoy  haciendo. 

Los  ingleses  no  admiten  interpretación  alguna  de  la  ley  penal,  sino 
qtie  exigen  que  ella  sea  exacta,  estricta,  literalmente  aplicada  al  hecho. 
Para  establecer  esta  xmica  excepción  del  principio  que  reconoce  la  ne- 
cesidad de  la  interpretación  judicial,  tuvieron  razones  que  hoy  en  el  es- 
tado de  adelanto  que  ha  alcanzado  la  ciencia  social,  ya  nadie  disputa, 
-estimándose  esa  excepción  como  una  preciosa  conquista.  La  vida,  la  li- 

1    0\)-  cit-,  voL  1. «,  see.  II,  yág.  61. 


iDCrtaá  del  hombre,  dice  la  jurispradencia  inglesa,  no  pueden  estar  su- 
jetas al  arbitrio,  al  capricho  de  un  juez:  la  impunidad  de  un  criminal  es 
preferible  al  poder  discrecional  del  juez,  tratándose  de  aquellos  dere- 
chos natiirales  del  hombre:  si  la  ley  penal  omite  un  caso,  aunqiie  sea  de 
mayor  gravedad  que  el  expresado,  él  no  queda  comprendido  en  ella 
por  ninguna  regla  de  interpretación:  en  gracia  de  la  vida  y  de  la  liber- 
tad del  hombre,  la  ley  penal  se  aplica  exacta  y  literalmente.  He  aquí 
en  compendio  las  razones  de  la  ley  inglesa,  para  establecer  la  excepción 
de  que  hablé. 

Juzg'o  necesario  fundar  estas  aserciones  en  la  autoridad  de  juriscon- 
sultos ingleses;  oigamos  á  Blackstone:  í^Penal  statutes  must  he  cons- 
truecl  strictly.  Thus  the  statute  1  Ed-\v.  VI.  c.  12  having  enacted  that 
those  who  are  convicted  of  stealing  Jwrses,  should  not  have  the  bene- 
fit  of  clergy,  i  the  judges  conceived  that  this  should  not  extend  to  him 
that  should  steal  but  o)ie  horse,  and  therefore  procured  a  nev  act  for 
that  purpose  in  the  folloAving  year.  And,  to  come  nearer  our  OA\'n times, 
by  the  statute  14  Geo  II,  c.  G  Stealing  sheep  or  otJier  cattle,  v.-rs  made 
felony  -without  benefit  of  clergy.  But  these  general  vrords  «o?*  other 
cattle»  being'looked  upon  as  much  to  loóse  to  créate  a  capital  oftence, 
the  act  "was  held  to  extend  to  nothing'  but  mere  sheep.  And  therefore  iu 
the  next  sessions  it  was  found  necessary  to  make  another  stfitute  15 
Geo.  II,  c.  34,  extending  the  former  to  buIls,coA\s,  oxen,steers,bullocks, 
heifers,  calves,  and  lambs,  by  ñame.  ^ 

El  anotador  de  Blackstone  dice  sobre  estas  teorías  lo  siguiete:«It 
Avas  one  of  the  laws  of  the  twelve  tables  of  Eome  that  Avhenever  there 
"Nvas  a  question  between  liberty  and  sla^-ery,  the  presumption  should  be 
OH  the  side  of  liberty.  This  excellent  principie  our  la-w  has  adopted  in 
the  construction  of  penal  statutes,  for  whenever  any  ambiguity  arises 
in  a  statute  introducing  a  new  penalty  or  punishment,  the  decission 
shall  be  on  the  sido  of  lenity  or  mercy,  or  in  faAour  of  natural  right  and 
liberty,  or  in  other  words  the  decission  shall  be  according  to  the  strict 

letter  in  favour  of  the  subjects And  it  is  more  consonant  to 

principies  of  liberty  that  the  judge  should  acquit  whom  the  legislator 
intended  to  punish,  than  that  he  should  punish  -whom  the  legislator  in- 
tended  to  discharge  Avith  impunity.  ^ 

Los  autores  españoles  que  han  estudiado  la  ley  inglesa,  han  notado 
y  aun  censurado  la  rigidez  de  la  máxima  que  me  ocupa.  «Los  ingleses, 
dice  García  Goyena,  no  admiten  la  interpretación  extensiva  en  materia 
penal,  aunque  el  caso  omitido  en  la  ley,  sea  de  mayor  gravedad  que  el 
expresado,  y  por  huir  de  lo  arbitrario  han  caido  en  lo  ridiculo  y  absur- 
do. El  casado  con  tres  mujeres  no  se  reputó  comprendido  en  la  ley  que 
castigaba  al  bigamo.))  * 

La  severidad  de  esa  máxima  que  excluye  toda  interpretación  en  la 
ley  penal,  exigiendo  su  estricta  y  literal  aplicación,  no  conduce  al  ridi- 
culo, sino  que  protege  la  libertad,  la  vida  del  hombre.  No  es  absurda, 
sino  eminentemente  humanitaria  la  máxima  de  que  es  mejor  que  el  juez 
absuelva  á  quien  el  legislador  intentaba  castigar,  que  el  que  castigue  á 
quien  el  mismo  legislador  intentó  absolver.  Por  esto  los  jueces  ingleses 
no  aplican  al  ladrón  de  un  caballo  la  pena  fulminada  contra  el  ladrón 
de  A'arios  caballos;  por  esto  al  polígamo  no  se  le  juzga  como  al  bigamo. 

Por  lo  que  hasta  aquí  he  dicho,  creo  que  queda  demostrado  que  la 
razón  filosófica  de  la  máxima  inglesa  '^aplicación  estríela  de  la  ley  al 
hecho,)'  no  es  otra  que  el  respeto  á  la  vida  y  á  la  libertad  humanas,  razón 

1  j^tiguo  prhilegio  que  establecía  una  especie  de  fuero  en  favor  de  los  clérigos  tu  cases  de  delito 
(-(.ne  deípnés  fué  extentiido  á  los  legos  y  que  se  derogó  al  fnpor  un  estatuto  de  Geo- VI-  Bnwii's  law  Dio- 
tiouaiy  veri)-  ■Benel'.t  oí  clergy." 

2  SlaokstouB-  obr-  cit- 1  sec.  II,  pág-  87. 

3  Oñstian.  ÍTot-  30-loc-  cit-  púg-  88- 

i    García  Goyena-  Cod.  criminal  español,  tít- 1-  núni- 1-4.  ■  , 
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podei'osa  en  demasía  para  establecer  esa  excepción  en  frente  del  prin- 
cipio que  todas  las  leg-islaciones  reconocen  de  la  necesidad  de  suplir  la 
oscuridad,  la  insuficiencia  y  auu  la  falta  de  la  ley  con  la  interpretación 
judicial. 


IV 

Decía  antes  que  una  de  las  reglas  de  la  interpretación  de  las  leyes 
es  darles  la  inteligencia  que  cuadre  á  las  intenciones  del  legislador,  y 
no  la  que  conduzca  á  un  absurdo  manifiesto  ó  que  choqiie  con  otros 
preceptos  del  mismo  legislador.  Estamos  ya  en  situación  de  aplicar  esa 
regia  al  articulo  14  de  la  Constitución. 

¿Puede  suponerse  que  el  Congreso  constituyente  quisiera  con  plena 
conciencia  erigir  en  principio  el  absurdo  condenado  por  todas  las  legis- 
laciones, de  que  la  ley  civil  no  se  interpreta,  sino  que  se  aplica  estricta- 
mente? ¿O  se  puede  pensar  siquiera  que  ese  Congreso  fué  tan  ignorante 
que  no  conocía  iii  las  máximas  de  jurisprudencia  universal;  qrie  no  sa- 
bia ni  apreciar  Jas  consecuencias  de  los  priacipios  que  reconocía?  Muy 
gratuitamente  calumniaiia  á  ese  Congreso  qiiien  tales  cosas  dijera.  No, 
él  no  quiso  más  que  aceptar  y  consagrar  la  excepción  inglesa  de  no  in- 
terpretación, de  aplicación  exacta  de  la  ley  penal,  excepción  admitida 
también  eii  los  Estados  Unidos,  cuyas  liberales  instituciones  quiso  imi- 
tar, como  es  bien  sabido. 

Bastaría  esta  razón  que  acabo  de  indicar  para  persuadirse  de  que  el 
Congreso  jamás  quiso  hacer  que  la  excepción  ocupara  el  lugar  del 
principio.  Prescindiendo  de  todo  lo  que  pasó  en  la  discusión  del  articu- 
lo; de  su  colocación  entre  los  que  solo  tienen  aplicación  en  materia  pe- 
nal; de  la  supresión  de  la  palabra  «propiedad,»  etc.;  prescindiendo  de 
todo  eso,  suponiendo  que  el  cambio  de  redacción  del  artículo  26  del  pro- 
yecto nada  signifique,  bastaría  alegar  la  razón,  el  motivo  de  la  ley,  á 
saber,  implantar  entre  nosotros  una  máxima  americana,  protectora  de 
la  vida  y  libertíj^d  del  hombre  y  derivada  de  la  jurisprudencia  inglesa, 
para  no  pretender  ahora  interpretar  el  'precepto  constitucional  en  un 
sentido  que  es  la  negación  de  las  teorías  americana  é  inglesa  á  la  vez. 

Pero  haciendo  abstracción  de  esas  consideraciones,  tenemos  dos  ca- 
minos que  seguir  en  la  aplicación  del  precepto  constitucional,  según  la 
interpretación  que  se  le  dé.  Si  se  entiende  en  sentido  amplio  é  ilimitado 
y  se  sostiene  que  la  aplicación  de  todas  las  leyes,  tanto  civiles  como  pe- 
nales, debe  ser  exacta  al  hecho  que  se  juzga,  j^a  sabemos  á  dónde  no& 
conduce  esa  teoría.  Esto  y  la  insuficiencia  inevitable  déla  ley  civil  obli- 
garía á  los  tribunales  á  dejar  sin  fallo  muchos  litigios,  todos  aquellos  en 
que,  según  la  expresión  de  Grocio,  lex  non  exacte  definit;  y  desde  el 
momento  en  que  así  suceda,  cada  cual  se  hará  justicia  á  si  mismo,  por- 
que el  principio  contrario  y  sobre  el  que  reposa  el  orden  público,  como 
lo  dice  Demolombe,  exige  como  condición  necesaria  de  existencia  el 
que  todo  pleito  sea  fallado  por  los  Magistrados.  Y  no  se  necesita  decir 
que  luego  que  la  violencia  individual  reemplaza  á  la  acción  de  la  auto- 
ridad, la  propiedad  y  todos  los  derechos  civiles,  la  sociedad  y  todos  los 
grandes  intereses  que  representa,  se  hunden  en  el  caos.  No  es  fuera  del 
caso  observar  que  si  así  se  cree  seguir,  imitar  las  instituciones  america- 
nas, las  teorías  inglesas,  no  se  hace  más  que  negarlas,  porque  en  esos 
liberales  países  esas  absurdas  teorías  jamás  han  tenido  cabida. 

Pero  si  el  precepto  constitucional  se  toma,  no  como  principio  abso- 
luto, sino  como  excepción  de  él;  si  reconociéndose  que  las  leyes  civiles 
no  pueden  siempre  y  en  todos  casos  tener  aplicación  exacta,  y  que  en 
ellas  se  necesita  por  tanto  el  recurso  supletorio  de  la  interpretación,  y 
se  restringe  para  la  ley  penal  esa  excepción  que  reclaman  y  exigen  los 
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■derechos  del  hombre,  entonces  llegamos  á  un  extremo  diametralmente 
■contrario.  Los  tribunales  estarán  siempre  expeditos  para  administrar 
justicia,  y  nunca,  ni  la  ¡falta  de  la  ley  civil,  ocasionará  que  un  solo 
pleito  quede  sin  fallo.  La  violencia  privada  no  prevalecerá  sobre  la 
acción  de  los  tribunales,  y  la  sociedad  seguirá  tranquila  descansando 
á  la  sombra  de  estos  principios.  Y  en  materia  penal  la  excepción  garan- 
tizará la  vida  y  la  libertad  humanas  de  la  arbitrariedad  judicial,  garan- 
tía valiosísima  para  los  países  en  que  los  derecJws  del  hombre  son  base 
de  las  instituciones  sociales;  no  siguiéndose  de  tan  inestimable  bien, ' 
más  que  el  mal  transitorio  de  que  un  criminal  quede  impune,  y  mal  que 
el  legislador  puede  luego  remediar  corrigiendo  la  ley.  También  es  de 
necesidad  observar  que,  adoptando  estas  teorías,  se  imitan  las  de  los  Es- 
tados Unidos  é  Inglaterra,  y  se  goza  en  México  de  las  garantías  que 
esos  pueblos  han  establecido  en  favor  de  los  acusados.  Ahora  bien;  ¿cuál 
de  esas  dos  interpretaciones  es  la  que  apoya  la  razón?  No  es  ya  necesa- 
rio contestar  esa  pregunta  cuando  está  vista  la  cuestión  en  toda  su  luz. 

Pero  si  es  insostenible  interpretar  la  ley  en  el  sentido  de  que  su  in- 
teligencia conduzca  al  absurdo,  incalificable  es  la  pretensión  de  enten- 
derla en  un  sentido  que  choque  directamente  con  otras  palabras  del 
mismo  leg''slador. 

Y  esto  sucede  en  nuestro  caso.  Hay  preceptos  expresos,  terminantes 
en  la  Constitución,  que  condenan  la  teoría  de  la  aplicación  exacta  déla 
ley  civil  en  todos  casos,  porque  repraeban  las  consecuencias  inmediatas, 
nacesarías  de  tal  teoría;  las  de  que  queden  sin  fallo  los  pleitos  para  los 
que  no  haya  xma  ley  exactamente  aplicable;  las  de  que  en  esos  casos, 
que  en  la  pi-áctica  son  muchísimos,  se  niegue  la  administración  de  jus- 
ticia. El  artículo  17  de  la  Constitución  es  el  precepto  que  condena  esa 
teoría  y  esas  sus  consecuencias.  «Nadie  puede  ejercer  violencia  para 
reclamar  su  derecho,»  y  para  que  esta  máxima,  sobre  la  que  descansa  el 
orden  social,  sea  obedecida,  repetiré  con  Demolombe,  nuestra  ley  aña- 
de: «Los  tribunales  estarán  siempre  expeditos  para  administrar  justi- 
cia:» siempre  expeditos,  sin  que  la  falta  de  una  ley  que  defina  exacta- 
mente el  caso,  paralizase  su  acción;  sin  que  el  articulo  14  quede  violado, 
si  en  lugar  de  exacta  aplicación  de  la  ley  civil,  resuelven  el  litigio,  ape- 
lando á  las  que  se  ocupan  de  casos  análogos,  como  di'ce  el  Código  ita- 
iiano;  á  los  principios  generales  de  derecho,  como  lo  manda  el  nuestro. 

Hay,  pues,  irreconciliable  contradicción  entre  los  artículos  14  y  17 
<le  la  Constitución,  si  aquel  se  entiende  en  el  amplio  sentido  que  he  es- 
tado combatiendo.  Y  como  no  es  po.=ible  imaginar  que  en  una  misma 
\ej  haya  esa  pugna  entre  sus  preceptos,  y  la  regia  de  interpretación  nos 
dice  que  la  ley  se  debe  entender  en  el  sentido  en  que  sus  mandatos  no 
sean  contrarios  los  unos  á  los  otros,  tengo,  sobre  las  razones  que  he  ex- 
puesto para  creer  que  la  segunda  parte  del  articulo  14  se  refiere  solo  á 
lo  criminal,  la  de  que  solo  esa  inteligencia  reconcilia  ese  precepto  con  el 
ídel  artículo  17. 


V 


Más  fundamentos  constitucionales  puedo  presentar  en  apoyo  de  mis 
•opiniones.  El  ilustrado  presidente  del  tribunal  de  Puebla  ha  dicho  con  in- 
negable exactitud,  que  si  el  repetido  articulo  14  tuviera  la  inteligencia 
que  se  ha  dado  en  el  presente  amparo,  la  soberanía  de  los  Estados  se 
convertiría  en  iina  solemne  mentira,  y  la  inmensa  absorción  de  la  admi- 
nistración de  la  justicia  local  por  los  tribunales  federales  llegaría  á  ser 
tan  monstruosa,  que  desquiciaría  el  régimen  político  que  la  Constitución 
estableció. 


Después  que  la  ciencia  nos  ha  demostrado  que  la  teoría  de  aplicación 
exacta  de  la  ley  civil  á  todos  los  casos  posibles  es  una  teoría  subversiva 
<lel  orden  social,  no  hay  que  extrañar  que  ella  derrumbe  también  nues- 
tras instituciones.  Pero  amigo  yo,  y  muy  sincero,  de  la  soberanía  de  los 
Estados,  cuya  causa  más  de  una  vez  he  tenido  la  honra  de  defender,  no 
puedo  dejar  de  tocar  este  punto,  siquiera  porque  él  es  otra  prueba  aca- 
bada de  que  aquel  artículo  14  no  se  puede  entender  en  un  sentido  con- 
trario, no  ya  á  un  precepto  aislado  de  la  Constitución,  sino  á  todo  el  pensa- 
miento político  que  presidió  á  la  formación  de  nuestra  ley  fundamental. 
Si  so  pretexto  de  juzgar  si  una  ley  civil  está  ó  no  exactamente  aplicada 
Á  un  caso, fuera  licito  á  los  ritbunales  federales  revisarlos  procedimientos 
de  los  jueces  locales,  bastaría  la  demanda  más  temeraria  de  un  litigante 
pidiendo  esa  revisión  con  el  nombre  de  amparo,  para  que  se  abriera  lue- 
go el  juicio  que  hubiera  de  decidir  de  la  aplicación  exacta  ó  inexacta  de 
la  ley  al  hecho,  y  esto  no  solo  tratándose  de  sentencias  definitivas,  sino 
hasta  de  aritos  de  mero  trámite. 

Porque  si  la  aplicación  inexacta  de  la  ley  civil  á  juicio  del  quejoso 
autoriza  el  amparo,  éste  puede  invocarse  no  solo  cuando  se  trate  de  eje- 
cutorias, sino  hasta  de  las  providencias  meramente  interlocutorias-,  así 
pediría  amparo  el  que  no  obtuvo  sentencia  favorable  en  el  juicio,  lo  mis- 
mo que  el  que  interpone  el  recurso  de  nulidad  j  se  le  niega,  el  que  re- 
cusa y  no  consigue  su  intento,  el  que  pide  uu  término  y  no  lo  obtiene,  el 
que  solicita  un  traslado  y  no  se  le  da,  el  que  resiste  la  entrega  de  autos 
en  el  caso  de  rebeldía,  el  que  no  quiere  reconocer  una  firma  ó  declarar 
en  juicio,  etc.,  etc. 

Quien  crea  que  en  estos  temores  ha}^  exageración,  que  lea  los  autos 
del  juicio  de  amparo  que  nos  ocupa;  él  da  testimonio,  de  qiie  no  solo  se 
pretende  la  revisión  de  una  ejecutoria,  sino  aun  de  autos  iuterlocutorios 
No  se  necesita  decir  más  para  ver  con  evidencia  cómo  en  semejante 
sistema  la  independencia  del  poder  judicial  de  los  Estados  llega  á  ser 
una  sangrienta  burla.  Y,  destino  común  de  todo  sistema  vicioso,  ¡esa  in- 
dependencia que  entre  nosotros  han  respetado  hasta  las  tiranías  más  omi- 
nosas, muere  á  los  golpes  que  se  le  dirigen  en  nombre  de  la  Constitu- 
ción más  liberal  de  México! 

Y  no  se  diga  que  hasta  ese  extremo  llega  ésta  en  su  espíritu  liberal 
y  en  respeto  de  las  garantías  individuales,  porque  me  parece  insosteni- 
ble á  todas  luces  que  la  inexacta  aplicación,  la  infracción,  si  se  quiere, 
de  la  ley  civil,  constituya  siempre  la  violación  de  una  garantía  indivi- 
dual. ¿Habrá  quién  seriamente  quiera  sostener  que  la  denegación  de  un 
traslado,  de  una  apelación,  es  la  violación  do  alguno  de  los  derechos  na- 
turales del  hombre,  que  son  anteriores  á  toda  ley  escrita?  Y  sería  preci- 
so demostrar  aiites  ese  verdadero  absurdo,  j);ira  deducir  de  ello  .¡ue  has- 
la  la  independencia  de  los  tribunales  de  los  Estados  debe  sacrificarse 
aun  á  una  cuestión  de  procedimientos  promovida  por  la  infracción  de 
una  ley  civil. 

.  La  soberanía  de  los  Estados  está  restringida,  es  cierto,  por  la  Cons- 
titución: pero  las  facultades  que  á  los  poderes  federales  no  están  expre- 
samente concedidas,  se  entienden  reservadas  á  los  Estados,  i  Se  necesi- 
ta, pues,  uu  texto  expreso  que  conceda  una  facultad  determinada,  para 
que  ésta  se  pueda  llamar  propia  de  los  poderes  federales.  ¿Y  cuál  es  ese 
texto  que  autoriza  al  Poder  Judicial  de  la  Federación  para  examinar  la 
forma  ó  el  ionio  de  una  causa  civil  de  la  competencia  de  los  tribunales 
locales?  No  lo  ha,v.  En  lo  criminal,  por  el  contrario,  existen  textos  que 
facultan  á  aquellos  para  juzgar  por  la  vía  de  amparo  de  los  procedimien- 
tos del  juez  local  en  cualquier  estado  del  proceso;  ^  que  los  autorizan 
para  inquirir  si  el  auto  de  prisión  está  pronunciado  á  su  tiempo;  ^  si  se 

1    Art.  117  (le  la  Constituciün. 
í¡    Art-  18  de  idem. 
3    Art- 19  de  idem. 


decreta  una  prisión  por  deuda  civil:  ^  si  se  imponen  penas  inusitadas  ó 
trascendentales;  ~  si  se  juzga  dos  veces  por  el  mismo  delito,  ^  etc.,  etc. 
\'  en  todos  estos  casos,  ya  se  trate  de  sentencias  definitivas,  ya  de  autos 
interlocutorios,  el  amparo  es  procedente  y  la  soberanía  de  los  Estados 
no  se  lastima,  porque  hay  textos  expresos  en  la  Constitución  que  facul- 
tan al  Poder  Judicial  federal  para  ingerirse  bajo  ciertas  condiciones  en 
la  administración  de  la  justicia  criminal  de  los  Estados;  pero  no  puede 
suceder  lo  mismo  en  lo  civil  desde  el  momento  que  falta  un  texto  ex- 
preso constitucional  que  conceda  iguales  facultades.  La  razón  de  dife- 
rencia la  da  el  artíciilo  117. 

El  presidente  del  tribunal  de  Puebla  ha  dicho  una  verdad  innegable 
cuando  ha  asegurado  que  sería  imposible  esa  inm.ensa  absorción  de  la 
administración  de  justicia  local  por  los  tribunales  federales,  si  la  inexac- 
ta aplicación  de  la  ley  motivara  un  amparo.  Esa  verdad  se  palpa  te- 
niendo solo  presente  que  no  hay  litigante,  aun  de  la  mejor  fe,  que  pier- 
da su  pleito,  ó  que  no  obtenga  durante  su  curso  una  providencia  al  2,'us- 
to  de  su  opinión  ó  de  su  interés,  que  no  se  queje  de  la  injusticia  del  juez- 
y  que  no  crea  que  se  aplicaron  á  su  caso  leyes  inadecuadas.  Todos  ios 
litigantes  de  buena  fe  descontentos  y  todos  los  de  mala  que  siempre 
buscan  estorbos  á  la  administración  de  justicia,  vendrían  en  tropel  ante 
la  justicia  federal  á  pedir  amparo  contra  sentencias  y  autos  de  todos  los 
jueces  délos  Estados.  Y  como  cada  auto  podría  engendrar  un  amparo, 
cada  juicio  civil  sería  un  germen  fecundo  de  amparos  para  los  litigantes 

de  mala  fé! ¿Es  posible  esa  monstruosísima  absorción  de  la  justicia 

local?  ¿Seria  posible  en  ese  sistema  que  solo  un  juicio  civil  concluyera 
algún  día? 

Si  hasta  hoy  esta  Suprema  Corte  y  cada  Juzgado  de  Distrito  no  están 
asediados  de  litigantes  descontentos,  pidiendo  amparo  contra  los  proce- 
dimientos de  los  jueces  locales,  es  ello  debido  á  qtie  no  está  reputado  co- 
mo licito  ese  recurso  en  los  casos  de  que  hablo,  y  se  temen  las  penas  de 
la  ley  contra  los  amparos  temerarios;  pero  el  día  que  qiiedara  consagra- 
da como  teoría  constitucional,  y  ojalá  que  jamás  suceda,  que  es  permiti- 
do el  recurso  de  amparo  en  negocios  civiles  por  mala  aplicación  de  la 
ley,  ni  la  Corte  podría  rever,  aunque  otra  cosa  no  hiciera,  todas  las  cau- 
sas civiles  qixe  á  ella  vinieran,  ni  los  tribunales  locales  serían  ya  inde- 
pendientes, ni  la  administración  de  justicia  seria  posible.  Lo  repito:  yo- 
no  creo,  no  es  posible  ni  imaginarlo,  que  el  Congreso  constituyente  san- 
cionara en  el  articulo  14  una  teoría  que  tuviera  estas  absurdas,  mons- 
truosísimas consecuencias. 

Hondamente  preocupado  por  ellas,  he  creído  que  no  llenaría  mi  de- 
ber sino  exponiendo  todas  mis  razones  para  no  aceptar  la  interpretación 
que,  aun  en  ejecutorias  de  la  Corte,  se  ha  dado  á  aquel  precepto  consti- 
tucional. Hoy  que  lo  he  hecho  con  una  extensión  que  me  será  dispen- 
sada, sin  duda,  en  gracia  de  la  importancia  del  asunto;  hoy  que  los  mo- 
tivos revelados  en  la  discusión  del  articulo,  sus  palabras,  la  colocación 
que  tenía  en  el  proyecto  de  Constitución,  el  origen  histórico  de  la  máxi- 
ma que  sanciona,  su  razón  filosófica,  el  espíritu  del  legislador  manifesta- 
do claramente  en  otros  preceptos  de  la  Constitución;  hoy  que  todas  esas 
consideraciones  poderosísimas  de  por  si  aisladamente,  decisivas  en  su 
conjunto,  cooperan  á  establecer  la  recta  y  verdadera  inteligencia  de  la 
segunda  parte  del  artículo  14,  creo  que  he  hecho  cuanto  me  ha  sido  da- 
ble, no  ya  para  sostener  mis  opiniones,  sino  para  combatir  lo  que,  á  mi 
juicio  es  una  mala  inteligencia  de  los  preceptos  constitucionales.  Puedo 
yo  por  equivocación  errar,  y  yo  el  primero  confieso  mi  insuficiencia;  pe- 
ro tengo  sobre  la  cuestión  que  he  analizado,  convicciones  tan  proñtn- 

1  Arfc-  17  de  la  Constitiicióu- 

2  Art  22  de  ideiu- 
3    Art-  24  do  idem- 
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das,  que  lleg'O  á  temer  que  el  mismo  recurso  de  amparo,  institución  la 
más  preciosa  para  las  garantías  individuales,  caiga  en  completo  despres- 
tigio entre  nosotros,  si  se  sigue  usando  para  combatir  los  fines  mismos 
que  el  legislador  constituyente  se  propuso. 


VI 

Expuestas  mis  opiniones  sobre  la  interpretación  del  texto  constitucio- 
nal, no  me  resta  ya  más  que  aplicarlo,  tal  como  yo  lo  entiendo,  al  ampa- 
ro promovido  por  el  Lie.  Valdés  Caraveo  contra  los  procedimientos 
del  presidente  del  Tribunal  de  Puebla,  y  fundar  mi  voto  negativo  en 
ese  amparo. 

Basta  que  él  se  haya  demandado  por  la  inexacta  aplicación  de  la  ley  , 
civil,  para  que  yo  lo  niegue,  por  los  fundamentos  que  he  expuesto  ya; 
pero  el  análisis  de  ese  amparo  nos  probará  que  aunque  el  articulo  cons- 
titucional tuviera  la  inteligencia  que  le  da  el  quejoso,  ese  recurso  serla 
completamente  improcedente. 

Por  tres  capítulos  está  pedido:  1?  ,  porque  en  la  ejecutoria  se  aplican 
al  hecho  los  artícalos  del  Código  civil  que  se  refieren  á  la  venta  condicio- 
nal y  á  la  enajenación  de  cosa  ajena  (arts.  1,451,  2,958  y  2,959),  cuando 
la  ley  exacta  es  la  que  se  ocupa  dt;  prescripción  de  cosa  mueble  compra^ 
da  en  plaza  piiblica  á  mercader  que  negocia  en  cosas  del  mismo  género, 
y  de  la  resolución  del  contrato  por  cumplimiento  de  una  condición  (arts. 
1,199  y  1,468).  2?,  porque  no  se  admitió  una  recusación  interpuesta  con- 
tra el  Magistrado  la  víspera  del  día  de  la  sentencia,  quebrantándose,  di- 
ce el  quejoso,  con  esto,  las  leyes  de  procedimientos;  y  3? ,  porque  no  se 
admitió  un  recurso  de  nulidad  contra  la  ejecutoria  y  no  se  quiso  expe- 
dir el  certificado  de  su  denegación. 

Mucho  se  ha  escrito  sobre  cada  uno  de  esos  fundamentos  del  amparo 
solicitado.  Sin  entrar  yo  en  la  discusión  de  las  cuestiones  civiles  que  se 
han  estado  tratando  en  este  juicio,  porque  creo  que  esa  discusión  es- 
tá prohibida  á  los  tribunales  federales,  me  voy  á  limitar  á  patentizar  en 
el  terreno  constitucional,  lo  débil  é  insostenible  de  esos  fundamentos. 

La  ejecutoria  del  TriWnal  de  Puebla,  antes  de  aplicar  el  derecho,  fi- 
jó los  hechos  controvertidos.  La  parte  del  Sr.  Valdés  se  empeñó  duran- 
te el  juicio  civil  en  probar  que  era  comerciante  en  pianos:  el  Magistra- 
do después  de  analizar  las  pruebas  y  estimar  los  alegatos  délos  litigan- 
tes, declaró  que  el  Sr.  Ramírez  no  era  comerciante  en  pianos,  y  que  el 
qu?  es  objeto  del  pleito,  fué  adquirido  por  él  de  los  Sres.  Wagner  y  Le- 
vien,  bajo  la  expresa  condición  de  no  poder  enajenarlo,  sino  cuando  es- 
tuviera pagada  la  totalidad  del  precio;  y  consecuente  con  esa  declara- 
ción, aplicó  los  artículos  relativos  á  contratos  condicionales  y  venta  de 
cosa  ajena. 

Pero  el  quejoso,  que  no  se  conforma  con  ese  fallo  ejecutoi-iado,  ha  ve- 
nido á  los  tribunales  federales  á  decir  que  la  ley  se  ha  aplicado  inexac- 
tamente al  hecho,  porque  no  es  éste  como  el  Magistrado  lo  definió,  sino 
como  él  cree  haberlo  probado.  Basta  saber  esto  para  comprender  esta 
verdad:  lo  qiie  el  quejoso  pretende  en  último  análisis,  no  es  que  se  apli- 
que la  ley  al  hecho  tal  como  está  ya  juzgado,  sino  que  por  la  vía  de  ara- 
paro  se  altere  la  naturaleza  jurídica  de  ese  hecho  y  se  le  aplique  otra 
ley.  En  otros  términos:  no  se  trata  de  la  inexacta  aplicación  de  la  ley  á 
un  hecho  fijado  ya  por  una  ejecutoria,  sino  que  se  quiere  que  el  Tribur 
nal  federal  cambie  la  cosa  juzgada,  y  de  esto  venga  la  necesidad  de 
aplicar  nueva  ley. 

¿Esto  es  posible?  No,  evidentemente:  tal  pretensión  daría  el  golpe  de 
gracia  á  la  máxima  de:  «res  judicata  pro  veritate  habetur.»  Yo  creo  que 


en  ningún  caso  es  licito  á  los  tribunales  federales  alterar  la  naturaleza 
juridica  de  los  hechos  juzgados,  ni  revocar  las  declaraciones  que  los  jue- 
ces locales  hagan  sobre  ella.  Discutir  este  punto,  seria  ajeno  de  este  lu- 
gar: para  mi  propósito  hoy,  basta  hacer  notar  que  el  primer  fundamen- 
to del  amparo  no  sostiene  la  demanda,  porque  no  se  pide  que  á  cierto 
hecho  ñjo  é  indiscutible  ya,  supuesta  la  ejecutoria,  se  le  aplique  una  ley 
que  lo  resuelva  exactamente,  sino  que  se  quiere  que  ese  hecho  se  defi- 
na y  caracterice  de  otro  modo,  para  que  asi  resulte  inadecuada  la  ley 
que  el  Magistrado  le  aplicó. 

La  recusación  alegada  como  segundo  fundamento  del  amparo,  ha  dado 
lugar  á  larguísima  discusión  entre  las  partes  en  el  juicio  civil,  y  á  ex- 
tensos alegatos  del  quejoso  en  el  amparo.  Se  ha  hablado  sobre  si  es  una 
iey  de  1828  lí.  otra  de  1857  la  que  en  Puebla  determina  si  la  recusación 
es  admisible  ó  no  despxiés  de  la  citación  para  sentencia:  en  la  primera 
instancia,  los  abogados  de  los  Sres.  Ramírez  y  Rosales  citaron  en  apoyo 
de  la  no  admisión  de  ese  recurso,  en  ese  estado  del  juicio,  hasta  las  opi- 
niones de  Acevedo,  de  Caravantes  y  del  conde  de  la  Cañada;  en  la  se- 
gunda instancia,  en  una  recusación  semejante  á  la  de  la  primera,  ya  se 
sostiene  otra  cosa.  Vuelvo  á  decir  que  creo  que  para  mi  es  terreno  ve- 
dado la  discusión  de  las  cuestiones  civiles  que  pertenecen  á  los  tribuna- 
les locales,  y  no  diré  yo  si  el  Magistrado  infringió  ó  no  las  leyes  de  pro- 
cedimientos, ni  si  está  vigente  la  ley  del  año  de  1828,  ó  si  la  derogó  la 
de  1857.  Es  suficiente  á  mi  objeto,  y  con  ello  cumplo  los  deberes  de  fun-'. 
cionario  federal,  el  llamar  la  atención  sobre  este,  punto,  confesado  poi' 
el  quejoso  mismo:  en  la  legislación  de  Puebla  no  haii  una  ley  que  exac- 
ta y  terminantemente  defina  si  la  recusación  debe  ó  no  admitirse  des- 
pués de  la  citación  para  sentencia.  Y  digo  que  esto  lo  ha  confesado, 
porque  aun  concediéndole  que  esté  derogada  la  ley  de  1828,  cosa  que  su 
colitigante  y  el  Magistrado  niegan,  por  el  simple  hecho  de  citar  la  opi- 
nión de  Acevedo,  está  manifestado  que  falta  esa  ley  precisa  y  exacta 
que  la  doctrina  de  Acevedo  suple. 

Leyendo  cuanto  sobre  la  cuestión  de  recusación  se  ha  dicho,  se  ad- 
quiere el  evidente  convencimiento  de  q\ie  esa  no  es  cuestión  de  aplica- 
ción exacta  de  la  ley,  sino  por  el  contrario,  de  interpretación  de  leyes 
que  no  se  ocupan  exactamente  del  caso,  interpretación  que  el  mismo 
quejoso  hace  hasta  recurriendo  á  las  doctrinas  de  autores,  que  siempre 
están  de  sobra  cuando  la  ley  habla  con  precisión,  que  no  tiene  autoridad 
en  el  sistema  de  la  estricta  aplicación  de  la  ley.  Invocándolas  el  quejo- 
so, con  motivo  de  la  interpretación  de  unas  leyes, ha  querido  amalgamar 
dos  elementos  heterogéneos:  la  aplicación  estricta  y  la  interpretación 
doctrinal  de  la  ley.  A  estos  absurdos  conduce  la  desviación  de  los  prin- 
cipios. 

P.or  las  breves  pero  decisivas  consideraciones  que  acabo  de  presen- 
tar, nie  creo  autorizado  para  asegurar  que  por  el  capítulo  de  la  recusa- 
ción no  cabe  el  amparo,  porqiie  no  se  trata  de  la  aplicación  exacta  de 
una  ley,  sino  por  el  contrario,  de  la  interpretación  de  vai'ias  leyes  que 
no  definen  exactamente,  con  excepción  de  la  de  1828,  que  el  quejoso  no 
reconoce,  el  caso  de  si  la  recusación  es  admisible  la  víspera  de  la  pu- 
blicación de  la  sentencia. 

El  tercer  fundamento  de  la  demanda  de  amparo  flaquea  por  los  mis- 
mos motivos.  En  los  recursos  de  nulidad  y  denegada  nulidad,  se  ha 
tratado  por  el  mismo  quejoso  de  la  interpretación  de  una  ley,  precisa- 
mente por  falta  de  la  que  exactamente  defina  el  caso.  El  Magistrado  de- 
negó la  nulidad,  porque  unas  leyes  que  cita,  determinan  que  en  los  jui- 
cios^ verbales  no  se  admita  otro  '^recurso  que  el  de  responsabilidad.  El 
quejoso  no  niega  esto;  pero  alega  que  el  juicio  verbal  de  que  se  trata, 
no  es  el  juicio  verbal  de  que  esas  lej'es  se  ocupan.  Hé  aquí  planteada 
con  toda  claridad  una  cuestión  de  interpretación  de  leyes,  cuestión  que 


39 

no  piiedcn  resolver  los  trilninales  federales,  aunque  el  articiilo  14  cons- 
titucional tuviera  la  inteligencia  más  amplia  posible. 

La  discusión  sobre  la  deneg-ada  nulidad  versó  también  sobre  inter- 
pretación de  leyes.  El  Magistrado  dijo  que'la  improcedencia  de  ese  re- 
curso es  una  consecuencia  precisa  de  la  improcedencia  del  de  nulidad. 
El  quejoso  no  tiene  esa  opinión,  sino  la  de  que  el  articulo  90  de  la  ley  de 
3857  es  general  para  todos  los  juicios,  aún  para  aquellos  á  quienes  la  ley 
ha  quitado  el  recurso  de  nulidad.  Ambas  opiniones  se  han  sostenido  con 
buen  acopio  de  razones.  ¿Cuál  es  la  mejor,  la  más  fecunda?  ¿Con  qué 
derecho  la  resolvería  un  tribunal  federal,  aunque  invocara  el  precepto 
constitucional  sobre  exacta  aplicación  de  la  ley?  Este  fundamento  no  ser- 
viría más  que  para  su  desprestigio,  porque  supuesto  que  no  hay  ley  que 
exactamente  defina  el  caso,  ¿cóm.o  se  invoca  aquel  precepto  no  para 
aplicar  la  ley  exacta^  sino  la  más  análoga  al  caso?  Para  que  el  amparo 
por  este  capitulo  procediera,  en  la  hipótesis  de  que  el  precepto  constitu- 
cional se  entendiera  amplisimamente,  sería  preciso  que  el  quejoso  tuvie- 
ra una  ley  que  expresamente  dijera:  «el  recurso  de  denegada  nulidad  es 
admisible  aún  en  los  juicios  en  que  la  ley  niega  el  de  nulidad.»  Esa  ley 
no  existe  y  creo  difícil  que  exista,  y  esto  basta  para  que  no  habiendo  ley 
exacta  que  aplicar,  no  quepa  el  amparo  por  este  capítulo. 

I'cngo  que  decir  algo  también  sobre  la  sentencia  del  Juez  de  Distri- 
to que  cencedió  el  amparo,  y  seré  muy  breve,  porque  temo  ser  ya  mo- 
lesto á  los  Magistrados  que  me  escuchan.  Ella  llega  hasta  las  consecuen- 
cias más  absurdas,  y  por  el  prestigio  de  los  tribunales  federales,  tales 
sentencias  deben  ser  reprobadas  por  la  Corte. 

Esa  sentencia  se  ocupa  solo  del  primero  y  del  último  fundamento  de 
la  demanda  de  amparo.  ¿Por  qué  no  habla  siquiera  del  segundo?  Yo  lo 
ignoro  enteramente.  Esa  omisión  es  una  falta  del  juez,  porque  si  la  sen- 
tencia debe  ser  conforme  con  la  demanda,  no  queda  al  arbitrio  de  éste 
guardar  silencio  sobre  uno  de  los  puntos  capitales  de  ésta.  Pero  reputo 
lauy  leve  esta  falta,  jiinto  á  las  otras  de  que  adolece  la  sentencia. 

En  los  considerandos  relativos  á  los  hechos,  ó  hay  inconciliable  con- 
tradicción, ó  el  juez  reconoce  que  la  venta  del  piano  en  cuestión  se  hizo 
bajo  la  condición  de  que  habla  la  ejecutoria.  Y  me  expreso  asi,  porque 
por  desgracia  esos  considerandos  no  están  redactados  con  la  precisión 
deseable.  ¿Quiso  el  juez  con  ellos  revocar  la  declaración  ejecutoriada 
sobre  el  hecho  materia  del  juicio?  ¿Quiso  alterar  la  naturaleza  jurídica 
de  ese  hecho  fijado  por  una  ejecutoria?  Eso  lo  llamo  yo  un  atentado, 
que  ninguna  ley  permite,  que  muchas  lo  prohiben. 

El  juez  dice  que  se  ha  debido  examinar  si  Wagner  y  Levien  transfi- 
rieron ó  no  el  dominio  del  piano:  que  en  el  primer  caso  es  inaplicable  el 
artículo  2,959  y  en  el  segundo  ha  debido  aplicarse  precisamente  el  ar- 
tículo 1,199.  ¿Qué  quiere  decir  todo  esto?  ¿Cuál  es  el  efecto  práctico  de 
estas  decisiones?  Es  iiecesarío  averiguarlo. 

Aunque  la  sentencia  termina  con  las  frases  usuales  de  «La  Justicia 
de  la  Unión  ampara  y  protege,  etc.,»  y  expresa  en  su  parte  resolutiva 
que  el  amparo  se  concede  contra  la  ejecutoria,  como  el  artículo  23  déla 
ley  de  20  de  Enero  de  1869  determina  que  el  efecto  de  una  sentencia  de 
amparo,  es  que  se  restituyan  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  vic- 
iarse la  Constitución,  es  para  mí  seguro  que  el  efecto  práctico  que  quiso 
darse  á  la  sentencia,  fué  no  solo  revocar  la  ejecutoria  del  Tribunal  de 
Puebla,  sino  obligar  á  éste  á  que  cuando  volviera  á  fallar  el  negocio, 
Q.^\icsLV?i  precisamente  el  artículo  1,199  del  Código.  Esto  es  no  fallar  el 
amparo,  sino  el  juicio  civil  sobre  la  venta  del  piano. 

Y  ya  se  comprende  lo  que  esto  significa  y  todas  las  trascendencias 
que  tiene:  para  Wagner  y  Levien  eso  significa  haber  sido  condenados 
en  un  juicio  en  que  no  son  ni  fueron  partes,  y  esto  á  pesar  de  las  opor- 
tunas adyertencias  del  Promotor  Fiscal  al  Juez,  y  á  pesar  de  haberle 
puesto  de  manifiesto  esta  monstruosidad.  Estos  señores  han  perdido  sus 
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derechos  de  depositantes,  el  dominio  que  se  reservaron  en  el  piano,  y  si 
quieren  recuperar  ese  piano  deben  pag-ar  el  precio  al  tercero  que  de 
buena  fe  lo  adquirió.  Para  los  tribunales  de  Puebla,  el  fallo  del  Juez 
federal  significa  la  privación  de  su  libertad,  la  negación  de  su  concien- 
cia y  la  oblig-ación  que  tienen  de  aplicar  precisamente  el  articulo  1,199 
citado.  No  se  ha  querido,  pues,  que  se  restituyan  las  cosas  al  estado  que 
tenian  antes  de  la  ejecutoria,  sino  fallar  en  lo  sustancial  el  pleito  civil 
sobre  el  piano,  coartando  de  tal  modo  la  acción  de  los  tribunales  loca- 
les, que  no  pudieran  ya  más  que  aplicar  el  articulo  1,199. 

¿Ño  es  esto  en  verdad  monstruoso? 

Y  todo  eso  lo  hizo  el  Juez  de  Distrito  sin  tener  á  la  vista  más  que  los 
autos  de  la  primera  instancia,  y  sin  saber  lo  que  en  la  segunda  ha  pa- 
sado. 

La  resolución  sobre  el  capitulo  de  la  nulidad  no  es  más  acertada.  Re- 
suelve el  Juez  que  «el  articulo  90  de  la  ley  de  1857  es  el  exactamente 
aplicable  al  caso,  porque  de  su  contesto  no  se  deduce  que  cuando  no 
procede  el  recurso  de  nulidad,  tampoco  debe  tener  lugar  el  de  denega- 
da.» Estos  conceptos  son  fuertemente  contradictorios:  lej^  que  exacta- 
mente jireviene  y  resuelve  un  caso,  y  ley  de  donde  se  deduce  que  el  caso 
está  ó  no  comprendido  en  ella.  El  juez  creyó  que  la  interpretación  legal 
es  lo  mismo  que  la  aplicación  literal  y  sin  interpretación  de  la  ley,  y  estos 
errores  en  un  juez,  no  son  disimulables. 

Resumen  del  breve  análisis  que  acabo  de  hacer  de  este  amparo,  es: 
l9  ,  en  ninguno  de  sus  tres  fundamentos  se  trata  de  aplicación  exacta  de 
la  ley  al  hecho-,  en  el  primero  se  pretende  desconocer  la  naturaleza  jurí- 
dica del  hecho  definido  en  la  ejecutoria;  y  en  el  segundo  y  tercero,  la 
la  cuestión  versa  sobre  interpretación  de  diversas  leyes,  que  no  preveen 
ni  resuelven  exactamente  el  caso.  ¿?  La  sentencia  no  solo  interpreta 
mal  el  precepto  constitucional,  no  solo  juzga  sin  conocimiento  de  causa, 
de  los  hechos  definidos  en  una  ejecutoria,  alterando  esos  hechos  de  un  mo- 
do confuso  y  hasta  contradictorio,  sino  que  declarando  que  se  debe  apli- 
car precisamente  el  ai'ticulo  1,199  del  Código  al  litigio  sobre  el  piano, 
no  se  ha  limitado  á  nulificar  iin  acto  anticonstitucional,  sino  que  ha  fa- 
llado en  lo  sustancial  ese  litigio,  imponiendo  su  sentencia  al  Tribunal 
de  Puebla. 

De  aqui  y  de  lo  que  he  dicho  sobre  la  interpretación  de  la  segunda 
parte  del  articulo  14  de  la  Constitución,  deduzco: 

19  Que  ese  amparo  es  por  completo  improcedente. 

2?  Que  el  juez  debe  someterse  á  juicio  por  su  conducta  en  este  ne- 
gocio. 

Me  limitaría  yo'solo  á  votar  contra  el  amparo,  y  nada  diría  sobre  este 
segundo  punto  si  se  tratara  solo  de  una  mala  inteligencia  del  precepto 
constitucional,  disculpable  en  un  juez  supuestas  las  ejecutorias  de  la 
Corte;  pero  su  pretensión  de  fallar  un  negocio  civil,  su  declaración  de 
que  precisamente  deben  los  tribunales  locales  aplicar  el  artículo  1,199 
en  ese  negocio,  lo  considero  un  caso  de  responsabilidad  que  la  Corte  no 
pxiede  dejar  pasar  desapercibido. 


La  Suprema  Corte  falló  en  estos  términos  este  asunto. 

México,  veintiséis  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho. — Vis- 
tos el  recurso  de  amparo  interpiiesto  ante  el  Juzgado  de  Distrito  del  Es- 
tado de  Puebla,  por  el  C.  Lie.  J.  Joaquín  Valdés  Caraveo,  en  represen- 
tación de  Antonio  Rosales  contra  la  sentencia  definitiva  pronunciada 
por  el  presidente  del  Tribunal  Superior  de  dicho  Estado,  en  el  juicio 
verbal  promovido  por  los  Sres.  Wagner  y  Levien,  sobre  reivindicación 
de  un  piano  adquirido  por  el  recurrente,  y  contra  el  derecho  del  mismo 
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Magistrado  que  desechó  el  recurso  de  denegada  nulidad,  con  cuyos  pro- 
cedimientos cree  Rosales  violada  en  su  perjuicio  una.de  las  garantías 
consignadas  en  el  artículo  1-i  de  la  Constitución  federa!,  por  falta  de 
aplicación  exacta  de  la  ley. 

Visto  el  fallo  del  juez  de  Distrito  que  otorgó  el  amparo,  y  conside- 
rando: 

Que  el  promovente  hace  consistir  las  violaciones  de  la  Constitución 
en  que,  interpuesta  la  recusación  del  presidente  del  Tribunal  Superior, 
éste  ordenó  que  se  aclarara  la  petición,  y  sin  aguardar  el  término  legal 
para  que  este  auto  siirtiera  sus  efectos,  desechó  la  recusación  y  pronun- 
ció sentencia  definitiva  con  infracción  de  los  artículos  135  y  174  de  la 
ley  de  4  de  Mayo  de  1857,  y  en  que  promovido  el  recurso  de  nulidad  de- 
negada, se  rechíizó  esta  petición  con  fundamentos  tomados  de  la  ley  de 
20  de  Mayo  de  1828,  que  no  está  vigente  en  Puebla,  y  contrarios  eí  ar- 
jticulo  90  de  la  citada  ley  de  4  de  Mayo: 

Que  aun  dando  por  legitima  la  aplicación  que  hace  el  promovente  de 
la  segunda  parte  del  articulo  14  de  la  ley  fundamental,  consta  de  autos 
que  ninguna  de  las  aserciones  del  quejoso  está  basada  en  un  texto  ter- 
minante de  la  ley,  y  sí  en  interpretaciones  más  ó  menos  justas,  que  la 
Corte  de  Justicia  no  tiene  misión  de  calificar  ni  de  sobreponer  á  aque- 
llas en  que  el  Magistrado  de  Puebla  apoyó  sus  procedimientos: 

Que  no  habiéndose  probado  que  la  ley  no  se  haya  aplicado  exacta- 
mente, sino  que  no  se  ha  interpretado  en  el  sentido  que  parece  al  pro- 
movente, no  hay  violación  del  artículo  14: 

Con  arreglo  á  los  artículos  101  y  102  de  la  Constitución,  se  revoca  la 
sentencia  del  juez  de  Distrito  y  se  niega  á  Antonio  Rosales  el  amparo 
de  la  justicia  de  la  Unión. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  juez  de  Distrito  que  las  elevó  á  revi- 
sión, acompañándole  testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos  con- 
siguientes: publíquese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Asi,  por  mayoría  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente  y 
Magistrados  que  formaron  el  tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron: 

Ignacio  L.  Vallarta. — Ignacio  M.  Altainirano. — Ignacio  Ramírez. — 
Ezequiel  Montes.— Pedro  Ogazón. — Manuel  Alas. — Antonio  Martínez 
de  Castro. —  José  Marta  Bautista.  —  Juan  M.  Vázquez.  —  José  Manuel 
Saldaña  —José  Eligió  Muñoz. — Pedro  Dionisio  de  la  Garza  y  Garza. 
— Enrique  Landa,  secretario. — Rúbricas  de  todos  los  señores  Ministros 
y  Secretario. 

Nota  — Los  tloeumentos  relativos  á  este  arcparo  estún  publioaiios  en  el  Diaeio  Oficial,  coiTespon- 
iüeiite  á  los  días  del  2  al  12  de  Agosto  de  1878. 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  EL  ACTO  DE  UN  AYUNTAMIENTO 

QUE  EXIGE  TRABAJOS  PÚBLICOS 

DE  UNA  PERSONA  SIN  SU  CONSENTIMIENTO. 

¿Es  oblgatorio  para  los  habitantes  de  la  Repi'iblica  prestar  los  scj-vicios 
públicos  que  se  les  exigen  conforme  á  las  leyes?  Interpretación  del  art.  j".  de 
la  Coftstitución? 


El  C.  Pedro  Hernández  pidió  amparo  al  juez  de  Distrito  de  Jalisco  centra 
el  acuerdo  del  Ayuntainie7ito  de  Aluiacatlán,  que  le  imponía  la  obligación  de 
servir  nn  cargo  concejil  contra  su  voluntad.  El  juez  de  Distrito  riego  el  am- 
paro. La  Suprema  Corte  se  ocupó  de  revisar  la  sentencia  del  inferior  en  la 
atidiencia  del  día  2S  de  Junio  de  iSyS,  y  el  C.  Vallarla  apoyó  esa  sentencia  con 
estas  razones. 

¿Pueden  los  Estados  de  la  Federación  arreglar  su  administración  in- 
terior de  manera  qne  als"ano  ó  algunos  de  sus  cargos  públicos  sean 
gratuitos,  ó  les  está  prohibido  por  la  Constitución  Federal  exigir  algiin 
servicio  público  sin  la  justa  reti'ibucicn?  Hé  aquí  formulada  en  térmi- 
nos generales  y  abstractos  la  cuestión  que  el  presente  amparo  provoca, 
y  cuestión  que  paso  á  examinar  para  fundar  el  voto  que  daré  en  ese 
negocio. 

Para  negar  á  los  Estados  la  facultad  de  arreglar  su  régimen  interior 
en  el  punto  debatido  de  la  manera  que  lo  crean  conveniente,  se  ha  in- 
vocado la  primera  parte  del  articulo  5°  de  la  Constitución;  alegándose 
que  los  cargos  concejiles  están  comprendidos  en  la  prohibición  de  este 
precepto. 

Yo  ni  creo  que  este  artículo  5°  es  el  aplicable  á  la  presente  cuestión, 
«i  lo  interpreto  en  el  sentido  de  que  él  comprenda  á  los  servicios  jn'i- 
hlicos  lo  mismo  que  á  los  trabajos  personales,  y  debe  desde  luego  ex- 
poner las  razones  de  mi  opinión. 

La  fracción  IV  del  articulo  06  y  su  concordancia  con  el  articulo  117 
del  mismo  Código  fundamental,  establecen,  á  mi  juicio,  de  una  manera 
firmísima,  la  libertad  que  tienen  los  Estados  para  determinar  del  modo 
que  lo  crean  conveniente  al  carácter  é  Índole  de  sus  habitantes,  á  sus 
necesidades,  costumbres,  riquezas,  etc.,  cómo  deben  servirse  sus  cargos 
px'iblicos,  y  si  algunos  de  ellos  deben  serlo  gratuitamente.  Aquella  frac- 
cióa  enumei-a  entre  las  obligaciones  del  ciudadano,  la  de  «desempeñar 
los  cargos  de  elección  popular  de  la  Federación,  que  en  ningún  caso 
aeran  gratuitos;»  pero  no  dice  ni  quiso  decir  que  iguales  caigos  de  lo^ 
Estados  serían  también  retribuidos,  como  tampoco  mandó  que  los  car- 
gos federales  todos,  los  concejiles,  por  ejemplo,  fuesen  pagados  como 
los  de  elección  populai*. 


Con  solo  fijarse,  pues,  en  la  letra  de  este  texto,  se  adquiere  el  con- 
vencimiento de  que  el  legislador  no  sólo  no  quiso  (extenderlo  á  los  Es- 
tados, sino  ni  aun  aplicarlo  á  todos  los  carg-os  federales,  de  tal  modo 
que  se  entendiesen  abolidos  en  el  Distrito  y  territorio  de  la  Baja  Cali- 
fornia los  carg-os  concejiles  forzosos  y  gratuitos.  Nadie  ha  pretendido 
que  el  cargo  de  jurado  para  las  causas  criminales,  el  de  concejal  del 
Ayuntamiento  de  esta  capital  deba  ser  voluntario  y  retribuido. 

Esto  sabido,  la  aplicación  del  articulo  117  viene  ¡í  dar  tan  completa 
sohición  á  la  cuestión,  que  no  es  posible  ya  ni  el  más  ligero  escrúpulo-, 
porque  si,  según  ese  articulo,  están  reservadas  á  ios  Estados  las  faculta- 
des no  concedidas  expresamente  á  la  Federación,  desde  el  momento  que 
un  texto  constitucional  restringe  á  los  cargos  de  elección  popular  en. 
ésta,  la  obligación  de  pagarlos,  es  claro  que  los  Estados  han  quedado 
en  libertad  para  determinar  en  sus  constituciones  y  leyes  lo  que  crean 
mejor  sobre  este  punto.  Las  facultades  de  los  Estados  en  este  particu- 
lar, están,  pues,  fundadas  en  los  preceptos  constitucionales  que  les  ga- 
rantizan su  soberanía  en  lo  concerniente  á  su  régimen  interior,  siempi-e 
qUiC  ésta  no  esté  restringida  expresamente  por  la  Constitución. 

Esta  argumentación,  que  no  tiene  réplica,  adqxrlere  un  grado  de  evi- 
dencia irresistible  aiín  para  la  preocupación  más  ciega,  averiguando 
cual  fué  la  voluntad  del  legislador  al  aprobar  la  fracción  4-"^  citada  con- 
sultando la  interpretación  auténtica  de  la  ley  en  el  debate  que  ésta  su- 
frió. En  la  sesión  de  5  de  Septiembre  de. 1856  tuvo  lugar  ese  debate,  v 
en  él  pasó  lo  siguiente,  según  lo  refiere  el  cronista  del  Constituyente:'! 

«El  Sr.  Castañeda  pidió  que  se  discutiera  separadamente  la  parte 
4'^  del  articulo,  y  á  eso  accedió  la  Comisión. 

«Las  tres  primeras  partes  fueron  aprobadas  sin  discusión  porunani-> 
midad  de  los  setenta  y  nueve  diputados  presentes. 

"El  Sr.  Castañeda  creyó  que  la  parte  cuarta,  al  hablar  de  los  car^-os 
de  elección  popular  de  la  federación,  se  referia  sólo  á  los  diputados  del 
Congreso  general,  y  aconsejó  que  la  obligación  se  hiciera  extensiva  á 
todos  los  cargos  públicos,  aun  cuando  fueran  concejiles.  También  cre- 
yó que  se  debía  suprimir  la  disposición  sobre  que  en  ningún  caso  sean 
g'ratuitos. 

«El  Sr.  Arriaga  replicó  que  si  el  artículo  no  se  referia  á  los  caro-os 
de  elección  popular  de  los  Estados,  era  para  no  atacar  en  nada  la  sobe- 
ranía é  independencia  de  las  localidades.  Este  punto  corresponde  á  las 
constituciones  particulares,  atendiendo  á  las  circunstancias  excepcio- 
nales de  cada  Estado. 

"Los  cargos  públicos  de  la  federación  no  son  solamente  los  de  dipu- 
tados, sino  el  de  Presidente  de  la  República,  los  de  Magistrados  dé  la  Su- 
prema Corte  y  tal  vez  los  de  jueces  inferiores  y  hasta  lus  de  electores. 

«La  comisión  establece  por  bien  del  servicio  público,  que  no  hava 
cargos  gratuitos. 

,  «¡Esta  parte  del  articulo  es  aprobada  por  unanimidíid  de  los  79  dipu- 
tados presentes.!)  ^ 
•  No  es  necesario  más  para  afirmar  con  entera  seguridad  oue  fué 
voluntad  expresa  del  legislador,  al  aprobar  unánimemente  esa  fracción 
4-,  excluir  á  los  cargos  públicos  de  los  Estados  "para  no  atacar  en  na- 
da la  soberanía  é  independencia  de  las  localidades.  Este  punto  con-es- 
ponde  á  las  Constituciones  particulares  atendiendo  A  las  circunstancia.<í 
excepcionales  de  cada  Estado.»  Ante  esta  solemne  declaración  de  1* 
voluntad  del  legislador,  deben  enmudecer  en  los  tribunales  ios  arg-u- 
mentos  todos  contra  la  ley.  Si  por  cualqTiier  motivo  esto  no  se  hiciera 
«e  cometería  im  doble  atentado:  la  violación  clara  é  indisculpable  Üeuii 
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píxcepto  constitucional  y  ei  ataque  á  la  soTocrania  de  los  Estados,  íbbc- 
rania  que  la  Corte  no  puede  vul  aerar. 

Aunque  con  lo  que  he  dicho  queda  leg-almente  fundado  mi  voto, 
quiero  para  afirmar  la  opinión  que  sosteng-o,  encargarme  de  los  arg'u- 
mentos  que  se  han  hecho  en  favor  del  amparo  y  en  contra  de  las  facul- 
tades de  los  Estados  para  mantener  los  cargos  concejiles  en  su  régimen, 
interior. 

Se  ha  invocado  el  articulo  5?  de  la  Constitución  con  ese  doble  fin, sos- 
teniéndose que  en  la  generalidad  de  su  precepto  se  comprenden  los  ser- 
vicios públicos,  de  tal  modo,  que  á  nadie  se  puede  obligar  á  prestarlo» 
sin  lajusta  retribución  y  sin  su  pleno  consentimiento.  Yo  no  entiendo 
.asi  el  precepto,  y  sin  más  razones  y  sólo  por  las  consideraciones  que  ho 
indicado  con  referencia  al  articuló  36,  se  comprende  que  el  articulo  b^ 
no  puede  interpretarse  tan  ampliamente,  porque  esto  sería  poner  á  dos 
preceptos  constitucionales  en  abierta  pugna.  Y  esta  contradicción  sería 
.íibsurda  y  monstruosa  en  nuestro  Código  fundamental. 

El  artículo  5°,  en  efecto,  habla  de  trabajos  personales,  es  decir,  de 
ios  que  se  pactan  y  se  prestan  entre  particulares,  de  persona  apersona, 
y  no  se  ocupa  de  los  servicios  públicos  que  se  deben  á  la  nación,  de  los 
deberes  para  con  la  patria  que  todo  ciudadano  tiene  que  llenar,  servi- 
cios y  deberes  que  reglamentan  otros  artículos  de  la  Constitución  (31, 
35  y  36).  El  articulo  5°  prohibió  los  trabajos  personales  gratuitos  y  for- 
aados,  porque  ellos  constituirían  la  esclavitud,  que  no  puede  existir  en 
México-,  pero  no  pudo  llevar  su  prohibición  hasta  los  servicios  públicos, 
porque  ello  sería  llegar  hasta  otro  extrema)  más  perjudicial  para  los 
pueblos  que  la  esclavitud  misma;  el  de  suprimir  todas  las  virtudes  cívi- 
cas sujetándolas  á  tarifa;  el  de  poner  á  sueldo  los  actos  que  solo  el  pa- 
triotismo inspira,  y  que  ningún  dinero  paga.  Si  la  lej^  fundamental  abo- 
lió la  esclavitud,  no  quiso  por  ello  declarar  que  el  pueblo  mexicano  es 
un  pueblo  mercenario  que  todo  lo  hace  por  sueldo,  que  nada  hace  sin 
pago,  ni  defender  su  honra  y  su  independencia!  El  artículo  31  de  la 
'  Constitución  protesta  contra  la  inteligencia  del  artículo  5^  en  ei  senti- 
do que  yo  combato. 

No,  este  artículo  no  confunde  al  trabajo  personal  con  el  servicio  pú- 
blico, sujetando  á  ambos  á  las  mismas  reglas,  es  decir,  exigiendo  en  ara- 
bos la  justa  retribución  y  el  pleno  consentimiento.  Lo  que  hasta  aquí 
he  dicho  justifica  ya  esta  mi  opinión;  pero  la  prueba  decisiva  de  mis 
asertos  es  la  discusión  de  ese  artículo  5°  en  el  Congreso.  Tengo  la  con- 
ciencia de  que  la  discusión  de  una  ley  que  revela  la  verdadera  inten- 
ción del  legislador  al  expedirla,  es  su  mejor  interpretación,  y  por  esto 
siempre  qi\e  se  duda  de  la  inteligencia  de  un  precepto  constitucional, 
ocurro  á  los  debates  del  Congreso  constituyente-.  En  las  sesiones  de  18 
y  21  de  Julio  de  1856,  los  miembros  de  la  Comisión  declararon  que  ese 
¿irtículo  «Se  refiere  á  los  trabajos  de  persona  á  persona,  y  no  á  los  ser- 
vicios públicos:»  que  «en  el  caso  de  qiie  el  trabajo  sea  obligación  que  re- 
sulte de  un  contrato,  si  el  obligado  á  trabajar  se  niega,  no  se  le  puede 
obligar  por  la  fuerza,  y  la  otra  parte  tendrá  solo  derecho  á  la  indemni- 
zación;» pero  que  «esto  no  se  puede  decir  délos  servicios  públicos,  por- 
que la  ley  es  justa  no  confundiendo  los  servicios  personales  con  los  ser- 
vicios á  la  patria,  con  los  servicios  á  la  sociedad  que  la  ley  puede  y  de- 
tre  exigir.»  En  el  debate  del  día  21  un  diputado  habló  expresamente  del 
caso  sobre  el  que  versa  este  amparo,  é  impugnando  el  artículo,  dijo  que: 
temía  que  se  creyera  que  ese  artículo  alcanzara  hasta  los  cargos  conce- 
jiles de  regidor,  sindico,  etc.  Si  hasta  allá  llegan  las  ideas  de  la  Comi- 
sión, es  menester  pesar  las  consecuencias  que  esto  tendrá  en  el  orden 
administrativo  muiíicipal,  y  recordar  la  escasez  de  fondos  que  sufren 
los  municipios.»  A  esta  réplica,  uno  de  los  más  caracterizados  miembros 
de  la  Comisión  contestó  con  estas  palabras:  «El  Sr.  Guzmán,  diciendo 
■que  no  son  nuevas  estas  objeci'ones,  espera  no  se  extrañe  que  su  res- 
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pueata  sea  también  una  repeticióu.  La  Copiisión  no  habla  de  deberes 
■para  con  la  patria;  se  ocupa  solo  de  las  ocupaciones  de  persona  á  per- 
sona, y  no  de  las  que  se  tienen  para  con  la  sociedad.))  ^  Y  en  este  sea- 
üdo  y  con  estainteligencia  fué  aprobada  por  el  Congreso  la  primerapat*- 
tc  del  artículo  5°  De  esta  manera  si  el  Constituyente  proclamó  la  liber- 
tad del  trabajo,  también  aseguró  que  el  pueblo  mexicano  no  es  una  reu- 
nión de  mercenarios  que  pongan  precio  y  exija  pago  por  todo  servici» 
público,  desde  el  acto  vulgar  de  barrer  una  calle,  hasta  la  virtud  subli- 
me de  dar  la  vida  por  la  patria! 

Contra  estas  intenciones  bien  reveladas  del  legislador;  contra  la  in- 
terpretación auténtica  de  la  ley,  no  pueden  prevalecer  los  argumentos 
que  se  han  hecho  para  sostener  la  contraria  inteligencia  del  precepto 
constitucional,  argumentos  que  en  el  mismo  debate  del  Congreso  fue- 
ron considerados  y  contestados,  y  que  no  pudieron  cambiar  las  opinio- 
nes de  los  constituj'^entes.  En  cuanto  á  mi,  declaro  con  entera  franque- 
za que  lo  que  hoy  aqui  se  ha  dicho  sobre  la  necesidad  de  la  suspensión' 
de  garantías  para  exigir  un  servicio  priblico  gratuitamente,  sobre  los^ 
pagos  que  los  presupuestos  municipales  deben  decretar  por  lo  relativo' 
á  los  cargos  concejiles,  etc.,  no  ha  podido  prevalecer  en  mi  conciencia 
sobre  la  profunda  convicción  que  abrigo  en  este  punto  de  nuestro  de- 
recho constitucional. 

Objeto  de  mis  demostraciones  en  esta  ocasión  lo  han  sido  las  siguien- 
tes verdades: 

1°  El  articulo  b°^  de  la  Constitución  no  comprende  á  ios  servicios 
públicos,  confundiéndolos  con  los  trabajos  personales.  . 

2?  La  fracción  4^  del  articulo  36  solo  previene  que  sean  retribuidos 
los  cargos  de  elección  popular  de  la  Federación,  de  donde  se  debe  de- 
ducir que  los  concejiles  de  la  misma  Federación  no  están  en  igual  caso. 

3?  De  este  precepto,  de  su  interpretación  auténtica,  lo  mismo  que  de. 
ia  del  artículo  5?,  resulta  con  evidencia  que  entre  las  facultades  de  los 
Estados  se  cuenta  la  de  arreglar  su  administración  interior  en  materia 
de  cargos  públicos  de  la  manera  que  lo  crean  conveniente,  declarando 
gratuitos  á  alguno  ó  algunos  de  ellos. 

4?  El  articulo  117  viene  á  apoyar  tan  firmemente  estaúltima  conclu- 
sión, que  él  quita  todo  escrúpulo  sobra  este  particular. 

Por  estos  fundamentos,  yo  negaré  el  amparo  que  Pedro  Hernández 
ha  solicitado  para  no  servir  un  cargo  concejil  en  el  municipio  de  Ahua- 
catlán. 


La  Suprema  Corte  pronunció  la  siguiente  ejecutoria, 

México,  Junio  veintinueve  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho. — : Visto 
el  recui-so  de  amparo  interpuesto  por  Pedro  Hernández,  ante  el  Juzga- 
do de  Distrito  del  Estado  de  Jalisco,  contra  el  Ayuntamiento  de  Ahua- 
catlán  que  lo  obliga  á  servir,  contra  su  voluntad,  el  cargo  de  teniente 
comisario  del  4?  cuartel  de  la  población  referida,  cuyo  acto  infringe,  en 
opinión  del  promovente,  el  artículo  5?  de  la  ley  fundamental; 

Visto  el  fallo  del  Juez  de  Distrito  que  niega  el  amparo,  y  conside- 
rando:  que  los  términos  del  artículo  59  de  la  Constitución  comprenden 
todos  los  servicios  personales,  ya  públicos  ó  ya  privados,  sin  que  sea  po- 
sible admitir  otras  excepciones  de  este  precepto,  que  las  expresamente 
indicadas  en  el  texto  constitucional;  que  el  servicio  de  policía  que  se  im- 
pone á  Hernández  no  puede  considerábase  entre  aquellos  que  pueden 
exigirse,  aun  sin  remunei-ación  y  contra  el  consentimiento  del  ciuda- 
dano: 

1    Zarco-  Hiat  del  Oosjff.  Coasí-,  tomo  I  pá^iars  71-5,. 717  y  721. 
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Que  en  conseciiencia,  se  ha  violado,  en  perjuicio  del  recurrente,  el 
articulo  ñP  de  la  Constitución: 

Con  arreglo  á  ios  artículos  101  y  102  de  la  misma,  se  revoca  la  senten- 
cia del  Juez  de  Distrito,  y  se  concede  á  Pedro  Hernández  ei  amparo  de 
]a  Ji\sticia  de  la  Unión. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  juzgado  de  su  origen,  acompañándo- 
]e  copia  certificada  de  eata  sentencia  para  los  efectos  legales:  publique- 
se,  archivándose  á  su  vez  ei  Toca. 

Así,  por  mayoría  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos^^  Presidente 
y  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — Ignacio  L.  Va- 
llarta.—E.  Montes.— Ignacio  Bamirez.— Manuel  Alas. — Antonio  M.  de 
Castro.— Miguel  Blanco. — José  María  Bautista.— Juan  de  M.  Vázquez. 
—  8.  Guzmán.— Enrique  Landa,  secretrrio. 

TíoTA-  -Los  doeximentos  pertenecientes  á  ecte  a.sparo  eelin  publicados  en  el  Diaeio  Opiciai  co 
areEpoudiente  al  2C  v  29  i'.e  Agosto  de  1SÍ78- 


Posteriormente  á  esta  sentencia,  se  ha  constituido  una  mayoría  en 
la  Corte  qiie  se  ha  declarado  por  la  opinión  contraria  á  la  que  sancionó 
esa  sentencia.    Pueden  citarse  como  ejemplos  los  siguientes  fallos: 

Suprema  Cortede  Justicia  de  laNación. — México,  Noviembre  doce  de 
mil  ochocientos  setenta  y  ocho. — Visto  el  juicio  de  amparo  interpuesto 
ante  el  juzgado  de  Distrito  de  Jalisco,  por  Ramón  Miravete,  Rafael  Ló- 
pez, Francisco  Salcedo,  Carlos  R.Alatorre,  Casiano  Díaz,  Mariano  Nuncio 
Mariano-  Arias  y  Atanasio  E.  Navarro,  contra  el  Ayuntamiento  de  Gua- 
xlaiajara  que  les  impuso  una  multa  de  25  pesos  á  cada  uno  por  no  haber 
querido  prestar  la  protesta  respectiva  para  desempeñar  el  cargo  de  ju- 
rados con  arreglo  al  decreto  número  59  expedido  por  la  legislatura  del 
Estado,  con  cuya  pena  consideran  los  promoventet*  que  se  violan  en  su 
perjuicio  las  garantías  que  reconoce  la  Carta  fundamental  de  la  Repri- 
blipa  en  sus  artícitlos  5."^  y  14,*=: 

Visto  el  informe  rendido  por  el  Ayuntamiento:  el  pedimento  del  ciu- 
dadano promotor  fiscal;  la  sentencia  del  juez  de  Distrito,  3^  cuanto  más 
xle  autos  consta  y  ver  convinO;,  y 

Considerando: 

Que  el  art.  31  de  la  Constitución  asienta  que  es  obligación  de  todo 
mexicano  defender  la  independencia,  el  territorio,  el  honor,  los  dere- 
chos é  intereses  de  su  patria,  etc.,  etc.;  que  por  tanto  se  debe  entender 
que  el  mexicano  está  obligado  á  prestar  servicios  públicos  ó  cumplir 
sus  deberes  para  con  la  patria,  con  tal  que  esos  servicios  se  le  exijan  en 
ja  manera  proporcional  y  equitativa  que  dispongan  las  leyes: 

•Que  en  este  sentido  aprobó  el  Congreso  constituyente  el  expresado 
-artículo  en  la  ¡sesión  de  26  de  Agosto  de  1856: 

Que  la  proporción  y  equidad  que  exige  la  Constitución  para  la  pres- 
tación de  los  servicios  para  con  la  patria,  esiá  llenada  en  el  decreto  nú- 
mero 59  para  el  servicio  de  jurados,  y  en  consecuencia  el  cumplimien- 
to de  ese  deber  es  extrictamente  constitueiona!,  sin  que  pueda  alegar- 
se la  violación  del  art.  5.  °  de  la  misma  Constitución,  porque  ésta  solo 
prohibe  los  servicios  que  se  prestan  de  persona  á  persona  y  no  los  que 
s^  prestan  á  la  sociedad: 

Que  ou  este  .--entído  se  aprobó  la  fracción  4.  '^  del  articulo  42  del  pro- 
yecto <íe  constitución,  que  es  36  de  la  Constitución  misma,  en  la  sesión 
<iel  5  de  Septiembre  de  1856: 

Que  emanando  el  poder  público  del  pueblo,  y  dividido  éste  poderpa- 
.i-a  s^t  ejercicio  ch  Legislativo,  Ejecutivo  vJudiciaJ.  las  leyes  han  querido 
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establecer  del  modo  más  adecuado  á  nuestras  mstituciones  su  represen- 
tación por  medio  de  las  legislaturas,  de  las  autoridades  políticas  y  ad- 
ministrativas, y  de  los  tribunales,  de  ios  cuales  el  más  adaptable  al  sis- 
tema democrático  es  el  del  jurado,  formado  de  individuos  desig-nados; 
por  la  suerte;  que  al  expedir  la  legislatura  de  Jalisco  el  decreto  núme- 
ro 59  estableciendo  los  jurados  en  el  ramo  crimina!,  no  ha  hecho  más 
que  cumplir  con  una  de  las  prevenciones  constitucionales,  y  al  aplicar 
el  Ayuntamiento  ese  decreto,  obligando  á  los  ciudadanos  que  designóla 
suerte  para  ejercer  ese  cargo  en  el  presente  año,  ha  obedecido  una  pre- 
vención legal  y  justa  sin  atacar  la  prevención  del  artículo  invocado  por 
ios  quejosos: 

Por  estas  consideraciones  y  las  demás  en  que  se  apoya  la  sentencia 
pronunciada  por  el  juez  de  Distrito  de  Jalisco,  en  4  de  Marzo  del  pre- 
sente año,  se  declara: 

1. '-'  Que  es  de  confirmarse  y  se  confirma  la  expresada  sentencia  que 
en  nombre  de  la  justicia  de  la  Unión  negó  elamparo  á  los  promoventes. 

2.  ®  Se  condena  á  cada  uno  de  los  expresados  quejosos  al  pago  de 
una  multa  de  $200  por  su  notoria  temeridad. 

3.*^  Devuélvanse  estas  actuaciones  al  juzgado  de  su  origen,  acom- 
pañándole testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos  consiguientes: 
publíquese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Asi,  por  mayoría  de  votos,  lo  decretaron  ios  ciudadanos  presidente 
y  Mag-istrados  que  formaron  el  tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  los  Estados'  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — Presidente,  Ig- 
nacio L.  Vallarta. — Magistrados,  Ignacio  M.  Altamirano. — Ignacio  Ra- 
mírez.—Manuel  Alas. — Antonio  Martínez  de  Castro. —  Miguel  Blanco. 
—  Juan  M.  Vázquez. — 5.  Guzmán. — José  Manuel  Saldaña. — Eligió  Mu- 
ñoz.— Enrique  Landa,  secretario. 

Nota — Esta  sentencia  está  pubiicaia  en  el  Diario  Oíicia.!,  de  10  de  ric'en.bre  ce  1373» 


México,  Enero  veintitrés  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve. — Vis- 
tos: el  recurso  de  amparo  interpuesto  ante  el  Juzgado  de  Distrito  del 
Estado  de  Yucatán,  por  Pablo  A.  González  contra  el  Ayuntamiento  de 
Mérida  que  lo  obliga  á  barrer  y  regar  ia  parte  de  la  vía  pública  que  co- 
rresponde al  frente  de  su  casa,  con  lo  que  cree  el  promovente  violad*) 
en  su  perjuicio  el  art.  5°  del  pacto  federal: 

Visto  el  fallo  del  Juez  de  Distrito  que  concedió  el  amparo,  y  consi- 
derando: 

Que  el  art.  5'^  de  la  Constitución  prohibe  bajo  el  nombre  de  trabajos 
personales,  en  caso  de  faltar  el  consentimiento,  los  servicios  de  persona 
á  persona,  mas  no  los  que  se  prestan  á  la  sociedad,  sean  de  la  especie 
que  fueren,  con  tal  de  que  sean  ajustados  á  las  prescripciones  legales: 

Que,  en  consecuencia,  no  ha  sido  infringida,  en  perjuicio  del  promo- 
vente á  quien  le  exige  el  Ayuntamiento,  debidamente  facultado,  cier- 
tos servicios  en  favor  del  Municipio,  ninguna  garantía  individual: 

Con  arreglo  á  ios  artículos  101  y  102  de  la  Constitución, 

1°  Se  revoca  la  sentencia  del  Juez  de  Distrito  y  se  declara:  que  la 
Justicia  de  la  Unión  no  ampara  á  Pablo  A.  González, 

2°  Se  impone  al  mencionado  González,  conforme  al  art.  IS  de  la  ley* 
de  20  de  Enero  de  1859,  una  multa  de  cien  pesos. 

3°  Lo  acordado. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juez  de  Distrito  qxie  las  elevó  á  re- 
visión, acomp aliándole  testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos 
consiguientes:  archívese  á  su  vez  el  Toca, 
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'  Asi,  por  niayoria  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Magistrados 
que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  do  los 
Estados  Unidos  Mexicanos,  y  ñrmaxon.— Ignacio  L.  Vallarta.—E  Mon- 
tes.—Pedro  Ogazón.— Manuel  Alas— José  Mana  Bautista.— 'Juan  M. 
Vázquez.  —  S.  Guzmán.—José  Manuel  Saldaüa.  — Enrique  Landa,  se- 
cretario. 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  LA  PENA  DE  MUERTE  DECRETADA,  ; 
"POR  LOS  TRIBUNALES. 

¿Para  la  abolición  de  la  pena  de  muerte,  basta  que  existan  penitenciarias 
en  la  Repiíblica,  ó  es  necesario  además  que  se  establezca  el  régimen  peniten- 
ciario? ¿La  existencia  del  régi^nen  penitenciario  en  un  Estado,  llena  las  con- 
diciones del  precepto  cotistitucional  para  el  efecto  de  abolir  esa  pena  en  toda 
la  República?  Interpretación  del  articulo  2¿  de  la  Constitución. 


Julián  Garda,  condenado  á  muerte  por'Cl  Ttibunal  del  Distrito,  por  el  de- 
lito de  homicidio  con  alevosía,  pidió  amparo,  por  medio  de  sus  defensoies,  al 
Juez  7°  de  Distrito  de  esta  capital,  Jundando  la  demanda  en  que  existiendo  ya 
penitenciarías  en  el  país,  no  st  podía  imponer  más  la  pena  de  muerte,  según 
el  art.  23  de  la  Constitución.  Él  inferior  negó  el  amparo.  Este  negocio  se  dis- 
cutió en  la  Suprema  Corte,  en  la  audiencia  de  sg  de  Julio  de  iSjS,  y  en  esa 
discusión  el  C-  Vallar  ia  dijo  lo  siguiente  en  apoyo  de  esa  sentencia. 

Reputo,  como  otros  señores  Magistrados,  grave  este  amparo, y  deseo' 
como  ellos,  fandar  mi  voto  por  escrito. 

Para  darlo  negativamente,  como  lo  haré,  me  apoyo  en  el  precepto 
terminante  del  art.  2,3  de  la  Constitución.  El  dice  lo  siguiente: 

"Para  la  abolición  de  la  pena  de  muerte,  queda  á  cargo  del  poder 
adminiatrativo  el  establecer,  á  la  mayor  brevedad,  el  régimen  peniten- 
ciario. Entretanto,  queda  abolida  para  los  delitos  políticos,  y  no  podrá 
extenderse  á  otros  casos  más  que  al  traidor  á  la  patria  en  guerra  ex- 
tranjera, ál  salteador  de  caminos,  al  incendiario,  al  parricida,  al  homi- 
cida con  alevosía,  premeditación  ó  ventaja,  etc» 

De  las  palabras  de  este  texto,  se  deduce  con  entera  evidencia,  que 
mientras  no  esté  establecido  el  régimen  penitenciario,  la  ley  secunda- 
rla puede  constitucionalmente  decretar  la  pena  de  muerte  en  los  casos 
en.- el  mismo  texto  expresados,  y  los  jueces  imponerla,  sin  violación  de 
garantía  alguna  constitucionalj  á  los  reos  de  esos  graves  delitos.  Con- 
tra esta  consecuencia,  no  es  lícita  objeción  alguna. 

Ahora  bien  ¿existe  en  la  capital,  en  algún  Estado,  establecido  el  ré- 
gimen penttenciariof  Esta  cuestión  de  hecho  la  resuelve,  por  desgra- 
cia, negativamente  la  notoriedad  pública  que  no  se  puede  desconocer. 
Bien  sé  que  se  dice  que  existen  penitenciarías  en  Jalisco,  Puebla  t 
Guauajuato,  y  que  esto  se  alega  para  sostener  que  en  la  República  de- 
be ya  quedar  abolida  la  pena  de  muei-te  para  todos  los  delitos  y  en  to- 
dos casos.  Como  á  este  argumento  le  dan  gran  valor  los  que  movidos- 
por  sentimientos  humanitarios,  dignos  de  todo  elogio,  apoyan  la  teoríí?; 
de  la  inconstitucionalidad  de  la  pena  de  muerte,  debo  encargarme  d& 
él  concienzudamente. 

Supongo  que  las  llamadas  penitenciarias  existan.  ¿Basta  esto  p.'íra 
que  esté  cumplida  la  condición  deJ  precepto  constitucional?  No,  e^'ideu- 
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teniente,  porque  él  uo  se  contenta  con  que  haya  penitenciarías,  sin& 
que  exige  que-|p  establezca  el  rég-imen  penitenciario,  y  entre  estas  dos 
cosas  existe  xma  inmensa  diferencia;  la  que  ha}-  entre' el  edificio  desti- 
aiado  á  xma  institución  cualquiera,  y  el  establecimiento  de,la  institución 
iiiisma.  Bien  puede  estar  concluida  la  fábrica  material  de  una  peniten- 
ciaria; pero  si  no  existen  las  leyes,  los  reg-lamentos  que  constituyen  el 
rég-imen  penitenciario,  nadie  podrií  sostener  que  solo  con  mantener  á 
Jos  presos  guardados  en  ese  edificio,  hayan  quedado  cumplidas  las  mi- 
ras del  legislador  constituyente  sobre  este  punto.  Tanto  es  esto  cierto, 
•que  cuando  se  discutió  el  artículo  23,  el  Sr  Zarco  propuso  que  se  «de- 
clarara que  cesará  la  pena  capital  donde  haya  penitenciarias,  pues  to- 
dos saben  que  á  pesar  de  g-randes  obstáculos,  éstas  progresan  en  Du- 
rango,  en  Puebla,  en  Jalisco,  y  hay  esperanzas  fundadas  de  que  se  em- 
piecen en  Nuevo  León  y  otros  Estados.»  i  y  el  Congreso  no  aceptó  esta 
indicación,  sino  que  exigió  que  precisamente  se  estableciera  el  régimen 
penitenciario;  es  decir,  no  creyó  que  bastara  la  existencia  de  un  edifi- 
cio que  se  llama  penitenciaria  para  que  quedara  abolida  la  pena  de 
muerte. 

Pero  no  es  cierto,  por  desgracia,  vuelvo  á  repetirlo,  que  existan  esas 
penitenciarias.  La  de  Jalisco  está  aiín  en  construcción,  y  falta  todavía 
mucho  para  que  el  edificio  esté  en  condición  de  establecer  en  él  el  ré- 
gimen penitenciario;  la  de  Puebla  quedó  casi  destruida  en  el  sitio  que 
sufrió  esa  ciudad  en  tiempo  de  la  invasión  francesa;  y  la  de  Guanajua- 
.  to,  no  es  más  que  un  antiguo  cpnvento  de  agustinos  convertido  en  cár- 
cel, que  se  ha  llamado  penitenciaria  y  que  no  satisface,  según  se  me  ha 
informado,  á  las  condiciones  de  ninguno  de  los  sistemas  penitenciarios. 

De  la  penitenciaria  de  Jalisco  se  ha  hablado  aquí  con  más  insisten- 
cia, y  como  se  ha  citado  una  ejecutoria  de  esta  Corte,  que  concedió  am- 
paro á  unos  reos  de  asesinato,  por  la  consideración  principal  de  que  con 
esa  penitenciaría  ha  quedado  cumplida  la  condición  del  precepto  cons- 
titucional; yo  que  conozco  bien  ese  edificio,  que  sé  cuál  es  su  actual  es- 
tado, debo  decir  algunas  palabras  sobre  esto,  para  mantener  mi  voto 
negativo  en  este  amparo. 

Como  antes  dije,  la  penitenciaría  de  J  alisco  está  arin  en  construcción. 
Aunque,  cuando  yo  tuve  la  honra  de  regir  los  destinos  de  ese  Estado,  hice 
grandes  esfuerzos  por  concluirla  y  establecer  el  régimen  penitenciario, 
y  aunque  la  obra  material  adelantó  de  una  manera  rápida  y  visible  du- 
rante mi  administración,  no  me  fué  dado,  en  medio  de  las  calamidades 
•que  combatían  á  mi  gobierno,  realizar  mis  deseos. 

En  el  estado  de  adelanto  á  que  ese  colosal  edificio  ha  llegado,  le  fal- 
tan aún  ciertas  obras,  sin  las  que  no  puede  ser  no  ya  penitenciaria,  pe- 
ro ni  aun  siquiera  cárcel  segura. 

Le  faltan  puertas  y  rejas  á  muchísimas  celdillas;  le  falta  el  departa- 
mento de  talleres  para  el  trabajo  de  los  presos;  le  falta  el  pavimento  ne- 
cesario que  dé  seguridad  á  la  prisión  y  que  evite  la  fuga  de  los  presos 
por  medio  de  las  excavaciones  subterráneas  á  que  éstos  apelan  y  á  las 
que  se  presta  el  terreno  sobre  el  que  la  cixidad  de  Guadalajara  está  es- 
tablecida. Estas  fugas,  qixe  son  frecuentes,  que  en  algunas  épocas  hau 
llegado  á  ser  alarmantes,  no  podrán  precaverse,  sino  cuando  el  pavi- 
mento del  edificio  sea  tal,  que  imposibilite  esas  excavaciones  subterrá- 
'  íieas,  tan  fáciles  hoy. 

Basta  este  superficial  informe  sobre  el  actual  estado  de  la  peniten- 
ciaria de  Jalisco,  para  comprender  luego  que  ella  está  aún  muy  lejos  de 
llenar  la  primera  condición,  no  ya  de  una  penitenciaría,  sino  de  una 
cárcel  común;  la  seguridad  de  la  prisión.  Es  condición  esencial  del  ré- 
gimen penitenciario,  que  el  reo  condenado  á  tina  pena  en  la  peniten- 
ciaria, tenga  la  convicción  de  que  la  sufrirá  íntegra,  tal  como  los  tribu- 
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Ítalos  la  decretaron,  sin  que  la  piiedaneludirrd  modificar,  ni  la  fugaqtie 
ios  presos  se  procuran,  ni  los  accidentes  políticos  que  llegan  hasta  po- 
ner en  libertad  á  los  reos. 

Y  sabiéndose  cuál  es  la  actual  condición  de  la  penitenciaria  deGua- 
dalajara,  y  teniendo  presente  la  dolorosa  experiencia  de  lo  que  en  me- 
dio de  nuestras  revoluciones  ha  sucedido  con  las  prisiones  de  cárceles 
más  seguras  que  esa,  ¿se  puede  creer  en  conciencia  que  la  penitencia- 
ria de  Jalisco  llene  la  condición  constitucional,  para  Irí  abolición  de  la 
pena  de  muerte,  sobre  todo  cuando  en  ese  Estado  no  existe  una  ley  que 
establezca  el  régimen  x^enitenciario^  cuando  en  la  cárcel  no  exiteu  aún 
en  consecuencia  los  reglamentos  propios  de  tal  rf^gimen? 

La  demanda  de  amparo  ha  sido  sostenida  en  la  discusión  por  otra  cla- 
se de  argumentos.  El  articulo  23,  se  ha  dicho,  exige  que  el  régimen  pe- 
nitenciario se  establezca  «á  la  mayor  brevedad,»  para  que  en  el  más  cor- 
ro tiempo  posible  quede  abolida  la  pena  de  muerte.  Las  palabras  usadas 
por  el  legislador  indican  su  voluntad  sobre  este  punto,  y  si  hoy,  después 
de  veintiún  años,  el  precepto  no  se  ha  cumplido,  culpa  será  de  la  inercia 
de  los  gobernantes;  de  la  escasez  de  recursos;  de  las  revoluciones,  ó  de 
!o  que  se  quiera;  pero  esa  culpa  no  puede  invocarse  para  mantener  la 
pena  de  muerte,  no  puede  alegarse  contra  la  voluntad  del  constituyen- 
re  que  no  pudo  creer  que  en  veintiún  años  no  existiera  una  sola  peni- 
tenciaría en  toda  la  República.  He  procurado  presentar  esta  argumen- 
tación con  toda  la  fuerza  con  que  se  ha  expuesto,  para  procurar  de  mi 
parte  darle  la  debida  respuesta. 

Cuando  se  discutió  el  articulo  23  en  la  sesión  de  veintiséis  de  Agosta, 
tuve  la  honra  de  proponer  en  el  Congreso  constituyente  una  adición  que 
lo  modificara  en  el  sentido  de  que  se  señalaran  cinco  años  para  el  esta- 
blecimiento del  régimen  penitenciario  y  consiguiente  abolición  de  la  pe- 
íia  de  muerte.  Creí  en  esa  ocasión  que  ese  plazo  era  bastante  para  la 
realización  de  mejora  tan  importante;  que  no  se  debía  dejar  consignada 
tan  vagamente  una  promesa  de  ese  valor;  que  sq  debía  evitar  qe  el 
abíindono  de  los  gobiernos,  la  escasez  de  recursos  ó  cualquiera,  otra  can- 
ia, la  retardaran  indefinidamente.  ^■ 

El  Sr.  Olivera,  miembro  de  la  Comisión,  combatió  la  adición  indicada, 
nmdándose  precisamente  en  la  escasez  de  recursos;  en  el  estado  revolu- 
cionario del  país,  etc.,  x  el  Congreso  tuvo  á  bien  reprobarla  por  esos  mo- 
tivos, indicando  con  esto  todo  su  pensamiento,  toda  su  voluntad  " 

Si  hag-o  recuerdo  de  esos  sucesos  en  que  tomé  un  participio  tan  dí- 
i'ccto,  es  solo  para  dar  con  ellos  una  cumplida  respuesta  al  argumento 
'jue  me  ocupa.  Si  el  Congreso  no  quiso  fijar  plazo  cierto;  si  estuvo  con- 
i'oniie  en  que  el  establecimiento  del  régimen  penitenciario  pudiera  ve- 
lardarse  tanto  cuanto  el  estado  revolucionario  del  país  lo  exigiera,  ¿con 
qué  facultad  hoy  un  tribunal,  convirtiéndose  en  censor  de  todos  los  go» 
hiernos  que  han  existido  desde  1857  hasta  hoy,  pudiera  decidir  que  estos 
veintiún  años  de  calamidades  lamentables  constitm'en  ya  el  plazo  que 
"expresan  las  palabras  «á  la  mayor  brevedad?»  ¿Con  qué  derecho  la  Cor- 
te haría  lo  que  el  constituyente  no  quiso  hacer? 

A  pesar  de  lo  que  se  dijo  en  la  discusión  de  la  adición  que  yo  propu- 
se, es  lo  cierto  que  el  Congreso  se  hacia  ilusiones,  que  han  estado  muy 
ksjos  de  realizarse,  cuando  señalaba  plazos  para  el  establecimiento  d^ 
ciertas  reformas  que  no  se  podían  plantear  desde  luego;~plazos  fijos  unos, 
como  el  del  artículo  124,  para  la  abolición  de  las  alcabalas;  indetei>mina-' 
dos  otros,  como  el  del  artículo  23,  para  el  establecimiento  del  régimen 
penitenciario. 

El  Congreso,  que  en  su  patriotismo  creyó  que  la  paz  sería  un  hecho 
firmemente  asegurado  en  la  Constitución,  imaginó  que  ¡fara  el  día  1.  *=> 
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de  Junio  de  1858  estaría  ya  formada  la  estadística  en  que  se  t'a»daran 
]as  leyes  que  cam't)iaran,  sin  conmociones,  el  sistema  fiscal  en  toda  la 
República,  y  la  realidad  fué,  que  en  esa  fecha  toda  la  República  estaba 
convertida  en  un  gran  campo  de  batalla!  El  Cong-reso  no  previo  ni  la 
guerra  de  tres  años,  ni  la  que  provocó  la  intervención  francesa,  ni  otros 
muchos  dolorosisimos  sucesos  que  han  tenido  á  México  en  agitación  coris- 
tante!  Si  esta  horrible  realidad  se  hubiera  presentado  á  la  vista  délos 
constituyentes,  estoy  seguro  de  que  no  habrían  fijado  los  plazos  ciertos, 
sobre  todo,  que  en  varios  artículos  establecieron. 

Profundamente  convencido  yo  de  esta  verdad,  he  creído  que  esos  pla- 
zos se  han  vencido,  sin  que  haya  llegado  el  día  de  cumplir  el  precepto 
constitucional.  Esta,  entre  otras,  ha  sido  la  razón  por  que  he  negado  mi 
voto  en  los  amparos  por  alcabalas.  Tratándose  del  artículo  23  que  asig- 
nó un  plazo  indefinido,  menos  pudo  creer  que  él  deba  racionalmente  te- 
nerse por  trascurrido  para  abolir  la  pena  de. muerte,  sobre  todo  cuando 
es  un  hecho  que  el  régimen  penitenciario  no  existe,  sea  de  quienes  sea 
la  culpa,  siendo  la  verdad  histórica  que  el  Congreso  no  quiso  que  esa 
abolición  se  llevara  á  efecto  sino  cuando  se  estableciera  el  régimen  pe- 
nitenciario. Insisto,  pues,  en  creer  que  no  se  ha  cumplido  aún  la  condi- 
ción constitucional,  para  la  abolición  de  la  pena  de  muerte. 

Pero  si  yo  no  acepto  los  fundamentos  invocados  por  la  ejecutoria  de 
5  de  Diciembre  de  1877  que  concedió  amparo  á  unos  reos  de  muerte  en 
Jalisco,  menos  puedo  reconocerlos  como  legítimos  con  la  extensión  que 
en  el  presente  juicio  se  les  quiere  dar.  Existe  una  penitenciaría  en  Ja- 
lisco, se  dice;  luego  en  ninguna  parte  de  la  República  se  puede  ya  impo- 
ner la  pena  de  muerte.  Con  este  raciocinio  se  intenta  sostener  que  no  se 
puede  ejecutar  esa  pena  que  los  tribiinales  del  Distrito  han  impuesto  á 
los  reos  que  hoy  piden  amparo.  Manifestaré  por  qué  yo  no  acepto  este- 
razonamiento. 

Quiero  suponer  que  exista  no  solo  penitenciaría,  sino  régimen  peni- 
tenciario en  Jalisco  ó  en  cualciuiera  otro  Estado  de  la  República,  y  ya  se 
sabe  que  esa  hipótesis  es  bien  gratuita  por  desgracia.  ¿Es  esto  bastant-e 
para  tener  por  abolida  la  pena  de  muerte  en  toda  la  Repiiblica,  de  tal 
modo  que  á  los  reos  que,  según  la  legislación  actiial,  la  merezcan,  se  les 
imponga  eij  lugar  de  ella,  la  que  deban  sufrir  en  la  penitenciaria  adon- 
de esos  reos  deban  remitirse  para  que  la  extingan? Hacer  esta 

pregunta,  es  revelar  todos  los  inconvenientes,  todos  los  absurdos  que  de 
tal  sistema  se  seguirían.  ¡Convertir  á  un  Estado  en  el  presidio  de  toda 
la  República;  obligarle  á  recibir  los  reos  de  muerte  de  todos  los  Esta- 
dos!  /.  ¿Se  ha  pensado  siquiera  en  lo  que  esa  obligación  seria?  ¿Y 

se  ha  meditado  en  que  no  existe  derecho  ni  en  los  poderes  federales-  ni 
en  los  de  los  Estados  para  imponer  á  uno  de  estos  tal  obligación? 

Un  publicista  de  nuestros  días  i  sostiene,  interpretando  el  articulo 
■23,  que  el  Gobierno  Federal  y  no  el  de  los  Estados  es  el  que  debe  esta- 
blecer el  régimen  penitenciai-io.  Yo  no  estoy  conforme  ni  aim  con  esta 
teoría,  y  por  un  argumento  contrario  al  que  ese  publicista  usa  y  que  yo 
í«indo  en  el  articulo  117  de  la  Constitución,  creo  que  toca  á  cada  Pastado 
declarar  por  una  le}",  cuándo  queda  en  su  territorio  establecido  el  régi- 
men penitenciario  y  abolida  la  pena  de  muerte,  sin  que  ninguno  de  los 
poderes  federales  pueda  hacer  tal  declaración,  sin  invadir  la  soberanía 
local  en  cuanto  á  la  legislación  penal.  Decir  que  una  ley  federal  es  la 
que  ha  de  establecer  el  régimen  penitenciario,  es,  en  mi  opinión,  ú  obli- 
gar á  los  Estados  que  tengan  penitenciarías  á  recibir  á  los  reos  de  los  ■ 
que  no  las  tienen,  cosa  que  me  parece  absurda,  ó  relajar  la  penalidad, 
cuando  no  existen  'los  medios  de  represión  que  exigió  el  constituyente. 
Si  después  t]ue  un  Estado,  en  ejercicio  de  su  soberanía,  establece  el 
régimen  penitenciario  y  declara  abolida,  en  consecuencia,  la  pena  de 
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iBtievte,  ésta  se  impone  en  <U  por  algún  juez,  el  amparo  procederá  de  lle- 
HO,  piiesto  que  en  tal  caso  ha  quedado  cumplida  la  condición  constitu- 
cional- pero  antes  de  que  aquello  suceda,  en  ning'iin  caso  la  Corte  puede 
decidir,  no  ya  que  quedó  abolida  la  pena  de  muerte  en  toda  la  Repúbli- 
ca, porque  en  tal  ó  cual  Estado  existe  el  régimen  penitenciario,  sino  ni 
aun  hacer  tal  declaración  respecto  del  Estado  en  que  haya  penitencia- 
ria. Creo  que  esta  declaración  es  de  la  atribución  del  legislador  local  y 
>iunca  de  la  Corte.  De  todo  esto  deduzco  como  consecuencia,  que  aun- 
que en  un  Estado  exista  planteado  el  régimen  penitenciario,  y  declara- 
do así  solemnemente  por  una  ley,  no  es  esto  bastante  para  que  la  pena 
capital  quede  abolida  en  toda  la  República.  Las  palabras  que  antes  he 
citado  del  Sr.  Zarco,  apoyan  fuertemente  esta  opinión  mia. 

Los  señores  Magistrados  que  sostienen  la  concesión  de  este  amparo, 
lian  hablado  mucho  sobre  la  injusticia  é  inconvertencia  de  la  pena  de 
muerte:  se  han  remontado  hasta  las  regiones  de  la  ciencia,  de  la  filosofía 
de  las  penas,  é  inspirándose  en  los  sentimientos  humanitarios  que  los 
honran,  han  censurado  enérgicamente  una  pena  que  de  verdad  no  llena 
las  condiciones  que  la  ciencia  exige  er:  los  castigos  que  en  una  sociedad 
culta  se  pueden  imponer  á  un  delincuente.  Yo  no  solo  no  puedo  impug- 
nar los  vigorosos  razonamientos  que  sobre  este  punto  se  han  hecho,  sino 
que  debo  declarar  que  participo  por  completo  de  las  opiniones  filosóficas 
que  esos  señores  Magistrados  han  expresado. 

Desde  hace  muchos  años  las  he  profesado  y  aun  las  he  sostenido  po^ 
la  prensa  en  un  lolleto  que  escx'ibi  sobre  esta  materia,  i  Pero  aquí  en  es- 
te tribunal,  no  soy  el  filósofo  que  discute  teorías,  ni  siquiera  el  legisla- 
dor que  examina  hasta  dónde  las  costumbres  y  necesidades  del  pueblo 
para  el  que  legisla,  pxiedan  aceptar  las  teorías  de  la  ciencia;  aquí  no  soy 
más  que  el  juez  que  debe  aplicar  la  ley  tal  como  es,  por  más  dura,  por 
más  severa  que  sea.  Aquí  no  soy  más  que  el  Magistrado  que  examina  si 
lin  acto  de  la  autoridad  es  ó  no  conforme  con  el  texto  constitucional,  sin 
poder  juzgar  si  ese  texto  se  conforma  ó  no  á  su  vez  con  las  teorías  filosó- 
ficas. Si  como  filósofo,  y  en  la  esfera  de  la  ciencia,  he  combatido  la  in- 
justicia de  la  pena  de  muerte;  si  como  legislador,  creyendo  que  esa  pena 
iio  se  puede  desde  luego  abolir,  sin  tener  antes  establecido  el  régimen 
penitenciario,  y  siguiendo  en  esto  las  opiniones  del  ilustre  4^>campo,  opi- 
né porque  en  un  plazo  relativamente  corto,  esta  incalculable  mejora 
quedara  planteada;  como  Magistrado  queha  protestado  guardar  y  hacer 
guardar  la  ley  suprema  de  la  Unión,  tengo  que  votar  contra  la  concesión 
de  este  amparo,  porque  no  existe  hasta  hoy  el  régimen  penitenciario  que 
esa  ley  exige  como  condidión  necesaria  para  qxiela  pena  de  muerte  que- 
de abolida  en  la  República. 


La  Suprema  Corte  píonimció  este  fallo. 

•  México,  Julio  29  de  1878. — Visto  el  juicio  de  amparo  promovido  por 
el  Lie.  Agustín  Arroyo  de  Anda,  como  defensor  de  Julián  García,  ante 
el  Juzgado  1°  de  Distrito  de  esta  capital,  contra  la  sentencia  que  pro- 
nunció el  Juez  5°  del  ramo  criminal  y  confirmó  la  3^  Sala  del  Tribunal 
Superior  del  Distrito,  con  arreglo  al  artículo  561  del  Código  penal,  y  por 
la  cual  ha  sido  condenado  Julián  García  á  la  última  pena,  como  reo  de 
homicidio  ejecutado  con  premeditación  y  alevosía,  con  cuya  sentencia 
considera  el  promovente  que  ha  sido  violada  en  la  persona  de  su  defen- 
so  la  garantía  consignada  en  el  artículo  23  de  la  Constitución  federa!': 
Vistos:  el  informe  de  la  autoridad  ejecutora  del  acto  reclama<io.  los 
justificantes  que  se  le  pidieron  por  esta  Suprema  Corte,  el  pedimento 

1    Ecí52,)  O  sot-ie  la  jiistjcia  ¿e  la  pena  de  n:v;«rle- 
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fiscal  y  la  ffeuteucia  del  Juzg-ado  !•?  de  Distrito,  fecha  18  de  Mayo  del 
presente  año,  en  la  que  se  deniega  el  amparo  solicitado: 

Considerando:  qne  sean  cuales  fueren  las  opiniones  de  los  publicistas, 
sobre  la  justicia  c  inconveniencia  de  la  pena  de  muerte,  no  es  la  cues- 
tión filosófica  la  que  debe  ventilarse  en  recursos  como  el  presente,  sino 
la  constitucional,  por  ser  un  principio  jurídico  que  las  opiniones  parti- 
culares en  los  encargados  de  administrar  justicia  deben  ceder  en  primer 
termino  á  los  preceptos  de  la  Constitución,  que  han  protestado  guardar 
y  hacer  guardar,  aun  cuando  en  ciertas  situaciones  tengan  que  sacrifi- 
car sus  sentimientos  hmnanitarios  al  cumplimiento  de  sus  deberes,,  y 
porque  un  Tribunal  no  es  más  que  el  Juez  que  debe  aplicar  la  ley  faf 
como  es,  por  más  dura  y  severa  que  le  parezca:  que  vista  la  cuestión  en 
el  terreno  judicial  que  le  corresponde,  se  advierte  desde  luego  que  el 
articulo  561  del  Código  penal  del  Distrito  es  conforme  al  articulo  23 
constitucional,  que  permite  se  imponga  la  pena  de  muerte  al  reo  de  ho- 
micidio con  premeditación  y  alevosía:  que  siendo  incixestionable  que  por 
el  referido  artículo  23  se  permite  la  imposición  de  la  pena  capital  para 
los  casos  como  los  previstos  hoy  en  el  citado  Código  penal,  mientras  el 
2>oder  administr ático  no  estableciera  el  régimen  penitenciario^  también 
es  un  hecho  que  esta  precisa  condición  aun  no  está  cumplida;  y  por  otra 
parte,  sería  anticonstitucional  que  los  tribunales,  convirtiéndose  en  le- 
gisladores, fijasen  el  plazo  en  que  debió  cumplirse,  toda  vez  que  éste  fué 
incierto  é  indeterminado,  pues  solo  se  encargó  al  Poder  administrativo 
que  estableciera  el  régimen  penitedciario  ala  mayor  brevedad,  cuyas 
palabras,  usadas  por  el  legislador,  indican  su  voluntad  en  este  punto: 
que  si  el  Congreso  no  quiso  fijar  un  plazo  parala  completa  extinción  de 
la  pena  capital,  sí  previo  que  el  establecim.iento  del  régimen  penitencia- 
rio pudiera  retardarse  tanto  cuanto  el  estado  revolucionario  del  país  lo 
exigiera,  hoy,  un  Tribunal  no  puede  convertirse  en  censor  de  los  go- 
biernos que  se  han  sucedido  desde  1857  hasta  la  fecha,  ni  decidir  por 
ello  que  ha  trascurrido  el  plazo  que  expresan  las  palabras  «á  ia  mayor 
brevedad,»  haciendo  asi  la  Suprema  Corte  lo  que  no  quiso  hacer  el  cons- 
tituyente: que  aunque  se  dice  que  existen  penitenciarías  en  Jalisco,  Pue- 
bla y  Guanajuato,  para  sostener  que  en  la  Eepiiblica  debe  ya  quedar 
abolida  la  pgna  de  muerte  para  todos  los  delitos  y  en  todos  casos,  la 
verdad  es  que,  aun  permitiendo  el  absurdo  de  que  los  Poderes  federales 
y  de  los  Estados  tuvieran  derecho  de  imponer  á  éstos  la  obligación  de 
recibir  en  sus  penitenciarías  á  los  reos  de  muerte  que  se  les  consigna- 
ran, aun  suponiendo  que  existieran  las  llamadas  penitenciarias,  esto  n» 
sería  bastante  para  dar  por  cumplida  la  condición  del  precepto  consti- 
tucional, porque  él  no  se  contenta  con  que  haya  penitenciarias,  sino  que 
exige  que  se  establezca  el  régimen  penitenciario,  y  entre  estas  dos  co- 
sas existe  diferencia,  como  la  que  hay  entre  el  edificio  destinado  A  una 
institución  cualquiera  y  el  establecimiento  de  la  institución  misma;  así 
es  que  bien  puede  estar  concluida  la  fábrica  material  de  una  peniten- 
ciaria, pero  sin  que  existan  las  lej^es  y  reglamentos  que  constituyen  el 
régimen  penitenciario,  por  lo  que  es  insostenible  que  con  solo  mantener 
á  los  presos  guardados  en  ese  edificio,  han  quedado  cumplidas  las  miras 
del  legislador  sobre  este  punto:  que  además,  esta  Suprema  Corte  no  sa- 
be oficialmente  que  en  la  Repiibíica  se  haya  establecido  el  régimen  pe- 
nitenciario, y  que  en  algunos  Estados  ya  existan  penitenciarias  con  las 
condiciones  necesarias  para  el  establecimiento  de  dicho  régimen-,  y  en 
atención  á  que  por  lo  expuest®  queda  demostrado  que  no  hubo  viola- 
<;ión  de  la  garantía  que  se  invoca: 

Por  estas  consideraciones,  y  con  arreglo  á  los  -artículos  101  y  102  de 
la  Constitución  de  la  República,  se  confirma  la  mencionada  sentencia 
del  Juzgado  1?  de  Distrito,  en  que  se  declara:  que  la  justicia  de  la  Unión 
no  ampara  ni  proteje  á  Julián  García  contra  el  fallo  del  Juez  5?  del  ra- 
mo criminal,  confi'rmado  por  la  S'f  Sala  del  Tribunal  Superior  del  Dis- 


triío,  por  el  cual  ha  sido  condenado  el  quejoso  á  la  Y)ena  cai">ital  como 
reo  de  homicidio  con  premeditación  y  alevosía. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juez  de  Disti-ito  que  las  elevó  á  re- 
visión, acompañándole  testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos  con- 
siguientes; publiquese  y  archívese  á  su'vez  el  Toca. 

Así,  por  mayoría  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente 
y  Magistrados  que  formaron  el  tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron: — Ig- 
nació  L.  Vallarta.-  Ignacio  M.  Altarfíirano. — Ezequitl  Montes. — Fedra 
Ogazcn. — Manuel  Alas. — Antonio  Martínez  de  Ca.s/ro. —Miguel  Blanco. 
—Jcse  María  Bautista. — Juan  M.  Vázquez. — Simón  Guzmán. — José  Ma- 
nuel Saldaría. — José  Eligió  Muñoz. — Bedro  Dionisio  de  la  Garza  y  Gar- 
za.— Enrique  Landa,  secretario. 

TToTA. — Los  doovjKfutos  sobre  este  a«r.>:ire  se  pnlOica'^on  eu  el  DiA';ro  C ficta l  de  24  iie  Agotto 
fie  1878. 


AMPARO  PEDIDO  C®NTRA.  UN  VEREDICTO  DE  LA  LEGISLATURA 

DE  PUEBLA. 

¿Tiene  la  Corie  facultad  pora  exafninar  y  calificar  la  legitimidad  de  las 
autoridades  locales  ó  federales?  Lo  que  se  llama,  incompetencia  de  origen,  ¿ca- 
be dentro  del  precepto  del  artici'lo  ró  de  la  Constitucitm?  Interpretación  de 
este  atticnlo. 


El  C.  Lie.  León  Cnznián,  Presidente  del  Tribunal  Superior  de  Puebla^ 
pidió  ampajo  al  fue z  de  Distrito  de  ese  Estado,  contra,  los  procedimiejitos  de 
la  Legislatura  que,  erigida  en  Gran  f tirado^  procedió  á juzgarlo.  La  deman- 
da se  fundó  en  la  infracción  del  atticulo  róde  la  Constitución  federal;  porque 
no  es  tribunal  cofnpetente  el  que  7io  es  imparcial,  como  no  lo  era  esa  Legisla- 
iura,  acusada  por  el  quejoso  ante  el  Senado  como  usinpadora  del  poder  públi- 
co. El  fuez  de  Distrito  otorgó  el  amparo  por  no  considerar  como  Legislatura 
á  la  reuniÓTi  de  personas  qne  se  erigió  en  furado.  La.  Corte  revisó  la  senten- 
cia de  este  fuez,  discutiendo  las  diversas  cuestiones  que  entraña,  en  los  días 
ig,  20,  21,  22  y  2j  de  Agosto  de  i8j8.-—El  C.  Vallarla  tomó  parte  en  esa  dis- 
cusión y  fundó  así  su  voto  contra  esa  sentencia: 

Pocos  juicios  de  amparo  pueden  tener  ia  importancia  j  gravísimas 
trascendencias  que  el  presente.  Abstracción  hecha  de  las  cuestiones 
constitucionales  que  provoca,  basta  para  apreciar  esa  importancia,  el  ver 
que  de  la  resolución  que  va  á  pronunciar  la  Corte  está  pendiente  todo 
un  Estado.  A  diferencia  de  los  negocios  judiciales  que  solo  afectan  á  los 
litigantes;  á  diferencia  de  los  juicios  de  amparo,  cuyas  sentencias  solo 
favorecen  á  los  que  hayan  litigado^  ^  este  asunto  compromete  de  presen- 
te la  suerte  de  un  Estado  y  afecta  en  el  porvenir  la  condición  de  todos. 

Con  la  conciencia,  pues,  de  la  gravedad  de  este  amparo,  vengo  á  to- 
mar parte  en  este  debate  y  á  defender  opiniones  que  no  he  formado  hoy 
con  la  lectura  del  expediente,  ni  que  están  influidas  por  las  circunstan- 
cias y  condiciones  del  caso  presente,  sino  que  son  muy  antiguas  en  mí 
y  que  cada  dia  robustecen  más  y  más  el  estudio,  la  meditación  ymisin- 
cero  y  vehemente  deseo  de  que  sean  por  fin  una  verdad  nuestras  ins- 
tituciones. Vengo  á  defender,  lo  diré  en  una  palabra,  la  soberanía  de 
ios  Estados  consagrada  en  la  Constitución,  contra  una  interpretación, 
que  reputo  infundada,  del'art.  16  de  ese  Código,  é  interpretación  que 
ha  criado  en  favor  de  la  Corte  y  en  perjuicio  de  los  Estados  urta  tutela 
que  yo  creo  subversiva  del  régimen  federal.  La  fe  que  tengo  en  mi  cau- 
sa, á  pesar  de  las  muchas  derrotas  que  ha  sufrido,  mejor  dicho,  á  pesar 
de  las  incontables  invasiones  que  los  poderes  federales  siempre  han  es- 
tado haciendo  en  el  régimen  interior  de  los  Estados,  mi  fe,  repito,  me 

1    Aítíciiio  26  de  la  ley  de  20  d«  Buaro  de  1869, 
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da  ánimo  y  fuerza  para  iuciiar  una  \'ezniás  por  esa  cansa  Si  ella  en  es- 
ta ocasión  sucumbe,  yo  t-eguiré  siempre  defendiéndola,  porque,  á  pesai* 
de  las  ejecutorias,  ios  Estados  son  soberanos  en  su  régimen  interior,  co- 
mo á  pesar  de  los  anatemas,  la  tierra  se  mneve.  Sin  más  pretensiones, 
por  lo  demás,  que  llenar  un  deber  para  mi  muy  sagrado,  voy  á  esfor- 
zarme en  demostrar  las  teorías  constitucionales  que  desconoce  la  sen- 
tencia del  juez  de  Distrito  de  Puebla. 


La  cuestión  capital  en  este  juicio,  la  que  domina  todo  el  campó  del 
debate,  es  esta.  ¿Tienen  los  tribunales  federales  la  facultad  de  examinar 
y  calitícar  la  legitimidad  de  las  autoridades  de  los  Estados,  á  fin  de  de- 
ducir de  esa  calificación  su  competencia  ó  incompetencia?  Analizar  es- 
ta cuestión  abstracta,  resolverla  conforme  á  los  principios  constitucio- 
nales, es  revocar  la  sentencia  de  aquel  juez,  condenando  los  fundaniea- 
tos  en  que  se  apoya. 

Pero  antes  de  afrontarla,  debo  dejar  establecido  que  en  este  juicio 
no  se  trata  en  último  análisis  sino  de  esa  cuestión,  objeto  del  célebre 
amparo  de  Morelos  y  de  otros  de  la  misma  clase.  Aunque  el  Sr.  Lie.  Guz< 
man  se  ha  cuidado  mucho  de  mencionar  siquiera  en  su  demanda  de  am- 
paro la  incompetencia  de  origen,  diré  más  en  elogio  de  su  constitucio- 
nalismo, aunque  él  ni  siquiera  provocó  la  cuestión  de  si  la  autoridad 
ilegitima  es  incompetente,  es  lo  cierto  que  el  juez  no  solo  la  consideró 
sino  que  la  resolvió,  creyéndose  facultado  para  revisar  los  títulos  de  le- 
gitimidad de  la  Legislatura  de  Puebla.  En  su  sentencia  ese  juez  llama 
á  ésta:  «reunión  de  personas  que  con  preten.sioues  de  Legislatura  se 
erigió  en  Gran  Jurado,»  por  cuyo  motivo  declara  que  sa  veredicto  ha 
violado  la  parte  pt-imera  del  art.  16  de  ¡a  Constitución.     . 

Ante  semejantes  declaraciones  de  la  sentencia,  estéril  es  el  empeño 
con  que  el  apoderado  del  Sr.  Lie.  Guzmán,  en  su  último  escrito  á  la 
Corte,  ha  querido  demostrarnos  que  este  amparo  no  es  igual  al  de  Mo- 
relos, sino  que  hay  entre  ellos  diferencias  sustanciales,  porque  ea  éste 
no  se  disputa  de  la  validez  de  xtna  elección,  ni  se  pone  en  duda  la  irre- 
vocabilidad  de  las  declaraciones  de  los  colegios  electorales. 

Aunque  esto  es  cierto,  no  es  por  ello  menos  evidente  que  aquí,  en  es- 
ta ocasión,  se  ha  calificado  de  ilegitima  á  una  Legislatura  por  la  irregu- 
laridad de  su  instalació»,  y  esto  basta  para  ver  con  claridad  que,  abs- 
tracción hecha  de  las  causas  de  ilegitimidad,  se  ha  tratado  hoy  como  cdl 
el  caoO  de  Morelos,  de  saber  si  toda  autoridad  ilegitima  es  incompeten- 
te. A  pesar  de  los  hábiles  esfuerzos  de  aquel  apoderado  para  alejar  del 
presente  amparo  toda  semejanza  con  el  de  Morelos,  para  evitar  que  los. 
recuerdos  poco  gratos  de  éste  perjudiquen  su  causa,  la  sentencia  que 
calificó  de  ilegítima  á  la  Legislatura  de  Puebla,  nos  pone  frente  á  fren- 
te de  esta  cuestión:  ¿tiene  el  juez  que  esa  sentencia  pronunció,  facultad 
para  hacer  semejante  calificación?  Esto  dicho,  ya  no  se  necesita  más 
para  sentir  la  necesidad  del  análisis  de  la  cuestión  abstracta  que  he 
planteado;  de  la  cuestión  capital  de  este  amparo;  de  la  misma  cuestióa 
que  tanto  ruido  y  escándalo  hizo  cuando  se  calificó  de  ilegitimo  al  go- 
bernador del  Esfado  de  Merelos  en  1874.  ♦  « 

¿Tienen  los  tribunales,  lo  repito  seguro  ya  de  que  no  se  creerá  in- 
oportuna esta  cuestión,  la  facultad  de  examinar  y  calificar  la  legitínii- 
dad  de  las  autoridades  de  los  Estados,  para  deducir  de  esa  calificación, 
su  competencia  ó  incompetencia?  Para  resolver  negativamente  esta 
cuestión,  basta  leer  el  art.  117  de  la  ley  fundamental,  y  saber  que  en  to- 
dos los  preceptos  que  ella  contiene  no  hay  un  texto,  una  palabra,  una 
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sola  sílaba  que  dé  al  poder  jiidicifil  federal  la  facultad  ex'prena  de  re- 
visar los  títulos  de  legitimidad  de  las  autoridades  locales.  Supuesto  que 
«las  facultades  que  no  está  expresamente  concedidas  por  esta  Constitu- 
ción á  los  funcionarios  federales,  se  entienden  reservadas  á  los  Esta- 
dos, 1  y  supuesto  que  en  ninguna  parte  de  la  ley  funda'mental  se  da  á 
la  Corte  la  facultad  expresa  de  calificar  la  legitimidad  de  una  autori- 
dad local,  llámese  legislatura,  gobernador,  mag'istrado,  jefe  político,  al- 
calde ó  simple  coniisario  de  policía;  la  Icg'ica  con  su  poder  irresistible 
obliga  á  confesar  que  esa  facultad  queda  reaervada  á  los  Estados  por 
la  ConstituciÓ55. 

Ante  el  terminante  precepto  constitucional  que  acabo  de  citar,  deben 
eámudecer  todos  los  argumentos  de  deducción,  de  analogía,  de  minore 
ad  mojus  invocados  para  burlarlo;  ante  ese  precepto  deben  los  constitu- 
cionalistas  sinceros,  los  que  desean  de  verdad  el  imperio  de  la  ley  cons- 
titucional, deponer  hasta  sus  temores  por  los  peligros  del  sistema  fede- 
ral, que  creando  soberanías  locales,  establece  por  necesidad  la  í'rre.spo??- 
sabüidad.  de  sus  legislaturas  en  el  régimen  interior  de  ios  Estados,  y 
aun  puede  dar  ocasión,  como  la  dan  todas  las  instituciones  humanas,  á 
abusos  más  ó  menas  graves.  Exig:encia  de  principios  es,  ó  aceptar  el 
sistema  federal  con  todas  sus  ventajas  y  peligros,  ó  renegar  de  él  coii 
franqueza  proclamando  el  imperio  del  gobierro  central,  con  la  facultad 
de  corregir  los  abusos  que  puedan  cometer  las  autaridades  locales;  pe- 
ro llamarse  constitucionalistas,  acatar  el  precepto  del  artículo  117  y  sos- 
tener en  la  práctica  que  cuando  los  poderes  locales  abusen,  á  juicio  de 
los  funcionarios  federales,  pueden  éstos,  sin  tener,  facultad  expresa,  in- 
gerirse en  el  régimen  interior  de  los  Estados,  es,  á  mi  juicio,  una  incon- 
secuencia de  imposible  justificación. 

Aquellos  argumentes  deben  enmudecer,  repito,  ante  el  precepto  del 
artículo  117,  porque  éste  se  escribió  precisamente  para  garantizar  la  so- 
beranía que  á  los  Estados  deja  la  Constitución,  contra  todo  ataque,  toda 
violencia,  so  pretexto  de  inferencias,  de  analogías,  de  conveniencias;  so 
pretexto  de  amparar  á  los  Estados  contra  la  tiranía  de  las  legislaturas 
y  el  desxjotismo  délos  gobernadores.  Precisamente  para  que  estos  ar- 
gumentos no  prevalecieran  alguna  vez  contraía  soberanía  de  los  Está- 
dos;  precisamente  para  que  por  los  temores  de  los  abiisos  de  las  autori- 
dades locales  (aunque  fueran  temores  inspirados  en  la  mejor  fe  y  no  in- 
trigas para  hacer  triunfar  la  política  federal  en  los  Estados),  no  te  des- 
conocieran jamás  las  consecuencias  del  régimen  federal,  el  artículo  117 
declaró  de  la  manera  más  solemne,  que  no  argumentos  sino  textos  cons- 
titucionales expresos,  se  necesitan  para  declarar  que  competen  á  lo.s 
poderes  federales  facultades  que  los  Estados  les  disputen,  para  recono- 
cer en  aquellos  el  ejercicio  legítimo  de  la  autoridad  y  tío  \xna  usurpa- 
ción de  poder,  una  invasión  en  el  régimen  interior  de  los  Estados. 

La  deniostración  que  acabo  de  hacer  es  por  si  sola  concluyente, por- 
que ella  hiere  de  muerte  á  cuantas  razones  tomadas  déla  interpretación 
se  aduzcan,  para  suplir  con  ellas  un  texto  expreso  que  no  existe  y  que 
den  á  la  Corte  la  facultad  de  caUficar  la  legitimidad  de  las  autoridades 
locales;  y  concluyente,  además,  porque  no  siendo  entre  sí  contrarios  los. 
artículos  1,  16,  4Í,  101,  109,  126  y  el  117,  es  evidente  que  la  interpreta- 
ción, que  la  concordancia  de  aquellos  no  puede  llegar  hasta  el  extremo 
de  destruir  el  precepto  contenido  en  éste.  Pero  yo  no  debo  contentar- 
me con  esa  demostración  general,  sino  que  me  es  necesario  dar  cumpli- 
da y  especial  respuesta  á  los  argumentos  que  en  este  debate  se  han  es- 
tado haciendo  en  favor  de  la  teoría  que  impugno. 

Ha  dicho  uno  de  los  señores  Magistrados  que  él  reconoce  y  acata  la 
soberanía  que  á  los  Estados  reservó  la  Constitución,  pero  que  esa  so- 
beranía no  es  la  internacional  que  existe  en  Franciaj  Inglaterra  y  de- 

1    A\%  117  de  la  Ocnstituciia- 
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mas  naciones  independientes,  sino  la  muy  reducida  que  nuestra  ley  fun- 
damental consigna  para  Estados  que  no  forman  más  que  una  sola  na 
ción.  En  comprobación  de  esta  verdad,  aquel  señor  Magistrado  ha  cita 
do  los  artículos  111  y  112  de  la  Constitución,  que  imponen  prohibiciones 
á  la  soberanía  local,  y  ha  hecho  la  más  brillante  impugnación  del  ab- 
surdo de  pretender  que  Guánajuato  tenga  una  soberanía  ie'ual  ?^  la  de 
los  Estados  Unidos. 

Como  nadie  niega  ni  pone  en  duda  estas  verdades,  yo,  uno  de  los 
defensores  de  la  soberanía  de  los  Estados,  solo  debo  declarar  que  se 
adultera  la  teoría  que  sostengo  cuando  para  impugnarla,  se  la  presenta 
tan  monstruosa  como  en  este  debate  se  la  ha  supuesto.  Yo  jamás  he 
querido  sostener  que  los  Estados  tengan  la  soberanía  que  el  derecho  de 
gentes  reconoce  en  las  naciones  independientes,  ni  que  ellos  no  tengan 
prohibiciones;  lo  que  si  sostengo  es,  que  fuera  de  esas  prohibiciones  ex- 
presadas en  la  Constitución,  los  poderes  federales  no  pueden  crear  otras 
nuevas  para  restringir  más  la  soberanía  que  la  ley  fundamental  dejó  á 
los  Estados.  Hecha  esta  sencilla  explicación;  la  argumentación  del  se- 
ñor Magistrado  á  que  me  he  referido,  no  prueba  que  la  Corte  tenga  una 
facultad  que  le  niega  el  artículo  117  del  Código  fundamental. 

Este  mismo  señor  Magistrado  ha  invocado  los  artículos  41  y  109  en 
apoyo  de  sus  opiniones.  Cree  que  la  forma  de  gobierno  republicano  re- 
presentativo popular,  se  pierde,  queda  destruida  cuando  en  un  Estado 
se  comete  alguna  irregularidad  en  el  nombramiento  ú  organización  de 
sus  poderes:  cree  que  cuando  una  constitución  local  se  ha  violado,  en 
esas  hipótesis,  por  los  poderes  de  los  Estados,  es  caso  de  la  competencia 
de  las  autoridades  federales  proveer  de  castigo  ó  de  remedio  á  esa  vio- 
lación. Discrepo  por  completo  de  esas  opiniones  y  tengo  que  dar  las 
razones  en  que  fundo  las  mías. 

Mucho  tiempo  hace  que  entre  nosotros  se  ha  invocado  el  artículo  109 
de  la  Constitución  para  mantener  la  ingerencia  de  la  autoridad  federal 
en  el  régimen  interior  de  los  Estados,  so  pretexto  de  que  estos  atentan 
contra  la  forma  de  gobierno  republicano  representativo  popular.  La  in- 
terpretación que  se  da  á  este  articulo  en  un  sentido  que  legitima  todas 
las  invasiones  federales  en  la  soberanía  local,  no  es  aceptable  ni  compa- 
tible con  otros  textos  constitucionales.  Desde  1870,  cuando  tuve  yo  la 
honra  de  defender  la  soberanía  atacada  de  Jalisco,  di  satisfactoria  res- 
puesta á  esa  argumentación;  me  permito  trascribir  lo  que  entonces  ex- 
puse, siquiera  porqué  nada  mejor  puedo  decir  que  lo  que  dicen  las  res- 
petables autoridades  que  entonces  cité.  Trataba  de  fijar  el  verdadero 
sentido  del  artículo  109,  y  concordándolo  con  el  texto  americano  de  don- 
de está  tomado,  raciocinaba  del  modo  siguiente: 

«Exponiendo  Madison  el  verdadero  sentido  de  aquella  ley  (la  sec.  4'* 
del  art.  4s  de  la  Constitución  americana,  de  donde  nuestro  art.  109  fué 
tomado),  se  expresa  con  estas  palabras:  «La  autoridad  (del  poder  fede- 
ral) no  se  extiende  más  que  á  garantir  la  forma  republicana  de  gobier- 
no, lo  que  supone  que  hay  un  gobierno  preexistente  de  esta  forma,  que 
debe  ser  asegurado.  En  tanto,  pues,  que  esa  forma  republicana  se  con- 
serve en  los  Estados,  ella  debe  ser  afianzada  por  la  Constitución.  Estos 
pueden  alterar  ¡sUS  constituciones  y  adoptar  otras  formas  republicanas^ 
y  tienen  el  derecho  de  pedir  para  éstas  la  garantía  federal.  J^@°"  La  úni- 
ca restricción  que  se  les  i'tnpone,  es  que  no  cambien  sus  constituciones 
republicanas  por  las  anti-republicanas.))  ^  "^g  Esto  se.  escribió  desde 
1788,  y  tales  doctrinas  han  seguido  admitiéndose  tradicionalmente  en 
aquel  país  y  profesándose  con  tal  respeto,  que  Story,  el  célebre  comen- 
tador de  la  Constitución  americana,  copia  las  palabras  de  Madison  sin 
cambio  alguno.»  2 


1  The  Federalist,  núm.  43. 

2  Story,  Comm-  on  Amer-  ConEtft:.  núm.  1817' 
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«Otro  publicista  que  acaba  de  escribir  en  1868  una  obra  de  verdad 
notable,  habla  así  sobre  esta  materia:  «La  forma  republicana  es  la  opues- 
ta á  la  monárquica  ó  aristocrcática  Los  Estados  tienen  el  dere- 
cho de  establecer  nuevas  formas  republicanas:  lo  que  no  puden  hacer  es 
adoptar  constituciones  anti-republicanas.»  ^  Este  mismo  autor  confiesa 
que  aquella  frase  «forma  republicana,»  es  aúíi  indefinida:  ubitt  this  still 
leaves  the  term  undefined.n  El  principio  representativo,  por  ejemplo,  es 
de  esencia  en  esa  forma  republicana;  pero  si  el  derecho  electoral  debe 
ser  universal  ó  tener  ciertas  resti-icciones,  si  los  electores  debe:i  tener 
estas  ó  las  otras  cualidades,  «no  está  aún  determinado  y  puede  ser  re- 
suelto según  las  circunstancias.»  Put  upon  ivhom  the  electiva  franchise 
shall  be  conferred  is  not  defined^  and  rnust  be  controUed  by  circunstan- 
ces.n  2  Hay  ciertos  principios  que  atacan  en  su  esencia  la  forma  repu- 
blicana; por  ejemplo,  la  sucesión  hereditaria  del  poder;  la  Constitución 
federal  no  permite  que  una  constitución  local  sancione  tales  principios; 
pero  hay  consecuencias  más  ó  menos  remotas  de  la  forma  republicana,, 
como  la  extensión  del  derecho  electoral  de  que  se  ha  hablado,  y  que  se 
pueden  adoptar  en  uno  ú  otro  sentido  sin  que  la  ley  federal  lo  prohiba. 
En  aquel  caso, la  intervención  de  los  poderes  de  la  Unión  es  constitucio- 
nal é  inexcusable:  en  este  otro  seria  atentatoria  y  criminal.» 

«Esta  es  la  doctrina  americana  fielmente  observada  desde  elsiglopa- 
sado:  cuando  al  principio  republicano  se  quiere  sustituir  el  monárquica 
ó  el  aristocrático;  cuando,  como  dice  Medison,  «se  cambia  la  Constitu- 
ción republicana  por  la  antirepublicana;»  cuando,  como  enseña  Calhoun, 
«los  gobernantes  intentan  usurpar  el  poder  y  subvertir^  la  forma  de 
gobierno  republicano ,i)  entonces  y  solo  entonces  es  licita  la  interven- 
ción federal.  No,  pues,  toda  usurpación  está  reputada  en  los  Estados 
Unidos  como  un  ataque  á  la  forma  republicana,  para  el  efecto  de  que 
esa  intervención  se  ejerza,  y  lejos  de  ello,  los  Estados  g'ozan,  en  su  so- 
beranía, de  la  libertad,  del  derecho  de  castigar  á  la  autoridad  que  usur- 
pa atribuciones  ajenas:  el  delito  de  usurpación  de  atribuciones,  ni  ea 
los  Estados  Unidos  ni  en  ninguna  parte,  puede  confundirse  con  el  aten- 
tado de  subvertir  la  forma  de  gobierno,  con  el  propósito  de  constituir 
monárquicamente  á  un  pueblo  republicano,» 

Y  luego  más  adelante  agregaba  yo:  «Si  una  legislatui'a  decretara  la 
forma  monárquica  en  un  Estado,  y  el  gobernador  y  las  autoridades  la 
desobedecieran,  bien  haría  el  Ejecutivo  en  no  prestar  sus  armas  á  esa 
legislatura  para  menoscabar  las  instituciones;  pero  si  ella  prorroga  un 
periodo  de  sesiones,  si  justo  ó  injusto  pronuncia  un  veredicto  y  se  la 
desconoce,  negar  la  protección  que  pida  so  pretexto  de  que  «su  proce- 
dimiento conduce  á  la  usurpación  y  ataca,  por  tanto,  la  forma  republi- 
cana,» es  sujetarla  en  todos  sus  actos  á  la  tutela  del  poder  federal,  es 
obligarla,  si  no  quiere  soportar  el  ridículo  de  que  sus  determinaciones 
sean  burladas,  á  someterse  á  la  humillación  de  consultar  siempre  al  po- 
der federal  si  juzga  que  tal  ó  cual  acto  ataca  la  forma  republicana.  Es- 
t.o.  bqio  el  imperio  de  la  ley  federal,  no  puede  sostenerse.»  3 

v^reo  que  después  de  lo  que  acabo  de  leer  y  que  no  he  visto  satisfac- 
toriamente impugnado,  puedo,  auroi'izado  con  los  nombres  de  Madisoa^ 
Calhoun,  Story  y  Paschal,  negar  que  el  articulo  109  de  la  Constitusióa 
tenga  ese  latísimo  sentido  que  se  le  dá,  y  en  virtud  del  cual  pudiera  eí 
poder  judicial  federal  ir  hasta  calificar  la  legitimidad  de  las  autoridades 
locales. 

,  El  artículo  41  es  aún  menos  á  propósito  para  obtener  este  resultado. 
El,  lejos  de  negar,  establece  la  soberanía  local:  él  mirca  dos  órbitas 
dentro  de  las  que  deben  girar  las  dos  soberanías  que  proclama,  la  fede- 

Paschal- Aunotateu  ,jjj3C!tütíoñ."mis.  233.  "'  ..^  .„.._... 
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ral  y  la  local,  órbitas perfectameniieindependieiites:  él, lejos  de  autorizar 
colisiones  entre  ésos  poderes,  permitiendo  que  el  fede''al  entre  en  el  rá- 
gitnen  interior  de  los  Estados,  las  previene  y  las  prohibe,  mandando  qtie 
ese  poder  federal  se  ejerza  en  los  casos  de  su  competencia,  es  decir,  se- 
g-ún  las  atribuciones  y  facultades  que  expresamente  le  da  la  Constitu- 
ción federal,  y  ordenando  también  que  el  poder  de  los  Estados  no  tras- 
pase los  limites  que  la  misma  Constitución  le  fijó,  sino  que  ejerza  sus 
atribuciones  en  los  términos  respectivamente  establecidos  por  esa  Cons- 
titución y  las  particulares  de  los  Estados,  las  que  no  pueden  autorizar 
la  invasión  del  poder  local  en  la  órbita  federal.  Y  siendo  esto  cierto,  co- 
mo creo  que  lo  es,  el  articulo  41  no  sólo  no  autoriza  la  teoria  que  com- 
bato, sino  que  prohibe  al  poder  judicial  federal  investig-ar  la  legitimi- 
dad de  una  autoridad  local,  porque  esta  investigación  no  es  caso  de  sií. 
competencia;  supuesto  que  para  ello  no  tiene  facultad  expresa,  condi- 
ción esencial  según  el  artículo  117,  para  que  el  poder  federal  pueda  ha- 
cer algo  que  restrinja  la  soberanía  de  los  Estados 

Otro  de  los  señores  Magistrados  que  han  tomado  parte  en  el  débate 
me  ha  contestado  que  todas  estas  razones  serían  muy  conducentes  para 
defender  mis  opiniones  en  1870;  pero  qtie  hoy  no  se  pueden  invocar  des- 
pués de  la  reforma  del  artículo  72  de  la  Constitución,  reforma  que  fa- 
cultó al  Senado  para  intervenir  en  el  régimen  de  los  Estados  en  ios  ca- 
sos y  términos  que  demarcan  las  fracciones  V  y  VI,  letra  B,  del  expre- 
sado artículo  72.  No  debo  yo  repetir  la  sólida  argumentación  que  acabo 
de  exponer,  y  que  previene,  qiie  da  también  satisfactoria  contestación 
á  esa  réplica  tomada  de  estos  textos  que  afirman  la  incompetencia  de  la 
Corte  en  los  casos  aludidos  por  aquel  señor  Magistrado,  supuesto  que 
para  ellos  la  Constitución  solo  da  competencia  al  Senado.  Pero  sí  me 
creo  obligado  á  decir  que  esa  reforma  no  ha  suprimido  el  régimen  fe- 
deral, no  ha  dado  muerte  á  la  soberanía  local  como  se  ha  indicado:  ella, 
es  cierto,  ha  sido  restringida,  pero  existe  reconocida  .por  el  Código  fun- 
damental, sin  que  ella  se  pueda  equiparar  á  la  ínunicipal  ó  individual- 
de  que  se  ha  hablado,  y  esto  por  la  sencilla  razón  de  que  éstas  no  están 
como  aquella  consagradas  por  la  Constitución. 

Antes  de  pasar  adelante  tengo  que  hacer  una  manifestación  á  que 
mi  conciencia  política  me  obliga.  Yo  creo  que  esas  fracciones  V  y  VI 
del  artículo  72  dieron  rudo  golpe  á  la  soberanía  de  los  Estados,  ensaa- 
chando  indebidamente  la  esfera  de  acción  del  poder  federal.  En  mi  sen- 
tir, esas  facultades  dadas  al  Senado,  han  sido  una  de  las  causas  de  la 
revolución  que  derrocó  á  la  anterior  Administración,  y  creyéndolo  asi, 
he  hecho  cuanto  en  mi  posibilidad  ha  estado  para  que  se  restablezca  el 
equilibrio  entre  los  poderes  federal  y  local,  perturbado  por  completa 
con  laingerencia  dada  al  Senado  en  las  cuestiones  locales.  Esto  no  obs- 
tante, en  mi  calidad  de  Magistrado,  no  puedo  negar  la  fuerza  obligato- 
ria que  tienen  los  textos  constitucionales  de  que  estoy  hablando  miea- 
tras  elles  no  se  deroguen  en  la  forma  que  la  Constitución  previene. 

En  el  curso  del  debate  se  ha  sostenido  que  toca  á  cada  uno  de  les; 
poderes  supremos  de  la  Unión  determinar  el  límite  de  sus  atribuciones^ 
y  que  esto,  sobre  todo,  es  propio  de  la  Corte,  como  supremo  intérprete 
de  la  Constitución,  deduciendo  de  esta  aseveración  que  es  de  la  compe- 
tencia de  este  tribunal  decidir  que  puede  calificar  la  legitimidad  de  las. 
autoridades  locales.  Tengo  también  la  pena  de  no  estar  conforme  coa 
esas  opiniones,  que  en  mi  sentir,  minan  por  su  base  las  instituciones^ 
que  nos  rigen. 

Es  cierto  que  la  Corte  es  el  supremo  intérprete  de  la  Constitución^ 
es  cierto  que  tiene  facultades  para  decidir  las  controversias  que  se  sus- 
citen sobre  aplicación  de  las  leyes  federales-,  ^  pero  de  esto  no  se  infiere 
ni  con  mucho  que  ese  poder  de  interpretación  llegue  hasta  marcar  los, 

I   Art.  97  d«  la  ConstitDirióa. 
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UtDÍtes  de  las  facultades  de  ese  tribunal;  que  ese  poder  de  interpreta- 
ción qiiede  ilimitado  en  una  Constitución  escrita,  precisamente  para 
que  ningima  autoridad  ilimitada  en  sus  atribuciones,  pudiera  llegar 
hasta  lo  arbitrario.  Prescindiendo  de  que  esta  teoria  que  estoy  comba- 
tiendo se  opone  esencialmente  á  los  fines  de  una  Constitución  que  mar- 
ca los  limites  de  cada  poder,  para  impedir  los  abusos  de  autoridad,  para 
evitar  que  la  tirania,  el  capricho  del  gobernante  se  sobreponga  á  la  ley, 
ella  es  por  completo  inadmisible  porque  está  condenada  por  el  articulo 
117  de  la  Constitución:  segiín  él,  la  Corte  no  puede  tener  más  facultades 
con  relación  á  los  Estados  qxie  las  que  le  están  expresamente  concedi- 
das; su  poder  de  interpretación  no  puede,  pues,  invocarse  nunca,  para 
ensanchar  según  su  criterio  el  círculo  de  sus  propias  facultades. 

Esta  teoria  habia  ya  sido  objeto  de  debate  en  la  Corte  en  1874,  y  ella 
se  discutió  también  por  la  prensa  con  motivo  del  amparo  de  Morelos. 
Sabe  el  público  que  aquella  Corte  «llegó  á  convenir  por  un  acuerdo  ge- 
neral del  que  solo  se  separó  una  pequeña  minoría,  en  que  la  Corte  po- 
día explorar  la  legitimidad  de  laá  autoridades  de  los  Estados  cuando 
funcionasen  en  abierta  infracción  de  la  Constitución  general;»  i  y  sabe 
igualmente  el  público  que  cuando  la  prensa  de  la  capital  y  de  los  Esta- 
dos alarmada  con  esas  pretensiones  de  poder  arbitrario  de  la  Corte,  le 
neg'aba  tal  facultíid  de  interpretar  asi  la  Constitución,  ella,  por  medio 
de  su  presidente,  defendía  su  acuerdo  en  estos  términos: 

«No,  jamás  incurrirá  la  Corte  en  el  absurdo  de  creer  que  está  en  su 
caprichoso  arbiti^io  considerar  y  declarar  la  ilegitimidad  de  la  autoridad 
de  los  Estados.   Ni  siquiera  presumirá  que  cabe  en  su.'<  facultades  to- 
mar en  cuenta  Jg@°  las  ilegitimidades  de  todo  género  "®a  de  que  aque- 
llas pueden  adolecer.  Lo  que  se  presenta  con  el  carácter  de  regla  gene- 
ral, es,  por  el  contrario,  una  excepción  limitada  g®"  d  un  solo  caso.»  °^a 
«La  doctrina  de  la  Corte  se  reduce  á  consignar  el  principio  de  que 
cabe  en  stis  atribuciones  desconocer  como  legítima  la  autoridad  de  un 
Estado  cuando  está  funcionando,  sin  que  haya  sido  elevada  al  poder  en 
virtud  del  voto  popular,  por  no  haber  habido  elecciones  debiendo  ha- 
berlas; ó  cuando  en  las  elecciones  habidas  se  ha  infringido  la  Constitu- 
ción federal;  ó  cuando  en  ellas  no  se  ha  procedido  en  los  términos  esta- 
blecidos por  las  constituciones  particulares  de  los  Estados  en  materia 
electoral.  Aunque  por  vía  de  explicación  se  ponen  aquí  tres  casos  dis- 
tintos, en  realidad  están  reducidos  á  uno  solo,  que  es  el  de  infracción 
de  la  Constitución  federal,  porque  ésta  se  infrinje  cuando  faltan  las  elec- 
ciones debiendo  haberlas,  ó  cuando  se  viola  la  constitución  particular' 
de  un  Estado  en  materia  electoral»  Y  todas  estas  observaciones  con- 
cluían con  esta:  «Donde  menos  es  de  temerse  el  abuso  de  la  Corte  eseii. 
asuntos  en  qwse  marca  ella  misma  el  límite  de  que  no  ha  de  j^asar».'^- 
Como  la  mejor  impugnación  de  la  teoría  que  combato,  puedo  hoy 
presejitar  la  detensa  que  de  ella  se  hizo  en  1874.  Efectivamente,  en  el 
limite  que  la  Corte  se  marcó  en  esa  época,  no  cabía  calificar  las  ilegiti- 
midades de  todo  género  délas  autoridades  locales,  sino  que  esa  califi- 
cación debía  limitarse  á  un  solo  caso,  cuando  en  la  elección  de  esas  au- 
toridades se  intrinjia  la  Constitución  federal  ó  la  particular  del  Estado. 
El  caso  del  presente  amparo,  en  que  se  reconoce  que  no  hay  vicio  algu- 
no en  la  elección  de  diputados,  debía,  pues,  estar  fuera  de  ese  límite, 
puesto  que  aquí  se  trata  de  ilegitimidad  de  otro  género.   Sin  embargo, 
se  intenta  aún  ensanchar  el  acuerdo  general  de  1874,  y  con  ello  se  debe 
temer  muy  fundadamente  que  en  donde  más  la  Corte  puede  abusar  es 
en  aquellos  negocios  en  que  se  marca  ella  inisma  el  limite  de  que  noha 
de  pasar.  Está  visto;  hoy  se  trata  de  pasar  el  límite  marcado  ea  1874,  j 
esto  bastaría  para  persuadirse  de  que  cuando  no  es  la  ley  quien  defcer» 

1  Estudio  constitucional  sobre  las  facultades  de  la  Corte  de  Justicia  por  el  Sr.  Iglesias i  pág- 13* 

2  Folleto  citadoj  páginas  49i  50  y  52. 


63 

mina  el  limite  de  las  facultades  del  poder,  sino  que  éste  se  arroga  las 
^ue  le  parecen  convenientes,  comienza  el  imperio  de  lo  arbitrario,  el  ré- 
gimen del  capricho,  que  no  es  posible  defender  en  un  país  reg-ido  por 
wna  Constitución  escrita,  que  no  solo  fija  el  limite  hasta  donde  se  extien- 
den las  facultades  de  cada  poder,  sino  que  establece  dos  soberanías, 
asignándoles  órbitas  distintas  é  independientes  dentro  de  las  que  deben 
g^irar  sin  peligro  de  colisión. 

Para  ver  en  toda  su  deformidad  la  teoría  de  que  la  Corte  además  de 
Jas  facultades  expresas  que  le  da  la  Constitución,  puede  ejercer  aque- 
llas que  ella  misma  se  arrogue  como  supremo  intérprete  de  ésta,  basta 
considerar  á  este  tribunal  investido  de  la  suma  de  poder  necesario  pa- 
ra calificar  las  ilegitimidades  de  todos  los  funcionarios  de  la  República, 
desde  el  agente  de  policía,  con  el  fin  de  averiguar  si  es  autoridad  com- 
petente para  aprehender  á  un  ladrón  ratero,  hasta  el  Congreso  de  la 
Unión,  para  determinar  su  competencia  al  votar  una  ley.  Veamos,  pues, 
de  cerca  á  la  Corte,  funcionando  con  semejantes  facultades,  y  para  que 
se  palpe  en  toda  su  desnudez  no  solo  lo  despótico  y  arbitrario,  sino  lo 
verdaderamente  anárquico  y  monstruoso  de  tal  poder,  concedamos  que 
aqui  se  puedan  examinar  los  títulos  de  legitimidad  de  las  autoridades  lo 
mismo  por  defectos  electorales,  que  por  falla  de  cumplimiento  de  los 
preceptos  de  un  reglamento  de  debates;  ora  por  vicios  en  el  nombramien- 
to, ora  por  falta  de  algún  requisito  en  el  nombrado,  etc.,  etc.  ¿Qué  su- 
cedería cuando  la  Corte  gozase  de  tanto  poder  que  ningún  titulo  de  em- 
pleado, autoridad  ó  funcionario  fuera  irrevocablemente  legitimo,  sino 
cuando  este  tribunal  le  piisiese  su  «Visto  Bueno?» 

Desde  luego  la  soberanía  de  los  Estados,  en  asuntos  de  nombrarcien- 
tos  de  autoridades  locales,  desaparecía  por  completo.  Yo  no  repui-  so- 
"berano  á  aquel  cuyos  actos  esténsujetos  á  la  rev'sión  de  un  amo  ó  i  i.tor 
porque  solo  por  burla  ó  sarcasmo  se  puede  llamar  soberano  á  quien  de- 
pende de  otro.  Es  cierto,  lo  repetiré  para  prevenir  un  argumento  que  va 
he  contestado,  que  los  Estados  no  tienen  una  soberanía  absoluta;  i^ero 
es  también  evidente  que  entre  las  limitaciones  que  la  Constitución  les 
impuso,  no  está  expresa  la  de  que  el  nombramiento  de  sus  autoridñles 
Bea  calificado  por  algún  poder  federal.  Dejarían,  pues,  los  Estados  de 
ser  soberanos  sobre  esta  materia,  desde  el  momento  en  que  la  Corte,  in- 
giriéndose  en  el  régimen  interior  de  ellos,  decidiese  quiénes  son  autori- 
dades legitimas  ó  ilegítimas. 

Pero  no  sería  esto  todo,  sino  que  las  consecuencias  de  aquella  teoria 
irían  más  lejos:  irían  hasta  herir  de  muerte  la  independencia  de  los  po- 
deres federales  mismos.  El  Presidente  de  la  República,  el  Congreso  de 
la  Unión,  quedarían  subordinados  á  la  Corte  de  Justicia,  dependiendo 
de  ésta  nada  menos  que  en  la  revisión  de  sus  títulos  de  legitimidad,  es 
decir,  en  su  existencia  misma  constitucional.  No  hay  necesidad  de  demos- 
trar que  en  tal  hipótesis  toda  independencia  es  miposible. ..... 

Los  defensores  de  esa  teoría  no  declinan  estas  consecuencias,  sino 
por  el  contrario,  las  aceptan  como  emanación  del  principio  que  sostie- 
nen, como  se  ha  dicho  en  este  debate.  Pero  yo,  sin  temor  de  equivocar- 
me, puedo  asegurar  que  no  piensa  asi  el  país,  que  quiere  la  estabilidad 
de  los  gobiernos  de  la  Unión  y  de  los  Estados,  como  elemento  necesario 
de  la  paz  pública;  más  aún:  puedo  asegurar  que  principios  que  tales  con- 
Becuencias  engendran  tienen  la  reprobación  universal. 

Y  para  verlo  asi  con  toda  claridad,  puedo  preguntar  ¿qué  adminis- 
-tración,  qué  justicia,  qué  paz,  qué  existencia,  en  fin,  puede  ser  la  de  un 
Estado,  la  de  una  Nación  que  nunca  llegue  á  tener  la  segui'idad  de  que 
son  estables  los  funcionarios  públicos?  Y  en  un  país  tan  trabajado  como 
el  nuestro  por  las  revoluciones,  ¿qué  garantía  se  puede  dar  de  que  los 
amparos  por  ilegitimidad  no  sean  sino  armas  de  que  se  valgan  los  par- 
tidos vencidos  para  derrocar  á  los  vencedores?  ¿Qué  garantía  pueile  ha- 
ber de  que  la  pasión  política  no  se  introduzca  á  este  tribunal  á  dict,ir 
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fallos  que  solo  la  justicia  debe  inspirar? No;  esencialmente  anár- 
quico \  subversivo  sería  todo  esto.  Nuestra  constitución  no  sanciona, 
sino  que  por  el  contrario,  reprueba  en  muchos  textos  esa  subordinación 
de  todos  los  poderes  á  la  vohmtad  de  la  Corte;  esas  facultades  ilimita- 
das de  ésta  para  herir  en  el  corazón  á  la  autoridad  á  quien  califique  dé 
ilegítima;  ese  sistema  de  confusión  de  los  poderes  piiblicos.  Si  la  Conss* 
titución  de  la  Eepiíblica  esto  no  hiciera,  ello  bastaría  para  reputarla  di- 
solvente del  orden  social. 

En  ninguna  Constitución,  que  yo  conozca,  está  admitido  ese  sistema. 
liOS  publicistas  ingleses  calificarían  de  absurda,  más  aú.n,  de  loca,  la  pre- 
tensión de  que  un  tribunal  decidiese  de  la  legitimidad  del  Rey  ó  del  Par- 
lamento. La  Constitución  americana  tampoco  permite  que  la  Suprema 
Corte  intente  siquiera  tal  calificación  respecto  del  Presidente  ó  del  Con- 
greso. Las  graves  disputas  qi;eha  motivado  la  reciente  elección  del  pre- 
sidente Hayes,  nunca  se  han  llevado  á  la  decisión  de  la  Corte,  y  el  he- 
cho elocuentísimo  de  que  entre  los  recursos  aun  extraconstitucionales 
de  que  se  ha  hecho  uso  para  resolver  esa  dificultad,  no  se  cuenta  el  de 
apelación  á  la  Corte  para  que  califique  la  legitimidad  de  ese  funciona- 
rio, es  la  prueba  más  completa  de  mi  aserto.  En  las  diversas  Constitu- 
ciones que  la  Francia  republicana  se  ha  dado,  que  la  misma  Francia  re- 
volucionaria ha  tenido, nada  hay  tampoco  que  autorice  á  sus  tribunales 
á  examinar  y  desconocer  la  legitimidad  de  los  poderes  pviblicos. 

¿Serían  solo  los  constituyentes  mexicanos  los  que  tuvieron  el  triste 
privilegio  de  inventar  un  sistema  capaz  por  sí  solo  de  derrocar  al  go- 
bierno más  sólidamente  establecido,©  inventarlo  para  un  país  oue  tanto 

necesita  de  la  represión  del  espíritu  revolucionario? Por  lo  que 

á  mí  toca,  declaro  que  cuando  voté  el  artículo  16  de  la  Constitución,  es- 
tuve muy  lejos  de  imaginar  siquiera  que  de  sus  palabras  «autoridad 
competente,»  á  fuerza  de  argumentos  y  dediicciones,  se  sacara  como  úl- 
tima conscuencia  la  facultad  para  la  Corte  de  desconocer  magistrados, 
gobernadores,  presidentes,  congresos,  etc. 

Eeputo  lo  dicho  bastante  á  demostrar  que  el  poder  de  la  Corte  para 
jxizgar  de  la  legitimidad  de  los  funcionarios,  «sin  más  límite  que  el  que 
ella  se  marque,»  constituiría  no  solo  un  poder  inconstitucional,  como  re- 
probado por  los  artículos  50,  60  y  117  de  la  Constitución;  no  solo  arbitra^ 
rio  y  despótico,  porque  así  se  llaman  los  poderes  que  no  tienen  más  li- 
mites que  su  propia  voluntad;  no  solo  anárquico,  porque  no  podría  ha- 
ber estabilidad  en  el  Gobierno  ni  confianza  en  la  paz,  sino  monstruoso 
hasta  el  punto  de  erigir  una  verdadera  dictadura  judicial,  sin  preceden- 
te en  los  anales  de  la  tiranía. 

Uno  de  los  señores  magistrados  me  ha  replicado  á  estas  observacio- 
nes, diciendo  que  la  tiranía  de  la  Corte  no  podría  nunca  ser  temible  ni 
perjudicial  al  pueblo,  porque  no  teniendo  armas  ni  dinero,  carecería  de 
los  elementos  de  poder  de  que  los  tiranos  abusan.  Yo  no  discutiré  hasta 
dónde  sea  temible  una  tiranía  judicial,  porque  ni  es  esta  la  cuestión,  ni 
puedo  creer  que  haya  alguien  en  México  que  suponga  siqíiiera  que  nues- 
tra Constitución  permita  una  sola  tiranía  en  los  poderes  pxiblicos,  por 
más  inocente  é  inofensiva  que  sea.  El  punto  que  yo  he  querido  analizar 
y  demostrar,  es  este:  la  Corte,  que  no  tiene  más  facultades  que  las  que 
la  Constitución  expresamente  le  concede,  no  ptiede  invocar  poderes  ar- 
bitrarios para  calificar  la  legitimidad  de  las  autoridades  locales,  sin  cons- 
tituir una  dictadura  judicial,  despótica  y  tiránica,  cosa  que  la  Constitu- 
ción no  consiente  por  más  que  tal  tiríania  fuera  inofensiva,  cosa  quedis- 
ta  mucho  de  ser  exacta. 
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II 

Me  propongo  examinar  otra  grave  cuestión  qtie  este  amparo  provo- 
ca, cuestión  tan  intimamente  ligada  con  la  que  tanto  me  ha  ocupado, 
que  pudiera  decirse  que  ambas  no  son  sino  una  misma.  Quiero  hablar 
de  la  interpretación  que  se  ha  dado  á  la  primera  parte  del  artículo  16 
de  la  Constitución,  criando  lo  que  se  ha  llamado  incompetencia  de  ori- 
gen, para  así  hacer  caber  éntrelas  facultades  constitucionales  de  laCor- 
te  la  calificación  de  la  legitimidad  de  las  autoridades. 

Para  entender  et-e  artículo  en  el  sentido  de  que  él  comprenda  no  so- 
lo la  competencia,  sino  la  legitimidad  de  la  autoridad,  ha  sido  preciso 
inventar  una  frase  que  no  tiene  sentido  jurídico,  que  no  ha  sido  conoci- 
da en  el  foro,  sino  hasta  que  se  comenzaron  á  tratar  amparos  como  el 
de  Morelos.  Se  ha  dicho  que  donde  no  hay  legitimidad  en  la  autoridad, 
tiene  esta  incompetencia  de  origen.  ¿Qué  quiere  esto  decir  en  el  lengua- 
je forense?  ¿En  qué  ley,  en  qué  doctrina  se  habla  de  la  incompetencia 
de  origen'?  Trabajo  costaría  citar  un  solo  autor  para  quien  fuera  cono- 
cida esa  incompetencia Esa  frase  no  tiene  sino  esta  inteligencia 

que  es  á  la  vez  su  historia:  como  el  articulo  16  habla  solo  de  la  compe- 
tencia, y  no  de  la  legitimidad,  cuando  se  quiso  juzgar  de  ésta,  lo  mismo 
que  de  aquella,  se  llamó  á  la  ilegitimidad  incompeiencia  de  origen,  0.^:%- 
yendo  asi  suplir  el  silencio  del  precept®  constitucional  y  facultar  á  los 
tribunales  federales  para  revisar  los  títulos  de  las  autoridades.  Es  con- 
veniente no  olvidar  estas  indicaciones  históricas,  para  comprender  el 
tormento  que  se  ha  dado  al  artículo  16  con  el  fin  de  interpretarlo  en  uu 
sentido  que  no  tiene,  que  no  puede  tener. 

Los  que  creen  que  para  juzgar  de  la  competencia  de  la  autoridad, 
necesitan  remontarse  hasta  calificar  su  legitimidad,  sostienen  qtie  fal- 
tando ésta,  no  puede  existir  aquella,  porque  toda  autoridad  ilegítima  es, 
3)or  el  mismo  hecho,  incompetente.  De  aquí  nace  en  su  concepto  la  ne- 
cesidad de  examinar  la  legitimidad  de  la  autoridad  para  juzgar  de  su 
competencia.  Voy  á  esforzarme  en  responder  á  esta  argumentación, ba- 
se capital  de  la  teoría  que  combato. 

«La  legitimidad  y  la  competencia  son  dos  cosas  esencialmente  dis- 
tintas, lo  diré  repitiendo  las  palabras  del  Sr.  Lie.  Silíceo,  cuando  escri- 
bía contra  la  sentencia  de  amparo  de  Morelos:  ninguna  es  mayor  nime- 
■v  nor;  ninguna  es  el  todo  y  la  otra  la  parte;  ninguna  es  el  género  y  la  otra 
la  especie;  ninguna  es  causa  y  la  otra  efecto;  ningtma  es  madre  y  la  otra 
hija;  son  dos  entidades  independientes  con  existencias  perfectamente 
separadas  aunque  se  encarnan  en  una  persona.»  ^  El  nombramiento,  la 
elección  hecha  en  términos  legales  en  persona  que  posea  los  requisitos 
necesarios,  constituye  la  legitimidad  de  una  autoridad;  á  la  vez  que  su 
competencia  no  es  más  que  la  suma  de  facultades  que  la  ley  le  da  para 
ejercer  ciertas  atribuciones.  La  legitimidad  se  refiere  á  la  persona,  alin- 
áividuo  nombrado  para  tal  cargo  prxblico;  y  la  competencia  se  relaciona 
solo  con  la  entidad  moral  que  se  llama  autoridad,  y,  abstracción  hecha 
de  las  cualidades  personales  del  individuo,  no  mira  sino  á  las  atribucio- 
nes que  esa  entidad  moral  puede  eiercer. 

Siendo  esto  así,  bien  se  comprende  que  hay  autoridades  legitimas  qué 
son  incompetentes,  como,  por  ejemplo,  un  gobernador  bien  electo,  que 
aunque  legítimo,  es  incompetente  para  pronunciar  una  sentencia  en  un 
juicio  civil:  y  también,  por  el  extremo  contrario,  que  hay  autoridades 
ilegitimas  que  son  competentes,  como  lo  sería  el  juez  que  no  tuviera  la 
edad  ó  el  titulo  que  hoy  requiere  la  ley,  y  que  sin  embargo,  podría  pro- 

3.    Juicio  crítico  del  "Estudio  Constitucional,"  página  12i 
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nunciar  esa  sentencia.  Tal  juez,  mientras  por  el  superior  que  correspon- 
da no  sea  removido,  tiene  la  suma  de  facultades  que  la  ley  da  á  la  auto- 
ridad que  representa,  y  sus  actos,  á  pesar  del  vicio  de  ilegitimidad  de 
su  nombramiento,  son  perfectamente  válidos  en  ciertos  casos. 

Esta  doctrina  que  acabo  de  indicar,  la  que  reputa  competentes  á  los 
.iueces  ilegítimos  y  que  declara  válidos  sus  actos,  es  una  doctrina  anti- 
g'ua,  respetable-y  sancionada  por  la  legislación  civil  de  países  cultos: 
ella  además  está  enseñada  por  publicistas  notables  y  consagrada  por  ra- 
zones de  innegable  peso.  Los  iurisconsultós  romanos  la  aceptaron  sin 
vacilación,  y  de  ellos  la  han  tomado  otros  legisladores:  Barbarius  Phi- 
lippus,  decía  una  ley  del  Digesto,  cúm  s'ervus  fngitivus  esset,  Romse 
praíturam  petiit,  et  príetor  designatus  est;  sed  nihil  ei  servitutem  obsti- 
tisse,  ait  Pomponius,  quasi  prretor  non  faerit.  Atquin  verum  est,  prsetu- 
ra  eum  functum:  et  tamen  videamus  si  servus,  quandiu  latuit  in  digni- 
tate  príetoria,  functus  sit:  Quid  dicemus?  Quaj  edixit,  quse  decrevit, 
nuUias  fore  mornenti?  An  fore  propter  utilitatem  eorum  qui  apud  eum 
egerant  vel  lege,  vel  quo  alio  jure?  Et  verum  puto,  nihil  eorum  repro- 
"bari.  Hoc  enim  humanius  est.  i 

A  pesar  de  la  seA^eridad,  de  la  crueldad  con  que  la  ley  romana  trata- 
Iba  al  esclavo,  considerándolo  no  solo  incapaz  de  ser  pretor,  sino  aun  te- 
niéndolo como  cosa;  á  pesar  de  la  ilegitimidad  de  un  pretor  esclavo,  la 
ley  no  vaciló  en  reputarlo  pretor  co7npetente,  por  una  exigencia  de  bien 
público  que  es  fácil  de  apreciarse.  Una  ley  de  Partida  2  reprodujo  el 
precepto  de  la  le}^  romana,  no  creyendo  el  Rey  Sabio  que  hubiera  incom- 
petencia de  origen,  no  creyendo  que  la  legitimidad  engendra  ipso  jure 
la  incompetencia  y  la  nulidad. 

Entre  nosotros  esa  doctrina  se  ha  enseñado  por  un  jurisconsulto, 
honra  del  foro  mexicano,  fundándola  no  solo  en  el  texto  de  esas  leyes, 
sino  en  razones  y  autoridades  jurídicas  que  no  se  pueden  desconocer. 

No  quiero  dispensarme  de  citar  las  palabras  de  ese  jurisconsulto:  ha- 
"bla  el  Sr.  Peña  y  Peña:  «Los  autores,  al  explicarlas  (las  leyes  que  he  ci- 
tado), exponen  y  fundan  el  justo  motivo  por  qué  en  tales  casos  valen  los 
actos  hechos  por  un  juez  710  verdadero,  pero  que  comunmente  fué  repu- 
tado por  tal;  y  consiste  en  que  el  bien  público  exige  imperiosamente 
que  se  sostengan,  por  el  trastorno  general  y  daños  gravísimos  qxie  se 
resentirían  de  invalidarlos;}^  esta  necesidad  hace  entender  que  la  comu- 
nidad toda  de  ciudadanos  interesada  en  evitarlos,  supla  á  ese  juez  toda 
la  jurisdicción  y  autoridad  que  realmente  no  tuvo  en  su  principio.» 

Y  un  poco  más  adelante  concluye  así,  después  de  invocar  diversas 
■autoridades  en  su  apoyo:  «Todo  lo  expuesto  confirma  ser  ya  una  verdad 
incuestionable  en  derecho  y  en  joolitica,  la  que  sienta  uno  de  los  más 
recomendables  publicistas  (se  refiere  al  célebre  Hamilton,  verdadera  no- 
tabilidad entre  los  publicistas  americanos),  á  saber:  que. ...  la  firmeza 
de  las  resoluciones  del  poder  judicial  debe  ser  del  todo  independiento 
de  la  permanencia  ó  vai-iación  de  las  personas  que  figuren  en  los  cuer- 
pos representativos  y  en  el  Poder  Ejecutivo,  y  que  el  bien  general  de 
la  nación  directanaente  interesada  en  que  no  vuelvan  á  abrirse  los  jui- 
.  cios  fenecidos,  y  la  aquiescencia  universal  de  los  ciudadanos  en  el  reco- 
nocimiento de  los  jueces,  son  mity  suficientes  para  subsanar  cualquier 
.defecto  de  jurisdicción  por  la  ilegitimidad  rigorosa  del  nombranniento 
de  los  funcionarios  judiciales. n  3  Si  el  Sr.  Peña  y  Peña  hubiera  estado 
en  la  Corte  cuando  se  usó  por  la  primera  vez  aquí  de  la  frase  incompe- 
tencia de  origen,  ya  podremos  comprender  la  sorpresa,  que  á  pesar  de 
su  ciencia,  la  nueva  teoría  le  habría  causado!  Permítaseme  de  paso  esa 
observación. 

1  Les  3.  tit.  14,  lib  1.°.  D- 

2  Ley  4.  =« ,  tít-  4-  ° ,  P-  3.  =3 

3  Lecciones  de  prác  for.  mex.,  tomo  tomo  II,  página*  79  y  94, 
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Sig'uiendo  el  curso  de  mis  razonamientos,  creo  poder  afirmar  que  la 
que  de  los  jueces  ileg*itimo5  se  dice,  debe  entenderse  también  de  otra 
clase  de  autoridades  y  funcionarios  en  la  esfera  constitucional,  siempre 
que  algún  vicio  haj:a  dudosa  su  legitimidad.  A  no  aceptar  la  teoría  de 
Peña  y  Peña  y  de  Hamilton  aun  para  esos  casos,  ¿qué  quedaría  de  le- 
gítimo en  todas  las  autoridades  de  la  República,  á  contar  siquiera  des- 
de que  la  Constitución  existe,  cuando  no  ha  habido  Congreso  que  no 
haya  completado  su  quorum  con  diputados  que  no  son  vecinos  del  Dis- 
trito que  los  elige?  ¿Qué  juicio,  qué  sentencia  se  podría  tener  como  vá- 
lida en  el  Distrito  en  la  opinión  de  los  que  creen  que  los  tribunales  soa 

aquí  ilegítimos  por  no  estar  nombrados  popularmente? Cuál  seria 

el  caos  en  que  nuestra  sociedad  se  hundiera  cuando  fuera  tina  máxima 
constitucional  que  la  ilegitimidad  produce  la  incompetencia,  bien  se 
puede  ya  imaginar  con  estas  breves  observaciones.  Razones  de  utilidad 
pública,  como  decían  los  romanos,  como  se  comprende  sin  el  menor  es- 
fuerzo de  inteligencia,  exigen,  pues,  que  no  sólo  se  haga  abstracción 
de  la  legitimidad  para  juzgar  de  la  competencia,  sino  que  á  pesar  de  la 
ilegitimidad  de  la  autoridad,  se  tengan  en  ciertos  casos  como  válidos 
sus  actos. 

Pero  puedo  prescindir  de  las  consideraciones  que  he  estado  hacien- 
do, para  afrontar  de  lleno  el  arg'umento  capital  que  sostiene  á  la  teoría 
que  impugno.  Es  este:  toda  autoridad  ilegitima  es  incompetente,  luego 
para  juzgar  de  la  competencia  es  preciso  calificar  la  legitimidad.  Ya  he 
dicho  por  qué  ese  antecedente  no  p\iede  ser  aceptado  en  la  generalidad 
con  que  está  expresado-,  pero  puedo  suponer  que  sea  cierto,  sólo  para 
tener  ocasión  de  negar  por  completo  el  consiguiente  y  dar  las  razones 
de  osa  negativa. 

Él  es  falso  porque  no  es,  no  puede  ser  una  misma  la  autoridad  que 
juzga  de  la  competencia  y  la  que  califica  la  legitimidad;  este  es  el  error 
que  ese  con.siguiente  implica  y  que  en  el  terreno  científico  nos  lleva  á 
la  subversión  de  todo  orden  constitucional,  á  la  confusión  de  todos  los 
poderes,  y  en  el  práctico  á  las  consecuencias  más  absurdas.  La  autori- 
dad que  juzga  de  la  competencia  es  y  debe  ser,  y  no  puede  ser  otra  que 
la  instituida  por  la  ley.  para  que  los  funcionarios  públicos  no  se  exce- 
dan de  sus  ati-ibuciones,  no  invadan  las  de  otras  autoridades,  no  abusen 
del  poder  público;  y  la  autoridad  que  decide  de  la  legitimidad  es  y  debe 
ser,  y  no  puede  ser  otra  que  la  que  conforme  á  la  ley  tiene  facultades 
para  hacer  los  nombramientos  de  que  se  trata,  revocarlos,  y  calificarlos 
requisitos  y  cualidades  del  nombrado,  las  condiciones  y  legalidad  del 
nombramiento. 

Probemos  desde  luego  la  verdad  de  esta  teoría  con  la  piedra  de  to- 
que de  la  práctica.  Nadie  más  que  el  Congreso  de  la  Unión  califica  la 
legitimidad  del  nombramiento  de  los  diputados  y  senadores.  El  artículo 
60  reformado  de  la  C-mstitución,  dice  asi:  «cada  Cámara  califícalas  elec- 
cioues  de  sus  miembros  y  resuelve  las  dudas  que  hubiere  sobre  ellas." 
Ante  ese  precepto  constitucional  está  de  sobra  todo  razonamiento.  Y  él 
es  ya  la  primera  prueba  práctica  de  que  es  falso  el  consiguiente  cuyo 
análisis  me  ocupn,  á  saber:  que  para  juzgar  de  la  cojnpetencia  se  nece- 
sita calificar  la  le jitimidad. 

Y  lo  que  digo  del  Congreso  dé  la  Unión  es  también  aplicable  á  las 
Legislaturas  de  Io.t  Estados.  Las  Constituciones  de  éstos  tienen  casi  co- 
piado el  artículo  constitucional  que  he  citado,  y  por  él  y  por  la  sobera- 
nía que  les  reconoce  el  artículo  41  del  Código  federal,  sólo  á  esas  Legis- 
laturas toca  calificar  la  legitimidad  de  sus  miembros,  sin  que  la  Corte  lo 
pueda  hacer  jamás,  aun  cuando  pueda  juzgar  de  la  competencia,  de  las 
Legislaturas  en  ciertos  casos,  si  esta  palabra,  en  el  sentido  que  la  usa 
el  artículo  16,  puede  alguna  vez  aplicarse  al  legislador. 

El  Presidente  nombra  á  los  secretarios  del  despacho  y  demás  em- 
pleados de  la  Unión,  cuyo  nombramiento  ó  remoción  no  están  detertni- 
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nados  de  otro  modo  en  la  Constitución  ó  laslej'es.  ^  Pues  sólo  el  Presi- 
dente puede  calificar  la  legitimidad  de  esos  nombramientos  para  reA^o- 
car  los  que  sean  ilegítimos.  Si  otra  autoridad  en  esto  interviniera,  que- 
daría nulificada  una  facilitad  cont-titucional  del  Presidente;  quedaría 
violado  un  precepto  de  la  ley  suprema. 

Creo  que  bastan  los  casos  que  he  citado,  y  que  he  procurado  tomar 
de  testos  expresos  de  la  Constitución,  para  dejar  demostrado  que  en  el 
terreno  cientifico  constitucional,  la  teoría  de  que  debe  ser  una  misma  la 
autoridad  que  decida  de  la  competencia  y  de  la  legitimidad,  nos  lleva- 
ría á  la  confusión  más  completa  de  los  poderes  piiblicos,  á  la  invasión 
de  unos  en  las  atribuciones  de  otros,-  á  la  subversión  del  orden  consti- 
tucional. 

Hay  otros  preceptos  de  la  Constitución  que  por  otras  causas  conde- 
nan también  la  teoría  de  que  la  atitoridad  qxie  decide  de  la  competencia 
pueda  calificar  igualmente  la  legitimidad.  Una  de  las  facultades  de  la 
Suprema  Corte  es  precisamente  decidir  las  competencias  que  se  susci- 
ten entre  jueces  de  diversos  Estados.  2  Pues  bien;  esa  facultad,  no  sólo 
no  comprende,  sino  que  excluye  la  de  calificar  la  legitimidad  délos  jue- 
ces contendientes.  Es,  no  sólo  la  doctrina  de  los  tratadistas  que  sobre 
cnestiones  de  competencia  han  escrito,  sino  una  indicación  del  simple 
"buen  sentido  que  el  tribunal  que  resuelve  esas  cuestiones  no  puede  ca- 
lificar la  ilegitimidad  de  un  juez  para  darle  por  esto  la  comxyetencia  al 
otro.  Y  para  que  esto  se  vea  alumbrado  con  la  luz  de  la  evidencia,  ima- 
gínese el  caso  de  que  compitan  un  juez  de  Guauajuato  y  otro  de  Zaca- 
tecas para  conocer  de  determinado  negocio:  aquel  alega  el  fuero  del 
domicilio,  éste  el  del  contrato:  supóngase  que  segvín  las  reglas  de  la 
competencia  y  segxínlas  circunstancias  especiales  del  caso,  deba  preva- 
lecer el  fuero  del  domicilio;  pero  el  juez  de  Zacatecas  alega  que  su  com- 
petidor no  e?,juez  legítimo^  porque  no  es  abogado,  ó  porque  es  extran- 
jero, ó  por  cualquier  otro  motivo.  ¿Qué  nombre  merecería  la  aberración 
de  la  primera  Sala  de  la  Corte,  que  declarara  Í7ico77iX)etente  x>or  ilegíti- 
mo al  juez  de  Guanajuato,  y  determinara  que  el  conocimiento  del  ne- 
gocio correspondía  al  juez  de  Zacatecas?  La  sola  pretensión  de  que  una 
cuestión  de  competencia  se  resuelva  en  la  Corte  por  la  calificación  de 
la  ilegitimidad  de  los  jueces,  seria  tan  absurda  que  se  desecharía  de 

plano En  el  caso  propuesto,  la  Corte  no  podría,  no  debería  hacer 

más  que  declarar  competente  al  juez  de  Giianajuato  sin  calificar  su  ile- 
gitimidad, y  denunciar  á  lo  sumo  los  motivos  de  ésta  á  la  autoridad  lo- 
cal respectiva,  para  que  ella  determinara  lo  que  segim  las  leyes  hubie- 
re lugar. 

Esto  que  acabo  de  decir  de  los  jueces  que  promueven  una  cuestión 
de  competencia,  es  aplicable  por  necesidad  á  las  otras  autoridades  lo- 
cales de  que  habla  el  articulo  16.  Se  trata  de  saber  si  un  jefe  político  es 
competente  para  decretar  el  cateo  de  una  casa.  Pues  sólo  hay  que  ave- 
riguar si  en  la  ley  que  determina  sns  atribuciones  se  enumera  aquella. 
Podrá  ser  ese  jefe  político  ilegítimo  porque  su  elección  sea  viciosa,  por- 
que su  nombramiento  tenga  algrin  defecto  legal,  porque  carezca  de  una 
cualidad  personal  exigida  por  la  ley,  etc.,  etc.;  pero  no  es  la  Corte,  sino 
la  autoridad  que  debe  hacer  el  nombramiento  ó  revocarlo,  la  que  debe 
juzgar  de  eu  ilegitimidad.  Decir  otra  cosa  es  confundir  las  atribuciones 
de  los  poderes  públicos,  es  invadir  el  régimen  interior  de  los  Estados. 

Porque  la  Constitución  deja  reservada  á  éstos  la  facultad  de  nom- 
TDrar  y  remover  á  sus  empleados,  supuesto  que  no  la  concedió  expresa- 
tnente  á  los  poderes  federales.  Las  condiciones,  pues,  de  legitimidad 
del  nombramiento,  deben  ser  del  exclusivo  conocimiento  de  los  Esta- 
dos. Si  esta  consecuencia  no  se  admitiera,  habría  que  desconocerlos  ar- 

il    Artículo  85,  fracción  II  ele  la  Constitución- 
Artículo  99  de  la  Constitución  -  - 
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ticulos  41  y  117  de  la  Constitución,  porque  el  derecho  de  nombrar  lleva 
imbíbito  el  de  calificar  los  requisitos  que  tengan  las  perdonas  nombra- 
das, y  el  de  juzgar  de  la  validez  y  legalidad  del  nombramiento. 

Aunque  de  la  ilegitimidad  surgiera  como  \ina  consecuencia  necesa-  - 
ría  la  incompetencia,  doctrina  que  yo  no  acepto  por  las  razones  que  he- 
expuesto,  es  una  verdad  evidente  que  no  es. ni  piíede  ser  una  misma  la 
autoridad  que  juzgue  siempre  de  la  ilegitimidad  y  de  la  incompetencia. 
Esas  diversas  condiciones  en  que  una  autoridad  puede  encontrarse,  se- 
gún que  sea  legitima  ó  ilegítima,  competente  ó  incompetente,  no  caen, 
en  nuestro  sistema  federal,  bajo  el  imperio  de  un  solo  poder.  La  califi- 
cación de  la  legitimidad  de  las  autoridades  locales,  pertenece  al  régi- 
men interior  de  los  Estados,  en  todo  caso;  y  la  de  su  competencia,  por 
lo  relativo  al  artículo  16  de  la  Constitución,  entra  en  la  esfera  de  las. 
atribuciones  del  poder  judicial  federal.  Por  más  que  se  quiera  conside- 
rar á  la  ilegitimidad  y  á  la  incompetencia  como  causa  y  efecto,  lo  que 
no  es  cierto,  porque  la  ilegitimidad,  en  último  extremo,  produce  la  in- 
capacidad y  no  la  incompetencia,  el  poder  federal  nunca  puede  llegar 
hasta  explorar  la  legitimidad,  para  de  ella  deducir  la  competencia. 

Para  dar  mayor  claridad  á  mis  ideas  sobre  una  materia  que  se  ha 
embrollado  hasta  con  el  uso  de  frases  que  no  tienen  sentido  científico, 
diré  más,  que  revelan  un  olvido  completo  de  los  principios  jurídicos  so- 
bre competencia  (asi  califico  yo  á  la  frase  de  incompetencia  de  orif/en), 
permítaseme  invocar  aquí  una  teoría  internacional,  no  sin  aplicación 
en  estos  casos:  la  de  los  gobiernos  de  hecho.  Así  como  ninguna  poten- 
cia se  puede  permitir  explorar,  ni  dar  ni  quitar  la  legitimidad  de  un  go- 
bierno extranjero,  sino  que  en  caso  de  duda  de  ésta,  lo  reputa  compe- 
tente cuando  reúne  las  condiciones  que  la  ley  internacional  exige  k\\  los 
g'obiernos  de  hecho,  sin  juzgar  por  ello  de  su  legitimidad,  asi  la  Corte, 
aun  en  caso  de  duda  de  la  legitimidad  de  las  autoridades  locales,  debe 
reputarlas  como  autoridades  de  hecho  para  no  calificar  esa  legitimidad, 
sino  restringirse  á  juzgar  de  su  competencia.  Y  digo  que  esta  teoría  in- 
ternacional es  aplicable  á  estos  casos,  porque  establecida  ella  en  respe- 
to de  la  soberanía  de  las  naciones,  puede  bien  invocarse  cuando  se  tra- 
ta de  que  se  respete  la  soberanía  que  la  Constitución  reservó  á  los  Es- 
tados. El  poder  judicial  federal  debe  aceptar  y  reconocer  cuando  me- 
nos, como  autoridades  de  hecho,  á  las  que  cada  Estado  reconoce,  para 
no  lastimar  la  soberanía  local,  y  limitarse  á  juzgar  de  la  competencia  de 
esas  autoridades,  conforme  á  las  reglas  establecidas  en  las  leyes. 

No  es,  pues,  caso  de  la  competencia  de  la  Corte,  lo  diré,  deduciendo 
esta  consecuencia  de  mis  anteriores  demostraciones,  juzgar  de  la  legiti- 
midad de  las  autoridades  de  los  Estados;  y  no  lo  es,  sencillamente  por- 
que no  tiene  facultad  expresa  para  ello,  lo  que  basta  para  que  tal  facul- 
tad sea  de  los  Estados.  Para  sostener  con  éxito  lo  contrario,  sería  pre- 
ciso que  el  artículo  16  hablara  no  solo  de  autoridad  competente,  sino 
también  de  autoridad  legitima.  No  está  asi  expreso  el  texto  constitu- 
cional, y  ese  silencio,  bien  justificado  por  lo  demás,  no  puede  suplñ-se 
con  el  reciirso  poco  feliz  del  uso  de  una  frase  menos  feliz  avtn,  que  bur- 
le la  ley,  oponiéndose  á  sus  fines  y  trastornando  desde  los  principios  de 
la  jurisprudencia  comrm  en  lo  relativo  á  la  «competencia,»  hasta  las 
máximas  de  Derecho  público  que  no  permiten  la  confusión  délos  pode- 
res, hasta  la  base  cardinal  de  nuestro  régimen  federal  que  reprueba  la 
colisión  de  las  soberanías  federal  y  local,  invadiendo  la  una  la  esfera  de 
la  otra. 

Cuando  tanto  discutió  la  prensa  el  amparo  de  Morelos,  se  expuso  un 
argumento  que  nunca  tuvo  satisfactoria  respuesta;  y  aunque  en  el  mis- 
mo caso  se  encuentran  otros  muchos,  sin  que  por  ello  quiera  ya  repetir- 
los en  esta  ocasión,  creo  que  me  es  licito  recordar  aquel,  siquiera  por  la. 
gravedad  de  la  materia  sobre  que  versa.  Es  éste:  Cuando  se  declara  in- 
competente una  autoridad  porque  es  ilegitima,  se  hace  por  necesi^adi 
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ineludible,  por  la  esencia  misma  de  las  cosas,  una  declaración  que  no 
solo  aprovecha  al  quejoso,  sino  que  trasciende  á  todos  los  ciudadanos. 
Así  ha  sucedido  en  los  amparos  recientemente  otorgados  en  que  se  des- 
conoce la  autoridad  del  gobernador  del  Distrito,  porque  es  incomppten- 
■te  por  ilegitimo.  Eti  el  presente  caso,  el  Juez  de  Distrito  ha  declarado 
que  la  Legislatura  de  Puebla  no  es  Legislatura,  sino  una  reunión  de 
personas  con  pretensiones  de  tal  Legislatura,  y  esa  reunión  de  personas 
-está  funcionando  desde  Abril  último,  como  lo  sabemos,  en  calidad  de 
Cuerpo  legislativo  y  expidiendo  leyes  y  ejerciendo  todas  las  atribucio- 
nes propias  del  legislador.  Confírmese  en  los  términos  que  se  quiera  esa 
declaración  de  ilegitimidad,  ocúltense  con  las  mejores  palabras  los  pe- 
ligros de  las  consecuencias  del  desconocimiento  de  la  legitimidad  de  ese 
Congreso,  y  veamos  los  resultados  prácticos  de  la  confirmación  de  este 
-amparo 

No  quiero  hablar  de  los  aescoiicentos,  de  los  revolucionarios  de  oñ- 
cio,  de  la  g'ente  que  ama  el  desorden  porque  con  él  medra:  para  todos 
éstos  la  confirmación  del  amparo,  es  la  bandera  que,  con  autorización 
de  la  Corte,  levantarían  contra  la  autoridad  desconocida.  ¿Los  hombres 
laboriasos  y  pacíficos  qué  tienen  que  pensar  y  qué  pueden  hacer  enfren- 
te de  aquella  declaración?  ¿Pagarán  las  contribuciones  que  la  Legisla- 
tura desconocida  haya  decretado?  ¿Creerán  válidos  los  decretos  que 
haya  expedido?  ¿Tendrán  seguridad  en  los  derechos  que  les  haya  otor- 
gado? ....  Eesponda  el  que  quiera  con  su  conciencia  á  estas  preguntas, 
y  diga  si  no  es  cierto  que  la  declaración  de  incompetencia  de  una  auto- 
ridad porque  es  ilegítima,  hágase  ésta  con  la  moderación  y  salvedades 
<jue  se  hiciere,  no  es  la  declaración  de  g-uerra  entre  gobernantes  y  go- 
bernados. Por  lo  que  á  mí  toca,  asi  lo  creo  sin  vacilación. 

Cuando  ataqué  con  todas  mis  fuerzas  en  1874  las  teorías  en  que  se 
fundó  el  amparo  deMorelos,  no  vacilé  en  calificar  á  ese  amparo  «demás 
revolucionario  en  sus  tendencias  y  en  siis  fines  que  un  pronunciamien- 
to.» Lo  que  en  esa  ocasión  dije,  lo  sigo  creyendo  hoy. 

Y  si  el  Estado  atacado  en  su  soberanía  con  el  desconocimiento  de 
sus  autoridades,  responde  con  la  guerra  á  la  declaración  de  guerra 
hecha  por  la  Corte;  si  se  niega  á  obedecer  á  ésta  por  usurpadora  de 
¿itribuciones  que  no  tiene;  si  apela  á  las  armas  para  defender  sus  de- 
rechos, ¿qué  sucederá? Valemás  cubrir  con  un  velo  los  horores 

de  la  guerra  civil  que  de  tal  estado  de  cosas  se  seguiría! No  es 

fuera  del  caso  en  este  lugar  recordar  que  el  amparo  de  Morelos  que- 
dó sin  ejecución  con  aplauso  de  los  amigos  de  la  soberanía  de  los  Es- 
tados, por  más  que  odiasen  la  tiranía  del  gobernador  Leyva,  quedan- 
do asi  sin  efecto  la  usurpación  cometida  por  la  Corte,  pero  desprestigia- 
das no  solo  las  autoridades,  sino  la  misma  saludable  y  beneficiosísima 
institución  del  juicio  de  amparo! 

¿Y  es  éste  el  objeto  de  esa  institución,  una  de  las  más  importantes  de 
la  Constitución  de  1857?  ¿Es  este  el  juicio  pacífico  que,  con  audiencia 
de  las  partes,  prepara  una  sentencia  que,  si  bien  deja  sin  efecto  en  aquel 
caso  la  ley  de  que  se  apela,  no  ultraja  ni  deprime  al  poder  soberano  de 
•que  ha  nacido,»  i  de  que  habla  el  diputado  Airiaga?  ¿Es  asi  como  el  Con- 
greso constituyente  creyó  evitar  «aquellas  reclamaciones  en  que  se  ul- 
trajaba la  soberanía  federal  ó  la  de  los  Estados,  con  mengua  y  descré- 
dito de  ambas,  y  notable  perjuicio  de  las  instituciones?» 

Si  el  ilustre  Arriaga  viviera  y  supiera  que  hay  amparos  cuyo  objeto 
es  no  ya  deprimir  sino  desconocer  al  poder  soberano  de  que  emana  la 
iey,  amparos  en  que  no  «se  deja  intacta,  con  todo  su  vigor  y  prestigio  á 
la  autoridad,  sino  que  se  le  ataca  de  frente,  se  le  niegan  sus  tí tiilos,»  di- 
ría hoy  con  mejor  razón,  que  cuando  escribía  la  exposición  de  motivos 
de  la  Constitución:  «no  es  este  el  sistema  federal,  pues  si  éste  fuera,  se- 

1    Zarco.  Hist-  del  Cong-,  Const.,  tomo  I,  página  462. 
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ria  preciso  proscribirlo  j  execrarlo.»  ^  Y  en  verdad  que  si  la  Consliíu- 
ción  autorizara  á  hacer  todo  eso,  seria  preciso  renegar  de  ella,  como  de 
una  ley  anárquica  y  disolvente! 

Pero  no;  la  Constitución  no  sanciona  la  teoría  subversiva  de  descono- 
cer autoridades.  Permite  solo  juzgar  de  su  competencia,  para  asi  nuli- 
ficar solo  un  acto  de  esa  autoridad,  que  viole  las  garantías  individuales^ 
del  quejoso;  ^ero  sin  atacar  de  frente  á  esa  autoridad^  y  dejándola  con 
todo  su  vigor  y  prestigio.  Si  otras  razones  no  txiviera  yo  para  no  admi- 
tir la  teoría  que  he  estado  combatiendo,  me  bastarían  las  que  he  indi- 
cado tomadas  del  objeto  y  fin  del  amparo,  tal  como  esta  institución  se- 
presentó  ai  Congreso  constituyente;  me  bastaría  ver  los  resultados  prác- 
ticos de  los  amparos  otorgados  por  incompetencia  de  origen,  para  afir- 
marme en  mis  convicciones,  para  no  aceptar  una  teoría  que  yo  reputo 
anárquica  y  subversiva. 


IIÍ 

Después  de  impugnar  la  interpretación  que  se  ha  dado  á  la  parte 
primera  del  artículo  16  de  la  Constitución,  pretendiendo  que  ese  texto 
comprenda  no  solo  la  competencia  sino  la  legitimidad  de  la  autoridad, 
me  creo  obligado  á  esponer  mis  opiniones  sobre  la  inteligencia  que  éí 
debe  tener,  siquiera  porque  las  razones  que  en  apoyo  de  ellas  expon- 
dré, servirán  aunque  sea  indirectamente,  á  corroborar  lo  que  he  dicho 
analizando  las  cuestiones  que  me  han  ocupado. 

El  actual  artículo  16  fué  el  59  del  proyecto  de  Constitución,  y  leyen- 
do éste,  se  comprende  luego  que  el  objeto  principal  de  la  comisión,  fué  im- 
plantar en  nuestra  ley  fundamental  el  precepto  contenido  en  la  enmien- 
da cuarta  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos.  La  semejanza  en- 
tre los  dos  textos  es  tal,  que  salvas  ciertas  doctrinas  tradicionales  de 
nuestra  jurisprudencia  que  se  intercalaron  en  el  articulo  5? ,  se  ve  lue- 
go que  el  uno  no  es  sino  la  traducción  del  otro.  2  Conviene,  pues,  antes- 
todo,  para  conocer  el  espíritu  de  la  ley,  estudiar  su  historia,  su  razón, 
su  origen,  averigixando,  aunque  sea  muy  lige: amenté,  qué  inteligencia; 
seda  en  la  República  vecina  al  precepto  que  la  comisión  quiso   copiar» 

Leyendo  los  comentadores  americanos  sobre  este  artículo,  sabemos 
que  «él  es  indispensable  para  el  perfecto  goce  de  los  derechos  de  segu- 
ridad personal,  de  libertad  individual  y  de  propiedad  prÍAada,  y  qiie  no 
hace  más  que  afirmar  una  gran  doctrina  constitucional  de  la  le^^  comiuDi 
como  lo  dice  Story;  3  pero  nada  hallamos  en  ellos  que  nos  induzca  á; 
creer  que  el  artículo  tenga  un  sentido  más  amplio.  Y  esa  doctrina  cons- 
titucional á  que  Story  alude,  es  la  máxima  inglesa  de  que  nadie  pueden 
ser  privado  de  su  libertad  sino  por  autoridad  que  tenga  facultad  parap 
ordenar  una  prisión,  y  en  virtud  de  orden  escrita  que  exprese  las  causas- 
de  ella,  «con  el  objeto,  dicen  los  jurisconsultos  ingleses,  de  juzgar  de  esa 
orden,  si  fuere  necesario,  en  el  caso  de  liabeas  corpusn  ^ 

1  Loe.  cit-.pág.  459- 

2  Hé  aq-jí  los  dos  textos: 

Art.  5.°  del  proyecto  de  Constitución-— Todos  los  haLitantes  de  la  Rerúbllca,  así  en  s>is  personas  y 
familias,  como  en  su  domicilio,  papeles  y  posesiones,  estarán  á  cubierto  de  todo  atropeUamiento,  exa- 
men ó  cateo,  embargo  ó  secuestro  de  cualquiera  persona  ó  cosa,  e-'cepto  en  los  casos  preüjados  por  laS- 
eyes  y  con  la  indispensable  condición  de  que  se  proceda  racionalmente  y  de  qi:e  la  "autoridad  conipe» 
tente"  exprese  en  su  mandato  escrito,  la  causa  probable  del  procedimiento,  sostenida  por  la  aürniacióna- 
al  menos  de  un  testigo,  y  señale  y  describa  el  lugar  que  debe  ser  registrado,  ó  la  cosa  ó  persona  qi.e  deb& 
ser  secuestrada-  En  el  caso  de  delito  "infraganti,"  toda  persona  puede  aprehender  al  delincuente  y  ásus  . 
cóiaplices,  poniéndolos  sin  demora  á  disposición  de  la  "autoridad  inmediata-"  / 

Enmienda  4-  *  de  la  Constitución  americana— The  right  of  the  people  to  be  secure  in  their  persona, 
houses,  papers,  and  ett'ects  against  un  reasonable  searches  and  seizures  shall  not  be  violated;  and  no 
warrants  shall  issued  butupon  probable  cause,  supported  by  oath  or  affirmation-  aud  particularly  des- 
«ribing  the  place  to  be  searched  and  the  persons  ór  things  to  be  seized- 

3  Comm.  on  amer.  Const-,  vol.  II,  par-  1,902. 

4  Blasckgtone.  Comm.  oa  the  laws  oí  England,  pág.  137. 
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En  el  curso  del  debate  se  ha  dicho  que  la  enmienda  cuarta  de  la  Cons- 
titución americana  autoriza  hasta  llegar  á  juzgar  de  la  legitimidad  de 
tina  autoridad.  Creo  infundado  ese  aserto,  al  que  no  apoyan  ni  la  letra 
de  la  enmienda,  ni  la  explicació»  que  de  ella  hacen  sus  comentado- 
res, ni  la  práctica  seguida  por  los  tribunales.  El  caso  citado  por  Sto- 
Tv,  del  General  Wilkinson,  apenas  podría  probar  que,  según  la  sen- 
tencia de  la  Suprema  Corte,  la  autoridad  militar  es  incompetente  para 
aprehender  á  unos  ciudadanos,  como  lo  hizo  ese  jefe  en  Nueva- Orleans^ 
remitiéndolos  á  Washington  para  ser  juzgados;  ^  pero  nada  hay  en  esa 
sentencia  que  hable  ó  aluda  siquiera  á  la  ilegitimidad  de  la  autoridad. 
Eeíiriéndome  á  lo  que  antes  he  dicho  sobre  este  particular  con  motivo 
de  la  elección  del  Presidente  Hayes,  creo  poder  concluir  asegurando 
que  el  precepto  americano  jamás  ha  tenido  la  inteligencia  que  en  este 
debate  se  le  ha  atribuido,  y  que  no  significa  más  que  la  confirmación  de 
las  doctrinas  inglesas  sobre  las  garantías  de  la  seguridad  personal  y 
real,  como  Story  nos  lo  dice. 

Pero  la  comisión  de  Constitución  anduvo  poco  acertada  en  la  expre-  • 
«ion  de  sus  ideas  en  el  artículo  5°,  y  por  tal  motivo  este  sufrió  tantos  y 
tan  rudos  ataques,  que  ella  se  vio  obligada  á  retirarlo  para  reformarlo 
«n  el  sentido  de  la  discusión.  Los  largos  debates  que  sobre  este  articu- 
lo se  tuvieron,  llenaron  las  sesiones  de  15  y  16  de  Julio  de  1856,  2  y  na 
fué  sino  en  las  de  los  dias  18  y  20  de  Noviembre  siguiente,  cuando  la 
Comisión  presentó  de  nuevo  el  articulo  en  los  términos  en  que  hoy  se 
encuentra  redactado,  aprobándose  entonces  sin  más  discusión.  ^ 

Si  con  detenimiento  se  leen  los  discursos  qué  en  aquellas  sesiones  se 
pronunciaron,  se  ve  que  tanto  los  impug'nadores  como  los  defensores 
del  articulo,  estuvieron  conformes  en  que  el  objeto  capital  de  él,  era 
afi.'inzar  las  garantías  de  seguridad  personal  y  real,  para  evitar  asi  «la 
manera  bárbara  y  salvaje  con  que  en  México  se  hacen  las  aprehensio- 
nes »  En  esa  discusión  se  dijo  que  no  bastaba  consagrar  la  seguridad  de 
la  ])crsona,  sino  que  era  preciso  comprender  la  de  la  familia,  papeles, 
domicilio  y  posesiones,  poniéndola  á  cubierto  de  «todo  atropellamiento, 
registro,  cateo  y  embargo  ó  secuestro.»  El  Sr.  Zarco  manifestó  que:  «la 
redacción  del  artículo  le  hizo  creer  que  se  refería  á  los  jueces  y  autori- 
dades que  extienden  el  auto  de  prisión los  Sres.  Arriaga  y  Olvera 

■dicen  que  la  mira  del  articulo  es  evitar  las  tropelías  y  los  atentados  que 
al  aprehender  á  los  ciudadanos  se  permiten  desde  los  guardas  diiirnos 
hasta  los  altos  funcionarios  públicos.»  De  estos  conceptos  manifestados 
en  el  debate,  bien  ^e  comprende  cuál  era  la  inteligencia  que  los  diputa- 
dos daban  al  artículo.  Se  trataba  en  él  de  evitar  atropellamientoft  en  la 
aprehensión  de  las  personas,  en  el  cateo  de  las  casas,  en  el  registro  de 
los  papeles  ó  en  el  secuestro  de  los  bienes:  se  trataba  de  afianzar  la  se- 
guridad personal  y  real:  se  trataba,  en  fin,  de  evitar  todoatropellamieu- 
ti),  toda  molestia  en  la  persona,  familia,  domicilio,  papeles  y  posesiones, 
para  que  nadie  sino  la  autoridad  que  tuviera  facultad  para  hacerlo^  pu- 
diera decretar  una  prisión,  un  cateo,  un  registro  de  papeles,  un  secues- 
tro de  bienes,  y  esto  solo  en  los  casos  determinados  por  la  ley. 

Al  aprobarse  en  la  sesión  de  20  de  Noviembre,  y  sin  más  discusión^ 
el  artículo  enmendado  por  la  comisión,  no  sólo  se  debe  suponer,  sino 
que  es  necesario  convenir  en  que  las  opiniones  que  dominaron  en  el 
primer  debate,  que  las  ideas  qiie  se  aceptaron  aun  por  la  comisión  al 
retir ;n-  su  primitivo  articulo,  fueron  las  opiniones  é  ideas  de  la  inmensa 
niaynria  de  78  votos  contra  1,  que  aprobó  el  citado  articulo. 

Después  de  hacer  este  estudio  histórico  del  artículo  16,  se  adquiere 
«1  convencimiento  de  que  el  Congreso  constitiiy ente  jamás  im^aginó  que 

1  Véase  la  sentencia  de  21  de  "Febrero  de  1S07  en  4  Cranch'rei'orts  75  á  136-  ■• 

2  Zarco.  Hist.  del  Cong-;  tomo  I,  página  6£6  y  sigmenies- 

3  Obra  cit,  tom.  II,  pigina  551  y  siguientes.  -    - 
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á  sus  palabras  se  les  diera  tanta  elasticidad  que  se  pudieran  invocar 
liasta  para  desconocer,,  para  derrocar  á  una  autoridad;  que  ellas  pudie- 
ran servir  hasta  para  llamar  á  las  leyes  mandamientos  escritos^  etc., 
etc.  No;  el  Congreso  estuvo  muy  lejos  de  querer  ordenar  tales  cosas;  ét 
no  quiso  más,  y  los  debates  nos  dan  testimonio  de  ello,  que  afianzarlas 
g'arantias  de  la  seguridad  de  las  personas  y  las  cosas,  contra  todo  atro- 
pellamiento  ó  molestia,  ya  provinieran  de  autoridades  que  no  tienen  fa- 
cultad para  dar  órdenes  de  aprehensiones,  cáteos,  etc ,  ya  emanasen  de 
las  que  teniéndolas,  lo  hicieran  fuera  de  los  casos  autorizados  por  la  lej". 

Pero  hay  más  aún:  los  intérpretes  y  comentadores  que  entre  noso- 
tros ha  tenido  el  artículo  16  se  acuerdan,  salvas  ligeras  diferencias,  en 
darle  la  misma  inteligencia,  enseñando  que  él  se  refiere  al  derecho  que 
el  hombre  tiene  de  la  naturaleza  para  «estar  seg'uro  en  su  persona,  do- 
micilio, papeles  y  posesiones,  contra  pesquisas  y  aprehensiones  indebi- 
das,» como  dice  la  Constitución  americana.  Es  bueno  pasar  en  revista 
las  opiniones  de  esos  comentadores. 

«Perdido  el  respeto  á  la  libertad  del  hombre,  dice  el  Sr.  Castillo  Ve- 
lasco:  establecido  el  poder  absoluto  de  la  dictadura los  cáteos,  las 

prisiones,  el  registro  de  papeles  y  otras  mil  molestias  se  imponían  á  los 

habitantes  de  la  República   ...  Ño  era  tampoco  raro que  simples 

agentes  de  policía practicaran  sin  autorización  alguna  todos  esos 

atropellamientos.  . . . .  cubriendo  siempre  tales  atentados  con  asegurar 
que  tenían  órdenes  verbales  de  las  autoridades  políticas  ó  judiciales. 
No  parece  que  sea  necesario  insistir  en  la  consideración  de  q_ue  la  liber- 
tad es  ilusoria,  si  no  ha  de  surtir  efectos,  y  siendo  uno  do  ellos  la  segu- 
ridad, tanto  para  el  individao,  como  para  aquellas  personas  ó  intereses 
que  le  pertenecen,  para  hacer  efectiva  la  libertad  en  este  punto  y  po- 
nerla á  cubierto  de  los  abusos  antes  referidos,  el  artículo  16  de  la  Cons- 
titución ordena,  etc.»  ^ 

El  Sr.  Eodriguez  no  solo  sostiene  que  esta  es  la  inteligencia  del  pre- 
cepto constitucional,  sino  que  combate  como  un  error  «apo^'^ado  en  so- 
físticos razonamientos»  que  él  se  pueda  referir  á  la  ilegitimidad  de  las 
autoridades.  «La  Constitución  federal,  dice,  faculta  á  los  tribunales  fe- 
derales para  calificar  si  la  autoridad  que  manda  molestar'k  una  perso- 
na es  la  competente  al  efecto.  Si  es,  por  ejemplo,  el  gobernador  de  un. 
Estado  el  que  manda  poner  preso  á  un  individuo,  y  según  la  Constitu- 
ción del  mismo  Estado,  esta  facultad  es  exclusiva  de  los  funcionarios 
judiciales,  la  justicia  de  la  Unión  puede  amparar  á  la  víctima  diciendo: 
la  ley  no  faculta  al  gobernador  para  hacer  esto:  su  acto  es  arbitrario  y 
atentatorio,  porque  la  ley  no  lo  autoriza  para  ello:  es  en  este  caso  auto- 
ridad incompetente  n  Pero  no  pueden  los  tribunales  federales,  ni  podrán 
jamás  decir:  «el  gobernador  es  la  autoridad  competente  para  este  efec- 
to; pero  sus  órdenes  no  deben  llevarse  á  efecto,  porque  la  justicia  fe- 
deral declara  que  no  es  tal  gobernador,  que  es  una  autoridad  ilegiti- 
ma.n  ¿Qné  articulo  de  la  Constitución  autoriza  á  la  justicia  federal  pa- 
ra calificar  la  legitimidad  ó  ilegitimidad  de  los  funcionarios  de  los  Es- 
tados? El  artículo  IQ  de  que  me  ocupo  la  faculta  para  calificar  la  eowt- 
petencia  ó  incompetencia  de  los  funcionarios;  pero  ni  éste  ni  ningúa 
otro  precepto  constitucional  puede  racionalmente  autorizarla  para  ca- 
lificar la  legitÍTnidad  de  funcionarios  reconocidos,  acatados  y  respeta- 
dos como  legítimos  en  sus  respectivos  Estados.»  ^  " 

El  Sr.  Lozano  trata  y  profundiza  la  materia  con  más  detenimiento. 
Comienza  por  decir  que  «se  ha  extraviado  la  jurisprudencia  respecta 
de  la  sana  y  genuina  interpretación  del  artículo,  y  que  ha  recibido  és- 
te ensanches  tan  extensos,  que  es  aventurado  asegurar  que  la  elastici- 
dad que  se  le  ha  dado  y  lo  hace  aplicable  á  todos  los  casos  posibles,  a» 

1  Apuntes  para  el  estudio  del  D-srecho  constitucljaal  mexicano,  páginas  51  y  52- 

2  Derecho  constitucional,  par.  466- 
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estuvo  en  la  previsión  del  legislador.»  Se  fija  en  la  discusión  que  el  ar- 
ticulo sufrió  en  el  Cona'reso,  y  de  ella  deduce  que.  «la  garantía  indivi- 
dual que  el  articulo  consagra,  se  refiere  al  derecho  de  seguridad  tanta 

personal  como  real Enresiímen,  el  artículo  protege  la  seguridad 

personal  de  los  habitantes  de  la  República:  1°  contra  órdenes  de  apre- 
hensión ó  arresto,  dictadas  por  autoridades  mco?Jí,peíe«¿e.s;  2? ,  contra 
las  mismas  órdenes  de  autoridad,  que  aunque  sea  comj^etente,  no  expi- 
da el  mandamiento  por  escrito,  fundando  \  motivando  la  causa  legal 
del  procedimiento:  S?  en  los  mismos  términos  contra  órdenes  dictadas 
para  el  cateo  del  domicilio,  registro  de  papeles,  embargo  ó  secuestro 
de  éstos  ó  de  otras  co^as  que  estén  en  su  posesión.» 

Este  publicista  examina  la  cuestión  sobre  loque  el  artículo  consti- 
tucional entienda  por  autoridad  competente,  j  cree  que  «en  él  se  trata 
de  la  competencia  constitucional  con  relación  á  la  materia  ú  objeto  del 
mandamiento  expedido  »  para  deducir  de  esto  que  «cuando  los  poderes 
Ejecutivo,  Legislativo  y  Judicial  obran  dentro  de  los  límites  constitucio- 
nales de  sus  funciones  son  competentes.^^  Hablando  después  sobre  la, 
competencia  que  Wñma  jurisdiccional,  asienta,  y  con  esta  doctrina  es- 
toy enteramente  conforme,  que  á  ella  no  se  refiere  el  artíciilo  16,  por- 
que toca  á  los  Estados  en  ejercicio  de  su  soberanía  determinar  en  sus 
leyes  la  jurisdicción  de  sus  propios  jueces  é  interpretarlas  j  aplicarlas- 
en  cada  caso,  y  porque  es  atribución  de  la  Suprema  Corte,  según  el  ar- 
ticulo 99  de  la  Constitución,  dirimir  las  competencias  suscitadas  entre 
jueces  federales  ó  que  no  tienen  un  superior  común.  En  cuanto  á  la  in- 
competencia de  origen,  sostiene  el  Sr.  Lozano,  que  da  motivo  al  arapa- 
TO,  cuando  se  ha  verificado  una  elección  en  un  Estado  contra  el  tenor- 
expreso  de  la  Constitución  federal;  pero  no  cuando  la  infracción  sea 
solo  de  la  Constitución  ó  leyes  particulares  del  Estado,  porque  en  este 
caso  «importa  una  cuestión  de  régimen  interior  que,  afectando  de  linar 
manera  especial  la  soberanía  del  Estado,  éste,  por  medio  de  sus  autori- 
ílades,  es  el  único  que  puede  y  debe  resolver.  En  estos  casos  la  inter- 
A-ención  de  la  justicia  federal  importa  un  ataque  á  la  soberanía  de  un 
Estado,  y  en  consecuencia  una  infracción  constitucional. »  ^ 

He  citado  con  alguna  extensión  estas  doctrinas  para  hacer  ver  de 
paso  que,  aun  en  opinión  de  este  publicista,  que  acepta,  muy  restringi- 
da por  cierto,  la  teoría  de  la  incompetencia  de  origen,  el  presente  am- 
paro no  procede,  porque  se  trata  aquí  solo  de  infracciones  de  las  le^-es 
locales  de  Puebla.  Por  lo  demás,  inútil  me  es  decir,  después  de  haber 
expuesto  sobre  esta  materia  mis  opiniones,  que  no  acepto  las  del  Sr. 
Lozano  en  este  punto,  y  esto  por  la  razón  capital  que  yo  no  entienda 
el  articulo  109  de  la  Constitución,  sino  en  el  sentido  que  los  piiblicistas 
americanos  que  antes  he  citado  comentan  el  concordante  de  la  Consti- 
tución de  los  Estados  Unidos. 

El  Sr.  Montiel  y  Duarte  explica  el  articulo  16  á  qiie  me  estoy  refirien- 
do, á  la  luz  de  nuestras  antiguas  leyes  constitucionales;  después  de  ex- 
poner lo  que  sobre  esta  materia  prevenían  las  diversas  constituciones 
que  han  regido  en  el  país,  manifiesta  que,  «haciendo  el  análisis  del  ai*- 
ticulo  16,  debe  decirse  que  contiene  la  inviolabilidad  de  la  persona,  la, 

del  domicilio,  la  de  los  papeles  y  la  de  las  posesiones; que  para 

poder  ser  molestado  en  algunas  de  esas  cosas  se  necesita  mandamiento 
escrito  de  autoridad  competente  que  funde  y  motive  la  causa  leg*al  del 
procedimiento.»  Explicando  después  la  primera  parte  del  articulo,  di- 
ce: «Que  la  persona  de  todo  hombre  debe  ser  respetada  no  solo  por  los 
individuos  particulares,  sino  por  los  funcionarios  públicos,  hasta  el  ex- 
tremo de  no  poderle  inferir  ni  aun  molestia  sino  en  virtud  de  manda- 
miento escrito  expedido  por  autoridad  competente.»  Un  poco  más  ade- 
lante añade:  «¿cuál  es  la  autoridrad  competente  para  hacer  iiu  registro 

1    Tratado  de  loa  derechos  del  hombre,  páginas  266,  269  x  273  á  280. 
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y  cateo  de  papeles?  Y  siguiendo  el  espíritu  asi  como  las  tradiciones  y 
precedentes  de  nuestro  derecho  constitucional,  no  cabe  duda  que  la 
autoridad  competente  es  toda  aquella  á  quien  la  ley  atribuya  expresa- 
'mente  esta  facxú.tad^i-'  ^  doctrina  que  en  mi  sentir  da  la  verdadera  inte- 
ligencia del  precepto  constitucional. 

Estas  opiniones  de  nuestros  comentadores  ponen  de  manifiesto  que 
salvas  ligeras  diferencias,  como  antes  dije,  ellos  refieren  el  precepto  del 
articulo  IS  solo  á  las  garantías  de  la  seg-urídad  personal  y  real,  para 
que  nadie  pueda  atentar  contra  ellas;  para  que  aun  la  autoridad  com- 
petente, la  que  está  facultada  por  la  ley  para  aprehender  á  un  hombre, 
j)ara  allanar  su  casa,  para  registrar  sus  papeles,  ó  para  secuestrar  sus. 
posesiones,  no  lo  pueda  hacer  sino  mediante  ciertos  requisitos  y  fórmu- 
las tutelares  de  la  seguridad  individual. 

No  puedo  desgraciadamente  citar  la  práctica  de  los  tribunales  en 
apoyo  de  la  inteligencia  que  doy  al  precepto  constitucional,  porque  por 
una  desgracia  bien  lamentable,  las  opiniones  de  los  jueces  y  magistra- 
dos federales  distan  mucho  de  ser  uniformes.  En  esta  misma  Suprema 
Corte- se  han  dictado  sentencias  del  todo  contrarias  sobre  esta  materia. 
La  de  2  de  Diciembre  de  1871,  que  reconoció  el  principio  de  que  los  Es- 
tados, en  uso  de  su  soberanía,  son  los  únicos  que  2'>ueden  decidir  sobre 
la  legitimidad  de  las  autoridades  en  el  régimen  interior,  y  que  á  los 
ju?:gados  de  Distrito  no  toca  examinar  ni  menos  decidir  sobre  la  lega- 
lidad de  las  autoridades  que  funcionan,  porque  esta  ingerencia  seria 
una  violación  expresa  del  art.  40  de  la  Constitución;  ^  esa  sentencia  y 
otras  varias  que  atacaron  en  mí  sentir  los  preceptos  constitucionales, 
han  sido  contrariadas  por  algunas  otras,  siendo  entre  ellas  la  más  no- 
table por  la  alarma  y  escándalo  que  causó,  la  de  11  de  Abril  de  1874,  la 
del  célebre  amparo  de  Morelos,  que  dijo:  «gtte  l-a  incomjyetencia  por 
ilegitimidad  ó  por  falta  de  todo  titido  legal,  qiie  con  razón  se  ha  lla- 
tnado  incompetencia  absoluta,  debe  entenderse  comprendida  lo  mismo 
que  otra  cualquiera  en  el  art.  16  de  la  Constitución,  p)uesto  que  no  ha- 
ce excepción  ni  distinción  alguna.  3  No  fijada  aún  nuestra  jurispru- 
dencia constitucional  sobre  este  punto  gravísimo,  por  motivos  que  no 
es  del  caso  referir,  tengo  por  necesidad  que  abstenerme  de  invocar  la 
práctica  de  los  tribunales  sobre  esta  materia. 

Pero  sea  de  esas  sentencias  contradictorias  lo  que  fuere,  si  el  texto 
literal  del  articulo  16  habla  solo  de  autoridad  comjyetente  y  no  de  auto- 
ridad legitima;  si  el  precepto  del  artículo  117  exige  textos  expresos  pa- 
ra reconocer  una  facultad  en  los  poderes  federales,  y  no  se  pueden  su- 
plir éstos  por  interpretación;  si  en  el  Congreso  constituyente  se  trató 
solo  de  asegurar  las  garantías  de  la  seguridad  de  la  persona,  familia, 
domicilio,  papeles  y  posesiones,  para  ponerla  á  salvo  de  todo  atrope- 
llamiento  en  la  aprehensión  de  los  habitantes  de  la  Repiiblica,  en  el  ca- 
teo de  sus  casas,  registro  de  sus  papeles  y  secuestro  de  sus  bienes,  sin 
hablar,  ni  imaginar  siquiera  que  para  esto  se  calificase  la  legitimidad  de 
las  aiitoridades;  si  en  la  opinión  de  los  comentadores  del  precepto  cons- 
titucional, con  una  sola  excepción,  esa  es  la  inteligencia  de  éste;  si  de 
extenderla  hasta  comprender  en  él  la  incompetencia  de  origen,  se  per- 
turba la  armonía  federal  haciendo  inevitables,  necesarias  las  colisiones 
entre  las  soberanías  federal  y  local;  si  se  desnaturaliza  el  objeto  del  am- 
paro h9,sta  el  extremo  de  convertir  en  elemento  revolucionario  una 
institución  esencialmente  pacífica,  que  no  desconoce  ni  dea-roca  auto- 
ridades, que  ni  siquiera  las  desprestigia,  como  tampoco  no  deroga  le- 
yes, sino  que  solo  nulifica  actos  especiales  con  el  fin  de  asegurar  el  im- 
perio de  la  Constitución;  si  todo  esto  se  tiene  presente  y  se  le  considera 

1  Estudio  sobre  las  garantías  individuales,  páginas  331  y  337- 

2  Semanario  judicial.  2-  '^  part..  tomo  II.  página  437. 

3  Obra  citada,  tomo  VI)  página  55.  '   ■ 

Votos.    Tomo  1—6 
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debidamente,  no  se  necesita  más  para  asegurar  con  plenísima  convic- 
ción que  el  articulo  16  se  refiere  solo  á  la  competencia  de  las  autorida- 
des para  ordenar  la  aprehensión  de  una,  persona,  el  allanamiento  de 
una  casa,  el  registro  de  los  papeles,  el  secuestro  de  bienes  de  propiedad 
particular;  es  decir,  ese  articulo  prohibe  los  atropellamientos,  las  mo- 
lestias que  atentan  contra  la  seguridad  real  y  personal,  la  que  no  po- 
drá ser  atacada  sino  por  las  autoridades  á  quienes  la  ley  da  facultad 
para  ello^  y  en  los  casos  y  de  la  manera  que  ella  misma  determina.  Pe- 
ro de  ninguna  manera  ese  articulo  autoriza  á  calificarla  legitimidad  de 
las  mismas  aiitoridades,  legitimidad  que  supone  j  de  la  que  prescinde 
para  no  examinar,  sino  si  cabe  en  el  circulo  délas  atribuciones  de  una 
autoridad  determinada,  expedir  una  orden  que  moleste  á  un  habitante 
de  la  Eepiiblica,  eu  su  persona,  familia,  domicilio,  papeles  y  pose- 
siones. 
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Expuestos  extensamente  los  fundamentos  de  mi  opinión  sobre  las 
graves  cuestiones  constitucionales  que  me  han  ocupado,  cumplido  has- 
ta donde  mis  fuerzas  han  alcanzado,  el  deber  de  conciencia  que  tengo 
de  defender  los  principios  que  profeso,  y  que  son,  en  mi  sentir,  los  que 
la  Constitución  sanciona,  me  creo  ya  autorizado  para  deducir  dé  cuan- 
to he  dicho,  que  la  Corte  no  puede  conceder  este  amparo,  sin  usurpar 
facultades  que  no  le  pertenecen,  sin  invadir  el  régimen  interior  de  los 
Estados,  sin  cometer  un  atentado  que  perturba  el  equilibrio  federal  y 
que  mina  por  su  base  nuestras  instituciones. 

Pondría  ya  fin  á  mi  tarea  si  no  me  creyera  obligado  á  agregar  unas 
cuantas  palabras  más  sobre  un  punto  de  que  se  ha  hablado  extensa- 
mente en  el  debate,  y  punto  que  aunque  en  nada  afecta  la  cuestión  de 
principios,  de  que  me  he  encargado,  no  puedo  d-ejarlo  pasar  en  silencio. 

Uno  de  los  señores  Magistrados  qne  ha  sostenido  la  procedencia  del 
amparo,  se  ha  ocupado  con  extensión  de  Ihcuestiónlocal  de  Puebla,  ha- 
ciendo no  solo  con  claridad  una  minuciosa  relación  de  los  hechos  que 
con  este  juicio  se  conexionan,  sino  también  entrando  en  ciertas  consi- 
deraciones del  orden  político  para  afirmar  que  la  concesión  del  amparo, 
procedente  en  su  concepto  según  la  ley,  daría  la  mejor  solución  á  esta 
cuestión.  Me  siento  obligado  á  exponer  mi  sentir  sobre  las  argumenta- 
ciones que  por  este  capitulo  se  han  hecho,  comenzando  por  rectificar 
dos  hechos  importantes. 

Se  ha  dicho  que  los  ocho  diputados  propietarios  que  llamaron  á  los 
suplentes  á  la  junta  de  la  tarde  del  13  de  Abril,  han  destituido  de  su  car- 
go á  los  otros  siete  propietarios  que  á  ella  no  concurrieron,  puesto  que 
estos  deben  durar  dos  años  según  la  Constitución  de  Puebla,  y  de  he- 
cho están  privados  del  ejercicio  de  sus  funciones.  Eeputo  inexacta  tal 
aseveración:  no  hay  en  todo  el  expediente  dato  alguno  que  la  comprue- 
be: mejor  dicho,  de  las  constancias  de  éste,  aparece  que  estos  siete  di- 
putados no  han  sido  destiruidos. 

Se  lia  dado  también  por  cierto  que  el  veredicto  que  declaró  que  hay 
lugar  á  formación  de  causa  contra  el  Sr.  Giizmán,  fué  solo  pronuncia- 
do por  aquellos  ocho  diputados,  deduciéndose  de  aquí  que  no  siendo 
•  ellos  sino  una  minoría  del  Congreso,  no  pudieron  pronunciar  tal  vere- 
dicto. Esto  es  también  inexacto.  Esos  ocho  diputados  en  unión  de  otros 
á  quienes  llamaron,  precisamente  para  formar  el  quorum,  son  los  auto- 
res del  veredicto,  y  de  autos  consta  y  es  piiblico  y  notorio  que  en  la  se- 
sión en  que  él  se  pronunció  había  más  de  ocho  diputados,  más  de  lami- 
tad  del  número  total  de  miembros  del  Congreso 
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Quedaría,  es  cierto,  por  averiguar  si  ese  quorum  se  formó  leg-itima- 
mente  desde  la  junta  preparatoria  de  13  de  Abril,  si  las  minorías  en  esas 
juntas  tienen  derecho  para  obligar  á  los  diputados  ausentes  á  concu- 
rrir, si  de  este  derecho  se  usó  bien  en  aquella  junta,  etc.-,  pero  nada  de 
esto  puede  ser  objeto  de  la  justicia  federal,  porque  todo  eso  pertenece 
al  régimen  interior  del  Estado.  En  mi  conciencia  todo  eso  es  terreno 
vedado  para  mi,  funcionario  federal,  y  respetando  mis  propias  opinio- 
nes, no  entraré  al  examen  de  esos  puntos.  Me  basta  indicar  que  se  fun- 
dan en  un  error  histórico  los  argumentos  que  toman  la  incompetencia 
del  Gran  Jurado  del  hecho  de  que  el  veredicto  se  pronunció  solo  por 
ocho  diputados,  para  dejar  sin  valor  tales  argumentos. 

En  cuanto  á  las  consideraciones  de  un  carácter  meramente  político 
que  se  han  traído  á  este  debate,  yo  no  diré  más  que  una  sola  palabra, 
á  pesar  de  que  á  ellas  se  les  ha  dado  tanta  importancia.  La  Corte  en  su 
calidad  de  tribunal  no  puede  más  que  administrar  justicia,  más  que  con- 
frontar el  acto  reclamado  con  el  texto  constitucional  que  se  dice  viola- 
do por  él,  para  de  ahí  deducir  si  es  ó  no  procedente  el  amparo:  entrar 
aquí  en  aquellas  consideraciones,  es  exponerse  á  sacrificar  los  intereses 
permanentes  de  la  justicia,  á  las  exigencias  veleidosas  de  la  política,  es 
desnaturalizar  las  funciones  augustas  de  este  Tribunal.  Será  cierto  que 
la  cuestión  local  de  Puebla,  quedará  bien  arreglada  luego  que  el  am- 
paro se  conceda;  yo  no  lo  sé,  porque  no  he  estudiado  esa  cuestión  en  su 
terreno  político;  pero,  de  seguro  no  es  la  misión  de  la  Corte  ni  procurar 
siquiera  esos  arreglos.  Esto  dicho,  queda  ya  explicado  mi  silencio  sobre 
lo  que  aquí  se  ha  llamado  la  cuestión  local  de  Puebla. 

Al  hablarse  de  ella  se  ha  dicho  alguna  palabra  que  supone  que  no 
es  el  respeto  á  un  principio,  sino  circunstancias  de  actualidad  las  que 
inspiran  hoy  mi  voto.  Para  que  se  me  haga  la  justicia  que  creo  mere- 
cer ?n  cuanto  á  este  particular,  invocaré  en  mi  favor  el  testimonio  de 
los  hechos.  El  que  escribió  en  1870  un  extenso  folleto  defendiendo  co- 
mo ahora,  la  soberanía  de  los  Estados  atacada  en  Jalisco  por  la  admi- 
nistración Juárez,  y  esto  á  pesar  de  ser  amigo  y  partidario  de  este  hom- 
bre ilustre;  el  que  en  1874  volvió  á  escribir  otro  folleto  tornando  á  de- 
fender la  soberanía  de  los  Estados  entonces  ultrajada  en  Morelos  por 
la  Corte,  y  esto  á  pesar  de  ser  enemigo  de  la  administración  Lerdo  y  de 
la  particular  de  ese  Estado,  cree  tener  títulos  para  que  no  se  dude  cuan- 
do menos  de  la  sinceridad  de  sus  convicciones.  Y  así  como  en  aquellas 
ocasiones  no  he  sacrificado  mis  principios  á  amigos  ni  á  enemigos,  así 
como  en  odio  al  gobernador  Lej^va  no  estimé  lícito  pasar  sobre  la  so- 
beranía de  los  Estados,  así  hoy  en  respeto  al  Sr.  Guzmán,  respeto  que 
muy  sincero  le  profeso,  no  puedo  sin  ser  inconsecuente,  sin  cometer  un 
delito  del  que  yo  mismo  no  podría  absolverme,  conceder  este  am- 
paro. 

Con  la  larga  exposición  de  los  motivos  de  mi  voto,  he  tal  vez  abusa- 
do de  la  atención  de  los  Magistrados  que  me  escuchan:  les  suplico  me 
dispensen  la  extensión  con  que  he  hablado,  en  gracia  de  la  gravedad 
del  negocio  de  que  se  trata.  Por  lo  demás,  al  hablar  y  votar  como  lo 
haré  reprobando  la  sentencia  del  Juez  de  Distrito  de  Puebla,  no  creo 
hacer  más  que  cumplir  con  un  deber,  defendiendo  una  causa  á  la  que 
hace  mucho  tiempo  estoy  consagrado.  ^ 

1  La  Legislatura  ele  Puebla  se  sirvió  dirigir  al  autor  de  este  discurso  la  siguiente  com-jnicación: 
"Eepública  Mexicana-— Congreso  del  Estado  Libre  y  Soberano  de  Puebla. — Secretaría — Número  86. 
— Esta  H.  Legislatura,  en  sesión  de  ayer,  aprobó  los  ac-.ierdos  siguientes: — "1?  Manir'éstase  al  C-  Lie. 
Ignacio  L-  Vallaría,  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  que  esta  H.  Legitlatura  estima  la  de- 
fensa que,  de  la  soberanía  del  Estado,  hizo  ante  el  Cuei-po  que  dignamente  preside,  al  tratarse  del  am- 
paro pedido  por  el  C.  Lie.  León  Guzmán- — 2?  El  Ejecutivo  mandará  imprimir  el  voto  del  C-  Lie-  liiuacio 
L-  Vallarta,  con  inserción  de  estas  proposiciones,  para  circularlo  á  las  legislaturas  de  los  Estadosde  ¡a 
Federación,  y  á  los  Ayunlamientos  y  Juntas  m.inicipales  del  de  Piiebl.a"— Y  al  com--nicar  á  vd.  los 
preinsertos  acuerdos,  nos  es  grato  protestarle  nuestra  miiy  distinguida  consideración — Liibertad  en  la 

CoDStitucióe,  Puebla dd  Zaragoza,  Octubre  15  de  1S78-— Ángel  Cabrera,  diputado  secretario Félix  M. 

Alcarez,  diputado  secretario-— C-  Lie-  Ignacio  L-  Vallarta,  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  J^isticia. 
—México. 
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La  Suprema  Corte  pronunció  la  siguiente  sentencia. 

México,  Agosto  veintitrés  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho.— Vistosr 
el  escrito  de  veintiuno  de  i\íayo  xiltimo.  en  qne  el  C.  León  Giizmán,  pre- 
sidente del  Tribunal  Superior  del  Estado  de  Puebla,  pide  al  Juez  deDis- 
trito  que  la  Justicia  de  la  Unión  lo  ampare  y  proteja  contra  las  viola- 
ciones que  en  su  persona  está  cometiendo  el  Gran  Jurado  del  Congreso- 
del  Estado,  de  las  g-arantías  individuales  consignadas  en  los  artículos 
14,  16  j  20,  fracción  2^  de  la  Constitución  federal,  y  que  decrete  desde 
luego  la  suspensión  del  acto  reclamado:  la  comj^arecencia  del  día  23  en 
que  el  procurador  de  la  parte  agraviada  recusó  al  iuez  y  al  secretario; 
el  decreto  del  mismo  dia  en  que  fué  admitida  la  recusación,  el  auto  de 
la  propia  fecha  en  que  el  Jixez  primer  suplente  pidió  informe  á  la  auto- 
ridad ejecutora  del  acto  reclamado  sóbrela  suspensión  de  éste;  el  oficio 
que,  en  cumplimiento  del  decreto  anterior,  dirigieron  al  Juzgado  los 
ce.  Diputados  Pascual  Luna  Lara  y  Jesús  Miranda  en  27  del  repetido 
mes;  la'^  excusa  del  Promtor  Fiscal  y  su  admisión;  el  pedimento  dej  ciu- 
dadano Jefe  Superior  de  Hacienda,  en  que  se  opuso  á  la  suspensión  del 
acto  reclamado;  el  decreto  en  que  se  proveyó  de  conformidad  con  esta 
petición;  el  escrito  de  tres  de  Junio  en  que  el  actor  amplió  su  demanda:, 
el  decreto  en  que  se  pidió  informe  sobre  el  punto  principal  á  la  autori- 
dad ejecutora  del  acto  reclamado;  las  piezas  en  que  este  informe  consis- 
te; el  decreto  en  que  se  mandó  recibir  á  prueba 'el  juicio  por  el  término 
de  cuatro  días,  prorrogable  por  todo  el  de  la  ley;  las  pruebas  rendidas 
por  la  parte  agraviada;  los  alegatos  de  ambas  partes;  la  citación  para, 
sentencia  definitiva;  la  que  con  este  carácter  pronunció  el  inferior  en 
veintisiete  de  Julio,  con  todo  lo  demás  que  se  tuvo  presente  y  ver  convino: 

Considerando  en  cuanto  á  los  hechos: 

19  Que  la  Legislatura  del  Estado  de  Puebla  debe  tener  diez  y  nueve 
dipiitados  conforme  á  las  leves  de  28  de  Septiembre  de  1861  y  á  la  de 
26  de  Enero  de  1877; 

2?  Que  en  11  de  Marzo  siguiente  se  hicieron  las  elecciones,  y  en  15 
de  Abril  inmediato  abrió  la  Legislatura  su  primer  período  de  sesiones 
ordinarias,  sin  que  nadie  haya  puesto  en  duda  la  legitimidad  de  su  origen-, 

o9  Que  en  lo  de  Abril  del  presente  año  ha  celebrado  una  junta  pre- 
paratoria la  Diputación  permanente,  compuesta  de  cinco  diputados  con- 
forme á  la  constitución  particular  del  Estado  (art.  48),  y  diez  más,  para 
elegir  presidente,  vicepresidente  y  secretarios,  en  cumplimiento  del  ar- 
ticulo 89  del  reglamento  de  debates  de  19  de  Junio  de  1868; 

49  Que  el  presidente  suspendió  la  sesión  sin  que  se  hubieran  hecho 
las  elecciones,  citando  á  los  diputados  para  continuarla  á  las  diez  de  la 
mañana  del  dia  siguiente; 

59  Qae  ocho  diputados  entre  los  que  se  cuentan  dos  de  la  Diputa- 
ción permanente,  uno  de  los  cuales  se  declaró  presidente,  citaron  á  los 
suplentes  de  los  propietarios  que  no  estaban  en  el  salón  de  sesiones,  por 
medio  del  Poder  Ejecutivo,  para  que  se  presentaran  á  las  tres  de  la  tar- 
de á  celebrar  la  junta  preparatoria  de  que  habla  el  artículo  12  del  cita- 
do reglamento; 

69  Que  habiéndose  presentado  tres  diputados  suplentes,  se  aproba- 
ron sus  credenciales,  y  fueron  electos  los  funcionarios  de  que  trata  el 
repetido  articulo  89 ,  se  comunicó  al  Poder  Ejecutivo  la  elección  déla 
mesa,  y  se  le  invitó  para  la  apertura  del  tercer  período  de  sesiones  or- 
dinarias que  se  verificó  en  15  del  propio  mes; 

79  Que  el  ciudadano  presidente  del  Tribunal  Superior  del  Estado 
rehusó  reconocer  la  Legislatura  y  al  Gobernador,  por  ser  ambos  usur- 
padores del  Poder  ptiblico,  en  concepto  de  aquel; 

8?   Que  el  Gobernador  comunicó  oficialmente  á  la  Legislatura  el  des- 
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•conocimiento  de  ambos  Poderes,  hecho  por  el  Presidente  del  Tribunal 
Superior; 

9?  Que  el  oficio  del  Gobernador  se  mandó  pasar  á  la  sección  del  Gran 
Jurado  que  formó  el  expediente  instrtictivo  y  presentó  en  22  de  Mayo 
•el  dictamen  correspondiente  que  conclm^e  con  el  siguiente  acuerdo: 

«Ha  lugar  á  la  formación  de  causa  contra  el  ciudadano  Presidente 
del  Tribunal  Sixperior  de  Justicia  del  Estado,  Lie.  León  Guzmán,»  que 
fué  aprobado  en  la  misma  sesión. 

Considerando  en  cixanto  al  derecho: 

1?  Que  la  Constitución  federal  garantiza  á  todos  los  Estados  su  go- 
■bierno  constitucional.  «El  pueblo,  dice  el  articulo  41  de  la  ley  fundamen- 
tal, ejerce  su  soberanía  por  medio  de  los  poderes  de  la  Unión  en  los  ca- 
•sos  de  su  competencia,  y  por  los  de  los  Estados  para  lo  que  toca  á  su  ré- 
gimen interior,  en  los  términos  respectivamente  establecidos  por  esta 
Constitución  federal  y  las  particulares  de  los  Estados^  las  que  en  nin- 
gún caso  podrcín  contravenir  á  las  estipidaciones  del  pacto  federal:» 

2?  Que  los  diputados  á  la  legislatura  del  Estado  de  Puebla  deben  du- 
rar, en  su  encargo  dos  años:  «El  Congreso  del  Estado,  dice  el  articulo  24 
de  la  Constitución  de  Puebla,  se  compondrá  de  representantes  nombra- 
dos en  su  totalidad  por  el  pueblo  cada  dos  años-.n 

3?  Que  de  estos  artículos  de  la  Constitución  de  la  República  y  de  la 
particular  del  Estado  de  Puebla,  resulta  la  demostración  evidente  de 
•que  la  junta  de  ocho  diputados  propietarios,  minoría  de  diez  y  nueve, 
no  ha  podido  llamar  á  los  siiplentes  de  siete  diputados  propietarios,  que 
legítimamente  se  ausentaron  del  salón  de  sesiones,  porque  el  presiden- 
te suspendió  la  de  ese  día  para  continuarla  á  las  diez  de  la  mañana  si- 
guiente; porque  los  siete  diputados  propietarios  deben  durar  en  su  en- 
cargo dos  años,  que  se  cumplirán  en  14  de  Abril  de  1879: 

4?  Que  el  artículo  109  de  la  Constitución  federal  impone  á  los  Esta- 
dos la  obligación  de  adoptar,  para  su  régimen  interior,  la  forma  de  go- 
bierno republicano  representativo  popular: 

5?  Que  la  esencia  del  sistema  representativo  consiste  en  el  imperio 
•de  las  mayorías: 

6°  Que  ocho  diputados  no  son  la  mayoría  de  diez  y  nueve,  y  que  por 
■consigLiiente  no  pueden  ejercer  las  facultades  que  el  artículo  36  de  la 
Constitución  de  Puebla  concede  al  Congreso  del  Estado,  entre  las  cua- 
les se  cuenta  la  XIII,  qxie  dice: 

«Declarar  si  ha  ó  no  lugar  á  formación  de  causa  por  delitos  oficiales 
y  comunes  á  los  miembros  del  Coiígreso,  al  Gobernador  del  Estado,  á 
sus  secretarios  y  á  los  ministros  y  fiscales  del  tribunal  superior:» 

7?  Que  por  tanto,  los  ocho  diputados  propietarios  que  pronunciaron, 
■el  veredicto  de  22  de  Mayo,  han  violado  en  la  persona  del  presidente 
del  tribunal  superior  de  Puebla,  la  garantía  que  á  todo  habitante  de  la 
República  concede  el  artículo  16  de  la  ley  fundamental,  porque  no  son 
ellos,  sino  «el  Congreso  del  Estado  libre  y  soberano  de  Puebla,»  la  au- 
toridad competeirte  de  que  habla  este  artículo: 

8?  Que  esta  Corte  Suprem-a  tiene  el  deber  de  administrar  justicia, 
conforme  á  la  Constitución^  y  m,irando  en  todo  2^or  el  bien  y  prosperi- 
dad de  la  Unión  (art.  94  de  la  Constitución  federal): 

9?  Que  es  de  su  competencia  resolver  toda  controversia  que  se  sus- 
cite por  las  leyes  ó  actos  de  cualquiera  autoridad  que  violen  las  garan- 
tías individuales  (art.  101  de  la  misma  Constitución): 

10.  Que  no  puede  ponerse  en  duda  que  los  ocho  diputados  propieta- 
rios, autores  del  veredicto  de  22  de  Mayo,  ejercen  de  hecho  el  poder  le- 
gislativo del  Estado  de  Puebla,  y  por  consiguiente  son  en  él  una  auto- 
ridad mientras  constitucionalmente  no  se  integre  el  Congreso,  que  de 
■derecho  debe  ejercer  la  autoridad  legislativa,  ni  menos  que  el  presiden- 
té  del  tribunal  superior  de  Puebla  es  un  individuo,  es  un  hombre,  que 
Jiabita  en  el  suelo  mexicano,  y  que  por  lo  mismo  tiene  indisputable  de- 
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recho  al  goce  de  todas  y  de  cada  una  de  las  g-arantias  que  la  Constitu- 
ción otorg-a  á  los  habitantes  de  la  República  Mexicana;  y 

11.  Que  no  es  de  la  competencia  de  esta  Corte  Suprema  de  Justicia 
dictar  declaraciones  g-enerales  respecto  de  las  leN'es  ó  actos  que  motiyen 
las  sentencias  que  pronuncia  en  los  juicios  de  protección  y  amparo  de 
g-arantias  individuales  (art.  102  de  la  Constitución  federal);  y  por  consi- 
guiente se  limita  á  conceder  la  protección  y  amparo  de  esas  garantias 
al  individuo  que  los  solicita,  en  el  caso  especial  sobre  que  versa  el  pro- 
ceso. Por  las  consideraciones  anteriores  y  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  41, 109,  94,  101,  102V  16  de  la  Constitución  fede- 
ral, definitivamente  juzgando,  se  declara:  que  es  de  confirmarse  y  se 
confirma  en  los  términos  siguientes,  la  sentencia  pronunciada  por  el  in- 
ferior en  27  de  Julio  último:  La  Justicia  de  la  Unión  protege  y  ampara 
al  C.  León  Guzmán,  presidente  del  tribunal  Superior  del  Estado  de  Pue- 
^  bla,  contra  el  veredicto  pronunciado  por  ocho  diputados  propietarios,  en 
22  de  Mayo  próximo  pasado,  declarando  haber  lugar  á  formarle  causa. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juez  de  Distrito  que  las  elevó  á  revi- 
sión, acompañándole  testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos  con- 
siguientes: publique  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Así,  por  mayoría  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente 
y  Magistrados  que  formaron  el  tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron: — Ignacio  L.  Va- 
llarta. — Ignacio  M.  Altamirano. — Ignacio  Ramirez. — Ezequiel  Montes. 
— Manuel  Alas. — Antonio  Martínez  de  Castro .'—  Miguel  Blanco. — José 
María  Bautista. — JiLan  M.  Vázquez. — José  Manuel  Salclaña. — José  Eli- 
gió Muñoz. — Pedro  Dionisio  de  la  Garza  y  Garza. — Enrique  Landa, 
secretario. 

Nota — Las  principales  piezas  pertenecientes  á  este  negocio  están  publicadas  euelDiAElo  OriciAi,. 
correspondiente  á  los  días  del  13  al  28  de  Septiembre  de  1878. 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  LA  CONSIGNACIÓN  FORZADA 

AD  SERVICIO  MILITAR. 

SUSPENSIÓN  DEL  ACTO  RECLAMADO. 

¿Cómo y  en  qué  casos  debe  decretarse  la  suspensión  del  acto  reclamado? 
¿Pueden  seguirse  de  oficio  los  juicios  de  amparo?  hiterpretación  de  los  artí- 
culos loi  y  I02  de  la  Constitución. 


El  C.  Jesús  Rosales  pidió,  al  Juez  i'?'  de  Distrito  de  esta  Capital,  ampa- 
ro contía  stí  consignación  al  servicio  de  las  armas,  y  al  mismo  tiempo  la  in- 
tnediata  suspensiÓJi  del  acto  reclamado.  El  Juez  decretó  ésta  desde  luego,  aun 
sin  el  Í7ifotme  de  la  autoridad  ejecutora,  y  vían dó  poner  el  libertad  al  quejo- 
so. Después  contÍ7inó  el  juicio  sin  que  el  interesado  volviera  á  com-parecer  en 
él,  y  se  pronunció  sentencia  otorgando  el  ampato.  Este  negocio  se  discutió  en 
las  audiencias  de  los  días  /j,  14  y  i'j  de  Septiembre,  y  el  C.  Vallarla  sostuvo 

las  siguientes  opiniones: 

# 

A  muchas  y  graves  cxiestiones  da  lugar  el  juicio  de  amparo  promovi- 
do por  el  C.  Jesús  Rosales.  Siguiendo  la  costumbre  que  he  observado 
desde  que  tuve  la  honra  de  venir  á  presidir  este  tribunal,  voy  á  fundar 
los  principios  que  profeso  y  que,  según  mi  opinión,  deben  aplicarse  pa- 
ra resolver  aquellas  cuestiones. 

La  más  importante  de  ellas,  la  que  debe  desde  luego  analizarse  es  es- 
ta: ¿Puede  el  juez  de  Distrito  poner  en  inmediata  libertad  al  detenido 
que  pide  amparo  y  antes  de  que  en  el  juicio  recaiga  sentencia  que  cau- 
se ejecutoria?  O  en  otros  términos  menos  abstractos  y  generales:  ¿la  fa- 
cultad que  el  juez  tiene  para  suspender  el  acto  reclamado  lo  autoriza 
para  decretar  desde  luego  la  libertad  de  un  detenido  que  pide  amparo? 
Discutiendo  este  punto  se  ha  dicho  en  este  debate  que  el  juez,  según 
los  artículos  39 ,  b?  y  6  de  la  ley  de  20  de  Enero  ae  1869,  puede  á  su  ar- 
bitrio, discrecionalmente  suspender  el  acto  reclamado.  A  mi  me  parece 
anticonstitucional  esa  teoría,  y  debo  comenzar  por  refutarla  para  fun- 
dar después  la  que  yo  sig'o. 

No  es  esta  la  primera  vez  que  mi  deber  me  obliga  á  negar  á  los  jue- 
ces federales  las  facultades  amplias,  disc7'ecionales,  que  de  hecho  se 
han  arrogado  para  otorgar  ó  no  la  suspensión  del  acto  reclamado.  Co- 
mo Gobernador  de  Jalisco  y  en  defensa  de  los  derechos  de  ese  Estado, 
me  fué  forzoso  combatir  las  providencias  del  juez  de  Distrito  de  Gua- 
dalajara  en  un  amparo  en  que  se  trató  de  la  misma  cuestión  que  hoy 
me  ocupa.  Los  señores  magistrados  me  permitirán  lea  lo  que  entonces 
decía  sobre  ella: 

«El  Juzgado  de  Distrito  de  Guadalajara  se  cree  investido  de  amplias 
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facultades  para  suspender  ó  no  el  acto  reclamaao  segiín  le  parezca  me- 
jor, y  usando  de  tales  facultades,  decretó  la  suspensión  del  cobro  del 
uno  y  medio  por  ciento  de  la  conducta.  El  gobierno  de  Jalico,  que  en 
ese  poder  dictatorial  del  Juzgado  vio  una  aberración  incalificable,  dijo 
en  su  oficio  de  22  de  Febrero  de  1874  á  la  Suprema  Corte,  lo  qixe  copio:» 

«El  Juzgado  de  Distrito  ha  incurrido  en  este  juicio  en  notoria  respon- 
sabilidad ai  mandar  suspender  el  acto  reclamado:  el  pago  de  los  dere- 
chos locales.  La  ley  de  20  de  Enero  de  1869  da  al  juez  la  regla  que  de- 
be seguir  para  decretar  la  suspensión,  cuando  hubiere  urgencia  notoria, 
dice  el  artículo  59 ,  concordante  en  este  punto  con  los  artículos  3?  y  6? 
Esto  es  natural  y  filosófico:  no  suspender  el  acto,  cuando  una  vez  con- 
sumado queda  irreparable,  sería  burlar  el  objeto  del  amparo;  pero  sus- 
penderlo siempre  aunque  no  haya  urgencia  ni  necesidad,  es  prejuzgar 
el  juicio  y  sentenciar  siempre  contra  la  administración  á  quien  se  supo- 
ne culpable  de  la  violación  de  las  garantías,  cuando  sobre  ello  no  hay 
todavía  más  prueba  que  el  dicho  del  actor.  Cree  el  Gobierno  ocioso  de- 
mostrar que  la  ley  no  da  amplias  facultades  al  juez  de  Distrito  para 
suspender  ó  nó  el  acto  según  sus  simpatías  ó  antipatías,  sino  que  le  fija 
una  regla  que  no  puede  impunemente  violar,  puesto  que  el  artículo  25 
de  la  misma  ley  determina  que  es  caso  de  responsabilidad  el  no  decre- 
tar la  suspensión  cuando  procede,  ó  el  de  decretarla  cuando  es  impro- 
cedente.» 

Y  como  la  Corte  al  revisar  el  juicio  nada  dijo  que  reprobase  el  pro- 
cedimiento del  juez,  yo  publiqué  por  la  prensa  un  folleto,  en  el  que  se 
lee  lo  siguiente: 

«Para  sostener  nosotros  que  los  jueces  de  Distrito  no  tienen  ni  pue- 
den tener  amplias  facultades  para  suspender  ó  nó  el  acto  reclamado, 
nos  basta  invocar  el  artículo  25  de  la  \e.j  de  20  de  Enero  de  1869.  «Son 

causas  de  responsabilidad el  decretar  ó  nó  la  suspensión  del 

acto  reclamado;»  luego,  inferirán  con  nosotros  todos  los  que  sepan  alg-o 
de  jurisprudencia,  el  juez  solo  puede  decretar  esa  suspensión  en  ciertos 
casos  cuando  sea  procedente,  y  negarla  en  los  demás;  luego  el  juez  no 
tiene  amplias  facultades  para  hacer  lo  que  á  su  capricho  ciiadre.  Cree-^ 
mes  que  solo  desconociendo  la  fuerza  de  la  lógica  se  puede  negar  la  le- 
gitimidad de  esas  consecuencias  que  condenan  la  absurda  teoría  que 
sobre  la  arbitrariedad  judicial  proclamó  el  juzgado  de  Disti-ito.» 

«El  gobierno  del  Estado  pidió que  se  reprobara  por  la  al- 
ta Corte  esa  teoría  que  nunca,  jamás,  ni  los  jueces  más  ignorantes  ni 
más  iincuos,  se  han  atrevido  á  formular.  ¿Qué  dijo  la  Corte  sobre  este 
plinto,  no  ya  para  juzgar  á  un  juez  culpable,  sino' para  fijar  el  derecho 
público  de  México,  sobre  una  materia  importantísima  en  las  relaciones 
de  la  justicia  federal  con  la  soberanía  de  los  Estados?  ¿Qué  dijo  la  Cor- 
te para  corregir  un  abuso  que  ni  la  jurisprudencia  común  tolera?  Ni 
una  palabra.  Y  esa  absurda  teoría  ha  ya  encontrado  partidarios  en  los 
jueces  de  Distrito  de  otros  Estados,  \  el  silencio  de  la  Corte  que  la  to- 
lera, que  la  consiente,  hará  que  esa  monstruosidad  en  el  orden  judicial 
tenga  una  vida  legal  entre  nosotros.  ¡Jueces  con  amplias  facultades! 
i-llueces  que  pueden,  scgxin  su  capricho,  suspender  los  actos  de  la  admi- 
nistración interior  de  los  Estados!!! » 

«Dijimos  que  la  jurisprudencia  comiín  no  tolera  esa  teoría  de  las  am- 
plias facultades  en  los  jueces.  Registrando  las  leyes  que  desde  los  siglos 
l)árl)aro.<  han  llegado  en  nuestros  Códigos  hasta  nosotros,  ninguna  en- 
contramos que  constituya  en  dictadores  á  los  jueces;  alguna  hay  que 
les  da  no  amplias,  sino  limitada-t  facultades  en  ciertos  casos,  como  por 
ejemplo,  la  8'^,  tít.  31,  Part.  T'^ ,  para  aumentar  ó  disminuir  la  pena  eu 
proporción  de  la  gi-avedad  del  delito.  Pero  de  esas  lej'^es  que  así  pei'- 
miten  el  arbitrio  judicial  obrar,  á  la  teoría  de  las  amplias  facultades 
para  hacer  ó  nó  á  discreción  algo  que  al  oficio  del  juez  pertenezca,  hay 
un  abismo  que  no  se  puede  medir.  No,  ni  en  tiempo,  de  la  barbarie  de 
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los  visigodos,  ni  en  tiempo  del  absolutismo  de  los  reyes  de  España,  era 
siquiera  conocida  esa  teoría.  Reservado  estaba  á  nuestros  días  de  li- 
bertad, de  democracia,  de  restricción  en  las  facultades  de  todos  los  po- 
deres públicos,  proclamar  como  un  principio  qne  los  jueces  federales 
tienen  amplias  facultades »•  ^ 

Estando  estas  verdades  fuera  del  alcance  de  toda  impugnación,  tan 
evidentes  asi  me  parecen,  reputo  inútil  ag-regar  una  sola  palabra  más, 
refutando  la  teoría  de  las  áinplias,  de  las  disci^ecionales  facultades  en 
los  jueces  federales  para  suspender  ó  nó,  sin  más  reglas  que  su  arbitrio, 
el  acto  reclamado. 

Otra  es,  según  mi  sentir,  la  inteligencia  que  en  cuanto  al  punto  en 
cuestión,  se  debe  dar  á  los  artículos  3? ,  5? ,  6°  v  25  de  ley  citada.  La  sus- 
pensión es  procedente  y  se  debe  decretar,  sin'que  al  juez  sea  licito  de- 
jar de  hacerlo,  so  pena  de  incurrir  en  responsabilidad,  cuando  hay  ur- 
gencia notoria,  es  decir,  cuando  la  ejecución  del  acto  reclamado  se  con- 
suma de  tal  modo,  cj^ue  llega  á  ser  irreparable,  dejando  así  sin  materia 
al  juicio  de  amparo  y  burlando  la  ley  que  lo  instituyó,  para  que  se  «res- 
tituyan las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  violarse  la  Constitución.»  2 
El  caso  de  un  amparo  contra  la  ejecución  de  la  pena  de  muerte,  pone 
en  relieve  esta  verdad.  Si  pedido  el  amparo,  el  juez  no  decreta  luego  la 
suspensión  del  acto  reclamado  sino  que  permite  que  la  ejecución  de  la 
pena  se  consume,  todo  el  interés,  toda  la  materia  del  juicio  acaba  con 
la  vida  del  quejoso,  y  nada  más  queda  por  hacer  que  exig'ir  la  respon- 
sabilidad al  juez  porque  no  suspendió  el  acto  reclamado,  habiendo  ur- 
gencia notoria.  Seguir  el  juicio  para  amparar  á  vea.  cadáver,  sería  tan 
estéril  como  ridiculo.  En  casos  como  éste,  el  decreto  de  suspensión  es 
forzoso,  es  obligatorio;- y  nada  exime  de  responsabilidad  al  juez  si  no  lo 
pronuncia  oportunamente. 

Por  una  razón  contraria,  la  suspensión  es  improcedente,  y  no  se  de- 
be decretar  aunque  se  pida,  so  pena  de  incurrir  también  en  responsa- 
bilidad, cuando  el  acto  reclamado  no  tiene  consecuencias  irreparables, 
cuando  permanece  integra  la  materia  del  juicio,  y  cuando  á  pesar  de 
que  ese  acto  no  se  suspenda,  pueden  restituirse  las  cosas  al  estado  qué 
tenían  antes  de  violarse  la  Constitución.  Y  mucho  más  improcedente  es 
la  suspensión,  cuando  ésta  á  su  vez  consuma  actos  irreparables  que  de- 
jan sin  materia  al  juicio  y  hacen  á  la  sentencia  que  niega  el  amparo  tan 
estéril  y  ridicula  como  á  la  de  que  he  hablado  cuando  se  trata  de  una 
ejecución  capital. 

Para  dar  toda  claridad  á  mis  opiniones,  citaré  algunos  casos  en  que, 
segim  mi  teoría,  no  es  procedente  la  su.spensión,  y  compromete  la  res- 
ponsabilidad del  juez  que  la  decreta;  el  pago  de  impuestos,  por  ejem- 
plo. Aunque  el  quejoso  pida  la  suspensión  de  ese  pago,  no  se  puede 
otorgar,  porque  ese  acto  se  repara  con  la  devolución  de  lo  pagado.  ^  Y 
caso  en  que  la  suspensión  produciría  á  su  vez  consecuencias  irrepara- 
bles y  en  el  que  menos  atiu  es  procedente  la  suspensión,  sería,  por  ejem- 
plo, cuando  por  virtud  de  ésta  se  mandara  poner  ea  circulación  un  li- 
belo infamatorio  recogido  por  autoridad  competente,  según  la  ley,  pa- 
ra celebrar  el  juicio  de  imprenta  respectivo.  ^  La  circulación  de  ese  li- 
belo produciría  efectos  irreparables  en  la  fama  y  buen  nombre  del  in- 
juriado, y  dejaría  sin  materia  al  juicio,  porque  después  de  esta  circula- 

1  Folleto  titulado:  "El  amparo  concedido  contra  las  leyes  de  los  Estados  que  imponen  contribucio- 
nes á  los  metales  preciosos,  pág.  122  á  126  " 

2  Artículo  30  de  la  ley  de  20  de  Enero  de  1S69, 

3  Algunos  jueces  sostienen  que  el  pago  de  impuestos  no  es  reparable,  f  ■mdándose  en  que  las  escase- 
ees  orduarias  del  Erario  no  permiten  la  devolución  de  lo  pagado,  y  en  que  consagrada  por  la  ley  la  doc- 
trina de  que  las  rentas' públicas  no  se  pueden  embargar,  no  es  posible  á  la  iustioia  federal  hacer  efectiva 
tal  devolución.  Estas  rabones  autorizarían,  á  lo  sumo,  el  depósito  á  disposición  del  juez,  de  la  cantidad 
que  se  pretende  cobrar  á  título  de  contribución,  contra  la  que  se  pida,  amparo;  pero  de  ningún  modo 
prueban  qr-e  un  pago  indebido  ó  anticonstitucional  no  sea  reparable-  Más  adelante  se  encontrará  trata- 
da la  cuestión  sobre  embargo  de  rentas  públicas- 

4  Artículo  IS  de  la  ley  de  4  de  Febrero  de  1869- 
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ción,  de  nada  serviría  al  infamado  nna  sentencia  que  reconociese  la  le- 
galidad de  la  orden  para  recoger  el  libelo.  En  este  caso  y  en  otros  pa- 
recidos, no  sólo  se  infringe  la  ley,  sino  que  se  la  contradice  de  lleno  en 
sus  fines,  decretando  la  suspensión  del  acto  reclamado. 

Creo  que  estas  opiniones  mías  están  firmisimamente  fundadas  en  el 
articulo  25  de  la  ley  citada  de  20  de  Enero.  Si  es  causa  de  responsabili- 
dad «el  decretar  ó  no  decretar  la  suspensión  del  acto  reclamado,»  es  cla- 
rísimo que  hay  actos  cuya  suspensión  es  indeclinable,  y  otros  en  que  la 
misma  siispensión  es  imposible.  De  la  concordancia  de  ese  articulo 
con  el  3.°,  5.°  y,6.°  de  la  ley  y  de  su  espíritu  y  motivos,  se  puede  con 
seguridad  decir  cuáles  son  los  actos  de  una  clase,  y  cuáles  los  de  la  otra. 

Las  reglas  que  he  sentado  y  que  sirven  á  mi  juicio  para  distinguir- 
los, son  aplicables  á  los  amparos  que  versan  como  el  presente  sobre  al- 
guna restricción  de  la  libertad  personal.  Esto  es  fácil  de  demostrarse. 
Se  trata,  por  ejemplo,  de  un  arraigo:  el  arraigado  pide,  con  el  amparo, 
la  suspensión  inmediata  del  acto. 

Segiín  mi  teoría  no  se  puede  conceder,  no  sólo  porque  sxxbsistiendo 
el  arraig'o,  permanece  integra  la  materia  del  juicio  de  amparo,  y  con  la 
sentencia  que  en  éste  se  pronuncie  se  restituyen  las  cosas  al  estado  que 
tenían  antes  de  violarse  la  Constitución,  sino  porque  suspendiendo  el 
acto,  esto  es,  levantándose  la  orden  de  arraigo,  se  produce  el  efecto 
irreparable  de  que  con  la  ocultación  ó  fuga  del  arraigado,  ni  es  ya  po- 
sible seguir  el  juicio  de  amparo,  y  quedan  irremediablemente  violados 
los  derechos,  tal  vez  las  garantías  individuales  de  la  parte  que  promo- 
vió el  arraigo;  y  sobre  todo  la  sentencia  que  declare,  si  es  que  senten- 
cia puede  pronunciarse,  que  el  arraigo  era  legal,  será  nugatoria,  su- 
puesta la  fuga  del  arraigado. 

En  los  casos  de  detención  de  una  persona  por  arresto,  prisión,  ser- 
vicio militar  forzoso,  etc.,  iguales  reglas  deben  observarse,  porque  en 
todos  ellos  no  se  puede  suspender  el  acto  reclamado,  sin  dar  á  la  sus- 
pensión un  carácter  irreparable  que  hace  imposible  el  jtiicio,  nugatoria 
la  sentencia,  y  que  burla  el  fin  del  mismo  juicio.  La  simple  ocultación 
del  quejoso  deja  sin  efecto  la  sentencia  que  le  niegue  el  amparo,  y  esto 
aunque  el  juicio  pudiera  proseguirse  después  de  la  deserción  de  lepar- 
te legitima. 

Por  más  que  la  libertad  personal  sea  preciosísima,  por  más  que  la 
iniqu.ídad,  el  atentado  de  una  detención  arbitraria,  deba  repararse  á  la 
mayor  brevedad,  esto  no  puede,  no  debe  hacerse  según  el  artículo  102 
de  la  Constitución,  sino  mediante  xin  juicio,  después  de  conocer  y  fallar 
según  las  pruebas,  que  ese  atentado  se  ha  cometido.  Restituir,  pues,  la 
libertad  al  detenido  antes  del  juicio  por  medio  del  auto  de  svispensión 
del  acto  reclamado,  es  completamente  anticonstitucional;  más  aún,  la 
simple  razón  reprueba  que  antes  del  juicio  instituido  precisamente  para 
saber  si  se  viola  la  garantía  de  la  libertad  personal,  con  una  detención 
que  el  quejoso  califica  de  ilegal,  se  comience  por  poner  en  libertad  á 
éste.  Loá  respetos,  pues,  que  á  la  libertad  humana  se  deben,  la  inviola- 
bilidad de  este  derecho  del  hombre  que  nuestra  Constitución  garantiza, 
no  pone  á  los  casos  de  que  me  ocupo  fuera  del  alcance  dt  las  reglas  que 
la  ley  establece  respecto  de  la  suspensión  del  acto  reclamado. 

Se  ha  dicho  en  el  debate,  que  en  los  casos  de  leva  procede  la  inme- 
diata libertad  del  detenido,  porque  siendo  aquella  ilegal,  no  hay  razón 
para  prolongar  por  un  solo  instante  la  detención,  invocándose  al  efecto 
el  artículo  19  de  la  Constitución.  Se  ha  dicho  también  que  en  estos  ca- 
sos la  suspensión  debe  decretarse  después  del  término  probatorio,  cuan- 
do queda  ya  averiguado  que  el  caso  es  de  leva  propiamente  dicho.  Ten- 
go la  pena  de  no  poder  aceptar  ninguna  de  esas  opiniones,  por  más  que 
ellas  en  nobles  sentimientos  se  inspn-en,  porque  en  mí  juicio  á  ambas 
las  condena  igualmente  la  ley. 

Aunque  el  quejoso  aseguere  que  fué  tomado  de  leva,  como  general- 
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mente  sucede,  el  juez  no  puede  por  esta  sola  aseveración  resolver  que 
el  caso  es  de  esa  naturaleza,  sino  que  debe  esperar  las  pruebas  para  sa- 
ber si  el  servicio  militar  que  se  exige  al  que  pide  el  amparo,  tiene  una 
causa  legal,  como  el  enganche,  el  sorteo,  la  guardia  nacional,  ó  si  es  el 
efecto  de  un  atentado,  de  la  aprehensión  forzada  de  un  hombre  para 
destinarlo  al  ejército.  Para  hacer  esta  averiguación,  el  quejoso  debe 
permanecer  detenido,  como  lo  está  el  acusado,  que  aunque  inocente  su- 
fre la  molestia  de  la  prisión,  hasta  que  el  juez  proclama  su  inculpabi- 
lidad. 

Por  lo  demás,  me  parece  que  el  precepto  del  articulo  19  de  la  Cons- 
titución que  manda  que  «ninguna  detención  pueda  exceder  del  término 
de  tres  dias  sin  que  se  justifique  con  un  auto  motivado  de  prisión,»  nada 
tiene  que  hacer,  es  completamente  inaplicable  á  los  casos  de  servicio 
militar  forzoso.  En  ellos  no  se  trata  de  saber  si  hay  auto  de  prisión^  sino 
de  si  el  peticionario  está  en  la  obligación  de  servir  á  la  patria  con  las 
armas,  según  el  articulo  31  de  la  Constitución,  ó  si  se  le  ha  privado  aten- 
tatoriamente de  su  libertad. 

Para  no  aceptar  la  opinión  de  que  la  suspensión  se  deba  decretar 
después  del  término  probatorio,  me  basta  tener  presente  que  la  le\-  (ar- 
tículo 5.°  y  6.°)  ordena  qiie  esa  suspensión  se  decida  antes  de  comenzar 
el  juicio  (artículo  9.°),  y  que  después  del  término  probatorio  no  se  pue- 
de más  que  oír  los  alegatos  de  las  partes  y  fallar  en  definitiva  (articulo 
13).  La  ley,  pues,  no  acepta  un  auto  de  suspensión  en  aquel  estado  del 
juicio.  Inxitil  me  parece  entrar  en  otras  consideraciones  para  no  admi- 
tir esa  opinión,  cuando  basta  la  \qj  para  condenarla. 

Pero  si  todas  estas  razones  son  de  grande  peso  para  asegurar  que  la 
suspensión  no  es  procedente,  cuando  no  hay  urgencia  notoria^  y  mucho 
menos  cuand®  esa  suspensión  viene  á  ser  no  provisional,  sino  definiti- 
va é  irreparable,  muchas  otras  aun  más  decisivas  existen  para  afirmar 
esta  teoría.  Expondré  las  que  me  parecen  más  oportunas  en  el  caso 
presente. 

He  indicado  antes  que  la  suspensión  del  acto  reclamado  en  los  casos 
de  restricción  de  la  libertad  personal  (arraigo,  arresto,  detención,  etc.) 
produce  en  la  mayor  parte  de  las  veces  el  resultado  de  que  el  juicio  no 
pueda  proseguirse  por  falta  de  parte  legítima,  y  es  llegada  la  ocasión 
de  demostráis  este  aserto,  que  sirve  á  sii  tiirno  de  prueba  de  que  no  se 
puede  decretar  esa  suspensión  que  imposibilita  el  curso  del  procedi- 
miento. 

Aunque  la  parte  segunda  del  artículo  23  de  la  ley  de  20  de  Enero, 
tantas  veces  citada,  dispone  que  «eí  juez  de  oficio  hará  sacar  los  autos, 
y  que  en  todo  el  juicio  j^rocederá  adelante  aunque  no  agiten  las  partes, 
etc.^-o  yo  reputo  anticonstitucional  esa  prevención,  y  creo  que  no  debe 
obedecerse.  Pocas  observaciones  persuaden  de  esta  verdad.  El  texto 
terminante  del  articulo  102  de  la  Constitución  dice  asi:  tiestos  juicios  se 
seguirán  á  petición  de  la  parte?  agraviada ;i^  y  se  necesita  no  C[uerer  en- 
tender el  sig-nificado  jurídico  de  ese  precepto,  desconocer  casi  el  valor 
gramatical  de  esas  palabras,  para  negar  que  ese  texto  manda  que  los 
juicios  de  amparo  no  se  instauren  ni  se  sigan  sino  á  instancia  de  parte. 
Clarísima,  flagrante  contradicción  hay,  pues,  entre  este  texto  y  el  de 
aquel  artículo  23  de  la  ley,  supuesto  que  éste  consagra  el  procedimien- 
to de  oficio  y  aquel  exige  la  petición  de  la  parte  agraviada.  Y  siendo 
esto  así,  no  es  lícito  ni  vacilar  siquiera  sobre  cuál  de  las  dos  leyes  es  la 
que  en  ese  conflicto  se  debe  seguir,  porque  el  articulo  126  de  la  Consti- 
tución da  á  ésta  la  supremacía  entre  las  de  toda  la  Unión.  Así  como  no 
se  ha  observado  el  artículo  8.°  de  la  ley  de  20  de  Enero,  así  tampoco,  y 
por  las  mismas  razones,  no  debe  observarse  su  articulo  23. 

Si  pues  la  presencia  del  quejoso,  de  la  p>arte  agraviada  á  cm-a  peti- 
ción se  sigue  el  juicio,  es  necesaria,  según  el  artículo  102  citado,  desde  el 
momento  en  que  aquel  se  fuga  ó  se  esconde,  ó  de  cualqiiiera  manera 
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deserta  del  juicio,  no  puede  el  juez  seguir  adelante  en  el  procedimiento, 
y  todo  lo  que  haga  es  plenamente  nulo.  Llamar  juicio  á  una  serie  de  ac- 
tuaciones en  que  no  \ia.j  partes  (la  autoridad  no  lo  es,  según  el  articulo 
9."^  de  la  ley,  y  el  actor  ha  desertado  del  juicio,  según  la  hipótesis  que 
estoy  considerando),  es  una  cosa  que  el  simple  buen  sentido  no  tolera. 

Pero  aun  tengo  más  argumentos,  igualmente  sólidos,  en  favor  de 
mis  opiniones.  Supóngase  que  el  juicio  pudiera  seguirse  sin  la  presen- 
cia de  la  parte  agraviada,  y  veamos  el  resultado  práctico  de  tal  hipóte- 
sis. Si  el  peticionario  es  puesto  en  libertad  por  virtud  del  auto  de  sus- 
pensión, este  auto  prejuzga  la  sentencia  definitiva  que  debiera  pronun- 
ciarse con  conocimiento  de  causa,  y  la  Woertaiú.  provisional  decretada 
así,  se  convierte  por  la  naturaleza  de  los  hechos  en  definitiva  é  irrepa- 
rable y  todo  esto  por  la  sencilla  razón  de  que  la  ocultación  del  quejoso 
hace  de  imposible  ejecución  una  sentencia  que  niegue  el  amparo.  ¿Có- 
mo podría  el  juez  de  Distrito  volver  á  la  cárcel  al  detenido  que  hubiera 
aparecido  reo,  al  cuartel  á  un  soldado  que  estuviera  enganchado,  á 
quienes  él  hubiera  puesto  provisionalmente  en  libertad?  Hacerlos  bus- 
car por  la  policía,  librar  órdenes,  exhortos  para  su  aprehensión,  como 
ise  ha  dicho  en  este  debate  para  escapar  del  peso  de  esta  dificultad,  son 
cosas  que  en  estos  casos  están  faera  de  la  jurisdicción  de  los  jueces  fe- 
derales y  que  son  enteramente  extrañas  á  la  institución  del  amparo. 

Si  los  artículos  101  y  10  \  de  la  Constitución  quieren  que  siempre  pre- 
ceda iin  juicio  á  la  declaración  judicial  de  que  se  ha  violado  una  garan- 
tía individual  y  á  la  consiguiente  devolución  de  su  libertad  al  detenido 
á  quien  ilegalmente  se  le  ha  restringido,  es  tan  claro  como  la  luz,  que 
anticipar  la  soltura  de  ese  detenido  á  la  ejecutoria  que  decida  si  hay  ó 
no  violación  de  garantías,  es  infringir  de  lleno  aquellos  artículos  cons- 
titucionales. Sagrada  como  es  la  libertad  personal,  no  se  puede  prejuz- 
gar sin  pruebas  si  ella  ha  sido  ilegalmente  restringida,  no  se  puede  sin 
«1  juicio  de  formas  jurídicas  de  que  habla  el  artíciilo  102  de  la  Consti- 
tución, decretar  que  ella  ha  sido  violada.  Y  el  procedimiento  que  la  ley 
establece  para  decretar  ó  no  la  suspensión,  el  pedimento  del  promotor, 
el  informe  de  la  autoridad,  distan  mucho  de  ser  ese  juicio  que  exije  el 
precepto  constitucional,  teniendo  en  consideración  sobre  todo,  que  este 
informe  ni  siquiera  versa  sobre  el  fondo  de  la  demanda,  sino  sobre  el 
incidente  de  la  suspensión. 

Estas  razones  fundan  la  opinión  que  yo  he  formado  en  este  negocio. 
La  Corte  no  puede  aprobar,  ni  tolerar  siquiera,  el  procedimiento  de  un 
juez  que  comienza  por  poner  en  libertad  al  quejoso  que  asegura  que 
con  su  detención  se  violan  sus  garantías.  La  Corte  tiene  el  deber  de  re- 
probar expresamente  ese  procedimiento  anticonstitucional,  que  contra- 
dice de  lleno  los  fines  del  amparo;  que  viola  los  textos  expresos  de  la 
Constitución;  que  hace  nugatoria  la  sentencia  que  niegue  el  amparo; 
que  imposibilita  la  prosecución  del  juicio,  convirtiendo  á  éste  en  una 
serie  de  formalidades  inútiles  y  de  actuaciones  nulas. 

Tiene  este  Tribunal  ese  deber  aun  por  su  propio  decoro,  porque  él 
no  puede  consentir  en  revisar  sentencias  que  por  la  consumación  irre- 
parable de  los  hechos,  no  tienen  revocación  práctica  posible.  Ridículo 
sería  que  la  Corte  amparase  al  condenado  á  muerte,  y  cuya  ejecución 
se  hubiera  realizado;  ¡conceder  la  garantía  de  la  vida  aun  cadáver,  se- 
ría xm  sarcasmo !  Y  ridiculo  sería  también  que  la  Corte  negase  el  am- 
paro al  arraigado  que,  por  virtud  de  la  libertad  en  que  el  juez  de  Dis- 
trito lo  hubiera  dejado,  estuviera  fuera  de  la  República. 

Este  Tribunal  por  su  propio  decoro,  no  puedJe  consentir  en  que  los 
jueces  de  Distrito  le  usurpen  su  jurisdicción,  imposibilitando  de  hecho 
las  facultades  que  tiene  para  revocar  las  sentencias  de  primera  instan- 
cia. Y  para  fijar  el  derecho  constitucional  de  la  Repxiblica,  este  mismo 
Tribunal  tiene  el  deber  inekidible  de  reprobar  ese  género  de  procedi- 
mientos. 
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En  casos  como  ei  presente  no  se  puede  tampoco  revisar  una  senten- 
cia que  es  nula  de  pleno  derecho,  que  es  el  resultado  de  un  procedi- 
miento ileg'al.  Este  juicio  no  tiene  estado  para  ser  revisado,  y  debe  re- 
ponerse, supuesto  que,  como  se  asegura,  el  quejoso  Jesús  Rosales  no  ha 
sido  puesto  arm  en  libertad  á  pesar  de  la  orden  que  al  efecto  se  libró,  j 
esto  á  fin  de  qixe  stistanciado  el  juicio  en  términos  légrales,  pueda  la  Cor- 
te ejercer  las  atribuciones  que  le  dá  la  ley. 

En  contra  de  esta  opinión  mía,  se  invoca  el  art.  15  de  la  de  20  de 
Enero,  que  impone  á  la  Corte  el  deber  de  pronunciar  sentencia  sin  nue- 
va sustanciación,  ^(revocando  ó  confirmando  ó  modificando  la  de  pri- 
mera instajicia.i^ 

Esta  dispobición  debe  entenderse  én  términos  hábiles;  esto  es.  la 
Corte  lío  ptiede  hacer  más  que  sentenciar  revisando  el  fallo  del  inferior, 
si  este  es  un  verdadero  fallo;  si  ha  habido  de  verdad  juicio;  si  el  juez  lo 
ha  sido  realmente;  si  ha  existido  \fi  ])arte  agraviada-,  etc.,  etc.]  pero  si 
nada  de  esto  ha  sucedido,  la  Corte  no  puede  creerse  en  el  caso  de  ese 
articulo  15  para  aceptar  sin  recurso  declaraciones  anticonstitucionales, 
para  sancionar  sin  remedio  procedimientos  nulos.  Y  como  creo  que  en 
este  caso  de  Jesús  Rosales,  no  ha  habido  juicio  por  falta  de  la  parte 
agraviada.^  sostengo  que  la  Corte  no  puede  revisar  la  sentencia  del  in- 
ferior. 

Por  estas  razones,  votaré  reprobando  el  auto  de  suspensión.,  por 
virtud  del  que  se  mandó  poner  enlibertad  á  Rosales,  y  reprobando  tam- 
bién lo  que  se  ha  llamado  sentecia  del  inferior,  á  fin  de  que  sé  ordene 
que  se  le  devuelvan  los  autos,  para  que  repuestos  y  en  estado,  los  ele- 
ve de  nuevo  á  esta  superioridad  para  su  debida  revisión. 


La  Suprema  Corte  confirmó  la  sentencia  del  inferior,  sin  ocuparse- 
de  la  cuestión  sobre  suspensión  del  auto,  la  ejecutoria  es  la 
siguiente. 

México,  Setiembre  diez  y  siete  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho. — 
Visto  el  recurso  de  amparo  interpuesto  por  Jesús  Rosales  ante  el  Juz- 
gado 1'='  de  Distrito  de  esta  capital,  fundándose  en  que  habiendo  sido 
cogido  de  leva  y  consignado  al  servicio  de  las  armas,  el  coronel  del  ba- 
tallón primero  del  Distrito  lo  retiene  contra  su  voluntad  eu  dicho  ser- 
vicio, con  infracción  del  art.  5.°  de  la  Constitución  federal: 

Vista  la  sentencia  del  juez  que  concedió  el  amparo,  y 

Considerando:  que  consta  en  autos  que  desobedeciendo  un  precepto 
de  la  ley,  la  autoridad  responsable  no  rindió  informe  alg'uno  sobre  ei  ac- 
to reclamado: 

Que  como  la  prueba  de  que  no  se  ha  infringido  ninguna  garantía 
constitucional,  incumbe  á  la  autoridad  responsable,  porque  la  solicitud 
de  amparo  equivale  á  negar  á  una  autoridad  el  derecho  de  ejecutar  un 
acto: 

Que  en  consecuencia,  la  falta  de  informes  no  puede  en  manera  al- 
g-una  perjudicar  al  recurrente  Jesús  Rosales,  cuyo  dicho  debe  tenerse 
como  una  verdad  legal,  suptiesto  que  todo  hombre  está  en  posesión  de 
su  libertad,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario: 

Que  habiendo  sido  Rosales  tomado  de  leva  y  consig-nado  al  servicio 
militar,  en  el  que  se  le  retiene  contra  su  voluntad,  seha  violado  en  su 
perjuicio  el  art.  5.°  de  la  Constitución,  que  previene  en  términos  abso- 
lutos, que  á  nadie  se  puede  obligar  á  prestar  trabajos  personales  sin  su 
pleno  consentimiento: 

Con  fundamento  de  los  artículos  101  y  102  de  la  Constitución,  se  con- 


firma  la  sentencia  del  Juez.de  Distrito  que  concedió  á  Jesús  Rosales  el 
amparo  de  la  justicia  de  la  Unión. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen  acompañán- 
dole testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos  consig-uierites:  publi- 
quese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Asi"  por  mayoría  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente 
y  Magistrados  que  formaron  el  tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron: — Presidente,  Ig- 
nacio L.  F«ZZ(7r¿a.  — Magistrados,  Ignacio  M.  Altamirano. — Ezeqidel 
Montes. — Pedro  Ogazón.—Matiuel  Alas. — Antonio  Martínez  de  Castro. — 
Miguel  Blanco.— Jose  María  Bauti.'ita.—JuanM.  Vázquez. — Simón  Guz- 
man. — José  Manuel  Saldaña. — José  Eligió  Muñoz. — Pedro  Dionisio  de 
la  Garza  y  Garza. — Enrique  Landa,  secretario. 

Nota.-  -Los  documentos  relativos  á  este  amparo  están  publicados  en  el  Diario  Oficial  corres- 
pondiente á  los  días  10,  11  y  12  de  Octubre  de  187S- 


La  cuestión  debatida  en  este  amparo  respecto  de  la  suspensión  de  los 
actos  reclamados,  es  una  de  las  que -más  han  dividido  la  opinión  de  la 
Corte.  Algunos  Magistrados  siguen  ciertas  teorías,  según  las  que  esa 
suspensión  no  puede  decretarse  sino  en  casos  excepcionales,  mientras 
que  otros,  en  número  casi  igual,  sostienen  opiniones  contrarias.  De  aquí 
han  resultado  resoluciones  contradictorias  en  los  negocios  en  que  esa 
cuestión  se  ha  tocado,  según  que  la  mayoría  en  cada  audiencia  deter- 
minada, la  forman  los  Magistrados  que  opinan  en  uno  ó  en  otro  sentido. 
De  los  casos  en  que  ha  prevalecido  la  opinión,  que  no  se  puede,  sino  ex- 
cepcionalmente  y  según  ciertas  reglas,  suspender  el  acto  reclamado, 
puede  citarse  la  siguiente  resolución  como  la  más  notable. 

México,  Enero  31  de  1879.— Recibido  el  informe  con  justificación  que 
se  pidió  al  Juez  de  Distrito  de  Veracruz,  á  consecuencia  de  la  queja  del 
presidente  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia  de  ese  Estado,  y  conside- 
rando. 

1?  Que  no  es  arbitraria  hí  discrecional  la  facultad  que  para  suspen- 
der el  acto  reclamado  conceden  á  los  jueces  de  Distrito  los  arts.  39 ,  5?  y 
6?  de  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869,  supuesto  que  el  articulo  25  de  esa 
misma  ley  declara  que  es  causa  de  responsabilidad  «el  decretar  ó  no  la 
suspensión  del  acto  reclamado,»  de  donde  se  debe  inferir  que  hay  casos 
en  que  el  juez  debe  necesariamente  ordenarlo,  y  otros  en  que  está  obli- 
gado á  negarlo,  so  pena  de  incurrir  en  responsabilidad: 

2?  Que  los  jueces  federales  deben,  en  consecuencia,  observar  ciertas 
reglas  para  usar  de  aquella  facultad,  reglas  que  aunque  no  expresadas 
en  la  ley,  si  se  deducen  de  su  espíritu  y  del  objeto  y  fin  del  juicio  de  am- 
paro, y  reglas  que  deben  servir  para  .fijar  el  derecho  pxiblico  de  la  na- 
ción sobre  este  punto  importante: 

3?  Que  una  de  esas  reglas,  si  no  la  principal,  es  la  que  se  desprende 
del  espíritu  del  artículo  23  de  la  ley  de  20  de  Enero  citada,  porque  si  el 
fin  del  amparo  «es  que  se  restituyan  las  cosas  al  estado  que  tenían  an- 
tes de  violarse  la  Constitución.»  es  forzoso  é  indispensable  decretar  la 
suspensión  del  acto  reclamado,  siempre  que  la  ejecución  de  éste  se  con- 
sume de  tal  modo  que  deje  sin  materia  al  juicio,  ó  que  haga  imposible 
esa  restitución  de  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  violarse  la 
Constitución,  deduciéndose  por  una  razón  a  contrario  sensu  que  cuan- 
do ese  motivo  capital  falta,  y  no  hay  otra  razón  fundada  en  el  espíritu 
de  la  ley,  la  suspensión  es  improcedente,  y  compromete  la  responsabili- 
dad del  juez  que  la  decreta: 

49   Que  aunque  hasta  hoy  la  práctica  de  los  juzgados  de  Distrito  ha 


89 

sido  varia  sobre  estca  materia,  incumbe  á  esta  Suprema  Corte,  no  solo 
para  uniformar  esa  práctica,  sino  para  fijar  el  derecho  piiblico,  interpre- 
tar la  ley  de  20  de  Enero  en  el  sentido  que  al  espíritu  de  la  Constitu- 
ción se  acomode,  al  juzgar  de  cada  caso  que  viene  á  su  conocimiento. 

5?  Que  en  el  presente  caso,  la  razón  invocada  por  el  Juez  de  Distri- 
to de  Veracruz  para  fundar  la  suspensión  del  acto  reclamado,  esto  es, 
«que  de  llevarse  á  cabo  la  entrega  se  siguen  graves  perjuicios,  quizás 
irreparables,  al  qtiejoso  en  su  opinión  é  intereses,»  infringe  de  lleno 
aquella  regla,  supuesto  que,  ejecutada  como  está  la  separación  del  Lie. 
Escudero  de  su  empleo,  se  puede,  cuando  la  sentencia  se  pronuncie, 
restituir  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  violarse  la  Constitución, 
si  se  le  concede  el  amparo,  no  siendo  en  consecuencia  en  caso  alguno 
irreparable  la  ejecución  de  este  acto: 

6?  Que  aunque  la  parte  final  del  articulo  G°  de  la  ley  de  20  de  Ene- 
ro determina  que  del  auto  sobre  suspensión  del  acto  reclamado  no  se 
admite  más  recurso  que  el  deAresponsabilidad,  este  precepto  no  puede 
significar  que,  cuando  algiui  jixez  decretando  ó  negando  la  suspensión 
viole  las  garantías  individuales,  ó  infrinja  la  Constitución  ó  invada  la 
soberanía  de  los  Estados,  nadie,  ninguna  autoridad  puede  corregir  ó  en- 
mendar sus  atentados,  sino  que  por  el  contrario,  la  fuerza  pública  de  la 
nación  se  debe  poner  á  sus  órdenes  para  llevarlos  á  ejecución.  Enten- 
der así  la  ley  sería  contrariar  sus  fines  y  desconocer  la  naturaleza  mis- 
ma del  amparo.  Siempre  que  un  juez  ha  abusado  de  sus  funciones  y  so 
pretexto  de  suspender  el  acto  reclamado,  ha  infringido  la  Constitución 
ó  la  misma  ley  de  amparos,  ó  ha  suspendido  unas  eleccciones,  ó  manda- 
do disolver  una  legislatura,  ó  cometido  cualquier  otro  atentado,  esta  Su- 
prema Corte  ha  dictado  en  la  órbita  de  sus  atribuciones  las  medidas  con- 
venientes para  que  esas  providencias  atentatorias  no  se  lleven  á  efecto: 

79  Que  aquel  precepto  de  la  ley  no  puede  significar  sino  que  para 
los  litigantes, para  las  partes,  no  queda  más  recurso  que  el  de  exigir  al 
juez  la  responsabilidad;  pero  sin  que  esto  prive  á  esta  Suprema  Corte 
de  la  jurisdicción  que  ejerce  para  corregir  y  revocar  las  providencias 
de  los  jueces  inferiores.  Y  para  no  aceptar  esta  interpretación,  no  se 
pueden  invocar  las  doctrinas  de  la  jurisprudencia  común,  porque  sien- 
do el  juicio  de  amparo  un  recurso  constitucional  que  está  sujeto  á  le- 
yes, procedimientos  y  tramitación  especiales,  muchas  de  aquellas  doc- 
trinas le  son  enteramente  inaplicables: 

8?  Que  aunque  esa  interpretación  no  se  admita,  hay  que  aceptar  ne- 
cesariamente el  precepto  legal  que  literalmente  faculta  á  la  Corte  para 
conocer  de  las  responsabilidades  en  que  incurran  los  jueces  de  Distrito 
en  los  juicios  de  amparo,  para  el  efecto  de  suspenderlos  y  consignarlos 
al  Tribunal  de  Circuito  respectivo.  Y  aunque  la  fracción  final  del  artí- 
culo 15  refiere  este  mandato  solo  á  la  revisión  de  las  sentencias  definiti- 
vas, lo  prevenido  en  la  parte  final  del  articulo  6?  y  en  el  23,  lo  amplia 
por  necesidad  á  la  revisión  del  auto  de  suspensión  del  acto  reclamado, 
so  pena  de  que  si  así  no  se  entendiera  la  ley,  esa  responsabilidad  que 
ella  establece  quedaría  ilusoria: 

9"  Que  esta  Suprema  Corte  tiene  indisputable  jurisdicción  para  co- 
nocer de  las  responsabilidades  en  que  incurran  los  jueces,  ya  de  oficio 
cuando  de  una  manera  oficial  lleguen  á  su  conocimiento,  ya  por  queja, 
denuncio  ó  acusación  de  parte  legítima,  y  ésto  sin  que  para  iniciar  el 
juicio  de  responsabilidad  haya  que  esperar  que  venga  en  estado  á  esta 
Corte  el  negocio  que  dé  motivo  á  ella: 

10.  Que  las  disposiciones  de  la  parte  final  del  articulo  15,  la  final 
también  del  6?  y  el  artículo  23  mutuamente  concordadas,  dan  á  la  Cor- 
te la  facultad  de  conocer,  en  cualquier  estado  del  juicio,  de  las  respon- 
sabilidades en  que  haya  incurrido  un  juez  al  conceder  ó  negar  la  sus- 
pensión del  acto  reclamado,  para  el  efecto  de  someterlo  á  juicio  y  evitar 
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que  se  consumen  las  providencias  anticonstitucionales  que  pueda  haber 
dictado: 

11.  Que  aunque  esas  disposiciones  asi  no  se  entendiesen,  el  precep- 
to de  la  fracción  VII,  articulo  2.°,  capitulo  3.°.  de  la  ley  de  29  de  Julio 
de  18(32,  autoriza  á  la  Corte  para  someter  al  juicio  de  responsabilidad  á 
los  jueces  en  toda  clase  de  negocios  y  cualquiera  que  sea  el  estado  que 
teng'an: 

12.  Que  hay  autos  ejecutoriados  de  esta  Suprema  Corte,  en  que,  apli- 
cando estas  leyes  á  juicios  de  amparo  en  que  so  pretexto  de  suspender 
el  acto  reclamado,  se  atentaba  contra  las  instituciones,  desnaturalizan- 
do el  juicio  de  amparo,  se  ha  suspendido  á  los  jueces,  reprobado  sus 
procedimientos  y  revocado  el  auto  de  suspensión: 

13.  Que  el  presidente  del  tribunal  superior  del  Estado  de  Yeracruz 
ocurrió  á  esta  Suprema  Corte  quejándose  de  los  procedimientos  del  juez 
de  Distrito  de  Yeracruz,  y  pidiéndole,  en  lo  que  al  auto  de  suspensión 
se  refiere,  que  dictara  las  piovidencias  que  Juzgaba  convenientes  para 
evitar  un  contlicto  entre  los  poderes  locales  y  federales: 

14.  Que  el  juicio  de  amparo  promovido  por  el  Lie. Escudero  está  axm 
pendiente  del  conocimiento  delJuzgado  de  Distrito  de  Yeracruz;  y  debe 
continufii"  por  sus  trámites  legales,  resuelto  como  está  ya  el  punto  de 
suspensión  del  acto  reclamado,  sin  que  esta  Corte  pueda  ni  deba  pro- 
nunciar por  ahora  juicio  alguno  sobre  la  procedencia  ó  improcedencia 
de  ese  amparo,  su  concesión  ó  denegación,  sobre  cuyas  materias  está 
expedita  la  jurisdicción  de  aquel  Juzgado  y  en  reserva  la  de  la  Corte 
para  revisar  á  su  tiempo  la  sentencia  definitiva  que  el  inferior  pro- 
nuncie: 

15.  Que  aunque  el  auto  de  siTspen.sión  decretado  por  el  juez  de  Dis- 
trito de  Yeracruz  infringe  los  artículos  6.^  y  23  de  la  ley  de  20  de  Ene- 
ro, según  la  interpretación  que  le  da  la  Corte,  no  seria  justo  hoy  exigir 
la  responsabilidad  á  ese  juez,  supuesto  que,  atendida  la  práctica  y  di- 
versa inteligencia  que  se  ha  estado  dando  á  esa  ley  por  los  jueces  de 
Distrito,  se  debe  reputar  error  de  opinión  el  del  juez  de  Yeracruz,  que 
no  da  materia  á  responsabilidad: 

Se  resuelve:  Que  por  ahora  no  hay  mérito  para  consignar  al  Tribu- 
nal de  Circuito  de  Puebla  al  repetidq  juez  de  Yeracruz,  por  su  auto  de 
3  de  Enero  presente,  en  que  mandó  suspender  el  acto  reclamado,  por  el 
Lie.  Escudero;  pero  que  como  este  acto  no  es  de  ejecución  irreparable, 
no  debe  suspenderse  sino  revocarse lasuspensión  decretada, continitan- 
do  adelante  el  juicio  de  amparo  por  sus  trámites  legales  hasta  pronun- 
ciar sentencia  definitiva,  que  revisará  á  su  tiempo  la  Suprema  Corte. 

Comuniqúese  al  juez  de  Distrito  y  al  tribunal  de  Yeracruz  para  los 
efectos  consiguientes. — Una  riibrica. — Eni'ique  Landa,  secretario. 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  LOS  PROCEDIMIENTOS 

DEL  JUEZ  49  DE  LO  CIVIL  DE  ESTA  CAPITAL  POR  DIVERSAS 

VIOLACIONES  DE  GARANTÍAS. 

¿La  aplicacióti  htexada  de  la  ley  civil  constituye  la  violación  de  una  ga- 
rccnita  individual?  ¿El  Código  de  Procedimientos  del  Distfito  está  expedido 
en  uso  de  facultades  extraordinarias,  y  no  es  por  tanto  una  ley  obligatoria? 
Interpretación  de  los  ariículos  14  y  50  de  la  Constitución. 


El  C.José  Marta  Villa  pidió  amparo  al  juez  2?  de  Distrito  contra  los  pro- 
cedimientos del  juez  4^  de  lo  civil  de  esta  capital,  alegando  que  éstos  violan 
las  garantías  individuales  por  los  siguientes  capítulos:  1° ,  porque  se  da  efecto 
retroactivo  al  Código  de  Proceditnientos  aplicando  sus  prescripciones  á  una 
hipoteca  constituida  antes  de  su  prormilg ación:  2°,  por  no  haberse  aplicado 
exactamente  la  ley  á  este  caso; y  s°,  porque  el  Código  de  Procedimientos,  al 
que  se  ha  sujetado  el  juez,  fué  expedido  en  uso  de  fa,cuUades  extraordinarias 
con  violación  del  artículo  ¿o  de  la  Constitución,  y  que  él  por  tanto  no  es  una 
ley  constitucional. — El  juez  concedió  el  amparo  por  considerar  que  la  ley  se 
había  aplicado  inexactamente  al  caso;  lo  negó  por  las  alegadas  violaciones  de 
los  ariículos  16  y  2y  de  la  Constitución,  y  dijo  que  no  había  necesidad  de  re- 
solver si  el  Código  de  Procedimientos  era  ó  no  ley.  La  Corte  revisó  esa  sen- 
tencia el2j  de  Septiembre  de  1878,  y  el  C.  Vallarla,  para  negar  el  amparo  por 
todos  los  motivos  alegados,  dijo  lo  siguiente: 

Por  tres  capítulos  principales  se  ha  pedido  este  amparo. 

I.  Porque  se  ha  dado  efecto  retroactivo  á  los  códigos  civil  y  de  pro- 
cedimientos, aplicándolos  á  una  obligación  contraída  antes  de  la  pro- 
mulgación de  ellos,  y  violándose  con  esto  la  parte  primera  del  artículo 
14  de  la  Constitución. 

II.  Porque  los  tribunales  comunes  no  han  aplicado  á  este  caso  exac- 
tamente las  leyes  que  deben  resolverlo,  sino  otras  que  no  lo  compren- 
den, dando  esto  motivo  á  otra  infracción  constitucional,  la  de  la  seo'un- 
da  parte  de  aquel  artículo  14. 

III.  Porque  el  Código  de  procedimientos  no  es  ley,  supuesto  que  fué 
espedido  por  el  Presidente  de  la  Eepública  en  uso  de  facultades  ex- 
traordinarias, contra  lo  prevenido  en  el  artículo  50  de  la  misma  Consti- 
tución. 

En  la  demanda  se  habla  también  de  la  infracción  de  los  artículos  16 
y  27  del  Código  fundamental  y  se  tocan  secundariamente  otros  puntos 
en  apoyo  del  amparo  solicitado.  Como  la  opinión  de  la  Corte,  revelada 
ya  en  este  debate,  se  ha  manifestado  contraria  á  estas  aseveraciones 
del  quejoso,  sobre  esos  puntos,  y  como  en  esta  materia  mi  propio  sentir 

Votos-    Tomo  1—7 
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en  nada  discrepa  de  esa  opinión,  prescindiré  de  ocuparme  de  ellos,  y 
me  limitaré,  para  fundar  mi  voto,  á  hablar  de  aquellos  que  constituyen 
el  fundamento  principal  del  amparo  pedido. 


¿Es  cierto  que  en  el  juicio  seguido  ante  los  tribunales  del  Distrito 
Federal  por  los  Sres.  Blanco  y  Lascurain,  contra  el  Sr.  Villa,  se  haya 
dado  efecto  retroactivo  á  las  leyes  que  en  ese  juicio  se  han  aplicado? 
Otros  señores  Magistrados  se  han  encargado  ya  de  dilucidar  esta  cues- 
tión y  han  demostrado,  con  toda  evidencia,  que  no  existe  en  este  caso 
la  aplicación  de  una  ley  posterior  al  hecho,  citando  al  efecto  hasta  las 
palabras  mismas  del  quejoso,  que  al  otorgar  la  escritura  de  11  de  Fe- 
brero de  1873,  se  sometió  al  Código  civil  ya  preexistente:  todo  lo  que  yo 
dijera  para  hacer  la  misma  demostración,  no  seria  sino  una  fastidio'sa 
repetición  que  no  daría  más  resultado  que  hacer  perder  á  la  Corte  un 
tiempo  muy  valioso  para  sus  multiplicadas  atenciones.  No  lo  haré,  pues, 
y  me  bastará  para  negar  el  amparo  por  este  capítulo  referirme  á  esas 
demostraciones  ya  hechas  en  este  debate. 


II 

La  inexacta  aplicación  de  las  leyes  al  caso  presente  ha  sido  materia 
de  extensos  alegatos  ante  el  inferior.  La  sentencia  de  éste  se  ocupa  de 
preferencia  de  este  punto,  y  dando  por  supuesto  que  la  segunda  parte 
del  articula  14  de  la  Constitución  se  refiere  á  leyes  civiles,  concede  el 
amparo,  fundándose  en  que  las  leyes  en  que  apoyó  su  sentencia  la  3=* 
Sala  del  Tribunal  de  Distrito  no  son  las. exactamente  aplicables  al 
hecho. 

Yo  no  entraré  en  el  examen  de  las  cuestiones  meramente  civiles  de 
que  se  ocupó  el  Juez  de  Distrito,  ni  quiero,  porque  me  es  vedado  hacer- 
lo, resolver  si  ese  juez  interpretó  mejor  que  la  3*  Sala  de  aquel  tribu- 
nal los  diversos  artículos  de  los  códigos  civil  y  de  procedimientos  que 
en  sus  respectivas  sentencias  citan.  Yo  comienzo  por  negar  á  ese  juez, 
lo  mismo  que  á  esta  Suprema  Corte,  toda  facultad  para  rever  las  sen- 
tencias civiles  de  los  tribunales  locales,  crej^endo,  como  firmemente  creo, 
que  el  articulo  14  de  la  Constitución  no  tiene  aplicación  sino  respecto 
de  leyes  criminales,  y  que  aquella  facultad  no  sólo  sería  anticonstitu- 
cional, sino  verdaderamente  subversiva. 

En  otra  ocasión  y  de  una  manera  mity  extensa  me  propuse  demos- 
trar esas  verdades;  i  y  conseguido  mi  objeto,  seria  inútil  repetir  hoy  de 
nuevo  cuanto  en  aquella  vez  dije,  y  esto,  sobre  todo,  cuando  esta  Corte 
se  ha  servido,  en  ejecutorias  recientes,  aceptar  las  opiniones  que  sobre 
este  particular  expuse.  Aquí  solo  agregaré  que  la  sentencia  del  inferior 
que  revisamos,  es  una  nueva  prueba  de  que  el  articulo  citado  no  puede 
tener  la  latísima  inteligencia  que  se  le  ha  querido  dar.  Esa  sentencia  es 
una  verdadera  revocación  de  la  ejecutoria  pronunciada  por  la  u^  Sala 
del  Tribunal  de  Distrito,  y  el  Código  fundamental  no  autoriza  ni  tolera 
siquiera  la  absurda  teoría  de  que  se  sujeten  á  la  revisión  de  los  tribu- 
nales federales  los  procedimientos  de  todos  los  jueces  de  la  República. 
Me  refiero,  pues,  sobre  esta  materia,  á  lo  que  en  debate  del  negocio  á 

1    Juicio  de  amparo  promovido  por  Antonio  Rosales  contra  una  sentencia  del  presidente  del  Tribu- 
nal de  Puebla  publicado  en  las  páginas  de  la  27  á  la  41  de  esta  colección. 
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que  aludo,  expuse,  y  por  los  motivos  entonces  alegados,  votaré  negan- 
do también  el  amparo  por  la  supuesta  violación  del  articulo  14  del  Có- 
digo fundamental. 


IIÍ 

El  tercero  y  más  robusto  fundamento  de  la  demanda,  el  que  niega 
que  el  Código  de  procedimientos  sea  ley,  es  el  punto  sobre  el  que  de 
preferencia  debo  ocuparme,  porqxie  sobre  él,  con  sobrada  razón,  se  ha 
fijado  con  interés  el  debate.  Cuestión  no  ya  constitucional,  sino  social 
y  de  la  más  alta  importancia,  es  averiguar  si  es  ó  nó  ley  la  qxie  ha  re- 
gido sin  contradicción  alguna  por  más  de  seis  años,  aquella  bajo  cuyo 
imperio  se  han  expedido  millares  de  ejecutorias,  aquella  á  cuya  sombra 
reposan  los  derechos,  consagados  por  los  tribunales,  de  todos  los  que 
han  litigado  en  el  Distrito  federal  y  en  el  Territorio  de  la  Baja  Califor- 
nia desde  15  de  Agosto  de  1872  hasta  hoy. 

Mucho  se  ha  dicho  en  esta  discusión  contra  la  concesión  de  faculta- 
des extraordinarias:  se  han  invocado  diversos  textos  de  la  Carta  funda- 
mental con  el  ánimo  de  probar  que  minca^  jamás,  en  ningún  tiempo  ni 
caso  se  puede  conceder  por  el  Congreso  al  Ejecutivo,  autorización  al- 
guna pai'a  que  expida  una  sola  ley.  Dándose  por  supuesto  que  el  Códi- 
go de  procedimientos  fué  expedido  por  el  Presidente  de  la  Repiiblica  en 
uso  de  facultades  extraordinarias,  se  han  repetido  los  argumentos  que 
contra  ellas  usó  el  Sr.  Magistrado  Montes  en  el  notable  discurso  que  pro- 
nunció cuando  se  trató  del  amparo  que  fué  otorgado  á  D.  Faustino  Go- 
ribar  el  6  de  Julio  de  1877.  Pero  creyendo  yo  que  el  caso  que  va  á  re- 
solver hoy  la  Corle,  no  es  de  facultades  extraordinarias,  juzgo  cuando 
menos  inoportuno  discutir  materias  que  son  ajenas  á  este  negocio:  mejor 
que  ésto,  es  plantear  la  cuestión  tal  cual  yo  la  veo,  en  el  terreno  que  le 
es  propio,  pava  asi  averiguar  si  existen  de  verdad  las  violaciones  cons- 
titucionales de  que  el  actor  se  queja. 

Para  esto  me  es  preciso  comenzar  recordando  ciertos  hechos  que 
bastan,  en  mi  sentir,  para  demostrar  la  verdad  capital  de  que  no  se  tra- 
ta aquí  de  un  caso  de  facultades  extraordinarias.  En  2  de  Diciembre  de 
1871  el  Congreso  concedió  al  Ejecutivo,  después  de  prolongada  resis- 
tencia y  amplísima  discusión,  facultades  extraordinarias,  cuya  limita- 
ción marcaba  asi  el  articulo  14  de  la  ley  de  17  de  Enero  de  1870,  decla- 
rada en  esa  ocasión  vigente:  «El  Ejecutivo  no  podrá,  en  virtud  de  las 
anteriores  autorizaciones,  gravar  ni  enajenar  el  territorio  de  la  nación, 
comprometer  su  independencia,  cambiar  la  forma  de  gobierno  estable- 
cida por  la  Constitución,  alterar  los  principios  y  leyes  de  reforma,  ni  re- 
solver negocios  judiciales.»  i  Cinco  dias  después  de  expedida  esa  ley. 
de  amplísimas  facultades  extraordinarias,  es  decir,  el  7  del  mismo  mes 
de  Diciembre  de  1871,  el  Congreso  aprobó  por  113  votos  contra  4  esta 
otra  ley:  «Se  autoriza  al  Ejecutivo  para  que  pueda  poner  en  vigor  pro- 
visionalmente los  proyectos  de  Códigos  de  procedimientos  civiles  j  cri- 
minales que  ha  mandado  formar,  sin  perjuicio  de  lo  que  el  Congreso 
tenga  á  bien  resolver  cuando  la  experiencia  acredite  las  refoi-mas  que 
necesiten.»  2  Esta  ley,  como  he  dicho  j  me  es  preciso  repetirlo,  fué  apro- 
bada por  113  diputados,  entre  los  que,  con  excepción  de  cuatro,  estaban 
los  que  más  brillante  y  más  tenazínente  habían  combatido  las  faculta- 
des extraordinarias.  Él  Sr.  Martínez  de  la  Torre,  por  ejemplo,  que  votó 
contra  la  le}'"  de  2  de  Diciembre,  aprobó  la  del  7  del  mismo  mes. 

Estos  hechos  históricos  arrojan  j'a  tanta  luz  sobre  la  verdad  que  tra- 

1  '■Diario  de  los  Debates."  Sexto  Congreso  ele  la  UniÓDi  tomo  I,  p.'iginas  150,  473.  611  y  634. 

2  Obrar  tomo  cit. I  página  648. 
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to  de  probar,  que  es  preciso  cerrar  los  ojos  para  no  verla.  ¿Quiso  el  Con- 
g'reso  con  su  ley  de  7  de  Diciembre  conceder  facultades  extraordinarias 
al  Ejecutivo  para  que  éste  pudiei'a  expedir  el  Código  de  procedimien- 
tos? No,  evidentemente,  y  esto  por  dos  razones  incontestables:  la  pri- 
mera, porque  teniendo  ya  el  Ejecutivo  las  facultades  amplísimas  de  que 
he  hablado,  no  necesitaba  otras  especiales  para  expedir  el  Código,  á 
juzgarlo  por  las  restricciones  impuestas  por  el  artículo  14  que  he  cita- 
do; y  la  segunda  y  principal,  porque  los  enemigos  de  las  facultades  ex- 
traordinarias que  reprobaron  la  ley  de  2  de  Diciembre,  jamás  habrían 
aprobado  la  del  día  7,  si  en  ella  se  hubiera  tratado  de  conceder  más  fa- 
cultades extraordinarias.  Inconsecuencia  y  grande  se  necesitaría  para 
cambiar  en  cinco  días  tan  radicalmente  de  opinión,  y  esa  inconsecuen- 
cia es  imposible  en  hombres  de  las  convicciones  del  Sr.  Martínez  de  la 
Torre,  enemigo  perpetuo  de  las  facultades  extraordinarias,  á  las  que 
siempre  combatió  con  su  elocuente  palabra. 

Consecuencia  forzosa  de  esos  hechos  y  de  las  reflexiones  que  de  ellos- 
se  desprenden,  es  ésta:  ni  el  Congreso  ni  el  Ejecutivo  creyeron  que  en 
la  ley  de  7  de  Diciembre  se  hiciera  concesión  alguna  de  facultades  ex- 
traordinarias. Lo  repito,  es  necesario  cerrar  los  ojos  para  no  ver  esa 
verdad  histórica  alumbrada  por  tanta  luz. 

Veamos  ahora  la  cuestión  constitucional,  teniendo  á  la  vista  la  letra 
de  la  ley  de  7  de  Diciembre.  La  autorización  dada  al  Gobierno  para  po- 
ner en  vigor  el  Código  de  Procedimientos  civiles  que  había  mandado 
formar,  ¿es  la  reunión  de  dos  ó  más  poderes  en'  una  persoha,  ó  el  depó- 
sito del  Legislativo  en  un  individuo,  que  prohibe  el  artículo  50  de  la 
Constitución? 

Tan  clara  me  parece  esta  cuestión,  que  entiendo  que  formularla  es 
resolverla.  Si  esa  autorización  hubiera  sido  para  expedir  el  Código  que 
el  Gobierno  formara,  para  legislar  en  esa  materia,  pudiera  sostenerse 
con  alguna  apariencia  de  razón  que  tal  autorización  era  inconciliable 
con  el  artículo  50  del  Código  fundamental.  Pero  cuando  la  autorización 
versó  sobre  un  proyecto  de  Código  que  el  Gobierno  no  hacía;  cuando 
lá  ley  de  7  de  Diciembre  puede  hasta  entenderse  en  un  sentido  precep- 
tivo, y  si  algún  voto  de  confianza  importó,  él  no  era  para  el  Gobierno, 
sino  para  la  Comisión  que  estaba  formando  el  proyecto  de  Código;  in- 
sistir en  que  tal  ley  es  una  concesión  de  facultades  extraordinarias  pa- 
ra legislar  sobre  la  materia  de  procedimientos,  me  parece  que  es  no  so- 
lo negar  la  verdad  histórica,  sino  entender  el  articulo  50  de  la  Consti- 
tución en  tales  términos  que  su  mismo  tenor  literal  lo  repugna.  Aquella 
ley  no  reunió  dos  poderes  en  una  persona,  ni  depositó  el  Legislativo  en 
el  Presidente.  Esto  me  parece  de  innegable  evidencia. 

Contra  las  conclusiones  que  yo  sostengo  ser  han  hecho  diversas  ob- 
jeciones de  que  debo  encargarme.  Se  dice  que  el  artículo  70  de  la  Cons- 
titución somete  las  iniciativas  y  proyectos  de  ley  á  varios  trámites  esen- 
ciales, trámites  á  los  que  no  se  sujetó  el  Código  de  Procedimientos,  como 
el  dictamen  de  la  Comisión,  las  discusiones,  etc.,  etc.,  y  por  lo  que  él  no 
puede  ser  ley.  Esta  objeción  es  más  especiosa  que  sólida.  La  acta  rela- 
tiva del  Congreso  nos  cuenta  que  no  el  Código,  sino  la  ley  de  7  de  Di- 
ciembre que  lo  mandó  poner  en  vigor,  corrió  todos  los  trámites  consti- 
tucionales, ó  mejor  dicho,  que  le  fueron  dispensados,  no  por  los  dos 
tercios  de  diputados  presentes,  como  lo  permite  el  artículo  71  de  la 
Constitución,  sino  por  113  votos  contra  cuatro.  ^ 

Pero  se  insiste  en  que  no  es  asi  como  se  deben  aprobar  Códigos  que 
no  se  discuten,  ni  se  conocen,  ni  se  han  visto,  ni  están  aún  conclui- 
dos  Será  esto  un  cargo,  si  se  quiere,  contra  los  diputados  que 

votaa  leyes  que  no  estudian;  pero  ello  no  importa  un  vicio  constitucio- 
nal en  la  ley  así  votada  para  negarle  su  carácter  obligatorio.  Ni  tengo 

1    Obra  y  tc.no  cit-,  página  643- 
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la  misión  de  defender  á  los  diputados  que  han  votado  nuestros  Códigos, 
ni  es  esta  la  ocasión  de  hacer  tal  defensa.  Lo  que  en  este  momento  yo 
sosteng-o  es,  que  no  porque  un  Códig-o  haya  dejado  de  sufrir  los  trámi- 
tes del  articxilo  70  de  la  Constitución,  él  no  tenga  el  carácter  de  ley.  Si 
la  teoria  que  impugno  fuera  cierta,  nuestra  tratjajada  seciedad  queda- 
ría sin  ley  alguna  civil  ó  penal  que  la  rigiera. 

Esto  es  mu3'  fácil  de  probarse.  En  la  misma  sesión  del  7  de  Diciem- 
bre de  1871,  en  que  se  autorizó  al  Gobierno  para  poner  en  vigor  el  Códi- 
^'0  de  Procedimientos,  se  aprobó  esta  otra  ley:  «Se  declara  vigente  el 
Código  Penal  formado  por  los  CC.  Licenciados  Lafragua,  Castro,  Zama- 
cona  y  Ortiz  de  Montellano,  en  el  Distrito  federal  y  el  territorio  de  la 
Baja  California,  para  los  delitos  sobre  el  orden  comim,  y  en  toda  la  Ee- 
piiblica  sobre  delitos  contra  la  Federación.»  A  esa  ley  se  dispensaron 
también  todos  los  trámites  y  fué  aprobada  por  108  votos  contra  13.  ^  La 
acta  del  Congreso  no  nos  dice  que  el  mismo  Código  Penal  se  hubiera 
sujetado  á  los  trámites  constitucionales;  lo  que  ella  expresa  es,  que  esos 
trámites  los  sufrió  solo  la  ley  que  aprobó  á  ese  Código.  Según,  pues,  la 
teoria  que  combato,  él  no  sería  ley,  y  aquí  viviríamos  sin  ley  que  casti- 
gara delito  alguno! 

Pero  hay  todavía  otro  hecho  que  habla  aimmás  alto.  En  la  sesión  de 
7  de  Diciembre  de  1870  se  puso  á  discusión  este  proyecto  de  ley:  «Se 
aprueba  el  Código  civil  que  para  el  Distrito  Federal  y*^  Territorio  de  la 
Baja  California  formó  de  orden  del  Ministerio  de  Justicia,  una  comisión 
compuesLT,  de  los  CC.  M.  Yañez,  José  M.  Lafragua,  Montiel  y  Donde, 
etc.»  El  Sr.  Magistrado  Montes,  que  entonces  era  diputado,  combatió  la 
aprobación  de  ese  proyecto,  porque  «solo  hacia  tres  ó  cuatro  días,  éstas 
fueron  sus  palabras,  que  se  nos  han  repartido  los  iiltimos  libros  del  Có- 
digo civil,  y  yo  declaro  que  no  he  tenido  tiempo  ni  para  leerlo.  En  el 
mism.o  caso,  estoy  seguro,  se  encuentra  la  maj^oria  de  Diputados,  y  no 
es  posible  que  vayamos  á  votar  un  Código  que  no  conocemos.»  Se  ale- 
garon razones  en  el  sentido  de  la  inmediata  aprobación  de  aquella  ley, 
razones  que  aceptó  la  mayoría  del  Congreso,  y  la  ley  y  el  Código  que 
sancionaba,  fueron  aprobados  por  93  contra  39  votos.  2  Si  aquella  teo- 
ría fuera  cierta,  si  porque  un  Código  se  aprueba  sin  discusión,  sin  dic- 
tamen de  la  Comisión,  etc.,  no  fuera  ley,  el  Distrito  carecería  también 
de  leyes  civiles.  Y  asi  llegaríamos  á  quedarnos  sin  leyes  civiles,  pena- 
les, ni  de  procedimientos. 

Yo  no  acepto  tales  teorías;  más  aún,  creo  que  no  se  puede  ni  invocar 
la  Constitución  para  sostenerlas,  porque  la  Constitución  ni  está  ni  pue- 
de estar  en  guerra  con  la  sociedad,  y  ninguno  de  sus  principios  tiende 
siquiera  á  desquisiar  el  orden  social.  La  teoría  que  yo  sigo  sobre  este 
particular  es  esta  otra:  Si  el  Congreso  aprueba,  con  la  dispensa  de  trá- 
mites que  permite  el  articulo  71  de  la  Constitución,  una  ley  que  pone 
en  vigor  otra  ley,  un  Código,  como  en  el  caso  presente,  ese  Código  es 
una  ley  constitucionalmente  hablando,  y  no  se  puede  desconocerlo, 
aunque  se  diga  que  los  diputados  no  lo  conocieron  ó  no  lo  vieron.  Aun- 
que yo  como  diputado  no  votaría  lo  que  no  conociera,  y  por  esto  negué 
mi  voto  al  Código  Civil,  ^  como  magistrado  no  puedo  conceder  un  am- 
paro, porque  se  alegue  que  los  diputados  no  supieron  lo  que  aprobaban. 

Es  otra  objeción  á  las  opiniones  que  defiendo,  esta:  la  autoriiiacíón 
para  poner  en  vigor  el  Código  se  dio  al  señor  Juárez  en  7  de  Diciembre 
de  1871,  y  este  señor  murió  sin  haber  hecho  uso  de  ella.  Su  sucesor,  el 
Sr.  Lerao,  la  aprovechó  publicando  el  Código  en  15  de  Agosto  de  1872, 
y  como  las  facultades  extraordinarias  son  un  voto  de  confianza  dado  á 
iin  presidente  é  intrasmisible  á  otro,  y  como  ellas  espiran  en  plazos  cier- 

1  Obra  y  tomo  cit.,  página  647- 

2  Obra  citada,  Quinto  Congreso,  tomo  III,  páginas  6i5  y  siguientes- 

3  Obra  citada,  Quinto  Congreso,  tomo  III,  página  641. 
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tos,  el  Presidente  Lerdo  no  pudo  usar  de  aquella  autorización:  el  Códi- 
go de  Procedimientos  no  es,  pues,  una  ley  constitucional. 

Esta  argumentación  reposa  en  la  base  de  que  la  ley  de  7  de  Diciem- 
bre de  1871,  que  aiitorizó  al  Gobierno  á  poner  en  vigor  el  Código  de 
Procedimientos,  eS  una  ley  que  concedió  facultades  extraordinarias. 
Como  he  probado  \a  que  esto  no  es  exacto,  ni  histórica  ni  constitucio- 
nalmente,  rota  aquella  base,  toda  esa  argumentación  cae  por  su  propio 
peso.  No  habiendo  hecho  aquella  ley  delegación  alguna  de  facilitad  le- 
gislativa, no  importando  siquiera  un  voto  de  confianza  para  el  gobier- 
no, como  creo  haberlo  demostrado,  la  réplica  que  me  ocupa  no  tiene 
caso. 

Para  sostener  yo  el  pleno  rigor  del  Código  de  Procedimientos,  ten- 
go otras  razones  que  debo  exponer.  Algún  tiempo  después  de  su  pro- 
mulgación se  comenzó  á  dudar  si  él  había  derogado  las  leyes  federales, 
plenamente  vigentes,  sobre  procedimientos  en  los  juicios  de  desamor- 
tización. El  Congreso  resolvió  esta  duda  expidiendo  el  16  de  Mayo  de 
1873  la  siguiente  ley:  «El  Código  de  Procedimientos  civiles  del  Distrita 
federal  y  de  la  Baja  California  no  ha  derogado  las  leyes  federales  de 
procedimientos  en  los  juicios  sobre  la  desamortización  de  los  bienes  que 
administraron  las  corporaciones  civiles  y  eclesiásticas  y  sobre  preferen- 
cia de  derechos  á  esos  mismos  bienes  en  materia  de  adjudicación  y  re- 
dención: por  consiguiente  las  leyes  de  reforma  han  estado  y  están  vi- 
gentes en  toda  la  Eepública.»  Ésta  ley  es,  sin  duda  alguna,  el  recono- 
cimiento más  explícito,  por  parte  del  Congreso,  del  pleno  vigor  del  Có- 
digo de  Procedimientos;  mas  aiin,  esa  ley  importa  una  aprobación  de 
ese  Código,  hecha  por  el  Poder  Legislativo.  Este  reconocimiento,  esta, 
nueva  aprobación,  bastarían  para  haber  borrado  los  vicios  que  se  ob- 
jetan á  la  ley  dé  7  de  Diciembre,  y  para  haber  legitimado  esa  ley,  aun 
con  todas  las  irregularidades  que  en  su  origen  se  le  notan.  Si  un  Con- 
greso con  píen©  conocimiento  del  Código,  puesto  que  él  estaba  publi- 
cado y  se  estaba  aplicando,  declaró  que  él  no  derogaba  leyes  vigentes; 
es,  no  consecuencia,  sino  parte  misma  de  esa  declaración,  que  el  tal  Có- 
digo es  una  ley.  Si  su  vigencia  se  pudo  poner  en  duda  allá  en  1872  por 
lo  que  pasó  en  el  Congreso  con  la  ley  de  7  de  Diciembre;  después  de 
1873  en  que  fué  ratificado  y  nuevamente  aprobado  por  el  mismo  Con- 
greso, esa  duda  no  es  más  posible. 

Creo  lo  dicho  bastante  á  fundar  mi  voto,  negando  este  amparo  tam- 
bién por  el  motivo  alegado  en  la  demanda,  de  que  el  Código  de  Proce- 
dimientos no  es  ley.  Me  he  abstenido  de  tocar  la  cuestión  de  facultades 
extraordinarias,  de  hacer  la  concordancia  de  los  artículos  29,  parte  se- 
gunda, 50,  103, 104  y  105  de  la  Constitución,  porque  no  siendo  el  caso 
presente  de  facultades  extraordinarias,  porque  no  importando  la  ley  de 
7  de  Diciembre  delegación  alguna  de  facultad  legislativa,  todo  lo  que 
dijera  sobre  este  punto  seria  inconducente  é  inoportuno  en  este  debate. 
Si  la  corte  tiene  ya  resuelto  que  aun  la  ley  nula,  en  sentir  de  algunos^ 
magistrados,  por  haber  emanado  del  uso  de  las  facultades  extraordina- 
rias, se  legitima  con  la  ratificación  del  Congreso,  puesto  que  la  Corte  ha 
hecho  y  siempre  está  haciendo  aplicación  de  esa  clase  de  leyes,  inútil 
en  esta  ocasión  es  entrar  á  hacer  la  concordancia  de  aquellos  artículos 
constitucionales,  cuando  el  Código  está  reconocido  por  la  ley  de  16  de 
Mayo  de  1873,  y  sobre  todo  cuando  él  no  se  expidió  en  virtud  de  facul- 
tades extraordinarias. 

Conociendo  las  gravísimas  trascendencias  de  este  amparo,  aprecian- 
do en  toda  su  importancia  una  cuestión  que  pone  en  duda  los  derechos 
adquiridos  por  miles  de  ejecutorias,  he  creído  no  solo  defender  con  las 
opiniones  que  he  procurado  fundar,  los  intereses  más  sagrados  de  la  so- 
ciedad, sino  las  garantías  individuales  de  los  litigantes  mismos  que  han 
adquií'ido  derechos  con  esas  ejecutorias.  No  sé  aún  cuál  será  la  resolu- 
ción de  la  Corte  en  este  grave  negocio;  pero  sea  la  que  fuere,  yo  no  so- 
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lo  habré  cumplido  con  mi  deber  tal  como  mi  conciencia  me  lo  dicta,  si- 
no que  habré  demostrado  "que  en  mi  opinión  nuestra  Constitución  no 
autoriza  el  desconocimiento  de  los  derechos  individuales  que  la  deman- 
da de  amparo  pide,  al  solicitar  que  se  desconozca  la  vigencia  del  Códi- 
go de  Procedimientos.  Sincero  amigo  de  la  Constitución  desde  su  for- 
mación en  el  Congreso  constituyente,  no  puedo  sino  ver  con  pena  que 
ella  se  invoque  en  solicitud  de  amparos  que  la  desprestigian  alarmando 
jiistamente  los  intereses  legítimos  de  los  individiios  y  de  la  sociedad. 

Nota.- -Los  dociunentos  relativos  están  publicados  en  el  Diario  Oficial  correspondiente  ú  los 
días  10,  13, 16,  20,  21  y  23  de  Diciembre  de  1S78- 


La  Suprema  Corte  pronunció  este  fallo. 

México,  veintisiete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  sententay  ocho. 
— Visto  el  recurso  de  amparo  promovido  por  José  María  Villa  ante  el 
Juzgado  2?  de  Distinto  de  esta  capital,  contra  los  procedimientos  del 
juez  4?  de  lo  civil,  y  especialinente  contra  el  auto  en  que  mandó  poner 
cédula  hipotecaria  á  la  hacienda  de  Saucillo,  y  contra  la  sentencia  de 
remate  de  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  por  consi- 
derar violadas  en  su  perjuicio  las  garantías  individuales  consignadas  en 
los  artículos  14,  Ití  y  27  de  la  Constitución.  Vista  la  sentencia  del  Juez 
de  Distrito  que  amparó  al  recurrente,  y 

Considerando:  que  el  primer  fundamento  de  la  solicitud  de  amparo 
es,  que  se  ha  aplicado  al  quejoso  una  ley  retroactiva,  porque  la  hipote- 
ca que  originó  el  juicio  seguido  contra  Villa  por  Blanco,  Lascurain  y 
Miramón,  fué  constituida  el  año  de  1869,  antes  de  la  vigencia  del  Códi- 
go de  Procedimientos  del  Distrito  federal,  y  la  nueva  escritura  otorga- 
da el  año  de  1873,  después  de  la  promulgación  de  dicho  Código,  no  con- 
tenía más  que  la  ratificación  de  la  hipoteca  constituida  en  869. 

Considerando: 

Que  consta  de  autos  que  el  año  de  1869  se  garantizó  el  pago  del  pre- 
cio de  la  hacienda  del  Saucillo,  en  la  parte  que  se  había  quedado  de- 
biendo, con  la  hipoteca  especial  de  la  misma  hacienda: 

Que  el  año  de  1873  se  hizo  nueva  escritura,  hipotecándose  expresa- 
mente por  segunda  vez  la  repetida  hacienda  al  pago  de  lo  que  aun  es- 
taba debiendo  el  comprador: 

Que  esta  segunda  hipoteca  es  la  sola  valedera,  porque  la  escritura 
en  que  se  constituyó  la  primera,  carece  del  requisito  esencial  del  re- 
gistro: 

Que  es  infundada  la  aseveración  del  juez  de  que  en  realidad  no  ha 
habido  hipoteca,  porque  si  la  primera  no  fué  registrada,  carece  la  se- 
gunda de  otros  requisitos  exigidos  por  la  ley,  porque  consta  de  autos 
que  al  registrar  la  escritura  de  1873,  se  registró  también  la  de  1869,  co- 
mo formando  las  dos  un  todo  indivisible,  lo  cual  no  está  vedado  por  ley 
alguna,  y  por  lo  que  conservaron  todo  su  valor  respecto  de  la  segunda 
escritura  los  adminículos  de  la  primera,  cuya  falta  es  precisamente  la 
que  sirve  de  base  á  la  determinación  del  Juez  de  Distrito: 

Que  el  promovente  se  sometió  expresamente  al  Código  civil  que  ins- 
tituyó el  nuevo  régimen  hipotecario,  como  consta  de  la  cláusula  8í  de 
la  escritura  de  11  de  Septiembre  de  1873: 

Que  de  lo  anterior  se  deriva  esta  consecuencia:  la  hipoteca  ha  sido 
válidamente  constituida  en  1873,  rigiendo  los  Códigos  Civil  y  de  Proce- 
dimientos, y  por  tanto  no  se  ha  dado  á  la  ley  efecto  retroactivo  en  per- 
juicio de  José  María  Villa. 

Considerando:  que  el  segundo  fundamento  del  recurso  de  amparo 
es  que  ho  se  ha  aplicado  exactamente  la  ley,  con  violación  de  la  según- 
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da  parte  del  articulo  14,  fundándose  asimismo  la  sentencia  del  Juez  de 
Distrito  en  una  consideración  idéntica,  por  haberse  aplicado  al  caso  en 
cuestión  unos  artículos  del  Código  Civil  en  vez  de  otros. 

Considerando: 

Que  esta  Suprema  Corte  no  puede  ingerirse  en  las  decisiones  de  los 
tribunales  del  orden  común  sin  atacar  su  independencia  constitucional: 

Que  de  la  inteligencia  dada  por  el  legislador  á  la  parte  del  artículo 
14,  invocada  por  Villa,  se  deduce  rectamente  que  ella  solo  puede  apli- 
carse á  los  juicios  del  ramo  criminal  y  en  manera  alguna  á  los  del  or- 
den civil: 

Que  esto  se  comprueba  por  el  orden  en  que  se  discutieron  5^  votaron 
las  dos  fracciones  del  artículo  14,  qne  en  el  proyecto  de  Constitución 
fueron  los  artículos  4  y  26: 

Que  si  la  justicia  federal  por  la  vía  de  amparo  tuviese  que  juzgar  de 
todas  las  cuestiones  que  se  versan  en  los  tribunales  locales  entre  las 
personas  que  litigan  ante  ellos,  se  convertiría  en  tribunal  de  revisión 
de  todos  los  tribunales  del  país,  arrogándose  facultades  que  la  Consti- 
tución no  le  ha  dado  en  ninguno  de  sus  artículos. 

Considerando:  que  consiste  el  tercer  fundamento  del  solicitante  en 
que  también  se  ha  infringid©  la"  segunda  pax-te  del  articulo  14,  al  seguir- 
se el  juicio  hipotecario  conforme  al  Código  de  Procedimientos  del  Dis- 
trito federal,  por  no  ser  éste  una  ley  constitucional:  que  esta  ley  fué  ex- 
pedida por  el  Poder  Ejecutivo  en  virtud  de  facultades  legislativas  de- 
legadas en  él  por  el  Congreso  de  la  Unión,  vvxlnerando  el  precepto  del 
artículo  50  de  la  Carta  fundamental,  que  previene  que  nunca  podrá  de- 
positarse el  Poder  Legislativo  en  un  individuo. 

Considerando:  que  la  autorización  concedida  al  Ejecutivo  por  decre- 
to de  7  de  Diciembre  de  1871  no  importa  la  reunión,  en  una  personal  ó 
corporación,  de  los  poderes  legislativos,  ni  el  depósito  de  éste  en  un  in- 
dividuo, que  es  lo  que  prohibe  el  artículo  50  de  la  Constitución. 

Que  el  decreto  mencionado  tampoco  importa  una  delegación  del  Po- 
der Legislativo  con  el  objeto  de  que  el  Ejecutivo  formara  ó  expidiera 
un  Código  de  procedimientos  como  lo  creyera  más  conveniente: 

Que  no  es  por  tanto  necesario  referirse  á  la  concordancia  de  los  ar- 
tículos 29  y  50  de  la  Constitución,  puesto  que  en  el  caso  se  trata  de  un 
decreto  que,  como  dice  su  letra,  no  es  más  que  una  autorización  al  Eje- 
cutivo para  poner  en  vigor  provisionalmente  el  proyecto  del  Código  de 
procedimientos,  lo  que  no  puede  considerarse  como  una  delegación  del 
Poder  Legislativo,  ni  aun  sobre  un  negocio  determinado: 

Que  aunque  en  la  expedición  de  ese  decreto  se  haya  procedido  con 
festinación  é  irregularidad,  esto  no  constituye  una  violación  del  articu- 
lo 50,  ni  se  puede  por  este  motivo  poner  en  duda  el  vigor  legal  del  cita- 
do Código  de  procedimientos: 

Que  consta  de  autos  que  el  promovente  se  ha  sometido  á  las  pres- 
cripciones del  Código  de  procedimientos  no  solo  no  protestando  contra 
su  aplicación,  sino  haciendo  uso  de  sus  prevenciones  para  apelar  ante 
el  Tribunal  Superior,  de  la  sentencia  de  primera  instancia: 

Que  esta  sumisión  expresa,  priva  de  toda  su  fuerza  al  tercero  de  los 
fundamentos  en  que  apo^^a  su  solicitud  de  amparo: 

Que  en  tal  virtud,  tampoco  existe,  por  este  capítulo,  violación  del  ar- 
ticulo 14  de  la  Constitución. 

Considerando:  que  no  se  han  infringido  los  artículos  Ití  y  27  de  la 
mencionada  Constitución: 

Con  arreglo  á  estos  fundamentos,  y  álos  artículos  101  y  102  del  Pac- 
to federal,  se  revoca  el  fallo  del  Juez  de  Distrito,  y  en  consecuencia: 

La  Justicia  de  la  Unión  no  ampara  ni  protege  á,  José  María  Villa, 
contra  los  procedimientos  del  Juez  4"  de  lo  civil,  que  motivaron  el  pre- 
sente recurso. 

Devuélvanse  estas  actuaciones  al  juzgado  de  su  origen,  acompañan- 
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dolé  testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos  consiguientes:  publi- 
quese  y  archivese  á  su  vez  el  Toca. 

Asi,  por  mayoría  de  votos,  tanto  en  los  fundamentos  como  en  la  re- 
solución, lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente  y  Magistrados  que  , 
forman  el  tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los  Estados 
Unidos  Mexicanos,  v  firmaron:— Presidente,  Ignacio  L.  Vallarta.—Ma.- 
gistrados,  Ignacio  M.  Altamir ano. —Ignacio  Bamírez.— Pedro  Ogazón.^ 
—Manuel  Alas.— Antonio  Martínez  de  Castro.— Miguel  Blanco.— José 
María  Bautista.— Juan  M.  Vázquez.- Simón  Guzmán.—José  Manuel 
.Saldaña.— José  Eligió  Míiñoz.- Enrique  Lauda,  secretario. 


COMPETENCIA  ENTRE  LOS  JUECES  DE  MÉXICO 

Y  DE  TEZIUTLAN 

YTLATLAUQUI  (ESTADO  DE  PUEBI,A)  PARA  CONOCER  DEL  JUICIO 

DE  LA  TESTAMENTARIA  DE  DON  RAFAEL  ORTEGA. 

Cuando  no  hay  conjlicto  en  las  leyes  de  dos  Estados,  cuyos  jtieces  se  dis-^ 
putan  la  jurisdicción,  ¿qué  reglas  deben  seguirse  para  dirimir  la  competen- 
cia? ¿En  qué  casos  se  debe  apelar  al  derecho  internacional  privado? 


El  juez  5°  de  lo  civil  de  esta  capital  inició  competencia  al  juez  de  Teziu- 
tláti  y  Tlatlauqui,  pata  coftocer  de  la  demanda  que  sobre  pesos  instatiró  ante 
él  el  Gral.  D.  Ignacio  Beléndez. — Al  tratarse  de  este  negocio  en  la  i^.  Sala, 
el  C.  Vallarla /undó  su  opinión  en  las  siguientes  consideraciones: 

Como  se  ha  pretendido  exagerar  la  teoría  que  sig'o  de  que  en  el  con- 
flicto de  leyes  locales  sobre  el  punto  de  jurisdicción,  debe  apelarse  al 
derecho  internacional  privado,  para  resolver  la  competencia  entre  jue- 
ces de  diversos  Estados,  quiero  aprovechar  esta  ocasión,  que  creo  opor- 
tuna, pora  consignar  mis  opiniones  sobre  los  límites  en  que  esa  teoría 
debe  encerrarse,  á  fin  de  que  no  degenere  en  absurda. 

En  mi  sentir,  el  derecho  internacional  privado  no  puede  invocarse 
para  decidir  aquella  clase  de  competencias  sino  en  el  caso  de  que  las  le- 
yes de  los  diversos  Estados  se  presenten  en  conflicto;  pero  cuando  esto 
no  es  así,  sino  que  ellas  están  de  acuerdo  en  sancionar  la  misma  dispo- 
sición sobre  el  punto  controvertido,  entonces  á  estas  leyes  y  no  al  dere- 
cho internacional  se  debe  recurrir  para  la  resolución  de  tales  competen- 
cias. Falta  en  estos  casos  la  razón  fundamental  de  aquella  teoría,  cual 
es  la  de  no  lastimar  la  soberanía  interior  de  un  Estado  aplicando  en  su 
territorio  leyes  ajenas  con  infracción  de  las  suyas;  y  esta  consideración 
basta  para  ver  que  los  casos  de  que  hablo,  no  caen  bajo  el  imperio  del 
derecho  internacional.  Esta  Sala,  en  efecto,  no  hace  agravio  alguno  á 
los  Estados  con  obligar  á  sus  jueces  que  compiten,  á  sujetarse  á  leyes 
que,  aunque  no  sean  comunes  á  ambos,  contengan  disposiciones  idénti- 
cas en  materia  de  fuero  competente. 

La  Sala  ha  visto  que  en  varias  competencias  ya  resueltas,  jueces  y 
abogados  han  venido  sosteniendo  el  punto  de  jurisdicción,  con  gran  co- 
pia de  autoridades  de  publicistas,  y  tratando  de  aplicar  en  toda  su  rigi- 
dez muchas  doctrinas  que  están  solo  escritas  para  naciones  del  todo  in- 
dependientes. Creo  también  oportunas  algunas  breves  indicaciones  so- 
bre este  punto,  siquiera  para  manifestar  por  qué,  en  mi  opinión,  la  coli- 
sión de  leyes  entre  los  diversos  Estados  de  la  República  no  se  puede 
considerar  y  resolver  según  las  mismas  reglas  v  teorías  internaciona- 
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les,  que  se  aplican  cuando  esa  colisión  tiene  lug-ar  entre  leyes  de  países 
enteramente  independientes. 

La  razón  de  esta  diferencia  que  yo  establezco,  es  obvia  y  fundamen- 
tal. Aunque  nuestra  Constitución  proclama  la  soberanía  de  los  Estados 
en  su  régimen  interior,  y  por  esto  á  ninguno  de  ellos  se  puede  aplicar 
la  ley  de  otro,  esa  soberanía  está  restringida  de  manera  que  de  todos 
nuestros  Estados  no  se  forma  sino  ima  nación  independiente,  la  Eepú- 
blíca  Mexicana.  Los  habitantes  de  un  Estado,  no  son  extranjeros  res- 
pecto de  los  de  otro,  sino  que  «¿on  mexicanos  todos  los  nacidos  dentro 
del  territorio  de  la  Eepiiblica»  (articulo  30  de  la  Constitución).  Y  así  co- 
mo sería  un  absurdo  equiparar  la  soberanía  de  Jalisco  con  la  de  Ingla- 
rra,  asi  lo  es  también  aplicar  á  mexicanos  reglas  y  teorías  escritas  para 
extranjeros,  reglas  sostenidas,  muchas,  en  defensa  de  intereses  exclusi- 
vos de  un  país,  inspiradas  otras  por  motivos  de  celo,  de  enemistad  y  aun 
de  odios  internacionales.  Invocar  sin  examen  y  criterio  esas  reglas,  se- 
ría no  solo  relajar  el  vínculo  federal  que  i;ne  á  todos  los  Estados,  sino 
sembrar  entre  ellos  los  gérmenes  de  discordia  que  el  derecho  interna- 
cional, en  su  progreso,  trata  de  extinguir  aim  en  las  naciones  indepen- 
dientes. 

Me  creo  seguro  en  esta  opinión,  cuando  la  veo  sostenida  por  autores 
cuya  reputación  es  inatacable.  Savigny,  el  ilustre  Savigny,  enseña  que 
aunque  las  reglas  que  hayan  de  aplicarse  para  i-esolver  los  conflictos  de 
leyes  de  diversas  soberanías  sean  las  mismas,  su  aplicación,  sin  embar- 
go, difiere  mucho,  según  que  se  trate  de  distritos  ó  provincias  de  un  solo 
Estado,  ó  de  diversos  Estados  independientes.  Cita  como  ejemplo  de  esos 
países  compuestos  de  diversas  soberanías,  á  los  Estados-Unidos  y  á  los 
Países-Bajos,  y  recomienda  las  doctrinas  de  los  jurisconsultos  holande- 
ses Eodenburg,  los  dos  Voet  y  Huber,  como  especiales  á  esos  casos  de 
colisión  de  leyes  de  soberanías,  que  juntas  ó  confederadas  no  forman 
más  que  una  Nación.  (Traite  du  droit  romain;  vol,  8? ,  par,  347  y  si- 
guientes). 

Fiore,  en  su  notabilítisimo  tratado  de  derecho  internacional  privado, 
profesa  la  misma  opinión:  dice  esto,  literalmente,  este  autor:  «L'altra 
osservazione  che  noi  stimiamo  opportuna,  si  é  che  i  conflitti  di  legisla- 
zioni  si  possono  verificare  anche  all'interno  de  uno  Stato. .....  Ció  pu6 

succedere  quando  lo  Stato  é  diviso  in  diverse  sezioni  rette  da  leggi  pro- 
prie  e  con  giurisdizioní  distinte.  Questi  conñítti  anno  molta  analogía 
con  quelli  che  si  verificano  tra  leggi  di  Stati  diversi;  sarebbe  pero  erro- 
neo  il  volere  applicare  gli  stesi  principii,  si  agli  uni  che  agli  altri  casi.» 
(Diritto  internazionale  privato,  núm.  6). 

Fuerte,  pues,  con  estas  autoridades,  y  sin  profundizar  más  esta  ma- 
teria, porque  hoy  es  inoportuno  hacerlo,  creo  lo  dicho  bastante  á  poner 
fuera  de  duda  la  A^erdad  de  que  las  reglas  internacionales  no  pueden 
aplicarse  en  toda  su.  severidad  y  sin  discreción  á  nuestros  casos  de  co7n- 
petencia,  sino  que  deben  ser  puestas  en  concordancia  con  la  letra  y  es- 
píritu de  la  Constitución,  para  no  lastimar,  por  una  parte,  la  soberanía 
de  los  Estados,  y  para  no  convertirlos,  por  otra,  en  completamente  ex- 
tranjeros los  unos  á  los  otros. 


II 

Por  el  estudio  que  de  este  negocio  he  hecho,  y  de  acuerdo  con  la& 
opiniones  que  acabo  de  manifestar,  creo  que  él  no  cae  bajo  el  dominio 
del  derecho  internacional  privado,  porque  yo  juzgo,  como  los  otros  se- 
ñores Magistrados,  que  las  leyes  del  Distrito  y  las  de  Puebla,  contienen- 
disposiciones  idénticas  sobre  el  punto  de  jurisdicción  en  disputa.  Es  inú- 
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til  repetir  las  razones  qae  en  la  disctisión  se  han  expuesto  para  afirmar 
ese  aserto  y  aun  tocar  el  punto  ampliamente  considerado  de  la  antino- 
mia que  presentan  los  artículos  1951,  1964,  1454  y  2027  del  Código  de 
procedimientos,  sobre  todo,  considerándolos  en  relación  con  los  artícu- 
los 3980,  3993  y  3994  del  Código  civil.  Me  permitiré  solamente  añadir  al- 
gunas breves  observaciones  tomadas  de  la  concordancia  de  las  leyes  del 
Distrito  y  de  Puebla,  para  corroborar  aun  más  la  competencia  del  Juez 
de  este  Estado,  para  conocer  de  este  negocio. 


Por  estos  motivos  que  el  derecho  civil  apoya  y  por  las  demás  razo- 
nes expuestas  por  mis  apreciables  compañeros  en  este  debate,  voto  en 
favor  de  la  competencia  del  Juez  del  Estado  de  Puebla. 


La  Primera  Sala  de  la  Suprema  Corte  pronunció 
la  siguiente  ejecutoria. 

México,  Octubre  7  de  1878.— Vistos  los  autos  sobre  competencia  ini- 
ciada por  el  Juez  5.°  de  lo  civil  de  esta  capital  al  de  I.'*  instancia  de 
Teziiitlan  y  Tlatiauqui,  para  conocer  de  la  demanda  que  sobre  pago  de 
la  cantidad  de  dos  mil  doscientos  pesos  y  réditos  respectivos,  ha  promo- 
vido ante  el  primero  de  aquellos  jueces  el  general  Ignacio  Beléndez 
coittra  la  testamentaria  de  Rafael  Ortega:  Vistos  los  informes  de  los  jue- 
ces competidores  y  el  pedimento  del  C.  Fiscal,  con  lo  demás  que  fué  con- 
veniente examinar; 

Considerando: 

1.  °  Que  cuando  los  jueces  contendientes  de  diversos  Estados  estén 
sujetos  á  leyes  comunes  ó  diversas,  pero  que  contienen  las  mismas  pres- 
cripciones sobre  el  punto  disputado,  no  se  puede  decir  que  haya  con- 
flicto de  leyes,  supuesto  que,  por  el  contrario,  hay  comunidad  de  prin- 
cipios y  de  reglas,  que  cada  juez  tiene  que  respetar  porque  son  las  de  su 
propia  ley: 

2.  °  Que  en  estos  casos  no  es  de  aplicarse  la  ley  internacional  para 
decidir  las  competencias,  porque  faltando  el  conflicto  entre  las  leyes  de 
los  Estados  cuyos  jueces  se  disputan  la  jurisdicción,  falta  la  razón  cons- 
titucional de  la  aplicación  de  aquella  ley,  porque  no  se  viola  la  sobera- 
nía de  éstos  al  resolver  una  competencia  según  las  prescripciones  de 
sus  propias  leyes;  porque  en  tal  hipótesis  no  se  da  á  la  ley  de  un  Estado 
efecto  extraterritorial  con  perjuicio  de  la  soberanía  de  otro: 

3.  °  Que  las  prescripciones  legales  que  en  el  presente  caso  deben  te- 
nerse presentes  para  resolverlo,  son  iguales  y  están  vigentes,  tanto  en 
el  Distrito  Federal  como  en  el  Estado  de  Puebla,  y  por  lo  mismo  son 
obligatorias  para  ambos  jueces  competidores: 

4.°  Que  de  lo  determinado  en  el  Código  civil  del  Distrito  Federal  y 
adoptado  en  Puebla,  se  deduce  claramente  la  competencia  de  un  solo 
juez  para  conocer  de  les  juicios  sobre  sucesiones  hereditarias  y  sus  in- 
cid  encías,  como  lo  persuaden,  entre  otros,  el  artículo  3,993,  prohibiendo 
á  1  os  acreedores  y  legatarios  exigir  el  pagp  de  sus  créditos  y  legados 
du  rante  la  facción  de  inventarios,  los  cuales  no  podrían  ciertamente 
ha  cerse  si  diversos  jueces  conocieran  del  juicio  hereditario  y  sus  inci- 
de ntes,  pues  eso  daría  lugar  á  todos  los  inconvenientes  que  la  ley  ha 
qu  erido  evitar  estableciendo  que  no  se  divida  la  continencia  de  la  cau- 
sa: el  3,994,  autorizando  determinadamente  á  cierta  clase  de  acreedores 
pa  ra  demandar  al  albacea,  y  omitiendo  en  esa  clasificación  á  los  aeree- 
do  res  hipotecarios: 
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5.°  Que  el  Código  de  procedimientos  del  Distrito,  en  su  artículo 
1,951,  reconoce  como  universal  el  juicio  de  testamentaría  y  abintestato, 
y  declara  juez  único  competente  para  conocer  de  las  demandas  contra 
los  herederos  del  difunto  por  razón  de  los  bienes  de  éste,  al  juez  ante 
quien  se  radicó  el  juicio  de  sucesión,  sin  que  á  ese  precepto  legal  con- 
tradiga y  limite  el  contenido  en  el  articulo  1,454  del  mismo  Código,  por 
la  consideración,  entre  otrasde  grave  peso,  de  que  éste  se  ocupa  de  la 
acumulación  de  autos  y  aquel  de  fijar  la  competencia  del  juez  de  la  su- 
cesión. Y  este  principio  de  que  el  juicio  de  testamentaría  es  universal, 
es  el  que  se  sigue  en  los  tribunales  de  Piiebla  á  falta  de  un  Código  de 
procedimientos  propio,  como  el  consagrado  por  la  antigua  legislación 
española,  según,  enseña  Caravantes,  fracciones  de  la  o23  á  la  ¿531  del 
párrafo  V,  sección  VIII,  título  1.°,  capitulo  l.°.ó  sean  páginas  251  á  256, 
siguiendo  las  doctrinas  de  Dalloz  y  Savigny,  y  diciendo  que  en  estacla- 
se'de  juicios  hay  que  acudir  al  juez  del  domicilio  del  difunto,  dando  por 
razones,  entre  otras  muchas,  que  consistiendo  el  derecho  de  sucesión  en 

la  trasmisión  del  patrimonio  de  un  difunto  á  otras  personas . .  «este 

patrimonio  (página  254)  puede  hallarse  en  diversidad  de  lugares,  ó  di- 
rigirse contra  él  acciones  reales,  personales  ó  mixtas,  y  seria  sumamen- 
te embarazosa  y  casi  imposible  la  defensa  si  se  permitiese  á  cada  recla- 
mante que  interpusiese  su  acción,  segiin  las  reglas  generales  de  com- 
petencia;» y  numerando  otros  inconvenientes,  agrega:  «esto  ocasionaría, 
además,  la  división  de  la  continencia  de  la  causa,  lo  que  es  contrario  al 
principio  de  acumulación  de  acciones  y  de  autos;»  y  por  último,  reasu- 
miendo el  citado  autor  sus  doctrinas,  dice:  «Los  inconvenientes  que  se 
seguirían  de  señalar  cada  uno  de  los  lugares  donde  están  sitas  las  cosas, 
ó  el  del  contrato,  etc.,  para  entender  del  juicio  de  abintestato  ó  testa- 
mentaría, tienen  aplicación  á  los  de  quiebra  ó  de  concurso.»  Concluyen- 
do con  encarecer  el  principio  legal  de  que  se  hace  referencia,  con  estas 
palabras  (página  256):  «que  él  tiene  por  objeto  atender  mayormente  al 
interés  de  los  demandantes  y  demandados,  evitándose  la  multiplicación 
de  procesos  y  sometiéndolos  al  juez  que  se  halla  en  situación  de  aten- 
der mejor  que  otro  alg-uno  sus  reclamaciones  y  defensas.  Además,  sien- 
do este  juez,  por  otra  parte,  el  del  domicilio,  se  observa  respecto  de  di- 
chos juicios  la  regla  principal  y  más  preferente  sobre  competencia  te- 
rritorial:» 

6.  °  .Que  supuesta  la  verdad  jurídica  de  que  el  juez  ante  quien  se 
abre  la  sucesión  es  el  conipeteñte  para  conocer  de  las  demandas  que 
contra  la  herencia  se  entablen;  se  deduce  rectamente  que  constando  de 
autos  que  ante  el  juez  de  Teziutlan  se  abrió  la  sucesión  de  Rafael  Orte- 
ga (fojas  8.  cuaderno  principal),  ante  él  debe  ocurrir  el  general  Belén- 
dez  á  promover  su  acción: 

7.°  Que  á  esta  resolución  no  se  opone  lo  pactado  en  las  cláusulas  3.* 
y  11.  "^  de  la  escritura  de  préstamo,  por  las  cuales  el  deudor  Rafael  Or- 
tega se  comprometió  por  la  una  á  satisfacer  en  esta  capital  la  cantidad 
de  dos  mil  doscientos  pesos  y  sus  réditos,  y  por  la  otra  se  sometió  al  co- 
nocimiento de  los  tribunales  de  la  misma;  porque  si  bien  es  cierto  que 
esas  obligaciones  y  renuncias  serían  muy  atendibles  viviendo  Ortega; 
pero  hoy,  tratándose  de  sucesión,  se  hace  preciso  modificarlas  en  el  sen- 
tido que  exige  la  misma  naturaleza  del  juicio  de  sucesión  (doctrina  an- 
tes citada): 

8.°  Que  la  preferencia  del  fuero  de  la  sucesión  sobre  el  del  contrato 
á  que  el  deudor  se  sometió,  está  también  sostenida  y  apoyada  por  el 
Código'Civil  que,  como  se  ha  dicho,  es  obligatorio  para  ambos  jueces, 
porque  si  bien  el  artículo  1,634  establece  la  competencia  del  juez  del 
contrato,  ese  artículo  no  debe  entenderse  de  un  modo  absoluto,  sino 
con  la  expresa  limitación  que  le  hace  el  articulo  siguiente  (1,635),  á  sa- 
ber: cuando  la  ley  no  establezca  otra  cosa,  y  precisamente  tratándose 
de  sucesiones,  esa  misma  ley  en  sus  artículos  3,993  y  3,994  ya  citados,. 
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del  3,927  al  3,931  establece  reglas  distintas  y  particulares;  «reg'las  que, 
como  dicen  sus  autores  en  su  tratado  de  exposición  del  Código  Civil, 
capítulo  4.°,  son  claras,  justas  y  terminantes;  de  este  modo  se  evitarán 
las  competencias  que,  si  en  todos  los  negocios  son  perjudiciales,  en  los 
relativos  A  herencias  causan  males  de  mucha  trascendencia  con  la  dila- 
ción, y  complican  extraordinarianieute  el  curso  de  una  testamentaría  ó 
de  un  intestado.» 

Por  estas  consideraciones  y  con  los  fundamentos  expresados,  es  de 
decretarse  j  se  decreta: 

Primero.  Que  el  juez  de  primera  instancia  de  Teziutlan  es  el  compe- 
tente para  seguir  conociendo  de  la  demanda  entablada  por  el  general 
Beléndez  contra  la  testamentaría  de  Rafael  Ortega,  sobre  pago  del  ca- 
pital y  réditos  que  reconocen  las  escrituras  en  que  dicha  demanda  se 
funda. 

Segundo.  Remítanse  las  actuaciones  al  juez  de  primera  instancia  de 
Teziutlan  con  copia  certificada  de  esta  sentencia,  remitiéiidose  copia 
igual  al  5.°  de  lo  civil  de  esta  capital  para  su  conocimiento.  Hágase  sa- 
ber y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Así,  por  unanimidad  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presi- 
dente y  Ministros  que  formaron  la  primera  Sala  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — Ignacio  L. 
Vallarla. — Ignacio  M.  Altamirano. — A.  Martínez  de  Castro. — Manuel 
Alas. — Miguel  Blanco. — Enrique  Lauda,  secretario. 

líoTA— Esta  sentencia  se  publicó  en  el  Foro  del  día  13  de  Diciembre  de  1878- 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  UNA  ORDEN  DE  CONFISCACIÓN 
EXPEDIDA  POR  IvA  SECRETARIA  DE  HACIENDA. 


¿Se  pueden  conceder  facultades  extraordinarias  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica autorizándolo  aun  para  legislar  en  ciertos  casos?  ¿Qué  límite  debe  tener 
la  suspensión  de  garantías?  ¿Puede  decretarse  la  pena  de  confiscación  al  me- 
xicano que  aliado  al  enemigo  extranjero  haga  la  guerra  al  Gobierno  de  la 
República?  Interpretación  de  los  artículos  21,  22,  2g  y  50  de  la  Constitución. 


La  Sra.  Dolores  Quesada  de  Almonte  pidió  amparo  al  Juez  1°  de  Disitito 
de  esta  capital,  contt  a  la  orden  del  Gobierno  que  mandó  confiscar  la  casa  nú- 
mero JO  de  la  i^  calle  de  San  Juan,  como  perteneciente  á  D.  Jua^i  N.  Almon- 
te, en  virtud  de  haber  éste  sido  uno  de  los  promovedores  de  la  invasión  fran- 
cesa. La  demanda  se  fundó  en  los  artículos  16,  21,  22,  zy  y  50  de  la  Co7istitu- 
ción  que  se  dijo  estaban  infringidos  con  aquella  orden,  Eljue^  -concedió  el 
amparo. — Discutido  este  negocio  en  las  audiencias  de  los  días  ig,  20  y  25  de 
Febrero  de  iSjg,  el  C.  Vallaría  cotnbatió  la  sentencia  del  infet  ior,  y  fundó  su 
voto  en  las  siguientes  razones: 


Las  muchas  y  graves  cuestiones  constitucionales  que  este  amparo 
suscita-,  la  incalculable  trascendencia  que  el  fallo  que  la  Corte  va  á pro- 
nunciar tendrá,  no  ya  en  los  negocios  resueltos  hace  mucho  tiempo  con- 
'  forme  á  las  leyes  cuyo  vigor  y  constitucionalidad  hoy  se  niega,  sino  lo 
que  es  más  interesante  aún,  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  defensa  que 
á  la  República  competen,  cuando  á  su  soberanía  ó  á  su  independencia 
se  ataca-,  la  decisiva  influencia  que  esas  cuestiones  tendrán,  según  el 
«entido  en  que  se  resuelvan,  en  la  consolidación  ó  desconocimiento  de 
la  reforma  que  tanta  sangre  ha  costado  al  país,  todo  eso  da,  en  mi  sen- 
tir, una  importancia  tan  excepcional  á  este  juicio,  que  exige  en  cada 
taño  de  los  Magistrados  una  atentísima  consideración  y  el  más  concien- 
zudo estudio.  Empeñado  yo  en  cumplir  los  deberes  del  cargo  que  ten- 
go la  honra  de  ejercer,  he  procurado  hasta  donde  mis  fuerzas  alcanzan, 
estudiar  con  imparcialidad  y  resolver  con  acierto  aquellas  graves  cues- 
tiones constitucionales,  fundando  el  voto  que  voy  á  dar  en  las  principa- 
les razones  que  me  han  servido  para  formar  mi  opinión.  Disto  mucho 
de  creer  que  he  conseguido  el  acierto  que  he  buscado-,  pero  si  me  he 
equivocado,  que  los  razonamientos  que  paso  á  exponer,  den  testimonie 
de  la  sinceridad  de  mis  convicciones. 
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La  sentencia  del  inferior  que  concedió  el  amparo,  lo  funda  exclusi- 
vamente en  la  razón  de  que  «la  ley  de  27  de  Mayo  de  18G3  declaró  ex- 
presamente que  la  suspensión  de  g-arantias  individuales  y  la  concesión 
de  facultades  extraordinarias  al  Ejecutivo,  durarían  hasta  treinta  días^ 
después  de  la  próxima  reunión  del  Congreso,  ó  antes,  si  terminaba  la 
guerra  con  Francia;  y  que  como  en  Agosto  de  1867  no  solo  había  ter- 
minado la  intervención  francesa,  sino  aun  la  guerra  civil,  el  Ejecutiva 
careció  de  facultades,  estando  ya  restablecido  el  orden  constitucional, 
para  ordenar  en  20  de  ese  mismo  Ag'osío  la  confiscación  de  Don  Juan 
N.  Almonte.'i  Esta  argumentación,  que  á  ser  exacta  sería  incontestable,^ 
está  invocada  por  el  patrono  del  actor  en  solicitud  del  amparo,  y  soste- 
nida, en  lo  que  á  hechos  históricos  se  refiere,  por  la  prueba  testimonial 
que  éste  pi'odujo;  pero  esa  arg-umentación  carece  de  base  y  deja  infun- 
dada la  sentencia. 

¿Cuándo  quedó  restablecido  el  orden  constitucional  en  la  República^ 
despiiés  de  la  guerra  de  intervención"?  ¿Cuándo,  en  qué  dia,  fijo  y  preci- 
so terminaron  las  facultades  extraordinarias  que  la  ley  de  27  de  Mayo 
de  1863  concedió  al  Ejeciitivo?  Hé  aqui  la  cuestión  que  documentos  ofi- 
ciales resuelven  de  un  modo  indudable  y  contrario  á  las  aseveracione» 
de  la  sentencia. 

En  15  de  Julio  de  1867  el  Gobierno  nacional  volvió  á  establecer  su 
residencia  en  esta  capital,  i  En  1.3  de  Agosto  siguiente,  el  Ejecutivo 
nombró  un  Ayuntamiento  provisional  que  funcionara  en  esta  ciudad, 
hasta  fin  del  año,  época  en  que  el  pueblo  debía  elegir  al  constitucional 
respectivo.  "  El  dia  1?  del  mismo  mes  se  nombró  por  el  Gobierno,  pro- 
visionalmente también,  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  con  atribuciones 
de  Tribunal  Superior  del  Distrito,  entretanto  se  hacía  la  elección  cons- 
titucional de  las  personas  que  debían  componerla.  ^  En  14  de  ese  mismo 
mes  de  Agosto,  se  expidió  la  malhadada  convocatoria  que  tantos  distur- 
bios causó  el  dia  mismo  del  triunfo  de  la  Repiibíica,  convocatoria  no  so- 
lo pai-a  elecciones  de  funcionarios  federales,  sino  aun  para  la  de  los  lo- 
cales. *  En  28  de  Octubre  se  citó  á  los  diputados  al  Congreso  federal 
para  la  primera  junta  previa  que  debía  celebrarse  el  5  de  Noviembre,  ^ 
y  el  Congreso,  sin  embargo,  no  se  instaló  sino  hasta  el  dia  8  de  Diciem- 
bre siguiente.  ^  La  declaración  de  Presidente  constitucional  de  la  Re- 
piiblica  y  de  esta  Suprema  Corte  la  hizo  el  Congreso  en  decreto  de  19 
de  ese  mes  de  Diciembre,  ^  habiéndose  demorado  la  de  Magistrados  has- 
ta el  4  de  Febrero  de  1868  ^  y  no  habiéndose  instalado  este  Suprera», 
Tribunal  sino  hasta  el  dia  14  de  ese  mes. 

Estos  hechos  bastan  para  asegurar  que  en  20  de  Ag-osto  de  1867  no 
estaba,  ni  con  mucho,  restablecido  el  orden  constitucional  en  la  Repii- 
blica.  En  esa  fecha  no  había  un  solo  poder  federal  ó  local,  ó  siquiera 
municipal,  que  tuviera  un  titulo  constitucional;  en  esa  fecha  apenas  el 
enemigo  extranjero  había  abandonado  nuestro  suelo,  y  no  existían  otros 
poderes  piiblicos  más  que  los  que  la  guerra  había  creado,  los  que  la  vo- 
luntad nacional  había  decididamente  sostenido  en  defensa  de  la  inde- 
pendencia de  la  República. 

,,,A  M^anifiesto  del  Presidente  Juárez  de  esa  feclia — Rsoopilacióa  de  leyes,  decretos,  eto-;  edicióu  de 
IS/O  t- 1,  pag.  1. 

2  Recopilación  de  leyes  y  decretos  citados,  pá?.  53- 

3  Recop.  de  leyes,  decretos,  etc-,  t- 1,  página  22- 

4  Recop-  de  decretos  citada,  1. 1,  página  tíO. 

5  Obra  y  tomo  citados,  página  270. 

6  Hist.  parí,  del  4.  o  Gong.,  t.  I,  página  57. 

7  Recop.  de  leyes,  tom.  cit.,  páginas  572  y  573- 

8  Obra  citada,  t.  II,  página  116. 
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Es,  pues,  un  error  histórico  insostenible,  el  que  el  patrono  del  actor 
ha  asentado,  apoyando  el  amparo  que  solicitó,  á  saber:  que  en  20  de 
Ag-osto  de  1867  estaba  ya  restablecido  el  orden  constitucional  en  el  pais. 

El  articulo  1.°  de  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1863  determinó  que  las  fa- 
cultades extraordinarias  durarían  «hasta  treinta  dias  después  de  la  pró- 
xima reunión  del  Congreso  en  sesiones  ordinarias,  ó  antes,  si  termina 
la  guerra  con  Francia.»  ¿Cuándo,  en  qué  dia  preciso  se  cumplió  el  pla- 
zo ó  se  realizó  la  condición  de  que  habla  la  ley? 

El  Presidente  Juárez,  en  su  discurso  de  apertura,  decía  al  4.  °  Con- 
greso constitucional,  el  dia  8  de  Diciembre  de  1867,  lo  siguiente:  «Por 
la  ley  de  27  de  Mayo  de  1863  se  prorrogó  la  concesión  de  facultades  al 
Ejecutivo  hasta  treinta  días  después  de  la  reunión  del  Congreso,  ó  an- 
tes si  terminaba  la  guerra  con  Francia.  No  se  podría  declarar  por  Mé- 
xico el  término  del  estado  de  guerra,  aunque  de  hecho  no  existen  hos- 
tilidades con  aquella  nación.  Ella  fué  la  que  trajo  la  guerra,  sin  haber 
hecho  hasta  ahora  declaración  expresa  de  no  continuarla  Así  pues,  de- 
berían durar  conforme  á  la  ley,  treinta  dias  más,  contados  desde  hoy, 
las  facultades  extraordinarias  concedidas  al  Ejecutivo.  Sin  embargo,  he 
creído  que  obraba  mejor  declarando,  como  declaro,  en  este  acto  solem- 
ne, que  no  haré  ya  uso  de  ellas Me  es  grato,  ciudadanos  diputa- 
dos, devolveros  el  depósito  de  la  gran  suma  de  facultades  que  me  ha- 
béis confiado.»  ^  Y  el  presidente  de  la  Cámara  comenzó  su  discurso  de 
contestación  con  estas  notables  palabras:  «La  nación  vuelve  hoy  al  ejer- 
cicio constitucional  de  uno  de  los  atributos  más  preciosos  de  la  sobera- 
nía, la  facultad  de  legislar  por  medio  de  sus  representantes,  gracias  á 
la  heroica  constancia  de  sus  hijos  en  la  gloriosa  lucha  que  ha  sostenido 
por  el  espacio  de  cinco  años  contra  la  invasión  extranjera,  etc.»  Y  más 
adelante  agregaba:  «El  Congreso  ha  oído  con  placer  que  el  jefe  del  Po- 
der Ejecutivo  devuelve  á  su  origen  las  autorizaciones  que  le  fueron 
concedidas  en  las  leyes  de  11  de  Diciembre  de  1861,  de  3  de  Mayo,  de 
27  de  Octubre  da  1862  y  de  27  de  Mayo  de  1863,  porque  este  acto  signi- 
fica que  la  paz  puede  mantenerse  con  las  facultades  constitucionales  del 
Gobierno.»  ^ 

Estas  declaraciones  oficiales  y  solemnes,  bastan,  en  mi  sentir,  para 
fijar  histórica  y  jurídicamente  el  dia  8  de  Diciembre  de  1867,  como  el 
día  preciso  en  que  las  facultades  extraordinarias  concluyeron.  En  la 
cuestión  histórica  son  de  tal  modo  decisivos  los  documentos  que  he  ci- 
tado, que  no  concibo  ni  posible  que  la  menor  duda  pueda  surgir  en  cuan- 
to á  los  hechos  que  relatan.  Y  por  lo  que  al  punto  jurídico  se  relaciona, 
pocas  reflexiones  bastan  á  dejarnos  convencidos  de  que  en  ese  dia  8,  y 
no  antes  ni  después,  aquellas  facultades  concluyeron. 

Sabido  es  que  la  representación  nacional,  después  que  clausuró  sus 
sesiones  en  31  de  Mayo  de  1863,  no  volvió  á  reunirse  sino  hasta  el  día  8 
de  Diciembre  de  1867.  Durante  todo  el  período  de  la  guerra  no  fué  po- 
sible la  existencia  del  Congreso,  y  esto  á  pesar  de  los  esfuerzos  hechos, 
primero,  por  la  diputación  permanente  en  San  Luis  Potosí,  ^  y  después 
por  el  gobierno  en  Monterrey.  ^  En  8  de  Diciembre  de  1867  no  se  podía 
decir,  pues,  que  se  hubiese  vencido  el  plazo  que  la  ley  fijó  para  que  ter- 
minaran las  facultades  exíraordinarias,  puesto  que  ningún  Congreso 
había  existido  durante  la  guerra.  Según  esa  parte  de  la  ley,  éstas  po- 
dían habeijpe  prorrogado  hasta  el  8  de  Enero  de  1868,  como  lo  dijo  bien 
el  Presidente  en  su  discurso. 

¿Pero  no  estaba  ya  en  ese  día  8  de  Diciembre  cumplida  la  condición 
que  la  ley  fijaba  también  para  que  cesaran  esas  facultades?  ¿No  había 
ya  terminado  la  guerra  con  Francia?  Sobre  este  punto  nada  puede  de- 

1  Hist.  parí,  del  4-  =  Congreso,  tomo  I,  página  56- 

2  Hist.  parí,  del  4.  °  Congreso,  tomo  I,  páginas  53  á  60-  ,      . 

3  Acuerdo  de  2  de  Octubre  áe  1863 — "Diario  de  los  Debates-"— Tercer  Congreso,  tomo  II,  pag-  37. 

4  Decreto  de  27  de  Oetubre  de  1863 — Colección  de  leyes,  etc-,  edición  de  1867,  tomo  I,  página  171- 
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cirse  mejor  que  lo  expresado  tan  sobriamente  en  el  mismo  discurso  pre- 
sidencial. La  Francia,  que  nos  trajo  la  guerra  sin  haberla  declarado 
previamente,  retiró  á  sus  soldados  de  México  sin  haber  tampoco  decla- 
rado que  se  restablecía  la  paz, 

Y  la  simple  retirada  del  ejército  francés  no  cambiaba  el  estado  de 
cosas  criado  por  la  guerra.  Si  el  Gobierno  de  México  se  hubiera  apre- 
surado en  virtud  de  esa  sola  retirada  á  proclamar  la  conclusión  de  la 
guerra,  no  sólo  se  habría  puesto  fuera  de  Jas  doctrinas  del  Derecho  de 
gentes  que  estas  graves  materias  regulan,  i  sino  que  habría  herido  pro- 
fundamente el  sentimiento  nacional,  sino  que  habría  comprometido  los 
intereses  j  dignidad  de  la  República.  Por  otra  parte,  la  cesación  del  es- 
tado de  guerra  no  se  podía  declarar  en  el  documento  mismo  en  que  se 
dijo  que  «los  gobiernos  (como  el  de  Francia)  habían  roto  sus  tratados 
con  la  Eepiiblica  y  han  mantenido  y  mantienen  cortadas  sus  relaciones 
con  nosotros,»  2  porque  es  perfectamente  contrario  al  estado  de  paz  la 
rotura  d,e  los  tratados,  hecha  por  la  guerra,  y  consecuencia  de  la  paz  es 
la  renovación  de  esos  tratados.  ^  De  deseai%  como  es,  que  un  tratado 
restablezca  las  relaciones  entre  México  y  Francia,  rotas  aún  á  conse- 
cuencia de  la  guerra,  no  es  posible  ver  en  el  discurso  del  Presidente 
Juárez  sino  á  lo  sumo  la  declaración  del  statu  quo  post  hellum,  decla- 
ración, por  lo  demás,  de  la  que  los  tribunales  no  pueden  jctzgar,  porque 
es  de  la  atribución  de  otros  poderes,  según  nuestra  ley  fundamental, 
todo  lo  que  á  esos  negocios  se  refiere.  * 

Para  afirmar  mis  demostraciones  sobre  este  punto,  invocaré  una  con- 
sideración muy  importante.  Estas  declaraciones  presidenciales  se  ha- 
cían ante  el  Congreso  de  la  Unión,  y  él  no  sólo  las  aceptó,  sino  que  con- 
sagró la  política,  que  han  aprobado  los  Congresos  subsiguientes,  que  se 
ha  mantenido  vigorosamente  por  el  Gobierno  y  que  puede  llamarse  tra- 
dicional entre  nosotros:  la  que  considera  rotos  los  tratados  que  Francia, 
antes  déla  guerra,  había  celebrado  con  México.  ¿No  se  ve  ya  á  la  luz  de 
estas  breves  reñexiones  el  insondable  abismo  que  la  sentencia  del  infe- 
rior ha  tenido  que  salvar  para  declarar  que  en  Agosto  de  1867  había 
concluido  la  guerra  con  Francia?  

Ni  el  plazo,  ni  la  condición  fijados  en  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1863  se 
habían,  pues,  cumplido  en  Agosto  de  1867,  lo  diré  como  resumen  de  mis 
demostraciones;  siendo  la  consecuencia  final  de  ellas,  que  en  ese  mes  de 
Agosto  no  habían  espirado  las  facultades  extraordinarias  concedidas  al 
Ejecutivo,  y  que  por  tanto,  por  este  motivo  no  se  puede  conceder  el 
amparo. 


IIÍ 

A 

Si  pretendiera  sólo  impugnar  la  sentencia  del  inferior,  con  lo  ex- 
puesto quedaría  satisfecho  mi  propósito.  Pero  al  estudiar  este  gravísi- 
mo negocio,  he  querido  verlo  por  todas  sus  fases,  afrontando  las  muy 
trascendentales  cuestiones  que  provoca,  por  más  que  ellas  seAn  difíciles 
y  espinosas.    Por   otra  parte,  cuando  la  misma  demanda  de  amparo  se 

1  There  appear  to  be  three  Tays  by  wliioh  war  may  be  coucluded  and  peace  restored:  I-  By  a  --de 
íacto"  cessation  of  hostilities  on  the  part  of  both  belligerants,  and  "a  renewal  de  facto  of  the  relations 
of  peace-"  II-  By  the  unconditional  submission  of  one  beUigerant  to  another-  III.  By  the  conclusión  of 
a  formal  treaty  of  peace- — Philimore-  International  law.  Vol-  III,  número  510- 

2  Discurso  citado  del  Presidente  Juáre- , — Hist-  parí-  del  4-  °  Congreso,  tomo  I,  página  57. 

3  Les  conventions,  dont  la  mise  en  pratiqxie  avaient  été  snspendues  pendant  la  guerra,  reutrent  ea^ 
vigenr  de  plein  droit  a  la  conclasion  de  la  paix-  Calvo,  Le  Droit  intemational,  tomo  2,  número  1306- 

'4    Fracs-  XIV  del  art-  72,  y  VIII  y  X  del  art.  85  de  la  Constitución  federal. 
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funda  en  que  la  ley  de  16  de  Agosto  de  1863  no  se  expidió  por  el  Con- 
greso, y  reforzando  en  posteriores  alegatos  ese  argumento,  se  sostiene 
<{ue  es  nula,  como  emanada  de  facultades  extraordinarias,  ineludible 
es  abordar  esa  cuestión  con  franqueza,  por  más  grave  que  ella  sea. 

Esa  cuestión  en  este  amparo  suscitada,  se  puede  formular  asi:  ¿Son 
constitucionales  las  facultades  extraordinarias  de  que  estuvo  investido 
■el  Presidente  Juárez  durante  la  época  de  la  guerra  con  Francia?  ¿Son 
válidas  las  leyes  que  expidió  usando  de  ese  poder  extraordinario?  ¿Las 
leyes  de  27  de  Mayo  de  1863  y  sus  concordantes  anteriores;  las  de  27  de 
Octubre  y  3  de  Mayo  de  1862;  de  11  de  Diciembre  y  7  de  Junio  de  1861, 
|;odas  esas  leyes,  digo,  son  legitimas,  ó  por  el  contrario  inconstituciona- 
les y  nulas?  Esto  dicho,  ya  se  verá  qtie  me  he  colocado  enfrente  de  la 
más  importante  de  las  cuestiones  de  que  en  este  juicio  se  trata. 

Cuando  esta  Suprema  Corte  otorgó  el  amparo  que  solicitó  D.  Faus- 
tino Goríbar,  y  el  Sr.  Magistrado  Montes  en  un  discurso  de  verdad  no- 
table y  erudito,  trató  esa  misma  cuestión,  yo,  ya  no  por  mi  natural  in- 
clinación á  los  estudios  constitucionales,  sino  en  cumplimiento  de  los 
muy  delicados  deberes  del  cargo  que  en  aquella  época  ejercía,  consa- 
gré toda  mi  atención  al  punto  entonces  resuelto  por  la  Corte.  Y  tengo 
necesidad  de  decirlo,  protestando  todos  mis  respetos  á  la  sabiduría  de 
este  alto  Tribunal  y  á  la  ilustración  del  Sr.  Magistrado  Montes:  las  ra- 
zones en  aquella  vez  alegadas  para  negar  la  legitimidad  de  las  faculta- 
des extraordinarias,  no  pudieron  cambiar  la  opinión  que  he  tenido 
desde  que,  como  diputado  al  Constituyente,  aprobé  la  segunda  parte 
del  articulo  29  de  la  Constitución.  Y  esa  opinión  que  como  Secretario 
de  Eelaciones  tuve  que  sostener  en  defensa  de  la  Kepiiblica,  es  la  mis- 
ma que  me  esforzaré  en  demostrar  en  este  grave  negocio,  llenando  asi 
mis  deberes  de  Magistrado.  Y  aunque  me  es  muy  penoso  combatir  eje- 
cutorias de  este  mismo  Tribunal,  mi  conciencia  me  prohibe  que,  por  los 
respetos  que  á  él  debo,  acepte  yo  teorías  que  ella  repugna.  Si  alguna 
cosa  puede  disculpurme  en  la  difícil  é  ingrata  tarea  que  emprendo,  es 
el  sentimiento  del  deber  que  me  obliga  á  hablar.  Sin  más  preámbulos, 
voy  á  la  cuestión. 

Los  que  sostienen  la  teoría  de  que  nunca,  en  ningún  tiempo,  ni  por 
inotivo  alguno  se  pueden  conceder  al  Ejecutivo  facultades  extraordi- 
narias para  legislar,  se  fundan,  en  el  terreno  constitucional,  en  el  ar- 
tículo 50  de  la  Constitución,  en  la  parte  que  dice:  «Nunca  podrán  reu- 
nirse dos  ó  más  de  estos  poderes  en  una  sola  persona  ó  corporación,  ni 
depositarse  el  legislativo  en  un  solo  individuo.»  A  ese  adverbio  nunca 
dan  los  defensores  de  aquella  teoría  una  significación  jurídica  tan  ab- 
soluta como  lo  es  la  gramatical,  y  entendiéndolo  como  sinónimo  de  «jamás, 
en  ningim  tiempo,»  subordinan  á  la  inteligencia  así  ilimitada  de  aquel 
texto,  el  precepto  de  la  parte  final  del  articulo  29  de  la  Constitución, 
llegando  así  á  asentar  que  nunca,  jamás,  ni  por  motivo  alguno  se  pue- 
de conceder  al  Ejecutivo  la  facultad  de  legislar  sobre  materia  alguna. 

El  argumento  que  acabo  de  indicar  es  tan  vigoroso,  que  él  hasta 
cierra  la  puerta  á  toda  discusión,  impidiendo  que  ésta  se  coloque  á  la 
luz  que  le  es  propia.  Penetrado  yo  de  esta  verdad,  quiero,  aunque 
sea  faltando  á  las  reglas  del  método,  comenzar  por  resolver  ese  argu- 
mento, para  poder  así  después  abordar  el  terreno  del  debate  y  ver  la 
cuestión  por  todos  sus  lados. 

¿Es  aceptable  la  interpretación  absoluta  y  rígida  que  dan  á  la  parte 
final  del  artículo  50  los  defensores  de  la  teoría  que  combato?  ¿Es  cierto, 
ya  sea  ante  el  derecho  positivo  constitucional,  ya  ante  la  filosofía  del 
derecho  político  o\Ví.q,  nunca,  jamás,  en  ningún  caso,  ni  por  motivo  al- 
guno se  pueden  reunir  dos  ó  más  poderes  en  una  sola  persona  ó  corpo- 
ración, ni  depositarse  el  legislativo  en  un  individuo?  No  lo  creo  yo  asi, 
y  para  sostener  mi  opinión,  diré  desde  luego  que  si  se  concede  al  Pre- 
sidente de  la  República  autorización  para  legislar  sobre  milicia,  por 
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ejemplo,  reteniendo  el  Congreso  la  suprema  potestad  legislativa,  ni  se 
reúnen  dos  poderes  en  una  persona,  ni  se  deposita  el  legislativo  en  tin 
individuo,  ni  se  infringe  por  consecuencia  el  articulo  50.  Yo  creo  que 
ese  articulo  prohibe  que  en  uno  de  los  tres  poderes  se  refundan  los- 
otros  dos,  ó  siquiera  uno  de  ellos,  de  un  modo  permanente,  es  decir,  que 
el  Congreso  suprima  al  Ejecutivo,  para  asumirlas  atribuciones  de  éste, 
ó  que  á  la  Corte  se  le  declare  Poder  Legislativo,  ó  que  el  Ejecutivo  se 
arrogue  las  atribuciones  judiciales.  Asi,  sí  habría  la  reunión  de  pode- 
res que  el  repetido  articulo  50  prohibe  con  razón.  En  ese  sentido  inter- 
preto yo  ese  texto  constitucional. 

Y  esta  interpretación  la  fundo,  entre  otras  razones,  en  oti'os  textos 
del  mismo  Código  fundamental  con  los  que  concuerda  aquel,  porque 
jamás  admitiré  que  los  diversos  preceptos  que  la  Constitución  contiene, 
sean  entre  sí  irreconciliables  y  estén  en  abierta  pugna  destruyéndose 
mutuamente.  Citaré  esos  textos  á  que  me  refiero.  Las  Cámaras  de  Di- 
putados y  de  Senadores  ejercen  verdaderas  facultades  judiciales  en- 
doctos  casos,  cuando  juzgan  á  los  altos  funcionarios  de  la  Federación 
y  á  los  gobernadores  de  los  Estados,  segim  los  artículos  103,  104  y  105 
de  la  Constitución  reformada.  ¿Se  pueden  negar  al  Poder  Legislativo 
esas  fa.cu\taáes  judiciales,  porque  nunca,  jaTnás,  enningún  caso,nipor 
■ningún  motivo  se  puede  reunir  en  una  corporación  el  Poder  Legislati- 
vo y  el  Juicial?  ¿Se  pxiede  invocar  el  artículo  50  en  contra  del  103,  104 
y  105  de  la  Constitución?  ¿Se  piiede  dar  á  aquél  una  inteligencia  que 
éstos  repugnan?  No,  evidentemente.  Luego  los  textos  mismos  de  la 
C®nstitución  nos  ponen  de  manifiesto  que  el  adverbio  nunca,  usado  en 
el  articulo  50,  no  significa  lo  que  quieren  los  amigos  de  la  teoría  que 
impugno. 

El  Presidente  de  la  Repiiblica  está  facultado,  según  la  fracción  X 
del  articulo  85,  para  «celebrar  tratados  con  las  potencias  extranjeras,» 
tratados  que,  conforme  á  la  fracción  I,  letra  B  del  artículo  72  reforma- 
do, se  someterán  á  la  aprobación  del  Senado.  Y  como  esos  tratados,  se- 
gún el  artículo  126,  son  verdaderas  leyes,  tendremos  en  riítimo  análisis 
que,  de  acuerdo  con  estos  textos,  el  Poder  Legislativo,  para  la  celebra- 
ción de  tratados,  está  depositado  en  el  Presidente  de  la  República, 
quien  si  bien  lo  comparte  con  el  Senado,  es  excluyendo,  sin  embargo, 
á  la  Cámara  de  Diputados.  De  esta  verdad  constitucional  no  es  licito 
dudar.  Ahora  bien:  ¿se  puede  negar  al  Presidente  ese  poder  legislativo 
porque  nunca,  jamás,  en  ningún  caso  se  puede  depositar  éste  en  un  in- 
dividuo? ¿Se  pueden  atender  los  artículos  50  y  51  en  un  sentido  que 
destruya,  que  aniquile  los  preceptos  de  los  otros  artículos  que  acabo  de 
invocar?  Esto  me  parece  por  completo  insostenible. 

Podría  citar  más  textos  que  reprueban  concluyentemente  la  interpre- 
tación que  estoy  refutando  del  artículo  50.  Podría  enumerar  ciertas  fa- 
cultades del  Congreso  que  no  son  estrictamente  legislativas  sino  judi- 
ciales, como  las  que  le  da  la  parte  final  de  la  fracción  XXVIII  del  artí- 
culo 72,  ó  administi'ativas,  como  son  las  que  tiene  según  las  fracciones 
XII  y  XXIX  del  mismo  articulo;  podría  recordar  que  por  los  delitos  li- 
geros, por  las  faltas,  la  autoridad  política  ó  administrativa  puede  impo- 
ner penas  correccionales  según  el  articulo  21;  podría  citar  más  textos 
para  hacer  ver  cómo  en  estos  casos  y  cómo  algunas  veces  es  licito,  con- 
forme á  esos  textos  constitucionales  mismos,  la  reunión  de  dos  poderes 
en  una  persona  ó  corporación;  para  deducir  de  todo  esto  que  la  regla 
del  artículo  50  no  es  tan  absoluta  é  inflexible  que  no  admita  excepcio- 
nes. Pero  creo  que  no  debo  abusar  de  la  respetable  atención  de  este 
Tribunal  haciendo  ese  extenso  análisis  de  todos  los  textos  que  ámi  pro- 
posito pueden  aducirse.  Me  bastan  los  qut;  he  citado  para  creerme  auto- 
rizado á  concluir  que  la  concordancia  de  los  mismos  preceptos  de  la 
Constitución  nos  obliga  á  reconocer  que  el  adverbio  nunca,  del  articulo 
50,  no  es  jurídicamente  sinónimo  de  jamás,  en  ningún  tiempo:  que  ese 
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articulo  no  contiene  una  regla  tan  general  y  absoluta,  que  cada  una  de 
las  excepciones  que  consagran  otros  artículos  del  mismo  Código,  se  ten- 
gan como  la  violación  de  él. 

Y  si  en  el  derecho  positivo  tantas  excepciones  á  aquella  regla  hemos 
encontrado,  ante  la  filosofía  del  derecho  político,  tampoco  se  puede 
mantener  ella  tan  inflexible  como  se  la  quiere  presentar.  A  más  de  una 
respetabilísima  autoridad  podría  yo  apelar  para  hacer  ver  que  esa  di- 
visión de  poderes  en  Legislativo,  Ejecutivo  y  Jiidicial,  si  bien  umver- 
salmente aceptada  en  los  pueblos  cultos,  no  está  trazada  tan  matemáti- 
camente que  se  perciban  á  primera  vista  y  con  exactitud  los  límites  de 
cada  poder;  para  demostrar  que  razones  de  tanto  peso  como  las  que  esa 
división  crearon,  vienen  exigiendo  que  á  veces  un  poder  ejerza  atri- 
buciones que  á  otro  corresponden.  Me  dispenso  de  esta  tarea,  porque 
ante  este  Tribunal  ninguna  autoridad  es  superior  á  los  textos  constitu- 
cionales, y  por  demás  estaría  citar  á  los  publicistas,  que  establecen  ex- 
cepciones en  el  principio  de  atribuciones  de  cada  poder,  cuando  estos 
textos  las  consagran  explícitamente. 

Me  creo  ya  desembarazado  de  un  obstáculo  que  me  impedía  aún  co- 
locar la  cuestión  de  facultades  extraordinarias  en  su  terreno  propio, 
porque  entiendo  haber  dado  solución  cabal  al  argumento  que  en  nom- 
bre de  la  Constitución  estigmatizaba  la  teoría  que  voy  á  defender  co- 
mo necesaria  para  casos  como  el  de  que  en  este  juicio  se  trata. 

Hoy  que  ya  he  demostrado  que  el  articulo  50  no  prohibe  absoluta- 
mente y  sin  excepción  alguna  que  un  poder  ejerza  facultades  que 
á  otro  corresponden,  estoy  ya  en  situación  de  demostrar  la  constitucio- 
nalidad  de  esa  teoría  de  un  modo  directo. 
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Dice  el  articulo  29  de  la  Constitución:  «En  los  casos  de  invasión,  per- 
turbación grave  de  la  paz  pública,  ó  cualesquiera  otros  que  pongan  á 
la  sociedad  en  grande  peligro  ó  conflicto,  solamente  el  Presidente  de  la 
República,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros  y  con  aprobación 
del  Congreso  de  la  Unión,  y,  en  los  recesos  de  éste,  de  la  diputación 
permamente,  puede  suspender  las  garantías  otorgadas  en  esta  Consti- 
tución, con  excepción  de  las  que  aseguran  la  vida  del  hombre;  pero  de- 
berá hacerlo  por  un  tiempo  limitado,  por  medio  de  prevenciones  gene- 
rales y  sin  que  la  suspensión  pueda  contraerse  á  determinado  indivi- 
duo.» 

Si  la  suspensión  tuviere  lugar  hallándose  el  Congreso  reunido,  éste 
concederá  las  autorizaciones  que  estime  necesarias  para  que  el  Ejecu- 
tivo haga  frente  á  la  situación.  Si  la  suspensión  se  verificare  en  tiem- 
po de  receso,  la  diputación  permanente  convocará  sin  demora  al  Con- 
¿-reso  para  que  las  acuerde.»  En  este  texto  explícito  y  terminante  se 
funda  la  consticionalidad  de  la  concesión  de  facultades  extraordinarias. 
Voy  á  probarlo. 

El  articulo  se  compone  de  dos  partes  perfectamente  diferentes,  ins- 
piradas por  diversos  pensamientos,  hijas  de  necesidades  distintas,  y  aun 
discutidas  y  aprobadas  en  diversas  épocas.  La  primera  parte  no  se  ocu- 
pa sino  de  la  suspensión  de  las  garantías  otorgadas  en  la  Constitución, 
determinando  cuándo;  cómo  y  por  quién  puede  decretarse;  pero  la  se- 
gunda se  refiere  á  otra  materia  enteramente  diversa:  faculta  al  Congre- 
so i^para  conceder  las  autorizaciones  que  estime  necesarias  para  que  el 
Ejecutivo  haga  frente  á  una  situación  difícil.»  Por  más  que  hasta  hoy 
se  haya  querido  confundir  la  suspensión  de  las  garantías  y  la  concesión 
de  autorizaciones  al  Ejecutivo,  confusión  que  ha  servido  para  impugr 
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nar  la  constitucionalidad  de  las  facultades  extraordinarias,  asegurando- 
que,  segim  el  artículo  29,  se  suspenden  sólo  las  garantías  individuales  y 
no  las  sociales  porque  son  pei'pétuas,  es  una  verdad  de  que  no  se  pue- 
de dudar  la  de  que  esas  son  materias  completamente  diversas,  sin  que 
lo  que  se  diga  de  la  una,  pueda  ser  aplicable  á  la  otra. 
■  La  lectura  atenta  del  artículo  29  basta  á  persuadirnos  de  esa  ver- 
dad. La  suspensión  de  garantías  no  puede  decretarse  sino  «de  acuerdo 
"con  el  Consejo  de  Ministros,»  y  para  la  concesión  de  autorizaciones  al 
Ejecutivo,  no  es  necesario  este  requisito.  La  supensión  puede  aprobar- 
se en  los  recesos  del  Congreso  por  la  Diputación  permanente,  mientras 
que  ésta  nunca  puede  conceder  facultades  al  Gobierno,  pues  si  en  tiem- 
po de  receso  fueren  necesarias,  «la  diputación  convocará  sin  demora  al 
Congreso  para  que  las  acuerde.»  No  se  necesita  decir  más  para  ver  con 
toda  claridad  que  el  artículo  29  contiene  dos  preceptos  completamente 
distintos:  el  uno  que  se  refiere  á  la  suspensión  de  garantías,  y  el  otro  á 
la  concesión  de  autorizaciones  ó  facultades  para  hacer  frente  á  situa- 
ciones anormales. 

Siendo  esto  asi,  es  para  mí  indudable  que  en  la  parte  segunda  de  ese 
artículo  29  se  funda  sólidamente  la  legitimidad  de  las  autorizaciones  ex- 
traordinarias que  el  Congreso  puede  conceder  al  Ejecutivo,  y  tanto  lo 
creo  asi,  que  si  ese  texto  no  se  entiende  en  ese  sentido,  él  queda  como- 
letra  muerta  en  la  Constitución,  sin  aplicación  ni  uso  posible.  Si  esta 
frase,  «el  Congreso  concederá  las  autorizaciones  que  estime  necesarias 
para  que  el  Ejecutivo  haga  frente  á  la  situación,»  en  los  casos  de  inva- 
sión, perturbación  grávele  la  paz  pública,  etc.,  no  importa  la  legitimi- 
dad de  las  facultades  extraordinarias,  ó  el  idioma  ha  perdido  su  valor 
en  ese  precepto  constitucional,  ó  éste  ha  de  ser  desobedecido  arbitraria 
y  caprichosamente.  Querer  que  esa  frase  se  refiera  solo  á  la  suspensión 
de  garantías  individuales,  me  parece  intento  destituido  de  todo  funda- 
mento. 

No  es,  pues,  exacto,  ni  con  mucho,  lo  que  aseguran  los  defensores 
de  la  teoría  que  impugno,  que  no  hay  un  texto  expreso  en  la  Constitu- 
ción que  autorice  las  facultades  extraordinarias,  y  que,  existiendo  el 
que  prohibe  que  el  Ejecutivo  legisle  (art.  50),  ellas  son  anticonstitucio- 
nales. Aquel  texto-expreso  existe  en  la  parte  segunda  del  artículo  29^ 
y  este  artículo  50  no  tiene  la  significación  que  se  le  ha  querido  dar.  Por- 
que así  como  éste  no  es  contrario  á  los  artículos  103,  104  y  105  que  au- 
torizan al  Congreso  á  juzgar;  á  los  artículos  85,  fracción  X;  al  72,  letra 
B,  fracción  I,  que  dan  al  Presidente  el  poder  de  hacer  tratados  con  la 
aprobación  del  Senado;  al  artículo  21  que  faculta  al  poder  administrati- 
vo para  juzgar  y  poner  penas  correccionales,  etc.,  asi  él  no  es  contrario 
ni  destruye  el  precepto  del  artículo  29.  Creo  que  esta  interpretación, 
«sta  concordancia  de  los  textos  constitucionales,  es  forzosamente  acep- 
table. 

Pero  mejor  que  disertar  abstractamente,  es  concretarnos  al  caso  que 
nos  ocupa,  aplicando  á  él  las  teorías  que  son  objeto  de  este  debate.  La 
ley  de  27  de  Mayo  de  1863  y  sus  correlativas,  que  concedieron  tan  am- 
plias autorizaciones  al  Gobierno,  que  lo  facultaron  no  solo  para  legislar 
sino  aun  para  celebrar  tratados  diplomáticos,  con  la  única  restricción 
de  no  admitir  ninguna  especie  de  intervención,  y  esto  por  un  tiempo  tan 
indefinido,  como  eran  inciertos  los  azares  de  la  guerra  extranjera;  esas 
leyes  de  cuya  constitucionalidad  se  disputa,  ¿pueden  sostenerse  en  fren- 
te de  nuestro  Código  fundamental,  caben  en  el  precepto  del  artículo 29? 
Esta  es  la  cuestión  que  hay  que  resolver  en  este  juicio. 

Cuando  aquella  ley  de  Mayo  se  expidió.  Puebla  había  sucumbido,  y 
el  ejército  francés  victorioso  y  los  traidores  llenos  de  insolencia  tocaban 
á  las  puertas  de  esta  capital.  En  vano  el  patriotismo  quiso  defenderla; 
una  inexorable  necesidad  exigió  su  evacuación,  y  ella  cayó  en  poder 
del  enemigo  en  los  primeros  días  de  Junio.    El  Gobierno  constitucional 
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comenzó  entonces  la  peregrinación  que  lo  llevó  hasta  Paso  del  Norte, 
creyéndose  con  ello,  por  los  enemigos  de  México,  que  estaba  consuma- 
da la  ruina  de  la  Eepública. 

Cuando  el  Congreso  celebraba  sus  últimas  sesiones  en  ese  infausto 
mes  de  Mayo,  la  situación  era  tal,  que  solo  con  los  ojos  del  patriotismo 
más  acrisolado  se  podía  ver  la  salvación,  no  ya  del  orden  constitucio- 
nal, sino  de  la  independencia  misma.  El  Congreso  previo,  y  los  sucesos 
justificaron  su  previsión,  que  los  azares  de  la  guerra,  que  las  inmensas 
desgracias  que  afligían  á  nuestra  patria,  no  le  permitían  tal  vez  vol- 
verse á  reunir,  y  entonces  levantándose  hasta  la  altura  de  esa  situación 
terrible,  y  no  queriendo  que  por  falta  de  Congreso  no  tuviera  repre- 
sentante la  soberanía  nacional,  en  los  momentos  mismos  en  que  más  lo 
necesitaba  para  su  defensa,  autorizó  al  Presidente  Juárez  para  que  le- 
gislara, para  que  celebrara  tratados,  para  que  dictara  cuantas  provi- 
dencias fueran  convenientes  para  salvar  la  independencia  nacional,  y 
esto  hasta  que  el  Congreso  volviera  á  reunirse  ó  hasta  que  terminara  la 
guerra  con  Francia. 

No  preguntaré  al  sentimiento  patriótico  si  obra  bien  el  Congreso  que 
delega  estas  facultades  al  Ejecutivo,  cuando  prevé  que  su  existencia  es 
imposible  en  ciertas  circunstancias  dadas  y  las  delega  precisamente  pa- 
ra salvar,  con  la  representación  de  la  soberanía  nacional,  el  orden  cons- 
titucional y  la  independencia.  Si  durante  una  guerra  dada  no  puede 
haber  Congreso,  y  si  para  llevarla  á  buen  término  se  necesita  legislar, 
el  sentimiento  patriótico  no  puede  sino  aplaudir  que  legisle  el  Presiden- 
te de  la  Reptiblica,  el  general  en  jefe  del  ejército,  ó  quienquiera  que  la 
causa  de  la  independencia  defienda .... 

Pero  la  cuestión  que  aquí  debatimos  es  constitucional,  y  constitucio- 
nalmente  hay  que  resolverla,  abstracción  hecha  de  lo  que  el  sentimiento 
patriótico  sugiera.  ¿Hizo  bien,  obró  conforme  á  la  Constitución  el  tercer 
Congreso  al  expedir  la  ley  de  27  de  Mayo,  autorizando  al  Presidente 
tan  ampliamente  como  sabemos?  Sí,  sin  duda  alguna,  respondo  yo,  con 
intima  y  profunda  convicción,  porque  el  texto  del  artículo  29  tantas  ve- 
ces citado,  faculta  al  Congreso  para  conceder  las  autorizaciones  que 
estime  necesarias  para  que  el  Ejecutivo  haga  frente  d  la  situación;  y 
como  el  tercer  Congreso  temió,  y  con  razón,  que  durante  la  guerra  lle- 
garan á  ser  imposible  sus  funciones,  creyó,  y  con  razón  también,  que 
era  necesario  autorizar  al  Presidente  para  legislar,  para  celebrar  tra- 
tados, porque  solo  así  podía  hacer  frente  ala  gravísima  situación  en  que 
estuvo  el  país  á  consecuencia  de  la  intervención  extranjera. 

La  argumentación  tomada  de  la,  perpetuidad  de  las  garantías  so- 
ciales, de  su  no  suspensión, lo  diré  de  paso,  tiene  una  respuesta  elocuen- 
te en  la  historia  de  esa  invasión.  El  ejército  francés  venía  no  solo  sus- 
pendiendo las  garantias  sociales  de  división  de  los  poderes  públicos, 
de  facultades  del  Congreso,  etc.,  etc.,  sino  negando  la  Constitución  to- 
da, sino  atacando  la  independencia,  sino  conquistando  á  México  para 
fundar  un  imperio  para  un  príncipe  exiranjero! ¿Y  para  com- 
batir esos  peligros,  para  reivindicar  aquellas  garantías  sociales,  no  ya 
suspendidas,  sino  negadas  y  desconocidas,  el  Presidente  Juárez  no  pu- 
do jamás  imponer  una  contribución  para  sostener  la  guerra;  no  pudo 
nunca  decretar  una  pena  para  los  traidores;  no  pudo  ni  ejercer  los  po- 
deres de  la  guerra,  que  el  derecho  de  gentes  reconoce  en  toda  nación 

invadida  tan  pérfidamente  como  México? Medítese  en  la  gravedad 

de  las  consecuencias  que  de  esa  teoría  se  seguirían;  en  los  peligros  que 
ella  crearía  para  el  porvenir  de  la  República! 

Son  tan  profundas  mis  convicciones  sobre  este  punto,  que  creo  que 
si  no  existiera  ese  precepto  del  articulo  29,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  si  él 
se  entendiera  en  el  sentido  que  he  estado  impugnando,  la  Constitución 
contendría  un  hueco  que  él  solo  pondría  en  peligro,  no  ya  á  la  Consti- 
tución toda,  áino  la  existencia  misma  de  la  Repilblica.  ¿Qué  hacer  para 
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sostener  una  guerra  extranjera,  si  el  Presidente  nunca  ha  de  legislar, 
ni  aun  cuando  el  Congreso  no  exista?  ¿Quién  votará  las  contribuciones 

que  la  guerra  exige? Inmenso,  insondable  abismo  se  abrirla  si  ese 

hueco  fcxistiera  en  la  Constitución Me  permito  apenas  indicarlo, 

como  el  término  fatal  á  que  conduce  necesariamente  la  teoría  que  com- 
bato. 

Después  de  estas  razones,  puedo  concluir  asegurando  que  en  las  fa- 
cultades extraordinarias  concedidas  al  Presidente  en  1863,  pudo  caber  el 
poder  de  legislar;  que  las  autorizaciones  que  el  Congreso  concedió  al 
Gobierno  en  aquella  época  pudieron  llegar  hasta  facultarlo  para  cele- 
brar tratados;  que  esas  autorizaciones  fueron  constitucionales,  y  que 
los  actos  ejecutados  en  virtud  de  ellas  son  legítimos  y  válidos. 


c 

En  mi  empeño  de  fundar  mi  voto,  quiero  presentar  siquiera  las  prin- 
cipales razones  de  mi  opinión.  La  historia  del  articulo  29  en  el  Congre- 
so constituyente,  es  del  mayor  interés,  y  proyecta  tanta  luz  sobre  las 
verdades  que  he  intentado  demostrar,  que  solo  cerrando  los  ojos  no  se 
las  verá.  Juzgo  por  esto  indispensable  remontarme  hasta  el  origen  his- 
tórico de  ese  articulo,  para  que  asilos  hechos  de  que  no  se  puede  dudar, 
nos  descubran  la  inteligencia  que  él  tiene,  la  que  le  dio  el  Congreso  que 
lo  aprobó. 

Presentado  bajo  el  número  34  lo  que  hoy  es  solo  la  primera  parte 
del  artículo  29,  en  la  sesión  de  23  de  Agosto  de  1856,  la  Comisión  lo  re- 
tiró con  permiso  del  Congreso.  ^  Vuelto  á  presentar  sin  cambio  alguno 
en  la  sesión  del  21  de  Noviembre  siguiente,  se  discutió  ampliamente,  y 
entonces  los  que  creían  que  bastaban  en  todo  caso  las  facultades  cons- 
titucionales del  Gobierno  para  salvar  toda  clase  de  situaciones,  bien  re- 
presentados por  el  Sr.  Zarco,  lo  impugnaron  vigorosamente,  porque 
yeian  en  él  un  amago  de  dictadura,  dictadura  que,  para  ciertos  casos 
extremos,  defendían  en  esa  discusión  demócratas  tan  ilustres  como 
Ocampo  y  Arriaga.  2  Puesto  á  votación  con  una  enmienda  propuesta 
por  el  Sr.  Ocampo,  la  adición  del  adjetivo  «individuales»  después  de  la 
palabra  «garantías,»  3  fué  aprobado  por  68  votos  contra  12,  en  sesión  del 
22  de  Noviembre.  * 

Antes  de  pasar  adelante  es  oportuna  una  reflexión.  De  las  encon- 
tradas opiniones  que  en  ese  debate  se  sostuvieron,  ¿cuáles  aprobó  el 
Congreso  en  esa  votación  definitiva?  ¿Las  que  defendía  el  Sr.  Zarco, 
combatiendo  todas  las  dictaduras,  ya  las  que  nacían  de  una  revolución, 
ya  las  que  se  erigían  conforme  á  los  preceptos  constitucionales,  olas  que 
sostenían  los  Sres.  Ocampo  y  Arriaga  reconociendo  la  necesidad  de  las 
dictaduras  constitucionales?  Los  impugnadores  del  articulo  solo  tu- 
vieron doce  votos,  mientras  que  los  que  lo  defendieron  fueron  apoya- 
dos por  sesenta  y  ocho. 

1  Zarco-  "Historia  del  Congreso  Constituyente."  tomo  II,  página  231- 

2  Las  palabras  á  que  me  íetiero  de  los  Sres-  Ocampo  y  Arriaga  en  respuesta  á  las  argumentaciones 

del  Sr.  Zarco,  son  estas:  El  Sr-  Ocampo,  replicando  al  Sr-  Rui¿,  decía:   " tan  legítima  es  la  repre  - 

sentación  del  Congreso  como  la  de  las  legislaturas,  y  la  del  Gobierno  "cuando  ejerce  facultades  extraor- 
dinarias-" 

Después  este  mismo  seiior  dijo,  recurriendo  á  un  sírail  médico,  "ciue  el  estado  normal  es  el  de  salud,' 
la  ley  es  el  método  higiénico,  los  casos  de  perturbación  las  enfermedades,  y  la  "dictadura' ■  el  remedio.' 
El  Sr-  Arriaga  expuso  que  "tratándose  de  conspiradores  se  necesita  que  sobre  el  poder  de  la  ley  haya  "un 
poder  extraordinario,"  capaz  de  salvar  el  orden  social"  Y  más  adelante  agregó;  "El  artículo  (el  que  se 
discutía,  el  que  hoy  es  primera  parte  del  artículo  29)  es  una  necesidad  social;  pero  es  también  un  graví- 
simo peligro,  y  por  lo  mismo  los  diputados  qiie  quieran  establecer  prudentes  taxativas,  deben  apresurar- 
se á  formularlas  por  medio  de  adiciones  "  Al  concluir  dijo  que  "para  curar  los  males  públicos  debe  se- 
guirse en  paite  el  sistema  homeopático.'  Obra  y  tomo  ciíados,  páginas  563  56S  y  569- 

3  Obra  y  tomo  citados,  página  569- 

4  Obra  y  tomo  citados,  cágina  570- 


115 

Incontestable  como  es  este  resaltado  numérico,  á  la  luz  de  la'crítica 
se  ve  clarísima  esta  verdad:  No  interpretan  bien,  no  comprenden  el 
espíritu  y  sentido  de  aquella  discusión  en  el  Congreso,  los  que  citan  las 
palabras  del  Sr.  Zarco  como  la  revelación  del  pensamiento  de  la  mayo- 
ría de  la  Cámara.  Tan  lejos  están  aquellas  de  expresar  lo  que  ésta  qui- 
so, que  las  opiniones  particulares  de  este  diputado  íueroa  reprobadas 
por  esa  mayoría.  Con  esta  simple  observación  quedan  contestados  los 
muchos  argumentos  que  contra  las  facultades  extraordinarias  se  hacen, 
tomados  de  las  palabras  de  los  diputados  que  las  impugnaron,  y  pala- 
bras ú  opiniones  que  el  Congreso  reprobó.  El  discurso  de  un  diputado 
«olo  puede  citarse  como  testimonio  de  la  voluntad  del  Congreso,  cuan- 
do al  menos  la  mayoría  de  éste  acepta  y  consagra  las  opiniones  soste- 
nidas en  ese  discurso. 

Esto  dicho,  vuelvo  á  la  historia  del  art.  29.  La  aprobación  de  su  pri- 
mera parte,  la  suspensión  de  las  garantías  individuales,  no  satisfizo  á  la 
mayoría  del  Congreso.  Creyendo  ésta  que  el  poder  revolucionario  se 
levanta  libre  de  toda  traba  legal,  á  luchar  cuerpo  á  cuerpo  con  el  Go- 
bierno sujeto  alas  restricciones  constitucionales,  y  no  queriendo  que  en 
esa  lucha  desigual  pereciera  la  Constitución,  (el  Congreso  estaba  ya  sin- 
tiendo los  poderosos  esfuerzos  del  partido  clerical  para  destruir  el  Có- 
digo fundamental),  buscaba  un  remedio  eficaz  para  tan  grave  mal,  per- 
suadido como  estaba  de  que  la  sola  suspensión  de  las  garantías  indivi- 
duales no  robustecería  al  Gobierno  tanto  cuanto  en  ciertas  crisis  peli- 
grosas fuera  necesario.  Inspirado  el  Sr.  Olvera  por  estos  pensamientos, 
presentó  en  9  de  Diciembre  al  Congreso,  como  adición  al  artículo  30, 
un  proyecto  sobre  dictadura,  proyecto  poco  feliz  por  cierto;  pero  que 
sin  embargo  pasó  á  la  Comisión  de  Constitución.  Ella  no  lo  aceptó  tal 
como  su  autor  lo  había  desarrollado;  pero  sí  acogió  el  pensamiento  que 
lo  engendró;  pero  sí  reconoció  la  A'^erdad  de  que  durante  una  guerra  ci- 
vil formidable,  como  la  que  amagaba  contra  el  partido  liberal,  de  que 
durante  una  invasión  extranjera  en  que  podía  faltar  el  Congreso,  no  se 
debía  dejar  sucumbir  la  ley,  las  instituciones,  la  soberanía  é  indepen- 
dencia de  la  Repiiblica,  por  falta  de  fuerza,  de  poder  de  las  autorizacio- 
nes necesarias  en  el  Ejecutivo  para  hacer  frente  á  situaciones  difíciles, 
y  propuso  al  Congreso  como  adición  al  articulo  34,  hoy  29,  lo  que  lite- 
ralmente es  ahora  la  segunda  parte  de  este  artículo. 

En  la  sesión  de  24  de  Enero  de  1857  esa  adición  se  aprobó  por  cin- 
cuenta y  dos  votos  contra  veintiocho.  ^  Es  una  lamentable  desgracia 
que  por  la  premura  del  tiempo  no  hubiera  habido  discusión  alguna  so- 
bre este  punto;  pero  los  documentos  oficiales  y  auténticos  que  existen, 
bastan  á  dar  testimonio  de  que  fué  el  proj^ect®  del  Sr.  Olvei'a,  sobre  dic- 
tadura, el  que  motivó  esa  adición;  de  que  fueron  las  graves  considera- 
ciones que  acabo  de  indicar,  las  que  tuvo  presentes  la  mayoría  del  Con- 
greso para  creer  que  ni  las  facultades  ordinai-ias  del  Ejecutivo,  ni  la 
suspensión  de  las  garantías  individuales  bastaban  en  ciertos  casos  para 
salvar  situaciones  difíciles,  sino  que  podían  ser  necesarias  autorizacio- 
nes al  Gobierno,  tantas  cuantas  el  Congreso  creyese  convenientes  para 
ese  fin.  Con  este  propósito,  con  esa  intención,  los  cincuenta  j  dos  dipu- 
tados de  la  mayoría  aprobaron  la  adición.  ^ 

1  Zarco.  Hist  del  Cong.  Const-,  tomo  II,  página  640. 

2  La  acta  de  esa  sesión,  en  sa  parte  relativa,  dice  así;  "Sesión  del  día  24  de  Enero  de  1857****  Se 
puso  también  á  discusión  una  adición  del  artículo  34  cyae  presentó  la  misma  Comisión,  y  dice:  ".Si  la  sus- 
piensión  tuviere  Idgar  hallándose  el  Congreso  reunido,  éste  concederá  las  autori<aciones  que  estime  ne- 
cesarias para  que  el  Ejecutivo  haga  frente  á  la  situación-  Si  la  suspensión  .se  Yerilcase  en  tiem.po  de  re- 
ceso, la  diputación  permanente  convocará  sin  demora  al  Congreso  para  que  las  acuerde-"  ^ 

■■Puesto  á  discusión,  sin  ella  hubo  lugar  ávotar,  y  se  aprobó  por  los  cincuenta  y  dos  señores  siguien- 
tes: Aguado,  Anaya  Hermosillo.  Aranda  D-  Albino.  Arias.  Arriaga,  Arrioja.  i^uza,  Banaet,  Baranda, 
iíuenrostro  D-  Manuel.  Castellanos  D.  Matías.  Castillo  Velasco.  Cerqueda.  Cortés  Esparza.  Degolla- 
do D-  Santos,  Echaiz,  Empáran,  Estrada  D-  Julián.  Fernández  Alfaro.  Gamboa.  García  Anaya.  Garza 
Meló.  Guerrero,  Guzmán,  Ibarra  D.  Francisco.  Ibarra  D-  Juan  N..  Iniestra,  Iturbide,  Langlois,  Lazo 
Estrada,  López  de  Nava,  Mariscal,  Mata,  Montañez,  Morales,  Moreno,  Ochoa  Sánchez.  Olvera.  Payró, 
Kamírez  D-  Mariano,  Ramírez  D.  Mateo,  P.eyesi  Robles,  Rojas  D-  Jesús,  Romero  D.  Félix,  Rosas,  San- 
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Yo  sé  bien  que  los  enemig-os  de  las  facultades  extraordinarias  dedu- 
cen del  hecho  de  que  la  Comisión  de  Constitución  no  aceptara  el  pro- 
yecto del  Sr.  Olvera,  la  consecuencia  de  que  el  Congreso  desechó  la  idea 
de  qne  el  Poder  Legislativo  pudiera  delegarse;  ¿pero  es  legitima  esa 
consecuencia?  Es  cierto  que  no  se  admitió  el  triunvirato  indicado  por 
el  Sr.  Olvera;  ¿pero  se  infiere  de  aquí  que  el  Congreso  no  aprobara  que 
se  pudieran  dar  al  Ejecutivo  cuantas  autorizaciones  creyese  el  Legisla- 
tivo necesarias  para  hacer  frente  á  una  situación  anormal?  La  verdad 
histórica  protesta  contra  aquella  consecuencia,  sin  necesidad  de  que  las 
reglas  de  la  lógica  la  condenen.  Y  decir  ahora  que  en  el  precepto  cons- 
titucional se  desechó  la  idea  de  que  se  pudiera  delegar  el  Poder  Legis- 
lativo, que  falta  un  texto  expreso  que  autorice  tal  delegación,  etc.,  etc., 
es  hasta  acusar  á  los  diputados  constituyentes  de  que  no  entendían  su 

idioma  y  de  que  no  supieron  que  al  aprobar  este  texto  literal:  « éste 

concederá  las  autorizaciones  que  estime  necesarias  para  que  el  Ejecuti- 
vo haga  frente  á  la  situación,»  no  aprobaron  qtie  el  Presidente  pudiera 
aun  legislar  cuando  esta  autorización  la  hiciera  necesaria  la  grave- 
dad de  un  peligro  que  de  otro  modo,  á  juicio  del  Congreso,  no  se  pu- 
diera conjurar.  Lejos  de  merecer  estos  reproches  los  diputados  constiti- 
yentes,  los  dos  hechos  más  notables  de  nuestra  historia  contemporánea, 
la  guerra  de  Reforma  y  la  guerra  francesa,  hacen  justicia  á  su  previ- 
sión. Permítaseme  decir  esto,  aunque  yo  haya  sido  uno  de  esos  dipu- 
tados que  votaron  la  segunda  parte  del  artículo  29  en  la  inteligencia 
natural  que  él  tiene,  en  el  sentido  de  que  se  pudiera  autorizar  al  Presi- 
dente para  dar  leyes,  cuando  esto  lo  exigiera  la  salud  de  la  República. 

El  estudio  histórico  que  he  hecho,  ha  venido  á  poner  en  clara  luz  es- 
ta verdad:  el  Constituyente  creyó  que  además  de  la  suspensión  de  ga- 
rantías individuales  podía,  en  circunstancias  anormales,  ser  necesario 
en  el  Gobierno  un  poder  extraordinario  para  impedir  que  la  Constitu- 
ción misma  no  fuera  sino  una  hoja  de  papel  que  rasgara  impunemente 
el  primer  revolucionario  audaz,  y  sancionó  expresa  y  terminantemente 
la  teoría  de  las  facultades  extraordinarias,  autorizando  al  Congreso  pa- 
ra que  midiendo  en  el  tamaño  y  gravedad  del  peligro  la  extensión  de 
ellas,  concediera  las  que  estimase  necesarias  para  que  el  Ejecutivo,  hi- 
ciera frente  á  la  situación.  Para  no  aceptar  esta  verdad  histórica,  es 
preciso  desconocer  la  acta  de  la  sesión  de  24  de  Enero  de  1857,  es  preci- 
so, ó  negar  á  las  palabras  su  valor,  ó  borrar  del  Código  fundamental  la 
segunda  parte  de  su  artículo  29. 


D 

Me  merecen  mucho  respeto  las  opiniones  ajenas,  sobre  todo  cuando 
ellas  están  profesadas  y  sostenidas  por  personas  cuyas  luces  son  noto- 
rias, cuya  sinceridad  es  intachable.  Y  cuando  mi  conciencia  me  manda 
separarme  de  esas  opiniones,  siento  el  deber  de  satisfacer  siquiera  á  los 
argumentos  principales  que  las  apoyan.  Los  enemigos  de  la  delegación 
del  Poder  Legislativo  en  el  Presidente,  presentan  en  la  conducta  del 
primer  Congreso  constitucional  un  modelo  que  los  siguientes  debieron 
imitar,  y  asegurando  que  él  se  opuso  á  esa  delegación,  alegan  nuevas 
razones  en  defensa  de  sus  creencias.  Debo  yo  á  mi  vez  encargarme  de 
este  punto. 

chez  I).  José  Mariano,  Torres  Aramia.  Vallaría.  Vargas,  Vega  y  ViUagrán;  contra  los  veintiocho  seño- 
res siguientes:  Alcaraz.  Barrera  D-  Eulogio,  Contreras  Elizalde,  Degollado  D-  Joaqíun,  Del  Kio,  Díaz 
Barriga,  Escudero  D.  Artonio,  García  de  Arellano,  García  Granados,  Gómez  Farías  D-  Benito.  Gonzá- 
lez Paez,  Goytia,  Irigoyen.  Larrazábal.  Léraiis,  Llano,  Muñoz  D-  José  Eligió  .Ortega,  Peña  y  Barragán' 
Peña  y  Ramírez.  Prieto,  Quijano,  Ramírez  D.  Ignacio.  Rejilla.  Sierra  D-  Ignacio.  Villalobos,  Zarco  y 
Zavala." 
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El  Presidente  Comonfort,  que  nunca  fué  amigo  de  la  Constitución,  • 
que  acostumbrado  á  gobernar  sin  trabas,  veia  en  las  restricciones  constitu- 
cionales puestas  al  Ejecutivo  un  ataque  que  no  soportaba  á  lo  que  él  lla- 
maba «el  principio  de  autoridad,»  inspirado  por  su  preocupación  de  que 
no  se  podía  gobernar  con  la  Constitución,  pidió  al  primer  Congreso  en 
10  de  Octubre  de  1857  que  declarara  que  «el  Presidente  de  la  República 
tendría  facultades  discrecionales  por  lo  que  hace  á  las  garantías  que 
otorga  la  Constitución,»  y  además,  que  «quedara  por  delegación  del  Con- 
greso plenamente  autorizado  para  arreglar  la  hacienda  de  la  Federa- 
ción j  para  disponer  de  las  fuerzas  de  los  Estados  v  organizar  cuantas 
creyese  necesarias.»  ^  Pedir  esto  era  pedir  la  dictadura  ilimitada  con 
que  aquel  mal  inspirado  Presidente  estaba  tan  bien  hallado,  la  que  ha- 
bía creado  el  artículo  3?  del  Plan  de  Ayutla;  pedir  esto,  no  era  pedir  a,u- 
torizaciones  para  hacer  frente  á  una  situación  más  ó  menos  peligrosa, 
sino  exigir  la  supresión  de  la  Constitución,  el  desprecio  á  la  Carta  fun- 
damental. ¡Facultades  discrecionales  en  materia  de  garantías  individua- 
les! Pretenderlo  solo,  era  manifestar  que  no  se  quería  ni  entender  la 
Constitución.  ¡Facultad  para  arreglar  la  Hacienda  de  la  Federación ! 
Decirlo,  era  revelar  que  no  se  quería  obrar  constitucionalmente,  porque 
las  autorizaciones  que  se  pueden  dar  al  Presidente,  han  de  servir  so- 
lo para  hacer  frente  á  una  situación  difícil  y  no  para  arreglar,  como  solo 
en  épocas  normales  se  puede  hacer,  la  Hacienda  nacional.  Contradic- 
ción flagrante  había,  pues,  entre  esa  petición  y  la  letra  y  espíritu  de  la 
parte  segunda  del  articulo  29. 

El  Congreso  nada  de  eso  concedió,  é  hizo  muy  bien,  por^e  lo  que  se 
le  pedia,  no  podía,  no  debía  concederlo.  El  Congreso  por  esto,  colocán- 
dose en  un  terreno  estrictamente  constitucional,  suspendió, no  todas,  sino 
algunas  de  las  garantías  individuales,  y  otorgó  al  Presidente  las  auto- 
rizaciones que  creyó  necesarias  para  que  hiciera  frente  á  la  situación.  2 
¿Fueron  éstas  las  bastantes  k  ese  objeto?  ¿O  desconfiando  el  Congreso 
de  la  lealtad  del  Presidente  no  quiso  darle  las  más  autorizaciones  que 
pudo?  Cuestiones  son  éstas  que  versan  sobre  apreciaciones  políticas  que 
no  son  de  este  lugar. 

Pero  sí  nos  importa  averiguar  el  hecho  de  si  ese  Congreso  no  quiso 
dar  ni  dio  autorizaciones  que  importaran  la  facultad  de  legislar.  Des- 
pués de  suspender  determinadas  garantías,  dijo  la  primera  ley  de  6  No- 
viembre de  1857:  «El  Ejecutivo  dictará  los  reglamentos  y  órdenes  relati- 
vos á  dicha  suspensión  en  todos  los  casos  en  que  deba  tener  efecto.»  Y 
el  Ejecutivo,  al  calce  mismo  de  esa  ley,  publicó  esto  que  llamó  preven- 
ción: «La  libertad  de  imprenta  se  sujetará  por  ahora  á  la  ley  de  28  de 
Diciembre  de  1855»  Sin  ir  más  adelante,  yo  pregunto:  ¿declarar  en  vi- 
gor una  ley  derogada,  no  es  legislar?  Si  el  Congreso  hubiera  querido 
que  el  Presidente  no  legislara,  al  suspender  la  garantía  del  artículo  7? 
■de  la  Constitución,  debió  declarar  al  menos  cuál  de  las  muchas  leyes  de- 
rogadas sobre  imprenta,  quedaba  en  vigor  durante  la  suspensión.  No  lo 
hizo  asi,  sino  que  consintió  en  que  el  Presidente  legislara,  porque  legis- 
lar es  restablecer  el  vigor  de  una  ley  derogada,  por  más  que  eso  se  lla- 
me reglamento,  orden  ó  prevención 

Si  las  otras  prevenciones  con  la  misma  detención  se  analizan,  se  verá 
luego  que  cada  una  de  ellas  importa  un  acto  legislativo  y  de  la  mayor 
gravedad.  Decir  que  en  un  reglamento  se  pueden  decretar  penas,  y  gra- 
ves, como  la  prisión  solitaria,  el  confinamie«ato,  el  destierro,  etc.,  es  no 
saber  distinguir  un  reglamento  de  una  ley  penal.  ^ 

1  Historia  del  primer  Congreso  constitucionaL  pág-  88- 

2  Ley  de  6  de  Noviembre  de  1857-  Colección  Dublán,  tomo  89 ,  páginas  645  y  646- 

3  Para  que  se  pueda  juzgar  de  la  exactitud  de  estas  obseryaciones,  es  conveniente  tener  á  la  vista 
el  texto  literal  de  la  ley.  Dice  así: 

"Se  aprueba  el  acuerdo  presentado  por  el  Ejecutivo  de  la  Unión,  que  dice  á  la  letra:  "p  ara  proveer 
al  restablecimiento  del  orden  público  y  á  la  defensa  de  la  independencia  y  de  las  iustitucio  nes.  se  sus- 
penden, desde  la  publicación 'de  la  presente  ley  hasta  el  30  de  Abril  próximo  venidero,  las  gar  antías  con- 
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•  Si  el  primer  Congreso  hubiera  entendido  que  no  era  delegable  la  fa- 
cultad legislativa,  ¿habría  tolerado  que  el  Presidente  Comonfort  hu- 
biera expedido  ese  reglamento  de  la  ley  de  6  de  Noviembre?  Si  tal  cosa 
hubiese  creído,  de  seguro  que  el  mismo  Congreso  habría  expedido  las 
leyes  excepcionales  que  rigieron  provisionalmente  durante  la  suspen- 
sión de  garantías.  No  lo  hizo  asi,  sino  que  implícitamente  delegó  al 
Presidente  la  facultad  de  legislar  sobre  esas  matei'ias. 

Pero  aun  hay  más:  en  la  otra  ley,  también  de  6  de  Noviembre,  el 
Congreso  autorizó  al  Ejecutivo  para  proporcionarse  hasta  seis  millones 
de  pesos,  afectando  á  su  pago  la  parte  libre  de  las  rentas,  y  «para  dic- 
tar las  medidas  necesarias  para  regularizar  la  percepción  de  dichas  ren- 
tas, sin  que  por  esto  se  entiecda  que  puede  arrendarlas»  Y  vuelvo  yo 
A  preguntar:  ¿para  hacer  esto  bastan  reglamentos,  órdenes  ó  preven- 
ciones? ¿Quién  ignora  que  para  regularizar  la  percepción  del  impuesto 
«e  necesita  legislar,  y  legislar  sobre  materia  difícil?  ¿Quién  cree  que  el 
arreglo  de  la  deuda  flotante  se  hace  sin  leyes  que  determinen  su  reco- 
nocimiento, liquidación  y  pago?  Cuando  el  Congreso  para  eso  autori- 
:zaba  al  Presidente,  ¿podía  haber  entendido  que  de  esas  autorizaciones 
■se  podía  usar  sin  legislar? 

Basta  ya:  está  visto  que  el  primer  Congreso  consintió  en  que  el  Eje- 
cutivo legislara;  más  aiin,  que  en  la  naturaleza  de  las  autorizaciones 
que  le  concedió,  iba  imbíbita  la  facultad  de  legislar  sobre  determinados 
asuntos:  creo  por  esto  enteramente  inexacto  el  hecho  de  que  el  primer 
Congreso  interpretó  el  artículo  29  en  el  sentido  de  que  la  potestad  le- 
gislativa no  fuera  delegable. 

Una  observación  más:  aun  suponiendo  que  ese  Congreso  no  hubie- 
ra querido  hacer  tal  delegación,  ¿esto  bastaría  para  citarlo  como  mode- 
lo y  para  censurar  á  todos  los  Congresos  que  lo  contrario  hicieran?  ¿Se 
puede  tomar  como  regla  de  interpretación  de  la  Constitución  la  aplica- 
ción que  en  circustancias  dadas  hace  un  Congreso  del  articulo  29?  Pa- 
ra esto  sería  preciso  que  todas  las  situaciones  difíciles,  que  todas  las  cri- 
sis políticas  fueran  de  igual,  idéntica  gravedad.  Para  ello  sería  preciso 
que  la  situación  en  Noviembre  de  1857,  cuando  el  partido  reaccionario 
fundaba  sus  principales  esperanzas  en  las  vacilaciones  del  Presidente, 
en  sus  antipatías  contra  la  Constitución,  hubiera  sido  igual  á  la  situa- 
<iión  de  Junio  de  1863,  e»  «[ue  ocupada  la  capital  por  un  ejército  extran- 
jero, el  Congreso  se  había  disuelto,  el  Presidente  salía  fugitivo,  y  el  pe- 
ligro para  la  República  había  llegado  á  su  colmo.  Decir  que  porque  en 
18d7  no  creyó  el  Congreso  necesario  que  el  Presidente  legislase,  lo  que 
es  falso,  como  lo  he  probado,  no  podía,  no  debía  creer  el  Congreso  de 
1863  en  esa  necesidad,  es  cosa  que  ante  la  razón  no  puede  sostenerse. 

Pero  ya  que  en  la  tarea  que  me  he  impuesto,  me  ha  sido  preciso  ocu- 
parme de  la  historia  del  primer  Congreso  en  1857,  para  examinar  á  la 
luz  de  la  crítica  lo  que  él  hizo,  es  bueno  dar  un  paso  adelante  y  ver  lo 

signadas  en  los  artículos  7,  9, 10,  y  11;  primera  parte  del  13,  16,  priiiiera  y  segnnda  parte  del  19,  21  y  26  de 
la  Constitución-  "El  Ejecutivo  dictará  los  reglamentos  y  órdenes  relativas  á  dicha  suspensión,  en  todos 
lo:  casos  en  que  deba  tener  efecto" 

La  ley  se  publicó  con  estas  adiciones  puestas  al  calce  de  ella: 

"Y  lo  inserto  á  V.  E-  para  su  inteligencia  y  fines  consiguientes,  bajo  el  concepto  de  que  el  Exnio.  Sr. 
Presidente  de  la  Kepública  ha  acordado,  en  Consejo  de  Ministros,  "las  prevenciones  y  declaraciones  si- 
guientes:" 

"1  f  "La  libertad  de  imprenta  se  sujetará  por  ahora  á  la  ley  de  28  de  Diciembre  de  1855;"  mas  res- 
pecto de  escritos  que  directa  ó  indirectamente  afectan  la  independencia  nacional,  las  instituciones  ó  el 
orden  público,  el  Gobierno  podrá  prevenir  el  fallo  judicial,  imponiendo  á  los  autores  ó  impresores  una 
multa  que  no  pase  de  mil  pesos-  En  defecto  de  la  multa  y  de  bienes  en  que  hacerla  efectiva,  "se  impon- 
drá la  pena  de  prisión  solitaria  ó  confinamiento  hasta  por  seis  meses-"  Los  gobernadores  de  los  Estados 
"podrán  aplicar  las  mismas  penas;"  pero  en  caso  de  confinamiento  darán  cuenta  al  Gobierno  general 
para  que  designe  el  lugar,  quedando  entretanto  el  reo  asegurado  competentemente- 

3?  Los  Tribunales  federales  que  conozcan  délos  delitos  públicos,  "se  avocarán  el  conocimiento 
de  los  delitos  comunes"  que  hayan  cometido  ó  cometieren  durante  el  juicio,  los  reos  á  quienes  juzguen' 
Los  jueces,  al  sentenciar  estas  causas,  "aplicarán  la  pena  mayor  que  corresponda,"  inclusive  la  de 
muerte,  siempi-e  que  la  establezcan  las  leyes  y  la  autorice  el  artículo  23  de  la  Constitución. 

"4?  En  los  deütos  políticos  y  en  los  comunes  de  que  se  conozca  acumulativamente,  según  lo  dis- 
Tjuesto  en  la  prevención  anterior,  "no  es  admisible  el  recurso  de  indulto- . .  5 . .  " 
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que  sucedió  después.  Cediendo  á  la  preocupación  que  lo  embargaba,  el 
Presidente  Comonfort  se  rebeló  por  fin  contra  la  Constitución.  El  funes- 
to golpe  de  Estado  de  17  de  Diciembre  de  1857  negó  la  existencia  del 
Código  fundamental.  Creyeron  los  autores  de  un  motin  militar  hacerse 
dueños  del  porvenir  de  México,  por  más  que  nuestra  historia  enseñe 
con  lecciones  elocuentísimas  que  no  se  puede  así  adquirir  el  poder  pii- 
blico. 

Cuando  todo  parecía  concluido,  el  Presidente  Juárez  anunció  desde 
Yeracruz  á  la  Nación,  que  el  Gobierno  constitucional  existía  aún.  Pero 
ese  Gobierno  en  aquel  puerto  carecía  de  todo,  ni  siquiera  tenía  al  Con- 
greso á  quien  pedirle  las  autorizaciones  necesarias  para  hacer  frente  á 
la  situación.  ¿Qué  hizo  entonces  ese  Gobierno?  ¿Acaso  dejar  perecer  la 
causa  constitucional  porque  no  podía  expedir  una  sola  ley,  porque  na 
había  quién  legislara?  En  lugar  de  esto  promulgó  en  7  de  Abril  de  1858 
el  siguiente  decreto  autorizado  por  el  inolvidable  Ocampo:  «Se  faculta 
extraordinariamente  en  los  ramos  de  Hacienda  y  Guerra  al  general  en 
jefe  del  ejército  federal,  para  que  dicte  cuantas  providencias  considere 
necesarias  para  el  restablecimiento  de  las  instituciones  democráticas.» 
Investido  con  esas  facultades,  qtie  muchas  veces  se  ejercieron  para  le- 
gislar, el  Sr.  Degollado,  el  héroe  de  la  guerra  de  reforma,  fué  á  impro- 
visar ejércitos  al  Interior,  obligando  á  fuerza  de  constancia  á  la  victo- 
ria á  que  abandonara  por  fin  á  la  fortuna  de  Miramón. 

El  Presidente  Juárez  entretanto  en  Veracruz,  no  sólo  legisló  sobre 
cuanto  la  guerra  y  la  situación  exigían,  sino  que  á  cada  triunfo  de  la 
reacción  respondió  con  una  de  esas  leyes  que  por  antonomasia  se  lla- 
man de  reforma. 

Y  bien,  ¿habrá  álguieii  que  pretenda  calificar  de  atentados  constitu- 
cionales á  todos  los  actos  del  Gobierno  y  de  los  jefes  á  cuyos  esfuerzos 
y  usando  de  facultades  extraordinarias  se  debió  el  establecimiento  de 
la  Constitución?  ¿Concedería  la  Corte  amparo  contra  todos  los  actos 
emanados  de  esas  leyes  de  refoi'ma,  nulificaría  las  enajenaciones  de  los 
bienes  del  clero,  los  matrimonios  civiles,  etc.,  etc.,  sólo  porque  esas  leyes 
expedidas  en  uso  de  las  facultades  extraordinarias  son  nulas,  porque 

conforme  al  artículo  50  el  Presidente  nunca,  jamás  puede  legislar? 

Por  lo  que  á  mí  toca,  aseguro  que  jamás  lo  haré,  porque  creo  que  la 
Constitución  legitima  en  ciertos  casos  esas  facultades. 

Deduzcamos  de  todo  ésto  que  los  precedentes  históricos,  que  los  he- 
chos acaecidos  luego,  después  que  la  Constitución  comenzó  á  regir,  con- 
denan la  teoría  que  estoy  combatiendo. 


E 

Con  el  afán  de  probar  que  nunca  puede  ejercer  facultades  legislativas 
elPoder  Ejecutivo,  se  han  traído  á  colación  las  instituciones  políticas,*la 
historia  de  otros  pueblos,sin  excluir  á  los  antiguos.  Yo  no  hablaré  siquie- 
ra de  Roma,  la  antigua  señora  del  mundo,  y  ésto  por  una  sola  razón:  por- 
que el  estudio  histórico-juridico  de  la  dictadura  romana  á  ninguna  con- 
clusión práctica  nos  llevaría  en  la  cuestión  constitucional  que  analiza- 
mos, suptiesta  la  inmensa  diferencia  que  hay  entre  las  condiciones  po- 
líticas de  las  sociedades  modernas  y  las  de  la  Eepiiblica  romana.  Pe- 
ro esa  misma  razón  me  obliga  á  detenerme  un  poco  á  examinar  lo  qué 
pasa  en  los  Estados  Unidos  del  Norte.  Cuando  se  ha  asegurado  que  ni 
en  la  colosal  guerra  de  1861  á  1865  el  Presidente  de  esta  Eepública  fué 
legislador  un  solo  día;  cuando  se  nos  dice  «que  si  bien  hemos  copiado  la 
Constitución  americana,  tenemos  sólo  su  letra  pero  no  su  espíritu,  por- 
que carecemos  de  la  ilustración  y  virtudes  que  posee  ese  gran  pueblo,» 
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motivo  suficiente  existe  para  consultar  la  historia,  la  Constitución  de 
ese  país,  con  el  fin  de  saber  á  cuál  de  los  dos  sistemas  que  hoy  se  discu- 
ten aquí,  prestan  su  respetable  apoyo  las  instituciones  americanas. 

Que  el  Poder  Ejecutivo  no  ejerza  facultades  extraordinarias  en  tiem- 
pos normales,  es  cosa  tan  clara  que  nadie  la  disputa.  Para  saber,  pues, 
cómo  los  americanos  han  entendido  su  Constitución  sobre  el  punto  en 
cuestión,  debemos  fijarnos,  no  en  los  largos  períodos  de  paz  de  que  la 
gran  República  ha  gozado,  sino  en  los  tiempos  en  que  ha  tenido  que  su- 
frir las  calamidades  de  la  guerra.  Comencemos  por  la  de  independencia. 

La  campaña  de  1776  había  sido  desfavorable  á  la  causa  americana. 
Washington,  aleccionado  por  la  experiencia,  manifestó  al  Congreso  en 
un  documento  memorable,  que  si  no  se  vigorizaba  y  robustecía  el  siste- 
ma militar  para  proseguir  la  campaña,  se  debía  perder  la  esperanza  en 
el  éxito.  A  estas  manifestaciones  de  aquel  hombre  ilustre  respondió  el 
Congreso  con  nn  decreto  nombrándole  de  hecho  dictador  militar,  con- 
cediéndole «plenas,  amplias  y  completas  facultades»  (ful!,  ampie  and 
complete  powers)  para  organizar  el  ejército,  nombrar  oficiales  hasta  bri- 
gadieres generales,  determinar  su  pago,  llamar  á  la  milicia  de  los  Esta- 
dos, arrestar  y  confinar  á  los  desafectos  á  la  causa  americana,  etc.,  etc. 
Lo  que  conforme  á  las  leyes  y  prácticas  de  los  Estados  Unidos  nadie 
puede  hacer  sino  el  Congreso,  Washington  por  ese  decreto  quedó  auto- 
rizado á  hacerlo  durante  el  plazo  de  seis  meses  ^  Este  precedente,  que 
bien  puede  llamarse  clásico,  es  el  primero  que  nos  presenta  la  historia 
de  los  Estados  Unidos. 

Y  no  es  el  imico  en  ese  periodo.  Alguna  legislatura  concedió  tam- 
bién facultades  extraordinarias  al  gobernador  de  un  Estado  para  afron- 
tar las  dificultades  de  la  guerra.  «El  gobernador  Rutledge,  dice  el  his- 
toriador Spencer,  refiriendo  los  sucesos  de  la  guerra  en  1780,  fué  inves- 
tido con  facultad  dictatorial  y  autorizado  para  hacer  cuanto  fuera  nece- 
sario por  el  bien  piiblico,  excepto  privar  de  la  vida  á  un  ciudadano  sin 
proceso.  La  Asamblea,  después  de  delegar  al  gobernador  este  poder 
hasta  diez  días  después  de  su  próxima  reunión,  se  disolvió.  ^ 

Fijémonos  ahora  en  otra  época:  en  la  de  la  guerra  con  Inglaterra  en 
1812.  ¿Quién  ignora  lo  que  el  general  Jackson  creyó  necesario  hacer  é 
hizo  para  la  defensa  de  Nueva  Orleans  en  1814?  Proclamó  la  ley  mar- 
cial, con  un  lujo  de  severidad  que  tal  vez  no  le  perdone  la  historia  de 
un  pueblo  libre,  3  y  sin  embargo  de  esto  el  Gobierno  y  el  Congreso  de 
de  la  Unión,  á  pesar  de  la  elocuencia  de  H.  Clay,  aprobaron  su  conduc- 
ta en  una  época  muy  posterior  á  la  guerra,  en  1819.  * 

Pero  el  periodo  de  la  historia  que  consultamos,  más  fecundo  en  lec- 
ciones sobre  el  punto  que  trato  de  esclarecer,  es  el  de  la  guerra  sepa- 
ratista. Hay  tantos  hechos  que  en  ese  periodo  comprueban  que  el  Pre- 
sidente Lincoln  ejerció  poderes  extra-constitucionales,  tantos  actos  y  pro- 
clamas suyas  que  demuestran  que  legisló  aun  sobre  materia  vedada  al 
mismo  Congreso  federal,  que  seria  largo  y  fatigante  citarlos  todos. 

Desde  el  principio  de  la  guerra,  ese  Presidente  autorizó  al  general 
Scott  para  suspender  el  habeas  corpus  en  ciertos  distritos,  autorización 
que  no  sólo  se  llevó  á  efecto,  sino  que  se  defendió  ante  el  Congreso  por 
el  Presidente  mismo  con  estas  notables  palabras:  «La  Constitución  de- 
termina que  el  liábeas  corpus  no  se  suspenda  sino  cuando,  en  casos  de 
invasión  ó  rebelión,  lo  requiera  la  seguridad  pública . . .  .La  Constitución 
no  determina  quién  debe  hacer  tal  suspensión-,  y  como  esa  previsión  fué 
claramente  hecha  para  una  situación  peligrosa,  no  puede  creerse  que 
los  autores  de  la  Constitución  quisieron  que  el  peligro  aumentara,  has- 
ta que  el  Congreso  pxtdiera  reimirse,  sobre  todo,  cuando  á  evitar  esa 

1  Spencer.  History  of  tlie  TJnitecl  States,  vol- 1,  págns.  455  y  456- 

2  Autor  y  obra  citados,  vol-  II,  pág.  71. 

3  Spencer.  History  of  the  United  States,  vol-  III,  pág-  280. 

4  Spencer.  History  of  the  United  States,  rol-  III,  pág-  319. 
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Teunión  tiendan  los  esfuerzos  de  la  rebelión.  ^  Entre  los  diversos  actos 
legislativos,  propios  del  Congreso,  que  del  Presidente  Lincoln  se  pudie- 
ran citar,  llaman  la  atención  por  su  notoria  gravedad,  los  contenidos  en 
sus  proclamas  de  19  y  27  de  Abril  de  1861,  que  declararon  el  estado  de 
guerra,  y  establecieron  el  bloqueo  de  los  puertos  de  los  Estados  suble- 
vados, 2  cuando,,segjún  la  Constitución,  solo  el  Congreso  tiene  facultad 
«para  declarar  la  guerra,  conceder  patentes  de  corso  y  dar  reglas  para 
las  presas  de  mar  y  tierra.»  3  El  Congreso,  lejos  de  reprobar  como  anti- 
constitucionales esos  actos,  los  legitimó  resolviendo  en  6  de  Agosto  de 
ese  año,  que  «todos  los  actos,  proclamas  y  órdenes  del  Presidente  délos 
Estados  Unidos  después  del  4  de  Marzo  de  1861,  sobre  el  ejército  y  ma- 
rina de  los  Estados- Unidos  y  llamamiento  de  la  milicia  de  los  Estados, 
«on  en  todos  respectos  aprobados  y  legalizados,  y  revalidados  con  el 
mismo  efecto  como  si  ellos  hubieran  sido  expedidos  y  ejecutados  bajo 
la  previa  j  expresa  autoridad  y  dirección  del  Congreso  de  los  Estados- 
Unidos.  *  Ese  Congreso  hizo,  pues,  lo  que  ningún  Congreso  de  México 
ha  hecho;  dar  facultades  legislativas  con  efecto  retroactivo  al  Presiden- 
te de  la  República.  ^ 

No  diré  todo  lo  que  Lincoln  hizo  después,  ejerciendo  los  poderes  de 
la  guerra  de  un  modo  extra- constitucional,  ya  apoderándose  de  los  men- 
sajes telegráficos,  en  las  oficinas  mismas  de  los  telégrafos,  «para  descu- 
brir á  los  simpatizadores  de  los  confederados,»  6  ya  destruyendo  la  li- 
bertad de  la  prensa,  ^  ya  suspendiendo  el  hábeas  corpus  y  ordenando 
el  arresto  sin  los  requisitos  constitucionales,  ^  etc.  Solo  llamaré  la  aten- 
ción sobre  este  hecho:  el  Congreso  en  Diciembre  de  1862  aprobó  otra 
vez  cuanto  se  habia  antes  ejecutado,  sancionóla  conducta  del  Presidente 
y  le  dio  amplias  facultades  (fullauthority)para  suspender  el  habeas  cor- 
pus^  sievai^rG  que  á  su  juicio  lo  requiriese  la  seguridad  pública.  ^  ¿Se 
quiere  más?  Pues  existe  todavia  otra  ley  del  Congreso  que  ratifica  y  le- 
gitima los  actos  extra-constitucionales  anteriores  del  Presidente:  la  de 
2  de  Marzo  de  1867,  que  no  solo  los  aprobó,  sino  que  mandó  que  ningún 
tribunal  de  los  Estados  Unidos  pudiera  abocarse  el  conocimiento  délos 
negocios  resueltos  en  virtud  de  esos  actos  del  Presidente,  lo 

Si  todo  esto  no  fuere  bastante  para  reconocer  cómo  Lincoln  ejerció 
la  autoridad  legislativa,  con  ó  sin  la  previa  autorización  del  Congreso, 
•citaré  sus  actos,  su  legislación,  se  puede  decir,  relativos  á  la  esclavitud. 
Después  de  largas  vacilaciones  sobre  este  punto,  ep  19  de  Enero  de 
1863  expidió  su  célebre  proclama  de  «emancipación,»  declarando  libres 
para  siempre  á  todos  los  esclavos  de  los  Estados  confederados,  n  Para 
apoyar  ese  acto  de  tan  trascendental  importancia,  acto  con  que  se  hon- 
ra la  civilización  del  presente  sig-lo,  Lincoln  no  se  funda  en  la  Consti- 

1  Mensaje  del  Presidente  Lincoln  al  Congreso.  Julio  de  1861. 

2  United  States  Statutes  at  large,  v.  XII,  p.  1,259  y  1,260. 

3  Art-  1?,  sección 8-« 

4  United  States  Statutes  at  large,  v.  XII,  pág.  326- 

5  En  1863  se  discutió  ampliamente  en  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  la  validez  del  blo- 
«q-oeo  decretado  en  las  proclamas  de  19  y  27  de  Abril,  y  Mr.  líelson.  Magistrado  de  ese  tribunal,  hablan- 
■  do  sobre  este  punto  decía:  "Cougress  on  the  6th  of  August  1862,  passed  an  Aet  coni.rming  all  acts,  pro- 

clamations,  and  orders  of  the  President  after  the  4th  of  March  1861,  respecting  the  army  and  navy,  and 
legaUzing  them  so  far  as  was  competent  for  that  body,  and  it  has  been  suggested,  but  scarcely  argued, 
that  this  legislation  ou  the  snbjeot  had  the  eilect  to  bring  into  eristence  an  "ex  post  facto"  civil  vvar 

nith  aU  the  rights  of  capture  and  confiscation  "jure  belh,"  from  the  date  referred  to The  ins- 

tance  of  the  seizure  of  the  Diitch  ships  in  1803  by  Great  Britain  before  the  war,  and  confiscation  after 
the  declaration  of  war,  which  is  ^ell  known,  is  referred  to  as  an  authority.  But  there  the  ships  -vrere 
seized  by  the  war  power,  the  orders  of  the  goverument,  the  seizure  being  a  partial  e.xcercise  of  that  po- 
%\'er,  and  which  ivas  soon  after  exercised  in  full. 

"The  precedent  is  one  wich  has  not  received  the  approbation  of  jurists  and  is  not  to  be  foUowed. 
See  W.  B-  Lav.'rence,  2d  ed-  Wheaton's  Elements  of  Int.  la^,  pt.  4,  ch.  1,  sec  11  and  note-  Bat,  admit- 
ting  its  full  weight,  it  alfordsno  authority  in  thepresent,  case-"— Whiting,  War  poTi'ers  under  Consti- 
tution  43  ed.  pag-  155. 

6  Spencer.  Hist-  of  United  States  t-  IV,  pag.  31,  nota- 

7  Autor  y  obra  cit-,  pág.  94. 

8  Loe  cit. 

9  Autor,  obra  y  vol-  cits-,  pág.261. 

10  Unitud  States  Statutes  at  large,  v.  XFV,  pág-  432. 

11  United  States  Statutes  at  large,  y.  XII,  pag-  1,268. 
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tución,  sino  en  la  justicia  de  la  emancipación,  sino  en  la  necesidad  mi- 
litar que  la  Constitución  reconoce,  apelando  para  ello  al  juicio  impar- 
cial del  género  humano. 

Pero  constitucionalmente  y  abstracción  hecha  de  consideraciones  fi-' 
losóficas  y  humanitarias  que  enaltecen  la  conducta  de  Lincoln,  eso  era 
no  solo  legislar,  sino  legislar  sobre  materia  vedada  al  Congreso  federal 
mismo.  Y  tanto  es  esto  así,  que  al  principio  de  la  guerra  el  Gobierno 
había  ofrecido  respetar  la  esclavitud  como  una  institución  particular, 
doméstica  de  los  Estados,  i  y  tanto  es  así,  que  después,  en  1864,  el  mis- 
mo Lincoln  recomendaba  al  Congreso  la  enmienda  constitucional  para 
la  abolición  de  la  esclavitud,  2  enmienda  que  por  fin  fué  sancionada  en 
1?  de  Febrero  de  1865,  y  que  hoj^  es  la  XIII  de  la  Constitución. 

Dejo  confiado  á  la  elocuencia  de  esos  hechos  calificar  lo  que  tenga 
dé  verdad  el  aserto  de  que  en  la  República  vecina  jamás  el  poder  Eje- 
cutivo ha  ejercido  facultades  extraordinarias  ni  legislado.  Y  téngase 
presente  esta  circunstancia  bien  notable:  en  aquel  país  nunca  dejó  de 
reunirse  el  Congreso,  ni  en  los  días  más  aciagos  de  la  guerra;  los  Con- 
gresos del  trigésimo  sexto  al  trigésimonono  funcionaron  con  regulari- 
dad de  1861  á  1866.  Y  en  México  ya  sabemos  que  desde  17  de  Diciembre 
de  1857  á  9  de  Mayo  de  1861,  y  después  de  31  de  Mayo  de  1863  hasta  8 
de  Diciembre  de  1867,  no  fué  posible  que  la  representación  nacional  se 
reuniera. 

Después  del  breve  estudio  que  acabo  de  hacer  de  las  instituciones 
americanas,  ci-eo  oportuno,  creo  necesario,  en  honor  de  nuestra  Consti- 
tución tan  injustamente  censurada,  presentar  una  observación  impor- 
tante. La  Constitución  americana  no  contiene  ningún  precepto  como  el 
del  articulo  29  de  la  nuestra;  la  sección  8=^  del  artículo  1?  solo  previene 
que  el  privilegio  del  hateas  corpas  se  puede  suspender  en  easos  de  re- 
belión ó  invasión,  pero  sin  decir  qué  autoridad  puede  decretar  tal  sus- 
pensión. Y  de  ese  silencio  se  ha  intentado  deducir  que  toca  al  Presiden- 
te hacerlo.  No  necesito  advertir  cuan  superior  es  en  este  punto  la  Cons- 
titución mexicana  á  la  americana.  Tampoco  determina  ésta  si  en  situa- 
ciones peligrosaspuedenconcederse  al  Ejecutivo  autorizaciones  extraor- 
dinarias; pero  la  verdad  ñistórica  es  que,  cuando  la  necesidad  de  usar- 
las ha  llegado,  se  han  ejercido  hasta  legislando  sobre  materias  vedadas 
al  mismo  Congreso  federal,  supliéndose  este  silencio  del  texto  constitu- 
cional con  razones  tomadas,  ya  del  espíritu  mismo  de  la  Constitución, 
revelado  en  su  preámbulo,  ya  del  derecho  internacional,  ya  de  la  nece- 
sidad de  la  propia  defensa  del  pueblo,  que  al  aprobar  su  Constitución 
no  pudo  condenarse  al  suicidio.  Para  llenar  el  vacio  que  tal  silencio  de- 
ja en  esa  Constitución;  para  cubrir  la  falta  de  un  precepto  como  el  de 
nuestro  artículo  29,  se  ha  escrito  en  los  Estados  Unidos  un  libro  del  que 
se  han  hecho  43  ediciones  de  1862  á  1871;  ^  libro  que  en  su  empeño  de 
sostener  los  poderes  dictatoriales  del  Presidente  en  tiempo  de  guerra, 
llega  á  consecuencias  que  nuestro  derecho  público  condena;  pero  libro 
que  es  un  testimonio  vivo  de  quela  Constitución  que  prevé  las  situacio- 
Bes  anormales  y  da  recursos  para  salvarlas,  es  más  sabia  que  la  que 
cree  en  una  paz  perpetua  y  en  el  ejercicio  regular  de  los  poderes  pii- 
blicos. 

Para  los  que  somos  amigos  sinceros  y  partidarios  decididos  de  la 
Constitución  de  1857,  nos  es  muy  grato  que  el  estudio  comparativo  de 
las  dos  leyes  fundamentales  nos  haya  llevado  á  reconocer  esa  verdad; 
pero  el  más  cumplido  elogio  que  de  la  de  México  puedo  yo  hacer,  es 
aplicar  á  su  artículo  29  un  pensamiento  que  el  autor  de  aquel  libro,  Mr. 
Whiting,  refirió  á  lo  que  él  llama  .los  poderes  de  la  guerra:    Si  en  la 

1  Spencer,  obra  citada,  vol.  IV,  pág-  261,  y  Whiting,  War  powers  nnáev  Constitution.  43  ed,  p-  339. 

2  Spencer,  obra  í  volumen  citados,  püg- 506- 

3  War  powers  under  Constitution  of  the  TJ-  S-  by  Williams  Whiting- 
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Constitución  americana  hubiera  existido  un  precepto  como  el  de  ese  ar- 
tículo en  la  mexicana,  podríamos  decir,  cambiando  solo  las  palabi'as  y 
y  no  el  pensamiento  de  Mr.  Whiting,  los  Estados  surianos  no  se  habrían 
revelado;  y  si  á  pesar  de  él  lo  hubieran  hecho,  el  poder  federal  habría 
ahogado  en  su  cima  á  la  rebelión.  ^  ¡Preténdese  ahora  elogiar  como 
perfección  en  la  Constitución  americana,  lo  que  no  es  sino  un  lamenta- 
ble vacío  que  la  nuestra  no  tiene,  y  que  en  aquella  la  necesidad  ha  lle- 
nado con  interpretaciones  rigurosamente  insostenibles! 


F 

¿Podré  ya  deducir  de  mis  anteriores  demostraciones  las  consecuen- 
cias que  he  querido  afií'mar?  Creo  que  sí:  son  éstas:  las  facultades  ex- 
traordinarias que  en  1863  se  concedieron  al  Presidente  Juárez  para  de- 
fender la  independencia  nacional  amenazada  por  la  guerra  france- 
sa, autorizándolo  hasta  para  celebrar  tratados,  fueron  legitimas  y  cons- 
titucionales: la  ley  de  16  de  Agosto  de  1863  que  ese  Presidente  expidió 
para  castigar  á  los  que  cometiesen  el  delito  de  traición,  es  una  verda- 
dera y  obligatoria  ley,  que  no  infringe  el  articulo  50  de  la  Constitución: 
el  presente  amparo,  pues,  no  se  puede  conceder,  porque  el  acto  recla- 
mado está  fundado  en  una  ley  expedida  por  el  Ejecutivo. 

Al  terminar  el  largo  análisis  que  tanto  me  ha  ocupado  sbbrela  cues- 
tión de  facultades  extraordinarias,  para  funda  mi  voto  en  este  negocio, 
voto  contrario,  lo  digo  con  pena,  á  una  ejecutoria  de  ese  Tribunal,  séa- 
me  permitido  decir  una  palabra  con  relación  á  mis  opiniones  persona- 
les. ¿Se  me  creerá  por  ellas  el  amigo  de  las  dictaduras  y  de  las  tira- 
nías? ¿Se  me  hará  el  cargo  de  que  defiendo  los  abusos  que  entre  noso- 
tros se  han  cometido  á  la  sombra  de  las  facultades  extraordinarias? 
¿Se  tomarán  mis  palabras  como  la  consagración  de  los  crímenes  que 
ciex'tos  congresos  han  cometido,  dando  poderes  extraordinarios  al  Pre- 
sidente, sólo  por  servir  á  intereses  de  facción? Sería  muy  injusto 

todo  eso,  porque  yo,  el  primero,  condeno  esos  abusos,  porque  yo  he  cen- 
surado esos  crímenes,  cuando  el  abuso  de  las  facultades  extraordina- 
rias y  la  presión  sistemática  del  voto  público  pretendieron  erigir,  sobre 
las  ruinas  del  régimen  constitucional,  la  dictadura  perpetua  y  desen- 
frenada  

Pero  deplorando  como  deploro,  esos  abusos,  esos  crímenes,  no  ptie- 
tio  en  odio  á  ellos,  y  menos  como  magistrado,  desconocer,  negar  un 
precepto  constitucional  escrito  para  épocas,  como  las  de  las  guerras  de 
reforma  y  de  intervención.  Eeconociendo  que  se  han  prodigado  las  fa- 
cultades extraordinarias,  censurando  la  extensión  con  que  se  han  otor- 
gado en  muchas  ocasiones,  llegando  hasta  invadir  el  régimen  local  de 
ios  Estados,  reprobando  la  irresponsabilidad  con  que  de  ellas  se  haxisa- 
do,  supuesto  que  los  Congresos  no  se  ocupan  de  examinarlos  actos  eje- 
cutados en  virtud  de  ellas,  etc.,  etc.,  no  puedo,  á  pesar  de  todo  eso,  ni 
dudar  siquiera  de  la  legitimidad  de  los  poderes  que  sostuvieron  la  gue- 
rra con  Francia,  ni  menos  puedo,  ni  quiero,  ni  debo  privar  á  mi  patria 
en  el  porvenir  de  los  recursos  que  el  artículo  29  tantas  veces  citado,  que 
el  derecho  de  gentes,  que  la  razón  misma  le  dan  para  defender  su  sobe- 

1  If  southem  rebels,  with  all  their  treasonable  notions  on  the  subjeet  of  State  rights,  had  recosni- 
zed  and  appreciated  tlie  war  tjowers  of  the  Union,  it  is  not  probable  that  they  woiüd  have  attemted  ar- 
med  rebellion-  Had  the  Inyal  i  eople  of  the  countrv  and  the  administration  promptly  assvmed  H,nd  ->\ith 
enerfiy  emploved  thnse  pow  ers,  treason  vnig  il  have  been  stiangled  at  its  birth:  and  if  the  judicial  de- 
partraent.  iinhiassed  by  political  proclivities  of  iaaividual  judges,  shall  ulUmately  sanction  a  liberal  and 
statesmau-like  constñiotion  of  the  sjvereign  and  belligerent  rights  of  the  people,  under  our  Constitu- 
tion.  it  V.  ill,  by  so  dolng.  strougntheu  the  poiver  of  our  government  to  defend  itself  against  rebellion;  it 
vrill  iuorease  our  cour.denoe  in  the  -tability  of  the  republio,  and  it  will  beconie  a  new  safegnard  against 
the  dangers  of  civil  war — War  poy.ers  under  Constitution,  pag.  X. 

Votos-  Tosió  1—9 
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rania  y  su  independencia,  en  el  caso  desgraciado  que  tuviera  que  soste- 
ner otra  guerra.  Si  de  ese  articulo  se  ha  abusado,  como  es  indudable,  hasta 
convertirlo  en  una  arma  contra  las  instituciones,  tales  abusos  no  pue- 
den justificar  que  se  desconozca  un  precepto,  escrito  precisamente  pa- 
ra salvar  las  instituciones,  la  independencia  misma,  de  los  peligros  que 
puedan  amenazarlas.  Estas  explicaciones  me  eran  necesarias  para  asu- 
mir, como  asumo,  la  responsabilidad  de  mis  opiniones,  tales  como 
ellas  son. 


IV 

Pero  este  amparo  se  pide  todavia  por  otros  capítulos.  No  puedo  dis- 
pensarme de  examinarlos  siquiera  brevemente,  para  no  abusar  de  la 
atención  de  los  señores  mag-istrados  que  me  escuchan. 

Se  dice  que  el  articulo  7?  de  la  ley  de  16  de  Agosto,  que  facultó  al 
Consejo  de  Ministros  para  resolver  las  cuestiones  de  confiscación,  viola 
el  articulo  21  de  la  Constitución,  que  sólo  reconoce  competencia  en  el 
poder  judicial  para  imponer  penas,  como  lo  es,  sin  duda,  la  confisca- 
ción, deduciéndose  de  aqui  también  la  infracción  del  articulo  50  que 
prohibe  la  reunión  de  dos  poderes  en  una  persona.  Este  argumento  tiene 
una  respuesta  sencilla.  La  suspensión  de  las  garantías  á  que  se  hace 
referencia  fué  tan  completa  y  las  autorizaciones-  concedidas  al  Gobier- 
no tan  extensas,  que  no  tenían  más  limitación  que  la  espresada  en  el 
articulo  4?  de  la  ley  de  27  de  Octubre  de  1862,  declarada  en  vigor  por 
la  de  27  de  Mayo  de  1863.  Ese  articulo  dice  esto;  «Se  declara  que  el  Eje- 
cutivo no  tiene  facultad  para  intervenir,  ni  decidir  en  los  negocios  ci- 
viles entre  particulares,  ó  criminales  en  que  solo  se  verse  ofensa  al  de- 
recho privado.»  Y  como  él  delito  de  traición  no  es  de  seguro  un  nego- 
cio criminal  de  esa  clase,  sino  de  los  que  afectan  al  derecho  piiblico,  es 
clarísimo  que  él  no  quedó  comprendido  en  esa  excepción  de  la  ley,  de- 
duciéndose de  esto  que  durante  la  guerra  con  Francia,  quedaron  sus- 
pensas las  garantías  de  que  estoy  hablando,  y  que  es  también  improce- 
dente al  amparo,  por  este  capítulo. 

Pero  aunque  todo  eso  sea  ciento,  se  podrá  replicar,  no  lo  es  menos 
que  la  pena  de  confiscación  es  siempre  inconstitucional,  porque  el  artí- 
culo 22  del  Código  fundamental  la  declara  abolida  upara  siempre.,))  frase 
que  el  texto  legal  no  usa  sino  por  esa  sola  vez,  para  reprobar  las  penas 
que  la  civilización  y  la  filosofía  del  derecho  penal  han  condenado.  Es- 
ta réplica  hace  surgir  luego  esta  cuestión  constitucional:  ¿se  puede  sus- 
pender la  garantía  que  ese  artículo  22  concede,  ó  la  frase  upara  siein- 
pre))  de  que  usa  significa  que  la  confiscación  nunca  se  puede  decretar, 
que  tal  garantía  nunca  se  puede  suspender?  El  articulo  29  resuelve,  en 
mi  sentir,  claramente  esa  cuestión.  El  dice  que  «se  pueden  suspender 
las  garantías  otorgadas  en  esta  Constitución,  con  excepción  de  las  que 
aseguran  la  vida  del  hombre.))  De  este  precepto  se  deduce,  sin  género 
alguno  de  duda,  que  se  puede  también  suspender  la  garantía  que  prohi- 
be la  confiscación. 

¿Pero  el  Congreso  la  suspendió  realmente  en  1863?  Así  lo  creo  yo  en 
virtud  de  la  concoi'dancia  de  las  disposiciones  de  las  leyes  de  27  de  Ma- 
yo de  1863,  de  27  de  Octubre  y  3  de  Mayo  de  1862,  y  de  11  de  Diciem- 
bre de  1861.  Son  tan  amplias  las  autorizaciones  que  esas  leyes  conce- 
dieron al  Ejecutivo  y  restringieron  tanto  al  goce  de  las  garantías  cons- 
titucionales, que  no  es  posible  dudar  que  el  Presidente  haya  tenido  fa- 
cultad para  decretar  la  confiscación,  como  medida  de  guerra  contra  los 
enemigos  de  la  República. 

La  ley  de  11  de  Diciembre  de  1861  facultó  omnímodamente  el  Eje- 
cutivo para  dictar  cuantas  providencias  juzgase  convenientes,  «sm  más 
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restricciones  que  la  ele  salvar  la  independencia  é  integridad  del  terri- 
toi'io  nacional,  la  forma  de  gobierno  establecida  en  la  Constitución  j 
los  principios  y  leyes  de  Reforma.»  La  de  3  de  Mayo  de  1862  prorrogó 
esas  autorizaciones  con  las  limitaciones  expresadas,  y  además  con  la 
de  no  intervenir  en  negocios  judiciales  de  particulares.  La  de  27  de 
Octubre  del  mismo  año  confirmó  lo  dispuesto  en  aquellas  leyes,  agre- 
g-ando  como  nueva  restricción  la  de  no  conti'ariar  las  disposiciones  del 
titulo  IV  de  la  Constitución.  Y  por  último,  la  de  27  de  Mayo  de  1863  re- 
pitió otra  vez  que  continuaran  vigentes  todas  esas  autorizaciones  con 
las  limitaciones  referidas,  y  delegó  además  en  el  Gobierno  la  facultad 
de  celebrar  tratados,  no  pudiendo,  sin  embargo,  admitir  intervención 
alguna. 

¿Qu^'én,  en  vista  de  estas  amplísimas  autorizaciones,  puede  dudar  de 
las  facultades  del  Presidente  Juárez  para  decretar  en  la  ley  de  16  de 
Agosto  de  1863,  la  pena  de  confiscación  de  la  propiedad  del  enemigo 
extranjero  y  sus  aliados?  Mantener  sobre  este  punto  siquiera  un  escrú- 
pulo, seria  no  ya  desconocer  las  leyes  á  que  me  acabo  de  referir,  sino 
hasta  negar  á  la  República  los  derechos  que  en  caso  de  guerra  le  dá  la 
ley  internacional,  para  defender  su  independencia  y  su  soberanía. 

Para  mejor  fundar  esta  opinión  mia,  permítaseme  hacer  siquiera 
breves  observaciones  sobre  este  punto,  visto  á  la  luz  de  las  leyes  iníer- 
nacional  y  constitucional.  Comenzaré  por  sentar  que  niiestra  constitu- 
ción liberal  y  progresista,  como  lo  es,  al  abolir  para  siempre  la  confis- 
cación, no  quiso  ni  con  miicho  formular  un  precepto  que  se  inscribiera 
en  el  Código  de  las  naciones,  sino  solo  proscribir  de  nuestras  leyes  pe- 
nales un  castigo  condenado  por  la  civilización.  De  esta  verdad  da  un 
testimonio  irrefragable  la  fracción  XV  del  artículo  72  de  la  Constitución, 
que  mantiene  el  corso  y  que  sanciona  la  legitimidad  de  la  confisca- 
ción de  las  presas  de  mar  y  de  tierra.  En  ese  texto  constitucional  están 
reconocidos  los  derechos  qiie  la  guerra  da  á  los  beligerantes,  según  la 
ley  de  las  naciones,  entre  los  que  se  cuenta  el  de  la  captura  y  confisca- 
ción de  la  propiedad  enemiga. 

La  Constitución  no  puede  establecer  preceptos  internacionales;  qui- 
so sólo  fijar  el  derecho  público  interir  de  México:  ella  no  intentó  tam- 
poco limitar  con  sus  mandamientos  los  derechos  que  á  la  República,  co- 
mo Nación  soberana  é  independiente,  reconoce  el  derecho  de  gentes^ 
porque  absurdo  é  insensato  es  suponer  que  un  pueblo  acepte  una  Cons- 
titución que  mutile  su  soberanía,  que  abdique  de  los  derechos  de  inde- 
pendencia, de  igualdad,  de  defensa  que  todas  las  naciones  tienen.  Si  se 
quisiera  sostener  que  algún  precepto  constitucional  ha  limitado  uno  so- 
lo de  esos  derechos  internacionales,  sería  do  ello  la  consecuencia  forzo- 
sa, que  obligatorio  para  los  mexicanos,  y  no  para  los  extranjeros,  el  go- 
bierno de  México  quedaría  en  condiciones  muy  desiguales  respecto  de 
los  de  otros  países. 

Esta  consideración  de  evidencia  notoria  me  hace  creer  que  es  falsa 
y  peligrosísima  para  la  autonomía  de  México,  la  teoría  que  asienta  que 
la  Constitución  rige  también  en  asuntos  internacionales:  que  en  una 
guerra  extranjera  México  no  puede  usar  represalias,  ni  retorsión,  ni 
confiscar,  ni  negar,  en  una  palabra,  al  enemigo  las  garantías  individua- 
les. Yo  profeso  otra  teoría  diversa,  la  que  enseña  que  en  esa  clase  de 
asuntos  no  es  la  ley  constitucional,  sino  la  internacional  la  que  define  el 
límite  de  los  derechos  soberanos  de  cada  país:  yo  creo,  como  el  ilustre 
John  L,  Adams,  que:  «El  poder  de  la  guerra  está  solo  limitado  por  las 
leyes  y  usos  de  las  naciones.  Ese  poder  es  formidable,  y  aunque  estric- 
tamente constitucional,  rompe  las  barreras  cuidadosamente  levantadas 
para  la  protección  de  la  libertad,  de  la  propiedad,  de  la  vida.»  i  No  es. 

1    The  war  power  is  limitecl  only  by  the  laws  and  usages  of  nations-  This  power  is  tremendous:  it  is 
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de  oportunidad  discutir  hoy  esas  teorias;  básteme  indicar  las  conside- 
raciones que  he  expuesto,  aun  sin  tomar  en  cuenta  la  opinión  de  Adams 
que  yo  sigo,  para  deducir  de  ellas  que  el  articulo  22,  en  lo  que  á  confis- 
cación se  refiere,  no  es  aplicable  k  asuntos  internacionales. 

Tanto  es  esto  cierto,  tan  constitucional  es  la  confiscación  decretada 
por  la  Eepxiblica,  como  beligcerante,  contra  la  propiedad  enemig-a,  que 
la  fracción  XV  del  articulo  72  citado,  no  deja  la  menor  duda  de  ello;  por 
esto  cuando  México  fué  invitado  por  Francia  á  adherirse  á  la  declara- 
ción de  los  plenipotenciarios  en  el  Congreso  de  Paris  que  abolió  el  cor- 
so en  Marzo  de  1856,  ^  México  se  negó  á  ello,  y  con  razón,  porque  sin 
marina,  siempre  en  caso  de  guerra,  se  privarla  del  único  medio  que  tie- 
ne para  combatir  á  la  marina  enemiga.  Lejos  de  reputar  yo  contraria 
á  la  Constitución  tal  resistencia  del  Gobierno  mexicano  á  abolir  el  corso 
Y  la  confiscación  de  la  propiedad  enemiga  capturada  en  el  mar,  creo 
que  ese  acto  debe  merecer  la  aprobación  de  todo  mexicano. 

Sentadas  ya  estas  verdades,  de  las  que  á  mi  juicio  no  se  puede  du- 
dar, no  queda  ya  por  resolver  sino  esta  cuestión:  ¿pudo  México,  según 
el  derecho  de  gentes,  en  la  guerra  con  Francia,  decretar  y  aplicar  la 
pena  de  confiscación  contra  sus  enemigos?  ¿Pudo  México  confiscar  los 
bienes  que  aquí  en  la  Eepública  adquirió  el'  desgraciado  Archiduque 
Maximiliano,  los  que  pertenecieron  al  Mariscal  Bazaine,  los  que  fueron 
de  la  propiedad  de  Almonte?  Formular  ciertas  cuestiones  es  resolver- 
las: enunciar  ciertas  verdades  es  demostrarlas.  ¿A  qué  fin  citar  autori- 
dades que  comprueben  que  las  naciones  tienen  y  han  eiercido  muy  re- 
cientemente ese  poder  de  confiscar  la  propiedad  del  enemigo?  ¿Para 
qué  invocar  los  nombres  de  publicistas,  para  qué  recordar  las  terribles 
leyes  de  confiscación  de  los  Estados  Unidos  durante  suiíltima  guerra?  2 
Creo  que  sería  perder  el  tiempo  empeñarse  en  esta  demostración. 

Defendiendo,  como  defiendo,  que  México  pudo  confiscar  la  propiedad 
de  sus  enemigos  durante  la  guerra  extranjera,  quiero  hacer  una  expli- 
cación para  que  no  se  atribaya  á  mis  opiniones  una  extensión  que  no 
tienen.  Disto  mucho  de  creer  en  la  barbarie  de  lamáxima  romana  "Ad- 
versus  hostem  feterna  authoritas  esto,»  ni  siquiera  admito  las  doctrinas 
de  los  antiguos  publicistas,  que  declaraban  confiscable  toda  propiedad 
del  subdito  de  la  potencia  enemiga  encontrada  en  el  territorio  del  otro 
beligerante-,  reconozco  y  aplaudo,  por  el  contrario,  los  progresos  de  la 
lev  internacional  en  este  punto,  y  por  esto- no  intento  ni  con  mucho,  afir- 
mar que  se  pudo  confiscar  toda  la  propiedad  francesa  situada  en  la  Re- 
pública al  estallar  la  guerra.  ¿Pero  quién  no  ve  la  inmensa  diferencia 
que  hay  entre  esto  y  el  caso  que  analizo?  ¿Quién  no  comprende  que  la 
excepción  establecida  en  favor  de  extranjeros  pacíficos,  tal  vez  amigos 
de  México,  no  alcanza,  no  puede  alcanzar  á  sus  enemigos,  á  los  que  to- 
maron participio  en  la  guerra,  ya  haciéndola  con  las  armas,  ya  intri- 
o-ando  en  los  gabinetes  europeos  para  que  atentaran  contra  la  indepen- 
dencia de  la  República? 

Aun  cuando,  pues,  el  articulo  22  de  la  Constitución  no  hubiera  sido 
suspendido  por4as  leyes  de  que  antes  he  hablado;  seria  legítima  en  es- 
te caso  la  confiscación,  j  no  podría  por  vía  de  amparo  invalidarse,  tan- 
to porque  ese  ai'tículo  no  tiene  aplicación  en  materias  internacionales, 
como  porque  el  derecho  de  gentes  autoriza  esa  clase  de  medidas  que  no 
son  más  que  el  ejercicio  de  los  derechos  de  la  guerra  que  la  Constitu- 
ción reconoce.  Por  más  que  yo  crea  que  la  confiscación  es  una  peuain- 
sostenible  en  nuestros  Códigos  penales,  como  alguna  vez  lo  he  defendi- 
do ante  esta  misma  Suprema  Corte,  el  caso  presente  cae  bajo  el  domi- 

striotly  constit.utional.  but  it  breaks  down  e'.ery  barrier  so  anxionsly  erected  for  tlie  protectiou  of  liber- 
ty,  of  property,  and  life — Warpowers  under  Constitiition.  pág-  77- 

1  Derecho  internacional  mexicano,  tomo  I,  página  660- 

2  Leyes  de  6  de  Agosto  de  1861  (XJ-  S-  Stat-  at  large,  vol.  XII,  pág.  316);  de  17  de  Julio  de  1862  (obra, 
y  Tol.  cit.,  pág.  589)  y  de  12  de  Marzo  de  1863  {Id.  id.,  pág.  820). 
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nio,de  otras  leyes,  y  no  puede  ser  juzg-ado  simplemente  por  el  derecho 
penal  patrio.  Creo  por  estas  razones,  que  el  amparo  que  tanto  me  ha 
ocupado  no  es  tampoco  procedente  porque  la  confiscación  sea  una  pena 
proscrita  entre  nosotros. 

Debo  ya  poner  fin  á  mi  larga  tarea;  no  sin  temor  de  abusar  de  la 
atención  de  este  Tribixnal  me  he  extendido  tanto  Sírvame  en  todo  caso, 
de  disculpa,  mi  deseo  de  fundar  en  este  gravísimo  negocio,  el  voto  que 
voy  á  dar  negando  el  amparo  pedido. 


La  Suprema  Corte  pronunció  el  fallo  et  estos  términos. 

México,  veinticinco  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve. 
— ^Visto  el  juicio  de  amparo  que  ante  el  Juzgado  19  de  Distrito  de  esta 
capital  ha  promovido  la  Sra.  Dolores  Quesada  de  Almonte,  como  viuda 
y  albacea  de  D.  Juan  Nepomuceno  Almonte,  contra  la  providencia  del 
Ejecutivo  de  la  Unión,  dictada  por  conducto  déla  Secretaria  de  Hacien- 
da en  20  de  Agosto  de  1867,  en  virtud  de  la  cual,  por  el  delito  de  infi- 
dencia, fué  confiscada  la  casa  núm.  10,  sita  en  la  primera  calle  de  San 
Juan,  perteneciente  á  D.  Juan  N.  Almonte,  con  cuya  prowdencia,  en 
sentir  de  la  quejosa,  han  sido  violadas  las  garantías  que  se  consignan 
en  los  artictilos  16,  20,  21,  22,  27  y  50  de  la  Constitución  federal.  Vistos 
el  escrito  de  queja  que  la  interesada  presentó  en  1.5  de  Marzo  del  año 
próximo  pasado;  los  documentos  que  le  son  anexos,  con  lo  que  justificó 
su  personalidad,  así  como  qiie  la  finca  de  que  se  trata  la  hubo  Almonte 
por  compra  que  de  ella  hizo  á  D.  Nathaniel  Davidson  en  26  de  Agosto 
de  1864,  por  escritura  que  pasó  ante  el  Notario  público  C.  Agustín  Ve- 
ra y  Sánchez;  el  informe  rendido  por  la  Secretaria  de  Hacienda  el  22  de 
Marzo  del  mismo  año,  en  que  se  asienta  que,  según  la  ley  de  27  de  Ma- 
yo de  1863,  quedaron  suspensas  las  garantías  individuales  y  el  Ejecu- 
tivo con  facultades  omnímodas,  por  lo  que  pudo  muy  bien  dictar  leyes 
como  la  de  IS  de  Agosto  de  1863,  que  señaló  los  casos  de  infidencia  é 
impuso  la  pena  de  confiscación,  la  cual  s?  llevó  á  efecto  respecto  de  Al- 
monte  por  resolución  de  20  de  Agosto  de  1867,  dentro  del  plazo  prefija- 
do para  las  facultades  omnímodas,  porque  el  Congreso  no  llegó  á  reu- 
nirse sino  muchos  meses  después;  vistos  los  anexos  de  dicho  informe 
con  los  que  se  justifica  que,  previos  los  tres  pregones,  se  sacó  á  remate 
la  casa  niím.  10  de  la  calle  de  San  Juan,  fincando  aquel  en  el  General 
Francisco  Paz,  por  las  dos  terceras  partes  del  avalúo  y  un  peso  más. 
Vistas  las  pruebas  rendidas  por  la  promovente,  y  su  alegato.  Visto  el 
pedimento  fiscal  en  el  sentido  de  que  se  conceda  el  amparo  que  se  soli- 
cita, por  haberse  violado  el  articulo  22  de  la  Constitución  federal,  que 
prohibe  para  siempre  la  pena  de  confiscación.  Vístala  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  fecha  20  de  Julio  del  año  próximo  pasado,  en  que  de 
conformidad  con  lo  pedido  por  el  Promotor  se  concede  el  amparo  soli- 
citado, sirviendo  de  fundamento  que  en  Agosto  de  1867  no  solo  había 
terminado  la  intervención  francesa,  sino  aun  la  guerra  civil,  y  de  con- 
siguiente habían  cesado  las  facultades  extraordinarias  que  concedió 
al  Ejecutivo  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1868.  Y  visto  lo  demás  que  cons- 
ta de  autos. 

Considerando  1?  Que  en  20  de  Agosto  de  1867,  dia  en  que  se  expi- 
dió la  orden  de  confiscación  de  los  bienes  de  D.  Juan  N.  Almonte,  no 
habían  aún  espirado  las  facultades  extraordinarias  que  la  ley  de  27  de 
Mayo  de  1863  concedió  al  Ejecutivo,  porque  ella  dispuso  que  éstas  du- 
rarían «hasta  treinta  días  después  de  la  próxima  reunión  del  Congi-eso 
en  sesiones  ordinarias,  ó  antes  si  terminaba  la  gaerra  con  Francia,»  y 
en  ese  dia  20  de  Agosto  ninguna  de  estas  circunstancias  se  habían  rea- 
lizado. No  se  había  vencido  el  plazo  marcado  en  esa  ley,  porque  después 
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del  31  de  Mayo  de  1863  no  pudo  volver  á  funcionar  el  Congreso,  éino 
hasta  el  8  de  Diciembre  de  1867;  y  no  habiéndose  en  toda  esa  época  te- 
nido periodo  alg-uno  de  sesiones  ordinarias,  ese  plazo  de  treinta  días 
no  había  comenzado  á  correr  en  el  repetido  dia  20  de  Agosto.  Tampoco 
se  había  cumplido  la  condición  designada  en  la  misma  ley,  porque  aun- 
que en  ese  mes  de  Agosto  no  existían  ya  de  hecho  hostilidades  con  Fran- 
cia, y  esta  nación  había  retirado  sus  soldados  del  territorio  nacional,  esto 
no  bastaba,  segiín  el  derecho  de  gentes,  para  hacer  cesar  el  estado  de 
guerra  entre  los  beligerantes,  supuesto  que  lejos  de  haberse  celebrado 
tratado  alguno  que  así  lo  declarase,  ó  de  haberse  renovado  siquiera  de 
hecho  las  relaciones  de  paz,  el  Presidente,  en  su  discurso  de  apertura 
del  cuarto  Congreso,  manifestó  que  estaban  rotos  nuestros  tratados  con 
Francia  y  rotas  también  nuestras  relaciones  con  esa  potencia;  por  otra 
parte,  el  Presidente  Juárez,  en  el  mismo  acto  de  apertura  del  Congre- 
so, declaró  que  en  ese  momento  dejaba  de  hacer  uso  de  las  facultades 
extraordinarias,  declaración  que  el  Congreso  aceptó,  deduciéndose  de 
esto  que  ese  día  es  el  que  se  debe  tomar  como  término  de  las  faculta- 
des extraordinarias: 

Considerando  2? :  Que  las  facultades  extraordinarias  v  amplísimas 
que  la  ley  ^e  27  de  Mayo  de  1863  y  sus  concordantes  de  27  de  Octubre 
y  3  de  Maj^o  de  1862,  de  11  de  Diciembre  y  de  7  de  Junio  de  1861,  con- 
cedieron al  Ejecutivo  para  salvar  la  independencia  nacional,  son  cons- 
titucionales, puesto  que  están  autorizadas  por  la  parte  2^  del  artículo 
29  de  la  Constitución.  Esta  verdad  queda  demostrada  con  las  siguien- 
tes consideraciones:  La  parte  2?  del  articulo  29  dice  literalmente  que 
el  Congreso  «concederá  las  autorizaciones  que  estime  necesarias  para 
que  el  Ejecutivo  haga  frente  á  la  situación.»  Uno  de  los  casos  en  que 
se  debe  considerar  como  necesaria  la  autorización  para  legislar,  es  sin 
duda  cuando,  en  guerra  extranjera,  prevé  el  Congreso  que  su  existen- 
cia es  imposible  y  se  trata  de  salvar  la  independencia  nacional,  comoes 
exactamente  el  caso  que  este  amparo  presenta.  Si  el  tercer  Congreso, 
que  temió  no  poder  volver  á  funcionar  por  la  ocupación  de  la  capital 
por  el  ejército  francés  y  por  los  azares  de  la  guerra,  no  hubiera  conce- 
dido al  Ejecutivo  en  1863  las  facultades  de  legislar,  ó  si  esta  Suprema 
Corte  juzgara  hoy  que  tal  autorización  es  anticonstitucional,  sería  de 
ello  la  consecuencia  precisa,  no  ya  que  todo  lo  que  en  la  guerra  con 
Francia  se  hizo  defendiendo  la  independencia  no  es  más  que  un  atenta- 
do contra  la  Constitución,  sino  lo  que  es  más  grave  aún,  que  México 
desde  el  momento  que  su  Congreso  desaparece  por  las  maquinaciones 
de  sus  enemigos,  no  puede  ya  mantener  sus  derechos  soberanos  ni  de- 
fenderse de  esos  enemigos  interiores  ó  exteriores,  puesto  que  el  Presi- 
dente no  hade  imponer  una  contribución  ni  aumentar  el  ejército,  ni  dis- 
poner de  la  guardia  nacional  de  los  Estados,  ni  expedir,  en  fin,  ley  al- 
guna aun  para  alterar  los  presupuestos  del  tiempo  de  paz,  y  esto,  aun- 
que el  Congreso  le  dé  facultades  para  ello.  Este  argumento  áb  absurdo 
está  puesto  de  manifiesto  por  la  intervención  francesa: 

Considerando  3?  Que  la  ley  de  16  de  Agosto  de  1863  expedida  por 
el  Presidente  en  uso  de  las  facultades  que  le  concedió  la  de  27  de  Mayo 
del  mismo  año,  es  legítima  según  lo  expuesto  en  el  anterior  consideran- 
do? y  que  de  consiguiente  no  procede  contra  ella  recurso  de  amparo: 

Considerando  49  Que  el  articulo  7?  de  esa  ley  de  16  de  Agosto,  que 
facultó  al  Consejo  de  Ministros  para  resolver  las  cuestiones  de  confisca- 
ción, no  viola  el  artículo  21  de  la  Constitución,  supuesto  que  por  las  au- 
torizaciones concedidas  al  Gobierno  quedaron  suspendidas  las  garan- 
tías que  este  artículo  consigna,  porque  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1863  pro- 
rrogó «la  suspensión  de  garantías  ordenada"^por  la  ley  de  27  de  Octubre 
de  1862,  y  la  concesión  de  facultades  otorgadas  al  Ejecutivo,»  y  el  ar- 
tículo 4?  de  esa  ley  de  27  de  Octubre  solo  limita  los  poderes  extraordi- 
narios del  Ejecutivo  en  materias  judiciales  en  estos  literales  términos: 
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«Se  declara  que  el  Ejecutivo  no  tiene  facultad  para  intervenir,  ni  deci- 
dir en  los  negocios  civiles  entre  particulares,  ó  criminales  en  que  solo 
se  verse  ofensa  al  derecho  privado,»  y  siendo  el  delito  de  traición  de  los 
que  afectan  al  derecho  piiblico,  quedó,  por  tanto,  fuera  de  la  limitación 
establecida  por  esta  ley: 

Considerando  5?  Que  aunque  el  articulo  22  de  la  Constitución  orde- 
na que  la  pena  de  confiscación  quede  abolida  para  siempy'e,  no  se  pue- 
de dudar  que  la  garantía  que  sobre  este  punto  consigna  este  articulo, 
puede  también  suspenderse,  puesto  que  el  articulo  29  declara  que  se 
pueden  suspender  las  garantías  otorgadas  en  esta  Constitución,  «con  ex- 
cepción de  las  que  aseguran  la  vida  del  hombre:» 

Considerando  6?  Que  la  concordancia  de  las  leves  de  11  de  Diciem- 
bre de  1861,  de  3  de  Mayo,  de  27  de  Octubre  de  1862,  y  de  27  de  Mayo 
de  1863,  comprueba  que  esa  garantía  fué  también  suspendida  aunque 
no  expresamente.  La  primera  de  esas  leyes  «facultó  omnímodamente  al 
Ejecutivo  para  dictar  cuantas  providencias  juzgara  convenientes,  sin 
más  restricciones  que  la  de  salvar  la  independencia  é  integridad  nacio- 
nal, la  forma  de  Gobierno  establecida  en  la  Constitución  y  las  leyes  de 
Eeforma.»  Estas  amplias  autorizaciones  se  fueron  prorrogando  y  exten- 
diendo hasta  que  en  27  de  Mayo  de  1868  se  facultó  al  Presidente  aun 
para  celebrar  tratados  diplomáticos,  y  todo  esto  con  el  fin  de  salvar  la 
independencia  nacional  amagada  por  la  guerra  francesa.  Y  en  esta  am- 
plitud de  facultades  debe  verse  comprendida  la  de  dictar  las  medidas 
convenientes  contra  los  traidores  que  se  unieron  al  enemigo  extranje- 
ro, medidas  que  no  tendrían  más  restricción  que  la  que  expresa  la  ley, 
de  salvar  la  Independencia,  la  Constitución  y  la  Eeforma.  Enteader, 
pues,  que  quedó  vivo  para  los  traidores  el  precepto  constitucional  que 
prohibe  la  confiscación,  es,  no  ya  desconocer  el  espíritu  que  dictó  aque- 
llas leyes,  sino  contradecir  su  tenor  literal  que  quitó  toda  restricción 
fuera  de  la  expresada,  en  las  medidas  que  el  Gobierno  creyere  conve- 
niente tomar  para  combatir  al  enemigo  extranjero  y  sus  aliados: 

Considerando  7°:  Que  aunque  no  se  debieran  interpretar  en  este  sen- 
tido esas  leyes  que  concedieron  facultades  tan  amplias  al  Ejecutivo, 
tampoco  los  enemigos  de  la  República  en  guerra  extranjera  pueden  in- 
vocar en  su  favor  el  articulo  22  para  el  efecto  de  que  sus  bienes  no  sean 
confiscados,  porque  aunque  este  artículo  declara  abolida  «para  siempre» 
la  confiscación,  esto  debe  entenderse  como  pena  ordinaria  en  nuestros 
códigos  penales,  y  sin  que  tal  precepto  rija  en  materias  internacionales 
y  limite  los  derechos  que  á  los  beligerantes  da  el  derecho  de  gentes.  Es- 
ta verdad,  sobre  todos  los  razonamientos  que  en  su  apoyo  se  pudieran 
aducir,  la  demuestra  con  evidencia  la  fracción  XV  del  artículo  72  de  la 
Constitución,  que  sanciona  el  corso,  reconoce  la  legitimidad  de  las  pre- 
sas de  mar  y  tiei'ra,  y  acepta,  como  no  podía  menos  de  hacerlo,  los  pre- 
ceptos de  la  ley  internacional  respecto  del  derecho  de  paz  y  de  guerra: 
Considerando  8°:  Que  no  pudiendo  la  Constitución  de  la  Repxiblica 
establecer  preceptos  internacionales,  sino  solo  fijar  el  derecho  público 
interior  de  México,  sería  absurdo  aplicarla  á  materias  y  asuntos  que  solo 
regula  la  ley  de  las  naciones,  porque  tal  aplicación  serviría  solo  para  li- 
mitar los  derechos  de  México,  reconocidos  por  esa  ley,  sin  siquiera  la 
esperanza  de  reciprocidd.d  de  parte  del  extranjero,  á  quien  nuestra  Cons- 
titución no  obliga,  siendo  de  este  absurdo  la  consecuencia  precisa,  que 
México,  en  sus  relaciones  internacionales,  quedaría  en  condiciones  muy 
desiguales  respecto  de  los  gobiernos  extranjeros: 

Considerando  9°:  Que  reconocido  por  la  Constitución  el  derecho  de 
confiscación  según  lo  sanciona  la  ley  internacional,  cuando  se  trata  de 
asuntos  en  que  ésta  y  no  aquella  ley  deba  aplicarse,  aunque  no  esté  sus- 
pensa la  garantía  del  artículo  22,  se  puede  confiscar  en  la  República  la 
propiedad  enemiga,  según  la  fracción  XV  del  artículo  72  citado,  y  en 
los  términos  y  modo  definidos  por  el  derecho  de  gentes: 
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Considerando  10:  Que  en  la  guerra  que  México  sostuvo  con  Francia 
no  es  la  Constitución  sino  el  derecho  de  gentes  el  que  define  los  dere- 
chos y  deberes  de  los  beligerantes,  y  que  entre  esos  derechos  está  reco- 
nocido el  de  captura  y  confiscación  de  la  propiedad  enemiga  en  mar  ó 
en  tierra,  sin  que  en  las  limitaciones  que  al  ejercicio  de  ese  derecho  tie- 
nen establecidas  las  teorías  filosóficas  de  los  publicistas  modernos,  se 
cuente  la  de  ios  bienes  del  enemigo  que  pei-sonalmente  hace  la  guerra 
y  cuj^a  propiedad  sea  capturada  por  el  otro  beligerante;  siendo  de  todo 
esto  consecuencia,  que  aunque  no  hubiese  estado  suspensa  la  garantía 
constitucional  relativa  á  la  confiscación,  el  Gobierno  de  México  pudo 
imponerla,  en  ejercicio  de  los  poderes  de  la  guerra  que  le  reconoce  la 
ley  internacional  y  en  representación  de  los  derechos  soberanos  de  la 
Eepiiblica: 

Considerando  11:  Que  esta  Suprema  Corte,  en  ejecutoria  de  2  de  Ju- 
lio de  1869,  juzgando  de  un  caso  semejante,  declaró  que  la  pena  de  con- 
fiscación impuesta  á  los  traidores  por  la  ley  de  16  de  Agosto  de  1863  no 
viola  las  garantías  individuales,  porque  éstas  estuvieron  suspensas  du- 
rante la  guerra,  y  que  esa  ley  es  legítima  como  emanada  de  las  amplias 
facultades  que  al  Ejecutivo  concedieron  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1863  y 
sus  concordantes,  i 

Por  estas  consideraciones,  y  con  fundamento  de  los  artículos  101  y 
102  de  la  Constitución,  se  declara:  Que  es  de  revocarse  y  se  revoca  la 
sentencia  pronunciada  por  el  Juzgado  1°  de  Distrito  de  esta  capital  en 
20  de  Julio  de  1878,  y  se  declara:  Que  la  Justicia  de  la  Unión  no  ampara 
ni  protege  á  D^  Dolores  Quesada  de  Almonte,  como  viuda  y  albacea  de 
D.  Juan  Nepomucemo  Almonte,  contra  la  orden  de  20  de  Agosto  de  1867, 

1    La  sentencia  de  (iVLe  se  habla  es  la  siguiente: 

"México,  Julio  2  de  1869. — Visto  el  juicio  de  amparo  promorido  por  D-  Jacoljo  Sánchez  Navan-o,  por 
sí  y  en  representación  de  la  Sra-  Dona  Apolonia  Berain.  madre  de  él,  y  por  el  Lio-  D-  José  de  Jesús  Cue- 
Tas,  en  representación  de  D.  Carlos  Sánchez  Navarro,  hermano  de  D.  Jacobo.  pidiendo  se  les  ampare  y 
proteja  contra  el  C-  Ministro  de  Hacienda,  por  la  providencia  gubernativa  dictada  en  29  de  Julio  del 
año  próximo  pagado,  que  conmutó  á  los  Navarro  en  malta,  la  pena  de  confiscación  á  (iue  habían  sido 
condenados  como  traidores: 

Considerando:  1  ?  Que  la  pena  de  contiscación  q  ne  se  les  impuso,  emanó  de  las  facultades  de  que  el 
Supremo  Gobierno  estaba  investido  por  las  leyes  de  11  de  Diciembre  de  1861,  2  de  Octubre  de  1862  y  sus 
relativas,  de  la  de  16  de  Agosto  de  1863  y  de  las  circulares  expedidas  sobre  el  particular. 

2.  °  Que  suspensas  las  garantías  constitucionales,  en  virtud  de  las  disposiciones  que  invistieron  de 
facultades  omnímodas  al  Supremo  Gobierno,  éste,  al  dictar  la  contiscación,  obró  dentro  del  círculo  de 
sus  atribuciones,  aplicándola  á  los  Sánchez  NavaiTO,  sin  violar  en  sus  personas  garantía  alguna,  á  que 
no  tenían  derecho  de  acogerse,  por  lo  mismo  de  estar  comprendidos  en  la  ley  de  16  de  .íi-gosto  de  1863: 

3.  °  Que  dictada  la  ley  de  12  de  Agosto  de  1867,  en  virtud  de  las  omnímodas  facultades  de  que  el  Su- 
premo Gobierno  se  hallaba  investido,  cuya  ley  supone  la  suspensión  de  garantías,  no  piaede  decirse  que 
la  aplicación  de  ella  á  los  Sánchez  Navarro  sea  arbitraria,  ni  ilegal,  ni  que  conculque  garantías  constitu- 
cionales de  que  no  gozaban  los  reos  de  traición,  y  que  menos  puede  desconocerse  por  los  Sánchez  Nava- 
rro la  facultad  del  Supi-emo  Gobierno  de  conmutar  en  multa  la  confiscación,  pues  á  más  de  teaerla  iDor 
la  precitada  ley  de  12  de  Agosto  de  1867,  los  mismos  Sánchez  Navarro,  en  virtud  de  ella,  impetraron  del 
Supremo  Gobierno  la  conmutación,  según  aparece  de  este  juicio. 

4.  °  Que  si  en  dicha  conmutación  la  imposición  de  la  multa  importa  mayor  ó  menor  cantidad,  esto 
tampoco  puede  decirse  que  viole  garantía  alguna,  porque  no  hay  tasa  en  la  ley  para  la  multa  y  porque  la 
concesión  de  una  gracia,  como  lo  es  convertir  en  multa  la  confiscación,  no  importa  la  violación  de  ga- 
rantía ninguna. 

5.  °  Que  respecto  de  la  Sra.  Doña  Apolonia  Berain  no  se  ha  probado  que  haya  díctádose  providen- 
cia alguna  contra  los  bienes  que  ella  tenga,  ni  por  lo  mismo  que  se  haya  violado  en  su  persona  garantía 
ninguna,  por  lo  cual,  si  ha  resentido  algún  qoeb'-anto  en  sus  bienes  par  la  imposición  de  la  multa  á  sus 
hijos,  puede  remediarlo  usando  de  los  recursos  ordinarios  y  legales  que  le  competan: 

6-  °  Que  mientras  no  se  pruebe  que  hay  violación  d.f  garantías,  no  es  de  otorgarse  amparo  y  protec- 
ción de  ellas;  y 

7-  °  Que  en  el  alegato  de  los  quejosos  se  usa  de  conceptos  y  de  palabras  .jue  por  su  irrespetuosidad 
y  falta  de  acatamiento  á  la  ley  y  á  la  autoridad,  llaman  notablemente  la  atención,  se  decreta:  !•  °  Que 
se  contlrma  la  sentencia  pronunciada  por  el  Juzgado  de  Distrito  de  México,  en  17  del  mes  próximo  pasa- 
do, que  declara:  que  la  Justicia  de  la  Unión  no  ampara  ni  proteje  á  D.  Jacobo  y  á  D-  Carlos  Sánchez 
Navarro  contra  la  providencia  del  C'.  Ministro  de  Hacienda  que  conmutó  en  malta  la  pena  de  confisca- 
ción que  se  les  impuso,  y  que  de  conformidad  con  lo  que  ordena  el  artículo  16  de  la  ley  de  20  de  Enero  de 
este  año,  se  les  condena  en  doscientos  pesos  de  niiüta:  2-  °  Se  dejan  á  salvo  sus  derechos  á  la  Sra-  Be- 
rain,  para  que  pueda  reivindicar  los  bienes  de  su  propiedad:  3.  °  Téstense  las  ijalabras  injvxriosas  que 
hay  en  el  alegato;  y  se  extraña  seriamente  al  Lie.  D.  José  de  Jesús  Cuevas  por  su  falta  de  respeto  á  las 
leyes  y  á  la  autoridad:  4.  °  Con  copia  de  esta  sentencia,  que  se  publicará  por  los  periódicos,  devuélvanse 
sus  actuaciones  al  Juez  de  Distrito  para  los  efectos  consiguientes,  y  archívese  á  su  vei  el  Toca. 

Así  lo  decretaron,  por  unanimidad  de  votos  respecto  del  primer  punto,  y  por  mayoría  respecto  délos 
demás,  los  CC.  Presidente  y  Ministros  que  formaron  el  Tribunal  Pleno  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron:— Presidente,  Pedro  Oga»ón — Magistrados,  Vicente  Riva 
Palacio — J.  M.  Lafragua — P.  Ordaz — Joaquín  Cardoso — José  JI.  Castillo  Velasco.—M.  Auza — S.  Guz- 
mán — L.  Velázquez — M.  Zavala — José  García  Ramíreü — Luis  M-  Aguilar,  Secretario- 
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expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  y  en  virtud  de  la  que  fué  con- 
fiscada la  casa  núm.  10  de  la  1^  calle  de  San  Juan. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juez  de  Distrito  que  las  elevó  á  re- 
visión, acompañándole  testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos  con- 
siguientes: publiquese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Asi,  por  mayoría  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presiden- 
te y  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Corte  Sviprema 
de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — Ignacio  L. 
Vallarta. — Ignacio  M.  Altamirano. — Ezequiel  Montes. — Manuel  Alas. — 
Jb.se  María  Bautista. — Juan  AL  Vázquez. — Eleiiterio  Avila.  —  Simón 
Guzmán. — José  Manuel  Saldaña. — José  Eligió  Muñoz. — Enrique  Lau- 
da, secretario. 

Nota.— El  Diaeio  Oficial  publicó  los  documentos  relativos  á  este  amparo,  en  suplementos  á  sus 
números  correspondientes  á  los  días  3,  4  y  5  de  Marzo  de  1879- 


EJECUCIÓN  DE  SENTENCIAS  DE  AMPARO  CONTRA  EL  ERARIO 
POR  DEVOLUCIÓN  DE  CONTRIBUCIONES. 

¿Las  rentas  públicas  pueden  ser  embargadas?  ¿Puede  decretarse  el  apre- 
mio contra  el  Erario? — Interpretad Ó7i  de  los  artículos  y2,  fracciones  VII y 
VIII,  y  iig  de  la  Constitución. 


Diversas  personas,  que  habían  obtenido  aiiipai-o  contra  el  pago  de  contri^ 
buciones  ó  impuestos  decretados  por  los  Estados  ola  Federación,  ocurrieton 
á  la  Supreina  Cojde,  vistas  las  resistencias  que  las  oficinas  de  Hacienda  opo- 
nían para  devolver  lo  que  indebidamente  habían  percibido,  pidiéndole  que 
dictara  órdenes  aptemiantes  áfin  de  que  sus  ejecutorias  se  cumplieran. — Dis- 
cutido este  asunto  en  las  audiencias  de  los  días  S,  9  y  14^  de  Abril  de  iSjg,  el 
C.  Vallarla  fundó  su  voto  en  las  siguientes  razones: 

Considero  importante  y  de  muy  graves  consecuencias  el  negocio  con 
que  se  acaba  de  dar  cuenta,  y  no  estoy  conforme  con  los  pedimentos 
del  señor  Fiscal,  que  consiiltan  se  devuelva  al  inferior  este  expediente 
para  que  proceda  á  ejecutar  la  sentencia  de  esta  Corte  de  22  de  Noviem- 
bre de  1875,  como  lo  manda  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869. 

En  esta  ocasión  se  trata  de  hacer  un  embargo  en  las  rentas  del  Es- 
tado de  Veracruz,  por  una  cantidad  bien  pequeña  por  cierto;  pero  como 
la  resolución  que  se  va  á  dictar  será  el  precedente  que  se  siga  en  los 
otros  negocios  semejantes  que  existen  ya  en  la  secretaria  de  este  Tri- 
bunal y  en  los  que  en  lo  sucesivo  ocurran,  no  es  el  interés  pecuniario 
que  aqui  se  versa,  sino  la  cuestión  de  principios  la  que  da  importancia 
á  este  asunto. 

En  los  negocios  de  la  naturaleza  del  presente,  se  trata,  como  he  di- 
cho, de  que  las  ejecutorias  en  juicios  de  amparo  contra  el  Erario  local 
ó  federal  se  lleven  á  efecto  con  los  apremios  que  establece  el  articulo 
20  de  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869,  considerando  á  los  Estados,  á  la 
Unión  misma,  comprendidos  en  el  precepto  de  ese  articulo.  ¿Es  esto  po- 
sible? ¿Es  constitucional?  ¿Se  pueden  en  alguna  vez  decretar  providen- 
cias de  apremio  contra  el  Erario  para  obligarlo  por  la  fuerza  á  pagar  lo 
que  debe?  Hé  aquí  las  cuestiones  que  hay  que  resolver  y  que  yo  paso 
á  examinar. 

Poco  es  necesario  meditar  para  comprender  que  consideraciones  más 
altas  que  las  que  el  derecho  civil  invoca  para  autorizar  el  embargo,  la 
via  de  apremio  contra  los  bienes  de  un  particular,  hasta  despojándolo 
de  toda  su  fortuna  y  poniéndolo  en  concurso,  son  las  que  han  inspirado 
á  la  ley  constitucional  en  los  países  cultos  para  arreglar  estas  materias 
muy  de  otro  modo,  tratándose  de  Naciones  ó  Estados  deudores.  Y  si  bien 
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á  nadie  hasta  hoy  ha  ocurrido  el  absurdo  de  que  éstos  puedan  ser  con- 
cursados cuando  no  paguen  á  sus  acreedores,  si  se  ha  pretendido  que 
se  emplee  el  apremio  para  que  satisfagan  ciertas  deudas,  sin  considerar 
que  esta  pretensión  lleva  á  aquel  absurdo,  sin  tener  en  cuenta  que  tal 
apremio  es  incompatible  con  la  soberanía  de  que  las  Naciones  gozan,  sin 
recordar  que  los  pagos  dfel  Erario  tienen  que  regularse  por  las  prescrip- 
ciones de  los  presupuestos,  y  presupuestos  que  á  los  tribunales  no  es  lí- 
cito alterar. 

No  me  ocuparé  de  refutar  el  absurdo  de  que  á  un  Estado  se  le  pue- 
da concursa!-.  El  concurso  para  las  Naciones  seria  su  muerte,  y  seria 
inconcebible  que  los  tribunales  de  un  pais  despojasen  á  éste,  no  ya  de 
sus  atributos  soberanos,  sino  de  su  vida  misma,  poniendo  á  disposición 
de  sus  acreedores  las  rentas  con  que  todos  los  servicios  piibücos  se  re- 
tribuyen      De  absurdo  de  tal  tamaño  no  hay  id  para  qué  hablar; 

pero  sí  es  oportuno  hacer  notar  que  á  él  necesaria  y  fatalmente  lleva  la 
teoría  que  voy  á  impugnar,  la  de  que  el  Estado  está  tujeto  á  embargos 
ó  apremios  para  el  pago  de  deudas,  porque  desde  el  momento  en  que 
esta  vía  quede  abierta  para  un  acreedor,  la  justicia  tiene  que  conceder- 
la á  todos,  y  entonces  la  necesidad  trae  inexcusablemente  el  concurso. 

Teoría  que  esas  consecuencias  engendra,  no  es  aceptable;  debe  por 
precisión  ser  falsa.  Para  analizarla  en  todas  sus  relaciones,  es  necesa- 
rio someterla  al  imperio  de  la  ley  constitucional,  porque  sólo  esta  ley 
que  fija  las  atribuciones  de  los  poderes  públicos,  nos  puede  decir  si  los 
tribunales  tienen  facultades  de  embargar  al  Erario,  con  ó  sin  limitación 
alguna,  pudiendo  ó  no  llegar  con  esos  embargos  hasta  el  concurso.  Y 
aunque  desde  luego  salta  á  la  vista  la  reflexiÓQ  de  que  una  Constitu- 
■ción  que  provee  de  medios  de  conservación  y  de  defensa  para  la  exis- 
tencia de  un  país,  sería  insensata  si  diera  á  algún  poder  público  lá  fa- 
cultad de  matar  á  un  pueblo  en  su  soberanía,  es  bueno  no  contentarse 
con  esa  reflexión  general,  sino  descender  á  los  pormenores  de  un  aná- 
lisis minucioso. 

Creo  que  las  conclusiones  que  quiero  afirmar,  parecerán  más  sóli- 
das, si  en  mi  estudio  comprendo  no  sólo  á  nuestra  Constitución,  sino  á 
Ib,  de  países  que  tenemos  con  razón,  como  modelos.  Me  permito,  pues, 
comenzar  ese  estudio,  diciendo  lo  que  en  Inglaterra  y  en  los  Estados 
Unidos  disponen  las  leyes  en  materia  de  embargos  de  las  rentas  públi- 
cas. 

Enumerando  Blackstone  las  prerrogativas  de  la  Corona,  asienta  que 
«ninguna  acción,  ningún  procedimiento  se  puede  intentar  contra  el 
Rey,  ni  aun  en  materias  civiles,  porque  ningún  tribunal  tiene  jurisdic- 
ción sobre  él;»  pero  sin  que  por  esto  los  ingleses  estén  destituidos  de  re- 
medio, en  el  caso  que  la  Corona  invada  sus  derechos,  «porque  si  una 
persona  tiene  en  materia  civil  alguna  justa  reclamación  contra  el  Rey, 
éste  puede  ser  demandado  en  la  Corte  de  la  Cancillería,  en  donde  el 
Canciller  administra  justicia  como  materia  de  gracia,  aunque  no  por 
apremio.  Esto  es  enteramente  conforme  con  lo  que  enseñan  los  escri- 
tores de  derecho  público.»  Y  después  de  citar  á  PufFendorf,  según  el 
que  un  subdito  no  tiene  medios  de  compeler  al  soberano  á  ctimplir  un 
contrato,  ó  á  pagar  una  deuda,  concluye  Blackstone  con  afirmar  que 
«el  fin  de  la  dem.anda  (que  el  inglés  puede  entablar  contra  el  Rey)  no 
es  apremiar  al  soberano  á  cumplir  el  contrato,  sino  persuadirlo  que  lo 
haga.»  1 

Los  Estados  Unidos  (y  consultar  sus  leyes  es  para  nosotros  casi  una 
necesidad,  cuando  queremos  hacer  un  estudio  de  legislación  constitu- 
cional comparada,  supuesta  la  semejanza  de  nuestras  instituciones  con 
las  de  ese  pueblo)  los  Estados  Unidos  han  adulterado  en  este  punto  las 
teorías  inglesas  y  exagerado  la  idea  de  la  seberanía  hasta  un  límite  que 

1    Comentaries  on  the  laws  oí  England— Edic-  of  Philaclelphia  1868,  vol-  1,  pág.  242. 
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la  justicia  reprueba.  Mejor  que  decirlo  yo,  es  oír  lo  que  Story  enseña 
sobre  este  punto:  «Debe  observarse  que  este  texto  (articulo  3.°,  Sección 
2.°^  de  la  Constitución)  no  autoriza  á  tribunal  alguno  para  conocer  de 
los  juicios  en  que  los  Estados  Unidos  sean  parte,  de  tal  modo  que  se 
pueda  intentar  una  demanda  contra  ellos  sin  el  consentimiento  del  Con- 
greso      Es  una  máxima  reconocida  por  el  derecho  de  gentes  que 

es  inherente  á  la  naturaleza  de  la  soberanía,  no  ser,  sin  su  consenti- 
miento, arrastrada  á  un  juicio  por  la  demanda  de  un  particular.  Esta 
prerrogativa  es  un  atributo  de  la  soberanía  perteneciente  á  cada  Esta- 
do de  la  Unión,  y  fué  también  retenida  por  el  Gobierno  nacional.»  Y 
Story  como  Blackstone  en  su  caso,  se  pregunta  «si  los  ciudadanos  ame- 
ricanos están  destituidos  de  todo  remedio  contra  los  abusos  del  Gobier- 
no,» y  por  lo  que  hace  al  punto  que  analizo,  se  expresa  en  estos  térmi- 
nos: «Con  respecto  á  los  contratos  del  Gobierno  nacional,  la  dificultad 
es  aun  mayor,  porque  como  él  no  puede  ser  enjuiciado  sino  con  con- 
sentimiento del  Congreso la  sola  reparación  que  se  puede  obte- 
ner, es  por  medio  del  mismo  Congreso,  ya  sea  en  virtud  de  una  ley  ge- 
neral para  que  ciertas  reclamaciones  sean  decididas  por  los  tribunales, 
ja,  por  virtud  de  una  ley  especial  en  favor  de  persona  determinada.  En 
ambos  casos,  sin  embargo,  la  reparación  sólo  depende  del  Congreso  y 
ella  no"  puede  hacei'se  sin  su  permiso.  El  remedio,  pues,  en  estos  casos 
consiste  en  una  apelación  á  la  justicia  de  la  Nación  en  aquel  foro,  y  no 
en  una  Corte  de  Justicia.»  ^ 

A  pesar  de  que  estas  teorías  están  aceptadas  por  otros  publicistas  y 
consagradas  en  varias  ejecutorias  de  la  Suprema.  Corte  de  los  Estados 
Unidos  y  constituyen  la  ley  en  esta  materia,  el  ilustrado  comentador 
que  acabo  de  citar,  Story,  no  termina  sus  observaciones  sobre  este  pun- 
to, sin  reconocer  la  supei'ioridad  de  la  ley  inglesa  sobre  la  americana, 
sin  expresar  su  deseo  de  que  se  reformen  las  constituciones  de  los  Es- 
tados y  auH  la  federal  en  el  sentido  de  que  «las  demandas  contra  la 
Unión  ó  los  Estados  puedan  ser  decididas  por  los  tribunales,  y  que  una 
vez  falladas,  el  pago  se  pueda  hacer  por  el  tesoro,  en  virtud  de  la  debi- 
da asignación  en  el  presupuesto.»  - 

Hemos  visto  ya  lo  que  las  lej^es  inglesa  \  americana  disponen  res- 
pecto de  las  demandas  que  se  intentan  contra  el  Estado,  y  sabemos  que 
el  mismo  Story,  conocedor  muy  competente  de  los  defectos  de  las  insti- 
tuciones de  su  país,  y  abogando  por  su  reforma,  se  cuida  mucho  de 
proponer  como  tal  la  sumisión  del  Estado  al  embargo,  el  pago  de  deu- 
das no  aprobadas  por  el  presupixesto.— Examinemos  ahora  nuestra  le- 
gislación para  terminar  el  estudio  comparativo  que  me  está  ocupando. 

No  citaré  algunas  antiguas  leyes  españolas  que  reconocieron  y  co- 
menzaron á  consagi-ar  la  verdad  de  que  los  pueblos,  aunque  personas 
jurídicas,  no  pueden  estar  sujetos  á  embargos  y  apremios  como  los  par- 
ticulares, embargos  que  hacen  imposible  la  administración  hasta  muni- 
cipal; no  diré  tampoco  que  en  la  legislación  que  España  nos  legó,  ja- 
más se  desconoció  el  principio  de  que  el  Estado,  la  Nación,  está  exento 
de  embargos  decretados  por  los  tribunales:  ^  tampoco  mencionaré  di- 

1  Comentaries  on  the  Constitutiou  of  the  United  States,  núm.  1,675  á  1,677- 

2  Loe-  cit — núm.  1.678- 

3  He  aciuí  como,  hablando  sobre  esta  materia,  se  expresa  la  "Enciclopedia  española  de  Derecho  y 
Administración-"  ¿Es  nuevo- es  inusitado  en  España  que  por  deudas  de  la  Administración  np  pueda 
precederse  ejecutivamente''  Desde  luego  diremos  que,  cuando  se  trata  de  la  alta  Administración,  de  la 
central  del  Estado,  no  oreemos  que  á  nadie  le  haya  ocurrido  que  debía  poder  procederee  ejecutivamen- 
te contra  ella  por  los  tribunales. 

Y  no  será  por  falta  de  ocasión,  porque  demasiado  sabido  es  generalmente  que  en  los  grandes  con- 
flictos porque  ha  pasado  el  país,  en  los  ahogos  del  tesoro,  en  la  imposibilidad  de  cubrir  todas  las  aten- 
ciones púbUcas  que  pesaban  sobre  el  Estado,  ha  habido  repetidas  y  desgraciadas  épocas  en  que  no  se 
han  podido  satisfacer  obligaciones  muv  sagradas,  ni  los  intereses  de  la  deuda  de-1  Estado,  ni  con  regula- 
ridad los  sueldos  de  los  empleados  públicos-  Al  contrario,  quedando  en  descubierto  por  estas  diferentes 
clases  de  obligaciones  sumas  considerables,  ciando  se  ha  vuelto  otra  ve?,  á  la  regularidad  y  al  orden 
se  les  ha  satisfecho  con  valores  que  leaíau  en  el  mercado  un  precio  bastante  inferior  al  crédito  que 
extinguí  an._ 

Y  entre'  estas  obligaciones  había  algunas  q'ie  tenían  rentas  ó  bienes  públicos  hipotecados  á  su  sa- 
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versas  órdenes  administrativas  de  nuestros  gobiernos  nacionales,  como 
la  de  3  de  Julio  de  1828,  ^  que  prohibían  á  los  tribunales  decretar  apre- 
mios y  aun  dar  órdenes  de  pago  contra  el  Erario,  ni  aun  á  titulo  de  de- 
volución; á  mi  propósito  basta  invocar  una  ley  que,  expedida  por  el 
Congreso  federal,  es  más  respetable  que  todas  aquellas  órdenes.  Es  la 
de  17  de  Abril  de  1850  ^  Dispone  ella  en  su  artículo  1.^  que  la  Supre- 
ma Corte,  en  las  demandas  de  particulares  contra  la  Nación,  «declarará 
el  derecho  de  las  partes  con  entera  sujeción  á  las  leyes,»  pero  sin  me- 
noscabar las  facultades  que  el  Congreso  tiene  para  votar  los  presupues- 
tos, designar  garantías  para  el  pago  de  la  deuda,  amoi'tizarla,  etc.  El 
artículo  2.^  dice  esto  literalmente:  «La  Corte  de  Justicia  no  puede  des- 
pachar mandamientos  de  ejecución  ni  dictar  providencias  de  embargo 
contra  los  caudales  ó  rentas  piiblicas.  Cuando  de  su  decisión  se  siga 
que  debe  hacer  im  pago  el  Gobierno,  éste  lo  verificará,  si  cabe  en  el 
presupuesto,  y  en  caso  contrario,  ó  ctiando  faltaren  fondos,  dará  inme- 
diatamente cuenta  á  las  Cámaras  para  que  los  proporcionen.»  Y  en  el 
articulo  4.°  se  hace  extensiva  esta  disposición  á  los  tribunales  de  Cir- 
cuito y  Juzg-ados  de  Distrito. 

Esa  ley,  como  aparece  de  su  simple  lectura,  es  superior  no  sólo  á  la 
americana,  sino  á  la  inglesa,  la  que  Stor}»-  tanto  elogia,  y  en  cuyo  sen- 
tido desea  que  se  reforme  la  de  su  país.  En  México  no  sólo  no  se  nece- 
sita el  consentimiento  del  Congreso  para  demandar  á  la  Nación,  sino 
que,  confoi-me  al  Código  fundamental,  ^  la  Suprema  C®rte  decide  y  fa- 
lla esa  demanda  conforme  á  las  leyes,  con  estrict^  justicia  y  no  como 
materia  de  gracia,  como  lo  hace  la  Corte  de  la  Cancillería  en  Inglate- 
rra. En  este  punto  nuestra  legislación  está,  pues,  muy  más  adelantada 
que  en  aquellos  países.  Pero  tratándose  de  embargos,  la  ley  mexicana, 
como  la  inglesa  y  la  americana,  los  prohibe  expresamente,  reputándo- 
los un  atentado  contra  la  buena  administración  pública,  una  invasión 
del  Poder  Judicial  en  las  atribuciones  del  Legislativo. 

Pero  tener  una  ley  más  perfecta,  más  justa  que  las  extranjeras,  con 
las  que  se  pueda  comparar,  no  basta  para  poder  resolver,  conforme  á 
ella,  los  negocios  de  que  nos  ocupamos,  porque  si  esa  ley  no  estuviese 
ya  vigente,  si  ella  no  fuere  constitucional,  este  Tribunal  no  podría  ni 
citarla.  Debo  por  éste,  ante  todo,  poner  fuera  de  duda  el  vigor  de  esa 
ley,  demostrando  además,  que  ella  no  es  más  que  la  reglamentrción  de 
las  prescripciones  constitucionales  vigentes. 

Esa  ley  se  expidió  por  el  Congreso  federal  en  observancia  y  para  el 
mejor  cumplimiento  de  los  preceptos  de  la  Constitución  de  1824  que  en- 
tonces regia.  Esta  Constitución  enumeraba,  entre  las  facultades  exclu- 
sivas del  Congreso,, las  siguientes:  kVIII.  Fijar  los  gastos  generales,  es- 
tablecer las  contribuciones  necesarias  para  cubrirlos determinar 

su  inversión IX.  Contraer  deudas  sobre  el  crédito  de  la  Federa- 
ción y  designar  garantías  para  cubrirlas.  X.  Reconocer  la  deuda  na- 
cional j  señalar  medios  para  consolidarla  y  amortizarla. •»  *  Y  de  estos 
preceptos,  la  ley  de  17  de  Abril  dedujo  con  razón  que  el  Poder  Judicial 
invadiría  las  facultades  del  Legislativo,  si  él  aumentara  los  gastos  ge- 
nerales, incluyendo  en  el  presupuesto,  por  medio  de  embargos,  pagos 
de  deudas  que  él  no  autoriza:  si  con  autos  de  exequendo  mandara  pa- 
gar la  deuda  nacional  en  todo  ó  en  parte;  esa  ley  consideró  que  la  ad- 

tisfacción-  Sin  embargo  en  medio  de  las  aagustias  en  que  se  vieron  constituidos  muchos  que,  á  pesar 
<te  lo-  capitale.'í  á  que  eran  acreedores,  se  velan  reducidos  hasta  la  indigencia,  por  no  cumplir  el  Estado 
con  el  reintegi-o  de  lo  recibido,  ó  con  el  pago  de  los  intereses  estipulados,  ninguno  pedía  ejecutivamente 
contra  el  Tesoro,  ni  aui>  contra  las  rentas,  especialmente  hipotecadas  al  pago,  y  se  hubiera  tenido  por 
poco  avisado  ó  por  mal  dirigido,  al  que  por  tan  extraviado  camino  se  propusiera  llegar  al  término  ape- 
tecido- '—Tomo  XI,  verb.  '-Competencia,"  pág-  118- 

1    Aimq-t^e  esta  orden  no  se  encuentra  en  la  colección  de  Dublán  y  Lozano,  puede  ver=e  en  la  Ee- 
cop .  de  Arrlllaga,  tomo  correspondiente  al  año  1828,  p.  211. 
2    Colección  de  Dublán,  tomo  5  ° ,  pág.  691. 

3  Artl  98  de  la  Const-  federal- 

4  Art-  50  de  la  Const-  de  1824- 
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ministración  Ueg'avía  al  caos,  si  los  tribunales  siguiendo  la  vía  de  apre- 
mio contra  el  Erario,  dejaran  sin  pag'O  los  servicios  piiblicos  más  ur- 
gentes, disponiendo  de  las  rentas  para  satisfacer  á  acreedores,  j  ella 
prohibió  todo  eso  de  la  manera  más  completa.  Con  esto  obsequió  no  sólo 
los  preceptos  constitucionales,  sino  las  indicaciones  más  claras  del  buen 
sentido. 

Nuestra  Constitución  vigente,  la  de  5  de  Febrero  de  1857,  no  sólo  no 
contiene  nada  que  sea  contrario  á  lo«  preceptos  que  he  copiado  déla  de 
1824,  sino  que  por  el  contrario  los  consagra,  casi  reproduciéndolos  con 
las  mismas  palabras.  Efectivamente,  las  fracciones  VII  (hoy  VI,  letra  A 
el  articulo  72  reformado)  y  VIII  del  articulo  72  de  la  actual  Constitu- 
ción de  1857,  son  concordantes  de  aquellas  fracciones  VIII,  IX  y  X,  del 
articulo  50  de  la  de  1824: — Dicen  esos  preceptos  del  articulo  72,  que  el 
Congreso  tiene  facultad:  «Vlf.  Para  aprobar  el  j^resiqyuesto  de  los  gas- 
tos de  la  Federación . . . .  é  imponer  las  contribuciones  necesarias  para 
cubrirlo.  VIII.  Para  daj"  bases  bajo  las  cuales  el  Ejecutivo  pueda  cele- 
brar empréstitos  sobre  el  crédito  de  la  Nación;  para  aprobar  esos  mis- 
mos empréstitos  y  para  mand.ar  reconocer  y  pagar  la  deuda  nacional.» 
La  lógica  sola,  sin  necesidad  de  ley  alguna,  deduce  estas  consecuencias 
de  esos  preceptos:  luego  los  tribunales  no  pueden  alterar  los  presupues- 
tos, incluyendo  en  el  de  egresos  pagos  ó  devoluciones  que  no  autoriza 
ninguna  de  sus  partidas:  luego  los  tribunales  no'  pueden  maiidar  pagar 
ni  toda  ni  siquiera  una  parte  de  la  deuda  nacional,  sin  que  el  Congreso 
así  lo  disponga,  después  de  calcular  si  ese  pago  es  compatible  con  la 
retribución  de  otros  servicios  que  ningiin  país  culto  puede  posponer  á 
otras  atenciones,  después  de  saber  si  el  pueblo  está  en  condiciones  de 
soportar  el  recargo  en  el  impuesto  que  se  necesite  para  que  el  Erario 
tenga  fondos  de  qué  pagar.  La  ley  de  17  de  Abril  de  1850,  es,  pues,  no 
contraria,  esta  extrema  conchxsión  es  forzosamente  aceptable,  sino  con- 
cordante, reglamentaria  de  los  preceptos  que  acabo  de  analizar  de  la 
Constitución  de  1857. 

Ahora  bien,  como  después  de  esa  fecha  ninguna  ley  se  ha  expedido 
que  derogue,  modifiqtie  ó  altere  la  tantas  veces  citada  de  Abril  de  1850, 
es  clarísimo,  es  evidente  que  ella  hoy  conserva  todo  su  vigor.  Demos- 
trar esto,  aquí,  en  este  Tribunal,  es  enteramente  inútil;  porque  su  prác- 
tica diaria,  lo  que  él  hace,  es  un  testimonio  irrefragable  de  esta  verdad: 
á  falta  de  leyes  orgánicas  de  la  actual  Constitución,  debe  recurrirse  á 
las  anteriores  expedidas  en  tiempo  de  la  Constitución  de  1824,  para 
aplicarlas  en  todo  aquello  qiie  no  pugne  con  las  prescripciones  del  Có- 
digo fundamental  vigente.  Un  solo  hecho  entre  mil  que  podría  citar, 
pone  á  esa  verdad  fuera  de  toda  duda:  por  falta  de  ley  orgánica  de  los 
tribunales  federales  posterior  á  1857,  esta  Suprema  Corte  administra 
justicia  conforme  á  las  leyes  de  14  de  Febrero  de  1826,  y  de  22  de  Mayo 
de  1834.  Ante  este  elocuentísimo  hecho,  es  inexcusable  el  reconocimiec- 
to  del  pleno  vigor  de  la  ley  de  17  de  Abril  de  1850.  La  lóg-ica,  la  pi-ác- 
tica  y  la  razón,  apoyan  de  consuno  e.sta  verdad. 

Pero  ¿puede  la  tantas  veces  citada  ley  de  17  de  Abril  de  1850  tener 
aplicación  en  el  recurso  de  amparo?  Esa  ley,  que  ni  conoció  esta  bené- 
fica y  liberal  institución,  ni  menos,  en  consecuencia,  pudo  tenerla  pre- 
sente en  las  prohibiciones  qiie  estableció,  ¿puede  impedir  que  una  sen- 
tencia de  amparo  produzca  su  efecto  natural,  el  de  restituir  las  cosas  al 
estado  que  tenían  antes  de  violarse  la  Constitución?  Para  responder  ne- 
gativamente á  estas  preguntas;  para  sostener  que  ante  el  fin  siipremo 
del  reciirso  de  amparo,  la  reparación  de  los  efectos  de  la  violación  de 
las  garantías,  debe  aún  aceptarse  la  necesidad  de  embargar  las  rentas 
públicas,  se  puede  invocar,  se  invoca  de  hecho  la  lej"  de  20  de  Enero  de 
1869,  que  en  sus  artículos  del  18  al  23,  establece  el  procedimiento  que 
se  debe  seguir  en  la  ejecución  de  las  sentencias  en  este  recurso;  deter- 
minando el  apremio  que  se  puede  decretar  contra  la  autoridad  respon- 
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sable  y  sxi  inmediato  superior,  apremio  que  llega  hasta  el  empleo  de  la 
fuerza  piiblica  «si  el  caso  lo  permite,»  dice  la  ley,  hasta  el  encausamien- 
to  de  la  autoridad  y  su  superior,  y  todo  esto  sin  hacer  excepción  algu- 
na en  favor  del  Erario,  cuando  para  reponer  las  cosas  al  estado  que  te- 
nían antes  de  violarse  la  Constitución,  haya  necesidad  de  obligarlo  á 
devolver  alguna  cantidad  que  haya  percibido  anticonstitucionalmente, 
y  que  no  quiera  ó  no  pueda  reintegrar.  Esta  ley,  se  dirá,  deja  sin  apli- 
cación en  los  casos  de  amparo,  la  de  17  de  Abril  de  1850,  porque  ella  es 
posterior  á  ésta,  porque  es  la  orgánica  del  recurso  de  amparo.  A  la  ley 
de  1869  y  no  á  la  de  1850,  hay,  pues,  que  atenerse  exclusivamente.  Creo 
haber  presentado  en  toda  su  fuérzala  argumentación  á  que  procuro  dar 
respuesta. 

Aunque  no  es  enteramente  exacto  que  la  ley  de  1850  no  conociera 
la  institución  del  amparo,  porque  el  articulo  25  de  la  Acta  de  Reformas 
de  21  de  Mayo  de  1847  ya  hablaba  de  tal  institución,  i  yo  no  entraré  en 
esta  cuestión  histórica  que  tiene  poca  importancia  para  la  jurídica  que 
analizo.  Doy  por  cierto,  pues,  que  aquella  ley  no  haya  tenido  en  cuen- 
ta á  nuestro  recurso  de  amparo,  y  voy  ci  ocuparme  de  la  objeción  que 
acabo  de  enunciar. 

Más  de  una  regla  de  interpretación  de  las  leyes  podría  yo  citar  para 
concordar  las  dos  que  me  ocupan,  y  probar  que  la  de  1869  no  puede  ser 
derogatoria  de  la  de  1850;  pero  abandono  como  inrítil  esa  tarea,  porque 
á  la  altura  que  en  mi  estudio  he  llegado,  otro  es  el  punto  que  hay  que 
considerar,  punto  cuya  resolución  es  decisiva  y  concluyente  y  que  pre- 
juzga el  de  esa  concordancia  de  leyes.  Ese  punto  es  este:  ¿Es  conforme 
á  los  preceptos  constitucionales  la  inteligencia  ilimitada,  la  aplicación 
sin  excepción  que  se  quiere  hacer  de  los  artículos  18  al  23  de  la  ley  de 
20  de  Enero?  ¿No  se  lastima  algún  precepto  constitucional  con  em- 
bargar las  rentas  públicas,  á  fin  de  que  el  Erario  devuelva  una  canti- 
dad pequeña  ó  grande,  que  quepa  ó  nó  en  el  presupuesto,  que  prive  ó 
nó  á  la  administración  de  retribaír  ciertos  servicios  piiblícos,  más  ó  me- 
nos apremiantes?  Porque  si  así  fuera,  de  seguro  que  no  es  el  embargo 
el  apremio,  el  medio  en  este  caso  de  reponer  las  cosas  al  estado  que  te- 
nían antes  de  violarse  la  Constitución;  porque  si  así  fuere,  todos  aque- 
llos artículos  de  la  ley  orgánica  deben  enmudecer  ante  el  precepto  cons- 
titucional que  es  la  ley  suprema. 

Y  que  esto  es  así,  es  decir,  que  hay  un  claro  conflicto  entre  varios 
mandatos  de  la  Constitución  y  aquellos  artículos  de  la  ley  de  Enero,  en- 
tendidos en  el  sentido  de  que  sean  también  aplicables  al  Erario  para  que 
devuelva  lo  que  anticonstitucionalmente  percibió,  es  muy  fácil  probar- 
lo. He  tenido  ya  ocasión  de  citar  las  nrescripciones  de  la  ley  fundamen- 
tal que  declaran  ser  facultad  exclusiva  del  Congreso  aprobar  el  presu-_ 
puesto  de  gastos  de  la  federación  y  mandar  pagar  la  deuda  nacio- 
nal. 2  Luego  los  tribunales  cometerían  un  doble  atentado  contra  esos 
preceptos  aumentando  por  una  parte  el  presupuesto  de  egresos  con  un 
gasto  que  él  no  comprende,  y  mandando  por  otra  pagar  una  parte  si- 
quiera mínima  de  la  deuda,  porque  esto  no  se  puede  hacer,  según  la 
Constitución,  sino  por  el  Congreso.  Terminante  y  absoluto  como  es  ese 
precepto  constitucional,  nadie,  ninguna  autoridad  puede  mandar  pagar 
deudas  más  que  eF  Congreso.  La  ley  que  otra  cosa  disponga,  la  ley  que 

1  Dice  esto  ese  artículo:  "Los  tribiiuales  de  la  federación  ampararán  á  cualquiera  habitante  de  la 
República  en  el  ejercicio  y  conservación  de  los  derechos  que  le  concedan  esta  Constitución  y  las  leyes 
constitucionales,  contra  todo  ataque  de  los  poderes  Legislativo  y  Ejecutivo,  ya  de  la  Federación,  ya  de 
los  Estados,  limitándose  dichos  tribunales  á  impartir  sU  protecoión  en  el  caso  particular  sobre  que  verse 
el  proceso,  sin  hacer  ninguna  declaración  general  respecto  de  la  ley  ó  del  acto  que  lo  motivare-"— Colec- 
ción de  Dublán,  tomo  5?,  pág.  277 — Véase  sobre  este  punto  al  Sr-  Lozano  en  su  obra  "Tratado  de  los 
derechos  del  hombre,"  pág-  417  á  427,  en  donde  está  expuesta  esta  materia  con  acierto  y  claridad- 

2  Aunque  la  fracción  VI,  letra  A  del  art-  72  reformado  enumera  como  facultad  e>xl!isiva  de  la 
Cámara  de  Diputados  la  aprobación  del  presupuesto  de  egresos-  yo  hablo  en  general  del  Congreso,  por- 
que para  mi  objeto,  basta  probar  que  el  poder  Legislativo  y  no  el  Judicial  es  el  que  únicamente  puede 
alterar  ó  modi;;car  los  presupuestos- 
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faculte  á  los  tribunales  para  decretar  que  se  devuelvan  las  cantidades 
que  no  haya  mandado  previamente  el  Congreso  pag-ar,  es  una  ley  que 
choca  con  la  Constitución  y  que  no  debe  ser  obedecida. 

Pero  hay  más  aún:  el  articulo  119  del  Código  fundamental  previene 
que  «ningún  pago  podrá  hacerse  que  no  esté  comprendido  en  el  presu- 
puesto ó  determinado  por  ley  posterior.))  Este  articulo  viene  á  afirmar 
aquellos  preceptos  y  á  evidenciar  que  además  de  la  ejecutoria  que  de- 
clare legitima  una  deuda  litigiosa  contra  el  Erario,  se  necesita  no  un 
onandaviiento  de  apremio,  ni  mucho  menos  el  envío  de  la  fuerza  públi- 
ca para  que  rompa  la  caja  del  Tesoro  y  saque  el  dinero,  sino  una  ley 
que  determine  que  el  pago  se  haga.  Entre  la  ley  de  20  de  Enero,  que 
interpretada  en  el  sentido  que  he  estado  combatiendo,  es  decir,  que  se  ape- 
le á  los  soldados  para  que  éstos,  por  la  fuerza,  se  apoderen  de  las  ren- 
tas piiblicas  y  hagan  un  pago,  y  el  articulo  119  de  la  Constitución  que 
quiere  que  ningún  pago  se  haga,  que  no  esté  ordenado  por  la  ley,  no 
se  puede  vacilar. 

Es,  pues,  perfectamente  contraria  á  los  textos  constitucionales  cita- 
dos, la  inteligencia  ilimitada  que  fe  pretende  dar  á  los  artículos  de  la 
\&j  de  Enero,  para  aplicarlos  también  al  Erario.  Esos  textos  no  permi- 
ten á  los  tribunales  en  ningún  caso  disponer  que  se  hagan  pagos  que 
una  ley  no  haya  aiitorizado,  decretar  devoluciones  que  alteren  los  pre- 
supuestos, y  que  son,  en  último  análisis,  la  orden  de  pago  de  una  parte 
siquiera  mínima  de  la  deuda  nacionnl.  Aunque  la  ley  de  17  de  Abril  de 
1850  hubiera  quedado  modificada  en  lo  relativo  á  las  ejecutorias  de  am- 
paro, por  la  de  20  de  Enero  de  1869,  ésta  no  se  puede  inA'ocar  para  em- 
bargar las  rentas  públicas  porque  la  Constitución  lo  prohibe;  aquella 
ley  que  no  hizo  más  que  reglamentar  estas  prohibiciones,  debe  también, 
en  consecuencia,  aplicarse  á  los  casos  de  amparo,  á  fin  de  que  asi  que- 
de ileso  el  principio  que  la  Constitución  sancionó:  es  facultad  exclusiva 
del  Congreso  mandar  pagar  la  deuda  nacional. 

Pero  todavía  se  ha  dicho  en  defensa  de  la  teoría  que  yo  impugno, 
que  lo  que  en  estos  casos  se  hace  no  es  determinar  un  pago.,  sino  hacer 
una  devolución:  que  esto  no  puede  desnivelar  los  presupuestos,  porque 
las  cantidades  de  que  se  trata,  son  relativamente  pequeñas  y  caben  bien 
en  las  partidas  del  de  egresos.  A  estas  réplicas  satisfacen  por  completo 
diversas  é  incontestables  razones.  En  primer  lugar,  la  Constitución  dice 
que  es  facultad  exclusiva  del  Congreso  mandar  pagar  la  deuda  nacio- 
nal, 1  y  tan  acreedor  de  la  nación  lo  es  aquel  cuyo  crédito  proviene  de 
servicios  personales,  como  el  del  que  se  origina  en  un  préstamo,  en  un 
contrato  ó  en  una  devolución:  ante  el  precepto  constitucional  no  cabe 
esa  distinción,  entre  ordenar  pagos  y  hacer  devoluciones:  ambas  cosas 
están  prohibidas  en  los  tribunales.  En  segundo  lugar,  en  las  cuestiones 
de  principios,  las  cantidades  nada  significan:  si  á  los  tribunales  les  está 
vedado  mandar  que  se  paguen  los  millones  á  que  monta  toda  la  deuda 
nacional,  también  tienen  prohibición  de  mandar  que  se  paguen  canti- 
dades que  quepan  en  el  presupuesto:  el  texto  de  la  Constitución  es  ge- 
neral y  no  da  cabida  á  esta  excepción;  excepción  por  lo  demás  incom- 
patible con  el  buen  orden  de  la  administración,  supuesto  que  si  no  hu- 
biera fondos  ni  para  el  pago  de  una  cantidad  relativamente  pequeña, 
y  se  quisiera  establecer  una  preferencia  forzosa  para  ese  pago,  habría 
que  desatender  servicios  públicos  que  no  admiten  demora.  Por  esto  la 
ley  de  17  de  Abril  manda  que  si  la  cantidad  á  que  el  Erario  es  conde- 
nado á  pagar,  no  cabe  en  el  presupuesto  «ó  faltaren  fondos,»  se  dé  cuen- 
ta al  Congreso  para  que  los  proporcione.  Y  en  nada  de  esto  pueden  ni 
deben  los  tribunales  intervenir. 

Los  casos  iiltimamente  ocurridos  ponen  en  relieve  estas  verdades. 

1    Frac-  VIII,  art-  72  de  la  CoDstitKción  federal. 
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En  el  del  Sr.  Barroso,  que  rem-eseuta  á  los  prestamistas  á  quienes  el  ge- 
neral Eég-ules  exigió,  al  terrmnar  la  administración  Lerdo,  la  cantidad 
de  P0,000  para  sus  atenciones  militares,  ¿se  podría  mandar  estraer  de 
ia  Tesorería  por  la  fuerza  esa  suma,  sobre  todo  hoj",  en  medio  de  las 
penurias  que  sufre  el  Erario?  Esto  sería,  por  parte  de  esta  Corte,  resol- 
ver que  el  pago  de  esa  deuda  contraída  por  la  anterior  administración 
es  preferente  no  sólo  á  cuantas  reporta  la  actual,  sino  al  pago  de  la  lis- 
ta^ civil,  de  la  militar,  de  los  gastos  más  urgentes  de  la  administra- 
ción    ¿Seria  racional  que'  esto  hiciese  el  Congrego  que  tiene  facul- 
tad para  mandar  pagar  la  deudaf  ¿Y  qué  se  diría  si  la  Corte  la  orde- 
nase, cuando  no  tiene  atribución  alguna  que  le  permita  arreglar  lo  re- 
lativo á  crédito  piiblico? 

Puedo  citar  otro  caso  más;  pedidos  al. Congreso  los  fondos  necesa- 
rios para  devolver  al  Sr.  Goríbar  la  cantidad  que  pagó  también  á  la  ad- 
ministración Lerdo  por  la  contribución  de  uno  por  ciento,  segnín  una 
ejecutoria  de  amparo,  fueron  negados  por  el  mismo  Congreso.  El  usa- 
ría bien  ó  mal  de  una  de  las  facultades  que  la  Constitución  le  da:  no  me 
toca  á  mi  decirlo;  pero  supuesta  esa  decisión  constitucional,  ¿podría  la 
Corte,  si  el  interesado  lo  pidiera,  decretar  el  apremio  de  la  fuerza  pú- 
blica? ¡Esto  seria  ya  la  colisión  de  dos  poderes  supremos  de  la  Federa- 
ción; esto  sería  el  caos!  ¿Cómo  es  posible  que  la  ley  de  20  de  Enero  se 
entienda  en  el  sentido  qiie  lleva  á  todos  esos  y  más  absurdos? 

Ya  se  podráhabernotado  que  en  el  estudio  que  he  estado  haciendo  he 
procurado  apoyar  las  conclusiones  que  he  querido  demostrar  sólo  en 
nuestro  derecho  constitucional  positivo,  sin  pedir  una  sola  inspiración 
á  la  filosofía  del  derecho  político,  por  más  ventajas  que  de  la  apelación 
A  esa  ciencia  pudiera  yo  sacar,  exponiendo  la  razón  y  motivos  de  los 
textos  de  nuestra  Constitución  que  he  estado  citando. "  ¿Qué  seria  de  la 
soberanía  de  un  Estado  si  pudiera  ser  embargado  y  en  consecuencia 
concursado?  ¿A  qué  desorden  no  llegaría  la  administración  si  un  manda- 
miento de  apremio  pudiera  alterar  la  preferencia  ea  los  pagos,  sin  con- 
sideración á  la  preferencia  en  los  servicios  priblicos?  ¿A  qué  quedaría 
reducida  la  facultad  de  hacer  presupuestos  si  un  tribunal  pudiera  des- 
nivelarlos? ¿Qué  sería  del  sistema  representativo  si  otra  autoridad  que 
no  fuera  la  del  Congreso,  determinara  que  se  hicieran  pagos,  cuya  car- 
ga no  pudiera  soportar  en  un  tiempo  dado  el  pueblo  contribuyente?  De 
éstos  y  otros  muchos  puntos  de  que  los  publicistas  se  ocupan  para  de- 
mostrar la  verdad  constitucional  de  que  sólo  el  Congreso  puede  mandar 
que  el  Tesoro  de  un  país  satisfaga  tales  y  cuáles  deudas,  yo  prescindo 
de  hablar,  porque  tengo  que  encerrarme  en  ciertos  limites  que  no  quie- 
ro traspasar. 

Hasta  aquí  creo  haber  probado  que  el  Erario  federal,  que  el  Tesoro 
de  la  nación  está  por  completo  exento  de  los  embargos  y  apremios,  ya 
de  los  de  la  naturaleza  de  los  que  se  despachan  contra  un  particular 
para  que  pague  lo  que  debe,  ya  de  los  que  establece  la  ley  de  20  de 
Enero  para  que  se  cumplan  las  sentencias  de  amparo.  ¿Pero  el  Erario 
de  los  Estados  goza  de  igual  inmunidad?  Poco  es  necesario  decir  para 
contestar  satisfactoriamente  á  esta  pregunta. 

La  Constitución  llama  soberanos  á  los  Estados,  i  ¿Qué  especie  de 
s®beranos  serían  esos  si  su  caja  pudiera  ser  forzada  por  una  patrulla  de 
soldados  federales,  para  obligarlos  á  que  abandonaran  sus  rentas  á  sus 
acreedores,  aunque  se  quedaran  sin  recursos  para  pagar  sus  gastos  más 
precisos,  aunque  se  violaran  sus  presupuestos,  aunque  se  establecieran 
preferencias  indebidas  en  los  pagos? A  los  Estados  están  reser- 
vadas las  facultades  que  la  Constitución  no  concede  expresamente  á  los 
funcionarios  federales.  ^    Y  ¿en  qué  parte  de  la  Constitución  se  faculta 


1  Art.  49  Coust.  fed- 

2  Art-  117  i'iem. 
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al  juez  de  Distrito,  á  esta  Corte,  para  embargar  y  disponer  de  las  ren- 
tas de  un  Estado  para  pagar  á  éste  ó  aquel  acreedor?  Benéfica  coma 
es  la  institución  del  amparo,  ella  no  puede  servir  de  egida  á  abusos,  á 
usurpaciones  de  poder  que  imposibilitan  toda  buena  administración. 
Justo  y  necesario  es  que  el  efecto  de  una  sentencia  de  amparo  sea  el 
restituir  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  violarse  la  Constitu- 
ción; pero  esa  restitución  debe  hacerse  por  otros  medios  que  no  sean 
los  humillantes  para  un  soberano,  los  destructores  del  orden  constitu- 
cional, los  que  consisten  en  embax-gos  y  apremios  contra  el  Tesoro,  cria- 
do y  destinado  por  la  ley,  no  para  pagar  deudas  no  comprendidas  en  el 
presupuesto,  sino  para  retribuir  los  servicios  ^públicos. 

Mejor  que  disertar  yo  sobre  esta  materia,  es  citar  las  opiniones  de 
uno  de  los  más  respetables  publicistas  americanos.  Examinando  Ha- 
milton  la  cuestión  de  si  los  ciudadanos  de  un  Estado  pueden  demandar 
á  otro  Estado  de  la  Unión  ante  las  Cortes  federales  por  el  pago  de  deu- 
das, habla  en  estos  términos:  «Es  inherente  á  la  naturaleza  de  la  sobe- 
ranía no  ser  arrastrado  á  un  juicio  por  un  individuo  sin  el  consenti- 
miento del  soberano.  Tal  es  la  práctica  del  género  humano, y  de 

este  privilegio,  como  de  uno  de  los  atributos  de  la  soberanía,  goza  cada 

uno  de  los  Estados  de  la  Unión No  hay  motivo  para  pretender  que 

por  la  adopción  de  la  Constitucióíi  los  Estados  se  despojaran  del  privi- 
leo-io  .de  pagar  sus  propias  deudas  en  la  manera  que  sus  leyes  dispo- 
nen, exentos  de  todo  otro  apremio,  fuera  de  aquél  que  impone  la  buena 
fe.  Los  contratos  entre  una  nación  y  los  particulares,  son  sólo  obliga- 
torios en  la  conciencia  del  soberano,  y  no  piieden  llevarse  á  efecto  por 
apremio ¿Cómo  se  podrían  ejecutar  las  sentencias  contra  los  Esta- 
dos por  la  fuerza  compulsiva?  Es  evidente  que  esto  no  podría  hacerse 
sin  llevar  la  guerra  al  Estado  deudor.»  ^  Y  esta  opinión  de  Hamilton, 
por  más  respetable  que  ella  sea,  no  está  aislada  en  los  Estados  Unidos; 
va  hemos  visto  que  Story  la  acepta  también,  asi  como  la  sostienen  otros 
ipublicistas;  ella  está  sancionada  en  varias  ejecutorias  y  es,  en  fin,  una 
máxima  de  la  jurisprudencia  constitucional  americana. 

Debo,  antes  de  pasar  adelante,  decir  que,  al  citar  estas  autoridades, 
no  pretendo  sostener  los  principios  americanos  sobre  esta  materia.  Dan- 
do nuestra  Constitución  jurisdicción  á  esta  Suprema  Corte  para  cono- 
cer de  las  controversias  que  se  susciten  entre  dos  ó  más  Estados,  y  en- 
tre un  Estado  y  uno  ó  más  vecinos  de  otro,  2  este  Tribunal  puede  sin 
duda  alguna  declarar  el  derecho  de  las  partes,  como  lo  dice  la  ley  de 
17  de  Abril  de  1850,  pero  no  decretar  embargos  ni  secuestrar  sus  ren- 
tas. Me  era  preciso  hacer  esta  advertencia  para  que  no  se  me  atribuyan 
opiniones  que  no  profeso. 

Las  constituciones  de  los  Estados  contienen  prescripciones  semejan- 
tes á  la  de  la  federal  en  materia  de  presupuestos,  y  es,  §egún  ellas,  res- 
ponsable el  gobernador  que  ordena  un  pago  que  su  presupuesto  no  au- 
toriza. Siendo  esto  así,  ¿cómo  se  puede  exigir  que  un  gobernador,  in- 
curriendo en  esa  responsabilidad,  ordene  á  un  empleado  en  rentas  que 
pague  lo  que,  según  las  leyes  del  Estado,  no  puede,  no  debe  pagar? 
¿Cómo  se  invoca  la  supremacía  de  la  ley  federal  sobre  la  local,  cuando 
aquella  pretende  invadir  el  régimen  interior  del  Ef^tado?  ¿Cómo  se  cita 
el  articulo  126  de  la  Constitución,  olvidando  el  41  que  condena  esos  con- 
ñictos  de  la  soberanía  federal  y  la  local,  y  el  101,  en  su  fratción  segun- 
da, que  concede  aun  el  recurso  de  amparo  por  leyes  ó  actos  de  la  auto- 
ridad fedeval  que  vulneren  ó  restrinjan  la  sobercuiía  de  los  Estados? 

Las  mismas  razones,  pues,  que  proclaman  el  principio  de  exención 
de  embargos  y  apremios  en  el  Erario  federal,  aun  tratándose  de  sen- 
tencias de  amparo,  exigen  igual  inmunidad  en  las  re  utas  locales.  Digo 

1    Tbe  Federalist.  núm.  81- 
.2    Iracs-  IV  y  V,  art-  97,  Const-  fecV 
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más  todavía:  si  conforme  á  las  leyes  antiguas  españolas  no  se  debían 
embargar  los  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos  para  evitar,  con  ese  em- 
bargo, la  ocupación  délas  rentas  de  la  administración  municipal,  y  ocu- 
pación que  haría  imposible  la  policía,  el  alumbrado,  etc.,  ¿cómo  podría 
ser  racional,  y  esto  prescindiendo  de  toda  clase  de  consideraciones  cons- 
titucionales, embargar  los  caudales  de  un  Estado  soberano,  los  de  la 
Unión  misma,  dejándolos  sin  los  medios  de  llenar  el  fin  social  para  el 
que  los  gobiernos  se  establecen  y  conservan? 

Preveo  que  se  me  hará  una  última  y  poderosísima  objeción  á  las 
teorías  que  he  estado  defendiendo,  y  no  puedo  dejar  de  encarg'arme  de 
ella:  si  esas  teorías  llegan  á  prevalecer,  se  dirá,  las  sentencias  de  ampa- 
ro contra  exacciones  anticonstitucionales  serán  nugatorias,  las  decla- 
raciones de  la  Justicia  de  la  Unión  estériles,  y  el  recurso  de  amparo 
perderá  toda  su  eficacia.  La  Federación  y  los  Estados  seguirán  cobran- 
do los  impuestos  condenados  por  la  Constitución,  y  no  se  podrán  repo- 
ner las  cosas  al  estado  que  tenían  al  tiempo  de  violarse  las  garantías. 

Conozco  la  fuerza  de  esta  argumentación,  y  lejos  de  tratar  de  dis- 
minuirla, confieso  que  sin  la  meditación  necesaria,  ella  sola  basta  para 
echar  por  tierra  aquellas  mis  teorías;  pero  si  bien  se  observa,  esa  argu- 
mentación ataca  no  esas  teorías,  estrictamente  constitxicionales  en  mi 
concepto,  sino  que  denuncia  los  huecos,  los  vacíos,  las  imperfecciones 
de  la  ley  orgánica  de  amparos.  Esa  ley  necesita  reformas,  y  una  de 
ellas  ha  de  ser  la  de  determinar  cómo  se  ejecutan  esas  seténelas  sin 
atrepellar  otros  preceptos  de  la  Constitución;  sin  convertir  á  la  admi- 
nistración en  un  verdadero  caos;  sin  mezclar  las  atribuciones  de  un  po- 
der con  las  de  otro  igualmente  independiente;  sin  creer  que  se  amparan 
las  garantías  individuales  desquiciando  el  orden  administrativo  y  ha- 
ciendo imposible  todo  gobierno;  s.in  sostener  el  absurdo  de  que  el 
articulo  101  de  la  Constitución  es  más  respetable  que  el  119  del  mismo 
Código. 

Al  defender  yo  mis  opiniones,  he  estado  muy  lejos  de  querer  que 
queden  sin  remedio  los  abusos  del  poder  legislativo  que  decrete  contri- 
buciones anticonstitucionales:  deseo  que  esos  abusos  se  hagan  imposi- 
bles poniendo  .para  ello  un  correctivo  eficaz;  pero  no  puedo  creer  que 
el  remedio  contra  el  abuso  de  un  poder  sea  el  abuso  de  otro  poder,  por- 
que así  ambos  se  desquician,  arrastrando  en  su  desquiciamiento  á  la 
sociedad:  no  puedo  creer  que  para  que  los  Estados  y  la  Federación  no  - 
cobren  impuestos  ilegales,  los  tribunales  puedan  alterar  los  presupues- 
tos, mandar  pagar  una  parte  siquiera  mínima  de  la  deuda  nacional,  es- 
tablecer preferencias  en  los  pagos  de  ésta,  dándosela  siempre  al  que 
reconozca  una  ejecutoria,  etc.;  porque  si  aquel  abuso  importa  en  el  po- 
der legislativo  una  infracción  constitucional,  éste,  en  el  poder  judicial, 
significa  la  violación  de  otros  preceptos  de  la  misma  Constitución.  Toca 
al  legislador  y  no  á  mí,  magistrado,  establecer  los  medios,  que  los  hay, 
y  eficaces,  para  que  todos  esos  abusos  no  puedan  cometerse  y  sea  igual- 
mente inviolable  la  Constitución  para  todos  los  poderes.  Eeformar  éste 
y  otros  puntos  de  la  ley  de  amparo,  es  una  necesidad  que  la  práctica  de 
nuestras  instituciones  demanda  imperiosamente.  ^ 

Para  votar,  como  lo  haré,  en  el  sentido  en  que  he  procurado  fundar 
mis  opinjones,  no  me  detendrá  la  consideración,  en  alguna  vez  objeta- 
da, de  que  lá  Corte  no  tiene  jurisdicción,  ni  puede  resolver  cosa  alguna 
en  la  ejecución  de  las  sentencias  de  amparo,  la  que  se  debe  hacer  exclu- 
sivamente por  el  Juez  de  Distrito.  En  un  caso  muy  reciente  este  Tribu- 
nal ha  consagrado  la  teoría,  con  la  que  estoy  enteramente  conforme, 

1  En  este  punto  lo  mismo  que  en  otros  varios,  es  urgente  reformar  la  ley  de  í¡0  de  Enero  de  1869- — 
No  es  de  este  lugar  indicar  siquiera  cómo  se  pudieran  llenar  los  huecos  q  ae  se  advierten  en  la  le^'.  En  la 
nota  3?=  de  lap-  83,  está  indicado  que,"  el  depósito  á  disposición  del  juez"  de  la  cantidad  que  se  cobre  á  tí- 
tulo de  impuesto  anticonstitucional,  evitaría  los  inconvenientes,  ó  de  suspender  un  acto  que  es  "repara- 
ble," ó  de  ciue  la  sentencia  qae  concede  el  amparo  quede  sin  efecto,  por  no  poder  decretarse  el  apremio 
contra  el  Erario- 
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de  que  la  fuerza  pública  no  puede  estar  á  disposición  de  los  Juzgados 
de  Distrito,  aun  para  infringir  la  Constitución,  y  que  este  Tribunal  no 
puede  permanecer  impasible  espectador  de  esas  infracciones.  ^  No  ten- 
go, pues,  necesidad  de  fundar  mis  opiniones  sobre  estar  materia.  Por 
otra  parte,  he  visto  que,  aunque  en  los  ai^ticulos  del  18  al  23  de  la  ley 
de  20  de  Enero,  no  se,  habla  de  recurso  alguno  contra  las  providencias 
del  juez,  es  lo  cierto  que  en  los  negocios  de  ejecución  de  sentencias  con- 
tra el  Erario,  los  mismos  interesados  en  ella  han  promovido  ante  este 
Tribunal  recursos  que  yo  no  quiero  calificar,  llamándose  ya  apelaVíióu, 
ya  queja,  ya  simplemente  petición,  etc.  Para  sostener  que  la  Corte  no 
puede,  no'  debe  devolver  sólo  el  expediente  relativo  al  juez  para  que 
cuide  de  la  ejecución  de  la  sentencia  de  amparo,  según  aquellos  artícu- 
los de  la  ley  de  20  de  Enero,  como  pide  el  Sr.  Fiscal,  además  de  permi- 
tirme advertir  que  esto  es  una  verdadera  resoltición  que  no  podria  dar 
nunca  uñ  tribunal  qixe  no  tuviera  jurisdicción,  invoco  todas  las  razones 
que  he  expuesto  tratando  de  demostrar  que  en  negocios  de  esta  clase 
no  es  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869,  sino  la  de  17  de  Abril  de  1850,  ó 
mejor  dicho,  los  preceptos  constitucionales  que  ésta  reglamenta,  los  ar- 
tículos 72  en  sus  fracciones  VI  reformada,  VIII  y  119,  los  que  deben  ob- 
servar esta  Corte,  los  Tribunales  de  Circuito  y  los  Juzgados  de  Dis- 
í.rito. 


La  Suprema  Corte  acordó,  eii  el  caso  de  los  Sres.  Fontecilla  y 
Comp-,  lo  siguiente. 

«México,  Abril  9  de  1879. — Trascríbase  al  Ejecutivo,  por  conducto  de 
la  Secretaría  de  Justicia,  el  auto  del  Juez  dé  Distrito  del  Estado  de  Ve- 
racruz,  el  ocurso  á  que  recayó  y  los  antecedentes  relativos,  para  el  ob- 
jeto que  expresa  la  fracción  XIII  del  artículo  85  de  la  Constitución  fe- 
deral,, y  comuniqúese  al  Juez  este  trámite.» 


En  el  caso  del  C.  Francisco  Barroso,  la  Oróte  aprobó  este  acuerdo. 

«México,  Abril  14  de  1879. — Dígase  al  Juez  de  Distrito  que  cumpla 
con  la  ley  orgánica  de  20  de  Enero  de  1869,  y  al  hacerlo,  tenga  presen- 
te el  articulo  72  reformado,  letra  A,  fracción  6^,  y  el  artículo  119_de  la 
Constitución  federal.— Rúbrica  del  Ministro  menos  antiguo. —  Gómez 
Egvíarte,  oficial  mayor.» 

Nota — Los  documentos  relativos  ;i  este  negocio  están  publicados  en  el  Diario  OriciAL  correspon-  ' 
.»";ieute  á  los  días  18  y  20  de  Mayo  de  1879- 


AcutTdo  de  31  de  Enero  pnV'licado  en  ¡as  púfe-mas  88  y  siguientes  de  esta  colección 


AMPx\RO  PEDIDO  CONTRA  UNA  SENTENCIA  DE  GRADUACIÓN 
EN  CONCURSO  HIPOTECARIO.. 

¿Es  procedente  el  recurso  de  amparo  e7i  negocios  judiciales  del  orden  civil 
por  la  inexacta  aplicación  de  la  ley?  ¿Cuándo  y  en  qué  casos  cabe  tal  recurso 
en  esos  negocios?  Interpretación  del  aiiiculo  14  de  la  Constitución. 


Los  Sres,  Latrache  y  Cf  sucesores,  por  medio  de  su  apoderado  el  C.  Lie. 
Alfonso  Lancaster  Jones,  pidieron  amparo  al  Juez  2°  de  Distrito  de  esta  ca- 
pital, contra  la  sentencia  de  graduación  de  créditos  pronunciada  por  el  Juez 
2^  de  lo  civil  en  el  concit,rso  de  D.  Blas  Pereda,  alegando  que  en  esa  sentencia 
no  se  aplicaron  exactamente  algunos  artículos  del  Código  civil,  por  lo  que  se 
violó  la  segunda  parte  del  art.  14  de  la  Constitución.  El  juez  concedió  el  am- 
paro.— La  Suprema  Corte  se  ociirpó  de  este  asunto  en  las  audiencias  de  los  días 
3  y  4  de  Julio  de  iSjg.  El  C.  Vallaría,  en  defensa  de  las  opitiiones  que  en. 
ottos  amparos  ha  sostenido  y  combatiendo  la  sentencia  del  inferior,  dijo  lo 
siguiente: 


El  notable  alegato  presentado  por  el  Sr.  Lie.  D.  Alfonso  Lancaster 
Jones  ante  el  Juzgado  2?  de  Distrito  sosteniendo  la  procedencia  de  es- 
te amparo,  trae  de  nuevo  á  discusión  la  inteligencia  que  deba  darse  al 
articulo  14  de  la  Constitución.  Escrito  ese  alegato  con  el  estudio,  con  la 
meditación  que  demanda  la  importancia  de  las  cuestiones  que  analiza, 
presenta  cuantas  razones  se  pueden  invocar  en  favor  de  la  amplísima 
interpretación  de  ese  testo;  v  redactado  en  un  estilo  poco  comiin  en  el 
foro,  él  es  la  mejor  defensa  de  la  teoría  que  extiende  á  toda  clase  de 
juicios,  sin  distinción  de  civiles  ó  criminales,  el  precepto  de  aquel  arti- 
culo que  exige  la  exacta  aplicación  de  la  ley. 

Para  mi  que  he  estado  sosteniendo  la  doctrina  contraria,  ese  aleg'ato 
ha  sido  objeto  de  máá  estudio  y  de  nuevas  meditaciones.  Celoso  como 
el  que  más,  no  sólo  del  cumplimiento  de  la  Constitución,  sino  de  su  pres- 
tigio, y  comprendiendo  cuánto  puede  dañar  á  éste  la  equivocada  inte- 
ligencia, la  errónea  aplicación  de  uno  solo  de  los  preceptos  de  la  ley 
fundamental,  he  acometido  la  tarea  de  rectificar  mis  antiguas  opiniones, 
con  el  ánimo  firme  y  resuelto  de  abjurar  sin  ambajes  los  errores  que  en 
ellas  pudiera  encontrar.  Y  para  imponerme  como  inquebrantable  re- 
gla de  conducta  semejante  propósito,  he  tenido  presente  esta  conside- 
ración: aquel  alegato  es  una  impugnación  directa  de  mis  opiniones  per- 


«Olíales  sostenidas  empeñosamente  en  el  debate  del  amparo  del  Sr.  Ro- 
sales, ^  y  la  imparcialidad  á  que  como  juez  estoy  obligado,  es  un  deber 
que  para  mi  habla  más  alto  que  las  sugestiones  del  amor  propio,  que 
habla  tan  alto  que  me  exige  hasta  el  reconocimiento  paladino  de  los 
errores  en  que  antes  pudiera  haber  incurrido.  Y  como  creo,  por  otra 
parte,  que  es  más  honorífico  para  un  funcionario  público  hacerlo  asi, 
que  empeñarse  caprichosamente  en  sostener  su  propia  infalibilidad,  em- 
prendí mis  nuevos  estudios,  decidido  y  dispuesto  á  aceptar  y  reconocer 
aún  la  ilimitada  inteligencia  del  articulo  14,  que  he  combatido,  si  á  ello 
me  obligaba  mi  empeño  en  descubrir  la  verdad. 

T  debo  decirlo  ya,  esos  mis  nuevos  estudios  no  sólo  no  han  cambia- 
do mis  antiguas  opiniones,  sino  que  las  han  confirmado  y  robustecido; 
porque  las  razones  que  se  aducen  en  pro  de  la  exacta  aplicación  de  la 
ley  civil,  vienen  en  último  y  final  análisis  á  reconocer  la  imposibilidad 
de  que  haya  leyes  civiles  exactamente  aplicables  á  todos  los  casos  ocu- 
rrentes; porque  las  bases  en  que  esta  teoría  se  funda,  no  pueden  esta- 
blecerse sino  sobre  las  ruinas  del  orden  social,  negando  las  verdades 
jurídicas  que  la  civilización  tiene  reconocidas  en  garantía  de  los  dere- 
chos más  respetables;  porque  la  aplicación  del  texto  constitucional  álos 
jtiicios  civiles  seria  tan  grave  motivo  de  desprestigio  para  nuestra  Cons- 
titución, así  lo  siento  intimamente,  que  no  podría  salvarse  de  una  muer- 
te más  ó  menos  próxima.  Imperioso,  inexcusable  deber  es  para  mi  com- 
batir una  teoría  que  engendra  á  mi  juicio  tan  fatales  consecuencias. 

Para  fundar  el  voto  que  daré  en  este  negocio;  para  hacer  la  nueva 
defensa  de  las  opiniones  que  sigo  con  más  convicción  profesando;  para 
traer  á  este  importante  debate  el  escaso  contingente  de  luz  que  mi  ca- 
pacidad me  permite,  y  esto  con  el  deseo  de  que  llegue  á  fijarse  nuestra 
jurisprudencia  constitucional  sobre  el  punto  demás  graves  trascenden- 
cias para  el  orden  civil,  voy  á  ■«ntrar  en  el  examen  de  las  muchas  cues- 
tiones que  la  interpretación  del  texto  constitucional  provoca;  voy  á  en- 
cargarme siquiera  de  los  principales  argumentos  que  sustentan  á  la  teo- 
ría que  impugno,  argumentos  tan  hábilmente  expuestos,  lo  reconozco, 
por  el  abogado  que  este  amparo  patrocina.  Para  reducirme  á  los  más 
cortos  limites  posibles,  atendida  la  importancia  del  asunto,  cuidaré  de 
no  repetir  las  demostraciones  que  hice  cuando  del  amparo  del  Sr.  Ro- 
sales traté,  y  procuraré  no  ocuparme  sino  de  puntos  que  tengan  influen- 
cia eficaz  en  el  éxito  de  este  debate. 


11 

Leyendo  con  atención  «El  Estudio  que  sobre  el  articulo  14  de  la 
Coasj;iUicicn  federc^l  hizo  el  Lie.  D.  Alfonso  Lancaster  Jones,»  se  nota 
luego  que  para  sostener  la  teoría  qiie  defiende,  apeló  á  dos  clases  de 
argumentaciones,  tomada  la  una  de  la  interpretación  Z¿¿eraZ,  y  dedu- 
cida la  otra  de  la  interpretaci^ón  racional  da  este  texto.  El  método  me 
exige  que  me  encargue  de  ellas  separadamente. 

El  sustancial  cambio  que  en  su  redacción  SANÜ'tió  el  articulo  26  del 
proyecto  de  Constitución  (hoy  segunda  parte  de/  articulo  14  del  Código 
fundamental;)  da  materia  al  primero  de  los  argumentos  que  expende 
aqiiel  abogado.  En  su  sentir,  del  hecho  de  que  en  aquel  artículo  26  se 
hablase  de  «la  propiedad,»  se  deduce  «el  propósito  manifiesto  de  la  Comi- 
sión de  que  él  fuera  extensivo  á  toda  clase  de  juicios,»  sin  tener  pa  ra  na- 
da en  cuenta  el  número  de  orden  qtie  se  le  diera,  ni  su  coloca  ción 
entre  los  artículos  que  se  ocupaban  sólo  de  las  garantías  de  los  acusa- 
dos, y  el  mismo  abogado  me  atribuye  «una  contradicción  destructora 

< 

1    Publicado  en  las  páginas  27  y  Rigiiieutes    e  esta  coleocióu- 
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de  mi  propio  razonamiento,»  por  lo  que  mira  á  la  importancia  que  yo 
doy  al  lugar  que  ese  articulo  26  ocupaba. 

No  nieg'o,  ni  he  negado  que  éste  se  redactara  y  colocara  por  la  Co- 
misión en  los  términos  que  sé  indican;  lo  que  he  dicho,  y  en  esto  consis- 
te la  fuerza  de  mi  observación,  es  que,  «el  Congreso  no  quiso  aceptar 
«sa  redacción,  no  quiso  que  entre  los  artículos  que  se  ocupaban  de  las 
garantías  de  los  acusados,  se  hablase  de  la  propiedad,  no  quiso  que  lo 
civil  estuviese  sujeto  á  las  reglas  de  lo  criminal,  por  lo  que  la  Comisión 
tuvo  que  retirar  el  articulo  á  discusión  y  presentarlo  reformado,  etc.» 
Si  la  primitiva  redacción  del  artículo  es,  como  se  dice,  la  prueba  de  que 
el  propósito  de  la  Comisión  era  que  él  fuese  extensivo  á  toda  clase  de 
juicios,  el  hecho,  elocuente  por  demás,  de  que  el  Congreso  no  aceptara 
tal  redacción,  es  á  su  vez  la  prueba  más  acabada  de  que  él  no  sancionó 
tal  propósito;  de  que  él  no  quiso  que  el  articulo  comp^rendiera  á  los  jui- 
xiios  civiles,  supuesto  que  en  la  reforma  que  modificó  su  redacción,  desa- 
pareció la  palabra  «propiedad.»  Si  el  argumento  que  me  ocup^  prue- 
ba que  el  propósito  de  la  Comisión  fué  el  de  comprender  en  una  sola 
regla  á  lo  civil  y  á  lo  criminal,  mi  observación,  sustentada  por  las  mis- 
masrazonesde  ese  argumento,  evidencia  que  el  Congreso  no  consagró  tal 
propósito.  En  esto  hay  que  convenir  forzosamente.  Yyo  que  procuro  in- 
terpretar el  texto  constitucional,  no  por  lo  que  la  Comisión  pensara,  si- 
no por  lo  que  el  Congreso  aprobara,  creo  que  en  nada  ataca  á  mi  razo- 
namiento la  contradicción  que  de  verdad  hubo  entre  la  iniciativa  de  la 
Comisión  y  el  voto  de  la  Cámara, 

Pero  se  replica:  no  es  exacto,  es  un  error  histórico  grave,  el  decir, 
que  la  Comisión  retiró  el  articulo,  porque  el  Congreso  no  quisiera  que 
en  él  se  hablase  de  la  «propiedad,»  ni  se  estableciera  una  regla  aplica- 
ble tanto  á  lo  civil  como  á  lo  criminal.  El  retirar  y  modificar  el  artícu- 
"lo  «no  reconoció  por  origen  oposición  alguna  por  parte  del  Congreso  á 
la  idea  de  hacer  extensiva  esta  garantía  del  orden  judicial  jg^^á  todos 
los  derechos  del  hombre.°'W^  No  fué  un  espíritu  restrictivo  el  que  de- 
terminó la  resistencia  opuesta  á  la  torma del  artículo:  muy  lejos 

de  ello,  lo  que  provocó  esa  resistencid,,  fué  un  noble  y  altísimo  senti- 
miento de  todo  punto  contrario  á  aquel  espíritu,  y  liberal  hasta  el  ma- 
yor extremo  del  más  ardiente  amor  á  la  libertad  humana.»  Analicemos 
la  exactitud  histórica  de  estas  aserciones. 

Dejo  para  después,  para  su  lugar,  examinar  si  son,  si  pueden  ser  de- 
reclios  del  hojnbre  los  que  la  ley  civil  concede,  examen  que  pondrá  en 
relieve  el  error  capital  de  la  teoría  que  combato,  y  concretándome  por 
ahora  á  la  sola  cixestión  de  hechos,  diré  que  luego  que  el  artículo  26 fué 
puesto  á  discusión,  el  Sr.  Gamboa  lo  atacó  con  energía,  no  por  lo  que  él 
expresaba,  sino  porqiie  prejuzgaba  la  cuestión  sobre  legitimidad  de  la 
pena  de  muerte,  no  por  un  sentimiento  de  amor  á  la  libertad  humana, 
de  la  que  ni  se  habló,  sino  por  una  inquebrantable  convicción  respecto 
de  la  inviolabilidad  de  la  vida  del  hombre.  El  Sr.Mata,  en  lugar  de  acep- 
tar el  debate  que  el  Sr.  Gamboa  provocaba  sobre  la  pena  de  muerte, 
manifestó  solo  que  él  no  era  oportuno,  pues  llegaría  su  vez  ciiando  se 
tratara  del  articulo  33.  Habló  después  el  Sr.  Cerqueda,  y  esto,  no  para 
combatir  el  articulo,  es  preciso  reconocerlo,  sino  para  apoyarlo,  para 
ampliarlo  aun  más,  para  consagrar  la  teoría  que  combato,  proponiendo 
que  «se  diga  que  en  materia  criminal  ó  civil  no  puede  haber  fallos,  sino 
con  las  garantías  que  la  Comisión  establece.».  Cerrado  el  debate,  la  Co- 
misión se  retiró  para  reformar  el  articulo,  ^  presentándolo  en  los  térmi- 
nos en  que  hoy  está  redactado. 

Tales  son  los  hechos  que  refiere  el  cronista  del  Constituyente.  ¿Apo- 
yan, justifican  ellos  las  aseveraciones  de  que  el  artículo  fué  modificado 
.á  instancias  de  una  oposición  liberal  inspirada  en  el  amor  de  la  liber- 

Zai'co.  HJst  clel  Oong.  Const-  tomo  IT;  páginae  184  á  188. 
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tad  del  hombre?  Tanto  no  es  eso  exacto,  que  la  Comisión  ni  siquiera 
quiso  aceptar  la  discusión  que  el  Sr.  Gamboa  provocó,  discusión  que  se 
abrió  brillante  y  majestuosa  cinco  días  después,  cuando  se  trató  del  ar- 
ticulo 33.  Tanto  no  es  exacto,  «que  la  Cámara  quedó  bajo  el  influjo  de 
los  conceptos  del  Sr.  Cerqueda,  y  que  la  Comisión  los  tovió  en  cuenta 
al  formular  su  enmienda,y>  que  no  solo  no  se  redactó  el  articulo  dicién- 
dose en  él  que  «no  puede  haber  fallos  en  materia  criminal  ó  civil,  sino 
aplicando  exactamente  la  ley,n  que  era  lo  que  el  Sr.  Cerqueda  preten- 
día, sino  que  en  la  enmienda  dejó  de  hablarse  de  «propiedad;»  sino  que 
las  palabras  usadas  en  la  nueva  redacción  pTueban,  como  después  \o 
veremos,  que  la  Comisión  quiso  que  el  articulo  serefiriera  solo  á, las  per- 
sogas» y  no  á  las  acosas  ó  acciones,^  es  decir,  solo  á  lo  criminal  y  no  á 
lo  civil.  No  solo,  pues,  no  aceptaron  ni  la  Cámara  ni  la  Comisión  lasin- 
dicaciones  del  Sr.  Cerqueda,  sino  que  las  desecharon  terminantemente, 
no  ya  no  acogiéndolas,  sino  hasta  suprimiendo  la  iinica  palabra  que  en 
el  artículo  había  que  lo  hiciese  extensivo  á  los  fallos  civiles.  Ante  la 
critica  histórica  no  se  puede  afirmar  que  el  discurso  del  Sr.  Gamboa,  que 
los  conceptos  del  Sr.  Cerqueda,  fueron  los  que  determinaron  la  enmien- 
da del  articulo  26.  La  repulsa  de  esos  conceptos  del  Sr.  Cerqueda,  pf)r 
el  contrario,  nos  convence  aiin  más  de  que  la  Cámara  no  quiso  sujetar 
á  una  misma  regla  á  los  fallos  civiles  y  á  los  criminales. 

Es  lo  cierto  que  el  artículo  no  se  discutió,  y  que  él  fué  modificado- 
sustancialmente.  Y  aunque  en  la  crónica  del  Congreso  no  aparece  la 
causa  ó  motivo  de  esa  modificación,  no  se  puede  decir  que  no  haya 
existido.  Yo  la  he  explicado  así:  «La  Comisión,  que  obraba  impulsada 
por  los  más  vivos  deseos  de  acierto,  y  que  oía  las  observaciones  que  se 
le  hacían  no  solo  en  la  tribuna  sino  en  lo  confidencial,  como  yo  tuve  mu- 
chas veces  la  honra  de  hacerlo,  comprendió  sin  duda  que exigir 

la  exacta  aplicación  de  la  ley  en  lo  civil,  era  asentar  un  principio  sub- 
versivo del  orden  social,  destructor  de  la  propiedad  misma  y  principio 
condenado  por  todas  las  legislaciones  de  los  países  cultos,  y  reformó  el 
articulo,  etc.»  Si  esta  explicación  no  se  acepta,  siquiera  como  la  más  pro- 
bable, menos  puede  sostenerse  que  los  conceptos  desechados  del  Sr. 
Cerqueda,  que  el  amor  á  la  libertad  humana,  fueron  los  que  el  cambio 

de  redacción  motivaron. 

» 

Estas  consideraciones,  cuya  fuerza  ningún  ánimo  iraparcial  puede 
desconocer,  afirman,  pues,  mi  creencia  de  que  la  Comisión  retiró  su  pri- 
mitivo articulo  porque  encontró  resistencias  en  la  mayoría  de  la  Cáma- 
ra; resistencias  no  expresadas  en  la  tribuna,  sino  en  las  observaciones 
confidenciales  que  los  diputados  le  hacían.  Y  la  enmienda  del  articulo 
en  un  sentido  contrario  á  los  conceptos  del  Sr.  Cerqueda,  constituye  un 
argumento  poderosísimo  para  afirmar  que  ni  la  Cámara  votando  defini- 
tivamente, ni  la  Comisión  reformando  el  artículo  26,  quisieron  que  «no 
hubiera  fallos  en  materia  civil  ó  criminal,  sino  con  la  exacta  aplicación 
de  la  ley.n  El  estudio  concienzudo  y  detenido  de  los  hechos  nos  impone 
la  necesidad  de  reconocer  esta  verdad. 

Cierto  es  en  términos  generales,  puedo  decir  respondiendo  á  otro  ar- 
gumento que  hace  referencia  á  la  dislocación  que  sufrió  el  primitivo 
articulo  26,  que  no  «puede  pesar  en  el  ánimo  de  ningim  tribunal  la  cir- 
cunstancia del  lugar  asignado  en  el  texto  á  cualquiera  garantía  cons- 
titucional, para  deducir  de  aquí  la  materia  á  que  con  especialidad  se 
contraiga,»  porque  en  el  titulo  19  de  la  Constitución  no  se  observa  un 
constante  y  rig^-oso  orden  de  materias.  Esta  respuesta  dejaría  sin  va- 
lor á  mis  observaciones  tomadas  del  número  de  orden  que  tenia  el  ar- 
ticulo 26,  si  de  éste  y  del  4?  no  se  hubiera  formado  un  solo  articulo,  el 
que  hoy  es  14;  del  4?  cuya  letra,  razón  y  motivos  lo  extienden  á  toda 
clase  de  leyes,  así  civiles  como  criminales,  y  del  26  cuyas  palabras  no 
son  aplicables  más  que  á  lo  criminal,  si  no  se  ha  de  adulterar  el  1  en 
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guaje,  y  cuyo  espíritu  cíonfirma  esa  inteligencia,  si  no  se  ha  de  desco- 
nocer fa  filosofía  de  su  precepto,  hasta  llevarlo  al  absurdo. 

Aquella  respuesta  satisfaría  cuando  se  tratara  de  artículos  íntegros 
del  proyecto,  que  hubieran  perdido  su  colocación,  porque  poner  al  prin- 
cipio uno  que  estuviera  al  fin,  cambiarlos  todos  de  lugar,  no  aciTsaria 
sino  tina  falta  de  método  en  el  orden  de  materias;  pero  hacer  de  dos  ar- 
tículos uno,  como  si  de  igual  é  idéntico  asunto  trataran,  quitándolos  del 
lugar  en  que  el  Congreso  los  aprobó,  establecer  entre  ellos  una  corre- 
lación de  ideas  qué  no  existió  cuando  fueron  definitivamente  votados, 
son  circunstancias  á  que  los  tribunales  deben,  y  mucho,  atender,  para 
averiguar  si  semejante  dislocación  no  afecta  al  sentido  genuino  del 
texto.  Y  en  el  caso  que  nos  ocupa,  tales  circunstancias  son  de  tal  modo 
decisivas  en  la  cuestión,  que  si  el  antiguo  articulo  26,  reformado  como 
quedó,  se  hubiera  colocado  después  del  25,  que  decía:  «Nadie  puede  ser 
juzgado  dos  veces  por  el  mismo  delito,  ya  sea  que  en  el  juicio  se  le  absuel- 
va ó  se  le  condene,»  habría  siquiera  la  más  leve  apariencia  de  razón 
para  decir  que  este  articulo  26  es  extensivo  á  toda  clase  de  juicios?  Más 
aún:  si  ese  articulo  con  cualquier  niimero  hubiera  quedado  integro  en 
la  Constitución,  y  no  formando  und,  "parte  de  otro,  ¿se  habría  pretendi- 
do por  alguien,  con  fundamento,  ampliar  su  alcance  á  los  negocios  ci- 
viles, invocando  la  correlación  ideológica  á  que  hoy  se  presta  la  unión 
de  los  dos  textos?  Entiendo  que  á  nadie  habría  ocurrido  siquiera  aco- 
meter esta  imposible  tarea. 


IIÍ 

En  el  debate  del  amparo  del  Sr.  Rosales  hice  observaciones  de  in- 
negable fuerza  tomadas  del  contexto  literal  de  la  segunda  parte  del 
articulo  14,  y  presenté  las  palabras  mismas  de  que  él  usa,  como  argu- 
mentación conclu3'ente  para  afirmar  que  ese  pmcepto  se  refiere  á  las 
personas  y  no  á  las  acciones.  A  cada  tina  de  níis  observaciones  se  ha 
dado  una  respuesta;  ¿pero  es  ella  satisfactoria?  Es  lo  que  voy  á  ana- 
lizar. 

Para  probar  que  el  pronombre  «nadie,)  del  texto  constitucional,  abar- 
ca tanto  el  procedimiento  criminal  como  el  civil,  se  ha  ir^ocado  como 
razón  decisiva,  el  articulo  13  de  la  ley  suprema  en  la  parte  que  dice: 
«En  la  República  nadie  puede  ser  juzgado  por  leyes  privativas  ni  por 
tribunales  especiales;»  y  para  demostrar  que  este  precepto  comprende  á 
lo  civil  y  á  lo  criminal,  se  dice  que  de  no  ser  así,  se  seguiría  el  absurdo 
de  que  la  Constitución  permitiera  que  se  juzgase  una  causa  civil  por  un 
tribunal  especial  ó  por  leyes  privativas,  absurdo  que  nadie  sostendrá. 

El  inteligente  defensor  de  la  teoría  que  combato,  ha  rehuido  con  ha- 
bilidad el  invencible  obstáculo,  síh  haberlo  por  ello  removido,  que  el  pro- 
nombre «nadie»  presenta  á  la  interpretación  que  él  da  al  texto  constitu- 
cional. Ese  obstáculo  es  éste  en  toda  su  magnitud:  ese  pronombre  se  usa 
siempre  en  lugar  de  las  personas  y  nunca  en  lugar  de  las  cosas.  ^  Ese 
pronombre  no  puede,  por  tanto,  referirse  á  las  acciones,  á  los  derechos 
y  obligaciones  que  son  objeto  de  la  jurisprudencia  civil,  sino  que  sólo 
puede  aplicarse  á  las  personas  responsables  de  algiin  delito,  materia 
del  derecho  penal.  Para  sostener,  pues,  que  los  artículos  13  y  14  de  la 
Constitución  en  la  parte  que  usan  de  ese  pronombre,  abarcan  tanto  alo 
civil  como  á  lo  criminal,  es  necesario  comenzar  por  demostrar  que  él  se 
puede  poner  indiferentemente  en  lugar  de  las  personas  ó  délas  cosas,  ó 
que  el  Constituyente  ignoró  hasta  su  propio  idioma,  creyendo  que  na- 

1  "Nadie,"  pronombre  indefinido  y  absolutamente  negativo  ciue  '-solo"'  se  usa  con  referencia  á  las 
]>ersonas  y  equirale  á  ninguna  persona — Dio-  enciclopedias  de  la  lengua  espaaola — Vevb.  cit. 
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die  es  sinónimo  de  ninguno,  que  se  refiere  á  personas  y  cosas.  Reputo 
imposible  cualquiera  de  esas  demostraciones. 

Y  no  se  siiponga  que  con  mantener  lag-enuina  significación  del  pro- 
nombre «nadie»  en  el  articulo  13,  se  sigue  el  absurdo  de  que  en  lo  civil 
haya  leyes  privativas,  y  tribunales  especiales;  porque  la  Constitución  en 
otro  texto  prohibe  todos  los  fueros  con  excepción  del  de  guerra  en  los 
casos  que  determina,  estableciendo  así  la  igualdad  ante  la  ley  tanto  en 
lo  civil  como  en  lo  criminal.  Si  el  idioma  ha  de  conservar,  pues,  su  va- 
lor en  la  ley  fundamental,  los  textos  aludidos  de  los  artículos  13  y  14  no 
pueden  referirse  más  que  á  las  personas,  por  la  razón  perentoria  de  que 
el  pronombre  «nadie»  nunca  se  aplica  á  las  cosas. 

Se  ha  intentado  también  probar  que  la  frase  técnica  de  i^ser  juzgado 
y  sentenciaclo,n  no  sólo  puede  usarse  hablándose  de  causas  criminales, 
sino  aun  de  las  civiles,  y  para  ello,  haciéndose  esfuerzos  no  del  todo  fe- 
lices, se  apela  á  la  etimología,  á  la  gramática,  á  la  filosofía  del  lengua- 
je: se  dice  que  en  todo  juicio  la  persona  es  siempre  la  juzgada^  ya  se  tra- 
te de  delitos  ó  de  contratos,  porque  éstos  no  forman  entidades  metafí- 
sicas, sino  que  tienen  por  necesidad  que  afectar  á  alguna  persona,  y  se 
asegura,  por  fin,  que  no  basta  dar  por  cierto  que  esa  frase  se  refiera 
solo  á  lo  criminal,  sino  que  es  preciso  probarlo. 

¿Se  me  exige  la  prueba  de  esa  verdad  que  apeo  as  indiqué  cuando 
expuse  las  razones  de  mi  voto  en  el  amparo  del  Sr.  Rosales?  Me  es 
muy  fácil  darla,  y  comenzaré  por  hacerlo,  copiando  las  doctrinas  de 
uno  de  los  mejores  expositores  de  nuestra  Constitución:  "Las  palabras 
de  que  se  sirve  nuestro  artículo,  en  la  parte  que' analizamos,  habla  el 
Sr.  Lozano,  demuestran,  á  nuestro  juicio,  que  se  trata  de  materia  crimi- 
nal y  no  de  negocios  civiles.  Se  dice  con  propiedad  que  alguno  es  juz- 
gado, cuando  es  sometido  á  juicio  para  averiguar  y  decidir  sobre  su 
responsabilidad  criminal.  Si  se  trata  de  negocio  civil,  ora  se  hable  del 
actor  ó  del  demandado,  no  son  éstos  los  que  son  juzgados,  sino  el  nego- 
cio y  los  encontrados  derechos  que  se  controvierten.  En  ambos  juicios 
hay  un  hecho  fundamental  que  forma  la  materia  del  debate;  en  el  crimi- 
nal uxi  delito,  en  el  civil  un  contrato  ú  otro  hecho  que  crea  obligaciones 
y  derechos;  pero  en  el  primero,  el  hecho,  el  delito  imputado  al  respon- 
sable se  identifica  de  tal  manera  con  éste,  que  propiamente  puede  decir- 
se que  es  juzgada  la  persona:  en  el  segundo  no  hay  esa  identificación; 
ia  materia  prominente  del  juicio  es  el  derecho  controvertido,  abstrac- 
ción hecha  de  ^s  personas  del  demandante  y  del  demandado:  por  el  efec- 
to de  esa  identificación,  si  en  el  primero  desaparece  la  persona,  el  juicio 
se  suspende  ó,  ipsojiu^e  termina,  segiin  que  la  desaparición  sea  momen- 
tánea, ó  permanente  y  absoluta,  como  en  caso  de  muerte  del  acusado; 
en  el  segundo,- por  el  contrario,  poco  importa  que  la  persona  desaparez- 
ca: si  su  desaparición  es  momentánea,  los  estrados  del  tribunal  la  susti- 
tuyen; si  es  perpetua  3^  absoluta,  como  en  el  caso  de  muerte,  el  sucesor 
universal  representa  á  su  causante  y  continiia  su  personalidad  jurídica 
ante  el  derecho;  si  no  haj^  heredero,  una  persona  moral,  la  testamenta- 
ria ó  iuteutado  está  revestida  por  la  ley  con  los  mismos  derechos  y  las 
mismas  obligaciones  que  tuvo  el  autor  déla  herencia,  en  lo  que  esos  de- 
rechos y  obligaciones  afectan  á  las  relaciones  de  la  vida  civil.» 

«Si  cuando  se  trata  de  negocios  civiles  no  puede  decirse  con  pro- 
piedad que  es  juzgada  la  persona  sino  el  negocio,  menos  puede  decirse 
que  aquella  es  sentenciada.  Se  dice  bien  en  un  asunto  civil,  que  éste 
ha  sido  fallado  ó  sentenciado;  pero  no  puede  decirse  con  la  misma  pro- 
piedad que  las  personas  á  quienes  tal  asunto  incumbe,  con  el  carácter 
de  demandantes  ó  demandados,  han  sido  sentenciados.  Por  el  contra- 
rio, tratándose  de  materia  penal  la  expresión  es  rigurosamente  propia, 
el  reo  ha  sido  sentenciado,  no  su  delito;  la  sentencia  ha  impuesto  la  pe- 
na correspondiente  á  la  naturaleza  del  delito;  pero  el  delincuente  y  no 
el  delito  ha  sido  sentenciado,  y  seria  no  sólo  impropio,  sino  absiu'do  de- 
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•cir  que  en  una  causa  de  homicidio  ha  sido  juzgado  y  sentenciado  el  de- 
lito y  no  el  homicida.»  ^  Después  de  esto,  no  se  me  acusará  más  de  que 
doy  por  cierto  lo  que  no  está  probado. 

En  cuanto  á  los  argumentos  que  se  toman  de  la  etimología,  de  las 
radicales,  de  la  gramática,  etc.,  mucho  podría  yo  decir  para  comprobar 
cómo  esos  argumentos  no  sirven  sino  para  alterar  la  sigaificación  téc- 
nica que  tienen  muchísimas  locuciones  forenses:  estas  frases,  «ser  juz- 
gado y  sentenciado,  acusar  reheldia,  concluir  á  prueba,  contestar  en 
auto,  estar  d  derecho,  purgar  J^  mora,  etc.,  etc.,»  no  pueden  traducirse 
ni  interpretarse  con  la  sola  gramática;  ellas  no  pueden  entenderse  sino 
-conforme  al  uso,  '«penes  quem  est  jus  et  norma  loquendi,»  según  lo  ense- 
ña uno  de  los  jurisconsultos  que  más  se  han  distinguido  explicando  las 
reglas  de  la  interpretación.  2 

Pero  mejox  que  responder  yo  á  esos  argumentos,  es  repetir  contra 
ellos  las  respetables  palabras  del  célebre  comentador  del  Código  fran- 
cés, palabras  que  parecen  escritas  para  el  caso  que  nos  ocupa-,  son  es- 
tas: «Dans  une  science,  les  mots  doivent  se  prendre  dans  le  sens  qui  leur 
€St  généralement  attribué,  et  ce  serait  exposer  les  parties  á  des  mé- 
comptes,  que  de  chercher  á  les  plier  sous  une  acception  plus  conforme 

á  l'étymologie,  mais  contraire  á  l'usage La  langue  du  droit 

subit  des  métamorphoses  comme  la  langue  de  la  littérature  et  la  langue 
des  salons;  quand  une  locutoin  a  un  sens  convenu,  on  n'est  pas  receva- 
ble  á  venir  s'élever  contre  elle;  eút-on  cent  fois  raison  grammaticale- 
ment  parlant,  on  aurait  cent  fois  tort  auprés  des  juges  du  droit.»  3 

Lo  dicho  es  suficiente  para  acreditar  que  las  palabras  usadas  en  el 
articulo  14  no  consienten  que  él  se  aplique  á  negocios  civiles,  porque 
esas  palabras  no  hacen  referencia  más  que  á  las  personas  y  no  á  las  co- 
sas; porque  al  Congreso  no  se  le  puede  acusar  sin  prueba  de  que  em- 
pleó locuciones  técnicas  en  un  sentido  contrario  al  que  les  da  el  uso  fo- 
rense; porque  las  reglas  de  la  interpretación  literal  condenan  el  esfuer- 
zo que  se  hace  para  adulterar  el  sentido  de  un  texto,  cambiando  la  sig- 
nificación de  las  palabras.  "         . 

Los  argumentos  que  creo  dejar  contestados  no  son  los  únicos  que  se 
expenden  contra  la  teoría  que  defiendo:  se  hace  todavía  otro  que  se  ha 
creído  coiicluyente,  decisivo,  calificándolo  de  «tan  incostestable,  que  an- 
te él  tiene  que  sucumbir  la  doctrina  opuesta,  so  pena  de  enemistarse 
irreconciliablemente  con  el  sentido  comim.»  Ese  argumento,  asi  enco- 
miado, es  en  extracto  el  siguiente: 

La  primera  parte  del  articulo  14  que  dice:  «No  se  podrá  expedir  nin- 
guna ley  retroactiva,»  se  refiere  sólo  al  legislador,  iinico  poder  que  pue- 
de expedir  leyes;  pero  la  segunda  no  puede  hablar  sino  con  los  tribu- 
nales, á  quienes  se  previeae  que:  «Nadie  puede  ser  juzgado  ni  senten- 
ciado sino  por  leyes  dadas  con  anterioridad  al  hecho.»  Y  si  estas  pala- 
hras  se  han  de  referir  sólo  á  lo  criminal,  resultará  el  despropósito,  el 
escándalo  no  conocido  en  legislación  alguna  civilizada,  de  que  á  los 
tribunales  sea  lícito  aplic.ar  leyes  civiles  con  efecto  retroactivo.  Es  ine- 
ludible, pues,  convenir  en  que  estas  palabras  abarcan  toda  clase  de  jui- 
cios. Y  una  vez  aceptada  esta  verdad,  el  pretender  que  estas  palabras 
«y  exactamente  aplicadas  á  él,»  se  refieren  sólo  á  lo  criminal,  es  un  ab- 
siirdo  que  el  criterio  común  y  la  fuerza  del  lenguaje  obligan  á  recono- 
cer. La  oración  se  rige  por  los  mismos  verbos,  y  la  partícula  conjunti- 
va que  los  une,  forma  con  ellos  una  idea  general.  «Nadie  puede  ser  juz- 
gado ni  sentenciado  sino  por  leyes  dadas  con  anterioridad  al  hecho 
J^"  y  "®8(  exactamente  aplicadas  a  él  por  el  tribunal  que  previamen- 
te haya  establecido  la  ley.»  Si  el  primer  miembro  de  esta  oración  abar- 
ía Lozano-  Dereciios  de!  hombre,  páginas  250  y  251- 
2    Delisle.  Piincipes  del'interpretation  des  loÍ3,  núm.  147- 

Troplong.  De  l'écliaiige  et  du  loiiage,  tomo  I,  página  97.  edie.  18í'9- 
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ca  á  todos  ios  juicios,  también  tiene  que  abrazarlos  el  seg-undo.  Creo  no 
haber  debilitado,  extractándolo,  la  fuerza  de  este  argumento. 

Que  él  es  más  especioso  que  sólido,  lo  demuestra  bien  su  análisis. 
Los  que  creen  que  la  primera  parte  del  precepto  es  sólo  para  el  legisla- 
dor, sin  obligar  ni  referirse  á  las  autoridades  que  aplican  Tas  leyes,  y 
que  los  tribunales  han  necesitado  de  una  prohibición  especial  para  no 
juzg-ar  por  leyes  retroactivas,  prohibición  contenida  en  el  segundo  inci- 
so de  ese  articulo;  los  que  eso  creen,  incurren  en  un  error  cuyas  fatales 
consecuencias  de  seguro  no  aceptan.  Es  éste:  en  el  orden  administrati- 
vo se  pueden  aplicar  leyes  retroactivas,  y  al  poder  Ejecutivo,  haciendo 
cumplir  las  leyes,  no  le  está  vedado  darles  efecto  sobre  lo  pasado.  Por- 
que si  es  necesario  que  haya  una  prohibición  para  ti  poder  Legislativo 
y  otra  para  el  Judicial,  como  se  dice  las  haj"",  y  no  existe  la  que  se  refie- 
ra al  Ejecutivo,  y  yo  con  la  Constitución  en  la  mano  (repetiré  las  mis- 
mas palabras  dé  los,  defensores  de  la  doctrina  contraria)  desafio  á  cual- 
quiera á  que  me  diga  en  dónde  está  esa  tercera  prohibición;  forzoso 
seria  llegar  d  esta  ononstruosa  consecuencia  (sigo  usando  de  las  mismas 
palabras  con  que  se  me  ha  combatido);  en  los  negocios  administrativos 
es  licito  aplicar  leyes  posteriores  al  caso  que  se  resuelve;  en  ellos  bien 

se  puede  dar  á  éstas  efecto  retroactivo ¿Por  qué  tan  arbitraria 

diferencia? /Acaso  en  este  género  de  asuntos  no  se  afecta  la  pro- 
piedad?   ¿Debemos  imaginarnos  que  los  autores  de  nuestro  Có- 
digo político descuidasen  el  amparar  esos  derechos  contra  uno 

de  los  mayores  abusos  que  el  poder  administrativo  puede  cometer,  el  de 
retrotraer  la  acción  de  las  leyes?  No,  mil  veces  no;  el  sentido  común  se 
pronuncia  en  contra  de  ideas  que  tan  desatinadamente  lo  atropellan, 
y  la  opinión  que  impugno  tiene  que  inclinarse  muda,  confundida  y 
agobiada  bajo  el  peso  de  sus  propios  y  absurdos  corolarios. 

Con  estas  palabras  que  literalmente  he  copiado,  comienzo  ya  á  de- 
mostrar que  es  errónea  la  interpretación  que  se  hace  de  un  texto,  cuan- 
do de  esa  interpretación  surge  lógicamente  el  mismo  absixrdo  que  con 
ella  se  trata  de  combatir.  Porque  según  esa  interpretación  que  estoy 
impug-nando,  á  los  tribunales  les  está  vedado  aplicar  leyes  retroactivas 
en  toda  clase  de  juicios,  no  por  el  precepto  de  la  primera  parte  del  ar- 
ticulo qtie  solo  habla  con  el  legislador,  sino  por  el  que  contiene  la  se 
gunda  parte  del  mismo  artículo.  De  esa  teoría  se  sigue,  como  conse- 
cuencia forzosa,  qxie  al  poder  administrativo  si  le  es  permitido  retrotraer 
la  acción  de  las  leyes,  porque  no  tiene  como  el  legislador,  como  los  tri- 
^bunales,  prohibición  especial  que  se  lo  vede 

Yo  creo  que  no  se  pueden  interpretar  asi  esos  textos,  sino  que  la  pri- 
mera parte  del  artículo  debe  tener  iin  sentido  más  amplio,  liberal  y 
práctico  que  el  que  se  le  da  restringiéndolo  sólo  al  legislador.  En  mi 
sentir  ese  precepto  prohibe  la  retro  actividad  de  todas  las  leyes,  ya  civi- 
les ó  penales,  ya  administrativas,  fiscales  ó  militares;  prohibe  la  retroac- 
tividad,  así  para  el  leg'islador  que  expide  la  ley,  como  para  el  magistra- 
do que  la  aplica,  como  para  el  ministro  que  la  ejecuta;  prohibe  la  re- 
troactividad  lo  mismo  en  los  grandes  negocios  del  Estado,  crédito  pú- 
blico, contratos  de  ferrocarriles,  etc.,  como  en  los  más  pequeños  de  los 
particulares,  ya  sean  éstos  judiciales  ó  administrativos.  Todas  las  razo- 
nes que  abogan  en  pro  de  la  interpretación  extensiva  de  las  leyes,  vie- 
nen en  apoyo  de  la  inteligencia  amplia  y  general  de  ese  texto:  más  aún; 
las  mismas  razones  que  se  invocan  para  restringirlo,  aplicándolo  sólo  al 
legislador,  sirven  en  iiltiino  extremo  para  demostrar  que  él  no  tiene  ese 
sentido  tan  ]imitado,'esa  aplicación  tan  poco  práctica  que  sele  quiere  dar. 

La  discusión  que  ese  texto  sufrió  en  el  Constituyente  nos'persuade 
de  esa  verdad.  Es  bien  salñdo  que  el  primitivo  articulo  4'í  del  proyecto 
estaba  concebido  en  estos  términos:  «No  se  podrá  expedir  ninguna  ley 
retroactiva,  ex  post  facto,  ó  que  altere  la  naturaleza  de  los  contratos.»  Se 
objetó  esa  redacción,  porque  siéndolo  mismo  lf;y  retroactiva  que  ley  ex 
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post  facto^  el  artículo  no  hacia  más  que  prohibir  en  latín  y  en  castella- 
no la  retro  actividad  de  las  lej'es.  El  Sr.  Guzmán  defendió  "entonces  el 
articulo  diciendo  esto:  «La  Comisión  ha  empleado  las  palabras  retroac- 
tiva y  ex  post  fado  no  como  una  repetición  inútil,  ni  para  hablar  en  la- 
tín y  en  castellano,  sino  para  hacer  el  articulo  extensivo  á  toda  clase 
de  leyes,  porque  en  el  uso  moderno  se  usa  la  palabra  retroactivo^  cuan- 
do se  trata  de  los  negocios  civiles  y  ex  post  fado,  cuando  se  trata  de 
ios  criminales,»  Varias  oradores  siguieron  atacando  esa  distinción  que 
la  Comisión  quería  mantener;  pero  todos  los  diputados  que  hablaron  ya 
en  pro,  ya  en  contra  dé  la  redacción  del  articulo,  estuvieron  conformes 
en  considerar  al  precepto  que  él  contiene  no  como  prohibición  al  legis- 
lador solamente,  sino  como  la  consagración  del  principio  de  que  no  de- 
he  haber  leyes  de  efecto  retroactivo,  de  que  las  leyes  no  se  apliquen  á 
hechos  pasados.  ^  Lo  que  viola  en  efecto  los  derechos  del  hombre,  lo 
que  atenta  contra  toda  noción  de  justicia,  no  es  precisamente  el  capri- 
cho de  un  legislador  que  legisla  para  lo  pasado,  sino  la  aplicación  de 
una  ley  retroactiva  por  la  autoridad  administrativa,  judicial  ó  militar 
de  cualquiera  clase  y  categoría,  á  un  caso  dado  y  en  perjuicio  de  dere- 
chos adquiridos  bajo  el  imperio  de  una  ley  anterior.  Esto  fué  lo  que 
principalmente  qTiisieron  impedir  los  constituyentes;  eso  es  lo  que  el  ar- 
ticulo significa,  á  pesar  de  su,  redacción;  tal  es  su  espíritu  filosófico,  que 
prevalece  sobre  su  letra.  Y  tan  cierto  es  que  el  Congreso  lo  entendió  en 
ese  sentido,  que  después,  cuando  se  iba  á  votar  el  artículo  26,  el  Sr.  Vi- 
llalobos preguntó:  «si  ya  estaba  aprobado  el  artículo  que  prohibió  las 
leyes  de  efecto  retroadivo,^'  y  el  Sr.  Guzmán  respondió  «que  sí,»  es  de- 
cir, estaba  ya  sencionado  el  principio  tutelar  de  la  no  retroactividad  de 
las  leyes,  el  principio  amplio,  general,  filosófico,  consagrado  por  todas 
las  legislaciones  civilizadas  que  prohibe  que  las  leyes  tengan  acción  so- 
bre lo  pasado.  ; 

Para  afirmar  mis  convicciones  sobre  esta  materia,  tengo,  además, 
otras  razones.  La  Comisión  que  formó  el  proyecto  de  Constitución,  es- 
tudió mucho  la  de  los  Estados  Unidos,  se  inspiró  en  las  doctrinas  ame- 
ricanas y  las  siguió  tan  de  cerca,  que  en  muchos  puntos  nuestros  textos 
constitucionales  casi  son  una  traducción  de  los  de  la  ley  fundamental 
dé  aquel  país.  El  articulo  4?  que  me  ocupa,  da  testimonio  de  esta  ver- 
dad. Comparado  éste  con  el  relativo  de  la  Constitución  americana,  se 
encuentra  en  ellos  semejanza  de  palabras,  sin  más  diferencia  que  la  su- 
presión de  «bilí  of  attainder»  que  por  fortuna  jamás  hemos  conocido,  y  la 
adición  de  ley  retroactiva  para  comprender  toda  clase  de  leyes,  como 
decía  el  Sr.  Guzmán,  y  para  seguir  esas  doctrinas  americanas  hasta  en 
la  diferencia  entre  la  ley  retroactiva  y  ley  ex  post  fado,  por  más  que 
nunca  nuestra  legislación  haya  aceptado  tal  diferencia.  ^  Y  aunque  en 
los  Estados  Unidos  todavía  sus  publicistas  y  jurisconsultos  más  nota- 
bles enseñan  que  la  Constitución  no  prohibe  la  retroactividad  de  las  le- 
yes civiles,  3  jamás  ni  por  nadie  se  ha  entendido  allá  que  la  prohibi- 
ción de  no  pasar  (de  no  expedir)  leyes  ex  post  fado  hable  sólo 
con  el  legislador  y  no  con  los  tribunales;  jamás,  ni  por  nadie  se  ha  di- 
cho que  no  habiendo  una  prohibición  especial  para  los  jueces  de 
no  juzgar  en  lo  criminal  por  leyes  ex  post  fado,  éstos  lo  pueden  hacer. 
Lejos  de  esto,  publicistas  y  jurisconsultos  enseñan  que  el  precepto:  «No 
-íx  post  fado  law  shall  passed»  es  lan  precepto  general  que  obliga  á  to- 


1  Zarco.  Hist-  del  Congreso  ConstifcUyentei  tomo  !■  páginas  695  á  698- 

2  El  teito  americano  dice  así:  ''lío  bilí  of  attainder,  or  "ex  postfacto"  la'v  shall  be  passed.'  — Aa-t. 

1*,  sec.  9.  Y  un  poco  más  adelante:  '•'So  State  shall pass  anybill  of  attainder*  "ex  postfacto 

lawi  or  law  impairing  íhe  obligatiou  of  contracts-"  Art-  1-  °.  sec-  10- 

3  The  general  interpretation  has  been  and  is  that  the  phrase  (el  texto  citado)  applies  to  acts  of  a 
criminal  nature  only-  "Story-  Com-  ou  Cons-,  num- 1345-"  Retrospective  laws  and  State  laws  devesting 
vested  rights  unless  ''ex  post  f  acto"  or  impairing  the  obligation  of  contractSi  do  not  f all  T/ithin  theprohi- 
bition  coutained  in  the  Constitution  of  the  United  Statesi  hovever  repugnaut  they  may  be  to  the  prin- 
cipies of  govmd  legislation-  "Kent.  Com-  on  american  laír,  Yol- 1-  =^i  pág-  442.  Eclic  de  Boston  1867-" 


152 

das  las  autoridades,  y  no  sólo  al  leg-islador;  que  se  refiere  no  ya  á  la  ex- 
pedición, sino  también  á  la  ejecución  y  aplicación  de  la  ley. 

Y  esto  fué  lo  que  quiso  la  Comisión,  y  no  restringir  la  prohibición  al 
legislador;  y  esto  fué  lo  que  quiso  el  Congreso  extendiendo  el  precepta 
á  toda  clase  de  leyes,  civiles  ó  criminales,  sin  aceptar  la  teoría  ameri- 
cana sobre  ley  retroactiva  y  ley  ex  jyost  fado,  ni  mucho  menos  recono- 
cer el  absurdo  de  que  las  leyes  civiles  tengan  acción  sobre  lo  pasado. 
No  es,  pues,  ni  científica,  ni  históricamente  cierto  que  la  primera  parte 
del  articulo  14  se  refiera  sólo  al  legislador,  y  q.tie  la  segunda  hable  ex- 
clusivamente con  los  jueces;  no  es,  en  consecuencia,  cierto  tampoco  que 
si  esta  segunda  parte  tiene  aplicación  sólo  en  los  juicios  criminales,  se 
pueda  dar  efecto  retroactivo  á  las  leyes  en  los  civiles,  porque  en  aque- 
lla primera  parte  se  prohibe  la  retroacción  de  todas  las  leyes,  lo  mismo 
las  civiles,  que  las, criminales,  que  las  administrativas;  porque  el  pre- 
cepto en  esa  parte  contenido  no  es  especial  para  el  legislador,  sino  ge- 
neral para  todas  las  autoridades  que  expiden,  ejecutan  y  aplican  la 
ley. 

Esto  dicho,  queda  ya  minado  prtr  su  base,  destruido  en  sus  cimien- 
tos el  argum_ento  que  se  daba  por  incontestable,  el  argumento  ante 
quien  tenía  que  sucumbir  ia  teoría  que  restringe  el  precepto  constitu- 
cional á  los  juicios  criminales.  Eota  la  ilación  lógica  que  une  á  las  di- 
versas proposiciones  de  que  se  compone  esa  especie  de  sorites  con  que 
se  arguye,  sus  últimas  consecuencias  han  quedado  sin  apoyo;  más  aún: 
toda  esa  argumentación  ha  caído  por  tierra.  Y  esa  ilación  se  rompió' 
desde  el  momento  en  que  se  ha  demostrado  que  la  primera  parte  del  ar- 
tículo 14,  tanto  obliga  al  legislador,  como  al  magistrado,  como  al  minis- 
tro; desde  el  momento  en  que  se  ha  vislo  que  aun  sin  la  segunda  parte 
de  ese  artículo,  los  jueces  no  podrían  aplicar  leyes  retroactivas  ni  en  lo 
civil  ni  en  lo  criminal.  Desde  que  todo  esto  ha  quedado  demostrado, 
nada  pueden  ya  contra  la  doctrina  que  estoy  defendiendo,  ni  el  régi- 
men de  los  verbos  que  forman  la  oración  del  texto,  ni  la  conjunción 
"^S^  y  "^a  que  une  sus  dos  períodos.  Falta  el  encadenamiento  que  liga- 
ba á  las  diversas  partes  de  la  argumentación,  cuyo  análisis  me  ha  ocu- 
pado, y  toda  ella,  falta  de  base,  cayó  por  el  siielo. 


Tiempo  es  ya  de  abandonar  el  terreno  en  que  hemos  andado  anali- 
zando las  cuestiones  que  surgen  de  la  interpretación  literal  del  texto 
que  estudiamos:  creo  haber  dado  solución  á  las  objeciones  que  se  han 
hecho  contra  las  conclusiones  á  qiie  llegué  en  el  voto  que  emití  en. el 
amparo  del  Sr.  Eosales,  asegurando  que  el  origen  histórico,  que  las  pa- 
labras del  articiilo  constitucional,  no  consienten  en  que  él  se  aplique 
tanto  á  los  juicios  civiles  como  á  los  criminales.  Y  aunque  pudiera  de- 
cir aun  más  en  apoyo  de  mis  opiniones,  mejor  es  llevar  el  debate  á  un 
terreno  más  elevado,  mejor  es  consagrar  toda  nuestra  atención  á  la  in- 
terpretación racional  y  filosófica  de  ese  texto,  a,l  estudio  de  su  espíritu, 
de  su  razón,  de  sus  motivos.  Asi  tendré  ocasión,  emprendiendo  este  tra- 
bajo, de  seguir  analizando  los  argumentos  que  aun  se  formulan  contra, 
la  doctrina  que  defiendo. 

El  abogado  que  sostiene  este  amparo,  reconoce  conmigo  la  verdad 
de  que  el  Constituj^ente  no  prohibió  la  interpretación,  sino  que  consa- 
gró «el  empleo  de  ese  iinico  y  necesario  remedio  contra  el  silencio,  os- 
curidad ó  ineficacia  de  la  ley;»  pero  sin  aceptar  la  opinión  de  algún  co- 
mentador del  texto  constitucional,  qiie  cree  que  hay  irreconciliable  pug- 
na entre  el  articulo  14  de  la  Constitución  y  el  20  del  Código  civil,  ese 
abogado  defiende  una  teoría  de  más  limitado  alcance,  la  que  sienta  co- 


153 

rao  principio  que  cuando  falta  ley  exactamente  aplicable  al  caso,  se  ape- 
le á  los  principios  generales  de  derecho,  «puesto  que  éstos  quedan  ele- 
vados á  la  categoría  de  leyes,»  y  aplicándolos  á  un  caso  dado,  se  aplica 
exactamente  el  articulo  20  del  Código  civil,  ¿Es  aceptable  esta  teoría? 
Yéamoslo. 

Desde  luego  se  nota  que  al  establecerla,  se  olvida  por  completo  á  lo 
criminal;  más  aún,  se  da  una  explicación  al  texto  constitucional  que 
consagra  el  absurdo  en  la  imposición  de  las  penas.  Si  las  leyes  se  apli- 
can exactamente  al  caso,  juzgándose  á  éste  segim  los  principios  gene- 
rales de  derecho,  es  decir,  según  el  sistema  de  la  interpretación,  si  eso 
dice  el  artículo  constitucional,  sin  hacer  distinciones  entre  lo  civil  y  lo 
criminal,  entonces  á  un  reo  se  le  puede  castigar  en  el  silencio  de  la  ley^ 
por  los  principios  de  Farinacio,  de  Julio  Claro,  de  Mattha?u  ó  de  algún 
otro  empolvado  criminalista  antiguo,  que  sostenían  la  interpretación 
ampliativa  en  materia  penal;  entonces  volvemos  á  los  tiempos  de  Carlos 
ni  en  que  una  ley  mandaba  á  los  jueces  que  «á  los  reos  cuyos  delitos 
según  la  expresión  literal  ó  equivalencia  de  razón  de  las  leyes  penales 
del  reino,  corresponda  la  pena  capital,  les  impusieran  ésta  con  toda 
exactitud.»  i'  Y  si  el  artículo  comprende  lo  mismo  á  lo  civil  queálocri^ 
minal,  y  si  él  se  ha  de  entender  en  el  sentido  de  que  los  principios  ge- 
nerales de  derecho  suplen  el  silencio  de  la  ley,  tendremos  que  recono- 
cer con  el  monarca  español  que  una  ley  penal  se  aplica  con  exactitud, 
cuando  por  equivalencia  de  raizan  se  impone  la  pena  de  muerte  á  un 
hombre.  Ante  esa  consecuencia  retrocede  horrorizada  la  civilización 
moderna. 

Para'  evitar,  pues,  el  escollo  que  en  lo  civil  presenta  el  texto  consti- 
tucional, para  salvar  el  imposible  de  que  la  ley  civil  se  aplique  con 
exactitud,  se  abre  un  abismo  en  lo  criminal,  abismo  que  ha  cubierto  el 
progreso  del  derecho  penal,  abismo  que  han  cegado  nuestras  leyes,  exi- 
giendo que  las  penales  no  se  interpreten  de  una  manera  ampliativa  si- 
no que  se  apliquen  con  exactitud.  2  Este  dilema  es  de  apremiante  fuer- 
za: ó  el  artículo  14  se  reñere  á  lo  civil  y  á  lo  criminal,  y  entonces  para 
aceptar  la  interpretación  en  lo  civil,  interpretación  que  es  de.  ineludi- 
ble necesidad,  se  tiene  qae  reconocerla  también  en  lo  criminal,  y  asi  re- 
trocedemos al  tiempo  de  Carlos  III;  ó  se  niega  toda  interpretación,  tan- 
to en  lo  criminal  como  en  lo  civil,  y  entonces  por  lo  que  á  este  ramo 
toca  «se  sienta  un  principio  subversivo  del  orden  social,  destructor  de 
la  propiedad  misma  y  condenado  por  las  legislaciones  délos  países  cul- 
tos,» como  lo  reconoce  el  abogado  defensor  de  este  amparo. 

Es  lo  cierto  que  al  establecer  las  teorías  que  yo  combato,  se  ha  con- 
fundido á  lo  civil  con  lo  criminal,  y  queriendo  que  el  articulo  compren- 
da toda  clase  de  juicios,  se  ha  pretendido  que  una  misma  regla  rija,  y 
esto  es  imposible  de  toda  imposibilidad,  á  aquellos  dos  ramos,  por  lo  que 
hace  á  la  interpretación  ó  no  interpretación  de  la  ley.  Y  esa  confusión 
que  ha  comenzado  por  plantear  mal  la  cuestión,  que  ha  torturado  el 
sentido  del  texto  constitucional,  y  que  ha  acabado  por  llegar  al  borde 
de  un  abismo,  si  no  se  interpretan  nunca  las  leyes  civiles,  ó  de  otro 
abismo,  si  alguna  vez  se  interpretan  las  penales;  y  esa  confusión,  digo, 
no  permite  dar  un  solo  paso  acertado  en  el  estudio  que  hacemos.  Voy 
á  probar  si  me  es  posible  aclarar  esa  equivocación  en  los  términos  de 
la  cuestión,  y  presentar  á  ésta  tal  cual  es. 

¿Qué  se  entiende  por  aplicación  exacta  de  la  ley?  ¿Qué  por  su  in- 
terpretación  racional  ea  caso  de  silencio,  insuficiencia  ú  oscuridad  de 
su  texto?  La  aplicación  exacta  de  la  ley  es  la  que  se  hace  resolviendo 
un  caso  comprendido  en  sus  literales  preceptos,  sin  ampliarlos,  para  su- 
jetar á  su  imperio  otro  caso  que  ellos  no  comprenden,  y  sin   que  para 
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esto  pueda  alegarse  ni  la  razón  ni  el  espíritu  de  la  ley,  ni  la  equivalen- 
cia, ni  la  voluntad  presunta  del  legislador,  ni  la  analogía,  ni  los  argu- 
mentos ab  absurdo,  a  simüi,  ad  majus,  etc„  etc.;  aplicación  exacta  de 
la  ley  es  la  que  excluye  toda  interpretación  aun  para  suplir  su  silencio 
ó  insuficiencia.  Por  esto  el  Código  Penal,  á  la  altura  de  la  ciencia  social 
moderna,  ha  dicho  con  plena  razón:  «se  prohibe  imponer  por  simple 
analogía  y  aun  po7^  mayoría  de  razón  pena  alguna  que  no  esté  decre- 
tada en  una  ley  3'  exactamente  aplicable  al  delito  de  que  se  trate,  etc.»  ^ 
En  lo  criminal  así  se  debe  aplicar  exactamente  la  lej',  y  cualquiera  in- 
terpretación es  un  atentado  del  juez  contra  la  libertad,  la  honra  ó  la 
vida  del  hombre;  por  esto  cuando  la  ley  penal  castigaba  en  Inglaterra 
la  bigamia,  los  jueces  no  se  creyeron  autorizados  para  imponer  penas 
á  los  polígamos. 

Y  por  interpretación  racional  de  la  ley  se  entiende  su  aplicación, 
aunqtie  no  sea  exacta  ni  literal,  k  los  casos  que  el  legislador  no  expre- 
só ni  previo,  pero  que  están  comprendidos  en  su  espíritu,  incluidos  eli 
su  razón  ó  motivos;  casos  que  se  rigen  por  la  analogía  que  se  resuelven 
en  liltimo  extremo  por  los  principios  generales  de  derecho.  La  interpre- 
tación de  la  ley  es,  en  una  palabra,  su  aplicación  á  más  casos  de  los  que 
su  letra  expresa,  su  aplicación  no  exacta  ni  estricta,,  sino  ampliativa  y 
extensiva.  En  lo  civil  así  se  aplican,  así  se  interpretan  las  leyes,  seg'ún 
todas  las  legislaciones  cultas,  3^  asi  deben  por  necesidad  interpretarse, 
so  pena  de  destruir  el  orden  social;  y  por  esto  toda  resistencia  de  tin 
juez  para  fallar  un  pleito  civil,  porque  no  \\a.\  ley  que  resuelva  el  caso, 
es  un  delito  contra  las  garantías  que  todo  hombre  debe  tener  en  la  so- 
ciedad: por  estos  motivos,  cuando  una  ley  civil  anule  el  contrato  de 
compra-venta  por  causa  de  miedo  g'rave,  y  nada  diga  del  de  arrenda- 
miento, el  juez  está  obligado  á  fallar  que  éste  también  es  nulo,  porque 
]a  interpretación  ampliativa  decide  que  son  nulos  todos  los  contratos 
en  que  tal  vicio  intervenga.        .         •  ~~         . 

Son,  pues,  dos  sistemas  perfectamente  contrarios  el  de  la  aplicación 
f',xacta  j  eírñe  la  interpretación  racional  de  la  ley,  sistemas  que  no  pue- 
den regirse  por  una^misma  regla,  ni  ponerse  juntos  á  la  sombra  de  un 
mismo  precepto  constitucional  El  de  la  ex.acta  aplicación,  necesario, 
ineludible  en  lo  criminal,  repugna  al  de  Isl  interpretación  racional,  for- 
zoso, indispensable  en  lo  civil.  La  ley  penal  tiene  que  aplicarse  exacta- 
mente, si  no  se  quiere  retrogradar  al  'tiempo  en  que  un  juez  podía  con- 
denar á  muerte  á  un  hombre  por  equivalencia  de  razón:  la  ley  civil  tie- 
ne que  interpretarse,  si  no  se  quiere  constituir  un  estado  social  que 
nunca  ha  existido,  el  de  la  violencia  individual  sustituida  á  la  accíó«.  de 
los  tribunales  en  la  administración  de  justicia.  ¿Cómo  es  posible  juntar 
esos  dos  sistemas,  ponerlos  bajo  el  imperio  del  articulo  14  de  la  Consti- 
tución, y  proclamar  que  éste  comprende  á  los  juicios  criminales  j  á  los 
civles  sin  distinción? 

Esta  diferencia  que  entre  ambos  sistemas  he  querido  precisar,  ¿sig- 
nifica acaso  que  en  lo  civil  no  se  deben  aplicar  las  leyes  con  exactitud, 
con  criterio,  con  razón,  sino  que  es  lícito  al  juez  hacer  prevalecer  sobre 
ellas  su  capricho,  su  ignorancia,  su  pasión;  que  le  es  lícito  aplicar  á  una 
materia  las  que  á  otra  regulan,  fallar  contra  ellas?  Me  apresuro  á  en- 
cargarme de  esta  cuestión,  no  porque  para  resolverla  se  necesite  es- 
fuerzo alguno  de  inteligencia,  sino  porque  ella  se  trae  al  debate  como 
para  que  no  se  vea  aquella  esencial  diferencia  que  hay  entre  los  dos 
sistemas;  como  para  hacer  creer  que  también  en  lo  civil  y  no  sólo  en  lo 
criminal  tiene  que  aceptarse  el  de  la  exacta  aplicación:  esa  cuestión 
mantiene  la  equivocación  que  estoy  procurando  rectificar,  y  sólo  por 
este  motivo  tiene  importancia  en  este  lugar. 

A  nadie  puede  ocurrírsele  el  despropósito  de  qiie  porque  los  jiieces 

1    Artículo  182. 


de  lo  criminal  no  puedan,  por  medio  de  la  interpretación,  crear  delito^ 
que  no  existen,  ni  reagravar  las  penas  para  los  establecidos  por  la  ley, 
se  convierta  á  los  de  lo  civil  en  déspotas  cuya  arbitrariedad  esté  sobre 
todas  las  leyes.  No;  el  juez  civil  tiene  que  administrar  jiisticia  según  la 
ley,  y  a  ella  debe  ajustar  todos  sus  actos,  sometiéndole,  no  ya  sus  capri- 
chos, sino  aun  sus  opiniones  personales.  Cuando  se  dice,  pues,  que  el 
sistema  de  la  aplicación  exacta  de  la  ley  no  rige  en  1©  civil,  no  se  inten- 
ta ni  con  mucho  autorizar  al  juez  á  que  falle  contra  leyes  expresas,  á 
que  aplique  las  de  una  materia  las  que  á  otra  correspondan,  á  que  obre 
arbitrariamente;  se  pretende  solo  que  cuando  no  haya  leyes  exactamen- 
te aplicables  al  caso  que  juzgue,  use  de  la  interpretación  racional  y  re- 
suelva ese  caso,  supliendo  el  silencio  de  la  ley  con  los  principios  ge- 
nerales de  derecho,  cosa  que  jamás  puede  hacer  el  juez  de  lo  criminal. 
El  sistema,  pues,  que  excluye  de  lo  civil  la  exacta  aplicación  dé  la  ley, 
no  proclama  el  imperio  de  la  arbitrariedad  judicial,  no  significa  que  el 
juez  tenga  como  iinica  regla  de  conducta  sus  caprichos  ó  sus  pasiones? 
ese  sistema,  inspirado  en  los  inmortales  aforismos  de  Bacon,  cree  que 
i^optima  est  lex  quae  minimum  relinquit  arbitrio  j'uidicis:  optimus  ju- 
dex  qui  minimum  sibi;  ^  pero  sabe  también  que  ninguna  legislación 
civil,  por  más  perfecta  que  sea,  contiene  ni  puede  contener  todas  las  le- 
yes que  sean  exactamente  aplicables  á  todos  los  casos  posibles,  y  sostie- 
ne como  una  exigencia  del  orden  social  la  necesidad  de  la  interpreta- 
ción de  la  ley  que  no  pueda  ser  exactamente  aplicable.  Y  lejos  de  auto- 
rizar al  juez  á  que  cometa  desafueros,  á  titulo  de  interpretación,  repite 
las  palabras  de  Bacon  uoptimus  judex  qui  onioiimum  sibi,y).  invoca  las 
reglas  que  la  ley  misma  establece  para  hacer  la  interpretación,  y  consi- 
dera la  infracción  de  esas  como  delito  de  que  el  juez  es  responsable. 

Esto  dicho,  y  creólo  bastante  á  rectificar  las  equivocaciones  que  eü 
mi  sentir  han  perjudicado  á  la  claridad  con  que  la  cuestión  capital  de 
este  debate  se  debe  plantear,  se  puede  y  a  preguntar  abordándola,  ¿Cuál 
de  esos  sistemas  contrarios  de  que  he  hablado  es  el  que  consagra  el  aí- 
ticulo  14  de  la  Constitución?  Y  formulo  así  esa  pregunta,  porque  des- 
pués de  lo  que  he  manifestado,  creo  inútil  inquirir  si  en  ese  artículo  ca- 
ben juntos  esos  dos  sistemas  que  he  llamado  contrarios,  que  reputo  in- 
compatibles. 

Para  resolver  esa  cuestión,  basta  leei'  el  texto  constitucional:  «Nadití 
puede  ser  juzgado  ni  sentenciado,  dice,  sino  por  leyes  dadas  con  ante- 
rioridad al  hecho  É®°y  exactamente  aplicables  á  élj'^K  etcr*  Es,  pueSj 
el  sistema  que  rige  solo  en  lo  criminal,  y  que  es  absurdo,  imposible  apli- 
cado á  lo  civil,  el  que  el  precepto  constitucional  consagra:  es,  pues,  ab- 
surdo, imposible  que  éste  pueda  comprender  también  á  lo  civil. 

Los  que  esta  extrema  y  decisiva  consecuencia  no  quieran  recotioceí^ 
no  tienen  más  recurso,  para  escapar  del  peso  de  estas  argumentaciones 
que  equiparar  la  exacta  aplicación  con  la  racional  interpretación  de  \á 
'ley,  que  colocarse  entre  dos  abismos  igualmente  insondables,  ó  el  decir 
que  el  articulo  permite  la  interpretación,  para  salvar  el  orden  civil,  y 
hacer  sucumbir  entonces  los  derechos  del  hombre  ante  el  arbitrio  del 
juez  de  lo  criminal,  ó  sostener  por  el  contrario  que  ninguna  ley,  ni  la 
civil,  se  interpreta,  y  esto  por  salvar  las  garantías  de  los  acusados,  y 
negar  á  la  sociedad  la  justicia,  en  los  muchísimos,  incontables  casos  en 
que  no  hay  leyes  civiles  exactamente  aplicables  á  ellos. 

Para  evitar  esta  apremiante  dificultad,  no  vale  decir  que  el  texto  no 
exige  que  se  aplique  á  cada  caso  una  ley  exacta,  sino  que  faltando  ésta, 
basta  que  se  invoque  la  que  sea  conducente  por  un  argumento  a  similií 
porque  tal  teoría  hace  retrogradar  la  ley  penal,  que  prohibe  la  analogía 
y  aun  la  mayoría  de  razón,  2  hasta  la  ley  española,  á  la  que  bastaba 
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pSifA  condenar  á  muerte,  la  equivalencia  de  razón  i  Tampoco  se  puede 
alegar  que  elevados  á  la  categ'oiia  de  leves  los  principios  generales  de 
derecho,  invocándose  en  un  í'allo,  se  aplica  exactamente  el  articulo  20 
del  Código  civil,  porque  hay  invencible  contradicción  entre  el  arbitrio 
judicial  que  presupone  el  fallo  íundado  en  esos  principios,  y  la  exacti- 
tud del  caso  deíinido  y  resuelto  en  la  letra  de  la  ley;  porque  son  ideas 
que  se  excluyen  la  de  juzgar  conforme  á  pi'incipios  generales  que  no  se 
ocupan  de  casos  especiales,  y  juzgar  conforme  á  iin  precepto  especial 
exactamente  aplicable  á  un  caso  dado. 

No  necesito  ya  decir  más  para  manifestar  lo^infandado  de  los  siguien- 
tes asertos  del  abogado  de  este  amparo:  «Es  un  principio  elemental  de 
derecho  y  un  deber  que  todas  las  legislaciones  recomiendan  á  los  jue- 
ces, el  de  la  exacta  aplicación  de  las  leyes  en  todas  materias,  sin  que 
antes  de  ahora  se  le  haya  creído  incompatible  con  la  facultad  de  los  jue- 
ces para  interpretarlos El  precepto  relativo  seria  absurdo  si  preten- 
diera una  exactitud  matemática;  él  supone  términos  hábiles,  etc.»  En 
esas  palabras  ha}^  la  contusión  de  los  dos  diversos  y  contrarios  sistemas 
que  he  procurado  definir;  hay  la  imputación  implícita  de  que  el  sistema 
de  la  interpretación  autoriza  á  los  jueces  para  no  aplicar  bien  la  ley; 
hay  el  desconocimiento  formal  de  la  antigua  teoría  inglesa,  de  nuestro 
precepto  penal  vigente  que  no  permiten  la  interpretación  en  lo  crimi- 
nal; ha\^,  en  fin,  un  error  capital  en  que  está  basada  la  doctrina  que  es- 
toy impugnando:  el  que  consiste  en  asegurar  que  el  artículo  constitu- 
cional que  manda  que  la  le}^  se  aplique  exactamente  al  caso,  puede  ex- 
tenderse á  lo  civil,  en  que  se  necesita  imperiosamente  la  interpretación, 
en  que  hay  que  apelar,  en  el  silencio  de  la  ley,  á  los  principios  genera- 
les de  derecho.  Creo  haber  demostrado  cada  una  de  estas  aseveracio- 
nes mías, 

Paréceme,  no  sé  si  me  equivoco  mucho,  que  esa  demostración  ha 
arrojado  tanta  luz  sobre  la  cuestión  que  analizo,  que  se  ve  ya  íácil  y 
sencilla  su  solución;  que  atendido  el  espíritu  del  texto  constitucional, no 
se  puede  dudar  más  sobre  su  inteligencia.  Sin  embargo,  en  materia  tan 
importante,  bueno  es  darnos  la  razón  filosófica  de  esa  diferencia  que 
entre  lo  civil  y  lo  criminal  venimos  notando,  porque  ello  servirá  para 
descubrirnos  en  todo  su  valor  científico  los  motivos  de  la  ley  que,  com- 
prendiendo á  lo  criminal,  excluyen  á  lo  civil. 

La  ley  penal,  la  qua  define  el  delito  y  designa  la  pena,  no  se  inter- 
preta sino  que  se  aplica  exacta,  literal,  matemáticamente,  si  en  las  cien- 
cias morales  se  puede  usar  de  esta  palabra:  sus  preceptos  no  se  amplían 
para  abarcar  un  caso  que  su  letra  no  comprende.;  todas  las  veglas  de  in- 
terpretación enmudecen  ante  esa  ley.  Esta  es  la  teoría  inglesa  estable- 
cida en  respeto  de  la  libertad,  de  la  honra,  de  la  vida  del  hombre;  esta 
es  la  teoría  de  nuestra  ley  vigente,  que  prohibe  á  los  jueces  usar  de  ar- 
gumentos más  ó  menos  sólidos  para  crear  delitos  que  la  ley  no  estable- 
ce, para  castigar  más  casos  qx;e  los  que  la  letra  de  la  ley  enumera,  para 
aumentar  ó  reagravar  las  penas.  La  libertad  civil,  que  no  sufre  más 
restricciones  que  las  que  la  ley  impone,  no  consiente  tampoco  que  el 
juez  con  la  inter-pretación  usurpe  el  lugar  del  legislador  para  restrin- 
girla, porque  sería  erigir  en  principio  la  tiranía  más  ominosa,  el  permi- 
tir que  á  la  acción  de  la  ley,  debidamente  promulgada,  que  establece  un 
delito  y  marca  su  pena,  se  sustituy-esen  las  elucubraciones  de  un  juez 
que,  interpretando  la  ley  en  el  silencio  de  su  gabinete,  resolviese,  aun- 
q\ie  sea  por  mayoría  de  razón,  que  es  delito  lo  que  no  está  en  la  ley 
calificado  de  tal.  Por  razones  tan  humanitarias,  tan  filosóficas,  tan  con- 
formes con  el  progreso  de  la  ciencia  social,  es  ya  un  dogma  entre  nos- 
otros la  aplicación  exacta,  literal,  matemática,  si  se  puede  hablar  asi, 
de  la  ley  penal. 

1    Ley,13.  tít-  24,  lih.  8.  Pv,  ó  7,  tít- 40,  Ub.  12,  Novia.  Rec 
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jPero  tratándose  de  lo  civil,  los  términos  de  la  cuestión  se  invierten 
completamente,  y  sobre  el  sistema  de  la  aplicación  exacta  prevalece  del 
todo  el  de  la  interpretación.  ¿Por  qnétan  sustancial  diferencia?  se  pre- 
gunta. Por  muchos  motivos,  de  los  quealg'unos  son  de  irrefragable  evi- 
dencia. En  lo  criminal,  la  interpretación  violaría  los  deredios  del  hom- 
bre, los  congénicos  á  su  naturaleza,  los  anteriores  á  toda  legislación 
positiva;  en  lo  civil,  esa  violación  es  imposible,  porque  ella,  en  último 
análisis,  no  puede  afectar  sino  las  derechos  civiles,  los  que  la  ley  cría, 
modifica  ó  altera,  según  los  tiempos,  circunstancias  y  necesidades  de 
cada  nación.  En  lo  criminal,  el  silencio  de  la  ley,  que  no  se  suple,  no 
produce  otro  mal  que  la  impunidad  de  un  delincuente,  delincixente  á 
los  ojos  de  la  moral,  no  de  larley,  nótese  bien  esto;  y  ese  mal  que  es 
siempre  menor  que  el  castigo  de  un  inocente,  es  transitorio  y  pasajero, 
pues  él  queda  remediado  por  completo  solo  con  que  el  legislador  expi- 
da una  nueva  ley  definiendo  el  nuevo  delito,  y  con  esto  quedan  por 
completo  garantizados  los  intereses  sociales.  En  lo  civil  la  ley  no  pue- 
de permanecer  muda  en  presencia  de  dos  litigantes  que  la  invocan 
sosteniendo  pretensiones  contrarias;  el  juezno  puede  absolver  de  la  de- 
manda al  reo  por  falta  ó  insuficiencia  de  la  ley,  sin  negar  hasta  los  fun- 
damentos del  derecho,  de  la  justicia,  sino  que,  usando  del  poder  de  la 
interpretación,  debe  pronunciar  en  todo  caso  un  fallo  que  resuelva  ter- 
minantemente á quién  de  los  dos  litigantes  pertenece  la  cosa  disputada, 
un  fallo  que  ne  deje  lugar,  como  recurso  supremo,  á  violencia  indivi- 
dual; un  fallo,  en  fin,  que  dé  testimonio  de  que  en  la  sociedad  no  es  la 
fuerza  sino  la  acción  de  los  tribunales  lo  que  dirime  las  cuestiones  ci' 
viles. 

En  una  palabra,  la  sustancial  diferencia  que  hay  entre  los  derechos 
del  hombre  y  los  derechos  civiles,  produce  lógicamente  la  diferencia 
entre  el  sistema  de  la  aplicación  exacta  de  laley  penal  y  el  de  la  racio- 
nal interpretación  de  la  civil.  Solo  confundiendo,  como  en  realidad  se 
confunden,  aquellos  derechos,  se  puede  sostener  que  esos  sistemas  amal- 
gamados y  unidos  caben  en  el  precepto  del  artículo  14  de  la  Constitu- 
ción. Confundir  los  derechos  del  hombre  con  los  derechos  civiles!  ¿Seha 
meditado  en  lo  qiie  esa  monstruosidad  importa?  ¿Habrá  alguien  que  se- 
riamente sostenga  que  el  conceder  ó  negar  una  apelación,  el  confirmai" 
ó  invalidar  un  testamento,  un  contrato,  el  reconocer  ó  negar  la  incapa- 
cidad de  una  persona  para  albacea,  tutor  ó  testigo;  el  calificar  bien  ó 
mal  la  validez  ó  nulidad  de  una  escritura  por  sus  fórmulas;  habrá  al- 
guien, repito,  que  seriamente  sostenga  que  todo  eso  importa  un  aten^ 

tado,  una  violación  de  los  derechos  del  hombre? Pero  no  debo  an* 

ticipar  mis  demostraciones;  dejo  para  su  lugar  oportuno  encargarme 
de  evidenciar  cómo  la  teoría  que  refuto,  ha  coraenzadopor  suponer  que 
los  derechos  civiles  son  derechos  del  hombre,  para  acabar  por  asegurar 
que  la  inexacta  aplicación  de  la  ley  civil  viola  estos  derechos  y  hace 
procedente  el  amparo.  Por  ahora,  basta  á  mi  propósito  haber  dejado 
bien  demostrada  esta  verdad:  no  caben  dentro  del  precepto  del  artícu- 
lo 14  el  sistema  de  la  exacta  aplicación  y  el  de  la  racional  interpreta- 
ción de  la  ley:  si  para  hacer  extensivo  ese  articulo  á  toda  clase  de  jui- 
cios, se  niega  el  arbitrio  judicial  en  lo  civil,  la  sociedad,  falta  de  justicia, 
sedesquicia;  siporelcontrario  se  permite  la  interpretación  en  lo  criminal, 
los  derechos  del  hombre  quedan  sacrificados  en  las  aras  de  la  arbitrarie- 
dad judicial.  Entre  esos  extremos  igualmente  absurdos  no  hay  más  que 
este  medio:  reconocer  que  el  artículo  constitucional  que  exige  la  exac- 
ta aplicación  de  la  ley  se  refiere  solo  á  lo  criminal,  confesar  que  la  filo- 
sofía, la  razón  de  ese  precepto  repxignan  el  absurdo  de  que  él  sea  apli- 
cable también  á  lo  civil. 
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Contra  la  doctrina  que  sostengo,  se  invoca  un  argumento  poderoso 
en  el  foro,  argumento  que  él  solo  ha  cambiado  las  opiniones  del  promo- 
tor fiscal,  según  él  lo  dice  en  su  pedimento  en  este  negocio.  Se  invoca 
la  autoridad  de  la  Comisión  que  íormó  el  Código  civil,  para  probar  que 
el  articulo  14  de  la  Constitución  comprende  tanto  á  lo  civil  como  á  lo 
criminal,  y  se  llega  á  asegurar  «que  esa  Comisión  vaciló  sobre  la  lega- 
lidad de  su  propia  obra  antes  que  poner  en  duda  ni  por  un  momento 
que  el  principio  constitucional  abraza  toda  clase  de  juicios.»  No  puedo 
yo  pasar  en  sileacío  un  argumento  que  tanta  preocupación  causa  en  el 
estudio  de  esas  importantes  materias. 

Después  de  expener  la  Comisión  los  robustos  fundamentos  en  que  la 
necesidad  de  la  interpretación  se  funda;  después  de  demostrar  que  el 
articulo  20  del  Código  es  una  imperiosa  exigencia  del  orden  civil,  exi- 
gencia sentida  y  satisfecha  desde  las  lej^es  romanas  hasta  los  códigos 
más  recientes,  contintía  hablando  en  estos  términos:  «Mas  á  pesar  de  las 
razones  expuestas,  la  Comisión  duda,  no  de  la  necesidad  y  convenien- 
cia del  artículo,  sino  de  su  legalidad.  El  articulo  14  de  la  Constitución 
contiene  el  precepto  más  justo  en  principio;  pero  el  más  irrealizable  en 

la  práctica. Mucho  se  puede  decir  respecto  del  tribunal;  pero 

no  siendo  ese  punto  la  materia  de  que  hoy  se  trata,  se  limitará  la  Comi- 
sión á  examinar  la  exacta  aplicación  que  previene  el  precepto  constitu- 
cional.» 

«Si  por  la  palabra  «exactamente»  sólo  se  entiende  la  racional  aplica- 
ción de  la  ley,  la  dificultad  es  menos  grave;  pero  el  artículo  será  siem- 
pre peligroso  por  prestarse  á  varia  inteligencia.  Pero  si  esa  exactitud 
se  entiende,  como  debe  entenderse,  según  su  letra  y  su  sentido  jurídico, 
el  precepto  tolocado  entre  las  garantías  individuales,  da  por  preciso  re- 
sultado la  más  funesta  alternativa.» 

«Si  se  cumple  con  él  se  dejan  de  resolver  mU  contiendas  judiciales, 
porque  cuando  no  haya  ley  exactamente  aplicable  al  hecho,  el  tribunal 
no  puede  apelar  al  arbitrio.  La  idea  que  éste  expresa  es  contradictoria 
de  la  que  expresa  la  exactitud:  ésta  acaba  donde  aquel  empieza;  y  no 
es  concebible  cómo  un  juez  puede  usar  de  su  arbitrio  si  debe  aplicar  la 
ley  exactamente.  Si  el  precepto  no  se  cumple,  se  infringe  la  Constitu- 
ción á  cada  paso,  y  el  recurso  de  amparo  viene  á  nulificar  las  sentencias 
de  los  tribunales » 

«El  precepto  es  justísimo  y  prueba  el  noble  pensamiento  del  legisla- 
dor; pero  supone  lo  que  no  es  posible,  un  Código  i)erfecto.  Por  lo  mis- 
mo, la  Comisión  ha  creído  necesai'io  presentar  estas  observaciones  al 
Supremo  Gobierno,  á  fin  de  que,  si  las  estima  fundadas,  se  sirva  iniciar 
la  supresión  del  adverbio  exactamente  en  el  referido  artículo  14 »  ^ 

Generalmente  se  ha  creído  que  estas  palabras  manifiestan  el  juicio 
que  la  Comisión  del  Código  formó  sobre  las  importantísimas  materias 
de  que  trata;  pero  con  posterioridad,  uno  de  sus  autores,  el  Sr.  Montiel 
y  Duarte,  ha  asegurado  que  lo  que  dejo  copiado  «expresa  la  opinión 
particular  del  Sr.  Lafragua,  y  no  la  colectiva  de  la  Comisión.»  2  Y  aun- 
que esto  es  ya  decir  que  el  argumento  tomado  de  la  autoridad  de  la 
Comisión,  se  debilita  mucho,  supuesto  que  ella  misma  no  estuvo  de 
acuerdo  en  estos  puntos,  para  mi,  que  tan  respetable  es  la  opinión  del 
Sr,  Lafragua  como  la  de  los  otros  miembros  de  la  Comisión,  si  bien  no 
me  es  licito  proferir  una  sola  palabra  que  su  autoridad  desconozca,  sí 

1     Pi-oy.  de  Cód,  civil- Exposición  de  motivos  del  lib-l?,  págs- 7  y  8' 
S    Tratado  de  las  leyes  y  su  aplicación,  pág.  168 
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me  es  inexcusable  en  esta  ©casión  considerar  bajo  su  aspecto  cíentifíco ' 
esas  opiniones,  aunque  protestando,  como  me  complazco  en  hacerlo,  to- 
dos mis  respetos  á  cada  uno  de  los  ilustrados  miembros  de  la  Comisión 
del  Código  civil. 

Comencemos  por  analizar  las  palabras  citadas  del  Sr.  Lafragua.  El 
nos  dice  que  el  precepto  que  ordena  la  eccaeía  aplicación  de  laley  civil,  es 
justo,  pero  impracticable-^  que  es  justísimo, pero  que  supone  nnimposi- 
ble,  un  Código  perfecto  que  prevea  y  defina  exactam,ente  todos  los  casos 
ocurrentes.  ¿Qué  quiere  esto  decir  en  toda  su  desnuda  realidad  y  des- 
pojando á  esas  frases  del  velo  con  que  se  quiso  cubrir  el  respeto  á  la 
Constitución'?  Necesario  es  manifestarlo  con  toda  claridad  para  preca- 
ver las  consecuencias  de  un  mal  terrible.  El  Sr.  Lafragua  creyó  que 
nuestra  Constitución  contendría  un  precepto  impracticable,  imposible, 
absurdo,  irreconciliable  con  todo  Código  civil,  con  las  exigencias  de  la 
administración  de  justicia,  si  ese  precepto  hubiera  de  prescribir  la  exac- 
ta aplicación  de  la  ley  civil.  Y  eso  que  creyó  el  Sr.  Lafragua,  lo  creo  yo 
también  con  profundísima  convicción,  porque  ese  Código  perfecto  de 
que  se  nos  habla,  es  una  utopia  más  irrealizable  que  los  sueños-  de  Pla- 
tón; porque  el  querer  aplicar  todas  las  leyes  civiles  exactamente,  es  un 
intento  más  inasequible  que,  pretender  que  en  la  sociedad  no  haya  liti- 
gios, y  lo  diré  de  una  vez,  revelando  todos  mis  sentimientos  de  adhesión 
á  la  Constitución,  porque  si  ella  contuviese  semejante  impracticable,  im- 
posible, absurdo  precepto,  eso  sólo  bastaría  para  que  en  un  tiempo  más 
ó  menos  próximo  toda  ella  sucumbiera,  como  sucumben  todas  las  insti- 
tuciones viciosas  que  lastiman  los  intereses  legítimos  de  la  sociedad,  que 
desconocen  los  principios  inquebrantables  de  la  ciencia,  que  intentan 
destruir  la  obra  de  la  civilización Y  yo  me  opongo  y  me  opon- 
dré con  todas  mis  fuerzas  á  que  se  acuse  á  nuestra  ley  fundamental  de 
tener  una  sola  palabra  que  legitime  el  absurdo,  que  dé  un  solo  aliento 
á  lo  que  la  ciencia  y  la  civilización  tienen  condonado  á  muerte.  ¡Quiero 
yo  mucho  la  Constitución  de  mi  pais  para  consentir  en  que  su  despres- 
tigio ocasione  su  caida! 

Pero  vuelvo  al  análisis  de  las  palabras  del  Sr.  Lafragua.  Los  argu- 
mentos de  que  usó  para  probar  que  el  arbitrio  judicial  j  la  exactitud 
son  ideas  contradictorias  entre  si,  no  tienen  respuesta  satisfactoria,  y 
nada  más  debo  yo  agregar  sobre  este  punto  á  mis  anteriores  demostra- 
ciones. Pero  en  lo  que  no  estoy  ni  paedo  estar  conforme  con  el  Sr.  La- 
fragua,  es  en  la  manera  con  que  él  creyó  salvar  al  Código  civil,  en  el 
modo  con  que  indicó  que  se  debiera  evitar  lo  impracticable,  lo  imposi- 
ble, lo  absurdo  del  precepto,  «en  la  supresión  del  adverbio  exactamente 
del  articulo  14.» 

Porque  semejante  supresión  autorizaría  la  interpretación  de  las  le- 
yes penales,  creando  delitos  por  analogía,  aumentando  las  penas  por  in- 
ducción; porque  esa  supresión,  si  bien  pondría  término  á  la  contradic- 
ción entre  el  arbitrio  judicial  y  la  exactitud,  significaría  que  aquel  po- 
dría usarse  tanto  en  lo  civil  como  en  lo  penal,  poniendo  así  la  libertad, 
la  honra  y  la  vida  del  hombre,  á  discresión  de  las  opiniones  del  juez; 
porque  esa  supresión  si  de  verdad  salva  al  Código  civil,  en  que  es  impo- 
sible la  exactitud,  pierde  del  todo  al  Código  penal,  en  que  es  imposible 
también  el  arbitrio;  porque  esa  supresión,  en  fin,  si  quita  al  precepto  en 
su  relación  con  lo  civil,  lo  que  tiene  de  impracticable,  de  absurdo,  lo 

convierte  en  cuanto  á  lo  criminal  en  absurdo  también,  en  salvaje 

Si  en  lo  criminal  se  suprime  la  exactitud  en  la  aplicación  de  la  ley,  vuel- 
ve á  levantarse  otra  vez  la  tiranía  judicial  contra  los  derecho  del  hom- 
bre, y  hacemos  retrogradar  un  siglo  á  nuestro  Código  penal.  No,  esto 
no  es  posible. 

¿Cómo  habría  la  Comisión,  ó  el  Sr.  Lafragua,  que  habló  en  su  nom- 
bre, evitado  tantos,  tan  peligrosos  escollos?  De  una  sola  manara:  reco- 
nociendo y  confesándolo  asi,  que  el  articulo  14  no  puede  aplicarse  á  lo 
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civil,  porque  eso  es  convertirlo  en  impracticable,  en  imposible,  en  ab- 
surdo, y  referirlo  solo  á  lo  criminal  sin  suprimir  ninguna  de  sus  pala- 
bras, porque  la  exactitud  que  exige  en  la  aplicación  de  la  ley  penal,  es 
la  garantía  indispensable  de  los  drerechos  del  hombre  contra  el  arbitrio 
judicial. 

Los  que  profesan,  sobre  esta  materia,  opiniones  contrarias  á  las  del 
Sr.  Lafragua,  en  vano  luchan  por  escaparse  del  peso  de  la  argumenta- 
ción de  este  señor,  por  lo  que  toca  á  la  contradicción  que  hay  entre 
el  arbitrio  judicial  y  la  exactitud-^  porque  no  se  puede  decir,  como 
ellos  lo  hacen,  que  por  exacta  aplicación  de  la  ley  se  debe  entender  su 
racional  interpretación,  uporque  ésta  empieza  en  donde  aquella  acaba; 
porque  no  se  concibe  cómo  un  juez  puede  usar  de  su  arbitrio  si  debe 
aplicar  la  le}''  exactamente;»  y  tampoco  vale  sostener,  como  ellos  lo  in- 
tentan, que  cuando  falta  ley  exactamente  aplicable,  debe  tenerse  como 
tal,  según  el  precepto  constitucional,  la  que  mejor  se  amolde  á  la  natu- 
raleza del  caso  que  se  haya  de  resolver,  porque  tal  sistema,  bueno  en  lo 
civil  en  que  la  interpretración  es  licita,  nos  volvería,  no  me  cansaré  de 
repetirlo,  á  los  tiempos  de  Carlos  III,  en  que  se  mataba  á  un  hombre 
por  equivalencia  de  razón]  porque  tal  sistema  borra  no  sólo  el  artículo 
182  del  Código  penal,  sino  el  misino  14  de  la  Constitución. 

El  argumento,  pues,  del  Sr.  Lafragua,  á  pesar  de  las  respuestas  con 
que  se  ha  pretendido  satisfacerlo,  permanece  en  pié,  terrible,  amenaza- 
dor. Si  el  artículo  14  exige  la  exacta  aplicación  de  las  lejos  civiles  y  con 
él  se  cumple,  «se  dejan  de  resolver  mil  cont^'endas  judiciales,  porque 
cuando  no  hay  ley  exactamente  aplicable,  el  tribunal  no  puede  apelar 
al  arbitrio,»  y  con  esto  la  sociedad  se  hunde  en  el  caos;  mas  si  para  sal- 
var á  ésta  el  artículo  no  se  obedece  y  se  resuelven  todos  los  casos,  aun- 
que sin  leyes  exactamente  aplicables,  viene  entonces  el  amparo  y  nuli- 
fica ejecutorias;  y  hace  más,  y  esto  no  lo  dijo  el  Sr.  Lafragua,  deja  sin 
posibilidad  siquiera  de  que  se  resuelvan  de  otra  manera  que  por  la 
fuerza,  los  muchísimos  litigios  para  los  que  no  ha^'-  leyes  exactamente 
aplicables. 

Es  conveniente  presentar  esta  observación  en  toda  su  fuerza,  y  po- 
cas palabras  son  bastantes  para  ello.  La  ejecutoria  de  un  tribunal  civil 
que,  á  falta  de  le}^  exactamente  aplicable,  se  funde  en  los  principios  ge- 
nerales de  derecho,  en  las  reglas  de  interpretación,  se  nulifica  por  el 
amparo,  porque  viola  el  artículo  14  de  la  Constitución,  segmi  la  teoría 
que  combato.  Como  resultado  de  ese  amparo,  aquel  tribunal  tendría  que 
pronunciar  otra  ejecutoria  que  tampoco  se  apoyaría  en  ley  exactamen- 
te aplicable  al  caso,  supuesto  que  no  la  hay  en  la  hipótesis  qiie  exami- 
namos. Esta  ejecutoria  y  cualquiera  otra  que  se  imagine,  sea  cual  sea 
su  sentido,  está  sujeta  á  la  misma  nulidad  por  medio  de  otro  amparo, 
porque  es  imposible,  lo  repito,  que  la  les^  se  aplique  exactamente  en 
donde  no  hay  ley  exactamente  aplicable.  Así,  pues,  cada  uno  de  los  li- 
tigantes, alternativamente,  tiene  eu  el  amparo  un  medio  eficaz  de  dejar 
sin  efecto  la  sentencia  que  no  sea  de  su  agrado La  Corte  de  Jus- 
ticia, en  tal  hipótesis,  abandonaría  su  augusta  misión  de  guardiái>  de 
las  garantías  individuales  para  llenar  sólo  el  triste,  desesperante  deber 
de  proclamar  como  verdad  constitucional,  que  en  todos  aquellos  casos 
para  los  que  no  hay  ley  exactamente  aplicable,  la  administración  de  la 
justicia  civil  es  imposible.  ¿Se  puede  imaginar  precepto  constitucional 
que  esto  mande? 

Y  no  se  quiera  creer,  para  aquietar  la  alarma  que  esta  considera- 
ción causa,  que  esos  casos  para  los  que  faltan  le^'^es  exactamente  apli- 
cables, son  raros:  en  la  práctica,  por  el  contrario,  es  raro  el  litigio  civil 
que  se  resuelve  por  una  ley  de  exacta  aplicación.  Lo  fref.uente,  lo  co- 
mún es  que  las  circunstancias  modifiquen  cada  negocio  de  tal  modo, 
qtie  ninguno  quepa  exactamente  en  la  ley  y  que  en  cada  uno  de  ellos 
se  necesite  más  ó  menos  de  la  interpretación  para  resolverlo.    Los  co- 
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mentadores,  los  casuistas  nos  dan,  de  esta  verdad,  un  testimonio  elo- 
cuente. Los  millares  de  casos,  todos  distintos,  todos  diversos,  que  isólo 
Antonio  Gómez  propone  ensus«Vari0e  Resolutiones,»  casos  para  los  que 
no  hay  una  ley  exactamente  aplicable,  quedarían  todos  sin  resolución 
en  nuestros  tribunales;  porque  en  cualquier  sentido  y  por  cuantas  ve- 
ces se  decidieran,  el  amparo  vendría  á  nulificar  esa  decisión,  ¿Puede 
haber  Constitución  alguna  que  á  este  absurdo  dé  vida? 

Por  más  que  yo  respete,  como  respeto  y  mucho,  las  opiniones  de  los 
Sres.  Lafrag-ua,  Montiel  j  Duarte,  y  de  los  otros  autores  del  Código  Ci- 
vil, ni  acepto  con  el  primero  la  supresión  del  adverbio  «exactamente»  del 
artículo  14,  ni  creo  con  el  segundo  que  quepan  en  su  precepto  juntos  y 
amalgamados  dos  sistemas  que  se  contradicen,  uno  exclusivo  para  lo 
civil,  y  el  otro  exclusivo  paro  lo  criminal,  el  sistema  de  la  exacta  apli- 
cación de  la  ley  y  el  de  la  racional  interpretación  de  la  ley.  Yo  conver- 
tiría á  la  funesta  alternativa  del  Sr.  Lafragua  en  este  terrible  dilema, 
dilema  que  es  el  Sylla  y  el  Caribdis  de  la  teoría  que  combato:  si  el  ar- 
ticulo 14  se  refiere  á  todos  los  juicios,  ya  civiles,  ya  criminales,  ó  en  to- 
dos se  exige  la  exacta  aplicación  de  la  ley,  ó  en  todos  es  lícita  su  racio- 
nal interpretación.  El  primer  camino  lleva  directamente  á  la  negación 
del  orden  civil,  y  entonces  las  dudas  del  Sr.  Lafragua  sobre  la  legali- 
dad del  Código  se  convertirán  en  esta  inaceptable  realidad:  en  México 

no  \iKY  ley  ni  administración  de  justicia  civil! Y  al  extremo  dei 

segundo  camino  nos  encontramos  á  un  juez  creando  delitos  con  las  opi- 
niones de  Farinacio,  reagravando  las  penas,  restringitjndo  la  libertad 
humana  según  sus  caprichos.  Los  que  se  empeñan  en  hacer  extensivo 
el  artículo  14,  tanto  á  lo  civil  como  alo  criminal,  no  pueden  evitarse  de 
caer  en  alguno  de  esos  dos  extremos.  La  fuerza  de  la  lógica  los  lleva 
fatalmente  á  ellos. 

No  sé  si  me  equivoco  mucho  al  creer  que,  después  de  las  observa- 
ción es  que  me  ha  sido  forzoso  hacer  en  defensa  de  mis  opiniones,  el  ar- 
gumento tomado  de  la  autoridad  de  la  Comisión  del  Código  Civil,  más 
aprovecha  que  daña  á  la  teoría  que  estoy  defendiendo.  Opinando  yo 
como  el  Sr.  Lafragua,  que  si  el  artículo  14  se  ha  de  referir  á  lo  civil,  es 
impracticable,  imposible,  y  habiendo  demostrado,  según  lo  entiendo, 
que  no  se  puede  suprimir  la  exactitud  en  la  aplicación  de  ley  penal,  no 
queda  más  reciirso  que  reconocer  que  ese  artículo  en  su  segunda  par- 
te, no  puede  referirse  racional  y  filosóficamente  más  que  á  los  juicios 
criminales.  Sólo  con  esta  iüterpretación  se  salva  el  Código  Civil;  sólo 
con  esa  interpretación  se  evita  que  el  Código  Penal  retrograde  á  los 
tiempos  de  Carlos  IIL 


VI 


A  las  argumentaciones  constitucionales  que  en  el  amparo  del  Sr. 
Rosales  expuse,  demostrando  qu.e  no  se  puede  encomendar  á  los  tribu- 
nales federales  la  revisión  de  todos  los  negocios  civiles  de  la  Repiibli- 
ca,  para  que  decidan  sobre  si  las  leyes  se  aplican  ó  no  exactamente, 
porque  esto  mataría  de  un  solo  golpe  la  soberanía  de  los  Estados,  y  ani- 
quilaría el  principio  fundamental  de  nuestro  sistema  político;  á  esas  ar- 
gumentaciones, digo,  ni  siquiera  se  responde  (los  artículos  40  y  117  de 
la  Constitución,  que  definen  el  límite  del  poder  federal  y  del  local,  no 
permiten  que  esta  materia  se  ponga  á  discusión),  y  simplemente  se  afir- 
ma que  «prueban  t.anto  que  nada  prueban,  porque  si  fueran  atendibles, 
harían  ilusorio  el  precepto  aun  tratándose  de  juicios  criminales,  porque 
las  mismas  razones  se  podrían  aducir  para  rechazar  el  recurso  de  am- 
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{)aro  contra  actos  que  implicasen  falta  de  exactitud  en  la  aplicación  de 
a  ley  penal.» 

No  sé  si  intencionalmente  por  huir  el  cuerpo  á  una  dificultad  inven- 
cible, ó  por  una  distracción,  el  abogado  de  este  amparo  no  se  hizo  car 
go  de  mis  razonamientos,  que  manifiestan  los  motivos  por  los  que  un 
tribunal  federal  no  puede  revisar  las  causas  civiles,  sin  atentar  contra 
la  soberanía  de  los  Estados,  y  si  le  es  licito  conocer  por  vía  de  amparo 
de  los  negocios  criminales.  Repetiré  mis  propias  palabras  para  que  se 
vea  que  la  contestación  que  sobre  este  punto  se  me  da,  dista  mucho  de 
ser  satisfactoria: 

«La  soberanía  de  los  Estados,  decía  yo  en  el  caso  del  Sr.  Rosales,  es- 
tá restringida,  es  cierto,  por  la  Constitución;  pero  las  facultades  que  á 
los  poderes  federales  no  están  expresamente  concedidas,  se  entienden 
reservadas  á  los  Estados,  i  Se  necesita,  pues,  un  texto  expreso  que  con- 
ceda una  facultad  determinada,  para  que  ésta  se  pueda  llamar  propia 
de  los  poderes  federales.  Y  ¿cuál  es  este  texto  que  autoriza  al  poder  ju- 
dicial de  la  Federación  para  examinar  la  forma  ó  el  fondo  de  una  cau- 
sa civil  de  la  competencia  de  los  tribunales  locales?  No  existe.  En  lo 
criminal,  por  el  contrario,  hay  textos  que  autorizan  á  aquel  para  juzgar 
por  la  vía  de  amparo  de  los  procedimientos  del  juez  local  en  cualquier 
estado  del  proceso;  2  que  lo  autorizan  para  inquirir  si  el  auto  de  prisión 
está  pronunciado  á  su  tiempo;  3  si  se  decretó  una  prisión  por  causa  ci- 
vil; 4  si  se  imponen  penas  inusitadas  ó  trascendentales;  ^  si  se  juzga 
dos  veces  por  el  mípino  delito,  etc.  ^  Y  en  todos  estos  casos  la  soberanía 
de  los  Estados  no  se,  lastima,  porque  hay  textos  expresos  en  la  Consti- 
tución que  facultan  al  poder  judicial  federal  para  ingerirse,  bajo  cier- 
tas condiciones,  en  la  administración  de  la  justicia  criminal  de  los  Es- 
tados; pero  no  puede  suceder  lo  mismo  en  lo  civil  desdeel  momento  que 
falta  un  texto  expreso  que  conceda  iguales  facultades.» 

¿Avanzaré  demasiado  asegurando,  después  de  esto,  que  no  se  me  ha 
contestado  á  estas  decisivas  observaciones?  Responda  otro  á  esta  pre- 
gunta; por  lo  que  á  mi  toca,  yo  sigo  creyendo  que  la  interpretación  ex- 
tensiva del  artículo  14  de  la  Constitución,  á  efecto  de  autorizar  á  los  tri- 
bunales federales  para  erigirse  en  revisores  de  los  procedimientos  y 
sentencias  de  los  tribunales  locales  en  la  administración  de  la  justicia  ci- 
vil, choca  de  lleno  con  el  articulo  117  en  la  misma  Constitución:  más 
aún,  sigo  creyendo  que  aunque  aquella  interpretación  extensiva  fuera 
inatacable,  ni  con  ella  esta  Corte  podría  arrogarse  una  facultad  que  no 
le  da  un  texto  expreso  de  la  Constitución,  la  de  revisar  los  procesos  ci- 
viles de  los  tribunales  locales. 

Se  califica  de  pueril  la  consideración  de  que  seria  imposible  la  in- 
mensa absorción  de  la  administración  de.  justicia  por  esta  Corte,  si  la 
inexacta  aplicación  de  la  ley  civil  autorizara  el  amparo.  No  repetiré  lo 
que  sobre  este  punto  dije  en  el  caso  del  Sr.  Rosales;  pero  si  entraré  en 
nuevas  consideraciones  que  afirman  aun  más  la  exactitud  de  mis  ante- 
riores asertos;  que  evidencian  que,  lejos  de  ser  pueril,  es  de  importan- 
tísimo interés  aquella  consideración. 

Aunque  en  este  amparo  se  habla  de  la  exacta  aplicación  de  la  ley 
sólo  en  sentencias  definitivas  (al  interés  del  quejoso  basta  esto),  los  que 
interpretan  el  texto  constitucional  ánapliamente,  entienden  y  sostienen 
que  no  ya  en  las  sentencias,  sino  en  todos  los  procedimientos  de  todos 
los  juicios  debe  observarse  la  misma  exactitud.  Creen  que  las  palabras 
juzgado  y  sentenciado  de  que  usa  el  texto,  justifican  tal  inteligencia.  Y 

1  Art.  117  de  la  Const.  fed. 

2  Articuo  18id. 

3  Art.  19  Ídem. 

4  Art,  17  id. 

5  Art.  22  id. 

6  Art.  24  id< 
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/ 
aquí  en  este  Tribunal  se  ha  visto  un  caso  en  que  se  pidió  amparo,  por- 
que no  se  admitió  una  recusación  después  de  la  citación  para  sentencia, 
porque  ajuicio  del  quejoso  no  se  le  había  aplicatlo  exactamente  la  ley. 
En  la  teoría  que  impugno  se  comprenden  todas  las  leyes,  desde  las  que 
determinan  cómo  se  hace  la  notificación  de  la  demanda,  hasta  las  que 
deben  fundar  las  sentencias. 

Los  actos,  pues,  de  todos  los  jueces  de  la  Repiíblíca,  sentencias  defi- 
nitivas, autos  interlocutorios,  y  aun  providenciab  '¡cmero  trámite,  y  es- 
to lo  mismo  en  asuntos  de  mayor  que  en  los  de  u^enor  cuantía,  todos 
los  actos  de  todos  los  tribunales  del  país,  están  sujetos,  por  la  vía  de  ara- 
paro,  á  la  revisión  de  esta  Suprema  Corte! ¿Puede  creerse  en  la 

posibilidad  siquiera  de  la  reconcentración  de  tal  poder  en  este  Tribu- 
nal? ¿No  sería  esto  verdaderamente  monstruoso?  Un  expositor  del  tex- 
to constitucional  ha  dicho  muy  bien  que  ese  poder  omnímodo  daría  á 
este  alto  cuerpo  una  existencia  que  no  se  concibe  como  institución  hu- 
mana. 1  ¿Y  esto  se  califica  de  pueril? 

Hay  más  aiin:  es  por  desgracia  ya  un  hecho  que  se  extiende  y  propa- 
ga el  abuso  de  suspender  los  actos  reclamados  aún  en  materia  civil, 
aunque  esa  suspensión  sea  del  todo  improcedente,  aunque  viole  las  no- 
ciones más  claras  de  la  justicia  y  aunque  atente  contra  la  independen- 
cia del  poder  judicial.  Esta  Suprema  Corte  no  hace  muchos  días  ha  re- 
primido con  mano  severa  ese  abuso  de  un  juez  de  Distrito  que  impidió 
la  práctica  de  una  providencia  precautoria.  Pues  bien-,  supóngase  que 
se  deba  conceder  el  amparo  por  la  inexacta  aplicación  de  la  ley,  para 
cortar  de  raíz  aquellos  abusos,  seria  preciso  establecer  nuevas  reglas 
sobre  la  suspensión  de  actos  reclamados  en  esos  negocios,  creando  fian- 
zas, estableciendo  audiencias,  autorizando  apelaciones,  etc.,  etc.  Y  con 
esto,  sobre  privar  por  completo  al  amparo  de  su  carácter  de  recurso 
constitucional,  para  hacerlo  un  incidente  incalificable  de  un  juicio  ci- 
vil, se  recargaría  tanto  el  despacho  de  este  Tribunal,  que  sería  imposi- 
ble atenderlo,  se  crearían  tantas  dilaciones  en  la  administración  de  jus- 
ticia, que  nada  mejor  pudiera  apetecer  el  deudor  que  no  quisiera  pa- 
^ar ,    .     ,  , 

Si  por  otro  aspecto  vemos  ese  poder  que  se  pretende  atribuir  a  la 
Corte  para  que  revise  los  actos  judiciales  de  todos  los  tribunales  del 
país,  nuevas  razones  vienen  protestando  contra  semejante  pretensión. 
En  todos  los  países  civilizados  se  ha  reconocido  la  necesidad  de  poner 
un  pronto  fin  á  los  pleitos,  y  los  legisladores,  por  esto,  á  pesar  de  sus 
temores  en  la  falibilidad  de  los  jueces,  á  pesar  de  su  desconfianza  en  el 
acierto  de  los  tribunales,  no  han  permitido  la  revisión  por  el  superior 
de  toda  clase  de  providencias  judiciales,  sino  que,  cediendo  a  conside- 
raciones de  un  orden  muy  elevado,  han  creado  las  instancias  y  decla- 
rado la  verdad  de  la  cosa  juzgada  en  la  primera,  la  segunda  ó  la  ter- 
cera, según  la  importancia  de  los  derechos  litigados.  «Atendiendo  á  las 
dilaciones  y  gastos,  dice  un  autor  muy  autorizado  en  la  materia,  que 
causan  los  recursos  superiores  á  las  mismas  partes  y  á  lo  que  ocupan 
asimismo  á  los  tribunales  de  justicia,  con  perjuicio  público,  los  han  res- 
tringido á  solo  aquellas  sentencias  que  por  su  importancia  y  por  los 
perjuicios  que  pueden  irrogar  á  los  litigantes,  compensan  ventajosa- 
mente los  inconvenientes  de  la  apelación  con  los  beneficios  que  procu- 
ra. 2  Así  es  que,  aun  en  los  países  en  que  prevalece  la  más  completa  cen- 
tralización, sobre  todo  otro  interés  político  ó  social;  aun  en  los  países 
monárquicos,  en  que  el  rey  es  la  fuente  de  la  justicia,  no  se  dan  recur- 
sos contra  todos  los  autos,  pero  ni  siquiera  contra  todas  las  sentencias 
definitivas  de  los  tribunales.  La  legislación  de  D.  Alfonso  el  Sabio  prue- 
ba estas  verdades. 

1  Lozano-  Derecho»  del  hombre,  pág.  255, 

2  CaraTantes.  Trat.  deproced- juás-i  tom.  SPipág.  383' 
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Entre  nosotros  nunca,  ni  en  las  épocas  de  más  absoluto  centralismo, 
se  han  desconocido  estos  principios  comunes  á  todos  los  pueblos  cultos. 
Las  leyes  de  administración  de  justicia  de  16  de  Diciembre  de  1853  y 
29  de  Noviembre  de  1858,  la  ley  Lares,  la  ley  Miranda,  en  sus  inmode- 
radas tendencias  centralizadoras,  jamás  sancionaron  el  absurdo  de  que 
todas  las  sentencias,  siquiera  definitivas  de  todos  los  jueces  de  la  na- 
ción, viniesen  á  ser  revisadas  por  el  Tribunal  Supremo.  Si  á  los  auto- 
res de  esas  leyes  se  les  hubiera  propuesto,  halagando  sus  opiniones  po- 
líticas, esa  concentración  de  poder  en  un  solo  cuerpo,  ellos  la  habrían 
desechado  como  monstruosa,  como  irrealizable,  como  imposible. 

Pero  viene  la  Constitución  de  1857,  no  sólo  erigiendo  en  principio  la 
descentralización,  sino  estableciendo  el  sistema  federal,  declarando  á  los 
Estados  Ubres  y  soberanos  en  su  régimen  interior,  y  por  tanto  en  su 
administración  de  justicia,  y  entonces  se  pretende  crear  una  concentra- 
ción de  poder  tal  en  la  Corte,  una  centralización  judicial  tan  absoluta, 
tan  completa,  que  no  se  concibe  siquiera  como  posible;  que  no  se  habria 

aceptado  ni  por  Lares  ni  por  Miranda! No,  este  Tribunal  no 

puede,  no  debe  ejercer  esas  atribuciones  que  la  ley  fundamental  no  le 
áa,  expi^esamente;  supremo  regulador  del  movimiento  de  la  máquina 
federal,  no  puede  convertirse  en  invasor  de  facultades  ajenas,  en  pertur- 
bador de  la  armonía  de  todos  los  poderes!  Esta  es  mi  convicción  más 
profunda. 

Distan,  pues,  muchísimo  de  ser  pueriles  esas  gravísimas  considera- 
ciones que  invenciblemente  repugnan  que  esta  Corte  revise  los  actos 
de  todos  los  tribunales  de  la  Eepública.  Solo  pasando  sobre  las  ruinas 
del  sistema  federal,  sólo  atropellando  el  dogma  de  la  independencia  del 
poder  judicial,  sólo  desconociendo  los  principios  que  mantienen  la  ge- 
rarquía  de  los  jueces,  que  establecen  las  instancias,  que  determinan  la 
admisión  de  los  recursos  al  superior,  se  puede  llegar  á  sostener  la  doc- 
trina que  combato. 


YIÍ 

En  mi  empeño  de  analizar  y  satisfacer  todos  los  argumentos  en  que 
se  la  apoya,  no  debo  dejar  pasar  desapercibidos  los  que  de  otra  tviente 
se  toman.  Los  términos  del  artículo  14  de  la  Constitución,  se  dice,  son 
precisos,  claros  y  terminantes,  y  no  necesitan  dnterpretación;  más  aiin: 
nadie  tiene  la  facultad  legal  de  interpretarlos,  porque  ugeneralia,  gene- 
raliter  intelUgenda  sunt;»  porque  uubi  lex  non  distinguit,  nec  nos  dis- 
tinguere debemus;»  porque  nubi  verba  non  sunt  ambigua,  non  est  locus 
interpretationis.)^  No  puedo  dispensarme  de  decir  las  pocas  palabras 
que  bastan  á  demostrar  cuan  inaceptables  son  esas  aseveraciones,  cuan 
inexactamente  se  aplican  al  articulo  14  esas  reglas  de  interpretación. 

Según  ellas,  este  texto  «No  se  podrá  expedir  ninguna  ley  retroacti- 
va,» debe  entenderse  sin  limitación,  no  debe  interpretarse,  porque  ^mon 
est  locus  interpretationis.n  Proposición  tan  avanzada,  no  resiste  el  más 
ligero  examen:  ella  destruye  de  lui  solo  golpe  esta  excepción  de  aquel 
principio:  «á  la  le}''  penal  más  benigna  se  le  debe  dar  efecto  retroactivo;» 
excepción  que  la  humanidad  reclama,  que  la  ciencia  consagra,  que  la 

interpretación  sostiene! Entiendo  que  el  ilustrado  Sr.  Jones  no 

querrá  mantener,  sino  que  tendrá  que  retirar  las  palabras  que  en  su 
generalidad  absoluta  desechan  esa  y  las  otras  excepciones  que  aquel 
principio  sufre,  excepciones  que  la  interpretación  demuestra,  excepcio- 
nes que  también  indicó  el  Sr.  diputado  Ruiz  en  la  discusión  de  aquel 
texto  en  el  Congreso  constituyente.^ 

1   Zarco.  Hist.  del  Gong,,  tom.  l?,pág.  696. 


165 

Con  esta  sola,  sencilla  y  obvia  observación,  se  ve,  se  palpa  la  nece-, 
sídad  que  hay  de  interpretar  el  articulo  14  de  la  Constitución:  se  ve,  se 
■píi\])a  IfL  Í7ie;¡cacta  ajJlicacióii  que  se  hace  de  la.s  regias  que  niegan  la 
interpretación  á  un  texto,  que  sin  ella  llegaría  L.icta  el  nlísurdo.  Pues- 
to, pues,  que  debemos  interpretarlo,  busquemos  para  lograr  descubrir 
su  verdadero  sentido,  no  aquellas  regias  que  mejor  sostengan  una  opi- 
nión preconcebida,  sino  las  que  más  se  adapten  á  la  naturaleza  del  ca- 
so, las  que  con  más  claridad  nos  revelen  la  voluntad  presunta  del  le- 
gislador. 

Teniendo  presente  lo  que  antes  he  dicho  sobro  el  contexto  literal  de 
la  segunda  parte  del  artículo  14,  creo  que  la  regla  que  dice:  «m  re  dubia, 
melius  est  verbis  edicti  serviré,  i  decide  sin  réplica  que  ese  texto  se  re- 
fiere á  las  persones  y  no  á  las  cosas,  porque  el  pronombre  «nadie»  se 
usa  siempre  en  lugar  de  aquellas  y  nunca  en  el  de  éstas;  porque  la  fra- 
se técnica  de  «juzgado  y  sentenciado»  se  aplica  á  los  reos  que  se  juzgan, 
y  no  á  las  acciones  que  se  deducen  en  juicio,  sin  que  en  casos  cómo  és- 
te, la  etimología  pueda  prevalecer  sobre  el  uso. 

Para  apreciar  si  la  voluntad  del  legislador  fué  que  á  esta  Corte  vi- 
niesen en  revisión  cuantos  procesos  civiles  se  le  quisiesen  traer,  á  fin 
de  que  resolviera  si  la  ley  está  ó  nó  exactamente  aplicada  á  cada  caso, 
tenemos  otra  regla  de  interpretación,  de  cuya  razón  filosófica  no  se  pue- 
de dxidar:  (dncivile  est  nisi  tota  lege  perspecta,  una  diqua  partícula 
ejus  proposita  judicare,  vel  responderé.^  2  Para  juzgar,  pues,  del  alcan- 
ce del  precepto  del  articulo  14,  es  preciso  no  verlo  aislado,  sino  consi- 
derarlo en  su  relación  con  todo  el  conjunto  de  la  ley  fundamental.  Si 
ésta  declara  á  los  Estados  libres  y  soberanos  en  su  administración  de 
justicia,  como  asunto  de  su  régimen  interior;  si  reserva  á  esos  Estados 
las  facultades  que  no  están  expresamente  concedidas  á  lús  poderes  fe- 
derales; si  el  espíritu  que  á  la  Constitución  presidió  fué  precisamente 
destruir  la  centralización  judicial  establecida  por  Lares,  ¿cómo  se  pue- 
de entender  el  articulo  14  en  un  sentido  que  lo  pone  en  contra iicción 
con  los  otros  artículos  de  la  misma  ley,  con  sus  motivos  y  tendencias? 

No  se  piiede  hablar  de  este  punto,  sin  que  se  presente  luego  á  nues- 
tro ánimo  otra  regia  de  interpretación  de  decisiva  influencia  en  este  ca- 
so: íiJudicandum  est  ex  his  qiice  verosimiliter  statuisset  legislator,  si  de 
iis  considtus  fuisset.»  ^  Si  se  hubiera  consultado  al  constituyente  si  que- 
ría instituir  una  centralización  judicial,  que  hubiera  dejado  muy  atrás 
á  la  creada  por  Lares  en  su  ley  de  IG  de  Diciembre  de  1853,  ¿qué  habría 
contestado?  Si  se  le  hubiera  consultado  si  entendía  que  fuesen  dere- 
chos del  hombre  recusar,  apelar,  obtener  una  tutela,  ser  legatario,  alba- 
cea  ó  apoderado,  alcanzar  una  sentencia  en  que  á  juicio  de  ambos  liti- 
gantes estuviera  exactamente  aplicada  la  ley;  si  entendía,  en  fin,  que 
todos  los  derechos  civiles  fuesen  derechos  del  hombre,  ¿qué  habría  con- 
testado? Si  se  le  hubiera  consultado  si  juzgaba  posible  que  un  tribunal 
compuesto  de  diez  y  siete  ministros,  y  abstracción  hecha  de  sus  otras 
atribuciones,  pudiera  revisar  las  causas  civiles  de  todos  los  jueces  del 
país,  ¿qué  habría  contestado? 

Las  respuestas  que  el  constituyente  habría  dado,  no  son  dxidosas pa- 
ra nadie;  ellas  son  la  mejor  regla  de  interpretación  y  resuelven  por  com- 
pleto esta  cuestión.  Pero  para  que  no  se  me  acuse  de  que  arguyo  con 
conjeturas,  solo  porque  favorecen  mi  opinión,  puedo  prevenir  tal  répli- 
ca, asegurando  que  el  absurdo  que  se  seguiría  de  la  contestación  afir- 
mativa á  aquellas  preguntas,  fija  por  otro  motivo  poderosísimo  la  inte- 
ligencia segura  del  texto  constitucianal.  Un  antiguo  jurisconsulto  fran- 
cés, de  merecida  fama,  ha  dicho  con  toda  verdad:  i^Non  est  majus  nec 
potentilas  argumentum  interpretandi,qua7n  ab  Í7nposibilifate  et  repug- 

1  Ley  1 !«,  par.  20,  tít.  1,  lib- 14.  Dig. 

2  Ley  24,  tít.  3 ?,  lib.  1 9  Dig. 

3  Glos.  á  la  ley  40,  tít.  14,  lib-  2  Dig. 
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nanita:  ixtud  enhn  omnia  alia  argumenta  prosternit  etvincit.  *  ¿Y  qué 
imposibilidad  mayor  que  investii'  á  un  tribunal  de  facultades  tan  abso- 
lutas que  él  no  se  conciba  siquiera  como  posible,  como  institución  hu- 
mana? ¿Qué  repugnancia  más  invencible  que  igualar  los  derechos  civi- 
les con  los  derechos  del  hombre? 

Hay  otra  regla  de  interpretación  que, concordada  con  las  anteriores, 
viene  á  confirmar  el  sentido  que  al  articulo  14  deba  darse:  «Iw  ambigua 
voce  legis,  ea  potius  est  accipienda  significatio,  quce  vitio  caret:  proe- 
sertin  cum  etiam  voluntas  legis  ex  hoc  colligi  possit.  2  Y  no  me  cansa- 
ré de  repetirlo:  no  es  conforme  con  los  principios  extender  el  articulo 
14  hasta  los  negocios  civiles,  porque  la  ciencia  repugna  la  confusión  de 
los  derechos  que  la  misma  naturaleza  da,  con  los  que  solo  la  ley  conce- 
de; porque  el  sistema  federal  no  consiente  una  institución  que  acaba 
con  la  independencia  local  de  la  administración  de  iusticia;  porque  en 
la  organización  judicial  no  cabe  un  tribunal  de  imposibles  atribuciones, 
un  recurso  que  deja  sin  fallo  mil  contiendas. 

Para  llevar  el  amparo  adonde  no  puede  llegar  sin  desnaturalizarse, 
á  los  juicios  civiles  por  la  no  exactitud  de  la  aplicación  de  la  ley,  se  in- 
voca hasta  una  regla  de  derecho  canónico,  á  la  que  se  le  da  una  auto- 
ridad y  una  extensión  que  no  tiene.  uOdia  restringí,  favores  ampUari 
convenit,»  se  dice,  y  asegurándose  que  el  amparo  extendido  á  neg-ocios 
civiles,  no  s«lo  es'una  cosa  favorable,  sino  un  perfeccionamiento  de 
nuestras  instituciones,  se  discurre  de  tal  modo  que  se  llega  hasta  ana- 
tematizar á  la  teoría  contraria,  como  restrictiva  de  la  protección  de  las 
garantías  individuales.  Dejo  para  después  averiguarla  justicia  conque 
ese  anatema  se  ha  fulminado,  para  consagrar  mi  atención  solo  al  argu- 
mento que  en  la  regla  conónica  se  funda. 

Comenzaré  por  asegurar  que  ella  no  tiene  la  autoridad  que  se  la 
quiere  conceder.  Para  no  decir  cuanto  pudiera  sobre  este  punto,  me  li- 
mitaré á  invocar  la  palabra  del  ilustrado  autor  déla  mejor  y  más  re- 
ciente monografía  francesa  sobreinterpretación  delasleyes.  Mr.  Delisle 
afirma  que  aquella  regla  apenas  puede  ocupar  un  lugar  secundario  en- 
tre las  de  interpretación.  3  Si  esto  es  ya  muchísimo  para  rebajar  la  im- 
portancia que  ella  tenga  en  el  derecho  privado,  considerada  en  su  apli- 
cación al  derecho  público,  pierde  por  completo  toda  autoridad,  porque 
nunca  éste  puede  interpretarse  según  ese  principio. 

Desde  Barbe^n-ac  *  que  negó  que  la  distinción  entre  lo  favorable  y 
lo  odioso  pudiera  servir  para  interpretar  los  actos  internacionales,  su- 
puesto que  una  misma  cosa  puede  ser  tenida  como  favorable  y  como 
odiosa,  según  el  punto  de  vista  desde  el  que  se  la  mire,  hasta  Phillimo- 
re,  5  los  publicistas  reconocen  que  no  se  puede  tomar  como  regla  de 
interpretación  la  que  me  está  ocupando.  Y  en  el  derecho  público  inte- 
rior ella  está  aun  más  categóricamente  desconocida. 

Impugnando  Story  la  opinión  de  los  que  creen  que  una  Constitución 
puede  interpretarse  segim  las  palabras  de  uOdiarestringi,  favores  am- 
pUari convenit,v  y  después  de  hacer  ver  con  evidencia  cómo  en  las  cues- 
tiones constitucionales,  ese  principio  es  del  todo  inaceptable,  se  pregun- 
ta: «¿Does  not  this  section  contain  most  lax  and  uusatisfactory  ingre- 
dients  for  interpretation?  ¿Who  is  to  decide  whether  it  is  most  confor- 
mable  to  equity,  to  extend,  or  to  restrict  the  scnse?  ¿Who  is  to  decide 
Avhether  the  provisión  is  odious?  Accordin  to  this  rule,  the  most  opposite 

1  Deraouliu-  Avis  27,  núm-  7,  tom.  2-  ° 

2  Ley  19i  tit.  3.  °,  lib- 1°,  Dig Mr.  Hulot  ha  traducido  así  ese  te>:to  al  francés:    "LorscLue  la  loi 

présente  deux  sens,  "il  faut  s'en  attacher  á  ceUii  qui  ne  peche  point  contre  les  principes,  surt  tout  s'il 
peu*  se  concilier  arec  la  volonté  de  la  loi."  Les  oinqaante  libres  du  digeste,  loe-  cit. 

3  Principes  de  l'interprél-ation  des  lois,  tom- 2?,  pág-  758 

4    la  questiou  est  de  saboir  si  cette  q'iaüté  (le  favourable,  1  odieni)  peut  ser*'u-  a  fonder 

des  regles  sures  d'iuterijrétation.  Or,  c'est  ce  qui  ne  me  parait  pas.  En  effet.  une  seule  et  méme  chose 
peut  étre  regardée  comme  favorable  ou  odieuse,  en  ce  sens,  selon  la  dispositinn  de  celui  dont  oa  k  ex- 
pliquer  les  paroles — Nota  al  mlmero  10,  cap.  16,  lib-  2de  la  obra  "De  jure  belli  etpacis-" 

5  PhilUmore.  Com.  upon  iaternatioaal  law ..  vol-  2i  núm.  95- 
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ínterpretatíons  of  the  same  words,  would  be  equally  correct  according 
as  the  interprete!'  shoiild  deem  it  odious  or  salutary.»  Y  luego,  hacien- 
do alusión  á  la  célebre  cuestión  de  la  interpretación  de  la  Constitución, 
que  ha  dividido  á  las  escuelas  constitucionalistas  americanas,  la  cues- 
tión sobre  el  limite  respectivo  del  poder  federal  y  del  local,  prosigue  asi: 
«He  who  believes  the  general  government  founded  in  Misdom,  and  sound 
policy  and  the  public  saí'ety,  may  extend  the  word.  He  who  deems  it 
odious,  or  the  State  government  the  truest  protection  of  all  our  rights, 
must  limit  the  -yvords  to  the  narrowest  meaning.»  i  Con  palabras  más 
terminantes,  con  razones  más  decisivas,  con  autoridad  más  respetable,, 
no  se  puede  decir  que  la  regla  canónica,  si  bien  aplicable  en  el  derecho 
privado  de  un  modo  secundario,  nunca  puede  servir  para  interpretar 
un  texto  constitucional. 

Y  la  censura  que  Story  hace  de  ese  principio,  tiene  una  encarnación 
visible,  cuando  él  se  invoca  para  extender  los  amparos  á  los  negocios 
civiles.  Para  el  litigante  vencido  en  un  pleito,  para  el  deudor  remiso  en 
el  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  nada  hay  de  seguro  más  favorable 
que  ese  recurso.  El  le  proporciona  desde  luego  una  dilación,  y  le  ase- 
gura después  su  triunfo,  si  el  caso  no  está  exactamente  previsto  en  la 
ley,  triunfo  que  ha  de  ser  definitivo,  puesto  que  ese  pleito  ha  de  quedar 
sin  resolución.  Pero  la  parte  que  obtuvo  en  el  juicio,  ¿cómo  calificará 
un  amparo  que  le  niega  la  justicia  que  los  tribunales  le  habian  conce- 
dido? Para  esa  parte  ¿puede  haber  algo  '¡nás  odioso  que  tal  amparo? 
¿Quién  decide,  pues,  si  él  tiene  éste  ó  aquel  carácter?  ¿A  qué  conside- 
ración hay  que  atender  para  dar  pemejante  decisión?  ¿Al  interés  exclu- 
sivo del  litigante  vencido,  para  llamarle  favorable,  ó  sólo  al  de  la  parte 

vencedora  para  calificarlo  de  odioso? Convengamos  en  que 

la  regla  de  ^Odia  restringí,  favores  ampliari  convenit,->^  no  se  puede  in- 
vocar para  extender  el  articulo  14  de  la  Constitución  á  los  negocios  ci- 
viles: convengamos  en  que  éste  no  tiene  esa  extensión  interpretado,  y 
es  una  necesidad  interpretarlo,  según  los  principios  de  la  ciencia. 


Yill 

He  dicho  anteriormente  que  la  doctrina  que  he  estado  combatiendo, 
está  engendrada  en  un  error  capital,  que  no  es  sostenible:  el  que  con- 
funde los  derechos  del  hombre  anteriores  á  toda  legislación,  con  los  de- 
rechos civiles  instittiidos  por  la  ley  positiva;  el  que  equipara  aquellos, 
emanación  de  la  naturaleza  racional  del  hombre,  con  éstos,  creación 
más  ó  menos  perfecta  del  legislador.  Tiempo  es  ya  de  ocuparnos  de  es- 
te importante  punto. 

El  hábil  abogado  defensor  de  este  amparo,  proponiéndose  desauto- 
rizar á  la  teoría  que  combate,  para  acreditar  así  á  la  que  defiende,  ha 
comenzado  sus  argumentaciones  sobre  esta  materia,  formulando  en  tér- 
minos explícitos  la  acusación  que  hace  contra  aquella  «de  estar  en  abier- 
ta pugna  con  nuestras  instituciones,  puesto  que  limita  en  la  práctica 
judicial  la  protección  de  las  garantías  individuales,  y  falsea  y  mina  por 
su  base  aquel  sistema.»  Y  después  de  tocar  una  cuestión  que  se  agita 
en  las  más  altas  regiones  filosóficas  de  la  ciencia  jurídica,  cuestión  de 
que  yo  no  debo  ocuparme,  expresa  todo  su  pensamiento  de  esta  mane- 
ra: «Estas  palabras  los  derechos  del  hombre  son  la  base  y  objeto  de  las 
instituciones  sociales,  absorven  en  su  genérico  significado  las  institu- 
ciones todas  de  los  diversos  órdenes,  asi  del  político  como  del  judicial^ 

l     story—  Com.  on  Constitution— núm.  411. 
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Comprendiendo  éste  iiltímo  el  ramo  criminal  y  el  civil  sin  distinción  al- 
guna.» Examinemos  con  alguna  detención  estos  argumentos. 

Para  no  dejarlos  expuestos  á  desplomarse  apenas  se  tocaran,  debía 
haberse  comenzado  por  cimentar  la  base  en  que  descansan:  antes  de 
afirmar  que  el  articulo  1.°  de  la  Constitución  comprende  en  su  genéri- 
co significado  las  instituciones  civiles  y  las  criminales,  era  preciso  de- 
mostrar que  los  derechos  que  la  ley  positiva  crea,  son  parte  de  los  de- 
rechos del  hombre,  base  y  objeto  de  las  instituciones  sociales,  y  esto  no 
se  ha  hecho.  Esoá^argumentos  dan,  pues,  por  cierto  lo  mismo  que  se  dis- 
puta, á  saber:  que  los  derechos  civiles  son  derechos  del  hombre.  Señalo 
apenas  este  vicio  de  que  adolece  la  argumentación  contraria,  y  esto  sin 
atribuirle  grande  importancia,jporque  es  mejor  darle  directa  y  satisfac- 
toria respuesta. 

Establezcamos  desde  luego  la  diferencia  que  hay  entre  derechos  del 
hombre,  derechos  políticos  y  derechos  civiles,  porque  eso  basta  para  ver 
que  el  articulo  1.°  de  la  Constitución  no  los  comprende  á  todos  indis- 
tintamente, y  para  restablecer  el  crédito  de  la  doctrina  á  quien  se  acu- 
sa de  restringir  la  protección  de  las  garantías  individuales. 

Derechos  del  hombre,  llamados  también  primitivos  ó  naturales,  son, 
asi  los  define  un  autor  moderno  de  cuya  palabra  autorizada  no  se  puer 
de  desconfiai",  son,  «les  droits  qui  resultent  inmediatement  de  la  nature 
de  l'homme  et  qui  sontlabase  et  la  condition  pour  pouvoir  en  acquerir 
d'autres.  Ces  droits  primitifs  naissent  ainsi  avec  l'homme,  et  il  peut  les 
faire  valoir  dans  to'utes  les  circonstances,  devant  qui  que  ce  soit,  et  sans 
qui'il  soit  besoin  pour  les  faire  reconnaítre  d'un  acte  de  sa  par  ou  de  la 
part  des  autrés.  lis  sont  la  condition  indispensable  pour  que  l'homme 
puisse  se  montrer  dans  son  caractére  de  personne  juridique.»  ^  Estos 
derechos  son  los  que  el  hombre  tiene  á  su  libertad,  á  su  Imnra,  á  su  vi- 
da, etc.,  etc. 

Los  derechos  j^oliticos  son  de  muy  diverso  carácter  y  origen,  son  los 
que  no  resultan  inmediatamente  de  la  naturaleza  del  hombre,  sino  los 
que  la  Constitución  de  cada  país  concede  á  sus  ciudadanos.  Pertenece 
al  derecho  público  interior  desde  establecer  la  forma  de  gobierno,  has- 
ta determinar  la  participación  que  los  ciudadanos  tengan  en  el  ejercicio 
del  poder;  desde  marcar  las  atribuciones  de  cada  funcionario,  hasta  se- 
ñalar los  derechos  políticos  que  á  cada  particular  corresponden.  Que 
para  desempeñar  lín  empleo  piiblico  eiv  una  nación,  se  necesite  tal  edad, 
aquel  requisito;  que  para  ser  elector  sea  preciso  saber  leer,  ó  poseer  de- 
terminado capital;  que  los  destinos  sean  hereditarios  ó  vitalicios,  ó  que 
constituyan  la  propiedad  de  quienes  lo  sirven,  todos  esos  son  asuntos 
que  nada  tienen  que  ver  con  los  derechos  del  hombre.  Los  derechos 
políticos  creados,  ampliados,  restringidos  ó  modificados  por  las  constitu- 
ciones y  tan  mudables  como  ellas,  son  esencialmente  diversos  por  su 
origen  y  por  su  objeto  de  los  derechos  naturales  que  son  la  condición 
indispensable  de  la  personalidad  humana. 

Y  los  derehos  civiles  son  los  que,  no  ya  la  Constitución,  ley  suprema 
de  un  país,  sino  otra  ley  de  inferior  categoría  instituye,  altera  ó  supri- 
me con  mayor  libertad  aiin,  según  las  necesidades  de  los  tiempos,  las  exi- 
gencias de  la  civilización  ó  las  condiciones  especiales  de  cada  pueblo. 
Que  la  minoridad  concluya  á  los  veintiún  ó  á  los  veinticinco  años;  que 
la  escritura  piiblica  sea  ó  nó  esencial  en  la  venta  de  bienes  raices;  que 
para  la  eficacia  de  la  hipoteca  sea  preciso  un  registro  con  estas  ó  aque- 
llas formalidades;  que  la  apelación  solo  proceda  en  asuntos  de  determi- 
nada cuantía;  que  haya  ó  nó  recusaciones  sin  causa;  que  en  casos  dados 
no  se  siga  la  vía  ejecutiva  sino  la  ordinaria,  etc.,  etc.;  en  todos  esos  dere- 
chos que  la  ley  civil  cría,  ¿se  puede  sostener  seriamente  que  estén  inte- 
resados, que  se  afecten  de  modo  alguno  los  derechos  del  hombre,  las 

2    Ahrens — Cours  de  Droit  naturel;  3?  edic,  pág.  US- 
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condiciones  indispensables  de  su  naturaleza  racional?  Sí  hay  Verdades 
iluminadas  por  luz  de  brillantísima  evidencia,  una  de  ella  es,  sin  duda, 
ésta. 

Cierto  es  que  la  ley  civil  tiene  que  respetar  á  la  ley  natural;  cierto  es 
que  los  ordenamientos  de  aquella  no  pueden  ponerse  en  pugna  con  los 
preceptos  de  ésta:  por  esto  aquella  ley  no  puede  autorizar  contratos  en 
que  se  pacte  la  esclavitud,  ni  hacer  de  la  prisión  un  medio  coercitivo 
del  cumplimiento  de  las  obligaciones,  ni  consagrar  el  tormento  en  el 
sistema  de  pruebas,  etc  ,  etc.;  pero  de  esto  á  decir  que  los  derechos  ci- 
viles son  derechos  del  hombre,  hay  un  abismo.  En  aclaración  de  este 
punto  y  para  que  no  se  atribuya  á  mis  opiniones  un  alcance  que  no  tie- 
nen, permítaseme  agregar  aún  unas  cuantas  palabras. 

La  teoría  que  he  estado  defendiendo;  la  que  niega  que  la  segunda 
parte  del  articulo  14  de  la  Constitución  comprenda  á  los  juicios  civiles, 
no  desconoce  por  ello  que  hay  casos  en  que  aun  en  estos  juicios  proce- 
de el  amparo,  siempre  que  en  ellos  se  viole  alguno  de  los  derechos  del 
hombre.  Cuando  el  juez  juzgue  dando  á  las  leyes  efecto  retroactivo; 
cuando  asegure  el  cumplimiento  de  un  contrato  poniendo  en  prisión  al 
deudor;  cuando  aplique  el  tormeisto  para  hacer  declarar  á  una  parte  ó 
á  un  testigo;  cuando  obligue  á  un  acreedor  á  pasar  por  las  quitas  que 
otros  acreedores  hayan  concedido  al  deudor  común;  cuando  expropie 
sin  indemnización  previa,  en  esos  casos,  en  los  más  en  que  se  atente 
contra  la  libertad  personal  ó  contra  algún  otro  derecho  natural,  el  am- 
paro será  legitimo.  Pero,  quede  esto  bien  definido,  ese  recurso  es  pro- 
cedente en  juicios  civiles,  no  cuando  no  hay  exactitud  en  la  aplicación 
de  la  ley,  exactitud  que  dista  mucho  de  constituir  una  garantia  indivi- 
dual, sino  cuando  se  viola  alguno  de  los  derechos  del  hombre.  El  am- 
paro en  juicios  civiles  es,  pues,  admisible  en  mi  opinión,  cuando  se  in- 
fringen por  el  juez  los  artículos  5,  17,  22,  27,  28,  etc.,  de  la  Constitución, 
pero  nunca  cuando  se  alega  la  siTpuesta  violación  de  la  segunda  parte 
del  artictilo  14.  Me  era  preciso  entrar  en  esta  explicación  para  que  no 
se  ataque  á  la  doctrina  que  defiendo,  suponiendo  que  niega  doctrinas 
que  ella  por  el  contrario  proclama. 

Hechas  las  distinciones  quehe dejado  establecidas  entre  los  derechos 
del  hombre^  los  derechos  políticos  y  los  derechos  civiles,  no  puede  me- 
nos que  verse  con  entera  claridad  que  el  articulo  1.°  de  la  Constitución 
no  comprende,  no  puede  comprender  en  sus  palabras,  aunque  se  les  dé 
la  generalidad  que  se  quiera,  todo  derecho,  ya  sea  natural,  político  ó 
civil;  no  significa,  no  puede  significar  con  su  precepto  que  el  Código 
Civil  y  aun  el  de  procedimientos,  sean  una  especie  de  apéndice  de  ia 
Constitución,  para  que  asi  la  infracción  aun  de  las  reglas  en  la  sustan- 
ciación  de  los  juicios,  se  equipare  á  la  violación  de  las  garantías  indi- 
viduales. Dar  semejante  inteligencia  á  ese  articulo  es  prescindir  de  toda 
noción  científica,  confundiendo  los  principios  eternos  de  la  justicia  con 
las  conveniencias  temporales  de  la  política,  poniendo  bajo  igual  pie  las 
reglas  inmutables  á  que  la  naturaleza  racional  del  hombre  está  sujeta, 
y  la  voluntad  más  ó  menos  caprichosa  de  los  legisladores.  Y  á  semejan- 
te error,  grave  y  capital  en  la  esfera  científica,  responde  otro  no  menos 
funesto  en  la  aplicación  práctica  del  derecho;  el  que  reclama  para  las 
infracciones  de  las  leyes  civiles  los  mismos  remedios  supremos  que  para 
la  violación  de  los  derechos  del  hombre;  el  que  desnaturaliza  el  recurso 
de  amparo,  despojándolo  de  su  objeto  exclusivapente  constitucional, 
para  convertirlo  en  un  incidente  incalificable  ae  los  juicios  civiles;  el 
que  trata,  en  fin,  de  extender  el  amparo  á  estos  juicios  por  la  inexacta 
aplicación,  por  la  infracción,  si  se  quiere,  de  la  ley  civil.  / 

No  se  necesita  decir  más  para  satisfacer  cumplidamente  las  argu- 
mentaciones que  en  pro  de  la  doctrina  contraria  se  hacen,  levantando 
los  derechos  civiles  á  la  altura  de  los  derechos  naturales.  Todas  ellas 
están  inspiradas  por  el  mismo  error,  la  confusión  de  esas  dos  clases  de 
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derectos  esencialmente  diversos  por  su  origen,  por  sii  objeto,  por  áu  ca- 
rácter. El  decir,  pues,  que  «el  amparo  por  juzgar  ó  sentenciar  sin  ley,  ó 
por  ley  que  no  es  para  el  caso,  ó  contra  ley  expresa  y  terminante,  viola 
el  derecho  del  hombre,  la  libertad  en  la  ley,»  no  es  más  qiie  decir,  disi- 
pando la  metafísica  que  envxielve  á  esas  palabras,  que  la  infracción  de 
una  ley  civil  es  la  violación  de  un  derecho  natural.  Y  esto  no  es  exacto 
ni  en  el  terreno  filosófico  ni  menos  en  el  jurídico;  no,  yo  jamás  creeré 
que  al  admitirse  ó  negarse  una  apelación  contra  ley  expresa;  que  al 
aplicarse  á  las  condiciones  de  los  contratos  las  reglas  propias  de  las  de 
los  testamentos;  que  al  sentenciar  sin  ley  i  se  ataque  á  los  derechos  del 
hombre.  Habrá  en  todos  esos  casos  infracciones  de  la  ley  civil,  respon- 
sabilidad en  el  juez,  indemnización  de  perjuicios  para  el  ofendido,  re- 
cursos de  denegada  apelación,  de  nulidad,  de  casación,  todo  cuanto  se 
quiera,  en  el  orden  civil;  pero  no  violación  de  los  derechos  del  hombre, 
no  amparo,  no  recurso  alguno  constitucional. 

Y  el  anatema  que  se  fulmina  contra  la  doctrina  que  he  estado  de- 
fendiendo, para  desautorizarla  y  acreditar  á  la  contraria  ante  personas 
que  no  quieran  estudiar  la  cuestión  en  todas  sus  complicadas  relacio- 
nes, y  la  acusación  que  se  le  hace  de  que  restringe  la  protección  de  las 
garantías  individuales,  y  mina  por  su  base  nuestras  instituciones;  esos 
reproches,  digo,  ya  no  pueden  sostenerse  después  de  que  han  quedado 
contestados  los  argumentos  que  venían  á  reforzar.  Después  del  dilata- 
do estudio  que  he  hecho  de  la  teoría  de  la  interpretación  amplísima  del 
artículo  14  del  Código  fundamental,  creo  poder  concluir  de  mis  demos- 
traciones, que  esa  teoría,  lejos  de  ser  liberal  y  progresista,  es  absurda, 
en  sus  principios,  imposible  en  su  aplicación  práctica,  destructora  de 
nuestro  sistema  de  gobierno.  En  mi  opinión,  en  lugar  de  considerarla 
como  un  progreso  de  nuestras  instituciones,  se  la  debe  temer,  una  vez 
bien  analizada,  como  yo  la  temo  en  la  sinceridad  de  mis  convicciones 
liberales,  como  el  medio  más  eficaz  de  sublevar  contra  la  Constitución 
los  intereses  más  legítimos,  como  la  arma  más  poderosa  para  despres- 
tigiar primero  y  matar  después  á  esta  suprema  ley, . . .  ¿Será  tan  gran- 
de mi  preocupación,  que  mientras  más  estudio,  más  temo  que  esa  teoría, 
que  amenaza  destruir  todo  el  orden  civil,  baste  ella  sola  á  hacer  caer 
una  constitución,  que  ha  podido  hasta  hoy  triunfar  de  todos  sus  enemi- 
gos? ....  Cumplo  yo  con  un  deber,  revelando  con  entera  franqueza  has- 
ta estos  mis  íntimos  temores  acerca  de  las  consecuencias  del  predomi- 
nio que  aquella  teoría  pudiera  alcanzar.  Toca  ahora  á  la  sabiduría,  al 
patriotismo  de  este  alto  Tribunal,  pronunciar  la  xiltima  palabra,  fijando 
la  jurisprudencia  constitucional  sobre  este  gravísimo  pmito. 


IX 

¿Tendré  necesidad  ahora  de  entrar  en  el  examen  de,  la  sentencia  del 
inferior,  para  fundar  aun  más  mi  voto  que  la  reprueba?  ¿Me  será  pre- 
ciso trasladarme  del  terreno  constitucional  que  en  mi  largo  estudio  he 
recorrido,  al  civil,  del  que  casi  no  salió  el  juez  de  Distrito  en  los  funda- 
mentos de  su  fallo?  No  lo  creo  así,  y  esto  por  una  razón  perentoria:  á 
mí,  magistrado  federal,  me  está  vedado,  resolviendo  cxiestiones  consti'- 
tucionales,  ir  á  averiguar  si  el  registro  de  una  hipoteca  está  bien  ó  mal 
hecho;  si  estos  y  aquelfos  artículos  del  Código  se  entienden  en  este  ó  el 
otro  sentido;  si  tal  opinión  es  más  bien  fundada  que  la  otra:  todo  esto 

1  Es  bien  sabido  que  la  ley  de  18  de  Octubre  de  1841  previno  que  toda  sentencia  se  fundase  en  "ley 
cánen  ó  doctrina,"  y  que  la  de  28  de  Febrero  de  1861  desechó  el  "canon"  y  la  'doctrina"  y  exigió  sólo 
laley  erpresa-  ¿Se  puede  sostener  sériame ute  que  esas  dos  leyes  "cítUcs"  alteraron  "los  derechos  del 

hombre' " iSe  puede  decir  que  cad  a  ley  civil  cría  ó  suprime  estos  derechos  á  su  placer? 

A  aceptar  esta  absnrda  consecnencia  se  re  forzada  la  teoría  contraria- 
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seria  fallar  un  litigio  del  orden  civil,  y  en  mi  sentir  los  tribunales  fede- 
rales son  incompetentes  para  ello.  Yo  creo  que  el  jaez  de  Distrito  ha 
invadido  las  atribuciones  de  los  tribunales  comunes,  ocupándose  en  su 
sentencia  de  materias  exclusivamente  civiles,  y  no  cometeré  yo  esa  mis- 
ma falta,  inquiriendo  si  esa  sentencia  está  ó  no  arreglada  al  derecho 
civil. 

Para  no  demostrar  siquiera  que  se  ha  desnaturalizado  el  recurso 
constitucional  de  amparo,  fundándose  el  fallo  del  inferior  en  conside- 
raciones civiles,  tengo  además  otra  razón.  He  de  haber  ya  fatigado  la 
atención  de  este  Tribunal,  y  no  debo  abusar  más  de  sii  benevolencia  en 
escucharme.  Una  sola  palabra  para  concluir.  Preocupado  por  las  gra- 
ves trascendencias  de  lateoria  que  he  impugnado,  temiendo  en  sxi  triun- 
fo el  completo  desprestigio  de  la  ley  fundamental,  no  he  creido  llenar 
todo  mi  deber  como  magistrado,  sino  después  de  satisfacer  uno  á  uno 
los  argumentos  con  que  se  combate  la  doctrina  que  he  sostenido  y  que 
reputo  estrictamente  constitucional.  Se  trata  de  un  negocio  que,  abs- 
tracción hecha  de  los  cuantiosos  intereses  que  en  él  se  disputan,  va  á 
■establecer  un  precedente  de  grande  valor  para  fijar  nuestra  jurispru- 
dencia en  el  punto  discutido.  Para  votar  en  él  con  conciencia-,  para  con- 
tribuir con  lo  poco  que  mi  insuficiencia  me  permite  para  ilustrar  esta 
cuestión,  me  ha  sido  indispensable  extenderme  más  de  lo  que  habría 
deseado.  Presento  á  este  Tribunal  estos  motivos  de  excusa,  para  que 
se  sirva  disculparme,  si,  como  lo  temo,  he  abusado  de  su  atención  ocu- 
pándola por  tanto  tiempo.  ^         * 


La  Suprema  Corte  pronunció  el  fallo  eíi  estos  términos. 

México,  cuatro  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve. — Vis- 
tos: el  reciírso  de  amparo  interpuesto  ante  el  Juzgado  2°  de  Distrito  de 
esta  capital,  por  Larrache  y  Comp., sucesores,  representados  por  el  Lie. 
Alfonso  Lancaster  Jones,  contra  la  sentencia  de  graduación  y  de  rema- 
te pronunciada  por  el  Juez  2.<^  de  lo  civil  de  esta  capital,  que  en  opinión 
de  los  promoventes  viola  en  su  perjuicio  la  garantía  consignada  en  la 
segunda  parte  del  art.  14  de  la  Constitución,  pues  no  se  aplicó  exacta- 
mente la  ley  al  hecho;  y  fundan  este  aserto  en  que  se  consideraron  co- 
mo acreedores  hipotecarios  de  Blas  Pereda  á  los  que  no  tenían  esta  ca- 
lidad por  faltar  al  registro  de  sus  créditos  los  requisitos  exigidos  en  el 
art.  2,026,  fracciones  Vil  y  VIH  del  Código  civil  del  Distrito  Federal: 
Vistos  el  fallo  del  Juez  de  Distrito  que  otorgó  el  amparo;  y 

Considerando:  que  en  ningún  caso  puede  darse  á  las  le3"es  una  in- 
terpretación que  las  haga  impracticables;  que  si  en  la  segunda  parte 
del  art.  14  de  la  Constitución  que  dice:  «Nadie  puede  ser  juzgado  ni  sen- 
tenciado sino  por  le\"es  dadas  con  anterioridad  al  hecho  y  exactamente 
aplicadas  á  él,»  se  da  á  estas  iiltimas  ])alabras  exactamente  aplicadas  á 
él,  lina  intei'pretación  extensiva,  el  articulo  rcisultaría  impracticable  y 
-absui-do.  Que  esto  es  evidente  si  se  considera  que  en  los  juicios  civiles 
el  arbitrio  del  juez  es  indispensable  y  no  podría  usarse  de  él  extendien- 
do las  palabras  citadas  tanto  á  los  juicios  del  orden  civil  como  á  los  del 
orden  criminal.  Que  si  es  claro  que  la  exactitud  en  la  aplicación  de  la 
ley  no  puede  ser  una  garantía  individual  cuando  se  trata  de  un  juicio 
civil,  en  cambio  si  lo  es  en  negocios  criminales,  en  que  á  los  progresos 
en  el  estudio  de  la  penalidad  se  debe  la  conquista  de  qite  ningún  crimi- 
nal puede  ser  sentenciado  por  analogía,  mayoría  de  razón,  etc.,  y  que 
este  principio  es  el  que  el  Constituyente  quiso  sancionar  en  el  articula 
14  del  Código  federal: 

Considerando:  que  esta  inteligencia  es  conforme  literalmente  con  el 
texto  del  articulo  14,  pues  el  vocablo  nadie  coa  que  empieza  su  seguu- 
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da  parte  solo  puede  referirse  á  las  personas  que  son  las  que,  en  el  rigu- 
roso tecnicismo  del  derecho,  pueden  solamente  ser  juzgadas  y  senten- 
ciadas; que  dicha  inteligencia  también  es  conforme  con  el  espíritu  del 
Congreso  constituyente,  lo  que  aparece  comprobado  por  el  orden  en 
que  se  discutieron  y  votaron  las  dos  fracciones  del  articulo  14,  que  en 
el  proj'ecto  de  Constitución  fueron  los  artículos  4.°  y  26  (Zarco.  Histo- 
ria del  Congreso  constituyente.    Tom.  1.°  págs.  470  y  695:) 

Consideríindo:  que  si  la  justicia  federal  tuviera  que  encargarse,  por 
la  vía  de  amparo,  de  todos  y  cada  uno  délos  actos  de  los  jueces  civiles, 
en  que  alguno  de  los  litigantes  creyere  ver  la  violación  de  una  garan- 
tía, no  solo  no  podrían  marchar  lotí  tribunales  ordinarios,  sino  que  seria 
físicamente  imposible  que  esta  Corte  Suprema,  cumpliendo  con  la  Cons- 
titución, pudiese  administrar  justicia.  Que  á  esta  imposibilidad  de  he- 
cho, hay  que  añadir  otra  de  derecho,  puesto  que  la  Corte,  al  convertir- 
se en  tribunal  de  revisión  de  los  actos  de  todos  los  tribunales  del  país, 
se  arrogaría  facultades  que  la  Constitución  no  le  ha  dado  en  ninguna 
de  sus  artículos.  Que  para  que  el  examen  de  todos  los  actos  de  los  tri- 
"bunales  de  los  Estados  de  la  Federación  cupiese  en  las  atribuciones  de 
la  Corte,  era  preciso  un  texto  expreso  que  consignara  esta  facultad,  sin 
la  cual  las  decisiones  de  los  tribunales  federales,  en  la  materia,  impor- 
tan una  violación  de  la  soberanía  de  los  Estados  en  cuanto  á  su  régi- 
men interior,  al  que  pertenece  la  organización  y  administración  de  la 
justicia  local. 

Considerando:  que  el  promovente  de  este  recurso  confunde,  en  la 
argumentación  en  que  apoya  su  solicitud  de  amparo,  los  derechos  del 
hombre  con  los  derechos  civiles.  Que  las  disposiciones  de  la  ley  civil 
son  de  un  carácter  secundario  respecto  de  las  de  la  ley  .natural,  y  no 
siendo  materia  de  la  Constitución,  pueden  alterarse  á  voluntad  del  le- 
g'islador,  lo  qae  no  puede  hacerse  respecto  de  los  derechos  individuales, 
de  modo  que  no  puede  decirse  que,  por  ejemplo,  la  época  en  que  con- 
cluye la  minoridad,  los  requisitos  de  las  escrituras  públicas,  las  forma- 
lidades que  deben  observarse  en  el  registro  de  las  hipotecas,  como  en 
el  caso  que  motiva  este  recurso,  sean  derechos  naturales,  y  por  consi- 
guiente, la  infracción  de  la  ley  en  esta  materia,  no  es  nunca  la  viola- 
ción de  una  garantía  individual: 

Considerando:  Que  de  la  consideración  anterior  se  infiere  que  siem- 
pre que  en  los  negocios  judiciales  del  orden  civil  se  recurra  al  amparo 
federal,  no  por  falta  de  aplicación  exacta  de  la  ley,  sino  por  violación 
de  alguna  garantía,  como,  por  ejemplo,  cuando  el  juez  haya  dado  efec- 
to retroactivo  á  la  ley  que  aplique,  cuando  hubiere  asegurado  el  cum- 
plimiento de  un  contrato  poniendo  en  prisión  al  deudor,  ó  aplicase  el 
tormento  para  hacer  declarar  á  un  testigo,  etc.,  el  recurso  es  legítimo: 

Considerando:  Que  en  consecuencia,  en  el  presente  caso,  el  juez  2.° 
le  lo  civil  de  esta  capital  no  ha  infringido  el  artículo  14  de  la  Constitu- 
ción con  su  sentencia  de  graduación  de  créditos  y  de  remate  de  las  ha- 
ciendas de  «Vi Hela»  y  de  «Santiago.»  pronunciada  en  31  de  Julio  de  1878 
•juedando  á  los  promoventes,  si  dicha  sentencia  importase  alguna  in- 
t\-acción  de  las  leyes  civiles,  los  recursos  que  procedan  conforme  á  de- 
recho. 

Por  estas  consideraciones,  y  con  arreglo  á  los  artículos  101  j  102  d& 
'a  Constitución  federal,  se  revoca  la  sentencia  del  Juez  2.°  de  Distrito 
fie  esta  Capital,  y  se  declara:  que  la  Justicia  de  la  Unión  no  ampara  ni 
piT.tege  á  Larraehe  y  Comp  ,  sucesores,  contra  el  acto  de  que  se  quejan. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juez  de  Distrito  que  las  elevó  á  re- 
visión, acompañándole  testimonio  de  esta  sentencia  páralos  efectos  con- 
siguientes: publíquese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Así,  por  unanimidarl  de  votos  on  cnanto  á.  la  resolución,  y  por  ma- 
yoría en  cuanto  á  los  fandauícnto.s.  ¡o  lU-cretaron  los  ciudadanos  Presi- 
dente y  Magistrados  que  fornmvon  el  tribunal  pleno  de  la  Corte  Supre- 
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tna  de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  j  firmaron: — Ignacio 
L.  Vallarta.—  Ignacio  M.  Altamirano. — Pedro  Ogazón. — Manuel  Alas. 
— Antonio  Martínez  de  Castro. — Miguel  Blanco.— José  María  Bautista. 
— JuanM.  Vázquez. — Eleuterio  Avila. — Simón  Guzmán. — José  Manuel 
Saldaña. — José  Eligió  Muñoz. — Enrique  Landa,  secretario. 

líOTA. — Las  piezas  relativas  á  este  juicio  se  publicaron  por  suplementos  al  Diario  Oficial  coires- 
pondientes  á  los  días  24  de  Junio  á  4  de  Julio  de  1879- 


AMPARO  PEDJDO  CONTRA  LA  DECIvARACION 

DE  CADUCIAD,  HECHA 

POR  LA  AUTORIDAD  ADMINISTRATIVA,  DE  LA  CONCESIÓN 

DE   UN   FERROCARRIL. 


¿Es  de  la  competencia  del  poder  administrativo  declarar  la  caducidad  de 
una  concesión? — Casos  de  excepción  del  principio. — ¿Cu&ndo  es  procedente  la 
suspensión  del  acto  reclamado? — InterpretaciÓJi  de  los  artículos  i6  y  50  déla 
Constitución. 


Los  Sres.  Alvarez  Rui  y  Miranda  Iturbe,  dueños  de  una  concesión  para 
establecer  -un  ferro  car i'il  ufbano,  pidieron  en  Octubre  de  iSyS  y  obtuvieron  en 
I.  "^  de  Matzo  de  iSjg,  amparo  contra  el  acto  del  Ayuntamiento  de  esta  capí- 
tal,  en  la  parte  que  permitió  á  la  Empresa  representada  por  D.  Agustín  Ló- 
pez la  construcción\de  líneas  y  circuitos  de  caminos  de  fierro  en  las  mismas 
calles  por  donde  deben  pasar  las  líneas  y  circuitos  de  aquellos  señot  es.  (i)  En 
j  de  ese  inisnio  mes  de  Marzo  el  Ayuntamiento  declaró  caduca  aquella  con- 
cesión. Contra  este  acto,  aquellos  señores  volvieron  á  pedir  amparo  al  juez 
I.  ^  de  Distrito  y  fundaron  su  demanda  en  los  artículos  16,  ij,  21  y  2j  de  la 
Constitución,  violados  en  su  seíitir  con  esa  declaración  del  Ayuntamiento. 
En  la  demanda  se  pidió  también  la  suspensión  del  acio  reclajnado  que  se  otor- 
gó. Sentenciando  el  recurso,  el jíiez  concedió  el  amparo.  La  Corte  discutió  este 
negocio  en  las  audiencias  del 26  y  2j  de  f  unió  de  iSjg.  El  C.  Vallartafundó 
su  voto  eji  las  sigtiientes  razones: 


Deseo  como  ios  otros  señores  mag-istrados  que  me  han  precedido  en. 
el  uso  de  la  palabra,  exponer  las  razones  de  mi  voto  en  un  negocio  que 
afecta  tan  cuantiosos  intereses;  que  tanto  y  en  tan  encontrados  senti- 
dos se  recomienda;  que  ha  llegado,  én  medio  de  la  ruidosa  publicidad 
que  ha  tenido,  á  llamar  fuertemente  la  atención  de  esta  capital,  y  del 
que  de  seguro  se  seguirá  ocupando  la  prensa.  Si  todas  estas  circuns- 
tancias que  hacen  notable  á  este  amparo,  son  otros  tantos  motivos  que 
obligan  á  estudiarlo  con  empeño,  la  importancia  y  novedad  de  las  cues- 
tiones constitucionales  que  él  suscita,  demandan  imperiosamente  que  se 
le  consagre  la  atención  más  escrupulosa.    Yo,  abstracción  hecha  de 

1  Los  dociimectos  relativos  á  este  amparo  están  iiulilicados  en  sr.plemeutos  al  Diakio  OficiAL  co-"- 
iresiioadiente  á  los  días  7  y  S  de  Marzo  de  1879- 
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aquellas  circunstancias,  me  he  preocupado  solo,  creyendo  asi  cumplir 
coii  mis  deberes  de  juez,  del  interés  de  esas  cuestiones,  y  en  el  estudio 
y  la  meditación  he  procurado  el  acierto  en  el  voto  que  voy  á  dar.  Poca 
luz  me  permite  mi  capacidad  traer  á  este  debate;  pero  me  creo  siempre 
obligado  á  fundar  mis  opiniones,  para  que  aun  en  los  errores  en  que 
pueda  incurrir,  me  disculpe  la  sinceridad  de  mis  convicciones. 

No  me  extenderé  demasiado,  asi  porque  lo  avanzado  de  la  hora  m& 
prohibe  fatigar  más  la  atención  del  Tribunal,  como  porque  los  señores 
miagistrados  que  han  hablado  ya,  me  han  prevenido  en  muchos  puntos 
que  no  necesito  repetir.  Voy  solo  á  exponer,  tan  brevemente  como  me 
sea  posible,  los  fundamentos  de  mi  voto,  permitiéndome  también  indi- 
car por  qué  no  acepto  algunas  opiniones  que  se  han  sostenido  en  esta- 
discusión. 

La  cuestión  capital  en  este  amparo  es  la  relativa  á  la  competencia 
del  Ayuntamiento  para  hacer  la  declaración  de  caducidad  de  la  conce- 
sión Alvarez  Rui  y  Miranda  é  Iturbe.  ¿Pueden  las  autoridades  adminis- 
trativas, según  la  Constitución,  hacer  tales  declaraciones?  Creo  que  asi 
debe  formularse,  en  términos  generales  y  científicos,  la  cuestión  que 
hay  que  resolver.  Séame  licito,  antes  de  afrontarla,  entrar  en  algunas 
consideraciones  previas,  que  están  intimamente  ligadas  con  ella. 

Es  una  verdad  que  nadie  puede  poner  en  duda,  que  la  concesión  de 
un  ferrocarril  es  un  contrato  entre  la  autoridad  que  la  otorga  y  la  em- 
presa que  se  propone  ejecutar  una  obra  de  interés  público.  Este  con- 
trato, sin  embargo,  por  su  propia  naturaleza,  tiene  un  carácter  especial 
que  lo  distingue  del  que  entre  particulares  se  celebra,  siendo  notorias 
las  diferencias  que  entre  ambos  existen.  Basta  considerar  que  la  con- 
cesión es  en  la  generalidad  de  los  casos  una  ley- contrato,  en  que  el 
mismo  legislador  interviene;  que  la  materia  de  ese  contrato  es  siempre 
un  objeto  de  utilidad  pública  y  que  sus  estipulaciones  no  pueden  ajus- 
tarse entre  personas  privadas,  para  percibir  con  toda  claridad  esas  di- 
ferencias qiie  vcíQ  empeño  en  hacer  notar. 

Y  esto  basta  para  comprender  que  la  concesión  de  un  ferrocarril  no 
puede  regirse  exclusivamente  por  las  prescripciones  civiles,  sino  que 
hay  que  atender  á  las  constitucionales,  á  las  administrativas  y  á  las  de 
la  misma*  ley  que  contiene  el  contrato;  solo  en  la  concordancia  y  armo- 
nía de  £sas  diversas  leyes  se  puede  buscar  la  solución  de  las  diversas- 
cuestiones  á  que  una  concesión  da  origen.  Pedir  solo  al  derecho  civil 
esa  resolución,  es  tomar  un  falso  punto  de  partida  que  lleva  á  las  con- 
secuencias más  inaceptables,  es  desnaturalizar  el  contrato  de  concesión, 
equiparándolo  con  el  que  se  celebra  entre  personas  privadas  y  por  mo- 
tivos de  interés  particular. 

Si  estas  consideraciones,  que  me  parecen  de  irrefragable  evidencia, 
se  tienen  presentes,  al  precisar  el  carácter  que  debe  tener,  que  tiene  la 
caducidad  de  una  concesión  de  ferrocarril,  se  nota  luego  también  con 
la  misma  claridad  que  ella  no  puede  ser  juzgada  solo  por  el  derecho  ci- 
vil. De  observarse  es,  ante  todo,  que  la  caducidad  de  una  concesión  no 
es  ni  la  rescisión,  ni  la  nulidad  de  un  contrato,  ni  mucho  menos  lapéi-- 
dida  de  derechos  en  virtud  de  la  prescripción;  la  caducidad  es  una  co- 
sa bien  distinta  de  todo  eso.  Se  rescinde  el  contrato  que,  válido  en  apa- 
riencia, contiene  un  defecto  que  lo  nulifica,  si  asi  lo  pide  alguna  de  las 
partes;  y  se  aüula  aquel  que  está  afectado  por  un  vicio  sustancial,  que 
no  puede  curar  ni  la  ratificación  de  los  contrayentes.  Y  la  concesión 
que  caduca  tiene  todos  los  requisitos  necesarios  de  validez  y  está  exen- 
ta de  todo  vicio  ó  defecto;  se  extinguen  los  derechos  que  otorga,  por- 
que la  empresa  no  llena  ciertas  condiciones  en  cuyo  cumplimiento  se 
interesa  el  bien  público.  Y  menos  pueden  jurídicamente,  asemejarse  la 
caducidad  y  la  prescripción,  porque  la  pérdida  de  derechos,  que  es  con- 
secuencia de  ésta  por  no  haber  el  acreedor  usado  de  su  acción  en  el 
tiempo  designado  por  la  ley,  nada  tiene  de  común  con  la  caducidad  en 


176 

que  se  incurre  por  la  violación  de  un  pacto  de  esencial  observancia  pa- 
ra que  la  concesión  subsista,   i 

Por  otra  parte,  las  causas  de  caducidad  que  nuestras  leyes  y  las  ex- 
tranjeras señalan,  no  están  determinadas  por  los  motivos  á  que  el  de- 
recho civil  atiende  para  rescindir  ó  anular  los  contratos,  sino  inspira- 
dos por  consideraciones  y  exigencias  que  el  derecho  administrativo  re- 
gula, y  que  ningún  país  civilizado  puede  desatender.  El  no  dar  una 
fianza  en  determinado  tiempo;  el  no  comenzar  ó  concluir  los  trabajos 
en  cierto  plazo;  el  enajenar  la  concesión  á  un  gobierno  extranjero;  el 
suspender  el  uso  de  la  via  férrea  por  cierto  período  de  tiempo;  el  po- 
nerse lo  empl'esa  en  estado  de  quiebra,  etc.,  etc.,  son  motivos  de  cadu- 
cidad que  las  leyes  mencionan,  y  basta  su  enunciación  para  compren- 
der que  ellos  no  están  basados  en  razones  del  orden  civil,  sino  en  exi- 
gencias del  bien  procomunal,  porque  á  la  sociedad  importa,  y  mucho, 
que  la  empresa  ferrocarrilera  que  no  cumpla  con  ciertas  obligaciones, 
pierda  su  concesión  y  ceda  su  lugar  á  otra  que  no  prive  al  publico  de 
los  grandes  beneficios  que  los  ferrocarriles  proporcionan. 

Lejos  de  creer  que  las  teorías  que  muy  superficialmente  acabo  de 
indicar,  choquen  con  nuestro  derecho  constitucional,  las  reputo,  por  el 
contrario,  del  todo  conformes  con  la  Constitución,  y  aceptables  entre 
nosotros  como  principios  en  la  jurisprudencia  de  ferrocarriles.  Pero  en 
países  que  no  están  regidos  por  instituciones  como  las  nuestras,  aque- 
llas exigencias  de  interés  social  se  han  llevado  más  lejos,  y  con  el  fin 
de  facilitar  al  poder  administrativo  la  pronta  ejecución  de  los  servicios 
públicos,  sin  las  dilaciones  judiciales,  se  ha  proclamado  como  una  máxi- 
ma que  la  misma  autoridad  que  hace  la  concesión  de  un  ferrocarril,  es 
la  que  resuelve  las  cuestiones  que  la  concesión  produzca,  y  la  que  en 
consecuencia  hace  la  declaración  de  caducidad.  En  esos  países  en  que 
está  aceptada  la  institución  de  lo  contencioso-adviinistrativo,  toca 
á  la  administración  resolver,  como  juez,  las  contiendas  que  se  susciten 
á  virtud  de  los  contratos  en  que  ella  como  parte  interviene.  Y  asi  ve- 
mos, para  no  hablar  sino  del  punto  de  caducidad,  que  en  Francia  el 
Consejo  de  Prefectura  designado  en  el  uCahier  de  Charges^»  no  sólo  de- 
clara la  caducidad  de  una  concesión  de  ferrocarril  en  los  términos  dis- 
puestos en  los  artículos  del  38  al  41  de  lo  que  se  llama  dCahier  modele 
de  Charges,n  sino  que  aun  resuelve  sobre  el  sentido  y  alcance  de  la  con- 
cesión misma.  2  Asi  vemos  que  en  España,  según  su  ley  de  23  de  No- 
viembre de  1877,  la  administración  es  quien  por  la  via  contencioso-ad- 
íninistrativa  declara  la  caducidad  con  total  exclusión  del  jioder  ju- 
dicial. 3 

Entre  nosotros,  en  nuestra  legislación  nacional,  existe  también  una 
ley  que  consagra  esa  institución  de  lo  contencioso-adTninistrativo.  Es 
la  de  25  de  Mayo  de  1853  y  su  reglamento  de  la  misma  fecha,  expedido 
por  el  dictador  Santa  Ana.  Pero  ¿puede  ser  compatible  con  nuestro  Có- 
digo fundamental  semejante  institución  que  hace  al  Poder  administra- 
tivo, en  ciertos  casos,  juez  de  los  negocios  en  que  es  parte?  Sin  analizar 
en  todos  sus  pormenores  esta  cuestión,  porque  esto  no  es  del  caso,  bas- 
tapararesolverla  negativamente  la  lectura  de  algunos  textos  de  la  Cons- 
titución. No  puede  el  poder  administrativo  de  la  Eepública,  juzgar,  fa- 
llar litigios  aunque  sean  suscitados  entre  él  y  los  particulares,  porque 
el  artículo  50  de  esta  ley  prohibe  que  ese  Poder  y  el  judicial  se  reúnan 
en  una  persona  ó  corporación.  Y  los  artículos  97  y  98,  lejos  de  permi- 
tir que  el  Poder  ejecutivo  juzgue  aún  sobre  sus  propios  contratos,  en- 
comiendan expresamente  al  judicial  la  facultad  de  conocer  de  las  con- 

1  Por  estos  motivos  yo  no  acepto  la  opinión  de  la  Comisión  de  industria  de  la  Cámara  de  Senadores 
de  31  de  Mayo  próximo  pasido,  en  el  negocio  de  la  caducidad  de  la  concesión  La  Séreí  en  la  parte  t[rie 
equipara  la  cadacidad  y  la  prescripción- 

2  Legislation  des  cherains  de  fer.  par  M-  Cotelle:  2-  *  edici  1868,  tomo  1.  °.  páginas  199  y  455- 

3  Artículos  32  y  sig-aientes  de  1»  ley  citada- 
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troversias  sobre  cumplimiento  y  aplicación  de  las  leyes  federales  y  de 
aquellas  en  que  la  Federación  fuere  parte.  Estos  textos  son  decisivos, 
y  sin  necesidad  de  citar  nuestras  leyes  constitucionales  desde  las  más 
antiguas,  como  la  de  14  de  Febrero  de  1826,  que  consignan  al  Poder  ju- 
dicial el  conocimiento  de  las  disputas  que  se  susciten  sobre  contratos 
celebrados  aún  por  el  Ejecutivo  federal,  es  imposible  entre  nosotros 
aceptar  lo  contencioso- administrativo^  sostener  como  constitucional  la 
facultad  de  que  la  administración  goza  en  otras  naciones,  de  fallar 
asuntos  b'tigiosos. 

Cualesquiera  que  sean  las  razones  que  se  invoquen  en  favor  de  la 
institución  de  lo  contencioso- administrativo.,  y  seria  muy  fuera  de  pro- 
pósito mencionarlas  siquiera  en  este  lugar,  no  es  posible  dudar  que  ella 
está  reprobada  por  la  ley  fundamental.  Pero  si  bien  esto  es  indisputa- 
ble, no  se  debe  de  ello  seguir  que  sea  de  la  competencia  de  los  tribuna- 
les conocer  de  toda  cuestión  que  se  promueva  con  motivo  de  las  obras 
de  utilidad  pública,  ó  de  asuntos  de  interés  general.  Esto  seria  privar 
á  la  administración  de  sus  facu.ltades  propias,  y  canonizar  la  invasión 
del  Poder  judicial  sobre  el  Ejecutivo.  Por  esto,  y  para  que  no  se  me  im- 
puten errores  que  no  abrigo,  me  apresuro  á  decir  que,  á  pesar  de  las 
opiniones  que  he  indicado,  y  como  conforme  con  ellas,  yo  el  primero 
reconozco  la  competencia  de  la  autoridad  administrativa  en  esos  asun- 
tos de  interés  general,  como  constriicción  y  conservación  de  caminos, 
canales  y  ferrocarriles,  desagües,  desecación  de  pantanos,  cobranza  de 
impuestos,  policía,  etc.  Por  las  mismas  razones  qtie  niego  al  Poder  ad- 
ministrativo la  facultad  de  fallar  asuntos  contenciosos.,  niego  también 
al  judicial  la  de  resolver  negocios  administrativos.  ■  Considero  anticons- 
titucionales esos  dos  extremos,  que  confunden  las  atribuciones  de  dos 
poderes. 

Aunque  en  principio  general  es  bien  difícil  marcar  el  limite  preci- 
so en  que  termina  lo  administrativo  (competencia  del  Poder  ejecutivo) 
y  en  que  comienza  lo  contencioso  (competencia  del  Poder  judicial,)  es 
por  fortuna,  innecesario  en  este  amparo,  descender  hasta  las  iiltimas 
dificultades  de  esta  materia.  Aqui  nos  basta  inquirir  si  una  declaración 
de  caducidad  es  por  su  naturaleza,  ó  un  asunto  contencioso,  ó  un  nego- 
cio administrativo,  para  saber  bajo  la  competencia  de  cuál  de  esos  dos 
poderes  cae,  y  esto  es  bien  sencillo. 

Que  la  declaración  de  caducidad  es  un  asunto  esencialmente  con- 
tencioso, es  cosa  que  se  demuestra  fácilmente.  En  ese  verdadero  liti- 
gio hay  dos  partes,  la  administración  que  sostiene  que  la  caducidad 
«xiste,  y  los  concesionarios  que  lo  niegan;  hay  hechos  sobre  cuya  apre- 
ciación esas  partes  discrepan,  y  hay  tina  ley  que  ambas  invocan  inter- 
pretándola en  sentido  contrario:  para  resolver  entre  tales  encontradas 
pretensiones,  se  necesita  conocimiento  de  causa,  audiencia,  pruebas, 
defensa,  etc.  ¿Cómo  un  negocio  de  esta  clase  no  ha  de  ser  esencialmen- 
te contencioso?  En  las  naciones  mismas  en  que  la  administración  está 
facultada  para  resolver  esos  asuntos,  se  reconoce  su  naturaleza  conten- 
ciosa. La  ley  española  de  1877  de  que  antes  he  hablado,  oye  y  juzga  á 
los  concesionarios  y  hasta  les  concede  recursos  para  ante  las  autorida- 
des administrativas  superiores,  recursos  muy  semejantes  al  judicial  de 
apelación.  Por  más,  pues,  que  yo  confiese  que  la  caducidad  no  es  ni  la 
rescisión  ni  la  nulidad  del  contrato  civil,  veo  con  clarísima  evidencia 
que  ella  constituye  un  asunto  contencioso,  una  controversia  entre  la  ad- 
ministración y  la  empresa,  de  la  qiie  no  pueden  conocer,  entre  nosotros, 
más  que  los  tribunales.  Porque  si  conforme  al  articulo  98  de  la  ley  fun- 
damental toca  al  poder  judicial  resolver  las  controversias  en  que  la 
tJnión  fuere  parte,  ninguna  autoridad  administrativa,  por  más  elevada 
que  sea  su  categoría,  puede  declarar  la  caducidad  de  una  concesión,  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  resolver  una  controversia  entre  la  administración  y 
la  empresa.  • 
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Para  afirmar  estas  mis  opiniones  sobre  materia  tan  nueva,  tan  sin 
precedentes  entre  nosotros,  no  he  querido  fiarme  en  mis  propios  razo- 
namientos, temeroso  de  entender  mai  y  de  aplicar  erróneamente  al  caso 
que  nos  ocupa  los  textos  constitucionales,  sino  que  he  ocurrido  á  las  le- 
gislaciones extranjeras,  que  he  podido  estudiar,  en  busca  de  apoyo  para 
mis  opiniones,  de  acierto  para  mi  voto.  La  jurisprudencia  sobre  ferro- 
carriles, de  Francia,  España  y  otros  países,  que  admiten  lo  contencioso' 
administrativo,  por  más  adelantados  en  civilización  que  ellos  estén,  no 
puede  ser  considerada  en  México,  porque  chocando  de  lleno  esa  insti- 
tución con  nuestra  ley  suprema,  ella  es  por  completo  inaplicable  por 
este  Tribunal.  Lo  contrario  sucede  con  la  jurisprudencia  americana: 
basada  en  los  mismos  principios  que  nosotros  profesamos,  las  decisio- 
nes de  los  tribunales  de  la  vecina  República  y  las  doctrinas  de  sus  ju- 
risconsultos, en  esta  materia,  son  de  gran  peso  para  nosotros.  Pues 
bien:  esa  jurisprudencia  americana  da  robusto  fundamento  á  la  teoría 
que  he  pretendido  demostrar,  la  de  la  competencia  del  Poder  judicial 
jjara  declarar  caduca  una  concesión  de  ferrocarril.  Séame  lícito  invo- 
car á  algunas  de  esas  autoridades. 

Mr.  Pierce,  autor  de  una  monografía  reciente  sobre  la  jurispruden- 
cia de  ferrocarriles,  hablando  de  la  caducidad  de  una  concesión,  dice 
esto:  «The  proceeding  against  a  corporation  for  usurpation  of  a  fran- 
cliise,  or  for  nonuser  or  misuser  of  a  franchise  is  by  scire  facías,  or  an 
infornlation  in  the  natiire  of  quo  icarranto  at  the  instance  and  in  behalf 
of  government.  Bid  hefore  a  corporatioii  can  he  deemed  dissolved  by 
reqson  of  any  nonuser  or  misuser  of  its  franchises,  such  misuser  or 
nonuser  oniist  be  judicially  deteriníned  and  declared  in  a  direct  jpro- 

ceeding  instituted  for  tlxat  purpose As  the  State  can  alone  in- 

sistin  aforfeiture,  it  can  vraive  the  same-  The  power  to  repeal  a  char- 
ter,  rñ&j  be  reserved  in  it.  either  absolutely,  or  in  a  certain  event,  and 
a  forfeiture  may  be  declared  by  tlic  legislature  Avithout  a  resort  to  the 
judiciary.»  i 

En  otra  parte  de  su  obra,  ese  autor  enseña  esta  doctrina:  «The  po- 
wer  to  repeal  the  charter  may  be  reserved  absolutely  to  the  legislatura. 
and  -svhen  so  reserved  may  be  exercised  at  its  pleasure.  It  may  be  re- 
served to  be  exercised  on  a  certain  event  taking  place,  as  of  some  de- 

fault  or  abuse  of  corporate  po"\vers The  reserved  power  of 

legislature  to  repeal  the  charter  is  a  partof  thecontract  created  thereby. 
Its  exercistí  does  not  impair,  but  enforces  the  obligafeion  of  contract.»  ^ 

Otro  jurisconsulto  que  también  ha  escrito  sobre  la  jurisprudencia  de 
ferrocarriles,  repite  y  consagra  esas  doctrinas.  Enumerando  las  causas 
por  las  que  se  extingue  una  compañía  ferrocarrilera,  cuenta  como  la 
quinta:  «By  forfeiture  of  the  corporate  franchise,  by  disuser  or  abuse 
judicially  declared  upon  scire  f acias  ov  quo  icarranto  brought  for  that 
purpose.»  3  Y  luego  agrega:  «Üut  a  charter  may  be  dependent  upon 
the  performance  of  condition  precedent,  in  such  a  form  as  that  non 
performance  will  work  a  forfeiture.»  ^ 

Estos  jurisconsultos  fundan  estas  sus  doctrinas  en  las  autoridades  más 
respetables,  en  repetidas  y  continuadas  ejecutorias,  en  la  opinión  de  los 
más  notables  publicistas,  quienes  á  su  vez  las  apoyan  en  la  Constitu- 
ción misma.  Para  no  extenderme  demasiado,  me  conformaré  con  co- 
piar las  palabras  de  Kent:  son  éstas:  «But  the  oíd  and  well  established 
principie  of  law,  remains  good  as  a  general  rule,  that  a  corporation  is 
not  to  be  deemed  dissolved  hj  reason  of  any  misuser,  or  nonuser  of  its 
fanchises,  until  the  defoidt  has  been  judicially  ascertained  and  decla- 

1  Kerce — On  american  raili-oad  law.,  pig.  507. 

2  Pierce — Cu  amerioan  railroad  law-  págs.  38  y  39- 

3  Redaeld— The  law  of  railways-  Vol.  2-  = ,  pág.  359,  t 

4  Obra  y  vol.  cit-,  pág-  540,  nota  7-  =* 
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í-ed.»  1  Y  antes  había  dicho  lo  siguiente.    « though  the  validity  of 

alteration  or  repeal  of  a  charíer  in  consequence  of  such  a  reservation 
(the  reservation  oí"  power  to  repeal  the  charter)  may  not  be  leg-ally 
questionable,  yet  it  may  become  a  matter  of  serious  consideration  in- 
many  cases  how  far  the  exercise  of  snch  a  power  could  be  consistent 
with  justice  or  pólice.  If  the  charter  be  considered  as  a  compact  bet- 
ween  the  government  and  the  individual  corporators,  such  a  reserva- 
tion is  of  no  forcé  unless  it  may  be  part  and  parcel  of  the  contract.  If 
a  charter  be  granted  and  accepted  with  that  reservation,  there  seemsto 
be  no  ground  to  question  the  validity  and  efñciency  oí  the  reserva- 
tion.» ^ 

Estas  doctrinas,  como  se  ve,  tienen  cabal  aplicación  en  el  caso  que 
nos  ocupa,  y  dan  solución  á  la  cuestión  que  examinamos-,  porque  si  es 
un  principio  general  bien  establecido  el  que  determina  que  una  com- 
pañía ferrocarrilera  no  puede  reputai-se  extinguida  por  el  no  uso  de 
.  sus  privilegios,  sino  hasta  que  lo  haya  asi  declarado  el  poder  judicial, 
es  evidente  que  una  concesión  no  se  puede  tener  como  caduca,  porque 
la  empresa  no  haya  comenzado  sus  trabajos  en  cierto  plazo,  y  sobre 
todo,  cuando  sobre  este  punto  haya  disputa,  sino  hasta  que  los  tribuna- 
les hayan  pronunciado  su  sentencia  fallando  ese  litigio. 

He  dicho  antes  que  reputo  enteramente  conformea  con  nuestros  pre- 
ceptos constitucionales  esas  doctrinas  americanas  respecto  de  la  com- 
petencia de  la  autoridad  que  debe  hacer  la  declaración  de  caducidad, 
y  después  de  haber  copiado  las  palabras  que  dejo  trascritas,  esta  vei*- 
dad  no  necesita  demostración.  La  caducidad  fundada  en  que  la  empre- 
sa no  comenzó  sus- trabajos  en  el  plazo  estipulado,  es  un  verdadero  li- 
tigio, litigio  que,  conforme  á  la  jtirisprudencia  americana,  y  sobre  todo, 
según  nuestra  Constitución,  no  puede  decidirse  por  el  poder  adminis- 
trativo, como  en  Francia,  sino  por  los  tribunales.  Los  artículos  50,  97  y 
98  de  esa  ley  son  terminantes  y  decisivos  sobre  este  punto.  Por  estas 
razones  creo  que  el  Ayuntamiento  ha  sido  constitucionalmente  incom- 
petente para  declarar,  como  lo  ha  hecho,  caduca  la  concesión  Alvarez 
Rui  y  Miranda  é  I  tur  lie. , 

No  puedo  dispensarme,  para  mejor  fundar  mi  opinión,  de  dar  res- 
puesta á  las  razones  que  se  invocan  para  sostener  la  competencia  déla 
autoridad  administrativa  en  esta  materia.  El  Ayuntamiento,  en  su  in- 
forme, con  justifícación,  ha  dicho  á  este  propósito,  lo  siguiente:  «Pero 
sin  remontarnos  á  la  legislación  de  otros  países,  en  el  nuestro,  á  falta 
de  legislación  especial  sobre  la  materia,  y  ateniéndonos  sólo  á  la  cos- 
tumbre, tenemos  ejemplos  que  demuestran  hasta  la  evidencia  que  la 
autoridad  que  ha  hecho  la  concesión,  ha  sido  la  que  la  ha  declarado  ca- 
duca por  no  haber  llenado  los  concesionarios  sus  compromisos,»  y  ci- 
tando varios  casos  de  caducidad  declarada  por  el  Ejecutivo  federal,  se 
llega  á  dar  á  esos  precedentes  tan  grande  autoridad,. que  vienen  á  cons- 
tituir, se  dice,  una  regla  segura  que  suple  suficientemente  el  silencio  de 
la  ley.  Necesito  encargarme  con  alguna  extensión  de  estos  razona- 
mientos. 

Efectivamente,  no  se  puede  negar  que  las  declaraciones  de  caduci- 
dad se  han  hecho  hasta  hoy  entre  nos®tros  por  la  autoridad  administra- 
tiva; ¿pero  todos  esos  precedentes  que  se  citan  son  constitucionales? 
¿Es  cierto  que  exista  ese  silencio  en  la  ley,  al  menos,  por  lo  que  toca  á 
la  competencia  de  la  autoridad,  y  silencio  que  venga  á  suplir  la  cos- 
tumbre que  se  alega?  Creo  haber  dejado  resueltas  estas  cuestiones,  de- 
mostrando que  el  artículo  50  de  la  Constitución  prohibe  al  poder  admi- 
nistrativo ejercer  atribuciones  judiciales  y  fallar  un  asunto  litigioso, 
como  lo  es,  en  lo  general,  un  caso  de  caducidad.  Y  por  más  lamentable 

1  Kent— Commentaries  on american  law,  Vol-  2-°,  pág-  375, 11  th.  ed;C 
2,  Kent — Comín-  on  american  law-  Vol-  2.  = ,  pSgs-  269  y  370— llth.  edic- 
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que  sea  el  silencio  de  nuestras  leyes  sobre  cuestiones  de  ferrocarriles, 
no  se  puede  asegurar  que  él  sea  tan  grande  que  se  necesite  apelar  á  la 
costumbre  para  determinar  cuál  sea  la  autoridad  competente  para  fa- 
llar esas  cuestiones  cuando  son  contenciosas.  No,  sobre  este  punto  nues- 
tra legislación  nacional  no  es  insuficiente;  existe  nada  menos  que  un 
texto  constitucional  que  lo  decide  y  resuelve  claramente. 

Este  supuesto,  esa  costumbre  que  se  alega,  no  tiene  valor  alguno, 
porque  contraria,  como  lo  es,  á  ese  texto,  ella,  por  más  autorizada  que 
sea,  no  puede  prevalecer  sobre  la  Constitución.  La  prueba  de  este  aser- 
to es  bien  clara.  Segtin  el  articulo  126  de  este  Código,  él  es  la  suprema 
ley  del  país,  sin  que  puedan  invalidarlo  ni  aun  las  Constituciones  de 
los  Estados.  ¿Cómo  podría  hacerlo  la  costumbre?  Por  otra  parte,  su  ar- 
'ticulo  127  determina  la  forma  única  en  que  puede  ser  adicionado  ó  re- 
formado, y  ninguna  costumbre  puede  llenar  los  requisitos  solemnes  que 
ese  precepto  establece  para  cambiar  una  sola  palabra  del  texto  consti- 
tucional. Ri  existen,  como  es  cierto  por  desgracia,  ejemplos  de  la  in- 
fracción del  articulo  50  en  la  materia  que  nos  ocupa,  lejos  de  qíie  esta 
Corte  pueda  fundar  en  ellos  una  ejecutoria,  es  su  deber  más  estrecho 
contrariarlos,  desautorizarlos  en  la  primera  ocasión  que  tiene  de  reivin- 
dicar la  observancia  de  la  Constitución  en  este  punto. 

Pero  prescindiendo  de  estas  observaciones  fundamentales,  bueno  es 
demostrar  que  no  todos  los  casos  que  se  mencionan  son  de  igual  natu- 
raleza, porque  si  bien  es  cierto  que  muchos  han  violado,  con  el  princi- 
pio general  que  antes  he  dejado  establecido,  las  prescripciones  consti- 
tucionales, hay  algunos  al  menos  que,  comprendidos  en  las  excepciones 
que  ese  principio  tiene,  no  pueden  citarse  con  el  propósito  con  que  se 
citan.  En  las  doctrinas  americanas  de  que  he  hablado,  hemos  tenido 
ocasión  de  encontrar  algunas  de  esas  excepciones,  y  varios  casos  de  ca- 
ducidad declarada  por  nuestros  gobiernos  son  enteramente  legales,  co- 
mo justificados  por  ellas.  Me  permito  apuntar  algunos. 

Eedfield  nos  ha  dicho  que  «a  charter  may  be  dependent  upon  the 
performance  of  condition  precedent  in  such  a  form  as  that  non  perfor- 
mance will  work  a  forfeiture.»  ^  Pues  bien:  en  varias  de  nuestras  con- 
cesiones ese  pacto  existe.  Así,  por  ejemplo,  la  ley  de  10  de  Diciembre 
de  1870,  que  autorizó  á  Eichards,  Smith  y  Brennan  para  establecer  una 
comunicación  interoceánica,  previene  en  su  articulo  19  que  á  (dos  ocho 
meses  de  la  fecha  de  esta  ley,  los  concesionarios  darán  una  fianza  á  sa- 
tisfacción del  Ejecutivo  por  valor  de  |200,000,  siendo  indispensable  es- 
te requisito  para  la  existencia  y  validez  de  la  concesión.^  ^  Del  hecho 
de  dar  esa  fianza  dependía,  pues,  la  existencia  misma  de  la  concesión. 
Ese  plazo  terminó  sin  que  los  interesados  cumplieran  con  ese  requisito 
indispensable,  y  por  tal  motivo  el  Ministerio  de  Fomento  declaró  la  ca- 
ducidad en  28  de  Diciembre  de  1871.  ^  Adjudicada  esa  concesión  al  ge- 
neral Rosencranz,  se  volvió  á  declarar  caduca  por  el  Gobierno  en  30  de 
Mayo  de  1873  por  Igual  causa.  *  La  ley  de  17  de  Enero  de  1874  que  au- 
torizó la  concesión,  llamada  vulgarmente  de  los  «Catorce,»  contiene  en 
su  articulo  39,  fracción  3.*,  una  estipulación  igual  á  la  que  acabo  de 
mencionar.  5  En  4  de  Enero  de  1874  el  Gobierno  declaró  también  cadu- 
ca la  concesión  por  no  haber  dado  la  fianza  la  compañía,  llenando  así 
ese  indispensable  requisito.  En  todos  estos  casos  nada  tienen  que  ha- 
cer los  tribunales,  puesto  que  la  existencia  de  la  concesión  estaba  pen- 
diente de  una  condición  que  no  llegó  á  cumplirse;  todos  ellos,  y  aun 
más  que  pudieran  citarse,  están  comprendidos  en  la  excepción  del  prin- 
cipio, y  mal  pueden  invocarse  para  negarlo. 

1  Obra  y  lagar  citados. 

2  Colección  de  leyes.  Edic.  del  Diario  Oficial,  tomo  7-  o ,  pág-  515. 

3  Obra  citada,  tomo  14,  pág-  85- 

4  Obra  citada,  tomo  17,  pág-  488- 

5  Obra  citada,  tomo  19,  pág-  180- 
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Hay  otra  excepción  del  priacipio.  Hemos  visto  que  Kent  la  formu- 
la asi:  «If  a  charter  be  granted  and  accepted  with  that  reservation 
(la  de  poder  anular  la  concesión)  there  seems  to  be  no  g-round  J;o  ques- 
tion  the  validitv  and  efficiency  of  the  reservation,»  i  Cuando  se  pacta, 
pues,  expresamente  que  otro  poder  distinto  del  judicial  resuelva  sobre 
la  caducidad,  ese  poder  lo  puede  válidamente  hacer.  Los  aboga- 
dos de  los  quejosos  niegan  la  constitucionalidad  de  ese  pacto;  pei-o  yo 
creo  bien  fundada  la  teoria  americana,  tanto  porque  no  es  sólo  el  dere- 
cho civil,  según  he  dicho  ante?,  el  que  rige  el  contrato -concesión,  como 
porque  no  se  altera  la  competencia  de  las  autoridades  con  el  hecho  de 
sustraer  por  expresa  voluntad  de  las  partes,  un  negocio  del  conocimien- 
to de  los  tribunales:  la  transacción,  el  arbitraje  que  ese  efecto  produ- 
cen, por  nadie  serán  tachados  de  anticonstitucionales.  Pero  sin  entrar 
en  esta  cuestión,  que  aquí  es  inoportuna;  para  los  que,  como  yo,  creen 
que  ese  pacto  es  lícito  y  obligatorio  para  los  contrayentes;  apáralos 
que,  como  yo,  creen  que  en  estos  casos  es  permitido  declarar  adminis- 
trativamente la  caducidad,  no  es  faera  de  propósito  inquirir  si  la  con- 
cesión Alvarez  Rui  y  Miranda  é  Iturbe  cae  bajo  el  imperio  de  esa  ex- 
cepción, ó  lo  que  es  lo  mismo,  si  el  Ayuntamiento  por  ese  motivo  tiene 
competencia  para  declararla  caduca. 

Sólo  las  cláusulas  3.°*,  16. '^y  18."^  de  esa  concesión  hablan  de  la  ca- 
ducidad. Las  primeras  nada  dicen  con  relación  al  punto  que  examino: 
ia  18."^  si  pudiera  invocarse  para  sostener  la  competencia  del  Ayunta- 
miento, y  por  esto  es  necesario  fijarse  en  ella.  Si  la  referida  cláusula 
hubiera  permanecido  en  la  concesión  tal  como  el  Ayuntamiento  la  apro- 
bó en  16  de. Noviembre  de  1877,  podría  dudarse  si  entre  las  dificultades 
del  orden  administrativo,  que  el  Ayuntamiento  habría  de  resolver  con 
exclusión  de  la  autoridad  judicial,  pudiera  enumerarse  la  declaración 
de  caducidad.  Tal  interpretación  de  ese  pacto  podría  haberse  sostenido 
con  alguna  experiencia  de  razón;  pero  el  Gobernador  del  Distrito  quiso 
que  esa  cláusula  se  modificara,  como  se  modificó  por  el  Ayuntamiento 
en  27  de  Mayo  de  1878,  y  el  cambio  que  sufrió  no  sólo  hace  imposible 
aquella  interpretación,  sino  que  demuestra  que  la  autoridad  contratan- 
te ni  intentó  siquiera  reservarse  la  facultad  de  declarar  la  caducidad. 
Las  dificultades  de  que  se  habla,  son  sólo  las  relativas  á  la  «nivelación 
de  calles,  conservación  del  terraplén,  banquetas  y  empedrados,  limpia 
de  atarjeas,  perjuicios  causados  á  caños,  albañales  ó  cañerías,  y  en  ge- 
neral, todo  lo  relativo  á  policía  urbana;»  y  de  evidencia  es,  que  una  de- 
claración de  caducidad,  nunca  puede  ser  una  cuestión  de  policía.  No 
está,  pues,  el  Ayuntamiento  autorizado  por  la  concesión  para  declarar- 
la caduca  administrativamente. 

Reputo  lo  dicho  bastante  para  que  no  se  pongan  en  duda  estas  ver- 
dades: primera,  entre  los  precedentes  que  se  citan  para  demostrar  que 
lá  autoridad  que  hace  la  concesión  es  la  que  la  declara  caduca,»  hay 
algunos  por  lo  menos  que  no  se  pueden  invocar  con  ese  fin,  porque  ellos 
están  comprendidos  en  las  excepciones  que  confirman  la  regla  general;^ 
según  la  que,  no  es  la  autoridad  administrativa  sino  la  judicial  la  com- 
petente para  declarar  la  caducidad:  segunda,  no  es  exacto  que  falte  eu 
nuestra  legislación  nacional  prescripción  legal  que  determine  esa  com- 
petencia de  la  autoridad  judicial;  la  Constitución  misma  contiene  textos 
expresos  sobre  este  punto,  y  no  se  necesita,  por  tanto,  ocurrir  á  leyes 
secundarias,  que  tampoco  faltan,  y  que  prohiben  á  la  autoridad  admi- 
nistrativa constituirse  en  juez  de  los  contratos  que  celebra;  y  tercera, 

1  Lugar  antes  citado. 

2  Por  estos  motivos  apenas  indicados,  ''o  creo  que  las  últimas  leyes  de  concesión  de  ferrocarriles  a 
los  Estados  de  Jalisco,  Zacatecas,  Colima,  Guanajuato,  San  Luis  Potosí,  etc-,  etc-,  que  expresamente 
determinan  que  "la  caducidad  se  declarará  administritivamente,"  son  constitucionales  en  este  punto. 
No  se  puede,  sin  embargo,  negar  que  es  ya  una  exigencia  imperiosa  que  una  bien  meditada  ley  sobre  fe- 
rrocarriles llene  los  lamentables  vacíos  que  se  notan  en  nuestra  legislación  sobre  puntos  importantí- 
simos, 
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ninguna  costumbre,  nina-una  práctica  por  más  caracterizada  que  se  su- 
ponga, puede  alegarse  contra  la  Constitución,  ni  suplir  el  silencio  de  la 
ley  secundaria,  si  es  contraria  á  ese  Código.  Y  ante  estas  verdades  no 
pueden  permanecer  en  pié  las  argumentaciones  con  que  el  Cuerpo  mu- 
nicipal ha  creido  defender  su  competencia  en  este  negocio. 

En  el  curso  del  debate  se  han  manifestado  por  algunos  señores  ma- 
gistrados opiniones  con  las  que  tengo  la  pena  de  no  estar  conforme.  Se 
acaba  de  dar  al  artículo  16  de  la  Constitución  una  inteligencia  tan  am- 
plia y  general,  como  yo  no  la  acepto,  y  se  ha  dicho  que  los  que  no 
creemos  que  ese  precepto  comprenda  lo  que  se  insiste  en  llamar  incom- 
petencia de  origen,  y  la  comjyetencia  de  los  jueces,  incidimos  en  clara 
contradicción  viéndolo  hoy  infringido  con  el  acto  del  Aj^untamiento. 
No  es  esta  la  oportunidad  de  fijar  el  genuino  sentido  de  ese  ar- 
ticulo, y  solo  para  hacer  ver  que  no  hay  en  mis  opiniones  esa  contra- 
dicción, diré  que,  según  ellas,  en  este  caso  es  cabalmente  en  donde  el 
precepto  constitucional  tieíae  exacta  aplicación,  porque  no  teniendo  el 
Ayuntamiento,  segiin  el  articulo  50  de  la  lej^  fundamental,  competencia 
constitucional  para  juzgar,  está  de  lleno  infringido  el  articulo, 16.  Sigo, 
pues,  creyendo  que  este  artículo  no  se  refiere  á  la  incompetencia  de 
origen,  ni  á  la  coinpetenQ¿a  judicial,  y  que  sin  embargo  está  violado  en 
este  caso. 

Se  ha  sostenido  también  que  la  declaración  de  la  caducidad  que  nos 
ocupa,  se  debe  ver,  no  como  el  acto  de  una  autoridad,  sino  como  la  re- 
sistencia de  una  parte  á  ejecutar  iin  contrato  que  cree  extinguido.  En 
mi  sentir,  la  declaración  de  caducidad  de  una  concesión  es  por  su  na- 
turaleza un  auto  de  aiitoridad,  hasta  tal  punto,  que  el  particular  ó  par- 
ticulares que  desde  su  casa  se  ocuparan  de  hacerla,  no  conseguirían 
sino  demostrar  que  habían  perdido  la  razón. 

Cuando  el  A.yuntamiento  hizo  lo  que  sabemos,  no  intentó,  como  par- 
ticular, resistir  al  cumplimiento  de  un  contrato,  al  que  no  se  creía  obli- 
gado-, sino  que  se  declaró  por  sí  3^  ante  si  desligado  de  sus  compromisos 
juzgando  caduca  la  concesión,  y  á  mayor  abundamiento  ordenó  que  se 
hiciera  todo  lo  que  debía  hacerse,  como  si  una  ejecutoria  hubiera  con- 
sagrado sus  declaraciones.  Si  el  Ayuntamiento,  después  de  una  discu- 
sión en  que  no  pudo  dispensarse  de  oír  á  los  concesionarios,  hubiera 
resuelto  que  la  concesión  estaba  caduca  y  que  se  debía  ^ocurrir  á  los 
tribunales  pidiéndoles  por  las  razones  que  motivaran  esa  resolución, 
que  hicieran  la  declaración  correspondiente,  de  seguro  que  el  amparo 
no  procedería  contra  tal  acto,  porque  el  acuerdo  de  un  Ayuntamiento 
para  acudir  á  los  tribunales  en  demanda  de  justicia,  no  es  acto<que  vio- 
le garantía  individual  alg-una. 

^  Pero  en  lugar  de  contenerse  en  ese -límite  el  Cuerpo  municipal,  juz- 
gó sin  audiencia  á  la  empresa,  y  esto  no  se  hace  ni  en  los  países  en  que 
la  administración  es  juez  de  sus  contratos;  declaró  como  autoridad,  y 
su  declaración  fué  confirmada  por  otra  autoridad,  la  del  Gobernador 
del  Distrito,  que  la  concesión  habia  caducado,  y  viendo  en  la  aproba- 
ción de  este  Gobernador  la  última  palabra  sobre  el  asunto,  siguió  luego 
con  su  mismo  carácter  de  autoridad  dando  órdenes,  que  la  policía  obe- 
decía, para  que  el  acto  de  la  declaración  se  llevara  á  debido  efecto. 
¿Cómo  pueden  considerarse  actos  de  particulares  todos  esos?  ¿Qué  par- 
ticular podría  ocuparse  seriamente  de  declarar  que  las  concesiones  del 
ferrocarril  de  Veracruz  ó  de  Cuautitlán  han  caducado?  ¿Y  á  qué  parti- 
cular que  á  eso  se  atreviera,  obedecería  la  fuerza  piiblica,  para  ejecu- 
tar semejante  resolución? 

Por  fin,  se  ha  indicado  también  en  la  discusión,  que  esta  Suprema 
Corte  debe  resolver  que  no  hay  motivos  para  declarar  la  caducidad  de 
la  concesión  Alvarez  Rui  y  Miranda  é  Iturbe,  y  tampoco  acepto  yo  esa 
opinión.  Este  Tribunal  es  por  completo  incompetente  para  ocuparse  de 
ese  asunto:  no  hay  ley  que  lo  autorice  para  juzgar  de  las  disputas  que 
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se  susciten  á  consecuencia  de  los  contratos  que  los  Ayuntamientos  ce- 
lebren con  los  particulares.  Por  otra  parte,  aunque  esa  competencia  tu- 
viera, nunca  podría,  resolviendo  un  amparo,  en  que  la  autoridad  no  es 
parte,  decidir  contra  la  que  esta  sostiene,  que  el  contrato  no  se  ha  ex- 
tinguido. Esto  seria  incidir,  y  de  una  manera  más  grave,  en  el  mismo 
abuso  de  autoridad  que  yo  encuentro  en  los  procedimientos  del  Ayun- 
tamiemto.  Habrá  muchas  razones,  si  se  quiere,  para  declarar  que  n« 
hay  motivo  de  caducidad;  pero  ocuparse  siquiera  de  este  particular,  se- 
ria, por  parte  de  este  tribunal  usiirpar  atribuciones  que  no  tiene,  resol- 
ver sin  recurso  un  negocio  civil  de  la  competencia  de  los  tribunales  or- 
dinarios, y  negocio  que  no  tiene  estado,  que  no  ha  comenzado  siquiera 
en  su  primera  instancia,  juzgar  sin  oir,  sentenciar  sin  defensa.  Si  en  el 
recurso  de  amparo  la  autoridad  no  es  parte,  en  el  juicio  civil  sobre  la 
procedencia  ó  improcedencia  de  la  caducidad  no  se  le  puede  negar  ese 
carácter.  No,  esto  no  es  posible.  Deben  dejarse  á  salvo  los  derechos  de 
las  partes  que  los  deduzcan  como  les  parezca  ante  la  autoridad  compe- 
tente. Ning'una  otra  cosa  es  licita,  según  mi  parecer,  sobre  este  punto. 
Conclusión  general  de  todas  mis  anteriores  demostraciones  es,  que 
el  Ayuntamiento  ha  violado  el  articulo  15  de  la  Qonstitución  al  declarar 
caduca  la  concesión  Alvarez  Eul  y  Miranda.  En  este  sentido  votaré  ea 
este  negocio. 


Eespecto  de  la  cuestión  sobre  suspensión  del  acto  reclamado,  el 
mismo  0.  Vallarta  dijo  esto. 

Consecuente  con  la  teoria  que  en  otras  ocasiones  he  defendido,  ten- 
go que  reprobar  el  auto  de  suspensión  pronunciado  por  el  inferior,  y  las 
providencias  que  siguió  después  dictando  como  resultado  y  consecuen- 
cia de  ese  auto.  No  repetiré  las  razones  que  rae  asisten  para  sostener 
que  no  es  ilimitada  ni  mucho  menos  arbitraria  lafacultad  que  tienen  los 
jueces  para  suspender  ó  nó  el  acto  reclamado,  ni  insistiré  tampoco  en 
afirmar  que  hay  reglas  deducidas  del  espíritu  y  apoyadas  en  la  interpre- 
tación de  la  ley,  que  rigen  en  esta  parte  del  procedimiento  del  amparo, 
y  que  convierten  á  esa  pretendida  ilimitada  libertad  en  el  estrecho  de- 
ber de  obrar  en  determinado  sentido.  En  otra  vez  he  expuesto  amplia- 
mente los  fundamentos  de  estas  opiniones  que  abrigo.  Hoy  me  ocuparé, 
solo  para  apoyar  aun  más  mi  voto,  de  responder  alas  argumentaciones 
que  se  hacen  contra  la  teoria  que  sigo  con  más  convicción  profesando. 

Los  articules  2?  ,  59  y  6?  de  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869,  se  dice, 
al  disponer  que  el  juez  pueda  suspender  el  acto  reclamado,  no  estable- 
cen más  restricciones  que  la  de  que  este  acto  «esté  comprendido  en  al- 
guno de  ¡03  casos  de  que  habla  el  articulo  19  de  la  ley.»  Luego,  se 
infiere  de  aquí,  la  ley  dejó  en  amplia  facultad  al  juez  para  calificar  la 
procedencia  de  la  suspensión-,  luego  esa  facultad  ilimitada,  según  la 
ley,  no  puede  restringirse  por  la  Corte,  por  más  fundadas  qiie  sean  las 
reglas  que  pudiera  establecer. 

Incontestable  seria  este  argumento  si  la  misma  ley  no  dijera  categó- 
ricamente en  otro  de  sus  artículos — el  25 — que  es  caso  de  responsabili- 
dad «el  decretar  ó  nó  la  suspensión  del  acto  reclamado.»  Luego,  deduz- 
co yo  á  mi  vez,  no  existe  esa  libertad  amplia  en  el  juez  para  obrar  co- 
mo quiera  sobre  el  particular:  luego  no  tiene  ilimitadas  facultades  pa- 
ra suspender  ó  nó  ese  acto,  según  su  capricho;  porque  desde  el  momen- 
to en  que  hay  responsabilidad  en  hacer  ó  no  hacer,  no  existe  esa  com- 
pleta libertad.  La  idea  de  responsabilidad  es  contraria  de  la  de  liber- 
tad, y  tan  luego  como  un  juez  es  responsable  si  no  obra  en  éste  ó  aquél 
sentido,  no  es  libre  para  seguir  las  inspiraciones  de  su  propio  arbitrio. 
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En  mi  sentir,  pues,  no  se  interpreta  bien  la  ley  de  20  de  Enero,  creyen- 
do que  ella  deja  en  completa  libertad  al  juez  para  suspender  ó  nó  el 
acto  reclamado,  seg'ún  le  parezca  mejor.  El  articulo  25  de  esa  ley  pro- 
testa contra  esta  interpretación. 

Se  dice  también  gue  la  Corte  nunca  puede  revisar  los  autos  de  sus- 
pensión, no  ya  cuando  el  amparo  pende  del  conocimiento  del  inferior, 
pero  ni  cuando  él  viene  en  grado  á  este  Tribunal,  y  para  sostenerlo  asi, 
se  hace  notar  que  en  ninguna  parte  de  la  ley  se  dá  á  la  Corte  tal  facul- 
tad; que  su  articulo  15  solo  la  autoriza  para  confirmar,  revocar  ó  modi- 
ficar la  sentencia  de  primera  instancia,  y  no  para  hacer  aquella  revi- 
sión, y  que  su  articulo  6  9  terminantemente  declara  que,  «la  resolución 
del  juez  sobre  este  punto  no  admite  más  recurso  que  el  de  responsabi- 
lidad,» de  donde  se  deduce  que  está  prohido  el  recurso  de  revisión.  Con 
todos  estos  razonamientos  se  combate  la  opinión  que  yo  profeso. 

Varias  respuestas  puedo  yo  darles.  Sea  la  primera,  la  que  se  toma 
del  argumento  ab  absurdo,  argumento  que.  ó  nada  prueba,  ó  él  es  po- 
derosísimo, decisivo  en  este  caso.  Según  la  teoria  que  impugno,  la  Cor- 
te nunca  puede  revocar  un  auto  de  suspensión,  aunque  el  juez  cometa 
los  mayores  atentados  contraías  garantías  individuales,  contra  laCons- 
titución  misma.  Si  tales  atentados  se  bautizan  con  el  nombre  de  «sus- 
pensión del  acto  reclamado,»  ellos  no  tienen  jxiez  sobre  la  tiérray  nadie 
puede  impedii'los.  Asi,  cuando  un  juez  no  suspende  la  ejecución  de  un 
hombre  que  se  lleva  al  patíbulo,  ó  la  de  un  acusado  ó  de  un  testigo  con- 
denados al  tormento  para  hacerlos  declarar,  ó  cuando  otro  juez  suspen- 
de las  lej^es  del  Estado,  electorales,  fiscales  ó  de  cualquiera  otra  clase, 
ó  impide  que  una  legislatura  funcione,  etc.,  por  más  atentatorio  que  to- 
do eso  sea,  esta  Corte  nada  puedo  hacer;  dije  mal,  si  el  juez  pide  el  au- 
xilio de  la  fuerza  federal,  ella  debe  apoyarlo  con  todo  su  poder,  no  solo 
permaneciendo  como  indiferente  espectadora  ante  la  consumación  de 
esos  atentados,  sino  convirtiéndose  en  cómplice  de  ellos Por  for- 
tuna, esta  opinión  en  esos  casos  extremos  está  ya  desautorizada,  con- 
denada por  la  Corte,  y  es  de  esperarse  que  no  vuelva  á  tenerse  como 
legal:  i  difícilmente  habrá  quien  no  creyera  responsable  á  esta  Tribu- 
nal si  él  no  se  apresurara  á  revocar,  aun  de  oficio,  un  'acto  en  que  se 
suspendan  las  leyes  de  un  Estado,  ó  ea  que  no  se  suspenda  una  ejecu- 
ción capital.  Se  ve,  pues,  se  palpa,  que  los  absurdos  lógicamente  des- 
prendidos de  la  teoria  que  niega  á  la  Corte  el  poder  de  revisión  en  es- 
tos casos,  son  de  tal  magnitud,  que  ellos  son  su  mejor  refutación. 

Yo,  sin  embargo,  no  debo  contentarme  con  esa  manera  general  de 
contestar  á  las  réplicas  que  se  me  hacen,  sino  que  debo  hacerme  cargo 
de  cada  una  de  ellas  en  particular.  Es  cierto  que  el  articulo  6.°  de  la 
ley  de  20  de  Enero  declara  que  no  hay  más  recurso  que  el  de  responsa- 
bilidad contra  el  auto  de  suspensión;  pero  de  esto  no  se  sigue  que  él 
prohiba  la  revisión  de  la  Corte.  ¿Por  qué?  Porque  «ese  precepto  no  pue- 
de significar  sino  que  para  los  litigantes,  para  las  partes,  no  queda  más 
recurso  que  exigir  al  juez  la  responsabilidad;  pero  sin  que  esto  prive  á 
esta  Suprema  Corte  de  la  jurisdicción  que  ejerce  para  corregir  y  revo- 
car las  providencias  de  los  jueces  inferiores.»  i  Así  ha  interpretado  este 
mismo  Tribunal  aquel  artículo  6.°  y  su  autoridad  y  la  razón  en  que  su 
interpretación  se  funda,  hacen  inútil  que  yo  agregue  una  palabra  más 
sobre  este  punto.. 

El  texto  del  articulo  15  de  la  misma  ley,  tampoco  puede  invocarse 
para  negar  á  la  Corte  la  facultad  de  revisar  el  auto  de  suspensión  Aun- 
que él  en  efecto  le  ordena  que  «pronuncie  su  sentencia revocando 

ó  confirmando,  ó  modificando  la  sentencia  de  primera  instancia,»  tales 

1  Auto  de  la  Suprema  Corte  de  31  de  Enero  de  1879  publicado  en  las  páginas  191  y  siguientes  de  esta- 
colección- 

2  Considerando  7-  °  del  auto  citado- 
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palabras  no  restringen  las  facultades  propias  de  todo  tribunal  superior 
para  corregir  las  faltas  que  note  en  el  procedimiento  del  inferior.  Para 
negar  esa  "facultad  de  revisión  que  el  superior  ejerce  sóbrelos  actos 
del  inferior,  para  desconocer  el  orden  gerárquico  de  la  magistratura,  y 
suponer  que  no  haya  superior  que  evite,  que  corrija  los  atentados  más 
graves  que  un  juez  pueda  cometer,  seria  preciso  un  texto,  no  como  el 
del  articulo  15,  que  nada  de  esto  dice,  sino  expreso  y  terminante,  que 
contuviera  una  prohibición  formal;  el  texto  de  iina  ley  que  declarara  eje- 
cutoriados, irreparables  cuantos  atentados  un  juez  quisiese  cometer,  sin 
que  ni  á  instancia  de  parte  ni  de  oficio  se  pudieran  enmendar. 

La  ley  orgánica  del  recurso  de  amparo  no  es  una  ley  de  procedi- 
mientos civiles  y  á  la  que  puedan  aplicarse  las  reglas  de  la  jurispru- 
dencia comiin.  Asi,  por  ejemplo,  según  ésta,  una  vez  eiecutoriado  el 
auto  de  un  juez  de  lo  civil,  no  puede  ya  ser  revocado  por  el  mismo  juez: 
en  los  juicios  de  amparo  prevalece  la  doctrina  directamente  contraria, 
al  menos  en  cuanto  al  auto  de  suspensión,,porque  éste  puede  ser  revo- 
cado por  el  juez  que  lo  dictó  hasta  en  su  sentencia  definitiva.  Y  lo  que 
se  dijera,  estableciendo  alguna  semejanza  entre  el  auto  ejecutoriado  en 
io  civil  y  el  auto  de  suspensión  en  el  amparo,  por  lo  que  toca  á  la  pro- 
hibición que  el  superior  tiene  de  revocar  aquel  auto  ejecutoriado,  care- 
cería de  fundamento,  porque  la  natiiraleza  especial  del  recurso  consti- 
tucional de  amparo  no  tolera  esa  semejanza.  Si  pues  al  jxiez  es  licito 
revocar  el  auto  de  suspensión  hasta  el  momento  en  que  espira  su  juris- 
dicción, con  su  sentencia  definitiva,  ¿cómo  no  ha  de  poder  hacerlo  esta 
Corte,  sobre  todo,  cuando  va  á  pronunciar  la  última  palabra  sobre  la 
procedencia  del  amparo,  punto  que  prejuzga  por  necesidad  en  muchos 
casos  el  de  la  suspensión  del  acto  reclamado? 

Por  otra  parte,  precisamente  porque  la  ley  no  da  el  recurso  de  ape- 
lación contra  el  auto  de  siispensión,  sino  sólo  el  de  responsabilidad,  es 
más  estrecho  el  deber  de  la  Corte  de  revisarlo  de  oficio.  Este  Tribunal, 
al  pronunciar  su  sentencia,  debe  suspender  al  juez  y  consignarlo  al 
Magistrado  de  Circuito  respectivo,  si  ese  juez  «hubiere  infringido  la 
ley,»  dice  la  segunda  parte  de  su  articulo  15.  Y  como  sabemos  que  esa 
infracción  puede  cometerse  unas  veces  por  suspender  el  acto  y  otras 
por  no  suspenderlo,  ¿cómo  podría  la  Corte  cumplir  con  ese  deber  sin 
revisar  tal  auto,  sin  declarar  que  procedió  ó  no  la  suspensión,  sin  apro- 
barlo ó -reprobarlo?  ¿Cómo^,  si  ni  siquiera  ha  de  haber  discusión  sobre 
este  punto,  se  obedecería  el  precepto  de  la  parte  segunda  de  ese  ar- 
ticulo 15? 

En  muchos  casos  el  atito  de  suspensión  qrieda  implícita  pero  formal- 
mente revocado  por  la  ejecutoria  de  la  Corte:  esto  sucede  siempre  que 
se  niega  el  amparo  que  el  inferior  había  concedido-,  en  tales  casos  ese 
auto  queda  sin  efecto,  revocado.  Pero  cuando  se  confirma  la  sentencia 
que  ampara,  y  el  juez  suspendió  indebidamente  el  acto  reclamado,  y 
cometió  con  ello  un  atentado  punible  según  la  ley,  la  Corte  no  puede, 
sin  faltar  á  sus  deberes,  sin  hacerse  cómplice  de  ese  atentado,  dejar  de 
revisar  tal  auto.  Y  de  todas  maneras  y  en  todos  casos  la  revisión  es  ne- 
cesaria é  inevitable  para  resolver  si  el  juez  ha  infringido  la  ley  «por 
■  decretar  ó  no  la  suspensión  del  acto  reclamado.» 

Esto  dicho,  no  necesito  ya  demostrar  que  el  texto  mismo  de  la  ley  de 
20  de  Enero,  por  más  grandes  y  lamentables  que  sean  sus  vacíos,  su  es- 
píritu, su  recta  interpretación,"  dan  á  la  Corte  la  facultad,  más  aún,  le 
imponen  el  deber  de  revisar,  juntamente  con  la  sentencia  definitiva,  el 
auto  de  suspensión,  y  esto  no  sólo  para  exigir  al  juez  la  responsabili- 
dad en  que  haya  incurrido,  sino  para  aprobar  ó  reprobar  ese  auto,  lo 
mismo  que  se  aprueba  ó  se  revoca  la  sentencia.  Estas  razones  qtie  aca- 
Tso  de  indicar  en  corroboración  de  las  que  fea  otras  veces  he  expuesto, 
robustecen  mi  cenvicción  de  que  la  teoría  que,  sobre  proclamar  la  am- 
plia libertad  para  suspender  ó  no  el  acto  reclamado,  niega  todo  recur- 
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so,  todo  remedio  para  prevenir  ó  reparar  los  atentados  que,  en  mate- 
rias constitucionales  gravísimas,  puedan  cometerse,  es  una  teoría  que 
no  se  funda  en  ley;  más  aún,  que  ninguna  ley  puede  consagrar. 

Juzgando  de  los  procedimientos  del  inferior  en  este  caso,  según  esas 
mis  opiniones,  yo  tengo  que  reprobar  el  auto  de  suspensión  que  dictó, 
y  sus  subsiguientes  providencias  sobre  este  punto.  En  mi  sentir,  la  re- 
gla capital  que  debe  observarse  inviolablemente,  es  ésta:  no  es  proce- 
dente la  suspensión,  cuando  el  acto  reclamado  no  se  consuma  de  un 
modo  irreparable;  cuando  sin  la  suspensión,  se  pueden  restituir  las  co- 
sas al  estado  que  tenían  antes  de  violarse  la  Constitución.  Pues  bien, 
el  inferior  ha  infringido  de  lleno  esa  regla.  Dice  él  en  su  auto  de  16  de 
Abril,  que  los  concesionarios  «sufrirán  graves  perjuicios  y  un  grava- 
men tal  vez  irreparable  de  diferir  los  trabajos  que  tienen  comenzados.» 
Bastan  estas  palabras  para  ver  que  ni  el  mismo  juez  creyó  que  la  eje- 
cución del  acto  fuera  irreparable,  puesto  que  ni  siquiera  pudo  asegu- 
rar que  el  gravamen  lo  fuera  asi  de  cierto. 

Y  que  el  acto  suspendido  dista  muehisimo  de  dejar  sin  material  al 
juicio,  se  ve  con  toda  claridad.  La  suspensión  recayó  sobre  los  efectos 
del  acuerdo  del  Ayuntamiento,  de  21  de  Marzo,  que  prevenía  que  Alva- 
rez  Eul  y  Miranda  é  íturbe  repusieran  las  cosas  al  estado  que  tenían  an- 
tes de  emprender  sus  trabajos.  Y  aun  cuando  esa  reposición  se  hubie- 
ra hecho,  y  el  acto  reclamado  no  se  hubiera  suspendido,  es  evidente  que 
se  podía  á  su  tiempo  resolver  si  el  amparo  era  ó  no  de  concederse,  para 
ejecutarse  después  la  sentencia,  Lo  repito:  en  mi  opinión  se  ha  violado 
la  regla  capital,  que  decide  ciiándo  hay  lugar  á  la  suspensión  y  cuán- 
do no  debe  decretarse,  y  por  tal  motivo  yo  reprobaré  el  auto  de  16  de 
Abril  y  sus  concordantes. 

No  necesito  hacer  un  examen  minucioso  de  los  procedimientos  del 
inferior  sobre  la  materia  que  nos  ocupa.  Ellos  reconocen  por  origen  y 
fundamento  ese  auto  de  16  de  Abril,  y  debiendo  yo  reprobarlo  por  los 
motivos  que  he  expresado,  es  inútil  entrar  en  aquel  examen.  Por  más 
penoso  que  me  sea  insistir  en  defender  opiniones  que  varias  veces  ha 
desechado  esta  Corte,  yo  no  puedo  prescindir  del  deber  que  mi  concien- 
cia me  impone,  de  no  votar  sino  según  mis  propias  creencias,  y  confor- 
me ellas  yo  no  puedo  aprobar  el  auto  de  16  de  Abril,  que  ma-ndó  sus- 
pender los  efectos  del  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  21  de  Marzo  pas.a- 
do.    Tal  será  mi  voto  en  este  asunto. 


La  Suprema  Corte  pronunció  la  siguiente  ejecutoria. 

México,  Junio  27  de  1879. — Vistos  el  recurso  de  amparo  interpuesto 
ante  el  juzgado  1'?  de  Distrito  de  esta  Capital,  por  Carlos  Alvarez  Ruly 
Luis  Miranda  é  íturbe,  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  México, 
de  7  de  Marzo  xíltimo,  en  que  se  declara  la  caducidad  de  la  concesión 
otorgada  á  los  peticionarios  y  escriturada  en  4  de  Septiembre  de  1878, 
para  la  construcción  de  varias  vías  férreas,  y  contra  el  acuerdo  de  la 
propia  Corporación,  de  21  del  mismo  raes,  en  que  se  ordena  á  los  con- 
cesionarios repongan  las  cosas  al  estado  que  guardaban  antes  de  haber 
emprendido  sus  trabajos  de  construcción;  con  cuyos  actos,  en  opinión 
<ielospromoventes,sehaninfringidoensuperjuicio  los  artículos  16,17,21 
y  27  déla  Constitución;  el  16, porque  el  Ayuntamiento  era  incompetente 
para  declarar  la  caducidad;  el  17,  por  haberse  constituido  el  Ayuntamien- 
to en  juez  en  propia  causa,  ordenando  la  violenta  ejecución  de  sus  acuer- 
dos; el  21,  porque  el  acuerdo  de  7  de  iMarzo  envuelve  la  imposición  de 
Tina  pena  en  la  parte  que  exige  á  los  promoventes  el  pago  de  una  muí- 
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ta,  y  el  27,  porque  faltando  todo  fundamento  de  justicia  ala  declaración 
de  caducidad,  equivale  á  una  expropiación: 

Visto  e\  fallo  del  juez  1.°  de  Distrito  que  otorgó  el  ampaio,  v  consi- 
derando que  la  concesión  de  x\n  ferrocarril,  si  bien  es  un  contrato  entre 
el  poder  público  y  los  concesionarios,  ese  contrato  tiene  una  naturaleza 
especial  que  lo  distingue  de  los  que  los  particulares  celebran  entre  si, 
porque  en  la  concesión  interviene  siempre  como  con  trayente  una  auto- 
ridad, porque  la  materia  sobre  que  versa  es  un  objeto  de  interés  piibli- 
eo,  y  porque  la  forma  que  reviste  es  generalmente  una  ley,  y  por  estos 
motivos  el  contrato  de  concesión  no  puede  regirse  e.t elusivamente  por 
las  prescripciones  civiles,  sino  que  está  sujeto  también  á  las  de  la  mis- 
ma ley  que  lo  otorga,  y  á  las  disposiciones  del  deíecho  constitucional 
y  administrativo  en  lo  que  le  sean  aplicables: 

Que  aunque  la  caducidad  de  una  concesión  no  es  en  sentido  jurídi- 
co ni  la  nulidad  ni  la  rescisión  de  un  contrato,  ni  la  pérdida  de  derechos 
por  prescripción,  ella,  en  la  generalidad  de  los  casos,  no  se  puede  de- 
clarar sino  resolviendo  un  asunto  por  su  naturaleza  contencioso,  en  el 
■que  hay  que  definir  los  hechos  y  aplicar  el  derecho  mediante  conoci- 
aniento  de  causa,  fallando  así  un  verdadero  litigio  entre  la  autoridad 
que  sostiene  que  la  caducidad  existe,  y  los  concesionarios  que  lo  niegan: 

Que  los  principios  administrativos  seguidos  en  los  países  en  que  se 
acepta  la  institución  de  lo  contencioso-administrativo,  chocan  de  lleno 
con  nuestros  preceptos  constitucionales,  porque  el  artículo  50  de  la  Cons- 
titución prohibe  que  los  poderes  administrativo  y  judicial  se  reúnan  en 
una  persona  ó  corporación;  el  97  en  su  fracción  III  y  el  9S,  consignan 
al  poder  judicial  federal  el  conocimiento  de  las  controversias  en  que  la 
Unión  fuere  parte,  y  nuestras  leyes  constitucionales,  aun  las  más  anti- 
guas, como  la  de  14  de  Febrero  de  1826,  tienen  .determinado  que  el  po- 
der judicial  conozca  de  las  dificultades  que  se  susciten  aun  sobre  con- 
tratos celebrados  por  el  mismo  Ejecutivo  federal,  sin  permitir  que  él 
falle  sobre  ellas.  Con  todas  estas  disposiciones  es  incompatible  lo  con- 
.tencioao-admihistrativo,  que  hace  á  la  Administración  juez  de  las  con- 
tiendas que  se  originan  en  los  contratos  que  ella  celebra: 

Que  aun  en  las  naciones  en  qu«  existe  esa  institución  está  reconoci- 
-do  que  la  declaración  de  caducidad  de  un  ferrocarril  es  un  asunto  con- 
tencioso en  que  se  debe  oír  y  juzgar  á  los  concesionarios,  como  sucede 
-en  España,  según  su  ley  de  ferrocarriles  de  23  dé  Noviembre  de  1877; 
y  sin  negar  al  Poder  Ejecutivo  sus  facultades  administrativas  para  en- 
tender en  las  cuestiones  meramente  administrativas  sobre  todos  los 
asuntos  en  que  el  bien  público  está  interesado,  comprendiendo  entre 
ellos  á  los  ferrocarriles,  no  se  puede  entre  nosotros  darle  competencia 
para  resolver  las  cuestiones  contenciosas  como  sucede  en  España, Fran- 
cia y  otros  países,  porque  esto  lo  prohibe  terminantemente  la  Constitu- 
ción: 

Que  según  estas  razones,  el  Ayuntamiento  de  la  capital,  el  Gober- 
nador del  Distrito  y  toda  autoridad  administrativa,  pormás  elevada  que 
sea  su  gerarquia,  son  constitucionalmente  incompetentes  para  resolver 
los  litigios  que  se  promuevan  á  consecuencia  de  los  contratos  que  esas 
autoridades  celebren,  y  que  la  declaración  de  una  caducidad  es  por  re- 
gla general  uno  de  esos  litigios: 

Que  aunque  tiene  algunas  excepciones  el  principio  de  que  toe»  á  los 
tribunales  resolver  si  una  concesión  ha  caducado  ó  no,  y  una  de  esas 
excepciones  es  (según  la  jurisprudencia  americana,  respetable  entre 
nosotros  por  estar  basada  en  los  principios  constitucioaales  que  rigen 
-en  México:  Pierce,  On  american  Railroad  law,  página  507;  Redfield,  On 
the  law  of  railways,  volumen  II,  páginas  539  y  540.  nota  7.*:  Kent's  com- 
mentaries,  12.*  edición,  volumen  II,  páginas  3C6  y  307),  cuando  en.  la 
misma  ley- concesión  se  estipula  que  otro  poder  distinto  del  judicial  haga 
Ja  declaración  de  caducidad;  no  es  de  este  lugar  considerar  estas  excep- 
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ciones,  porque  la  concesión  Alvarez  Rui  y  Mkanda  é  Iturbe no  está  com- 
prendida en  ellas.  En  esa  concesión  no  sólo  no  se  registra  un  pacto  en 
ei  que  el  Ayuntamiento  se  haya  reservado  la  facultad  de  declarar  la  ca- 
ducidad, sino  que  por  el  contrario,  en  ella  aparece  que  la  autoridad  con- 
tratante quiso  que  se  evitara  aun  la  duda  que  pudiera  haber,  sobre  que 
ella  no  tiene  tal  facultad.  Cuando  el  Gobierno  del  Distrito,  en  19  de  Di- 
ciembre de  1877  aprobó  la  concesión,  exigió  que  su  cláusula  18  fuera 
modificada,  modificación  que  el  Ayuntamiento  aceptó  en  27  de  Marzo 
de  1878.  Si  conforme  á  la  primitiva  cláusula,  se  podia  entender  que  la 
caducidad  fuera  una  de  las  dificultades  que  pudieran  suscitarse  entre 
el  Ayuntamiento  y  la  empresa  con  motivo  de  la  construcción  ó  explota- 
ción de  las  lineas,  y  dificultad  que  el  mismo  Ayuntamiento  debiera  re- 
solver, con  exclusión  de  la  autoridad  judicial;  la  modificación  que  esa 
cláusula  sufrió  hace  imposible  toda  duda  sobre  ese  punto,  porque  las 
dificultades  de  que  se  habla,  son  las  relativas  á  la  policía  urbana;  como 
nivelación  de  calles,  consei*vación  del  terraplén  y  embanquetados,  lim- 
pia de  atarjeas,  ele,  y  es  de  evidencia  que  la  cuestión  de  caducidad  no 
es  una  dificultad  referente  á  policia  urbana. 

Que  la  costumbre  invocada  por  el  Aj^untamiento,  de  que  la  caduci- 
dad, á  falta  de  legislación  propia,  se  declara  entre  nosotros  por  el  po- 
der administrativo,  no  puede  prevalecer  sobre  la  Constitución,  porque 
¿u  articulo  126  declara  que  ella  es  la  ley  suprema  del  país,  sin  que  la 
puedan  invalidar  ni  aun  las  constituciones  de  los  Estados,  y  el  127,  al 
determinar  la  forma  única  en  que  puede  ser  derogado  uno  solo  de  sus 
preceptos,  revela  con  evidencia  que  ninguna  costumbre  puede  derogar 
-ni  modificar  lo  dispuesto  en  el  articulo  50,  que  prohibe  al  poder  admi- 
nistrativo juzgar  resolviendo  un  asunto  esencialmente  contencioso,  co- 
mo lo  es  el  de  la  caducidad  de  que  aquí  se  trata.  Por  otra  parte,  las  de- 
claraciones de  caducidad  hechas  por  el  Ejecutivo,  en  varios  casos  son 
legales,  por  estar  comprendidas  en  las  excepciones  del  principio,  y  no 
pueden  citarse  estos  casos  de  excepción  para  invalidar  este  principio, 
ni  menos  invocarse  los  que  contra  él  existan,  porque  esto  es  negar  un 
precepto  expreso  de  la  Constitución: 

Que  esta  Suprema  Corte  no  puede  examinar  ni  decidir  si  es  ó  no  jus- 
ta y  arreglada  á  derecho  la  declaración  de  caducidad  hecha  por  el  Ayun- 
tamiento, porque  no  es  este  Tribunal,  sino  los  jueces  competentes  y  en 
el  juicio  correspondiente,  quienes  deben  declarar  si  el  plazo  de  seis  me- 
ses establecido  en  la  cláusula  segunda  de  la  concesión  se  deberá  contar 
desde  el  16  de  Noviembre  de  1877,  como  lo  asegura  el  Ayuntamiento,  ó 
desde  el  4  de  Septiembre  de  1878,  como  lo  sostienen  los  concesionarios: 

Que  es  consecuencia  de  lo  dicho  en  los  anteriores  considerandos,  que 
el  Ayuntamiento  y  el  Gobierno  del  Distrito,  constitucionalmente  incom- 
petentes para  hacer  la  declaración  de  caducidad  de  la  concesión  Alva- 
rez Rui  y  Miranda  é  íturbe,  han  violado  con  ese  acto  y  con  los  efectos 
que  han  querido  darle,  el  articulo  16  de  la  Constitución: 

-Que  suspendida  la  ejecución  de  la  sentencia  de  esta  Suprema  Corte 
de  1.°  de  Marzo  pasado,  á  virtud  de  la  caducidad  declarada  por  el  Ayun- 
tamiento, hoy  que  está  resuelto  que  ésta  es  anticonstitucional  y  nula, 
aquella  suspensión  no  debe  subsistir  por  más  tiempo: 

Por  estas  consideraciones,  y  con  ai*reglo  á  los  artículos  101  y  102  de 
la  Constitución,  se  reforma  la  sentencia  del  Juez  1.*  de  Distrito  de  esta 
«apital,  y  se  declara: 

Primero.  La  justicia  de  la  Unión  ampara  á  Carlos  Alvarez  Rui  y 
Lnis  Miranda  é  íturbe,  contra  la  declaración  de  caducidad  de  la  conce- 
sión que  les  fué  otor2"ada  por  la  Corporación  municipal  para  construir 
varias  vías  férreas,  declaración  hecha  por  la  misma  Corporación  en  7 
d«  Marzo  de  e.'^te  aüo  y  aprobada  por  ei  Gobernador  del  Distrito  en  13 
del  mismo  Marzo. 
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Segundo.  Se  ampara  á  dichos  concesionarios  contra  los  efectos  de 
las  declaraciones  á  que  se  refiere  la  resolución  anterior. 

Tercero.  Se  ampara  igualmente  á  Carlos  Alvarez  Rui  y  Luis  Jíiran- 
da  é  Iturbe  contra  el  acuerdo  de  21  de  Marzo  de  este  año. 

Cuarto.  Quedan  á  salvo  los  derechos  de  las  partes  para  que  los  de- 
duzcan ante  la  autoridad  judicial  que  corresponda. 

Quinto.  Queda,  en  consecuencia  de  este  fallo,  expedita  la  jurisdic- 
ción del  Juzgado  1.°  de  Distrito  para  llevar  á  efecto,  conforme  á  la  ley, 
la  ejecutoria  de  esta  Suprema  Corte  de  1.°  Marzo  último  que  se  mandó 
suspender  por  resolución  de  9  de  Mayo  de  este  año.  ^ 

Devuélvanse  al  Juzgado  de  su  origen  las  actuaciones  con  copia  cer- 
tificada de  esta  sentencia,  para  su  conocimiento. 

Hágase  ¿aber,  publíquese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Asi,  por  mayoría  respecto  dé  la  primera,  segunda,  cuarta  y  quinta 
resohxción,  y  por  unanimidad  respecto  de  la  tercera,  lo  decretaron  los 
ciudadanos  presidente  y  ministros  que  formaron  el  Tribunal  ¡jleno  de 
ia  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firma- 
ron.— Ignacio  L.  Vallarta. — Ignacio  M.  Altamirano. — EzequieL  Montes. 
— Pedro  O gazón.— Manuel  Alas.--  Miguel  Blanco.--José  M.  Bautista.--- 
Juan  M.  Vázquez.— Eleuterio  Avila.— Simón  .  Guzmán.—José  Manuel 
JSaldaña.—José  Eligió  Muñoz. — Enrique  Landa,  secretario. 

1    La  ejecutoría  de  que  se  trata  es  la  siguiente: 

Méíico,  Mai-zo  1-  °  de  1879 — Vistos  el  recurso  de  amparo  interpuesto  aute  ti  .Juagado  1-  °  de  Dis- 
trito, por  Carlos  Alvares  Rui  y  Luis  Miranda  é  Iturbe.  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  esta  ca- 
pital de  16  de  Julio  de  1878,  que  en  opinión  de  los  quejosos  viola  en  su  perjuicio  las  garantías  consigna- 
das en  los  artículos  16  y  17  de  la  Constitución  federal-  Visto  el  fallo  del  Juez  1-  °  de  Distrito,  y 

Considerando  1-  °  Que  resultan  probados  en  los  autos  los  hechos  sig'jientes:  en  el  mes  de  Noviembre 
de  1877  el  Ayuntamiento  otorgó  á  Alvare.'.  Rui  y  Miranda  é  Iturbe  una  concesión  para  establecer  rías 
férreas  en  determinadas  calles  y  calcadas:  que  esta  concesión  fué  escriturada  con  las  formalidades  léga- 
le» eu  Septiembre  de  1878: 

Qa3  en  la  cláusula  3.  =*  de  la  concesión  el  Ayuntamiento  se  obliga  de  un  modo  indirecto,  pero  claro. 
á  no  hacer  una  nueva  concesión  en  los  términos  siguient  es;  si  pasados  estos  plazos,  salvo  el  caso  de  fuer- 
za, mayor,  no  se  ha  cumplido  con  las  condiciones  respectivas,  se  dará  por  caduca  la  concesión,  y  "el 
Ayuntamiento  queda  expedito"  para  hacerla  á  cualquiera  persona  "que  lo  solicite-" 

(.¿ue  en  la  aprobación  de  la  concesión  dada  por  el  gobierno  del  Distrito  federal,  se  dice  que  mientras 
corre  el  tiempo  fijado  por  la  concesión  en  la  cláusula  2^,  "no  se  hade  poder  autorizar"  otra  concesión. 

Que  entre  las  constancias  de  autos  que  revelan  la  inteligencia  dada  por  el  Ayuntamiento  á  la  cláu- 
sula 3-  =^  de  la  concesión,  se  hallan  en  el  acuerdo  de  15  de  Julio,  en  que  se  previene  á  la  Emi)resa  auto- 
rizada para  construir  una  vía  férrea  en  la  calle  del  Amor  de  Dios:  <¿ue  en  el  caso  de  que  los  concesiona- 
rios Alvarez  y  Miranda  emprendieren  sus  trabajos,  los  concesionarios  últimos  "levantarían  lo  construi- 
do." En  este  mismo  sentido  se  negó  á  los  solicitantes  del  amparo  una  concesión  para  construir  un  tramo 
de  vía  férrea  en  la  calle  de  la  Acequia,  en  la  que,  á  pesar  de  ser  una  de  las  más  anchas  de  la  ciudad,  el 
Ayuntamiento  creyó  "materialmente  imposible"  el  establecimiento  de  dos  vías  en  la  misma  calle:  Que 
así  mieda  establecida  la  letra  y  el  espíritu  de  la  cláusula  3  =s  de  la  concesión  de  Noviembre  de  1877: 

Que  eu  16  de  Julio  de  1878  el  Ayuntamiento  acordó  nueva  concesión  á  Agustín  López,  superinten- 
dente de  las  lineas  urbanas  del  Distrito,  en  la  que  se  le  autorizaba  para  construir  diversos  tramos  de  fe- 
rrocarril en  calles  y  calzadas  de  antemano  concedidas  á  Alvarez  y  Miranda: 

Que  consta  igualmente  de  autos  que,  en  virtud  de  la  nueva  concesión,  la  Empresa  de  los  ferrocarri- 
les del  Distrito  ha  constouido  ya  los  tramos  que  le  fueron  permitidos,  eu  las  calles  de  que  hablaba  la 
concesión  de  Noviembre  de  1877: 

Que  de  los  términos  de  la  cláusula  2  =*  de  la  escritura  de  Septiembre  de  1878,  y  de  la  fecha  misma  de 
la  escritura  aparece  que  la  concesión  Alvarez  y  Miranda  no  había  caducado  al  otorgarse  en  Julio  la  con- 
cesión López. 

Considerando:  2°  Que  aunque  está  fuera  de  duda  que  ima  autoridad  al  contratar  con  un  particu- 
lar, queda  sujeta  á  las  reglas  ordinarias  que  rigen  en  esta  materia  en  el  derecho  ciíil,  y  que  por  consi- 
guiente sólo  puede  exigirsele  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  nacidas  del  contrato  ante  los  tribuna- 
les del  fuero  común;  también  es  igualmente  cierto  que,  si  por  un  acto  que  tenga  conexión  más  ó  menos 
estrecha  con  el  contrato,  una  autoridad  infringe  en  perjuicio  de  algftn  indi^^duo  que  no  sea  contrayen- 
te, alguna  de  las  garantías  consignadas  en  la  Constitución,  esta  violación  no  puede  por  ningún  extreme» 
«onsiderai-se  como  subordinada  al  fuero  nacido  del  contrato,  de  modo  que  impidiese  la  interposición  del 
recurso  especial  é  independiente  de  todo  otro,  creado  por  la  ley  exclusivamente  para  los  casos  de  viola- 
ción de  los  derechos  individuales-  Que  con  mayor  razón,  siempre  que  de  un  contrato  celebrado  por  una 
autoridad  resulten  perjudicadas  en  siis  garantías  terceras  personas,  éstas  tienen  expedito  su  derecho 
para  interponer  el  recurso  de  amparo,  á  reserva  de  entablar  otros  civiles  si  el  derecho  que  en  ellos  se 
■minera  proviene  de  un  contrato  celebrado  de  antemano  con  la  misma  autoridad  infractora  de  la  ley 
fundamental,  supuesto  que  el  contrato  de  terceras  personas  es  im  acto  que  se  hace  efectivo  por  los  me- 
dios coercitivos  que  la  ley  pone  á  disposición  de  toda  autoridad  pública. 

3  °  Qtie  este  caso  se  veriüca  cuando  por  una  autoridad  que  ha  creado  derechos  reales  en  virtud  de 
Bn  pacto  con  un  particular  por  un  contrato  subsecuente,  permite  la  usurpación  de  esos  derechos  ó  hace 
su  expropiación,  la  que  constituye  im  ataque  á  la  propiedad,  y  sirviéndose  de  los  medios  que  debe  á  su 
carácter  público,  protege  y  cuida  de  que  se  lleve  á  buen  término  dicha  usurpación,  pues  entonces  el  ata- 
que á  la  propiedad  adquiere  los  caracteres  de  una  infracción  del  art-  27  de  la  Constitución,  en  el  su- 
puesto de  que  no  hayan  mediado  las  condiciones  en  él  prescritas  para  la  expropiación.  Que  aplicando  al 
easo  presente  las  anteriores  reglas,  y  resultando  de  las  constancias  de  autos  que  los  peticionarios  Alva- 
rez Rnl  y  Miranda  é  Iturbe  estón  en  la  perfecta  posesión  de  un  derecho  real  que  les  concedió  el  Ayun- 
tamiento de  la  capital  de  la  República,  autori/ado  por  la  ley  para  construir  líneas  férreas  en  determina- 
«las  vías:  que  aunque  esta  clase  de  derechos,  sobre  todo  en  materia  de  ferrocarriles,  tienen  una  coiuU- 
*iÓB  especial  y  no  permiten  la  aplicación  a  justada  de  las  regla.s  ordinarias  del  derecho  civil,  lo    ue  ha 


190 

iiioti'íadü  eu  diversos  pueblos  la  formación  de  uua  legislación  peculiar  de  vías  férreas;  que  el  mes  de  Ja- 
llo do  1878  esta  posesión  era  perfecta  dentro  de  las  co-ndiciones  de  la  conce;ión  de  Noviembre  de  1877 
Que  en  dicho  mes  de  Julio  de  1873  el  Ayuntamiento  otorgó  á  Agustín  López,  superintendente  de  las  lí- 
iiea-s  urbanas  del  Distrito  federal,  una  nueva  concesión  para  construir  una  vía  férrea  eu  las  mismas  ca- 
lles por  donde  debía  pasar  la  que  se  había  permitido  construir  á  los  solicitantes  del  amparo-  Que  la  i'd- 
tima  concesión  eurolvía  la  violación  de  nna  garantía  individual: 

1  °  Por  ser  notoria  la  imposibilidad  de  la  subsistencia  simultíinea  de  dos  rías  en  las  calles  mencio- 
nadas en  ambas  concesiones,  sin  grave  detrimento  público,  circunstancia  reconocida  por  elmismo  Ayun- 
tamiento, lo  que  de  hecho  nuli'icaba  uno  de  los  dos  permisos. 

2°  Porque  la  imposibilidad  dicha  consta  bien  probada  eu  autos  por  la  uniforme  opinión  de  tres 
peritos- 

3  °  Porque  de  la  cláusula  3  ^  de  concesión  hecha  á  Aleare'  Rui  y  Miranda  é  Iturbe  consta  que  el 
Ayuntamiento  se  había  impuesto  la  obligación  de  no,  otorgar  una  concesión  en  los  mismos  términos: 
mientras  la  de  Noviembre  de  1877  no  caducara- 

4  °  Por  dii  ersos  documentos  que  obran  en  el  expediente-  á  los  que  se  ha  hecho  referencia  en  el  pri- 
mer considerando,  y  délos  que  se  deduce  la  clara  intención  de  las  auroridades  que  tomaron  parte  en  el 
contrato  de  dar  á  los  coucesionarios  Alvarez  Rui  y  Miranda  un  derecho  exclusivo  eu  el  terreno  por  don- 
de la  vía  férrea  debía  pasar:  Que  desde  el  momento  en  que  el  Ayuntamiento  hizo  imposible-  por  S'.i 
acuerdo  de  Julio  de  1878,  la  construcción  de  una  de  las  dos  vías  concedidas,  se  hizo  responsable  de  un  ' 
acto  que  pudo  originar  dos  géneros  de  acciones:  unas  emanadas  puramente  del  contrato  de  Noviembre 
de  1877.  ejercitablesante  los  tribunales  comunes:  otras  que,  derivadas  del  contrato  de  Julio  de  1878,  en 
el  que  no  eran  parte  los  quejosos  y  que  implicaba  una  evpropiación  real  sin  los  requisitos  constitucio- 
nales, sobre  todo  desde  el  punto  en  que  la  concesión  á  López,  se  tradujera  en  hechos  positivos  como  se 
lia  verificado  va,  según  consta  de  la  vista  de  ojos  practicada  por  el  Juez  de  Distrito:  que  esto  es  tan  cier- 
to. <\ne  en  el  caso  de  que  el  Ayuntamiento  hubiere  estimado  que  por  la  imposibilidad  de  construir  dos 
vías  férreas  en  una  misma  ealle.  debía  impedir  á  los  concesionarios  Alvarez  Rui  y  Jliranda  la  construc- 
'Ción  de  la  que  les  había  sido  coiiccdída,  á  esta  prohibición  deberían  preceder  los  requisitos  con  que  el 
art-  27  de  la  Constitución  iireviene  que  se  veri' que  toda  ei'proiüación-  lo  que  bajo  ningún  concepto  po- 
día tener  lugar  cuando  se  trataba  de  benetciar  á  un  particular,  pues  entonces  faltaría  el  requisito  de  la 
utilidad  pública,  esencial  á  toda  eipropiación- 

Que  en  el  supuesto  de  que  sea  un  acto  negativo  del  Ayuntamiento  el  haber  imposibilitado  á  los  que- 
rellantes para  construir  la  vía  férrea  q\ie  proyectaban,  también  esta  clase  de  actos  dan  lugar  á  los  recur- 
sos de  amparo,  cuando  importan  la  violación  de  una  garantía,  como  se  ve  de  un  modo  evidente  eii 
la  infracción  del  art-  19  de  la  Constitución,  por  ejemplo,  eu  que  una  omisión  de  la  autoridad  constituye 
una  •idolación  de  garantías:  que  los  efectos  de  amparo  concedidos  contra  actos  negativos  del  género  de 
-los  autorizados  por  el  Ayuntamiento,  no  son  nugatorios  sino  positivos,  como  quiere  la  ley  que  ordena 
que  se  repongan  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  la  violación,  lo  que  en  el  caso  presente  consiste 
en  hacer  cesar  la  imposibilidad  material,  creada  por  el  acuerdo  de  16  de  Julio,  quitando  de  las  calles  de 
la  ciudad  la  vía  férrea  construida  por  López,  con  el  objeto  de  que  Alvare-i  Rui  y  Miranda  entren  eu  el 
pleno  goce  de  los  derechos  que  les  otorgó  la  concesión  escriturada  en  Septiembre  de  1878- 

Considerando:  Que  no  se  trata  al  sostener  la  concesión  hecha  á  Alvarez  Rui  y  Miranda  é  Iturbe.  de 
mantener  un  monopolio  anticonstitucional,  ni  un  privilegio  exclusivo,  sino  sólo  de  garantir  la  propiedad 
en  una  concesión  que.  como  toda  propiedad,  es  exclusiva  para  su  dueiio  sin  que  otro  paeda  disponer  de 
ella;  y  esto,  lejos  de  estar  prohibido  por  la  Constitución,  está  expresamente  consignado  en  su  art-  27  que 
garantiza  toda  clase  de  propiedad,  aun  aquella  que,  por  s-i  naturale-a  especial,  está  sujeta  á  perderse 
por  su  dueño,  como  la  de  las  minas,  en  caso  de  deserción,  la  de  las  concesiones  de  ferrocarriles,  en  caso 
de  caducidad,  etc-:  pero  que  mientras  que  no  se  pierda  por  disposición  de  alguna  de  esas  leyes  especia- 
les, está  bajo  el  amparo  del  citado  art-  27.  Que  el  monopolio  habría  consistido  en  conceder  á  ima  sola 
persona,  con  exclusión  de  toda  otra,  el  derecho  de  construir  ferrocarriles  en  los  terrenos  que  caen  bajo 
la  autoridad  del  Ayuntamiento:  que  esta  clase  de  monopolios  creados  por  la  ley,  son  los  prohibidos,  y 
no  los  derechos  exclusivos  que  provienen  de  la  naturaleza  de  las  cosas  y  de  la  esencia  misma  de  la  pro- 
piedad, como  en  el  caso  presente  en  que  los  concesionarios  Alvarez  Rui  y  Miranda,  para  realizar  el  de- 
recho que  se  les  había  concedido,  necesitaban  un  terreno  suficiente,  y  por  tanto,  del  uso  exclusivo  para 
ese  objeto  de  las  calles  de  que  habla  la  escritura  de  .Septiembre-  Por  estas  consideraciones  y  con  arreglo 
á  los  arts-  101  y  102  de  la  Constitución,  se  reforma  la  sentencia  del  Jue  ■.  de  Distrito,  declarando: 

Que  la  Justicia  de  la  Unión  ampara  y  protege  á  Carlos  Alvarez  Rui  y  Luis  Miranda  ó  Iturbe.  contra 
el  acto  del  Ayuntamiento  de  esta  Capital  de  16  de  Julio  de  1878,  eu  la  parte  que  permitió  á  la  Empresa 
representada  por  Agustín  López,  la  construcción  de  líneas  y  circuitos  de  caminos  de  fierro  eu  las  mis- 
mas calles  por  donde  deben  de  pasar  las  lineas  y  circuitos  de  los  promoventes- 

Devuéh'anse  las  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen,  acompañándole  testimonio  de  esta  sentenci* 
para  los  efectos  legales:  publíquese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca- 
Así,  por  mavoría  de  votos,  lo  decretaron  los  dudadnos  Presidente  y  Ministros  que  formaron  el  Tri- 
bunal pleno  de  la  Corte  Seprema  de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron:— Ignacio 

L.  Vallarta Ignacio  M-  Altamirano-—E/equiel  Montes-  -Miguel  Blanco — J osé  María  Fauti3ta-—Eleu- 

terio  Avila -Juan  M-  Vázque¿ — Simón  Guimin — José  Manuel  Saldaua-— José  Eligió  Muñoz-— Enri- 

-'[ae  Lauda,  secretario- 

Nota Los  documentos  de  este  amparo  están  publicados  eu  suplementos  al  Diario  Oficiax  «>> 

rrespoudieutes  á  los  días  18.  ly,  21-  22-  23  y  24  de  Julio  de  1379. 


EJECUCIÓN  DE  SENTENCIAS  DE  AMPARO. 

¿El  interdicto  de  retener  es  procedente  contra  una  ejecutoria  de  amparo 
que  ha  declarado  anticonstitucional  la  posesión  adquirida?  ¿Puede  un  juez 
común  promover  competencia  aljiiezj'ederalen  la  ejecución  de  una  sentencia 
de  amparo? 


Pronunciadas  por  la  Suprema  Corte  sus  dos  ejecutorias  de  i.  ^  de  Marzo- 
y  2y  de  Jiinio  de  iSyg,  que  concedieron  el  amparo  á  los  Sres.  Alvarez  Rui  y 
Miranda  é  Iturbe,  se  suscitaron  diversas  cuestiones  con  motivo  del  cumpli- 
miento de  esas  ejecutorias.  La  Eviprcsa  representada  por  D.  Agustín  López, 
desde  21  de  Abril  de  1879,  había  ocurrido  al  juez  6.  '^  de  lo  civil  interponien- 
do el  interdicto  de  retener  la  posesión,  y  pidiéndole  que  la:mantuviera  en  la 
de  las  vías  qice  tenía  construidas,  sin  que  pudiera  perju-dicarle  la  sentencia  de- 
i.'^  de  Marzo  que  la  Corte  pronunció  sin  audiencia  suya. — Resuelto  por  la 
inisma  Corte  en  la  ejecutoria  de  2j  de  Junio,  que  se  llevara  á  efecto  la  de  i.  "^ 
de  Marzo,  el  juez  i.  ^  de  Distrito,  tratando  de  hacerlo  así,  ojició  al  juez  6.  '^ 
de  lo  civil  para  que  declarara  que  S7is  providencias  en  el  interdicto  no  se  re- 
fetian  á  las  resoluciones  del  Juzgado  de  Distrito  en  ejecución  de  las  senten- 
cias de  la  Corte.  La  Empresa  López  promovió,  á  consecuencia  de  esto,  la  com- 
petencia, y  i^emitidos  los  autos  é  informes  á  la  Primera  Sala  de  la  Corte,  ésta 
pronunció  este  auto: 

México,  Julio  11  de  1879.— Notándose  por  esta  Sala  al  tiempo  de  dar- 
se cuenta  con  este  negocio,  que  en  él  no  se  trata  de  un  caso  de  compe- 
tencia sino  de  un  conflicto  entre  el  juez  federal  y  el  civil,  originado  en 
el  interdicto  de  que  éste  conoce,  y  en  virtud  del  que  impide  que  se  eje- 
cuten autos  que  el  juez  de  Distrito  ha  mandado  que  se  lleven  á  efecto 
en  cumplimiento  de  una  ejecutoria  de  la  Corte,  pronunciada  en  juicio 
de  amparo;  no  corresponde  á  esta  Sala  conocer  de  este  asunto;  pase,  en 
consecuencia,  al  Tribunal  pleno  para  que  resuelva  lo  conveniente  en 
el  conflicto  de  dichos  jueces  sobre  el  cumplimiento  delaejecutoriamen- 
cionada 

Así,  por  unanimidad,  lo  decretaron  los  CC.  Presidente  y  Magistrados 
que  formaron  la  primera  Sala  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los 
Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron.— /^naczo  L.  Vallarla. — Igna- 
cio 3T.  Altamirano.—Eleuterio  Avila. — S.  Guzmdn.—José  Manuel  Sal- 
daña.— Enrique  Lauda.,  secretario. 

Devuelto  en  virtud  de  estas  resoluciones  el  conocimiento  al  Tri- 
bunal pleno,  éste  acordó  lo  siguiente. 

México,  Julio  14  de  1879.--Visto  el  incidente  sobre  ejecución  de  las 
sentencias  de  esta  Corte,  de  1.°  de  Marzo  y  27  de  Junio  últimos,  que  la 
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primera  Sala  ha  mandado  pasar  al  Tribunal  pleno,  declarando  que  nó 
se  trata  de  un  caso  de  competencia  que  ella  deba  i-esolver;  y 

Considerando:  1.°  Que  la  cuestión  constitucional  que  este  incidente 
suscita,  es  la  de  si  se  puede  por  medio  de  un  interdicto  de  retener,  na 
lificar  el  efecto  de  una  sentencia  de  amparo,  cuyo  efecto,  en  el  caso  pre- 
sente, es  privar  á  una  empresa  de  la  posesión  de  una  concesión  de  fe- 
rrocarriles que  obtuvo  inconstitucionalmente  de  una  autoridad,  y  que 
para  resolver  en  sentido  negativo  esa  cuestión,  existen,  entre  otras  ra- 
zones, las  siguientes: 

I.  La  posesión  declarada  anticonstitucional  y  nula  no  puede  servir 
de  titulo  para  el  interdicto: 

II.  El  juez  común  no  debe  dar  entrada  á  ese  juicio,  para  desconocer 
ó  poner  en  duda,  cuando  menos,  la  verdad  constitucional  declarada  en 
una  ejecutoria  de  la  Corte: 

III.  El  efecto  del  amparo  es  reponer  las  cosas  al  estado  qué  tenían 
íintes  de  violarse  la  Constitución  (artículo  23  de  la  ley  de  29  de  Enero 
de  1869;)  por  consecuencia,  todo  juicio  que  ten^a  por  fin  contrariar  ese 
efecto,  es  la  violación  de  la  ley  y  de  los  preceptos  constitucionales  en 
que  se  funda.  Admitir,  pues  un  interdicto  para  retener  una  posesión 
que,  conforme  á  la  Constitución,  se  ha  perdido  porque  viola  una  garan- 
tía individual,  es  un  atentado  contra  las  prescripciones  de  la  ley  funda- 
mental: 

2?  Que  los  artículos  del  Código  de  Procedimientos,  que  determinan 
la  procedencia  del  interdicto  de  retener,  jamás  pueden  ser  aplicables 
al  caso  de  la  pérdida  de  la  posesión,  por  virtud  de  la  declaración  de  una 
ejecutoria  que  ha  resuelto  que  esa  posesión  viola  una  garantía  indivi- 
dual, porque  aquel  Código  no  autoriza  tal  atentado,  y  aunque  en  algu- 
no de  sus  preceptos  se  pretendiei-e  apoyarlo,  nunca  sería  lícito  para 
ningiin  juez  ejecutarlo,  porque  sobre  el  repetido  Código  está  la  Cons- 
titución, á  que  de  preferencia  deben  obedecer  todos  los  jaeces  y  auto- 
ridades; y  porque,  concediendo  el  artículo  101  de  esta  suprema  ley  á 
los  tribunales  de  la  Federación,  la  facultad  de  conocer  de  toda  contro- 
versia que  se  suscite  por  actos  que  vioian  las  garantías  individuales,  el 
procedimiento  de  cualquier  juez  encaminado  á  impedir  la  ejecución  del 
amparo  de  la  justicia  de  la  Unión,  á  la  vez  que  invade  las  atribuciones 
de  los  tribunales  federales,  infringe  ese  precepto: 

3?  Que  los  artículos  del  mismo  Código  de  procedimientos  que  esta- 
blecen los  recursos  que  queden  expeditos  á  la  parte  que  no  fué  oída  en 
un  juicio  civil,  tampoco  pueden  invocarse  para  oponer  excepciones  an- 
te los  jueces  ordinarios  contra  una  ejecutoria  de  amparo,  porque  éste 
no  es  un  juicio  civil  sino  itn  recurso  constitucional  que  se  rige  por  la 
ley  especial  de  20  de  Enero  de  1869,  y  no  por  el  Código  de  procedimien- 
tos; porque  instituyendo  la  Constitución  tal  recurso,  le  dio  fines  más  al- 
tos que  los  que  tiene  el  juicio  civil,  que  solo  declara  el  derecho  entre 
dos  litigantes,  japorque  ningún  juez  común  puede  oiriii  admitir  excep- 
ciones ni  acciones  contra  una  ejecutoria  de  la  Corte  en  materia  consti- 
tucional: 

4?  Que  dar  entrada  al  interdicto  de  retener  una  posesión  nula,  co- 
mo adquirida  con  violación  de  una  garantía  individual,  es  no  solo  sub- 
vertir el  orden  gerárquico  de  la  magistratura,  sujetando  las  ejecutorias 
del  primer  Tribunal  de  la  Reptiblica,  supremo  intérprete  de  la  Consti- 
tución, en  los  casos  sometidos  á  su  conocimiento,  á  la  decisión  de  un 
juez  de  lo  civil;  no  t^olo  desconocer  la  verdad  de  la  cosa  juzgada,  sino 
lo  que  es  más  grave  aiui  tratándose  del  recurso  de  amparo,  usurpar 
atribuciones  de  los  tribunales  federales,  negar  la  inconstitucionalidad 
de  un  acto,  ya  con 'leñado  por  la  Corte,  é  impedir  el  cumplimiento  de 
una  sentencia  irrevocable  pretendiendo  hacer  nugatoria  la  protección 
que  la  .Justicia  de  la  Unión  concedió  al  que  mereció  obtenerla  por  me- 
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dio  de  los  procedimientos  y  formas  del  orden  jurídico  que  deteriniaa  la 
ley: 

5?  Que  aunque  el  juez  de  lo  civil  aseg'ura  que  sus  providencias  se 
refieren  solo  á  Alvarez  Rui  y  Miranda  é  íturbe,  como  particulares,  y  no 
á  las  determinaciones  de  la  Justicia  federal,  es  lo  cierto  que  semejante 
distinción  es  inaceptable,  porque  aquellas  providencias  han  tenido  por 
fin  impedir  que  se  levanten  los  rieles  de  la  empresa  representada  por 
Agustín  López,  y  esto  es  precisamente  lo  que  la  Justicia  federal  ha  or- 
denado qiie  se  haga,  como  efecto  legal  y  necesario  del  amparo  conce- 
dido: 

Go  Qiie  resuelto  por  la  1^  Sala  de  esta  Corte  que  aqui  no  se  trata  de 
un  caso  de  competencia,  sino  de  un  conflicto  entre  el  juez  federal  y  el  ci- 
vil, tal  conflicto  provocado  por  éste,  constituye,  según  los  consideran- 
dos anteriores,  la  usurpación  de  las  atribuciones  del  poder  judicial  fe- 
deral, la  resistencia  opuesta  á  la  ejecución  de  una  sentencia  que  ha  de- 
finido la  verdad  legal,  el  desconocimiento  de  la  jurisdicción  de  estaCor- 
te,  y  la  violación  de  los  preceptos  constitucionales  que  establecen  el  re- 
curso de  amparo  como  un  medio  supremo  para  juzgar  de  la  constitucio- 
nalidad  de  los  actos  de  todas  las  autoridades  del  país,  sin  que  ninguna 
de  ellas  pueda  erigirse  en  juez  de  las  declaraciones  que  en  esta  mate- 
ria haga  esta  Corte: 

7^  Qtie  en  concordancia  con  esos  preceptos  de  la  ley  fundamen- 
tal, la  de  20  de  Enero  de  1869,  en  su  articulo  17,  establece  que  contra  la 
sentencia  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  no  hay  recurso  alguno,  de 
donde  debe  inferirse  rectamente  que  el  interdicto'  entablado  para  con- 
servar una  posesión  anticonstitucional,  y  que  se  debe  perder  para  res- 
tituir las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  violarse  la  Constitución, 
en  lugar  de  ser  un  recurso  contra  aqxiella  sentencia,  no  es  más  que  la 
infracción  notoria  de  la  ley: 

8?  Que  lejos  de  ser  un  caso  de  competencia,  como  lo  ha  decidido  la 
I.*"  Sala  no  serlo,  el  conflicto  que  un  juez  ordinario  promueve  á  otro  fe- 
deral, impidiendo  que  éste  ejecute  las  sentencias  de  la  Corte,  tal  con- 
flicto, tal  resistencia  es  un  atentado  contra  el  orden  constitucional  que 
perturba  el  equilibrio  entre  los  poderes  que  la  Constitución  estableció, 
evitando,  por  medio  del  recurso  de  amparo,  que  ellos  extralimitaran 
sus  atribuciones,  ya  violando  las  garantías  individuales,  ó  invadiendo 
la  esfera  de  la  autoridad  federal  ó  de  la  local  respectivamente: 

9?  Que  esta  Suprema  Corte,  en  el  deber  ineludible  que  tiene  de  ve- 
lar por  la  inviolabilidad  de  la  benéfica  institución  del  amparo,  no  puede 
permitir  que  ella  se  nulifique,  lo  que  necesariamente  sucedería,  si  tole- 
rara que,  contra  las  ejecutorias  de  amparo,  se  instauraran  juicios  en  que 
se  disponga  que  no  se  haga  lo  que  ellas  mandan  ó  que,  so  pretexto  de 
competencia  y  sin  más  fundamento  que  el  conflicto  que  promueve  la 
resistencia  al  cumplimiento  de  una  ejecutoria,  quedara  en  suspenso  es- 
te cumplimiento.  La  Corte,  por  el  contrario,  tiene  el  más  estrecho  deber 
de  condenar  el  precedente  que  hoy  se  trata  de  establecer,  no  solo  de- 
clarando que  él  está  reprobado  por  la  Constitución,  que  él  heriría  de 
miierte  la  institución  del  amparo,  sino  consignando  al  juez  competente 
á  los  que  parecen  ctilpables. 

109  Que  los  procedimientos  de  los  jxieces  69  y  19  de  lo  civil,  dando 
entrada  al  interdicto  de  retener,  librando  órdenes  para  impedir  el  cum- 
plimiento de  las  ejecutorias  de  19  de  Marzo  y  de  27  de  Junio  de  este 
año,  hasta  resistiendo  con  la  fuerza  pública  en  las  calles  de  esta  capital 
los  mandamientos  del  Juez  de  Distrito,  y  por  fin,  provocando  un  con- 
flicto, al  que  se  le  dio  el  nombre  de  competencia,  son  una  sucesión  de 
actos  que  constituyen  el  delito  de  impedir  el  cumplimiento  de  una  sen- 
tencia irrevocable: 

Por  tales  consideraciones  se  resuelve: 

Primero,  El  Juez  19  de  Distrito  de  esta  capitarl  está  en  el  deber  de 
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cumplir  y  hacer  cumplir  las  ejecutorias  de  la  Corte  de  1?  de  Marzo  y 
27  dé  Junio  pasados,  conforme  á  las  prescripciones  de  la  ley  de  20  de 
Enero. 

Segundo.  Se  consig-nan  al  tribunal  competente  á  los  jueces  1?  y  6? 
de  lo  civil  de  esta  capital  para  que  sean  juzgados  coníorme  á  las  le- 
yes. 

Tercero.  Remítanse  á  ese  tribunal  las  actuaciones  que  el  Juez  1?  de 
lo  civil  ha  mandado  á  la  Corte,  para  que  haciendo  de  ellas  el  uso  con- 
veniente an  la  averiguación  del  delito,  las  devuelva  á  su  tiempo  á  quien 
corresponda.  ^ 

Cuarto  Se  amonesta  seriamente  al  Lie.  Indalecio  Sánchez  Gavito 
por  no  haberse  ajustado  en  sus  peticiones  á  las  leyes  del  país,  y  con  es- 
pecialidad á  la  Constitución  de  1857. 

<¿uinto.  Remítase  para  su  conocimiento  á  los  jueces  19  y  6?  de  lo  ci- 
vil de  esta  capital  copia  certificada  de  esta  sentencia. 

Así,  por  unanimidad  respecto  de  los  puntos  primero  y  quinto,  y  poi" 
mayoría  respecto  del  segundo,  tercero  y  cuarto,  lo  decretaron  los  ciu- 
dadanos Presidente  y  Ministros  que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  es- 
ta Corte  Suprema  de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firma- 
ron:— J.  L.  Vallarta. — E.  Montes.— Ignacio  M.  j^lta'mirano.—Fedra 
Ogazón.— Miguel  Blanco.— José  María  Bautista.— Juan  M.  Vázquez. 
— Eleuterio  j±vila.—S.  Guznián.  —  José  Manuel  Saldaña.—José  Eligía 
Miíuoz. — Enrique  Lancia,  secretario. 


A  la  vez  que  de  estos  incidentes  se  trataba,  el  Ayunta- 
miento de  la  capital  ocurrió  á  la  Corte  quejándose  de  los 
procedimientos  del  juez  1  ^  de  Distrito  en  la  ejecución  de 
las  mismas  sentencias.    La  Corte  resolviólo  siguiente: 

México,  Julio  17  de  1879.— Vista  la  queja  del  Ayuntamiento  de  esta 
-capital  dirigida  á  esta  Suprema  Corte  para  que  se  sirva  acordar  lo  que 
corresponda  por  la  responsabilidad  en  que,  á  su  juicio,  ha  incurrido  el 
juez  19  de  Distrito:  visto  el  informe  que  éste  ha  rendido  por  orden  de 
este  Tribunal,  y  apareciendo  de  estas  constancias  que: 

19  El  Ayuntamiento,  en  cabildo  del  día  5  del  corriente,  acordó  que 
se  ejecutaran  las  sentencias  de  19  de  Marzo  y  27  de  Junio  pasados,  or- 
denando que  se  levantaran  los  rieles  de  la  Empresa  representada  por 
el  Sr.  Agustín  López: 

29  Que  por  no  haber  comunicado  oportunamente  ese  acuerdo  al  juez 
de  Distrito,  éste,  á  instancia  de  parte  y  con  audiencia  del  promotor  fis- 
cal, dictó  su  auto  de  8  del  corriente  eii  la  inteligencia  y  bajo  el  supues- 
to de  que  el  Ayuntamiento  resistía  la  ejecución  de  aquellas  senten- 
cias: 

39  Que  el  mismo  Ayuntamiento  por  sus  acuerdos  de  8  y  9  del  co- 
rriente ordenó  que  se  resistiera  la  ejecución  de  este  auto- del  juez,  pi- 
diendo para  ella  la  fuerza  piiblica,  acuerdos  que  se  llevaron  á  efectO' 
con  estrépito,  y 

Considerando:  19  Que  si  bien  el  auto  del  día  8  no  se  debe  desde  lue- 
go ejecutar,  supuesto  el  acuerdo  del  Ayuntamiento,  del  día  5,  él  no 
presta  méritos  bastantes  para  consignar  al  juez  al  magistrado  de  cir- 
cuito, toda  vez  que  aquel  acuerdo  del  día  5  no  fué  comunicado  oportu- 
namente: 

29  Que  aunque  el  Ayuntamiento  creyera  ilegal  y  atentatorio  el  re- 
ferido auto,  no  debió  resistirlo  con  la  fuerza  sino  representar  contra  él 
ante  quien  corresponda. 
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3?  Que  por  estos  motivos  este  caso  no  se  encuentra  comprendido  en 
el  primer  inciso  de  la  2!-  parte  del  articulo  15  de  la  ley  de  20  de  Enero 
de  1869,  se  resuelve: 

Primero:  La  Suprema  Corte  de  Justicia  no  encuentra  mérito  por 
las  constancias  que  ha  tenido  á  la  vista,  para  consignar  al  tribunal  de 
Circuito  al  juez  19  de  Distrito  de  esta  capital.  Esta  declaración  se  ha- 
ce sin  perjuicio  de  las  facultades  que  esta  Corte  tiene  para  calificar, 
conforme  á  las  leyes,  los  procedimientos  del  mismo  juez  cuando  queden 
ejecutadas  las  sentencias  de  1°  de  Marzo  y  de  27  de  Junio  últimos: 

Segundo:  Teniendo  dispuesto  el  Ayuntamiento  en  su  acuerdo  del 
día  5  que  se  levanten  los  rieles  de  la  empresa  López,  en  cumplimiento 
de  las  sentencias  citadas,  no  está  el  juez  de  Distrito  en  el  caso  de  hacer 
por  sí  mismo  en  los  términos  que  las  leyes  le  autorizan,  que  se  lleve  á 
efecto  el  levantamiento  de  rieles  sino  cuando  aquel  acuerdo  deje  de 
cumplirse  •  se  demore  más  tiempo  d'el  que  sea  absolutamente  nece- 
sario. 

Tercero:  Con  testimonio  de  lo  conducente,  remítase  copia  de  ese 
auto  al  Ministerio  de  Gobernación  para  las  providencias  que  crea  con- 
veniente dictar  sobre  la  obligación  que  tiene  el  Ayuntamiento  de  obe- 
decer á  las  autoridades  judiciales,  no  resistiendo  en  ningiin  caso  con 
estrépito  y  por  las  vías  de  hecho  sus  determinaciones,  sino  representan- 
do contra  ellas  y  en  la  forma  legal  ante  quien  corresponda  .cuando  las 
creyere  injustas. 

Cuarto:  Comuniqúese  al  Ayuntamiento  como  resultado  de  su  queja 
de  9  del  actual,  y  al  juez  de  Distrito  para  su  cumplimiento  en  la  parte 
que  le  toca. 

Así  por  unanimidad  respecto  del  tercer  punto,  y  por  maj^oria  respec- 
to de  los  demás,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente  y  Ministros 
que  formaron  el  Tribunal  Pleno  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los 
Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron: — Ignacio  L.  Vallart a  —  Ignacio 
M.Altamirano. — Ezequiel  Montes. — Pedro  Ogazón. — Miguel  Blanco. — 
José  liaría  Bautista. — Juan  M.  Vázquez. — Eleuterio  Avila. — Simón  Guz- 
onán  — José  Manuel  Saldaña. — José  Eligió  Muñoz. — Enrique  La?ida.  se- 
secretario. 

Nota — El  Diario  Oficial  publicó  en  suplementos  correspondientes  á  los'  días  /,  8,  9  y  11  de' Agos- 
to de  1879,  los  documentos  relativos  á  estos  incidentes- 


AMPAE.0  PBDIDO  CONTRA  LAS  RESOLUCIONES  DE  UN  JUEZ 
DE  DISTRITO. 

¿Es  procedente  el  recurso  de  amparo  contfa  actos  de  los  j  asees  federales? 
Interpretación  del  artículo  loi,  fracción  I  de  la  Constitución. 


El  C.  Mariano  F.  Med¡  ano  pidió,  ante  el  fuez  i.  '^  de  Distrito"  de  esta 
Capital,^  amparo  contra  el  auto  del  fuez  2.  ^  que,  obsequiando  int  exhor- 
to del  juez  federal  de  Veracruz,  lo  redujo  á  prisión.  El  Juez  i.  ^  declaró 
improcedente  el  amparo,  y  remitió  los  autos  á  la  Suprema  Corte.  Este  nego- 
cio se  discutió  en  la  audieticia  del  2g  de  Septiembre  de  iSjg,  y  el  C.  Vallaiia 
fu7idó  su  voto  en  estas  razones: 

El  negocio  con  que  se  acaba  de  dar  cuenta,  formula  netamente  esta 
importante  cuestión:  ¿Es  procedente  el  recurso  de  amparo  contra  los 
actos  de  los  jueces  federales?  Y  la  Corte  tiene  el  deber  de  afrontar  j 
resolver  esa  cuestión  á  pesar  de  las  dificultades  que  la  rodean,  para  fi- 
jar de  una  vez  la  jurisprudencia  constitucional  sobre  este  punto.  Yo, 
que  conozco  no  sólo  esas  dificultades,  sino  los  precedentes  contradictorios 
que  anteriores  ejecutorias  han  establecido,  he  agotado  mis  esfuerzos  en 
el  estudio  de  esta  materia,  y  vengo  ahora  á  exponer  mi  opinión  con  los 
fundaraentos  que  la  apoyan. 

Antes,  sin  embargo  de  tocar  esa  cuestión,  paréceme  no  sólo  conve- 
niente, sino  necesario,  ocuparme  de  otra  que  aunque  de  poca  importan- 
cia comparada  con  aquella,  tiene  hoy  y  en  este  caso  indisputable  inte- 
rés de  actualidad.  El  Juez  1?  de  Distrito  de  esta  capital,  sin  sustanciar 
más  que  el  artículo  sobre  si  es  admisible  el  recurso  contra  actos  de  los 
jueces  federales,  ha  desechado  el  amparo  que  el  Tribunal  tiene  á  la  vis- 
ta. No  lo  hizo  asi  el  Juez  de  Distrito  de  Sonora  en  el  amparo  pedido 
por  D.  Luis  Escobar,  y  de  que  hace  poco  se  ocupó  la  Corte,  sino  que 
después  de  seguir  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  pronunció  lo  que  lla- 
mó sentencia  definitiva,  fallando  que  este  recurso  no  se  dá  contra  las 
resoluciones  délos  jueces  federales.  ¿Quién  de  estos  dos  jueces  ha  ajus- 
tado sus  procedimientos  á  la  ley?  ¿Cuál  de  esas  dos  prácticas  contra- 
rias es  la  legal?  Es  necesario  examinarlo,  porque  el  extravio  en  el  pro- 
cedimiento piiede  conducir  á  graves  errores  en  la  resolución  de  las 
cuestiones  constitucionales. 

Dice  el  artículo  25  de  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869,  que  «es  causa 
de  responsabilidad  la  admisión  ó  no  admisión  del  recurso  de  amparo,» 
y  basta  fijarla  atención  en  este  precepto  para  comprender  que  incurre 
en  responsabilidad  el  juez  que  dá  entrada  y  sustancia  iin  recurso  que 
no  debe  admitirse.    Amparos  pedidos  contra  particulares  y  no  contra 
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autoridades,  pedidos  contra  actos  que  notoriamente  no  caen  bajo  el  do- 
minio de  la  Constitución,  pedidos  sin  las  fórmulas  y  solemnidades  que 
la  ley  exige,  amparos  de  esa  clase  no  son  admisibles  y  no  deben  sustan- 
ciai'se.   Esto  previene  el  texto  legal  que  acabo  de  citar. 

En  los  recursos  de  amparo,  lo  mismo  que  en  los  juicios  comunes, 
hay  ciertas  cuestiones  incidentales  que  deben  resolverse  antes  que  el 
punto  principal,  ciertos  artículos  de  previo  y  especial  pronunciamien- 
to^ diré,  usando  del  lenguaje  forense,  que  no  pueden  fallarse  en  uno 
con  la  cuestión  cardinal  del  pleito,  sin  introducir  el  más  completo  des- 
orden en  el  procedimiento.  Lo  que  se  dijera  de  un  juez  de  lo  civil  que 
reservara  para  su  fallo  definitivo  resolver  un  articulo  sobre  personería 
de  alguno  de  los  litigantes,  eso  mismo  se  debe  decir  del  juez  de  Distrito 
qtie  dejara  para  la  sentencia  definitiva  resolver  el  punto  previo,  perju- 
jíiícial,  sobre  si  es  admisible  el  amparo  que  se  pide. 

Y  que  es  previo  ese  punto  de  admisión  ó  n©  admisión  del  recurso,  es 
asunto  que  no  sólo  lo  define  la  ley,  sino  que  lo  exige  la  naturaleza  de 
las  cosas.  Si  se  ha  de  decretar  la  no  admisión  del  amparo,  ¿á  qué  fia 
recibir  pruebas  y  oír  alegatos"?  Si  se  ha  de  resolver  que  ese  recurso  no 
cabe  contra  los  jueces  federales,  ¿qué  objeto  tiene  examinar  si  uno  de 
esos  jueces  ha  violado  una  garantía  individual?  ¿Para  qué  se  siguen, 
todos  los  trámites  del  juicio  y  se  pronuncia  sentencia  definitiva,  cuando 
una  interlocutoria  resolviendo  un  artículo,  debe  cerrar  la  puerta  á  todo 
procedimiento  ulterior,  mientras  esa  interlocutoria  no  sea  revocada  por 
quien  corresponde?  Sí  el  recurso  no  flebe  admitirse,  ¿por  qué  se  admi- 
te contra  la  prevención  del  articulo  25  de  la  ley  de  20  de  Enero? 

Estas  sencillas  observaciones  prueban  que  el  juez  1?  de  Distrito  ha 
ajustado  sus  procedimientos  á  la  ley,  y  que  no  lo  ha  hecho  asi  el  juez  de 
Sonora.  Y  debo  advertir  que  ni  siquiera  hablaría  hoy  de  lo  relativo  á 
procedimientos,  si  los  seguidos  por  este  juez  no  hubieran  sido  parte,  y 
grande,  á  embrollar  una  cuestión  constitucional  difícil  de  suyo,  en  lo 
que  llamó  su  sentencia  definitiva.  Lo  ocurrido  en  el  amparo  de  Guay- 
mas  es  la  mejor  prueba  de  los  errores  á  que  puede  dar  lugar  el  extra- 
vio en  el  procedimiento Y  yo  que  pretendo  descartar  de  la  cues- 
tión que  va  á  ocuparme  las  dificultades  qcie  cría  un  procedimiento  equi- 
vocado, necesitaba  comenzar  por  decir  dos  palabras  sobre  este  punto 
antes  de  afrontar  esa  cuestión.  Por  lo  demás,  no  puedo  menos  que  fe- 
licitarme de  que  en  el  caso  que  se  discute  venga  esa  cuestión  libre  r 
exenta  de  aquellos  embrollos,  para  qiie  así  se  le  pueda  considerar  y  re- 
solver sin  más  preocupación  que  la  que  sus  propias  dificultades  causa. 
Sin  más  dilación  paso  ya  á  encargarme  de  su  análisis. 

¿Es  admisible  el  amparo  contra  ios  actos  de  los  tribunales  federales? 
Dos  opiniones  extremas,  dos  escuelas  enteramente  contrarias  respon- 
den á  esa  pregunta  en  encontrados  sentidos.  Una  de  esas  escuelas  cree 
que  el  amparo  no  puede  caber  contra  los  actos  de  los  jueces  de  Distri- 
to, ni  de  los  magistrados  de  Circuito,  ni  mucho' menos  contra  los  de  la 
Suprema  Corte,  mientras  que  la  otra  sostiene  la  teoría,  con  limitadas 
excepciones,  de  que  ese  recurso  es  procedente  contra  los  actos  del  po- 
der judicial  federal. 

Después  de  examinar  atentamente  las  razones  en  que  esas  opinio- 
nes se  fundan,  he  tenido  el  sentimiento  de  separarme  de  ambas,  porque 
creo  qu.e  la  verdad  constitucional  está  en  el  justo  medio  entre  esos  ex- 
tremos. 

Antes  de  afirmar  esta  opinión  mía,  debo  decir  que  las  dos  escuelas 
de  que  he  hablado  están  de  acuerdo  en  confesar  que  el  amparo  no  cabe 
en  los  juicios  de  amparo,  y  los  argumentos  que,  para  probarlo  aducen, 
son  de  tal  modo  convincentes,  que  excluyen  hasta  la  sombra  de  la  duda. 
Si  bien  el  artículo  101  de  la  Constitución,  dicen,  no  consagra  literalmen- 
te esta  excepción,  admitirla  es  forzoso,  si  ese  texto  no  ha  de  entenderse 
'  en  un  sentido  que  se  ponga  en  contradicción  con  los  fines  mismos  del 
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legislador  coustitMvente;  si  este  texto  no  ha  de  llegar  eu  la  generalidad 
de  su  precepto  hasta  el  absurdo.  Porque  si  un  amparo  cupiera  dentro 
de  otro  amparo  sin  limite  alguno,  en  la  progresión  infinita,  en  la  gene- 
ración sin  término  de  ese  recurso,  iríamos  á  parar  al  inaceptable  absur- 
do de  que  la  ley  fundamental  estableció  el  amparo,  no  para  proteger 
los  derechos  del  hombre,  sino  para  negar  la  administración  de  justicia; 
no  para  mantener  inviolable  la  Constitución,  sino  para  hacer  imposible 
una  ejecutoria  que  resuelva  las  cuestiones  constitucionales.  Ante  esas 
inevitables  consecuencias  de  la  inteligencia  literal  del  articulo  101  cita- 
do, haj^  que  retroceder  forzosamente  reconociendo  la  necesidad  de  su 
interpretación  racional  restrictiva:  ante  la  fuerza  de  esta  argumenta- 
ción ab  absurdo^  hay  que  confesar  que  no  cabe  el  amparo  en  los  juicios 
de  amparo. 

Sobre  este  punto  no  hay,  pues,  contradicción  ni  disputa;  pero  dando 
■ftn  paso  más  en  el  examen  de  la  cuestión  que  me  ocupa,  comienza  des- 
da luego  la  diferencia  de  opiniones.  ¿Puede  constitucionalmeute  admi- 
tirse el  recurso  de  amparo  contra  los  actos  de  la  Corte,  funcionando, 
ora  en  Tribunal  pleno,  ora  en  Salas?  En  mi  sentir,  por  lo  que  á  este 
punto  toca,  debe  seguirse  la  teoría  que  responde  negativamente  á  esa 
pregunta»    Daré  las  razones  de  ésta  mi  opinión. 

Una  ejecutoria,  en  verdad  notable,  la  de  6  de  Noviembre  de  1874,  y 
ejecutoria  que  consagró  la  opinión  extrema  de  que  en  ningún  caso  ca- 
be el  amparo  contra  el  poder  judicial  federal,  presenta  las  siguientes  in- 
contestables consideraciones  para  fundar  el  concepto  de  que  no  es  pro- 
cedente ese  recurso  contra  los  actos  de  la  Suprema  Corte:  «Correspon- 
diendo á  ésta  revisar  las  sentencias  de  los  jueces  de  Distrito 

para  aprobarlas,  revoca'rlas  ó  modificarlas,  llegaría,  cuando  se  tratara 
de  sus  propios  actos  reclamados,  á  revisar  á  su  vez  la  calificación  y  re- 
solución que  sobre  ellos  hubiera  recaído  en  los  juzgados  de  Distrito, 
privados  de  esa  manera  de  la  libertad  necesaria  para  semejantes  ac- 
tos   y  conociendo  asi  los  tribunales  de  la  Federación  de  sus  pro- 
pios actos  reclamados,  vendrían  á  ser,  en  realidad,  jueces  y  partes  en 
un  mismo  negocio,  lo  cual  repiigna  á  los  principios  más  elementales  del 
derecho  y  aun  al  simple  sentido  común.»  ^ 

El  articulo  12  de  la  iniciativa  del  Ejecutivo  de  1?  de  Octubre  de  1877, 
sobre  amparos,  decía  esto:  «No  procederá  este  recurso  contra  los  actos 
ó  resoluciones  de  los  tribunales  y  jueces  federales  en  los  juicios  de  am- 
paro; »y  encargándose  las  comisiones  unidas  de  puntos  constitxiciona- 
les  y  de  justicia  en  este  artículo,  decían  esto  en  su  dictamen:  «El  articu- 
lo 12  de  la  iniciativa  establece  que  no  procede  el  recurso  contra  los  ac- 
tos ó  resoluciones  de  los  tribunales  y  jueces  federales  en  los  juicios  de 
amparo.»  Las  comisiones  añaden  en  su  proyecto:  «ni  contra  los  de  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia  en  asuntos  de  su  competencia.»  Esta  adición 
es  indispensable,  porque  sin  ella  se  entendería  que  también  cabe  el  re- 
curso contra  los  actos  ó  resoluciones  de  la  Suprema  Corte,  con  tal  que 
no  hayan  sido  ejercidos  aquellos  ó  dictadas  estas  en  un  juicio  de  amparo, 
y  tal  sistema  no  es  admisible  en  concepto  de  las  comisiones.  Si  contra 
la  Corte  procede  también  el  amparo,  ¿ante  quién  se  interpondrá  el  re- 
curso, y  quién  conocerá  en  la  segunda  instancia?  No  puede  ser  la  mis- 
ma Corte,  porque  vendría  á  juzgar  de  sus  propios  "actos.  Ni  podría  es- 
tablecerse para  estos  casos  otro  Tribunal  Supremo  sobre  el  Supremo, 
porque  este  nuevo  Tribunal  exigiría  otro  sobre  él,  y  así  hasta  lo  infi*- 
nito.»  1 

Estas  razones  merecen  todos  mis  respetos  j  satisfacen  por  completo , 
los  escriípulos  que,  de  la  inteligencia  literal  del  artículo  101  de  la  Cons- 
tituciÓH,  pudieran  surgir  para  extender  el  amparo  hasta  los  actos  de  la 

1  Seiranario  Judicial- 1,  6°  .  seguada  épo     ,  pág,  989. 

2  Eiar;o  délos  Debates  del  S?  Cong-,  t!-3«  ,  pág-  23. 
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Corte.  Sobre  ésta  no  hay,  según  el  Códig-o  fundamental,  otro  tribuna! 
que  revea  sus  resoluciones:  ella  es  ?1  supremo  y  final  intérprete  de  la 
Consiitución,  y  su  palabra  es  la  iiltima  palabra  que  en  materias  consti- 
tucionales puede  pronunciarse.  El  mero  silencio  de  esa  ley  al  no  esta- 
blecer otro  tribunal  que  revise  los  actos  de  la  Corte  en  caso  alguno, 
constituye  el  argumento  más  poderoso  de  interpretación  de  los  textos 
constitucionales  para  afirmar  que  ninguno  de  losactbs  de  la  Corte  está 
sujeto  á  la  revisión  del  amparo,  porque  como  dice  con  mucha  razón 
Story,  tratando  esta  materia  por  lo  relativo  á  la  Suprema  Corte  de  los 
Estados  Unidos:  «si  esos  actos  fueran  revisables,  solo  lo  serian  de  la 
manera  determinada  en  la  Constitución,  y  ésta  no  ha  establecido  tal 
modo  de  revisión.  El  Congreso  tiene  plenas  facultades  para  arreglar  el 
ejercicio  de  las  atribuciones  de  la  Corte  en  casos  de  apelación  de  los  tri- 
bunales inferiores;  pero  no  está  indicada  siquiera  la  manera  en  que  al- 
g'tán  Tribunal  Supremo  pudieragrever  lo  que  la  Suprema  Corte  ha  deci- 
dido.» 1  Y  estas  observaciones  del  comentador  americano  son  tanto  más 
apremiantes  en  la  presente  cnestión,  cuanto  que  segiin  hemos  visto, na- 
da contradice  más  los  fines  del  Constituyente,  al  establecer  el  amparo, 
que  llegar  al  absurdo  de  que  en  la  generación  infinita  de  ese  recurso, 
se  acabase  la  administración  de  justicia;  de  que  se  estableciesen  tantos 
tribunales  supremos  sobre  la  Corte  y  sobre  ellos,  respectivamente,  para 
irse  revisando  sus  actos  cuantos  fuesen  los  incontables  amparos  que 
contra  cada  uno  de  ellos  se  fueran  pidiendo.  No,  es  imposible  entender 
y  aceptar  asi  el  texto  constitucional. 

Pero  hay  más  aún:  sobre  los  absurdos  indicados  en  la  ejecutoria  de 
6  de  Noviembre,  de  que  he  hablado,  de  hacer  á  los  Magistrados  de  la 
Corte  jueces  y  partes  en  los  amparos  sobre  sus  actos  reclamados,  de 
privar  á  los  jueces  de  Distrito  de  toda  independencia  para  conocer  en. 
esos  amparos;  sobre  esos  absurdos,  digo,  viene  otro  que  choca  aunmás 
<ion  los  principios  más  elementales  del  derecho:  el  de  obligar  á  los  Ma- 
gistrados que  han  externado  su  opinión,  á  volver  á  fallar  en  el  mismo 
negocie  de  que  conocieron.  En  todos  los  negocios  resueltos  por  el  Tri- 
bunal pleno;  en  aquellos  en  que  la  Corte  por  medio  de  sus  Salas  cono- 
'Ce  desde  su  primera  instancia;  en  muchos  en  que  la  apelación  es  ya  de 
la  competencia  de  este  Tribunal,  y  aun  en  alguno  de  los  que  vienen  so- 
lamente en  siiplica,  ó  no  habría  Magistrados  expeditos  para  conocer  de 
los  amparos  sobre  esos  negocios,  porque  habían  externado  su  opinión, 
ó  á  pesar  de  tal  inconveniente  tendrían  que  volver  á  fallar  en  el  ampa- 
ro. Elíjase  el  extremo  que  se  quiera  de  esa  apremiante  disyuntiva:  el 
primero  conduce  á  la  negación  de  la  administración  de  justicia,  porque 
•en  la  hipótesis  que  vengo  considerando  no  habría  tribunal  alguno  que 
resolviese  el  amparo;  y  el  segundo  subvierte  de  tal  modo  las  nociones 
más  vulgares  sobre  la  imparcialidad  de-  los  jueces,  que  nadie  podría^ 
aceptarlo  como  medio  de  escapar  del  peso  de  aquel  dilema. 

Es  de  oportunidad  en  este  lugar  decir  por  qué  no  acepto  tampocola 
opinión,  de  que  se  admita  el  amparo  contra  los  actos  de  la  Corte,  siem- 
pre que  queden  Magistrados  expeditos  para  conocer  de  él;  que  no  se 
íidmita  contra  las  resoluciones  del  Tribunal  pleno,  ni  contra  los  fallos 
en  que  las  tres  Salas  han  intervenido,  pero  que  sí  se  acepte  contra  las 
determinaciones  de  una' ó  aun  de  dos  Salas,  cuando  el  niimero  de  Ma- 
gistrados que  no  hayan  tomado  parte  en  esas  determinaciones,  consti- 
tuya quorum  de  la  Corte  que  pueda  juzgar  del  amparo.  No  acepto  esta 
opinión,  digo,  porque  además  de  las  razones  constitucionales  que  he 
expuesto  y  que  obran  contra  ella,  serían  las  eventualidades  del  azar  y 

2 "The  iudgement  of  the  judicial  power  of  the  United  States  Recomes  "ipso  facto"  conclus- 

ÍT«  between  tli«  parties  before  ii,  in  respect  to  the  points  decided,  unless  some  ''jode  be  pointeá  out  by 
the  Constitution  in  Trhieh  that  judgement  may  be  revised.  lío  snch  mode  is  pointed  out-  Congress  Í3 
vested  M'ith  ampie  authority  to  prOTide  for  the  exereise  by  the  Snpreme  Court  of  appelaie  jarisdictiou 
from  the  decisions  of  all  taferior  tribunals: but  no  mode  is  provided  by  which  any  Superior  Tri- 
bunal can  reexamine  what  the  Snpreme  Court  has  itself  decided-"  Stcry-    Coni.  on  Cons-,  par-  37f- 
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no  ios  principios  fijos  los  que  en  tales  casos  vendrían  á  decidir  sobre  la 
admisión  ó  inadmisión  del  amparo,  y  nunca  la  suerte,  el  acaso,  pueden 
invocarse  como  regla  en  la  administración  de  justicia.  El  mayor  ó  me- 
nor número  de  Magistrados  en  ejercicio,  la  enfermedad,  la  licencia,  la 
excusa  de  uno,  la  muerte  ó  renuncia  del  otro,  bastarían  para  desechar 
un  amparo  admitido  en  el  concepto  de  que  había  quoi^um  para  fallarlo. 
No,  los  principios  de  la  justicia  no  pueden  asi  subordinarse  á  los  capri- 
chos del  destino. 

Estas  consideraciones  graves,  incontestables,  deciden  mi  opinión  á 
pronunciarse  en  contra  del  amparo  contra  actos  de  la  Corte,  funcionan- 
do ya  como  Tribunal  pleno,  ó  ya  en  Sa^as.  No  es,  pues,  el  espíritu  de 
cuerpo,  ni  el  deseo  de  ensanchar  las  prerogativas  de  que  goza  el  Tribu- 
nal á  que  tengo  la  honra  de  pertenecer,  el  fundamento  de  esa  opinión, 
sino  la  interpretación  restrictiva  del  artículo  101  de  la  Constitución,  sos- 
tenida por  las  razones  que  acabo  de  e:^oner.  Por  lo  demás,  aquel  car- 
go no  puede  formularse  contra  mi,  porque  en  repetidas  ocasiones  he  es- 
tado negando  á  la  Corte  ciertas  facultades  que  ha  reclamado  desde  otra 
época,  como  suyas,  como  la  de  desconocer  autoridades  locales  ó  fede- 
rales, porque  tienen  la  incompetencia  de  origen,  como  la  de  revisar  los 
fallos  de  los  jueces  comunes  para  averiguar  si  ajylican  exactamente  la 
ley  cicil,  etc.,  etc. 

El  estudio  que  he  hecho  de  la  cuestión  que  me  ocupa,  no  me  permi- 
te seguir  más  adelante  á  la  escuela  que  niega  el  amparo  contra  los  ac- 
tos de  la  justicia  federal,  porque  creo  que  fuera  de  las  dos  excepciones 
que  he  tratado  de  fundaí-,  á  saber:  qxie  el  amparo  no  se  da,  1»  ,  en  jui- 
cios de  amparo,  y  2°  ,  contra  los  actos  de  la  Suprema  Corte  en  asuntos 
de  su  competencia,  ese  recurso  es  procedente  conti'a  los  jueces  federa- 
les, esto  es,  contra  los  fallos  y  resolucíonciS  de  los  jueces  de  Distrito  y 
Hiagistrados  de  Circuito,  en  los  casos  de  amparo,  según  nuestra  juris- 
prudencia constitucional.  En  este  punto  me  separo,  pues,  de  la  escuela 
que  hasta  aqui  he  defendido,  para  seguir  las  teorías  de  la  que  le  es  con- 
íraria.  Siento  el  deber  de  fundar  este  mi  modo  de  ver  la  cuestión,  y  voy 
á  cumplirlo. 

El  texto  del  artículo  101  de  la  Constitución  es  terminante:  él  conce- 
de el  amparo  contra  «los  actos  de  cualquier  autoridad  que  violen  las 
garantías  individuales;»  y  como  los  jueces  de  Distrito  y  magistrados  de 
Circuito  así  lo  pueden  hacer  por  desgracia,  y  como  las  razones  de  las 
dos  excepciones  establecidas  para  limitar  la  inteligencia  de  ese  texto, 
íio  militan  ni  se  pueden  invocar  tratándose  de  esos  funcionarios  judi- 
ciales creo  que  el  repetido  texto  se  debe  entender  por  lo  relativo  á  és- 
tos en  un  sentido  más  amplio  y  liberal  que  como  lo  interpretan  los  que 
uiegan  el  amparo  en  esos  casos. 

Los  que  esto  hacen  no  desconocen,  sin  embargo,  que  los  jueces  de 
Distrito  y  magistrados  de  Circuito  piieden  violar  las  garantías,  sino  que 
dicen  que  cuando  asi  suceda  «queda  siempre  subsistente  el  recurso  de 
exigirles  la  responsabilidad  en  que  hubieren  incurrido,  camí)¿án£?oseas¿ 
flwás  bien  en  la  forma  que  en  la  sustancia  el  amparo  constitucional.  ^ 
Yo  no  acepto  esta  teoría,  porque  según  sus  principios,  sus  ccinsecuen- 
eian  lógicas  serían  que  «no  es  admisible  el  amparo  en  negocios  judicia- 
les,B  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  los  artículos  13;  14,  aplicado  en  su  parte 
primera  á  los  negocios  civiles  y  criminales  j  en  la  segunda  á  sólo  los 
«riminales,  17,  18,  19,  20  y  todos  aquellos  que  hablan  sólo  con  los  jueces, 
porque  sólo  los  jueces  pueden  violar  las  garantías  que  consignan,  que 
esos  artículos,  digo,  son  cuando  menos  inútiles  en  la  Constitución,  pues- 
to que  la  responsabilidad  del  juez  asegura  que  no  se  infringirán.  No, 
el  acusado  á  quien  se  detiene  más  de  tres  días  sin  auto  motivado  de  pri- 
sión, el  que  es  juzgado  por  ley  especial,  el  que  es  condenado  indebida- 
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mente  á  la  pena  de  azotes  ó  de  confiscación,  ó  al  tormento,  ó  la  misma 
muerte,  no  sólo  tienen  el  recurso  de  responsabilida,d  contra  el  juez, sino 
el  pronto  y  eficaz  del  amparo  aun  para  hacer  suspender  el  acto  recla- 
jnado,  cuando  su  consumación  es  irreparable;  no,  no  se  puede  privar  de 
este  recurso  al  acusado  para  sólo  dejarle  el  generalmente  estéril  deres- 
ponsabilidad. Creo  por  esto  que  es  del  todo  anticonstitucional  la  doctri- 
na que  niega  al  procesado  por  un  juez  de  Distrito  el  amparo  cuando  él 
fuera  condenado  á  muerte,  aplicándole  ó  pretendiendo  que  se  lé  aplica- 
ran, por  ejemplo,  los  artículos  5.°,  6.°  y  54  de  la  ley  de  6  de  Diciembre 
de  1856. 

Para  dejar  mi  opinión  sobre  esté  punto  bien  demostrada,  debería 
probar  que  las  razones  por  las  que  juzgo  improcedente  el  amparo,  en 
los  juicios  de  amparo  y  contra  los  actos  de  la  Corte,  no  son,  no  pueden 
ser  extensivas  á  los  casos  de  amparo  contra  jueces  de  Distrito  y  magis- 
trados de  Circuito;  pero  esa  prueba  está  ya  hecha  con  la  exposición  mis- 
ma de  esas  razones,  y  volver  sobre  esta  materia  seria  incurrir  en  repe- 
ticiones. Léase  de  nuevo  lo  que  acerca  de  ésto  he  dicho,  y  respóndase 
después  con  franqueza,  si  concediendo  el  amparo  contra  los  actos  de  los 
jueces  de  Distrito  y  magistrados  de  Circuito,  se  tropieza  con  alguno  de 
los  absurdos  que  antes  he  sefx alado,  á  saben  si  la  administración  de  jus- 
ticia se  imposibilita;  si  se  despoja  á  la  Corte  de  su  prerrogativa  de  iilti- 
mo  intérprete  de  la  Constitución;  si  los  jueces  asumen  también  el  carác- 
ter de  partes,  etc.,  etc.  Forzosamente  hay  que  convenir  en  que  nada  de 
eso  sucederá,  admitiendo  el  amparo  contra  los  jueces  y  magistrados  de 
que  hablo.  Y  por  una  necesidad  lógica  habrá  también  de  confesarse 
que,  puesto  que  falta  en  estos  casos  la  razón  de  la  interpretación  res- 
trictiva del  articulo  101,  no  puede  la  excepción  alcanzar  á  esos  jueces, 
sino  que  ellos  quedan  bajo  el  imperio  del  principio  que  ese  texto  con- 
sagra. 

Pero  los  defensores  del  sistema  que  estoy  impugnando,  apuntan  in- 
convenientes serios  y  graves  en  su  concepto,  inconvenientes  que,  sin 
llegar  á  ser  aquellos  absurdos,  autorizan  siempre  esa  interpretación  res- 
trictiva. Me  encargaré  de  examinarlos  para  hacer  ver  que  esta  preten- 
sión es  infundada. 

Se  dice  que  si  el  amparo  se  diera  contra  los  actos  de  los  jueces  y  ma- 
gistrados inferiores,  se  introduciría  un  desorden  é  irregularidad  inevi- 
tables en  la  categoría  gerárquica  de  los  tribunales,  sometiendo  los  actos 
reclamados  del  Circuito  á  la  calificación  del  Distrito;  que  esto  sería  hu- 
millar al  superior  ante  el  inferior,  desprestigiarlo,  relajar  el  principio 
de  autoridad.  En  mi  concepto  esta  argumentación  dista  mucho  de  tener 
la  fuerza  de  la  tomada  ab  absurdo  y  que  consagra  las  dos  excepciones 
que  yo  he  admitido. 

Esta  cuestión  de  categorías  desaparece  del  todo  en  el  recurso  cons- 
titucional de  amparo.  En  la  necesidad  de  mantener  inviolables  los  dere- 
chos del  hombre,  quiso  nuestra  ley  fundamental  que  todas  las  autorida- 
des, aun  las  más  elevadas,  aun  la  representación  misma  del  pueblo,  el 
Congreso  de  la  Unión,  se  inclinasen  ante  un  juez  de  Distrito.  Nadie 
puede  entre  nosotros  alegar  su  categoría  para  violar  las  garantías  in- 
dividuales, ni  el  Congreso,  ni  las  Legislaturas,  ni  el  Presidente,  ni  los 
Ministros,  ni  los  Gobernadores.  Sólo  la  Suprema  Corte,  no  por  razón  de 
la  categoría,  sino  porque  es  el  supremo  intérprete  de  la  Constitución, 
porque  es  quien  debe  decir  la  última  palabra  revisando  los  fallos  de  los 
jueces,  es  la  única  autoridad  que  está  excusada  de  ir  á  informar  al  juez 
de  Distrito  sobre  sus  actos  reclamados.  Y  si  todas  las  autoridades  de  la 
República  tienen  que  sujetarse  á  ese  juez  cuando  ejerce  su  augusta  mi- 
sión de  hacer  respetar  los  derechos  del  hombre,  ¿podría  decirse  que 
porque  el  magistrado  de  Circuito  es  superior  en  grado  al  juez  de  Dis- 
trito, no  hay  amparo  -tiyutra  los  actos  de  aquel?  ¿Pues  no  está  aquí  la 
Corte,  superior  de  ambas,  para  corregir  los  errores  del  juez,  para  repri- 
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mir  los  excesos  que  se  le  atribuyen  en  estos  casos  por  venganza,  insu- 
bordinación, etc."?  ¿Y  no  se  ve  que  es  anticonstitucional  dar  al  magis- 
trado de  Circuito  una  inmunidad,  una  prerrogativa,  una  categoría  que 
no  tienen  ni  el  Congreso,  ni  las  Legislaturas,  ni' el  Presidente,  ni  los  Go- 
bernadores, ni  los  Tribunales  superiores  de  los  Estados? ....  Véase  por 
qué  el  argumento  que  acabo  de  contestar,  lejos  de  igualar  á  los  absur- 
dos que  fundan  la  interpretación  '.restrictiva  del  articulo  101,  en  las  ex- 
cepciones que  admito,  descansa  en  una  base  anticonstitucional  y  no 
puede  fundar  la  teoria  que  apoya. 

Debe  sobre  este  particular  tenerse  presente  una  reflexión.  Los  que 
niegaa  el  amparo  contra  los  actos  de  todos  los  jueces  federales,  crian, 
en  favor  de  éstos,  una  especie  de  prerrogativa,  ¡y  qué  prerrogativa!  la 
de  infringir  la  Constitución  sin  más  recurso  que  el  de  responsabilidad, 
prerrogativa  evidentemente  anticonstitucional.  Los  que  creemos  que 
el  amparo  procede  contra  esos  jueces,  con  excepción  de  la  Suprema 
Corte,  no  sólo  negamos  tal  prerrogativa,  sino  que  si  admitimos  esa  ex- 
cepción, es  porque  sobre  la  Corte  no  hay  ni  puede  haber  otros  jueces. 
Sin  disputa  alguna  esta  opinión  es  más  liberal  y  más  conforme  con 
nuestras  instituciones  que  aquella. 

Se  dice  que  la  justicia  federal  es  una,  porque  segíin  el  articulo  90  de 
la  Constitución,  el  poder  judicial  federal  está  depositado  en  una  Corte 
Suprema  de  Justicia  y  en  los  Tribunales  de  Circuito  y  de  Distrito:  que 
ejerciendo  todos  los  jueces  de  Distrito  una  é  idéntica  jurisdicción  en 
primera  instancia,  no  seria  posible  que  tino  revisara  los  actos  de  otro  á 
pretexto  de  amparo,  es  decir,  que  en  una  misma  instancia  conocieran 
dos  autoridades  distintas. 

Confieso  que  no  he  podido  comprender  la  fuerza  de  este  argumento, 
por  más  que  me  he  empeñado  en  valorizarlo,  porque  yo  no  comprendo 
esa  especie  de  panteísmo  que  se  quiere  formar  de  todos  los  tribunales 
federales,  haciéndolos  uno  para  quitarles  á  todos  sulibertad  de  concien- 
cia   Contra  la  unidad  del  poder  judicial  asi  entendida  protestan 

los  hechos.  Pues  qué,  ¿no  sabemos  que  cada  juez  falla  y  que  cada  ma- 
gistrado revisa  las  sentencias  de  éstos  con  entera  independencia?  Pues 
qué,  ¿no  vemos  todos  los  días  sentencias  de  inferiores  revocadas  por 
los  superiores?  ¿A  qué  fin  invocar,  pues,  la  unidad  de  justicia  federal, 
queriendo  demostrar  que  un  juez  no  puede  revisar  los  actos  de  otro 
juez?  I 

Creo  también  que  hay  equivocación  al  decir  que  en  una  misma  ins- 
tancia, dado  el  amparo,  conocerán  dos  autoridades  distintas  del  mismo 
negocio.  No,  el  amparo  y  el  juicio  de  donde  el  acto  reclamado  nace, 
no  son  un  negocio,  sino  dos  de  naturalaza  esencialmente  diversa:  el  uno 
es  un  recurso  constitucional  cuyo  fin  es  averiguar  si  hay  ó  no  violación 
de  garantía,  confrontando  el  acto  reclamado  con  determinado  texto  de 
la  ley  suprema,  y  el  otro  puede  ser  un  proceso  criminal,  Tin  juicio  civil, 
en  el  que  se  atente  contra  alguno  de  los  derechos  del  hombre.  En  el 
caso  de  Guaymas,  por  ejemplo,  el  juez  propietorio  de  Distrito,  juzgando 
de  un  caso  de  contrabando,  aplicó  la  pena  de  confiscación  de  las  mer- 
cancías, y  el  juez  suplente  estaba  inquiriendo  si  esta  pena  es  de  las  pro- 
hibidas en  el  articulo  22  de  la  Constitución.  ¿Quién  puede  decir,  y  me- 
nos sostener,  que  estos  dos  negocies  no  son  sino  uno  de  que  se  ocupan 
dos  autoridades  en  una  misma  instancia? 

Vienen  en  apoyo  de  esta  argumentación  otras  consideraciones.  Sí 
cabe  el  amparo  contra  los  actos  délos  jueces  de  Distrito,  se  dice,  ese  re- 
curso tendría  que  sustanciarse  ante  el  suplente,  y  en  tal  caso  no  solo  se 
revisan  los  actos  de  un  juez  por  otro  de  igual  categoría,  lo  que  acaba 
con  el  prestigio  de  aquel,  sino  que  se  cría  un  antagonismo  de  lamenta- 
bles consecuencias  en  la  administración  de  justicia  entre  jueces  propie- 
tarios y  suplentes,  constituyendo  á  éstos  en  fiscales  de  aquellos. 

Breves  palabras  bastan  á  satisfacer  esta  objeción.    Desde  luego  no- 
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taré  que  no  es  necesario  que  el  juez  suplente  conozca  del  ampaío  pedi- 
do contra  el  propietario.  La  ley  puede  erigir  un  nuevo  sistema  sobre 
este  particular,  encargando  esa  clase  de  amparos  al  juez  de  Distrito  más 
inmediato,  por  ejemplo.  Prescindiendo  de  esa  consideración,  no  debe 
olvidarse  que  el  juez  que  conoce  de  un  amparo,  no  revisa  en  grado  los 
actos  de  otro  juez  para  aprobarlos  ó  reprobarlos,  sino  que  solo  examina 
si  el  acto  reclamado  es  ó  no  conforme  con  determinado  texto  constitu- 
cional; y  estío  dicho,  la  cuestión  de  categoría  no  es  un  obstáculo  para  el 
amparo,  sobre  todo  después  de  lo  que,  hablando  de  esa  cuestión,  he  ex- 
puesto, Y  en  cuanto  al  antagonismo  que  se  teme  entre  propietarios  y 
suplentes,  basta  considerar  que  la  Suprema  Corte  puede  extinguir  en 
su  germen  todo  principio  de  rivalidad,  de  espionaje,  de  malevolencia 
entre  esos  jueces,  para  que  tal  temor  desaparezca  por  completo.  ¿Sería 
posible  que  por  estos  motivos  tan  de  poco  momento,  y  motivos  que  una 
1  ey  secundaria  puede  hacer  desaparecer,  se  restringiera  la  benéfica  insti- 
tución del  amparo,  concediendo  á  los  jueces  de  Distrito  carta  blanca 
para  violar  las  garantías  individuales? 

Los  argumentos  que  he  procurado  contestar  son  los  principales  que 
se  alegan  para  sostener  la  teoría  de  que  no  cabe  el  amparo  contra  ac- 
tos de  los  jueces  de  Distrito  y  magistrados  de  Circuito,  y  como  se  ha 
visto,  ellos  no  constituyen  la  imposibilidad,  el  absurdo  que  se  seguiría 
si  ese  recurso  se  diera  contra  los  actos  de  la  Corte.  El  que  interprete, 
pues,  la  Constitución  liberalmente,  y  la  Corte  tiene  que  hacerlo  así,  ins- 
pirándose en  el  genio  de  nuestras  instituciones;  quien  no  admita  más 
restricciones  para  los  textos  literales  de  ese  Código  que  los  que  exige 
é  impone  una  racional  y  filosófica  interpretación,  tendrá  que  confesar 
que  el  artículo  101  de  que  tanto  he  hablado,  no  sufre  más  excepción  que 
la  que  se  refire  á  los  juicios  de  amparo  y  á  los  negocios  de  la  compe- 
tencia de  la  Corte,  y  que  comprende  en  su  literal  tenor  á  los  jueces  y 
magistrados  inferiores;  tendrá  que  reconocer  que  no  cabiendo  el  ampa- 
ro contra  los  actos -de  este  Tribunal,  sí  es  procedente  contra  los  de  los 
otros  tribunales  federales.  En  este  justo  medio  entre  las  opiniones  ex- 
tremas que  he  examinado,  creo  qne  está  la  verdad  constitucional. 

Debo  todavía  rectificar  un  hecho  histórico  que  tiene^nfiuencia  en 
esta  cuestión.  He  oido  asegurar  que  las  comisiones  del  octavo  Congre- 
so que  dictaminaron  sobre  la  iniciativa  del  Ejecutivo  de  1?  de  Octubre 
de  1877,  adoptaron  el  sistema  de  negar  el  amparo  contra  los  actos  de 
los  tribunales  federales.  Esto  no  es  exacto,  y  asi  aparece  de  la  cita  que 
antes  he  hecho  de  ese  dictamen,  ycun  mucha  mayor  claridad  del  artícu- 
lo 12  de  su  proj^ecto  de  ley,  que  dice  así:  «No  procede  el  recurso  de  am- 
paro contra  los  actos  ó  resoluciones  de  los  tribunales  y  juzgados  fede- 
rales en  los  juicios  de  amparo,  ni  contra  los  de  la  Suprema  Corte  en  los 
demás  negocios  de  su  competencia.»  i  De  ese  texto  seinfiererectamen- 
te  que  sí  procede  el  recurso  de  amparo  contra  los  actos  de  los  jueces  de 
Distrito  y  magistrados  de  Circuito  en  negocios  que  no  sean  de  amparo, 
y  en  que  haya  violación  d«  garantías  ó  invasión  de  las  atribuciones  lo- 
cales. Esta  fué  la  opinión  de  esas  comisiones. 

Y  ya  que  de  rectificar  este  hecho  me  he  ocupado,  es  de  oportunidad 
recordar  aquí  que  ese  artículo  12,  que  esa  teoría  que  consagra,  fué  apro- 
bado en  la  Cámara  de  diputados  en  la  sesión  del  dia  13  de  Abril  de  1878, 
por  la  inmensa  mayoría  de  130  votos  contra  3.  ^  Votación  significativa 
por  más  de  un  capitulo,  y  que  se  debe  tomar  en  cuenta  al  estudiar  es- 
ta cuestión. 

Una  palabra  más  para  concluir,  Al  sostener  yo  que  no  es  proceden- 
te el  amparo  contra  los  actos  de  la  Corte,  y  que  si  lo  es  contra  los  de 
los  magistrados  de  Circuito  y  jueces  de  Distrito,  he  estado  muy  ajeno  de 
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atribuit  al  Caeípo  al  que  me  honro  de  pertenecer,  una  infalibilidad  qué 
niego  á  los  otros  tribunales  federales.  Eeconociendo  y  deplorando  que 
el  error  es  el  patrimonio  del  hombre  por  más  alta  que  su  posición  so- 
cial sea,  sostengo  sin  embargo  que  las  ejecutorias  de  la  Corte  son  la 
verdad  legal,  son  la  última  palabra  que  se  puede  pronunciar  en  mate- 
rias constitucionales.  «En  las  instituciones  humanas,  ha  dicho  con  toda 
exactitud  la  ejecutoria  de  6  de  Noviembre,  de  que  he  hablado,  se  aca- 
ba siempre  por  llegar  á  un  punto  del  que  no  se  puede  pasar,  por  más 
imperfecciones  que  se  presenten.»  Puede  una  Sala  de  la  Corte,  puede 
todo  el  Tribunal  pleno  violar  una  garantía  constitucional: esto  por  des- 
gracia no  puede  negarse-,  pero  esa  violación  que  en  un  juez  ó  magistra- 
do inferior  tiene  su  correctivo  en  el  amparo;  en  la  Corte  no  tiene  reme- 
dio, porque  sobre  ella  no  hay  otro  tribunal.  Esta  imperfección  necesa- 
ria en  todo  sistema  judicial,  esos  abusos,  esos  errores  que  aun  los  tribu- 
nales supremos  pueden  cometer,  jamás  han  sido  invocados  para  negar 
la  máxima  de  «res  judicata  pro  veritate  habetur.»  Y  si  en  nuestro  siste- 
ma constitucional  judicial  no  hay  quien  pueda  corregir  los  errores  de 
Ja  Corte,  porque  esto  no  es  posible,  no  se  debe  exigir  de  la  Constitución 
'le  México  una  perfección  á  que  ninguna  institución  humana  puede 
llegar. 

Las  consideraciones  que  he  expuesto  fundan  el  voto  que  voy  á  dar, 
revocando  el  auto  del  juez  1°  de  Distrito  que  declaró  inadmisible  el 
amparo  que  se  le  pidió  contra  el  acto  del  juez  29  de  Distrito,  en  virtud 
del  que  redujo  á  prisión  al  quejoso,  y  revocándolo  á  efecto  de  que  se 
devuelvan  las  actuaciones  al  Juzgado  de  su  procedencia,  á  fin  de  que, 
sustanciado  el  recurso  en  forma,  se  eleve,  con  la  sentencia  que  se  dicte, 
á  esta  superioridad,  para  la  revisión  correspondiente. 

La  Suprema  Corte  pronunció  la  siguiente  ejecutoria. 

México,  Septiembre  29  de  1879.— Visto  el  juicio  de  amparo  promovi- 
do por  Mariano  F.  Medrano  ante  el  Juzgado  1.°  de  Distrito  de  esta  ca- 
pital, contra  el  procedimiento  del  juez  2.°  de  Distrito  de  la  misma  que, 
en  virtud  de  una  requisitoria  del  de  Veracruz,  ha  reducido  á  prisión  al 
quejoso  para  ponerlo  á  disposición  del  juez  requerente,  con  objeto  de 
instruirle  causa  por  las  responsabilidades  que  le  resultan  como  pagador 
del  Batallón  número  23,  con  cuyos  procedimientos  estima  el  quejoso  que 
se  han  violado  en  su  persona  las  garantías  consignadas  en  l©s  artículos 
14  y  16  de  la  Constitución  general. — -Vistos  el  informe  de  la  autoridad 
(íjecutora  del  acto  reclamado,  el  pedimento  fiscal  y  el  auto  del  juez  1.°  de 
Distrito,  fecha  13  de  Mayo  del  corriente  año,  en  que  se  declara  impro- 
cedente el  recurso  por  tratarse  de  actos  de  un  triimtbunal  federal. 

Considerando:  1.°  Que  es  fuera  de  duda  que  el  recurso  de  que  se 
trata  no  cabe  en  los  juicios  de  amparo,  porque  si  bien  el  artículo  101 
constitucional  no  consagra  literalmente  esta  excepción,  es  preciso  ad- 
mitirla, puesto  que  de  lo  contrario  ese  texto  se  pondría  en  pugna  con 
los  fines  que  se  propuso  el  legislador  constituyente,  llegando  hasta  el 
absurdo,  toda  vez  que  si  un  amparo  cupiera  dentro  dé'otro  amparo  sin 
límite  alguno,  iríamos  á  parar  en  su  progresión  infinita,  á  que  la  ley 
fundamental  estableció  el  amparo,  no  para  proteger  los  derechos  del 
hombre  y  mantener  inviolable  la  Constitución,  sino  para  negar  la  ad- 
ministración de  justicia,  haciendo  imposible  una  ejecutoria  que  resol- 
viera las  cuestiones  constitucionales: 

Considerando:  2.°  Que  tampoco  es  aceptable  la  teoría  sobre  ser  ad- 
iiiisible  el  recurso  de  amparo  contra  los  actos  de  la  Suprema  Corte  fun- 
cionando ya  en  Tribunal  pleno  ó  ya  en  Salas,  en  razón  de  que  corres- 
pondiendo á  aquella  revisar  las  sentencias  de  los  jueces  de  Distrito  pa- 
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i*a  confirmarlas,  revocarlas  ó  modificarlas,  llegaría,  cuando  se  tratara  de 
sus  propios  actos  reclamados,  revisar  á  su  vez  la  calificación  y  resolu- 
ción que  sobre  ellos  hubiera  recaído  en  los  juzgados  de  Distrito,  priva- 
dos de  esa  manera  de  la  libertad  necesaria  para  semejantes  actos,  y 
vendría  la  Corte  á  ser  en  realidad  juez  y  parte  en  un  mismo  negocio, 
lo  que  repugna  á  los  principios  más  elementales  de  derecho: 

Considerando:  3.°  Que  lo  expuesto  funda  inconcusamente,  que 
sobre  la  Corte  no  hay,  segiin  el  Código  fundamental,  otro  tribunal  que  re- 
vea sus  resoluciones,  pues  ella  es  el  supremo  y  final  intérprete  de  la 
Constitución,  y  su  palabra  es  la  iiltima  palabra  que  pueda  pronunciar- 
se en  materias  constitucionales,  siendo  de  notar  que  el  mero  silencio 
de  esa  suprema  ley,  al  no  establecer  otro  tribunal  que  revise  los  actos  de 
la  Corte  en  caso  alguno,  constituye  el  argumento  más  poderoso  de  in- 
terpretación para  afirmar  que  ninguno  de  los  actos  de  la  Corte  está  su- 
jeto á  la  revisión  del  amparo,  porque  como  dice  muy  bien  Scory,  «siesos 
actos  fueran  revisables,  sólo  lo  serian  de  la  manera  determinada  en  la 
Constitución,  y  ésta  no  ha  establecido  tal  modo  de  revisión.  El  Congre- 
so tiene  plenas  facultades  para  arreglar  el  ejercicio  de  las  atribuciones 
de  la  Corte  en  casos  de  apelación  de  los  tribunales  inferiores ....  pero 
no  está  indicada  siquiera  la  manera  en  que  algún  tribunal  supremo  pu- 
diera reveer  lo  que  la  Suprema  Corte  ha  decidido.»  (Story.Com.onConst., 
par.  377.) 

Considerando:  4.°  Que  las  razones  expuestas  respecto  de  los  actos 
de  la  Suprema  Corte,  no  militan  igualmente  contra  los  fallos  y  resolu- 
ciones de  los  jueces  de  Distrito  y  magistrados  de  Circuito,  por  deberse 
tener  en  cuenta  que  el  articulo  101  constitucional  concede  el  amparo 
contra  los  actos  de  cualquiera  autoridad  que  violen  las  garantías  indi- 
viduales, y  que  es  muy  posible  que  los  funcionarios  federales  de  ese  or- 
den cometan  violaciones  con  sus  actos,  razón  por  la  que,  tratándose  de 
ellos,  debe  entenderse  el  citado  artículo  en  sentido  más  amplio  y  libe- 
ral, sin  más  excepciones  que  las  dos  indicadas  en  los  anteriores  consi- 
derandos, las  cuales  no  hay  ciertamente  razón  legal  para  hacerlas  ex- 
tensivas á  los  casos  de  amparo  contra  jueces  de  Distrito  y  magistrados 
de  Circuito. 

Por  estas  consideraciones  y  fundamentos  legales,  se  revoca  el  men- 
cionado auto  del  juez  1.°  de  Distrito  de  esta  capital,  y  se  declara  pro- 
cedente el  recurso  instaurado  por  Mariano  F.  Medrano,  devolviéndose 
el  expediente  á  dicho  juez  para  su  prosecución  hasta  pronunciar  sen- 
tencia definitiva,  amparando  ó  desamparando  al  quejoso. 

Asi,  por  mayoría  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente 
y  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron:—/.  L.  Vallarta. 
— Ezeqtiiel  Montes. — Pedro  Ogazón.— Manuel  Alas. — Antonio  Martínez 
de  Castro. — José  María  Bautista. — Juan  Ai.  Vázquez. — Eleuterio  Avi- 
la.— Simón  Guzmán. — José  Eligió  Muñoz. — Enrique  Landa,  secretario. 

Nota.- -  Xjos  documentos  relativos  á  este  amparo  están  publicados  en  el  Diario  OficiAi' corres- 
pondiente á  los  días  21,  22  v  24  de  Octubre  de  1879- 
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Explicación  del  Editor Hit 

Introducción  del  Autor V. 

¿Es  constitucional  la  extradición  de  criminales?  Interpretación  del 
artículo  15  déla  Constitución.  ¿Los  artículos  18  y  20  de  ésta 
son  aplicables  á  los  casos  de  extradición?  ¿Se  puede,  según  las 
le\"es  de  la  Repixblica,  conceder  la  extradición  de  nacionales? 
— Amparo  pedido  por   Jesiis  María  Doming'uez  y  Fabriciano 
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que  va  en  el  sexto  año  de  su  publicación,  consulta  gratis 
á  sus  suscritores  las  preguntas  que  sobre  su  especialidad 
le  iiacen  á  la  redacción;  publica  la  compilación  más  com- 
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cias, etc.,  etc. ;  repartiendo  al  año  cerca  de  mil  páginas  de 
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Presidencia  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  se  están  publi- 
cando desde  hace  tiempo  en  este  periódico;  colección  que  empezó  á  for- 
marse con  anuencia  y  bajo  la  dirección  del  mismo  Sr.  Vallarta. 
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IUfRODÜCCION  DEL  AUTOR 


(PRIMERA  EDICIÓN) 


Animado  de  los  mismos  propósitos  que  determinaron 
la  publicación  del  primer  tomo  de  mis  "Yotos, ' '  hago  aho- 
ra la  del  segundo  que  contiene  los  negocios  más  notables 
fallados  por  la  Suprema  Corte,  en  el  año  que  concluye,  y 
en  los  que  yo  tuve  ocasión  de  tratar  cuestiones  constitu- 
cionales importantes.  Someter  al  conocimiento  del  país,  no 
sólo  mis  actos  como  funcionario  público,  sino  aun  los  mo- 
tivos de  mis  opiniones,  para  que  los  juzgue  en  su  inapela- 
ble tribunal,  es  el  principal  fin  con  que  este  libro  sale  á  luz. 

Fero  no  ha  sido  ese  mi  único  objeto:  seguir  defendien- 
do á  nuestra  Constitución  con  tanta  frecuencia  combatida, 
como  tan  injustamente  censurada;  demostrar  con  hechos 
que  ella  no  sólo  es  practicable,  sino  que  "tomada  en  con- 
junto y  mediante  ligeras  modificaciones,  sekia  la  mejor 
DE  LAS  coNSTTiuciONEs  Aí/JERiCANAs,"  como  lo  ha  recono- 
cido  después  de  escrupuloso  análisis  y  de  severa  crítica,  un 
distinguidísimo  publicista  colombiano ;  extirpar  con  la  ex- 
posición de  sus  propios  textos  ciertas  viejas  y  enraizadas 
preocupaciones  que  han  impedido  hasta  hoy  el  desarrollo 
de  los  principios  que  proclama;  refutar  con  la  razón,  con 
el  espíritu  de  sus  preceptos  las  exageradas  interpretacio- 
nes que  de  algunos  de  ellos  se  hacen,  con  el  peligro  de 
desautorizarlos  á  todos,  han  sido  también  los  motivos  que 
me  han  impulsado  á  escribir,  sin  perdonar  afán  ni  trabajo, 
y  á  publicar  hoy  esta  colección.  He  intentado  exponer  é 
interpretar  nuestra  ley  fundament'íl,  y  sólo  la  noble  aspi- 
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ración  que  me  ha  dado  aliento  en  este  difícil  trabajo,  pue-' 
.  de  disculpar  mi  temeridad  en  haber  acometido  una  empre- 
sa de  tal  magnitud. 

Nadie  entre  nosotros  desconoce  la  necesidad  de  qiia 
nuestra  jurisprudencia  constitucional  repose  ya  en  bases 
■firmes  y  de  que  no  fluctúe  más  al  impulso  de  los  intereses 
del  momento;  y  es  una  verdad  proclamada  por  nuestros 
publicistas,  que  "las  declaraciones  sobre  la  inteligencia  que 
deben  tener  los  artículos  de  la  Constitución,  sólo  caben  en 
las  facultades  del  Poder  constituyente  ó  del  judicial,  cuan- 
do ante  este  se  ofrece  algún  caso  para  cuya  decisión  sea 
necesario  dilucidar  la  inteligencia  de  esos  artículos. ' '  Y 
persuadido  con  íntimo  convencimiento  de  esta  verdad  y 
creyendo  además  que  ningunas  resoluciones  legislativas, 
sino  sólo  las  interpretaciones  judiciales  son  bastantes  á  for- 
mar esa  jurisprudencia,  he  entendido  que  no  llenaría  todos 
los  deberes  del  cargo  que  desempeño,  sin  esforzarme  en  fi- 
jar el  sentido  de  los  textos  constitucionales.  Yo  que  ha 
negado  á-la  Suprema  Corte  una  y  otra  vez,  muchas  de  las 
facultades  que  ha  ejercido,  no  sólo  le  reconozco  su  altísima 
prerrogativa,  sus  augustas  funciones  como  final  intérprete 
de  la  Constitución,  sino  que  me  empeño,  robusteciendo  mis 
fuerzas  con  el  sentimiento  del  deber,  en  cumplir  por  la 
parte  que  me  toca,  con  la  difícil  misión  que  me  imponen 
las  elevadas  y  muy  importantes  atribuciones  del  Tribunal 
que  tengo  la  honra  de  presidir. 

Debo  reiterar  la  confesión  que  hice  al  publicar  el  ante- 
rior volumen  de  mis  "Votos : ' '  conozco  bien  mi  insuficien- 
cia, y  ninguna  pretensión  abrigo  para  mis  obras,  escasas  de 
mérito  sin  duda.  No  alcanzaré,  de  seguro,  la  gloria  de  ser 
siquiera  el  último,  el  más  pequeño  de  los  obreros  en  la  cons- 
trucción del  edificio  de  nuestro  derecho  constitucional ;  pe- 
ro haber  concebido  esta  idea,  haber  intentado  realizarla ,  y 
esto  á  pesar  de  la  conciencia  de  mi  incapacidad,  inspirado 
sólo  por  el  patriotismo,  sostenido  únicamente  por  el  deber, 
á  la  vez  que  excusa  mi  audacia,  acredita  los  esfuerzos  que 
me  creo  obligado  á  hacer  para  corresponder  á  la  confianza 
con  que  la  Nación  me  ha  distinguido.  Si,  como  bien  lo 
siento,  nunca  he  de  poder  imitar  la  conducta  de  los  sabios 
jueces  norteamericanos,  que  con  sus  "opiniones"  han  for- 
mado la  jurisprudencia  constitucional  más  completa  de  un 
pueblo  libre,  me  cabe  al  menos  la  satisfacción  de  haberlo 
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procurado,  y  me  anima  la  esperanza  de  que  Magistrados 
más  capaces  que  yo  lo  consigan. 

Obsequiando  indicaciones  para  mí  respetables,  he  tra- 
ducido los  textos  extranjeros  que  con  frecuencia  tengo  ne- 
cesidad de  citar,  conservando  sin  embargo  los  originales 
en  las  notas  que  van  puestas  al  calce  de  ellos.  P*  r  lo  de- 
más, la  edición  de  este  tomo,  en  nada  difiere  del  plan  y 
método  que  seguí  en  la  del  anterior,  destinados  como  am- 
bos están  á  no  formar  más  que  una  obra. 


México,  Diciembre  de  1880. 


1.  L.  Yallaeta. 


CUESTIONES  CONSTITUCIONALES 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  LA  CONTRIBUCIÓN 

IMPUESTA  A  LAS  FABRICAS  DE  HILADOS  Y  TEJIDOS,  POR  LA  Ll^T 

DE  INGRESOS  DE  5  DE  JUNIO  DE  1879. 

1.  ^  ¿Puede  la  Comisión  de  presupuestos  alterar  la  iniciativa  del  Ejectt- 
tivo  aume?itando  ó  distniyiuyendo  los  ingresos  y  los  egresos  que  en  ella  se 

.proponen?  ¿El  dictamen  de  esa  Comisión  debe  sufrir  los  trámites  á  quB  se 
sujetan  las  iniciativas  de  los  diputados?  ¿Puede  el  Ejecutivo  ñniciar-,-^  las 
contribuciones  que  á  su  juicio  deban  decretarse  para  cubrir  los  gastos  públi' 
eos,  ó  la  reforma  cofitenida  en  la  fraccióti  VI,  letra  A  del  attlculo  72  de  la 
Constitución  limita  esa  iniciativa  á  la  Cámara  de  diputados?  Interpreta-' 
ción  de  los  artículos  65,  66  y  6g  de  la  Constitución,  y  del  70  y  J2  reformados. 

2.  "^  ¿En  gtcé  consiste  la  proporción  y  eqiddaden  los  impuestos?  ¿Es  des- 
proporcionada la  contribución  que  grava  á  determinada  industria?  ¿Es  ^pri- 
vativa)) la  ley  que  1&.  impone?  ¿Es  de  la  coinpetencia  de  los  tribunales  juzgat 
de  la  proporción  del  impuesto  con  relación  al  capital?  Casos  exepcionales  en 
que  lapuede7i  tener. — La  resolución  del  Poder  Legislativo,  por  regla  general^ 
es  decisiva  en  este  piuito,  y  no  tiene  tnás  correctivo  que  el  derecho  electoral. 
¿El  impuesto  excesivo  ataca  la  libertad  de  la  industria?  Interpretación  de 
los  artículos  ¿f..  ^  ,  i^  y  ^2,  facción  II  de  la  Constitución. 

j.  '^  ¿Pueden  los  tribunales  juzgar  de  las  teorías  económicas  que  consagre 
una  ley?  ¿Puede  reputarse  inconstituciojial  la  que  decrete  una  cojitribución 
injusta?  A  los  tribunales  no  es  lícito  en  el  juicio  de  amparo  más  que  juzgar 
de  la  conforinidad  ó  incoriformidad  de  u?ia  ley  ó  acto  con  determinado  texto 

■  constitucional. 

4.  '^  ¿Puede  la  Federación  im,poner  contribuciones  directas  é  indirectas, 
ó  está  lúnitada  á  decretar  solo  éstas,  perteneciendo  aquellas  á  los  Estados? 
¿Cuál  es  el  límite  de  la  soberanía  federal  y  de  la  local  respectivamente  en  ma- 
terias de  impuestos?  Es  concurrettte  el  poder  de  ambas.  El  de  la  Federación 

•es  exclusivo  en  los  casos  determinados  por  la  Constitución.  Interpretación  de 
los  artículos  ■¡2,  letra  A,  fracción  VI,  y  11  y  de  esta  ley. 


Varios  dueños  de  fábricas  de  hilados  y  tejidos  situados  en  los  Estados  de 
Tlaxcala,  Coahuila  y  Nuevo  León,  pidieron  amparo  ante  los  respectivos  jue- 
ces de  Distrito  contra  el  cobro  que  se  les  hacía  de  la  cofttrihución  qic^  impuso 
la  partida  XIV  de  la  ley  de  ingresos  de  5  de  Junio  de  i8yg.  Aunq-ie  se  ale- 

.^aron  por  cada  uno  de  los  peticionarios  diversas  razones  en  apoyo  de  su  de- 
■manda,  las  fundamentales,  que  todos  con  más  ó  menos  precisión  invocaron, 

.pueden  asi  compendiarse:  i.'^ ,  no  se  observaron  las  prescripciones  constitu- 
cionales al  expedir  esa  ley;  2.^ ,  el  impuesto  decretado  no  es  proporcional  ni 


equitativo;  %•  *^ ,  el  Foder  federal  invade,  al  establecerlo,  la  soberanía  local. 

Los  jueces  de  Tlaxcala  y  de  Coahuila  concedieron  el  amparo,  negándolo  el  de 
JSÍuévo  León. — Elevadas  á  la  revisión  de  la  Corte  esas  sentencias, _ella  se  ocupa: 
de  hacetla  en  las  audiencias  de  losidias  22,  24  y  26  de  Noviembre.  El  C.  Va- 
llarla fundó  su  voto  para  negar  el  amparo  en  las  siguientes  razones. 


El  negocio  con  que  se  acaba  de  dar  cuenta  es,  sin  duda  alguna,  no- 
table por  más  de  un  titulo.  Abstracción  hecha  de  la  contradicción  que 
hay  en  las  sentencias  de  los  jueces  deTlaxcala,  Coahuila  y  Nuevo  León, 
resolviendo  unas  mismas  é  idénticas  cuestiones,  «i  interés  que  suscit» 
en  la  capital  y  en  los  Estados  la  discusión  del  impuesto  sobre  las  fábri- 
cas, el  ruido  que  en  la  prensa  causó  el  proyecto  de  presupuesto  de  ingre- 
sos, y  más  que  todo  eso,  la  importancia  de  las  cuestiones  constituciona- 
les que  este  amparo  trae  al  debate  tn  este  Tribunal,  son  motivos  más 
que  suficientes  para  consagrar  una  atención  especial  á  este  asunto.  En 
cumplimiento  de  mi  deber,  yo  lo  he  estudiado  concienzudamente,  y  si- 
.guiendo  la  costumbre  que  he  observado,  voy  á  esponer  con  cuanta  bre- 
vedad me  sea  dable  los  fundamentos  de  mi  voto. 

Como  los  amparos  pedidos  por  los  fabricantes  de  Tlaxcala,  Saltillo  y 
Monterrey  contra  la  partida  XIV  del  articulo  1.°  de  la  ley  de  ingresos, 
se  ocupan  en  el  fondo  de  la  misma  materia,  aunque  viéndola  por  distin- 
tas fases,  para  analizarla  en  todas  sus  relaciones  creo  conveniente  en- 
cargarme, no  sólo  de  los  fundamentos  en  que  el  amparo  de  Tlaxcala  se 
■ftinda,  sino  también  de  los  que  se  invocaron  para  apoyar  los  del  Salti- 
llo y  Monterrey,  puesto  que  sólo  asi  se  puede  llegar  á  saber  si  es  de  ver- 
dad anticonstitucional  el  impuesto  que  se  ataca  en  los  tres  amparos. 
Esta  razón  justificará  el  método  que  voy  á  observar,  hablando  no  sólo 
del  negocio  con  que  se  ha  dado  cuenta,  sino  de  los  otros  dois,  que  igua- 
les á  él  sustancialmente,  es^tán  en  espera  de  su  turno  en  las  resoluciones 
de  este  Tribunal 

Los  expedientes  de  amparo  á  que  estoy  haciendo  referencia,  com- 
prueban que  éste  está  pedido  por  tres  capítulos  principales:  1.°,  porque 
en  la  expedición  del  presupuesto  de  ingresos  no  se  observaron  los  pre- 
ceptos constitucionales;  2.°,  porque  el  impuesto  sobre  las  fábricas  no  es 
proporcional  ni  equitativo;  y  3.°,  porque  el  Poder  federal  no  ha  podido, 
sin  invadir  el  régimen  interior  de  los  Estados,  decretar  ese  impuesto. 
Otras  razones  de  menos  importancia  se  alegan  á  mayor  abundamiento 
en  favor  del  amparo;  pero  como  ellas  han  sido  ya  consideradas  por  este 
Tribunal  en  otras  ocasiones  como  insuficientes  por  si  solas  para  fundar 
ese  recurso,  yo,  para  no  extenderme  demasiado,  no  me  ocuparé  sino  de 
íiquellos  capítulos  de  preferencia  invocados  por  los  peticionarios. 


ir 

Los  fabricantes  del  Saltillo  y  Monterrey  son  los  que  mejor  y  con  más 
fuerza  han  desarrollado  la  argumentación  que  se  toma  de  la  falta  de 
observancia  de  los  preceptos  constitucionales,  en  la  expedión  del  pre- 
supuesto de  ingresos.  Fijándose  en  la  circunstancia  de  que  la  iniciativa 
del  Ejecutivo,  de  14  de  Diciembre  de  1878,  no  contiene  el  nuevo  impues- 
to; observando  que  sólo  hasta  que  estaba  para  espií-ar  el  periodo  desti- 
nado de  toda  preferencia  al  examen  y  votación  de  los  presupuestos,  se 
trató  de  esa  importante  materia,  pasando  casi  sin  discusión  en  las  Cá- 
maras; haciendo  notar  que  la  Comisión,  sin  que  precediera  iniciativa,  iji 


del  Ejecutivo  ni  de  las  Legislaturas,  ni  de  algruna  diputación,  fué  la  que 
propuso  en  su  dictamen  la  creación  de  los  nuevos  tributos,  concluj^en 
íisegurando  que  la  ley  de  ingresos,  que  se  discutió  sin  guardarse  los  trá- 
mites reglamentarios,  y  sin  hacer  la  dispensa  de  ellos  que  permite  el 
articulo  71  del  Código  supremo,  no  es  una  ley  en  el  sentido  con.ititucio- 
nal,  porque  expedida  con  infracción  de  ese  Código  no  puede  tener  tal 
carácter,  ni  obliga  su  obediencia  á  los  pueblos.  Tal  ley.  en  sentir  de  los 
peticionarios,  adolece  de  un  vicio  notorio  de  nulidad,  y  nadie  puede  ser 
molestado  en  sus  posesiones  en  virtud  de  ella,  sin  violación  del  articulo 
16  de  la  Constitución. 

El  promotor  fiscal  del  juzgado  de  Monterrey  se  encargó  de  dar  res- 
puesta á  esa  argumentación,  y  la  dio  tan  satisfactoria,  que  nada  mejor 
se  puede  decir  sobre  este  punto.  Leo  en  la  parte  conducente  ese  pedi- 
mento fiscal: 

«Es  nn  hecho  que  los  articnlos  65  y  66  de  la  Constitución  conceden 
el  derecho  de  iniciar  leyes:  1.°,  al  Presidente  de  la  Kepiiblica;  2.°,  á  los 
diputados  y  senadores;  v  3.°,  á  las  Legislaturas  de  los  Estados;  y  tam- 
bién lo  es  \ue  las  iniciativas  del  Presidente  de  la  República  y  las  de  las- 
Legislaturas  de  los  Estados,  deben  pasar  desde  luego  á  comisión,  á  re- 
serva de  que  las  que  presenten  los  diputados  y  senadores  se  sujeten  á 
otros  trámites  antes  de  pasar  á  comisión.  Pero  á  la  vez  está  dispuesto 
por  el  artículo  69  de  la  misma  Constitución,  que  el  proyecto  de  presu- 
puestos que  el  Ejecutivo  tiene  el  deber  de  mandar  á  la  Cámara  de  di- 
putados, pasará  á  una  Comisión  de  cinco  representantes,  la  cual  tendrá 
obligación  de  examinar  dichos  documentos  y  presentar  dictamen  sobre 
ellos.  Esto  es  lo  que  ha  pasado  en  el  actual  Congreso.  El  Ejecutivo  en- 
vió el  proyecto  de  presupuesto,  se  nombró  la  Comisión  que  debia  exa- 
minarlo, y  abrió  dictamen,  y  cuando  se  extendió  éste,  siguió  todos  los. 
trámites  del  Reglamento,  hasta  que  llegó  á  ser  ley,  con  varias  modifi- 
caciones que  se  le  hicieron  en  el  curso  de  la^discusiones  que  sufrió.» 

«Cuando  una  Comisión  dictamina  examinando  un  proyecto,  lleva  en 
sus  facultades  la  de  emitir  libremente  su  juicio,  aprobándolo,  reprobán- 
dolo ó  haciéndole  las  modificaciones  ó  adiciones  que  estime  convenien- 
tes; porque  de  otra  manera  no  se  concibe  qué  objeto  tendría  el  estudio 
que  hace,  ni  podría  explicarse  por  qué  el  Ejecutivo  envia  el  proyecto 
de  presupuestos  á  la  Cámara  de  diputados,  si  ésta  por  si  ó  por  medio  de 
sus  Comisiones  no  había  de  tener  el  derecho  de  cambiarlo  en  aquellos 
puntos  qae  estimare  necesario  hacerlo.» 

«Hay  una  confusión  muy  lamentable  al  suponer  que  lo  que  se  puso 
á  discusión  en  la  Cámara  de  diputados  fué  una  iniciativa  ó  proyecto  de 
individuos  de  su  seno  y  no  el  dictamen  de  la  Comisión  de  presupuestos. 
El  primero  debía  haber  sufrido  todos  los  trámites  qiielos  quejosos  quie- 
ren; en  cuanto  al  segundo,  no  ha  podido  tener  otros  que  los  de  la  plo- 
mera y  segunda  lectura  y  la  discusión  correspondiente.  Y  por  cierta 
que  no  hay  disposición  reglamentaria  ni  de  nina:una  otra  clase  que  or- 
dene que  cuando  una  iniciativa  haya  sido  modificada  ó  adicionada  por 
el  dictamen  de  una  Comisión,  se  tengan  dos  discusiones,  la  una  para  el 
proyecto  y  la  otra  para  el  dictamen;  sino  que  en  todos  casos  en  nuestro 
parlamento,  como  en  cualquiera  otro,  desde  luego  lo  que  se  pone  á  dis- 
cusión es  el  dictamen,  como  se  hizo  con  el  de  la  Comisión  de  presxipues-- 
tos,  que  disminuyó  los  egresos  y  aumentó  los  ingresos  para  el  presente 
año  fiscal.» 

«Se  ve,  pues,  que  la  fracción  XIV  del  artículo  1.°  del  presupuesto  de 
ingresos,  no  ha  sido  una  iniciativa  de  diputados,  sino  el  resultado  del 
estudio  que  la  Comisión  de  presupuestos  hizo  de  la  remitida  por  el  Eje- 
cutivo, sometido  por  la  ley  á  su  examen,  y  por  lo  mismo  la  comprendió. 
en  el  dictamen  que  debía  extender,  el  que  fué  discutido  y  aprobado  en, 
los  términos  que  previene  el  reglamento.» 

Por  estas  razones  cree  el  Promotor  fiscal  que  el  presupuesto  de  in-._ 


gresos  nació,  como  debía  nacer,  de  la  iniciativa  del  Ejecutivo;  que  ésta 
se  modificó,  como  podía  modificarse,  por  la  Comisión  especiel  de  presu- 
puestos en  su  dictamen;  y  de  esas  premisas  deduce  que  habiéndose  dis- 
cutido Y  aprobado  este  dictamen  sucesivamente  en  las  dos  Cámaras,  y 
no  habiéndole  hecho  el  Ejecutivo  observació»  alguna,  sino  por  el  con- 
trario habiéndolo  promulgado,  quedó  elevado  á  la  categoría  de  ley  cons- 
titucional el  mencionado  presupuesto  de  ingresos. 

En  mi  sentir  esos  razonamientos  del  Pvomotor  satisfacen  por  com- 
pleto á  las  argumentaciones  de  los  quejosos.  Para  sostener  que  debe 
sujetarse  á  los  trámites  de  las  iniciativas  de  los  simples  diputados  (parte 
final  del  articulo  66  de  la  Constitución)  el  dictamen  de  la  Comisión  dé 
presupuestos,  que  modifica  la  iniciativa  del  Ejecutivo,  ya  sea  creando 
un  impuesto  nuevo  ó  ya  suprimiendo  un  antiguo,  sería  preciso  rebelar- 
se contra  el  tenor  literal  del  artículo  69  siguiente,  que  ordena  á  esa 
Comisión  que  «examine  ambos  documentos  (la  ciienta  y  el  presupuestu) 
,  y  presente  dictamen  sobre  ellos;»  dictamen  que  puede  cambiar  sustan- 
cialmentejos  términos  de  la  iniciativa,  si  la  Comisión  ha  de  conservar 
su  libertad  de  opiniones,  que  sin  duda  alguna  debe  tener;  dictamen  qu« 
lejos  de  ser  una  fórmula  vana  y  que  no  sirva  más  que  para  aprobar  en 
todas  sus  partes  la  iniciativa,  es  por  el  contrario  una  de  las  garantías 
que  la  Constitución  da  al  pueblo  contribuyente,  para  que  él  no  pague 
más  impuestos  que  los  que  sus  representantes  decreten. 

Pero  hay  más  aim:  los  dictámenes  de  la  Comisión  nunca  se  sujetan 
á  los  trámites  de  las  iniciativas  de  los  diputados,  sino  á  los  que  para 
ellas  marca  expresamente  el  articulo  70.  Solo  cuando  la  opinión  delEje- 
cutivo  discrepa  de  la  de  la  mayoría  de  las  Cámaras  y  hace  observacio- 
nes á  un  proj^ecto  de  ley  aprolsado  por  éstas,  se  puede  abrir  un  nuevo 
dictamen  que  sufra  otra  nueva  discusión.  E  iniíegable  como  lo  es  que 
la  Comisión  de  presupuestos  presentó  dictamen  sobre  la  iniciativa  de 
ingresos,  solo  desconociendo  el  valor  de  las  palabras  para  llamar  «inicia- 
tiva de  diputado?»  á  un  «dictamen  de  Comisión,»  se  puede  pretender  que 
éste  esté  siijeto  á  los  trámites  de  aquella  No,  no  se  puede  interpretar 
la  parte  final  d?l  articulo  66  en  un  sentido  que  destruye  el  precepto  ter- 
minante de  los  artículos  69  y  70  de  la  Constitución. 

Para  ver  este  punto  con  entera  claridad,  con  claridad  tan  brillante 
que,  disipe  aun  las  dudas  de  la  preocupación  más  obstinada,  basta  in- 
vertir los  términos  de  la  cuestión  que  el  amparo  provoca.  No  se  trata 
ya  de  un  dictamen  de  la  Comisión  de  presupuestos  que  da  más  ingre- 
sos de  los  que  el  Ejecutivo  pide,  sino  de  otro  dictamen  que  niega  los 
recursos  que  este  quiere.  ¿Qué  sucedería  si  en  este  caso  á  la  Comisión 
se  le  negara  la  facultad  de  consultar  en  su  dictamen  economías  que  el 
Ejecutivo  no  se  sintiera  dispuesto  á  hacer?  Los  argumentos  de  los  que- 
josos puestas  en  boca  de  un  gobierno  ávido  de  dinero,  ¿no  se  conver- 
tirían hasta  en  una  amenaza  contra  la  libertad  del  parlamento  para  vo- 
tar los  impuestos  que  crea  convenientes,  aunque  no  sean  los  que  el  Eje- 
cutivo inicie?  Porque  quien  niega  á  la  Comisión  de  presupuestos  la  fa- 
cultad de  alterar  la  iniciativa  de  éste,  ya  aumentando,  ya  disminuyen- 
do el  ingreso,  no  dista  mucho  de  negar  también  á  las  Cámaras  su  com- 
pleto derecho  de  reprobar  esa  iniciativa  y  votar  las  contribuciones  que 
crean  más  convenientes  para  una  situación  dada.  Y  esas  negaciones 
conducen  fatal  y  necesariamente  al  desconocimiento  del  sistema  repre- 
sentativo, en  la  importante  materia  de  impuestos,  al  desconocimiento 
de  una  de  las  bases  cardinales  de  las  instituciones  que  nos  rigen. 

Que  los  quejosos  preocupados  por  los  perjuicios  que  les  causa  una 
^y  de  verdad  poco  meditada  y  menos  discutida,  haj^an  interpretado  asi 
os  textos  constitucionales  en  sentido  favorable  á  sus  deseos,  y  sin  to- 
mar en  cuenta  las  consecuencias  que  de  esa  interpretación  se  siguen, 
es  cosa  bien  natural  y  que  se  comprende  perfectamente;  pero  esta  Cor- 
te no  puede  aceptar  esas  interpretaciones:  guardián  supremo  de  laCons- 


"titución,  tiene,  por  el  contrario,  el  deber  más  estricto  ríe  condenarlas, 
juntamente  con  las  consecuencias  que  eng-endran.  Para  mantener  in- 
cólumes las  prerrogativas  del  parlamento  en  la  votación  de  los  impues- 
tos, para  conservar  ileso  el  principio  cardinal  del  sistema  representati- 
vo de  que  el  pueblo  no  debe  pagar  más  impuestos  qixe  los  que  sus  re- 
presentantes decreten,  sean  los  que  sean  los  que  el  Ejecutivo  inicie,  no 
puede  declarar  anticonstitucional  la  contribución  que  el  Ejecutivo  no 
pida  en  su  iniciativa,  porque  esto  la  obligaría  á  ha,cer  lo  mismo  con  la 
ley  en  que  no  se  concedieran  á  éste  cuantos  impuestos  quisiera. 

Los  que  solicitaron  el  amparo  en  Monterrey,  impugnaron  las  conclu- 
siones fiscales  de  que  he  hablado,  usando  de  otra  nueva  argumentación 
de  que  también  se  valió  la  prensa  en  esta  capital  para  atacar  el  nuevo 
impuesto.  Leeré  lo  que  con  este  propósito  se  alegó  ante  el  Juez  de  Dis- 
trito de  Nuevo  León,  para  que  esa  argumentación  conserve  toda  lafuer- 
za  original  qiie  tiene  en  las  palabras  que  la  expresan: 

«El  Promotor  cree  que  una  Comisión  puede  enmendar  en  su  dicta- 
men, ó  reformar  ó  adicionar  cualquiera  iniciativa,  porque  ese  es  su  ofi- 
cio, y  de  otro  modo  no  llenarla  su  cometido  en  las  Cámaras;  más  olvidó 
que  siendo  esa  la  regla  general,  en  materia  de  contribuciones  sufre  una 
excepción,  pues  en  las  reformas  del  articulo  72,  letra  A,  fracción  VI,  se 
determina  que  la  Comisión  solo  puede  iniciar  las  contribuciones  que  á 
su  juicio  deben  decretarse,  reforma  que  el  Ejecutivo  mismo  obligó  á 
expresarse  en  la  parte  expositiva  de  su  proyecto,  en  los  siguientes  tér- 
minos: «Cuando  el  poder  Legislativo  se  depositabaen  una  sola  Cámara, 
«y  el  presupuesto  anual  de  gastos  no  tenia  el  carácter  de  ley  especial  de 
«los  gastos  federales  que  ahora  le  da  la  Constitución,  el  Ejecutiv©  se 
«consideraba  autorizado  para  iniciar  todas  las  adiciones,  supresiones  y 
«modificaciones  que  estimaba  convenientes,  aun  cuando  no  hubieran  si- 
«do  previamente  decretadas  por  una  ley,  pero  como  las  reformas  coas- 
«titucionales  dieron  un  carácter  especial    al  presupuesto  de  egresos,  al 
"establecer  que  fuese  aprobado  solamente  por  la  Cámara  de  diputados, 
"el  Ejecutivo  considera  que  debe  ser  la  refundición   de  los  gastos  apro- 
«bados  en  el  presiipuesto  anterior  y  en  las  leyeí?  posteriores,  con  los  au- 
«mentos  y  diminuciones  en  las  cantidades  asignadas  para  cada  gasto 
que  la  Cámara  de  diputados  tenga  á  bien  decretar i»  Con  estos  con- 
ceptos, siguen  diciendo  los  peticionarios,  se  destruye  todataargumenta- 
•ción  del  Promotor,  pues  ni  el  Presidente  en  virtud  de  las  reformas  cons- 
titucionales se  cree  autorizado,  cuando  se  trata  de  contribuciones,  para 
presentar  sobre  ellas  iniciativas,  ¿podrá  una  Comisión  eludir  ese   pre- 
cepto por  medio  de  adiciones  y  reformas? 

Para  responder  á  estas  réplicas,  debo  comenzar  por  poner  en  claro 
las  graves  inexactitudes  que  desde  luego  se  notan.  Es  de  todo  punto 
falso  que  el  articulo  72  reformado  haya  privado  al  Presidente  del  dere- 
cho de  iniciativa  que  le  da  el  artículo  65,  ó  que  haya  relajado  en  algo 
siquiera  el  deber  que  le  impone  el  69,  de  presentar  la  iniciativa  de  los 
presupuestos  del  año  siguiente.  Aquel  articulo  dejó  vivos  é  intactos  á 
esos  otros.  Esto  se  comprende  á  la  simple  lectura  de  estos  textos,  y  es 
tan  claro  que  no  necesita  demostración. 

Pero  hay  más  aún:  de  las  palabras  del  Ejecutivo  citadas  por  los  pe- 
ticionarios,'y  palabras  que  textualmente  se  refieren  al  jpresw^íMesío  de 
egresos,  no  pueden  inferirse  las  consecuencias  que  ellos  aplican  &\  pre- 
supuesto de  ingresos.  Aquel  tiene  un  carácter  especial,  porque  seaprue- 
ba  solo  por  la  Cámara  de  diputados,  mientras  que  éste  tiene  que  pasar 
al  Senado,  como  todas  las  leves,  para  su  aprobación.  En  el  primero  no 
se  pueden  iniciar  gastos  no  autorizados  por  leyes  preexistentes,  porque 
esto  daría  por  resultado  que  solo  legislara  la  Cámara  de  diputados,  con 
exclusión  de  la  de  senadores,  en  esas  materias-,  pero  por  una  razón  con- 

1  Iniciativas  del  Ejecutivo  de  14  de  Diciembre  de  1877  ;  14  de  Diciembre  de  187S. 


traria  se  puede  hacer  toda  clase  de  iniciativas  en  el  segundo,  porque  él 
debe  discutirse  y  aprobarse  por  ambas  Cámaras.  No  se  necesita  decir 
más  para  comprender  cómo  se  han  confundidolamentablemente  los  pre- 
supuestos de  eg-resos  y  de  ingresos,  cómo  á  éste  se  han  aplicado  teorías 
propias  y  peculiares  de  aquel,  para  deducir  después  de  la  manera  más 
violenta,  qtie  supuesto  que  ni  el  Presidente  de  la  República  tiene  el  de- 
recho de  iniciativa  en  materia  de  contribuciones,  menos  podría  la  Co- 
misión de  presupuestos  adicionar  esa  iniciativa.  La  contradicción  que 
hay  en  estos  conceptos  y  que  está  patente  en  la  réplica  que  me  ocupa,, 
comienza  á  poner  en  su  verdadera  luz  á  esa  argumentación. 

Pero  su  fuerza  está  en  otra  parte;  en  el  verbo  iniciar  que  se  encuen- 
tra en  el  texto  del  articulo  72  reformado.  Se  ha  abusado  tanto  de  lasig- 
nificación  de  esa  palabra,  que  es  preciso  consagrar  algún  tiempo  al  es- 
tudio de  la  historia  y  de  la  razón  del  precepto  constitucional,  para  asi 
restablecer  su  genuina  inteligencia. 

Cuando  el  poder  Legislativo  residía  en  una  sola  Cámara,  ella  solo 
aprobaba  el  presupuesto  de  g'astos  y  votaba  las  contribuciones  necesa- 
rias para  cubrirlo,  y  esto  se  hacía  así  de  entera  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  la  fracción  Yll  del  artículo  72  de  la  antigua  Constitución.  Pe- 
ro establecido  el  sistema  bicamarista,  se  creyó  necesario  reformar  ese 
texto  en  los  términos  que  lo  espresa  la  fracción  YI,  letra  A,  del  art.  72. 

Inútilmente  he  buscado  en  los  documentos  parlamentarios  relativos, 
la  exposición  de  los  motivos  de  esa  fracción  VI.  En  los  primitivos  pro- 
yectos de  reformas  constitucionales,  ni  aun  se  pensó  en  hacer  facultad 
exclusiva  de  la  Cámara  de  diputado»  la  aprobación  del  presupuesto  de 
egresos.  Asi  consta  del  dictamen  de  la  Comisión  de  puntos  constitucio- 
nales de  24  de  Diciembre  de  1869,  presentado  en  la  sesión  de  4  de  Octu- 
bre de  1872;  1  pero  después  se  cambió  de  pensamiento,  y  en  el  intere- 
santísimo dictamen  de  la  misma  Comisión  del  7°  Congreso,  de  7  de  Oc- 
tubre de  1873,  se  inició  ya  la  reforma  sobre  este  punto,  hablándose  de^ 
ella  en  estos  términos  en  la  parte  expositiva  del  dictamen:  «Muy  fácil- 
mente se  comprende  qwe  corresponde  á  la  Cámara  de  diputados  exami- 
nar la  cuenta  anual  de  gastos  generales,  decretar  las  contribuciones  que 
sean  necesarias  para^cubrir  el  presupuesto,  y  se  comprende  por  lo  mis- 
mo que  á  ella  corresponde  aprobar  ó  modificar  el  presupuesto  anual 
de  gastos  que  debe  presentarle  el  Ejecutivo.»  La  Comisión  formuló 
netamente  su  pensamiento  en  estos  precisos  términos  en  la  parte  re- 
solutiva de  su  proyecto:    «Son  facultades  exclusivas  de  la  Cámara  de 

diputados VI.  Examinar  la  cuenta  que  anualmente  debe 

presentarle  el  Ejecutivo,  aprobar  el  presupuesto  anual  de  gastos  é  ini- 
ciar las  contribuciones  queá  su  juicio  deben  decretarse  para  cubrirlo.»  ^ 
Breves,  lacónicas  como  son  las  palabras  de  la  Comisión,  para  fundar  es- 
ta reforma,  la  discusión  no  nos  da  tampoco  más  luz  sobre  este  punto, 
porque  en  la  sesión  de  20  de  Octubre  de  1873,  sin  diacii,sión  se  declaró 
con  lugar  á  votar  esa  fracción  VI;  ^  en  la  de  8  de  Abril  de  1874  se  apro- 
bó por  unanimidad,  *  y  en  la  de  6  de  Noviembre  del  mismo  año  se  de- 
claró que  por  estar  adoptada  por  la  mayoría  de  las  legislaturas  de  los 
Estados,  ella  forma  parte  de  la  Constitución.  ^ 

Por  más  sensible  que  sea  que  no  se  hayan  expresado  por  el  legisla- 
dor mismo  las  razones  de  su  precepto,  en  este  caso  no  lo  es  tanto  que 
no  las  podamos  comprender  con  precisión.  Los  términos  ea  que  la  Co- 
misión habló,  indican  que  á  su  juicio  se  trataba  de  una  materia  harto 
conocida  para  apreciar  los  motivos  de  la  ley.  Y  así  lo  es  en  efecto  para, 
el  que  haya  estudiado  el  sistema  bicamarista  en  los  Estados  Unidos,  cu- 
yas instituciones  se  quisieron  seguir  imitando  en  las  reformas  de  núes- 

1  "Diario  de  lüs  Debates"  del  G.  =  Congreso,  tomo?- =,  páginas  131  y  siguientes. 

2  "Diario  délos  Debates"  del  79  Congreso,  tom-  1.°,  pág-  258- 

3  Obra  y  tomos  citados,  págiuas  355  y  356. 

4  Obra  citada,  tom-  2  9 ,  páginas  35  3  36- 

5  Obra  citada,  tom-  3  p ,  páginas  305  á  314. 


tra  Constitución,  Basta  en  efecto  exponex*  lo  que  en  la  Repiiblica  veci- 
na pasa  sobre  este  punto,  para  entender  el  verbo  iniciar  en  el  sentido 
que  se  le  quiso  dar  en  niiestro  texto,  para  refutar  los  arg'umentos  que 
por  este  capitulo  se  hacen  por  los  quejosos. 

La  primera  parte  de  la  sección  iiltima  del  articulo  1?  de  la  Constitu- 
ción de  los  Estados  Unidos,  dice  esto:  «Todos  los  proyectos  de  ley  des- 
tinados á  establecer  impuestos,  deberán  tener  orig-eu  en  ia  Cámara  de 
diputados;  pero  el  Senado,  en  estos  proyectos,  como  en  los  demás,  pue- 
de proponer  ó  iniciar  enmiendas. »i  Y  comentando  Story  este  texto,  dice 
entre  otras  cosas  lo  sigaiente:  «Esta  disposición,  en  lo  relativo  al  dere- 
cho de  iniciar  lo  que  técnicamente  se  llama  «proyecto  de  ley  hacenda- 
ria,»  está,  sin  duda,  tomada  de  la  Cámara  de  los  Comunes  de  Inglaterra, 
la  cual  tiene  el  antiguo  é  indisputable  privilegio  y  derecho  de  que 
toda  autorización,  para  dar  subvenciones  ó  para  crear  recursos,  ten- 
ga origen  en  esa  Cámara  y  sea  otorgada  por  ella  en  primer  lugar,  aun- 
que sus  autorizaciones  no  tengan  validez  para  todo  objeto  y  propósito 
liasta  contar  con  el  asentimiento  de  la  otra  Cámara  del  parlamento.»  2 

Exponiendo  un  poco  mp-s  adelante  los  motivos  del  precepto  de  la. 
Constitución  americana,  continúa  hablando  así:  «Desde  luego  podráno- 
tarse  que  no  existen  con  igual  extensión  las  mismas  razones  en  nues- 
tra Cámara  de  diputados  para  el  mismo  derechg  exclusivo  en  lo  que 
se  refiere  á  proyectos  de  leyes  hacendarlas,  que  las  que  hay  para 
igual  derecho  en  la  Cámara  inglesa  de  los  Comunes.  Puede  ser  coa- 
veniente que  la  Cámara  de  diputados  posea  el  derecho  exclusivo  de 
iniciar  proj'ectos  de  leyes  hacendarlas;  supuesto  que  pudiendo  presu- 
mirse que  ella  es  quien  posee  más  amplios  informes  especiales,  quiea 
más  directamente  representa  las  opiniones,  los  sentimientos  y  las  as- 
piraciones del  pueblo,  y  quien  más  inmediatamente  depende  del  apo- 
yo de  éste,  puede  ser  más  vigilante  y  cauta  para  imponer  contribu- 
ciones que  una  asamblea  que  emana  exclusivamente  de  los  Estados 
en  su  carácter  político  y  soberano.»  3  Y  tratando  de  justificar  la  in- 
tervención del  Senado  en  las  lej'^es  sobre  impuestos,  agrega  luego:  «Asi 
es  como  se  mantiene  la  debida  infiuencia  de  los  Estados;  pues  de  otro 
modo,  podría  suceder  que  por  la  numerosa  representación  de  algunos 
Estados  populosos,  se  impusiesen  aquellas  contribuciones,  que  pesaran 
con  severidad  especial  sóbrelos  intereses  agrícolas,  comerciales  ó  in- 
dustriales de  otros  Estados  menos  populosos,  destruyendo  asi  práctica- 
mente el  equilibrio  que  se  propuso  establecer  la  Constitución  en  cuan- 
to á  facultades,  intereses  é  influencias.    * 

He  creído  que  copiando  estas  palabras  del  clásico  comentador  de  la 
CDnstitución  americana,  no  solo  queda  bien  definida  la  significación  del 
verbo  iniciar  de  nuestro  texto,  sino  también  perfectamente  explicada 
la  teoría  constitucional  de  la  formación  de  las  leyes  de  impuestos  en  el 
sistema  bicamarista  que  hemos  adoptado;  explicación  que  nos  servirá 
en  el  estudio  de  otras  cuestiones  que  este  negocio  entrañan.  En  efee- 

1  "All  bilis  for  raisiu.?  revenue  "isliall  origínate"  in  the  house  of  representatives;  but  the  Senate 
myj  proMose  or  coucur  Mitliamendments,  as  oa  others  bilis-" 

2  "This  pro-ásion,  so  far  as  it  regards  ths  right  "to  orisíiiiate"  what  are  technically  called  "money 
bilis,"  is  beyoud  all  question,  borrowed  from  the  British  House  of  Commom.  of  which.  it  ís  the  aucienb 
aad  indisDutable  privilege  and  right  that  all  graut  sof  subsidies  and  parliameutary  aids  "shall  begin" 
iü  their  House  and  are  tirsfc  bestowed  \>t  thsm.  although  their  grants  are  not  etfeotualto  all  iatents  ancl 
piirposes  until  they  have  the  assent  of  the  other  two  branches  of  the  legi.3lature-"  Story-  On  Constitii- 
tion,  núm-  874- 

3  It  -(vill  be  at  once  peroeived  that  the  same  reasons  do  not  exist  in  the  same  extent,  for  the  sameex— 
cl'.isive  rigth  in  our  house  of  representatives  in  regard  to  money  bilis,  as  exist  for  the  such  right  ia  the 
British  House  of  Oommons-  It  may  be  fit  that  it  should  posses  the  exclusive  right  "tq  origínate"  money 
bilis,  sinoe  it  may  be  presumed  to  posses  more  ampie  means  of  local  Information;  aud  it  more  directly 
representa  the  opiuioas,  feelings  and  -H-ishes  of  the  people,  aud  beiug  directly  dependent  upon  them.foi- 
support,  it  will  be  moi-e  watchful  and  caatious  in  the  imposition  of  tates,  than  a  body  which  emanafces 
exclusiJel?  from  the  States  in  their  sovereign  political  capacity-  Obra  citada,  núm-  876- 

4  The  due  iuñuence  of  all  the  States  is  thus  preserved;  for  otherwise  it  might  happen,  from.  tha 
overwhelming  representation  of  soms  of  the  large  States,  that  taxes  might  be  levied,  which  would  bear 
v^lth  psouliar  severity  npon  the  interests  either  agricultural,  commercial,  or  manofacturing  of  others. 
being  miuors  Staces,  aad  th.is  the  equihbrium  inteatedby  the  Constit  jtioa,  as  vvell  oipo-,rsr,  íB  of  iu.— • 
•terest  andinüiiencei  may  be  practican^  subverted-  Loe-  cit. 


to,  ese  verbo  iniciar,  en  este  caso,  no  puede  significar  más  que  lo  que 
significan  los  verbos  ingleses  to  oriyinate,  to  begin,  y  f),or  tanto  aquel 
texto  no  puede  entenderse  en  otro  sentido,  sino  en  el  de  que  toda  ley 
que  decrete  impuestos  no  se  inicie,  no  se  origine,  no  tenga  principio, 
no  comience  á  discutirse  sino  en  la  Cámara  de  diputados  y  nanea  en  la 
de  senadores.  Si  la  palabra  española  no  traduce  exactamente  la  ingle- 
sa; si  por  esto  se  cree  encontrar  alguna  oscuridad  en  niiestro  testo,  bas- 
tarla para  asegurarnos  de  que  la  interpretación  que  hago  es  la  legiti- 
ma, concordar  ese  mismo  texto  con  el  de  la  parte  final  del  articulo  70 
reformado  de  la  Ccmstitución,  que  expresamente  previene  que  «los  pro- 
yectos que  versaren  sobre  empréstitos,  contribuciones  ó  impuestos 

deberán  discutirse  primero  en  la  Cámara  de  diputados.» 

Cuando  el  origen  histórico  del  precepto,  sus  motivos  y  la  concor- 
dancia misma  de  los  textos  constitucionales  fijan  de  consuno  la  signifi- 
cación del  verbo  iniciar;  y  esto  con  la  claridad  que  lo  hemos  visto,  no 
se  puede  más  decir  que  la  Cámara  de  diputados  no  piiede  discutir, 
para  aprobar  ó  modificar,  el  presupuesto  de  ingresos,  sino  solo  iniciar- 
lo; no  se  puede  decir  que  esté  prohibido  á  la  Comisión  especial  de  que- 
Ixabla  el  articulo  69  de  la  Constitución,  alterar,  reformar  ó  cambiar  del 
todo  la  iniciativa  del  Ejecutivo;  no  se  puede  decix-,  en  fia,  que  al  Pre- 
sidente de  la  Eepiiblica  haya  privado  de  su  derecho  de  iniciativa  el 
articulo  72  reformado.  Creo  que  las  demostraciones  que  he  procurado 
hotcer  son  bastantes  á  dejar  fuera  de  duda  estas  verdades,  yá  sostener- 
esta  última  y  final  conclusión  que  de  ellas  se  deduce:  no  se  faltó  por  el 
Congreso  á  ninguna  de  las  prescripciones  constitucionales  aqueles 
quejosos  se  refieren,  en  la  expedición  del  presupuesto  de  ingresos:  ini- 
ciado por  el  Ejecutivo,  reformado  por  la  Comisión  especial  en  uso  de^ 
sus  facultades,  discutido  y  aprobado  sucesivamente  en  la  cámara  de- 
diputados y  en  la  de  senadores,  y  promulgado  después  por  el  Ejecuti- 
vo, él  es  una  ley  expedida  con  todos  los  requisitos  que  exige  la  Cons- 
titución. 

Esta  conclusión,  forzosamente  aceptable,  hace  ya  inútil  el  estudio  de 
otras  cuestiones  constitucionales  que  en  el  amparo  se  indican.  ¿Proce- 
de este  recurso  contra  una  ley  expedida  yin  los  trámites  parlamenta- 
rios?^ ¿Cuándo  y  en  qué  casos  xuiicanieute  se  puede  declarar  anticons- 
titucional una  ley  por  esos  motivos?  ¿Puede  invocarse  el  articulo  16  de;. 
la  Constitución  contra  una  ley  que  se  caüíica  de  mandamiento  escrita 
que  no  funda  la  causa  legal  del  procedÍ7nientof  ¿Cabe  el  amparo  con- 
tra todas  las  violaciones  de  la  Constitxición,  aunque  no  afecten  las  ga- 
rantías individuales  ni  los  limites  respectivos  de  los  poderes  federales- 
y  locales?  Todas  esas  cuestiones,  propuestas  unas,  indicadas  otras  en 
el  negocio  de  que  estamos  tratando,  han  perdido  su  oportunidad  en  esta 
ocasión,  desde  que  hemos  visto  que  el  presupuesto  de  ingresos  fué  ex- 
pedido por  el  Congreso  sin  infracción  de  los  preceptos  constitucionales. 
Ocuparme,  pues,  de  ellas,  sería  cuando  menos  gastar  el  tiempo  que  de- 
bo aprovechar  en  el  análisis  de  otros  puntos  de  indisputable  interés  d& 
actualidad. 

De  intento  no  he  querido  hablar  de  los  graves  cargos  que  l'os  quejo- 
sos hacen  al  Congreso  por  su  conducta  en  este  negocio.  Censurable  co- 
Jno  lo  es  de  verdad  la  corruptela  ya  entre  nosotros  establecida  de  re- 
servar la  discusión  de  los  presupuestos  para  el  fin  de  un  período  desti- 
nado por  la  Constitución  de  toda  preferencia  para  su  exa.nen  y  vota- 
ción, y  cierto  como  lo  es  también  que  el  impuesto  sobre  las  fábricas  pasó 
casi  sin  debate,  esos  cargos  que  ante  la  opinión  priblica  son  fundados, 
lio  pueden  traerse  á  este  Ti-ibunal  para  que  de  ellos  juzgue,  porque  la 
€orte  en  esas  materias  no  es  el  juez  del  Congreso.  Si  éste  comete  abu- 
sos de  esa  clase,  su  remedio  en  nuestro  sistema  político  no  está  en  los- 
recursos  judiciales  sino  en  la  influencia  de  la  opinión,  en  la  libertad 
«leetoral,  porque  como  lo  dice  con  profunda  verdad  el  ilustre  Marshall?- 


«el  interés,  la  sabiduría  y  justicia  de  la  Cámara  de  diputados  y  sus  re 
laciones  con  sus  comitentes,  constituyen  el  único  remedio  contra  la  con- 
tribución injusta  ó  inconveniente.»  i  Aquellos  cargos  no  son  materia  de 
amparo  ni  caen  bajo  la  competencia  de  este  Tribunal.  Esta  razón  me  ha, 
obligado  á  no  encargarme  especialmente  de  ellos,  por  más  fundados 
que  puedan  ser. 

Creyendo  haber  probado  con  lo  dicho  que  el  amparo  no  procede  por 
el  primero  de  los  fundamentos  en  que  se  ha  querido  apoyarlo,  es  ya. 
tiempo  de  examinar  este  negocio  en  otro  terreno. 


III 

Los  fabricantes  de  la  frontera  se  han  empeñado  en  demostrar  que  el 
nuevo  impuesto  adolece  de  graves  defectos,  y  en  el  análisis  que  de  ellos 
han  hecho,  han  llegado  hasta  llamar  monstruo  á  la  ley  que  lo  establece- 
Son  tantos  y  tan  variados  los  argumentos  que  para  hacer  esa  demostra- 
ción han  aducido,  que  trabajo  cuesta  aun  i;Iasificarlos.  Para  no  ser  de- 
masiado extenso,  mencionaré  sólo  en  extracto  aquellos  á  que  se  ha  da- 
do más  importancia. 

Dicen  los  quejosos  que  aquel  impuesto  no  es  proporcional  ni  equita- 
tivo, estando  por  lo  mismo  en  pugna  con  la  fracción  II  del  artículo  32 
de  la  Constitución,  porque  «solamente  grava  á  las  personas  que  tienen 
su  capital  invertido  en  fábricas,  mientras  que  quedan  un  sinnúmero  de 
capitales  tincados  en  otras  industrias;  porque  sólo  recae  sobre  unos 
cuantos  Estados  de  la  República,  en  cuyo  territorio  hay  establecimien- 
tos fabriles,  mientras  que  la  mayor  parte  de  las  entidades  federativa». 
con  nada  contribuyen  por  razón  de  otras  industrias  á  que  se  prestan 
sus  condiciones  territoriales;  y  en  fin,  porque  la  misma  ley  exceptúa  á 
los  capitales  menores  de  |óOÓ  invertidos  en  telares,  estableciendo  una 
notoria  desigualdad  en  perjuicio  de  los  capitales  de  mayor  cuantía.»  Por. 
estos  mismos  motivos,  y  presentando  la  cuestión  por  otra  parte  de  sus 
fases,  califican  de  privativa  á  la  ley  que  creó  el  impuesto,  «porque  ella 
no  afecta  más  que  á  determinado  número  de  personas  que  ejercen  la. 
industria  fabril,»  con  infracción  del  artículo  13  de  la  Constitución.  In- 
vocan también  el  articulo  4.°  de  este  Código,  porque  se  ataca  la  liber- 
tad del  trabajo  que  éste  asegura,  con  un  impuesto  «cuya  cuota  invade 
en  su  mayor  parte  los  frutos  de  la  industriay  constituye  á  los  industria- 
les en  esclavos  del  fisco.» 

No  contentos  con  esas  argumentíciones,  de  un  carácter  constitucio- 
nal sin  duda,  entran  los  peticionarios  en  otro  terreno,  y  toman  de  la 
fcconomía  política  y  de  la  estadística  nuevas  razones  para  impugnar  la 
contribución  sobre  las  fábricas.  Recuerdan  las  disposiciones  de  varias. 
de  nuestras  leyes  expedidas  á  título  de  protección  á  la  industria  nacio- 
nal, y  se  lamentan  de  que  el  Congreso  haya  olvidado  el  artículo  32  dé 
la  Constitución,  que  en  su  parte  final  le  impone  el  deber  de  expedir  le- 
yes para  mejorar  la  condición  de  los  mexicanos  laboriosos  y  para  esti- 
mular el  trabajo,  habiendo  el  mismo  Congreso,  por  el  contrario,  come- 
tido «un  grave  error  económico  que  sacrifica  la  industria  fabril  en  aras, 
del  fisco.»  Hacen  mención  de  los  varios  impuestos  locales  que  reportan 
las  fábricas,  para  asegurar  que  ellas  ya  no  pueden  soportar  el  federal 
que  se  ha  establecido,  «el  que.  según  sus  palabras,  amenaza  la  industria 
del  país  con  una  ruina  indefectible.»  Exponen  que  en  algunos  Estados, 
como  en  Coahuila,  se  han  abolido  las  alcabalas,  reagravando,  para 
reemplazarlas,  la  contribución  directa,  de  donde  resulta  qae  los  produc- 

1  The  interest,  wisclom  and  .i-,.stice  of  the  repíesentative  hoAv  and  its  relations  witli  ite  constítuentS. 
fo'irnish  the  only  remedy  agaii.st  injust  ta.\;ation  as  well  as  against  uui\  ise  taTation.  Providence  Bank  T 
Billings  Petteis,  vol-  4.,  püg.  561. 
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tos  de  las  fábricas  de  esc  Estado,  ya  gravadas  con  esta  contribución, 
'«reportan  otra  vez  la  alcabala  al  introducirse  á  los  Estados  limítrofes,»^ 
haciéndose  asi  imposible  la  competencia  en  sus  mercados.  Se  quejaa 
del  contrabando  que  aflige  á  la  frontera,  diciendo  que  «los  fabricantes 
fle  los  Estados  centrales  de  la  República,  por  circunstancias  especiales, 
se  encuentran  al  abrigo  de  la  concurrencia  ruinosa  de  los  contraban- 
distas, y  piieden,  sin  arruinarse,  sufrir  recargos  que  nosotros  no  pode- 
tnos  reportar  por  la  imposibilidad  de  contener  el  contrabando,  que  hoy 
cuenta  con  un  aliciente  mayor  para  continuar  haciéndose.»  Aseguran 
que  el  impuesto  de  que  se  trata  pesa,  no  sobre  las  utilidades  sino  sobre 
el  capital,  «porque  no  tiene  en  cuenta  las  gabelas  de  los  Estados,  ni  de 
los  municipios,  ni  los  intereses  de  los  grandes  capitales  invertidos  en 
edificios  y  maquinarias,  ni  las  dificultades  nacidas  de  la  carestía  de  las 
materias  primas  y  de  los  subidos  Sialarios  de  oficiales  inteligentes,  que 
las  más  veces  se  hacen  venir  del  extranjero.»  Por  estos  y  otros  motivos 
íle  menor  peso,  los  quejosos  sostienen  que  «la  nueva  ley  tributaria  se 
aparta  de  los  principios  económicos  mejor  recibidos.»  Creo  haber  hecho 
un  fiel  extracto  de  los  nuevos  fundamentos  que  se  dan  al  amparo. 

Estudiar  y  resolver  las  dificilísimas  cuestiones  que,  ellos  presentan 
en  el  terreno  constitucional,  es  la  tarea  que  el  deber  me  impone,  y  ta- 
rea que  procuraré  cumplir,  por  más  que  desconfie  de  mis  fuerzas.  Para 
evitar  la  confusión  de  ideas  que  se  seguiría  de  tratar  á  la  vez  de  mate- 
rias tan  diversas,  me  empeño  en  seguir  el  método  que  dé  claridad  á  la 
■exposición  que  paso  á  hacer  de  mis  opiniones. 


A 


Entre  las  objeciones  que  contra  la  constitucioiíalidad  del  impuesta 
sobre  las  fábricas  se  han  hecho,  descuella  sin  duda,  por  el  vigor  del  ra- 
zonamiento y  por  el  respetable  apoyo  legal  en  que  se  funda,  la  que  se 
toma  de  la  fracción  II  del  artículo  32  de  la  Constitución,  á  efecto  de  sos- 
tener que  ese  impuesto  no  es  ni  proporcional  ni  equitativo.  De  esa  cues- 
tión debo,  pues,  de  preferencia  encargarme.  ¿Es  cierto,  preguntaré 
-afrontándola,  que  el  repetido  impuesto  carece  de  esos  requisitos,  porque 
sólo  afecta  á  ios  capitales  invertidos  en  fábricas  y  no  á  las  otras  indus- 
trias, porque  sólo  recae  sobre  los  pocos  Estados  en  que  hay  estableci- 
mientos fabriles,  y  porque  la  excepción  misma  en  favor  de  los  capitales 
menores  de  |500  establece  la  desigualdad  á  perjuicio  de  los  de  mayor 
cuantía?  ¿La  fracción  II  del  articulo  32  se  puede  entender  en  el  sentido 
de  que  para  que  la  contribución  sea  proporcional  y  eqiiitativa  debe 
ser  repartida  universalmente  entre  todos  los  capitales,  todas  las  indus- 
trias, de  manera  que  ninguno  quede  libre  de  su  peso?  Formulada  en 
estos  términos  precisos  la  cuestión  constitucional,  es  sencilla  y  fácil  su 
resolución. 

Porque  para  encontrarla,  no  es  necesario  remontarse  á  las  alturas 
de  la  ciencia  económica  en  busca  de  los  requisitos  que  debe  tener  un 
impuesto,  ó  siquiera  en  averiguación  de  las  cualidades  que  constituyen 
su  propor.ción  y  equidad.  Hay  verdades  de  sentido  comiin,  para  cuya 
prueba  la  ciencia  está  de  solara,  y  una  de  ellas  es  sin  duda  la  que  tra- 
tamos de  descubrir.  Es  en  efecto  una  verdad  de  innegable  evidencia, 
que  con  excepción  de  muy  pocos  impuestos,  y  no  son  por  cierto  los  más 
recomendados  por  los  economistas,  como  la  capitación,  no  los  hay  con 
un  carácter  de  universalidad  tan  absoluta,  que  pesen  sobre  todas  las 
personas  de  tal  modo  que  nadie  se  escape  de  ellos.  Las  confrib aciones 
más  conformes  con  los  principios  económicos,  la  directa  sobre  los  bie- 
nes raíces,  por  ejemplo,  no  grava  á  cuantas  personas  pueden  pagar  el 
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tributo,  ni  recae  sobre  todos  los  valores  que  puedan  soportarlo,  porque 
se  limita  á  los  propietarios  y  á  l«s  capitales  invertidos  en  tierras,  dejan- 
do de  pagarlo  el  inmenso  número  de  personas  que  no  son  propietarias. 
Recorriendo  el  largo  catálogo  de  impuestos  que  entre  nosotros  han  exis- 
tido, vemos  que  casi  ninguno  de  ellos  tiene  el  carácter  de  universalidad 
de  que  hablo,  sino  que  cada  uno  gravita  sobre  determinada  industria, 
giro,  capital,  etc.,  constituyenda  el  producto  de  todos  los  iugresos  del 
tesoro.  La  contribución  predial  se  paga  sólo  por  loa  propietarios;  la  de 
patente  por  los  dueños  de  giros  sobre  que  se  impone;  los  derechos  ma- 
rítimos por  los  que  hacen  el  comercio  con  el  extranjero,  etc.,  etc.,  y  na- 
die puede  calificar  de  despi'oporcionadas  esas  contribuciones  sólo  por- 
que hay  muchas  personas  que  no  las  pagan,  que  no  pueden  ni  deben 
pagarlas. 

Cierto  es  que  el  impuesto  sobre  ías  fábricas  recae. solamente  sobre 
los  capitales  invertidos  en  esta  industria,  y  sobre  los  fabricantes,  pocos 
como  lo  son  de  verdad  en  este  país;  pero  innegable  es  también  que  la 
contribución  predial  no  la  pagan  más  que  los  propietarios,  que  repre- 
sentan una  fracción  mínima  de  la  población  de  la  líepública.  Y  si  á  los 
quejosos  valiera  su  argumento  para  eximirse  de  un  impuesto,  porque 
solo  gravita  sobre  sus  fábricas,  él  serviría  del  mismo  modo  para  igua- 
les fines  á  los  importadores,  á  los  propietarios,  á  los  mineros,  á  todos 
cuantos  pagan  una  contribución  que  no  afecta  umversalmente  á  to- 
dos los  contribuj'entes  y  á  cuantos  pueden  serlo.  Esto,  como  á  la  sim- 
ple vista  i^e  nota,  no  puede  ser  porque  eso  es  el  absurdo. 

Tan  sencillas  reflexiones  como  estas  demuestran  evidentemente,  asi 
lo  creo  yo,  qtie  la  proporción  en  el  impuesto  no  se  toma  de  la  universa- 
lidad de  su  pago,  sino  de  su  relación  con  los  capitales  que  afecta.  Los 
economistas  por  esto  no  reputan  desproporcionada  i  la  contribución 
que  paguen  pocos  ó  muchos  en  virtud  de  ser  muchos  ó  pocos  los  due- 
ños de  los  valores  sobre  que  recaiga,  sino  á  la  que  se  exige  sin  tener 
en  cuenta  la  cuantía  ó  importación  de  esos  valores.  Una  contribución 
igual  para  todos  los  capitales,  sin  considerar  la  desigualdad  de  éstos, 
■seria  del  todo  desproporcionada.  Vista  la  cuestión  por  esta  faz,  y  en- 
tiendo que  es  como  debe  verse,  el  argumento  que  trato  de  satisfacer 
'  comienza  á  desplomarse,  falto  de  base. 

Y  por  lo  que  á  la  equidad  toca,  indisputable  como  lo  es  que  los  im- 
puestos deban  tener  ese  requisito,  procurando  repartirlos  equitativa- 
--mente  entre  todos  los  valores,  para  que  todos  en  "proporción  contribu- 
yan á  cubrir  los  gastos  ptiblicos,  tampoco  los  peticionarios  pueden  fun- 
dar sus  quejas,  y  menos  en  el  terreno  constitucional,  contra  el  que  ata- 
can. Porque  ellos  hablan  de  la  partida  XIV  del  articulo  1.°  del  presu- 
•puesto  de  ingresos,  considerándola  aislada  y  sin  tomar  en  cuenta  las 
otras  contribuciones  que  esta  ley  impone.  Si  el  erario  quiesiera  vivir 
aolo  de  las  fábricas,  razón  sobraría  para  quejarse  de  un  impuesto  falta 
de  equidad  sin  duda;  pero  cuando  el  presupuesto  enumera  y  detalla 

■  -otras  muchas  contribuciones  que  los  halDitantes  del  país,  qite  no  son  fa- 
■bricantes,  tienen  que  pagar,  no  hay  motivo  constitucional  para  decir  en 
justicia  qiie  se  ha  faltado  á  ese  reqiilsito  que  exige  el  articulo  32  en  el 
-reparto  del  impuesto,  solo  porque  no  se  ha  grabado  á  otras  industrias 
-que  pudieran  también  contribuir  para  las" atenciones  del  erario. 

\  Es  fácil  covencerse  de  esta  verdad,  solo  con  observar  que  para  que 
este  argumento  de  los  quejosos  fuera  fundado,  y  sobre  todo  para  que 
:él  motivara  un  recurso  de  amparo,  seria  preciso  que  existiera  algún 
íexto  en  la  Constitución,  que  obligara  al  legislador  á  no  decretar  más 
impuestos  que  los  que  afectaran  á  todos  ramos' de  la  riqueza  pública, 

■  sin  una  sola  excepción.  Y  ese  precepto  no  solo  no  existe,  sino  que  ni 
•puede  existir,  porque  sería  al^surdo.  La  teoría  constitucional  sobre  este, 
punto  no  es  esa,  es  esta  otra:  está  reservado  á  la  sabia  y  patriótica  dis- 

•  creción  del  legislaclor  no  solo  fijaj-  los  gastos  piiblicos  aumentándolos  & 

Votos.  Tomo  II— 2 
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disminuyéndolos,  segiin  lo  exijan  la  honra  y  los  intereses  del  país,  sino, 
decretar  aquellos  impuestos  que  juzgue  más  conformes  con  las  exig-en- 
cias  económicas;  sino  repartirlos  entre  los  valores  que  en  su  concepto 
los  reporten  con  menos  perjuicio  de  la  prosperidad  general;  sino  hasta 
exceptuar  del  gravamen  del  impuesto  á  aquellas  industrias  que  nece- 
sitan tal  protección.  Nadie,  ni  los  mismo  quejosos,  pueden  poner  en  du- 
da esas  verdades:  si  yo  necesitara  apoyarlas  en  alguna  autoridad,  ade- 
más de  la  que  les  da  la  razón,  diría  que  ellas  están  reconocidas  en  la 
Kepública  vecina,  cuya  prosperidad,  lo  mismo  que  sus  instituciones, 
quisiéramos  imitar.  Uno  de  sus  más  recientes  publicistas  enseña  estas 

doctrinas:  «El  poder  Legislativo  debe  tener  también  facultad para 

elegir  á  discreción  las  materias  que  han  de  pagar  cotribuciones.  La 
regla  de  uniformidad  requiere  que  dentro  de  los  límites  de  los  distritos, 
las  contribuciones  sean  proporcionales  entre  todas  las  materias  que  han 
de  pagarlas;  pero  no  requiere  que  todo  artículo  que  el  Legislativo  pue- 
da grava?'  con  la  contribución,  sea  de  hecho  gravado.y>  ^ 

He  dicho  que  ni  los  mismos  quejosos  dudarían  de  aquellas  verdades, 
porque  de  hecho  las  reconocen  y  las  sostienen.  Ellos  piden  para  las  fá- 
bricas de  hilados  y  tejidos  la  protección  que  leyes  antiguas  les  dispen- 
saron, eximiéndolas  de  ciertos  gravámenes  tributarios  A  conservar,  si- 
quiera en  parte,  esas  exenciones,  tienden  en  ixltimo  análisis  sus  esfuerzos 
en  este  amparo,  pretendiendo  quedar  libres  del  que  se  ha  decretado 
tiltimamente.  Y  solicitar  esa  protección  y  sostener  que  el  impuesto  que 
no  grava  á  todas  las  industrias;  sin  excepción  alguna,  es  an ti- constitu- 
cional, es  caer  en  una  contradicción  que  no  se  salva  fácilmente.  Apenas. 
la  hago  notar  muy  de  paso,  para  fijarme  en  la  consideración  de  que 
supuesto  que  los  peticionarios  reconocen  que  alguna  industria,  aunque 
sea  la  fabril,  puede  quedar  exenta  de  contribuciones  sin  infracción 
constitucional,  no  se  puede  atacar  el  impuesto  solo  porque  no  recaiga 
sobre  todos  los  valores  cuotizables.  Recogida  esta  confesión  de  los  que- 
josos mismos,  no  necesito  ya  extenderme  más  sobre  este  pxxnto,  porque 
entiendo  haber  dado  cumplida  respuesta  al  primero  de  sus  argumentos. 

Pero  nos  queda  viva  aún  otra  objeción  con  él  conexionada,  la  que- 
intenta  fundar  la  desproporcionalidad  del  impuesto  en  la  excepción  de 
los  capitales  menores  de  |500;  excepción  que  establece  una  desigualdad 
á  perjuicio  de  los  de  mayor  cuantía.  Yo  veo  esta  cuestión  de  un  modo 
absolutamente  diverso,  y  creo  que  esa  excepción  es,  por  el  contrario, 
la  prueba  de  que  el  legislador  quiso  guardar  la  proporción  conveniente 
entre  el  impuesto  y  el  capital.  Nadie  puede  desconocer  la  desigualdad 
de  condiciones  que  hay  entre  los  capitules  pequeños  y  los  grandes,  y 
son  obvias  las  razones  de  justicia  que  asisten  al  legislador  para  deter- 
minar el  minimum  del  valor  sobre  el  que  gravita  el  impuesto.  Exigir 
de  los  telares  imperfectos  del  pobre  industrial  la  contribución  que  pagan 
los  grandes  establecimientos  fabriles  de  los  ricos  capitalistas,  es  una. 
iniquidad  contra  la  que  se  rebela  la  justicia.  El  legislador,  como  pudo 
decir  quinientos  para  determinar  ese  minimum,  pudo  señalar  cien,  cin- 
cuenta, diez,  y  esto  no  puede  ser  ni  anti- constitucional  ni  censurable- 
Itajo  aspecto  alguno.  La  costumbre  de  nuestros  legisladores  de  excep- 
tuar del  impuesto  á  los  pequeños  capitales  industriales,  no  es  en  Méxi- 
co en  donde  únicamente  existe.  En  los  Estados-Unidos  es  doctrina  cons- 
titucional reconocida  esta:  «Como  asunto  de  política  interior  podría 
también  considerarse  conveniente  hacer  excepción  general  de  un  nú- 
inevo  bastante  de  instrumentos  industriales,  herramientas  ú  otros 
medios  de  subsistencia,  para  permitir  que  los  pobres  que  aun  no  llegan 
ala  mendicidad,  se  liberten  de  ser  una  carga  piiblica.»  2 

1  "The  legislature  must  also have  power  to  selecfc  in  its  discretion  the  subjects  of  taiation.. 

The  rule  of  uniformity  renuires  an  apportioment  aniong  all  the  subjects  of  taxatiou  -withiu  the  lUstricts; 
to-atit  does  not  require  "that  everything  whichthe  legislattre  mifrhtmake  taxable  shall  be  made  so  in 
fact."  Cooley — On  Comtitutional  linxitations.  4th-  Edihion,  pag-  640. 

2  "As  mattjr  of  State  pclio»  it  ¡uight  also  be  deeujed  proper  to  make  general  exemption  of  Buffi- 
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Ya  qne  de  satisfacer  objeciones  trato,  no  pasaré  adelante  sin  respon- 
der á  otra  qne  se  ha  pretendido  fundar  en  el  artículo  13  de  la  Consti- 
tución, calificando  de  privativa  á  la  ley  de  ingresos,  en  la  parte  que 
afecta  á  las  fábricas.  Mis  anteriores  demostraciones  sirven  ya  en  mu- 
cha parte  para  acreditar  que  esa  calificación  es  inexacta;  pero  para  aca- 
bar de  afirmarlo,  bastará  solo  considerar  que  no  pueden  tenerse  como 
privativas  aquellas  Jeyes  que  se  refieren  solo  á  determinada  clase  de. 
personas,  enrazón  de  íascircunstancias  especiales  en  que  se  encuentran, 
y  por  esto  nadie  califica  (\e  privativas  á  las  leyes  sobre  los  menores,  los 
incapacitados,  los  comerciantes,  los  quebrados,  los  militares,  etc.,  etc. 
Y  todas  las  razones,  que  no  necesito  exponer,  que  se  oponen  á  que  se 
haga  esta  calificación  de  tales  leyes,  existen  para  que  tampoco  se  llame 
privativo  al  impuesto  sobre  los  fabricantes,  propietarios,  agricultores, 
mineros,  exportadores,  etc.,  etc.  Tan  clara  me  parece  esta  verdad,  y  es^ 
tan  evidente  que  en  este  caso  no  está  violado  el  articulo  13,  que  perde- ' 
ría  un  tiempo  muy  valioso  si  me  detuviera  más  en  este  punto. 

Creo  que  lo  que  hasta  aquí  he  dicho  fija  la  genuina  significación  del 
articulo  32  de  la  Constitución,  y  convence  de  que  él  no  apoya  este  am- 
paro, y  esto,  aun  sin  inquirir  si  él  procede  en  caso  de  impuestos  despro- 
porcionados, cuestión  c^ue  reservo  para  su  oportunidad.  Este  texto 
efectivamente  no  puede  entenderse  en  el  sentido  de  que  la  contribu- 
ción, para  ser  proporcional  y  equitativa,  debe  también  ser  universal, 
porque  esto  importaría  un  imposible  económico,  puesto  que  solo  estan- 
do la  riqueza  repartida  universalmente,  |la  contribución  tenia  que  ser 
universal  para  ser  equitativa.  Este  texto  no  puede  condenar  los  impues- 
tos que  solo  recaigan  sobre  giros  ó  industrias  especiales,  porque  la  Cons- 
titueión  reconoce  terminantemente  la  legitimidad  de  algunas  contribu- 
ciones que  solo  afectan  á  determinadas  pei'sonas  y  capitales,  como  los 
derechos  de  importación,  el  papel  sellado,  etc.,  y  este  Código  no  puede 
estar  en  contradicción  consig'o  mismo.  Este  texto,  lejos  de  coartar  la 
acción  de  los  Poderes  federales,  locales  ó  municipales,  en  la  elección  de 
los  valores  sobre  que  recaiga  la  contribución,  les  reconoce  su  libertad 
para  hacerle,  su  discreción  para  decretarla  de  la  manera  que  la  crean 
más  proporcional  y  equitativa.  Si  no  fuera  esta  la  inteligencia  que  debe 
darse  al  artículo  32,  sino  la  que  estoy  combatiendo,  tendríamos  que  con- 
fesar que  el  sistema  federal  era  ruinoso  para  la  riqueza  pública,  á  la 
par  que  disolvente  del  orden  político.  Si  la  Federación,  el  Estado  y  el 
Municipio  hubieran  de  vivir  de  impuestos  sobre  todos  los  valores  que 
pueden  g-ravarse,  el  fisco,  bajo  esa  triple  y  monstruosa  forma,  devora.- 
ria  pronto  á  todos  los  capitales,  y  esto,  después  de  haber  ocasionado- 
conflictos  de  tal  gravedad  éntrelos  Poderes  federales,  locales  y  munici- 
pales, que  se  habría  llegado  al  caos  en  el  rég'imen  político,  antes  de  pre- 
senciar el  aniquilamiento  de  la  riqueza  piíblica. 

Si  bien  he  dejado  ya  contestado  el  principal  de  los  argumentos  de 
los  peticionarios  (no  sé  si  me  engaño  mucho  al  creerlo  asi),  no  está  ni 
con  mucho  agotada  esta  materia,  pues  insistiendo  estos  en  que  la  cuota 
del  nuevo  impuesto  es  tan  alta  que  «invade  la  mayor  parte  de  los  frutos 
del  trabajo,»  é  invocando  el  artículo  4.°  de  la  Constitución,  que  creen 
por  ese  motivo  violado,  tengo  aim  que  encargarme  de  las  dificilísimas 
cuestiones  á  que  da  origen  la  teoría  constitucional  del  impuesto,  añ'on- 
tando  así  la  parte  más  delicada  de  la  tarea  que  debo  llenar.  Pero  antes 
de  entrar  á  ese  escabroso  terreno,  me  es  indispensable  hacer  mía  adver- 
tencia. En  mi  calidad  de  Magistrado  yo  no  tengo  más  misión  que  la  de 
resolver  si  el  acto  reclamado  en  el  amparo  está  ó  no  condenado  por  al- 
gún texto  de  la  ley  fundamental:  yo  no  debo  discutir  teorías  econórhi- 
cas,  ni  averiguar  si  el  impuesto  objetado  lo  pagan  los  fabricantes  de  su 

■clent  of  the  tools  of  trade,  or  othermeans  of  support,  to  enable  tlie  peor  man  not  jet  a  pauper,  to  escar- 
ie becomiug  a  puhblig  burden."  Cooley — Obr:  cit-.  pag- 641. 
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exclusivo  capital,  ó  si  él  alcanza  al  de  los  consumidoree,  repai'tiétidose 
así  entre  ambos.  Mi  deber  aqiii  no  es  resolver  cuestiones  económicas, 
idilio  solo  fallar  las  constitucionales.  Me  era  preciso  hacer  esta  explícita 
declaración,  para  que  no  se  extrañe  que  pase  en  silencio  materias  que 
creo  que  no  son  de  mi  competencia. 

Comenzaré  por  precisar  la  cuestión  constitucional  que  según  mi 
sentir  hay  que  resolver.  Es  esta:  ¿Pueden  los  tribunales  juzgar  de  la 
|)roporción  del  impuesto  con  relación  al  capital?  ¿Caándo,  en  qué  casos 
íes  es  licito  intervenir  en  los  actos  del  Poder  Legislativo,  relativos  á  su 
facultad  de  decretar  las  contribuciones  necesarias  para  cubrir  los  gas- 
ios  piiblicos?  Anunciar  estas  cuestiones,  es  hacer  patente  la  necesidad 
ie  penetrar  hasta  en  la  parte  más  difícil  de  la  teoría  constitucional  del 
impuesto.  Si  «I  deber  no  me  obligara  á  fundar  mis  opiniones,  seguiría 
ias  indicaciones  de  mi  insuficiencia,  y  no  hablaría  siquiera  de  estas 
materias. 

Sin  doctrinas,  sin  precedentes,  sin  ejecutorias  entre  nosotros,  esas 
graves  cuestiones  tienen  á  la  vez  una  novedad  completa  y  una  impor- 
tancia indisputable.  Delicada  y  difícil  como  su  resolución  es,  no  he  que- 
rido fiarme  de  mis  propios  razonamientos,  sino  que  he  ocurrido  ala  fuen- 
te de  nuestro  Derecho  constitucional,  á  la  jurisprudeacia  americana,  ea 
busca  de  doctrinas  que  ilustren  mi  opinión,  en  solicitud  de  fundamentos 
para  el  voto  que  voy  á  dar.  Y  debo  decirlo  de  una  vez:  los  he  encontra- 
do tan  sólidos  y  robustos,  que  creo  que  satisfarán,  como  me  satisfacen 
á  mí,  á  quien  quiera  que  estas  importantes  materias  estudie  y  profundi- 
ce. Hé  aquí  las  teorías  americanas  expuestas  por  sus  más  respetables 
autoridades: 

Explicando  Marshall  en  una  de  las  sentencias  más  notables  de  la  Su- 
prema Corte  de  los  Estados  Unidos,  la  naturaleza,  extensión  y  límites 
de  la  facultad  de  decretar  impuestos,  habla  en  estos  términos:  «La  fa- 
cultad de  imponer  contribuciones  al  pueblo  y  á  sus  bienes,  es  esencial 
para  la  existencia  misma  del  gobierno,  y  puede  legítimamente  ejercer- 
se en  los  objetos  á  que  es  aplicable,  hasta  el  último  extremo  á  qae  el  go- 
bierno quiera  llevarla.  La  única  g'arantía  contra  el  abuso  de  esta  facul- 
tad, se  encuentra  en  la  estructura  misma  del  gobierno.  Al  crearse  una 
contribución,  el  Legislativo  es  quien  la  impone  al  pueblo,  y  esto  es,  ea 

general,  una  garantía  contra  los  impuestos  injustos  y  onerosos   

JEs  incompetente  el  Poder  judicial  para  averiguar  llanta  qué  grado  el 
impuesto  es  el  uso  legal  del  poder,  y  en  qué  grado  comienza  el  abuso 
de  la  facultad  de  imponerlo.-»  ^  Estas  palabras  del  eminente  juriscon- 
sulto, resolviendo  un  caso  en  el  año  de  1819,  han  fijado  el  principio  de 
que,  en  general,  no  toca  á  ios  tribunales  averiguar  qué  límite  separa  el 
uso  del  abuso  en  el  poder  de  decretar  impuestos.  Ese  principio  está  con- 
sagrado en  innumerables  ejecutorias  federales  y  locales,  y  está  acepta- 
do umversalmente  por  los  publicistas. 

Pero  él  tiene  excepciones,  como  las  tienen  todos  los  principios  jurí- 
dicos. Un  autor  contemporáneo  se  hace  cargo  de  ellas  al  examinar  la 
cuestión  de  si  la  facultad  de  decretar  contribuciones  es  de  tal  modo  ili- 
mitada, que  no  tengan  correctivo  los  abuses  que  sobre  esto  puede  co- 
meter el  Congreso,  y  habla  asi:  «Hay  muchos  casos  de  actos  inconstitu- 
cionales de  los  representantes  del  pueblo,  los  cuales  sólo  pueden  reme- 
diarse por  la  elección  popular;  y  hay  otros  en  que  la  linea  de  diferencia 
entre  lo  que  es  permitido  y  lo  que  no  lo  es,  es  tan  imperceptible  y  os- 
caira,  que  la  decisión  del  Legislativo  debe  aceptarse  como  final,  aua 

1  "The  poírer  of  taximg  the  people  and  their  property  is  essential  to  t.he  Tery  eiistenGe  of  govern- 
ment  and  may  be  legitimately  exercised  iu  the  objects  to  which  it  is  applicable  to  the  utmost  extent  ta 
wliich  the  go  rerntüent  may  cíioose  to  carry  it-  The  only  seciurity  agaiast  the  abuse  of  this  power  is  foiind 
in  the  stnicture  of  the  governmeut  itself-  In  imposing  a  tati  the  legislatiire  acts  upoa  its  oonstituents. 

It  is  in  general  a  sufficient  secuñty  against  erroneous  and  oppresive  taxation- "It  is  unht  for  the 

judicial  department  to  inquire  what  degree  of  taxation  is  the  legitímate  use  and  what  degree  maí 
asiount  to  the  abuse  of  tlie  power"  Mac  Culloc  v-  Marylaad-  Wheatoa,  rol-  i,  págs.  428  y  430. 
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cuando  la  opinión  judicial  sea  diferente;  Pero  hay  todavía  otros  en  que 
es  enteramente  posible  que  el  Legislativo  traspase  de  una  manera  tan 
palpable  los  limites  de  la  autoridad  debida,  que  no  podemos  dudar  del 
derecho  que  tienen  los  tribunales  para  intervenir  impidiendo  lo  qw 
sólo  puede  considerarse  como  una  cruel  extorsión;  pero  siempre quela 
naturaleza  del  caso  sea  tal,  que  la  acción  judicial  pueda  ser  ejercida.n ^^ 
La  fijación  de  los  gastos  públicos  es  una  de  esas  materias  que,  según 
estas  doctrinas,  son  de  la  exclusiva  competencia  del  legislador,  sin  que 
los  triljunales  puedan  en  caso  alguno  intervenir  en  ella.  Si  el  Congreso 
abusa  decretando  en  el  presupuesto  más  gastos  que  los  qtie  el  país  per- 
mita ó  soporte,  tal  abuso  no  tiene  más  remedio  que  el  derecho  del  pue- 
blo para  elegir  otros  representantes  que  cuiden  más  de  sus  intereses. 
Y  caso  en  que  á  los  tribunales  sea  lícito  juzgar  de  los  abusos  legislati 
vos  en  esta  materia,  de  acuerdo  con  las  mismas  doctrinas,  será  cuando 
el  Congreso  prostituya  sus  poderes,  hasta  el  extremo  de  decretar  im- 
puestos, no  para  atender  á  los  gastos  piiblicos,  sino  para  favorecer  em 
presas  ó  especulaciones  privadas;  hasta  el  extremo  de  arrebatar  á  un 
^propietario  su  fortuna;  hasta  el  extremo  de  hacer  de  la  contribtición  un 
verdadero  despoje  de  la  propiedad.  «No  está  en  las  facultades  del  Le 
gislativo,  dice  á  este  propósito  un  publicista  en  una  monografia  recien 
te  sobre  la  teoría  constitudonal  del  impuesto,  no  está  en  las  facixltades 
del  Legislativo  ceder  á  una  persona  los  bienes  de  otra,  á  titulo  de  con- 
tribución, ó  hacer  recaer  todo  el  peso  de  un  impuesto  de  algiin  Estado 
sobre  una  sola  persona.  Estas  facultades  absolutas  3'  arbitrarias  no  tie- 
nen lugar  en  un  gobierno  arreglado  á  la  ley.»  2 

Eespecto  del  reparto  del  impuesto  entre  los  contribuyentes,  de  su 
cuota,  de  su  proporción  con  el  capital,  cuestión  que  de  preferencia  d<- 
bemos  considerar,  porque  es  de  la  que  en  este  amparo  se  trata,  puedn 
decirle  que  la  teoría  americana  está  compendiada  en  la  siguiente  doc- 
trina de  un  publicista,  doctrina  establecida  por  un  gran  número  de  eje- 
cutorias que  cita  y  á  las  que  se  refiere,  y  que  han  fijado  la  jurispruden- 
cia constitucional  sobre  este  punto:  «Después  de  lo  expuesto,  se  verá 
con  claridad  que  no  es  esencial  para  la  validez  de  la  contribución  qui; 
ella  se  imponga  con  sujeción  alas  reglas  de  la  justicia  abstracta.  Loque, 
tínicamente  es  esencial,  es  que  el  Legislativo  se  mantenga  dentro  de  los 
limites  de  su  verdadera  esfera  de  acción,  y  que  no  imponga,  con  el  nom- 
bre de  impuestos,  exacciones  que  no  lo  sean  verdaderamente:  su  deci- 
sión en  lo  que  es  propio,  justo  y  político,  debe  ser  finaly  conclusi^  a.  La 
absoluta  igualdad  y  la  estricta  justicia  no  pueden  alcanzarse  en  los  pro- 
cedimientos para  crear  contribuciones.  Debe,  pues,  dejarse  al  Legisla- 
tivo que  decida  por  si  hasta  qué  punto  es  posible  acercarse  á  tan  ape- 
tecible resultado En  estas  materias,  sin  embargo,  no  cabe  cues- 
tión constitucional  alguna,  y  la  decisión  legislativa  es  concluyente.»  3 
'  Es,  pues,  el  principio  general  en  estas  materias,  que  toca  al  Poder 
Legislativo  pronunciar  la  última  palabra  en  las  cuestiones  de  impues- 

1  "Ther*  ara  many  cases  of  v.n  constitiitional  actiou  by  the  leprf  sentatives  of  the  people  víhich  can 
be  reachtd  <mly  thrf  ugh  the  ballet  boi:  and  there  are  other  cases  whtre  the  line  of  dlstiDction  between 
that  whlch  is  allowable  and  that  which  is  not,  Is  so  faint  aud  shado»  y  Ibat  the  decisif  n  of  the  legislatu- 
re  miist  te  accepted  as  final,  eien  though  the  jndicial  opinión  might  be  difftreut-  'But  there  are  still 
other  cases  where  it  is  entirely  possible  for  the  legislature  so  clearly  to  erceed  the  bounds  of  due  autho  ■ 
rity,  that  we  cannot  doobt  the  rigth  of  the  courts  to  interfere  and  check  ■what  can  only  be  looked  upsu 
as  ruthless  extortion,  pro-'ided  the  nature  of  tlie  case  is  such  that  indicial  process  can  attord  relief-' 
Coole>.  Obra  citada,  pág-  608- 

2  "It  is  not  the  pover  of  the  legislature.  under  the  guise  of  taxation  to  gi^e  the  prepcrty  of  A  to  B 
or  to  impose  the  »hole  burden  of  a  tax  for  the  Stat--  upon  one  person.  Such  absolute  arbitrary  powers 
have  no  place  in  a  goternment  regulated  by  law."  Burroughs-  On  law  of  taxation-— Kdición  de  1877i 
pág.  22. 

3  "It  will  be  apparent  from  what  has  alreadT  been  said.  that  it  is  not  essential  to  the  validity  of 
taxation,  that  it  be  le\ied  according  to  rules  of  abstract  justice-  It  is  only  essencial  that  the  legislatu- 
re keep  vithin  its  proper  sphere  of  ac*ion  and  not  impose  burdeus  wnder  the  ñame  of  taMitiou  wlnch  are 
not  taxes  in  fact;  aud  its  decisión  as  to  what  is  proper,  just,  aud  politic.  must  theu  be  Cual  and  concln- 
sive.  Abi-obite  tquality  and  strict  justice  are  »natiainable  in  tax  proceediugs-    The  legislature  must  bu, 

laft  to  decide  for  itself  how  nearly  it  is  possible  to  approximate  so  desirable  a  result Neverthtlets. 

no  questiou  of  constitutional  law  is  involved  in  these  cases,  and  the  legislative  control  is  complete-" 
Cooley.  Obra  cit-,  págs-  633  y  639- 
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to^!,  siendo  final  y  conchisiva  su  (iecisión  sobre  lo  que  es  propio,  juíto  y 
político  en  ellas,  y  sin  que  puedan  los  tribunales  revisar  esa  decisióa 
para  inquirir  basta  qué  grado  la  cuota  del  impuesto  es  el  ejercicio  legi- 
timo del  poder,  y  en  cuál  otro  comienza  su  abuso.  Y  la  excepción  que 
ese  principio  sufre,  tiene  lug-ar  cuando  el  Congreso  ha  traspasado  los 
limites  de  sus  poderes,  y  ha  decretado,  con  el  nombre  de  impuestos,  lo 
que  es  solamente  expoliación  de  la  propiedad,  conculcando  no  sólo  los 
preceptos  constitucionales  que  no  toleran  la  arbitrariedad  y  el  despo- 
tismo, sino  las  más  claras  reglas  de  la  justicia.  «Si  tan  palpable  y  fla- 
grante fuere  la  violación  de  las  reglas  de  la  equidad  en  el  gravamen 
impuesto  (usaré  de  las  enérgicas  palabras  de  una  ejecutoria  del  Estado 
de  lowa),  si  la  contribución  se  establece  en  beneficio  de  unos  cuan- 
tos ....  no  importa  la  forma  en  que  el  poder  se  ejerza ....  ese  impuesto 
debe  considerarse  prohibido  por  el  precepto  constitucional  escrito  pai-a 
proteg*er  los  derechos  privados  contra  la  opr^-sión.»  ^  Estos  graves  abu- 
sos del  Podar  Legislativo  no  pueden  quedar  sin  represión,  sino  que  tie- 
nen que  sufrir  la  suerte  que  en  un  gobierno  libre  del)en  tener  todas  las 
usurpaciones  de  poder,  según  se  expresa  uno  de  los  comentadores  de 
la  Constitución.  2 

Creo  que  la  exposiclóu  de  esas  teorías  es  su  demostración:  tan  cla- 
ras y  justas  así  me  parecen.  Abstracción  hecha  de  las  muy  respetables 
autoridades  que  las  profesan,  y  de  las  obvias  consideraciones  que  nos 
IK'van  á  la  jurisprudencia  americana  en  busca  de  precedentes  paranues- 
tro  derecho  constitucional,  la  razón  pura  que  recomienda  á  estas  doc- 
trinas, se  impone  de  tal  modo  á  nuestro  ánimo,  que  nos  obliga  á  reco- 
nocerlas y  aceptarlas.  Si  bien  nosotros  debemos  proclamar  con  un  Ma- 
gistrado de  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos,  la  máxima  de  que 
«en  uu  gobierno  libre  los  derechos  de  propiedad  y  de  seguridad  de  los 
ciudadanos  no  pueden  estar  á  la  absoluta  é  ilimitada  discreción  del  des- 
potismo, aunque  este  se  ejerza  por  muchos  con  el  nombre  de  Congre- 
so,» 3  tenemos  también  que  confesar  con  los  publicistas  de  ese  país  que 
los  tribunales,  en  tesis  general,  son  incompetente  para  corregir  los  abu- 
sos de  la  acción  legislativa  en  esa  materia,  salvos  aquellos  atentados 
que  constituyen  la  excepción  de  la  regla,  de  que  antes  he  hablado:  te- 
nemos que  confesar  que  el  correctivo  de  estos  abusos  está  en  la  estruc- 
tura misma  del  gobierno,  para  usar  de  las  palabras  de  Marshall,  y  no 
en  los  recursos  judiciales. 

He  dicho  que  la  razóu  pura  recomienda  y  apoya  esas  teorías,  y  debo 
probarlo.  Sólo  borrando  la  línea  que  divide  las  atribuciones  de  los  po- 
deres legislativo  y  judicial,  sólo  negando  á  éstos  su  respectiva  indepen- 
dencia en  la  órbita  que  les  pertenece,  se  puede  mantener  la  interven- 
ción judicial  en  todos  los  actos  legislativos  sobre  impuestos,  que  impor- 
ten un  abuso,  un  error.  Esta  Corte  no  podría,  sin  arrogarse  un  carácter 
político  que.no  tiene,  declarar  que  el  presupuesto  de  egresos  decretado 
por  el  Congreso  es  excesivo,  ó  siquiera  que  alguna  de  sus  partidas  im- 
porta uu  gasto  superfino,  que  se  debe  suprimir.  Tampoco  podría,  sin 
olvidar  por  completo  su  misión,  juzgar  de  la  necesidad,  de  la  convenien- 
cia ])olítica,  ó  aun  de  los  motivos  económicos  de  los  impuestos  votados 
en  la  lej^  de  ingresos,  ni  auu  con  el  pretexto  de  decirse  que  pesan  de- 
masiado sobre  el  pueblo,  que  son  ruinosos  para  la  riqueza  públi- 
ca, etc.,  etc.  Sería  igualmente  incompatible  con  el  ejercicio  de  la  ma- 
gistratura, inquirir  si  el  i.npuesto  debe  afectar  tales  capitales  mejor  que 
á  determinada  industria,  si  la  contribución  directa  es  mejor  que  la  in- 
directa, si  los  aranceles  marítimos  son  altos  ó  bajos,  etc.,  etc.  Pretender 

1  "If  there  be  snch  a  ílagrant  and  palpable  departure  from  equity  ia  the  bvirclen  imposed,  if  it  be 

imposed  for  the  beneHt  of  other it  is  not  matter  íq  what  forní  the  power  Is  exercised it  must 

be  regarded  as  coming  within  the  prohibition  of  the  constitution  desigued  to  protect  prívate  rights 
against  opression."  Morfost  v-  Unger  &  lova — 92. 

2  SegdTick,— On  Const.,  par.  414. 

3  Mr.  Justice  Miller — Loan  association  t,  Topeka-"VfaUaos'«  reporta,  vol,  20,  pág,  662, 
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■que  los  tribunales  hag*an  algo  de  eso,  es  querer  que  se  conviertan  en 
parlamento,  es  querer  que  hagan  política  y  no  que  administren  justicia, 
*)S  querer  poner  un  tutor  al  Cuerpo  Legislativo,  quitándole  su  indepen- 
dencia; es,  en  fin,  querer  confundir  monstruosamente  las  atribuciones 
de  los  poderes  Legislativo  y  Judicial.  Esto  no  se  puede  hacer,  si  se  han 
de  respetar  los  principios  cardinales  de  la  Constitución,"^  principios  sin 
los  que  es  imposible  todo  gobierno.  De  notarse  es,  aunque  sea  muy  de 
paso,  que  estas  demostrañones  abstractas  concurren  con  las  que  ae  pu- 
dieran tomar  de  nuestros  testos  constitucionales,  para  acabar  de  afir- 
mar la»  teorías  que  estudio. 

Pero  en  todas  esas  materias,  se  dirá,  pueden  cometerse  gravísimos 
abusos  por  espíritu  de  partido,  por  perversidad,  por  ignorancia,  por 
error.  ¿Silos  tribunales  son  incompetentes  para  reprimirlos,  han  de  que- 
dar ellos  sin  remedio?  No,  sin  duda  alguna:  ntiestras  sabias  institucio- 
nes lo  dan  y  más  eficaz  que  cualquiera  otro  sistema  político  conocidjo. 
El  remedio  de  esos  abasos  está  en  la  estructura  misma  denuestro  gobier- 
no, repetiré  otra  vez  ésta  profunda  observación  de  Marshall;  eí>tá  en  el 
patriotismo,  en  la  sabiduría,  en  la  justicia  de  los  representantes  del  ¡.ue- 
TjIo;  está  en  el  mismo  interés  de  éstos,  porque  debiendo  su  elección  á 
sus  comitentes,  no  pueden  atentar  contra  los  intereses  de  estos,  sin  ha- 
cerse indignos  de  su  confianza,  que  á  toda  costa,  asi  es  de  suponerse, 
deben  procurar  conservar.  Intima  y  necesaria  relación  hay,  pues,  entre 
el  buen  uso  que  el  Congreso  debe  hacer  de  sus  poderes  y  la  libertad 
electoral;  niás  aún,  esta  es  la  garantía  de  aquel.  Si  los  diputados  son  de 
verdad  los  elegidos  del  pueblo,  imposible  será,  en  la  generalidad  de  los 
casos,  que  éstos  abusen  de  sus  poderes  á  perjuicio  de  intereses  ajenos  y 
propios.  Mas  si  á  pesar  de  esto  lo  hicieren,  la  corrección  eficaz  se  en- 
cuentra luego  en  el  ejercicio  del  derecho  electoral,  como  dicen  los  ame- 

-ricanos,  i  en  el  derecho  q^  el  pueblo  tiene  cada  dos  años  de  elegir  re- 
presentantes que  sepan  cuidar  de  sus  intereses.  En  la  libertad  del  su- 
fragio, según  la  estructura  de  nuestras  instituciones,''está,  pues,  el  re- 
medio délos  abusos  del  poder  Legislativo. 

En  ningiin  sistema  de  gobierno  los  intereses  populares  están  másga- 

.  rantidos  que  en  el  representativo  que  nosotros  tenemos.  Si  el  poder  que 
ha  de  decretar  el  impuesto  no  emana  del  pueblo,  cuando  aquel  abuse, 
éste  no  puede  buscar  el  remedio  de  sus  males  más  que  en  la  rebeliúu. 
Es  una  de  las  excelencias  del  sistema  inglés  que  hemos  adoptado  cues- 
te punto,  no  dejar  que  se  llegue  á  estos  peligrosos  extremos.  Si  el  dipu- 
tado no  ha  de  dar  más  recursos  al  gobierno  que  los  que  sus  comitentes 

■  quieran  ó  permitan,  es  seguro  que  el  pueblo  no  tendrá  que  lamentarlos 
abusos  legislativos  en  materia  de  impuestos.  Pero  todo  esto,  como  se 
ve,  está  sapientísimamente  calculado  bajo  la  base  de  que  exista  de  ver- 
dad el  sistema  representativo,  de  que  el  pueblo  nombre  sus  diputados,  de 
que  éstos,  sobre  toda  consideraciÓQ,  atiendan  álos  intereses  cuya  guar- 
da se  les  ha  confiado.  Si  nada  de' esto  sucede entonces  ni  se  pue- 
de culpar  á  las  instituciones  de  los  abusos  de  poder  que  de  su  inobser- 
vancia se  siguen,  ni  menos  ir  á  los  tribunales  en  demanda  de  remedios 
que  reagravan  el  mal,  confundiendo  la  naturaleza,  misión  y  atribucio- 
Ties  de  los  poderes  públicos. 

Solo  cuando  los  atentados  dellegislador  sean  tan  graves  que  él  tras- 
pase el  limite  de  sus  facultades  constitucionales,  dicen  los  americanos, 
es  lícito  á  los  tribunales  conocer  de  los  abusos  legislativos  en  materia 
de  impuestos.  Esta  doctrina  no  necesita  demostración.  En  este  caso  la 
apelación  al  sufragio  popular  sei'ia  estéril,  porque  los  derechos  de  pro- 
piedad y  de  seguridad  amenazados  serían  hollados  sin  remedio;  y  por 
esto  lostribunales  para  hacer  respetar  las  garantías  individuales,  tie- 
inen  la  misión  y  el  deber  de  intervenir  en  ese  caso  supremo;  y  para  que 

1    Burrouligs.  Obr-  cit-i  p&g-  S07i 
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no  se  erija  en  gobierno  el  despotismo  de  mtichos  con  infracción  de  la. 
Constitución,  esta  Corte,  guardián  de  ella,  debe  apresurarse  á  proteger 
y  amparar  los  derechos  del  hombre  contra  toda  opresión. 

Expuestas  así  las  opiniones  que  profeso  sobre  la  teoría  constitucio- 
nal del  impuesto,  no  necesito  ya  decir  que  creo  que  no  cabe  el  ampara 
por  el  capítulo  que  he  estado  examinando:  más  aún,  que  esta  Corte  es 
incompetente  para  juzgar  de  lus  actos  del  Congreso,  y  resolver  si  la 
cuota  del  impuesto  sobre  las  fábricas  es  ó  no  proporcionada  al  capital. 
Entiendo  que  este  caso  cae  de  lleno  bajo  el  imperio  del  principio  que 
proclama  decisiva  y  concluyente  la  resolución  del  legislador,  sin  recur- 
so alguno  á  los  tribunales.  Si  se  tratare  aquí  de  algún  grande  abuso 
del  Congreso;  si  éste  hubiera  querido  que  el  erario  viviera  solo  de  las 
fábricas  hasta  devorarlas;  si  á  titulo  de  impuesto  hubiera  decretado 
una  expropiación;  si  hubiera,  en  fin,  cometido  una  flagrante  y  palpable 
infracción  de  los  principios  de  la  proporción  y  de  la  equidad,  habriaen- 
tonces,  en  mi  sentir,  lugar  al  amparo;  pero  como  nada  de  esto  sucede, 
lo  creo  infundado  é  improcedente. 

Necesito  para  afiruiar  estos  conceptos,  para  probar  que  no  estamos 
en  el  caso  de  alguna  de  las  excepciones  que  yo  admito,  decir  dos  pala- 
bras sobre  este  punto.  Basta  la  lectura  de  los  autos  para  convencerse 
de  que  no  se  trata  aquí  de  ninguno  de  los  atentados  que  dan  lugar  á 
esas  excepciones.  El  lenguaje  mismo  de  los  quejosos, enérgico  comoes, 
da  testimonio  de  ello.  Pero  hay  á  mayor  abundamiento  otras  pruebas 
que  no  dejan  lugar  á  la  duda. 

Cuando  se  discutía  por  la  prensa  el  nuevo  impuesto,  y  se  trataba  de 
saber  hasta  dónde  era  ó  no  excesiva  su  cuota,  se  aseguró  en  algún  im- 
preso en  esta  capital,  que  una  fábrica  de  las  del  Distrito  federal  paga- 
ba anualmente  al  erario  la  cantidad  de  |108,270  00,  saliendo  así  recar- 
gada cada  pieza  de  manta  en  77  es.  Un  diputado,  miembro  de  la  Comi- 
sión de  presupuestos,  salió  á  la  defensa  de  su  dictamen,  y  después  de 
analizar  los  cálculos  en  que  se  basaban  aquellos  resultados  aritméticos, 
■  llegó  á  esta  consecuencia:  una  de  esas  fábricas  no  tiene  que  pagar  ca^ 
da  año  más  que  |9,650,  tocando  á  cada  pieza  de  manta  la  pequeña  su- 
ma de  |0,0(;8  es.  Y  para  hacer  más  perceptible  lo  módico  de  la  cuota 
del  impuesto,  creyó  conveniente  comparar  éste  con  el  que  pagan  el 
maíz,  el  trigo  y  el  frijol,  y  aseguró  que  estos  artículos  están  más  recar- 
gados que  las  mantas,  i 

Si  he  hecho  referencia  á  estos  cálculos,  no  es  porque  yo  pretenda 
Juzgar  de  su  exactitud;  es  solo  para  evidenciar  que  el  nuevo  impuesto 
dista  mucho  de  constituir  uno  de  esos  atentados  que  legitiman  la  ínter- 
Tención  fie  los  tribunales  en  estos  asuntos.  Atendiéndose  á  los  cálcu- 
los mismos  de  los  impugnadores  del  impuesto,  se  adquiereluego  el  con- 
vencimiento de  que  aquí  no  existe  atentado  alguno  de  esa  clase.  Peca- 
rá la  contribución  conha  las  reglas  de  la  estricta  justicia,  contra  loa 
principios  de  la  igualdad  absoluta;  contendrá  errores  económicos;  es- 
tará basada  en  malos  cálculos;  pero  nada  de  esto  es  objeto  de  un  ampa- 
ro, porque,  repetiré  con  Cooley,  esas  materias  quedan  reservadas  á  la 
discreción  del  legislador  para  que  las  resuelva  de  un  modo  definitivo  y 
final. 

Lugar  oportuno  es  este,  y  antes  de  pasar  adelante,  de  decir  algo  so- 
bre la  infracción  que  se  alega  del  art.  4°  dé  la  Constitución.  Mis  ante- 
riores demostraciones  me  excusan  de  extenderme  sobre  este  punto,  por 
que  ellas  sirven  para  hacer  ver  que  no  existe  tal  infracción.  Ese  articu- 
lo garantiza  la  libertad  del  trabajo  y  prohibe  que  se  impida  el  aprove- 
chamiento de  sus  productos;  pero  no  se  refiere  ni  de  lejos  á  los  impues- 
tos que  al  mismo  trabajo  afectan.    ¿Cómo  podría  sostenerse  seriamente 

1    El  recurso  de  amparo  con  relación  al  uueTO  impuesto  que  eraya  los  tejidoi  de  lana  y  algodón, 
«i  Sr.  E.  Ordái,  páginas  51  á  57-  : 
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que  rma  contribución  que  siempre  recae  sobre  los  frutos  del  trabajo, 
está  crmprendida  en  la  prohibición  de  ese  artículo?  Esto  equivaldría  á 
decir  que  todas  las  contribuciones  son  anticonstitucionales.  ¿Pero  has- 
ta dónde  éstas  pueden  invadirlos  frutos  del  trabajo?  preguntaré  tisan- 
do  de  las  mismas  palabras  de  los  quejosos.  ¿Puede  el  legislador  expro- 
piar, disponer  de  todos  sus  rendimientos,  no  respetar,  en  íin,  los  dere- 
chos de  propiedad?  ¿Qué  limite  d^be  tener  el  impuesto;  hasta  dónde  so 
puede  alzar  su  cuota  licitamente,  y  en  qué  grado  comienza  el  abuso  del 
poder  Legislativo  sobre  este  punto?  Presentar  esta;»  cuestiones  bajo  es- 
ta faz,  que  de  seguro  es  la  que  les  corresponde,  es  ver  que  no  se  trata 
en  ellas  de  la  aplicación  del  articulo  á*. ,  sino  de  otros  preceptos  á%  la 
CoPstitiición.  Y  tratadas-anteriormente  estas  cuestiones.y resueltas, co- 
mo creo  que  deben  resolverse,  no  es  ya  necesario  ocuparse  más  de 
ellas. 

Resumiendo  en  pocas  palabras  mis  demostraciones,  creo  haber  pro- 
bado las  siguientes  verdades: 

I.  No  es  anticonstitucional  el  impuesto  que  pesa  sobre  ciertas  indus- 
trias ó  capitales.  El  legislador  tiene  libertad  para  elegir  los  valores  so- 
bre los  que  el  gravamen  recajga,  aun  exceptuando  expresamente  de  él 
á  algunos,  ya  por  razón  de  su  poca  importancia,  ó  por  otra  considera- 
ción política  ó  económica. 

II.  No  es  privativa  en  el  sentido  del  artículo  13  de  la  Constitución  la 
ley  que  impone  contribuciones  á  determinados  giros  ó  industrias. 

III.  No  toca  á  los  tribunales  corregir  los  abusos  que  el  Congreso 
puede  cometer  decretando  contribuciones:  el  remedio  de  esos  abusos 
está  en  la  libertad  electoral. 

IV.  Solo  cuando  el  poder  Legislativo  cometa  flagrantes  y  palpables 
atentados  contra  la  propiedad  pueden  los  tribunales  intervenir  en  ne- 
gocios de  impuestos  para  hacer  respetar  los  derechos  individuales. 

V.  La  tracción  II  del  artículo  32  de  la  Constitución,  no  se  puede,  en 
consecuencia,  entender  en  el  sentido  de  que  la  contribución  para  que 
sea  proporcionada  y  equitativa  pese  con  igualdad  sobre  todos  los  a'iros. 
De  la  proporción  y  equidad  de  que  habla  ese  texto,  es  juez  supremo, 
cuya  decisión  es  final,  el  poder  Legislativo. 

VI.  El  articulo  4°  de  la  Constitución  no  se  puede  tampoco  entender 
en  el  senti-do  de  que  él  prohiba  las  contribuciones,  supuesto  cue  éstas 
recaen  siempre  sobre  alguna  parte  de  los  frutos  del  trabajo.  La  liber- 
tad de  la  industria  coexiste  con  la  facultad  legislativa  de  imponer  con- 
tribuciones. 

De  estas  premisas,  que  en  mi  sentir  he  dejado  bien  fundadas,  deduz- 
eo  esta  consecuencia  final:  el  impuesto  sobre  las  mantas  no  ataca  los 
artículos  4°  j  13  de  la  Constitución;  tampoco  infringe  el  32  en  su  frac- 
ción II,  porque  ésta  no  tiene  la  inteligencia  que  los  quejoso-  le  han  da- 
do. Y  no  pudiendo  esta  Suprema  Corte  en  este  caso  revisar  los  actos 
del  Congreso,  para  calificar  la  proporción  del  impuesto  y  su  eqxiidad 
según  laB  consideraciones  políticas  y  económicas  qua  solo  al  leg'islador 
es  dado  valorizar,  no  es  de  concederse  por  ningnino  de  estos  motivos  el 
amparo  solicitado.  Esta  es  la  opinión  que  después  de  concienzudo  estu- 
dio me  he  formado,  opiniÓH  que  creo  bien  fundada  en  laa  doctrinas  que 
dejo  expuestas. 


B 


Se  tendrá  presente  que  al  exponer  los  principales  argumentos  con 
que  los  peticionarios  han  atacado  el  impuesto,  dije  que  no  contento.-;  con 
los  de  un  carácter  extrictamente  constitucional,  apelaban  también  á  la 
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eeonomia  política  y  á  la  estadística  en  solciitad  de  nuevos  fundamentos 
para  su  demanda.  Ha  llegado  la  ocasión  de  tomar  estos  en  cuenta,  para 
saber  si  de  verdad  la  apoyan. 

Después  de  las  teorías  constitucionales  que  he  expuesto,  poco  queda 
que  decir  respecto  de  los  arg'umentos  económicos  que  se  invocan,  por- 
c^ue  ya  sabemos  que  los  tribunales,  que  nunca  pueden  hacer  política, 
son  del  todo  incompetentes  para  entrar  siquiera  en  cuestiones  de  esa 
clase.  Pero  como  antes  también  he  dicho  que  en  mi  calidad  de  Magis- 
trado yo  no  tengo  más  misión  que  la  de  resolver  si  el  acto  reclamado  en 
el  amparo  está  ó  no  condenado  por  algún  texto  de  la  ley  fundamental, 
y  esto  sin  discutir  siquiera  teorías  económicas,  y  como  no  he  tenido  hasta 
hoy  la  opornidad  de  demostrar  esa  opinión  mía,  creo  que  es  llegada  la 
vez  de  hacerlo  para  así  fundar  la  conducta  que  he  observado  y  obser- 
varé en  este  Tribunal,  de  no  conceder  amparos  que  no  estén  apoj^ados 
en  motivos  estrictamente  constitucionales.  Esta  demostración  viene  en 
este  caso  á  ser  uno  de  los  fundamentos  del  voto  que  voy  á  dar. 

Mis  deberes  me  impusieron  un  día  la  penosa  obligación  de  impugnar 
una  ejecutoria  de  esta  Suprema  Corte,  que  fundada  en  ciertas  teorías 
económicas,  negó  á  los  Estados  su  derecho  de  imponer  contribuciones 
sobre  los  metales  preciosos.  En  esa  ocasión,  defendiendo  los  fueros  de 
Jalisco  y  encargándome  del  punto  que  hoy  me  ocupa,  dije  esto:  «En  un 
juicio  no  se  puede,  no  se  debe  hacer  otra  que  aplicar  una  ley  preexis- 
tente á  un  caso  especial  bajo  su  imperio  ocurrido:  la  misión  do  los  tri- 
bunales se  limita  á  hacer  la  aplicación  de  las  leyes  generales  á  los  casos 
particulares.  La  sentencia  en  los  juicios  no  debe  ser  más  que  la  deci- 
sión del  juez  sobre  la  causa  ante  él  controvertida,  decisión  que,  tenien- 
do por  base  el  precepto  de  la  ley  y  los  hechos  probados  en  el  proceso, 
absuelve  ó  condena  al  demandado.  La  sentencia  por  esto,  en  sentir  de 
los  prácticos,  está  constituida  por  un  verdadero  silogismo;  la  proposi- 
ción mayor  lo  es  la  ley:  (el  que  viola  el  derecho  ageno  sufre  tal  pena), 
la  %)roposición  rnenor  la  dan  los  hechos  alegados  y  probados:  (es  así  que 
N.  violó  el  derecho  de  J.):  y  la  consecuencia  la  forma  la  decisión  del  juez 
aplicando  la  ley  al  caso  controvertido:  (luego  N.  debe  sufrir  la  pena  tal). 
Tan  incontrovertibles  son  estos  principios,  que  tratar  de  probarlos  seria 
perder  lastimosamente  el  tiempo.» 

«¿Qué  se  diría  de  un  juez  de  lo  civil  qite  al  fallar  un  pleito  sobre  hi- 
potecas legales,  por  ejemplo,  llenara  su  sentencia  de  considerandos  fi- 
losófico-económicos  para  demostrar  la  conveniencia  de  la  supresión  de 
esas  hipotecas,  y  concluyera  declarando  contra  él  precepto  de  la  ley  vi- 
gente^ que  el  acreedor  no  tiene  los  derechos  que  ésta  le  da ?    ¿Se 

puede  concebir  monstruosidad  mayor  que  esa  que  convierte  al  jwes  en. 
legisladorfn 

«Los  juicios  de  amparo,  juicios  son  también  sujetos  á  aquellas  máxi- 
mas que  la  filosofía  y  la  jurisprudencia  consagran  de  consuno,  y  la  sen- 
tencia que  en  ellos  se  pronuncie  no  puede  ser  sino  la  aplicación  de  la 
ley  preexistente,  la  fundaiíiental  de  la  Repriblica,  al  caso  especial  sobre 
que  verse  el  proceso;  no  puede  ser  sino  la  consecuencia  del  silogismo  de 
que  antes  hablamos » 

«Si  los  juicios  de  amparo  en  su  calidad  de  tales,  á  esas  reglas  gene- 
rales á  todos  los  juicios  están  sujetos,  su  naturaleza  especial  como  un 
recurso  creado  por  la  Constitución  para  asegurar  la  inviolabilidad  de 
todas  las  garantías  que  ella  consigna,  para  mantener  el  equilibrio  entre 
la  fuerza  del  poder  central  y  de  los  poderes  locales,  sin  que  ninguno  de 
ellos  órbita  ajena  invada-,  la  naturaleza  especial,  decimos,  del  juicio  de 
amparo,  á  grito  herido  está  diciendo  que  él  no  puede  ser  más  que  el  exa- 
men sobre  la  conformidad  ó  inconformidad  de  una  ley  ó  acto  reclamados 
con  un  texto  dado  de  la  Constitución,  y  que  la  sentencia  del  amparo  no 
puede  áotra  cosa  extenderse  que  á  declarar  si  hay  ónoesa  conformidad 
«n  el  caso  especial  sobre  que  versa  el  proceso.  Falta  el  fin,  se  adultera  el 
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objeto  del  juicio  de  amparo  desdeel  momento  que  en  él  se  hace  otra  cosa 
que  comparar  el  acto  reclamado  con  texto  determinado  de  la  Constitu- 
ción-, diremos  más  todavia:  es  contraproducente  el  fia  del  amparo  si  en. 
lugar  de  encerrarse  en  ese  limite,  invoca  teorías  filosóficas  ó  económicas, 
para  sustituirlas  al  texto  constitucional;  de  este  modo  los  amparos  se- 
rian una  violación  no  interrura'pida  de  la  ley  fundamental,  en  lugar  de 
ser  el  recui-so  que  aseg'ure  en  favor  del  individuo,  del  Estado,  ó  de  la 
Federación,  la  inviolabilidad  de  la  Constitución.» 


«En  todos  los  casos  que  se  imaginen  aparace  de  bulto  esta  verdad;  si 
en  lugar  de  comparar  con  el  texto  constitucional  la  ley  reclamada  para 
juzgar  de  su  mutua  conformidad,  se  discuten  en  el  terreno  de  las  abs- 
tracciones, teorías  filosóficas  ó  económicas  para  condenar  ó  absolver  á 
la  ley  reclamada,  la  institución  de  los  amparos,  lejos  de  ser  la  sabia  ins- 
titución que  hace  á  ios  tribunales  guardianes  de  la  Constitución,  llega  á 
ser  una  bárbara  monstruosidad  que  convierte  á  los  tribunales  en  legis- 
ladores sobre  todos  los  legisladores  de  la  República,  en  tiranos  cuyo  ca- 
pricho y  arbitrariedad  ninguna  ley,  ni  la  fundamental,  limita.»  i 

Y  lejos  de  desconocer  esas  opiniones  que  con  íntimo  convencimiento 
defendí  en  1874,  hoy  el  estudio,  la  meditación  y  la  práctica  de  los  nego- 
cios las  han  arraigado  aun  más  profundamente  en  mi  ánimo:  más  toda- 
vía, creo  que  negarlas  es  negar  verdades  cardinales  de  la  jurispruden- 
cia constitucional.  No  me  atrevería  yo  á  hablar  asi,  si  viera  que  tales 
opiniones  son  mías  solamente;  pero  cuando  las  encuentro  apoyadas  y 
sostenidas  por  irrecusables  autoridades,  su  aceptación  es,  en  mi  sentir, 
necesaria  é  inexcusable.  Un  ilustrado  publicista  americano,  que  ya  he 
tenido  ocasión  de  citar  antes,  enseña  estas  teorías:  «Tampoco  puede  un 
tribunal  declarar  inconstitucional  ó  nula  una  lej^,  fundándose  solo  en 
que  lo  que  dispone  es  injusto  y  opresivo,  ó  en  que  se  supone  que  ella 
viola  los  derechos  naturales,  sociales  y  políticos  del  ciudadano,  á  menos 
que  se  pueda  demostrar  que  esa  injusticia  está  prohibida,  ó  que  esos  de- 
rechos están  garantizados  y  protegidos  por  la  Constitución  »  ^  Y  un  po- 
co más  adelante  agraga  esto:  «Los  tribunales  no  son  los  guardianes  de 
los  derechos  del  pueblo  del  Estado,  excepto  cuando  se  trata  de  aquellos 
que  están  garantizados  por  alguna  disposición  constitucional  que  cae  den- 
tro de  lajurisdicción  de  los  tribunales.  La  protección  contra  una  ley  in- 
justa y  opresiva,  pero  constitucional,  debe  pedirse  por  medio  de  una  apela- 

cióná  la  justificación  y  alpatriotismo  de  los  representantes  del  pixebl©.  Si 
esto  no  basta,  el  pueblo,  por  medio  de  su  soberanía,  puede  corregir  el 
mal;  pero  los  tribunales  no  pueden  asumir  sus  derechos.  El  Poder  Judi- 
cial solo  puede  impedir  la  ejecución  de  una  ley,  cuando  esta  está  en  con- 
flicto con  la  Constitución.  Sobre  puntos  de  derecho,  de  razón  ó  de  conve- 
niencia, los  tribunales  nn  oueden  entrar  en  competencia  de  opiniones  con 
el  Poder  Legislativo.»  3  Sigo  pues  con  más  insistencia  profesando  aque- 
llas mis  antiguas  opiniones. 

Y  expuestas  una  vex.  ya  no  tengo  necesidad  de  decir  que  en  mi  con- 
cepto no  es  lícito  á  los  tribunales  entrar  á  discutir  siquiera  los  arga- 
mentos  económicos  que  contra  Kina  contribución  se  aleguen.  Esos  argu- 
mentos, buenos  para  convencer  al  Parlamento  de  la  inconveniencia  de 

1  El  amparo  concecliclo  contra  las  leyes  de  los  Estados  que  imponea  contribuciones  á  los  metales 
preciosos,  págs-  96.  97,  98  y  99- 

2  "Ñor  can  a  cov.rt  declare  a  statute  unconstitutional  and  void,  solely  on  the  gronnd  of  iinjust  and 
oppresive  provisions,  or  becaase  it  Í3  supposed  to  viólate  the  natural,  social  or  political  ri.ííht.s  of  the  Citi- 
zen, iiuless  it  can  be  siioWii  that  saah  injiistice  is  prohibited  or  surjh  righf.s  gtaraateel  or  protscted  by 
the  Coustitution." 

3  "The  coiirts  are  no  the  giiardians  of  the  rijhts  of  the  p'íople  of  the  S'^.ate.  ei'cept  ai  th»5e  righ.ta 
are  seored  by  some  consticu'.iotial  provssion  which  comes  wichin  the  j.idicial  cosnizaiice-  The  protection 
against  Duwise  or  oppresive  Ie;islation,  -.vithin  constitutioaal  bounds,  ii  b/  an  appeal  to  the  jostics  and. 
patriotisiu  of  the  represeutatives  of  the  people-  If  this  fail.  the  people  ia  their  sovereing  capacity  caá 
corrpct  the  evil;  but  courts  canuot  ass.ime  their  rijhts-  The  jadici^ir/  can  oiily  arreat  the  e>eciition  of  íl 
statute  u'hen  it  conflicts  Tibh  the  OonstiMitiou-    It  caanot  rau  a  race  of  opiniona  >ip,in  poiutj  of  right. 

eason  and  expediency  with  the  iaw-makiug  powsr-  Cooley.  Obra  cit,  págs,  200  y  201- 
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una  ley,  deben  enmiidecer  en  los  tribunales  que  no  tienen  ni  pueden 
tener  más  misión  qne  resahí^er  si  determinado  acto  es  ó  no  conforme  con 
la  Constitución.  Pnede  una  1ey  ser  anti- económica  y  no  ser  anti-coi^sti- 
tucional.  Los  tribunales,  si  bien  deben  hacer  esta  calificación  cuando 
proceda,  no  pueden  en  virtud  de  aquella,  aun  cuando  estuviera  en  sus 
atribuciones,  declarar  nula  la  ley.  Creo  que  después  de  lo  que  he  dicho, 
no  necesito  insistir  más  en  eFtas  demostraciones. 

Incompetente  como  juzgo  á  este  tribunal  para  ocuparse  de  las  cues- 
tiones económicas  que  los  peticionarios  suscitan,  no  puedo,  sin  embar- 
go, neg-ar  que  ellos  tienen  en  mucha  parte  justicia  en  sus  quejas  contra 
el  nuevo  impuesto,  y  en  las  calificaciones  que  de  él  hacen  como  incon- 
veniente. El  Congreso  debió  haber  tomado  en  consideración  los  argu- 
mentos, que  no  pueden  oir  los  tribunales,  para  modificar  siquiera  ese 
impuesto  segiin  las  conveniencias  políticas  y  económicas.  Sin  creer  yo 
que  la  protección  á  la  industria  pueda  llevarse  hasta  donde  la  concedió 
la  ley  de  4  de  Julio  de  1857,  ^  por  ser  esa  una  ley  por  completo  anti- 
constitucional que  privó  á  los  Estados  de  facultades  que  les  pertenecen, 
si  me  ])arece  que  hay  razón  en  exigir  que  el  legislador,  en  atención  al 
desnivel  que  la  abolición  parcial  de  las  alcabalas  introduce  en  el  comer- 
cio; al  contrabando  de  la  frontera  que  arruina  la  industria:  á  las  gabe- 
las locales  que  pagan  las  fábricas,  muy  recargadas  en  algunos  Estados, 
según  se  dice,  si  me  parece  que  hay  razón  en  exigir,  repito,  que  el  le- 
gislador, en  atención  á  todos  esos  graves  motivos,  hubiera  decretado  el 
impuesto  en  tales  términos  que  hubiera  dejado  satisfechas  las  exigen- 
cias de  intereses  legítimos. 

Es  lo  cierto,  sin  embargo,  que  el  Cong-reso  no  se  ocupó  de  esas  cues- 
tiones económicas,  ó  que  al  menos  no  lo  hizo  con  la  detención  y  calma 
que  debiera.  Si  él  cometió  algunos  errores,  y  yo  no  soy  en  este  lugar 
quien  deba  decirlo  siquiera,  no  es  la  Corte  la  autoridad  que  debe  corre- 
girlos: ellos  no  llenen  más  remedio  en  nuestras  sabias  instituciones  que 
«una  apelación  á  la  justicia  y  patriotismo  de  los  diputados,»  y  si  esto  no 
da  resultado,  «el  ejercicio  del  derecho  electoral  que  le  permite  al  pueblo 
cambiar  de  representantes.»  segúii  se  expresan  los  publicistas  america- 
üjos.  Querer  que  esta  Suprema  Corte  se  entrometa  en  las  funciones  de 
todas  las  autoridades  para  que  enmiende  aun  los  errores  que  cometan 
en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones  constitucionales,  es  pretender  que 
ella  asuma  poderes  patriarcales,  y  ni  el  pueblo  mexicarro  es  una  tribu 
gobernada  sin  leyes,  ni  este  tribunal  puede  hacerlo,  porque  no  tienemás 
facultades  que  las  limitadas  que  le  da  la  Constitución. 

La  gravedad  de  este  caso  da  lugar  á  una  reflexión  importante.  Nues- 
tras instituciones  son  una  mentira  sin  el  ejercicio  del  derecho  electoral: 
si  de  este  se  prescinde,  si  el  pueblo  no  lo  reivindica,  seguirá  siendo  im- 
posible mantener  el  sabio  equilibrio  entre  los  poderes  que  la  ■Constitu- 
ción estableció.  Ojalá  que  en  lo  futuro  no  se  busque  el  remedio  contra 
leyes  injustas  ó  anti-econótnicas  en  la  impotencia  de  la  Corte,  sino  en  el 
mutuo  interés  que  el  pueblo  y  sus  representantes  deben  tener  para  que 
éstos  no  graven  á  aquel  con  impuestos  onerosos!  Peruiítaseme  hacer  es- 
ta reflexiÓQ  que  tan  expoutáneamente  brota  del  estudio  constitucional 
que  he  hecho. 


lY 


Lf  s  que  en  Tlaxcala  solicitavo:i  el  amparo,  lo  apoyan  en  otro  funda- 
mento que  reclama  también  toda  la  atención  de  este  Tribunal,  porque. 


Eublan,  tom-  8.  ° .  i  ág.  546. 
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él  trae  al  debate  una  de  las  cuestiones  más  importantes  de  nuestro  de- 
recho constitucional.  Aseguran  que  el  impaesto  sobre  las  fábricas  vul- 
nera la  soberanía  de  los  Estados,  porque  «el  articulo  40  de  la  Constitu- 
ción asienta  que  es  voluntad  del  pueblo  mexicano  constituirse  en  una 
República  representativa,  democrática,  federal,  compuesta  de  Estados 
libres  y  soberanos  en  todo  lo  concerniente  á  su  rég-imeu  interior,  y  es 
inconcuso  que  el  establecer  contribuciones  directas  á  las  personas  y  bie- 
nes de  los  Estados  es  atacar  su  soberanía  y  libertad.»  ElasesOi  que  con- 
sultó al  juez  la  sentencia  que  otorgó  el  amparo,  no  solo  acoge  este  con- 
cepto, sino  que  lo  añrma  diciendo  que  (da  propiedad,  la  industria,  el  co- 
mercio de  cada  Estado  son  cosas  que  pertenecen  á  su  régimen  interior: 
están  por  lo  tanto  ¿ujetas  á  la  soberanía  del  Estado.  Asi  lo  ha  reconoci- 
do Paschal,  quien  al  hablar  del  poder,  refiriéndose  á  los  Estados,  asegu- 
ra qne  son  soberanos  para  establecer  contribuciones  sobre  toda  propie- 
dad del  individuo  dentro  de  los  limites  del  Estado,  y  ante  ese  poder,  el 
del  Congreso  de  la  Unión  no  ejerce  ninguno.» 

Los  fabricantes  de  Coahuila  no  profesan  sobre  este  punto  esas  teo- 
xias  extremas,  sino  que  reconociendo  que  la  Federación  ha  podido  líci- 
tamente imponer  el  25  por  ciento  sobre  las  contribuciones  locales,  creeu 
que  no  tiene  facultades  para  decretar  el  impuesto  directo  sobre  las  fá- 
bricas, porque  en  su  sentir  el  espíritu  de  la  fracción  II  del  artículo  32 de 
la  Constitución,  está  revelado  en  estas  palabras  del  Sr.  Mata  en  el  Cons- 
tituyente: «La  Comisión  propone  que  el  impuesto  indirecto  pertenezca 
á  la  Federación  y  el  directo  á  los  Estados,»  é  invocan  ese  precepto  asi 
•entendido  para  negar  aquella  facultad. 

Bsto  dicho,  se  comprende  ya,  que  estamos  frente  á  frente  de  estas 
^■ravisimas  cuestiones:  ¿Es  una  verdad  canstitucional  que  la  Federacióa 
no  puede  decretar  más  que  impuestos  indirectos,  perteneciendo  esclu- 
-divamente  á  los  Estados  los  directos?  ¿Tiene  aquellas  faeultades  para 
gravar  la  riqueza  de  éstos,  ó  invade  su  soberanía  haciéndolo?  ¿Cuál  es 
-el  limite  que  separa  á  la  soberanía  nacional  de  la  local  en  esta  materia? 
Formular  estas  cuestiones  abstractas,  es  rebelar  la  altísima  importan- 
cia práctica  que  su  solución  tiene  en  este  negocio.  Voy  á  consagrarles 
toda  la  atención  que  merecen,  ocupándome  asi  del  tercer  capitulo  qua 
motiva  este  amparo. 

La  fracción  VII  del  articulo  72  de  la  Constitución  señala  éntrelas  fa- 
cultades del  Congreso,  la  de  aprobar  el  presupuesto  de  los  gastos  déla 
Federación,  que  anualmente  debe  presentarle  el  Ejecutivo. e  imporibr 
las  contribuciones  necesarias i^ara  cubrirlo.  ¿De  qué  contribuciones  ha- 
lila  este  texto?  ¿Es  solo  de  las  indirectas?  ¿Se  refiere  á  las  exclusiva- 
mente federales  á  aquellas  que  los  Estados  tienen  prohibición  de  im- 
poner, como  las  importaciones  y  exportaciones,  el  papel  sellado,  la 
a,cuñación  de  moneda;  ó  comprende  las  que  pueden  recaer  sobre  otros 
ramos  de  la  riqueza  nacional?  Aunque  en  la  generalidad  de  las  pala- 
bras del  texto  no  están  excluidas  estas  ó  aquellas  contribuciones,  sino 
,por  el  contrario,  comprendidas  todas  las  necesarias  para  cubrir  el  pre-^ 
supuesto,  preciso  es,  para  responder  con  acierto  á  esas  preguntas,  na 
atenerse  solo  al  sentido  literal  de  esa  fracción  VII. 

Ella  fué  aprobada  por  unanimidad  y  sin  discusión  en  la  sesión  del 
día  6  de  Octubre  de  1856.  ^  Y  si  bien  esta  circunstancia  nos  impide  co- 
nocer los  motivos  del  precepto,  la  inteligencia  y  alcance  que  el  legisla- 
dor quisiera  darle,  tenemos  otras  fuentes  á  que  recurrir  en  busca  da 
esos  elementos  de  interpretación.  En  otros  debates  del  Constituyente, 
en  la  concordancia  de  otros  artículos  de  la  Contitución,  encontraremos 
la  inteligencia  del  texto  que  examinamos. 

En  la  sesión  del  día  siguiente  se  discutió  y  aprobó,  después  de  un 
amplio  debate,  la  fracción  VII  del  articulo  64  del  proyecto,  y  que  es  la. 

1    Zarco-  Histi  del  CoJg-;  tomo  2-'='i  pág  404- 
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IX  del  articulo  72  de  la  Constitución,  que  dice  que  es  facultal  del  Con- 
greso «expedir  los  aranceles  sobre  el  comercio  extranjero  é  impedir  que 
en  el  comercio  de  Estado  á  Estado  se  establezcan  restricciones  onero- 
sas.» 1  En  esa  disciisión  se  dijo  expresamente  por  los  Sres.  Guzmán  y 
Ramírez  «que  el  arancel  no  es  más  que  una  ley  hacendaría,  una  ley  de 
impuestos  que  solo  debe  decretar  el  Cong-reso:»  que  «el  arancel  no  es 
más  que  una  1(  y  de  contribuciones  que  en  la  apariencia  recae  sobre  el 
extranjero,  y  que  realmente  paga  el  mismo  pais.»  No  se  trató,  pues,  en 
esta  vez  sino  de  la  facultad  que  el  Congreso  debiera  tener  para  imponer 
contribuciones  sobre  las  importaciones  y  las  exportaciones.  Ahora  bien; 
si  aquellas  palabras  de  la  fracción  YII  del  artículo  72  é  imponer  las  con- 
trihucionea  necesarias  para  cubrir  el  presvjiuesto,  no  comprenden  más 
que  los  impui  stos  exclusivamente  federales,  como  lo  son  las  importa- 
ciones y  las  ( xportaciones,  hay  que  recoi  ocer  la  inutilidad  ó  de  esa 
fracción  VII  ó  de  la  IX  del  mismo  artículo  72,  puesto  que  ellas  no  dicen 
sino  una  misma  cosa,  aunque  expresada  con  distintas  palabras.  Y  no 
necesito  advertir  que  la  interpretación  que  para  ajar  la  inteligencia  de 
tina  ley  en  cierto  sentido,  tiene  necesidad  de  borrar  como  inxítiles  otras 
palabras  de  la  misma  ley,  es  rma  icterpretación  que  de  consuno  re- 
prueban  las  reglas  del  derecho  y  las  exigencias  de  la  razón. 

Para  que  esta  reflexión  que  acabo  de  hacer,  se  pueda  apreciar  en 
toda  su  fuerza  y  exactitud,  permítaseme  aducir  otros  artículos  de  la 
Constitución,  referentes  á  la  misma  materia.  La  fracción  XXIII  del  ar- 
tículo 72  faculta  al  Congreso  para  decretar  impuestos  sobre  la  acuña- 
ción de  moneda.  Si  la  fracción  YII  de  que  tratamos,  se  refiere  á  estos 
impuestos,  ¿cuál  es  la  utilidad  de  su  texto  existiendo  otro  que  dispone 
lo  mismo?  A  los  Estados  les  prohibe  la  Constitución  «emitir  papel  sella- 
do.» 2  ¿Si  á  la  Federación  por  sola  esta  circunstanciase  le  faculta  para 
hacerlo,  á  qué  queda  reducido  el  valor  práctico  de  aquella  fracción  VII? 
Si  esta  hubiera  de  entenderse  en  el  sentido  restringido  que  combato, 
esto  es,  en  el  sentido  de  que  el  Congreso  no  puede  decretar  más  con- 
tribuciones que  aquellas  que  los  Estados  tienen  proiiibición  de  ímpoxer, 
todos  los  textos  que  acabo  de  citar  hacen  completamente  inútil  esafrac- 
ción  VII,  y  borran  de  la  Constitución  estas  palabras:  e  imponer  las  con- 
tribuciones necesarias  para  cubrirlo^  como  palabras  sin  sentido,  puesto 
que  sin  ellas  el  Congreso  en  virtud  de  otros  textos,  puede  decretar  im- 
puestos sobre  las  importaciones  y  las  exportaciones,  las  casas  de  mené- 
ela y  el  papel  sellado.  Y  lo  repito,  la  interpretación  que  mutila  una  ley 
para  fijar  su  sentido,  no  es  sostenible  ni  aceptable. 

No  quiero  insistir  en  esta  argumentación  dándole  todo  el  desarrollo 
que  merece  para  presentarle  en  todasufuerza,porqueexiste  otraaún,tan 
poderoea,  que  es  irresistible.  Para  sostener  con  entera  seguridad  que 
la  fracción  VII  del  artículo  72  dfbe  tener  la  significación  general  que 
sus  palabras  le  dan,  y  sin  las  restricciones  que  se  le  quieren  imponer^ 
no  se  necesita  más  que  fijarse  en  los  hechos  ocurridos  en  el  Consti- 
tuyente, cuando  se  pretendió  limitar  las  facultades  del  Congreso  para 
decretar  impuestos.  El  articulo  120  del  proyecto  de  Constitución  estaba 
asi  redactado:  «Los  Estados  para  formar  su  hacienda  particular  solo 
podrán  establecer  contribuciones  directas.  La  Federación  solo  podrá 
establecer  impuestos  indirectos,  y  formará  parte  del  Tesoro  federal  el 
producto  de  la  enajenación  de  terrenos  baldíos.»  En  la  sesión  del  12 de 
Noviembre  de  1856,  en  la  que  comenzó  á  discirtirse  ese  articulo,  el  Sr. 
Ocampo  declaró  que  «la  clasificación  de  rentas  no  puede  ser  un  punto 
constitucional,  y  en  cuanto  á  la  soberanía  de  los  Estados,  la  Comisión 
considera  que  no  son  ellos,  sino  sus  ciudadanos  los  que  contribuyen  á 
los  gastos  públicos.»  En  esa  misma  sesión  el  Sr.  Mata,  defendiendo  el 
articulo,  pronunció  las  palabras  que  ya  conocemos,  citadas  por  los  fa- 

1    Obra  citada,  págs.  405  y  siguientes. 
2,   Art.  111,  frac  ni: 


25 

■bricantes  de  Cuahuila  y  que  reputan  esplicatorias  del  espíritu  de  la 
fracción  II  del  articulo  o2  (y  es  de  notarse  que  este  estaba  ya  aprobado 
desde  el  24  de  Agosto  de  1856,  i )  agregando  el  mismo  Sr.  Mata  estas 
otras:  «La  Comisión  no  puede  hacer  más  que  suprimir  el  contingente, 
semillero  de  discordias  en  la  época  anterior  de  la  Federación,  en  que 
se  vio  que  el  Gobierno  quedaba  sin  recursos,  ó  los  Estados  sufrian  el 
embargo  de  sus  rentas En  dispobiciones  ya  aprobadas  se  ha  es- 
tablecido en  la  Constitución,  que  corresponde  al  Gobierno  federal  el 
impuesto  indirecto  sobre  importación  y  exportación,  el  de  acuñación 
de  moneda  y  el  de  papel  sellado;  de  manera  que  es  consecuente  dejar 
á  los  Estados  los  impuetos  directos.» 

El  debate,  extenso  y  animado,  ociipó  tres  sesiones:  el  Sr.  Zarco  lo 
comprendía  asi:  «Fué  atacado  (el  articulo  120)  por  los  Sres.  Ramírez  (D. 
Ignacio),  Prieto,  Moreno,  Romero  (D.  Félix),  y  defendido  por  los  Sres. 
González,  Ochoa  Sánchez  y  Mata.  Temían  los  impugnadores  quelps  Es- 
tados se  quedaran  sin  recursos;  pedían  una  clasiñcación  de  rentas,  y  no 
faltó  quien  creyera  que  no  hay  más  impuestos  indirectos  que  la  alcaba- 
la.» Por  fin,  después  de  inútiles  esfuerzos  de  parte  de  la  Comisión  de 
Constitución,  el  articulo  sucumbió  bajo  el  peso  de  55  contra  24  votos,  re- 
velando asi  con  este  hecho  elocuentísimo  el  Congreso  su  pensamiento 
dominante  en  esta  grave  materia.  ^ 

Basta,  en  efecto,  conocer  este  hecho  para  afirmar  con  plena  seguri- 
dad que  el  Constituyente  no  quiso,  como  lo  pretendió  aquella  Comisión, 
que  «el  impuesto  indirecto  pertenezca  solo  á  la  Federación,  y  el  directo 
solo  á  los  Estados,»  para  creer  con  plenísimo  convencimiento  que  esa 
Asamblea  no  hizo  una  clasificación  de  rentas  dando  á  la  Federación  las 
importaciones  y  exportacioiies,  la  acuñación  de  moneda  y  él  papel  se- 
llado, y  reservando  todos  los  impuestos  posibles  á  los  Estados,  porque 
«esto  no  es  un  punto  constitucional,»  como  lo  dijo  con  profunda  sabidu- 
ría el  ilustre  Ocampo;  pero  sostener  que  la  reprobación  del  artículo  120 
quita  las  restricciones  que  se  intentan  establecer  á  la  inteligencia  am- 
plia y  general  que  debe  tener,  según  su  contexto  literal  la  fracción  VII 
del  articulo  72. 

No  es  de  dejarse  pasar  desapercibida  una  circunstancia  que  robiistece 
este  concepto.  Cuando  se  discutía  la  fracción  IX  del  mismo  artículo  en. 
la  sesión  del  7  de  Octubre,  ya  la  opinión  del  Congreso  se  había  fonma- 
do  en  contra  del  artículo  120.  Contestando  el  Sr.  Arriaga  á  ciertas  ar- 

1  Zarco.  Obra  cit.,  tomo  2°,  pág-  236. 

2  Zarco.  Obra  cit.,  págs-  541  á  55S.  Aunque  en  esta  obra  se  dice  que  el  artículo  120  fue  "aprobado," 
es  esto  una  notoria  errata  de  imprenta-    Para  persuadirse  de  ello  basta  ■ser  c]  acta  de  la  sesiín,  que  en 

su  parte  conducente  dice  así:  "Sesión  del  día  14  de  NovieOibre  de  1856-. • Continuó  la  discusión  del 

artículo  120  del  projeoto  de  Constitución  que  dice  así: 

"Iios  Estados  para  formar  su  hacienda  particular  sólo  podrán  establecer  contribuciones  directas. 

"La  Federación  sólo  podrá  establecer  impuestos  indirectos,  y  formará  parte  del  tesoro  federal  el 
producto  de  la  enajenación  de  terrenos  baldíos-" 

Suficientemente  discutido  hubo  lugar  á  TOtar  en  votación  pedida  por  el  Sr-  Garaboa  por  los  40  seño- 
res siguientes:  Alcaraz,  Anaya  Hermosillo.  Arias,  Arriaga,  Arrioja,  Baranda,  Barrera  (D-  Eulogio),  Cen- 
dejas,  Echaiif,  Escudero  (D-  Antonio),  Estrada  (D-  Juliáu),  Fernández  (D-  Justino),  Fernán dez  Alf aro 
García  Auava,  García  Conde,  García  Granados,  Gar¿a  Meló,  Gómez  Farias  (D-  Benito),  Guvmán,  Irigó- 
yen.  Jaques,  Langlois,  Lasso  Estrada,  Llano-  Mariscal,  Mata,  Miiñoz  (D-  Eligió).  Navarro  'D-  Juan),. 
Noriega  (D-  José),  Ocampo,  Ochoa  Sánchez,  Peña  y  Barragán,  Pérez  Gallardo,  Quijano,  Quintero.  Ra- 
mírez (D-  Mariano),  B.xú/:,  Sánchez  (D.  José  María),  Vallarta  v  Zarco':  contra  los  39:  Alarid,  Aranda  (D. 
Albino),  Aura.  Barros,  Buenrostro  (D-  Manuel),  Castañeda,  Castellanos  (D.  Matías),  Cerqueda,  Contre- 
ras  Eli7alde,  Díaz  Gonzále;;,  Empáran,  García  de  Arellauo,  Gómeí  Tagle,  González  Pér-ez,  Guerrero, 
Ibarra  (D- Juan  N-),  Larrazábal,  López  (D-  Vicente),  Morales,  Moreno,  Olvera,  Parra,  Payno,  Peña  y 
Bamírez,  Prieto.  Quintana,  Ramírez  (D-  José),  Revilla,  Reyes,  Robles,  Eoj.q,s  (D-  Jesús;,  Rojas  (D.  Ni- 
colás), Romero  (D-  Félix),  Romero  Díaz,  Romero  Rubio,  Rosas,  Vega,  Velázquez  y  Villalobos:  y  fué  re- 
probado por  los  55  señores  siguientes:  Alarid,  Aranda  (D-  Albino),  Aiiza,  Baranda,  BaiTos,  Buenrostro 
(D.  Manuel),  Castañeda,  Castellanos  (D-  Matías),  Cerqueda,  Contreras  Elizalde,  Díaz  González,  Empá- 
ran, Fernández  (D-  Justino),  Ciamboa.  García  de  Arullano,  García  Conde,  C-arza  Meló,  Gómez  Tagle, 
González^Pérez,  Guerreio,  IbarraíD-  JuauN-),  Irigóyen,  Langlois,  Larrazábal,  López  (D-  Vicente),  Ijla- 
no.  Mariscal,  Morales,  Moreno,  Muñoz  (D-  José  Eligió)-  Navarro  (D-  Juan),  Parra,  Payno,  Peña  y  Ra- 
mírez, Pérez  Gallardo,  Prieto,  Quijano,  Quintana,  Quintero,  Ramíref  (D.  Ignacio),  Ramírez  (D-  Maria- 
no), Revilla,  Reyes,  Robles,- Rojas  (D-  Jesús),  Rojas  (D-  Nicolás),  Romero  (D.  Félix),  Romero  Díaz,  Ro- 
mero Rubio,  Rosas,  Ruiz,  Sánchez  (D.  José  María),  Vallarta,  Velázquez  y  Villalobos;  contra  los  2Í  que 
siguen:  Alcaraz,  Anaya  Hermosillo,'  Arias,  Arriaga,  Arrioja,  Barrera  (D.  Eulogio),  Cendejas,  Echair^ 
Escudero  ^D-  Antonio),  Estrada  (D-  Julián),  Fernández  AKaro,  García  Anaya,  García  Granados,  Gómez 
Farías  (D-  Benito),  Guzmán,  J.i.qnes,  Lasso  Estrada,  Mata,  Noriega  (D.  José),  Ocampo,  Ochoa  Sánchez,. 
Olvera,  Peña  y  Barragln  y  Zarco- 

Se  levantó  la  sesi¿u. 
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gumentaciones  del  Sr.  Cerqueda,  tomadas  de  este  articulo,  decia  esto: 
«Hay  que  considerar,  además,  que  el  artículo  citado  por  el  Sr.  Cerqueda, 
aun  no  ha  sido  aprobado,  ni  lo  será  tal  vez^  porque  presenta  muy  gra- 
ves clit'''ul^ades.»  '^  Esta  paladina  confesión  del  presidente  de  la  Comi- 
sión de  Constitución,  hecha  un  mes  j  días  antes  de  que  el  artículo  12D 
Sfc  discutiera,  hecha  en  el  mismo  debate  en  que  se  trataba  de  fijar  las  fa- 
cultades del  Congreso  en  materia  de  impuestos,  demuestra  hasta  la  evi- 
dencia que  el  Constituyente  no  aceptó  las  limitaciones  que  hoy  se  quie- 
ren poner  á  esas  facultades 

Las  razones  qae  acabo  de  expresar  resuelven  en  mi  concepto,  deci- 
siva y  concluyentcmente,  las  cuestiones  que  he  estado  examinando.  Las 
palabr'  s  de  la  fracción  VII  del  articulo  72  tantas  veces  citado,  «e  impo- 
ner las  contribuciones  necesarias  para  cubrirlo,»  ¿se  refieren  solo  alas 
indirectas,  excluyendo  á  las  directas?  No,  sin  duda  alguna,  porque  así 
lo  resolvió  el  Constituyente  mismo  reprobando  el  articulo  120.  Es,  pues, 
hoy  una  verdad  indisputable  que  ni  á  la  Federación  está  prohibido  de- 
cretar impuestos  directos,  ni  á  los  Estados  establecer  los  indirectos.  ¿Y 
podrá  sostenerse  que  esas  mismas  palabras  no  son  aplicables  más  que  á 
las  importaciones  y  exportaciones,  á  la  acuñación  de  moneda  y  al  papel 
sellado,  para  que  siendo  de  la  exclusiva  propiedad  federal  esas  rentas, 
fuera  consecuente  que  á  los  Estados  pertenecieran  también  exclusiva- 
.mente  las  contribuciones  directas  como  lo  pretendía  el  Sr.  Mata?  No, 
porque  el  Constituyente  reprobó  por  completo  ese  pensamiento  de  la 
Comisión  de  Constitución,  con  tanto  empeño  defendido  por  uno  de  sus 
miembros:  no,  porque  aun  suprimidas  de  la  Constitución  aquellas  pala- 
bras, la  Federación  puede  legislar  sobre  importaciones  y  exportaciones, 
sobre  acuñación  de  moneda,  sobre  papel  sellado,  y  solo  suprimiéndolas 
se  puede  sostener  que  el  Congreso  no  puede  decretar  más  que  esos  im- 
jsuestos.  Si  la  tantas  veces  mencionada  fraccióa  VII  dice  algo,  significa 
alguna  cosa  en  el  Código  fundamental,  y  esto  n©  nuede  ponerse  en  du- 
da; ella  se  refiere  evidentemente  á  otras  contribuciones,  que  sin  ser  las 
exclusivamente  federales,  sean  sin  embargo  necesarias  para,  cubrir  el 
presupuesto. 

Si  el  legislador  no  hubiera  revelado  todo  su  pensamiento  sobre  es- 
tas materias  en  los  debates  de  los  días  12,  13  y  14  de  Noviembre  de  1856, 
con  motivo  del  artículo  120:  si  no  existieran  las  fracciones  IX  y  XXIÍI 
del  artículo  72,  y  la  III  del  111,  podría  dudarse  del  alcance  de  la  VII  de 
aquel  artículo,  y  sostenerse,  con  algunas  razones  de  peso,  que  las  con- 
tribuciones de  que  habla  son  las  indirectas,  son  las  exclusivamente  fe- 
derales, para  deducirse  de  aquí  que  falta  un  texto  expreso  en  la  Cons- 
titución, que  autorice  al  Poder  federal  para  decretar  impuestos  direc- 
tos, por  haber  quedado  estos  reservados  á  losEstados,  s3gún  la  prescrip- 
ciÓH  del  articulo  117;  podría  en  último  extrem.o  suscitarse  la  célebre 
cuestión  de  los  poderes  implícitos,  y  buscar  en  la  concordancia  de  este 
artículo  117  y  de  la  fracción  XXX  del  72,  buenos  argumentos  para  sos- 
tener que  la  Federación  no  puede  decretar  impuestos  sobre  los  valo- 
res existentes  en  el  territorio  de  los  Estados.  Pero  después  de  lo  que  el 
Constitm-ente  resolvió,  nada  de  eso  es  posible:  el  texto  expreso  que  exi- 
ge el  artículo  117  existe  en  las  palabras  amplias  y  terminantes  de  la  -rae- 
ción  VII;  y  la  interpretación  que  de  ellas  deba  hacerse  manteniendo  su 
sentido  general,  está  fijada  auténticamente  por  el  mismo  legislador.  Creo 
que  después  de  conocer  los  hechos  que  he  referido,  después  de  concor- 
dar los  textos  que  he  citado,  no  es  posible  dudar  más  sobre  la  solucióa 
que  debe  darse  á  las  cuestiones  que  me  han  ocupado. 

Pero  hay  más  aún:  esa  fracción  VII  de  que  tanto  he  hablado,  está  re- 
formada, j  las  palabras  del  texto  vigente  son  aun  más  amplias,  más  ge- 
nerales, más  explícitas,    Dice  ese  texto  que  es  facultad  exclusiva  de  la 

I    Obra  cit-,  tomo  2-  o ,  pág-  411 . 
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Cámai-a  de  Diputados,  «examinar  la  cuenta  que  anualmente  deba  pre- 
sentarle el  Ejecutivo,  aprobar  el  presupuesto  anual  de  gastos,  é  iniciar 
las  contribuciones  que  d  su  juicio  deban  decretarse  para  cubrir  aquel.» 
Aunque  este  precepto  no  sufrió  discusión  alguna,  según  antes  hemos 
visto,  nadie  puede  desconocer  que  sus  motivos  son  los  mismos  que,  biea 
revelados  en  los  debates  del  Constituyente,  tenía  la  antigua  ley.  Esta, 
sin  embargo,  no  expresaba  en  su  contexto  litoral,  que  el  juicio  del  Con- 
greso era  quien  debía  calificar  la  necesidad  del  impuesto,  como  hoy  lo 
hace  la  enmienda  constitucional.  Si  antes,  pues,  algún  argumento  po- 
día fundarse  en  las  palabras  de  la  ley,  para  restringir  esta  facultad  del 
Congreso,  hoy  ese  argumento  es  imposible,  hoy  por  el  contrario,  la  in- 
terpretación literal  y  la  filosófica  concurren  á  demostrar  los  amplios  po- 
deres del  Cuerpo  Legislativo  sobre  este  punto,  poderes  fundados  en  ese 
texto  expJ'eso  de  la  enmienda  constitucional. 

Pero  aun  queda  otra  cuestión  por  resolver:  ¿Cuál  es  el  límite  que 
separa  á  la  soberanía  nacional  de  la  local  en  materia  de  impuestos?  Mis 
anteriores  demostraciones  fundan  ya  la  respuesta  que  debe  darse  á^  esa 
pregulita.  Los  Estados  no  pueden  establecer  derechos  de  puerto,  ni  so- 
bre las  importaciones  ó  exportaciones,  ni  acuñar  moneda,  ni  emitir  pa- 
pel sellado;  pero  con  excepción  de  esos  impuestos  exclusivos  de  la  Fe- 
deración, y  de  la  alcabala  prohibida  para  esta  y  para  aquellos,  pueden 
decretar  cuantos  crean  convenientes  sobre  todos  los  valores  que  exis- 
tan dentro  de  su  territorio  y  que  constituyan  su  riqueza,  sin  excluir  las 
que  representan  las  cosas  importadas  después  de  la  importación,  por- 
que en  mi  concepto  la  inteligencia  que  hasta  hoy  se  ha  dado  al  articu- 
lo 112  de  la  Constitución,  es  infundada  y  agravia  la  soberanía  délos 
Estados.  La  Federación,  á  su  vez,  no  puede  ocupar  ni  disponer  de  las 
rentas  de  los  Estados,  ni  impedir  la  recaudación  de  las  contribuciones 
de  estos,  porque  esto  infringe  el  artículo  40  de  la  Constitución.  Por  tal 
motivo,  es  en  mi  sentir  anticonstitucional  el  impuesto  sobre  loterías  en 
la  parte  que  exige  el  diez  por  ciento  sobre  los  premios  que  ingresan  al 
tesoro  local.  Pero  en  lo  demás,  las  facultades  del  Congreso  federal  y  de 
las  legislaturas  de  los  Estados  en  materia  de  impuestos  son  concurren- 
tes y  no  exclusivas;  es  decir,  aquel  puede  decretar  una  contribución  que 
recaiga  aun  sobre  el  mismo  ramo  de  la  riqueza  pública, ya  gravado  por 
el  Estado.  Fuera  de  esta  iiltima  conclusión,  sostenida  fuertemente  por 
los  textos  constitucionales  que  he  analizado,  ninguna  otra  doctrina  es 
posible  en  nuestras  instituciones,  que  no  sea  subversiva  del  equilibrio 
en  que  deben  mantenerse  la  soberanía  nacional  y  la  local.  Y  esa  con- 
clusión á  que  he  llegado  en  mi  estudio,  reasume  mis  opiniones  sobre 
estos  puntos. 

No  ignoro  que  esa  conclusión  ha  sido  fuertemente  atacada,  neganda  ' 
el  poder  concurrente  de  la  Federación  y  del  Estado  para  decretar  im- 
puestos. Me  es  preciso  encargarme  de  los  argumentos  con  que  se  la  ha 
combatido,  no  ya  para  completar  el  estudio  que  me  ocupa,  sino  para 
afimar  más  aún  las  teorías  que  he  defendido.  Si  ellas  tienen  ya  sólido 
fundamento  en  nuestros  textos  constitucionales,  según  lo  hemos  visto, 
estudiándolas  á  la  luz  de  la  filosofía  del  derecho,  quedan  con  brillantí- 
sima evidencia  demostradas.  Y  respondiendo  á  aquellos  argumentos, 
se  me  presenta  la  ocasión  de  examinar  esas  teorías  en  este  nuevo  te- 
rreno. Voy,  pues,  á  procurar  conseguir  ese  doble  objeto. 

Las  cuestiones  que  estudio  no  son  nuevas  en  su  esfera  científica:  los 
ilustres  publicistas  fundadores  de  la  Eepiiblica  vecina  las  estudiaron  y 
.discutieron  hasta  agotarlas,  no  dejando  sin  respuesta  satisfactoria  uno 
solo  de  los  argumentos  hechos  contra  el  poder  concurrente  de  la  Fede- 
ración y  del  Estado  en  el  punto  discutido.  Mejor,  pues,  que  ocuparme 
yo  de  esas  réplicas,  es  reproducir,  aunque  sea  en  breve  extracto,  las 
observaciones  filosóficas  de  aquellos  publicistas:  así  vendrá  en  apoyo 
de  la  razón  que  las  sostiene,  la  autoridad  de  la  palabra  de  los  fundado- 
I  Voios.  Tomo  H— 3 
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res  del  sistema  federal  americano;  así  toda  esta  importante  materia  se- 
rá vista  en  el  terreno  filosófico  en  que  ellos  la  examinaron. 

La  cuestión  capital  que  los  preocupó,  se  formulaba  así:  «¿deben  es- 
pecificarse y  limitarse  las  fuentes  del  impuesto,  ó  debe  ser  general  el 
poder  en  este  respecto,  dejando  amplia  libertad  al  Congreso?»  ^  Los 
amigos  de  la  Constitiación  calurosamente  defendían  este  segundo  ex- 
tremo, y  sus  contradictores  oponían  las  siguientes  razones,  sosteniendo 
el  primero:  «Aunque  es  cierto  que  las  necesidades  federales  no  son  sus- 
ceptibles de  limitación,  no  por  ello  el  poder  de  taxación  del  Congreso 
nacional  debe  ser  ilimitado,  porque  el  impuesto  es  tan  necesario  parala 
administración  federal  como  para  la  local,  y  ambas  deben  tener  los  re- 
cursos bastantes  para  llenar  sus  fines ....  Un  poder  ilimitado  en  el  Con- 
greso de  la  Unión  para  decretar  contribuciones,  privaría  á  los  Estados 
de  los  medios  de  subvenir  á  sus  necesidades,  y  los  pondría  á  la  comple- 
ta discreción  del  Poder  federal Como  las  leyes  de  este  son  las  su- 
premas de  la  Unión,  podrían  ellas  llegar  hasta  abolir  los  impuestos  lo- 
cales, con  el  pretexto  de  ser  incompatibles  con  los  federales:  se  alega- 
ría la  necesidad  de  hacerlo  así,  para  justificar  estos,  y  de  este  modo  to- 
das las  fuentes  del  impiiesto  llegarían  á  monopolizarse  por  la  Federa- 
ción, destruyendo  asi  por  completo  la  soberanía  de  los  Estados.»  2  En, 
estos  términos  resume  el  mismo  Hamilton  las  objeciones  que  se  presen- 
taron contra  la  facultad  ilimitada  del  Congreso  para  decretar  los  im- 
puestos necesarios  para  cubrir  el  presupuesto  federal. 

Para  contestarlas,  ese  distinguidísimo  publicista  observa  que  «cua- 
lesquiera que  sean  los  límites  que  se  señalen  al  Poder  federal,  es  fácil 
imaginarse  mil  peligros  de  colisión,»  y  que  no  es  así  como  se  debe  con- 
siderar este  punto,  porque  «repito  aquí  lo  que  en  sustancia  he  observa- 
do en  otro  lugar,  á  saber:  que  todas  las  observaciones  que  se  fundan, 
en  el  peligro  de  la  usurpación  deben  referirse  á  la  formación  y  modo. 
de  ser  del  gobierno  y  no  a  la  naturaleza  y  extensión  de  sus  facultades. 
Los  gobiernos  de  los  Estados,  por  su  constitución  particular,  están  in- 
vestidos de  completa  soberanía.  ¿Eu  qué,  pues,  consisten  nuestras  se- 
guridades contra  las  usurpaciones  de  ese  origen?  Sin  duda  en  la  ma- 
nera con  que  estén  constituidos  y  en  la  dependencia  debida  que  sus 
gobiernos  deben  de  tener  del  pueblo.»  ^  Nosotros  podremos  decir,  si^ 
guiendo  este  pensamiento,  que  esas  objeciones  contra  el  sistema  fede- 
ral todo,  prueban  demasiado  para  probar  algo. 

Pero  encargándose  directamente  de  ellas  el  mismo  Hamilton,  asegu- 
ra que  no  existen  los  peligros  que  se  temen  para  los  Estados,  porque 
estos  tienen  los  medios  necesarios  de  defensa,  porque  con  excepción  de 
los  impuestos  marítimos  y  de  los  otros  que  la  Constitución  asigna  á  la 
Federación,  el  «poder  de  taxación  permanece  en  los  mismos  Estados, 
concui'rente  con  el  del  Congreso y  la  existencia  de  ese  poder  con- 
currente   salva  á  los  Estados  de  todo  peligro.»    Y  un  poco  más 

adelante  añade:  «Si  se  supone  alguna  contradicción  entre  la  facultad 
de  crear  impuestos  en  los  Estados  y  en  la  Unión,  esta  no  puede  ser  apo- 
yada en  el  sentido  de  que  sean  perjudicados  los  Estados.  Verdad  es  que 
se  puede  imponer  una  contribución  sobre  un  articulo  especial  por  un 
Estado,  contribución  que  haga  inconveniente  que  se  imponga  otra  nue- 
va sobre  el  mismo  artículo  por  la  Unión;  pero  esto  no  importaría  una 
imposibilidad  constitucional  para  imponer  esa  nueva  contribución.  El 
importe  de  la  contribución,  y -la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  au- 

1  "Whether  the  resources  of  taTation  should  be  speci6ecl  and  limiled,  or  whether  th.e  power  in  thia  -, 
respect  should  be  geBeral.  leaving  a  f  uU  choise  of  the  national  legislature-" 

2  The  FaderaUst,  uümero  31- 

3  "I  repeat  here  what  I  habe  obsrred  in  substance  in  another  place,  that  all  observations,  foaa-  - 
dad  upen  Ihe  danger  of  nsurpation,  ought  to  be  reierred  to  the  composition  and  structure  of  the  go- 
verpment,  not  to  the  nature  and  e^tent  of  its  poners.    The  State  governnieuts,  bj  their  original  consti- 
tution  are  invested  with  complete  sovereignty-    lu  what  does  oiir  secarity  consist  against  usurpationg  : 
from  that  quarter?    DoubtleBS  in  the  manner  of  their  formation  and  in  a  due  dependence  of  thoa»  who, 
are  to  administer  them  upon  the  people-"  The  FederaKat,  loe  cít- 
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mentarla  por  el  Estado  ó  por  la  Unión,  serian  mutnamente  cuestiones 
de  prudencia;  pero  nada  de  esto  impnrtaría  una  contradicción  directa 
en  la  facultad  de  crear  contribuciones.»  ^ 

Es  cierto,  dice  en  otro  lugar,  que  Ihs  leyes  de  la  Unión  son  supi-e- 
mas.  pero  de  esto  no  se  sigue  que  el  Poder  federal  pueda  aniquilar  á 
los  Estadus,  disponiendo  de  sus  rentas.  Porque  si  esas  leyes  quisieren 
derogar  los  impuestos  locales,  ó  tomarlos  para  la  Federación,  ó  impe- 
dir su  recaudación,  serian  notoriamente  anticonstitucionales,  dejando 
por  tanto  de  ser  supremas,  porque  «aquellas  leyes  nacionales  que  no 
emanen  de  las  facultades  constitucionales  de  la  Unión,  sino  que  impor- 
ten invasiones  del  poder  local  de  los  Estados  de  la  misma  Nación,  no 
serán  la  ley  suprema  del  pais.  Habrá  puramente  actos  de  usurpación, 
y  merecerán  ser  tratados  como  tales.»  2 

Estudiada  esta  materia  por  todas  sus  fases,  no  faltó  quien  propusie- 
ra como  medio  de  cvitai;  los  peligros  que  se  temian  para  los  Estados,  el 
que  se  hiciera  una  clasificación  de  rentas  federales  designando  los  ob- 
jetos sobre  que  pudieran  imponerse,  «ó  que  se  decretaran  contribucio- 
nes, si  los  Estados  no  se  prestaban  á  requisiciones,  ó  bien  que  si  los  ar- 
tículos que  se  especificaran  dejasen  de  producir  una  renta  adecuada, 
se  recurriera  á  requisiciones  y  hasta  á  las  contribuciones  directas  para 
llenar  el  déficit  que  resultase.»  ^  Ninguno  de  estos  medios  satisfizo  á  los 
defensores  primitivos  de  la  Constitución  americana. 

Madison  fué  quien  combatió  ese  proyecto  de  clasificación  de  rentas 
basada  principalmente  en  los  derechos  marítimos,  alegando  que  ella  en 
muchas  circuns/tancias  dejaría  sin  recursos  al  Gobierno  nacional,  ó  lo 
obligaría  á  adoptar  un  sistema  de  impuestos  ruinoso  para  el  comercio, 
la  agricultura  y  los  intereses  del  país.  Nadie  podrá  asegurar,  decía,  que 
los  derechos  de  importación  y  exportación  satisfagan  todas  las  exigen- 
cias futuras;  pero  aun  suponiéndolo  así  en  tiempos  de  paz,  no  es  posible 
siquiera  imaginarlo  en  los  de  guerra.  Un  bloqueo  establecido  por  una 
potencia  marítima  fuerte,  dejaría  sin  recursos  al  Gobierno  y  haría  im- 
posible la  defensa  nacional.  *  juzgando  Story  de  la  exactitud  de  estas 
observaciones,  se  expresa  en  términos  tales  que  no  puedo  dejar  de  co- 
piar sus  palabras:  «En  la  reciente  guerra  de  1812  á  1813  entre  la  Gran 
Bretaña  y  los  Estados  Unidos,  tenemos  abundantes  pruebas  de  la  exac- 
titud de  este  razonamiento.  A  pesaí  de  haberse  duplicado  los  derechos 
de  importación,  nuestro  Gobierno,  en  razón  de  la  superioridad  naval 
del  enemigo,  se  vio  obligado  á  recurrir  á  contribuciones  directas  é  in- 
ternas, y  á  impuestos  sobre  tierras  y  efectos;  y  aun  con  todas  estas  ven- 
tajas, es  notorio  que  el  crédito  del  Gobierno  estuvo  muy  deprimido  du- 
rante la  guerra,  y  los  bonos  públicos  se  compraban  y  vendían,  á  vista 
de  la  Administración,  con  un  descuento  de  cerca  de  cincuenta  por  cien- 
to de  £u  valor  nominal.  Hubo  época  en  que  fué  imposible  conseguir 
cualquiera  cantidad  de  dinero  sobre  el  crédito  del  Gobierno.  Este  suce- 
so (nótese  esto  bien)  ocurrió  después  de  veinte  años  de  una  prosperidad 
sin  ejemplo  en  el  país.  Esta  es  una  triste,  pero  solemne  lección.»  5    Es, 

1  "As  to  a  suppoBitioD  of  repugnancy  between  the  power  of  taxation  ¡n  the  States  and  in  the  Union, 
it  cannot  be  supported  in  that  sense  which  -would  be  requisite  to  -«ork  an  exclusión  of  the  States.  It  is 
indeed  possible  that  a  tax  may  be  laid  on  a  particular  article  by  á,  State,  which  may  render  it  inexpe- 
dient  that  a  further  tax  shoiüd  be  \x\Cl  on  the  same  article  by  the  Union;  but  it  -Honld  not  imply  a  cons- 
titutioniil  inabUity  to  impose  a  fnrther  tax.  The  cuautity  of  the  imposition,  the  expediency  or  inexpe- 
diency  of  an  increase  on  either  side,  would  be  mutually  questions  of  prudence;  but  there  woKld  be  In- 
volved  no  dlrect  contradiction  of  power."   Obr.  cit.,  número  32. 

2  "That  aots  of  the  larger  societj  which  are  not  p;jrsuant  to  its  constitutional  powers,  but  which 
are  invasions  of  the  residuary  aiithorities  of  the  smaller  societies.  will  not  be  the  supreme  law  of  the 
land-  There  T.ill  be  riierely  acts  of  usurpations,  and  wiU  deserve  to  be  treated  as  such."  The  Federalist, 
número  33. 

3  "Or  to  lay  ta-^es,  if  requisitions  on  the  States  were  not  complied  vith;  or,  if  the  specif  ed  subjects 
failed  to  produce  an  adequate  revenue,  resort  might  be  had  to  requisitions  or  eren  to  direct  taxes  to 
supply  def.ciency.  ' 

4  Obr.  cit-,  núm- 41. 

5  "In  the  recent  var  of  1812-1813  between  Great  Britain  and  the  United  States,  we  have  abundan* 
proofs  of  the  correctness  of  this  reasoning.  Notwithstanding  the  duties  upon  importations  were  "dou- 
bled,"  from  ths  naval  superiority  of  our  enemy,  our  GoYernment  -ffere  compelled  to  resort  to  direct  and 
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tos  hechos  son  más  elocuentes.  m;\s  persuasivos  que  todos  los  razona- 
mientos. Y  si  una  ¿-uerra  produjo  esos  efectos  en  los  Estados  Unidos, 
país  de  una  prosperidad  sin  ejemplo,  cuáles  daría  entre  nosotros  si  ele- 
váramos á  la  categ'oría  de  constitucional  la  doctrina  que  impugno?  ¡Di- 
galo  quien  quiera  que  en  el  porvenir  de  la  República  se  interese! 

Pero  dejemos  esta  digresión,  por  más  importante  que  ella  sea,  para 
volver  á  la  cuestión.  Ella  se  examinó  no  solo  refiriéndola  á  las  exigen- 
cias terribles  de  los  tiempos  de  guerra:  se  la  consideró  también  en  sus 
relaciones  con  las  necesidades  de  la  paz.  «Si  el  poder  de  taxación  del 
Gobierno  federal  quedara  limitado  á  determinados  objetos,  son  estas 
palabras  de  Hamilton,  esto  ocasionaría  una  indebida  desproporción  en 
el  impupsto Supóngase  que  ese  poder  estuviera  confinado  á  las  im- 
portaciones y  exportaciones:  es  evidente  que  el  Gobierao,  por  falta  de 
otros  valores  cuotizables,  de  los  que  pudiera  sacarse  recursos,  se  vería 
obligado  á  alzar  los  derechos  marítimos  hasta  un  exceso  injurioso.  Los 
amigos  de  las  prohibiciones  no  se  alarman  por  ?sto,  porque  creen  que 
esos  altos  derechos  tienden  á  proteger  la  industria  nacional.  Pero  todos 
los  extremos  son  peligrosos.  La  alza  de  los  derechos  estimula  al  contra- 
bando, que  perjudica  tanto  al  comercio  como  al  erario-,  ellos  hacen  al 
pueblo,  tributario  de  las  clases  manufactureras,  á  quienes  aseguran  el 
monopolio  en  el  mercado;  ellos  obligan  á  la  industria  á  seguir  un  cami- 
rio  en  el  que  no  puede  sostenerse,  y  ellos,  en  fin,  oprimen  al  comercian- 
te que  tiene  que  pagarlos,  sin  retribución  alguna  del  consumidor.»  i  Y 
otro  publicista,  haciendo  notar  cuan  perjudiciales  son  al  comercio  esos 
altos  dereclios,  dice  que  el  efecto  necesario  de  ellos  seria  «que  el  co- 
mercio cambiaría  así  gradualmente  los  conductos  de  su  comunicación; 
j  si  se  protegiesen  otros  intereses  (como  de  seguro  se  protegerían  has- 
ta cierto  grado)  por  medio  de  tan  exorbitantes  derechos,  el  resultado 
final  sería  una  gran  reducción  de  rentas  y  la  ruina  de  un  importante 
ramo  de  la  industria  Nunca  puede  ser  político,  justo,  sabio  ó  patrióti- 
co, fundar  un  gobierno  en  principios  que  en  su  curso  ordinario  y  auu 
extraordinario  llegue  natural,  si  no  es  que  necesariamente,  á  ese  resul- 
tado.» 2 

Para  no  ser  interminable,  y  lo  seria  si  quisiera  seguir  copiando  cuan- 
to sobre  la  materia  se  dijo  por  los  hombres  de  Estado  que  asistieron  á. 
la  formación  de  la  Constitución  americana,  me  limitará  á  exponer  las 
doctrinas  que  sostiene  su  más  caracterizado  comentador,  doctrinas  ya 
confirmadas  por  la  experiencia  de  muchos  años.  Es  Story  quien  habla 
asi,  compendiando  las  razones  que  exigen  que  sea  ilimitada  la  facultad 
de  taxación  del  Congreso  federal:  «Podemos  sufrir  calamidades  físicas 
y  morales,  plagas,  hambres  y  terromotos;  convulsiones  políticas  y  riva- 
lidades, depresiones  graduales  en  alguno  de  los  ramos  de  la  industria; 
podemos,  en  fin,  sufrir  la  necesidad  de  cambiar  nuestras  costumbres  y 
prácticas,  á  consecuencia  de  tener  que  ajustamos  á  los  adelantos  y 
competencias  "del  extranjero,  y  á  la  naturaleza  variable  de  los  deseosy 
necesidades  de  la  humanidad.  Un  sistema  rentístico  adecuado  á  una 
época  puede  fracasar  total  ó  parcialmente  en  otra.  El  comercio,  la  iu- 
dustria  ó  la  agricultura,  pueden  prosperar  con  u.na  contribución  en  una 
época  y  destruirse  con  ella  en  otra.  La  facultad  de  imponer  contribu- 
ciones necesita,  para  ser  iitil,  no  solo  ser  adecuada  á  todas  13,3  exigen- 

■intemal  taTes,  to  land  taxes,  and  excise.s:  and  even  whith  all  these  advantages,  ifc  is  notorias,  that  the 
credit  oí  the  government  sunk  exoeedingly  low  during  the  contsst  and  the  publIc  securities  were  bought 
and  sold,  \inder  the  very  eyes  of  the  adniinistration,  afc  a  discoaat  o£  uearly  t'f  fcy  psr  cent  from  their  no- 
minal amonnt-  Nay,  at  ene  time  it  was  impracticable  to  borrow  auy  money  upon  the  government  cre- 
dit. This  event  (let  it  be  remembered)  took  place,  after  twenty  years  of  nnexampled  prosperity  of  the 
country.  It  is  a  sad  but  solemii  admonition-"  Story-  On  Const-,  núm.  937^  note- 

1  The  Pederalist,  núm.  35. 

2  ''That  commerce  would  thns  gradually  change  its  channels:  and  if  other  interests  should  be  (as 
mdeed,  they  may  be  to  some  extent)  aided  by  such  exhorbitan  ■  duties,  the  ultímate  result  would  be  a. 
great  dimiuutio-a  of  revenue  and  the  ruin  of  a  great  branch  of  industry.  It  can  never  be  politic  or  just.' 
Mise  or  patrictio,  to  fouad  a  government  upon  principies,  which  iu  its  ordinary,  or  even  extraordiaarj 
operatious,  must  naturally.  if  not  necessarily,  lead  to  sach  a  result-"  Story-  On  Const-i  núm-  938- 
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cias  de  la  nación,  sino  ser  susceptible  de  extenderse  de  tiempo  en  tiem- 
po á  todos  los  ramos  más  productivos.»  ^ 

Creo  que  ios  lextos  que  he  citado  no  solo  satisfacen  plenamente  las 
objeciones  de  qixe  antes  hablaba,  sino  que  prueban  que  en  el  sistema 
federal  no  pueden  limitarse  las  facultades  del  Congreso  nacional,  en 
materia  de  impuesto?,  á  determinados  objetos,  sino  que  ellas  tienen  que 
ser  concurrentes  con  las  de  las  legislaturas  de  los  Estados,  porque  solo 
asi  la  soberanía  nacional  y  local  pueden  llenar  sus  fines.  Abstracción 
hecha  de  toda  ley  positiva,  dadas  las  bases  de  ese  sistema  de  gobierno 
que  es  el  que  nos  rige,  y  no  viendo  la  cutsstión  sino  en  el  terreno  filosó- 
fico, como  un  punto  de  legislación  constitucional,  es  imposible  no  reco- 
nocer esa  verdad.  Los  razonamientos  de  Hamilton  y  de  Madison  prue- 
ban concluyentemente  que  ixna  clasifieaciónde  rentas,  una  designación 
de  objetos  sobre  los  que  recaigan  las  contribuciones  federales  j  locales 
repectivamente,  dejarian  á  la  Unión  ó  los  Estados,  sin  los  medios  indis- 
pensables de  existencia  propia,  sin  los  recursos  para  satisfacer  necesi- 
dades que  por  su  naturaleza  no  admiten  limitación. 

Y  no  necesito  advertir  que  la  razón  y  motivos  délos  textos  constitu- 
cionales amiericanosson  también  la  razón  y  motivos  de  los  nuestros  sobre 
este  punto.  ^Atendida  la  semejanza  que  existe  entre  ellosy  entre  las  insti- 
tuciones de  las  dos  Eepúblicas,  no  se  puede  desconocer  esta  verdad.  De 
ello  nos  persuadiremos  aun  más,  recordando  aquellas  sabias  palabras 
del  Br;  Ocampo:  «la  clasificación  de  rentas  no  puede  ser  un  punto  cons- 
titucional,» y  sobre  todo  sabiendo  cómo  fué  reprobado  por  el  Constitu- 
yente el  articulo  120  del  proyecto  de  Constitixción.  Este  hecho  no  ten- 
dría esplicación,  si  las  demostraciones  hechas  hace  más  de  un  siglo  en 
los  Estfidos  Unidos  no  hubieran  convencido  á  nuestros  constifuyentes 
de  la  inconveniencia  de  encerrar  en  cierto  limite  los  impuestos  federa- 
les; sí  las  razones  filosóficas  que  allá  se  hicieron  valer  para  sostener  la 
concurrencia  federal  y  la  local  en  asuntos  de  contribuciones,  no  fueran 
aquí  los  motivos  de  nuestros  preceptos  constitucionales  relativos  á  es- 
ta materia. 

¿Me  será  licito  deducir  de  lo  que  acabo  de  exponer,  que  los  argu- 
mentos con  que  se  pretende  atacar  las  teorías  que  defiendo,  no  vienen, 
en  último  análisis,  sino  á  robustecerlas  y  afirmailas?  Que  responda  á 
esta  pregunta  quien  quiera  que  no  esté  preocupado  poruña  opinión  pre- 
concebida. 

No  necesito  decir  que  las  teoiías  que  yo  defiendo  son  las  america- 
nas, las  reconocidas  por  los  publicistas  y  sancionadas  por  los  tribuna- 
les ¿o  aquella  Eepública.  Leyendo  solo  las  ejecutorias  citadas  por  Pas- 
chal,  por  Btimp  ó  cualquiera  otro  de  los  expositores  de  la  Constitución 
se.  ve  que  es  nn  pu.nto  definido  en  la  jurisprudencia  constitucional  de 
ese  país  el  que  las  facultades  del  Congreso  de  Ja  Unión,  en  materia  de 
impuestos,  no  están  limitadas  á  los  exclusivamente  federales,  sino  que 
se  ejercen  aun  imponiendo  éstos  sobre  la  riqxteza  de  los  Estados.  ¿De 
nada  nos  servirá  la  experiencia  de  nuestros  vecinos  en  la  práctica  de 
nuestras  instituciones?  ¿El  ejemplo  de  prosperidad  que  ese  pueblo  nos 
presenta,  prosperidad  adquirida  á  la  sombra  de  esas  instituciones,  no 
es  de  por  si  un  argumento  irresistible  en  favor  de  aquellas  teorías  que 
he  defendido? 

He  hablado  de  Paschal,  y  como  la  sentencia  que  concedió  el  ampa- 
ro en  Tlaxcala,  con  la  intención  de  probar  que  la  Federación  no  puede 

1  "We  may  Buffe'  from  physical  as  well  as  moral  calainities;  frora  plagues,  famine,  and  eartbquakes 
fiom  political  coníulsions  aud  rivaliies,  from  the  gradual  decÜDe  of  particular  sources  of  industr-  aud 
from  tlie  necessity  of  chacgirig  onr  OY'n  habits  and  persiüts.  in  consecnence  of  foreing  improTt  inei; is  and 
competitiOES  und  the  ■(ariablenature  of  human  wants  and  deaires.  A  sovirce  of  rtvein.e  adequate  in. 
one  age,  Kiay  wbolly  cr  partiallv  fail  in  another-  Commerce,  or  manufactures,  or  agrieuür.rr-  may  tbri- 
ve  under  a  tax  in  one  age,  v  hich  would  destroy  íheni  iu  another-  The  po-H  er  of  taxation,  therefore,  tobe 
useful.  must  not  only  be  adecuate  to  all  the  exigences  of  the  nation;  but  it  must  be  capable  of  reaching 
from  time  to  time  all  the  most  productive  sources-"   Story-  Ou  Const-,  núm-  931. 


decretar  contribuciones  solDre  la  riqueza  de  los  Estados,  invoca  doctri- 
nas de  ese  autor,  considero  de  oportuHidad  evidenciar  el  grave  error 
en  que  con  esa  cita  se  ha  incurrido.  Paschal,  en  efecto,  no  sostiene  la 
doctrina  que  en  Tlaxcala  se  le  atribuyó,  sino  precisamente  la  contraria, 
la  aceptada  generalmente  en  los  Estados  Unidos.  Pocas  lineas  antes  de 
las  palabras  de  ese  autor  que  en  la  senten  ia  se  citan,  y  palabras  que 
no  tienen  la  significación  que  se  les  da,  se  encixentran  estas  otras: 
«La  facultad  de  imponer  contribuciones  es,  por  regla  general,  una  fa- 
cultad concurrente »  i  y  un  poco  más  adelante,  á  la  vuelta  de  la 

página,  se  leen  las  siguientes:  « la  facultad  del  Estado  para  hacer 

contribuir á  cualquiera  negociación  establecida  dentro  de  sixs  li- 
mites, es  enteramente  compatible  con  el  acto  del  Congreso  para  hacer 
contribuir  á  esas  mismas  negociaciones  para  objetos  nacionales.»  2  Es- 
to dicho,  se  ve  cómo  falta  por;completo  el  único  fundamento  en  que  se 
quiso  apoyar  el  amparo  de  Tlaxcala. 

Para  no  aceptar  las  conclusiones  á  que  he  llegado,  se  ha  dicho  en 
este  debate  por  el  Sr.  Magistrado  Bautista,  que  basta  el  articulo  29  de 
la  Constitución  para  salvar  las  dificultades  que  tendría  la  limitación  de 
los  poderes  federales  en  materia  de  impuestos,  porque  con  este  artícu- 
lo y  las  facultades  extraordinarias  que  concede,  se  puede  hacer  frente 
á  conflictos  tan  graves,  como  el  de  los  Estados  Unidos  en  su  guerra  con 
Inglaterra  en  1812.  Voy  á  decir  brevemente  por  qué  tengo  el  senti- 
miento de  disentir  de  esa  opinión. 

Aunque  creo  que  las  facultades  extraordinarias  son  en  ciertos  casos 
constitucionales,  como  lo  he  sostenido  en  este  mismo  Tribunal,  no  pue- 
do reconocer  que  ellas  lleguen  hasta  destruir  la  soberanía  de  los  Esta- 
dos. Por  entenderlo  asi,  he  defendido  desde  1870,  que  ningunas  facul- 
tades son  bastantes  para  declarar  á  estos  en  estado  de  sitio,  destruyen- 
do s.u  régimen  interior  y  poniéndolos  á  las  órdenes  de  una  autoridad 
militar  federal.  3  Y  se  comprende  bien  que  quien  asi  opina,  no  aeepta 
el  que  en  virtud  de  facultades  extraordinarias  pueda  la  Federación 
apropiarse  de  las  rentas  lecales,  ó  impedir  su  recaudación,  ó  derog-ar 
las  leyes  sobre  impuestos  también  locales.  La  mejor  y  más  eficaz  ma- 
nera, después  del  estado  de  sitio,  para  extinguir,  para  matar  la  sobera- 
nía de  los  Estados,  sería  disponer  de  su  tesoro.  El  artículo  29,  en  mi 
concepto,  no  puede  llegar  hasta  este  extremo,  hasta  destruir  por  su  ba- 
se las  instituciones.  Sin  facultades  extraordinarias  el  Congreso  federal , 
puede  en  casos  de  conflicto  decretar  toda  clase  de  impuestos,  duplicar 
los  derechos  ie  importación,  imponer  contribuciones  directas  ó  indirec- 
tas, tasar  todos  los  objetos  cuotizables  dentro  del  territorio  nacional, 
como  lo  hizo  ei  congreso  americano  en  la  guerra  de  1812;  pero  connin- 
guna  de  estas  facultades  podría  el  poder  federal  adueñarse  de  la  ha- 
cienda de  los  Estados,  privándolos  de  su  soberanía;  con  ningunas  po- 
dría imponer  contribuciones  directas,  por  ejemplo,  si  el  artículo  120  del 
proyecto  de  Constitución  se  hubiera  aprobado.  El  artículo  29  no  puede 
justificar  las  invasiones  federales  en  el  régimen  interior  de  los  Estados. 
Me  limito  á  estas  ligeras  indicaciones,  porque  no  es  de  oportunidad 
profundizar  esta  materia. 

Debo  ya  poner  fin  á  mi  tarea;  creo  haber  demostrado  con  razones, 
tomadas  las  unas  de  nuestros  textos  constitucionales,  de  f.u  historia,  de 
los  debates  en  el  Constituyente;  derivadas  las  otras  de  la  razón,  de  lo.-j 
motivos  de  la  ley,  de  la  filosofía  de  sus  preceptos,  que  el  Congreso  de 
la  Unión  puede  decretar  las  contribuciones  que  á  su  juicio  ¡-ean  nece- 
sarias para  cubrir  el  presupuesto  de  egresos,  aun  imponiéndolas  sobre 

1  "The  power  of  taxation,  as  a  general  riüe,  is  a  conourrent  power.' 

2  " the  po77er  of  the  State  to  tax any  business  carried  on  witliin  its  limits,  is  entirely  con- 

slstenfc  ívitb  au  inteutisu  on  the  part  of  the  Congress  to  ta".  such  business  for  national  p\irposes." 

3  La  Cuestión  de  Jaüsco,  págs-  116  á  124-  La  ley  de  24  de  Mayo  de  1S71,  que  declaró  "autioonstitu- 
cional'"  la  de  20  de  Enero  de  1860.  vino  á  consagrar  mis  opiniones.  Por  desgracia  aun  después  de  aque- 
lla fecha  han  existido  los  estados  de  sitio- 
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la  riqueza  de  los  Estados.  Por  más  amigo  que  yo  sea  de  la  soberanía 
de  éstos,  no  puedo  negar  á  la  Federación  esa  facultad,  necesaria  para 
su  existencia,  sancionada  en  iin  texto  constitucional  expreso.  Sirva  es- 
>  ta  confesión  mía  de  testimonio  de  que  en  el  estudio  de  la  ley  funda- 
mental procuro  emanciparme  de  preocupaciones  sistemáticas.. 

Y  consecuencia  final  de  esas  demostraciones  es,  que  la  contribución 
federal  sobre  las  fábricas  no  invade  ni  vulnera  la  soberanía  de  los  Es- 
tados, porque  ella  coexiste  con  las  que  éstos  decreten  sobre  las  mismas 
fábricas,  de  la«  que  la  Federación  no  puede  disponer.  Será  inconve- 
niente, anti-económica  esa  acumulación  de  impuestos  sobre  una  misma 
industria;  pero  no  es  inconstitucional:  será  una  cuestión  de  prudencia 
para  los  legisladores  evitar  tal  inconveniencia;  pero  no  puede  consti- 
tuir una  inhabilidad  constitucional  de  parte  del  poder  federal,  como  di- 
ce Hamilton. 

Y  séame  permitido  repetir  otra  vez,  que  en  nuestras  instituciones  aun 
esa  indebida  acumulación  de  impuestos  tiene  su  correctivo  en  la  liber- 
tad del  sufragio.  Los  Estados  nunca  se  quejarán  de  ese  mal,  si  sus  dipu- 
tados son  realmente  sus  representantes.  Los  mismos  Estados  pequeños 
y  de  escasa  representación  tienen  las  garantías  necesarias  en  el  Senado, 
en  donde  tienen  igual  influencia  por  su  voto  que  los  más  poblados  y  ri- 
cos, segxin  lo  hemos  visto  probado  por  Stor3\  Pero  si  como  más  de  una 
vez  ha  sucedido,  las  Cámaras,  más  que  emanación  del  voto  público,  son 
hijas  de  los  intereses  de  bandería,  aquellos  males,  lo  mismo  que  otros, 
aun  más  graves,  no  tienen  remedio,  porque  como  antes  lo  he  probado, 
esta  Corte  no  puede,  porqixe  ni  está  en  sus  facultades,  ni  cabe  en  su  po- 
der el  restablecer  el  equilibrio  que  se  pierde  desde  el  momento  en  que 
falta  la  base  cardinal  de  nuestro  sistema  de  gobierno:  su  elección  libre 
por  el  pueblo.  Y  que  no  se  me  diga  que  esto  es  imposible:  todas  las  de- 
cepciones sobre  este  punto,  sufridas  por  el  país,  deben  ser  impotentes 
para  matar  la  fe  en  las  instituciones:  si  el  sufragio  libre  es  imposible,  la 
República  representativa,  democrática,  federal  que  creemos  tener,  esun 
sarcasmo. 

Como  en  mi  sentir  este  amparo  no  procede  por  ninguno  de  las  tres 
capítulos  por  los  que  principalmente  se  ha  pedido,  yo  votaré  negándo- 
lo, por  las  razones  que  he  expuesto  con  una  extensión  que  espero  me 
sea  dispensada. 


La  Suprema  Corte  pronuncio  la  siguiente  Ejecutoria  en  el  ani- 
paro  de  Tlaxcala. 

México,  Noviembre  26  de  1879.— Visto  el  juicio  de  amparo  que  ante  el 
Juzgado  de  Distrito  de  Tlaxcala  interpuso  el  Lie.  Ramón  Miranda,  como 
apoderado  de  Ciriaco  Marrón,  contra  los  procedimientos  del  Jefe  de  Ha- 
cienda del  Estado,  que  en  virtud  de  la  ley  de  5  de  Junio  último  y  su  Re- 
glamento de  6  del  mismo  mes,  le  ha  pasado  dos  comunicaciones,  hacién- 
dole saber  en  la  primera,  la  cuota  que  se  le  asigna  para  el  pago  de  la 
contribución  correspondiente  á  la  fábrica  de  su  propiedad,  sita  en  la  ju- 
risdicción de  Zacatelco,  fábrica  en  la  que  se  elaboran  artefactos  de  al- 
godón; y  notificándole  en  la  segunda,  que  si  dentro  del  plazo  de  tres 
días  no  satisface  la  cantidad  que  se  le  ha  señalado,  se  procederá  al  em- 
bargo de  bienes  bastantes  á  cubrirla,  poniendo  en  ejecución  la  facultad 
económico-coactiva;  con  cuyos  actos,  en  concepto  del  promovente,  h-\xí 
sido  violadas  en  perjuicio  de  su  representado  las  garantías  consignadlas 
en  los  artículos  13,  16  y  17  de  la  Constitución  Federal.  Visto  el  informe 
déla  autoridad  ejecutora,  el  alegato  del  promovente,  lo  pedido  por  el 
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Promotor  Fiscal  y  la  sentencia  del  Juzgado  de  Distrito,  fecha27  deSep-^ 
tiembre  del  corriente  año,  en  que  se  concede  el  amparo  solicitado: 

Considerando,  1.°  :  Que  las  razones  que  se  hacen  valer  para  la  pro- 
cedencia del  recurso  pueden  resumirse  en  dos  principalmente:  primera, 
que  la  ley  de  presupuestos  de  ingresos  de  5  de  Junio  próximo  pasado, 
no  fué  expedida  en  la  parte  relativa  con  los  requisitos  constitucionales; 
y  segunda,  que  ella  está  en  pugna  con  los  principios  de  equidad  y  pro- 
porción en  los  impuestos,  sancionados  aquellos  por  la  ley  fundamental, 
haciendo  descansar  sobre  ebta  base  los  demás  razonamientos  con  que 
trata  de  probarse  que  el  artictlo  1.  ° ,  fracción  XIV  de  aquel  presupues- 
to y  su  Eegiamento,  violan  las  garantías  que  se  invocan: 

Considerando,  2.°  :  Que  la  primera  objeción  carece  de  fundamento, 
si  se  tiene  en  cuenta,  como  debe  tenerse,  que  en  la  Cámara  de  Diputa- 
dos se  inició  la  contribución  de  que  trata  la  fracción  XIV,  en  uso  de  la 
facultad  que  le  concede  la  parte  final,  fracción  VI,  letra  A  del  articul72 
de  las  reformas  de  la  Constitución,  de  13  de  Noviembre  de  1874,  cuya 
Cámara  es  la  que  debe  iniciar  las  contribuciones  que  á  su  juicio  deben 
decretarse  para  cubrir  el  presupuesto  anual  de  gastos:  que  la  disposi- 
ción deque  se  trata  no  ha  sido  una  iniciativa  de  los  Diputados,  sino  el 
resultado  del  estudio  que  la  Comisión  de  Presupuestos  hiz»  de  la  remi- 
tida por  el  Ejecutivo,  y  por  lo  mismo  la  comprendió  en  el  dictamen  que 
extendió  conforme  á  la  obligación  que  le  impone  el  articulo  69  consti- 
tucional; dictamen  que  fué  discutido  y  aprobado  de  conformidad  con  el 
Eegiamento  de  Debates:  que  en  virtud  de  que  la  repetida  fracción  XIV 
fuépropiiesta  por  la  Comisión  especial  de  que  habla  el  art.  69  citado,  apro- 
Tjada  por  lamayoriadelas  dos  Cámaras  legislativas,  y  sancionada  por  el 
Ejecutivo,  tiene  los  requisitos  esenciales  que  laconstitiiyenley:que  en  las 
facultades  del  Poder  Legislativo  federal,  ha  estado  decretar  el  impuesto 
á  que  se  refiere  dicha  disposición;  por  no  estarle  prohibido  imponer-eon- 
íribuciones  que  pesen  sobre  la  riqueza  de  los  habitantes  de  los  Estados;, 
pites  si  bien  éstos  pueden,  en  virtud  de  su  soberanía  é  independencia, 
en  cuanto  al  régimen  interior,  imponer  las  contribuciones  necesarias  á 
cubrir  los  gastos  piiblicos,  no  se  opone  á  este  derecho,  ni  está  limitado 
por  laley  fundamental,  el  que  tiene  la  Federación  para  establecer  impues- 
tos generales  á  loa  habitantes  de  la  Repiiblica:  que  con  objeto  de  que 
aquellos  no  pesen  demasiado  sobre  la  riqíieza  de  los  Estados,  y  á  fin  de 
que  haya  el  justo  equilibrio  entre  ambos  impuestos,  está  bien  previsto 
por  el  Jacto  federativo,  que  los  Diputados  representantes  de  los  Esta- 
dos, que  deben  conocer  sus  necesidades,  sean  los  que  decreten  la  con- 
tribuciones conque  se  han  de  cubrir  los  gastos  del  Gobierno  de  la  Unión 
en  el  a^o  fiscal: 

Considerando,  3,°  :  Que  el  presupuesto  de  5  de  Jujiio  no  puede  lla- 
marse ley  privativa  en  el  sentido  del  articulo  13  constitucional,  por  no 
referirse  á  determinadas  personas  ni  á  un  solo  Estado  déla  Federación, 
sino  á  todos  los  productos  de  hilados  y  tejidos  que  se  elaboren  en  el 
país,  lo  cual  constituye  que  esa  disposición  sea  general,  como  io  es, por 
ejemplo,  la  que  há  mucho  tiempo  estableció  el  impuesto  de  cinco  por 
ciento  sobre  el  oro  y  la  plata  acuñados  que  de  todos  los  Estados  se  ex- 
porten de  la  Piepública,  no  obstante  que  otras  leyes  exceptúan  de  los 
derechos  de  exportación  los  frutos  agrícolas  y  productos  industriales. 
del  territorio  nacional:  que  además  no  prueba  que  la  ley  sea  especial, 
la  circunstancia  de  que  solo  se  refiera  á  las  fábricas  de  hilados  y  tejidos, 
porque  ella  no  debe  considerarse  aisladamente,  sino  en  conjunto  con  las 
otras  disposiciones  que  forman  el  presupuesto  de  ingresos,  en  las  que 
también  aparecen  gravados  otros  ramos  de  la  riqueza  pública,  aunque 
con  distintas  denominaciones:  que  si  es  que  el  presupuesto  de  5  de  Ju- 
nio exceptúa  del  impuesto  á  los  capitales  que  no  pasen  de  quinientos 
pesos,  empleados  en  las  negociaciones  de  hilados  y  tejidos,  esto  mismo 
convence  que  en  su  expedición  se  han  considerado  los  principios  de- 
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equidad,  lo  cual  todavía  resalta  más,  cuando  se  advierte  que  el  legisla- 
dor aumentó  los  derechos  de  importación  sobre  los  efectos  similares,  en, 
la  misma  proporción  que  gravó  los  que  se  producen  en  el  país,  con  el 
propósito  de  poner  éstos  á  salvo  de  la  competencia  que  podía  menosca- 
liar  los  intereses  de  los  fabricantes  nacionales:  que  con  respecto  á  que 
no  es  proporcional  la  contribución  que  se  trata  decobrar,  no  existepro- 
bada  en  autos  esa  desproporción,  ni  en  cuanto  al  exceso  en  el  impues- 
to, ni  por  lo  que  mira  á  Ja  falta  de  igualdad  en  su  distribución: 

Considerando,  4.°  :  Que  habiéndese  limitado  el  Jefe  de  Hacienda  á 
notificar  al  promovente  que  si  no  entera  dentro  de  tercero  día  la  ctiota 
que  se  le  tiene  asignada,  se  le  embargarán  bienes  equivalentes,  no  hay 
la  violación  del  articulo  16  constitucional,  puesto  que  es  licito  á  la  Ad- 
ministración cobrar  los  impuestos,  y  proceder  conforme  á  la  facultad 
económico-coactiva  mientras  el  asunto  no  toma  el  carácter  contencioso, 
en  cuyo  caso  la  antoridad  judicial  es  quien  debe  conocer. 

Por  estas  consideraciones,  y  con  arreglo  á  los  artículos  101  y  102  de 
la  Constitución  General,  se  revoca  la  sentencia  mencionada  del  Juzga- 
do de  Distrito,  y  se  declara:  que  la  Justicia  de  la  Unión  no  ampara  ni 
protege  á  Ciríaco  Marrón,  representado  en  este  juicio  por  el  Lie.  Ramón 
Miranda,  contra  los  actos  de  que  se  queja. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen,  con  copia  cer- 
tificada de  esta  sentencia,  para  los  efectos  legales.  Hágase  saber  y  ar- 
chívese á  su  vez  el  Toca. 

Así  por  mayoría  de  votos,  en  cuanto  á  la  sentencia  y  sus  fundamen- 
tos, lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente  y  Magistrados  que  forma- 
ron el  Tribunal  Pleno  de  la  Suprema  Corte  de  Jiisticia  de  los  Estados- 
Unidos  Mexicanos,  y  ürmaron.— Ignacio  L.  VaUarta.— Ignacio  M.  Alta- 
mir ano. —Manuel  Alas. Antonio  Martínez  de  Castro.— Miguel  Blan- 
co.—José  M.  Bautista..-  Eleiiterio  Avila.— Simón  Guzmán.-^José  Ma- 
nuel JSaldaña.—José  Eligió  Muñoz.— Enrique  Landa,  Secretario. 


Ejecutoria  de  la  Suprema  Corte  en  el  amparo 
de  Monterey. 

México,  Noviembre  2o  de  1879.— Visto  el  juicio  de  amparo  que  ante 
el  Juzgado  de  Distrito  de  Nuevo-León  interpusieron  Antonio  L.  Rodrí- 
guez, Manuel  Sepúlveda  v  Roberto  Larr,  el  primero  como  encargado  ó 
agente  de  «El  Porvenir,»  el  segundo  de  «La  Fama,»  y  el  tercero  como 
dueño  de  «La  Leona,»  fábricas  de  hilados  establecidas  en  el  Estado,  con- 
tra los  efectos  de  la  partida  XIV  déla  ley  de  presupuestos,  fexpedidapor 
él  Congreso  de  la  Unión  el  5  de  Junio  iiltimo,  y  su  Reglamento  del  día 
6  del  mismo  mes;  cuvas  disposiciones,  en  concepto  de  los  promoventes, 
han  violado  los  artículos  1.°,  16,  31  y  41  de  la  Constitución  Federal.  Vis- 
to el  informe  de  la  autoridad  ejecutora,  las  pruebas  rendidas  por  los  que- 
josos, su  alegato,  el  pedimento  del  Promotor  fiscal  y  la  sentencia  del 
Juzgado  de  Distrito,  fecha  30  de  Septiembre  del  corriente  año,  en  ¿lue 
se  deniega  el  amparo  solicitado  y  se  impone  á  cada  uno  de  los  quejosos 
una  multa  de  cien  pesos. 

Considerando,  1.° ;  Que  las-razones  que  se  hacen  valer  para  la  nroce- 
dencia  del  recurso  pueden  resumirse  en  dos  principalmente:  primera, 
que  la  ley  de  presupuestos  de  ingresos,  de  5  de  Junio  próximo  pasado, 
no  fué  expedida  en  la  parte  relativa  con  los  requisitos  constitucionales; 
y  segunda,  que  ella  está  en  pugna  con  los  principios  de  equidad  y  pro- 
porción en  los  impuestos,  sancionados  aquellos  por  la  ley  fundamental, 
haciendo  descansar  sobre  esta  base  los  demás  razonamientos  con  que 
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trata  de  probarse  qtie  el  artíctilo  1.° ,  fracción  XIV  do  aquel  presupues- 
to j  su  Eeglamento  violan  las  garantías  que  se  invocan: 

Considerando,  2.° :  Que  la  primera  objeción  carece  de  fundamento, 
si  se  tiene  en  cuenta,  como  debe  tenerse,  que  en  la  Cámara  de  Diputa- 
dos se  inició  la  contribución  de  que  se  trata  en  la  fracción  XIV,  en  uso 
de  la  facultad  que  le  concede  la  parte  final,  fracción  VI,  letra  A  del  ar- 
ticulo 72  de  las  reformas  de  la  Constitución,  de  13  de  Noviembre  de  1874, 
cm^a  Cámara  es  la  que  debe  iniciar  las  contribuciones  que  á  su  juicio 
deben  decretarse  para  cubrir  el  presupuesto  anual  de  g-astos:  que  la 
disposición  de  que  se  trata  no  ha  sido  una  iniciativa  de  los  Diputados, 
sino  el  resultado  del  estudio  que  la  Comisión  de  presupuestos  hizo  déla 
remitida  por  el  Ejecutivo,  y  por  lo  mismo  la  comprendió  en  el  dictamen 
que  extendió  conforme  á  la  obligación  que  leimpone  el  articula  69  cons- 
titucional, dictamen  que  ñié  discutido  y  aprobado  de  conformidad  con 
el  Eeglamento  de  Debates:  que  en  virtud  de  que  la  repetida  fracción 
XIV  fué  propuesta  por  la  Comisión  especial  de  que  habla  el  drticulo  69 
citado,  aprobada  por  la  mayoría  de  las  Cámaras  legislativas  y  sancio- 
nada por  el  Ejecntivo,  tiene  los  requisitos  esenciales  que  la  constituyen 
ley:  que  en  las  facultades  del  Poder  Legislativo  federal  ha  estado  de- 
cretar el  impuesto  á  que  se  refiere  dicha  disposición,  por  no  estarle  pro- 
hibido imponer  contribuciones  que  pesen  sobre  la  riqueza  de  los  habi- 
tantes de  los  Estados,  pues  si  bien  estos  pueden  en  virtud  de  su  sobera- 
nía é  independencia  en  cuanto  al  régimen  interior,  imponer  las  contri- 
buciones necesarias  para  cubrir losgastospiiblieos,noseopone  á  estede- 
recho  ni  está  limitado  por  la  Ley  fundamental  el  que  tiene  la  Federa- 
ción para  establecer  impuestos  generales  álos  habitantes  déla  Repiibli- 
ca:  que  con  objeto  de  que  aquellos  no  pesen  demasiado  sobre  la  rique- 
za de  los  Estados,  y  á  fin  de  que  haya  el  justo  equilibrio  entre  ambos 
impuestos,  está  bien  previsto  por  el  Pacto  federativo  que  los  Diputados 
representantes  de  los  Estados  que  deben  conocer  sus  necesidades,  sean 
los  que  decreten  las  contribuciones  con  que  se  han  de  cubrir  los  gastos 
del  Gobierno  de  la  Unión  en  el  año  fiscal: 

Considerando,  3.°  Que  el  presupuesto  de  5  de  Junio  no  puede  lla- 
marse ley  privativa  en  el  sentido  del  artíciilo  13  constitucional,  por  no 
referirse  á  determinadas  personas  ni  á  un  solo  Estado  de  la  Federación, 
sino  á  todos  los  productos  de  hilados  y  tejidos  que  se  elaboren  en  el  país, 
lo  cual  constitxiye  que  esa  disposición  sea  general,  como  lo  es,  por  ejem- 
plo, la  que  há  mucho  tiempo  estableció  el  impuesto  de  cinco  por  ciento 
sobre  el  oro  y  plata  acuñados  que  de  todos  los  Estados  se  exporten  de 
la  República,  no  obstante  que  otras  leyes  exceptúan  de  los  derechos  de 
exportación  los  frutos  agrícolas  y  productos  industriales  del  territorio 
nacional:  que  además  no  prueba  que  la  ley  sea  especial,  lacircimstancia 
de  que  solo  se  refiera  á  las  fábricas  de  hilados  y  tejidos,  porque  ella  no 
debe  considerarse  aisladamente,  sino  en  conjunto  con  las  otras  disposi- 
ciones que  forman  el  presupuesto  de  ingresos,  en  las  que  también  apa- 
recen gravados  otros  ramos  de  la  riqueza  piiblica,  aunque  con  distintas 
denominaciones:  que  si  es  que  el  presupuesto  de  5  de  Junio  exceptúa 
del  impuesto  á  los  capitales  que  no  pasen  de  500  pesos, empleados  enlas 
negociaciones  de  hilados  y  tejidos,  esto  mismo  convence  que  en  su  ex- 
pedición se  han  considerado  los  principios  de  equidad,  lo  cual  todavía 
resalta  más  cuando  se  advierte  que  el  legislador  aumentó  los  derechos 
de  importación  sobre  los  efectos  similares  en  ia  misma  proporción  que 
gravó  los  que  se  producen  en  el  país,  con  el  propósito  de  poner  estos  á 
salvo  de  la  competencia  que  podía  menoscabar  los  intereses  de  los  fa- 
bricantes nacionales:  que  con  respecto  á  que  no  es  proporcional  la  con- 
tribución que  se  trata  de  cobrar,  no  existe  probada  en  autos  esa  des- 
proporción, ni  en  cuanto  al  exceso  en  el  impuesto,  ni  por  lo  que  mira  á 
la  falta  de  igualdad  en  su  distribución. 

Por  estas  consideraciones,  y  con  arreglo  á  los  artículos  101  y  102  de 
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la  Constitución  g-eneral,  se  decreta:  1°  Que  es  de  confirmarse  y  se  con- 
firma la  mencionada  sentencia  del  Juzgado  de  Distinto  en  la  parte  que 
declaró  que  la  Justicia  de  la  Unión  no  ampara  ni  protege  á  Antonio  L. 
Eodriguez,  Manuel  Sepúlvoda  y  Roberto  Ivarr,  contra  los  efectos  de  la 
'Partida  XIV  de  la  ley  de  presupuesto  de  ingresos  de  la  Federación,  de 
5  de  Junio  tiltimo  y  su  Reglamento  del  día  6  del  propio  mes.  2»  Se  re- 
voca dicha  seatencia  en  la  parte  que  impuso  á  cada  uno  de  los  promo- 
ventes  una  multa  de  cien  pesos. 

Devuélvanse  estas  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen  con  testimo- 
nio de  esta  sentencia  para  los  efectos  consiguientes;  publiquese  y  ar- 
,  chívese  á  su  vez  el  Teca. 

Así  por  mayoría  de  votos  en  cuanto  al  primer  punto  y  sus  fundamen- 
tos, y  por  unanimidad  respecto  del  segundo,  lo  decretaron  los  ciudada- 
nos ÍPresidente  y  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal  pleno  delaCor- 
te  Suprema  de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. 
-, — Presidente,  Ignacio  L.  Vallaría. — Ignacio  M.  Altamirano. — Manuel 
Alas-. — Antonio  Martínez  de  Castro. — Miguel  Blanco. — J.  M.  Bauti.Ha. 
— Eleuterio  Avila. — Simón  Guzmdn. — José  Manuel  Saldaña. — José  Eli- 
gió Muñoz.— Enrique  Landa,  Secretario. 


Ejecutoria  de  la  Suprema  Corte  en  el  amparo 
del  Saltillo 

México,  veintiséis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve- 

Visto  el  juicio  de  amparo  que  ante  el  juez  de  Distx-ito  de  Coahuilain- 
'terpusieron  el  Lie.  Antonio  García  Carrillo  en  representación  de  Made- 
ro y  Compañía,  de  «Parras.»  Juan  C.  O'Sullivan,  Desiderio  Dávila  Valle 
por  si  y  como  tutor  de  su  hermano  Martín,  Francisco  Aiizpe  y  Ramos, 
Lezin  Parause  y  Severiano  Urquijo,  sustituido  este  últi.j.o  por  Francis- 
co C.  Fuentes,  contra  la  ejecución  del  artículo  1°  ,  fracción  XIV  de  la  ley 
de  5  de  Junio  último,  expedida  por  el  Congreso  de  la  Unión,  y  su  Re- 
glamento del  día  6  del  mismo  mes,  cuyas  disposiciones  tiende  á  hacer 
efectivas  el  Jefe«de  Hacienda  del  Estado,  en  las  negociaciones  de  hila- 
dos y  tejidos  que  j-eprescntan  los  quejosos,  quienes  consideran  que  el 
impuesto  de  que  habla  el  citado  artículo,  fracción  XIV,  es  contrario  al 
artículo  31,  fracción  II  de  la  Constitución  general,  y  viola  en  sus  perso- 
nas las  garantías  consignadas  en  los  artículos  4°  ,  13  y  16  de  la  misma 
Constitución.  Visto  el  informe  de  la  autoridad  ejecutora  del  acto  recla- 
mado, las  pruebas  y  alegatos  de  los  promoventes,  el  pedimento  del  Pro- 
motor fiscal  y  la  sentencia  del  Juzgado  de  Distrito,  fecha  30  de  Septiem- 
bre del  comente  año,  en  que  se  concede  el  amparo  solicitado. 

Considerando,  1°  :  Que  las  razones  que  se  hacen  valer  para  la  proce- 
dencia (le!  recurso,  pueden  resumirse  en  dos  principalmente:  1*,  que  la 
-ley  de  presupuestos  de  ingresos  de  5  de  Junio  próximo  pasado  no  fué 
expedida  en  la  parte  relativa  con  los  requisitos  constitucionales;  y  2*, 
que  ella  está  en  pugna  con  les  principios  de  cqtiidad  y  proporción  en  los 
impuestos,  sancionados  aquellos  por  la  ley  fundamental,  haciendo  des- 
cansar sobre  esta  base  los  demás  razonamientos  con  que  trata  de  pro- 
barse que  el  artículo  1<* ,  fracción  XíV  de  aquel  presupuesto  y  sxi  Re- 
glamento violan  las  garantías  que  se  invocan: 

Considerando,  2°  :  Que  la  primera  objeción  carece  de  fundamento,  si 
se  tiene  en  cuenta,  como  debe  tenerse,  que  en  la  Cámara  de  diputados 
se  inició  la  contribución  de  que  trata  la  fracción  XIV,  en  uso  de  la  fa- 
cultad que  le  concede  la  parte  ñnal,  fracción  VI,  letra  A,  del  artículo  72 
de  las  reformas  de  la  Constitución,  de  13  de  Noviembre  de  1874,  cuya 
Cámara  es  la  que  debe  iniciar  las  contribuciones  que  á  su  juicio  debea 
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decretarse  para  cubrir  el  presupuesto  anual  de  gastos:  que  la  disposi- 
ción de  que  se  trata  no  ha  sido  una  iniciativa  de  los  diputados,  sino  el 
resultado  del  estudio  que  la  Comisión  de  presupuestos  hizo  de  la  remi- 
tida al  Ejecutivo,  y  por  lo  mismo  la  comprendió  en  el  dictamen  que  ex- 
tendió conforme  á  la  obligación  que  le  impone  el  articulo  69  constitu- 
cional, dictamen  que  fué  discutido  y  aprobado  de  conformidad  con  el 
Eeglamento  de  Debates:  que  en  virtud  de  que  la  repetida  fracción  XIV 
fué  propuesta  por  la  Comisión  especial  de  que  habla  el  articulo  69  cita- 
do, aprobada  por  la  mayoría  de  las  dos  Cámaras  legislativas  y  sancio- 
nada por  el  Ejecutivo,  tiene  los  requisitos  esenciales  que  la  constituyen 
ley:  que  en  las  facultades  del  poder  Legislativo  federal  ha  estado  decre- 
tar el  impuesto  á  que  se  refiere  dicha  disposición,  por  no  estarle  prohi- 
bido imponer  contribuciones  que  pesen  sobre  la  riqueza  de  los  habitan- 
tes de  los  Estados,  pues  si  bien  estos  pueden,  en  virtud  de  su  soberanía 
é  independencia  en  cuanto  al  régimen  interior,  imponer  las  contribucio- 
nes necesarias  á  cubrir  los  gastos  piiblicos,  no  se  opone  á  este  derecho 
ni  está  limitado  por  la  \ej  fundamental  el  que  tiene  la  Federación  para 
establecer  impuestos  generales  á  los  habitantes  de  la  República:  que  con 
objeto  de  que  aquellos  no  pesen  demasiado  sobre  la  riqueza  délos  Esta- 
dos, y  á  fin  de  que  haya  el  justo  equilibrio  entre  ambos  impuestos,  está 
bien  previsto  por  el  Pacto  Federativo  que  los  diputados  representantes 
de  los  Estados  que  deben  conocer  sus  necesidades,  sean  los  que  decre- 
ten las  contribuciones  con  que  se  han  de  cubrir  los  gastos  del  Gobierno 
de  la  Unión  en  el  año  fiscal: 

Considerando,  3° :  Que  el  presupuesto  de  5  de  Junio  no  puede  lla- 
marse ley  privativa  en  el  sentido  del  articulo  13  constitucional,  por  no 
referirse  á  determinadas  personas  ni  á  un  solo  Estado  de  la  Federación, 
sino  á  todos  los  productos  dehilados  y  tejidos  que  sé  elaboren  en  elpais, 
lo  cual  constituye  que  esa  disposición  sea  general,  como  lo  es,  por  ejem- 
plo, la  que  há  mucho  tiempo  estableció  el  impuesto  de  5  por  ciento  so- 
bre el  oro  y  plata  acuñados  que  de  todos  los  Estados  se  exporten  de  la 
Eepiíblica,  no  obstante  que  otras  leyes  exceptúan  de  los  derechos  de  ex- 
portación los  frutos  agrícolas  y  productos  industriales  del  territorio  na- 
cional: que  además  no  prueba  que  la  ley  sea  especial,  la  circunstancia 
de  que  solo  se  refiera  á  las  fábricas  de  hilados  y  tejidos,  porque  ella  no 
debe  considerarse  aisladamente  sino  en  conjunto  con  las  otras  disposi- 
ciones que  forman  el  presuesto  de  ingresos,  en  las  que  también  apare- 
cen gravados  otros  ramos  de  la  riqueza  pública,  aunque  con  distintas 
denominaciones:  que  si  es  que  el  presupuesto  de  5  de  Junio  exceptúa  del 
impuesto  á  los  capitales  que  no  pasen  de  quinientos  pesos,  empleados 
en  las  negociaciones  de  hilados  y  tejidos,  esto  mismo  convence  que  en 
su  expedición  se  han  considerado  los  principios  de  equidad,  lo  cual  to- 
davía resalta  más  cuando  se  advierte  que  ©1  legislador  aumentó  los  de- 
rechos de  importación,  que  gravó  los  que  se  producen  en  el  país,  con  el 
proj'ósito  de  poner  estos  á  salvo  de  la  competencia  que  podia  menosca- 
bar los  intereses  de  los  fabricantes  nacionales:  que  con  respecto  á  que 
no  es  proporcional  la  contribución  que  se  trata  de  cobrar,  no  existe  pro- 
bado en  autos  esa  desproporción,  ni  en  cuanto  al  exceso  en  elimpuesto, 
ni  por  lo  que  mira  á  la  falta  de  igualdad  en  su  distribución. 

Que  de  todo  lo  expuesco  resulta  que,  en  el  caso,  no  hubo  violación 
de  las  garantías  que  se  han  inrocado  por  los  quejosos. 

Por  estas  consideraciones,  y  con  arreglo  á  los  artículos  101  y  102  de 
la  Constitución  federal,  se  revoca  la  mencionada  sentencia  del  Juzgado 
de  Distrito,  y  se  declara:  que  la  Justicia  de  la  Unión  no  ampara  ni  pro- 
tege á  Madero  y  Compañía,  Juan  C.  OSullivan.  Desiderio  Dávila Valle, 
Francisco  Arizpe  y  Ramos  Lezin,  Barause  y  Severiano  Urquijo,  contra 
1  os  actos  de  que  se  quejan. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  juez  de  Distrito  que  las  elevó  á  re-. 
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visión,  acompañándole  testimonio  de  esta  sentencia  para  los  efectos  coa- 
sig'uientes;  publíquese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Asi  por  mayoría  de  votos  en  cuanto  á  la  sentencia  y  sus  fundamen- 
tos, lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente  y  Magistrados  que  formaron, 
el  Tribunal  pleno  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  los  Estados  Uni- 
dos Mexicanos,  y  ñrmaron. —Ig7iacio  L.  Vallaría. — Ignacio  M.  Altami- 
rano. — Manuel  Alas.— Antonio  Mart.inez  de  Castro. —Miguel  Blanco.-- 
José  María  Bautista.— Eleuterio  Avila. — S.  Guzmán. — José  Manuel  Sal- 
daña.-  José  Eligió  Muñoz — Enrique  Landa,  secretario. 


Nota.  -  Xjos  documentos  relativos  á  estos  amparos  se  publicaron  en  suplementos  al  Diario  Opiciaü 
•correspondientes  á  los  días  2,  3,  4,  5,  6.  8,  9i  10>  y  H  de  Marzo  de  1880. 


QUEJA  DEL  GOBERNADOR  DE  PUEBDA 
CONTRA    El/  MAGISTRADO   DE  CIRCUITO    RESIDENTE  EN    ESA. 

CIUDAD,  POR  HABER  MANDADO  PONER  EN  LIBERTAD  Á  UN 
PRESO   QUE  ESTABA  Á  DISPOSICIÓN  DE  LA  AUTORIDAD  LOCAL. 

¿El  ariictdo  ig  de  la  Constitución  impone  á  toda  autoridad,  y  principal- 
mente á  la  federal,  la  obligación  de  po^er  en  inmediata  libertad  á,  un  deteni- 
do en  la  cárcel  por  más  de  ttes  días  sÍ7i  auto  motivado  de  prisión,  ó  es  de  la 
exclusiva  competencia  del  Juez  de  Distrito  orde7iar  la  soltura  previos  los  trá- 
mites legales? 

Estando  el  Magistrado  de  Circuito  de  Puebla  practicando  nna  visita 
ordinaria  de  cárcel,  el  detenido  Emilio  Gnzmán  se  quejó  ante  eea  auto- 
ridad de  que  estaba  sufriendo  una  prisión  arbitraria.  La  acta  respecti- 
va refiere  asi  los  hechos: 

«En  ese  acto,  un  individuo  dijo  que  pedía  audiencia  un  preso,  y  pre- 
sentado por  el  alcaide,  Guzmán  expresó:  qxie  desde  el  26  del  próximo 
pasado  Noviembre  se  encontraba  allí  preso  sin  que  se  le  hubiera  hecho 
saber  el  motivo  de  esa  prisión,  pues  los  únicos  antecedentes  que  tenía, 
eran  el  que  el  año  pasado  fué  remitido  á  Veracruz  por  orden  del  Jefe 
político  de  esta  localidad,  en  donde  le  entregaron  á  un  cuartel,  sin  que 
hubiera  hecho  servicio  militar  por  haberlo  declarado  inútil  para  él:  que 
de  allí  se  separó,  trasladándose  para  Matamoros,  lugar  de  su  residencia, 
á  cuyo  Jefe  político  se  presentó,  por  quien  fué  remitido  á  esta  Jefatura 
y  conducido  en  el  acto  á  la  cárcel,  donde  ahora  se  encuentra.  Pedido 
informe  al  alcaide,  presentó  el  libro  de  entradas,  en  el  que  consta,  á  fo- 
jas 53  vuelta,  la  partida  que  dice:  «Emilio  Guzmán,  detenido  el  26,  por 
estar  pedido  como  desertor  de  Oaxaca,  pedido  del  Estado  de  Veracruz;»- 
y  la  orden  de  detención  que  dice  á  la  letra:  «Jefatura  Potítica. — Distri- 
to de  Puebla  de  Zaragoza.— Pasa  á  la  cárcel  Emilio  Guzmán  detenido, 
por  estar  pedido  como  desertor  del  Batallón  Libre  de  Oaxaca  del  Esta- 
do de  Veracruz,  á  disposición  de  esta  oficina.» 

«Puebla  de  Zaragoz,  Noviembre  26  de  1879.—  Tamhorrell.n 

«En  vista  de  lo  expuesto  por  el  detenido,  y  las  constancias  presenta- 
das por  el  alcaide,  el  C.  Magistrado,  considerando  que  las  autoridades 
federales  son  las  primeras  que  deben  dar  cumplimiento  ala  Constitución 
genera],  cuyo  ai*ticulo  19  se  ve  infringido  palpablemente  en  esta  deter- 
minación, ordenó  se  pusiese  inmediatamente  eu  libertad  á  Emilio  Guz- 
mán, cuya  orden  se  comunicó  por  escrito  á  dicho  empleado,  haciéndole 
una  seria  amonestación  para  que,  en  lo  sucesivo,  el  cumplimiento  de 
sus  ©bligaciones  lo  sujete  en  todo  á  la  ley;  á  la  vez  se  le  recomendó  al 
C.  Promotor  fiscal  diese  conocimiento  al  juzgado  de  Distrito  de  la  falta 
xeferida,  para  que  se  procediera  á  lo  que  hubiera  lugar,  contra  los  que-- 
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resulten  responsables,  disponiendo,  además,  se  trascriba  al  Gobierno 
del  Estado  y  al  Tribunal  Superior,  para  su  conocimiento,  la  parte  con- 
ducente de  esta  acta,  en  lo  relc-itivo  al  detenido  Emilio  Guzmán. 

El  Gobernador  del  Estado  no  reconoció  en  el  Tribunal  de  Circuito 
«facultades  para  practicar  visitas  á  los  individuos  presos  por  orden  de 
autoridades  del  Estado,  ni  mucho  menos  para  dictar  y  ejecutar  respecto 
de  ellos  resolución  alg-una;  pues  que,  aun  en  el  caso  de  que  déla  averi- 
g^uación  á  que  ya  se  procede,  resulte  violada  en  la  persona  de  Emilio 
Guzmán  la  garantia  que  se  consigna  en  el  artícul  19  de  aquella  Consti- 
tución general,  el  juez  competente,  para  el  efecto  de  la  reparación,  lo 
seria  el  de  Distrito,  procediendo  á  petición  de  parte,  no  de  oficio,  y  en 
la  forma  determinada  por  la  ley  (artículos  3.°  de  la  ley  de  20  de  Enero 
de  1869,  y  101  y  102  de  la  Constitución  general.) 

«En  consecuencia,  atendiendo  á  las  prevenciones  citadas,  y  k  la  del 
articulo  117  de  la  Carta  fundamental,  el  Ejecutivo  de  mi  carg®  estima 
como  una  invasión  á  ia  soberanía  del  Estado  la  resolución  de  que  se 
trata,  dictada  por  vd.  respecto  de  Emilio  Guzmán,  y  por  lo  mismo,  se 
encuentra  en  el  penoso  pero  indeclinable  deber  de  protestar,  como  pro- 
testa, contra  tal  determinación,  y  ponerla  en  conocimiento  de  la  Supre- 
ma Corte,  á  efecto  de  que  se  sirva  tomar  las  providencias  que  sean  de 
su  resorte  sobre  el  asunto.» 

Pocos  días  después  el  mismo  Magistrado  de  Circuito  proveyó  este  ■ 
auto: 

«Puebla  de  Zaragoza,  Diciembre  veinte  de  mil  o,chocientcs  setenta 
y  nueve. — Por  cuanto  á  las  once  de  la  mañana  de  hoy  ha  com parecí io 
ante  este  Tribunal  una  mujer,  que  dijo  llamarse  Benita  Carcaño,  mani^ 
festandn:  que  en  la  cárcel  priblica  se  halla  detenido  Mauricio  Chávez 
desde  el  dia  7  del  actual,  sin  conocer  la  causa  de  ese  procedimiento,  ni 
habérsele  notificado  auto  alguno  de  formal  prisión,  constituyase  el  mis- 
mo Tribunal  en  la  cárcel,  citándose  al  efecto  al  ciudadano  Promotor,  y 
practiquese  la  averiguacióii  correspondiente. 

«Lo  mandó  y  firmó  el  ciudadano  Magistrado  ante  los  subscritos  testi- 
gos de  asistencia,  por  licencia  del  secretario. — Damos  íh.— Manuel  Car- 
pintero.— Asistencia.-  Jlf¿ír'¿a?io  Som¿/a.^- Asistencia. — 3Í.  de  la  Peña. 

Como  consecuencia  de  ese  auto  se  practicaron  estas  diligencias. 

«En  la  misma  fecha,  siendo  las  doce  del  dia,  el  ciudadano  Magistrado j 
el  Promotor  fiscal  y  los  testigos  de  asistencia  que  autorizan,  se  transía- 
daron  á  la*  cárcel,  y  estando  alli  presente  el  C.  Juan  B.  Garcilaso,  que 
dijo  ser  el  alcaide,  el  ciudadano  Magistrado  dispuso  que  se  hiciera  com- 
parecer á  Mauricio  Chávez;  y  hecho  esto  desde  luego,  se  le  interrrogó 
sobre  la  causa  de  su  prisión,  el  tiempo  que  lleva  de  sufrirla,  y  disposi- 
ciones que  se  le  hayan  notificado.  Contestó  Chávez  que  se  halla  preso 
desde  el  dia  siete  del  presente  mes:  que  sujeto  al  servicio  de  las  armas, 
interpuso  el  recurso  de  amparo,  y  habiéndolo  obtenido,  fué  pueisto  fue- 
ra de  ese  servicio;  pero  á  poco,  el  jefe  del  cuerpo  mandó  aprehenderlo, 
y  consignado  á  la  Jefatura  política  del  Distrito,  ésta  lo  redujo  á  prisión:  : 
que  no  se  le  ha  hecho  notificación  alguna,  ni  sabe  el  estado  que  guarda 
el  negocio. 

«El  ciudadano  Magistrado  pidió  entonces  al  alcaide  los  antecedentes 
relativos  al  preso,  y  dicho  empleado  mostró  un  libro  titulado:  «De  dete- 
nidos,» y  á  la  foja  6,554,  manifestó  una  partida,  que  se  copia  á  la  letra 
á  continuación^  certificándose  su  tenor  textual  por  disposición  de  aquel 
funcionario: 

«Día  diez  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve.— Mauricio  Chávez  á., 
disposición  del  juez  de  primera  instancia  del  cantón  de  Orizaba;  fué  de- 
tenido por  acuerdo  del  ciudadano  gobernador,  y  comunicado  por  el 
ciudadano  jefe  político  J.  Tambrrell.» 

«Mostró  también  el  alcaide  un  libro:  «Manual  donde  se  asientan  to- 
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dos  los  oficios  que  se  remiten  3'  reciben,»  y  á  fojas  41  vuelta,  aparece 
uua  nota  que  dice: 

«Se  pidió  á  la  Jefatura  el  auto  de  formal  prisión  de  Mauricio  Chávez, 
por  haberse  concluido  su  detención  el  trece  de  Diciembre  de  setenta  y 
nueve.» 

«Por  iiltimo,  manifestó  el  repetido  alcaide  una  comunicación  origi- 
nal, que  le  fué  devuelta  en  el  acto,  y  dice  á  la  letra: 

«Jefatura  política  del  Distrito  de  Puebla  de  Zaragoza. — Con  esta  fe- 
cha la  Secretaría  de  Gobernación  y  Milicia  dice  á  esta  oficina  lo  que 
sigue: 

«El  ciudadano  General  en  jefe  de  la  división  de  Oriente,  en  nota  fe- 
cha de  hoy  dice  á  este  Gobierno: 

«He  de  merecer  á  vd.  se  sirva  permitir  sea  i-ecibido  en  la,ícárcel  pú- 
blica del  Estado  el  reo  Mauricio  Chávez,  á  disposición  del  ciudadano 
juez  de  primera  instancia  del  cantón  de  Orizaba.» 

«Por  acuerdo  del  ciudadano  Gobernador  lo  inserto  á  vd.,  para  que 
por  esa  oficina  se  libre  desde  luego  la  orden  correspondiente,  en  los  tér- 
minos que  se  indican  en  la  inserta  nota  » 

Y  lo  comunico  á  vd.  para  que  en  los  términos  expresados  se  reciba 
en  ese  local  al  reo  de  que  se  trata. 

Lib  ertad  y  Constitución.  Zaragoza,  Diciembre  8  de  1879. — J.  Tam- 
torrell. — A\  alcaide  de  la  cárcel. — Presente. 

Al  margen:  «Núm.  6,554. — (Se  recibió  por  el  teniente  del  primer  Es- 
cuadrón, A.  Chávez,  e'  10  del  corriente,) 

Interpeló  entonces  el  ciudadano  Magistrado  al  alcaide,  por  quécausa 
no  había  cuidado  en  estadetención  de  cumplir  conlo  queprescribe  el  ar- 
tículo 19  de  la  Constitución  general;  y  contestó  que  no  había  tenido  co- 
nocimieivto  del  hecho  sino  últimamente  que  se  lo  manifestó  el  escribien- 
te D.  Ag-ustiu  Águila,  pues  se  encargó  de  la  alcaidía  hasta  el  17  de  es- 
"te  mes. 

En  tal  virtud,  el  propio  ciudadano  Magistrado,  consideraido  que  es- 
tá demostrado  por  los  antecedentes  que  se  han  hecho  conotar,  que  Mau- 
ricio Chávez  fué  encarcelado  desde  el  día  10  del  actual,  sin  que  hasta 
ahora  se  haya  comunicado  auto  alguno  de  formal  prisión;  y  por  consi- 
guiente dicho  reo,  atentas  lasprescripciones  del  citado  artículo  19  déla 
Constitucióii,  ha  sufrido  una  detención  indebida  desde  el  día  13  del  ac- 
tual; con  fundamento  de  ese  mismo  artículo,  y  teniendo  además  en 
cuenta  que  las  autoridades  federales  están  encargadas  de  velar  por  el 
cumplimiento  de  los  principios  constitutivos,  y  de  impedir  y  cortar  los 
atentados  qué  se  cometen  contra  aquellas  prescripciones,  pues  de  lo 
contrario,  conocido  el  abuso  sin  poner  el  remedio,  incurrirían  en  respon- 
sabilidad; dispuao  que  en  el  acto  fuera  puesto  en  libertad  el  mencionado 
Mauricio  Chávez.  Así  se  verificó  desde  luego,  previniendo  también  el 
ciudadano  Magistrado  que,  una  vez  extendida  esta  acta,  se  remita  copia 
de  las  diligencias  practicadas  al  gobernador  y  al  presidente  del  Tribu- 
nal Superior  del  Estado,  lo  mismo  que  ala  Suprema  Corte  de  Justicia, 
para  su  conocimiento.— i7/a7Zi¿e7  Carpintero. — Manuel  Galindo. — Asis- 
tencia, Mariano  Bonilla. — Asistencia,  Manuel  de  la  Peña. 


Dada  cuenta  á  la  Suprema  Corte  en  la  audiencia  del  2  de  Enero  de 
1880  de  todos  los  antecedentes  de  este  negocio,  el  C.  Vallarta  expuso  su 
opinión  ea.  los  siguientes  términos: 

Creo  que  es  fundada  la  queja  del  'Gobernador  de  Publa  que  se  aca- 
ba de  leer,  y  que  el  Magistrado  de  Circuito,  guiado  por  un  laudable, 
pero  en  este  caso,  extraviado  celo  en  favor  de  las  garantías  individua- 
les, ha  extralimitado  sus  facultades.  Procuraré  manifestar  en  pocas  pa- 
labras las  razones  de  esta  opinión  mia. 
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"El  articulo  101  de  la  Constitucióa faculta  á  los  Tribunales  federales 
■para  conocer  de  toda  controversia  que  se  suscite  «por  leyes  ó  actos  de 
cualquiera  autoridad  que  viole  las  g-arantías  individuales,»  y  el  102  pre- 
viene que  «estos  juicios,  . .  .se  seguirán  á  petición  de  la  parte  agravia- 
da por  medio  de  procedimientos  y  formas  del  orden  jurídico  que  deter- 
minará una  le^^»  Y  esta  ley  á  que  la  Constitución  se  reñere,  que  lo  es 
la  orgánica  del  recurso  de  amparo  de  20  de  Enero  de  ISSÍ^,  dice  en  su 
articulo  3.°  que  «es  juez  de  1.*  instancia  el  de  Distrito  de  la  demarca- 
ción en  que  se  ejecute  ó  se  trate  de  ejecutar  la  ley  ó  acto  que  motive  el 
recurso  de  amparo.».  Esa  ley,  á  mayor  abundamiento,  no  sólo  no  dá 
competencia  á  los  Magistrados  de  Circuito  en  estos  negocios,  sino  que 
les  quita  todo  conocimiento  en  ellos,  porque  según  sus  artículos  13  y  15, 
esta  Corte  es  la  imica  que  revisa  la  sentencia  de  l.^^  instancia  que  direc- 
tamente deben  remitirle  los  jueces  de  Distrito. 

Bastnn  estas  prevenciones  legales  á  apoyar  fuertemente  las  siguien- 
tes conclusiones:  l^  Los  Magistrados  de  Circuito  no  tienen  jurisdicción 
para  dictar  providencia  alguna  relativa  á  los  juicios  de  amparo.  2.^  Esos 
juicios  que  han  de  seguirse  d  petición  dp  la  parte  agraviada,  no  pueden 
sustanciarse  por  la  reclamación  de  un  preso  en  la  visita  de  cárcel.  3.» 
Mucho  menos  pueden  resolverse  las  quejas  sobre  violación  de  garantías, 
de  plano  y  prescindiendo  del  procedimiento  creado  por  la  lej^  pera  ob- 
tener la  ejecutoria  que  restablezca  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes 
de  la  violación.  El  Magistrado  de  Circuito  de  Puebla  ha  obrado  contra- 
riando esas  conclusiones,  como  aperece  de  las  constancias  que  están  ála 
vista,  y  no  puede  en  consecuencia  aprobarse  su  conducta. 

Pero  este  funcionario  la  funda  en  ciertas  consideraciones  que  es  pre- 
ciso analizar  para  resolver  este  negocio  con  pleno  convencimiento.  Di- 
ce ese  Magistrado  que  en  este  caso  se  vé  palpablemente  infringido  el 
artículo  19  de  la  Constitución,  y  que  siendo  las  autoridades  federales  laé 
primeras  que  deben  observar  y  hacer  que  se  observe  esta,  debía  man- 
dar, como  mandó,  poner  en  inmediata  libertad  á  Emilio  Guzmán.  Indu- 
dable como  lo  es  por  las  constancias  que  conocemos,  que  á  este  preso 
se  le  ha  retenido  en  la  cárcelpor  más  de  tres  días  sin  auto  motivado  de 
prisión,  nada  hay  que  decir  .sobre  los  fundamentos  de  hecho  en  que 
aquel  funcionario  apoya  su  providencia;  pero  sí  se  puede  observar  mu- 
cho con  respecto  á  las  consideraciones  legales  que  invoca. 

De  notarse  es  desde  luego  que  no  es  exacto  que  una  autoridad  fede- 
ral, por  el  hecho  de  serlo,  pueda  revocar  disposiciones  de  otras  autori- 
dades, que  á  juicio  de  aquella  infrinjan  la  Constitución.  Si  esta  fuera  la 
teoría  constitucional,  estaríamos  condenados  á  vivir  en  plena  anarquía 
por  las  repetidas  y  constantes  invasiones  de  unos  funcionarios  en  laü 
atribuciones  de  los  otros.  Ni  esta  misma  Corte,  guardián  supremo  déla 
Constitución,  puede  arrogarse  la  facultad  ilimitada  de  conocer  de  todas 
las  violaciones  constitucionales,  invadiendo  la  esfera  de  otros  podrres, 
ya  federales,  ya  locales.  La  Corte,  en  tesis  general,  no  puede  conocer 
de  esas  violaciones  sino  cuado  ellas  revisten  la  forma  de  tina  contro- 
versia jurídica,  susceptible  de  una  sentencia.  Sin  profundizar  esta  ma- 
teria que  hoy  es  inoportuna,  basta  decir  que  una  autoridad  federal  no 
puede  hacer  sino  aquello  para  lo  que  la  ley  la  faculta,  y  aunque  ln 
Constitución  se  viole,  si  la  ley  no  quiere  quede  tal  violación  conozca  esa 
autoridad,  esta  no  podrá  hacerlo.  Y  en  este  caso  se  encuentran  justa- 
mente los  Magistrados  de  Circuito  por  lo  relativo  al  juicio  de  amparo, 
según  lo  hemos  visto.  La  obligación,  pues,  que  ellos  tienen  de  J^arer 
que  la  Constitución  se  cumpla,  se  debe  entender  en  términos  hábiles» 
es  decir,  en  asuntos  de  su  competencia,  sin  que  pueda  extenderse  eje  uu 
modo  ilimitado  á  toda  clase  de  negocios.  Creo  poder  dispensarme  da 
hacer  la  demostración  de  estas  verdades. 

Pero  si  bajo  eí  punto  de  vista  del  juicio  de  aiiiparo,  la  incompetencia 
,del  Magistrado  es  notoria,  pudiera  decirse  que  la  providencia  que  dict& 
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es  leg-itima  por  otro  capitulo.  El  articulo  19  déla  Constitución  hace  res- 
ponsables del  delito  de  detención  arbitraria  á  la  autoridad  que  la  orde- 
na ó  consiente,  y  desde  el  momento  que  en  la  visita  de  cárcel  supo  ese 
fuacionario  que  existia  un  detenido  sin  el  auto  motivado  de  prisión,  de- 
bió mandarlo  poner  en  libertad,  para  no  incurrir  en  esa  responsabilidad. 
Es  necesario  detenerse  un  poco  á  ver  la  cuestión  por  esta  faz. 

El  articulo  19  supone  que  debe  haber  leyes  que  lo  reglamenten,  para^ 
que  sus  preceptos  teng-an  perfecta  y  cabal  aplicación.  Una  ley  debe  se- 
ñalar los  demás  requisitos  que  ha  de  contener  el  auto  de  prisión,  fuera- 
del  esencial,  que  consiste  en  que  él  se  pronuncie  antes  de  los  tres  días 
de  la  detención:  estaley  es  el  Códig-ode  procedimientos  criminales.  Otra' 
ley  debe  definir  la  responsabilidad  de  la  autoridad  que  ordena  ó  con- 
siente una  detención  ilegal,  y  la  pena  en  que  incurren  los  agentes,  mi- 
nistros, alcaides  ó  carceleros  que  la  ejecuten:  esa  ley  que  caracteriza 
nn  delito  y  le  señala  su  pena,  tiene  su  lugar  en  el  Código  penal.  Otra 
ley,  en  fin,  debe  arreglar  el  servicio  de  las  cárceles;  determinar  que  á 
los  presos  no  se  les  den  malos  tratamientos;  que  se  les  provea  de  buena 
alimentación;  que  no  se  les  tenga  incomunicados  sino  en  detex'minada 
periodo  de  la  averiguación  y  previas  ciertas  formalidades;  que  no  seles 
impongan  gabela,  etc.,  etc.:  esta  ley,  ó  mejor  dicho,  reglamento  de  las 
cárceles,  pertenece  en  gran  parte  á  las  atribuciones  de  la  adminis- 
tración. 

Ahora  bien;  ¿á  quién  toca  expedir  esas  leyes  y  reglamentos?  ¿Es  á 
la  autoridad  federal,  porque  se  trata  de  reglamentar,  de  expedir  las  le- 
yes orgánicas  de  un  articulo  constitucional?  ¿O  es,  por  el  contrario,  ala 
'  hoberania  local,  porque  la  legislación  penal  y  los  re¿;'lamentos  de  las 
cárceles  son  asuntos  del  régimen  interior  de  los  Estado.s?  Presentar  con 
esia  claridad  la  cuestión,  es  tenerla  ya  resuelta.  El  que  pretendifei-a  que^ 
el  Congreso  de  la  Unión  reg-Iamentara  para  toda  la  República  ese  arti- 
culo 19,  lo  mismo  que  el  20,  22,  24,  etc.,  tendría  que  sostener  que  los  Có- 
digos penal  y  de  procedimientos  criminales  de  los  Estados  debían  de 
ser  federales,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  los  Estados  no  podrían  legislar 
sobre  estas  materias.  Es  esto  tan  absurdo  en  nuestras  instituciones  y 
contradice  tan  de  Heno  nuestras  prácticas,  que  no  se  necesita  refutar 
j^eraejante  pretensión.  Es,  pues,  enteramente  indudable  que  la  le}'-,  de 
Puebla  en  este  cas©  es  la  que  debe  definir  el  delito  de  la  autoridad  que 
ordena  ó  consiente  una  prisióii  arbitraria,  la  que  debe  designar  la  pena 
que  á  tal  delito  corresponde.  Sirvan,  lo  diré  de  paso,  estas  ligeras  indi- 
caciones de  prueba  de  que  es  un  error  grave  y  trascendental  el  supo- 
ner que  el  Congreso  federa  i  puede  reglamentar  todos  los  artículos  déla 
Constitución. 

Supuesta  la  verdad  de  que  no  es  la  ley  federal  la  que  debe  regla- 
mentar el  articulo  19,  el  Magistrado  de  Circuito,  aun  en  el  caso  de  ser 
competente,  debió  ajustarse  á  la  local  para  no  invadir  la  soberanía  del 
Estadq  de  Puebla. 

¿Podemos  suponer  que  lo  hizo  asi;  podemos  creer  que  esa  ley  facul- 
te á  un  funcionario  federal  para  visitar  á  los  presos  ó  detenidos  de  or- 
den de  las  autoridades  locales?  ¿Podemos  imaginar  que  esa  ley  deter- 
anlne  que  para  no  consentir  una  prisión  arbitraria,  se  debe  librar  de- 
plano  la  orden  de  libertad?  La  queja  del  Gobernador  de  Puebla  respon- 
de elocuentemente  á  esas  preguntas,  diciendo  que  estima  la  providen^ 
lia  de  que  se  trata,  como  una  invasión  á  la  soberanía  del  Estado. 

Pero  si  el  Magistrado  no  obró  conforme  á  la  ley  de  Puebla,  debió  al 
menos  ajustar  su  conducta  á  la  que  la  Federación  ha  expedido  para  los- 
ca.'^os  de  su  competencia.  Aquel  funcionario  no  puede  hacer  masque  lo 
■que  haría  el  de  igual  categoría  en  esta  capital.  Y  bien,  ¿qué  podría  es- 
te f^i  visitando  á  sus  reos  en  la  cárcel  de  Beiem,  se  encontrase  en  ella 
Tin  detenido  sin  auto  motivado  de  prisión  y  á disposición  del  Gobierno  de- 
Distrito?  El  articulo  983  del  Código  penal  la  úice:  wTodo  fuuciouarid) . 
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ere  teniendo  conocimiento  de  nna  prisión  ó  detención  ilegales,  010  las 
óenwcie  á  la  ovforidad  ccwpetente^  6  ias  haga  cesar  S^^  si  esto  estu- 
viere en  siis  atribnciones,  "@g  sufrirá  nna  pena,  etc.»  1  como  de  segxi- 
10  no  está  en  Jas  atribuciones  de  los  Magistrados  de  Circuito  juzgar  de 
los  actos,  ni  revocar  las  providencias  de  las  autoridades  políticas  del 
Distrito  y  de  los  Estados,  ni  el  de  aquí  babria  podido,  ni  el  de  Pnebla 
(^ebió  hacer  más.  para  no  consentir  la  detención  arbitraria,  qne  demin- 
ciar  a  la  autoridad  comfetente,  la  de  Gnzmán.  Creer  qne  para  no  con- 
sentir nna  prisión  ilegal  es  necesario  mandar  poner  en  inmediata  liber- 
tad, al  que  la  sufre,  aun  cnando  para  ello  no  se  tengan  facnltades,  es 
entender  el  texto  constitucional  en  un  sentido  contrario  á  la  ley  qne 
define  ese  delito,  en  tin  sentido  que  contraria  otros  testos  de  la  mií-ma 
Constitución,  siipnesto  qne  ellos  marcan  la  órbita  en  qne  deben  girar 
la  autoridad  fedeial  y  la  local  respectivamente,  sin  qne  Ja  nna  invada 
las  atribuciones  de  la  otra. 

Me  abstengo  de  entrar  en  las  graves  cuestiones  áqne  da  lugar  lain- 
teligencia  del  articulo  19  de  la  Constitución,  porque  ello  no  es  necesario 
pí>ra  explicar  las  razones  de  un  voto,porqueJas  que  hemanitestadoson 
bastantes  para  fundar  el  que  daré  reprobando  la  providencia  del  Ma- 
gistrado de  Circuito  de  Puebla,  de  que  he  hablado. 


La  Suprema  Corte  acordó  lo  sígnente- 


México,  Enero  2  de  1880.-- Vistos  los  oficios  del  Magistrado  de  Cir- 
tuito  de  Puebla,  de  24  del  próximo  pasado,  en  que  participa  que  ha 
y.uesto  en  libertad  á  los  detenidos  en  la  cárcel  de  aquella  ciudad:  Vista 
la  q'Uí'ja  del  Gobierno  de  aquel  Estado,  contra  esos  actos  de  aquel  Ma- 
gistrado: oído  el  dictamen  delFiscal  de  esta  Suprema  Corte,  y  conside- 
rando: 

1.  "^  Que  el  artículo  102  de  la  Constitución  bien  prescribe  la  manera 
de  precederse  en  los  juicios  de  amparo  por  violación  de  garantías  indi- 
A'iduales,  no  pudiendo  ninguna  autoridad  establecer  ni  seguir  otro  pro- 
cedimiento en  esa  materia: 

2.®  Que  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869  orgánica  de  aquel  articulo 
1C2,  no  autoriza  el  procedimiento  seguido  por  el  Magistrado  de  Circui- 
to, ni  aun  le  dá  facultad  para  conocer  en  los  juicios  de  amparo: 

3.  °  Que  la  queja  hecha  por  el  detenido  Emilio  Guzmán  eir  la  vista 
de  cárcel,  no  autorizaba  á  dicho  Magistrado  más  que  para  ponerla 
en  conocimiento  del  Jitez  de  Distrito,  á  fin  de  que  instaurase  el  juicio 
respectivo,  y  de  la  autoridad  competente  para  que  exigiera  al  alcaide 
la  responsabilidad  en  que  pudo  haber  incurrido;  por  tales  consideracio- 
nes, se  resuelve: 

1.  ^  La  Corte  reprueba  la  conducta  irregular  del  Magistrado  de  Cir- 
cuito de  Puebla  en  este  negocio;  advirtiéndole  que  en  lo  sucesivo  ajuste 
á  las  leyes  sus  procedimientos. 

2.'=  Comuniqúese  esta  resolución  al  mismo  Magistrado  y  al  Gober- 
nador del  Estado  de  Puebla. 

Asi  por  mayoría  de  votos  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente  y 
Ministros  que  formaron  el  Tribunal  Pleno  de  esta  Corte  Suprema  de 
Justicia."  Una  riihrica  del  Ministro  menos  B.i\\.\g\xo.— Enrique  Landa^ 
Secretario. — Una  riibi-ica. 
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Habiendo  después  pedido  el  Mag-istrado  de  Circuito  que  se  levantara 
a  advertencia  que  se  le  hace  en  el  anterior  auto,  la  Corte  ac  «rdó  lo  si- 
guiente: ,.,,/>.-.  1 

«México,  Enero  8  de  1880.— Díg-ase  al  Magistrado  de  Circuito  que  la 
Corte  no  ha  querido  imponerle  una  verdadera  pena,  sino  simplemente 
hacerle  una  demostración  de  que  su  conducta  en  este  negocio  no  estu- 
vo conforme  á  la  ley.— Una  rtibrica  del  Ministro  menos  antiguo.  -Lan- 
da,  Secretario.— Una  rúbrica.» 

p«r>NoTA.  -Los  documentos  relativos  á  este  negocio  se  publicaron  en  el  número  12  del  Diario  OriciAl, 
correspondiente  al  día  14  de  Enero  de  1880- 


AMPARO  PEDIDO 

CONTRA  EL  IMPUESTO  DECRETADO  EN  UNA  LEY  LOCAL 

SOBRE  EL  ORO  Y  LA  PLATA. 

70.  ¿Tienen  facultad  los  Estados  para  decretar  contribuciones  sobre  la  ri- 
queza de  su  territorio,  consistente,  ya  en  metales  preciosos,  ya  en  productos  de 
su  agricultura,  ya  en  frutos  de  su  industria,  aunque  esa  riqueza  está  destina- 
da á  la  exportación?  ¿Tienen  la  misma  facultad,  tratándose  de  mercancías 
extranjeras,  que  después  de  haber  pagado  sus  derechos  de  puerto  se  han  incor- 
porado en  la  masa  general  déla  riqueza  del  país?  ¿Son  anti-constitucionales 
todas  las  cofitribuciones  locales,  así  sobre  las  cosas  importadas,  como  sobre  las 
exportables,  de  tal  modo  que  nunca  puedan  los  Estados  imponer  un  solo  tri- 
buto á  las  mercaticías  que  vayan  ó  vengan  del  extranjero?  La  ptohibición 
constitucional  cesa  hiego  que  se  consuman  los  actos  de  importar  y  de  expor- 
tar, y  el  poder  del  Estado  comienza  en  el  instante  en  que  la  mercancía  entra 
á  tnezclarse  en  la  masa  de  la  riqueza  general  del  país.  Interpretación  de  la 
fracción  I  del  ar  t.  112  de  la  Constitución. 

20  ¿Puede  invocarse  el  art.  124  de  esta  ley,  que  prohibe  las  alcabalas,  pata 
pretender  que  los  Estados  no  puedan  cobrar  contribuciones  indirectas  sobre 
las  mercancías  extranjeras?  Concordancia  de  ese  artículo  y  del  112  de  la  Cons- 
titución. 

JO  Nuestro  Congreso  federal  no  puede  regular  el  comercio  entre  los  Esta- 
dos, como  lo  puede  hacer  el  de  los  Estados-Unidos  Segim  su  Constitución: 
conforme  á  la  nuestra,  él  no  está  autorizado  más  que  para  impedir  que  en  el 
comercio  de  Estado  á  Estado  se  establezcan  restricciones  onerosas.  Interpre- 
tación de  la  fracción  IX  del  art.  72  de  la  Constitución. 


La  Legislatura  de  Sonora  imputo  la  contribución  de  uno  y  medio  por  cien- 
to sobre  el  importe  total  de  pastas  de  oro  y  plata  que  se  extrajeran  de  las  mi- 
nas de  ese  Estado,  ordenando  que  ese  impuesto  se  pagara  at  tiempo  de  presen- 
tarse las  barras  de  oro  y  plata  á  las  oficinas  de  ensaye.  El  administi^ador  de 
rentas  de  Hermosillo,  en  cumplimiento  de  esa  ley,  cobró  á  D.  Alejandro  Wí- 
llard  la  cantidad  de  $826  33  es.,  importe  de  aquella  contribución,  por  33  ba- 
rras di  plata  introducidas  en  la  Casa  de  Moneda  de  Hermosillo,  y  las  que 
habían  sido  exportadas  ya.  Contra  ese  cobro  se  pidió  el  amparo,  porque  '■'■sien- 
do el  oro  y  tapíala  efectos  consignados  al  extranjero,-!'^  ninguna  contribución 
pueden  imponerles  los  Estodos,  por  prohibirlo  la  fracción  I  del  art.  112  de  la 
Constitución.  El  fuez  de  Distrito  concedió  el  amparo ,  fundándolo ,  tanto  en 
que  vel  cobro  de  que  se  trata  viene  á  ser-  en  realidad  un  aumento  sobre  la  ex- 
portación,r>  como  en  que  la  Legislatura  no  obtuvo  él  consentimiento  del  Con- 
greso federal  para  decretar  el  impuesto.  Esta-sentencia  del  inferior  se  discu- 
tid en  la  Suprema  Corte  en  las  audiencias  de  los  días  29  y  30  de  Abril,  y  3,  7 
y  8  de  Mayo  de  1880.   El  C.  Vallarla  para  fundar  su  voto  leyó  lo  siguieate: 

Desde  que  tuve  la  honra  de  venir  á  piesidir  cbte  Tribunal,  he  estado 
sufriendo  la  pena  de  permanecer  en  desacuerdo  con  la  niayoiia  de  los 
señores  Magistrados,  respecto  de  la  inteligencia  qiie  deba  darse  á  la 
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fracción  I  del  art.  112  de  la  ley  fundamental.  Creyendo  que  se  restringe 
la  soberanía  de  los  Estados  con  negarles  las  facultades  que  en  mí  sen- 
tir tienen,  para  decretar  impuestos  sobre  todos  los  valores  que  constitu- 
yen sw.  riqueza,  sin  consideración  á  su  procedencia  del  extranjero  ó  á  su 
destino  para  el  exterior,  no  he  podido  asociarme  al  voto  de  aquella  oaa- 
yoria  que  siempre  concede  el  amparo  contra  las  leyes  locales  que  impo- 
nen contribuciones,  ya  á  los  efectos  extranjeros  después  de  su  importa- 
ción, ya  á  los  nacionales  que  puedan  exportarse.  El  respeto  con  que  he 
visto  ese  voto  y  la  desconfianza  en  mi  insuficiencia,  me  han  hecho  te  jaer 
más  de  una  vez  que  mis  opiniones  faesen  erróneas,  y  por  más  que  yo 
las  profesara  con  íntima  convicción,  creí  necesario  emprender  nuevos 
estudios  para  rectificarlas,  para  abjurarlas,  si  me  convencía  de  que  eran 
infundadas,  ó  para  insistir  en  sostenerlas,  si  mi  conciencia  á  ei'i  ms 
obligaba,  y  esto  á  pesar  de  las  repetidas  ejecutorias  de  este  Tribtxnal. 

El  neg'ocio  que  está  á  la  vista  trae  al  debate  la  importanti^iina  cues- 
tión de  la  interpretación  de  aquel  texto,  y  meimpone  á  mí  el  indecliua- 
ble  deber  de  manifestar  que  mis  nuevos  estudios  sobre  ella  me  h£\,n  afir- 
mado aún  más  en  mis  antiguas  opiniones.  Ni  la  tradición  mantenida  en 
nuestras  leyes  que  han  prohibido  á  los  Estados  legislar  sobi-e  esta  ma- 
teria, ni  las  ejecutorias  de  esta  Corte  que  siguen  conservando  esa  tradi- 
ción que  rompió  ya  uno  de  nuestros  congresos  en  reeieate  fecha,  han 
podido  sobreponerse  en  mi  ánimo  á  lo  que  creo  que  es  una  imperiosa 
exigenciadel  sistema  federal,  exigencia  reconocida  ysatisfeeha  en  üc  a.el 
artículo  112.  Tengo,  pues,  que  abrir  de  nuevo  este  debate,  que  no  «stá 
ni  con  mucho  agotado;  tengo  que  exponer  las  razones  que  rae  asisten 
para  seguir  defendiendo  aquellas  mis  opiniones:  si  no  puedo  hacei"  par- 
ticipar de  ellas  á  los  señores  Magistrados  que  me  escuchan,  les  rueg-o 
vean  en  esta  exposición  de  los  fundamentos  de  mi  voto,  la  sinceridad  de 
mis  convicciones,  el  cumplimiento  del  deber,  y  esto  á  pesar  de  la  pena 
que  me  causa  el  no  aceptar  las  doctrinas  consagradas  por  este  Tribu- 
nal. Sírvame  esta  previa  respetuosamanifestaciónde  disculpa  por  la  ta- 
rea que  emprendo.  Por  lo  demás,  la  trascendental  importancia  de  las 
cuestiones  que  me  van  á  ocupar,  cuestiones  en  que  están  interesadas  la 
vida,  la  esencia  de  los  principios  del  sistema  federal  mismo,  me  asegu- 
ran desde  ahora  que  esta  Suprema  Corte  me  oirá  con  benevolencia  y 
disculpará  la  e-xtensión  con  que  tengo  que  hablar. 

El  JuezdeDistrito  de  Sonora  ha  declarado  anticonstitucional  la  con- 
tribución sobre  la  plata  y  el  oro  que  impuso  la  Legislatura  de  ese  Esta- 
do en  22  de  Abril  de  1879,i  «porque  ella  viene  á  ser  en  realidad  un  au- 

1    El  decreto  en  su  contexto  literal,  dice  así: 

"Art- 1-  °  Se  establece  un  impuesto  de  uno  y  medio  por  ciento  sobre  el  importe  toíal  de  las  pastas 
de  oro  y  plata  que  se  eitraigau  de  las  minas  del  Estado- 

"Art-  2-  °  Las  pastas  de  oro  y  plata  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  se  presentarán  para  su  quin- 
to en  las  oücinas  de  Ensaye  de  las  casas  de  Hermosillo  y  Alamos,  ó  en  las  otras  ijae  se  establecieren- 

"Art-  3-  °  Los  directores  de  lai  casas  de  moneda  en  Hermosillo  y  Alamos,  6  el  empleado  que  éJtos 
desijaen  en  la  oücina,  con  aprobación  del  Gobisrno,  Helaran  un  libro  en  que  se  asentará  cada  partida 
ae  pastas  introducida  y  ensayada,  con  expresión  de  su  valor  y  el  impuesto  que  haya  causado,  mandando 
una  copia  de  este  asiento  á  la  Tesorería  general  del  Estado  y  otra  al  administrador  de  rentas  respectivo, 
quien  tomará  razón  de  él  para  hacer  desde  liego  el  cobro  del  valor  de  los  derecbos- 

'   "Art-  4-  °  iSi  se  establecieren  otras  oücinas  de  eusaye  en  el  Estado,  el  encargado  de  cada  una  de  ellas 
practicará  las  operacio-ies  que  señala  el  artículo  anterior. 

."Art-  5.  o  Los  administradores  de  rentas  respectivos  ejercerán  las  funciones  de  interventores  en  las 
oficinas  de  ensaye,  á  fin  de  que  se  cumpla  lo  prevenido  en  esta  ley. 
. .    "Art-  6-  °  Las  pastas  de  oro  y  plaoa  que  ae  extraigan  fuera  del  Estado,  siu  que  primeramente  hayan 
sido  presentadas  para  su  quiato,  se  perseguirán  como  contrabando  y  quedarán  afectas  al  pago  de  una 
multa  de  cinco  tantos  del  valor  del  impuesto  que  deban  causar- 

-  "Art.  7  °  La  liquidación  de  los  derechos  sobre  pastas  que  establece  esta  ley,  se  hará  con  el  interesa- 
do tan  luego  como  esté  concluida  la  operación  de  ensaye,  y  el  importe  total  del  impuesto  se  enterará  en 
la  ottcina  de  rentas  res¡)ectiva,  en  el  término  de  tres  días- 

'  Art-  8-  °  Pasados  ios  tres  días  á  que  se  reliere  el  artículo  anterior,  sia  que  se  haya  veriñcado  el  pa- 
go, se  embargarán  á  los  causantes  las  pastas  ensayadas  que  fueren  suficientes  para  cubrir  los  derechos 
T  maltas  causadas,  con  más  los  gastos  del  procedimiento  á  que  dieron  lugar,  hasta  que  la  Hacienda  pú- 
blica perciba  lo  que  le  corresponde,  siu  perjuicio  de  recaer  sobre  los  d3más  bienes  del  causante,  si  por 
cualquiera  circunstancia  no  se  hiciere  el  embargo  de  la  pasta  que  fué  ensayada- 

"Art-  9-  o  Las  pastas  de  oro  y  plata  que  habiendo  sido  presentadas  para  su  quinto  en  las  o5c¡na?  de 
euaave  respectivas,  fueren  enajenadas  antes  de  satisfacer  los  derechos  que  hayan  cansado,  quedan  afec- 
ta.í  al  pago  de  dichos  derechos  y  de  las  multas  á  que  hubiere  lugar  conforme  á  esta  ley,  sea  quien  f .ierd 
el  pos-jedor  de  ellas;  y  si  por  cualquiera  circunstancia  dejare  de  hacerse  efectivo  el  cobro  de  los  derechos 
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mentó  sobre  la  exportación,  por  ser  el  oro  y  la  plata  efectos  eonsig-na- 
dos  al  extranjero,»  y  concedió  el  amparo  pedido  «porque  no  constando 
que  el  Congreso  de  la  Unión  haj'^a  otorgado  sxi  consencimiento,  como  lo 
exige  el  articulo  112  de  la  Constitución,  el  poder  local  ha  invadido  la 
esfera  del  federal.»  Necesario,  inevitable  es  para  revisar  este  fallo,  con- 
siderar j  resolver  todas  las  difíciles  cuestiones  que  la  interpretación  de 
ese  articulo  suscita. 

Ellas  pueden  asi  compendiarse:  ¿ese  precepto  constitucional  prohibe 
de  verdad  á  los  Estados  decretar  impuestos  sobre  la  riqueza  de  su  terri- 
torio, consistente  ya  en  metales  preciosos,  ya  en  productos  de  su  agri- 
cultura, ya  en  frutos  de  su  industria,  porque  estos  sean  efectos  consig- 
nados al  extrm^jero?  ¿Tienen  los  Estados  esa  misma  prohibición  tra- 
tándose de  mercancías  extranjeras  que  después  de  haber  pagado  sus 
derechos  de  ¡tuerto  han  iLegado  á  incorporarse  en  la  masa  general  de  la 
riqueza  del  Estado?  ¿Son  anti-constitucionales  todas  las  contribuciones 
locales,  asi  sobre  las  cosas  importadas  como  sobre  las  exportables,  de 
tal  modo  que  nunca  pueden  los  Estados  imponer  un  solo  tributo  á  las 
mercancías  que  vayan  ó  vengan  del  extranjero?  Yo  respondo  negativa- 
mente á  todíis  esas  preguntas,  creyendo  que  asi  resuelve  esas  cuestio- 
nes el  articulo  112;  creyendo  más,  que  la  respuesta  contraria  seríala 
negación  del  régimen  federal.  Entro-j^a  en  matena,  tratando  de  demos- 
trar estos  asertos,  conclusión  final  á  que  pretendo  llegar. 
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El  texto  de  cuya  interpretación  se  trata,  dice  asi  literalmente:  «Tam- 
poco pueden  (ios^  Estados)  sin  el  consentimiento  del  Congreso  de  la 
Unión:  I.  Establecer  dei-echos  de  tonelaje,  ni  otro  alguno  de  puerto;  ni 
imponer  contribuciones  ó  derechos  sobre  importaciones  ó  exportacio- 
nes.» Esta  prohibición,  que  no  es  nueva  en  el  sistema  federal  entre  no- 
sotros, está  evidentemente  tomada  de  la  Constitución  de  los  Estados  Uni- 
dos; y  aunque  en  ninguna  materia  son  tan  necesarios  los  estudios  f^« 
legislación  comparada,  como  en  la  que  me  ocupa,  es  conveniente  come  ti- 
zar por  analizar  nuestro  texto,  considerándolo  en  su  historia,  en  sus  pa- 
labras, en  su  espíritu  y  motivos,  para  que  conocido  asi  su  enlace  y  fija- 
da su  inteligencia  según  las  reglas  de  la  interpretación,  podamos  com- 
pararlo con  fruto  con  los  otros  textos  que  le  son  semejantes. 

La  fracción  I  del  articulo  112  de  la  Constitución,  se  discutió  en  la  se- 
sión del  día  5  de'  Noviembre  de  1856.1  Abrió  el  debate  el  Sr.  Prieto  pi- 
diendo explicaciones  «sobre  si  los  impuestos  que  no  pueden  decretarlos 
Estados,  recaen  sobre  el  efecto  ó  sobre  el  derecho  de  importación,»  debién- 
dose «aclarar  si  la  prohibición  del  impuesto  se  limita  á  solo  los  puertos 
ó  se  extiende  d  la  procedencia  de  los  efectos  en  el  tráfico  interior. y>  No 
podría  herirse  de  una  manera  más  directa  la  cuestión,  que  ha  sobrevi- 

y  mullas,  á  consecuencia  de  la  enajenación  y  por  falta  de  otros  bienes  sufrirá,  el  comprador  y  el  vende- 
dor de  s^s  meses  á  \\n  año  de  prisión,  cuya  pena  les  será,  impuesta  por  la  autoridad  judicial- 

"Art- 10.  Por  el  cobro  de  los  derechos  que  establece  esta  ley,  disfrutarán  los  empleados  encargados 
de  las  operaciones  que  señala  el  artículo  3-  ° .  el  3  por  100  sobre  el  importe  total  de  los  derechos  causados- 

'•Art-  11-  Los  recaudadores  de  rentas  disfrutarán  de  un  honorario  de  2  por  100  sobre  los  mismos  de^ 
rechos,  correspoudiéudoles,  además,  la  cuarta  parte  de  las  multas  que  hicieren  efectivas  conforme  á 
esta  ley. 

"Art.  12.  Las  simples  faltas  ú  omisioneS  de  los  empleados  encargados  de  la  ejecución  de  esta  ley,  se- 
rán corregidas  por  el  Gobernador  con  multas  de  veinticinco  á  cien  pesos,  ó  su  remoción,  íegún  la  grava- 
dad  del  caso-  Si  la  falta  fuere  de  tal  gravedad  que  constituya  un  delito,  el  responsable  será  consignada 
á  la  a'itoridad  judicial- 

"Art.  13.  Es  de  acción  popular  la  denuncia  de  las  infracciones  de  esta  ley._  Los  denunciantes  perci- 
birán la  nútai  de  las  multas  que  se  hiciereu  efectivas  en  virtud  de  la  denuncia. 

"Art.  14.  Las  multas  que  impone  esta  ley,  se  harán  efectivas  por  los  administradores  de  renta"!,  si 
no  excedieren  de  cien  pesos,  y  por  medio  de  la  facultad  económico- coactiva.  Si  excediere  de  esa  suma, 
por  los  jueces  de  primera  instancia,  á  petición  de  los  administradores  de  rentas- 

"Art.  15-  Se  derogan  todas  las  leyes  y  disposiciones  relativas  á  impuestos  sobre  pastas  de  oro  y  plata 
dictadas  hasta  la  fecha." 

1    Zarco.  Hist-  del  Cong-  Const.,  tomo  2  ° ,-  pág-  520. 
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TÍdo  de  lina  manera  inexplicable  á  la  expedieión  del  Código  Funda- 
mental. 

El  Sr.  Mata,'miembro  de  la  Comiaión  de  Constitución,  contestó  que, 
«una  vez  acordado  que  corresponde  al  Congreso  la  expedición  de  los 
aranceles  qiie  han  de  fijar  los  derechos  de  importación  y  de  exporta- 
ción^ es  de  todo  punto  lógico  que  cuando  en  casos  exepcionales  sea  ne- 
cesario recargar  los  mismos  derechos  en  beneficio  de  las  localidades,  es- 
to no  pueda  hacerse  sin  permiso  del  Congreso.» 

Esta,  como  se  vé,  no  era  la  respuesta  de  aquella  pregunta:  el  Sr. 
Prieto  deseaba  saber  si  la  prohibición  alcanzaba  á  los  efectos  en  el  trd' 
ñco  interior^  de  tal  modo  que  j'a  no  pudiesen  reportar  derechos  interio- 
res, y  el  Sr.  Mata  hablaba  sólo  de  los  marítimos.  El  cronista  del  Con- 
greso nos  dice  que  aquel  diputado  «no  se  dio  por  satisfecho,»  y  sin  re- 
producir su  discurso,  lo  que  es  una  verdadera  desgracia,  se  contenta  con 
indicar  que  «repitió  sus  anteriores  objeciones  íem¿enc?o  qtie  se  aniquila- 
ran las  rentas  de  los  Estados.-»  ElSr.  Arriaga  procuró  satisfacerlas  «no 
tando  que  se  ataca  al  articulólo?'  lo  que  no  dice,  pues  B^^'.soLC^g: 
prohibe  qtie  los  Estados  impongan  derechos  de  tonelaje,  de  puerto,  de 
importación  ó  exportación  »  El  Sr.  Moreno  no  quedó  contento  todavía 
«on  esa  explicación,  que  xa.  decía  bien  claro  que  á  los  Estados  no  les 
prohibía  el  articulo  imponer  derechos  interiores^j  queriendo  que  laCo-- 
misión  respondiera  categóricamente  si  los  impuestos  que  no  habían  de 
poder  decretar  los  Estados  recaían  sobre  el  derecho  de  importación,  ó 
sobre  el  mismo  efecto,  si  este  derecho  se  limitaba  á  los  jniertos  ó  se  ex- 
tendía á  la  procedencia  de  los  efectos  en  el  tráfico  interior,  concretó 
la  cuestión  abstracta  de  que  se  trataba:  y  «temiendopor  la  suerte  délos. 
Estados,  preguntó,  si  en  Giianajuato'  no  pueden  decretarse  impuestos 
sobre  efectos  que  se  dirijan  á  Jalisco.»  A  esta  apremiante,  ineludible 
pregunta,  respondió  el  Sr.  Mata  diciendo  que  «setratade  la  importación 
y  exportación,  y  no  del  comercio  interior;-,^  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  no 
es  derecho  de  importación  el  que  cobran  los  Estados  al  camercio  inte-- 
rior;  que  el  artículo  se  refiere  á  aqij^el  y  no  áeste.  Satisfecho  el  Congre- 
so con  esta  explicación,  tranquilizada  la  alarma  de  los  diputados  amigos 
de  la  soberanía  de  los  Estados,  que  temían  por  la  suerte  de  éstos,  si  se 
consignaba  la  antigua  tradición,  la  vieja  práctica  de  confundir  el  dere- 
cho marítimo  con  el  interior,  para  prohibir  ambos  á  los  Estados,  cesó 
toda  resistencia,  y  la  fracción  I  del  articulo  112  fué  aprobada  por  71  con^ 
tra  8  votos. 

Y  estos  conceptos  que  acabo  de  manifestar,  son  la  expresión  de  la 
verdad  histórica  más  fiel.  Al  principio  del  debate  el  Sr.  Mata  aseguró 
que  «el  artículo  nada  tiene  que  ver  con  los  derechos  de  internación  y 
consumo,  que  han  sido  rentas  generales;  y  que  cuando  en  ellas  han  te- 
nido parte  los  Estados,  ha  sido  por  concesión  del  Congreso.»  Y  estas  pa- 
labras fueros  precisamente  las  que  aquella  alarma  causaron,  las  que  hi- 
cieron temer  á  los  Sres.  Prieto  y  Moreno  que  se  aniquilaran  las  rentas 
de  los  Estados.  Después,  en  el  curso  del  debate,  nadie  intentó  siquiera 
sostener  que  los  derechos  de  internación  y  consumo  debían  de  ser  ren- 
tas generales:  que  el  impuesto  que  un  arancel  decreta,  pagadero  en  el 
interior  del  país,  debe  de  excluir  á  cualquiera  otro  que  el  Estado  impon- 
ga sobre  su  comercio  interior.  Indudable,  como  lo  es  históricamente,  que 
hasta  entonces  se  había  cometido  el  abuso  de  prohibir  á  los  Estadosim- 
poner  contribuciones  sobre  mercancías  de  procedencia  extranjera,  el 
abuso  de  llamar  derecho  marítim,o  de  importación  al  que  un  efecto  pa- 
gase á  doscientas  ó  más  leguas  del  puerto,  en  el  lugar  de  su  consumo, 
es  igualmente  indudable  que  el  Congreso  quiso  saber,  para  impedirlo^ 
si  se  pretendía  sancionar  ese  abuso,  si  se  creía  que  un  arancel  pudiera, 
hasta  alterando  la  significación  de  las  palabras,  legislar  sobre  el  comer- 
do  interior  y  ser  la  ley  suprema  de  los  Estados  en  esa  materia^  y  ya  sa? 
hemos  cuál  fué  la  última  palabra  de  la  Comisión  en  el  debate:  «se  ti'ata 
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de  la  importación  y  exportación  y  no  del  comercio  interior,»  y  ya  sabe- 
mos también  qne  el  Congreso  no  aprobó  el  articulo  sino  después  que 
supo  que  la  prohibición  que  contiene  no  se  refiere  á  los  derechos  inte- 
riores^ no  sustrae  del  impuesto  local  ni  las  cosas  importadas  que  han 
pagado  sus  derechos  de  puerto  y  se"  han  mezclado  con  la  riqueza  del" 
Estado,  ni  las  cosas  exportables,  mientras  no  salen  del  tráfico  interior. 
La  discusión  cuyo  extracto  he  procurado  hacer,  es  )a  mejor  interpre- 
tación del  texto  constitucional:  en  ella  aparece  manifiesta,  terminante, 
la  voluntad  deí  legislador,  encerrando  la  inteligencia  de  ese  texto  en  un. 
limite  que  no  es  licito  franq"uear,  cualesquiera  que  sean  las  razones  que 
para  ello  se  aleguen.  De  esa  discusión  resulta  que  la  fracción  I  del  ar- 
tículo 112  fué  aprobada  en  el  sentido  de  prohibir  á  los  Estados  solo  im- 
poner derechos  de  puerto,  de  importacianes  ó  exportaciones,  es  decir, 
aquellos  que  se  pagan  ya  entrando,  ya  saliendo  las  mercancías  de  fjaís, 
los  que  deben  ser  iguales  en  todas  nuestras  costas,  y  no  alterables  á  vo- 
luntad de  cada  Estado;  pues  ni  siquiera  se  intentó  sostener  la  inteligen- 
cia del. artículo  de  modo  que  esa  prohibición  llegase  al  tráfico  inteyñor, 
sino  que  quedó  aclarado  que  esta  no  limica  la  soberanía  local,  cuando- 
decreta  impuestos  sobre  el  comercio  interior,  abstracción  hecha  do  la 
procedencia  ó  destino  de  las  mercancías.  Si  siempre  será  errónea  la  in- 
terpretación que  se  haga  de  una  ley  contrariando  manifiestamente  la 
voluntad  del  legislador,  hay  que  reconocer  que  la  argumentación  que 
acabo  de  exponer  es  ya  concluyente  en  favor  de  la  teoría  que  sostengo. 
Ha}',  sin  embargo,  todavía  otras  muchas  que  con  igual  fuerza  la  apoyan,, 
según  vamos  á  verlo. 


III 

Nadie  puede  desconocer  la  importancia  de  la  interpretación  literal 
para  fijar  el  sentido  de  la  ley:  tomadlas  palabras  de  esta  en  la-significa- 
ción que  les  es  debida,  es  entender  el  precepto  legal  en  los  términos  que 
el  legislador  quiso  establecerlo.  En  el  caso  presente  aquella  importancia 
es  tal,  que  bien  puede  decirse  decisiva  en  la  cuestión. 

¿Qué  se  entiende  por  «importación  y  exportación?»  Esta  es  la  prime- 
ra pregunta  que  ocurre  cuando  se  trata  de  precisar  el  valor  de  las  pa- 
labras de  que  el  texto  constitucional  usa,  y  esa  pregunta  es  de  sencillí- 
sima respuesta,  porque  en  la  lengua  castellana  (dmportación»  es  el  acto 
de  importar,  «es  la  introducción  de  efectos  extranjeros  al  país,  y  «ex- 
portación» es  el  acto  de  exportai-,  «es  la  extracción  de  efectos  de  un  país 
á  otro.»  La  etimología  de  esas  palabras,  su  derivación  de  los  verbos  que 
les  sirve  de  raíz,  se  oponen  invenciblemente  á  que  ellas  tengan  otra  sig- 
nificación. Los  diccionarios  de  la  lengua  á  mayor  abundamiento,  nonos 
permiten  dudar  de  esta  verdad,  i 

Estéril  como  seria  todo  esfuerzo  que  tendiera  á  probar  que  «impor- 
tación» es  la  cosa  importada,  ó  que  «exportación»  es  sinónimo  de  cosa 
exportable,  seria,  sin  embargo,  preciso  demostrar  ese  absurdo  filológico 
para  extender  el  derecho  de  importación  hasta  el  impuesto  que  puede 
recaer  sobre  la  cosa  importada  cuando  anda  ya  en  el  tráfico  interior,  y 
para  tomar  el  derecho  de  exportación  desde  que  se  produce  la  cosa  ex- 
portable. Si  la  Constitución  prohibiera  á  los  Estados  decretar  contribu- 

1  "Importación-"  La  introducción  de  géneros  extranjeros-  "Exportación-"  La  e> tracción  de  géne- 
ros de  un  país  á  Otro-  Diccionario  de  la  Academia, — "Importación-"  La  introducción  de  géneros  extran 
geros-  "Exportación"  Extracción  de  géneros  de  un  país  á  otro-  Diccionario  de  la  lengua  castellana  por 
Martínez  López— "Importación-"  Introducción  de  géneros  extrinjeros-  "Exportación-"  La  acción  ó 
efecto  de  exportar.  Extracción  de  géneros  de  im  país  á  otro-  Diccionario  de  la  lengua  castellana,  por 
una  sociedad  literaria — "Importación-"  Introducción  de  géneros  extranjeros-  "Exportación-"  La  ac- 
ción ó  efecto  de  exportar-  "Derecho  de  exportación-"  Los  que  adeudan  á  la  hacienda  ciertos  efectos  "al 
ser  exportados-"  Diccionario  enciclopédico  de  la  lengua  castellana. 
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-ciones  ó  derechos  sobre  las  cosas  importadas  ó  sóbrelas  exportables,  no 
quedaría  por  resolver  sino  esta  otra  grave  cuestión:  ¿de  qué  recursos 
podrán  vivir  los  Estados  si  no  han  de  pedirlos  á  los  géneros,  efectos  ó 
mercancías  que  vengan  del  extranjero,  ni  á  los  géneros,  frutos  ó  mer- 
cancías que  salgan  para  el  exterior  en  cambio  de  aquellos? 

Aunque  no  ha  llegado  la  ocasión  de  comparar  nuestro  texto  con  el 
americano,  no  puedo  prescindir  en  este  lugar  de  una  argumentación 
que  pone  en  relieve  la  altísima  importancia  de  la  interpretación  literal 
de  que  me  estoy  ocupando.  La  Constitución  de  los  Estados  Unidos  ha- 
bla, no  de  importaciones  ni  exportaciones,  sino  de  cosas  importadas  y 
exportadas:  imports,  exports.  Y  segvín  los  diccionarios  ingleses  «im- 
port»  es  «lo  que  se  importa  ó  introduce  del  extranjero:  mercancías  que 
se  introducen  á  un  país  de  fuera  de  sus  límites,»  y  «export»  es  «lo  que  se 
exporta.»  i  No  son,  pues,  esas  palabras  sinónimas  de  «importación,  ex- 
portación,» porque  los  mismos  diccionarios  nos  enseñan  que  «importa- 
tioi.  es  «el  acto  ó  práctica  de  importar»  y  «exportation»  es  «el  acto  de 
exportar.»  2  Nuestro  texto,  por  tanto,  tiene  una  significación  mucho  más 
limitada  qixe  el  americano,  porque  de  ningún  modo  comprende  corüo 
este  las  cosas  importadas  y  las  exportadas,  sino  que  se  refiere  sólo  á  los 
actos  de  importar  y  exportar. 

En  los  Estado  Uunidos,  sin  embargo,  como  muy  pronto  lo  veremos, 
no  se  ha  entendido  la  Constitución  en  el  sentido  de  que  los  Estadas  no 
puedí  n  decretar  impuestos,  ni  sobre  las  cosas  importadas  ni  sobre  las 
exportables:  para  no  llegar  hasta  el  contraprincipio  de  negar  el  sistema 
federal,  sustrayendo  del  poder  local  de  taxación  todos  los  valores  que 
andan  en  el  tráfico  interior,  se  ha  tenido  que  interpretar  el  texto  consti- 
tucional en  el  sentido  natural  y  claro  que  expresa  el  nuestro.  La  inter- 
pretación filosófica  ha  prevalecido  sobre  la  literal,  y  en  la  jurispi'uien- 
cia  de  aquel  paíh  es  un  punto  definitivamente  resuelto,  punto  fuera  de 
toda  disputa,  el  que  la  mercancía  extranjera  que  se  ha  mezclado  con  la 
propiedad  general  del  Estado,  está  sujera  á  las  contribuciones  que  éste 
imponga.. 

Nuestro  texto,  más  exacto,  más  preciso,  no  puede  entenderse  en  el 
sentido  general  que  sus  palabras  repugnan,  en  el  sentido  de  que  «im- 
IJortación,  exportación,»  sean  sinónimos  de  «cosa  importada,  cosa  expor- 
tada,» para  asi  sostener  que  éstas  están  exentas  de  todo  impuesto  de  los 
Estados.  Esos  sinónimos  son  absurdos,  insostenibles.  A  mayor  abunda- 
miento en  el  Constituyente  no  pasó  desapercibida  esa  cuestióc  de  idio- 
ma, de  significación  de  las  palabras,  sino  que  quedó  definida  en  contra 
de  aquella  inaceptable  sinonimia;  por  esto  el  Sr.  Prieto  quería  que  se  le 
dijera  sí  la  importación  se  limita  al  puerto,  ó  si  se  extiende  á  las  cosas 
importadas  hasta  su  consumo,  y  á  las  exportables  áQ&áe  su  producción. 
Si  desde  el  año  de  1824  no  hubiéramos  estado  acostumbrados  á  oír  que 
-los  derechos  de  consumo,  de  contraregistro ^  son  rentas  generales,  por 
estar  decretados  en  un  arancel,  y  lo  que  es  más  inaceptable  aún,  que  la 
cosa  importada  goza  dsel  privilegio  de  no  reportar  el  impuesto  local,  por- 
que el  acto  de  la  importación  está  fuera  del  alcance  de  éste,  ni  en  el 
Constituyente  habrían  sido  nece.sarias  las  explicaciones  que  conocemos 
sobre  la  extensión  del  precepto  constitucional,  ni  hoy  se  podría  siquiera 
disputar  si  la  cosa  importada  j  la  exportable  están  fuera  de  la  compe- 
tencia fiscal  de  los  Estados,  porque  la  Constitución  les  prohiba  imponer 
contribuciones  ó  derechos  sobre  importaciones  y  exportaciones. 

La  claridad  de  las  palabras  de  la  ley  no  permite  que  su  prohibición 
pase  de  los  puertos  para  llegíir  á  las  cosas  que  andan  en  el  comercio  in- 
terior, cualquiera  que  sea  su  procedencia  ó  destino.  La  letra  delprecep- 

1  "Import-"  "Thatwhichisimportedorbroughtiafromabroad:  merchaudises  Introdacedinto  a 
-xountry  from  without  its  boundaries."- "Export-"  "That  whicb  is  exported." 

2  "Importation."  "The  act  or  practice  of  imp'ortiag"— "Expor'.atiou-"  "The  act  of  eiporting-" 
Webster.  Diction.  of  Englishlanguaje. 


53 

'to,  de  Rcuerdo  cou  el  sentido  en  que  el  legislador  lo  aprobó,  viene  pues 
á  constituir  otro  argumento  que  él  solo  seria  decisivo  en  pro  de  la  teo- 
aria  que  easeña  que  la  fracción  I  del  artículo  112  que  analizo,  no  prohibe 
á  los  Estados  imponer  contribuciones  interiores  sobre  todas  las  mercan- 
cías que  constituyen  parte  de  su  riqueza,  ya  sea  que  hayan  venido  del 
•extranjero,  ó  ^  le  tengan  que  salir  del  país. 


IV 

Si  de  la  interpretación  literal  pasamos  á  la  íilobófica,  esa  teoría  s© 
afirma  aún  más.  Los  motivos,  el  espíritu  del  precepto  que  estudiamos, 
se  oponen  á  que  él  tenga  la  extensión  que  se  le  quiere  dar  á  perjuicio 
•de  la  soberanía  de  los  Estados.  Pocas  reflexiones  nos  convencen  de  esta 
verd;;d. 

La  razón  capital  de  la  prohibición  impuesta  á  los  Estados,  es  la  ne- 
cesidad de  mantener  uniformes  los  aranceles  marítimos,  de  los  derechos 
•de  importación  y  exportación  en  toda  la  República,  lo  mismo  en  Yuca- 
tán que  en  Sonora,  lo  mismo  en  el  Atlántico  que  en  el  Pacifico,  porque, 
como  lo  dijo  muy  bien  el  Sr.  Mata  en  el  Constituyente,  si  esa  uniformi- 
dad no  existiera,  si  cada  Estado  subiera  ó  bajara  esos  derechos  á  su  an- 
tojo, «sería  imposible  regularizar  el  comercio,  celebrar  tratados  con  el" 
extranjero  y  evitar  que  en  los  Estados  se  multiplicaran  los  impuestos  de 
una  manera  ruinosa.»  Y  efectivamente,  si  los  Estados  no  tuvieran  aque- 
lla prohibición,  el  comercio  con  el  extranjero  sería  imposible;  los  mejo- 
■res  cálculos  fracasarían  ante  el  distinto  modo  de  verse  la  cuestión  aran- 
celaria por  nuestros  catorce  Estados  que  tienen  costas  en  alguno  de  los 
dos  Océanos;  y  ante  la  diversidad  de  leyes  locales,  ante  el  conflicto  de 
intereses  opuestos,  no  se  podría  seguir  una  política  nacional  en  materia 
de  comercio  extranjero.  Esto  es  tan  obvio  que  no  necesita  pruebas. 

Y  si  á  esta  consideración  se  agrega  la  de  que  los  Esbados  inspirados 
por  aquellos  intereses  contrarios,  se  harían  una  funesta  guerra  de  im- 
puestos, fatal  para  la  prosperidad  general  de  la  República,  no  se  puede 
más  dudar  de  la  necesidad  de  la  prohibición  de  que  nos  ocupamos.  Sin 
ella,  se  aumentarían  ó  disminuií'ían  los  derechos  de  puerto,  por  conside- 
raciones meramente  locales,  contrarias  las  más  veces  á  las  exigencias 
del  país  en  sus  relaciones  mercantiles  con  el  extranjero.  Tarapico,  rival 
de  Veracruz  en  el  Golfo,  reduciría  los  derechos  de  importación,  como  lo 
haría  San  Blas  en  el  Pacífico  para  presentarse  en  competencia  con  Ma- 
zatlán.  Y  en  donde  dominara  un  espíritu  adverso  á  las  franquicias  de 
que  debe  gozar  el  comercio,  en  donde  el  sistema  prohibitivo  tuviera  ami- 
gos, en  donde  á  causa  de  la  topografía  del  terreno,  ó  de  cualquiera  otra 
circunstancia,  no  se  temiera  la  competencia,  ¿quién  puede  imaginar 
hasta  dónde  se  alzarían  los  derechos,  hasta  dónde  se  multiplicarían  los 
impuestos,  hasta  dónde  se  perjudicaría  al  comercio,  hasta  dónde  la  in- 
dustria y  la  producción  del  país  sufrirían  irreparables  perjuicios,  naci- 
dos todos  Utí  la  hostilidad  de  los  Estados  entre  sí? 

Era.  pues,  una  exigencia  imperiosa,  evitar  esa  guerra  de  impuestos, 
esa  competencia  entre  ios  Estados  que  habría  bastado  para  arruinar  al 
comercio  más  floreciente.  Ninguna  federación  habría  podido  sobrevivir 
á  un  estado  de  hostilidad  perpetua  entre  sus  partes  componentes:  la  his- 
toria de  la  confederación  en  el  país  vecino  es  elocuente  testimonio  de 
esta  verdad.  Por  tales  y  tan  apremiantes  motivos  hubo  que  restringir 
la  soberanía  de  los  Estados,  prohibiéndoles  imponer  contribuciones  ó 
derechos  sobre  importaciones  ó  exportaciones. 

Para  poner  al  comercio  exterior  bajo  el  imperio  de  una  ley  «mea.  I» 
federal,  con  exclusión  de  todas  las  locales,  había  además  otra  razón  taa 
poderosa  como  las  que  acabo  de  indicar;  la  de  que  sólo  un  poder,  el  fe- 
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deval,  dirig-iera  las  relaciones  exteriores,  respecto  del  comercio,  con  las 
poteEciaH  extranjeras.  Si  todos  los  Estados  legislaran  sobre  esta  mate- 
ria, no  sólo  seria  imposible  celebrar  tratados  de  comercio,  sino  que  aun 
los  existentes  quedarían  expuestos  alas  inevitables  violaciones,  hijas  de 
una  legislación  múltiple  y  discordante;  si  no  estuviera  reservado  exclu- 
sivamente al  poder  federal  lo  relativo  al  comercio  con  el  extranjero, 
seria  imposible  uniformar  en  paz  ó  en  guerra  una  política  conveniente 
á  la  Nación,  y  no  se  podría  abrir  ó  cerrar  un  puerto,  ni  prohibir  las  re- 
laciones mercantiles  con  el  enemigo,  ni  decretar  el  embargo  de  sus  bu- 
ques, ni  tomar  una  medida  de  retorsión,  ni  hacer,  en  fin,  nada  de  lo  que 
la  ley  internacional  permite.  Cada  Estado  haría  sobre  todo  eso  lo  que 

juzgase  mejor ¿Podría  pais  alguno  vivir  en  medio  de  semejante 

anarquía? 

Justifica  por  fin  la  prohibición  impuesta  á  los  E>tados,  otro  motivo, 
el  de  proporcionar  al  Gobierno  federal  los  recursos  que  necesita  para 
sus  gasros.  Constituyendo  los  productos  de  las  aduanas  marítimas  uno 
de  los  más  pingües  ingresos  del  tesoro,  se  creyó  que  consignándolos  á 
)a  Unión,  sus  atenciones  quedarian  en  sii  mayor  parte  cubiertas,  al  me- 
nos en  épocas  normales,  evitándose  asi,  hasta  donde  es  posible,  la  mul- 
tiplicación del  impuesto  federal  y  local  sobre  la  riqíieza  interior  del  país; 
se  creyó  que  de  este  modo  la  administración  general  podría  proveer 
mejor  á  la  prosperidad  de  toda  la  República,  atendida  la  decisiva  in- 
fluencia que  el  arancel  de  aduanas  tiene  en  el  erario  y  en  el  fomento 
del  comercio,  industria  y  producción  nacionales. 

Estas  son,  si  bien  expresadas  en  pocas  palabras,  las  razones,  los  mo- 
tivos de  la  i'rohibición  que  el  articulo  112  impone  á  los  Estados;  estos 
los  motivos  de  la  excepción  que  en  materia  de  comercio  exterior  sufre 
el  pi*incipio,  esencial  en  el  rég'imen  federal,  de  la  soberanía  de  estos. 
Ahora  bien:  ¿tales  motivos  que  justifican  la  excepción,  pueden  cohones- 
tar el  desconocimiento  del  principio?  Esas  razones  decisivas,  concluyen- 
tes  para  prohibir  á  los  Estados  que  impongan  derechos  marítimos,  ¿pue- 
den invocarse  para  extender  la  prohibición  hasta  los  impuestos  interio- 
res? Evidentemente  no,  porque  por  el  contrario,  las  razones  de  la  ex- 
cepción proclaman  y  reconocen  el  principio. 

Convenzámonos  de  ello,  viendo  de  cerca  este  punto.  Una  de  aquellas 
razones,  según  lo  hemo«  visto,  es  proporcionar  recursos  al  Gobierno  fe- 
deral. ¿Se  le  priva  de  ellos  acaso  porque  los  Estados  exijan  á  su  comer- 
cio interior  el  contingente  que  la  equidad  le  designe  en  el  reparto  del 
impuesto?  No,  sin  duda  alguna:  y  si  la  prohibición  llegara  hasta  desco- 
nocer el  poder  local  de  taxación,  se  habría  ido  tan  lejos,  que  por  dar 
vida  al  Gobierno  de  la  Unión,  se  habría  tenido  que  matar  á  los  Estados. 
Esto  en  lugar  de  ser  una  exageración  es  una  verdad  matemática.  Si  es- 
tos no  han  de  cobrar  tributo  alguno  á  los  géneros,  efectos  ó  mercancías 
que  vengan  del  extranjero;  si  tampoco  lo  han  de  exigir  de  las  cosas  ex- 
portables, desde  su  producción,  como  la  oninión  que  combato  lo  preten- 
de, no  sólo  se  sustraen  del  impuesto  local  los  grandes,  inmensos  valores 
que  andan  en  el  tráfico  interior,  sino  aun  las  fincas  que  producen  ó  ela- 
boran las  cosas  exportables,  como  las  haciendas  de  caña,  de  café  y  de 
tabaco,  las  minas,  etc.,  etc.  ¿Podrían  así  los  Estados  vivir?  La  razón  de 
la  prohibición,  encerrada  en  su  justo  limite,  fué  establecer  el  régi- 
men federal,  creando  el  Gobierno  de  la  Unión;  pero  esa  prohibición, 
extendida  hasta  donde  se  quiere,  hace  imposible  ese  régimen,  porque 
priva  á  los  Estados  de  todo  recurso  para  sus  atenciones.  ¿No  sé  ve  ya 
que  los  motivos  del  precepto  condenan  su  interpretación  ampliativa? 

Pero  sigamos  en  nuestro  análisis:  otra  de  las  razones  de  ese  precep- 
to, es  el  que  un  solo  poder  dirija  las  relaciones  exteriores  sobre  comer- 
cio, que  él  solo  celebre  tratados,  cuide  de  «u  cumplimiento,  etc.  ¿Qué 
tiene  que  ver  todo  esto  con  el  comercio  interior?  El  que  una  tienda  de 
abarrotes,  aunque  sean  extranjeros,  pag-ue  un  derecho  de  patente  ó  una 
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contribución  directa  sobre  el  capital,  el  que  la  plata  que  se  extraiga  de 
una  mina  pague  también  el  impuesto,  ¿qué  relación  tiene  con  la  unifor- 
midad de  la  ley  federal  en  el  comercio  exterior"?  El  sistema  fiscal  que 
cada  Estado  quiera  adoptar  en  su  régimeu  interior,  ¿cómo  puede  afec- 
tar la  policica  que  el  Gobierno  de  la  Unión  crea  conveniente  seguir  en 
sus  relaciones  exteriores?  Si  á  estas  sirviera  de  estorbo  ese  sistema,  ha- 
bría que  decirse  que  también  lo  era  la  legislación  civil  y  penal,  toda  la 
administración  local.  Esto  seria  renegar  de  las  instituciones  que  nos 
rigen. 

Y  se  adultera,  se  contradice  de  lleno  el  espíritu  del  articulo  consti- 
tucional ara  pilándolo  de  los  derechos  de  importación  y  de  exportación 
que  al  Erario  federal  pertenecen,  á  las  contribuciones  interiores  que  los 
Estados  imponen.  Esta  verdad  aparece  en  todo  su  brillo  en  la  discusión 
que  ya  conocemos,  del  Constituyente.  Si  el  legislador  mismo  limitó  la 
prohibición  á  la  importación  y  á  la  exportación  y  no  quiso  extenderla 
al  comercio  interior,  apenas  se  puede  imaginar  cómo  de  un  modd  más 
directo  í-ea  posible  contradecir  una  ley  en  ese  espíritu  concebida,  que 
con  la  pretensión  de  que  ella  habla  no  sólo  de  importación  y  exporta- 
ción, sino  de  las  contribuciones  que  pueden  afectar  al  comercio  inte- 
xior.  ¿Qué  especie  de  interpretación  es  esa  que  hace  decir  á  una  ley 
más  de  lo  que  sus  palabras  expresan,  lo  contrario  de  lo  que  el  legisla- 
dor quiso  ordenar? 


Si  el  espíritu  de  la  ley,  revelado  en  la  inteligencia  que  le  dio  el  le- 
gislador al  tiempo  de  votarla;  si  su  letra  y  sus  motivos  concurren  á  de- 
mostrar que  la  prohibición  impuesta  á  los  Estados  se  limita  á  los  dere- 
■chos  sobre  el  comercio  exterior,  dejando  ilesa  y  sin  restricciones  la  so- 
beranía local  en  cuanto  á  ios  impuestossobreel  tráfico  interior;  si  tanta-i 
y  tan  poderosas  argumentaciones  á  hacer  esa  demostración  encamina- 
das, son  ya  concluyentes,  no  son  sin  embargo  las  únicas  que  sostienen 
la  teoria^que  defiendo.  Hay  otra  aun  más  vigorosa  queaio  admite  ré- 
plica, y  á  la  que  hay  que  sucumbir,  rindiendo  homenaje  á  la  verdad. 
Esa  argumentación  es  la  que  se  funda  en  la  concordancia  de  los  textos 
mismos  de  la  Constitiición,  la  que  partiendo  del  principio  de  que  estos 
no  se  derogan  mutuamente,  invoca  el  que  limita  la  inteligencia  del  ar- 
ticulo 112.  Voy  á  exponer  esa  argumentación,  procurando  con  ella  pa- 
tentizar que  no  sólo  se  contradicen  el  espíritu  y  motivos  de  la  ley,  sino 
que  se  infringen  otros  preceptos  de  la  Constitución  con  restringir  las 
facultades  de  los  Estados  en  materias  de  comercio  interior. 

La  fracción  IX  del  articulo  72  autoriza  al  Congreso  «para  expedir 
aranceles  sobre  el  comercio  extranjero,  y  para  impedir  por  medio  de 
&asc5  5reneraZe.s  que  en  el  comercio  de  Estado  á  Estado  se  establezcan  res- 
tricciones onerosas.»  Fuera  de  esta  facultad  y  de  la  de  establecer  Iíuí 
bases  generales  de  la  legislación  mercantil  que  le  da  la  fracción  X  si- 
guiente, el  Congreso  no  tiene  otra  alguna  sobre  comercio  interior.  Y 
si  con  atención  se  lee  aquel  texto,  se  verá  que  en  él  debería  encontrar- 
se la  facultad  de  uniformar  los  impuestos  sobre  el  comercio  interior, 
prohibiendo  á  los  Estados  el  decretarlos,  porque  era  natural,  era  una 
exigencia  ideológica  que  después  de  hablar  de  los  aranceles  del  comer- 
-cio  extranjero,  se  determinase  lo  que  se  debiera  sobre  los  impuestos  del 
-comercio  interior.  Sin  embargo  de  esto,  la  Constitución  guarda  com- 
pleto silencio  sobre  este  punto^  Y  basta  ese  silencio  para  deducir  con 
plena  seguridad  que  el  Congreso  federal  no  puede  unificar  este  impues- 
to como  unifica  aquellos  aranceles,  porque  spgim  el. artículo  117.  «las 
¿facultades  que  no  están  expresamente  concedidas  á  los  funcionarios  ftí- 
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derales,  se  entienden  reservadas  á  los  Estados.»  Toda  ley  federal,  pues, 
q\ie  algo  disponga  ¡-obre  el  impuesto  local  al  comercio  interior,  no  es- 
más  que  la  invasión  del  poder  central  en  el  régimen  interior  de  los  Es- 
tados. 

Esta  argun  entación  no  tiene  réplica  posible.  Basta  considerar  que- 
el  articulo  72  en  sus  íVacciones  IXyXy  el  117  no  están  en  guerra  con  el 
112,  para  recoiocer  sin  vacilación,  la  verdad  de  que  constitucionalmen- 
tr  no  están  regulados  por  la  misma  ley  el  comercio  exterior  y  el  inté- 
í -cr,  porque  reservado  aquel  á  la  ley  federal  por  los  motivos  excepcio- 
nales que  conocemos,  ha  quedado  éste  bajo  la  competencia  de  los  Esta- 
dos, por  no  txihtir  razón  alguna  para  restringir  sti  soberanía  en  este- 
punto. 

Pero  hay  más  aún:  la  fracción  IX,  que  faculta  al  Congreso  «para  im- 
pedir, por  medio  de  bases  generales,  que  en  el  comercio  de  Estado  á 
Estado  se  establezcan  restricciones  onerosas,»  no  significa  ni  con  mucho- 
la  negación  del  poder  local  en  materia  de  impuestos  sobre  el  comercio 
interior.  Ese  texto,  por  el  contrario,  reconoce  y  acata  ese  poder,  por  el  he- 
cho mismo  de  tratar  de  impedir  su  abuso.  No,  ese  texfo  no  niega  tal  po- 
der, sino  que  lo  deja  vivo,  y  para  que  un  Estado  no  grave  á  los  produc- 
tos de  otros  con  derechos  ó  contribuciones  más  altas  que  á  los  suyoa 
propios;  para  qne  ro  se  repitan  aquellos  antiguos  escándalos,  bien  no- 
tados por  nuestros  financieros,  délas  hostilidades  entre  San  Luis,  Zaca- 
tecas y  Guanajuato  por  la  sal,  Veracruz  y  Puebla  por  los  algodones  y 
las  harinas,  Michoacán  y  México  por  los  maíces  y  cerdos,  especial  y  ex- 
presamente se  autorizó  al  Congreso  para  que  j^or  inedio  de  bases  gene- 
rales, y  no  por  la  negación  de  la  facultad  de  los  Eítados  para  decretar 
impuestos  sobre  el  tráfico  interior,  impidiera  esas  restricciones  onerosas 
en  el  comercio  de  Estado  á  Estado. 

Esta  autorización,  es  preciso  insistir  en  ello,  es  la  prueba  más  com- 
pleta de  que  en  ese  comercio  de  Estado  á  Esrado,  y  nótese  que  el  texto- 
comprende  tanto  á  las  mercancías  extranjeras  como  á  la»  nacionales, 
son  lícitos,  son  constitucionales  los  impuestos  locales,  sin  que  el  poder 
federal  pueda  impedir  que  se  decreten.  Lo  que  el  texto  que  me  ocupa 
quiere,  es  que  los  Estados  no  abusen  de  su  poder  de  laxación,  que  no 
graven  á  los  productos  ajenos  con  impuestos  más  altos  que  á  los  pro- 
pios, que  no  se  cobren  derechos  de  tránsito,  que  no  haya  esas  rivalida- 
des locales  que  ceden  en  escándalo  y  ruina  para  la  Nación,  que  no  es- 
tablezcan, en  fin,  ni  esas  ni  otras  restricciones  onerosas,  y  para  obtener 
este  resultado,  ese  texto  otorgó  la  atitorización  que  conocemos.  ¿Cómo 
de  ella  pudiera  derivarse  la  de  negar  un  poder  reconocido  por  el  hecho 
mismo  de  impedir  su  abuso  por  medio  de  bases  generales?  La  interpre- 
tación que  esta  verdad  niegue,  tiene  que  traspasar  los  límites  del  ab- 
surdo, 

Cuando  trataba  yo  de  probar  que  faltan  los  motivos  qite  establecie- 
ron la  prohibición  del  articulo  112,  si  esta  se  aplica  á  las  contribucionea 
interiores,  habí  aba  de  la  guerra  de  impuestos  que  los  Estados  se  harían 
en  los  puertos,  y  dije  que  el  impedirla,  había  sido  una  de  las  razones  de 
la  prohibición.  Y  como  acabo  de  referirme  á  las  rivalidades  locales  que 
también  prohibe  la  Constitución  en  el  comercio  interior,  creo  oportuno 
este  lugar  para  señalar  las  diferencias  que  entre  las  dos  prohibiciones 
existen,  á  fin  de  que  no  se  confundan  en  sus  motivos  j  se  extralimiten 
en  sus  aplicaciones  prácticas,  á  perjuicio  de  la  soberanía  local. 

Esa  diferencia  está  bien  marcada  en  los  respectivos  textos:  la  prohi- 
bición que  establece  el  articulo  112  respecto  del  comercio  exterior,  es. 
absoluta:  niega  tei-minantemente  á  los  Estados  el  poder  establecer  tZe- 
rec/ios  sobre  importaciones  ó  exportaciones.  La  prohibición  que  cria  la. 
fracción  IX  del  artículo  72,  es  relativa:  impide  las  restricciones  onero- 
sas en  el  comercio  de  Estado  á  Estado;  pero  reconoce  explícitamente  el 
poder  cuyo  abuso  evita.  La  diferencia,  pues,  no  puede  ser  más  sustan» 
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cial:  ol  articulo  112  niega  para  los  derechos  maritimos  el  poder  local  de- 
taxación.  qtie  la  fracción  IX  reconoce  para  las  contribuciones  interio- 
res. La  Constitución  ha  prohibido  iaualmente  las  rivalidades  locales,, 
ya  en  los  puertos,  ya  en  los  mercados  interiores;  pero  esto  lo  ha  hecho 
por  diferentes  sistemas:  en  los  puertos,  por  la  negación  de  la  facultad 
de  los  Estados  para  decretar  impuestos:  en  el  interior,  por  medio  de  ba- 
ses generales  para  impedir  que  se  establezcan  restricciones  onerosas. 
Apreciada  como  debe  apreciarse  esta  sustancial  diferencia,  no  se  dirá, 
más  que  uno  al  menos  de  los  motivos  del  articulo  112,  el  de  evitar  la 
guerra  de  impuestos  locales,  exige  que  este  articulo  se  aplique  también 
al  comercio  interior.  Sería  preciso  para  ello  que  ese  articulo  borrase  el 
precepto  contenido  en  la  fracción  IX  del  articulo  72;  que  en  la  pugna 
de  los  dos  textos  aquel  prevaleciera  sobre  este.  Esto  es  por  completo 
inadmisible. 

De  lo  que  con  respecto  á  esa  fracción  IX  he  dicho,  creo  que  puedo - 
ya  deducir  estaforzosaconsecuencia:elpoder  federal,  en  el  comercio  in- 
terio:-,  no  puede,  ni  con  el  pretexto  de  que  los  Estados  no  se  hostilicen 
con  ruinosos  impuestos,  negarles  su  derecho  de  decretarlos,  porque  la 
facultad  de  aquel  llega  sólo  hasta  impedir,  por  medio  de  bases  genera- 
les, que  se  establezcan  restricciones  onerosas.  Traspasar  ese  limite  y 
negar  el  poder  local  de  taxación,  es  invadir  manifiesta  y  claramente  el 
régimen  interior  de  los  Estados.  Y  conclusión  final  de  mis  demostracio- 
nes'sobre  este  punto  es,  que  la  fracción  I  del  articulo  112  no  prohibe  á, 
los  Estados  decretar  impuestos  sobre  el  comercio  interior,  porque  la 
fracción  IX  del  articulo  72  lo  permite,  siempre  que  esos  impuestos  no 
constituyan  una  restricción  onerosa  al  comercio  de  Estado  á  Estado.  La 
concordancia  de  esos  textos  es  un  argumento  sin  réplica  en  favor  de  la 
teoría  que  estoy  defendiendo. 


VI 

Empeñado  en  robustecerla  hasta  elevarla  á  categoría  de  verdad  in-. 
atacable,  no  me  contentaré  con  las  argvimeutacioues  que  hasta  ahora 
he  expuesto,  por  más  sólidas  que  ellas  sean.  Para  fijar  la  inteligencia 
de  un  texto  constitucional  dado,  bastan  las  razones  tomadas  de  su  letra, 
de  su  espíritu,  y  de  sus  motivos  revelados  por  el  legislador  en  la  discu- 
sión de  la  ley.  JPero  en  el  caso  presente  esas  razones  pueden  ser  despre-- 
ciadas  por  una  opinión  preconcebida,  pueden  ser  arrolladas  por  el  to- 
rrente de  una  preocupación  irresistible.  Tengo  que  combatir  con  una 
vieja  tradición  conservada  en  nuestras  leyes  mismas,  y  necesito  afirmar 
los  cimientos  en  que  aquella  teoría  descansa.  Creo  conseguirlo,  estu- 
diando la  actual  cuestión  á  la  luz  de  la  legislación  comparada.  En  el  es- 
tado de  adelanto  á  que  la  ciencia  jurídica  ha  llegado,  á  nadie  es  licito, 
desconocer  la  importancia  de  esos  estudios,  y  aquí,  en  esta  vez,  ellosson, 
no  solo  litiles  sino  necesarios. 

El  artículo  1<? ,  sección  X,  parte  2»  de  la  Constitución  de  los  Estados. 
Unidos  dice  esto:  «Ningún  Estado  podrá,  sin  el  consentimiento  del  Con- 
greso, imponer  contribuciones  ó  derechos  sobre  las  cosas  importadas  ó- 
exportadas  i Ningún  Estado  podrá,  sin  el  consentimiento  del  Con- 
greso, imponer  derechos  de  tonelaje  ^ »  Comparando  ese  texto 

1  Gíneíalmenie  las  palatias  de  este  texto  "impcits,"  "ejpcrts,"  eb  tan  traducido  cenias  etpaño- 
las  ••impcitacitn,"  "e>pcitación."  Efa  ttaduccicn  ts  ÍEeiacta.  no  solo  pcKiiie  "impoits  y  'eipoite 
no  son  tn  ÍLfck's  firc cínrcs  de  "impoitaticEr,"  "eipcitaticES,"  según  aparece  ya  úe  lo  que  antes  he  di- 
cho. Bino  pciqteni  en  ti  ItDguaje  cimtlEco  y  ccrBtitiicictal  se  piifde  Bcstentr  esa  tiaducocn,  stgun  bq 
Terá  por  )a  inteligencia  Que  tan  dedo  á  teas  lalaliaslcs  intíjpiettB  más  aitcii;  ai c?,  de  la  Constitu- 
ción aneiieara-  EttiíLdo  jo  [itcicar  ti  tentido  littial  de  ete  tt^to,  ice  es  jEditptLtiil-e  hacer  ebtaad-- 
Terttncia  paia  tvitarequiTccacicEts  «¡v»  pttden  cordneir  á  las  más  faltas  ccnsecuexcifiS- 

2  "No  "^tate  stall.  líithcut  the  ccrsent  cf  CcE£iíts,  laj  sny  ittpctts  cr  di-tits  en  'iiEpoits  cr  6X-- 
I)eitB"«,,...No  State  itall,  uitLcut  the  ccna«nt  oí  C<ngiees,  lay  anj  dvty  cu  tcnEaer«t<>"* 
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con  el  de  la  fracción  I  del  artículo  112  de  nuestra  Constitución,  se  reco- 
noce liieg'o,  á  la  simple  lectura,  el  parentesco  que  los  une:  se  advierte 
que  éste  fué  tomado  de  aquel;  que  el  imo  engendró  al  otro.  Veamos  có- 
mo la  jurisprudencia  americana  ha  entendido  y  aplicado  el  precepto  de 
su  ley. 

El  no  presentó  dificultad  alguna  durante  mucho  tiempo;  pero  en  1821 
la  Legislatura  de  Maryland  expidió  un  decreto  imponiendo  á  los  impor- 
tadores una  contribución  de  cincuenta  pesos  por  la  licencia  de  que  de- 
bían proveerse  para  veuder  por  mayor  los  efectos  importados,  y  con  es- 
te motivo  se  suscitó  en  aquel  país  la  grave  cuestión  constitucional  que 
nos  ocupa.  Ella  fué  llevada  á  la  Suprema  Corte  federal  para  su  resolu- 
ción, y  su  ilustre  presidente,  el  célebre  Marshall,  ftjó  magistral  y  defini- 
tivamente la  inteligencia  de  aquel  precepto  de  la  Constitución.  Es  tan 
importante  el  fallo  que  recayó  en  este  caso  notabilísimo,  es  de  tal  modo 
clásica  la  interpretación  hecha  por  este  ilustrado  jurisconsulto,  que  no 
puedo  dispensarme  de  trascribir  sus  palabras,  porque  solo  asi  puedo  lle- 
nar mi  propósito.  Son  estas: 

«¿Qué  son,  pues,  las  iáviports?^^  Los  diccionarios  nos  dicen  que  son 
«las  cosas  importadas.»  Si  apelamos  al  uso  para  averiguar  el  significado 
de  la  palabra,  obtendremos  la  misma  respuesta:  Son  los  artículos  mis- 
inos que  se  introducen  al  país.  Un  derecho  sobre  las  cosas  importadas 
no  es,  pues,  puramente  un  impuesto  sobre  el  acto  de  la  importación, 
sino  im  impuesto  sobre  la  cosa  importada.  Tomada  la  palabra  en  su 
sentido  literal,  no  significa  un  derecho  impuesto  al  entrar  la  mercancía 
al  país,  sino  que  se  extiende  á  un  derecho  impuesto  después  que  esa 
mercancía  ha  entrado  al  país 

«Si  prescindimos  de  esta  manera  limitada  de  ver  la  cuestión,  y  pa- 
sando de  la  interpretación  literal  de  las  palabras,  entra. uos  á  examinar 
los  objetos  de  la  prohibición,  no  encontramos  motivo  alguno  para  llegar 
-á  concliibiones  diversas.» 

« Por  motivos  considéralos  suficientes  por  los  estadistas  de 

-aquella- época,  la  facultad  general  de  imponer  contribaciones,  indispen- 
sablemenif.  necesaria  como  lo  era,  y  á  pesar  del  celo  de  los  Estados  pa- 
ra no  dejarse  invadir  sus  poderes,  fué  limitada  hasta  el  punto  de  pro- 
hibir que  ellos  tocasen  las  cosas  importadas  ó  Ih?, exportadas  con  laúni- 
ca  excepción  que  se  ha  visto.  ¿Por  qué  se  prohibe  á  los  Estados  que  ira- 
apongan  estos  derechos?  Evidentemente  porque,  según  la  opinión  gene- 
ral, el  interés  de  todos  estaría  mejor  protegido  declarando  federal  este 
,asunto,  y  poniéndolo  bajo  la  autoridad  del  Congreso.  Sea  que  la  prohi- 
bición «para  establecer  impuestos  ó  derechos  sobre  las  cosas  importa- 
das ó  exportadas»  haya  procedido  del  temor  de  que  el  poder  ejercido 
por  los  Estados  se  usara  de  modo  que  trastornara  la  igualdad  entre 
ellos,  que  era  generalmente  ventajosa,  ó  la  armonía  qué  deseaban  con- 
servar; ó  sea  que  haya  tenido  por  objeto  mantener  ilesas  nuestras  rela- 
ciones comerciales  con  las  naciones  extranjeras,  ó  proporcionar  esta 
fuente  de  recursos  al  Gobierno  de  la  Unión es  claro  que  el  ob- 
jeto propuesto  habría  quedado  completamente  nulificado,  tanto  con  el 
poder  de  imponer  contribuciones  á  la  mercancía  en  el  momento  de  de- 
sembarcai'la  el  importador,  como  con  el  de  hacerla  contribuir  en  elmo- 
mento  de  entrar  al  puerto.»  ^ 

•  1    "What,  then,  are  -'iníports?"  The  lexicons  inform  us,  tliey  are  "things  imported."  If  we  appeal 

to  usage  for  the  meaaiag  of  the  word,  we  shaü  receive  tha  same  an.swer-    '  Tiiey  are  the  articles  thein- 

■  salves"  which  are  brought  into  the  couatry.    "A  ducy  on  imports.  thea.  is  not  merely  a  duty  oa  t-he  act 

of  importatiou.  but  Í3  a  duty  on  the  thiug  imported-"    It  is  uoli  takeu  ia  its  literal   sense,  contijed  to 

a  duty  levied  wMle  the  anide  Í3  eutering  the  coontry,  but  estends  to  a  duty  levied  after  it  has  entered 

the  country 

"If  we  quit  this  narro  w  view  of  the  subject,  and  passing  {rom  the  literal  interpretation  of  the 
■words,  look  to  the  objects  of  thé  prohibition,  ffe  tnd  no  reason  for  withdrawing  the  act  uuder  couside- 
-ration  írom  its  üperafcioQ." 

" From  motives  which  were  deemed  sufficieut  by  the  statesmeu  of  that  day.  the 

■  general  power  of  taxation-  indispensably  necessarv  as  it  was-  ani  jealous  as  the  §tatei  were  of  any  en- 
'^otwluaeatoaiti  waasofarabngded  aa  to  íprbid  tlism  totouch  ioiports  or  e -sports,  wibhthe  siusie 
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Después  de  fundar  estas  teorías,  según  las  que  se  debía  declarar,  co- 
mo se  declaró  por  la  Suprema  Corte,  anticonstitucional  la  ley  de  Mary- 
land,  Marshall  creyó  conveniente  encargarse  de  las  argumentaciones 
de  los  abogados  de  ese  Estado,  y  al  hacerlo  fijó  con  toda  exactitud  la 
inteligencia  del  texto  constitucional.  Esos  abogados  sostenían  con  in- 
contestables razones  que  la  Constitución  no  podía  interpretarse  en  un 
sentido  que  prohibiera  á  los  Estados  imponer  contribuciones  sobre  la 
propiedad  de  sus  ciudadanos,  importada  del  extranjero,  porque  tal  pri- 
vilegio sería  contrarío  á  los  principios  de  justicia,  á  la  soberanía  de  los 
Estados,  y  á  los  intereses  generales  del  país.  Ocupándose  Marshall  de- 
estos  puntos,  decía: 

«Los  abogados  del  Estado  de  Maryland  insisten,  con  gran  razón,  eá 
que  si  las  palabras  de  la  prohibición  se  tomaran  en  su  mayor  latitud,.' 
limitarían  la  facultad  que  los  Estados  tienen  para  imponer  contribucio- 
nes, facultad  que  les  está  reconocida  por  todos  como  esencial,  y  lleván- 
dose esa  prohibición  hasta  un  grado  que  nunca  se  ha  imaginado,  que- 
darían ellos  privados  de  los  recursos  que  les  son  necesarios  para  esta- 
blecer sus  rentas ; Estas  palabras  deben,  por  tanto,  interpre- 
tarse con  alguna  limitación;  y  sí  se  conviene  en  ello,  los  abogados  in- 
sisten en  que  la  entrada  de  la  mercancía  al  país  es  el  momento  en  que 
cesa  la  prohibición  y  comienza  la  facultad  del  Estado  para  imponer  con- 
tribuciones.» 

«Puede  concederse  que  las  palabras  de  la  prohibición  no  deben  to- 
marse en  su  mayor  latitud,  así  como  que  en  nuestro  sistema  complexo 
de  Gobierno,  et  oI)jeto  de  los  poderes  conferidos  al  Gobierno  de  laUnióu 
y  la  naturaleza  de  las  facultades,  frecuentemente  en  conflicto,  que  co- 
rresponden á  los  Estados,  deben  siempretomarse  en  consideración  cuan- 
do se  t]-ata  de  interpretar  las  palabras  de  alguna  cláusula  de  la  Consti- 
tución. Pero,  así  como  admitimos  que  los  rectos  principios  de  la  inter- 
pretación deben  impedir  á  todos  los  tribunales  que  lleven  las  palabras 
de  la  prohibición  más  allá  del  objeto  que  la  Constitución  se  propuso 
asegiirar,  y  que  debe  haber  un  momento  en  que  cesa  la  prohibición  y 
en  que  comienza  la  facultad  de  los  Estados  para  imponer  contribucio- 
nes, no  podemos  convenir  en  que  este  momento  sea  aquel  en  que  las 
mercancías  entran  al  país.» 

if^La  jyroliihición  constitucional  que  los  Estados  tienen  para- estable- 
cer algún  dereclw  sobre  las  cosas  importadas puede  ciertamente, 

ponerse  en  conflicto  con  su  reconocida  facidtad  para  imponer  contri- 
buciones á  las  personas  y  los  bienes  que  estén  dentro  los  limites  de  su 
territorio.))  La  facultad  y  la  restricción  que  á  ella  se  impone,  aunque 
fáciles  de  distinguirse  cuando  se  compara  la  una  con.  la  otra,  pueden^ 
sin  embargo,  lo  mismo  que  los  colores  intermedios  entre  el  blanco  y  el 
negro,  asemejarse  tanto,  que  confunden  el  entendimiento,  como  los  co-^ 
lores  confunden  la  vista  al  marcar  la  diferencia  entre  ellos.  Sin  embar- 
go, la  distinción  existe,  y  debe  marearse  á  medida  que  los  casos  se  pre- 
senten. Mientras  éstos  no  ocurran,  sería  prematuro  establecer  como 
universal  cualquiera  regla  en  su  aplicación.  Basta  por  ahora  decir  que, 
generalmente,  cuando  el  importador  ha  obrado  respecto  de  la  cosa  im- 
portada de  tal  modo  cjue  ésta  se  haya  incorporado  y  ?nezclado  con  la 
masa  de  los  bienes  del  Estado,  entonces  aca^io  ésta  ha  perdido  sit  ca- 
rácter distintivo  de  cosa  importada,  y  ha  quedado  sujeta  al  pioder  d& 
taxación  del  Estado;  pero  mientras  permanece  en  la  propiedad,  en  los 

eiception  Tv-liich  has  been  noticed.  Why  are  they  lestralned  from  imiiosing  these  diities?  Plainly,  be^ 
caase,  ia  the  general  opinión,  the  intere.st  of  all  woidd  be  best  promoted  by  plaeing  tbat  whole  .lUbjecii' 
under the  control  of  Congress-  Whether  the  prohibifcion  to  "lay  imposts.  or  duties  on  irnports  or  ex- 
porta,"  proceeded  from  an  apprehensiou  that  the  power  miglit  be  so  exercised  as  to  disturb  that  equal- 
ity  among  the  States  which  vtas  generally  advantageous,  or  that  harmony  betnecn  them  which  it  ivas 
desirable  topreseryet  or  to  maintain  unitnpaired  oar  comniereial  oonnexiono  with  foreing  natious,  or 

to  confer  tliis  source  of  revenue  on  the  government  of  the  Union it  ,i.s  plain,  that  the  object  wotücS, 

be  as  completel?  defeated  by  a  power  to  taz  the  artiole  in  the  hands  of  the  importer  the  Instant  it  waa 
landedi  as  by  a  power  to  tax  it  while  entering  the  port-" 

Yoxos-  Tomo  II— 5 
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almacenes  del  importader,  enla  forma  origínalo  con  el  empaque  en  que 
fué  importada,  cualquiera  contribución  sobre  ella  es  un  derecho  á  la 
cosa  importada  que  evidentemente  no  escapa  de  la  prohibición  consti- 
tucional.» 1 

Y  uu  poco  más  adelante  todavía  Marshall  precisa  üus  conceptos  so- 
bre este  punto,  determinando  cuándo  el  importador  mismo  queda  suje- 
to al  impuesto  local:  dice  á  este  propósito  que  si  éste  vende  «las  cosas 
importadas»  «d  las  rnezcla  con  la  propiedad  genertd  del  Estado, abrien- 
do sus  fardos  y  viajando  con  ellos  como  baratillero  ambulante 

la  contribución  local,  por  los  actos  del  importador,  encuentra  á  la  mer- 
cancía ya  incorporada  con  la  masa  general  de  bienes  del  Estado.»  2  La 
Suprema  Corte  consagró  con  su  aprobación  estas  ooiniones  de  su  Pre- 
sidente, y  desde  1827  en  que  se  resolvió  el  caso  de  Maryland,  las  doctri- 
nas que  he  citado  son  el  comentario  clásico  del  texto  constitucional,  su 
definitiva  y  final  interpretación,  que  ha  puesto  en  armonía  las  faculta- 
des federales  y  las  loca' es  sobre  esta  importante  materia. 

Desde  aquella  fecha  los  tribunales  confirman  con  sus  ejecutorias  esas 
doctrinas,  y  no  hay  expositor  que  no  las  acoja  y  repita.  Por  más  que 
Marshall  hubiera  creído  premccturo  presentar  una  regla  general  en  su 
aplicación  es  lo  cierto  que  ni  los  comentadores  más  recientes  agregan 
una  sola  palabra  más  en  la  explicación  del  texto.  Story  por  iinico  y  com- 
pleto comentario  de  él,  copia  integra  la  opinión  de  Marshall.  ^  Coley,  * 
Burroughs,  °  Bump,  ^  no  hacen  más  que  referirse  en  sus  doctrinas  al 
«leading  case»  de  Maryland,  habiendo  quedado  asi  con  él  decisivamente 
ijada  la  jurisprudencia  constitucional  sobre  este  punto. 

Creo  que  seme  perdonará  la  larga  exposición  que  he  hecho  de  las  teo- 
rías consagradas  por  esa  jurisprudencia,  en  atención  á  que  me  era  ne- 
cesario invocar  en  todos  sus  pormenores  el  precedente  más  caracteri- 
zado que  pudiera  desearse  para  la  cuestión  que  estudio.  Hoy  que  sabe- 
mos que  aunque  el  texto  americano  habla  no  de  impor¿ac¿Ó7i  sino  de  las 
cosas  importadas,  es,  sin  embargo,  licito  imponer  á  estas  contribucio- 
nes locales,  luego  que  se  han  mezclado  con  la  propiedad  general  del  Es- 
tado, podremos  ya  hacer  las  observaciones  que  sugiere  el  estudio  com- 
parativo de  los  dos  textos.  ^ 

1  "The  counsel  for  the  State  of  Maryland  insist.  witli  great  reason,  that  if  the  ivords  of  the  prohi- 
Ijition  be  taken  in  their  utmost  latitade.  they  will  abridge  büe  power  of  tazation  whioD  all  admifc  to  be 
€psential  to  the  States,  to  an  extent  which  has  never  yet  been  suspeeted,  aud  «ill  deprive  them  of  re- 

sources 'íhich  are  uecessaryto  stipply  revenue These  words  raust.  therefore,  be  coDstraed  with. 

some litnitatiori;  aad,  if  this  be  aduiited.  they  insist.  that  entering  the  coantryis  thepoint  of  time  whea 
the  prohibítion  ceases,  aud  the  power  of  the  States  to  tax  commences-" 

•'It  may  be  conceded,  that  the  words  of  the  prohibition  onght  not  to  be  pressed  to  their  utmost  ex- 
tent:  that  in  our  complex  system.  the  object  to  the  powers.  conf erred  on  the  goTernment  of  the  Union, 
and  the  natiu-e  of  the  of  ten  condioting  powers  ■which  remain  in  the  States,  must  always  be  taken  iuto 
Tiew,  and  may  aid  in  espounding  the  words  of  auy  particular  clause-  But,  while  we  admit  that  sound. 
principies  of  construction  oaghfc  to  restrain  all  Courts  from  caxriug  the  words  of  the  prohibition  beyond. 
the  object  the  constitución  is  intended  to  secure;  that  there  must  be  á  point  of  time  when  the  prohibi- 
tion ceases,  and  the  power  of  the  States  to  tax  commences;  we  cannot  admil  that  this  point  of  time  is 
the  instant  that  the  articles  enter  the  country." 

•'The  constitutional  prohibition  ou  the  States  to  lay  a  duty  on  imports may  certainly  come  in 

conflict  n-ith  their  acknowledged  power  to  tax  persons  aud  property  within  their  territory."  The  power 
and  the  restriction  on  it,  though  quite  distinguishable  whea  they  do  not  approach  each  other,  may  yet 
like  the  intervening  colours  between  white  and  black,  approach  so  nearly  as  to  perplex  the  understand- 
ing.  as  colours  perplex  the  visión  inniarking  the  disciuction  bet*een  them-  Yet  the  distinction. exista, 
and  musr.  be  marked  as  the  cases  arise-  Till  they  do  arise,  it  might  be  prematiure  to  state  auy  rule  as 
heii!g  universal  in  its  apphcation.  It  is  sulHcieut  for  the  presentí  o  say,  generally,  "that  when  the  im- 
porter  has  so  aoted  upon  the  thiug  impo''ted,  that  it  has  become  incorporated,  and  mixed  up  with 
the  mass  of  property  iu  the  country,  it  has,  perhaps.  lost  its  distiuctive  character  as  an  import,  and  has 
hecome  subjectto  the  taxins  power  of  the  State;"  but  while  remaining  the  property  of  the  importer, 
in  his  warehouse,  in  the  original  form  or  paokage  iu  which  it  was  imported,  a  tax  upon  it,  is  too  plainly 
Ea  duty  on  imports  to  escape  the  prohibition  in  the  Coustitution." 

2  "Or  orcherwise  mixes  them  with  the  general  property  of  the  State,  by  breaking  up  his  paokages. 

and  travelling  with  them  as  an  itinerant  pedler the  tax  ttuds  the  article  already  incorporated  with 

the  mass  of  property  by  the  acts  of  the  importer.'  Brown  v-  Maryland-  Wheaton's  reportSi  vol-  12,  págs^ 
419  á  -159. 

On  Coustitution  núms- 1,018  á  1,013- 
I    On  Constitutional  liuiitatiünsí  4-  =^  edic-i  pág.  605» 

5  OntaxatioE.págs.  86  y  87. 

6  Notes  on  Constitutional  decisionSí  pág-  232- 
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Al  ocnparme  de  la  interpretaeión  literal  del  nuestro,  me  fué  preciso 
anticipar  ¡a  demostración  de  que  la  significación  gramatical  de  sus  pa- 
labrao  difiere  por  "ompleto  de  la  qne  tienen  !as  que  se  emplean  en  el 
americano.  No  debo  repetir  esa  demostración;  pero  refiriéndome  á  ella 
y  á  las  doctrinas  de  Marshall,  que  acabamos  de  ver,  piiedo  ya  decir  con 
plena  seguridad  que  el  texto  extraniero  d^qvie  estoy  hablando  debe 
leerse  asi:  «Ningún  Estado  podrá,  sin  el  consentimiento  del  Congreso, 
imponer  contribuciones  ó  derechos  .s'o&re  las  cosas  importadas  ó  las  ex- 
portadas.r)  No  necesito  manifestar  que  esta  prohibición  es  mucho  más 
extensa  que  la  que  contiene  nuestro  precepto  legal:  la  simple  lectura 
nos  convence  de  esta  verdad. 

Los  jurisconsultos  americanos  se  han  empeñado,  sin  embargo,  enres- 
■tringir  esa  prihibición  hasta  encerrarla  en  los  limires  que  lanuestra  tie- 
ne: han  creído  que  se  contradicen  otras  cláusulas  déla  Constitución  to- 
■  mando  las  palabras  de  aquel  texto  en  su  valor  natural,  porque  «enten- 
didas en  toda  su  extensión,  se  limitaría  el  poder  de  los  Estados  á  un  ex- 
tremo que  nadie  ha  pretendido,  siendo  asi  que  ese  poder  les  es  esencial, 
como  todos  lo  reconocen,  para  tener  los  recursos  necesarios  á  sus  aten- 
ciones,» y  restringirlas  es  preciso  «para  marcar  el  instante  fijo  de  tiempo 
«en  que  la  prohibición  cesa  y  el  poder  de  taxación  de  los  Estados  comien- 
za, atendiendo  de  este  modo  al  fin  que  la  Constitución  se  propuso  al  es- 
tablecer el  sistema  federal.»  Esos  jurisconsultos,  persuadidos  de  que 
aquella  prohibición  ilimitada  rompería  por  completo  el  equilibrio  que 
debe  siempre  existir  entre  el  poder  federal  y  el  local,  equilibrio  sin  el 
que  «nuestro  complicado  sistema»  es  imposible,  han  concluido  por  sen- 
tar la  doctrina  de  que  su  texto  permite  á  los  Estados  gravar  üas  cosas 
i'ni,portadas,  después  que  se  han  mezclado  con  la  masa  general  de  la  ri- 
<iueza  local.»  Hemos  ya  visto  cuáles  son  los  indestructibles  fundamentos 
de  estas  teorías  profesadas  por  los  más  respetables  expositores  del  sis- 
tema federal  americano. 

Nosotros  no  podemos,  sin  sublevarnos  contra  la  razón,  sin  descono- 
cer las  consecuencia  lógicas  del  principio  federativo,  dar  á  nuestro  ar- 
tículo constitucional  una  inteligencia  general  condenada  de  antemano 
por  sus  palabras  y  su  espíritix,  y  que  está  en  abierta  pugna  con  las  exi- 
gencias de  ese  principio.  Si  los  americanos  para  salvar  á  éste,  han  te- 
nido que  restringir  la  significación  de  las  palabras  de  su  ley,  haciendo 
prevalecer  la  interpretación  filosófica  sobre  la  literal,  ¿cómo  nosotros, 
sin  desconocer  Jas  consecuencias  lógicas,  las  aplicaciones  prácticas  de 
ese  principio,  nos  empeñamos  en  an¡ pilar  la  prohibición  de  nuestro  tex- 
to, violando  á  la  par  las  reglas  de  la  interpretación  filosófica  y  de  la  li- 
teral? En  los  Estados  Unidos  la  prohibición  se  refiere  á  las  cosas  impor- 
tadas, y  sin  embargo  éstas  pagan  el  impuesto  local;  entre  nosotros  esa 
prohibición  no  comprende  más  que  «el  acto  de  importar,»  y  sin  embar- 
go, se  pretende  que  «la  cosa  importada»  no  vuelva  á  estar  sujeta  á  las 
contribuciones  de  los  Estados.  Allá  se  limita  la  prohibición  en  atención 
á  la  soberanía  local,  ea  respecto  al  sistema  federal:  aquí  se  quiere  ex- 
tendei-,  centralizando  las  rentas,  é  intentando  una  unifor'midad  en  el 
impuesto,  imposible  en  nuestras  instituciones.  Allá  se  reconoce  y  pro- 
clama esencial  el  poder  de  los  Estados  para  decretar  impuestos  á  las 
personas  y  propiedades  dentro  de  su  territorio,  se  procura  conservar  el 
equilibrio  que  debe  haber  entre  las  soberanías  que  establece  el  régimen 
federal:  aqui  se  niega  aquel  poder,  se  rompe  ese  equilibrio,  aumentando 
la  preponderancia  del  centro  sobre  los  Estados  hasta  hacer  imposible  la 

Federación ¿Pues  qué,  de  un  modo  es  el  sistema  federal  allá  y  de 

otro  aqui?  ¿Pues  qué,  la  esencia  misma  de  los  principios  se  altera  pa-. 
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sandn  nuestra  frontera,  y  lo  que  es  verdad  más  allá  de!  Bravo,  aquí  no 
es  más  que  tíceión? 

Si  con  sinceridad  queremos  vivir  bajo  el  régimen  federal,  lejos  de  te- 
ner miedo  á  sus  aplicaciones  prácticas,  nos  debemos  apresurar  á  reco- 
nocerlas: si  queremos  que  nuestras  instituciones  funcionen  en  todo  su 
desarrollo  natural  sin  adulterarlas,  sin  desnaturalizarlas,  debemos  acep- 
tar j  entender  nuestro  texto  en  el  sentido  que  él  tiene,  }'  no  forzar  sus 
palabras  y  contrariar  su  espíritu,  para  hacerlo  decir  lo  que  dice  el 
de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,  y  lo  que  sin  embarg-o  comba- 
ten los  jurisconsultos  de  ea^^  pais  g-uiados  por  su  respeto  á  los  principios. 
Obrar  en  sentido  contrario  á  éstos,  es  dar  testimonio.de  que  ó  no  enten- 
demos ó  no  aceptamos  el  sistema  de  g-obierno  que  nos  rige. 

Es  esta  la  oportunidad  de  presentar  otra  reflexión  que  el  estudio 
comparativo  de  los  dos  textos  sugiere.  Sabemos  que  Marshall  reconoce 
la  nece:íidad  de  señalar  ei  instante  preciso  de  tiempo  en  que  la  prohibi- 
ción cesa  y  el  poder  de  los  Estados  comienza,  y  esto  con  el  objeto  de 
mantener  ei  equilibrio  entre  la  autoridad  federal  y  la  localidad,  impi- 
diendo así  el  conflicto  á  que  pudieran  lleg;ar.  Cree,  sin  embargo,  ese  ju- 
risconsulto, que  tal  instante  no  está  marcado  por  la  entrada  de  los  efec- 
tos extranjeros  en  el  pais,  sino  que  es  aquel  en  que  ellos  salen  de  las 
manos  del  importador,  ó  en  que  por  un  acto  de  este,  se  confunden  con 
la  masa  g-eneral  de  la  propiedad  del  Estado.  ¿Cabe  esta  doctrina  dentro 
de  nuestro  precepto  constitucional?  Es  necesario  averiguarlo.  ~ 

■La  prohibición  que  se  extiende  á  ^dás  cosas  importadas.»  bien  pueda 
llegar  hasta  ampararlas,  eximiéndolas  del  impuesto  local  mientras  se  con- 
serven en  los  almacenas  del  importado!*,  en  lamisma  forma,  con  los  mis- 
mos empaques  con  que  vinieron  del  extranjero;  pero  la  prohibición  que 
se  limita  «aZ  acto  de  hnportar.,»  no  puede  ir  hasta  estorbar  que  el  Esta- 
do imponga  un  derecho  de  patente  sobre  esos  almacenes.  La  diferencia 
en  las  palabras  de  los  dos  textos  que  estamos  comparando,  basta  á  jus- 
tificar esa  contraria  decisión  en  esos  casos  diversos.  Sielmisnio  Marshall 
hubiera  juzgado  de  la  ley  de  Maryland,  seg-ún  nuestro  precepto,  es  se- 
guro que  no  la  habría  declarado  an  ti -constitucional. 

Efectivamente,  ni  las  palabras  ni  el  espíritu  de  ese  precepto,  conde- 
nan ese  derecho  de  patente,  que  es  del  todo  extraño  y  que  ennadaafec- 
ta  «al  acto  de  importar»:  una  vez  que  este  se  consuma  bajo  el  imperio 
exclusivo  de  la  ley  federal  y  que  las  mercancías  han  entrado  en  la  cir- 
culación deja  riqueza  local,  «la  prohibición  cesa  y  el  poder  del  Estado 
comienza».  Lo  que  nuestro  texto  prohibe  e.'S  que  se  graven  esas  mercan- 
cías en  el  acto  de  entrar  ó  salir  del  país,  alterándose  así  los  aranceles 
sobre  el  comercio  extranjero:  serán,  pues,  anti-constitucioaales  todoslos 
impuestos  que  ese  efecto  produzcan,  ya  se  llamen  lo  cales  ó  municipales, 
ya  recigau  sobre  ios  bultos  ó  sobre  los  valores  de  su  contenido,  ya  con- 
sistan en  patentes  de  embarque  ó  desembarque,  ya  en  derechos  de  se- 
guridad sotaa'e  las  mercancías,  ya  en  fia,  sean  directos  ó  indirectos;  por- 
que cualqiiier  impuesto  que  afecte  el  acto  de  importar  ó  exportar,  viola 
la  prohibición  contitueional. 

Pero  por  una  razón  contraria,  ig'ualmente respetable,  esa  prohibición 
queda  ilesa  cuando  los  impuestos  recaen  sobre  las  mercancías,  luego 
que.  ellas  entran  en  la  circulación  interior,  y  se  consuma  «el  acto  de  im- 
portar;» lo  mismo  que  queda  ilesa  con  las  contribuciones  que  se  cobran 
á  «las  cosas  exportables»  antes  de  que  comience  «el  acto  de  exportar,»  y 
cuando  ellas  andan  todavía  en  el  tráfico  interior.  Las  contribuciones  de 
toda  ciase  que  los  Estados  pueden  decretar  sobre  las  propiedades  que 
existen  dentro  de  su  territorio,  caen  lícita  y  constitucionalmente  sobre 
las  cosas  importadas  y  las  exportables,  que  están  enlas  condiciones  que 
acabo  de  manifestar.  Esta  debe  ser,  en  mi  sentir,  la  inteligencia  de  nues- 
ro  texto,  y  no  la  de  que  los  americanos  han  dado  al  suyo  s.^pecfco  de 
«ste  punto.  Para  concluir  "mi  estudio  comparativo,  no  dejaré  de  indicar 
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siquiera  que  el  impuesto  local  que  tengaporfln  impedirla  importan.ción 
ó  la  exDortacióu,  seria  también  contrario  al  precepto  de  la  Constitu- 
ción. 

Las  reflexiones  que  he  hecho  tomándolas  de  la  comparación  de  los 
dos  textos  son,  en  mi  sentir,  poderosas  hasta  para  resistir  e,l  torrente  de 
viejos  errores.  Si  esiudiar  nuestras  instituciones  á  la  luz  de  las  de  la 
gran  Eepiiblica  es  una  imperiosa  necesidad,  siquiera  porque  unas  son 
copia  de  las  otras,  porque  muchos  de  niiestros  textos  son  so!o  la  traduc- 
ción de  los  americanos,  porque  nosotros  carecemos  de  precedentes  y  la 
jurisprudencia  constitucional  de  aquel  pais  es  la  más  completa  de  un 
pueblo  libi-e;  si  por  éstas  y  aun  más  consideraciones  el  estudio  de  la  le- 
gislación comparada  que  he  hecho,  era  importar. te  hasta  ser  inexcusa- 
ble, hoy  que  ya  sabemos  lo  que  en  el  pais  vecino  pasa  sobre  !a  materia 
que  me  ocupa,  creo  que  á  la  preocupación  de  ios  que  restringen  la  so- 
beranía de  los  Estados  para  decretar  impuestos;  á  los  temores  que  en- 
gendra la  diversidad  de  las  cuotas  del  impuesto  local  sobre  el  comercio 
interior,  puedo  con  éxito  oponer  la  prosperidad  de  aquel  pueblo,  garan- 
de y  poderoso  bajo  el  régimen  federal;  las  teorías  de  sus  jurisconsultos 
más  eminentes  que  someten  las  cosas  importadas  á  la  acción  fiscal  de 
ios  Estados,  y  esto  sin  dar  vida  á  ios  abstirdos  económicos  que  nosotros 
tenemos,  sin  dañar  la  producción  nacional,  sin  pej'judicar  la  exporta- 
ción. 
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El  aL'ticulo  162  de  la  Constitución  de  1824  decía  también  esto:  «Nin- 
guno de  iotí  Estados  podrá:  I.  Establecer  sin  el  consentimiento  del  Con- 
greso general,  derecho  alguno  de  tonelaje  ni  otro  de  puerto.  ÍT.  Impo- 
ner,sin  ei  consentimiento  del  Congresogeneral, contribuciones  óderechos 
sobre  importaciones  ó  exportaciones,  'mientras  la  ley  no  regule  cómo 
deben  hacerlo.^  Y  ya  sea  qvie  se  creyera  que  era  lícito  á  la  ley  secunda- 
ria dar  ó  quitar",  aumentar  ó  disminuir  la  soberanía  local,  ó  lo  que  es 
más  exacto  históricamente  hablando,  que  esa  Constitución  no  pudiera 
arrancar  de  cuajo  las  preocupaciones  coloniales  que  sobrevivieron  á 
nuestra  independencia,  es  lo  cierto  que  la  legislación  que  sobre  el  pun- 
to que  me  ocupa  se  desarrolló  desde  aquella  época,  fué  del  todo  contra- 
ría ai  principio  federativo,  dominando  siempre  ea  ella  el  elemento  cen- 
tral. Creo  conveniente  estudiar  siquiera  á  grandes  rasgos  esa  legisla- 
ción, que  ha  mantenido  la  tradición  con  que  lucho,  para  así  señalar  su 
origen  histórico,  marcar  su  desarrollo  y  apreciarla  en  su  valor  científi- 
co ó  legal  en  la  actxiaiidad.  Pero  permítaseme  antes  decir  pocas  pala- 
bras sobre  el, espíritu  y  tendencias  de  las  dos  Constituciones  federales 
que;.hemos  tenido,  la  de  1S24:  y  la  de  1857;  asi  no  solo  completo  mi  estu- 
dio sobre  legislación  comparada,  sino  que  pongo. las  conclusiones  que 
intento  afirmar,  fuera  del  alcance  de  ciertos  argumentos  con  que  se  las 
combate. 

Para  nadie  es  desconocido  el  origen  histórico  del  establecimiento  del 
sistema  federal  entre  nosotros,  y  es  con  generalidad  bien  apreciado  el 
hecho  de  que  las  antiguas  proviacias  de.  la  Colonia,  sujetas  siempre  á 
ios  caprichos  de  un  virey,  fueron  súbitamente  levantadas  hasta  la  altu- 
ra de  Estados  soberanos  de  la  República  federal.  Implantado  este  siste- 
ma de  gobierno  tal  vez  de  iiu  modo  prematuro  en  un  pueblo  que  care- 
cía de  las  tradiciones,  de  las  prácticas  del  americano,  cuya  Constitución 
86  copió,  no  es  extraño  que  las  viejas  ideas  pusieran  fuerte  reaintencia  á. 
las  nuevas  instituciones;  más  aún,  que  los  amigos  de  éstas  no  las  acep- 
taran en  todas  sus  consecuencias  y  desarrollo  prácticos.  Inveterados 
hábitos  hacían  ver  á  esta  capital  como  el  ceiitro  natural  de  toda  la  vida 
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social  y  política,  casi  como  la  resideacia  de  la  soberanía,  y  ni  lori  nuevos 
Estados  mismos  tenían  la  conciencia  de  su  derecho,  porque  más  de  uaa 
vez  pedían  por  gracia,  lo  que  se.  les  debía  de  justicia.  Aquellos  comaa- 
dantes  m,ilitares,  instrumentos  dóciles  de  los  presideates,  contra  las  le- 
gislaturas y  los  g'obernadores,  dan  elocuente  testimonio  de  lo  que  ea 
aquellos  tiempos  era  la  soberanía  local.  Para  quien  estudie  nuestra  his- 
toria no  es  un  fenómeno  inexplicable  ese  estado  político  en  que  la  ley- 
estaba  en  pugna  coa  las  costumbres,  en  que  se  proclamaba  el  principio 
y  se  neg'aba  la  consecuencia,  en  que  se  buscaba  la  transacción  entre  lo 
nuevo  y  lo  viejo.  Fué  aquella  la  época  en  que  México  pasaba  del  colo- 
Hiaje  al  federalismo,  y  esto  bajita  para  explicar  el  fenómeno. 

¿Quiere  esto  decir  que  yo  inculpe  á  los  estadi'^tas  de,  182i  por  sa 
afán  en  plantear  un  sistema  de  gobierno  que  no  estaba  en  armonía  coa 
las  costumbres?  Aquellos  hombres  que  vieron  caer  con  estrépito  un  tro- 
no levantado  en  medio  de  un  mstín  de  cuartel,  que  preocupados  con  eí 
porvenir  de  México,  creyeron  asegurarlo,  dándole  instituiione-s  iguales 

á  las  de  su  poderoso  vecino,  ¿merecen  por  esto  algún  reproche ? 

No  seré  yo  quien  lo  haga,  cuando  no  tengo  sino  sentimientos  do  admi- 
ración y  respeto  para  los  autores  de  la  Constitución  de  1824. 

Ese  respeto  que  les  profeso,  no  me  impide,  sin  embargo,  confesar  el 
hecho  de  que  durante  el  período  que  esa  Constitución  rigió,  no  se  acató 
ni  con  mucho  el  principio  de  la  soberanía  local  en  materia  de  impues- 
tos, sino  que  por  el  contrarío  se  habrían  anatematizado  como  herejías 
constitucionales  estas  máximas  que  son  el  quicio  en  que  gira  el  sistema 
federal:  «La  facultad  de  imponer  contribuciones  es  solo  iiihererite  al  Es- 
tado. Las  subdivisiones  políticas  del  Estado. . ..  carecen  de  esa  facul- 
tad inherente.»  ^  «En  un  Estado  el  Legislativo  es  el  representante  di- 
recto del  pueblo,  la  fuente  de  los  poderes ....  La  Constitución .  limita, 
pero  no  otorga,  la  facultad  de  legislar.  La  facultad  de  decretar  contri- 
buciones es  solo  uno  de  los  aspectos  del  ejercicio  del  Poder  Legislativo. 
Pero  en  el  Gobierno  federal,  criado  por  Estados  soberanos,  y  uo  direc- 
tamente por  el  pueblo,  las  facultades.de  ese  Gobierno  son  el  resultado 
de  un  contrato ....  no  hay  en  él  facultades  inherentes.^)  ^  Pronto  ten- 
dré ocasión  de  citar  abundantes  hechos  que  demuestran  cómo  bajo  el 
imperio  de  la  Constitución  de  1824  se  conculcaba,  no  la  soberanía  de 
los  Estados,  en  que  no  se  creía,  sino  el  principio  federativo  mismo  que 
se  proclamaba;  que  demuestran  cómo  el  poder  central  se  reputaba  due- 
ño de  las  rentas  de  éstos,  cómo  se  entendía  hacerles  un  favor  dándoles 
por  gracia  algunos  recursos  para  vivir  .... 

Inútil  es  decir  que  el  Constituyente  de  1856  no  quiso  aceptar  esa  fe- 
deración anómala,  acomodaticia;  no  quiso  conservar  aquellas  institucio- 
nes que  negaban  las  consecuencias  de  los  principios:  él  se  opuso  con  in- 
quebrantable energía  á  que  la  Constitución  de  1824,  aun  reformada,  si- 
guiera rigiendo  á  la  Repiiblica;  él  rechazó  una  Constitución  mn  la  que 
nuestros  legisladores  no  comprendieron  la  verdadera  federación,  en 
la  que  entraron  en  transacciones  y  formaros  un  tejido  de  lo  nuevo  y  lo 
viejo,  que  creó  como  sistema  los  conflictos  y  la  anarquía.»  3  él  condenó 
la  omnipotencia  del  poder  central,  quitando  al  Congreso  de  la  ITuión  la 
facultad  de  declarar  anti- constitucionales  las  leyes  de  los  Estados,  y 
sustituyendo  á  esos  escándalos  con  el  pacifico  juicio  de  amparo:  *  él  su- 
primió las  comandancias  genei'ales  ^  «que  no  son  ni  han  sido  más  que 

1  "In  the  State  "alone"  inheres  ths  power  of  taxation-  The  political  subdivisions  of  the  State.... 
have  no  such  inhereut  ])0«'er-  Gooley-  Obra  cit-i  pág-  10- 

2  "In  a  Sta*.e  the  Legislativa  is  the  direct  representative  of  people.  tbe  source  of  po'./ers. . . .  The 
Constitution  "limits"  the  power;  it  does  not  "granf'  the  power  to  legialate-  Taxation  is  but  one  of  the 
Bspects  of  tlie  fsercise  of  legislative  pov.'er-  Bat  in  the  federal  goíernment  created,  by  sovereing  States. 

not  by  the  i>eople  directly,  the  po^ers  of  sr.ch  a  government,  are  ths  result  of  a  coinpact it  has  no 

inherent  powers.  Burroghs-  Obra  oit.,  pág-  501. 

3  Discurso  del  Sr.  Olvera-  Zarco.  Obra cit.,  tomo  2.°,  pág' 278- 

4  Zarco-  Obra  cit-,  tomo  1-°  pág-¿62. 

5  Alt.  122  de  la  Constitución-       * 
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rivales  de  las  autoridades  de  los  Estados,»  i  él,  en  fin,  entre  otras  mti- 
chas  reformas,  y  para  no  hablar  sino  de  la  materia  que  me  ocnpa,  apro- 
bó el  articulo  112  en  el  sentido  de  salvar  las  rentas  de  los  Estados,  seg-ün 
lo  hemos  ya  visto.  Si  de  este  espíritu  reformador  del  Constituyente  se  du- 
dase; si  en  sus  tendencias  contrarias  á  las  transacciones  de  la  Constitu- 
ción de  1824  no  se  creyese;  bastarla  á  sacarnos  de  este  error  la  acta  da 
la  célebre  sesión  del  día  4  de  Septiembre  de  1856. 2 

Por  más  que  en  este  lugar  puedan  parecer  inoportunas  las  breves 
apreciaciones  históricas  en  que  he  entrado,  ellas  no  son  sino  muy  ne- 
cesarias, porque  aparte  de  que  sirven  para  poder  apreciar  el  espíritu 
que  en  nuestra  legislación  ha  dominado,  satisfacen  por  completo  las  ré- 
plicas que  tomadas  de  nuestra  historia,  se  hacen  contra  la  soberanía  do 
los  Estados.  Poniéndose  en  completo  contraste  la  fundación  del  siste- 
ma federal  entre  México  y  los  Estados-Unidos,  se  pretende  imponernos 
como  forzosa  consecuencia  que  aquí  nuestros  Estados  no  puedeii  ser 
tan  soberanos^  permítase  esta  frase  que  expresa  todo  mi  pensamiento, 
como  en  aquel  país.  Yo  creo  que  aquellas  apreciaciones  sobre  el  diver- 
so espíritu  y  teadencias  de  nuestras  dos  Constituciones,  bastan  á  con- 
testar estas  réplicas.  Ellas  tienen  que  enmudecer  ante  la  voluntad  del 
Constituyente  que  quiso  establecer  la  verdadera  federación;  ante  la 
ley  suprema  que  la  consagra  en  todas  sus  consecuencias,  ante  las  exi- 
gencias de  nuestro  actual  estado  político,  del  todo  diverso  del  de  1824. 
Por  más  diferencias  que  se  noten  entre  México  y  los  Estados-Unidos 
por  lo  que  toca  al  origen  de  sus  instituciones,  hay  que  inclinarse  ante 
la  verdad  de  que  el  sistema  federal  establecido  por  la  ley,  ha  ya  enrai- 
zado en  nuestras  costumbres  y  que  toda  tentativa  de  centralización  co- 
rrerá la  misma  fatal  suerte  que  tuvo  la  reciente  intervención  extranjera. 

Contento,  pues,  con  haber  indicado  siquiera  el  diverso  espíritu  que 
ha  animado  á  nuestras  dos  Constituciones  federales,  puedo  ya  encar- 
garme del  estudio  de  las  leyes  que  han  mantenido  una  tradición  cons- 
tantemente hostil  á  la  soberanía  de  los  Estados  en  materia  de  impues- 
tos, para  asi  apreciar  el  valor  científico  ó  legal  que  esa  tradición  pueda 
tener  hoy. 


IX 

La  ley  más  antigua  que  encontramos  en  nuestros  Códigos,  definien- 
do cuáles  son  los  derechos  de  importación  y  de  exportación  que  perte- 
necen al  Gobierno  federal,  es  la  de  4  de  Agosto  de  1824.  Dijo  ella  que 
«soB  rentas  generales  de  la  Fedei*acióa  los  derechos  de  importación  y 
exportación  establecidos  ó  que  se  establecieren  en  los  puertos  y  fronte- 
ras de  la  República^)-)  y  agregó  después  que  «las  rentas  que  no  están 
comprendidas  en  los  artículos  anteriores  pertenecen  á  los  Estados.»  ^ 
Bien  inspirada  esa  ley,  no  pretendió  confundir  los  derechos  marítimos 
con  los  interiores:  limitó  aquellos  á  los  puertos  y  fronteras,  los  declarS 
federales  y  reconoció  que  los  interiores  pertenecen  á  los  Estados.  Pem 
muy  pronto  se  olvidó  esta  verdad  y  comenzó  la  larga  serie  de  invasio- 
nes del  poder  federal  en  la  soberanía  local. 

Débese  á  la  ley  de  22  de  Diciembre  del  mismo  año  el  origen  de  ta- 
les invasiones:  «Los  Estados  podrán,  asi  se  expresa  esta  ley,  imponer 
el  tres  por  ciento  de  derecho  de  consumo  á  los  efectos  extranjeros  so- 
bre los  aforos  hechos  en  las  aduanas  maritimas  al  tiempo  de  su  intro- 
ducción.» 4   Desde  esa  antigua  fecha  data  la  confusión  del  impuesto 

1  Zarco.  Obra  cit„  tomo  2.  o ,  pág.  810. 

2  Obra  cit-,  tomo  2.  ° ,  pág.  271- 

3  Colección  de  Lozano  y  Dublán>  tomo  1®.  pág-  711-  ^ 
i  Obra  y  tomo  citado,  pág.  748-                                           ^ 
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marítimo  y  del  interior,  creyendo  que  los  derechos  de  importación  pue- 
den establecerse  en  el  higar  del  consumo  de  la  mercancía,  aun  sin  re- 
lación alguna  con  el  acto  de  importar;  desde  entonces  se  ha  cometido 
el  grave  error  de  suponer  que  un  arancel  de  aduanas  puede  regular 
hasta  el  comercio  interior.  Indisputable  como  es  que  el  arancel  puede 
conceder  plazos  para  el  pago  de  los  derechos  marítimos,  y  aun  deter- 
minar que  ese  pago  se  verifique  en  el  lugar  de  la  venta  ó  consumo  de 
ios  efectos,  es  todavía  más  evidente  que  el  impuesto  que  no  se  relacio- 
na en  manera  alguna  con  el  acto  de  importar,  no  puede  ser  un  impues- 
to marítimo,  objeto  del  mismo  arancel.  Este  puede  decretar  que  el  de- 
recho de  importación  qtie  se  cause  en  el  puerto  en  el  acto  de  importar, 
se  pague  en  todo  ó  en  parte  en  eZ  lugar  del  consumo  de  la  mercancía, 
pero  no  puede  sustraer  á  ésta  del  impuesto  local  que  el  Estado  impon- 
ga, sin  relación  alguna  con  el  acto  de  importar.  Pero  cuando  aquella 
ley  se  expidió,  las  preocupaciones  coloniales  de  que  antes  hablé  no  de- 
jaban ver  hasta  dónde  podría  ser  trascendental  el  error  en  que  estaba 
engendrada;  tal  vez  aun  se  supuso  que  ella  no  era  más  que  la  regla- 
mentación de  la  parte  final  del  artículo  1G2  de  la  Constitución  entonces 
vigente;  io  cierto  es  que  ella  pasó  sin  resistencia  de  parte  de  los  Es- 
tados. 

Una  vez  aceptada  como  lo  fué,  el  error  debía  producir  los  frutos 
necesarios,  haciendo  sentir  á  los  mismos  Estados  cómo  ellos  habían  que- 
dado ya  dependientes  del  Poder  central.  Vino  un  día  en  que  aquel  tres 
por  ciento  de  consumo  no  satisfacía  las  necesidades  locales,  en  que  apa- 
recía más  irritante  el  priviligio  de  que  gozaran  las  mercancías  extran- 
jeras, de  pagar  menos  tributos  que  las  nacionales  en  el  tráfico  interior, 
y  entonces,  en  lugar  de  reclamar  sa  derecho  los  Estados,  se  contenta- 
ron con  que  se  les  hiciera  la  gracia  de  aumentarles  el  impuesto  sobre 
el  consumo.  La  ley  de  22  de  Agosto  de  1829  estableció  que  «los  Estados 
podrán  imponer  un  dos  por  ciento  de  derecho  de  consumo  á  los  efectos 
exti'anjeros,  á  más  del  tres  para  que  están  facultados  por  decreto  de  22 
de  Diciembre  de  1824.))  ^  Este  permiso^  si  bien  dio  á  los  Estados  algo 
de  lo  que  necesitaban  para  vivir,  desconoció  por  completo  el  sistema 
federativo,  que  es  imposible,  si  las  entidades  que  forman  la  Unión  tie- 
nen qué  depender  de  ésta  en  los  recursos  que  necesiten  para  sus  aten- 
ciones. Después  se  expidieron  más  leves,  que  ampliaban  ó  restringían 
ese  peroniso  á  voluntad  del  Gobierno  central.  Las  de  24  de  Agosto  de 
1830  2  y  de  2  de  Abiil  de  de  1831,^  pueden  citarse  en  comprobación  dw 
este  aserto. 

Pero  hasta  entonce  no  se  había  declarado  todavia  de  un  modo  ex- 
preso y  terminante  que  las  mercancías  extranjeras  estaban  exentas  de 
todo  impuesto  local:  esta  última  y  cabal  invasión  del  poder  federal  en 
el  régimen  de  los  Estados,  la  consumó  la  ley  de  21  de  Julio  de  1831,  que 
dijo  que  «los  Estados  no  pueden  imponer  á  los  géneros,  frutos  ó  efectos 
exranjeros,  otros  derechos  que  los  de  consumo,,  con  sujeción  á  los  de- 
cretos de  22  de  Diciembre  de  1824  y  22  de  Agosto  de  1829.))  *  Hasta  an- 
tes de  expedirse  esa  ley,  bien  se  podía  entender  que  á  los  Estados  era 
lícito  imponer  á  las  mercancías  extranjeras  cualquiera  otra  contribu- 
ción que  no  fuera  el  derecho  de  consumo,  en  los  términos  permitidos: 
después  de  ella,  esas  mercancías  tuvieron  el  privilegio  de  no  pagar  con- 
tribución local  alguna. 

Estos  y.  más  abusos  del  Gobierno  de  la  Unión,  tantas  usurpaciones 
de  poder  cometidas,  tanta  dependencia  establecida  en  los  Estados,  hi- 
cieron creer  á  los  amigos  del  sistema  federal,  á  los  que  veían  á  éste  ame- 
nazado, destruido  con  la  omnipotencia  que  se  había  arrogado  el  Gobier- 

1  Colección  citada,  tomo  2-  ° ,  pág- 151. 

2  Obra  y  tomo  citado,  pág-  2S3- 
S    ídem  Ídem,  pág-  321. 

4    Colección  cibadaí  tomo  2.  ^i  página  388. 
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no  de  la  capital  de  la  República,  hicieron  creer,  repito,  á  los  amigos  del 
sistema  federal,  que  era  necesaria  una  "reforma  constitucional  que  res- 
tableciese el  equilibrio  perdido,  y  reforma  que  declarase  que  los  Pode- 
res de  la  Unión  no  podían  hacer  «sino  lo  que  terminantemente  se  expre- 
sara en  la  Constitución.  Estaban  muy  arraigados  los  viejos  hábitos  para 
que  se  hubiera  aceptado  esa  reforma  iniciada  en  27  de  Diciembre  de 
1830;»  1  y  continuaron  los  abusos,  y  siguió  la  Federación  prohibiendo  á  . 
los  Estados  imponer  contribuciones  interiores  á  los  efectos  extranjeros, 
so  pretexto,  ó  de  que  éstas  eran  derechos  de  importación,  ó  de  que  asi 
7'egulaba  la  ley  lo  que  en  esta  materia  debía  de  hacerse;  pero  siendo  de 
ello  la  verdadera  causa  la  supuesta  supremacía  atribuida  al  Gobierno 
central  sobre  los  de  los  Estados. 

Si  en  la  primera  época  de  la  Federación  las  usurpaciones  del  Poder 
federal  fueron  insostenibles,  en  la  segunda  llegaron  á  ser  escandalosas. 
Citaré  hechos  que  justifiquen  esta  dura  pero  exacta  calificación.  En  27. 
de  Abril  de  1847  se  expidió  una  ley  por  el  Presidente  de  ]a  Repiiblica, 
que  decía  esto  en  su  parte  expositiva «En  atención  á  la  extrema- 
da penuria  del  Erario  federal,  que  demanda  el  establecimiento  de  ren- 
tas fijas  y  seguras  con  que  atender  á  los  gastos  generales: — A  que  sin 
haber  contado  la  mayor  parte  de  lus  Estados  en  la  época  primera  de  la 
Federación,  con  los  productos  de  las  contri'^.uciones  directas,  llegaron 
muchos  de  ellos  á  un  grado  notable  de  opulencia  sólo  con  las  demás 
rentas;  por  cuj^a  razón,  y  porque  estos  impuestos  no  vinieron  á  ser  es- 
tablecidos formalmente  sino  hasta  el  año  de  1842,  no  se  puede  decir  que 
son  hoy,  ni  han  sido  en  la  época  referida,  un  elemento  esencial  de  su 
hacienda: — Y  á  que  en  el  estado  naciente  de  aquellos  ramos  es  indispen- 
sable que  dependan  de  una  dirección  concertada  y  uniforme,  he  venido 
en  decretar. . . .  Art.  1°  Son  por  ahora  rentas  de  la  Federación,  la  con- 
tribución dé  tres  al  millar  sobre  fincas  rústicas  y  urbanas  que  estableció 
la  ley  de  11  de  Marzo  de  1841,  y  las  que  impusieron  los  decretos  de  5,  6 
y  7  de  Abril  de  1842  sobre  establecimientos  industriales,  sobre  los  suel- 
dos y  salarios,  sobre  los  objetos  de  lujo,  y  sobre  las  profesiones  y  ejer- 
cicios hicrativos.»  2  Pocos  días  después,  el  30  del  mismo  mes  de  Abril, 
otra  ley  declaró  que  ^^por  ahora  es  renta  de  la  Federación  el  derecho  de 
tres  por  ciento  impuesto  á  las  pastas  de  plata  y  oro,»  3  renta  que  para 
los  Estados  había  reconocido  la  ley  de  19  de  Julio  de  1828.  '^ 

A  la  vista  de  estos  textos  son  inútiles  los  comentarios.  ¿Qué  especie 
de  Federación  era  esa  que  asi  privaba  á  los  Estados  hasta  de  las  contri- 
buciones directas,  porque  sin  ellas  algunos  llegaron  á  un  grado  nota- 
ble de  opulencia?  ¿Qué  idea  podía  tener  de  la  soberanía  local  un  go- 
bierno que  así  legislaba?  ¿Qué  explicación  podían  tener  esas  escanda- 
losas usurpaciones  de  poder,  sino  el  reconocer  con  pena  que  ni  se  prac- 
ticaba ni  se  entendía  siquiera  el  régimen  federal? 

Conociendo  estos  atentados  contra  la  soberanía  de  los  Estados,  no 
hay  ya  para  qué  decir  que  en  la  cuestión  de  aranceles,  de  derechos  de 
importación., de  consumo,  de  exención  alas  mercancías  extranjeras  de 
todo  impuesto  local,  se  incidió  en  la  segunda  época  de  la  Federación 
en  los  mismos  errores  que  caracterizaron  á  la  primera,  errores  sin  em- 
bargo más  graves  y  menos  excusables.  Porque  si  bien  conforme  al  ar- 
ticulo 28  de  la  acta  constitutiva  de  31  de  Enero  de  1824  ^  y  el  articulo 
162  de  la  Constitución  de  ese  mismo  año,  ^  podía  haberse  intentado  co- 
honestar aquellas  invasiones  en  la  soberanía  de  los  Estados,  alegándo- 
se que  asi  nreyulaba  la  ley  cómo  estos  debían  gravar  á  los  efectos  ex- 
tranjeros,n  ni  ese  sofistico  argumento  pudo  hacerse  enfrente  de  los  ar-- 

1  ídem  Ídem,  tomo  2.  ° ,  páginas  299  y  230- 

-2  Coleccióu  citarta,  tomo  5-  ° ,  página  269- 

3  Obra  y  tomo  citado,  página  273- 

4  ídem  idem,  tomo  2-  ^ ,  página  75. 

5  Colección  citada,  tomo  1.  ° ,  página  693. 

6  Obra  y  tomo  citados,  página  719' 
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ti  culos  20  y  21  de  la  Acta  de  reformas  de  18  de  Mayo  de  1847,  ^  que 
sancionaron  en  términos  explícitos  la  reforma  iniciada  desde  1830.  Las 
antiguas  preocupaciones  seg-uian  sobreponiéndose  á  la  Constitución, 
misma:  es  necesario  reconocer  una  vez  más  esta  verdad,  y  la  costumbre 
de  tener  á  esta  capital  como  la  señora  de  los  destinos  de  los  Estados,  se 
imponía  sobre  el  precepto  constitucional  que  limitaba  «el  ejercicio  de 
los  poderes  de  la  Unión  alas  facultades  expresamenteldesig-nadas  en  él.» 

La  ley  de  9  de  Octubre  de  1852  es  el  resumen  y  compendio  de  aque- 
llos errores,  de  aquellos  abusos.  Me  limitaré  á  extractar  su  contenido.^ 
Aumentó  á  un  ocho  por  ciento  el  derecho  de  consumo  sobre  los  efectos 
extranjeros,  y  cedió  la  mitad  de  ese  derecho  á  los  Estados,  a&onrínr/ose- 
-  les  á  cxienta  del  contingente  y  prohibiéndoles  cobrar  impuesto  n¡ ijuno 
á  esos  efectos,  á  excepción  del  uno  por  ciento  municipal  y  medio  por 
ciento  de  tribiinales  mercantiles.  Esta  ley,  además  de  la  vieja  negación 
del  sistema  federal,  importaba,  como  es  notorio,  una  burla  cruel  á  la  so- 
beranía de  los  Estados 

¿A  qué  citar  más  leyes  que  nos  den  testimonio  de  otras  usurpacio- 
nes del  poder  federal  en  esta  materia?  ¿Para  qué  invocar  nuevos  he- 
chos que  confirmen  la  verdad  de  que  en  las  ép«cas  que  rigió  la  Consti- 
tución de  1824,  ni  se  respetó  el  principio  federativo,  ni  menos  se  acep- 
taron siTS  consecuencias  lógicas?  Después  de  lo  que  he  dicho  sobre  el 
imperio  de  las  viejas  ideas,  hostiles  por  completo  á  ese  sistema  de  go- 
bierno, no  nos"  debe  sorprender  encontrar  en  las  leyes  que  he  citado, 
contrariado  aquel  principio  en  sus  aplicaciones  prácticas. 

Pero  lo  que  sí  presta  motivo  justo  de  sorpresa,  es  que  tres  días  antes 
de  que  rigiera  la  Constitución  de  1857,  cuando  ella  estaba  ya  sanciona- 
da, cuando  se  habían  publicado  las  discusiones  del  Constituyente,  se 
intentara  centralizar  las  rentas  más  que  en  ninguna  otra  época  federal; 
se  pretendiei'a  desconocer  la  soberanía  de  los  Estados,  negándoles  su 
facultad  natural,  inherente,  de  decretar  contribuciones,  no  ya  sobre  co- 
mercio interior  solamente,  sino  sobre  otras  materias.  En  12  de  Septiem- 
bre de  1857  la  administración  Comonfort  se  apresuró  á  expedir  una  ley 
que  llamó  de  clasificación  de  rentas,  en  la  que  despojó  á  los  Estados  de 
las  contribuciones  qxie  como  siiyas  habían  reconocido  las  leyes  federa- 
les, como  la  de  tres  por  ciento  sobre  la  plata  y  el  oro,  convirtiendo  asi 
en  definitiva  la  ocupación  provisional  que  había  ordenado  la  ley  de  30 
Abril  de  1847;  en  la  que  sepreteildió  enumerar  los  objetos  ó  valores  sobre 
los  que  el  impuesto  local  debía  recaer;  en  la  que  se  mandó  que  «los  de- 
cretos de  los  Estados  deberán  no  estar  nunca  en  oposición  con  las  leyes 
arenerales,»  sin  prevenir  que  éstas,  á  su  vez,  no  invadieran  el  régimen 
interior  de  éstos,-  y  en  la  que  por  fin  existe  un  articulo,  el  7.°,  que  es 
preciso  conocer  textualmente;  dice  así:  «ia  industria  fábril,la  minera 
y  el  comercio  extranjero  pagarán,  según  las  leyes  y  decretos  del  Con- 
greso de  la  Unión,  un  impuesto  común  y  uniforme  en  toda  la  Repúbli- 
ca, sin  que  los  Estados  puedan  imponer  mayores  ni  otros  derechos  so- 
bre estos  ramos.-n  3  Nunca  gobierno  alguno,  tratando  de  realizar  la 
utopia,  incompatible  con  el  sistema  federal,  de  uniformar  el  impuesto 
interior,  había  llegado  en  sus  pretensiones  de  centralización  de  las  ren- 
tas hasta  ese  extremo.  Se  renegaba  de  la  Constitución  la  víspera  misma 
del  día  en  que  debía  comenzar  á  regir. 

Cuando  el  Gobierno  así  desconocía  el  espíritu  y  tendencias  de  las 
instituciones  que  había  adoptado  el  país,  y  así  infringía  preceptos  cons- 
titucionales, no  es  extraño  ver  que  á  la  misma  Constitución  de  1857  so- 
breviviera )a  tradición  que  venía  negando  á  los  Estados  sus  facultades, 
para  exigir  el  tributo,  no  al  comercio  extranjero,  como  decía  la  ley  de 
clasificación  de  rentas,  sino  al  interior,  alimentado  por  mercancías  de 

1  Obra  citada,  tom-  5.  ° ,  página  277- 

2  Colección  citada,  tomo  6-  ° ,  página  126- 

3  Colección  citada>  tomo  8.  ° ,  página  621- 
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procedencia  extranjera  ó  de  origen  nacional,  pero  que  pu dieran  expor- 
tarse. Para  hacer  ver  cómo  esa  tradición  ha  líeg'ado  hasta  nuestros  días, 
séame  licito  completar  en  pocas  palabras  la  historia  que  á  grandes  ras- 
gos he  estado  haciendo  de  nuestra  legislación  en  el  punto  de  mi  estudio. 

El  arancel  de  31  de  Enefo  de  1856  ^  ordenó  que  el  derecho  de  con- 
traregistro  se  pagara  en  el  lugar  del  consumo  de  los  efectos  en  los  Es- 
tados, correspondiendo  á  éstos  la  mitad  de  ese  derecho,  según  lo  decla- 
raron otras  leyes.  Pues  bien,  no  parece  sino  que  al  Gobierno  de  laUnióa 
en  1867  molestaba  todavía  esa  gracia  otorgada  á  los  Estados.  La  cir- 
cular de  9  de  Agosto  de  ese  año,  ^  reformando  la  legislación  vigente, 
dispuso  que  aquel  pago  se  verificase  en  las  aduanas.  LosEstados,  que  no 
eran  ya  tan  dóciles  á  las  exigencias  federales  como  en  anteriores  épo- 
cas, presentaron  tal  resistencia  á  esa  circular,  que  faé  preciso  que  la 
derog-ara  pocos  días  después  la  de  18  de  Septiembre  siguiente.  ^  Insis- 
tiendo, sin  embargo,  el  Gobierno  federal  en  su  pensamiento,  ordenó 
después  en  otra  circular,  la  de  9  de  Octubre  del  mismo  año,  *  que  las 
aduanas  cobrasen  siempre  el  contraregistro,  abonando  al  Estado  en  que 
se  hiciera  el  consumo,  fa  mitad  del  deredio  que  le  correspondía.  Inútil 
es  decir  c[ue  de  este  modo  se  obtuvo  lo  que  con  la  circular  de  9  de  Agos- 
to no  habia  sido  posible. 

Así  las  cosas,  y  fermentando  el  disgusto  entre  la  Federación  y  los 
Estados,  viendo  éstos  que  ella  se  arrogaba  facultades  que  la  Constitu- 
ción no  le  da,  vino  el  arancel  de  aduanas  marítimas  y  fronterizas  de 
1.°  de  Enero  de  1872,  y  con  el  laudable  proposito  de  unificar  el  impues- 
to sobre  el  comercio  exterior,  suprimió  el  derecho  de  contraregistro,  lo 
mismo  que  todos  los  que  antes  se  cobraban  con  distintos  nombres  y  que 
se  relacionaban  con  el  acto  de  importar,  y  á  todos  los  refundió  en  el  de- 
recho de  importación.  Si  de  este  limite  no  hubiera  pasado  ese  arancel,  si 
al  quitar  á  los  Estados  toda  participación  en  ios  derechos  de  consumo, 
de  contraregistro,  municipales,  etc.,  hubiera  reconocido  su  facultad  pa- 
ra decretar  contribuciones  sobre  las  propiedades  que  estén  en  su  terri- 
torio, llámense  níercancías  extranjeras  ó  nacionales,  nada  se  podría  de- 
cir de  esa  ley  por  este  capítulo;  pero  lejos  de  hacerlo  así,  en  su  articula 
19  revivió,  dándole  ilimitada  extensión,  la  prohición  contenida  en  la  ley 
de  21  de  Julio  de  1831:  dice  así  literalmente  ese  articulo:  «Los  derechos 
establecidos  en  la  tarifa  precedente  serán  los  únicos  que  pagarán  las 
mercancías  extranjeras  en  la  República,  y  en  consecuencia  ninguna  otra 
autoridad  de  los  Estados  ó  Municipios  podrá  recargar  ó  imponer  otros 
dere'chos  á  las  Tnercancias  extranjeras,  sea  cual  fuera  el  objeto  á  que 
se  destinen,  á  no  ser  que  para  esto  obtengan  el  permiso  del  Congreso  de 
ia  Unión,  de  conformidad  con  la  fracción  I  del  artículo  112  de  la  Consti- 
tución federal.»  Y  como  si  esto  no  bastara  todavía,  repitió  ensuartículo 
83  que:  «Los  efectos  extranjeros  que  hayan  pagado  los  derechos  de  im- 
portación conforme  á  este  arancel,  podrán  ser  internados  á  la  Repúbli- 
ca sin  q  ití  en  los  lugares  de  tránsito  y  consumo  cansen  derecho  algu- 
no.» 5  Pena  positiva  da  el  ver  que  ese  arancel  no  pudiera  emanciparse 
de  la  antigua  preocupación,  sino  que  sucumoiehdo  á  ella,  haya  preteii- 
dido  legislar  para  toda  la  República,  como  si  en  ella  no  hubiera  más 
que  una  soberanía;  haya  querido  dar  al  artículo  112  una  inteligencia 
reprobada  por  el  mismo  Constituyente,  condenada  por  sus  palabras  y 
motivos.  Ese  arancel  trajo  asi  hasta  nuestros  días  la  tradición  que,  ea- 
gendrada  en  las  preocupaciones  del  tiempo  colonial,  hostiles  al  princi- 
pio federativo,  hemos  visto  mantenida  en  nuestras  leyes .... 

Inmensa  alarma  produjeron  en  el  país  esas-pretensiones  del  Gobier- 

1  Colección  citada,  tomo  8.  o.  página  42- 

2  Obra  cttada,  tomo  10,  página  41- 
Colección  y  tomo  cita  io,  página  81. 

4  Colección  y  tomo  citado,  página  94. 

5  Eecopilación  de  leyea- Edic- del  "Diario  Oficial,"  tomo  12,  págs- 275  y  301-  ^^ 
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no  federal,  de  sustraer  de  la  accióii  de  los  Estados  nada  menos  que  todo 
su  comercio  interior.  En  1872  ya  los  Estados  tenían  la  conciencia  de  su 
soberanía,  y  no  se  sometían  tan  fácilmente  á  las  exigencias  de  la  Fede- 
ración como  en  1831  ó  en  1847;  el  sistema  federal,  conocido  y  estudiado 
en  las  prácticas  de  nuestros  vecinos  y  en  los  libros  de  sus  piiblieistas, 
había  echado  raíces  en  nuestras  costumbres,  eniiuestras  opiniones,  y  no 
era  ya  el  sistema  de  gobierno  implantado  prematuramente  en  un  pueblo 
que  no  estaba  preparado  para  él.  Los  Estados,  pues,  se  levantaron  con 
decisión  contra  lOs  artículos  19  y  83  del  arancel,  y  en  defensa  de  la  ss- 
beranía  que  seles  neg'aba,  sus  representantes  en  el  6,°  Cong-reso  dero- 
garon esos  artículos.  La  ley  de  31  de  Mayó  de  18721  gerá  siempre  cela- 
breen  nuestra^legislación,  porque  ellavino  por  fin  á  romper  la  tradición 
que  desconocía  una  de  las  consecuencias  del  principio  federativo,  por- 
que ella  vino  por  fin  á  dar  testimonio  de  que  en  medio  de  nuestras  des- 
gracias, las  inbtituciones  se  mejoran  y  perfeccionan. 

fiemos  visto  ya  cómo  ha  sido  poderosa  la  tradición  que  estoy  comba- 
tiendo. Nacida  en  las  costumbres  que  heredamos  de  la  Colonia,  soste- 
nida por  las  preocupaciones  que  entre  nosotros  han  favorecido  la  cen- 
tralización del  poder,  sancionada  por  niiestras  leyes,  y  acogida  incons- 
cientemente aun  por  federalistas  sinceros,  ella  ha  sido  un  torrente  que 
ha  arrastrado  cuanto  á  su  curso  ee  ha  opuesto.  Pero  hoy  qne  sabemos 
que  ella  niega  las  consecuencias  del  principio  que  reconoce,  más  aun, 
que  llega  hasta  procbímar  el  contraprincipio  de  la  uniformidad  del  im- 
puesto interior,  uniformidad  que  es  imposible  .«in  la  negación  del  siste- 
ma federal;  hoy  que  sabemos  que  la  prosperidad  de  los  Estados-Unidos 
protesta  contra  esa  teoría  económica, á  la  que  hemos  querido  sacrificar 
aquel  primipio;  hoy  esa  traaición,  rota  ya  por  la  ley  de  31  de  Mayo,  no 
puede  seguir  imperando  en  nuestras  opiniones,  en  nxiestros  tribunales; 
en  nuestras  leyes,  porque  destituida  de  todo  valor  científico  ó  legal,  no 
puede  prevÉ^lecer  sobre  las  demostraciones  de  la  razón,  sobre  los  testi- 
monios de  la  experiencia.  Me  era  preciso  ver  á  esa  tradición  en  su  orí- 
gen,  estudiarla  en  su  desarrollo, examinar, asi  las  causas  que  la  deter- 
minan, como  los  efectos  que  ha  producido,  para  evitar  que  las  demos- 
traciones que  he  hecho  fueran  condenadas,  aun  sin  examen,  por  una 
opinión  preconcebida. 


Al  resolverse  por  la  primera  vez  en  el  Parlamento,  y  en  el  sentido 
que  lo  he  manifestado,  la  cuestión  constitucional  cuyo  estudio  tanto  me 
ha  ocupado,  me  faltaron  defensores  de  los  artículos  19  y  83  del  arancel: 
hubo  oradores,  y  notables,  que  se  empeñar-on  en  seguir  conservando  la 
antigua  tradición,  que  restri'ngía  la  soberaiiia  de  los  Estados.  Sus  dis- 
cursos, sus  razonamientos,  son  por  esto  las  objeciones  que  se  o[>piien  á 
la  teoría  que  defiendo:  para  satisfacerlas,  para  tranquilizar  aun  los  más 
leves  escritpulos,  permítaseme  todavía  analizar  siquiera  brevemente  la 
discusión  á  que  aludo. 

La  abrió  el  Sr.  Rosas  Moreno  en  la  SQBÍón  del  día  27  de  Mayo  de 
1872,  2  procurando  demostrar  que  la  inteligencia  que  el  arancel  da  al  ar- 
ticulo 112  de  la  Constitución,  está  en  contradicción  con  la  que  el  mismo 
Constituyente  le  fijó,  y  que  ui  el  contexto  literal  de  este  precepto,  ni  sus 
motivos,  autorizan  las  prohibiciones  que  el  arancel  impone  á  los  Esta- 
dos. 3  Varios  diputados  continuaron  el  debate,  hablando  ya  enpro  ya  en 

1  Eecop-  cit-,  tomo  14,  pág-  291- 

2  "Biario  de  los  Debates"  del  B-^  Congreso,  tomo  2°,  pág-  840. 

3  La  parte  del  discurso  del  Sr.  Rosas  Moreno  referente  á  la  cuestión  es  esta: 

"Desde  Que  se  putlicó  esa  ley,  un  grito  de  alarma  se  dejó  oír  en  todos  los  ámbitos  de  la  República, 
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«ontra  de  la  opinión  del  Sr.  Rosas  Moreno,  y  tocando  la  cuestión  consti- 
tucional más  ó  menos  directamente.  En  la  sesión  del  día  30, el  Sr.  Prie- 
to la  trató  sin  negar  á  los  Estados  las  facultades  que  tienen;  pero  encar- 
g-ándose  especialmente  de  los  derechos  de  consumo,  sostuvo  que  eiíos 
son  anticonstitucionales,  porque  el  artículo  124  de  la  Constitución  pro- 
hibe las  alcabalas,  y  como  el  derecho  de"  consumo  no  es  sino  un  impues- 
to aduanal  con  más  ó  menos  disfraces,  no  tienen  apoyo  constitucional 
los  que  luchan  por  que  conserven  tal  derecho  los  Estados.  ^ 

El  distinguido  orador  Sr.  Martínez  de  la  Torre,  fué  quien  combatió 
directa  y  empeñosamente  la  opinión  delSr.  Rosas  Morenoántentó  demos- 
trar no  solo  que  los  artículos  objetados  del  arancel  estaban  en  perfecta 
consonancia  con  el  precepto  constitucional,  sino  que  el  Congreso  no  te- 

en  todos  los  Estados  ds  la  Federación,  y  yo  deí)o  decirlo,  todas  esas  raanifestacioaes  signiScativas,  poco 
favorables  á  la  popularidad  de  la  ley,  encontrabau  un  .eco  en  la  vo^  de  mi  conciencia- 

"üi  artícelo  19  del  Arancel  dice: 

"(Lo  leyó-; 

"ExanJnemos  el  artículo  112  déla  Constitución,  con  el  cual  pretende  audazmente  ampararse  el  ar- 
ticulo 19  del  Arancel- 

"(Lo  leyó-)  I.  ,.,       ,  t    .í 

"Como  se  ve,  la  prescripción  constitucional  nada  dice  del  derecho  de  consumo:  habla  solamente  ae 
derechos  de  importación  y  exportación,  de  derechos  de  tonelaje,  de  los  derechos  que  se  cobran  exclusi- 
vamente en  los  puertos-  ,  t    t- 

"Importaoión,"  según  el  diccionario  déla  lengua,  es  el  acto  de  introducir  géneros  u  otros  efectos 
"en  los  puertos  '  de  na  país-  Siguiendo  la  doctrina  de  algunos  autores  de  economía  política  que  he  con- 
sultado soljre  estepu.'íto,  no  pueden,  no  deben  confundirse  lo5  derechos  de  importación  con  los  de  con- 
sumo- Kanlfauent.  entre  otros,  establece  una  perfecta  distinción  entre  ambos  impuestos,  en  el  sistema 
rentístico  de  Francia,-  ¿"ero  no  necesito  recurrir  á  los  publicistas  extranjeros,  ni  tengo  -lue  ir  muy  lejos 
pai-a  encontrar  ravfones  poderosas  en  apoyo  de  mi  opinión-  Veamos  lo  que  pasó  en  el  Congreso  Consti- 
tuyente al  disouth-se  el  artículo  112  de  nuestro  Código  fundamental-  Algunos  de  los  ciudadanos  diputa- 
dos, temiendo  por  los  intereses  y  por  la  soberanía  é  independencia  de  los  Estados  que  representaban 
quisieron  aclarar  este  pv.nto,  y  á  sus  objeciones  contestó  el  Sr-  Jlata,  miembro  de  la  Comisión,  entra 
otras  cosas,  lo  siguiente:  "  n        a     *     • 

"Ei  artículo  (el  112)  nada  tiene  o,.ue  ver  con  los  derechos  de  internación  y  de  consumo-  El  Sr-  Ama- 
ga, uno  de  los  homijres  miis  ilustrados  de  Vi  República,  y  que  fué  una  de  las  m4s  bellas  y  grandes  ligu- 
ras  del  Congreso  Constituyente,  estuvo  todavía  más  explícito,  y  leyendo  el  teito  del  artículo,  hizo  notar 
"que  se  le  atacaba  por  Vi  qi;e  no  dice-  pues  solo  prohibe  que  los  Estados  impongan  derechos  de  tone- 
laje, de  puerto,  de  importacióu  y  exportación-"  Interpelado  después  el  Sr-  Mata  por  el  Sr-  Moreno, con- 
testó: que  en  el  articulo  '  se  trataba  de  la  imnortacióu,  >  no  del  comercio  interior. 

•'Ayer  en  la  tard¿  iie  consultado  este  punto  con  mi  ilustrado  amigo  el  Sr-  Prieto,  que  fué  uno  de  los 
diputados  consUtuyentes,  y  tomó  una  parte  activa  en  la  discusión  del  artículo  M'¿.  y  el  Sr-  Prieto,  que  es 
actualmente  catedrático  de  economía  política,  y  cuyos  vastos  y  rirofondos  conocimientos  en  este  impor- 
tante ratuo  de  la  ciencia  administrativa,  son  generalmente  respetados,  está  de  acuerdo  c-jnmigo  en  ha- 
cer una  absoluta  distinción  entre  los  derechos  de  importación  y  exportación  y  los  de  consumo- 

"Grandes  esf  uer/.os  se  necesitan  en  verdad  para  dar  al  texto  constitucional  !a  elasticidad  suficiente 
á  cubrir  el  artíoi;lo  19  del  ^-íjra.ncel-  Por  más  türme...to  que  se  dé  á  las  palabras  para  hacerlas  decir  lO 
que  no  dicen,  todo  el  m'jndo  oompreude  que,  lejos  de  apoyarse  ¿n  nuestro  Código  fundamental  la  pres- 
cripción arancelaria  á  que  me  reliero,  es  notoriamente  anticonstitucional,  porque  ataca  la  soberanía,  e 
independencia  de  los  Estados- 

"Con  lo  expuesto,  me  parece  que  queda  demostrado  que  los  Estados  están  en  su  más  perfecto  dere- 
cho para  imponer  á  los  efectos  extranjeros  el  derecho  de  consumo  y  cualesquiera  otros  que  crean  conve- 
nientes, no  siendo  los  de  importación  ó- exportación-  Una  de  las  muchas  fracciones  que  contiene  el  ar- 
tículo único  del  dictamen  que  se  discute,  dice:  '  Se  autoriza  á  los  Estados  etc-"  (leyó-)  Yo  no  comprendo 
esto,  señor;  ¿cómo  podemos  nosotros  "autorizar' á  los  Estados  á  que  ejerzan  un  derecho  que  tiene  por 
origen  la  soberanía  é  iadepeaiieucia  de  las  partes  integrantes  as  la  Federacióü- 

"Mucho  pudiera  decir  sobre  este  asunto,  pero  temo  abusar  de  la  benevolencia,  del  Congreso,  y  v  o? 
á  terminar  en  breves  palabras-"    Obra  y  tomo  citado,  págs-  881  y  SS5- 

1  El  discurso  del  Sr-  Prieto  en  la  parte  conducente  dice  asi: 

•'EstU'Uemos  la  cuestión  eonstitucional- 

"La  fracción  IX  del  articulo  72  de  nuestra  Constitución,  entre  las  facultades  del  Congi-eso,  contiene 
la  de  "expedir  aranceles  sobra  el  comercio  ertranjero,  y  para  impedir,  por  medio  de  bases  generales, 
que  en  el  comercio  de  Estado  á  Estado  se  establezcan  restriccion.es  onerosas." 

"Como  se  ve-  esta  facvilf.ad  ss  eCere  .en  su  primera  parte  al  comercio  con  el  extranjero,  y  en  suse- 
gunda  á  poner  en  condiciones  de  orden  y  armonía  á  todos  los  Estados. 

"El  artículo  relativo  de  la  : 'oustitución  americana  habla  de  "arreglar"  el  comercio  de  los  diversos 
Estados  entre  sí,  y  esto  aclara  ci  sentido  verdadero  de  esta  facultad  del  Congreso. 

"El  artículo  112  déla  Constitución  dice  que  los  Estados  no  pueden,  sin  consentimiento  del  Coa- 
greso: 

"Establecer  derecho  de  tonelaje  ni  otro  algimo  de  puerto,  ni  imponer  contribuciones  ó  derechos  so- 
bre importación  ó  exportación." 

"Es  patente  el  espíritu  de  este  artículo  respecto  á  la  unidad,  á  la  concentración  que  se  quiso  dar  al 
com.ercio  exterior,  y  asi  lo  comxirendieron  los  legisladores  coasl.itnyentes:  entonces  el  Sr-  Mata  definió 
esos  derechos,  íijó  el  sentido  del  articulo  que  citamos,  lo  comparó  con  las  disposiciones  americanas,  y 
no  d-.ió  duda  sobre  su  interpretación- 

-íasta  aquí  nada  se  había  hablado  sobre  derechos  de  consumo;  acaso  por  la  fracción  IX  del  artícu- 
lo 72,  el  Congreso  podía  haber  lijado  reglas  para  uniformar  los  derechos  en  el  interior,  pero  esto  sin. 
quitar  á  los  Estados  facultades  que  constitucionalmente  tenían,  "porque  el  artículo  117  de  nuestro  Có- 
digo dice  que  las  facultades  que  no  estáii  expresamente  concedidas  por  esta  Constitución  á  los  f ancio- 
naríos  federales,  se  entienden  reservadas  á  los  Estados-' 

"Apoyados  en  estos  artículos,  sin  duda  muchos  de  mis  apreciables  compañeros  defienden  calurosa- 
mente  que  son  anticonstitucionales  los  artículos  19  y  83  del  Arancel:  pero  esos  señores  no  recuerdan 
el  articulo  124^  de  la  Constit'ición-  que  previno  la  abolición  de  alcabalas  y  aduanas  interiores  en  toda  la 
República:  y  como  el  derecho  de  consumo  no  es  sino  un  impuesto  aduanal  con  más  ó  menos  disfrad^s, 
no  tienen  apoyo  constitucional  los  que  luchan  por  que  conserven  tal  derscho  los  Estados — Obra  y  toma 
citado,  págs-  927  y  928. 
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nía  facultad  para  derog-ai-los,  porque  con  ello  rompería  el  Pacto  fanda« 
mental.  Como  argumento  de  grande  valor  invocó  eu  su  favor  la  juris- 
prudencia constitucional  de  los  Estados  Unidos,  opinando  que  ella  en- 
tendía el  precepto  de  su  Constitución  en  el  sentido  prohibitivo  de  ¡os  ar- 
tículos del  arancel  y  creyendo  de  la  mejor  fe  que  la  República  perece- 
ría sí  tales  prohibiciones  se  levantaban,  concluyó  conjarando  á  los  dipu- 
tados á  que  no  se  dejaran  arrastrar  de  un  sentimiento  extraviado  de 
patriotismo  en  favor  de  sus  Estados,  que  causaría  males  trascendenta- 
les á  la  Nación,  i 

Largo  sería  extractar  siquiera  los  discursos  de  todos  los  diputados 
que  hablaron  en  esa  ocasión.  Pero  ni  los  límite.s  dentro  de  loa  que  debo 
encerrarme  para  no  abusar  déla  benevolenciade  esteTribunal,  mepue- 
den  excusar  de  indicar  al  menos  que  el  señor  ministro  de  Hacienda,  que 
terció  en  el  debate  y  defendió  el  arancel,  aunque  no  creyó  conveniente 
entrar  en  la  cuestión  constitucional,  sí  indicó  que  como  varias  ejecuto- 
rias de  este  Tribunal  habían  ya  fijado  la  interpretación  del  artículo  112 
de  la  Constitución,  en  el  sentido  de  los  artículos  combatidos  del  aran- 
cel, éstos  no  podían  atacarse  por  este  capítulo.  2 

■  1    Dice  esto  en  la  parte  relativa  el  discurso  del  Sr.  Martínez  de  la  Torre: 

••Pretendéis  aprubar  el  Arancel  bajo  dos  condiciones,  que  son  la  derogación  de  los  artículos  19  y  83. 
«Qué  signi^"ca  esta  exigencia? 

"El  artículo  19,  según  el  Señor  Ministro  de  Hacienda,  es  la  prescripción  de  que  no  se  impongan  de- 
rechos, gravámenes  ó  impuestos  á  las  mercancías  eitran jeras  que  hayan  pagado  los  derechos  de  tarifa. 
Este  precepto,  según  el  Ministerio,  es  la  e.xpresión  de  una  necesidad  á  que  atendió  la  fracción  I  del  ar- 
*ículo  112  de  la  Constitución  de  1857-  ¿Eonpeis  el  pacto  federal  al  derogar  el  articulo  19  del  Arancel? 
¿Derogáis  la  fracción  citada? 

Elegid  en  vuestra  mente;  pero  \uestro  "oto  pudiera  tener  una  interpretación  que  está  fuera  de  nues- 
tras facultades,  porque  ni  cabe  en  nuestro  mandato  romper  el  pacto  federal,  ni  derogar  la  Constitiición, 
£i  no  es  por  medios  que  ella  prescribe. 

¿Qué  Tais,  piles,  á  hacer?  Dudáis,  ;.ro  es  así? 

Ésa  duda  viene  de  que  algunos  de  los  Estados  viven  del  impuesto  sobre  el  consumo,  y  ningimo  de 
nosotros  quisiera  quitar  á  un  solo  Estado  los  elementos  que  le  sean  necesarios  para  sa  vida,  para  su 
porvenir,  para  su  prosperidad. 

Entonces,  respetad  si  os  place,  el  derecho  consuetudinario,  pero  no  lleguéis  adonde  no  puede  llegar 
nuestro  poder.  Imprimid  uu  carácter  tjausitorio  á  esa  libertad  de  los  Estados  para  gravar;  mas  no 
arranquéis  de  vuestras  propias  manos  el  derecho  de  legislar  solire  el  comercio  otranjero. 

Tales  son  los  términos  de  nuestra  Constitución,  que  en  su  artículo  72,  fracción  IX,  párrafo  3-  °  y  ar- 
ticulo 112,  dice  así: 

"Párrafo  3-°  Délas  facultades  del  Congreso: 

"Ar!ículo72 — Eraccióii  IX-  Para  expedir  aranceles  sobre  el  comercio  extranjero,  y  para  impedir, 
por  medio  de  bases  generales,  que  en  el  comercio  de  Estado  á  Estado  se  establezcan  restiiccioces  one- 
rosas. 

•'Art.  112.  Tampoco  pueden,  sin  consentimiento  del  Congreso  de  la  Unión:  1-'^  Establecer  derechos 
de  tonelaje  ni  otro  alguno  de  puerto,  ni  imponer  contribuciones  ó  derechos  sobre  importaciones  ó  expor- 

íío  fué  un  proceder  insensato  el  de  los  constituyentes  al  hacer  tan  solemne  declaración.  Semejante, 
<asi  idéntico  es  el  teyto  de  todas  las  ccn.=tituciones  federativas. 

El  pueblo  de  los  Estados  Unidos  del  Norte  ha  dicho  en  su  carta  fundamental:  Que  ningún  Estado- 
puede,  siti  el  consentimiento  del  Congreso,  imponer  contribuciones  ni  derechos  sobre  la  importación  6 
exportación- 

Xjos  grandes  principios  tienen,  á  pesar  de  su  propia  eficacia  y  virtud,  el  germen  de  la  duda  á  que  es- 
tá condenada  la  humanidad,  y  por  eso  se  vacila  boy,  como  vacilaban  también  los  americanos,  en  la  adop- 
ción de  princinios,  que  á  su  primera  enunciación  parece  que  hieren  intereses  sagrados,  poique  afectan 
la  vida  de  los  pueblos;  sagrados,  porque  perturban  en  sus  resultados  el  patrimonio  de  los  Estados  que 
aspiran  á  una  administración  sin  trabas  ni  ligas- 

¿Pero  no  son  los  Estados  parte  de  la  República?  ¿No  forman  ellos  mismos  esta  nación  t^n  querida 
por  todos?  ¿Ko  interesa  á  todos  el  prestigio,  el  poder,  el  nombre  y  la  prosperidad  de  México? 

Pensad,  meditad  estas  palabras,  y  veréis  cómela  anarquía  legislativa  sobre  el  comercio  ejiterior  se- 
ría el  caos,  sería  nuestro  propio  despres: igio,  sería  la  pérdida  de  la  unidad  nacional  en  la  materia  que 
las  constituciones  todas  de  los  países  regidos  por  un  sistema  federal,  han  reservado  al  Poder  Legislativo^ 
de  la  Federación- 

El  pueblo  norteamericano  tenía  la  misma  duda,  oponía  la  misma  resistencia  que  muchos  de  vosotros^ 
sentís  pero  la  voz  de  la  patria  se  sobrepuso  al  amor  de  provincia,  al  amor  local,  al  amor  del  pueblo  eu 
«tue  se  nace.  c,  .     j 

Los  historiadores  nos  refieren  ese  conSicto  de  sentimientos,  y  el  Story,  citado  por  el  orador  que  ocu- 
pó la  tribuna,  en  su  sabio  comentario  á  la  Constitución  americana  al  hablar  del  poder  de  legislar  sobr& 
el  comercio  exterior,  nos  dice: 

"506.  La  misma  cláusula  da  al  Congreso  la  facultad  de  reglamentar  el  comercio  de  los  Estados  entre 
bI,  ó  con  las  naciones  estranjeras  ó  con  las  tribus  indias-" 

•'507-  Este  poder  faltaba  á  la  confederación,  y  hemos  visto  ya  que  era  uno  de  sus  grandes  defectos, 
una  de  las  faltas  que  han  debido  causar  su  caída  y  el  restablecimiento  de  la  Constitución  actual.  Este 
poder  es  esencial  para  la  prosperidad  déla  Unión;  sin  él,  el  Gobierno  no  seria  realmente  nacional  y 
íaeria  muy  pronto  en  el  descrédito  j  la  impotencia."— (Obra  y  tom.  cit.,  págs.  930  y  931.) 

2  Ese  discurKO,  en  su  parte  conducente,  es  este:  "Me  propongo  no  dejar  la  tribuna  sin  Jar  contes- 
tación á  algunas  aci-saciones  que  se  me  han  hecho. 

La  primera  es  que  se  invade  la  soberanía  de  los  Estados  al  prohibirles  que  graven  los  efectos  ex- 
tranjeros- La  segunda,  qi-e  el  derecho  de  exportación,  á  proporción  del  de  importación,  puede  causar 
una  ruina  á  los  ccmerciantes  y  al  erario  á  su  vez. 

Eespecto  de  la  primera,  me  llama  la  atención  que  ahora  se  opine  en  contra  del  artículo  19  del  Aran- 
cel, ccando  bay  una  dcteiminacicn  que  no  es  otra  qv.e  la  qve  hoy  se  consulta,  y  cuando  el  mismo  señor 
«liputado  á  quien  contesto  la  presentó  al  5-  =  CcngieEO  en  el  proyecto  de  Arancel  que  está  suscrito  por  éb 
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Analicemos  en  la  calma  de  las  ielibei-aciones  de  un  tribunal  esos  ra- 
zonamientos, esas  réplicas  presentadas  por  los  oradores  de  que  he  ha- 
blado, en  las  borrascosas  sesiones  de  ios  últimos  dias  del  segundo  perío- 
do del  6  °  Congreso. 

El  Sr.  Prieto  condenaba  el  derecho  de  consumo,  no  porque  el  artícu- 
lo 112  se  deba  interpretar  en  el  sencido  de  prohibir  á  los  Estados  gravar 
su  comercio  interior  (nos  son  conocidas  las  opiniones  que  sobre  este  pun- 
to sostuvo  ese  diputado  en  el  Constituyente),  sino  porque  ese  derecho, 
verdadera  alcabala,  está  abolido  por  el  articulo  124.  Es  tanto  más  inte- 
resante ocuparme  de  este  asunto  con  especial  atención,  cuanto  que  para 
muchos  la  abolición  de  las  alcabalas  es  la  prohibición  á  los  Estados  de 
imponer  contribuciones  sobre  las  mercancías  extranjeras.  La  muy  res- 
petable opinión  del  Sr.  Prieto,  que  entiende  el  articulo  112  en  el  sentido 
que  yo  le  doy  también  y  que  condena  sin  emWargo  el  derecho  de  consu- 
mo, me  servirá  para  desvanecer  esa  gravísima  equivocación. 

Comienzo  por  reconocer  que  aiderecho  de  consumo,  tal  como  se  recauda 
entre  nosotros,  es  una  verdadera  alcabala. y  nopueio  negar  que  ésta  de- 
bió quedar  abolida  desde  el  1°  de  Junio  de  185a.  No  culparé  á  nadie  de 
que  esto  no  se  haya  hecho  aún,  ni  entraré  en  la  cuestión  de  si  era  posi- 
ble que  ese  plazo  corriera  como  el  Constituyente  lo  imaginó.  Abordar 
hoy  esa  cuestión  y  probar,  como  yo  lo  creo,  que  ese  plazo  no  se  ha  ven- 
sido  aun  para  sus  electos  constitucionales,  sería  olvidar  por  completa 
mi  propósito.  Confieso,  pues,  que  las  alcabalas  no  debieran  subsistir; 
más  aún,  supong-o  que  no  existen  ya  en  la  República,  ¿Es  esto  razón 
para  que  se  prohiba  á  los  Estados  imponer  contribuciones  sobre  las  mer- 
cancías que  se  importen  ó  exporten?  Si  esas  contribuciones  asumen  la 
forma  de  alcabalas,  decláreselas  en  buena  hora  anti-constitu:ionales, 
porque  asi  lo  ordena  el  artículo  124;  pero  si  no  son  tales  alcabalas,  ¿có- 
mo puede  pretenderse  que  por  la  abolición  de  éstas,  los  Estados  iVo  pue- 
den decretar  ni  aun  impuestos  directos  sobre  esas  mercancías?  Me  pa- 
rece que  esto  seria  el  absurdo.  Nada  tiene,  pues,  que  ver  el  articulo  124 
con  el  112:  se  ocupan  de  materias  perfectamente  diversas. 

Veamos  ahora  la  cuestión  en  sus  relaciones  con  este  tiltimo  artículo. 
Conocemos  ya  los  términos  absolutos  de  la  prohibición  que  el  arancel 
quiso  establecer  para  los  Estados:  ninguna  autoridad  de  éstos  podrá  re- 
cargar ó  imponer  otros  derechos  á  las  mercancías  extranjeras,  sea  cual 
fuere  el  objeto  á  que  se  destinen.  Según,  pues,  la  generalidad  de  ese 
precepto,  tendrían  que  ser  anti-constitucion  ales  todas  las  contribuciones 
locales  que  afectasen  á  las  mercancías  importadas,  desde  el  derecho  de 
patente  sobre  tiendas  de  abarrotes  ó  almacenes  de  ropa,  hasta  la  im- 
puesta sobre  los  capitales  que  esas  mercancías  representan:  desde  la  di- 
recta que  en  reemplazo  de  las  alcabalas  decretasen  los  Estados,  hasta 

El  Congreso  recordará  que  este  Proyecto  de  Arancel  se  declaró  con  lugar  á  votar  con  muy  poca  discu- 
sión, se  pasó  al  Ejecutivo  y  éste  le  ¿izo  obser?aciones,  por  caya  razón  volvió  á  la  Comisióui  la  que  la 
estudió  detenidamente,  y  lo  modificó  de  nuevo- 

Yo  pregunto,  señor,  ¿este  artículo  44  no  era  precisamente  el  que  se  refiere  á  este  punto?  Este  artí- 
culo 44  dice  simplemente  que  los  efectos  extranjeros  pagarán  á  su  entrada,  sin  que  después  puedan  ser 
gravados  por  ninguna  otra  autoridad  que  no  sea  por  los  m.inicipios  en  el  lugar  del  consumo.  Asi  es  que 
este  artíciilo  diferia  del  19  en  este  punto,  que  en  este  Arancel  no  se  puede  imponer  derecho  ninguno  si- 
no solamente  con  el  permiso  del  Congreso. 

Según  aquel  proyecto  de  Aiancel,  solo  se  podía  imponer  un  derecho  municipal-  Uno  y  otro  dicen; 
los  Estados  no  pueden  gravar  la  importación  ni  exportación  de  los  efectos  extranjeros,  sin  el  previo  per- 
miso del  Congreso-  ¿Cómo  es  que  ahora  no  le  parece  bien  á  su  señoríü  el  artículo  19,  cuando  antes  lo 
creía  bueno?  Además,  la  inteligencia  del  articulo  constitucional  ha  sido  la  de  los  artículos  de  ambos, 
aranceles. 

Si  la  inteligencia  del  artículo  constitucional  es  esta;  si  por  la  Suprema  Corte  de  Justicia  se  hauda- 
do  varias  ejecutorias,  creo  que  esto  basta  para  reconocer  lo  que  el  articulo  del  Arancel  exige,  prohibiea— 
tiendo  á  los  Estados  gravar  la  importación  ó  exportación  de  los  efectos  extranjeros. 

Por  otra  parte,  señor,  el  comerciante  que  no  quiera  pagar,  con  solo  recurrir  al  juicio  de  amparo,  nu- 
linca  la  autorización  que  tienen  los  Estados,  y  aun  suponiendo  que  el  jaez  de  Distrito  respectivo  pase 
á  la  revisión  de  la  ¡Suprema  Corte  de  Justicia  su  decisión,  como  áije  antes,  hay  varias  ejecutorias  dadas 
por  ella  en  que  se  comprueba  q\ielos  Estados  no  pueden,  sin  consentimienno  del  Congreso  de  la  Unión, 
imponer  derechos  á  los  obj-j  os  extranjeros.  De  aquí  es  que  lo  que  se  adelantaría  no  sería  mas  que  la. 
violación  del  artículo  112  dj  la  Cuusituciou-  Y  si  esta  pretensión  es  ahs'jrda,  en  tal  caso  sería  bueno 
que  se  modiCque  el  artícnlu  cuando  la  Comisión  se  ocupase  de  estas  reformas,  porque  esta  es  una  pre_: 
venció-;  constitucir.r ;  J,  .  t,,ta  la  interpretación  que  le  ha  dado  el  primer  tribunal  de  la  Nación — Obra.. 
y  tomo  cit-,  nág-  ¿90-) 
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las  indirectas  qne,  sin  ser  aleábalas,  se  impusieran  sobre  el  comercioin- 
terior,  la  de  un  tanto  por  ciento  sobre  ventas,  por  ejemplo.  Los  artícu- 
los 19  y  83  del  arancel  prohiben  imponer  todos  esos  derechos  sobre  las 
mercancías  extranjeras  y  esa  prohibición  no  está  ni  con  mucho  sosteni- 
da por  el  articulo  l24,de  la  Constitución:  ¿lo  estará  acaso  por  el  articuío 
112? 

Para  responder  á  esta  preg'unta,  no  pidiendo  ya  inspiraciones  al  de- 
recho constitucional,  sino  atendiéndose  solo  á  los  dictados  de  una  con- 
ciencia recta,  á  las  sugestiones  del  simple  bnen  sentido,  basta  concretar 
á  algunos  casos  prácticos  esa  cuestión  abstracta.  Se  importa  del  ex- 
tranjero una  valiosa  maquinaria;  se  la  monta  en  el  edificio  conveniente: 
ei  Estado  en  que  está  ubicada  ¿no  puede  cobrarle  la  contribución  sobre 
fincas  que  pagan  todas  las  de  su  territorio?  Uno  dgs  nuestros  millona- 
rios se  fabrica  para  su  habitación  un  palacio  construido  con  los  mármoles 
de  Italia,  decorado  con  todos  los  productos  del  arte  extranjero,  ¿ese  pa- 
lacio queda  exento  del  impuesto  local,  atendida  la  procedencia  de  los 
materiales  de  su  construcción?  Si  tan  irritantes  privilegios  concediera 
la  Constitución,  seria  preciso  renegar  de  ella,  como  de  la  más  inicua  de 

las  leyes! 

Si  bajo  igual  punto  de  vista  consideramos  el  tnismo  privilegio  conce- 
dido á  la  exportación,  tendremos  que  tropezar  con  iguales  absurdos. 
Si  las  cosas  exportables  tampoco  han  de  pagar  el  impuesto  local  para 
no  recargar  el  derecho  de  exportación-,  si  ninguna  contribución  ha  de 
recaer  sobrt  los  frutos,  géneros  ó  efectos  que  se  importan  ó  exportan, 
tendremos  que  reconocer  como  consecuencia  de  esa  doctrina,  que  son 
ilegitimes  todos  los  impuestos  directos  ó  indirectos  que  gravan,  no  solo 
los  efectos  extranjeros,  sino  los  nacionales;  los  frutos  naturales  de  nues- 
tro suelo,  los  productos  de  nuestra  industria,  los  minerales,  las  made- 
ras, el  café,  el  tabaco,  la  vainilla,  el  aziicar,  el  aguardiente,  las  pieles, 
etc.,  etc.;  todo  lo  exportable,  todo  lo  que  va  al  extranjero  en  cambio  de 
lo  que  de  él  recibimos,  no  debe  pagar  contribuciones,  porque  ellas  son 
un  avviento  del  dereclio  de  exportación.  Y  de  notarse  es  que  tal  exen- 
ción debe  alcanzar,  no  solo  á  los  frutos  exportables,  sino  á  las  fincas  de 
donde  se  extraen  ó  qiie  los  producen;  á  las  minas,  los  bosques,  plantíos, 
de  café,  ingenios  de  aztxcar,  haciendas  de  caña,  de  tabaco,  porque  has- 
ta la  contribución  directa  sobre  estas  fincas  amnentaría  el  derecho  de 
exportación.  Q.ue  esta  doctrina  está  condenada  por  nuestro  derecho 
constitucional,  creo  haberlo  demostrado  con  evidencia.  Y  el  simple 
buen  sentido  basta  á  juzgar  de  ella  como  teoría  ecayióraica!  Estas  y 
aun  más  absurdas  consecuencias  derivadas  de  la  prohibición  absoluta 
del  arancel,  son  más  elocuentes  que  todos  los  raciocinios  para  compren- 
der que  el  artículo  constitucional  no  las  sanciona. 

¿Se  ha  percibido  ya  que,  abolidas  como  deben  Cjuedar  las  alcabalas, 
aun  deben  subsistir  las  facultades  de  los  Estados  para  decretar  contri- 
buciones directas  ó  indirectas,  que  no  sean  alcabalas,  sobre  todas  las 
mercancías  que  anden  en  su  tráfico  interior?  Estas  explicaciones  me 
eran  necesarias  para  hacer  ver  que  el  voto  del  Sr.  Prieto,  condenando 
el  derecho  de  consumo.,  no  significa  que  condene  igualmente  todas  las 
otras  contribuciones  locales  que  no  sean  alcabalas:  estas  explicaciones 
servirán  también  para  vencer  ciertas  resistencias  que  se  hacen  á  la  in- 
teligencia que  doy  al  articulo  112. 

Tengo  ahora  que  ocuparme  del  discurso  del  Sr.  Martínez  de  la  Torre. 
Pocas  palabras  bascan  á  evidenciar  que  el  fundameuío  de  sus  argumen- 
taciones constitucionales,  no  solo  es  falso,  sino  contraproducente.  Este 
fundamento  no  es  otro  que  la  doctrina  de  Story,  comentando  el  articu- 
lo 1."^,  sección  YIII,  part.  3.*  de  la  Constitución,  doctrina  contenida  en 
los  números  506  y  507  de  la  obra  de  ese  autor,  i  Pero  Story  dista  mucho 
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1    Estos  números  están  equivocados  sin  duda  por  error  de  iraprents-  deben  ser  los  números  lOKf 

7. 
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de  profesar  las  opiniones  que  aquel  orador  le  atribuyó,  porque  precisa- 
mente sostiene  las  contrarias;  las  de  Marshall,  de  que  antes  he  hablado 
aceptadas  umversalmente  por  los  publicistas  y  jurisconsultos  americanos?. 
Story,  por  único  comentario  del  precepto  constitucional  relativo,  copia 
integra  y  con  respeto  la  opinión  de  Marshall.  i  Esto  sabido,  caen  faltas 
de  base  aquellas  argumentaciones,  y  las  doctrinas  y  las  prácticas  de  los 
Estados-Unidos  son  su  mejor  refutación,  porque  lejos  de  ser  cierto  que 
•en  aquel  pais  la  mercancía  importada  esté  exenta  del  impuesto  local, 
lo  contrario  es  exactamente  la  verdad. 

Pero  ja.  que  de  aquel  comentario  de  Story  se  ha  hablado,  trayéa- 
dolo  tan  fuera  de  propósito  para  defender  los  artículos  del  arancel,  yo 
debo  á  mi  vez  invocarlo  para  afirmar  la  teoría  que  defiendo.  Aquel  tex- 
to americano  es  el  concordante  de  la  fracción  IX  del  artículo  72  de  nues- 
tra Constitución,  del  que  antes  me  he  ocupado,  y  aunque  la  inexactitud 
de  su  redacción  pudiera  hacer  creer  que  el  Congreso  al  regular  el  co- 
inercio  entre  los  Estados,  está  facultado  para  legislar  sobre  éomercia 
¿7i¿er¿o?',  jamás  los  americanos  han  entendido  que  esas  regulaciones  pue- 
den llegar  hasta  prohibir  á  los  Estados  el  decretar  impuestos  sobre  él, 
hasta  uniformar,  bajóla  acción  federal,  esos  impuestos.  Es  Story  mismo 
quien  explicando  ese  texto,  enseña  que  «todo  lo  que  se  refiere  al  comer- 
cio interior  de  un  Estado  puede  propiamente  considerarse  como  reser- 
vado al  Estado  miPmo:))2  que  el  poder  para  regular  el  comercio,  es  ente- 
ramente distinto  del  de  imponer  contribuciones,  porque  «el  primero  es 
exclusivo,  mientras  que  el  segundo  puede  ser  concui-rente.  La  facultad 
del  OoQgreso  para  establecer  contribuciones  no  es  necesaria  y  natural- 
mente incompatible  con  la  de  los  Estados.  El  poder  Legislativo  federal 
y  el  local  pueden  cada  uno  á  su  vez  establecer  un  impuesto  sobro  et 
mismo  articulo,  sin  invadir  las  atribuciones  supremas  del  otro.»  3  Los 
publicistas  americanos  entienden  su  precepto  en  el  sentido  de  que  ios 
Estados  no  pueden  cobrar  derechos  de  tránsito,  ó  imponer  contribucio- 
nes más  altas  á  los  efectos  de  otros  Estados  que  á  los  suyos  propios,  * 
es  decir,  lo  entienden  en  el  sentido  natural  que  tiene  la  fracción  IX  de 
nuestro  articulo  72,  en  el  sentido  de  que  en  el  comercio  de  Estado  á  Es- 
tado no  se  establezcan  restricciones  onerosas.  La  concordancia  de  estos 
textos,  á  la  vez  que  nos  da  nuevo  testimonio  de  que  nuestra  Constitu- 
ción es  más  perfecta  que  la  americana,  nos  suministra  todavía  otra  prue- 
ba de  que  nosotros,  hasta  contrariando  la  letra  de  nuestros  textos,  nos 
empeñamos  en  seguir  prácticas  que,  como  opuestas  al  principio  federa- 
tivo, han  c©ndenado  los  publicistas  de  la  República  vecina,  aun  tenien- 
do para  ello  que  interpretar  restrictÍA^amente  su  Constitución. 

El  señor  Ministro  de  Hacienda  defendió,  como  he  dicho,  los  artículos 
atacados  del  arancel,  apoyándolos  en  la  interpretación  que  en  varias 
ejecutorias  ha  dado  este  Tribunal  á  la  fracción  1  del  articulo  112  de  la 
Constitución.  Después  de  cuanto  he  dicho  tratando  de  fijar  la  inteligen- 
cia de  este  precepto,  tomándola  de  la  que  le  dio  el  Constituyente,  desús 
palabras,  de  sus  motivos,  de  su  concordancia  con  otros  preceptos  del 
mismo  Código,  de  su  comparación  con  la  legislación  extranjera;  des- 
pués que  he  creído  refutar  las  objeciones  que  se  hacen  en  el  terreno 
constitucional  á  la  teoría  que  he  defendido,  me  será  permitido  decir» 
■aunque  con  pena,  que  yo  no  acepto  esas  ejecutorias,  ni  reputo  legitima 
la  interpretación  que  han  dado  á  aquel  artículo,  porque,  así  lo  siento 
con  profundo  convencimiento,  esa  interpretación  es  la  negación  del  sis- 
tema federal.    Sin  hablar  especialmente  de  esas  ejecutorias,  he  comba- 

1  Números  1,017  á  1,031. 

2  "The  complete  Internal  commerce  of  a  State,  may  be  properly  considered  as  reservad  to  the  State 
itself."  Núm-  1,065. 

3  "The  latter  may  be  concnrrent,  while  the  former  is  exclusive The  power  of  Congress  xa. 

laying  tases,  is  not  necessarily  or  natnraly  inoonsistent  with  that  of  the  States.   Each  may  lay  a  tax  on 
the  same  propertv  witliout  iuterferring  with  the  action  of  other-"  Número  li068- 

á    Número  1,066. 
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tido  sus  fundamentos  al  estudiar  por  todas  sus  faces  la  cuestión  que  tan- - 
to  me  ha  ocupado.    Encargarme,  pues,  de  la  argumentación  del  señor 
Ministro  de  Hacienda,  seria  tanto  como  repetir  todas  mis  anteriores  de- 
mostraciones, y  no  debo  hacerlo. 

Pero  si  me  resta  arin  que  decir  tan  pocas  palabras,  como  me  lo  exige- 
mi  empeño  de  concluir  pronto  para  no  abusar  de  la  benevolencia  de  los 
señores  Magistrados,  sobre  un  punto  que  esas  ejecutorias  tocan,  invo- 
cándolo como  un  fundamento  capital,  y  del  que  no  he  podido  ocuparme 
sino  incidentalmente.  Esto  es  tanto  más  necesario,  cuanto  que  el  Juez 
de  Distrito  de  Sonora  apoya  también  su  sentencia  en  ese  fundamento. 
Dice  ese  Juez  que  el  impuesto  local  «viene  en  realidad  á  ser  un  aumen- 
to de  la  exportación,»  y  por  esto  considera  á  aquel  como  prohibido  por 
el  articxilo  112.  ¿Pero  esa  aseveración  es  aceptable?  Veámoslo. 

Cuando  yo  tuve  Ja  necesidad,  el  deber  de  combatir  una  ejecutoria 
de  esta  Corte,  la  de  28  de  Marzo  de  1874,  que  resolvió  cuestiones  muy 
semejantes  á  las  del  presente  amparo,  impugnando  aquel  concepto,  de- 
cía esto:  «No  existe  ni  puede  existir  texto  expreso  en  la  Constitución 
que  prohiba  á  los  Estados  imponer  derechos  alas  mercancías,  á  los  pro- 
ductos mismos  de  su.  suelo,  aun  cuando  tales  derechos  alcen  el  valor  de 
la  mercancía  que  sale  por  un  puerto.  Y  si  ese  texto  ho  existe,  como  es 
la  verdad,  nosotros,  y  con  nosotros  todos  los  que  respeten  la  ley,  sosten- 
dremos contra  la  autoridad  de  la  Corte,  que  los  Estados  pueden  decre- 
tar contribuciones  sobre  los  productos  de  su  suelo,  aunque  encarezcan 
esos  productos,  aunque  alcen  su  valor,  aunque  sean  un  recargo  sobre  la 
exportación.» 

«Decimos  que  ese  texto  Ho  puede  existir  en  la  Constitución:  habría- 
sido  preciso  que  los  constituyentes  hubieran  estado  atacados  de  demen- 
cia, para  que  ellos,  que  quisieron  constituir  Estados  soberanos  en  su  ré- 
gimen interior,  les  hubieran  prohibido,  so  pretexto  de  no  gravar  la  ex- 
portación, hasta  la  contribución  directa  sobre  los  predios.  El  algodón, . 
el  café,  el  tabaco,  cuantos  productos  agrícolas  salen  de  un  Estado,  lle- 
van en  su  valor  el  recargo  que  les  ocasiona  la  contribución  directa  que 
causan  las  tierras.   ¿Habrá  quien  sostenga  que  esa  contriljución  directa, 

es  anti-constitucional porque  ella  alza  el  valor  de  la  mercancía? 

Y  lógicamente  asi  habría  de  sostenerse:  de  los  principios,  de  la  argu- 
mentación que  refutamos,  esa  extraña,  absurda  consecuencia  se  deduce. 
Sólo  queriendo  los  constituyentes  burlarse  de  su  obra,  pudieron  haber  ■ 
prohibido  á  los  Estados  el  imponer  derechos  sobre  productos  agrícolas, 
minerales,  industriales,  etc.,  para  que  esos  derechos  no  fueran  en  últi- 
mo análisis  á  encarecer  el  valor  de  la  mercancía á  su  salida  por 

el  puerto.  Establecer  tal  prohibición  y  hacer  imposible  la  Federación  es 
una  misma  cosa:  asegurar  la  soberanía  y  quitar  á  los  Estados  sus  ren- 
tas, porque  ellas  pudieran  ser  un  aumento  de  las  federales  que  se  cau- 
san á  la  exportación,  habría  sido  una  obra  de  demencia  en  el  Congreso  • 
Constituyente.»  i 

Prescindiendo  de  estas  consideraciones  constitucionales,  la  razóa. 
pura  concibe  que  el  impuesto  local,  que  no  tiene  referencia  con  el  acto  • 
de  importar  ó  exportar,  no  es  un  aumento,  un  recargo  de  los  derechos- 
de  importación  ó  exportación.    Bien  está  que  un  impuesto  adicional  sa- 
bré estos  derechos,  que  un  impuesto  basado  en  los  aforos  de  las  adua- 
nas marítimas,  en  el  tanto  por  ciento  de  esos  mismos  derechos,  pueda . 
decirse  aumento  ó  recargo  de  ellos;  pero  la  contribución  directa  ó  indi- 
recta que  se  cobra  á  las  mercancías,  sin  consideración  alguna  á  que- 
vengan  ó  vayan  al  extranjero,  sino  atendiendo  sólo  á  que  constituyen 
una  parte  de  la  riqueza  pública  cuotizable,  no  puede  merecer  esa  cali- 
ficación. Ninguna  relación  existe  entre  esos  dos  tributos,  el  marítimo  y 

1    El  amparo  concelido  contra  las  leyes  de  los  Eitálos  cíue  ím^diieü  coatrlbucioues  á  los  metales  - 
precioso.,  xJÍ.giiia  87- 
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el  interior;  son  dos  derechos  perfectamente  distintos,  sin  que  el  uno  sea 
caiisa  ó  motivo  del  otro;  tan  distintos,  como  lo  son  el  acto  de  importar, 
y  el  de  vender  por  menor  las  cosas  que  se  han  comprado  al  importador. 
Los  derechos  marítimos  recaen  sobre  las  utilidades  del  importador  ó  del 
exportadoi-,  y  los  impuestos  locales  sólo  afectan  las  del  comprador  de  la 
mercancía  importada  ó  las  del  productor  de  la  cosa  exportable;  y  así 
como  no  se  puede  decir  que  éstas  sean  un  auijiento  de  aquellas,  así  tam- 
poco estos  impuestos  son  el  aumento  de  aquellos  derechos. 

Estimo  por  estos  motivos  insostenible  de  por  sí  el  fundamento  en  que 
él  juez  de  Sonora  apoya  su  sentencia,  y  del  todo  inaceptable,  si  se  con- 
sidera á  la  luz  de  las  demostraciones  constitucionales  que  aseguran  á 
los  Estados  sus  facultades  para  decretar  impuestos  sobre  las  cosas  im- 
portadas y  las  exportables. 

En  el  debate  parlamentario  de  que  estoy  hablando,  se  trataron  mu- 
chas y  g-raves  cuestiones  económicas  de  las  que  un  tribunal  no  pxiede 
ocuparse:  las  tarifas  del  arancel,  la  alza  de  los  derechos  de  importación 
en  cambio  de  la  baja  de  los  de  exportación;  la  exención  de  éstos  á  la 
plata,  etc.,  etc.,  fueron  materias  que  ocuparon  la  atención  del  Congreso. 
Sin  deber  yo  en  este  lugar  ni  aun  tocarlas,  bástame  para  prevenir  el 
mal  efecto  que  ciertas  teorías  económicas  pudieran  causar  en  la  aplica- 
ción práctica  de  las  constitucionales  que  he  defendido,  indicar  en  pocas 
palabras  que  éstas  jamás  pueden  subalternarse  á  aquellas,  y  que  no  per- 
judican, como  se  cree,  la  producción  y  exportación  de  frutos  nacionales, 
como  de  ello  dan  elocuentísimo  testimonio  los  Estados  Unidos.  Los  obs- 
táculos de  nuestra  exportación  no  son  los  impuestos  locales:  lo  son,  en- 
tre otras  muchas  causas,  las  altas  tarifas  de  los  ferrocarriles,  los  caros 
fletes  por  nuestros  caminos.  Necesario  como  es  favorecer  la  exportación, 
la  Federación  debe  hacerlo,  en  su  órbita,  sin  invadir  la  de  los  Estados; 
privándose  de  la  percepción  de  ciertos  derechos,  no  prohibiendo  á  éstos 
el  poder  de  taxación;  concediendo  la  exención  de  derechos  marítimos  á 
la  plata,  no  oponiéndose  á  que  un  solo  impuesto  local  recaiga  en  una 
mina.  Una  vez  puestos  abí  en  armonía  el  principio  constitucional  y  la 
teoría  econóriiica,  los  Estados  sabrían  también  seguir  el  buen  camino, 
porque  conocedores  de  sus  intereses,  no  dificultarían  la  exportación  de 
los  frutos  de  su  suelo,  no  estorbarían  el  desarrollo  de  su  riqueza.  Sólo 
para  que  se  vea  que  ese  principio  y  esa  teoría  no  andan  divorciados, 
como  lo  suponen  los  amigos  de  launiíormidad  del  impuesto  interior;  sólo 
para  presentar  aun  por  este  lado  invulnerables  las  doctrinas  constitu- 
cionales que  he  defendido,  me  he  tomado  la  licencia  de  hacer  estas  bre- 
vísimas indicaciones  sobre  estos  puntos. 

¿Me  será  licito  deducir  del  análisis  que  he  hecho  de  la  discusión  ha- 
bida en  el  G.°  Congreso  sobre  los  artículos  19  y  83  del  arancel,  que  la 
defensa  qxie  de  éstos  se  hizo,  no  sirve  más  que  para  afirmar  la  teoría  que 
profeso?  No  quiero  ser  yo  quien  responda  á  esa  pregunta. 


XI 

Es  conclusión  final  de  todas  las  demostraciones  que  creo  haber  hecho, 
ésta:  lejos  de  invadir  el  Estado  de  Sonora  la  esfera  de  la  autoridad  fe- 
deral, imponiendo  una  contribución  á  la  plata  y  el  oro  que  se  producen 
en  su  territorio,  es  el  Juez  de  Distrito  quien  ha  restringido  la  soberanía 
de  ese  Estado,  negándole  la  facultad  de  decretar  impuestos  á  los  pro- 
ductos de  su  suelo,  á  los  valores  que  andan  en  su  tráfico  interior.  Ésta 
es  mi  opinión,  y  de  acuerdo  con  ella  votaré  revocando  la  sentencia  de 
ese  Juez. 

He  concluido  por  fin  la  larga  tarea  que  me  impuse.  Deberes  de  con- 
ciencia y  no  sugestiones  de  amor  propio,  convicciones  profundas  y  no 
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el  espíritu  sistemático  de  escuela,  me  han  obligado  á  defender  otra  vez, 
y  hasta  donde  mis  fuerzas  alcanzan,  la  soberanía  de  los  Estados  y  coa 
ella  el  sistema  de  g-obierno  que  nos  rige.  Sincera  como  lo  es  mi  pena  al 
atacar  las  ejecutorias  de  este  Tribunal,  y  completa  como  lo  es  también 
mi  insuficiencia  para  oponerme  á  la  tradición  que,  conservada  en  nues- 
tras leyes,  ha  llegado  hasta  nosotros  sostenida  por  estadistas  que  respe- 
to, no  he  podido  permanecer  en  silencio  cuando  se  trata  de  una  cuestión 
en  que  está  vivamente  interesada  la  esencia  misma  del  principio  fede- 
rativo. Si  yo  me  engaño,  si  mis  opiniones  son  erróneas,  la  sinceridad  con 
que  las  profeso  me  servirá  de  excusa  en  este  Tribunal  del  solícito  em- 
peño con  que  defiendo  teorías  en  que  de  tiempo  atrás  creo  que  está  viu 
culado  el  perfeccionamiento  de  nuestras  instituciones. 


La  Suprema  Corte  pronunció  la  siguiente  Ejeoutoria: 

México,  8  de  Mayo  de  1880. — Visto  el  recurso  de  amparo  que  ante  el 
Juzgado  de  Distrito  de  Sonora  instauró  Alejandro  Willard  como  agente 
de  la  negociación  minera  «La  Barranca»  y  «Libertad,»  contra  los  proce- 
dimientos del  Administrador  de  rentas  de  Hermosillo,  que  conforme  al 
decreto  número  64  de  la  Legislatura  del  Estado,  expedido  en2D  de  Abril 
de  1879,  le  exige  el  pago  de  ochocientos  veintiséis  pesos  ochenta  y  tres 
centavos,  derechos  al  uno  y  medio  por  ciento  sobre  el  valor  de  treinta 
y  cinco  barras  de  plata  que  fueron  exportadas  por  el  puerto  de  Guay- 
mas,  previo  el  pago  de  los  derechos  de  exportación;  con  cuvos  procedi- 
mientos considera  el  promovente  que  se  han  violado  las  garantías  con- 
signadas en  el  articulo  16  de  la  Constitución  general,  y  con  la  expedi- 
ción del  citado  decreto  se  ha  infringido  la  fracción  I  del  articulo  112 
constitucional,  y  en  consecuencia  se  ha  invadido  la  esfera  del  poder  fe- 
deral. Visto  el  fallo  del  Juez  primero  suplente  de  Distrito,  fecha  21  de 
Enero  iiltimo,  en  que  se  concede  el  amparo  solicitado;  y 

Considerando,  1.°:  Que  si  bien  es  cierto  que  según  la  fracción  I  del 
articulo  112  de  la  Constitución,  los  Estados  no  pueden,  sin  consentimien- 
to del  Congreso  de  la  Unión,  imponer  contribuciones  ó  derechos  sobre 
importaciones  ó  exportaciones,  también  lo  es  que  ese  precepto  constitu- 
cional no  ha  sido  infringido  en  manera  alguna  por  el  decreto  de  la  Le- 
gislatura de  25  de  Abril  de  1879,  puesto  que  él  no  imoone  al  oro  y  plata 
pasta  derechos  por  su  exportación,  ni  recarga  ó  aumenta  los  ya  estable- 
cidos á  este  respecto  por  la  ley  general,  porque  lo  único  que  grava  es 
la  producción  de  esos  metales,  sin  tener  en  cuenta  si  ellos  se  han  de  en- 
viar ó  no  al  extranjero: 

Considerando,  2.°:  Que  los  impuestos  que  los  Estados  decreten  sobre 
los  objetos  que  constituyen  su  riqueza  piiblica,  no  pueden  siempre  y  en 
todos  casos  reputarse  como  aumento  de  los  derechos  de  exportación, 
porque  cuando  esos  impuestos  no  tienen  relación  alguna  con  la  expor- 
tación, sino  que  se  exigen  en  razón  de  ser  la  materia  sobre  que  recaen, 
parte  de  la  riqueza  del  Estado,  no  se  pueden  considerar  como  aumento 
de  la  exportación,  aunque  alcen  el  valor  de  la  mercancía,  puesto  que  si 
así  fuera,  los  Estados  no  podrían  gravar  ninguno  de  sus  productos  que 
fuesen  susceptibles  de  ser  exportados, y  esto  les  privaría  de  los  recursos 
que  necesitan  para  su  administración. 

Considerando,  3,°:  Que  es  incontrovertible  la  facultad  que  tuvo  la 
Legislatura  al  expedir  el  decreto  de  que  se  trata,  toda  vez  que  los  Es- 
tados por  su  soberanía  é  independencia  en  cuanto  al  régimen  interior, 
están  en  su  perfecto  derecho  para  establecer  impuestos  sobre  toda  clase 
de  valores  que  se  hallen  en  su  territorio  respectivo,  así  como  sobre  suá 
productos,  sean  mineros,  agrícolas  ó  industriales,  pues  nunca  puede  ar- 
güir contra  esa  facultad  sancionada  en  el  artículo  117  de  la  ley  funda- 
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mental  y  tan  necesaria  para  la  existencia  de  las  entidades  federativas, 
la  circuiastancia  de  que  unos  artículos  ó  mercancías  sean  más  fácilmen- 
te exportables  que  otros: 

Considerando,  4<?  Que  prohibiendo  á  los  Estados  la  fracción  1  del 
articulo  112,  imponer  contribiiciones  ó  derechos  sobre  importaciones  ó 
exportaciones,  y  facultando  al  Congreso  de  la  Unión  la  parte  I  de  la 
fracción  IX  del  articulo  72,  para  expedir  aranceles  sobre  el  comercio  ex- 
tranjero, bi  bien  es  de  la  exclusiva  competencia  del  Poder  federal  la  le- 
gislación sobre  el  comercio  extranjero,  corresponde  á  los  Estados  la  del 
comercio  interior,  sin  más  ingerencia  de  aquel  poder  que  el  impedir  que 
en  el  comercio  de  Estado  á  Estado  se  establezcan  restricciones  onero- 
sas, como  lo  declara  la  seguada  parte  de  la  citada  fracción  IX: 

Considerando,  5°. :  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  el  Administrador 
de  rentas  de  Hermosillo,  al  cobrar  el  uno  y  medio  por  ciento  al  promo- 
vente,  ha  ajustado  sus  procedimientos  á  una  disposición  que  no  tiene  el 
vicio  de  inconstitucional  en  la  parte  relativa,  y  por  lo  mismo  no  hubo 
invasión  de  la  autoridad  local  en  la  esfera  federal: 

Por  estas  consideraciones  y  con  arreglo  á  los  artículos  lül  y  102  de 
la  Constitución  federal,  se  decreta: 

1?  Es  de  revocarse  y  se  revoca  el  mencionado  fallo  del  Juez  1°  su- 
plente de  Distrito,  y  se  declara:  que  la  justicia  de  la  Unión  no  ampara 
ni  protege  á  Alejandro  Willard  contra  los  actos  de  que  se  queja. 

2°    Lo  acordado. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juez  de  Distrito  qiie  las  elevó  á,  re- 
visión, acompañándole  testimonio  de  esta  sentenciapara  los  efectos  con- 
siguientes; publlquense  las  principales  piezas  de  este  expediente,  que 
se  designan  en  la  segunda  parte  del  acordado,  agregándose  en  lo  con- 
ducente las  actas  respectivas  y  los  discursos  de  los  Ciudadanos  Magis- 
trados que  pronunciaron  al  tiempo  de  la  vista;  archivándose  á  su  vez 
el  Toca. 

Asi  por  tmanimidad  de  votos  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presiden- 
te y  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — Ignacio  L. 
Vallaría. — Pedro  Ogazón  — Manuel  Alas. — Miguel  Blanco. — J.  M.  Bau- 
tista.— Juan  M.  Vázquez. — Eleuterio  Avila. — José  Manuel  Saldaña. — G, 
Garza  García. — P.  Ortiz. — José  Eligió  Muñoz. — Enrique  Landa,  Secre- 
tario. 1 


Después  de  esta  ejecutoria,  la  Suprema  Corte  ha  pronunciado  otras 
sentencias  en  que  ha  confirmado  las  mismas  doctrinas.  Pueden  citarse 
estas: 

México,  Julio  19  de  1880. — Visto  el  recurso  de  amparo  interpuesto  an- 
te el  Juzgado  de  Distrito  del  Estado  de  Yucatán,  por  Felipe  Ibarra  y 
Compañía  contra  el  encargado  de  la  Tesorería  Municipal,  que  les  cobra 
quinientos  pesos  mensuales  de  contribución  municipal,  con  infracción 
de  los  artículos,  4°. ,  16,  22,  27  y  31,  fracción  2»;  de  la  Constitución  fede- 
ral, segain  lo  asientan  los  quejosos:  Visto  el  fallo  del  juez  de  Distrito  que 
otorga  el  amparo,  y  considerando: 

Que  la  interposición  del  recurso  se  funda  en  es*os  dos  puntos  prin- 
cipalmente: lo  siendo  inconstitucional  el  arancel  de  arbitrios  municipa- 
les que  rige  en  el  presente  año  en  la  ciudad  de  Mérida,  lo  mismo  quelos 
de  los  años  anteriores,  porque  recarga  los  derechos  de  importación,  sin. 
que  para  ello  tenga  el  Estado  de  Yucatán  permiso  del  Congreso  de.  la 
Unión,  como  la  fracción  I  del  articulo  112  lo  requiere,  los  prnmoventcs 
se  han  resistido  á  pagar  conforme  á  la  tarifa  señalada  en  este,   arancel; 

1  Los  documentos  relativos  áeste  amparo  están  publicados  en  suplementos  al  "Diario  Oicial''  nú- 
meros 127, 128  y  130,  correspondientes  á  los  días  27,  28  y  31  de  Mayo  de  1880. 


80 

y  2?  partiendo  de  qtie  el  capital  no  es  de  veinte  mil  pesos  como  la  jun- 
ta cuotizadora  lo  ha  supuesto,  creen  los  recurrentes  que  en  su  perjuicio 
se  ha  violado  el  artículo  31,  fracción  II  de  la  Constitución,  porque,  se- 
g'iin  éste,  toda  contribución  debe  ser  proporcional  y  equitativa  para 
oblig-ar  al  mexicano,  y  una  contribución  que  absorve  la  mayorpartedel 
capital  sobre  que  se  impone,  no  es  equitativa  ni  proporcional. 

Considerando  en  cuanto  al  primer  punto,  esto  es,  si  el  arancel  de  ar- 
bitrios del  Municipio  de  Mérida,  de  27  de  Diciembre  de  1879,  viola  el  ar- 
tículo 112  de  la  Constitución: 

Que  de  la  inquisición  minuciosa  de  los  motivos  que  oblig-aron  á  los 
constituyentes  á  inscribir  en  el  Códig-o  fundamental  la  fracción  I  de  su 
artículo  112,  se  infiere  que  la  rinica  inteligencia  posible  de  esta  dispo- 
sición y  que  la  concille  con  otras  del  mismo  Código,  es  la  de  que  la  pro- 
hibición de  imponer  recargos  á  los  derechos  de  importación  se  limita 
como  el  texto  lo  indica,  á  los  derechos  sobre  el  comercio  exterior,  de- 
jando ilesa  y  sin  restricciones  la  soberanía  de  los  Estados  en  cuanto  á 
los  impuestos  sobre  el  tráfico  interior,  sobre  el  cual  no  tiene  el  Congre- 
so de  la  Unión  otra  facultad  que  la  de  decretar  bases  generales  paraque 
en  el  comercio  de  Estado  á  Estado  no  se  establezcan  restricciones  one- 
rosas. En  consecuencia,  desde  el  momento  en  que  las  cosas  importadas 
han  pagado  sus  derechos  de  puerto  y  se  han  mezclado  c^n  la  riqueza 
del  Estado,  pueden  ser  gravadas,  y  solo  en  este  sentido,  que  es  el  mis- 
mo en  que  se  ha  interpretado  un  artículo  análogo  de  la  Constitución 
de  los  Estados  Unidos,  puede  ser  entendido,  queriendo,  como  quiso  é\ 
Constituyente,  establecer  el  régimen  federal  y  no  privar  á  los  Estados 
de  los  recursos  que  pudieran  sacar  del  comercio  interior.  Estas  conside- 
Taciones,  extensamente  expuestas  eii  el  debate  del  amparo  promovido 
ante  el  Juzgado  de  Distrito  de  Sonora  por  Alejandro  Willard,  fundaron 
la  jurisprudencia  que  esta  Corte  ha  adoptado,  decidiendo  en  el  fallo  de 
ese  juicio:  que  eá  incontrovertible  la  facultad  de  los  Estados,  por  su  so- 
beranía é  independencia  interior,  para  establecer  impuestos  sobre  toda 
clase  de  valores  que  se  hallen  en  su  tei'ritorio  respectivo,  así  como  so- 
bre sus  productos,  sean  mineros,  agrícolas  ó  industriales;  de  donde  de- 
be deducirse  que  el  arancel  vigente  en  Mérida,  porque  grava  los  efec- 
tos que  han  sido  importados,  tachado  de  inconstitucional  por  los  pro- 
moventes,  no  invade  en  perjuicio  de  éstos  la  esfera  de  la  autoridad  fe- 
deral. 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  punto,  que  es  el  relativo  á  la 
proporcionalidad  del  impuesto,  proporcionalidad  que  los  quejosos  nie- 
g-an  hasta  asegurando  que  el  impuesto  que  se  les  exige  es  una  confisca- 
ción: Que  por  regla  general  no  toca  al  poder  Judicial  sino  al  Legisla- 
tivo determinar  la  tasa  del  impuesto  con  relación  al  capital,  siendo  final 
y  conclusiva  su  decisión  sobre  lo  que  es  propio,  justo  y  político  en  este 
punto,  sin  que  puedan  los  tribunales  revisar  esa  decisión  para  inquirir 
hasta  qué  grado  la  cuota  del  impuesto  es  el  ejercicio  legítimo  del  poder, 
y  en  cuál  otro  comienza  su  abuso  según  los  razonamientos  expuestos 
en  el  amparo  promovido  por  diversos  fabricantes  del  país,  contra  la  ley 
de  presupuestos  de  1879-80.  Es  cierto  que  la  justicia  federal  puede  in- 
tervenir cuando  la  contribución  decretada  traspásalos  límites  de  lospo- 
deres  del  legislador  y  constituye' una  verdadera  expoliación,  conculcan- 
do las  reglas  más  claras  de  justicia  y  por  consiguiente  ¡os  preceptos 
constitucionales;  pero  en  el  presente  caso  nada  de  esto  puede  decirse, 
porque  atendiendo  á  las  condiciones  especiales  de  los  capitales  consa- 
grados á  un  giro  mercantil,  la  Corte  tendría  que  hacer  un  examen  mi- 
nucioso en  un  orden  de  hechos  que  está  fuera  de  su  competencia,  para 
decidir  hasta  qué  punto  es  proporcional  la  cuota  al  capital,  examen  que 
tendría  que  partir  de  esta  base.  ¿Cuál  es  realmente  el  capital  délos  pro~ 
moventes?  Es  verdad  que  éstos  han  presentado  en  el  curso  de-  la  It'  ins- 
tancia una  prueba  testimonial  sobre  este  punto;  pero  por  ese  solo- data 
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no  puede  fijarse  el  capital  en  g'iro  de  los  quejosos,  supuesto  que  la  au- 
'toridad  que  asegura  ser  mayor,  no  es  parte  en  este  juicio,  y  no  ha  si- 
do oida  en  forma  sobre  este  punto.  Por  otra  parte,  los  mismos  promo- 
ventes  confiesan  en  su  aleg'ato  que  su  capital  es  de  diez  rail  pesos,  es 
decir,  de  la  mitad  del  que  les  fué  cuotizado,  y  bastaría  esto  para  con- 
vencerse de  que  el  impuesto  que  se  les  cobra  no  es  una  confiscación  ni 
constituye  una  espoliación  de  la  propiedad,  aunque  tal  impuesto  sea 
excesivo,  si  esa  cuotización  es,  como  se  dice,  inexacta.  A  esto  hay  ade- 
más que  ag'reg'ar,  que  los  promoventes  confiesan  también,  aunque  ta- 
chándolo de  abuso,  el  hecho  de  que  varios  comerciantes  en  Mérida  ha- 
cen introducciones  con  su  nombre,  lo  que  debió  tener  presente  sin  da- 
da la  Junta  graduadora;  pero  que  de  todos  modos,  con  estos  datos  for- 
zosamente incompletos,  nada  puede  decir  la  Corte  sobre  la  cuestión  da 
proporcionalidad,  puesto  qiie  en  el  presente  caso  no  se  realizan  las  coa- 
diciones de  flagrante  infracción  de  la  justicia,  que  autorizaran,  seg-iía 
los  comentadores  é  intérpretes  de  la  Constitución  americana,  cuyas  doc- 
trinas son  perfectamente  adecuadas  á  los  preceptos  de  la  nuestra,  la 
queja  de  los  promoventes: 

Considerando:  que  el  impuesto  de  qxie  se  trata  no  es  alcabala,  coao 
se  ha  dicho  en  este  juicio,  puesto  que  se  trata  de  una  contribuciÓQ  sobre 
capitales  en  giro  de  comerciantes  al  por  mayor,  según  la  ley  local  de 
24  de  Septiembre  de  1877: 

Considerando:  que  en  consecuencia  no  se  ha  violado  en  perjuicio  de 
los  promoventes  ninguna  de  las  garantías  individuales  que  invocan; 

Con  arreglo  á  los  articuloá  lUl  y  102  de  la  Constitución,  se  revócala 
sentencia  del  juez  de  Distrito,  y  se  declara:  que  la  Justicia  de  la  Unión 
no  ampara  á  Ibarra  y  Compañía  contra  el  cobro  de  quinientos  pesos 
mensuales,  importe  de  una  contribución  municipal  que  les  hace  el  Te- 
sorero del  Ayuntamiento  de  Méiñda. 

Devuélvanse  estas  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen,  con  copia 
certificada  de  esta  sentencia  para  los  efectos  legales,  archivándose  el 
Toca. 

Así,  por  mayoría  de  votos,  lo  declararon  los  ciudadanos  Presidente 
y  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal  Pleno  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — Ignacio  L.  Va- 
llaría.— Manuel  Alas. — Miguel  Blanco. — José  María  Bautista. — Juan 
M.  Vázquez.— Eleuterio  Avila. — José  Manuel  Saldaña. — Enrique  Lan~ 
da,  Secretario. 


México,  9  de  Agosto  de  1880. — Visto  el  juicio  d^e  amparo  que  ante  e- 
Juzgado  de  Distrito  de  Campeche  instauró  FrancÓíco  Ferrer  Otero, conl 
tra  el  acto  del  tesorero  general  del  Estado,  que  fundado  en  el  decreto 
de  la  Legislatura  del  mismo,  de  8  de  Diciembre  de  1870,  le  cobró  la 
cantidad  de  doscientos  ocho  pesos  treintay  un  centavos,  por  derechos  im- 
puestos á  treinta  y  cuatro  mil  setecientas  diez  y  ocho  libras  de  mante- 
ca extranjera  que  importó  de  Nueva  Orleans  en  el  pailebot  nacional 
«Mercedes-,»  con  cuyo  decreto  considera  el  promovente  que  se  invádela 
esfera  de  la  autoridad  federal,  puesto  que  solo  al  Congreso  correspon- 
de expedir  aranceles  sobre  el  comercio  extranjero,  y  además  se  falta  á 
lo  prescrito  en  la  fracción  I  artículo  112  de  la  Constitución,  lacual pro- 
hibe á  los  Estados  imponer  contribuciones  ó  derechos  sobre  importa- 
ción es  ó  exportaciones.  Visto  el  fallo  del  Juez  de  Distrito,  fecha  12  de 
Mayo  del  corriente  año,  en  que  se  otorga  el  amparo  solicitado;  y 

Considerando,  1? :  Que  la  fracción  I  del  artículo  112  de  la  Consiita- 
ción  prohibe  á  los  Estados  el  imponer  contribuciones  ó  derechos  sobre 
importaciones  ó  exportaciones,  y  que  aunque  ese  texto  no  puede  enten- 
derse en  el  sentido  de  que  la  prohibición  se  extienda  á  las  cosas  impar'- 
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iadas,  porque  esto  restringiría  la  soberanía  local,  privándola  de  poder 
exigir  el  impuesto  á  las  mercancías  ó  valores  que  se  han  mezclado  con 
]a  riqueza  general  del  Estado,  y  que  circulan  en  su  comercio  interior, 
como  extensamente  se  ha  expuesto  en  las  ejecutorias  de  esta  Corte  en 
los  amparos  de  Ibarra  y  Compañía,  de  19  de  Julio  de  este  año,  y  de- 
Alejandro Willard,  de  8  de  Mayo  de  este  mismo  año,  tal  interpretación 
no  puede  llevarse  hasta  suponer  que  los  Estados  pueden  imponer  los 
derechos  de  puerto  y  las  contribuciones  sobre  importación  que  prohibo 
él  articulo  constitucional: 

Considerando,  2.°:  Que  el  decreto  local  de  8  de  Diciembre  de  1870, 
en  virtud  del  que  se  cobran  á  Francisco  Ferrer  Otero  doscientos  ocho 
pesos  treinta  y  un  centavos,  como  derechos  impuestos  ala  manteca  que 
importó  de  Nueva  Orleans  el  pailebot  nacional  «Mercedes.»  es  un  verda- 
dero derecho  de  importación,  y  no  un  impuesto  que  grave  á  mercancías- 
ya  importadas  y  que  estén  mezcladas  con  la  riqueza  general  del  Estado, 
puesto  que  aquel  derecho  se  causa  en  el  acto  de  la  importación  y  por 
virtud  de  esta,  sin  que  para  cambiar  la  naturaleza  de  este  acto  valga  el 
llamar  nacionalizado  el  efecto  que  entra  por  el  puerto,  pues  solo  hasta 
que  éste  ha  pacado  sus  derechos  marítimos,  queda  formando  parte  de- 
la  rit,ueza  del  Estado  y  sujeto  al  impuesto  local,  deduciéndose,  á  mayor 
abundamiento,  del  testo  mismo  de  aquel  decreto  de  8  de  I)iciembre, 
que  se  ha  querido  establecer  un  verdadero  derecho  de  importación, 
puesto  que  en  su  articulo  3.°  se  expresa  «que  la  manteca  pagará  el  quin- 
ce por  ciento  para  el  municipio  del  lugar  de  la  importación:» 

Considerando,  3.°:  Que  aun  cuando  también  se  dice  que  el  derecho- 
de  que.se  trata  es  de  consumo,  no  es  asi  realmente,  en  razón  de  que  él 
pesa  sobre  toda  la  expresada  mercancía  que  se  importe,  sin  que  se  de- 
vuelva dií'ho  derecho  en  el  caso  de  ser  exportado  el  efecto  para  otros 
lugares  del  Estado  ó  de  la  Eepública;  que,  en  consecuencia,  es  fuera  de 
duda  que  el  referido  decreto  de  8  de  Diciembre  invade  la  esfera  de  la 
autoridad  federal,  toda  vez  que  infringe  la  regla  general  de  los  artícu- 
los constitucionales  referidos,  segvín  la  que  losEstados  no  pueden  expe- 
dir aranceles  para  el  comercio  extranjero,  ni  imponer,  sin  el  consenti- 
miento del  Congreso  déla  Unión,  contribuciones  ó  derechos  sobreimpor- 
taciones  ó  exportaciones. 

Por  lo  expuesto,  y  con  arreglo  á  los  artículos  101  y  102  de  la  Consti- 
tución general,  se  declara: 

Que  es  de  confirmarse  y  ^^  confirma  el  mencionado  fallo  del  Juez  de- 
Distrito,  en  que  se  declara  que  la  Justicia  de  la  Unión  ampai-a  y  prote- 
ge á  Francisco  Ferrer  Otero,  contra  el  acto  del  tesorero  general  del  Es- 
tado que  le  cobró  la  cantidad  de  doscientos  ocho  pesos  treinta  y  un  cen- 
tavos, como  derechos  impuestos  á  la  manteca  extranjera  que  importó  de 
Kueva  Orleans  en  el  pailebot  nacional  «Mercedes.» 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen,  con  testimonio 
ide  esta  sentencia  para  los  efectos  consiguientes,  archivándose  á  su  vez.- 
el  Toca. 

Asi,  por  unanimidad  de  votos,  lo  decretáronlos  ciudadanos  Presidente 
y  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  ^vmaroxí.— Ignacio  L.  Va- 
llarla.—Manuel  Alas.— Miguel  Blanco.— José  María  Bautista. — Juan 
M.  Vázquez.—  Eleuterio  Avila. — José  Manuel  Saldaüa. — Pasciial  Ortíz. 
•~-JEnrique  Landa,  Secretario. 


México,  Agosto  10  de  1880. — Visto  el  recurso  de  amparo  interpuesta 
ante  el  Juzgado  de  Distrito  del  Estado  de  Oaxaca  por  Manuel  Larra- 
ñaga,  contra  la  Administración  de  alcabalas  del  Distrito  de  Tehuaiite- 
j)ec,  por  haberle  exigido  el  pago  de  derechos  de  internación  ó  de  consu' 
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mo  á  varios  efectos  extranjeros  importados  por  el  puerto  de  Salina  Cruz'- 
violando,  según  cree  el  quejoso,  en  su  perjuicio,  las  garantías  consig- 
nadas en  los  artículos  4.°,  16  y  27  del  Pacto  federal:  Visto  el  fallo  del 
Juez  de  Distrito  que  otorga  el  amparo,  y  considerando: 

1.°  Que  asi  como  los  Estados  son  libres  para  decretar  impuestos  so- 
bre los  efectos  importados,  con  tal  que  estos  efectos  se  hayan  incorpo- 
rado á  la  riqueza  local  del  Estado,  no  lo  son  para  recargar  los  derechos 
sobre  importación  ó  exportación,  sino  cuando  hayan  obtenido  permiso 
del  Congreso,  según  lo  previenela  fracción  I  del  articulo  112  deía  Cons- 
titución: 

2.°  Que  en  el  presente  caso,  el  Administrador  de  alcabalas,  contra 
quien  se  interpone  el  recurso,  ha  basado  sus  procedimientos  en  una  ley 
local  expedida  en  29  de  Marzo  de  18T8,  cuyos  dos  primeros  artículos  di- 
cen asi:  «1.°  Para  el  cobro  de  derechos  á  los  efectos  extranjeros,  servi- 
rán de  base  las  cuotas  de  importación  señaladas  por  el  arancel  deadua- 
nas marítimas  y  fronterizas  de  1.°  de  Enero  de  1872.»  «2.°  Sobre  las 
bases  indicadas  se  imponen  los  derechos  siguientes:  14  por  100  de  con- 
sumo y  2  ]ior  100  municipal:» 

3.°  Que  del  contexto  de  los  artículos  anteriores  se  infiere  con  toda 
evidencia,  que  se  trata  de  un  recargo  directo  á  los  derechos  de  impor- 
tación, para  lo  cual  no  tiene  el  Estado  de  Oaxaca  permiso  del  Congreso: 

4.°  Que  en  consecuencia,  el  procedimiento  que  lia  motivado  el  pre-. 
senté  recurso,  importa  una  invasión  de  la  esfera  del  poder  federal,  y 
viola  en  perjuicio  del  promovente  el  artículo  16  de  la  Constitución: 

5.°  Que  el  impuesto  en  cuestión, visto  bajoun  aspectoindependiente 
de  las  consideraciones  anteriores,  es  manifiestamente  una  alcabala:  que  - 
cumplido  el  plazo  señalado  para  la  abolición  de  alcabalas  por  el  articu- 
lo 124  de  la  Constitución,  este  impuesto  ha  cesado  deser  constitucional: 
que  al  cobrársele  al  promovente,  se  ha  violado  en  su  perjuicio  el  arti- 
culo 16  citad®  ya: 

Conforme  con  los  artículos  101  y  102  de  la  Constitución,  se  confiíma 
la  sentencia  del  Juez  de  Distrito,  y  se  declara:  que  la' justicia  de  la. 
Unión  ampara  y  protege  á  ManueLLarrañaga  contra  los  procedimien- 
tos de  que  se  queja. 

Devuélvanse  Ia«  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen,  acompañán- 
dole copia  certificada  de  esta  sentencia  para  los  efectos  legales,  archi- 
vándose el  Toca. 

Así,  por  unanimidad  en  la  parte  resolutiva,  y  por  mayoría  en  los  fun- 
damentos, lo  de  ciaron  los  ciudadanos  Presidente  y  Magistrados  que 
formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los 
Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — Presidente,  Ignacio  L.  Vallar- 
ta. — Magistrados:  Manuel  Alas. — Miguel  Blanco. — José  María  Bautista. 
— Juan  M.  Vázquez. — José  Manuel  Saldaña. — Pascual  Ortiz. — Enrique. 
Landa^  Secretario. 


V. 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  LOS  ACTOS  DEL  JUEZ  DE  PACHUCA 

QUE  IMPIDE 
EL  EJERCICIO  DE  LA  MEDICINA  SIN  TITULO 

1.  ^  ¿Es  libre  el  ejercicio  de  las  profesiones,  de  tal  modo  que  todo  hoTtt' 
bre  teiiga  derecho  de  elegit  la  que  le  acomode,  y  pueda  aprovecharse  de  sus 
/"tutos,  sin  que  la  ley  pueda  exigir  título  en  el  ejercicio  de  algunas?  ¿La  ti 

bettad  del  trabajo  es  tan  ilimitada  que  no  pueda  sufrir  restricciones?  Según 
la  Constitución  no  es  absolutamente  libre  el  ejercicio  de  todas  las  profesiones 
científicas:  la  ley  puede  determinar  cuáles  necesitan  titulo  para  su  práctica. 
Interpretación  y  concordancia  de  los  artículos  j.'^  y  4.'^  de  la  Constitución. 

2.  ^  ¿Es  de  la  competencia  exclusiva  del  Congreso  federal  expedir  las 
leyes  orgíinicas  de  todos  los  artículos  constitucionales,  -abstf  acción  hecha  de  la 
-materia  de  que  tratan,  ó  pueden  también  hacerlo  las  Legislaturas  de  los  Es- 
tados? El  Co7igreso  legisla  exclusivamente  y  para  toda  la  República  respecto 
de  aquellos  artícidos  cuya  materia  esté  declat^ada  federal  por  texto  expreso  de 
la  Constitución:  puede  también  legislar  sobre  los  artículos  que  no  estén  en  ese 
caso;  pero  sólo  para  el  Distrito  Federal  y  Territorio  de  la  Baja  California. 
Los  Estados  puedejt  reglamenta?  los  artículos  constitucionales  qu.e  no  versen 
sobre  matsj'ia  exclusivamente  federal,  -respetando  sieinpre  las  prescripciones 
constituciojtales.  Interpretación  de  los  artículos  '¡2 y  iij  déla  Constitución. 


El  articulo  J40  del  Código  penal  del  Estado  de  Hidalgo  prohibe  ejercer 
la  medicina  sin  título,  y  castiga  al  que  lo  haga  con  la  pena  de  arresto  mayor 
y  -multa  de  SjO  á  ¿00.  Creyendo  el  Juez  de  Pachuca  que  D.  José  M.  ^  Vilchis 
Varas  de  Valdés  había  infi-ingido  esa  ley,  abrió  el  proceso  correspondiente  y 
lo  declaró  Jormalmente  preso.  Contra  estos  actos  se  interpttso  el  recurso  por 
creerlos  contrarios  á  los  artículos  j.'^  y  4.'^  de  la  Co?tstitución.  El  Juez  de 
Distrito  otorgó  el  amparo,  fundándolo  en  qjie  -tnientras  no  se  expida  por  el 
Congreso  federal  la  ley  orgá7iica  de  ese  artículo  j.'^,es  absolutainente  libre 
el  ejercicio  de  toda  profesión.  Llevada  la  sentencia  á  la  revisiÓ7t  de  la  Supre- 
ma Corte,  se  ocupó  de  hacerla  en  la  audiencia  del  día  18  de  Junio  de  iSSo,  y  el 
C.  Vallarla  fundó  su  voto  en  los  siguientes  términos: 


Entre  las  varias  cuestiones  que  este  amparo  provoca,  descuella  por 
su  importancia  y  domina  todo  el  debate,  la  que  se  refiere  á  la  concor- 
dancia de  los  artículos  3.°  y  4.°  de  la  Constitución,  tratando  de  fijar  la 
intelig-encia  de  esos  textos,  á  fin  de  resolver  si  la  libertad  que  todo  hom- 
bre tiene  para  abrazar  la  profesión  que  It  acomode  y  par  a  aprovechar- 
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«e  de  sus  productos,  es  tran  ilimitada  que  no  haya  profesión  alguna  que 
necesite  título  para  su  ejercicio.  Y  al  lado  de  esa  cuestión,  si  bien  su- 
bordinada á  ella,  figura  otra,  que  no  por  ei  lugar  secuadarioque  ocupa 
«n  este  negocio  es  menos  importante  y  trascendental.  Si  hubiera  de  re- 
solverse que  aquella  libertad  no  es  tan  amplia,  sino  que  la  ley  puede 
determinar  qué  profesiones  necentan  título  para  su  ejercicio,  desde 
luego  se  hace  indispensable,  para  fallar  e^ite  amparo,  decidir  si  tal  ley 
debe  ser  federal  ó  nuede  ser  local.  Planteada  esta  cuestión  en  los  térmi- 
nos abstractos  y  generales  que  le  pertenecen,  es  esta:  ¿Es  de  la  exclu- 
siva competencia  del  Congreso  de  la  Unión  expedir  las  leyes  orgánicas 
de  todos  ios  artículos  constitucionales,  cualquiera  que  sea  la  materia  de 
que  se  ocupen,  ó  pueden  también  las  Legislaturas  de  los  Estados  legislar 
sobre  estos  puntos?  Cuestiones  son  en  verdad  ambas  que  merecen  jus- 
tamente toda  la  atención  que  se  les  está  consagrando. 

Cuando  en  otra  vez  este  Tribunal  discutió  una  de  ellas,  después  de  ma- 
duro exameii  llegó  á  reprobar  la  doctrina  que  anteriores  ejecutorias  te- 
nían establecida,  y  fué  preciso  un  cambio  de  votos  en  los  términos  que 
la  ley  lo  permite,  para  que  se  concediera  el  amparo  Margain.  Lo  empe- 
ñado de  esa  discusión,  la  sinceridad  y  vehemencia  con  que  cada  Magis- 
trado defendió  su  propio  sentir,  las  argumentaciones  con  que  se  atacó 
la  teoría  que  yo  seguí,  la  desconfianza  que  siempre  tengo  en  mis  fuer- 
zas, todo  eso  me  obligó  á  profundizar  mis  estudios,  queriendo  rectificar 
mis  opiniones  y  expurgarlas  de  los  errores  que  pudieran  contener;  pero 
esos  estudios  han  afirmado  más  y  más  mis  convicciones,  y  así  es  que  al 
tomar  hoy  parte  en  este  debate,  no  puedo  hacer  otra  cosa  que  seguir 
sosteniendo  aquella  teoría  que  reputo  estrictamente  constitucional.  Si 
mis  esfuerzos  han  sido  estériles  para  dar  solución  acertada  á  estas  deli- 
cadas cuestiones,  los  fundamentos  que  paso  á  exponer  del  voto  que  voy 
á  dar,  servirán  al  m^nos  para  acreditar  el  empeño  con  que  procuré  el 
acierto,  la  sinceridad  con  que  profeso  mis  opiniones. 


ir 

Tratándose  de  interpretar  una  ley,  más  aún,  de  explicar  la  antino- 
mia que  dos  de  sus  textos  presentan,  nada  es  más  convenientelque  con- 
sultar la  discusión  que  ella  sufriera,  para  descubrir  en  las  palabras  mis- 
mas del  legislador  la  inteligencia  genuina  de  sus  preceptos,  y  para  to- 
marlos así  en  el  sentido  mismo  G|ue  él  les,  dio.  Los  debates  del  Constitu- 
yente sobre  los  artículos  3.°y  4.°  que  nos  ocupan,  arrojan  por  fortuna 
tanta  luz  sobre  la  aparente  contradicción  de  los  dos  textos,  que  en  mi 
sentir,  para  concordarlos,  no  se  necesita  más  que  hacerse  cargo  de  aque- 
lla discusión.  He  aquí  lo  qtie  nos  cuenta  la  historia  de  ese  Congreso: 

El  articulo  3.°  de  nuestra  ley  suprema  era  el  18  del  proyecto  de  Cons- 
titución, y  fué  discutido  el  día  11  de  Agosto  de  1856.  Lo  atacó  el  Sr.  Bal- 
cárcel,  temiendo  que  con  la  libertad  de  la  enseñanza  se  abriera  la  puer- 
ta al  abu.so  y  al  charlatanismo,  y  creyendo  que  nieltititlo  que  se  exigía 
para  el  ejerció  de  ciertas  profesiones  bastaba  á  impedir  ese  mal.  ^  El 
Sr.  Olvera  contestó  á  esas  observaciones,  sosteniendo  el  principio  de  la 
enseñanza  libre  y  asegurando  que  la  segunda  parte  del  artículo  que 
autoriza  á  la  ley  para  fijar  los  requisitos  de  los  exámenes,  da  garantías 
suficientes  á  la  sociedad  contra  el  abuso  y  el  charlatanismo.  2 

Habló  después  el  Sr.  Mata,  diciendo  que  no  se  trataba  por  el  momento 
de  los  cursos  ni  de  los  exámenes,  sino  de  algo  más  elevado  que  los  re- 
glamentos. Y  levantando  la  cuestión  á  su  verdadera  altura,  la  planteó 

1  Zarco.  Historia  del  Congreso  Constituyente — Tomo  2  °  >  página  139. 

2  Locución,  citada- 
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y  la  resolvió  asi:  «Lo  qtie  hay  que  examinar  es,  si  conviene  al  país  la 
libertad  de  enseñanza;  y  si  le  conviene  que  todo  hombre  tenga  derecho 
de  enseñar.  Si  el  partido  liberal  ha  de  ser  consecuente  con  sus  princi- 
pios, tiene  el  deber  de  quitar  coda  traba  á  la  enseñanza,  sin  arredrarse 
por  el  temor  del  charlatanismo,  pues  esto  puede  conducir  á  restablecer 
los  gremios  de  artesanos  y  á  sancionar  el  monopolio  del  trabajo.  Con- 
tra el  charlatanismo  no  hay  más  remedio  que  el  buen  juicio  de  las  fami- 
lias y  el  fallo  de  la  opinión.  A  pesar  de  todas  las  leyes,  hay  charlatanes 
que  ejercen  las  funciones  de  abogado,  y  hay  curanderos  sin  ninguna 
clase  de  estudios  g@=  La  Comisión  ha  creído  (llamo  la  atención  de  los 
Señores  Magistrados  sobre  estas  palabras)  la  Comisión  ha  creído  que  no 
podía  tornar  más  precaución  que  la  de  exigir  títulos  para  el  ejercicio 
de  ciertas  profesiones.  Por  lo  demás,  si  hay  maestros  que  ofrecen  ense- 
ñar en  poco  tiempo,  la  autoridad  debe  dejarlos  en  paz,  sin  sujetarlos 
á  prueba"^^  i  Con  palabras  más  precisas  no  podia  plantearse  la  cues- 
tión ni  resolverse  en  términos  más  claros:  para  el  ejercicio,  la  práctica 
de  ciertas  profesiones,  la  ley  puede  exigir  un  titulo;  pero  para  enseñar 
cualquiera  profesión,  ninguno  se  necesita:  al  profesor  que  enseña  se  le 
debe  dejar  en  paz,  sin  sujetarlo  á  prueba.  Estas  fueron  las  opiniones  de 
la  Comisión,  expresadas  por  uno  de  sus  miembros. 

Esas  opiniones,  en  lo  que  á  la  necesidad  del  titulo  se  referían,  no  so- 
lo no  fueron  atacadas  por  oi'ador  alguno,  sino  que  cuantos  en  el  debate 
hablaron,  las  apoyaron  más  ó  menos  explícitamente.  Amigos  y  enemi- 
gos de  la  libertad  de  enseñanza  reconocierony  aceptaron  esanecesidadr^ 
aquellos  confesaban,  como  io  hacia  el  Sr.  Mata,  que  era  necesario  esa 
precaución  contra  el  charlatanismo,  y  éstos,  aun  pareciéndoles  esto  po- 
co, prettiidian  restringir  la  enseñanza  libre,  juzgando  que  asi  lo  exigían 
los  fueros  de  la  moral.  Por  esto  el  Sr.  Aranda  decía:  «La  vigilancia  del 
Gobierno  aparece  en  los  exámenes,  cuando  se  trata  de  ejercer  una  pro- 
fesión: así  es  que  lo  que  queda  libre  es  la  elección  de  los  medios  de  ad- 
quirir la  enseñanza.  Si  hay  alguien  que  enseñe  algo  contrario  á  la  mo- 
ral, será  perseguido,  no  como  un  profesor,  sino  como  promovedor  de 
crímenes  y  delitos,»  2  El  Sr.  Eamirez,  tan  avanzado  como  era  en  ideas  li- 
berales, repetia  á  su  vez  que  «la  segunda  parte  del  artículo  no  es  excep- 
ción de  la  regla,  sino  su  aplicación.»  Y  el  Sr.  Prieto,  conforme  con  estas 
api'eciaciones,  decía  que  en  esa  parte  la  Comisión  «reconoce  la  desigual- 
dad de  inteligencias  y  no  fija  tiempo  preciso  para  los  recursos.»  ^  Gran- 
de inconsecuencia  habría  sido  en  los  que  querían  la  enseñanza  libre  y 
sin  restricción,  exigir  título  para  enseñar.  Esos  mismos  hombres,  sin 
embargo,  creyeron  que  el  ejercicio  de  ciertas  profesiones  que  no  tienen 
por  objeto  la  enseñanza,  no  debía  ser  igualmente  libre,  sino  que  se  de- 
bía de  exigir  un  título,  como  precaución  contra  ios  abusos  y  el  charla- 
tanismo. En  ese  sentido,  por  nadie  combatido,  por  todos  aceptado,  se- 
aprobó  el  que  hoy  es  articulo  3.°  de  la  Constitución.»  * 

Los  pocos  diputados  que  lo  reprobaron,  porque  la  enseñanza  no  te- 
nia siquiera  la  restricción  del  título,  es  preciso  hacer  notar  esa  circuns- 
tancia, presentaron  luego  una  adición  proponiendo  que  se  estableciesen 
jurados  populares  para  impedir  que  con  la  enseñanza  libre  se  ofendiera 
á  la  moral.  Esta  adición,  que  sin  embargo  de  haber  sido  aprobada  en  la 
sesión  de  20  de  Enero  de  1857,  ^  rjo  consta  en  el  texto  constitucional,  es 
la  mejor  prueba,  asi  de  que  el  Congreso  no  quiso  ningún  titulo  para 
que  se  enseñara  alguna  profesión,  ciencia,  arte,  oficio,  etc.,  como  de  que 
si  lo  exigió  para  el  ejerciciodelas  otras  profesiones  en  que, ajuicio  de  la 
ley,  fuera  necesaria  tal  precaución.  Al  maestro,  al  que  enseña  algo,  sea. 


1  Obra  y  tomo  citado,  pág- 140. 

2  Obra  y  tomo  citado,  página  141- 

3  Locución  citada- 

4  Obra  y  tomo  citado,  página  143. 
6  Obra  y  tomo  citado,  pág.  799. 
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lo  que  faere,  no' se  le  debe  sujetar  aprueba;  pero  al  que  practica  cier- 
tas profesiones  no  referentes  á  la  enseñanza,  puede  la  ley  pedirle  un  ti- 
tulo en  prueba  de  aptitud.  Claros,  evidentes  aparecen  estos  conceptos 
■en  la  discusión  del  Constituyente:  indadablemente  este  fué  el  sentido 
en  que  él  aprobó  el  referido  artículo  3.° 

Veamos  ahora  lo  que  pasó  con  el  4.°  Este  comenzó  á  discutirse  pri- 
mero que  aquel  el  día  8  de  Agosto,  porque  era  el  17  del  proyecto.  Decía 
literalmente,  cuando  por  primera  vez  lo  presentó  la  Comisión:  «La  li- 
bertad de  ejercer  cualquier  género  de  industria,  comercio  ó  trabajo  que 
sea  útil  y  honesto,  no  puede  ser  coartada  por  la  ley,  ni  por  la  autoridad, 
ni  por  los  particulares  á  titulo  de  propietarios.  Exceptúanse  los  casos 
de  privilegio  exclusivo  concedido  conforme  á  las  leyes,  á  los  invento- 
res, perfeccionadores  ó  introductores  de  alguna  mejora.»  i  El  fué  luego 
Tivamente  combatido,  no  por  las  ideas  que  contenia,  sino  por  los  términos 
en  que  estaba  redactado.  Yo  tuve  la  honra  de  tomar  parte  en  esa  discu- 
sión, é  impugné  el  artículo  por  la  vaguedad  de  sus  con^ieptos,  porque  de 
sus  preceptos,  mal  definidos,  pudieran  sacarse  consecuencias  absurdas 
y  ruinosas  para  el  país.  2  x,a  Comisión  se  vio  obligada  á  retirarlo;  pre- 
sentándolo reformado  en  la  sesión  del  día  11,  en  estos  términos:  «I^a  li- 
bertad de  industria,  comercio  ó  trabajo,  no  podrá  ser  coartada  por  lost 
particulares,  aun  cuando  sea  á  título  de  propietarios.»  Ni  aun  asi  satis- 
fizo á  la  mayoría  del  Congreso;  y  combatido  nuevamente,  fué  decla- 
rado sin  lugar  á  votar,  3  volviendo  en  consecuencia  á  la  Comisión. 

En  las  dos  sucesivas  y  empeñadas  discusiones  que  el  artículo  sufrió, 
ni  siquiera  se  habló  de  los  requisitos  con  que  una  profesión  se  podia 
ejercer.  Era  éste  un  punto  de  que  el  Congreso  se  iba  luego  á  ocupar, 
tratando  del  artículo  18  (hoy  S°  ).  En  esas  discusiones  se  consideraron 
las  graves  cuestiones  económicas  á  que  dan  lugar  la  libertad  del  traba- 
jo, la  competencia  en  la  producción,  los  salarios,  la  emancipación  de  las 
clases  proletarias,  etc.,  etc.;  pero  ni  una  palabra  se  dijo  sobre  los  títulos 
profesionales:  el  mismo  articulo  17  (hoy  4.°)  ni  contenia  siquiera  la  pala- 
bi-a  «profesión.»  Esa  cuestión  reservada  pai*a  la  discusión  del  artículo  18, 
se  abordó  y  resolvió  en  la  misma  sesión  del  11  de  Agosto  en  los  términos 
que  lo  hemos  visto. 

En  la  del  18  de  Noviembrt,  la  Comisión  presentó  de  nuevo  reforma- 
-do  el  artículo  de  esta  otra  manera:  «Todo  hombre  es  libre  para  abz'azar 
\3i profesión,  industria  ó  trabajo  que  le  acomode,  siendo  útil  y  honesto. 
-Lo  es  igualmente  para  aprovecharse  de  sus  productos,  y  ni  uno  ni  otro 
se  le  podrá  impedir  sino  por  sentencia  judicial  cuando  ataque  los  dere- 
chos de  tercero,  ó  por  resolución  gubernativa  dictada  en  los  términos 
que  marque  la  ley  cuando  ofenda  los  de  la  sociedad.»  Y  sin  discusión 
fué  aprobada  dos  días  después.  ^  Este  artículo,  salva  una  pequeña  di- 
ferencia en  sus  palabras,  es  hoy  el  4°  de  la  Constitución. 

Ahora  bien:  al  hablarse  por  primera  vez  de  profesiones  en  este  ar- 
tículo dos  veces  reformado,  ¿se  pretendió  derogar  la  segunda  parte  del 
articulo  3.°,  aprobado  sin  oposición  desde  el  mes  de  Agosto?  ¿Quiso  el 
Congreso  en  Noviembre,  olvidando  lo  que  había  hecho  en  Agosto,  y  sin 
siquiera  dar  la  razón  de  ello,  declarar  la  libertad  absoluta  en  el  ejerci- 
cio de  las  profesiones,  proscribir  todo  titulo?  Quien  así  lo  diga,  quien  de^ 
ese  modo  acuse  al  Congreso  de  tan  grosera  inconsecuencia,  debe  pro- 
barlo, y  probarlo  con  hechos  que  no  dejen  lugar  á  duda  en  materia  taa 
grave.  Quien  esto  diga,  pretende  nada  menos  que  la  derogación  del  ar- 
ticulo 3.°  por  el  4.°  de  la  Constitución,  y  esto  cuando  ambos  textos  fue- 
ron aprobados  en  el  mismo  día  en  la  minuta  de  la  ley,  cuando  están  á 
•renglón  seguido  uno  después  del  otro.  ,Y  semejante  prueba  es  imposi- 

1  Obra  citada,  tom.  1.  =>,  página  469- 

2  Obra  citada  tomo  2.  ° ,  páginas  117  á  123- 
■3    Obra  citada,  tomo  2  ° ,  páginas  126  á  128. 

4    Obra  y  tomo  cita  io.  páginas  561  á  563.' 


ble,  porque  apareciendo  de  los  debates  que  hemos  consultado,  que  el  ar" 
ticulo  3.°  se  aprotó  en  el  sentido  de  que  la  ley  puede  exigir  titulo  en  el' 
ejercicio^  no  en  la  enseñanza  de  ciertas  profesiones,  y  aprobado  sin  dis- 
cusión después  el  articulo  4.°,  ningiín  hecho  puede  invocarse  para  de- 
mostrar que  esi  artículo  derogó  á  aquel,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  el 
4°  prohibe  á  la  ley  determinar  qué profesionesnecesüantítulopara  su 
ejercicio.  Fundar  una  doctrina  sobre  tales  imputaciones  al   Congreso, 
sobre  la  base  de  que  el  articulo  de  una  ley  deroga  otro  articulo  de  la 
misma  ley,  es  revelar  cuan  débiles  son  los  cimientos  que  la  sustentan. 
Pero  si  el  articulo  3.  ° ,  con  la  necesidad  del  título  restringe  el  ejer- 
cicio de  ciertas  profesiones,  y  el  4.  °  consagra  la  libertad  de  ellas  y  ga- 
rantiza el  aprovechamiento  de  sus  productos,  ¿cómo  se  salva,  cómo  se 
explica  la  antinomia  de  esos  dos  textos?  Si  el  uno  no  ha  de  destruir  al 
otro,  ¿cómo  se  concuerdan?  De  la  necesidad  que  los  tribunales  tienen 
de  aplicar  la  ley,  nace  su  deber  de  interpretarla,  para  resolver  los  ca- 
sos que  se  presentan.  Este  amparo  pone  á  la  Corte  eu  la  estrecha  obli- 
gación de  salvar  esa  antinomia,  de  concordar  estos  textos,  de  interpre- 
tar aquellos  artículos. 

Voy  yo  á  decir  cuál  es  mi  opinión  sobre  estos  puntos.  La  pala- 
bra «profesión»  tiene  en  nuestra  lengua  diversos  significados.  «Profe- 
sión,» según  el  diccionario,  es  «empleo,  facultad  ú  oficio  que  cada  uno 
tiene  y  ejerce  piiblicamente,»  Por  profesión  no  puede,  puea,  entenderse 
sólo  la  facultad  en  una  ciencia  que  habilita  al  profesor  para  su  ejerci- 
cio, sino  que  también  se  debe  entender  el  oficio  en  que  una  persona  es 
perita,  el  empleo  á  que  se  dedica.  No  sólo  la  ciencia  hace  profesores, 
las  artes  tienen  también  los  suyos.  Un  músico,  por  ejemplo,  puede  ser 
"un  profesor,  y  nadie  dirá  que  ejerce  una  facultad.  ¿Quién  podi-ía  soste- 
ner que  profesión  es  sólo  sinónimo  de  facultad,  y  que  no  significa  tam- 
bién empleo  ú  oficio?  Intentarlo,  es  ponerse  en  desigual  lucha  con  el 
idioma.  En  mi  sentir,  bastan  esos  diversos  significados  de  aquella  pala- 
bra, para  salvar  la  antinomia  que  nos  ocupa. 

Porque  yo  creo  que  ella  está  tomada  en  el  artículo  3.  °  en  el  sentido 
de  facultad,  refiriéndola  sólo  á  las  profesiones  cientifiv.-as,  y  que  ci  artí- 
culo 4.  °  la  usa  como  equivalente  de  oficio  ó  empleo.  Que  esto  es  así 
respecto  del  3.  ° ,  lo  prueban  las  discusiones  del  Constituyente  que  aca- 
llamos de  ver.  Y  por  lo  que  al  4.  °  toca,  si  se  considera  que  su  fin  es. 
consagrar  la  libertad  del  trabajo,  cualquiera  que  sea  el  nombre  que  se 
le  dé,  profesión,  oficio,  empleo,  industria,  etc.,  etc.;  sí  se  atiende  á  que 
en  las  dos  primeras  discusiones  que  sufrió,  en  este  sentido  lo  eatendió 
el  Constituyente,  nos  persuadiremos  de  que  él  no  se  refiere  á  profesio- 
nes científicas,  como  tampoco  se  refiere  á  las  monásticas.  Y  así  cornea 
nadie  puede  invocar  el  artículo  4.°  para  abrazar  la  profesión  monásti- 
ca, así  tampoco  no  puede  alegarse  para  ejercer  sin  titulo  una  profesión- 
científica.  Las  materias  que  expresa  la  palabra  «profesión»  en  estas 
acepciones,  están  reguladas  por  artículos  especiales  de  la  Constitución:,- 
el  artículo  3.  "^  de  la  antigua  y  el  5.  °  de  las  adiciones  de  Septiembre  de'- 
1873.  Y  asi  como  no  hay  contradicción  entre  el  texto  que  desconoce  la 
profesión  monástica  y  el  que  garantiza  la  libertad  de  las  profesiones^ 
■asi  tampo  .;o  la  hay  entre  éste  y  el  que  exige  título  para  el  ejercicio  de- 
ciertas profesiones  científicas. 

¿Se  acusa  de  arbitraria  mi  opinión?  Pues  yo  la  encuentro  fundada». 
no  sólo  en  el  valor  gramatical  de  la  palabra  que  he  analizado,  no  sólo. 
en  el  espíritu  de  los  textos  constitucionales  á  que  me  he  referido,  sino 
«n  los  mismos  hechos  acaecidos  al  tiempo  de  la  discusión  de  aquellos  ar- 
ticules. Los  debates  del  Congreso  ponen  fuera  de  duda  la  verdad  de 
que  al  tratar  del  artículo  3.  °  se  habló  de  las  profesiones  científicas,  sín.^ 
ocuparse  para  nada  de  los  oficios  ó  empleos,  y  de  que  cuando  se  discu- 
tió el  4.  o  nadie  se  refirió  siquiera  á  las  facultades,  sino  que  versó  todo- 
«1  debate  sobre  la  libertad  del  trabajo,  abolición  de  los  greraios,  extiiv 


ción  de  trabas  para  los  oficios,  supresión  ile  abusos  creados  á  perjuicio 
del  proletario.  Aquel  articulo  usó,  pues,  la  palabra  «profesión»  en  un 
sentido,  y  este  en  otro  muy  diverso.  Asi  los  entiendo  yo;  asi  explico  su 
antinomia;  asi  los  interpreto.  Por  esto  negaré  yo  el  amparo  al  profesor 
cientifico  sin  titulo,  á  quien  una  ley  secundaria  se  lo  exija  para  ejercer 
su  profesión,  por  más  amplia  que  sea  la  libertad  de  oficios  y  empleos 
consagrada  en  el  art.  4.  o ,  como  se  lo  negarla  también  al  fraile  que  pre- 
tendiera que  su  profesión  monástica  está  garantizada  por  ese  articulo. 


III 

He  expuesto  ya  y  fundado  las  opiniones  que  profeso  sobre  la  inteli-  - 
gencia  y  concordancia  de  los  artículos  constitucionales  que  nos  ocupan. 
Incúmbeme  ahora  el  deber  de  contestar  las  objeciones  que  se  me  hacen. 
Esto  robustecerá  la  teoría  que  estoy  defendiendo. 

Se  dice  por  sus  enemigos,  que  la  segunda  pai-te  del  articulo  3.  °  no 
puede  hablar  masque  de  las  profesiones  que  necesitan  titulo  para  su  en- 
señanza y  no  para  su  práctica,  porque  siendo  esta  segunda  parte  com- 
plementaria de  la  primera,  y  refiriéndose  ésta  sólo  á  la  enseñanza,  no 
puede  la  segunda  hablar  más  que  de  enseñanza.    Esta  réplica  está  ya 
contestada  desde  que  hice  el  extracto  de  las  discusiones  del  Congreso. 
Enellas  se  dijeron  á  nombre  de  la  Comisión  estas  palabras,  que  la  Cámara  . 
acogió  sin  oposición  alguna:  «La  Comisión  ha  creido  que  no  podia  to- 
mar más  pre'caución  que  la  de  exigir  titiilo  para  el  ejercicio  de  ciertas 
profesiones.  Por  lo  demás,  si  hay  maestros  que  ofrezcan  enseñar  en  po- 
co tiempo,  la  autoridad  debe  dejarlos  en  paz,  sin  suietarlos  á  prutba.»  . 
De  esas  palabras  se  deduce  con  evidencia  que  al  maestro,  al  profesor 
que  enseña,  no  se  le  debe  sujetar  á  prueba,  no  se  le  debe  exigir  titulo. 
Luego  la  segunda  parte  del  articulo  no  habla  délas  profesiones  que  ne- 
cesitan titulo  para  su  enseñanza.    Esta  verdad  se  desprende  luminosa 
de  la  discusión  del  Congreso  y  no  se  la  puede  poner  en  duda  sin  negar 
un  hecho  histórico,  oficial.  Pero  hay  aún  más:  la  réplica  que  estoy  con- 
testando no  solo  contradice  esa  verdad  histól'ica,  sino  que  adultera  el 
precepto  constitucional,  sino  que  lo  limita  en  un  sentido  que  repugnó  , 
el  Constituyente.  Nos  consta  que  él  consagró  esa  libertad  ilimitada,  aua 
venciendo  la  resistencia  de  los  que  querían  alguna  restricción  para  sal- 
var la  moral,  amenazada,  según  ellos,  con  tal  libertad.  Y  ninguna  res- 
tricción habria  agradado  más  á  los  impugnadores  del  articulo,  que  la.., 
de  exigir  titulo  para  enseñar.  Entender,  pues,  la  segunda  parte  del  ar- 
tículo o.  ^  en  el  sentido  de  que  «la  ley  determinará  qué  profesiones  ne- 
cesitan título  para  su  enseñanza  y  no  Tparasuejercicio,»  seria  tanto  como  a 
rebelarse  contra  el  precepto  del  legislador,  bien  manifestado  en  sus  pa- 
labras, seria  tanto  como  nulificar  el  principio  de  enseñanza  libre  que  el 
Congreso  entendió  consagrar  sin  restricción  ni  excepción  alguna.  En  pre- 
sencia de  los  debates  del  Congreso,  enfrente  del  texto  legal  mismo,  no . 
puede  sostenerse  una  interpretación  que  desconoce  los  motivos  y  razóa. 
de  la  ley,  que  adultera  su  sentido  y  que  rompe  el  principio  que  ella  con- 
sagra. 

Los  que  este  principio  combatían,  los  que  apelaban  hasta  al  jurado 
popular  como  medio  de  conjurar  los  peligros  que  temían  para  la  moral, 
jamás  entendieron  que  nó  pudieran  enseñar  más  que  los  que  obtuvie- 
ran un  titulo.  Ellos  veían  cómo  la  opinión  dominante  del  Congreso  re-, 
probaba  es-a  restricción,  ellos  oían  las  palabras  délos  Sres.  Mata  y  Aran-- 
da  que  tenían  eco  en  la  mayoría  de  la  Cámara.  Sialguienen  el  Congre- 
so hubiera  entendido  el  artículo  como  lo  interpreta  la  réplica  que  con- 
testo, ¿se  hubiera  presentado  la  adicición  relativa.)  á  los  j Lirados  popula-. 


90 

'res?  ¿Tendría  razón  de  ser  tal  adición?  ¿Habria=e  tomado  tanto  empeño 
para  obtener  su  aprobación  en  las  iiltimas  sesiones  del  Constituyen- 
te? ....  Creo,  no  sé  si  me  equivoco  mucho,  que  esa  replica  no  puedo  des- 
truir la  leoria  que  profeso. 

Se  hace  otra  objeción  contra  ésta,  diciéndose  que  el  negocio  que  nos 
ocupa,  qi\e  el  caso  que  juzg-amos,  cae  bajo  el  dominio  del  artículo  4.° 
sin  que  teng-a  que  ver  en  éi  el  3.  ° ,  porque  el  quejoso  ha  abrazado  la 
homeopatía  como  la  profesión  que  le  acomoda,  sin  que  se  le  pueda  im- 
pedir ni  su  ejercicio,  ni  el  aprovechamiento  de  sus  productos.  Esa  obje- 
ción toma  como  base  de  todos  sus  razonamientos,  la  hipótesis  de  que  el 
artículo  3. '-'  no  habla  más  que  de  enseñanza  y  de  profesiones  que  nece- 
sitan de  titulo  para  enseñar.  Eota  esa  base,  como  lo  está  á  la  luz  de.  los 
debates  del  Constituyente,  la  objeción  cae  falta  de  apoyo.  Pero  para 
jque  no  se  diga  que  no  la  contesto  directamente,  hago  abstracción  del 
defecto  en  que  está  engendrada,  y  me  encargo  de  su  análisis. 

Yo  reconozco  la  libertad  del  trabajo  tal  como  la  Constitución  la  con- 
signa, y  aun  concedería  á  los  amigos  de  la  teoría  sobre  libertad  en  el 
ejercicio  sin  titulo  de  toda  profesión,  que  este  caso  debe  fallarse,  no  se- 
rrín el  articulo  3. '-' ,  sino  conforme  al  artículo  4.  '=' ,  y  luego  les  pregun- 
taría: ¿es  libre  el  que  ejerce  la  industria  de  cazar,  para  hacerlo  en  las 
poblaciones?  ¿Es  libre  el  que  vende  sustancias  venenosas,  para  darlas 
al  que  va  á  cometer  un  crimen  con  ellas?  ¿Es  libre  el  que  tiene  la  pro- 
fesión de  minero,  para  hacer  los  trabajos  de  su  mina  de  modo  que  con 
ellos  ponga  en  peligro  la  vida  de  sus  operarios?  ¿Es  libre  el  primer  ve- 
nido, nacional  ó  extranjero,  para  abrir  un  protocolo  y  hacerse  notario 
por  si  y  ante  sí?  Creo  que  nadie  responderá  afirmativamente  á  esas  pre- 
.guntasj  creo  que  nadie  dará  al  articulo  i.^  una  extensión  tan  amplia, 
que  la  libertad  del  trabajo  que  consigna,  llegue  hasta  esas  absurdas 
consecuencias. 

¿Y  por  qué  nada  de  eso  se  puede  hacer;  por  qué  todas  esas  liberta- 
des non  delitos,  aun  entendido  el  artículo  4.  °  como  derogatorio  del  3.® 
.y  en  el  amplísimo  sentido  que  yo  impugno?  Porque  ese  mismo  artículo 
dice  literalmente  que  la  libertad  del  trabajo  y  el  aprovechamiento  de 
sus  frutos,  se  puede  impedir  apor  resolución  gubernativa  cuando  ofen- 
da los  derechos  de  la  sociedad.»  Son,  pues,  enteramente  constituciona- 
les, el  reglamento  de  policía  que  prohibe  cazar  en  poblado;  la  ley  que 
prohibe  al  boticario  vender  venenos  sin  prescripción  del  facultativo,  ó 
al  droguista  sin  ciertas  formalidades  que  aun  los  países  más  libres  exi- 
gen; -  la  ordenanza  que  impone  al  minero  ciertas  reglas  para  labrar  y 
fortificar  su  mina;  la  ley  que  exige  reqtiisitos  y  título  en  el  notario.  Los 
Üerechos  de  la  sociedad  se  interesan  vivamente  en  todos  esos  y  en  mu- 
chísimos más  casos,  y  para  que  la  libertad  no  degenerara  en  licencia  y 
llegara  hasta  el  crimen,  el  artículo  4.°  mismo  estableció,  como  límite 
de  la  libertad  del  trabajo  que  consignó,  los  derechos  de  la  sociedad  de- 
clarados así  por  le}'. 

Que  no  se  nos  hable,  pues,  ni  aun  en  nombre  del  articulo  4.  ° ,  enten- 
dido como  se  quiera,  de  la  libertad  absoluta  en  el  ejercicio  de  toda  pro- 
fesión, industria  ó  trabajo.  Aun  conforme  á  ese  articulo  se  podría  coar- 
lar por  la  ley  el  de  aquellas  cuya  libre  práctica  ofendiera  los  derechos 
de  la  sociedad.  Creo  que  ni  los  amigos  de  la  doctrina  que  combato  sos- 
tendrán que  el  notariado  debe  ser  una  profesión  enteramente  libre,  si- 
no que  tendrán  que  confesar  que,  pudietido  esa  libertad  ofender  los  de- 
rechos de  la  sociedad,  la  ley  puede  y  debe  coartar  su  ejercicio.  Y  á  mi 
me  basta  para  afirmar  mi  teoría  y  para  satisfacer  la  objeción  que  me 
ocupa,  que  esa  sola  excepción  se  reconozca,  para  que  quede  victorioso  el 

1  En  el  Código  iPenal  de  Ñueya-York  están  castigados  como  delitos,  el  mantener  depósitos  de  pólvo- 
ra o  de  otras  materias  inflamables,  dentro  de  las  poblaciones  (artículo  433),  el  vender  por  mayor  sustan- 
cias, venenosas,  sin  tomar  iiota  de  la  persona  que  las  compra,  su  residencia,  la  cantidad  y  calidad  del  ve- 
neno etc-  (artículo  446),  el  despachar  sin  prescripción  de  facaltativoCa  regularl  y  authori-.ed  practising 
•  pbysician),  esas  sustancias  venenosas  (artículo  44S,)  etc-,  etci 
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principio  de  que  la  ley  puede  exigñr  ciertos  requisitos  en  el  ejercicio 
■de  algunas  profesiones^  oficios,  empleos,  industrias  ó  trabajos. 

Se  ha  dicho  en  el  curso  de  este  debate,  que  entender 'los  artículos 
3.  ®  74."^  como  yo  los  entiendo,  no  es  interpretar  la  Constitución,  sino 
derogarla;  no  es  juzgar,  sino  legislar,  y  á  este  propósito  se  invoca  el  de- 
ber que  todos  los  magistrados  tenemos  de  guardar  y  hacer  guardar  esa 
suprema  ley,  y  se  habla  de  ¡restricción  de  las  garantías,  de  constitu- 
cionalismo, etc.,  etc.  A  esta  clase  de  objeciones,  que  más  que  á  las  teo- 
rías atacan  á  las  personas,  yo  sólo  contestaré  que  he  procurado  no  de- 
rogar, &ino  interpretar  la  Constitución  de  la  manera  que  conforme  á 
mis  fuerzas  mejor  he  podido:  me  habré  equivocado,  porque  yo  disto 
mucho  de  creerme  infalible;  pero  sí  he  proeiirado  en  el  estudio  y  en  la 
meditación  inspirarme  en  la  verdad  y  en  la  justicia.  Tan  profundas  son 
Ibs  convicciones  que  abrigo  sobre  las  materias  que  he  tratado,  que  siu 
hacer  inculpación  personal  á  nadie,  creo  á  mi  vez  que  para  defender 
que  toda  profesión  (entiéndase  esta  palabra  en  el  sentido  que  se  quie- 
ra), sin  excepción  alguna,  se  puede  ejercer  sin  titulo,  sin  requisito  al- 
guno, es  preciso  derogar  la  segunda  parte  del  articulo  3.  °  y  la  final  del 
4.°  Entre  tan  contrarias  aseveraciones,  este  Tribxinal  primero  y  el 
pueblo  que  nos  juzga  después,  dirá  cuál  es  la  justa. 

También  en  este  debate  se  ha  dicho  que  la  homeopatía  es  una  cien- 
cia y  que  la  Corte  no  puedeproscribirlaen  el  nombre  del  quejoso.  Debo» 
por  mi  parte  decir  una  palabra  sobreesté  punto.  Lamas  absurda,  la  más 
insensata  de  las  pretensiones  que  tuviera  tm  Tribunal,  por  más  alto  y 
sabio  qite  fuese,  seria  la  de  juzgar  á  la  ciencia,  sería  la  de  contener  el 
progreso  querieud'o  con  siis  falles  definir  la  verdad  del  error.  El  gran 
principio  que  ha  emancipado  al  espíritu  Inimano,  es  que  la  verdad,  ó 
mejor  dicho,  la  pretendida  posesión  de  ella,  á  nadie  da  derecho  para 
imponer  sus  creencias  ó  sus  opiniones  sobre  otro.  Y  desde  que  uti  tri- 
bunal que  se  creyó  infalible,  condenó  en  la  persona  de  Galileo  la  ver- 
dad científica,  el  progreso  humano,  la  historia  ha  podido  repetir  el  fa- 
moso «E  pur  si  muove,»  El  Tribunal  que  citara  hoy  á  la  ciencia  á  sus 
bancos  para  juzgarla,  renegaría  de  su  época,  pretendiendo  vivir  en  él 
siglo  XVI. 

Bástame  indicar  estas  ideas  que  profeso,  para  asegurar  que  yo  no 
condeno,  que  no  puedo  condenar  la  homeopatía.  Profano  como  lo  soy 
en  las  ciencias  médicas,  nada  justificai'ia  el  atentado  que  yo  cometiera 
proscribiendo  alguna  de  sus  escuelas.  Ni  soy  ni  puedo  ser  el  juez,  aun- 
que conociera  la  medicina,  entre  alópatas  y  homeópatas:  aquí  en  este 
Tribunal  mi  deber  se  limita  á  inquirir,  si  el  acto  que  de  violación  de  ga- 
rantías se  tacha,  está  prohibido  por  la  Constitución.  Creyendo  yo  que 
el  ejercicio  de  la  m.edicina  no  es  libre  según  la  ley,  lo  mismo  negaré  el 
amparo  al  alópata  que  al  homeópata  que  curen  sin  título,  sin  que  mi 
voto  pueda  eii  manera  alguna  significar  que  en  una  de  esas  dos  escue- 
las e.stá  respectivamente  la  verdad  ó  el  error. 

Todavía  más:  al  defender  yo  la  teoría  constitucional  que  creo  confor- 
me con  nuestra  ley  fundamental,  ni  siquiera  he  pretendido  juzgarla  ala' 
luz  de  los  principios  filosóficos  del  Derechos  constitucional.  ¿Es  conve- 
niente que  todas  las  profesiones  sean  libres  completamente,  ó  es  mejor 
que  quede  reservado  á  la  le}"  determinar  que  algunas  siquiera  aquellas 
en  que  el  abuso  es  tan  fácil  comn  irreparable,  necesitan  título  para  sn 
ejercicio?  De  esa  cuestión  no  he  debí  lo  ocuparme,  porque  aunque  en 
nombre  de  la  ciencia  libre  se  me  pidiera  que  pasara  sobre  los  precep- 
tos constitucionales,  no  podría  hacerlo  sin  faltar  á  todos  mis  deberes  de. 
Magistrado.  Supuesto  que  la  Constitución  previene,  según  mi  sentir, 
que  ciertas  profesiones,  las  que  la  ley  determine,  no  se  pueden  ejercer 
sin  título,  y  supuesto  que  una  ley  lo  exige  en  la  medicina,  yo  no  conce- 
■  deré  amparo  al  que  sin  él  pretenda  curar. 
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Expuestas  ya  mis  opiniones  sobre  la  cuestión  fundamental  de  este- 
amparo,  tengo  ahora  que  encargarme   de  la  que,  aunque  en  esta  vez. 
figura  de  un  modo  secundario  en  el  debate,  no  es  menos  importante 
y  trascer dental  que  aquella.  Labe  planteado  ya  en  estos  términos:  si 
nna  ley  ha  de  determiníir  qué  profesiones  necesitan  titulo  para  su  ejer- 
cicio, ¿tal  ley  debe  ser  federal  ó  local?    O  de  una  manera  más  general: 
¿Es  de  la  exclusiva  competencia  del  Congreso  de  la  Unión  expedir  las- 
leyes  orgánicas  de  todos  los  artículos  constitucionales,  abstracción  he- 
cha de  las  materias  de  que  tratan,  ó  pueden  también  las  Legislaturas- 
de  los  Estados  legislar  sobre  tales  materias?  Sin  pérdida  de  tiempo  abor-^ 
do  ya  esta  otra  delicada  cuestión. 

Es  casi  general  el  sentir  de  que  esa  competencia  es  ex?lusiva  del  Con- 
greso federal,  de  tal  modo  que  se  cree  que  una  Legislatura  no  puede, 
sin  atentado,  expedir  ley  alguna  oue  reglamente  uu  precepto  constitu- 
cional. Se  dice  que  esta  clase  de  leyes  son  partes  de  la  Constitución,. 
que  deben  ser  las  supremas  de  la  República,  y  que  ningún  Estado  pue- 
de tocarlas.  Esta  creencia  que  trasmitida  de  generación  en  generación 
nos^ha  llegado  desde  los  tiempos  del  centralismo,  esa  creencia  aceptada 
sin  examen,  practicada  sin  escrúpulo,  contradice,  más  aún,  niega  por- 
completo  el  régimen  federal,  centraliza  la  acción  legislativa  que  ese  sis- 
tema de  gobierno  deja  reservada  á  las  partes  componentes  de  la  Unión, 
y  produce  prácticamente  en  México  una  mezcla  indeíinible  de  centralis- 
mo y  de  federación,  que  por  necesidad  causa  inmensos  males  al  país. 

Para  combatir  de  frente  esa  creencia  que  tan  errónea  como  funestare- 
puto,  basta  decir  que  en  ninguna  de  las  treinta  fracciones  del  articulo  72' 
está  reconocida  esa  competencia  exclubiva  del  Congreso  para  expedir  las. 
leyes  orgánicas  ó  secundarias  de  todos  los  artículos  constitucionalesr 
puedo  agregar  más  todavia;  que  tal  competencia  no  cabe  ni  aun  en  la 
ainplitud  de  los  términos  de  la  xiltima  de  esas  fracciones,  porque  aun, 
reconociéndola  tan  lata  como  se  quiera,  ni  Ins  mismos  det'euísores  de  loa 
célebres  poderes  implícitos,  han  interpretado  jamás  en  tal  sentido  ese 
texto.  Entre  las  prohibiciones  que  los  Estados  tienen,  ninguna  existe' 
para  no  legislar  sobre  instrucción  pública,  portación  de  armas,  procedi- 
mientos criminales,  penas,  competencia  de  autoridades,  etc.,  etc.  Y  si  á, 
estas  consideraciones  se  añade  la  de  que  el  artículo  117  de  la  Constitu 
ción  reserva  álos  Estados  las  facultades  que  no  están  expresamente  con- 
cedidas á  los  funcionarios  federales,  queda  en  el  terreno  constitucional 
demostrada  con  evidencia  la  verdad  de  que  el  Congreso  no  tiene  esa. 
competencia  exclusiva  que  se  le  atribuye  para  reglamentar  todos  lo& 
artículos  constitucionales,  sin  tomar  en  cuenta  la  materia  de  que  traten. 

No,  la  teoría  constitucional  es  otra.  El  Congreso  de  la  Unión  puede 
y  debe  legislar  expidienao  las  leyes  orgánicas  de  todos  esos  artículos 
para  el  Dibtrito  Federal  y  Territorio  de  la  Baja  California;  pero  sin  que- 
esas  leyes  sean  obligatorias  para  los  Estados.  El  mismo  -Congreso  pue- 
de y  debe  legislar  para  toda  la  Repiiblica,  expidiendo  él  exclusivamen- 
te fas  leyes  secundarias  de  aquellos  artículos  que  versen  sobre  materia- 
federal,  consignada  en  texto  expreso  de  la  Constitución  á  los  funciona- 
rios federales.  Los  Estados  á  su  vez  pueden  legislar  sobre  toda  materia, 
que  no  sea  federal,  respetando  y  obedeciendo  las  leyes  del  Congreso  en. 
las  que  lo  fueren.  Y  para  hacer  más  perceptibles  estas  diferencias  que- 
establezco  entre  los  poderes  legislativos  federal  y  local,  diré  que  el  pri- 
mei'o  puede  expedir  las  leyes  secundarias  de  los  artículos  3,  10,  14,  17, 
19,  24,  etc.,  de  la  Constitución,  siempre  que  esas  leyes  no  sean  más  que 
para  el  Distrito  y  Territorio,  porque  los  Estados  pueden. y  deben  regla-- 
mentar  ásu  vez  esos  preceptos  constitucionales-,  pero  el  poder  legislati- 
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vo  local  uo  puede  legislai-  sobre  los  artículos  15,  25,  26,  28  y  29,  etc.,  por- 
que la  materia  de  que  ellob  se  ocupan  cae  por  texto  expreso,  baje  la 
competencia  exclusiva  de  laFederación.  Sobre  estos  asuntos  sólo  el  Con- 
greso de  la  Unión  puede  leí4-islar.  La  materia  de  que  cada,  artículo  cons- 
titucional se  ocupa,  es,  pues,  la  regla  que  decide  de  la  competencia  ex- 
clusiva ó  concurrente  de  la  Federación  ea  estos  puncos, 

El  argumento  ab  absurdo  ha  sido  siempre  poderosísimo,  aun  para 
echar  por  tierra  los  más  enraizados  errores,  las  preocu paciones  más  re- 
beldes. Uisemos  de  él,  ya  que  en  esta  ocasión  es  tan  oportuno.  Supón- 
gase que  las  teorías  que  acabo  de  exponer  son  falsas:  la  consecuencia 
lógica  é  inflexible  de  su  descoaocimieuto  sería  la  negación  del  sistema 
federal.  Palpemos  esta  verdad  ea  el  terreno  de  la  práctica.  Siendo  la 
mayor  parte  de  los  delitos  ataques  á  las  garantías  individuales  de  que 
se  ocupan  los  veintinueve  primeros  artículos  de  la  Constitución,  nadie 
más  que  el  Congreso  federal  podría  legislar  en  materia  penal,  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  ningúu  Estado  podría  no^ya  expedir  sus  Códigos  crimina- 
les, pero  ni  aun  castigar  el  tiomicidio,  las  heridas,  la  fuerza,  el  plagio, 
el  robo,  la  difamación,  etc.,  etc.,  ef.  Y  esto  subvierte  tan  coxpletamea.- 
te  nuestias  instituciones,  y  choca  de  tal  modo  con  nuestras  prácticas, 
que  nadie,  ni  los  amigos  más  decididos  de  la  doctrina  que  combato, 
pueden  disputar  á  la  soberanía  local  sus  facultades  para  legislar  en  ma- 
teria penal. 

Si  aplicamos  este  criterio  á  cada  uno  de  los  artículos  constituciona- 
les que  se  refieren  á  las  garantías,  si  sometemos  á  la  piedra  de  toque  de 
la  práctica  á  las  dos  teorías  rivales  que  analizamos,  veremos  en  toda  su 
deformidad  la  preocupación  que  impugno,  y  quedaremos  del  todo  per- 
suadidos de  la  verdad  que  trato  de  demostrar.  Tomemos,  por  ejemplo, 
los  artículos  17,  18,  19,  20  y  24  que  se  refieren  á  las  penas  y  á  los  proce- 
dimientos criminales.  Cada  Estado  debe  tener,  tiene,  en  mi  opinión,  la 
facultad  de  reglamentarlos,  respetando  siempre  los  principios  qv.e  con- 
tienen, so  pena  de  que  ei  esa  facultad  se  desconoce,  la  soberanía  local 
desaparece  en  rnateria  de  legislación  penal.  Pero  si  tal  facultad  se  nie- 
ga á  los  Estados  para  atribuirla  á  la  Federación,  tendremos  que  acep- 
tar consecuencias  por  completo  absurdas.  Si  el  Congreso  exclusivamen- 
te ha  de  determinar  los  días  y  horas  del  despacho  de  los  tribunales  lo- 
cales, para  reglamentar  el  modo  con  que  ellos  deben  esta?^  expeditos 
para  ad-minintrar  justicia;  si  él  ha  de  fijar  los  requisitos  de  la  fianza 
carcelera,  bajo  la  que  se  debe  jyoner  en  libertad  al  acusado  que  no  me- 
rece peiia  corporal;  si  él  ha  de  establecer  los  otros  requisitos  que  ha  de 
contener  el  auto  de  prisión,  definiendo  si  basta  un  indicio  ó  se  necesi- 
tan más  pruebas  para  fundra-lo,  si  él  ha  de  señalar  las  penas  en  que  in- 
curra el  alcaide  que  al  simple  lapso  de  tres  días  no  ponga  en  libertad 
al  detenido  sin  auto  de  prisión;  si  élhadeexpedirhasta  los  reglamentos 
de  las  cárceles  para  que  en  ellas  no  se  infieran  molestias  á  los  presos 
sin  motivo  legal,  y  para  que  en  ellas  tampoco  se  cobre  gabela  ó  contri- 
bución alguna;  si  éi  ha  de  instituir  los  procedimientos  criminales  para 
determinar  cómo  se  debe  hacer  saber  al  acusado  el  motivo  del  procedi- 
m,iento,  cómo  se  le  debe  tomar  su  declaración  preparatoria,  cómo  se 
han  de  practicar  los  careos  y  en  qué  tiempo,  cómo  se  ha  de  evacuar  la 
defensa:  si  él  es  quien  ha  de  definir  en  qué  juicio  caben  la  apelación  o 
ia  súplica,  y  en  cuáles  la  primera  sentencia  causa  ejecutoria,  reglamen- 
tando el  precepto  que  manda  que  ningún  juicio  tenga  más  de  tres  ins- 
tancias; si  el  Congreso  federal  exclusivamente  ha  de  hacer  todo  eso  y 
muchísimo  más,  á  título  de  expedir  las  leyes  orgánicas  de  los  artículos 
17,  18,  19,  20  y  24;  si  los  Estados  nada  de  eso  pueden  hacer,  ¿se  concibe 
siquiera  la  soberanía  local,  no  ya  en  materiade  legislación  penal,  sino 
aun  en  simples  asuntos  de  administración,  expidiendo  reglamentos  pa- 
ra las  cárceles?  ¿Puede  llamarse  federación  á  esa  monstruosidad  que  ni 
el  centralismo  más  exigente  ha  prohijado  jamás? 
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Para  ver  más  do  cerca  el  ab^ur  lo  á  que  da  vida  la  teoría  de  que  só- 
lo el  Cong'reso  ha  de  espedir  las  leyes  orgánica?  de  todos  los  artictilos 
de  la  Constitución,  sometamos  á  algunos  oíros  á  la  prueba  á  que  esta- 
mos apelando:  el  lU,  por  ejemplo,  que  ^consagra  la  libertad  de  portar  ar- 
mas. Ese  articulo  agrega:  «La  ley  señalará  cuáles  son  las  prohibidas  y 
la  pena  en  que  incurren  los  que  las  portaren  »  ¿Se  habla  acaso  de  la  íei/ 
federal^  Si  así  fuera,  tendríamos  á  nuestros  Estados  soberanos  aun  siu 
facultad  para  expedir  un  reglamento  sobre  armas  pi-ohibirlas.  ¿Se  pue- 
de imaginar  sarcasmo  más  cruel  para  esos  soberanos?  Y  >i  e-to  es  ya  ua 
absurdo  que  choca  con  las  exigencias  del  principio  federativo,  hay  eu 
esto  otro  absurdo  aun  más  inaceptable,  porque  choca  con  las  prescrip- 
ciones de  la  razón.  Centralizar  la  acción  legislativa  aun  para  señalar 
las  armas  prohibidas  y  la  pena  en  que  incurren  los  que  las  portan,  es 
medir  eu  el  cartabón  de  las  costumbres  de  esta  capital,  á  jas  muy  varia- 
das que  tienen  los  pueblos  de  la  República;  es  confundir  circunstancias, 
situaciones,  hábitos  y  necesidades  diversas,  regulándolas  á  todas  por 
una  sola  ley.  )í^íí  nuestros  Congresos  varias  veces  se  ha  pretendido  re- 
glamentar ese  artículo  10,  y  las  comisiones  que  han  intentado  hacer  una 
ley  general  de  portación  de  armas  para  toda  la  República,  han  sido  vea- 
cidas  por  él  absurdo  que  esa  pretensión  engendra.  Hoy,  después  de  que 
el  mismo  Código  penal  ha  legislado  en  esta  materia  sólo  para  el  Distri- 
to y  Territorio  (articulo  950),  sin  pretender  que  en  los  Estados  obliguen 
sus  prescripciones,  creo  que  nadie  pedirá  ya  que  el  Congreso  expida  la 
ley  orgánica  del  articulo  10  para  toda  la  República,  ni  negará  á  los  Es- 
tados su  derecho  para  hacerlo  en  su  territorio. 

El  artículo  IG  se  refiere  á  la  competencia  de  las  autoridades  paraha-> 
cer  una  aprehensión,  decretar  un  cateo,  ordenar  un  registro  de  papeles» 
¿Es  el  Congreso  quien  debe  establecer  el  modo  y  términos  en  que  todo 
eso  se  haga,  marcar  los  procedimientos  necesarios  y  aun  señalar  las 
atribuciones  que  á  cada  autoridad  competan?  Pues  entonces  á  las  leyes 
federales  debe  encargarse  el  régimen  interior  de  los  Estados;  ellas  de- 
ben organizar  la  administración  local,  designando  á  cada  empleado,  á 
cada  funcionario  su  competencia  y  sus  funciones,  y  en  esas  leyes  debe- 
mos buscar  qué  atribuciones  competan  al  Gobern^idor,  al  Tribunal  Su- 
perior de  Justicia  y  hasta  al  alcalde  y  al  viltimo  agente  de  policía.  No  se- 
rán ya  las  Legislaturas  quienes  determinen  si  un  cateo  se  hace  por  uti 
juez  ó  un  jefe  político,  fi^i  un  gendarme  puede  ó  no  aprehender  aun  crimi- 
nal, si  un  alcalde  es  autoridad  competente  para  ordenar  un  secuestro; 
todo  esto  lo  debe  definir  el  Congreso  enla  ley  orgánica  del  artículo  16. ... 
Y  si  los  Estados  no  han  de  poder  ni  aun  legislar  sobre  la  organización 
de  su  régimen  interior,  ni  sobre  las  atribuciones,  la  competencia  de  sus 
propios  funcionarios,  ¿que  soberanía  tienen,  qué  vida  les  queda? 

Si  á  la  luz  de  los  mismos  principios  seguimos  recorriendo  y  anali- 
zando otros  artículos  constitLicionales,  tenemos  que  llegar  á  las  mismas 
absurdas  consecuencias,  nacidas  de  la  teoría  que  combato.  Si  los  Esta- 
dos no  han  de  legislar  sobre  el  artículo  11,  solo  á  la  ley  federal  toca  es- 
tablecer la  procedencia  y  requisitos  del  arraigo,  de  la  detención  de  ua 
delincuente  que  cambie  de  residencia;  si  solo  el  Congreso  ha  de  expe- 
dir las  leyes  de  expropiación,  las  que  tengan  que  hacerse  por  utilidad 
piiblica  municipal,  ó  son  imposibles,  ó  han  de  venir  al  conocimíeato  da 

las  Cámaras  de  la  Unión ¿Es  posible  aceptar  una  doctrina  que 

asi  centraliza  la  acción  legislativa  en  todas  materias? 

Pero  ocupémonos  especialmente  del  art.  3?  ,  que  es  el  objeto  del  pre- 
sente debate.  En  ningún  texto  constitucional  se  íaculta  ai  Congreso  pa- 
ra legislar  exclusivamente  sobre  instrucción  y  enseñanza  púolicas,  exá- 
menes, cursos,  títulos:  en  ninguno  se  prohibe  á  los  Estados  hacerlo.  Es- 
to basta  para  qne  ellos  puedan  expedir  le3''es  sobre  enseñanza,  respe- 
taado  soto  el  principio  de  libertad  que  consigna  el  artículo  constitucio- 
nal, y  para  determinar  qué  profesiones  ne-iesitan  títulos  en  su  territorio 
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para  su  ejercicio.  A  pepav  de  la  prencnpación  que  cree  que  solo  el  Con- 
greso puede  expedir  las  leves  orgánicas,  la  instrucción  pública,  poruña 
feliz  casualidad,  no  ha  caldo  bajo  la  tiranía  de  esa  preocupación.  Los 
Estados  legislan  y  han  legislado  sobre  esta  materia  sin  resistencia  de 
nadie,  Y  lo  que  es  más  aún,  la  Federación,  tan  centralizadora  entre 
nosotros,  permítaseme  esta  frase,  jamás  ha  tenido  la  pretensión  de  que 
sus  leyes  sobi  e  enseñanza  pública  obliguen  en  los  Estados.  ¿Irá  la  Cor- 
te hoy  á  decir  qtie  solo  el  Congreso  ha  de  legislar  sobre  estas  materias, 
y  que  los  Estados  han  invadido  la  órbita  federal  haciéndolo?  ¿Irá  á  decir 
que  las  leyes  de  instrucción  pública  de  México  son  las  que  deben  regir 
en  Chihuahua,  en  Tlaxcala,  en  Guerrero  y  "en  Tamaulipas?  Esto  es  im- 
posible: la  sola  pretensión  de  que  la  ley  de  México  sea  la  suprema  ley  de 
las  esciielas,  liceos,  institutos,  academias  de  los  Estados,  es  tan  absiu'da, 
que  no  se  aceptará  ni  aun  por  los  defensores  de  la  teoría  que  combato. 

Enemigo  de  la  centralización  por  principios,  porque  creo  y  tengo  fe 
en  el  régim.en  federal,  me  repugna  todavía  más  cuando  se  trata  de  la 
ciencia:  con  plena  convicción  yo  puedo  decir  con  Laboulaye,  que  de 
«toutes  les  forn^es  de  centralisation  la  moins  justificable  assurementc'est 
la  centralisation  intellectuelle»  ¿Y  cómo  sería  posible  que  esa  máxima 
proclamada  en  la  Francia  imperial  se  desconociera  en  la  Repiiblica  fe- 
deral de  México,  negando  á  k  s  Estados  su  facultad  de  reglamentar  el 
artículos?  déla  Constitución  y  radicando  en  el  Congrego  federal  el 
poder  para  determinar  qué  profesiones  necesitan  título  para  su  ejerci- 
cio en  todo  el  país? 

Para  que  no  sean  atacadas  mis  opiniones  imputándoseles  errores 
que  yo  el  pnmero  condeno,  debo  apresurarme  á  manifestar  que  al  sos- 
tener que  los  Estados  tienen  facultades  para  legislar  sobre  ciertos  ar- 
tículos que  consignan  las  garantías  individuales,  estoy  muy  lejos  de 
suponer  que  lo  pueden  hacer  con  tal  libertad,  que  contraríen  los  pre- 
ceptos de  esos  artículos.  Los  Estados  podrán  reducir  el  término  de  la 
detención,  pero  no  ampliarlo  á  más  de  tres  días;  podrán  abolir  la  pena 
de  muerte,  pero  no  castigar  con  ella  más  delitos  que  los  que  expresa  el 
articulo  23;  podrán  señalar  á  sus  funcionarios  las  atribuciones  que  crean 
convenientes,  pero  no  confiar  las  del  departamento  judicial  al  adminis- 
trativo, ó  al  contrario;  podrán  expedir  sus  códigos  de  procedimientos 
criminales,  pero  sin  contrariar  el  articulo  20;  podrán  legislar  sobre  en- 
señanza, pero  sin  restringirla,  etc.,  etc.  Si  así  no  lo  hicieren,  sino  que 
violaren  en  sus  leyes  algún  precepto  constitucional  en  perjuicio  de  las 
garrntias,  vendrá  el  amparo  y  declarará  anticonstitucional  y  nula  tal 
ley,  lo  mismo  que  haría  si  esa  ley  estuviera  expedida  por  el  Congreso 
de  la  Unión.  El  amparo,  pues,  es  la  garantía  contra  les  abusos  que  tan- 
to se  temen  de  las  Legislaturas:  él  asegura  así  el  respeto  que  todos  ios 
legisladores  de  la  República  deben  álos  derechos  del  hombre.  Estasen- 
cilla  explicación  pone  á  la  teoría  que  defiendo,  fuera  del  alcance  de  in- 
merecidos ataques. 

Para  acabar  de  afirmarla,  permítanseme  aún  unas  pocas  palabras 
más.  He  dicho  que  el  Congreso  federal  tiene  competencia  exclusiva  pa- 
ra legislar  sobre  aquellos  artículos  que  se  ocupen  de  materia  federal,  y 
he  citado  como  ejemplo  el  29,  el  28,  el  26,  el  25,  el  15,  etc.  Tengo  que  der 
cir  siquiera  brevemente,  por  qué  los  Ei^tado^  no  pueden  legislar  sobre 
estos  puntos.  El  artículo  29  establece  que  ^solamente  el  Presidente  de 
la  República  con  aprobación  del  Congreso  de  la  Unión,  pue- 
de suspender  las  garantías,  etc.»  Hay,  pues,  un  texto  expreso  que  da 
esa  facultad  exclusivamente  á  los  funcionarios  federales,  y  esto  basta 
para  que  sea  materia  vedada  á  los  Estados."  Asi  lo  he  sostenido,  amig-, 
como  soy  de  la  soberanía  local,  contra  las  pretensiones  de  una  Lf^nVia- 
tura,  1  La  legislación  sobre  moneda,  correos  y  privilegios  está  confiada 

1    Circular  ele  27  de  Ma3  o  de  1868.— Dice  así:  Secretaría  de  Estado  y  del  Despacho  de  Gobernación 
-    Sección  1?  —Hoy  digo  al  C-  Gobernador  de  Jalisco  lo  siguiente: 
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al  ConpTfíso  por  las  fraccionps  XXIir.  XXTT  y  XXVÍ  del  artícnlo  72;  no 
perteneciéndole,  en  consecuencia,  á  Ins  Estados.  Estos  no  pueden  cele- 
brar tratados  con  las  potencias  extranjeras,  según  la  fracción  I  del  ar- 
ticulo 111,  y  es  facultad  exclusiva  del  Senado  aprobar  los  que  con  ellas 
celebre  el  Ejecutivo,  conforme  á  la  fracción  1,  letra  B,  del  artículo  72; 
y  como  por  otra  parte  es  facultad  del  Presidente  dirigir  las  negociacio- 
nes diplomáticas,  como  lo  dispone  la  fraccióü  X  del  articulo  85,  los  Es- 
tados nada  pueden  hacer  sobre  la  materia  de  que  se  ocupa  el  articulo 
15.  Cualquiera  ley  de  extradición  que  ellos  expidiesen,  seria  por  com- 
pleto anticonstitucional. 

Bástame  el  análisis  que  he  hecho  de  los  diversos  artículos  de  la  Cons- 
titución de  que  me  he  ocupado,  para  que  se  comprenda  con  toda  clari-  • 
dad  y  precisión  la  teoría  que  sostengo  y  se  la  pueda  apreciar  en  sus 
consecuencias  prácticas.  El  Congreso  federal  legisla  exclusivamente,  y 
legisla  para  toda  la  República,  respecto  de  aquellos  artículos  constitu- 

'•En  Consejo  de  Miaistros  di  cueat.a  al  C-  Presidente  Constitucional  del  decreto  que>  bajo  el  número 
88.  ha  expedido  la  Legislatura  de  ese  Estado,  y  que  vd-  me  remite  con  su  oficio  de  21  del  corriente.  L» 
gravedad  de  la  materia  de  que  ese  decreto  se  ocupa,  yla  trascendencia  de  las  declaraciones  qne  él  hace. 
llamaron  fuertemente  la  atención  del  Ejecutivo  federal,  y  después  de  tratar  este  asunto  con  toda  la  de- 
tención que  él  reclam-i,  ha  sido  acordado  por  el  C-  Presidente  que  haga  vd-  las  manifestaciones  de  qae 
ezta  nota  se  ocupa  y  con  los  fines  que  ella  expresa. 

"El  decreto  número  83  es  de  evidencia  antioonstiuctional  ó  invade  las  graves  atribuciones  que  la  ley 
fundamintal  confiere  solo  al  Congreso  de  la  ITaióa  y  al  Bjecitivo  federal-  El  te.-íto  de  esa  ley  eí  claro, 
hasta  el  extremo  de  hicer  imposible  toda  interpretación-  'Solameate  el  Presidente  de  la  República,  de 
acuerdo  con  el  Cousejo  de  Ministros,  dice  el  artíciilo  23  de  la  Oonstitucióa  general,  y  con  aprobación  del 
Cougreío  de  la  Unión,  puede  saspender  las  garantías  otorgadas  en  la  Co  isbit;ición-''  Los  legitladores 
constituyentes,  tan  lejos  estuvieron  de  conceder  á  las  Legislaturas  de  los  Estados  la  facultad  de  suspen- 
der las  garantías  constitucionales,  que  la  negaron  hasta  al  mismo  Congreso  de  la  Uuióu.  siempre  que  esa 
suspensión  no  se  hiciese  por  el  Presidente  de  la  República  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 
constituyendo  este  esencial  requisito,  úuico  en  nuestro  derecho  constitucional  para  limitar  las  faculta- 
des legislativas  del  Congreso,  la  pr-ieba  qie  ni  el  mismo  Congreso  puede  suspender  una  garantía  cons- 
titucional, sino  de  acuerdo  con  el  Gobierno,  y  siendo  ello  una  prenda  niás  de  acierto  en  un  asunto  de 
suyo  gravísimo-  Son  de  tan  evidente  verdad  todos  estos  conceptos,  que  si  no  el  tevfco  del  artículo  29,  sí 
su  discusión  en  la  sesión  del  Congreso  Constituyente  del  día  21  de  Noviembre  de  1S56,  no  deja  lugar  al 
más  ligero  escrúpulo- 

"Es  por  estas  razones  incuestionables  un  principio  seguro  de  nuestro  derecho  constitucional,  el  que 
nunca  las  Legislaturas  de  los  Estados  pueden  suspender  las  garantías  qae  la  Constitución  otorga.  Cier- 
to es  que  casos  habrá  en  que  no  baste  la  ley  constitucional  para  asegurar  el  orden  público,  amagado  en 
alguaa  localidad  por  un  peligro  graíe:  pero  el  remsdio  para  semejante  mal  no  esta  en  infringir  la  ley 
haciéndolo  que  ella  prohibe,  sino  en  ocurrir  á  quien  solamente  puede  suspender  las  garantías,  pidiendo 
las  autorizaciones  necesarias  para  hacer  frente  á  la  situación-  En  la  circular  de  12  del  próximo  pasado, 
de  este  Ministerio,  dije  al  Gobierno  del  digno  cargo  de  vd-  lo  que  había  de  hacerse  en  este  caso  para 
atender  igualmente  á- las  exigencias  de  la  paz  pública  yá  los  respetos  que  merécela  ley  suprema  del 
país- 

"Y  no  ataca  ala  «oberanía  de  los  Estados  semejante  ley;  sabido  es  que  ella  determina  lá  calidad  y 
condiciones  del  Pacto  federal  que  ligí  á  todos  los  Estados  para  forcaar  de  ellos  la  Nación:  sabido  es 
que  la  soberanía  local  no  existe  sino  con  las  restricciones  qne  esa  ley  establece,  y  nadie  ignoi-a  tampo- 
co que  en  gracia  del  bien  general  del  t)aís,  los  Estados  legítimamente  representados  en  el  Congreso 
Constituyente  consintieron  en  reservar  ciertas  facultades  al  Poder  federal  exclusivamente:  por  esto  los 
Estados,  sin  que  su  soberanía  se  lastime,  no  pueden  celebrar  alianzas,  ni  tratados,  ni  acunar  moneda, 
ni  hacer  la  gaerra  á  una  potencia  extranjera,  ni  legislar  sobre  las  materias  reservadas  al  Congreso  de 
la  Unión,  ni  ejercer  las  fac  ütades  cometidas  al  Presidente  de  la  República:  por  esto  los  Estados,  sin 
que  á  su  soberanía  se  haga  agravio,  no  pueden  suspender  las  garantías,  sap  lesto  que  esta  importante 
atribución  está  exclusivamente  reservada  por  el  artículo  20  de  la  Constitución  al  Poder  federal- 

'•Las  Constituciones  locales  permiten,  es  verdad,  á  las  Legislaturas,  investir  de  facultades  extraordi- 
narias á  los  gobernadores:  pero  semejante  prescripción  no  puede  invocarse  para  que  éstas  hagan  lo  que 
solo  al  Poder  federal  compete-  Las  facultades  extraordinarias  que  una  Legislatura  da,  no  pueden  ir  más 
lejos  del  límite  que  el  régimen  interior  del  Estado  señala:  ellas  no  pueden  versar  sobre  materias  en 
íiue  la  Legislatura  misma  es  incompetente,  y  esto  por  la  sencilla  razón  de  que  no  se  puede  dar-  lo  <lue  no 
se  tiene-  Por  esto  esas  facultades  extraordinarias  no  autorizan  nunca  á  un  Gobernador  á  hacer  lo  que 
solo  el  Presidente  puede:  por  esto  una  Legislaiura  no  puede  darlas  para  hacer  lo  que  solo  al  Congreso 
de  la  Unión  es  lícito  En  este  sentido,  y  no  en  otro  alguno,  es  como  se  deben  interpretar  los  artículos  19, 
fracción  IV,  y  23,  fracción  IX  de  la  Constitución  de  Jalisco- 

"Como  las  declaraciones  que  hace  el  decreto  á  que  me  estoy  refiriendo  se  apoyan  en  consideracio- 
nes que  de  cierto  son  ilegales,  el  Gobierno  federal  no  las  paede  aceptar,  ni  reconocei-  en  la  Legislatura 
de  Jalisco,  como  se  dice  en  el  artículo  1  ?  del  decreto,  el  derecho  de  suspender  las  garantías  conslifcu- 
cionales,  ni  legislar  sobre  los  as.intos  que  están  reservados  al  Congreso  de  la  Unión-  El  Gobierno  nada 
dice  respecto  del  artículo  3?  ,  porque  la  Saprema  Corte  de  Justicia  sabrá  llenar  sus  deberes  resoliüendo 
loque  la  ley  manda  en  este  caso:  pero  sí  no  puede  dispensarse  de  indicar,  aunque  sea  van/  someramente, 
que  la.  excitativa  de  que  habla  el  artículo  4-  °  es  ilegal,  no  ya  por  invitar  á  las  otras  Legislaturas  á  que 
hagan  lo  que  les  está  prohibido,  sino  porque  la  Constitución  no  permito  á  los  Estados  celebrar  alianzas 
ni  coaliciones  de  ning.ma  especie- 

"Al  dejar  con  lo  dicho  contestado  su  o^cio  de  21  del  corriente,  debo  por  ñn  manifestarle,  por  acuer- 
do expreso  del  C-  Presidente,  'lue  siendo  anticonstitucional  el  decreto  tantas  veces  referido,  así  el  Go- 
bierno de  la  Unión  como  las  autoridades  á  q:iienes  la  Constitución  confía  su  inviolavilidad-  obrará,n  en 
su  caso  respectivo,  obedeciendo  siempre  y  de  toda  preferencia,  la  Constitución  de  la  Rdpública,  que  no 
puede  ser  derogadada  por  aquel  decreto," 

Y  lo  trascribo  á  vd-  por  orden  dei  C-  Pregidente,  para  que  se  sirva  dar  conocimiento  de  esta  nota  á 
la  Legisatura  de  ese  Estado,  cuando  se  trate  de  la  excitativa  que  la  de  Jalisco  ha  hecho  sobre  este  ne- 
gocio. 

Indep->ndencia,  Constitución  y  Reforma,  México,  Mayo  27  de  13S3 — Vallarta-—C.  Gobernador 
del  Estado  de , 
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cionales  cuya  materia  está  declarada  federal  por  texto  expreso  de  la 
Constitución:  los  artículos  15,  25,  28,  29,  etc.,  que  he  citado,  pruebaa  es- 
ta verdad.  Los  Estados  tienen  facultad,  por  el  contrario,  para  reglamen- 
tar todos  aquellos  artículos  que  se  ocupan  de  mate.iias  reservadas  á 
ellos,  por  el  simple  hecho  de  no  tener  los  funcionarios  federales  f  icul- 
tades  expresas.  Sirven  de  comprobación  de  este  aserto  los  artículos  3, 
10,  17,  19,  20,  23,  24,  etc.,  que  igualmente  he  citado.  El  Congreso  fede- 
^ral  puede  legislar  también  sobre  estos  arllculos:  pero  sus  leyes  no  serán 
obligatorias  sino  en  el  Distrito  Federal  y  Territorio  de  lá  feaja  Califor- 
nia, segTin  la  facultad  que  le  da  la  fracción 'VI  del  articulo  72.  Esas  le- 
yes no  pueden  regir  en  los  Estados  sino  cuando  sus  Legislaturas  las  ha- 
yan adoptado,  como  ha  sucedido  con  los  Códigos  civil  y  penal  del  Dis- 
trito. Definidos  con  esta  exactitud  los  límites  del  Poder  federal  y  del 
local  en  esta  importantísima  cuestión,  y  expuestas  las  razones  que  apo- 
yan la  teoría  que  profeso,  réstame  ahora  encargarme  délas  que  la  com- 
baten. 


Y 


Para  negar  al  Estado  de  Hidalgo  su  facultad  de  determinar  qué  pro- 
fesiones necesitan  en  su  territoi'io  de  título  para  su  ejercicio,  se  han  in- 
vocado diversos  argumentos  y  se  ha  llegado  lia^ta  calificar  de  absurda 
la  teoría  que  proclama  la  descentralización  de  la  acción  legislativa;  des- 
centralización esencial  en  el  régimen  federal.  He  oido  con  atención  esos 
argumentos,  he  pesado  su  fuerza,  y  si  no  estoy  bajo  el  imperio  de  una 
preocupación  muy  ciega,  puedo  asegurar  que  no  hay  en  ellos  una  sola 
razón  que  haga  dudar  siquiera  de  las  verdades  constitucionales  que  he 
procurado  demostrar.  Voy  á  examinar  una  á  una  las  réplicas  que  se 
me  hacen. 

Se  dice  que  si  los  Estados  pudieran  legislar  sobre  los  artículos  de  la 
Constitución  qne  no  versan  sobre  materia  federal,  se  produciría  unale- 
gislación  tan  diversa  en  la  Eepública.  que  sería  un  verdadero  caos. ... 
-Esta  réplica  prueba  más  de  lo  que  ai  hacerla  se  ha  querido,  porque  prue- 
ba que  la  Federación  es  el  caos,  que  la  Constitución,  que  sanciona  la 
soberanía  local  de  veintisiete  Estados,  y  que  reconoce  en  consecuencia 
la  diversidad  de  veintisiete  legislaciones;  que  la  Constitución,  digo,  es 
la  causa  de  ese  caos.  Encargarme  de  esa  réplica,  sería  tanto  como  de- 
fender el  régimen  federal,  como  vindicar  á  la  Constitución  de  la  nota 
de  anárquica  que  se  le  atribuye;  y  encargarme  de  esto  en  un  Tribunal 
-en  que  todos  sus  miembros  han  protestado  guardar  esa  Constitución, 
me  parece  cuatido  menos  inoportuno.  Quédese  para  otro  lugar  discutir 
si  es  mejor  el  sistema  ceátral,  que  unifica  la  ley,  ó  el  federal,  que  per- 
-Miite  la  diversidad  de  legislaciones:  aquí  no  podemos  más  que  aceptar 
'éste,  so  pena  de  no  observar  la  Constitución. 

Se  invocan  ciertos  hechos  para  negar  á  los  Estados  sus  facultades, 
diciéndose  que  el  Congreso  federal  es  el  que  ha  expedido  siempre  las 
leyes  reglamentarias  de  los  artículos  constitucionales:  que  el  Congreso 
mombra  comisiones  para  prepararlas,  y  que  aun  las  Legislaturas  piden  al 
Congreso  que  así  lo  haga.  ¿Prueban'algo  taleahechos?  No,  sin  duda  al- 
,-guná,  porque  si  bien  kasta  hoy  se  ha  creído  que  solo  el  Congreso  puede 
legislar  sobre  los  artículos  constitucionales,  hay  también  casos  en  que 
iias  Legislaturas  lo  han  hecho  sin  oposición  alguna:  antes  he  hablado 
dfe  las  leyes  locales  de  enseñanza  púbiica  que  están  en  este  caso;  porque 
■el  Congreso  hace  bien  en  nombrar  ésas  comisiones.  Supuesto  que  tiene 
í^^  legislar  para  el  Distrito  y  Territoiio,  según  antea  lo  hemos  visfei);  y 
fporque,  en  fin,  si  algunas  Legislaturas  no  káa  usado  de  su  dereChOy  más 


98 

aún,  si  sehau  creído  sin  facultades  para  dictar  una  ley  de  expropiación, 
ó  tin  reglamento  de  portación  de  armas,  ó  de  cárceles,  tal  creencia,  tal 
error,  si  se  quiere,  no  priva  á  los  Estados  de  la  soberanía  que  tienen  se- 
gúnjla  Constitución. 

Se  ha  intentado  fundar  la  exclusiva  competencia  del  Congreso  en  es- 
tos asuntos  en  la  fracción  XXX  del  artículo  72.  En  otro  lugar  he  dicho 
que  aun  dando  á  ese  texto  toda  la  latitud  que  se  quiera,  no  alcanza  á 
cubrir  la  usurpación  que  se  haría  de  las  facultades  que  pertenecen  á  los 
Estados,  porque  se  les  reserva  el  articulo  127,  si  se  les  negaran  las  que 
tienen  para  legislar  sobre  materias  no  federales.  Me  incumbe  la  prueba 
de  este  aserto,  y  voy  á  darla. 

Sabe  este  Tribunal  qiie  aque'l  texto  está  copiado  del  artículo  1.°  ,  sec- 
ción S.'^,  part.  18  de  la  Coiistitución  de  los  Estados  Unidos,  y  sabe  tam- 
bién que  acaso  no  ha  habido  precepto  de  esa  ley  que  más  haya  dividido 
-á  los  publicistas  de  ese  país,  dando  lugar  á  las  más  vivas  di.'^putas.  La 
cuestión  de  los  poderes  iviplícifos  y  explícitos  es  célebre  entre  uuebtros 
vecinos  por  más  de  un  título.  No  es  esta  la  oportunidad  de  exponerla 
siquiera,  y  si  de  ella  hablo  hoy,  es  solo  para  hacer  notar  que  ni  aun  los 
amigos  más  decididos  de  la  teoría  de  los  poderes  implícitos^  ni  aun  los 
que  han  querido  dar  la  mayor  elasticidad  á  aquel  precepto  para  ensan- 
char así  las  facultades  de  la  Federación,  han  imaginado  alguna  vez  in- 
vocarlo para  negar  á  los  Estados  su  poder  de  legislar  sobre  materias 
que,  aunque  reguladas  por  la  Constitución,  nó  están  exclusivamente 
cometidas  á  los  funcionarios  federales.  Según  la  interpretación  más  au- 
torizada, el  texto  de  que  hablo,  «si  él  no  ensancha  el  poder  del  Congre- 
so, no  puede  entenderse  que  lo  restrinja,  ó  que  limite  el  derecho  del 
Legislativo  para  ejercer  su  mejor  juicio  en  la  elección  de  medidas  desti- 
nadas á  poner  en  ejecución  las  facultades  constitucionales  del  Gobierno 
nacional.))!  Y  tratando  el  comentador  que  cito  de  fijar  la  regla  que  pre- 
cise el  limite  federal  en  ese  punto,  continúa  hablando  asi:  «Siempre  que 
el  fin  sea  legitimo,  siempre  que  él  esté  dentro  del  limite  fijado  por  la 
Constitución,  todos  los  medios  que  sean  convenientes  y  claramente 
adecuados  á  ese  fin,  y  no  estén  prohibidos,  sino  que  sean  conformes  con 
la  letra  y  el  espíritu  del  pacto  fundamental,  son  constitucionales  «2  Y 
ningún  publicista,  ni  aixn  los  que  más  combaten  á  la  escuela  de  los  «Sta- 
te's  rights,))  ha  creído  que  no  esté  prohibido  desconocer  las  facultades 
délos  Estados  para  legislar  sobre  materias  constitucionale.^;  ninguno  ha 
pretendido  que  es  conforme  con  la  letra  ó  espíritu  de  la  Constitución 
radicar  en  el  Congreso  federal  la  competencia  exclusiva  de  estos  asun- 
tos. 

Indicar  los  p/incipios  que  se  profesan  en  la  vecina  República;  apun- 
tar, siquiera  brevemente,  las  prácticas  que  allá  se  observan  sobre  estas 
materias,  tiene  en  este  lugar  para  mí  un  doble  interés.  Demuestro  des- 
de luego  el  aserto  que  acabo  de  expresar,  y  pruebo  á  la  vez  que  la  teo- 
ría que  defiendo,  institución  práctica  en  los  Estados  Unidos,  tan  lejos 
de  merecer  la  calificación  de  absurda,  se  debe  aceptar  como  necesaria 
consecuencia  del  principio  federativo. 

En  cuanto  á  la  extensión  del  poder  federal  y  del  local  respectiva- 
mente, en  ese  país  está  adoptada  sin  contradicción  esta  máxima  funda- 
mental: «Debe  tenerse  pre.'^ente  que  hay  una  gran  diferencia  entre  la- 
Constitución  de  los  Estados-Unidos  y  las  Constituciones  de  los  Estados, 
en  lo  que  se  refiere  á  las  facultades  que  pueden  ejercerse  conforme  á 
ellas.  El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  es  un  gobierno  de  facultades- 
limitadas,  y  los  gobiernos  de  los  Estados  poseen  la  amjjlitud  del  poder 

1  "If  does  uot  enlarge;  it  cannot  be  constnied  to  restrain  the  power  of  Congress  or  to  impair  tha  • 
right  of  the  legislature  to  exercise  its  best  judgment  in  tbe  selection  of  measures  to  carry  into  executioa 
the  constitutional  powers  of  national  gotemment-" 

2  "Let  the  end  be  iegitimate,  let  it  be  within  the  scope  of  the  Constitution  and  all  mean  which  ais 
appropriate-  which  are  plaiñly  adaptad  to  the  end  and  whicli  are  not  prohibited,  but  are  consistent  whiclL. 
the  letter  and  spirit  of  the  instrument,  are  constitutional,"  Story.  On  Constitution,  núm-  1255. 
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legislativo.  Cuando  una  ley  del  Congreso  es  atacada  como  nula,  recu- 
rrimos á  la  Constitución  nacional  para  ver  si  la  concesión  de  facultades- 
especificadas,  es  bastante  amplia  para  comprender  esa  ley;  pero  cuan- 
do la  de  un  Estado  se  ataca  por  igual  motivo,  hay  siempre  una  presun- 
ción de  su  validez,  y  esta  presunción  es  conclu.siva,' á  menos  que  se 
descubra  que  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  ó  la  del  Estado  pro- 
hiben expedir  esa  ley ....  g@=.  El  Pongreso  no  puede  expedir  más  leyes 
que  aquellas  pstra  las  que  la  Constitución  lo  autoriza,  ya  .sea  de  un  mo- 
do expreso,  ya  de  una  manera  claramente  implícita;  mientras  que  la 
legislatura  de  un  Estado  tiene  jurisdicción  en  todas  las  materias  en 
que  no  le  está  prohibido  legislar,  i  .^^^ 

Consecuentes  con  este  principio  del  rdgimen  federal,  los  publicistas 
americanos  siempre  han  reconocido  en  los  Estados  facultades  para  legis- 
lar sobre  los  puntos  de  que  la  Constitución  se  ocu^a,  con  tal  que  respec- 
to de  ellos,  los  Estados  no  tengan  prohibición  de  hacerlo;  y  lo  que  es  más 
todavía,  ese  principio  está  de  tal  modo  incrustado  en  las  prácticas  ame- 
ricanas, que  no  hay  Estado  que  no  tenga  establecida  bu  legislación  pe- 
culiar sobre  tales  puntos.  Así,  por  ejemplo,  la  primera  de  las  reformas 
de  la  Constitución,  dice:  «El  Congreso  no  podrá  expedir  ninguna  ley 
sobre  establecimiento  de  una  religión  ó  prohibir  el  libre  culto  de  ella.»  2 
y  los  Estados  han  legislado  y  legislan  sobre  libertad  religiosa,  regla- 
mentando, como  nosotros  decimos,  ese  precepto.  De  la  diversidad  de 
legislaciones  locales  sobre  este  punto,  dan  testimonio  estas  palabras  del 
autor  que  he  citado:  «Podrá  anotarse  que  hay  diferencias  de  considera- 
ción en  lo  que  disponen  las  constítaciones  de  los  Estados  sobre  esta  ma- 
teria: algunas  se  limitan  á  declaraciones  y  á  prohibiciones  cxxyo  objeto 
es  garantizar  ante  la  ley  ia  más  perfecta  igualdad  para  todas  las  creen- 
cias religiosas;  miei^tras  que  otras  revelan  cierta  desconfianza  hacia  la 
autoridad  eclesiástica  al  hacer  inelegibles  para  los  cargos  civiles  á  los 
que  ejercen  funciones  clericales;  y  todavía  hay  otras  que  dejan  ver  al- 
gunas huellas  de  esta  antigua  noción:  la  verdad  y  la  conciencia  del  de- 
ber no  se  asocian  con  el  esceptismo  en  materias  religiosas.»  ^  Asi  la  re- 
forma segunda  previene  que:  «el  derecho  del  pueblo  para  tener  y  portar 
armas  no  será  infringido;»  *  y  los  Estados  de  Alabama,  Arkansas,  Illi- 
nois, Indiana  y  otros  muchos,  han  legislado  sobre  este  punto.  ^  Asi,  la 
reforma  sexta  ordena  que:  «en  todo  proceso  criminal,  el  acusado  tendrá 
derecho  á  ser  juzgado  expedita  y  publicamente  por  un  jurado  impar- 
cial;» 6  y  los  Estados,  según  la  interpretación  que  á  esa  cláusula  se  ha 
dado,  pueden  hasta  suprimir  el  jurado,  porque  ella  no  restingesus  facul- 
tades. «Los  Estados  pueden,  si  quieren,  dice  el  publicista  de  quien  es- 
tracto  estos  apuntes,  dar  disposiciones  sobre  juicios  por  toda  clase  de 
ofensas  locales sin  la  intervención  de  un  jurado  ó  bien  por  un  ju- 
rado diferente  del  que  reconoce  la  common  law.»  ^ 

1  "It  isto  be  borne  in  mind,  that  there  is  a  broad  ditt'erence  betwecn  the  Constitntion  of  the  Uni- 
ted States  aad  the  coustitiitions  of  the  States  as  regards  the  poivers  v/hich  may  be  exercised  under  tliem. 
The  government  of  the  XJuited  States  is  one  of  "enumérate  powers;"  the  goveromects  of  the  Slates  "are  - 
possessed  of  all  the  Reneral  \>o\i&[  of  legislation."  Wheü  a  la'^'  of  Cougress  is  assailed  as  void,  we  look  in 
the  national  Constitution  to  see  "if  the  grant  of  speciüed  poners  is  broad  euo'jgh  to  embrace  it;"  but 
when  a  State  la--  is  attacked  on  the  same  ground  it  is  presumably  valid  in  any  case,  aud  this  pres'imp- 
tion  Í3  a  conclusive  one.  unless  in  the  Contit'.ition  of  the  United  States  or  of  the  State  \ve  ai"e  able  to 

discorver  that  it  is  proliibitet ídS"  "Congress  can  pass  no  law  but  such  as  the  Coustif.ution  autho- 

rízes  either  e^presslv  or  by  clear  implication:  «hile  the  State  legislature  has  jurisdiction  of  all  subjeots 
on-which  its  legislation  is  not  prohibited-"  "eíS  Cooley-  On  Coustitutioual  ümitatious,  págs.  209  y  2iO, 
edic- 1878. 

2  "Cougress  shall  make  no  law  respécting  and  establishment  of  religión  or  prohibiting  the  free  ener- 
óse thereof." 

3  "Considerable  dirferences  míU  appear  in  the  provisions  in  the  State  constitutions  on  the  general 
Bubject  of  the  presente  chapter;  some  of  theiu  being  con^ned  to  declarations  and  prohibitions  uhose  pur- 
pose  is  to  seeure  the  mo^t  perfect  iquality  bufore  the  la»^  of  all  shades  of  religious  beUef.  ^yhile  some  ex- 
hibit  a  jeaulosy  of  erclesiastical  anthority  by  making  persous  ^\'ho  exercisethe  fueutions  of  clergyman.... 
ineligible  to  civil.oüice.  and  still  thers  show  some  traces  of  the  oíd  no*iou,  that  treth  aud  a  seuse  of  duty 
do  not  consort  with  scepticisme  iu  religión."  Cooley-  Obra  cit-,  pág.  583- 

4  "The  right  of  the  people  to  keep  and  bear  arms  shall  no  be  infringed-" 

5  Cooley-  Obr-  cit-,  pág,  596-  nota  1-  ^ 

6  "In  aU  criminal  persecution  the  acussed  shall  enjoy  the  right  to  a  speed  and  public  trial  by  an  im- 
parcial  jury-" 

7  "The  States  may,  if  they^choose,  provide  for  the  trial  of  all  oñences  against  the  States , 
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Para  no  seg'niv  hablando  de  todos  los  textos  constitucionales  sobre 
los  qxie  los  Estados  Ics'islan,  de  todas  las  materias  contenidas  en  el 
«Bill  of  rights,,»  que  re^-lamentari,  bastará  que  fijemos  nuestra  atención 
en  la  garantía  que  los  americanos  más  aprecian,  en  el  Jiaheas  corpus, 
g-arantia  de  que  el  articullo  1.°,  sección  IX,  parte  II  de  la  Constitución, 
habla  en  estos  términos:  «El  privilegio  del  writ  of  habeas  corpus,  no  se 
suspenderá  sino  cuando,  en  caso  de  rebelión  ó  invasión,  así  lo  exija  la 
seguridad  pública.»  ^  Pues  bien;  ni  un  solo  Estado  hay  que  no  haya  le- 
gislado sobre  el  liaheas  corpus.  Todos  como  soberanos  se  han  ci'eido 
con  facultades  para  hacerlo,  determinando  los  procedimientos  más  con- 
venientes y  adecuados  para  la  mayor  eficacia  de  la  preciosa  garantía 
de  la  libertad  personal.  Tendría  que  hacer  una  larga  aglomeración  de 
citas  si  quisiera  hablar  de  la  legislación  local  de  cada  Estado  sobrf^  este 
punto;  me  bastará  referirme  á  la  excelente  monografía  de  Mr.  Ilurd, 
en  apoyo  de  lo  que  acabo  de  decir.  Y  para  mayor  sorpresa  de  los  que 
restringen  el  poder  de  los  Estados,  agregaré  que  hay  pxiblicistas  en  el 
país  vecino  que  sostienen  que  estos  pueden  hasta  suspender  el  privile- 
gio del  writ^of  habeas  corpus.  2 

Pero  hay  más  todavía:  esos  publicistas  profesan  teorías  aun  más 
avanzadas  sobre  las  facultades  de  los  Estados,  pues  sostienen  qiie  estos 
pueden  legislar  hasta  sobre  materias  consignadas  á  la  Unión,  pero  res- 
pecto de  las  que  no  exista  ley  federal.  «En  algunas  otras  materias  las 
leyes  de  los  Estados  podrán  ser  válidas  mientras  que  no  se  ejerza  el  po- 
der del  Congreso  Las  legislaturas  pueden  legislar  sobre  banca- 
rrotas, si  no  hay  una  ley  federal  sobre  qixiebras.  Las  leyes  de  los  Esta- 
dos que  organizan  y  disciplinan  la  milicia,  son  válidas  en  todo  aquello 
que  no  esté  en  confiieto  con  la  legislación  nacional.»  3  Si  á  la  teoría  que 
yo  he  defer  J  V)  y  que  es  la  consecuencia  lógica-é  indeclinable  del  prin- 
cipio federr'!'  o,  por  más  que  nuestras  preocupaciones  así  no  lo  quieran 
confesar,  si  á  esa  teaoria,  digo,  se  le  llama  absurda.,  ¿I^ié  calificación  se 
reserva  para  esas  doctrinas  americanas  á  que  me  acabo'de  referid? 

Los  muy  ligeros  apuntamientos  que  he  hecho  de  la  legislación  ex- 
tranjera, sirven  bien  y  ampliamente  para  acreditar  entre  nosotros  esa 
teoría,  sin  la  que  es  imposible  el  régimen  federal,  sin  cuya  adopción  se- 
guiremos viviendo,  y  hasta  sin  apercibirnos  de  ello,  bajo  el  imperio  del 

centralismo ,  Eaa  teoría,  que  ei\  mi  boca  ninguna  consideración 

merece,  es  digna  de  todos  nuestros  respetos  desde  que  sabemos  que 
ella  es  una  institución  práctica  de  los  Estados-Unidos,  luego  que  uos  he- 
mos apercibido  que  la  lógica  nos  la  impune,  porque  es  la  consecuencia 
necesaria  de  nuestros  principios  constitucionales. 

Y  con  esos  piisraos  apuntamientos  he  también  ya  conseguido  el  otro 
fin  que  me  propuse  al  hacerlos,  á  saber:  demostrar  que  en  aquel  país  ja- 
más se  ha  creído  que  los  poderes  implícitos  del  Congreso  llegan  hasta 
desconocer  las  facultades  naturales  de  la  soberanía  local-,  hacer  patente 
la  verdad  de  que  en  éi  nunca  ni  por  nadie  se  ha  iaterpretado  el  artícu- 
lo 1.°,  seeción  8.  ■*,  partida  18  de  su  Constitución,  en  el  sentido  de  ne- 
gará los  Estadossxi  poder  delegislar  sóbrelas  impf>rtantísimas  materias 
que  comprende  el  «Bill  of  rights»  que  ella  sanciona. 

Probado  todo  esto,  no  puede  sostenerse  más  la  objeción  que,  funda- 
da en  la  fracción  XXX  del  arti  ;ulo  72,  me  ha  estado  ocupando.  Porque 
si  ese  texto,  como  lo  he  dicho,  está  copiado  del  americano,  y  á  éste  ja- 
más se  le  ha  dado  la  interpretación  que  al  nuestro  se  atribuye  en  este 

■«itho'it  the  inten-ention  of  a  jury  orbj  some  diíferent  jury  from  that  knovn  to  the  conmmon  law."  Coo- 
ley-  Obr.  cit.  pág-  25. 

1  "The  preí'ilege  of  the  writ  of  'habeas  corpus"  shall  not  be  suspended  unless  when,  in  case  of  re- 
belión or  invasión,  the  public  safety  may  require  it." 

2  Hurd.     "On  habeas  coriJUS."  págs- 106  á  119- 

3  "Ou  soirie  other  subjects  State  laws  may  be  valid  unHl  the  power  of  Congress  is  eiercid 

The  State  ma?  legislate  on  the  subject:of  baukniptcy  if  there  be  no  national  bankrupt  law.  State  lawa 
for  org.iiil-ing  and  disoiplining  tte  milicia  are  valid,  ,e.\cept  as  they  may  conflict  with  national  legisla- 

'6ion-''  Cooley.  Obr.,  cit-,  pág-  24-  * 
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debate,  más  aiin,  si  está  reconocido  que  tal  interpretación  contraría  y 
mata  al  principio  federativo,  nada  más  es  necesario  decir  pai-a  concluir, 
aseg-ixrando  que  aquella  fracción  X^X  no  apoya  á  esa  objeción.  Seria 
preciso  que  hubiera  una  lógica  en  México  y  otra  en  los  Estados  Unidos, 
para  que  lo  que  es  consecuencia  de  un  principio  allá,  no  lo  fuera  aquí, 
y  esto  es  imposible. 

Pero  no  es  esto  todo:  nuestro  articulo  117,  en  el  que  fandaraental- 
mente  basó  las  facultades  que  en  mi  sentir  tienen  los  Estados  en  los 
puntos  debatidos,  aunque  tomado  de  la  enmienda  10.*  de  la  Constitu- 
ción americana  no  es  igual  á  ella,  i  Nuestro  texto  xisa  el  advervio  «ex- 
presamente.» que  siiprimió  con  intención  el  americano,  no  queriéndolo 
tomar  del  articulo  2.°  de  la  Confederación.  Entre  nosotros,  pues,  para 
que  los  funcionarios  federales  puedan  reclamar  como  suya  una  facul- 
tad, es  necesario  que  les  esté  concedida  expresamente  por  la  Constitu- 
ción. En  los  Estados  Unidos  no  se  necesita  tanto,  sino  que  basta  que  al- 
gún  poder  esté  delegado  á  la  Federación  para  que  se  entieiida  que  le 
pertenece.  Ahora  bien:  si  ni  en  la  amplitud  de  texto  americano  ha  ca- 
bido nunca  la  facultad  exclusiva  del  Congreso  para  legislar  sobre  to- 
das las  materias  de  que  tratan  los  artículos  constitucionales,  ¿cómo  sin 
romper  nuestro  precepto,  pudiéramos  nosotros  sostener  esa  facultad 
excluf^iva,  cuando  nos  consta  que  no  está  expresamente  concedida  en 
la  Constitución?  ¿Cómo  se  puede  decir  que  son  del  Congreso  y  no  de  los 
Estados,  facultades  que  por  no  estar  expresamente  concedidas  á  aquel, 
se  entienden  reservadas  á  éstos?  La  interpretación  que  esto  pretende, 
sólo  puede  vivir  sobre  las  ruinas  del  articulo  117. 
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Conclusión  general  de  todas  mis  demostraciones  son,  en  mi  sentir, 
'  estas  dos  importantes  verdades. 

I.  No  es  absolutamente  libre,  segiin  la  Constitución,  el  ejercicio  de 
todas  las  profesiones  científicas:  la  ley  puede  determinar  cuáles  necesi- 
tan título  para  su  práctica. 

II.  Los  Estados  tienen  facultades  para  expedir  esa  ley. 

De  estas  premisas,  del  hecho  de  que  en  el  Estado  de  Hidalgo  existe 
una  ley  que  prohibe  el  ejercicio  sin  titulo  de  la  medicina,  y  de  las  cons- 
tancias del  expediente  que  acreditan  que  ninguno  tiene  el  quejoso,  de- 
duzco que  se  debe  negar  este  amparo.  Votaré,  pues,  revocando  la  sen- 
tencia del  JTxez  que  lo  concedió. 


La  Suprema  Corte  pronunGió  la  siguiente  Ejecutoria: 

México-,  Junio  18  de  1880.— "^isto  el  recurso  de  amparó  interpuesto 
ante  el  Juzgado  de  Distrito  del  Estado  de  Hidalgo  por  José  María  Vil- 
chis  Varas  de  Valdés,  contra  los  procedimientos  del  Juzgado  l.°  de  pri- 
mera instancia  de  la  ciudad  de  Pachuca  que  lo  procesa  por  ejercer  la 
profes^'ón  de  médico  sin  título,  con  lo  que  en  opinión  del  quejoso  se  han 
infringido  en  su  perjuicio  los  artículos  3.°  y  4.°  de  la  Constitución  fe- 
deral: Visto  el  fallo  del  juez  de  Distrito  que  concede  amparo,  y  consi- 
derando:  1.°  Que  la  libertad  del  trabajo  consignado  en  el  artículo  4.° 

1    He  aquí  los  dos  testos: 

"Art- 117.  Las  facultades  que  no  están  expresamente  concedidas  por  esta  Constitución  á  los  f unció- 
mtrios  federales,  se  entienden  reservadas  á  los  Estados-" 

"Art-  10-  The  powers  not  delegated  to  the  United  States  by  the  Constitution  ñor  prohibeed  by  it  to 
the  States,  are  reserved  to  the  States  respectively  or  to  the  people." 
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de  la  Constitución,  cuya  miifi  fué  la  supresión  definitÍA-a  de  las  antiguas 
distinciones  de  clases,  g-reniios,  etc.,  no  excluye,  por  sus  términos  gene- 
rales, las  condiciones  cou  que  todos  pueden  ejercer  el  derecho  indivi- 
dual qtie  consigna:  Que  ai-i  como  etas  condiciones  para  ejercer  toda 
profesión,  industria  ó  trabajo,  son  las  de  la  utilidady  moralidad;  respec- 
to de  las  profesiones,  haj'  una  condición  especial  qiie  se  infiere  al  texto 
del  articulo  3.°,  tegún  el  cual  la  ley  dirá  qué  profesior.es  necesitan  de 
títulos  para  su  eiercicio;  que  mirando  las  cuestiones  relativas  á  ense- 
ñanza é  instrucción  pública  al  régimen  interior  de  los  Estados,  pueden 
las  leyes  locales  imponer  penas  á  los  que  sin  titulo  legal  ejerzan  una 
profesión.  Considerando:  2.°  Que  en  el  presente  caso  consta  de  autos 
que  existe  en  el  Código  penal  del  Estado  de  Hidalgo  (artículo  740)  una 
disposición  penal  referente  á  los  que  s:n  título  ejerzan  la  medicina-,  que 
igualmente  consta  de  autos  que  el  recurrente  no  ha  presentado  otro  tí- 
tulo que  un  comunicado  en  que  el  Instituto  homeopático  de  México  lo 
nombra  su  socio  corresponsal;  que  por  consis'uiente  no  se  ha  violado  en 
perjuicio  del  promovente  ninguna  garantía  individual,  sin  que  esta  de- 
claración importe  la  proscripción  de  ningún  sistema  curativo,  sino  sim- 
plemente la  de  que  no  son  inconhtituc^onales  las  leyes  particulares  en 
que  se  exige  un  titulo  para  el  ejercicio  de  una  profesión. 

Por  estas  consideraciones  y  con  arreglo  á  los  artículos  101  y  102  de 
la  Constitución,  se  revoca  la  tentencia  del  juez  de  Distrito,  que  conce- 
dió á  José  María  Vilchis  Varas  de  Yaldés  el  amparo  de  la  justicia  de  la 
Unión. 

Devuélvanse  estas  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen,  acompañán- 
dole testimonio  de  es^ta  sentencia  para  los  efectos  consiguientes;  publi- 
quese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca.  Así  por  mayoría  de  votos  lo  acor- 
daron los  ciudadanos  Presidente  y  Magistrados  que  formaron  el  Tribu- 
nal Pleno  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexi- 
canos, y  firmaron:  Presidente,  Ignacio  L.  Vallaría. — Ministros:  Manuel 
Alas. — Miguel  Blanco. — José  María  Bautista. — Juan  M.  Vázquez. — Eleu- 
terio  Avila. — José  Manuel  Saldaña. — P.  Ortiz. — Jb.se  Eligió  Muñoz, — 
Enrique  Lauda,  Secretario. 


AMPAPvO  PEDIDO  CONTRA.  LA  DIPUTACIÓN  DE  MINERÍA 

DE  GUANAJUATO  POR  LA  EXPROPIACIÓN 

QUE  DECRETO  DE  TODO  EL  TERRENO  COMPRENDIDO  EN  LAa 

PERTENENCIAS  DE  UNA  MINA 
A  FAVOR  DEL  DENUNCIANTE  DE  ESTA. 

/.  ^  ¿Son  constitucionales  los  preceptos  de  la  Ordenanza  de  minas  en  la. 
parte  que  define7i  y  regulan  la  propiedad  mijiera?  ¿Puede  tegistrarse  ó  de- 
nunciarse ufia  mina  situada  en  terreno  ajeno,  como  lo  autoriza  el  artículo  /^ 
del  titulo  6.  ^  de  ese  Código,  sin  vulnerar  los  derechos  del  dtceño  de  ese  terre- 
no? ¿Las  condiciones  precarias  á  que  el  articulo  3.  '^  del  título  5.  ^  de  ese 
tnismo  Código  sujeta  á  la  propiedad  de  las  minas,  no  son  contrarias  á  la  dis- 
posición del  artículo  ^7  de  la  ley  fundamental?  Reprebando  la  Ordenanza  el 
sistema  de  la  accesión  tJidependietido  la  propiedad  subterránea  de  la  superfi- 
cial, y  estableciendo  condición  ts  y  requisitos  especiales  para  la  adquisición  y 
conservación  de  la  propiedad  minera,  ha  satisfecho  las  exigencias  de  la  cien- 
cia, que  no  aplica  los  mismos  principios  á  la  propiedad  común  y  á  la  especial. 
El  artículo  2^  dé  la  Constitución  reconoce  las  limitaciones  que  la  ley  impone 
á  esa  propiedad  común,  y  con  mayor  razón  consagra  las  que  afectan  á  la  mi- 
nera, en  su-  calidad  de  propiedad  especial. 

2.  ^  ¿Se puede  hacer  la  expropiaciÓ7i  de  un  terreno  ajeno,  con  motivo  del 
denujicio  de  la  mina  que  e7i  él  existe?  ¿Esa  expropiación  puede  comprender 
todo  el  ten-eno  que  midan  las  pertenencias  de  la  mina?  Siendo  de  v.ntilidad 
,pública»  el  trabajo  y  explotación  de  las  minas,  el  denuncio  comprueba  por  si 
solo  la  '■'-causa  de  utilidad  pública':^  que  legitima  la  expropiación,  si  á  ella  pre- 
cede la  indemnización  correspondiente.  La  expropiación,  aiuique  justificada 
con  eso'i  requisitos,  es,  sin  embargo,  anti-constitucional,  cuando  se  extiende 
á  más  de  lo  estrictamente  necesario  para  la  obra  de  que  se  trate.  Interpreta- 
ción del  articulo  2j  de  la  Constitución. 

S,  '^  ¿Son  constitiícionales  las  leyes  que  autorizan  á  una  diputación  de 
minería  á  juzgar  y  resolver  gubernativamente  las  cuestiones  litigiosas  que  se 
susciten  sobre  minas,  aunque  á  sus  resoluciones  se  les  dt  el  carácter  de  provi- 
sionales? La  autoridad  administrativa  no  puede  ejercer  fmciones  judiciales, 
ni  aují  provisionalmente:  aunque  las  diputaciones  de  minería  deben  tener  las 
facultades  administrativas  convenientes  para  conocer  de  los  negocios  de  minas 
'mientras  no  haya  oposición  de  parte,  ellas  nunca  pueden  constituir  un  tribu- 
nal especial.   Interpretación  de  los  artículos  13  y  16  de  la  Constitución. 


El  Lie.  D.  foaquín  Chico,  representatido  á  D.  fuan  Sotres,  pidió  ampa- 
ro alfuez  de  Distrito  de  Guanajuato  contra  la  expropiación  del  terreno  su- 
perficial comprendido  en,  las  cuatro  pertenencias  que  se  concedieron  á  una, 
compañía  ;ninera  que  registró  una  veta  en  terrenos  de  Sotres.  Aunque  eit 
concepto  del  quejoso  <'se  ha  podido  r  esistir  la  expropiación,  porque  ella  pugna 
abiertamente  con  el  artículo  2j  de  la  Constitttción  fedet al\^)  fttnda  su  dematí-' 
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da  principalmente  en  que  se  le  expropió  de  más  terreno  del  necesario  para  la- 
explotación  de  la  mina,  y  en  que  no  es  justa  la  ifidemnización  que  se  le  ofre- 
ce. En  comprobación  de  este  tíltimo  coiicepto,  asegura  que  la  Diputación  se  • 
negó  á  recibir  las  pruebas  que  ofrecía  para  justificar  sus  perjuicios,  resultan- 
do de  ello  un  avalúo  hecho  á  vil  precio. — El  fuez  de  Distrito  falló  éste  ampa- 
ro en  estos  términos:  ui.  ^  La  fusticia  de  la  Unión  no  ampara  ni  protege  al' 
Sr.  Juan  Sotres  contra  el  acto  de  la  Diputacióti  de  Blinería  del  Estado,  que 
declaró  debía  ser  de  cuatro  cuadras  el  terreno  de  que  debía  ser  expropiado  el 
quejoso  para  posesionar  á  Lúeas  Montalvo  y  socios,  de  la  mina  de  Santa  Ge- 
noveva en  el  mineral  de  Mellado.  2.  ^  La  misma  Justicia  nacional  ampara 
y  píotege  al  expresado  Juan  Sotres  contra  lospi  ocedimientos  de  la  menciona- 
da Diputación  de  MÍ7i£ría,  que  le  privó  de  rendif  las  pruebas  que  ofrecía  pa- 
ra qtce  los  peritos  catif  caían,  co7i  cofiocimiento  de  causa,  el  monto  de  la  in- 
detn7iizaciÓ7i  que  al  quejoso  fuera  debida,  pot  lo  cual  debe  reponerse  en  esta 
parte  el  procedÍ7nie7iio  para  que  el  Í7iteresado  reciba  la  Í7ide7nnización  co7  7'es- 
pondie7ite,  obsequicí7idose  así,  en  su  oportu7iidad,  elai'tíctilo  23  de  la  ley  de  20 
de  Enero  de  iSóg.n  La  Supi'ema  Co7te  se  ocupó  de  i'evisat  esa  seiitencia  en  la 
audiencia  del  día  24  de  Junio  de  1880,  y  el  C.  Vallaría  para  fu7idar  su  voto 
dijo  lo  siguiente: 


Me  es  mortificante,  pero  forzoso,  manifestar  que  no  estoy  conforme 
con  la  opinión  de  los  Señores  Magistrados  que  me  han  precedido  en  el 
uso  de  la  palabra,  acerca  de  las  cuestiones  fundameutales  que  este  am- 
paro provoca.  Yo  también  reprobaré  la  sentencia  del  inferior;  pero  no 
por  los  motivos  que  se  han  expuesto  en  el  debate,  sino  por  otras  consi- 
deraciones que,  dejando  ilesos  ciertos  principios  que  en  mi  concepto  no 
«e  pueden  desconocer,  exig-en  que  esa  sentencia  sea  sustancialmente 
modificada. 

La  presente  discusión  se  ha  levantado  hasta  ir  á  analizar  en  la  esfe- 
ra científica  la  naturaleza  jurídica  de  la  propiedad  minera,  y  esto  con 
el  propósito  de  demostrar  que  la  que  nuestra  Ordenanza  de  minas  esta- 
blece y  reconoce,  ni  satisface  las  exigencias  de  la  justicia,  ni  está  con- 
forme con  el  artículo  27  de  la  Constitución  que  reviste  de  un  carácter 
sagrado  á  la  propiedad  de  cualquiera  clase  que  ella  sea.  Y  hablándose 
de  esto,  se  han  hecho  graves  censuras  de  aquel  Código,  juzgándolo  no 
sólo  como  defectuoso  y  anticuado,  sino,  lo  que  es  en  esta  ocasión  más 
importante,  anti-constitucioual  en  sus  disposiciones  aplicables  á  este 
amparo.  Aunque  yo  mantengo  una  opinión  muy  diversa  sobre  el  méri- 
to de  la  Ordenanza,  reputándola  la  más  perfecta  para  su  époccc,  de  las 
leyes  que  los  reyes  de  España  expidieron  para  México,  por  más  que  yo 
reconozca  que  ella,  hoy,  está  muy  atrás  del  progreso  qiie  han  hecho  las 
ciencias  exactas,  con  las  que  tiene  tan  intimo  enlace,  y  proclame  por 
tanto  la  necesidad  de  su  reforma,  1  no  es  este  el  lugar,  ni  la  ocasión  de 
formar  el  juicio  crítico  de  ese  Código.    Aquí,  para  estudiar  las  cuestio- 

1  Hace  mucho  tiempo  qiae  se  siente  entre  nosotros  la  necesidad  de  liacer  reformas  á  la  Ordenanza 
de  Minas:  en  la  edición  que  de  ella  se  hizo  en  París  en  1851,  ya  se  indicaron  algunas,  si  bien  no  las  más 
importantes  (páginas  273  y  siguientes).  En  1371,  el  entendido  ingeniero  D.  Antonio  del  CastUlo,  publicó 
tm  interesante  opúsculo  en  que  demostró  que  eran  ya  incompatibles  los  preceptos  de  ese  Código  con  los 
progresos  de  la  ciencia  sobre  "el laboreo  de  minas."  á  tal  extremo,  que  ''el  dispuesto  conforme  á  los  prin- 
cipios de  la  ciencia  por  un  ingeniero  de  minas,  aprobado  por  el  Gobierno,  está  en  contraposición  con  os 

preceptos  de  la  Ordenanza y  esto  ocasiona  la  pérdida  de  la  mina  y  la  prisión  para  el  ingeniero.' 

En  1874  se  inteotó  tna  reforma  radical  de  la  Ordenanza  con  el  "Proyecto  de  la  ley  de  Minería  para  el 
Distrito  Federal  y  Territorio  de  la  Baja  California,  formado  por  encargo  del  Gobierno  por  los  Lies.  José 
María  Lozano  y  Benigno  Payno  é  Ingeniero  Miguel  Bustamante,"  Proyecto  en  el  que  se  modificó  la  Or- 
denanza de  minas  en  varios  puntos  de  verdadera  importancia.  En  1878  se  presentó  á  la  Legislatura  del 
Estado  de  Hidalgo  otro  Proj  ecto  de  Código  de  Minería,  en  que  esas  modincaciones  son  aun  más  profun- 
das. Ninguno  de  estos  dos  proyectos  se  ha  elevado  á  la  categoría  de  ley-  En  varios  Estados  se  ha  legis- 
lado sobre  minería  reformando  más  ó  menos  la  antigua  Ordenanza,  como  en  Gtianajuato  por  su  ley  de 
5  de  Mayo  de  1867.  La  prensa  periódica  se  ha  estado  ocupando  constantemente  de  este  asunto,  según  la 
prueban  diversos  artículos  publicados  por  varios  periódicos,  y  principalmente  por  el  'Minero  Mexicano>" 
«orno  puede  Terse  ea  el  toiao  5-  'i  páginas  15, 78i  85i  126i  193i  373,  etc-i  etc-i  etc 
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Bes  que  caen  bajo  la  competencia  de  esta  Corte,  debo  limitarme  á  exa- 
minar á  la  luz  de  la  filosofía  del  derecho,  si  son  de  verdad  anti-consti- 
tucionales  los  preceptos  de  la  Ordenanza  en  la  parte  que  definen  y  re-^ 
g'ulan  la  propiedad  de  las  minas,  y  esto  bajo  el  doble  aspecto  que  ellos 
mismos  presentan,  9.  saber:  primero,  si  los  derechos  del  dueño  del  suelo, 
de  la  superficie,  se  lastiman  con  permitir  como  lo  hace  el  artículo  14  del' 
titulo  6.",  que  el  descubridor  ó  denunciante  de  una  veta  la  trabaje  y 
explote  en  terreno  ajeno,  y  segundo,  si  se  desconocen  los  fueros  de  la , 
propiedad  minera  misma  con  sujetarla  á  las  condiciones  precarias  que 
establece  el  artículo  3.°  del  titulo  5.*  del  Código  de  minas. 

Existen  entre  nosotros  respetables  autoridades  que  creen  que  esas 
disposiciones  repugnan  á  las  ideas  liberales  de  nuestra  época  y  que  son 
del  todo  contrarias  al  texto  de  nuestras  leyes  escritas  bajo  la  inspira- 
ción de  la  ciencia  moderna.  1  En  el  escrito  de  demanda  de  este  nego- 
cio, si  bien  no  se  abordan  estas  delicadas  cuestiones,  sí  se  indican  lo  bas- 
tante para  comprender  toda  su  trascendencia  en  este  amparo;  y  en  este 
debate  se  han  profundizado  lo  necesario  para  no  poderlas  esquivar  más. 
Si  se  desconoce  la  base  cardinal  en  que  nuestra  legislación  de  minas 
hace  reposar  la  propiedad  minera;  si  se  asegura  que  el  derecho  del  sue- 
lo se  viola  con  el  registro,  denuncio  y  explotación  de  la  veta  que  él  cu- 
bre; si  se  afirma  que  aquellas  disposiciones  están  en  pugna  con  el  ar- 
tículo 27  de  la  Constitución,  y  estas  opiniones  han  de  prevalecer,  no  se 
necesita  más  para  conceder  este  amparo,  para  negar  á  los  mineros  los 
derechos  que  hasta  hoy  les  conceden  las  leyes. 

Yoj  que  no  participo  de  tales  opiniones,  me  siento  obligado  á  expo- 
ner las  mías,  porque  por  más  que  me  falten  fuerzas  para  una  tarea  su- 
perior á  las  que  tengo,  no  es  posible  ya  eludir  estas  cuestiones  por  más 
difíciles  que  ellas  sean.  Las  afronto-,  pues,  sostenido  sólo  por  el  senti- 
miento de  mi  deber;  y  para  proceder  con  método,  comenzaré  por  ocu- 
parme de  ellas,  capitales  como  lo  son  en  este  debate,  para  encargarme- 
después  de  las  que,  aunque  menos  importantes,  tienen  sin  embargo  der 
cisiva  influencia  en  el  fallo  que  en  este  asunto  se  dicte. 


II 

Tratando  de  analizar  la  naturaleza  jurídica  de  la  propiedad  minera* 
y  de  examinar  científicamente  aquellos  preceptos  de  la  Ordenanza,  creo 
no  sólo  conveniente,  sino  preciso,  para  dar  principio  á  mi  trabajo,  hacer 
siquiera  una  brevísima  reseña  de  las  disposiciones  de  las  principales 
leyes  extranjeras  sobre  los  puntos  que  se  dilucidan.  Nunca  el  estudio  de 
la  legislación  comparada  es  más  provechoso,  que  cuando  se  trata  de 
cuestiones  jurídicas  difíciles  y  sobre  las  que  hay  diversidad  de  parece- 
res. Apuntemos,  pues,  siquiera  brevemente,  lo  que  esas  leyes  han  orde- 
nado respecto  de  la  materia  capital  que  nos  ocupa. 

La  cuestión  de  si  las  minas  son  un  accesorio  del  suelo  ó  si  constitu- 
yen, por  el  contrario,  una  propiedad  independiente  de  la  superficie,  es. 
una  cuestión  que  se  ha  agitado  desde  los  tiempos  de  los  antiguos  juris- 

1  La  Comisióu  que  formó  el  Proyecto  de  la  ley  de  Minería  para  el  Distrito  Federal  y  Territorio  de 
la  Baja  California,  condena  severamente  el  sistema  adoptado  por  la  Ordenanza.  "En  este  sistema,  dice, 
el  propietai-io  de  un  terreno  lo  es  úuicauíente  de  su  superticie,  y  toda  explotación  de  materias  ó  sustan- 
cias que  se  euc'jentren  debajo,  cae  by.jo  la  competencia  de  las  leyes  de  Minería,  y  en  consecuencia  no~ 
puede  hacerse  sino  procediendo  el  denuncio  y  la  adjudicación  correspondientes.  La  Comisión  creyó  que- 
este  sistema  repugna  á  las  ideas  actuales,  aleapiritu  liberal  de  nuestras  instituciones,  y  á  las  declaracio- 
nes hechas  á  este  respecto  por  nuestro  Código  civil.  "E-'posición  de  motivos,  página  5.''  El  Proyecto  de 
Código  de  Minería  del  Estado  de  Hidalgo  toma  otro  rumbo;  no  sólo  declara  que  el  dominio  radical  de 
las  minas  pertenece  al  Estado,  sino  que  reserva  á  éste  el  cuatro  por  cien; o  de  las  utilidades  liquidas  de 
la  mina-  Véase  ese  proyecto  en  el  "Minero  Mexicano,"  tomo  5.  °,  págiui  373,  número  31,  correspondien- 
te al  día  11  de  Abril  de  1878.  En  el  curso  de  mi  estudio  diré  por  qué  no  estoy  conforme  con  ninguna  de- 
esas dos  opiniones,  y  lo  haré  por  vía  de  notas,  porqae  este  estudio  lo  escribí  sin  tener  á  la  7ista  esos  pro- 
jectos. 
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onnsultop  romanos,  y  que  ha  sido  resuelta  en  diversos  sentidos,  según 
las  jíreociipacione  de  cada  época.  Las  lej^es  del  Digesto  consideraron  á 
las  minas  bajo  el  primer  aspecto,  i  pero  después  los  emperadores  hi- 
cieron en  esta  materia  cambios  sustanciales,  estableciendo  lo  que  des- 
pués pe  llamó  el  derecho  de  regalía^  consignando  al  Estado  cierta  parte 
de  los  frutas  de  la  mina  y  aun  arrogándose  la  facultad  de  regular  los 
•derechos  del  propietario  de  la  superficie  sobre  esos  productos.  2  Inútil 
es,  para  el  estudio  que  comienzo  á  hacar,  averiguar  si  después  otras 
constituciones  imperiales  restablecieron  el  antiguo  sistema,  como  algu- 
nos lo  pretenden:  bastan  á  mi  propósito  y  como  un  tributo  de  respeto  á 
la  sabiduría  del  derecho  romano,  las  ligeras  indicaciones  apuntadas  so- 
bre las  doctrinas  que  profesó  respecto  de  esta  materia.  Por  lo  deuiás, 
como  para  los  efectos  prácticos  de  ese  estudio  de  nada  pueden  servir- 
me las  legislaciones  antiguas,  creo  conveniente  pasar  desde  luego  á 
ocuparme  de  las  leyes  modernas,  ó  al  menos  de  las  que,  aunque  anti- 
guas, están  aiin  vigentes  en  algunos  países  cultos. 

La  revolución  francesa,  qiie  en  sus  titánicos  trabajos  para  derriim- 
bar  el  antiguo  orden  social,  se  apoderó  de  todas  las  cuestiones  que  á  su 
reorganización  pudieran  interesar,  no  se  olvidó  de  la  de  la  propiedad 
de  las  minas,  sino  que  la  trató,  ilustrándola,  por  la  voz  del  más  grande 
de  sus  oradores.  Tienen  aim  indisputable  interés  científico  de  actuali- 
dad, los  inmortales  discursos  de  Mirabeau  sobre  ella.  No  puedo  dispen- 
sarme de  citarlos  siquiera  en  su  parte  más  importante.  Hablaba  asi  ese 
eminente  orador: 

«¿Se  quiere  examinar  si  las  minas  son  esencialmente  propiedades 
privadas  dependientes  de  la  superficie  que  las  cubre?  Yo  digo  que  la 
sociedad  no  ha  hecho  del  suelo  una  propiedad  sino  á  condición  de  su 
cultivo;  y  bajo  este  asoecto,  por  suelo  no  se  entiende  más  que  la  super- 
ficie. Yo  digo  que  en  la  formación  de  la  sociedad  no  han  podido  ser  con- 
sideradas como  propiedades,  más  que  aquellos  objetos  cuj^a  conserva- 
ción podía  garantizar  entonces  la  sociedad.  ¿Cómo  habría  podido  impe- 
dirse que  á  ].2u0  pies  abajo  de  un  propietario  no  se  explotase  la  mina 
que  éste  hubiera  pretendido  pertenecerle?  Yo  digo  que  si  el  interés  co- 
mún y  la  justicia  son  los  dos  fundamentos  de  la  propiedad,  ui  el  interés 
comiin  ni  la  equidad  exigen  que  las  minas  sean  accesorios  de  la  super- 
ficie. Yo  digo  que  el  interior  de  la  tierra  no  es  susceptible  de  división; 
que  las  minas  por  su  curso  irregular  lo  son  aun  menos;  que  en  cuanto  á 
la  superficie,  el  interés  de  la  sociedad  consiste  en  que  las  propiedades 
estén  divididas,  y  que  en  el  interior  de  la  tierra,  por  el  contrario,  seria 
necesario  reunirías,  y  que  asi  la  legislación  que  admitiese  dos  clases  de 
propiedades  como  accesorias  la  una  de  la  otra,  y  de  las  que  la  una  se- 
ría inútil  por  el  hecho  sólo  de  tener  á  la  otra  por  base  y  por  medida,  se- 
ría absurda Yo  digo  que  la  pretensión  de  considerar  á  las  minas 

como  wxi  accesorio  de  la  superficie  j  como  una  verdadera  propiedad,  es 
ciertamente  mu}-  nueva;  porqrie  yo  desearía  saber  si  algún  comprador 
lia  pedido  alguna  vez  una  diminución  de  precio,  ó  ha  pretendido  anu- 
lar una  venta  porque  él  haya  descubierto  que  se  haya  explotado  algu- 
na mina  en  el  terreno  que  él  ha  comprado:  él  podría,  sin  embargo,  sos- 
t-ener  que  tenía  derecho  á  todo,  y  que  comprando  el  terreno,  él  quería 
penetrar  hasta  el  fondo  de  la  tierra.  En  fin^  yo  digo  que  casi  no  hay  una 
mina  que  corresponda  físicamente  al  terreno  de  determindo  propieta- 
rio. La  direc_ción  oblicua  de  una  mina. ...  la  hace  tocar  en  muy  corto 
espacio,  á  cien  propiedades  distintas.»  ^ 

1  LL.  2  y  6.  D.  De  aclqiñr  ver-  domin:  L.  7,  par.  17-  De  solut— matrim-;  y  LL.  4  y  D — De  reb,  eor- 

2  -L.L.  1,  2  y  6.  C  de  mstaJarís. 

3  "Veut-ou  examiner  si  les  mines  sont  essentiellemeat  des  propnétés  privées,  dépendant^s  de  la 
surface  qui  les  cou\Teí  .Je  dis  que  la  sooiété  n'a  fait  une  propriété  '\  \  ?,n\,  wu'á  la  charge  de  la  culture,  et 
soiis  ce  rapport..  le  sol  ne  s'^ntend  que  de  la  sarface-.  Je  dis  que  daus  la  formatiou  de  la  société  on  n'a 
pu  regiirder  córame  propriété  que  les  objets  dont  la  sooiété  pouvait  alors  garantir  lá  cons^rvation.  Or 
oorameiít  aurait-on  empechi  qu'a  1-200  pieds  au-de-aous  d\ia  propriétaire  on  u'e^'.ploitat  la  mine  que  le 
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Estas  razones  sin  réplica  posible,  que  rompieron  por  su  base  el  piia- 
'  cipio  en  qne  el  sistema  de  la  accesión  descansa,  hasta  hacerlo  insosteni- 
ble en  el  terreno  científico,  determinaron  á  la  Asamblea  constituyente 
á  consagrar  esas  opiniones  de  Mirabeau  en  la  ley  de  28  de  Julio  de  17DI, 
•declarando  que  las  minas  «están  á  disposición  de  la  Nación  en  el  setití- 

do de  que  ellas  no  pueden  ser  explotadas  sino  con  su  conseuti- 

^  miento,  bajo  su  vigilancia  y  á  condición  de  indemnizar  á  los  pro- 
pietarios de  la  superficie.»  ^  Aunque  esa  ley  faé  una  especie  de  tran- 
sacción entre  dos  opiniones  rivales  respecto  de  otros  puntos,  en  el  que 
es  objeto  de  mi  estudio,  quedó  reconocido  el  principio  de  que  la  mina 
no  es  un  accesorio  del  suelo.  No  entra  en  mis  propósitos  analizar  en  to- 
do su  conjunto  esa  ley,  y  decir  hasta  dónde  fué  consecuente  con  los 
principios  que  proclamó. 

Algunos  años  después  y  en  las  asambleíis  francesas  también,  volvió 
-á  discutirse  la  misma  cuestión.  En  el  Consejo  de  Estado  y  en  el  Cuerpo 
'Legislativo  del  primer  Imperio,  ella  fué  objeto  de  largos  y  luminosos 
debates.  Quería  Napoleón  que  el  dueño  del  suelo  lo  fuera  también  de 
la  mina  en  él  siuada,  porque  el  articulo  5ó2  del  Código  civil  había  de- 
clarado que  «La  propiedad  del  suelo  irrporta  la  propiedad  de  lo  que  es- 
•tá  arriba  y  abajo  de  él,»  2  pei'o  re?onociendo  él  mismo,  á  su  pesar,  que 
la  inflexibilidad  de  ese  principio  no  es  conciliable  con  el  interés  públi- 
co-, que  'a  propiedad  del  suelo  no  puede  llegar  por  arriba  usque  ad  si- 

•  dera,  y  por  abajo  usque  ad  infera  ,  creyó  armonizar  los  derechos  del 
señor  de  la  superficie  y  los  del  minero,  dando  á  aquel  cierta  participa- 
ción en  las  utilidades  de  éste,  pero  aceptando  siempre  en  el  fondo  las 

'teoi'ias  filosóficas  de  Mirabeau  sobre  la  propiedad  de  las  minas.  En  las 
■  frecuentes  discusiones  que  Napoleón  sostenía  personalmente  en  el  Con- 
sejo de  Estado,  decía  con  este  motivo:  «La  propiedad  es  el  derecho  de 
usar  ó  de  no  usar  lo  que  se  posee.  Así,  en  el  rigor  de  los  principios,  el 
propietario  del  suelo  debía  tener  libertad  para  dejarlo  ó  no  explotar; 
pero  supuesto  que  el  interés  general  obliga  á  separarse  de  esta  reg'la 
con  relación  á  las  minas,  que  al  menos  el  propietario  no  llegue  á  ser  ex- 
'  traño  á  los  productos  que  la  cosa  da  » ^  Y  explicando  aún  mejor  su  pen- 
samiento, agregaba:  «Es  necesario  mantener  el  principio  del  Código  ci- 
vil, á  fin  de  que  nadie  entre  en  la  propiedad  ajena  á  talarla  arbitraria- 
mente ....  Es  necesario  que  los  intereses  del  concesionario  y  del  pro- 
pietario del  suelo  sean  concillados,  y  que  la  concesión  los  determine.»  * 
En  esas  célebres  discusiones  en  que  la  voluntad  del  emperador  se  im- 
puso sobre  la  opiaión  de  sus  consejeros,  se  formuló  la  ley  que  aprobó  el 

•  Cuerpo  Legislativo  de  21  de  Abril  de  1810. 

propriétaire  da  sol  aurait  préteiidu  lui  appartenir?  Je  dis  que  si  Tintérét  commun  et  la  justice  son*  les 

•  deux  fondaments  de  la  propviété,  l'lutérét  commuu  ni  l'éqiité  u'exigent  pas que  les  mines  soient  dea 
ácoessoires  de  la  surface-    Je  dis  que  l'interieur  de  la  terre  u'est  pas  susceptible  d'iin  partage;  que  lea 

'  mines,  par  leur  marche  irréguliere.  le  sont  encoré  moins;  que  qnant  á  la  S'irface.  l'intéréc  de  la  société 
•st  que  les  propriétés  soient  difisées;  que  dans  l'interieur  de  la  terre  il  faudrait  au  contraire,  les  réuair, 
et  qa'ainsi  la  legislation  qui  admettrait  de>.x  sorbes  des  propriétés  comme  accessoires  l'une  de  Taubre  e¿ 

dont  l'une  serait  iuutile  par  cela  seul  qn'elle  aurait  l'autre  poiir  base  et  pour  mesure,  serait  absurdc 

Je  dis  que  la  pretensión  de  regarder  les  mines  comme  na  accesoire  de  la  surface  et  comme  une  reritabíe 
propriété.  est  certaineraent  trésnouvelle.  ear  je  voiidrais  bien  savoir  si  quelque  acheteur  s'est  jamáis 
a»isé  de  demander  une  diminution  de  prix  ort  de  faire  casser  une  vente  parce  qui'il  aura  décou»eirt  que 

'une  mine  avait  ébé  fouiUée  sous  le  sol  qu'il  a  acheté:  il  pourraib  cepeudant  soiiteuir  qu'il  avait  drmt  á. 
tout  et  qu  en  achetaat  le  sol.  il  voulait  pénétrer  au  fond  de  la  terre-    Enfin.  je  dis  qu'il  n'est  presqite 

aucime  mine  qui  repond  physiqoement  au  sol  de  tel  propriétaire-  La  direction  d'uue  mine-- .la  ínik 

toucheri  dans  uu  tres  eourb  espace,  á  cent  propriétés  diltérentes-"    CEiivres  completes  de  Mirabeau,  toí, 

-3,  páginas  109  /llO— París,  1834. 

1  '  Les  mines sont  a  la  dispositíou  de  la  Nation  en  ce  sens que  ne  pourront  §tre  e^Tktoi- 

tées  que  de  son  conseutemeot  et  sous  aa  surreillance.  a  la  charge  d'indemniser les  pjippñétaiica  dte 

*1»  surface-" 

2  "La  propriété  du  sol  emporte  la  propriété  du  dessus  et  da  dessous." 

3  "La  propriété  est  le  droit  d'aser  ou  de  ne  pas  user  de  ce  qu'on  posséde.  AinBÍ.  dans  la  rignenr  dea 
principes,  le  propriétaire  du  sol  deí'rait  étre  libre  de  laisser  exploiter  ou  de  ne  pas  laisser  exploiten  mais 
puisque  l'iutérét  general  oblige  de  déroger  k  cette  regle,  á  l'égard  des  mines,  que  du  moins  le  propriétai- 
re ne  devienne  pas  étranger  aux  products  i'.ie  la  chose  donne- " 

4  "II  faiit  maintenir  le  principe  du  Code  civil,  á  fin  qu'on  ne  vienne  pas  ouvrir  dans  la  propriété 
d'autrul  et  la  raváger  arbitraireraent II  faut  que  les  intéréts  du  concessionuaire  et  du  propiidtaiie 

'  du  sol  soient  concilles  et  que  la  coucession  les  determine-"    Dallos — Uepertoire  de  Legislation  et  Jttnw- 
:  prudeace — Verb-  "Mines."  vol-  31,  página  640- 

Yoios  Tomo  II— S 
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Examinándola  con  atención  y  fijándose  sobre  todo  en  sus  artículos 
5,  6,  16,  19,  etc.,  se  nota  que  ella  en  realidad  no  consag-ra  el  sistema  de, 
la  accesión  que  Napoleón  sostenía:  subordinando  el  derecho  individual 
al  interés  público,  implícitamente  al  menos,  reconoció  que  las  mi- 
nas antes  de  su  concesión,  son  res  nullius.  Un  autor  francés  muy 
competente  en  la  materia,  juzga  de  eía  ley  asegurando  que  el  re- 
conocimiento que  hace  de  los  derechos  del  propietario  del  suelo,  no 
es  en  realidad  sino  un  reconocimiento  ilusorio,  pues  se  reduce  á  fijar  un 
censo  en  favor  de  éste,  cenno  que  el  EHado  determina  y  que  por  lo  ge- 
neral se  fija  en  el  tipo  ridiculo  de  10  céntÍ7nns  por  héctara.y  luego  agre- 
ga: «Con  mucharazónun economista  distinguido,  para  calificar  esta  pre- 
tendida importancia  que  los  redactores  de  la  ley  daban  al  prmcipio  de 
la  accesión,  ha  dicho  familiarmente  que  esto  no  era  más  que  una  simple 
cortesía  hecha  al  articulo  552  del  Código.»  i 

Tan  estériles  fueron  los  esfuerzos  de  Napoleón  para  reconstruir  el 
sistema  de  la  accesión  que. Mirabeau  rompió  con  su  poderosa  palabra, 
que  en  los  mismos  documentos  imperiales  que  prepararon  la  expedición 
de  la  ley  se  aceptaron  los  principios  que  éste  sostuvo.  Me  permito  ci- 
tarlos en  su  parte  más  importante,  porque  en  las  discusiones  á  que  me 
estos  refiriendo,  se  ha  tratado  la  cuestión  que  me  ocupa  de  un  modo  ver- 
daderamente científico.  En  la  exposición  de  los  motivos  de  la  ley  al 
Cuerpo  Legislativo,  se  habla  así  de  esa  cuestión:  «¿Las  minas  son  una 
propiedad  señorial,  ó  son  la  propiedad  de  aquel  á  quien  pertenece  la 
superficie?    Tal  es  la  cuestión  controvertida  desde  hace  mucho  tiempo 

y  sobre  la  que  están  divididas  las  opiniones Se  ha  reconocido  per 

una  parte  que  atribuir  la  propiedad  de  las  minas  al  dominio  pxiblico,era 
lastimar  e!  principio  consagrado  «n  el  articulo  ó'n2  del  Códig"".  Se  ha 
reconocido  por  la  otra  que  atribuir  la  propiedad  de  las  minas  á  aquel  á 
quien  pertenece  la  superficie,  era  reconocerle,  según  la  definición  de  la 
ley,  el  derecho  de  usar  ó  de  abusar;  derecho  destructivo  de  todo  medio 

de  explotación  útil derecho  opuesto  al  interés  de  la  sociedad  que 

consiste  en  multiplicar  los  objetos  de  consumo  y  de  reproducción  de  la 
riqueza;  derecho  que  sometería  al  capricho  de  uno  solo  la  disposición 

de  todas  las  propiedades  vecinas  de  igual  naturaleza De  estas 

verdades  se  ha  deducido  naturalmente  esta  consecuencia:  que  las  mi- 
nas no  son  una  propiedad  ordinaria  á  la  que  pueda  aplicarse  la  defini- 
ción de  los  otros  bienes  y  los  principios  g'enerales  sobre  su  posesión,  ta- 
les como  están  definidos  en  el  Códig-o  Napoleón  »  2  Y  todavía  en  el 
Cuerpo  Legislativo  se  reconoció  más  explícitamente  el  principio  procla- 
mado por  Mirabeau,  de  que  las  minas  no  son  un  accesorio  de  la  super- 

1  "C'est  avec  beaucoup  de  raison  qn'iiQ  économiste  disting  lé,  pour  qualitier  cette  prétendue  im- 
portance  que  les  redacteius  de  la  loi  attachalent  au  principe  de  l'accession,  a  dit  fatniliérement  que  oe 
n'était  lá  qu'un  simple  coiip  de  chapeau  á  l'art  552  du  Code-"  Chevalier — Obr-  cit.  pág-  33 — Esto  mismo 
puede  decirse  de  las  apreciaciones  de  la  Comisión  del  "Proyecto  de  ley  de  minería  del  DistrUo."  respec- 
to del  artícalo  829  de  nuestro  Código  civil.  Oigamos  sus  propias  palabras:    " el  artículo  829  declara 

que  el  propietario  de  im  terreno  es  duel'io  de  su  superficie  y  de  lo  que  está  debajo  de  ella,  con  sujeción  á 
lo  dispuesto  en  la  legislación  especial  de  minas Se  deduce  de  aquí.  q>ie  el  dominio  absoluto  del  pro- 
pietario del  terreno  en  lo  que  concierne  á  lo  que  se  encuentra  debajo  de  su  superlicie  "Stá  limitado,  entre 
otras  cosas,  por  las  disposiciones  de  la  legislación  de  minas.  En  consecuencia,  si  en  esta  legislación  se 
mantiene  el  sistema  adoptado  por  las  Ordenanzas  vigentes,  la  e>cepción  viene  á  convertirse  en  regla. . . . 
y  hace  que  la  declaración  del  Código  civil  sea  un  precepto  vano,  indigno  de  la  seriedad  de  la  ley-"  "Ex- 
posición de  motivos,"  pág  5 — Sobre  estas  argumentaciones  tomadas  del  artículo  829  se  puede  decir  lo 
mismo  que  han  contpsf.ado  los  autores  franceses  á  las  usadas  por  Napoleón  y  tomadas  del  artículo  552  de 
su  Código,  con  tanta  más  razón,  cuanto  que  el  terto  del  nuestro  no  se  presenta  como  el  de  este  Código 
para  sostener  tal  interpretación.  Por  lo  demás,  aunque  de  las  palabras  copiadas  parezca  deducirse  que 
la  Comisión  iba  á  adoptar  el  sistema  de  la  accesión,  reprobado  en  la  Ordenanza,  esto  no  fué  así,  pues  co- 
mo lo  veremos,  ni  la  Ordenanza  j  ni  el  Proyecto  adoptan  tal  sistema- 

2  "Les  mines  sont  elles  une  propriété  domainale.  ou  son  elle  las  propriété  de  celui  auquel  appar- 
tient  la  surface?  Telle  est  la  questiou  depuis  longtemps  controversée  et  sur  laquelle  les  meilleurs  esprits 

sont  partagés On  a  reconnu  d'un  cote  qu'attribuer  les  mines  au  domaine  publique,  c'était  blessér 

les  principes  consacrés  á  l'art.  552  cod-  civil.  On  a  reconn\i  de  l'autre  qu'attribuer  la  propriété  des  mines 
i  celui  qui  posséde  le  dessus.  c'était  1  i  reconnaitre  daprés  la  de:  nition  de  la  loi.  le  droit  d'user  et  d' 

abuser,  droit  destructif  de  to  .t  moyeu  d'espluitation  útil droit  opposé  a  1  interés  de  la  société  qui 

ett  dt;  mtiltiplier  les  oUjets  de  cimsommation,  de  reproduction  de  richesse.  droit  que  sovmettrait  au  ca- 

pricc  d'uu  seul  la  disp'  siiiou  de  toutes  les  propriétéa  enviri .uñantes  de  iiatnre  semblable De  ees  vó- 

rités  ou  a  deduit  tout  naturellement  cette  ronaequence:  que  les  mines  u'étaient  pas  une  propriété  ordi-- 
naire  a  laquelle  pút  s'applin  -er  la  deñnitiou  des  autres  biens  et  le-s  principes  générau>  sur  leur  posses- 
«iOQt  tclü  qu'ils  sont  éciita  diuis  le  Code  Napoleón."  Dallos-  Hep-  de  Leg.  et  Jurisp-,  vol-  31,  pág-  621. 
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ficie,  sino  que  ellas,  «siendo  la  propiedad  de  todos,  no  son  realmente  de 
nadie,  y  deben  en  consecnencia  entrar  en  el  dominio  del  Estado.»  i  A 
pesar  de  los  defectos  notados  y  otros  más  qne  censuran  los  mismos  au- 
tores franceses  en  la  ley  de  21  de  Abril  de  1810,  ella  está  vigente  toda- 
vía, y  es  la  base  de  la  legislación  minera  en  Francia. 

Para  haberme  detenido  tanto  en  el  examen  de  esa  leg'islación,  tras- 
pasando el  limite  que  me  he  marcado,  tengo  una  excusa.  He  aprovecha- 
do la  ocasión,  al  exponer  los  principios  en  que  se  basa,  de  reunir  ele- 
mentos de  grande  valor  que  debo  utilizar  después  en  el  análisis  científico 
de  la  naturaleza  de  la  propiedad  minera.  Por  ahora  debo  seguir  refi- 
riendo cómo  la  consideran  otras  leyes  extranjeras. 

En  Inglaterra,  las  minas  de  metales  preciosos  pertenecen  al  rey. 
Blackstone  explica  asi  esta  parte  de  la  legislación  inglesa:  «El  derecho 
á  las  minas  se  deriva  del  privilegio  que  tiene  el  rey  para  acuñar  mone- 
da y  de  su  prerrogativa  de  proporcionarse  materiales  para  ello.  Por 
esta  razón  sólo  las  minas  de  oro  y  las  dé  plata  son  las  que  propiamente 
se  consideran  como  de  la  propiedad  real  y  á  las  que  el  rey  tiene  dere- 
cho cuando  se  descubren.    Conforme  á  la  antigua  conamon  law,  cuando 

se  encontraba  oro  ó  plata  en  las  minas  de  metales  pobres toda  la 

mina  era  considerada  como  perteneciente  al  rey Pero  hoy,  con- 
forme á  las  leyes de  Guillermo  y  María,  esta  diferencia  no  existe, 

pues  se  ha  establecido  que  las  minas  de  cobre,  estaño,  hierro,  plomo,  no 
sean  de  la  propiedad  del  rey,  aunque  de  ellas  se  extraiga  oro  ó  plata  en. 

cualesquiera  cantidades Esta  fué  una  ley  extremadamente  justa, 

porque  ahora  sus  dueños  particulares  no  quedan  desalentados  de  tra- 
bajar las  minas  por  temor  de  que  se  las  disputen  como  propiedades  del 
rey. . . .  pues  el  propietario  del  terreno,  por  razón  y  por  ley,  tiene  dere- 
cho á  aquellas  minas  »  2 

Estas  doctrinas  de  Blackstone  nos  autorizan  á  creer  que  en  Inglaterra 
se  siguen  dos  sistemas  respecto  de  la  propiedad  minera:  el  uno  el  de  la 
regalía  en  su  más  amplio  sentido  respecto  de  las  minas  de  oro  y  plata;  y 
el  otro,  el  de  la  accesión  respecto  de  las  de  cobre,  fierro,  estaño,  plomo, 
etc.  No  es,  pues,  exacto,  como  algxyi  autor  afirma,  que  en  la  ley  ingle- 
sa este  sistema  prevalece,  pues  ¿i  bien  tratándose  de  los  metales  pobres, 
el  dueño  del  terreno  lo  es  también  de  la  mina,  respecto  de  los  preciosos 
rige  todavia  el  principio  feudal,  el  de  la  propiedad  del  soberano  en  las 
minas  á  título  patrimonial.  Para  formarse  un  juicio  exacto  de  esa  legis- 
lación, conviene  tener  presente  que  después  de  la  conquista,  el  rey  Gui- 
llermo no  sólo  repartió  las  tierras  conquistadas  entre  sus  oficiales,  SHio 
que  á  algunos  les  concedió  el  derecho  de  royalty,  es  decir,  el  derecho 
de  explotar  las  minas  que  en  esas  tierras  se  encontraran,  derecho  en- 
tonces propio  de  la  corona.  Adquirido  él  por  particulares,  se  trasmitió 
á  suf»  sucesores,  y  asi  es  como  comenzó  en  Inglaterra  á  crearse  el  siste- 
ma llamado  después  de  la  accesión.  Basta  recordar  este  hecho  histórico 
para  apercibirse  del  origen  feudal  de  esa  Jegislación  en  este  punto.  ^ 
Fuera  de  esto,  encontramos  aún  la  regalía  en  Inglaterra  en  ciertas  mi- 
nas reservadas  al  soberano,  como  lo  son  las  de  estaño  en  los  condados 
de  Devon  y  Cornwall,  y  las  de  plomo  en  Derbyshire,  etc.  * 

1  "Etant  la  propriété  de  tous,  ne  sont  réellement  celle  de  personne,  et  doivent  consequenment  en- 
trar dans  le  domaiue  de  l'Etat''  Aut-  obr.  -^  vol-  cit-.  pág.  623- 

2  "The  rlght  to  mines  has  its  originHl  from  the  king's  prerogative  of  colnage  and  in  order  to  supply 
lim  yith  materials;  and  therefore  those  mines  "-ijich  are  properly  royal,  and  to  which  the  king  is  enti- 
tled  -when  foimd  are  only  tbose  of  siher  and  gold-  By  the  oíd  common  law,  if  gold  and  silver  be  foiind 

in  mines  oí  basé  metal the  whole  was  a  royal  mine  and  belonged  to  the  king. But  now  by  the 

statute of  William  and  Mary  this  diflerence  is  made  immaterial;  it  beiiig  enacted  that  do  mines  of 

copper.  tiii.  iron,  or  lead  shall  be  looked  vpon  as  royal  mines  notwithstanding  gold  or  sil  ver  may  be  ei- 

tracted  from  them  in  any  quautities This  "as  au  ertreraely  reasonable  law,  for  now  prívate  owuers 

are  not  discouraged  from  working  mines  through  a  fear  that  they  may  be  claimed  as  royal  ones to 

■which  base  metil  the  land-  owner  is  by  reason  and  law  entitled.''  Comentariea  on  the  laws  of  England.— 
Vol  1.  = .  pág.  294— Filadeltia,  1868- 

3  E  Dallos  et  A.  Goüitfés.  De  la  propriété  des  mines,  rol-  2,  jág.  235- 
Blackstone,  loe-  cit.  Delebecquc;  tomo  !•  ° ,  pág-  249- 
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La  regalía  es  tambiéa  la  base  de  la  legislación  minera  en  Prusia, 
El  gobierno  explota  directamente  las  minas,  ó  bien  las  concede  á  com- 
pañías ó  particulares,  ejerciendo  siempre  sobre  ellas  nna  completa  tu- 
tela. Debe  notarse  que  en  este  país  la  regalía  es  trasmisible,  pues  pue- 
de ser  adquirida  y  poseída  por  individuos  ó  corporaciones  en  cierto 
dísti'ito,  y  sustituidos  así  al  Estado,  gozan  de  las  prerrogativa3  que  á 
éste  competen.  Ningunn,  pri^ferencia  se  da  al  dueño  de  la  superficie  eu 
la  concesión  de  la  mina,  y  está  autorizada  la  expropiación  del  terreno 
bastante  para  sus  trabajos  y  aun  de  la  agua  que  se  necesite  para  el  be- 
neficio de  los  metales,  todo  esto  mediante  la  debida  indemnización.  La 
ley  declara  que  se  pierde  la  propiedad  de  la  mina  si  se  suspenden  sus 
trabajos,  ó  no  se  trabaja  convenientemente,  ó  sí  deja  de  pagarse  el  de- 
recho ó  tributo  feudal,  i  Hay  de  particular  en  la  ley  vigente  (24  de  Ju- 
nio de  1885)  que  el  señor  del  suelo  tiene  derecho  á  lo  que  se  llama  ia 
porción  hereditaria  de  la  mina,  y  que  consiste  en  cierta  participa- 
ción que  aquel  tiene  en  los  frutos  de  ésta,  sin  estar  obligado  á  contri- 
buir para  los  gastos  de  explotación.  2  En  Austria  la  regalía  prevalece 
también  en  toda  su  extensión:  allí  el  soberano  es  el  propietario  de  las 
minas,  y  las  posee  con  los  mismos  títulos  que  los  otros  bienes  de  sus  do- 
minios, con  todos  los  derechos  y  prerogativas  que  corresponden  á  la 
propiedad  patrimonial.  La  ley  de  22  de  Mayo  de  1854,  lejos  de  borrar 
esas  nociones  de  la  propiedad,  hijas  de  tiempos  que  pasaron  ya,  no  ha 
hecho  más  que  sancionarlas  de  nuevo.  ^ 

España  ha  expedido  también  recientemente  su  ley  de  minas,  y  es  ia- 
lieresante  conocer  sus  disposiciones  en  la  parte  siquiera  que  se  relacio- 
nan con  la  cuestión  que  estudió.  Esa  ley  es  de  6  de  Julio  de  1859,  y  de- 
clara (artículo  2?  )  que  las  sustancias  metalíferas  son  propiedad  del  Es- 
tado, y  aunque  nadie  puede  disponer  de  ellas  sin  consentimiento  del 
Gobierno,  los  particulares  pueden  adquirir  y  trabajar  minas,  según  lo 
dice  el  artículo  37,  obteniendo  el  «Real  título  de  propiedad  en  el  que  se 
expresarán  las  condiciones  generales  de  la  ley  y  en  su  caso  las  especia- 
les requeridas  por  la  convenienciapública.»  .Conforme  al  artículo  56  «los 
mineros  pueden  obtener  el  libre  y  pleno  disfrute  de  toda  ó  parte  de  la 
superficie  de  sus  pertenencias»  mediando  la  expropiación  forzosay  siem- 
pre co*  la  correspondiente  indemnización.  La  concesión  de  las  mismas 
caduca,  por  faltarse  á  las  condiciones  en  ella  establecidas,  por  la  mala 
dirección  en  los  trabajos  de  modo  que  la  mina  amenace  ruina,  por  falta 
de  pago  del  canon  que  el  Estado  debe  percibir,  por  abandono  de  los 
trabajos  y  por  renuncia  de  la  mina  (artículo  65.)  Respecto  de  las  sus- 
tancias minerales  silíceas  y  calcáreas,  las  tierras  arcillssas,  magnesia- 
nas  y  ferruginosas,  la  ley  sigue  otro  sistema  estableciendo  que  no  se 
pueden  explotar  sin  consentimiento  del  dueño  del  terreno  (arciculo4?  ) 
á  no  ser  que  esas  sustancias  se  destinen  á  algún  ramo  de  la  industria 
fabril,  pues  entonces  si  ese  dueño  no  quiere  explotarlas  por  sí,  habrá 
también  lugar  á  la  expropiación  (artícnlo  5?  )  Aunque  ia  ley  reserva  al 
Estado  algunas  minas,  como  las  de  azogue  de  Almadén,  las  de  cobrede 
Riotinto,  etc.,  y  por  este  y  por  otros  motivos  se  debe  reconocer  que  la 
legislación  española  de  minas  acepta  el  sistema  de  la  regalía,  necesa- 
rio es  también  confesar  que  éste  no  tiene  ni  conmucho  la  extensión  que 
en  Austria  y  Prusia,  por  ejemplo,  se  le  ha  dado.  * 

Para  terminar  la  revista  de  las  legislaciones  europeas  siquiera  más 
importantes,  diré  que  Bélgica  tiene  como  base  de  la  suya  la  ley  fran- 
cesa de  21  de  Abril  de  1810.  La  de  2  de  Mayo  de  1837,  ha  hecho,  sinem- 
bargo,  dos  importantes  reformas  en  aquel  país:  la  primera,  determinar 
•que  el  dueño  del  suelo  no  tiene  preferencia  en  la  c-^acesión  de  la  mina 

1  Dallos  et  Goiáff  j3.  loe-,  págs-  273  á  279- 

2  UatíTiilitír.  Odia  proüriété  dea  miass,  pigs-  153  á  161- 

3  Dallos  et  GjairtJs-  Cor.  bit-  vol.  2.  =  ,  págs.  305  y  sig')Í3ates- 

4  Coldcjióa  legislativa  ds  miaas,— Madrid — 13-35- 
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sino  cuando  acredita  disponer  de  los  recursos  necesarios  para  la  explo- 
tación, y  la  segunda,  fijar  como  indemnización  al  dueño  de  'a  superfi- 
cie, además  de  un  censo  proporcional  al  terreno  ocupado,  una  renta 
hasta  del  3  por  ciento  del  producto  neto  de  la  mina,  i 

En  el  estudio  que  he  emprendido  no  es  posible  pasar  en  silencio  las 
leyes  minerales  de  los  pai^es  gmericanos,  al  menos  las  más  notables: 
consideraciones  que  no  indicaré,  porque  se  comprenden  bien,  exigen, 
por  el  contrario,  que  consagremos  nuestra  atención  á  esas  leyes.  Lo 
haré  asi  procurando  no  traspasar  el  limite  que  tengo  que  respetar 

Los  Estados  Unidos  han  aceptado  en  esta  materia,  como  en  otras 
muchas,  la  ley  insrlesa.  Después  de  decir  Kent  lo  que  ésta' dispone,  agre- 
ga: «La  ley  de  Nueva  York  ha  mantenido  para  el  Estado,  como  sobera- 
no, el  derecho  sobre  las  minas,  con  la  misma  extensión  que  lo  procla- 
man las  leyes  inglesas,  y  con  limites  más  definidos.  La  ley  dispone  «que 
todas  las  minas  de  oro  y  plata  descubiertas,  ó'  que  en  lo  sucesivo  se 
descubran  en  el  Estado,  pertenecen  al  pueblo  en  su  carácter  de  sobe- 
rano: que  todas  las  minas  de  otros  metales  en  terrenos  pertenecientes  á 
individuos  que  no  sean  ciudadanos  de  alguno  de  los  Estados  de  la 
Unión,  y  del  mismo  modo  que  todas  las  minas  de  otros  metales  descu- 
biertas en  terrenos  que  pertenezcan  á  algún  ciudadano  de  cualquiera 
de  los  Estados  de  la  Unión,  cuyas  piedras  minerales  contengan,  por  téi-- 
mino  medio,  menos  de  dos  terceras  partes  en  valor  de  cobre,  estaño, 
hierro  ó  plomo  respecto  del  oro  ó  plata  que  produzcan,  y  que,  finalmen- 
te, todos  los  minerales  y  fósiles  descubiertos  en  terrenos  pertenecien- 
tes al  pueblo  del  Estado,  serán  de  !a  propiedad  del  pueblo.»  Pero  todas 
las  minas  de  cualquiera  clase  (excepto  las  de  oro  y  las  de  plata)  descu- 
biertas en  cualesquiera  terrenos  de  la  propiedad  de  algún  ciudadano 
de  cualquiera  de  los  Esiados  de  la  Unión,  cuyas  piedras  minerales  con- 
tengan por  término  medio  dos  terceras  partes  ó  más  en  valor  de  cobre, 
estaño,  hierro  ó  plomo,  respecto  del  oro  ó  plata,  serán  de  la  propiedad 
del  dueño  de  los  terrenos.  ^ 

En  el  Estado  de  Nueva  York  prevalece,  pues,  el  derecho  de  la  rega- 
lía, pero  llevado  á  un  extremo  mucho  más  amplio  que  en  Inglaterra, 
puesto  que  en  ese  Estado  no  se  aceptan  ni  las  leyes  de  Guillermo  y  Ma- 
na, que  limitan  el  derecho  patrimonial  del  soberano.  En  Nueva  York 
rige  todavía  el  principio  feudal  que  atribuye  al  Gobierno  la  propiedad 
de  las  minas  no  solo  de  otro  y  de  plata,  sino  aun  las  de  metales  pobres 
que  contengan  cierta  mezcla  de  aquellos,  sino  aun  de  las  minas  sitria- 
das  en  terrenos  públicos,  sino  hasta  de  los  que  están  ubicados  en  tie- 
rras poseídas  por  quienes  no  sean  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos, 
Y  como  por  excepción  de  esos  principios,  vemos  aceptado  el  sistema  de 
la  accesión  solo  para  las  minas  que  no  sean  de  oro  ó  de  plata,  ó  de  otros 
metales  que  no  contengan  mezcla  de  esos,  y  esto  solo  para  las  tierras 
que  sean  propiedad  de  ciudadanos  de  alguno  de  los  Estados  Unidos. 

¿Y  qué  pasa  en  la  legislación  federal,  en  la  de  los  otros  Estados  so- 
bre este  punto?  Kent  nos  revela  que  no  lo  sabe,  «aunque  debe  presu- 
mirse que  la  excepción  que  se  hace  de  las  minas  de  oro  y  las  de  plata 
es  la  fórmula  general  en  todas  las  patentes  y  concesiones  del  Gobierno 
de  los  Estados  Unidos  y  de  los  de  los  diversos  Estados.»  s  Después  de 

1  Chevalier,  obr.  cit.,  pág.  170. 

2  "The  statnte  law  of  New  York  has  asserted  the  right  to  the  State,  as  sovereign  o\er  BoÍDes  tothe 

extent  of  English  statutes  and  ■»ith  more  definite  limits.  The  provisión  is. "that  all  mines 

cf  gold  and  silver  discovered  or  liereafter  to  he  discos  ered  in  this  State,  helong  to  the  people  iu  their 
right  of  soTereignty.  -'and  also,"  all  niii,es  of  other  mttals  on  lands  o-h  ned  by  persons  not  citis-éns  óf 
anj  of  the  TJEiled  States,  "and  also,"  all  mines  of  other  metáis  discovered  on  lands  owned  by  á  citizen 
of  any  ot  the  United  States,  the  ce  of  TI  hich  upon  an  averagé  shall  contain  less  than  two  tqi.al  third 
parts  in  valué  of  coopper,  tin,  iron  and  lead  of  any  of  those  metáis,  "and  also,"  all  mineíals  and  fossils 
discovered  upon  lands  belongjng  to  the  people  of  the  State,  shall  be  the  property  of  the  people-"  But  all 
mines  of  vhatever  descripción,  other  than  mines  of  gold  and  siher,  discovered  upon  any  lauds  ovned 
by  a  citizen  of  any  of  the  United  States,  the  ore  of  which  upon  an  average  shall  contain  two  eciual  third 
parts  or  more  in  valué  of  copper,  tin,  iron  and  lead  of  anj  those  metáis  shall  belong  to  the  onner  of  sucU 
land,"  Comenlaries  in  American  laws,  volume  III,  pág.  483,  not.  Boston.  1867- 

3  ", thongh  it  is  to  te  presvined  that  the  exception  cf  mines  of  gold  and  silver  is  thé  usual 
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que  ese  autor  escribió  su  libro  se  han  hecho,  siu  embargo,  algunas  re- 
í.)rmas  en  la  legislación  minera,  de  las  que  es  preciso  tomar  nota. 

La  ley  federal  de  26  de  Julio  de  1866  es  la  que  de  preferencia  debe 
llamar  nuestra  atención  no  solo  por  ser  la  vigente  sino  por  haber  sido 
ella  la  que  introdujo  esas  reformas.  2  Declara  en  su  sección  primera 
que  los  terrenos  minerales  del  dominio  público  son  libres  para  la  explo- 
tación y  trabajo  de  las  minas:  determina  en  la  segunda  cómo  se  puede 
solicitar  la  propiedad  de  una  mina  de  oro,  plata,  azogue  ó  cobre,  de  la 
que  se  ha  tenido  pacifica  posesión,  propiedad  en  la  que  va  incluido  el 
derecho  de v-saguir  tal  vena  ó  veta  en  sus  cambios,  ángulos  y  va- 
riaciones á  cualquiera  profundidad,  aunque  ella  pueda  entrar  al  te- 
rreno adyacente,  cuyo  terreno  será  vendido  con  esa  condición.»  3  Es- 
jiecifica  la  cercera  los  procedimientos  que  hayan  de  seguirse  hasta  ob- 
tener la  concesión  de  la  mina  cuando  no  hay  oposición;  ordenando  la 
.sexta,  que  si  se  presenta,  se  suspenda  todo  procedimienco,  hasta  que  la 
contienda  se  decida  por  el  juez  competente.  La  quinta  es  más  impor- 
tante, pues  dispone  que «á  falta  de  leyes  del  Congreso  sobre  la 

laateria,  las  Legislaturas  de  los  Estados  y  Territorios  pueden  estable- 
cer reglas  para  el  trabajo  de  las  minas  incluyendo  las  servidumbres 
íeasements),  el  desagüe,  y  todos  los  otros  meiioá  necesarios  para  la 
completa  explotación  minera.»  *  Ei  de  advertirse  que  to  las  la-s  dispo- 
siciones de  esta  ley  están  basadas  «en  las  costumbres  locales  ó  reglas 
lie  minería  ae  los  diversos  distritos  mineros,  en  tanto  que  no  estén  en 
conflicto  con  las  leyes  de  los  Estados  LTuinos,»  ^  quedando  así  esas  cos- 
tumbres elevadas  á  la  categoría  de  la  ley  minera  de  cada  distrito.  No 
está  tampoco  por  demás  hacer  notar  que  en  las  instrucciones  dadas  por 
ei  comisionado  del  «General  Land  Office»  para  la  ejecución  de  aquella 
ley,  está  resuelto,  por  punto  general,  que  la  exüeiisión  de  la  propiedad 
superficial  que  se  conceda  al  minero  oara  la  explotación  de  su  mina, 
sea  la  que  determinen  esas  costumbres.  6 

Por  más  oue  esa  ley  haya  realizado  importantes  y  trascendentales 
cambios  en  la  legislación  minera  norteamericana,  no  solo  en  la  feudal 
heredada  de  Inglaterra,  sino  aun  en  la  nacional,  sobre  la  reserva  de  los 
terrenos  minerales,  contenida  en  las  leyes  llamadas  «Homestead  Aet»  y 
«Pre-emption  Act,»  desarrollando  así  los  intereses  de  la  induscria  mine- 
ra, es  necesario  reconocer  que  la  precitada  ley  dejó  micho  que  deie-xr 
para  satisfacer  toda  exigencia  científica.  Los  huecos  que  contiene  no 
pueden  llenars'?  sino  muy  pasajeramente  eon  las  costumbres  locales  de 
los  distriios  mineros. 

Ocupémonos  ahora  de  lo  que  pasa  en  la  legislación  de  los  Estados. 
Para  no  hablar  de  todos,  fijémonos  en  el  de  California,  en  razón  de 
que  la  grande  riqueza  mineral  que  coatiene  debe  de  haber  sido  parte  á 
que  en  él  más  que  en  otros,  haya  progresado  esa  legislación.  Un  autor 
que  ha  escrito  un  libro  sobre  ella,  nos  dice  que  la  acción  de  la  Legisla- 
tura sobre  la  propiedad  de  las  minas  en  la  Alta  California  ha  sido  en- 
teramente negativa,  y  en  cuanto  á  su  regulación,  más  bien  permisiva 
que  positiva:  que  la  ley  misma  está  ahí  formada  por  las  costumbres  de 
de  los  mineros  con  raras  aplicaciones  de  la  common  law:  que  esas  cos- 
tumbres en  su  mayor  parte  están  basadas  en  la  Ordenanza  de  minas  de 
México  y  en  algunas  leyes  europeas,  especialmente  en  las  que  en  In- 
glaterra rigen  en  los  condados  de  Devon  y  Cornwall,  añadiendo  por  fin 

"formnla"  ¡a  all  gOTeramsnt's  patents  and  grants  of  ths  TJaitsa  Statas,  as  well  as  by  several  Statas-' 
IiOC-  cit- 

2  Statutes  at  large  of  the  United  States-  Vol.  14,  pág-  251- 

3  " to  folio  "  such  vein  or  lode  wlth  Its  dips.  aagles,  and  variations  to  auy  deptii,  ' 'although 

t  may  «nter  the  land  adjoining,  whicli  laúd  adjoinÍDg  shall  be  sold  subject  to  thls  condltion." 

4 "In  absence  of  necessary  legislation  by  Congress,  the  local  Legislature  of  aar  State  or 

Territory  may  provide  rules  for  working  mines  inrolving  ••easements,"  draiuage  aad  other  necessarj 
means  to  their  complete  dereloprnent-" 

5    ,"in  the  local  customs,  or  rules  of  mines  in  the  sevaral  miniag  dlstricts.  so  far  asta» 

same  not  be  in  condict  with  the  laws  of  the  United  States."  Ley  cit.  sec  !•  * 

6  Legal  titles  to  mlning  claima,  by  G-  Yale,  págs-  360  y  361.  San  Francisco  1867. 
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parte 

ha  reunido  el  mass  meeting  de  los  minei-os  para  sancionar  como  ley 
esas  costumbres,  y  cómo  estas  son  diversas  aun  entre  los  distritos  íieuu 
mismo  Estado.  2  «Esas  costumbres  ó  reglas  sancionadas  en  cada  Dis- 
trito, dice  otro  jurisconsulto,  han  sido  generalmñute  reconocidas  por 
las  legislaruras  de  los  Estados  y  Territorios,  y  por  las  leyes  del  Congre- 
so, cuando  no  están  en  conflicto  con  ellas,  y  sobre  rauehos  puntos  uo 
definidos  por  el  Congreso  ó  las  legislaturas,  y  especialmente  en  las 
cuestiones  relativas  á  los  primitivos  de'ícubriminntos,  están  todavía  vi- 
gentes y  son  de  grande  importancia.»  3  Y  esos  distritos  con  legislacioa 
diversa  son  tantos,  que  en  186G  se  contaban  500  en  Calif.n-nia,  203  eu 
-Nevada  y  10«  en  cada  uno  de  los  Territorios  de  Arizona,  I  laho  y 
Oregón.  * 

Obligado  á  encerrarme  dentro  de  cierto  limite,  no  puedo  segaír  la 
interesante  historia  de  esas  leyes  mineras  en  Callfordia:  pero  no  me  dis- 
pensaré de  citar  las  siguientes  palabras  que  encuentro  en  el  libro  a  que 
me  refiero,  por  la  importancia  que  tienen  en  la  cuestión  que  analizo: 
«Los  mineros  de  California  han  adoptado  generalmerte.  .........  los 

principios  más  importantes  de  las  leyes  de  minería  de  Espafia  y  Méxi- 
co, segúa  las  cuales  el  derecho  de  propiedad  á  las  minas  se  hace  dep?n- 
der  de  su  descubrimiento  y  explotación-,  es  decir,  se  hace  del  descubri- 
miento el  origen  de!título,  y  de  laexplotación  ó  trabajo  de  las  minas,  la 
condición  para  conservar  ei  titulo.  Estos  dos  principios  constituyen  la 
base  de  todas  las  leyes  locales  y  reglamentos  relativos  á  los  derechos  de 
minería.»  5 

En  medio  de  esa  diversidad  de  leyes  y  de  costumbres,  difícil  es  en- 
contrar principios  fijos,  reglas  uniformes,  teorías  cientiñcas  en  la  ley  mi- 
nera. Para  hacer  conocer  el  espíritu  de  la  que  en  el  país  vecino  ng°>, 
me  contentaré  solo  con  indicar  algunas  doctrinas  allá  aceptadas  sobre 
los  puntos  relativos  á  mi  estudio.  IJn  hecho  que  da  idea  exacta  de  co- 
mo ha  sido  en  ese  país  considerada  la  propiedad  minera,  es  el  proyecta 
muy  calurosamente  discutido  en  el  Congreso  en  1850  para  que  el  Go- 
bierno se  hiciera  dueño  de  todas  las  minas,  comprando  las  que  ya  erap 
de  propiedad  privada,  á  fin  de  pagar  con  sus  productos  la  deuda  publi- 
ca. En  esa  discusión  prevalecieron  para  honra  y  provecho  del  puebla 
americano  las  buenas  doctrinas,  las  que  proclaman  la  libertad  de  la  in- 
dustria minera,  las  que  condenan  el  monopolio  del  Gobierno  en  este  ra- 
mo tan  importante  de  la  riqueza  pública;  pero  tal  proyecto  sostenido 
por  los  Estados  del  Este,  revela  por  si  solo,  no  ya  el  gran  peligro  en 
■que  estuvieron  los  intereses  mineroá  de  ese  país,  sino  las  ideas,  las  opi- 
niones que  en  aquella  época  se  tenían  todavía  de  la  propiedad  é  indus- 
tria mineras.    6  u" 

En  los  Estados  Unidos  no  siempre  el  dueño  del  suelo  lo  es  también 
de  la  mina,  sino  que  por  el  contrario  muy  treeuentemente  ocurre  el  ca- 
so de  que  el  dueño  de  la  tierra  venda  solo  su  superficie,  reservándose 
las  minas  qae  haya  debajo  de  ella,  7  pudiendo  todavía  llegar  la  subdi- 

1  Yale,  obr-  cit  pág.  58- 

2  Id- id-,  pág.  73  >  siguientes.  „,   i         j  j.      -i.     •it.™'=To*„ 

8    These  district  regulations  have  been  generally  reoognised  by  the  State  aad  t5Tntonal  Jjsgisiatu- 
res  and  by  acts  of  Uongress,  and  wbeu  not  in  corüiot  friMí  stat'itory  lavr  aad  upra  tn  vi/  pomtjuol;  co 
vered  by  aots  of  Congress,  or  State  statutes,  and  especially  iu  caaes  arisiag  oiit  of  early  disoovenes.  mar 
^tUl  be  regarded  as  in  foroe  and  of  great  jmportance.  The  law  of  Üines  bj  G-  A-  Blaachard-    San  JTraa- 
cisco— 1S77,  pág.  115. 

4  Loe-  cit.  -   -       1  r 

5  '  -The  miners  of  California  have  generally  adopted ...  .the  main  principies  of  tb  e  mimng  iaw=  ot 
Spain  and  México,  by  which  the  rigth  of  property  in  minea  is  ma  le  to  depeni  upon  disoorery  aaa 
"developmeut;"  that  is,  "discovery"  is  made  the  source  of  title  aad  "de 'eloymaut '  or  workiag  thecon- 

-dition  of  the  continuance  of  the  title-  These  two  principies  constitute  the  basM  of  all  our  local  laws 
■and  regulations  respecting  miningrights."  Yale,  obr.  cit-,  pág.  71. 

6  Yale'a  Mining  Claims,  pág.  10.  _t  t,«.  ■ 

7  Cases  not  unfreqaently  occur  in  -which  the  owner  of  the  lauds  sells  merely  tha  s'irraca  rlgüt  re- 
lainingtflé  miaerals  which  lie  in  place  below  the  surfitto.  -Blanohftrd'3  Iüy  of  Mines,  piá-  31' 
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visiÓTi  de  la  propiedad  hasta  el  extremo  de  que  en  una  misma  perte- 
nencia no  todas  las  vetas  de  diversos  metales  que  dentro  de  ella  pueda- 
hater,  pertenezcan  á  un  solo  dueño.  En  una  ejecutoria  de  la  Suprema 
Crrte  ftderal  del  año  de  7876,  ba  sido  reconocida  esa  separación  de  la 
propiedad  superficiaria  y  minera,  pues  distingue  los  casos  «en  los  que 
el  minero  es  duf  ño  del  terreno,  y  por  consiguiente  tiene  perfecto  de-? 
recho  á  la  mina,  de  aquellos  en  que  el  minero  no  es  dueño  del  terreno, 
íii  o  que  explota  la  mina  conforme  á  lo  que  las  leyes  del  Congreso  re- 
conocen como  denuncio  minero.»  i  Y  el  caso  de  Keer  contra  Peterson 
fallado  en  los  tribunales  de  Pensilvania,  demuestra  que  la  propiedad  de- 
las  sustancias  minerales  diversas  extraídas  de  una  misma  mina,  pueden 
pertenecer  á  varios  dueños.  2 

Hasta  antes  de  la  ley  federal  de  1866  en  la  adquisición  de  las  minas. 
en  California  no  intervenia  para  nada  la  autoridad:  seg-tin  las  costum- 
lires  locales  cada  particular  tomaba  posesión  de  laque  queria  trabajar, 
f jando  él  los  limites  de  su  perterencia  y  proclamándose  por  sí  mismo, 
propietario.  3  Y  epto  tenía  lugar  aun  tratándose  de  minas  que  ya  ha- 
bían sido  trabajadas  por  un  primitivo  dueño.  Según  eí<as  leyes  ó  cos- 
turiibres  locales  no  había  procedimiento  que  hiciera  las  veces  de  denun- 
cio. Cuando  un  particular  estaba  satisfecho  de  que  habían  sido  viola- 
das las  reglas  sobre  trabajo  de  la  mina  y  que  por  ello  su  dueño  la  ha- 
bía perdido,  podía  proceder  á tomar  posesión  de  ella.  Si  esta  po- 

í^esión  era  disputada,  los  tribunales  decidían  el  litigio.  *  La  falta  de 
trabajo  en  las  minas,  está,  pues,  reconocida  como  motivo  legal  de  la. 
pérdida  de  su  propiedad.  Hablando  sobre  esta  materia  un  jurisconsul- 
to americano  dice  que,  «según  las  le^-es  de  México  que  son  la  fuente  de- 
donde  se  derivan  nuestras  costumbres  y  reglas,  es  condición  necesaria 
para  conservar  lá  propiedad  de  las  minas  el  trabajarlas  de  tal  modo  que 
cuando  no  se  trabajan,  se  pierden.  Según  el  sistema  establecido  por 
esas  leyes,  era  necesario  un  procedimiento  judicial  para  declarar  la 
pérdida  de  la  mina,  la  que  podía  ser  denunciada.  Esto  no  se  necesita 
en  nuestro  país.  La  política  de  nuestro  Gobierno  ha  sido  poner  las  mi- 
nas á  disposición  de  los  particulares,  estimxtlar  la  extracción  de  los  me- 
tales en  tanta  cantidad  como  es  posible.  Y  observando  que  las  costum- 
bres mineras  han  subordinado  la  posesión  de  las  minas  á  la  condición 
de  trabajarlas,  el  Gobierno  ha  recosocido  tales  costumbres.»  5  Sin  en- 
trar en  más  detalles  que  serian  aquí  inoportunos,  jiizgo  bastante  lo 
dicho  para  que  se  pueda  apreciar  cómo  los  Estados  Unidos  se  han  se- 
parado ya  en  sus  leyes  mineras  de  las  tradiciones  que  habían  recibido 
de  la  jurisprudencia  inglesa. 

La  República  del  Chile  es  uno  de  los  países  sud  americanos  que  por 
su  prosperidad  merece  nuestro  estudio,  y  esto  con  tanta  mayor  razóa 
respecto  de  su  legislación  minex'a,  cuanto  que,  codificada  ea  18  de  No- 
viembre de  1874,  se  ha  inspirado  en  los  adelantos  que  la  ciencia  ha  he- 
cho en  este  ramo,  El  articulo  6.  °  del  Código  de  minería  de  ese  pais,su- 

1  " the  cases  íd  vhich  the  miuer  is  the  onner  of  the  soil.  and  therefore  has  perfect  title  to  . 

themiEei  aLd  those  in -wLich  ílie  miner  does  iiot  have  title  to  the  soil.  but  works  the  mine  under- 
■wlat isrecogni2ed  by  the  acts  of  Congress  as  a  mining  clalm,"— Forbes  v.  Gracey.  Otto's  re- 

ports.  Tol-  4  pág-  766- 

2  Caso  citado  por  Blanchard-  Obra  cit-,  pág.  34 

3  IJnder  the  miners'  law.  the  locator  is  his  ov  n  executive  ofiScer  to  take  the  land,  grant  biraself  a,, 
FosFesFory  title,  fix  the  bübrdarits  and  annovcce  hiniself  propietcr.  Elanchard.   Obra  cit-.  pág- 120. 

4  Under  the  miners'  a  la«r  stmi-jv.dicialrroceecling.  lique  denoiinctment,  was  instituted-  Aiiy  in- 
dhidual  who  is  satitfied  that  the  rules  haré  heen  viclattd  and  t.hat  the  claimaiithas  Morked  a  forfeitu- 

re  may  proceed to  take  possession  \)f  the  claim If  imasession  be  resisted,  the  Courta . 

ini:st  decide  the  contest.  Elanchard.    Obra  cit-,  pág.  121. 

5  The  Spanifb  edicts  upi  n  mines  in  México,  vhich  is  the  source  frum  which  \re  derivedonr  mines  ■ 
rr.les,  establishtd  that  all  right  to  niicing  grounds  had  attached  thereto  the  condition  of  development. 
A  failure  to  perfoim  so  mnch  »ork  on  any  mine  w orked  a  forfeiture.  A proceeding in  its nature  judi- 
cial -B-as  alwayB  inttituted  under  Ihe  «panish  sj  stem  to  declare  a  forfeiture.   This,  however,  iu  our  con- 

'  try  is  not  necessary-  The  policy  of  the  GoTernment  of  the  tTnited  States  has  been  íothrow  open  its  mi- 
nea to  its  citi.-ens  and  to  ti.courage  the  estraction  of  as  mvch  of  the  precioiis  metáis  therefrom  afi  poss- 
ible.  -And  oijser-ving  that  miners,  bj  Iheir  customs  have  attached  as  a  condition  to  the  right  to  possesa 
suid  mine  any  mining  ground,  that  of  v  orking  the  same  tiey,  have  reoogniíf ed  them-  Obra  cit-  pág.  222  • 
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jeta  á  «los  fundos  superficiales  á  la  servidumbre  de  ser  ocupados  en  to- 
da la  extensión  necesaria  pai-a  la  cómoda  explotación  de  la  mina,  ser- 
vidumbre que  «se  constituirá  previa  la  indemnización  no  soló  ael  valor 
del  terreno  ocupado,  sino  de  todo  perjuicio,  ya  se  cause  este  á  los  due- 
ños de  los  fundos  superficiales:  ya  á  cualquiera  otro.»  El  articulo  13  se 
expresa  asi:  «La  ley  concede  la  propiedad  de  las  minas  á  los  particula- 
res, bajo  condición  de  trabajarlas  y  explotarlas  constantemente  con  su- 
jeción á  los  preceptos  del  presente  Código  y  de  los  reglamentos  que  se 
dicten  para  su  ejecución  y  para  proveer  á  la  conservación  y  á  la  segu- 
ridad de  ellas,  orden  é  higiene,  en  los  trabajos;  pero  solo  se  entiende  •. 
pérdida  esa  propiedad  y  devuelta  al  Estado  en  los  casos  expresamente 
prevenidos  por  la  ley.»  De  acuerdo  con  esta  prevención,  el  art.  67  de- 
clara devuelta  al  Estado  la  propiedad  de  la  mina  abandonada,  permi- 
tiendo el  68  y  siguientes  su  denuncio  á  cualquiera  persona.  Son  tam- 
bién de  llamar  la  atención  el  art.  104  que  prohibe  explotar  veta  propia 
en  pertenencia  ajena,  y  el  127  que  permite,  por  el  contrario,  trabajarla 
aun  debajo  de  habitaciones  y  edificios,  con  tal  que  se  asegure  el  resar-  - 
cimiento  de  perjuicios.  Estas  disposiciones  marcan  perfectamente  cómo 
el  legislador  de  Chile  consideró  y  resolvió  las  cuestiones  sobre  la  pro- 
piedad minera. 

Basta  ya  el  extracto  que  he  procurado  hacer  de  las  más  respetables 
leyes  extranjeras  para  poder  juzgar  de  la  materia  que  me  ocvipa.  En 
medio  de  las  diferencias  que  ellas  presentan,  las  vemos  conformes  en 
este  punto:  las  minas  no  constituyen  xina  propiedad  ordinaria  sujeta  al  ■ 
derecho  comiín,  sino  que  su  naturaleza  especial  las  somete  á  disposicio- 
nes especiales  también.  Sin  tomar  en  cuenta  los  vestigios  del  derecho 
feudal  que  algunas  monarquías  aun  conservan,  secuestrando  en  prove- 
cho del  soberano  el  dominio  de  las  minas,  en  todas  esas  leyes,  salvo  una 
excepción,  encontramos  reconocido  el  principio  de  que  la  propiedad 
minera  no  se  adquiere  y  conserva  como  la  de  los  otros  bienes,  sino  que  - 
el  Estado,  ejerciendo  ya  el  dominio  eminente,  ya  su  soberanía  ó  cuando 
menos  su  alta  vigilancia  por  bien  piiblico,  la  define  y  regula  conforme 
á  exigencias  muy  diversas  de  aquellas  en  que  la  simple  ley  civil  se  ins- 
pira. Si  la  esencia  de  la  propiedad  comiin  consiste  en  el  uso,  ó  abi^so 
de  la  cosa  á  discreción  del  dueño,  en  la  de  las  minas  su  mero  no  uso 
está  generalmente  reputado  como  medio  de  esterilizar  la  explotación 
de  la  riqueza  pública,  cosa  que  á  nadie  puede  ser  licita. 


III 

Es  ya  tiempo  de  hacer  el  estudio  de  la  cuestión  científica  sobre  la  na- 
turaleza de  la  propiedad  minera.  Con  la  ayuda  de  las  legislaciones  ex- 
tranieras  que  hemos  recorrido,  podremos  ya  no  solo  juzgar  de  los  diver- 
sos sistemas  que  para  explicarla  y  definirla  reconoce  la  ciencia,  sino 
también  apreciar  filosóficamente  las  aplicaciones  prácticas  que  e^:..„  le- 
yes han  hecho  de  estos  sistenias.  Analicémoslos  uno  á  uno  y  veamos, 
por  una  parte,  cuál  es  el  que  mejor  llena  las  exigencias  jurídicas,  eco- 
nómicas y  sociales  que  el  progreso  científico  recomienda,  y  averigüe- 
mo.'',  por  otra,  hasta  dónde  él  haya  sido  consagrado  por  esas  leyes. 

Hay  un  sistema  que  auVique  no  aceptado  por  legislación  alguna,  fué 
defendido  científicamente  por  un  economista  francés  de  merecida  repu- 
tación, por  Turgot:  es  el  sistema  de  la  ocupación,  segam  el  que  las  mi- 
nas deben  ser  primi  oscupantis.  A  pesar  de  la  celebridad  de  su  defen- 
sor, ese  sistema  cayó  herido  de  muerte  bajo  el  peso  de  la  dialéctica  de 
Mirabeaü:  con  estas  palabras  lo  impugnó  ese  orador:  «¿Se  admitirá  co- 
mo sistema  el  derecho  del  primer  ocupante?  Esto  seria  caer  en  el  caos 
más  completo.  ¿Cuál  sería  la  propiedad  de  aquel  que  hubiese  descubier- 
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to  el  primero  una  mina?    El  no  poseería  más   que  aquello  que  tuviese 

bajo  su  moro! Esta  veta  de  diez,  de  cien  toesas  le  pertenece,  pero 

si  la  veta  tiene  mil,  dos  rail  toesas,  su  otra  extremidad  ¿podía  pertene- 
ceré cuando  el  no  la  ha  descubierto  ni  aun  siquiera  conoce  su  direc- 
ción ó  su  existencia?  Otro  minero  puede  sin  duda  explotarla  también, 
porque  el  sería  á  su  vez  el  primer  ocupante:  y  ved  cuáles  serian  las  con- 
secuencias de  semejante  sistema.  Si  un  operario  seducido  hubiese  hecho 
conocer  !a  dirección  de  la  veta  á  otra  persona,  esta  penetraría  á  ella 
desde  lueg-o.  obteniendo  la  más  grande  parte  de  los  productos,  j  el  pri- 
mitivo descubrido  no  tendría  más  que  los  gastos.  ¿Pueden  existir  mi- 
nas con'semejante  sistema?  ¿Se  podría,  sobre  todo,  explotar  vetas  me- 
tálicas que  no  tienen  sino  una  anchura  mediana  y  que  se  extienden  á 
una  g-ran  distancia?»  i  La  razón  j  la  justicia  de  consuno  rechazan  co- 
mo inicuo  tal  sistema. 

Pero  hay  otro  respecto  del  que  no  se  p-uede  pronunciar  tan  fácilmen- 
te igual  juicio:  basta  que  la  Inglaterra  lo  haya  sancionado,  siquiera  en 
parte,  para  que  él  merezca  un  examen  más  detenido.  Ese  sistema  es  el 
de  la  accesión,  el  que  oroclama  que  la  mina  es  una  dependencia  de  la 
propiedad  superficial.  Cubierto  con  la  autoridad  de  respetabilísimos 
.publicistas,  voy  á  analizar  ese  sistema,  intentando  demostrar  que  él 
dista  tanto  de  llenar  las  condiciones  de  la  ciencia,  como  se  aparta  de  las 
prescripciones  de  la  justicia. 

El  fué  definitivamente  condenado  en  el  terreno  científico  desde  quo 
Mirabeau  puso  de  manifiesto  la  flaqueza  de  los  fundamentos  que  lo  sus- 
tentan; y  es  esta  una  verdad  de  tal  modo  evidente,  que,  como  ya  lo  sa- 
bemos, Napoleón,  el  poderoso  defensor  de  la  teoría  de  la  accesión,  tuvo 
que  modificar  sus  primitivas  opiniones  y  consagrar  en  su  ley  de  21  de 
Abril  de  1810  los  principios  cardinales  procla. liados  por  aquel  tribuno 
con  respecto  á  la  naturaleza  de  la  propiedad  minera.  Este  precedente 
es  fatal  para  una  escuela  que  no  pudo  sostenerse  ni  gozando  del  favor 
del  eniperador,  tanto  más  fatal  cuanto  que  en  las  discusiones  que  ya  co- 
nocemos, ni  el  precepto  del  artículo  552  del  Código  civil,  cuya  inter- 
pretación lo  hacía  tan  inflexible  y  absoluto  que  lo  convertía  en  inicuo; 
ni  el  respeto  debido  á  la  propiedad  superficial,  respeto  exagerado  hasta 
^onde  la  razón  no  lo  consiente,  nada,  nada  pudo  salvarla  de  la  repro- 
bación que  sus  principios  merecieron  de  sus  mismos  partidarios.  Pero 
por  más  importancia  que  este  precedente  tenga,  por  más  completa  que 
haya  sido  la  refutación  del  sistema  de  la  accesión  en  aquellas  discusio- 
nes verdaderamente  científicas,  es  conveniente  todavía,  y  sin  repetir 
lo  que  de  ellas  he  dicho,  estudiar  las  consecuencias  que  de  ese  sistema 
encontramos  en  la  legislación  francesa,  consecuencias  aceptadas  en  los 
preceptos  de  la  ley  de  1810,  merced  al  esfuerzo  é  inteligencia  con  que 
-Napoleón  defendió  sus  oriniones  sobre  este  punto. 

Ya  hemos  visto  cómo  lalegislación  imperial  tuvo  que  reconocer,  que 
atribuir  la  propiedad  de  las  minas  al  dueño  del  suelo,  sería  concederle 
el  derecho  de  usar  ó  no  de  ellas,  derecho  contrario  al  interés  social, 
derecho  que  sometería  al  capricho  de  ese  dueño  la  explotación  de  la 
riqueza  piiblica,  y  cómo  p»r  esto  tuvo  que  sancionar  como  preceptos 
legales,  que  ni  el  propietario  mismo  del  terreno  puede  explotar  lami- 
na en  él  existente  sin  «la  concesión  hecha  por  el  Estado;»  porque  la 
mina  constituye  una  propiedad  distinta  de  larde  la  superficie,  aun  cuan- 

2    "Admettra-t-on  pour  systéms  le  droit  du  premier  occupant?    C'eat  alora  qu'on  Ta  fcomber  dans 
un  étrange  chaos.  Quelle  sera  la  propriété  de  celui  qai  aura  tro«vé  le  premier  une  mine'  II  n'aura  cer- 

tainemens  que  ce  q'iil  aura  touché Cetílonde  dix  toises.  de  cent  toises,  est  á  lui;  mais  si  la 

•fllon  a  mille  toises,  deus  milles  toises.  l'autre  boot  liii  appartient-il  q^ioiqu'il  ne  l'ait  pas  trouré,  quoi- 
qu'il  n'en  oonnaishe  ni  la  diréctiou  niretisteace'  TJu  autre  mineur  peut  sans  doute  aussi  l'eiploiter:  il 
sera  á  son  tour  le  premier  oceupant,  et  voye^  qaellea  soat  les  suites  d'un  pareil  systéiriei  Un  oumer 
.gagné  n'aura  qu'á  faire  connaitre  la  diréctiou  de  lamine,  uu  propriétaire  aTisé  y  péuétrera  d'unseal 
coup,  il  aura  la  plus  grande  partie  du  prodt;  l'inrenteur  n'aura  plus  que  les  dépenses-  Aura-t-on  des 
minea  aTec ce  systeme'  Pourra-t-on  sur  toat  eiploiter  des  filons  mettaliques qui  nont  qu'on  épaisseor 
mediocre  et  qui  s'étendent  á  une  granáe  distance?  Obr.  cit-,  t-  3-  ° ,  pág-  116- 


117 

-do  ella  se  haya  concedido  al  dueño  de  ésta,  supuesto  que  en  tal  caso 
"  . . . .  esta  propiedad  se  distinguirá  de  la  de  la  superficie,  y  en  lo  suce- 
sivo será  considerada  corno  una  propiedad  nueva."  i  Sab  ínaos,  ig'ual- 
meute,  que  cuando  Napoleón  no  pudo  más  sostener  el  rigo.-,  la  inflexi- 
bilidad  del  principio  que  ea  su  sentir  consagraba  el  artíc  ilo  552  del 
Código,  se  contentó  con  qun  al  meaos  el  dueño  de  la  supenieie  no  fue- 
ra extraño  á  los  productos  de  la  mina,  y  estableció  al  efecto  en  su  ley, 
que  la  concesión  regalaría  los  derechos  de  ese  dueño  en  estos  pro- 
ductos. 2  En  final  análisis  tenemos,  pues,  que  las  teorías  científicas  adop- 
tadas por  la  ley  napoleónica  no  se  separan,  en  cuanto  al  punto  que  me 
ocupa,  de  las  proclamadas  por  Mirabeau,  sino  en  la  conciliación  de  los 
derechos  de  superficiario  y  minero,  conciliación  que  se  creyó  encontrar 
en  la  redevance  otorgada  por  el  Estado.  Si  puedo  yo  demostrar  que  es- 
ta institución  no  satisface  las  aspiraciones  de  la  ciencia,  habré  conse- 
..guido  probar  que  esa  consecuencia,  que  ese  vestigio  del  sistema  de  la 
•accesión,  es  tan  inadmisible  como  la  base  m'sma  en  que  él  descansa. 

Los  autores  franceoes,  juzgando  de  su  ley,  dicen  sobre  este  punto  lo 
que  en  mi  boca  parecería  enteramente  desautorizado:  que  esa  concilia- 
ción de  derechos,  que  esa  especie  de  comunidad  de  intereses  entre  su- 
perficiario y  minero,  que  esa  compensación  que  éste  debe  á  aquél  por 
el  suelo  que  le  ocupa,  no  solo  no  es  racional  ni  justa,  sino  que  se  debe 
calificar  de  ilusoria  y  ridicula.  Oigamos  sus  propias  palabras,  porque 
yo  no, me  atrevería  á  f)rnialar  juicio  tan  severo:  '"Asi,  según  la  ley,  los 

propietarios  de  la  superficie no  tienen  en  realidad  más  que  un 

derecho  nominal,  siendo  completamente  ilusoria  su  satisfacción;"  ^  agre- 
gándose después:  «Eemos  dicho  antes  que  el  censo  por  la  propiedad 
subterránea  se  había  fijado  en  la  práctica,  de  diez  á  quince  céntimos 
por  hectara,  como  si  el  Gobierno,  fijando  este  tipo  irrisorio,  creyese  asi 
rendir  homenaje  á  un  principio  que  él  considera  ridi  iulo.»  *  El  censo, 
la  renta  que  á  tan  bajo  tipo  pretende  ser  la  indemnización  de  la  pro- 
piedad, no  es  más  que  una  notoria  injusticia. 

Pero  no  es  esto  todo:  toca  al  Gobierno  de  una  manera  discrecional  y 
sin  reglas  preestablecidas  determinar  en  la  concesión  los  derechos  del 
propietario  sobre  ios  productos  de  la  mina.  Tómese  cono  se  quiera  la 
redevance,  el  censo,  la  renta  que  representa  la  indemnización  de  la  su- 
perficie, proporcional  ó  fija,  ó  aun  combinada,  como  algunos  intérpre- 
tes de  la  ley  lo  pretenden,  ella  claudica,  y  es  por  completo  insostenible, 
desde  que  es  arbitraria.  ¿Qué  especie  de  reconocimiento  del  derecho 
de  propiedad  es  el  que  consiste  solamente  en  un  acto  gracioso  del  Go- 
bierno'? ¿Qué  clase  de  tributo  se  paga  á  la  justicia  con  una  indemni- 
zación del  todo  discrecional?  ¿Cómo  se  cree  respetar  un  derecho  ne- 
gando á  su  dueño  toda  acción  para  hacerlo  efectivo,  y  no  dejándole 
más  recurso  que  el  de  pedir  gracia?  Dista  mucho,  lo  repito,  de  llenar 
las  exigencias  científicas  la  teoría  que  apela  á  la  arbitrariedad  para  dar 
solución  á  los  problemas  jurídicos. 

Algunas  legislaciones  que  han  imitado  á  la  francesa,  apercibidas  de 
la  iniquidad  de  la  base  en  que  descansa  esa  conciliación  de  derechos  en- 
tre propietario  y  minero  han  creído  remediar  el  mal  alza.ndo,  por  una 
parte  el  censo  por  el  terreno  superficial  ocupado,  y  estableciendo  por 
otra  una  renta  fija  sobre  el  producto  neto  de  la  mina.  Así  se  ha  hecho 
en  Bélgica,  en  donde  se  ha  establecido  que  no  puede  bajar  de  25  cénti- 
mos la  redevance  por  hectara  de  superficie,  y  que  además  el  dueño  de 

1    " Cette  propriété  sera  distiusfuée  de  celle  de  la  surfacei  et  desorraais  consideres  eomma 

«ne  propriété  nouvelle-"    Arts-  5  y  li)  de  U  ley  de  21  de  Abril  de  ISIO- 
2.    Arts-  6  y  ii- 

3  "Aiusi,  daus  la  loi,  les  propriétaires  de  la  siirface. .  ,,<«•.  n'ont  en  réalité  qu'un  droit  nominat» 
•et  leur  satlsfaction  esb  complétemeut  ilusoire-" 

4  "Nous  avons  dit  plus  baut  que  la  redevance  tréfoncíéra  était  dans  la  prae-.iqíe  fix^a  ^  10  oa 
15  centimes  par  hectare.  comme  si  le  gonveraemeafc  en  üsaat  ce  tan^  derisoire.  eatendait  rendre 
bommage  á  un  principe  qu'il  considere  comme  ridicule-"    Cheraliar.    Obra  citada,  páss-  33  y  176  > 
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ésta  perciba  del  1  al  3  por  ciento  del  producto  neto  de  la  mina,  i  Pero- 
esto,  ¿es  de  verdad  el  remedio  del  mal?  ¿Provee  á  los  inconvenientes. 
que  be  apuntado  en  la  ley  francesa?  ¿Salva  al  sistema  de  la  accesión 
que  no  puede  existir  desde  el  momento  en  que  es  preciso  reconocer  que 
la  propiedad  de  la  mina  es  independiente  de  la  de  la  superficie  y  que- 
no  es  posible  comunidad  de  intereses  entre  propietario  y  minero?  Veá- 
moslo. 

Si  se  considera  que  la  bonanza  de  una  mina  pag-aría  con  exceso  en 
un  año  con  cualquiera  renta  el  valor  de  toda  la  propiedad  superficial 
que  sus  pertenencias  abracen;  y  si  se  tiene  presente  qne  la  mma  embo- 
rrascada no  produce  ni  en  muchos  años,  nada,  ni  lo  necesario  para  in- 
demnizar al  dueño  del  suelo  de  la  más  pequeña  molestia  que  la  explo- 
tación minera  le  cause;  si  se  toma  en  cuenta  lo  contingente^  lo  azaroso 
de  esa  industria,  se  comprenderá  desde  luego  que  no  es  equitativa  ni 
proporcional  la  indemnización  que  se  hace  de  la  propiedad  ocupada, 
constituyéndola  en  una  renta  sobre  los  productos  eventuales,  inciertos 
de  una  mina.  Si  además  de  esto  se  reflexiona  que  es  por  completo  con- 
trario á  toda  noción  de  equidad  que  al  agricultor  que  no  quiere  ser 
minero  se  le  prive  de  toda  ó  parte  de  su  propiedad,  sin  pagársela  jun- 
tamente con  los  perjuicios  que  í-e  le  eroguen,  y  no  se  le  dé  por  ella  más 
que  esa  renta  insegu]  a  y  un  censo  miserable,  se  acabará  de  ver  con 
claridad  que  ni  el  medio  adoptado  por  la  ley  belga  salva  á  la  teoría  que 
pone  en  comunidad  forzosa  de  intereses  al  dueño  del  suelo  y  al  minero,, 
que  establece  una  cf  munión  de  bienes  contrarios  á  las  nociones  cien- 
tíficas de  la  propeidad. 

El  sil^tcnla  de  la  accesión  no  puede,  pues,  sostenerse  ni  en  las  remo- 
tas conreen (,ncias  que  de  él  aceptó  la  legislación  napoleónica:  creo  po- 
der 3'a  afiímarlo  asi,  fundado  en  mis  anteriores  demostraciones,  porque 
la  justicia  y  la  razón  condenan  como  ridicula  ó  ilusoria,  y  siempre  co- 
mo excesivamente  desproporcionada,  toda  participación  que  el  pro- 
pietario, á  titulo  de  indemnización  de  su  terreno,  tenga  en  los  produc- 
tos de  la  mina.  La  ciencia,  en  lugar  de  la  comunidad  de  intereses  entre 
propietarios  y  mineros,  exige  por  el  contrario,  la  independencia  com- 
pleta de  la  propiedad  superíicial  y  la  subterránea,  el  reconocimiento  sin 
restricción  de  que  las  minas  no  son  un  accesorio  del  suelo.  En  el  estado 
de  adelanto  á  que  la  ciencia  jurídica  ha  llegado,  tan  insostenible  es 
aquella  comunidad  de  intereses,  como  la  participación  que  se  quisiera 
dar  al  dueño  de  un  terreno  por  donde  un  ferrocarril  pasa,  en  las  utili- 
dades de  éste. 

Si  después  de  estas  consideraciones  no  hemos  olvidado  los  vigoro~'*s 
é  incontestables  argumentos  con  que  Mirabeau  combatió  la  teoría  en  cu- 
yo examen  me  Le  ocupado,  nos  veremos  ya  obligados  á  reconocer  esta 
conclusión  final  foimulada  por  un  autor  que  se  ha  distinguido  en  eí 
estudio  de  esta  materia:  <'Bajo  el  punto  de  vista  de  la  utilidad  social, 
de  la  económica  y  del  derecho  natural,  el  sistema  de  la  accesión  es, 
pues,  fcmpletamente  inadmisible.  Por  lo  demás,  habría  sido  extraño 
que  la  organización  de  la  propiedad  minera,  en  que  la  economía  polí-- 
tica  señala  el  germen  de  las  consecuencias  más  peligrosas  para  la  ri- 
queza pública,  encontrase  tin  embargo,  como  se  ha  pretendido,  su  prin- 
cipio y  su  justificación  en  el  derecho  natural.»  2 

Pero  á  todas  esas  demostraciones  sobrevive  una  duda,  un  escrúpulo. 
La  sabia  legislación  inglcba  tiene  aún  adoptado  en  parte  el  sistema  de 
la  accesión,  y  esto  basta,  en  sentir  de  muchos,  para  que  él  no  merezca 
aquella  calificación:  por  otra  parte,  la  grande,  portentosa  prosperidad 

1    Chevalier,  Obra  cit.,  pág.  177- 

2  "Au  point  de  Tue  de  l'vitilité  scciají  de  l'utilité  éconciuique,  ccimiie  bous  celui  d<i  droit  raturel, 
le  sjEttme  de  l'accefEicn  est  done  tcinilélemeiit  inaclmissible.  U  efit  été  au  reste  biiarre  qu'iine  or- 
gaxjhation  de  la  propriété  minétale,  ou  VécoEomie  politique  sigcale  le  geime  des  conséqiíecses  les  plua 
iangereusespour  larichesse  publiqve,  trouiat.  uéamoiris,  ccinme  on  l'a  prétendu,  son  principe  et  g&^ 
Ju«tüication  dans  le  drcit  Eaturel-"  Dallos  et  Gouiffés.  Obra  cit->  tomo  l.°,.pág-8.  k 
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de  1*  industria  minera  en  Inglaterra,  i  puede  invocarse  como  argu- 
"úñente  práctico  decisivo  contra  la  conclusión  á  que  he  llegado.  Es  pre- 
ciso matar  esa  duda,  satisfacer  ese  escrúpulo  viendo  la  cuestión  por 
otra  de  sus  faces. 

I^as  leyes  inglesas  merecen  todos  mis  respetos;  pero  si  he  decir  sin 
•ambajes  mi  opinión  sobre  las  relativas  á  las  minas  en  aquel  pais,  áeho 
«naaifestar  que  ellas  no  resisten  un  análisis  científico.    Dos  extremos 
igualmente  inaceptables  en  mí  concepto,  forman  las  bases  de  esas  leyes: 
€l  principio  feudal  más  completo  para  las  minas  de  oro  y  plata,  y  el  sis- 
tema de  la  accesión,  que  en  ese  pais  tuvo  también  un  origen  feudal,  pa- 
ra las  de  los  otros  metales,  y  sistema  que  allí  deja  á  los  dueños  del  sue- 
lo en  la  más  completa  libertad  para  usar  ó  abusar  de  las  minas.  Y  eu  el 
siglo  XIX  no  se  puede  decir  en  ninguna  parte,  ni  en  Inglaterra  misma^ 
tan  conservadora  de  sus  tradiciones,  que  las  miaas  de  oro  y  plata  son 
de  la  propiedad  del  rey,  porque  de  esos  metales  se  fabrica  la  moneda.... 
Es  esto  de  tal  modo  absurdo,  que  la  ciencia  moderna  se  cree  dispeusa- 
-da  de  refutarlo.   Está  bien  que  allá  en  el  siglo  XVII  halla  parecido  tan 
liberal  la  ley  que  declaró  que  no  pertenecían  á  la  Corona  las  minas  de 
cobre,  estaño,  plomo,  etc.,  aunque  tuviesen  mezcla  de  oro  ó  plata;  hoy 
la  ciencia  va  por  otros  caminos,  y  nadie  cree  que  los  reyes  deben  de  ser 
los  dueños  del  oro  y  la  plata  . . .  Tan  alto  con  :epto  tengo  de  la  sabidu- 
-ria  de  los  legisladores  ingleses,  que  creo  que  si  ellos  hubieran!  tenido 
que  legislar  para  países  tan  ricos  en  metales  preciosos  como  México, 
«tiempo  há  que  se  habrían  apresurado  á  borrar  de  su  legislación  ese  ves- 
tigio de  la  época  feudal.  2 

Si  como  creo  que  nadie  lo  negará,  esa  base  déla  ley  inglesa  sobre 
minas  no  resiste  el  análisis  científico  más  superficial,  el  otro  principio 
•que  ella  consagra  y  que  aplica  á  las  minas  de  metales  pobres,  queda  mi- 
nado por  su  base  por  el  privilegio  real.  ¿Que  especie  de  sistema  cien- 
tífico es  el  que  desconoce  los  principios  en  que  reposa?  ¿Es  dueño  de 
la  mina  el  señor  del  suelo?  Luego  el  rey  no  debe  ser  el  propietario  de 
las  de  oro  y  plata.  La  lógica  nos  persuade  de  que  la  ley  inglesa  contra- 
dice los  mismos  principios  que  proclama. 

Pero  supuesto  el  carácter  de  la  legislación  inglesa  enemiga  déla  co-  ~ 
dificación,  de  los  sistemas  preconcebidos,  de  los  reglamentos,  dejemos 
el  terreno  de  las  abstracciones  y  consideremos  la  cuestión  de  un  modo 
enteramente  práctico  en  sus  relaciones  con  las  necesidades  de  nuestra 
industria  minera:  así  nos  convenceremos  de  que  el  principio  inglés  que 
da  las  minas  de  metales  pobres  al  dueño  del  suelo,  no  satisface  siquiera 
las  exigencias  mineras  de  los  países  abundantes  en  metales  preciosos. 
Para  esta  demostración  práctica  nada  es  más  valioso  que  el  testimonio 
de  los  EstadosUiiidoá,  país  que  ha  heredado  las  tradicienes  inglesas. 
Aunque  el  pueblo  en  su  capacidad  soberana,  como  lo  dice  Kent,  se  ha- 
bla declarado  dueño  de  las  minas  de  oro  y  de  plata,  todos  sabemos  que 

1  Para  formar  uua  idea  apro\imada  de  esa  ri'ueira,  sólo  por  lo  que  toca  al  carbón  de  piedra  que 
sa  ettrae  d-?  ese  país,  me  bastará  copiar  estas  palabras  de  la  obra  á  que  con  frecuencia  me  estoy  rel- 
liendo:  "Les  dipSts  da  charboa  que  la  nature  s'est  plil  á  foriner  sous  le  sol  bri^aaaiq i;e  attaigaent  des 
proportioa»  tellemeat  immeuses.  que  1  oa  a  justemeut  appelé  les  mines  qui  las  reuferment  les  '•Indas 
nolres  de  l'Angleterre;"  et  il  est  bien  certain  que  TAngleterre  a  extrait  de  ees  mines  pl'is  de  tréiors  que 
VEspague  n'en  a  retiré  des  mines  di  Me.\iq\ie  et  du  PérOd.  M-  Oh-  Diinoyer  a  mis  en  relief  cette  ri- 
xhease  hoaillóre:  "Les  mines  de  bouille  en  Angleterre.  dit-il.  font  vivre  plus  de  200,00 J  ouvrieis;  ees 
mines  occipent  daus  les  bassius  d«  Diirham  et  de  Northuraberland  732  milles  carrés,  pou-an»  fo.iroir 
10  milliards  de  toaueaiix  et  surtiré  peudaut  550  ans  k  la  consommation  de  l'Angleterre-  Elles  couvrenfc» 
da'is  le  pays  de  Galles,  KUe  sjper.cie  de  1.200  milles  carras,  destiaés  á  douner  38  inillions  de  tonaéii»x 
«híicun,  et  réunis  45  milliards  de  touneaux-  Ces  trois  dépóts  seuls  coutiennent  assez  de  hoaille  poor 
pottToir  alimeuter  diir.mt  trois  mille  aus  toütes  les  usiues  anglaises-"  Dallos,  toma  2?.pig.  Iá2 — -SI 
fierro  constit  lye  otro  de  los  graudes  elementos  de  prosperidad  de  la  inlMStri*  miaera  ingles»,  siendo 
v^daderamante  sorpréndante  la  ri'Xie;;a  que  sa. explotación  produce- 

2  S  ipaesto  lo  qiie  qtieda  di;ho  en  ei  teito  no  tengo  necesidad  de  m^uifestar  que  elsist»  na  iuSiés 
por  lo  que  toca  á  los  metales  de  oro  y  plata,  no  está  daterniiíiado  por  consideraciones  ecouómijas  tomar- 
d»s  de  la  aaturaleía  de  esos  matil.-s-  q  je  coustitiiyea  el  valor  representativo  de  todas  las  mercancías. 
sin»  en  virtud  detradiaiouss  feudales  3ue  nadie  podr.V  defender-  En  cuanto  á  loa  mstales  pobrus,  el  sil- 

"tema  inglés  es  netamente  el  de  U  aciesión-  Por  estos  motivos  vo  no  acepto  las  opiniones  que  erprria  1» 
Coiuisióu  que  formó  el  'Proyecto  de  ley  de  Minería  del  Distrito,"  respecto  á  que  el  oro  y  la  plaíit  debea 
«ujitarss  á  cjadiciones  especiales  de  esplottci in,  "por  estir  djstinaíos  i  »sr  amoneda loi-*'* 
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no  fué  el  Estado  el  que  explotó  los  ricos  placeres  de  oro  de  California,, 
el  que  extrae  las  fabulosos  riquezas  de  las  minas  de  piala  de  Nevada. 
Pero  no  es  f^to  todo,  sino  que  las  leyes  americanas,  sin  repudiar  ann 
por  entero  el  sistema  de  la  accesión,  lo  han  ya  desconocido  en  una  de, 
sus  más  importantes  aplicaciones,  la  de  que  la  explotación  de  la  veta 
debe  encerrarse  en  los  linderos  de  la  propiedad  superficial.  Conocemos 
va  la  ley  de  26  de  Julio  de  1866  que  ha  hecho  ese  desconncinüento,  al 
declarar  entre  otras  cosas  que  «el  minero  tiene  derecho  á  seguir  la  veta 
en  todas  sus  inflexiones,  ángulos  y  variaciones  á  cualquiera  profundi- 
dad; aunqxie  penetre  en  el  terreno  vecino,  cvyo  terreno  .se  venderá  sujeto 
á  eata  condííwn.»  Yo  no  sé  cómo  la  iurisprudencia  americana  resolverá. 
el  caso  en  qvie  tal  terreno  esté  vendido  sin  esa  condiciúu-,  pero  me  bas- 
ta el  texto  citado,  aunque  él  hable  solo  délos  terrenos  píxblicos,  para. 
ver  que  él  reconoce  este  principio  sin  el  que  la  industria  minera  langui- 
dece y  muere:  los  linderos  de  la  propiedad  superficial  no  dan,  no  pueden 
dar  ja  medida  de  las  pertenecías  de  la  mina:  consagrar  ese  principio  si- 
quiera en  casos  especiales,  es  separarse  del  sistema  de  la  accesión  y  de 
las  tradiciones  ing'lesas  que,  como  sabemos,  hacen  depender  en  todo  á 
la  mina  de  la  superficie  que  la  cubre. 

Oportuno  es,  en  este  lugar,  demostrar  científicamente  que  los  linderos, 
de  la  propiedad  superficial  no  pueden  ser  las  pertenencias  de  la  mina: 
asi  se  verá  cómo  marchan  de  acuerdo  y  en  perfecta  consonancia  las- 
prescripciones  de  la  ciencia  con  las  necesidades  de  la  práctica,  necesida- 
des que  en  parte  ha  comenzado  á  satisfacer  la  ley  norteamericana.  La 
teoría  que  hace  dueño  de  la  m'na  al  que  lo  es  del  suelo,  implica  necesa- 
riamente la  consecuencia  de  que  aquellos  linderos  penetran  hasta  lo 
más  profundo  de  la  tierra  para  cortar  una  veta  en  tantas  fracciones  ert 
cuantas  la  superficie  está  dividida,  y  desde  el  momento  en  que  se  paten- 
lice  que  tal  fraccionamiento  de  las  vetas  mata  la  industria  minera,  es 
preciso  alejarse  de  un  sistema  que  esos  resultados  prácticos  produce. 

Y  esa  demostración  está  hecha  desde  hace  tiempo.  En  el  Cuerpo  Le^ 
g'islativo  francés  se  pronunciaron  estas  palabras,  cuando  se  discutía  la, 
ley  de  21  de  Abril  de  1810:  «Para  ilustrar  la  cuestión  que  discutimos,  es. 
necesario,  ante  todo,  formarse  una  idea  bien  clara  de  lo  que  es  una  mi- 
3ia . . . .  Las  minas  son  capas  de  combustible  ó  vetas  de  sustanciss  meta-. 
licas  que  se  prolongan  algunas  veces  sobre  una  extensión  de  muchos. 
miriámetros  y  que  penetran  en  el  centro  de  la  tierra  á  pi-ofundidades. 
indefinidas.  Para  explotar  una  mina  con  venta,ia  y  de  una  manera  re- 
gular y  durable,  es  necesario  trabajar  toda  la  veta  ó  al  menos  en  sec- 
ciones de  cierta  extensión. ...  Es  necesario  hacer  abstracción  de  los  lí- 
mites de  la  superficie,  y  sobre  todo  de  la  dirección  de  esos  límites,  que 
nunca  pueden  estar  en  relación  con  los  que  una  mina  debe  tener.  Lav 
extensión  é  inclinación  de  las  vetas  varían  y  cambian:  ellas  se  subdivi- 
den  algunas  veces  en  porciones  que  se  separan,  se  reúnen  y  se  ramifi- 
can en  muchas  vetas  pequeñas;  y  si  el  terreno  en  el  que  se  sigue  la  ve- 
ta cambia  de  naturaleza,  la  esperanza  muere,  quedan  los  gastos,  habien- 
do desaparecido  el  medio  de  cubrirlo.s.  i 

Y  en  los  Estndos-Unidos  está  reconocida  al  menos  en  las  necesida- 
des de  la  práctica  esa  teoría  científica.  Un  jurisconsulto  norteamerica- 
no, ocupándose  de  este  punto,  dice  esto:  «Se  he  visto  siempre  que  la  doc- 

1    "Poiir  éclaircir  la  question  que  nous  disconfcons.  il  faut  avant  tont  se  faire  une  idee  bien  nette 

de  ce  qiii  estune  mine Les  mines  sont  des  conches  de  combustiblct  ou  des  filons  de  substances. 

métaliques  qui  se  prolongent  quelquefois  sur  une  étendne  de  pmsieurs  mvriamétres,  et  que  s'enfonceub 
diversement  dais  le  sein  de  la  terre  jusqu'á  des  profondeurs  indéfinies.  Potir  exploiter  \me  mine  avec 
.arantage,  d'une  maniere  régi'liére  et  durable,  il  faut  ia  traiter  en  masse  ou  dans  des  sections  d'une  cer- 

taiii«  étendue 11  faut  faire  abstraction  des  limites  de  la  surf ace  et  surtout  de  la  direction  de  ees 

limites,  qui  ne  peuTent  jamáis  étre  en  rapport  avec  celles  qu'il  faut  établiraiitoiir  d'une  exploitation. 
1.a  largeur  et  l'inclination  d'un  filón  varient  et  changent:  il  se  siibdivise  quelquefoia  en  portions  qui 
•s"écartent,  se  reiinissent  et  se  ramiíient  en  plusieurs  filets,  et  si  le  terraln  daos  lequel  on  sui?ait  le  filou 
»'i«iit  á  cbanger  de  nature.  l'espéraiice  s'évanouit.  les  depenses  restent  et  le  mojen  <1e  les  couvrir  a  dls- 
tfum,  "iUpport  du  Corps  Legislatif,  par  Mr-  de  Girardin-  Dallos.  Kep.  de  leg.  Verb.  minesi  pág-  623» 
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trina  de  la  common  law  de  que  el  q"o,  tiene  derecho  á  la  superficie  lo 
tiene  también  á  todo  lo  que  está  abajd  y  arriba  de  ella,  no  tiene  sino  un» 
limitada  aplicación  á  las  minas  y  minerales,  especialmente  en  las  tierras 
públicas.  Si  bien  la  no  observancia  de  esa  doctrina  puede  dar  lugar  á 
complicaciones,  su  aplicación  ha  sido  vista  prácticamente  como  imposi- 
ble.»! Ningún  testimonio  puede  ser  más  autorizado  para  condenar  ia  doc- 
trina inglesa  no  ya  como  defectuosa  en  el  terreno  científico,  sino  hasta 
como  deficiente,  más  aún,  imposible  en  las  necesidades  de  la  práctica. 

Esto  dicho,  si  el  minero  no  dispone  de  la  extensión  si-ificiente  de  la- 
veta  para  sus  trabajos;  si  se  le  encierra  en  los  limites  inadecuados  á  los 
fines  de  esa  industria  que  marcan  los  linderos  superficiales,  se  atentado 
tal  modo  contra  el  objeto  de  ella,  que  se  la  hace  poco  menos  que  impo- 
sible. Si  el  minero  no  ha  de  poder  ni  7)iejora7'  hoca  á  su  mina  para  faci- 
litar sus  labores,  ni  establecer  un  tiro  para  desaguarla,  ni  ponerle  i?ím- 
breras  para  evitar  el  bochorno  en  sus  planos  más  profundos,  ni  hacer, 
en  fin,  obra  alguna  exterior,  esencial  para  su  explotación,  y  esto  solO' 
porque  esas  obras  tienen  que  caer  por  la  naturaleza  misma  del  caso, 
dentro  de  la  propiedad  superficial  ajena,  ni  el  mismo  dueño  del  suelo  en 
que  esté  la  mina  tiene  medio  de  aprovecharse  de  sus  frutos.  Si  el  re- 
cuesto de  la  veta  fuere  tan  pronunciado  que  ella  entrase  luego  á  terre- 
no ajeno,  y  la  situación  topográfica  de  éste  no  permitiese  penetrar  has- 
ta ella  sino  mediante  largas  y  costosas  obras  que  pongan  en  duda  la 
utilidad  de  la  explotación,  esa  veta  no  podrá  trabajarse  por  nadie  eu 
respeto  al  linrlero  territorial.  Si  el  dueño  de  la  mina  más  alta  no  mantu- 
viese el  desagüe  que  necesita  y  perjudicase  con  esto  al  de  la  más  baja, 
este  tendrá  que  abandonarla  sin  poder  exigir  de  aquel  ni  siquiera  que 
permita  hacer  el  desagüe  en  su  terreno. . . .  Sin  tener  en  cuenta  para 
nada  las  prescripciones  de  la  ciencia  y  atendiendo  solo  á  las  necesida- 
des de  la  práctica,  ¿es  posible  la  industria  minera  con  esas  trabas?  ¿Quién 
comprometerá  así  los  gruesos  capitales  que  ese  azaroso  giro  demanda?' 
Sistema  que  en  bases  tan  inaceptables  descansa,  sistema  que  de  ese  mo- 
do desconoce  las  exigencias  de  esa  industria,  las  condiciones  que  la  ley 
tiene  que  satisfacer,  dimanadas  de  la  naturaleza  especial  de  la  propie- 
dad minera,  no  puede  ser  ni  científica  ni  prácticamente  aceptado. 

La  ley  norteamericana,  apercibida  acaso  de  los  inconvenientes  de 
ese  sistema,  de  un  modo  práctico  al  menos  los  ha  obviado,  ordenando 
que  «á  taita  de  ley  del  Congreso,  las  Legislaturas  pueden  establecer 
reglas  para  el  trabajo  de  las  minas,  incluyendo  las  servidumbres  (ease- 
nients),  2  el  desagüe  y  todos  los  otros  medios  necesarios  para  su  comple- 
to desarrollo.»  Este  precepto  combinado  con  el  otro  de  la  misma  ley  que 
da  fuerza  obligatoria  a  las  costumbres  locales  de  los  distritos  mineros, 
basta  en  la  práctica  para  salvar  aquellos  inconvenientes.  ¿Necesita  una 
mina  un  tiro  que  desemboque  en  propiedad  ajena?  Pues  en  virtud  del 
derecho  que  el  minero  tiene  de  ocupar  ésta  para  un  fin  especial,  y  me- 
diante la  debida  irdemnización,  no  se  hará  imposible  esa  obra.  ¿Es  pre- 
ciso abrir  una  lumbrera,  ó  hacer  otra  obra  en  iguales  condiciones?  Pues 
el  derecho  llamado  easement  provee  á  esa  dificultad.  Y  en  cuanto  al 
desagüe  de  las  minas  y  sus  condiciones  muy  especíale?;  tanto  que  el 
derecho  común  jamás  puede  fijarlas,  la  ley  también  levanta  las  prohi- 
biciones del  sistema  de  la  accesión. 

Y  si  recordamos  que  uno  de  los  Estados  más  mineros,  en  la  Alta  Ca- 
lifornia, las  costumbres  locales,  están  principalmente  basadas  en  las  dis- 

1  If  has  been  seen  elsewhere  that  the  doctrine  of  fche  common  law,  that  he  who  has  a  right  to  the 
surface.  has  a  right  to  "ery  tbing  henea  tli  and  above  the  surface,  has  but  a  limited  application  to  mi- 
nes aud  minerals,  especially  upou  pul  lie  lands.  While  a  departure  from  the  rule  has  led  to  complic»* 
tions,  au  adherence  to  it  has  beeu  found  i  ractically  impossible-  Blanchard.  — Ob'a  cit.i  pág.  203- 

2  La  palabra  "easement"  qi.e  usa  la  ley.  tiene  una  eignit'cación  técnica  de  la  que  es  preciso  pene- 
trarse bien-  "Easemtnt,"  es  "a  right  of  accommodation  iu  another's  laúd."  ó  como  otros  dicen:  '  a  righ*; 
Which  one  man  has  to  i'se  the  land  of  another  for  a  special  piirv^se,"  ó  como  se  entiende  también  ple 
algunos:  "a  species  of  what  the  civil  law  terms  servitutes.'-  BurrL's  Law  Dictionary,  vol- 1,  pág.  530. 
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^  posiciones  de  nuestra  Ordenanza,  ya  comprenderemos  cómo  nuestros 
vecinos,  haciendo  posible  siquiera  la  aplicación  de  algunas  de  esas  dis- 
posiciones; han  resuelto  prácticamente  dificultades,  en  el  sistema  de  la 
accesión,  imposibles.  Asi  se  deben  llamar  las  que  presenta  y  resuelve 
esa  Ordenanza  en  sus  títulos  sobre  las  pertenencias  dé  las  minas  y  sus 
medidas,  sobre  las  ininas  de  desagüe,  etc :  el  sistema  de  la  accesión  no 

■  acepta  esas  resoluciones;  pero  hace  imposible  la  explotación  de  las  mi- 
nas á  que  ellas  se  refieren.  Los  norteamericanos,  y  sobre  todo  los  cali- 
fornios, no  han  sacrificado  en  las  aras  de  ese  sistema  su  propiedad  mi- 
nera. En  la  falta  de  preceptos  legales  que  estas  materias  definan,  falta 
que  ellos  mismos  deploran,  siguen  la  regla  general  de  derecho  de  sio 
utere  tuo  ut  alienum  non  losdas  y  "aunque  á  un  minero,  dice  un  juris- 
consulto, no  se  le  pueda  impedir  que  use  de  la  propiedad  de  su  mina 

•  con  injuria  de  la  de  otros,  él  quedará  obligado  á  indemnizar  todos  loa 
perjuicios  que  cause,"  ^  De  este  modo  los  ncrteamericanos  han  resuel- 
to  prácticamente   aquellas  cuestiones   científicas:  asi  lo  habrían  hecho 

■  también  de  seguro  los  ingleses  si  hubiesen  legislado  para  México  ó  pa- 
ra los  Estados-Unidos. 

En  Inglaterra,  como  en  los  países  en  que  ese  sistema  se  observa,  su 
desconocen,  contra  toda  noción  de  justicia,  los  derechos  del  inventor 
'  de  una  veta;  ésta  siempre  ha  de  pertenecer  al  dueño  del  terreno.  Que 
'  eso  suceda  en  Inglaterra  en  donde  todas  las  tierras  están  bion  explota- 
das y  reconocidas,  puede  pasar;  pero  en  México,  con  sus  inmensos  te- 

-  rrenos  incultos,  despoblados,  además  de  injusto,  sería  por  completo 
anti-económico.  Gamboa,  el  ilustre  comentador  de  la  antigua  Ordenan- 
za, funda  la  justicia  de  los  derechos  del  inventor  asi  en  la  considera- 
ción de  que  la  veta  no  es  del  fundo,  ni  vino  en  su  adquisición,  como  eu 
la  de  que  "es  conveniente  á  la  utilidad  pública  la  indagación  de  los 
metales,  y  el  que  se  busquen  y  caven  las  minas  por  todos  los  va- 
sallos." 2 

Que  la  veta  no  viene  en  la  adquisición  del  fundo  es  una  verdad  que 
se  debe  aceptar,  con  tanta  más  razón,  cuanto  que  entre  nosotros  el  so- 
berano jamás  enajenó,  como  en  Inglaterra,  el  royalty;  con  tanta  más 
razón,  cuanto  que  entre  nosotros  nadie  compra  terrenos  para  exigir 
ciei'tos  tributos  á  las  minas  que  en  ellos  se  trabajen,  nadie  los  compra 
en  consideración  á  las  vetas  que  puedan  cubrir.  La  riqueza  ignorada 
de  éstas  no  aumenta  ni  inñuye  en  el  precio  de  aquellos.  Aqui,  como  lo 
decía  Mirabeau,  nadie  pide  la  rescisión  de  una  venta  por  averiguar  que 
en  el  terreno  comprado  existe  una  mina  ya  explotada.  Si  en  la  propie- 
dad así  adquirida  sin  consideración  alguna  á  las  vetas  que  puede  con- 
tener, un  descubridor  las  encuentra,  no  puede  ser  sino  muy  injusto  que 
pierda  su  industria  y  sus  gastos  en  favor  del  superficiario,  no  puede  sev 

-  ¡sino  muy  inicuo  que  éste  se  enriquezca  con  el  trabajo  dé  aquel.  Todas 
las  leyes  han  encontrado  razón  en  reconocer  ciertos  derechos,  aun  eu 
el  descubridor  de  un  tesoro  encontrado  en  terreno  ajeno,  ^  j  hasta  la 
inglesa,  que  concede  el  tesoro  al  rey,  lo  da  en  ciertas  ocasiones  al  la- 
ventor,  *  debiéndose  tener  muy  en  cuenta  que  para  hacer  estos  descu- 
brimientos no  se  necesita  ni  ciencia  ni  arte.  ¿Cómo  puede  ser  justo  el 
sistem.i  de  la  accesión  aplicado  á  las  minas,  cuando  choca  de  lleno  coa 

■  esa  razón  en  que  todas  las  leyes  se  han  inspirado,  y  sobre  todo  cuando 
para  él  descubrimiento  de  las  vetas  se  necesitan  ciertos  conocimientos 
que  están  de  sobra  en  el  hallazgo  de  tesoros? 

1  The  general  rule  oflawií '■stc 'Utere "t'io  ut  alienu'ii  úou  1'E  las"'  and  oven  thous'it  the  mining 
adrenturer  may  not  Ij^e  at  tinies  restiamable  from  enjoying  bis  property  to  the  iu jurr  of  that  of  othexs. 
he  win  be  compelled'to  give  adeqiíate  compensation  to  all  others  owaérs  ThosB  righta  roa?  be  unjtia- 
tly  infringed-  Blanchard-  Obraclt-,  pág- 616- 

2  Conieut-  alas  Ordens-  de  Mip-.  cap-  4-°.  n&m-  II' 

3  L.  31,  par.  1.  o  D-  De  ad^uir-  rer.  domín — ^Instit.  par-  39. — Derer-  ditis — Áxí-  716.  Cód-  ITapoleQa 
art.  714  Cód-  italiano,  arta.  855  t  8Í57  €ód.  del  Djstrite- 

4  Blauckstoue — Com-  tom-iíl.*    pág-SSi- 
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Y  que  el  mismo  sistema  perjudica  la  producción  de  la  riqueza,  mono- 
polizando las  minas  en  manos  del  dueño  del  suelo,  lo  hemos  visto  ya  de- 
mostrado en  las  discusiones  de  la  ley  írancesa.  El  sistema  que  prohiba 
buscar  y  cavar  las  minas  á  los  vasallos,  creyendo  asi  respetar  la  pro- 
piedad territorial,  es  el  más  anti  económico,  el  que  más  condena,  no  ya. 
la  cenveniencia  pública,  sino  el  interés  mismo  de  los  superficiarios,  pues- 
to que  la  explotación  de  las  vetas  en  sus  terrenos  alza  el  precio  de  éstos, 
est'.mula  la  producción,  favorece  el  consumo,  aumenta  la  demanda  de 
trabajo,  y  hace  prósperas  y  ricas  las  comarcas  antes  despobladas  y  sin 
cultivo.  Estas  consideraciones  económicas  que  en  Inglaterra  puedea 
desatenderse,  en  virtud  de  las  circunstancias  especiales  de  ese  país  taa 
poblado  como  industrioso,  entre  nosotros  deben  ser  decisivas  para  arre- 
.^g'lar  nue&tra  legislación  minera. 

Pero  los  partidarios  del  principio  inglés  no  lo  recomiendan  por  los 
vestigios  feudales  que  en  él  se  encuentran;  esto  seria  imposible;  ni  aun. 
acaso  por  el  sistema  de  la  accesión  que  acepta  en  parte.  Lo  que  les  se- 
duce, lo  que  en  él  admiran,  es  la  libertad  en  que  deja  á  la  iniciativa  in- 
dividual para  el  trabajo  de  las  minas.  En  Inglaterra,  en  efecto,  la  accióa 
del  Gobierno  en  esta  materia  ha  sido  casi  nula:  permite  al  dueño  del  sue- 
lo hacer  de  la  mina  lo  que  mejor  le  parezca,  usar  ó  abusar  de  ella  á  su 
arbitrio,  y  generalmente  la  explotación  minera  se  hace  por  compañías 
con  quienes  el  dueño  del  terreno  contrata.  Sin  embargo  de  esto,  leyes 
de  reciente  fecha  atestiguan  que  el  Gobierno,  para  evitar  g-randes  abu- 
sos y  en  vista  de  la  estadística  fúnebre  que  presenta  el  trabajo  libre  oo 
las  minas,  ^  ha  creído  de  su  deber  abandonar  esa  abstensión  y  ha  co- 
menzado á  intervenir  en  la  industria  minera.  Las  leyes  del  Parlamen- 
to de  18  de  Agosto  de  1842,  de  14  de  Agosto  de  1850  y  de  10  de  Agosta 
de  1872,  comprueban  ese  hecho.  La  inspección  de  los  trabajos  está  yss 
confiada  á  empleados  especiales,  que  tienen  la  misión  de  evitar  los  ac- 
cidentes á  que  la  mala  dirección  de  ellos  puede  dar  lugar.»  ^ 

Pero,  por  más  respetable  que  sea  el  precedente  inglés,  yo  no  soy  dft 
la  opinión  de  aquellos  partidarios:  creo  por  el  contrario,  con  Mirabeau, 

que  « la  libertad  individual  de  explotar  las  minas  no  sirve  máá, 

que  para  hacerlas  inútiles  ó  para  destruirlas.  Negligencia  en  su  deseu.- 
brimiento,  errores  funestos  en  su  explotación,  disensión  entre  los  pro- 
pietarios, devabtación,  fruto  de  la  ignorancia,  abandono  total  por  falta 
de  recursos:  he  aquí  los  efectos  que  la  libertad  ha  siempre  producidíj 
■cuando  nuestra  legislación  ha  querido  aproximarse  demasiado  á  ella.»  3. 
Las  leyes  inglesas  recientes  pueden  venir  en  confirmación  de  esas  ver- 
dades. Por  lo  demás,  para  no  aceptar  yo  para  México  eee  precedente,,, 

puedo  repetir  con  Dallos  que  « el  espirilu  esencialmente  práctica 

é  industrial  de  los  ingleses,  sirve  de  correctivo  á  lo  que  el  régimen  de 
la  libertad  ilimitada  contiene  en  sí  de  peligroso  y  cuyos  malos  efectos  ét 
evita,  *  . 

Estas  consideraciones  son  entre  nosotros  más  decisivas,  si  se  tomam 
en  cuenta  las  grandes,  profundas  diferencias  oue  hay  entre  las  condi- 
ciones sociales  y  económicas  de  México  y  de  Inglaterra.  La  imperfecfcí. 
división  de  nuestra  propiedad  territorial,  lo  extenso  y  despoblado  dts 
nuestro  suelo,  la  falta  de  espíritu  de  empresa,  la  clase  misma  de  nuestra^ 
riqueza  mineral,  nuestras  tradiciones  mineras;  todos  esos  motivos  y  más 
aún  harían  aquí  desastroso  el  sistema  inglés.  Y  por  más  que  esto  parezi- 

1  Dallos  et  Gouiilés-  Obr-  cit.,  tomo  2-  *,  pág.  24S. 

2  Chevalier.  Obr.  cit-,  piig.  166. 

3  "La  liberté  individuelle  d'exploiter  le?  mines,  ne  sert  qu'á  les  renflre  iniítiles  cu  á  les  detruire! 
Kégligence  dans  leur  rfioherche,  erreiirs  funestes  di^ns  leur  e.vploitatlon,  dissensioa  entre  les  propiétai- 
res,  devastatlon,  friiit  de  l'ignorance.  abandou  total  par  défant  de  moyens:  voilá  tous  les  etlets  que  la, 
liberté  a  toujours  produita,  lorsque  notre  léglsiation  a  touIu  s'en  rapprocher  detropprés-"  CEuvres,  toni. 
b.  =,  pág.  114- 

4  "L'esprit  essentiellement  pratique  et  industriel  des  anglais  sert  de  cor  rectif  á  ce  que  le  régirhe  de 
la  liberté  ilimitée  contieut  en  soi  de  dangereux  et  qu'il  en  paraljse  lesfacheu.'celíets."  Eepert-deLegisl-, 
Tol.  31,  pág.  610. 
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ca  á  primera  vista  una  paradoja,  no  es  sino  una  verdad  que  se  compren- 
de con  un  poco  de  retiexión.  En  las  grandes  propiedades  rústicas,  que- 
miden  centenares  de  leguas,  en  su  mayor  parte  despobladas,  la  explo- 
tación de  las  minas  dejada  al  arbitrio  del  dueño  de  la  superñcie,  produ- 
ciría, no  ya  su  completo  monopolio,  sino  su  falta  absoluta  de  trabajo, 
porque  contentos  los  señores  de  esas  tierras  con  sus  rentas,  se  resistiríart, 
á  exponerlas  á  los  riesgos  de  la  industria  minera.  Los  pequeños  propie- 
tarios á  su  vez  nunca  reunirian  los  fondos  bastantes  para  acometer  tra- 
"bajos  que  demandan  fuertes  gastos.  Y  como  no  existe  entre  nosotros  el 
espíritu  de  empresa  que  caracteriza  á  los  ingleses,  no  se  formarían  aquí' 
aquellas  poderosas  compañías  que  en  Ing-laterra  explotan  las  minas.  El 
resultado  indefectible  de  esto  sería,  una  vez  aceptado  el  sistema  inglés, 
que  la  explotación  de  las  minas  quedara  cerrada  para  los  mexicanos,- 
no  siendo  posible  sino  para  compañías  extranjeras.  La  adopción  de  ese 
sistema  seria  la  enajenación  de  nuestras  minas  al  extranjero. 

Y  si  nos  fijamos  en  los  otros  motivos  que  hacen  tan  diversa  la  condi- 
ción económica  de  los  dos  países,  nuestras  convicciones  sobre  este  pun- 
to llegarán  á  ser  inquebrantables.  Inglaterra  con  su  población  conden- 
sada  en  un  territorio  respectivamente  pequeño,  con  sus  terrenos  bien., 
explorados,  puede  bien  creer  que  no  necebita  estímulo  el  descubrimien- 
to de  las  vetas:  si  México  en  ese  error  incidiera,  y  prohibiera  al  catea' 
dor  entrar  á  la  nosesión  ajena  á  buscar  vetas  entre  las  sinuosidades  de 
nuestras  montañas  no  estudiadas  ni  reconocidas,  se  condenaría  áprivar- 
se  de  inmensas  ignoradas  riquezas.    En  Inglaterra  la  grande  prot-peri- 
dad  de  la  industria  minera  se  debe  principalmente  al  íicrro  y  ai  carbón. 
de  piedra;  en  México  los  minerales  que  constituyen  de  preferencia  el 
porvenir  de  su  minería,  son  el  oro  y  la  plata,  y  la  legislación  que  es  con- 
veniente para  la  explotación  de  aquellas  sustancias,  puede  ser,  es  de- 
hecho,  inadecuada  para  el  trabajo  en  vetas  de  estos  metales.    En  Ingla- 
terra el  origen  histórico  de  la  propiedad  minera  se  pierde  en  la  noche- 
de  los  tiempos  feudales,  y  en  las  tradiciones  que  de  ellos  se  conservan, 
se  encuentra  justificado  que  el  dueño  del  tei-reno,  cuyos  antecesores  lo  ■ 
adquirieron  justamente  con  el  ?'o?/a¿¿?/,  sea  también  el  serñor  de  las  minas  . 
que  él  contiene.  En  México  la  propiedad  minera  ha  sido  -iempre  inde- 
pendíente de  la  superíicial,  y  nunca  la  veta  ha  venido  en  la  adquisición 
del  fundo.  Si  después  de  todo  esto  consideramos  que  con  el  principio 
inglés  las  dificultades  resueltas  en  nuestra  Ordenanza  sobre  la  medida 
de  las  minas  en  vetas  de  grande  recuesto^  sobre  minas  de  desagüe,  etc., 
no  tienen  solución  posible,  quedando  esas  minas  condenadas  ano  ser 
explotadas  por  nadie;  si  recordamos  que  los  mismos  Estados  Unidos,  he- 
xederos  de  ese  principio,  han  tenido  que  abandonarlo   cuando  una  de- 
esas dificultades  oe  les  ha  presentado,  quedaremos  persuadidos  de  que 
si  Inglaterra,  en  virtud  de  tradiciones  históricas  respetables,  de  condi- 
ciones económicas  muy  particulares  ha  podido  mantener,  no  ya  como 
sistema  científico,  sino  como  régimen  práctico  conveniente  el  principio 
de  que  lá  mina  es  del  dueño  del  suelo,  y  que  éste  puede  hacer  de  ella  lo 
que  mejor  le  parezca,  en  países  que  en  esas  circunstancias  no  están,  ni 
prácticamente  ese  principio  satisface  á  las  exigencias  de  su  industria. 
minera.  ^ 

I)eduzcamos  ya  de  todo  lo  que  sobre  este  punto  he  dicho,  que  el  sis- 
tema de  la  accesión  es  científicamente  inaceptable,  porque  si  la  justicia 
y  la  conveniencia  pública  deben  ser  las  bases  de  la  propiedad,  la  justi- 
cia y  la  conveniencia  exigen  de  consuno  que  las  minas,  lejos  de  ser  ua 
accesorio  del  suelo  que  las  cubre,  deben  constituir  una  propiedad  dis- 
tinta, exclubiva,  absoluta,  como  ia  propiedad  común,  y  tan  sagrada  é  in- 
violable como  esta.  Respétese  cuanto  se  quiera,  cuanto  es  debido  la  del 
terreno:  indemnícensele  todos  lus  perjuicios  que  la  mina  le  cause;  pero  in- 
depéndase del  tudü  á  la  una  de  la  otra,  para  que  no  sirviendo  ésta  de. 
l)ase  y  de  medida  á  aquella,  no  se  esterilice  por  ese  solo  hecho  la  explo-^ 
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tación  de  tin  ramo  de  la  riqueza,  no  se  atente  contra  la  naturaleza  mis- 
ma de  la  propiedad  minera.  Analizado  con  la  extensión  qiie  me  marca 
el  límite  que  acaso  he  traspasado  ya,  elsistema  que  tanto  me  ha  ocupa- 
do, prestigiado  como  él  está  por  su  adopción  en  Inglaterra,  debo  seguir 
encargándome  de  los  otros  que  consideran  bajo  muy  diferente  aspecto 
la  propiedad  minera. 

De  esa  clase  es  el  que  enseña  que  «las  minas  no  son  sino  bienes  se-  ■ 
noriales  ordinarios  que  pertenecen  en  toda  propiedad  al  soberano,  quien 
puede,  lo  mitmo  que  el  particular,  en«ienarlos  á  quien  le  parezca.»  Este 
sistema  que  varias  naciones  conteivan  en  sus  ie\es,  no  solo  antiguas 
sino  lecieutes,  ccmo  Inglaterra  ret-pecto  de  las  minas  de  oro  y  plata  so- 
lamente; como  España  con  relación  á  las  de  azogue  de  Almadén,  de  co- 
bre de  Éiolinto,  etc ;  ccmo  Austria  ep  todos  los  mineralcK^;  este  sistema, 
digo,  se  tunda  en  bases  que  no  pueden  sostenerte  y  engendra  conse- 
cuencias verdaderamente  absurdas.  Su  principio  capital  es  que  una  na- 
ción es  dueña  del  territorio  en  que  ha  vivido,  y  de  todo  lo  que  en  él  no 
ha  pasado  á  ser  propiedad  privada.  Y  ese  principio  que  confunde  el  do- 
minio público  de  cosas  que  no  pueden  ser  sino  de  uso  común,  con  los 
bienes  que  entran  al  dominio  privado,  es  por  completo  inaceptable,  por- 
t^jxe  ccmo  dice  un  autor  que  lo  combate:  «no  hay  necesidad  de  demos- 
trar el  absurdo  y  la  inmoralidad  de  semejante  tesis  que  nos  conducirla 
al  comunismo,  y  que  suprimiendo  la  propiedad  individual  y  exclusiva, 
destruiría  al  mismo  tiempo  en  el  hombre  el  espíritu  y  la  necesidad  del 
trabajo.»  i 

Pero  las  consecuencias  de  ese  sistt  n¡a  son  aiin  más  inaceptables. 
Aunque  las  náuas  no  fueran  bietes  sujelos  á' fe  pn  piedad  privada,  sino 
que  formartti!  parte  del  dominio  público,  de^dt!  ti  uiouieuto  en  que  ellas 
lucran  dt=;l  EbCado,  el  rebUitado  inevitable  ¡sería  coubiituir  el  más  perju- 
dicial de  Icd  mcn(  polios,  ti  que  se  ebtabiece  en  favor  del  soberano  para 
la  industiia  mincia,  mouopouo  reagra\ado  aun  con  todos  los  inconve- 
nientes que  la  ciencia  señala  en  las  empresas  industriales  emprendidas 
por  el  Etítado.  i'or  fortuna  nuestras  instituciones,  nuestras  costumbres 
repelen  ete  sisteñía  hasta. ei  punto  de  no  tener  un  solo  amigo  entre  nos- 
otros. Fueía  de  los  absurdos  inconvenientes  económicos  indicados  él' 
está  condenado  entre  nosotros  por  nuebtra  Constitución  que  prohibe  al 
gobierno  adquirir  ó  administrar  por  si  bienes  raíces,  como  sin  duda  son 
las  minas.  2  Sistema  que  mata  el  espíritu  de  empresa,  que  destru}  e  el 
estímulo  para  el  descubrimiento  de  las  vetas,  que  constituye  el  más  fu- 
nesto de  los  uionopolios,  alzaudo  el  [jrecio  de  las  btistaucias  minerales; 
que  erigiendo  en  regla  la  rutina,  extingue  todo  progreso  en  la  explota- 
ción minera,  y  que  hasta  comprumele  ei  presagio  y  dignidad  del  gobier- 
no; 3  eae  sibtenia  condenado  por  la  ciencia  y  la  Constitución  igualmen- 
te, no  puede  aceptarse. 

Sus  defensoreSj  bin  etnbargo,  han  creído  salvarlo,  en  limites,  si  estre- 
chos, inadmisibles  también:  han  propuesto  con  ese  tín,  dos  medios:  el 
primero,  que  el  Estado  al  hacer  la  concesión  de  las  minas  sit  reserve  el 
derecho  de  recuperar  la  propiedad  de  aquella  que  le  pareAca  con  ve-, 
niente;  y  el  segundo,  que  el  g'obierno  se  declare  ;il  menos  accioniata  en 
las  minas  que  conceda,  por  la  parte  que  él  señale,  con  la  oblig'ación  de 
concurrir  con  su  contiiii^ente  proporcional  de  gastos,  y  de  iuíiuir  solo 
de  cierta  manera  en  la  aiminiotracióa.  Un  autor  francés  se  encarg-a  de 
l)atir  en  sus  últimos  atrincheramientos  el  sistema  de  la  regalía,  y  lo  hace 
victoriosamente  con  estas  palabras:  «El  primer  medio  sería  . .  . .  ei  goipe 
de  gracia  á  la  industria  minera.   Suspender  sobre  la  cabeza  de  los'  nii- 

_1_  "B  n'esbpas  besoin  de  démoutrer  l'absurdité  et  1  iraraoralit-é  (l'iine  pareille  t-hese  «ue  nous  cnn- 
duiíait  au  comuiouitime  (jt  qn'eu  si'ppiiij..aut  la  i/iopiété  iadi-- idiielle ' et  exclusive  détrulialt  eii  uiéuie 
temps  cliez  les  hommes  l'esprit  et  la  nécesEité  du  travaü.''  Clie.'alier — Obr-  cit-;  p;ig- 15. 

2  Art-  27  de  la  Const- 

3  Dallos  et  Gov.iilés.-  Obr-  cit-,  toin-  !•  =,  pág,  21.  ■ 
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ñeros,  como  una  espada  de  Damodes,  una  conlición  de  retroventa  que 
tuviese  por  resultado,  en  caso  de  éxito  en  sus  trabajos,  poner  al  Estado 
en  su  lugar  para  percibir  los  beneficios  de  una  explotación  que  había 
íleg'ado  á  ser  lucrativa,  sería  tender  á  esos  uüneros  una  red  de  muy  ma- 
la ley,  puesto  que  ellos  lo  exponían  tudo  sin  que  el  Estado  aventurase 
nada.»  i 

Ese  mismo  autor  reprueba  con  igual  severidad  el  otro  no  menos  in- 
justo arbitrio  de  hacer  participar  al  Estado  de  las  utilidades  de  las  mi- 
nas; dice  esto:  «En  cuanto  al  segundo  medio,  que  consistiría  en  que  el 
Gobierno  entrase  alas  empresas  de  minas  como  asociado  por  una  cuar- 
ta parte,  por  una  tercera,  por  una  mitad,  etc . .  i tampoco  lo  ad- 
mitimos para  el  caso  en  que  la  industria  privada,  pudiendo  llenar  esta 
exigencia  de  utilidad  pública,  se  tratase  de  agotar  en  perjuicio  de  esa 
industria  la  fuente  de  una  parte  de  sus  productos,  haciendo  participar 
de  ellos  al  Gobierno ..Eligiendo  el  Estado  las  mejores  minas,  to- 
mando en  ellas  la  parte  del  león,  podría  declararse  accionista  por  lastres 
cuartas,  las  cuatro  quintas  partes,  y  en  su  calidad  de  principal  accionis- 
ta adquirir  el  derecho  en  estas  minas  de  nombrar  sus  administradores: 
dueño  así  de  estas  empresas,  él  se  encontraría  casi  en  la  misma  posi- 
ción que  si  las  explotara  directamente Bajo  este  régimen,  sería 

muy  de  temerse  que  el  Estado  no  guardase  su  impareialidad  con  rela- 
ción á  todas  las  minas,  y  que  en  las  medidas  que  tuviera  que  tomar  con 
respecto  á  ellas,  él  se  inspirara  solo  en  sus  intereses  particulares  como 
accionista  de  tales  ó  cuales  minas.»  2  Ni  dentro  de  esos  estrechos  lími- 
tes el  sistema  de  la  regalía  se  conforma  con  las  prescripciones  de  la  jus- 
ticia, con  las  exigencias  de  la  naturaleza  jurídica  de  la  propiedad  mi- 
nera. 

Existe,  por  fin,  otro  sistema  que  c:>nsidera  á  las  minas  como  res  nu- 
Ilius,  sistema  recomendado  por  la  ciencia,  como  el  que  mejor  llena  las 
condiciones  de  la  importante  industria  minera  bajo  el  punto  de  vista  ju- 
rídico, económico  y  social.  Consiste  él  en  reputar  á  las  minas  no  conce- 
didas como  cosas  que  no  pertenecen  d  nadie,  ni  al  Estado,  por  derecho 
señorial  alguno,  ni  al  superñciarioá título  de  accesión;  pero  reconocien- 

1  Le  premier  moyen  serait. . . .  le  coup  de  gráce  pour  rinílastrie  miniére.  Siispendre  sur  la  tSte  des 
exploitants,  comme  une  épée  de  Damoclési  une  condition  de  rachat,  qui  auralt  pour  résulfcat,  ea  cas  de 
suecos  de  leurs  traveaas,  de  mettre  l'Etat  ea  leiir  lieu  pour  recueülir  les  béaetices  d'une  exploitatioa 
devenue  lacrative-  ce  serait  attirer  ees  exploitants  dans  le  piége  d'une  vrai  marché  de  dupes,  puisqa'ils 
risqueraieut  tout,  et  que  l'Etat,  lui,  ue  risquerait  rien "  Dallos  et  Goiiitfés-  Obr-  cit-,  pág.  2ó. 

2  "Quaut  au  secoud  moyea,  qui  coasisterait  pour  le  gaurernemeae  a  entrer  danS  les  entreprises  des 

mines  comme  associé  pou>r  na  quart,  pour  vm  tiers.  pour  une  moitié,  etc .nous  ne  l'admettons 

pas  pour  le  cas  oa  Tindustrie  privée  pouvaut  souífire  á  cette  tache  d'utiüté  publique,  il  s'agirait  de  ta- 
rir,  au  prejudice  de  cette  industrie,  la  souree  d'une  partie  des  profits.  en  y  faisaat  participer  le  gouver- 

nemeat L'Etat  choisissant  les  meilleurs  Cmiaes)  et  s'y  faisaat  la  parte  da  liou,  pourraic  s'y  por- 

ter  actionnaire  pour  les  trois  quarts.  les  quatre  cinquieoies  et  ea  sa  qnalité  da  plus  fort  actioauaire,  ad- 
quérir  le  droit  dan  ees  mines,  de  nom-ner  le  pl  '.s  grand  nombre  d'arirninistratears-  miitré  ainsi  das  ex- 

ploitátious.  il  se  troiverait  apea-pres  dins  la  m3m3  positiou  lue  s'il  esploibat  directemaut » 

Eurn.  il  serait  á  craiadre-  sous  ce  r§¿im3,  que  1'  Rbat  ne  tiat  pa?  la  balauce  é^ale  entre  cous  les  aiiaes, 
et  que  dans  les  mesares  á  preñare  á  le'ir  égard,  11  prit  moios  cjaseil  des  iutérSts  gjaáraux  da  l'indastrie 
miniere,  que  de  ses  iutéreis  particiliers  comme  aotioaaaire  dans  telles  o  i  talles  miaes."  Loe-  cit. — El 
priacipio  aloptado  eu  el  '■Proyecto  de  Código  de  Miaas"  díl  Eótado  de  Hidalgo,  respecto  déla  propie- 
dad uiiaera.  es  el  q\.e  hemos  »i?to  condeaado  ea  esas  palabras.  En  S'i  e  ".posición  de  motivos  se  dice  es- 
to: ■  Se  declara  (¿ue  el  domiaio  radical  de  las  miaas  ha  pertenecido  coatorme  á  las  leyes  antiguas,  v  con- 
tinuará correspoadieado  ea  lo  de  adalaate  al  Estado,  y  que,  coucadiéadose  la  eiplotición  á  los  particu  - 
lares  con  él  carácter  da  propietarios  y  legítimos  poseedores,  solo  se  reserva  el  mismo  Estado  el  cua'ro 
por  cisuto  de  las  utilidades  Kq'ddas,  eu  compeasacióa  del  impuesto  que  act  lalmeate  se  cobra  á  las  mi- 
nas, y  de  la  barra  aviada  que  le  perteae  :ca  en  varias  miaas  conforme  á  la  lev  núm.  129.  cuya  barra  se  de- 
vuelve á  los  aituales  poseedores  de  aquellas  minas-"  Esta  ley  12J  dispone  esto:  "Desde  la  pnbUcacióa 
de  este  decreto,  se  estimarán  para  todos  los  efeoios  legales  y  eu  la  divisióa  de  sus  acciones,  lasminas 
que  se  descubran  y  denuncien  en  el  Estado,  divididas  eu  veinticinco  barras,  una  de  las  cuales,  siempre 
aviada,  permanecerá  perpet  lamsnte  como  propiedad  del  mismo  Estado,  quien  teadrá  los  mismos  dere- 
chos, acciones  y  obligaciones  que  los  accioaistas  dueuos  de  las  barras  aviadas-'"  Este  es  el  sistema  ueto 
de  la  regalía,  que  puede  llegar  nasta  las  consecueaciás  que  ceasvira  el  autor  cuyas  palabras  copio:  asi 
<;omo  se,pide  la  vigésimaquiuta  parte  de  la  mina,  se  puede  por  el  mismo  priacipio,  pedir  la  décima,  1* 
quinta,  la  mitad-  toda  la  mina,  como  lo  hacía  el  rey  de  España  respecto  de  las  de  azogue  (artículo  22 
tít.  S-  '^  de  la  Ordeaaa/.a-)  Y  si  contribuj  endo  el  Estado  coa  su  parte  de  gastos  para  la  explotación  de 
la  miua-  el  -sistema  que  lo  reooaoce  como  accionista  es  inaceptable,  ¿qué  se  dirá  cuando  él  se  declara 
dueño  de  barras  "aviadas"?  Bien  está  que  las  minas  reporten  la  parte  proporcional  4el  impuesto  que 
en  la  distribución  de  éste  les  toque,  pero  el  Estado  no  puede  pretender  tomar  parte  ea  sus  frutos  á  títu- 
lo de  ber  el  "señor  radical"  de  ellas-  Creo  iacompatibles  con  nuestra  Constitución  estos  principios  en 
que  descansa  el  Proye.to  de  Código  de  Hidalgo-  Por  lo  demás,  5  a  hemos  visto  cómo  la  ciencia  los  eoa- 
deua- 
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(lo  en  todos  é'  derecho  de  someterlas  á  propiedad  privada,  y  en  el  Esta 
do  la  facultad  de  hacer  su  concesión,  no  como  dueño,  sino  sólo  comore- 
presentante  del  interés  público.  Estudiando  este  sistema,  se  ve  que  él 
está  en  perfecta  armonía  con  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  y  que  él 
concilia  los  respetables  derechos  que  la  industria  minera  cria. 

Después  de  lo  que  be  dicho  analizando  los  otros  de  que  me  he  ocu- 
pado, poco  es  neceí-ario  añadir  para  demostrar  esa  verdad,  porque  si 
bien  se  reflexiona,  la  impugnación  de  aquellos  es  la  defensa  de  és- 
te, y  esto  hasta  el  punto  que  se  puede  ya  ver  que  él  reúne  las  venta- 
jas parciales  que  aquellos  tienen,  sin  ninguno  de  los  inconvenientes 
que  les  hemos  encontrado.  Este  sistema,  si  bien  como  el  de  la  regalía, 
reconoce  en  el  Estado  la  facultad  de  hacer  la  concesión  de  la  mina  á 
quien  la  pida  y  tenga  capacidad  legal  de  obtenerla,  exgíluye  toda  idea 
de  propiedad  del  fundo  minero  en  el  Gobierno,  quien  no  puede  explo- 
tarlo ni  aun  á  titulo  de  accionista;  él,  á  diferencia  del  de  la  regalia,  nie- 
ga al  Estado  el  derecho  de  exigir  tributos  señoriales,  gabelas  con  cual- 
quier nombre,  con  excepción  del  contingente  que  al  minero  toque  en 
el  reparto  del  impuesto  qt,ie  debe  pesar  sobre  las  minas,  como  que  sou 
Tino  de  los  valores  que  coñstittiyen  la  riqueza  pública;  y  él,  en  fin,  con- 
sidera á  la  mina,  una  vez  concedida,  como  una  verdadera  propiedad, 
con  todos  los  caracteres  que  tiene  la  ordinaria,  exclusiva,  trasmisible, 
inviolable  y  siijeta  á  la  ley  comiin  en  todo  aquello  que  su  naturaleza 
especial  no  exija  disposiciones  también  especiales,  i 

Podría  creerse  que  la  sobreposición  de  dos  propiedades  en  el  mismo 
terreno,  la  supertii-ia!  y  la  subterránea,  sobreposición  de  verdad  funes- 
ta á  ambas,  bastaría  para  preferir  el  si'^tema  de  la  accesión  al  que  nos 
está  ocupando;  pero  en  imaginarlo  asi,  habría  un  grave  error,  porque 
esa  sobreposición  no  existe.  Los  autores  franceses  defendiendo  su  ley, 
han  creído  demostrarlo,  alegando  que  la  redevance  que  ei  minero  paga 
al  superficiario,  indemniza  á  éste  de  la  depreciación  que  el  terreno  su- 
fre con  el  trabajo  d"  la  mina;  pero  yo  he  de  decir  la  verdad,  tal  como 
la  t-iento,  esos  razonamientos  dejan  aún  muchos  escrúpulos  por  acallar, 
de  tal  modo,  que  ni  la  ley  belga  que  quiso  satisfacerlos,  consiguió  su 
objeto.  De  este  punto  me  he  ocupado  ya  en  otro  lugar,  y  lo  que  enton- 
ces dije,  me  autoriza  á  afirmar  que  la  redevanve  ni  paga  el  respeto  que 
Ee  debe  á  la  propiedad  superficial,  ni  independe  á  ésta  de  la  minera,  de 
modo  que  sean  dos  propiedades  entei'amente  diversas  sin  que  la  una  es- 
té sobrepuesta  á  la  otra,  sin  que  entren  en  conflicto  los  derechos  que 
ambas  engendran. 

1  Apesaideque,  cerróte  icdicadb.  no  estoy  confoime  con  las  apreciaciones  abstractas  hechas 
por  la  CcmisiOn  dti  'Pro;  teto  de  !ey  de  Minería  del  Distrito"  Eotre  los  diveisos  sistenias  inventaüos 
para  aerinir  la  proj  itdad  inicera,  me  complazco  en  reconocer  cnie  en  la  parte  resolutiva  desu  Proyecto, 
aceptó  el  que  considera  á  las  minas  como  "'res  nullius,"  y  que  fué  el  que  consagró  definitivamente-  Es 
de  la  regalía lo  rtpriieta  con  6e\enda¿,  porque  "en  el  actual  estado  de  la  EtpúbUca,  y  con  presencia  de 
las  ins'.itLCióijes  qre  nos  rigen  fy  en  el  adelanto  á  que  ha  llegado  la  ciencia,  podría  yo  agregar,)  no  es 
posible  aceptar  la  idea  del  dominio  radicaí  de  las  minas'  en  el  soberano,  en  el  sentido  que  sea  el  dueño., 
el  propietario  de  eilas.  La  Ccmlsión,  si  bien  declaró  que  el  Estado  tiene  el  dominio  radical  de  las  mi- 
nas, cuida  de  agregar  qi:e  ese  dominio  solo   " importa  el  derecho  de  conceder  (las  minas)  en 

plena  propiedad  y  posesión  á  los  particulares  que  la  soliciten"  (artículo  3-°,)  y  en  esto  consiste  el  sis- 
tema q-.e  considera  á  las  minas  como  'res  nullius."  El  sistema  de  la  accesión  también  está  formalmen- 
te desechado,  porq\ie  aunpue  ei  artículo  1- °  del  'Proyecto"  declara  que  "El  propietario  de  un  terreno 
es  dneüo  de  su  superficie  y  de  lo  que  está  debajo  de  ella'  por  lo  mismo  podrá  usarlo  y  hacer  en  él  todas 
las  obras,  plantaciones  y  eTcav aciones  que  quiera,  salvas  las  restriccionei  establecidas  en  el  Código  ci- 
Til,  y  "con  sujeción  á  las  disposiciones  de  la  presente  ley,"  el  art-  85  ordena  que  "Cuando  la  mina  de- 
nunciada áiítuiode  descubrimiento  estuviese  en  terreno  de  propiedad  particular,  el  denunciante,  ant.  ; 
de  tomar  posesión,  acreditará  ia  conformidad  del  propietario,  ó  que  le  ha  pagado  el  valor  del  terrera 
superficial  qué  trata  de  ocupar,  convencionalmente,  ó  por  medio  de  una  veuta  forzosa,'  y  esta  prescrip  - 
ción  basta  para  desechar  en  sus  principios  y  en  sus  consecuencias  el  sistema  que  reputa  á  las  minas  co- 
mo accesorios  de  la  superficie.  Salvas,  pues,  ciertas  contradicciones  que  fe  notan  entre  ia  parte  "expositi- 
Ta  y  la  resolutiva  del  Proyecto,  éste  sigue  en  lo' sustancial  las  prescripciones  de  la  ant!gi',a  Ordenanza. 
.  en  este  punto.  Debo  advertir  que  no  habiendo  debido  ocuparme  de  determinar  qué  sustancias  minera- 
les son  las  que  pueden  explotarse  en  lo  que  legal  y  científicamente  se  llama  una  mina,  para  así  distin- 
guirlos de  otras  que  se  esplotan  libremente  por  el  dueño  del  suelo,  no  debo  hablar  de  esta  materia  ana- 
fiiando  el  artículo  2.  •=  del  Proyecto  en  su  relación  con  el  artículo  22  del  tít.  6-  °  de  la  Ordenanza,  que 
contiene  de  verdad  una  muy  imperfecta  designación  y  nomenclatura  de  las^sustancias  minerales  que  son 
el  objeto  de  la  ley  de  minas.  Los  artículos  1.  o,  3-°,  4.  o  y  5.®  de  la  ley  española  de  6  de  Julio  de  1859 
ban  delnido  estas  materias  haciendo  las  distineiones  convenientes  bajo  el  punto  de  vista  cientifc'co 
J  legal. 
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Para  evitav  tamaños  incoaveuieates  no  hay  masque  un  medio,  el 
que  nuestra  ley,  de  acuerdo  con  otras  extranjeras,  establece:  expropiar 
por  causa  de  utilidad  pública  al  sup-^rfleiariodel  ♦^erreoo  que  el  minero 
necesite  para  la  explotación  de  su  mina,  pag'ándole  adeinás  cuantos  per- 
juicios se  le  sig-an  por  el  hecho  de  enclavar  dentro  de  sus  posesiones 
una  propiedad  ajena.  Solo  asi  se  evita  una  forzada  y  funesta  comaniou 
de  iatereses  entre  superflciario  y  minero;  solo  asi  se  independe  de  ver- 
dad, á  la  propiedad  miaera,  llenando  las  exigencias  de  su  naturaleza 
jurídica.  Ya  podré,  más  adelante^  encargarme  de  la  defensa  de  nuestra 
ley  en  esta  materia  de  la  expropiación.  Por  ahora,  creo  que  me  es  ya 
permitido  asegurar  que  el  sistema  que  examino  no  tiene  el  inconve- 
niente de  la  sobreposición  de  propiedades  que  el  de  la  accesión  evita,  y 
además,  que  él  tampoco  está  afectado  de  los  vicios  que  en  éste  hemos 
notado. 

El  sistema,  pues,  que  considera  á  las  minas  como  res  nullius.  creo 
ya  bien  afirmada  esta  conclusión,  es  el  que  mejor  concilla  los  derechos 
del  superflciario  y  del  minere  independiéndolos,  sin  sacrificar  los  unos 
á  los  otros;  es  el  que  emancipa  á  esta  industria  da  toda  trab^,  lo  mismo 
del  monopolio  del  Estado  que  del  capricho  del  superficiario,  abriendo 
a«i  ancho  campo  á  la  iniciativa  individual  en  la  prodr  •  vóu  de  es- 
te género  de  riqueza;  es  el  que  mejor  satisface  las  c~nd  "i  >  i^'.'í  de  la 
prepiedad  de  las  minas,  haciéndola  tan  respetable  com  >  ^ual  j  lüíra  otra 
y  síq  desconocer  por  ello  que  s.i  naturaleza  esoecial,  la  somete  á  las  le- 
yes también  especiales,  como  lo  están  la  propiedad  literaria,  la  de  las 
concesiones  de  ferrocarriles,  etc.  Sistema  que  asi  llena  las  exigencias 
jurídicas,  económicas  y  sociales,  es  el  que  mejor  resuélvelos  difíciles  pro- 
blemas cientificos  que  encierra  la  cuestión  sobre  la  propiedad  minera: 
la  ciencia  moderna,  por  esto,  lo  acoge  y  recomienda. 


IV 

Hecho  el  análisis  de  los  sistemas  que  hasta  hoy  han  tratado  de  defi- 
nir esa  cuestión  y  de  resolver  esos  problemas,  estamos  ya  en  situación 
de  juzgar,  á  la  luz  de  los  principios  cientificos,  á  nuestra  Ordenanza  mi- 
nera, averiguando  si  ios  preceptos  que  contiene  sobre  el  modo  de  ad- 
quirir y  perder  las  minas,  su  concesión  á  los  pardculares  en  nombre  del 
soberano,  su  caducidad  por  falta  de  cumplimiento  de  ciertas  obligacio- 
nes, si  esos  preceptos  están  ó  no  conformes  con  aquellos  principios.  Es- 
te estudio  comparativo  es  indispensable  para  poder  sustentar  la  extre- 
ma conclusión  á  que  pretendo  llegar. 

Es  cierto  que  la  Ordenanza  declara  que  «las  minas  son  propias  déla 
Corona,  y  que  sin  separarlas  del  Real  Patrimonio,  las  concede  á  ios  va- 
sallos en  propiedad  y  posesión,  de  tal  manera,  que  pueden  vendarlas  ó 
enajenar  el  derecho  que  en  ellas  les  pertenezca;»  pero  esto  se  entiende 
"bajo  de  dos  condiciones:  primera,  que  ellos  hayan  de  contribuir  á  la 
Real  Hacienda  la  parte  de  metales  señalada;  y  segunda,  que  han  de  la- 
brar y  di^rutar  las- minas  cumpliendo  lo  prevenido  en  estas  Ordenan- 
zas, de  tal  muerte,  que  se  entiendan  perdidas  siempre  que  se  falte  al 
cumplimiento  de  aquellas  en  que  asi  se' previniere  y  puedan  coucedér- 
isele  á  otro  cualquiera  que  por  este  título  las  denunciare,;»  i  ¿pero  estas 
declaraciones  atentan  contra  los  derecho?  de  la  propiedad  minera  tales 
como  hoy  los  consagra  ja  ciencia?  ¿Esa  concesión  modal  de  las  minas 
constitu^'e  el  sistema  señorial,  el  sistema  de  la  regalía,  que  hemos  te- 
nido ya  ocasión  de  reprobar  con  todas  sus  consecuencias?  Esta  es  la 
primera  cuestión  que  debo  dilucidar. 

1    Arts.  i .  o ,  2.  c  y  O- o ,  tlt.  5.  ° ,  Ord.  de  Min- 
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.  'Ella-BSiá  131611  tratada  por  el  clásico  comentador  de  la  antigua  Or- 
denanza, y  poco  tendré  que  agreg-ar  á  sus  palabras.  Cuando  Gamboa, 
el  ilustre  jalicciense,  escribió  su  obra,  era  materia  de  controversia  esta: 
«si.las  minas  de  Indias  deben  estimarse  como  antes  propia  Regalía  de 
S.  M.  ó  bienes  libres  de  los  vasallos.»  Un  Magistrado  de  Quito  había  de- 
fendido con  empeño  este  segundo  extremo,  é  impugnándolo  Gamboa 
sostenía  qne  las  minas  se  debían  considerar  como  regalía  de  la  Corona, 
así  por  el  hecho  de  que  para  trabajarlas  se  exige  una  concesión  del  so- 
berano, como  par  la  obligación  ^ue  tiene  el  minero  de  pagar  el  quinto,. 
•estando  además  las  minas  in<-'orporadas  á  la  Corona  por  las  leyes  que 
entonces  regían.  Después  de  fundar  esa  opinión,  habla  ese  autor  en 
estos  términos:  «Quedando,  pues,  establecida  la  Regalía  de  S.  M.  en  las 
■mÍDas  de  ludias,  y  ajustarse  bien  con  el  dominio  y  propiedad  de  los  va- 
sallos, es  inconcuso  que  pasando  como  pasa  á  éstos,  para  que  puedan 
disponer  de  ellas  como  cosa  suya,  se  verifican  á  su  favor  los  efectos  de 
la  propiedad  y  dominio  para  permutarlas,  venderlas,  locarlas  y  enaje- 
■nai-las  por  contrato,  donación,  herencia,  darlas  en  dote,  imponerles  cen- 
sos y  pedir  réditos  del  precio  mientras  no  se  pague  . . .  Pero  todo  esto 
se  entiende  con  la  precisa  calidad  de  que  los  sucesores  univei'sales  ó 
particulares.se  arreglen  á  las  Ordenanzas  y  cumplan  con  las  cargas  que 
imponen. --Y  pasa  á  los  va.  «¡Ins  este  dominio  directoópropiedad,  y  tam- 
bién el  iitil,  por  virtm*  ie  Ih  merced  y  concesión  del  soberano,  la  que 
no  dud'araos  llamar  una  modal  donación,  atendidas  las  reglas  con  que 
ésta  se  mide  en  Derecho,  que  se  reducen  á  ser  un  acto  perfecto  y  libe- 
ral, después  de  cuya  consumación  se  grava  el  donatorio  para  eltiempa 
futuro,  aunque  las  palabras  se  pongan  á  modo  de  condición-,  y  que  por 
;íalta  del  modo  final  que  estipula  á  su  favor  el  donante  ó  de  un  tercero 
-ó de  la  República espira  la  donación,  como  puede  verse  en  va- 
rios textos  »  1 

Estas  doctrinas,  apoyadas  en  palabras  expresas  de  la  ley,  convencon 
de  que,  si  bien  la  Ordenanza  reconoció  el  sistema  de  la  regalía,  estuvfí 
muy  lejos  de  aceptarlo  en  todo  el  rigor  de  sus  principios,  en  toda  la  ex- 
tensión de  sus  consecuencias.  En  efecto,  la  base  en  que  nuestra  ley  ci- 
menta la  propiedad  minera,  no  está  formada  de  los  fragmentos  feudales 
que  muchas  legislaciones  europeas  conservan  aún:  aquí  las  minas  nun- 
ca han  sido  propiedad  del  soberano  á  titulo  patrimonial;  aqui  entre  no- 
sotros nunca  ha  habido  esos  derechos  señoriales  que  conservan  todavía 
lej'es  modernas  en  otros  países,  como  eu  Austria,  en  Prusia  y  en  Espa- 
ña u.isuia  respecto  de  ciertas  minas.  Y  aunque  es  innegable  que,  ce- 
diendo á  las  preocupaciones  de  una  época  en  que  era  nniversal  la  creen- 
cia de  que  las  minas  pertenecían  al  soberano,  la  Ordenanza  pagó  su 
tributo  á  ese  error,  hay  también  que  reconocer,  porque  asi  es  de  justicia, 
que  ella,  limitando  las  consecuencias  de  la  regalía,  más  aún,  descono- 
ciendo en  parte  su  principio  mismo  constitutivo,  inició  y  realizó  una 
..grande  reforma  científica,  y  fué,  aun  en  esta  materia,  la  ley  rnás  pro- 
gresista én  su  tiempo.  Al  declarar  que  por  virtud  de  la  concesión  pasa 
al  minero  todo  el  dominio  de  la  mina,  sin  reserva  alguna  señorial;  al  ga- 
rantizar á  éste  su  liliertad  de  disponer  de  ella,  como  de  cualquiera  otra 
■cosa  que  está  en  el  comercio;  al  permitirle  enajenarla  por  todos  los  tí- 
tulos traslativos  de  dominio,  crió  á  la  propiedad  minera  con  todas  las 
condiciones  que  en  la  noción  científica  de  la  propiedad  entran;  esa  pro- 
piíidad  llegó  asi  á  ser  perpetua,  mientras  la  mina  se  trabaje  legalmente, 
absoluta,  exclusiva,  sin  que  nadie,  ni  el  soberano,  pueda  disponer  de^ 
ella  sino  medíante  la  expropiación;  esa  propiedad  quedó  asi  constituida 
de  modo  de  llenar  eu  su  calidad  genérica  las  condiciones  generales  del 
derecho,  y  de  sadsfacer  en  su  naturaleza  especial  las  exigencias  cientí- 
ficas que  de  ella  emanan.   Entre  él  sistema  de  regalía  de  nuestra  Orde- 

1    Comentarios  á  las  Ordeaanzas  de  Minas — Capitulo  2- ° .  númeroa  24  y  25- 
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nanza  y  el  que  aun  está  vigente  en  Austria,  hay  una  distancia  incon- 
mensurable. 1 

Son  de  tal  exactitud  estas  observaciones  mias,  que  en  Europa,  en 
donde  se  juzga  tan  mal  de  las  cosas  de  México,  se  ha  hecho  justicia  á 
nuestra  Oi'denauza,  llegándose  hasta  afirmar  que  ella  no  sigue  el  siste- 
ma.  de  la  regalía.  Copio  las  siguientes  palabras  de  ua  libro  que  contie- 
ne el  estudio  comparativo  más  completo  de  las  leyes  mineras  de  las- 
principales  naciones:  «En  el  origen  de  la  explotación  délos  metales  pre- 
ciosos en  México,  el  Gobierno  español  tuvo  que  elegir«entre  el  sistema 
de  la  regalía  pura  que  monopoliza  á  provecho  del  Estado  la  explotación 
de  las  minas,  y  el  sistema  que  deja  á  la  industria  privada  la  empresa  de 
esas  explotaciones.  Este  segundo  sistema  fué  el  que  adoptó,  y  se  deb» 
notar  esta  singularidad  remarcable,  que  el  Gobierno  español  que  se  há- 
lala reservado  en  la  Metrópoli  la  explotación  directa  y  por  su  propia 
ciienta  de  minas  importantes,  no  ha  poseído  una  sola  mina  de  oro  ó  de 
plata  como  propietario  ó  explotador,  ni  en  México  ni  en  ninguna  otra 
parte  de  América,  durante  los  tres  siglos  que  ha  durado  su  dominación 
en  esos  países.  Acontece  lo  mismo  ahora  con  los  gobiernos  que  han  su- 
cedido á  la  dominación  española:  son  exclusivamente  los  particulares  ó- 
las  compañías  t\ue  ellos  forman,  los  que,  previa  una  concesión,  explo- 
tan las  minas.»  2 

Pero  si  este  juicio  tan  favorable  se  puede  formar  de  la  Ordenanza 
ñe  minas,  tal  cual  fué  sancionada  por  el  liey  de  E->paña  en  17o3,  para 
tener  ideas  exactas  de  nuestra  vigente  legislación  minera,  es  pi-eciso- 
agregar  aún  algunas  palabras  más,  porque  esa  Ordenanza  ha  sido  re- 
formada por  leyes  posteriores,  hasta  el  extremo  de  haber  hecho  de-^apa- 
recer  en  la  actual  legislación  todo  vestigio  del  sistema  de  la  regalía.  Dó- 
esta  verdad  nos  convencen  pocas  pero  decisivas  -reflexiones. 

Según  hemos  visto,  lo  que  de  este  sistema  había  en  la  Ordenanza, 
consistía  sólo,  primero  en  el  derecho  del  soberano  para  hacer  la  conce- 
sión de  la  mina,  y  segunde  en  la  obligaóión  del  minero,  «de  contribuir 
ala  Real  Hacienda  la  parte  de  metales  señalada.»  Respecto  del  primer 
punto,  debe  notarse  que  la  coui^esión  hecha  por  el  soberano,  no  es  el 
carácter  distintivo  del  sistema  de  la  fegalia.  sino  cuando  ella  lleva  im- 
plícita la  idea  de  que  el  soberano  es  el  dueño  de  la  mina;  porque  si  asi 
no  fuere,  .'>ino  que  la  repetida  concesión  se  hiciere  ejerciéudoáe  un  atri- 
buto de  la  soberanía  nacional,  lejos  de  ser  ese  primer  capítulo  la  priie- 
lía  de  que  entre  nosotros  lige  aún  el  sistema  j-a  condenado  de  la  rega- 
lía, acreditaría  por  el  contrario,  que  estamos  bajo  el  imperio  del  que 
considera  á  las  minas  como  res  nullius,  del  que  cuenta  con  el  apoyo  de. 
la  ciencia  moderna.  Y  sabiendo  que  los  monarcas  españoles  nunca  fue- 
ron de  hecho  dueños  de  mina  alguna  en  México,  y  que  re^onocieroQ  el 

1  Debo  confesar  que  la  disposición  do  la  parte  final  del  artículo  22,  título  6-  °  de  la  Ordenanza,  re- 
latirá  á  las  miuas  de  azogue,  estalilece  en  toda  su  deformidad  el  sistema  de  la  regalía,  el  sistema  iuglés 
lespecto  de  las  minas  de' oro  y  plata.  El  "estanco  de  aíogies'*  que  tanto  preocupó  á  España,  engendró 
el  grave  error  económico  de  no  permitir  el  trabajo  Ubre  de  las  miuas  de  ese  mineral-  Pero  e-s  de  justicia 
recordar  que  las  Cortes  españolas,  desde  el  año  de  1311  enmendaron  ese  error,  decli raudo  que  aq'iella 
disposición  "mantiene  incierta  la  suerte  del  dueño  (de  la  mina),  y  pri-ando  de  si  comercio,  retrae  pre- 
cisamente de  la  útil  7  costosa  empresa  de  descubrir  y  labrar  minas  de  azog  le,  y  tambiéu  de  solicitarlo, 
conducirlo  y  proporcionar  la  concurrencia,  como  podrá  sucuder  en  la  seguridad  de  ser  un  articulo  de  co- 
inercio  libre:"  por  lo  que  creyeron  conveniente  "derogar  las  citadas  disposiciones  y  cualesquiera  otras 
que  en  todo  ó  ea  parte  sean  confonnes  á  ellas,  ó  contradigan  la  liberi  ad  del  comercio  de  dicho  mineral 
y  la  seguridad  del  dominio  absoluto  y  perpetuo  del  minero,  con  tal  que  en  segi-irlas  y  labrarlas  observe 
las  reglas  dadas  por  pimto  general  en  la  materia-"  (L¿y  de  23  de  Enero  de  1S11-)  En  términos  más  seve- 
ros no  puede  boy  condenar  la  ciencia  el  absordo  sistema  que  hace  al  Estado  dueño  y  monopolista  de  las 
múnas» 

i  '-A.  1' origine  de  l'e> ploitation  des  meta-JX  precieux  au  Mexiqjie,  le  gouvernement  espagnol  a  eu  á 
tsaxe  son  choii  entre  le  systéme  du  droit  regalien  par  qui  monopolise  au  pront  de  l'Etat  les  esploita- 
tions  des  mines  et  le  svstóme  ({'á  laisse  á  Tindustrie  pri'ée  l'interprise  de  ees  evploitations.  C'est  ce  se- 
oond  systenie  qui  .íipalement  a  prevabí,  et  l'on  doit  signaler  cette  siugularité  rémarquable.  que  le  gou- 
▼emement  espagnol,  qui  s'était  reservé  dans  la  Métropole  l'e/ploitation  directe  et  pour  son  propre 
oompte  de  mines  Importantes,  n'a  pas  possédé  une  seulé  mine  d'or,  ni  d'argent.  come  propriétaire  et 
eiploitant  au  Merique,  ni  ailleurs  en  Améiiqne,  pendant  trois  siecles  qui  a  duré  sa  domination  sur  oes 
oontrées.  n  en  est  de  méme  maintenant  sous  les  gouvemements  qui  ont  succedé  á  la  domination  espa- 
gnole:  ce  sont  exclusivement  des  particuliers  ou  des  comuag'ües  qui,  sous  la  condition  d'une  concessioa 
l^téalablet  ezpíoiteut  les  miaes."  Dallos  et  Goaiftés.  Obra  citadaí  tomo  2.  °  >  páginas  791  f  792. 
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dominio  pleno  de  las  vetas  en  los  que  las  dennuciaban  y  trabaifiban,^ 
podemos  afirmar  que  la  simple  concesión  que  el  soberano  hace  de  ellas,., 
sin  reservarse  derecho  alo^uno  señorial,  está  muy  lejos  de  acreditar  que- 
en  nuestra  actual  leg'islación  minera  impere  el  síptema  de  la  regalía. 

En  cuaiato  á  la  obligación  del  minero  de  contribuir  con  la  parte  de 
metales  señalada,  so  pena  de  perder  la  mina,  no  hay  que  decir,  sino  que 
tal  obligación,  vestigio  de  aquel  sistema,  ha  desaparecido  de  México  por 
completo  desde  los  primeros  días  de  su  independencia:  hoy  ningim  ini- 
nero  tiene  esa  obligación  penal,  y  si  bien  nuestras  leyes  fiscales  impo- 
nen contribuciones  á  las  minas,  esto  lo  hacen  no  considerándolas  como 
feudos,  sino  viéndolas  como  propieiades  particulares  que  deben  sopor- 
tar proporcionalmente  el  peso  del  impuesto,  lo  mismo  qae  las  tierras, 
los  valores  mercantiles,  etc.,  y  sin  que  el  minei-o  sufra  más  penas,  por 
no  pagar  su  contribución,  que  las  que  en  ig-ual  caso  reportaría  cual- 
quier otro  contribuyente.  Si  la  Ordenanza  de  Minería  nunca  consao-ró 
el  sistema  puro  de  la  regalía,  si  adelantándose  á  su  época  comenzó  á 
reconoieer  verdades  que  hoy  la  ciencia  proclama,  en  el  actual  estado  de 
nuestra  legislación  y  con  las  modificaciones  que  la  Ordenanza  ha  sufri- 
do, nada  sería  más  inexacto  que  decir  que  vivimos  aún  bajo  aquel  sis- 
tema. 1  , 

La  Ordenanza  condena  explícita  y  terminantemente  el  de  la  acce- 
sión, declarando  que  «cualquiera  podrá  descubrir  y  denunciar  veta  ó 
mina,  no  sólo  en  ios  términos  comunes,  sino  también  en  lis  prn  ñof¡  de 
algún  particvlar,  con  tal  que  le  pague  el  terreno  que  ocupare  en  la  su- 
perficie y  el  daño  que  inmediatamente  se  le  siga;»  2  y  con  esta  declara- 
ción, dicho  está  que  la  mina  no  es  un  accesorio  del  suelo.  Después  del 
análisis  científico  que  he  hecho  del  sistema  de  la  accesión,  no  necesito 
ya  demostrar  que  ese  precepto  no  atenta  contra  los  derechos  de  la  pro- 
piedad de  la  superficie,  y  sí  puedo  ya  afirmar  que  estos  principios  con- 
sagrados en  la  Ordenanza,  lejos  de  ser  anticuados,  antifilosóficos,  están 
profesados  por  la  ciencia  m«derna,  como  que  son  los  que  mejor  definen 
y  regulan  la  naturaleza  jurídica  de  la  propiedad  minera.  A  los  infun- 
dados reproches,  á  las  injustas  censuras  que  de  la  Ordenanza  se  hacen 
por  este  capítulo,  yo  sólo  contentaré  con  este  hecho  elocuente  por  de- 
más: el  Eey  de  España  en  1783  sancioró  como  preceptoslegaleslosprin- 
cipios  que  Mirabeau  defendió  tan  brillantemente  en  lT91yque]a  Asam- 
blea Constituyente  aceptó,  dando  el  golpe  de  gracia  al  sistema  de  la 
accesión;  y  nadie  tachavá  de  retrógradas  á  las  opiniones  de  Mirabeau  ó 
á  los  decretos  de  la  Constituyente.  Dejemos,  pues,  de  hacer  argumen- 
tos contra  la  Ordenanza,  inculpándola  de  no  saber  definir  la  propiedad 
minera:  el  Eey  de  España  y  t-iis  iluí-trados  consejeros  al  condenar  el  sis- 
tema de  la  accesión,  se  anticiparon  al  juicio  que  la  ciencia  ha  pronun- 
ciado reprobándolo  también.  Nuestra  legislación  minera  en  este  pi'nto 
está  mucho  más  adelantada  que  la  de  otros  países  cultos. 

Pero  no  debo  distraer  mi  atención  del  precepto  de  la  Ordenanza  que 
he  trascrito,  porque  él  es  digno  del  más  escrupuloso  estudio:  hemos  vis- 
to que  él  autoriza  al  minero  para  denunciar  minas  aun  en  terreno 
ajeno;  pero  imponiéndole  la  obligación  «de  pagar  el  que  ocupe  en  la 
superficie  y  el  dañó  que  inmediatamente  se  siga.»  Antes  he  dicho  que 
el  sistema  de  lá  rédevünce  segoiido  poí  las  leyes  francesa  y  belga  para 

1  Ya  he  heclo  Botar  que  el  "Proyecto  de  ley  de  MÍDerla  del  Distrito'  condena  enérgicamente  el 
sistema  de  !a  regalía-  Si  bien  él  reconoce,  aun  en  el  Boberano,  el  "dominio  eminente"  en  ellas,  explica 
Que  este  doninio  eminente  importa  el  derecho  de  concederlas  en  plena  propiedad  v  posesión  á  los  par- 
ticulares, y  to  f  1  de  declararse  él  dneiio  en  todo  ó  en  parte  de  ellas,  ni  exigir  tributos  feudales,  ni  ejer- 
cer, en  f  n.  derecho  alguno  de  dcmiuio  señorial.  No  se  puede,  por  desgracia,  decir  otro  tanto  del  "Pro- 
yecto de  Código  de  Miuas'  del  Estado  de  Hidalgo:  él  retrograda  hasta  los  tiempos  de  la  regalía,  hacien- 
do al  soberano  el  verdadero  duefio  de  las  minas,  señalando  él  la  paríequ-'  en  elias  debe  tener,  ej  igiendo .. 
tributos,  no  á  títnlo  de  impuestos,  sino  en  reconocimiento  del  derecho  señorial  sobre  las  minas.  De  de- 
sear es  (lúe  ese  Provecto  se  reforme  en  esta  paite,  poniéndose  á  la  altura  de  los  adelantos  de  nuestra  . 

a  ArticidoM,  título  6.0 
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hacer  esas  indemnizaciones  es,  ó  por  completo  ridiculo  ó  erainentemea- 
te  desproporcionado;  y  después  indiqué,  que.  solo  el  medio  de  la  expro- 
piación aceptado  por  nuestra  ley,  es  el  que  evita  por  completo  los  incon- 
venientes déla  sobreposición  de  la  propiedad  subterránea  y  déla  su- 
perficial, independiéndolas  mutuamente  y  llenando  -las  exigencias  de 
su  naturaleza  jurídica.  Ha  llegado  ya  la  oportunidad  de  encarg'arme 
de  esta  cuestión,  y  paso  á  hacerlo. 

Desde  que  se  reconoce  el  principio  de  que  la  mina  no  es  un  accesorio 
úo\  suelo,  sino  que  constituye  una  propiedad  distinta  de  la  de  éste,  es 
forzoso,  es  ineludible  aceptar  la  consecueacia  de  que  esas  dos  propieda- 
des no  pueden  coexistir  una  dentro  de  la  otra:  las  relaciones  jurídicas 
que  crian,  los  derechos  que  hacen  nacer,  no  pueden  vivir  sin  conflicto, 
sin  lastimarse  mutuamente,  simo  cuando  las  dos  propiedades  son  entre 
sí  independientes,  cuando  no  estén  sobrepuestas  en  el  mismo  suelo:  per- 
mitir que  la  una  esté  sujeta  á  la  otra  á  titulo  de  servidumbre,  renta,  cen- 
so ó  por  cualquier  otro  medio,  es  desconocer  el  principio  de  que  la  mina 
y  el  suelo  son  dos  propiedades,  es  negar  á  ambas  ó  á  alguna  de  ellas  al 
menos  en  parte  la  plenitud  de  derechos  que  la  justicia  consagra  en  la 
noción  de  la  propiedad.  Esto  ha  hecho  la  ley  írancesa  á  perjuicio  del 
siiperfíciario,  segiin  el  sentir  d»  sus  propios  coníentadores.  Y  tal  defec- 
to no  existe  en  nuestra  ley,  porque  ella  independe  absolutamente  la  mi- 
na del  suelo,  aceptando  asi  la  consecuencia  práctica  de  un  principio 
abstracto,  y  esto  sin  vulnerar-  los  derechos  de  la  propiedad  superficial 
supuesto  que  manda  pagarla  juntamente  con  el  perjuicio  que  de  esa  ex- 
propiación forzosa  se  siga.  Cuando  el  intei'és  público  exige  que  se  ocu- 
pe la  propiedad  ajena,  la. justicia  queda  satisfecha  con  que  se  hagan  las 
indemnizaciones  que  al  dueño  sean  debidas. 

Si  no  temiera  traspasar  los  límites  que  mi  estudio  debe  tener,  compa- 
raría esa  disposición  de  niiestra  Ordenanza  con  las  relativas  de  las  leyes 
extranjeras-  i  pero  me  haría  aun  más  extenso  hablando  de  un  punto 
que  no  es  esencial  para  mi  propósito:  básteme  decir  que  aquella  dispo- 
sición es  suficientemente  amplia  para  que  ninguna  depreciación  que  su- 
fra la  superficie  quede  sin  ser  retribuida:  en  el  daño  que  inmediatamen- 
te se  siga,  se  comprenden  todos  los  pei-juicios  que  resulten  de  enclavar 
una  propiedad  dentro  de  otra,  de  abrir  caminos  por  ésta,  de  inutilizar 
tal  ó  cual  cultura,  etc..  etc. 

Pero  se  dirá:  ¿puede  hacerse  la  expropiación  en  estos  casos?  Cuan- 
do consta  que  el  irabajo  de  una  mina  no  va  á  servir  sino  para  provecho 
del  minero,  ¿qué  motivo  de  utilidad  pública  puede  haber  que  legitime 
la  expropiación?  ¿Cómo  se  irroga  perjuicio  alguno  á  la  propiedad  su- 
perficial sólo  por  el  denuncio  de  una  mina  que  hace  un  particular  á  be- 
neficio propio?  Aunque  con  lo  que  en  otra  parte  he  dicho,  está  ya  pre- 
venida esta  objeción,  pues  nadie  niega  que  en  la  explotación  de  las 
minas  se  interesan  el  bien  comxm  y  la  utilidad  pública,  me  parece  con- 
veniente añadir  aún  pocas  palabras  sobre  este  punto  considerándolo  en 
sus  relaciones  con  los  intereses  de  nuestro  país. 

La  industria  minera,  asi  debe  verla  el  legislador  al  expedir  las  leyes 
que  le  sean  convenientes,  no  es  un  negocio  de  interés  privado,  sino  un 
asunto  que  afecta  de  un  modo  positivo  al  bien  público.  Cierto  es  que  el 
-minero  va  buscando  en  sus  trabajos  el  metal  que  codicia  y  con  el  que 
pretende  labrar  su  fortuna;  pero  no  es  en  esto  en  donde  la  utilidad  pú- 
blica debe  buscarse:  ella  está  en  otra  parte.  Está  en  la  explotación  de 
la  inmensa  riqueza  mineral  que  México  posee;  en  la  conveniencia  nacio- 
nal de  que  se  descubran  y  trabajen  las  incontables  vetas  que  cubre 
nuestro  suelo;  en  la  protección  que  merece  y  necesita  la  arriesgada  y 
azarosa  industria  minera,  removiéndolo^  p,bstáculoSqtie  á  su  desarrollo 

4  La  ley  española  previene  que  se  pague  el  valor  del  terreno  y  "una  quinta"  parte  mSs:  la  francesa 
ordena  que  cuando  el  terreno  se  ocupe  más  de  un  año,  el  superfioiario  puede  oWigar  al  minero  S.  que  1» 
compre,  por  un  procedimiento  muy  semejante  al  de  la  expropiación. 
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se  oponen;  en  el  interés  que  el  país  entera  tiene  en  la  prosperidad  de 
esa  industria,  la  más  importante  de  las  de  la  República,  en  sentir  de  mu- 
chos; puesto  que  esa  prosperidad  detervnina  poderosisimamente  la  del 
comercio,  la  de  la  agricultura,  etc.;  puesto  que  ella  aumenta  la  riqueza- 
piT-blica  estimulando  la  producción,  aumentando  el  consumo,  dando  ocu- 
pación y  actividad  al  capital,  trabajo  á  los  brazos Bajo  este  punto 

de  vista  consideró  el  monarca  español  á  la  industria  minera  mexicana, 
y  por  esto  declaró  que  la  explotación  de  las  minas  es  una  obra  áeietili- 
dad  púbdca  que  ]usüñ.ca  la  expropiación.  ■  '         ' 

Estamos  en  el  siglo  de  los  ferrocarriles,  y  se  tendría  como  una'  blas- 
femia contraía  civilización,  contra  la  ciencia  el  dudar  siquiera  que  ellos 
sean  obra  de  utilidad,  pública.  Es  por  tanto  un  dogma  de  nuestro  siglo, 
que  el  derecho,  de  propiedad  privada  debe  ceder  ante  el  interés  social 
de  uixavia  férrea,  y  por  esto  vemos  aquí  en  la  Repiibli^a,  lo  mismo  que 
611  todos  los  países  cultos,  que  ¡a  locomotora  así  atraviesa  por  los  cam- 
pos que  ha  esterilizado  para  el  cultivo,  como  pasa  sobre  las  ruinas  del 
edificio  que  se  interpone  en  su  camino.  ¿Y  habrá  alguien  que  quiera, 
que  pueda  sostener  que  un  ferrocarril  urbano  es  más  titil  al  interés  so- 
cial que  la  industria  minera?  ¿Será  licito  siquiera  decir  que  el  mismo 
ferrocarril  de  Veracruz  sirve  mejor  á  los  intereses  nacionales  qv.e  la 
explotación  de  los  millares  de  vetas  que  corren  p^or  nuestro  territorio? 
Para  favorecer  la  causa  del  comercio  se  hacen  expropiaciones  hasta  pa- 
ra construir  caminos  vecinales;  ¿no  se  podrá  para  dar  vida  al  trabajo  de 
las  minas  decretar  las  del  terreno  en  que  están  ubicadas?  La  más  inex- 
plicable de  las  contradicciones  seria  ver  en  este  caso,  improcedente  é 
injustificada  la  expropiación  en  México,  país  de  tantas  riquezas  igno- 
radas. 

Porque  si  es  un  principio  jurídico  que  la  mina  es  independiente  del 
suelo,  y  consecuencia  de  él  que  esas  dos  propiedades  deben  vivir  inde- 
pendientes; si  es  un  axioma  económico  que  en  la  producción  de  la  ri- 
queza se  interesa  la  causa  pública,  y  corolai-io  de  ese  axioma,  que  la 
vía  férrea  que  acelera  las  comunicaciones,  que  facilita  los  transportes, 
contribuye  á  esa  producción,  por  lo  que  es  obra  de  utilidad  pública,  la 
.más  injustificable,  la  más  grosera  de  las  contradicciones  seria  que  no  se 
permitiera  al  minero  expropiar  al  superficiario,  y  que  el  interés  no  de  él 
solo,  sino  de  rodos  los  mineros,  de  toda  la  sociedad,  su?umbíera  ante  el 
capricho  de  un  propietario  que  no  quisiera  vender  el  terreno  néeesaiño 
para  los  trabajos  de  la  mina;  sería  la  más  inexplicable  de  las  contradic- 
ciones someter  al  minero  á  la  tutela  del  superficiario,  constituyendo 
rentas  ó  censos  sobre  su  ipina,  y  obligándolo  á  vivir  en  comunión  for- 
zada de  ijitereses  con  este,  cuaud»  á  las  empresas  ferrocarrileras  no  se 
les  obliga  á  hacer  partícipes  de  sus  utilidades  á  los  dueños  de  terrenos: 
la  industria  minera  en  cutáneo  al  derecho  de  expropiar,  debe  estar  equi- 
parada cuan  lo  menos  á  la  de  los  ferrocarriles.  Estas  consideraciones 
que  me  parecen  de  innegable  evidencia,  sostienen  mi  opinión  de  que 
nuestra  ley  no  es  solo  superior  á  la  belga,  la  mas  adelantada  en  este 
punto,  sino  la  que  satisface  de  verdad  las  exigencias  jurídicas  de  la  na- 
turaleza déla  propiedad  minera,  idependiéndola  por  completo  de  la 
del  suelo,  y  evitando  así  la  forzada  y  por  tanto  funesta  comunión  de  ia- 
tereses  entr?  superficiario  y  minero.»  \, 

1  "El  proyecto  de  ley  de  minas  del  I)istrifco"  está  redactado  bajo  la  inspiración  de  las  teorías  qie 
-acabo  de- eiposer.  El  repudia  el  sistema  de  bt  ac3esi<5n,  ségi'm  antes  lo  be  dicho  ya-  Eu  caauto  á  la  se- 
paración de  la  propiedad  superf-^cial  ;1e  ia  subterránea,  ia  establece  de  un  modo  completo  por  el  medio 
■  de  la  expropiación-  Hablándose  de  este  punto  en  la  exposición  de  motiros,  se  dice  esto:  "En  el  artículo 
85  se  previeae  q-Lie  no  se  dé  posesión  al  descubridor,  sino  habiendo  antes  justiPcadO  que  ha  adquirido-  la 
propiedad  del  ter>-eno  saperfcial  que  trata  de  ocupar,  sea  por  medio  de  "na  venti  canrencional.  .sea  por 
medio  de  una  venta  forzosa-  IiSl  expropiaclóa  no  p  lede  hacerse,  según  la  declaración  del  art-  27  de  la 
Constitución  sino  por  causa  de  utilidad  pública,  y  previa  la  indemnización  correspondiente  al  propieta- 
rio, expropiado-  En  el  caso  de  adjudicación  de  un  fundo  minero  al  descubridor,  la  ufilidad  pública  está 
debidamente  comprobada,  y  en  consecuencia  solo  falta  la  iaderanización  al  propietario  que  deberá  ha- 
berse por  el  precio  que  resulte  del  avalúo  de  dos  peritos  nombrados  uap  porcada  parte  y  tercero  parai, 
el  caso  de  discordia,  nombrado  por  la  autoridad  que  conoce  del  denuncio."  Véanse  también  loa  ar- 
tículos 94  y  95. 
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¿Me  será  ya  licito  asegurar  que  nuestra  legislación  minera  vigente 
no  acepta  ni  el  sistema  de  la  ocupación,  como  es  notorio,  ni  el  de  la 
accesión  según  que  de  sus  propios  textos  se  deduce,  ni  aun  el  de  la  re- 
galía, que  si  bien  eu  alguno  desús  principios  siguió  la  Ordenanza,  en 
virtud  do  las  modificaciones  que  esta  ha  sufrido,  aquella  legislación  se 
acerca  mueho  al  que  f-e  reputa  más  perfecto,  al  sistema  que  considera  á 
las  minas  como  res  nuLliusf  ¿Podré  ya  afirmar  que  las  disposiciones  de 
nuestras  leyes  que  definen  y  regulan  la  naturaleza  de  la  propiedad  mi- 
nera, lejos  de  merecer  las  censuras  que  se  les  prodigan:  están  á  la  altu- 
ra de  los  progresos  de  la  ciencia  moderna?  Me  creo  ya  autorizado  pa- 
ra ello  después  del  largo  estudio  que  de  estas  importantes  materias  he 
hecho-,  pero  para  que  esas  verdades  queden  aceptadas  sin  género  algu- 
no de  duda,  me  resta  aún  que  ocuparme  de  otro  punto:. averiguar  si  las 
condiciones  pi-ecarias  á  que  la  Ordenanza  sujeta  á  la  propiedad  de  las 
minas,  se  avienen  con  loa  respetos  que  toda  propiedad  merece,  porque 
ya  sabemos  que  según  ese  Código,  las  minas  se  pierden  para  su  dueño 
por  el  hecho  de  «no  labrarlas  y  disfrutarlas  .cumpliendo  lo  prevenido  en 
él.»  Esto  nunca  sucede  ya  entre  nosotros  como  lo  he  manifestado,  por 
no  contribuir  el  minero  con  la  parte  de  metales  señalada;  pero  como  en 
la  pérdida  de  la  mina  se  incurre  todavía  por  inobservancia  de  alguna 
disposición  «en  que  asi  se  previniere,»  ^  como  por  ejemplo  cuando  la 
mina  deja  de  trabajarse  durante  cuatro  meses  continuos  ú  ocho  discon- 
tinuos, 2  es  de  todo  punto  preciso  examinar  si  semejantes  preceptos  de 
nuestra  ley  violan  los  derechos  de  la  propiedad. 

Ante  la  ciencia  no  puede  ya  repetirse  la  objeción  que  Napoleón  I 
hacia  contra  la  caducidad  de  las  mina?,^  diciendo:  «No  se  obliga  á  un 
propietario  á  abandonar  sus  tiei'ras  cuando  él  deja  de  explotarlas.  Porque 
¿qué  sucedería  de  otra  manera  con  las  minas?»  3  Porque  ante  la  ciencia 
B(»  son  iguales  la  propiedad  común  y  la  propiedad  especial  y  la  idustria 
minera  tiene  exigencias  que  solo  se  satisfacen  sujetando  á  las  minas  á 
aquellas  condiciones  precarias.  El  rey  de  España  en  el  siglo  pasado 
fundaba  así  su  disposición:  «Como  las  minas  piden  ser  trabajadas  con 
incesante  continuación  y  constancia,  porque  para  conseguir  sus  meta- 
les se  ofrecen  en  ellas  obras  y  íaenas  que  no  se  pueden  terminar  sino 
en  largo  tiempo,  y  si  se  suspende  ó  interrumpe  su  labor,  suele  costar  su 

restablecimiento   lo  mismo  que  costó  labrarlas  al  principio para 

precaver  este  inconveniente  y  evitar  asimismo  que  algunos  dueños  de 
minas  que  no  pueden  ó  no  quiei'en  trabajarlas,  las  entretengan  inútil- 
mente  impidiendo  que  otros  puedan  trabajarlas,  ordeno  y  mando 

que  cualquiera  que  en  cuatro  meses  continuos  dejase  de  trabajar  una 

mina por  el  mismo  hecho  pierde  el  derecho  que  tenia  á  ella,  y  sea 

del  que  la  denunciase,  etc.»  ^  Satisfacen  de  tal  modo  estas  razones  aun 
á  ios  espíritus  más  preocupados,  que  si  Napoleón  hubiera  conocido^este 
texto  de  nuestra  ley,  no  hubiera  aventurado  aquella  desgraciada  com- 
paración, tan  poco  digna  de  su  genio.  La  suspensión  de  los  trabajos  eu 
las  minas  importa  muchas  veces  la  pérdida  no  ya  de  gruesos  capitales 
sino  lo  que  es  más  aún,  la  de  grandes  riquezas  que  quedan  sepultadas 
en  lo  profundo  de  la  tierra,  sin  que  ni  el  público  ni  nadie  pueda  apro- 
vecharlas. Y  los  fueros  de  la  propiedad  no  pueden  alcanzar  hasta  cu- 
trir  el  capricho  de  un  minero,  que  teniendo  acaso  á  la  vista  un  gran 
tesoro,  se  niegue,  con  perjuicio  público,  á  explotarlo. 

Porque  ya  sabemos  que  la  industria  minera  interesa  directamente  á 
la  causa  pública,  porque  afecta  de  un  modo  decisivo  la  producción  de 
la  riqueza,  y  no  debe  sorprender  por  lo  mismo  que  asi  como  laadqui- 

1    Art  3.«,  tít.  S,®  Art.  11,  tít.6.«=  '* 

■  2    Arts.  13  V  14,  tít.  e.® 

3  "On  n 'obligue  pas  un  propriétaire  á  abandonner  sa  férme  lorqu'U  cesse  de  l'explolter.  Fourqu» 
tu  serait-U  autrement  des  mines'-''    Chevalier-   Obra  cit-i  pág- 107- 

4  Art.  13,  tít,  9-=> 
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sicióii  de  esa  propiedad  no  está  sujeta  al  derecho  común,  tampoco  la 
esté  su  couservación,  porque  adquisición  y  conservación  deben  regirse 
por  las  reglas  especiales  que  la  justicia,  de  acuerdo  con  la  convenien- 
cia, la  ciencia  jurídica  de  consuno  con  la  económica,  dicten  para  regu- 
lar esa  propiedad.  Y  en  el  adelanto  que  estas  ciencias  han  alcanzado, 
no  sólo  no  son  censurables  esas  reglas  especiales  establecidas  en  gra- 
cia de  ciertas  propiedades  especiales,  sino  que  ellas  están  reclama- 
das como  una  exigencia  social,  sino  que  ella^  están  reputadas  co- 
mo la  expresión  de  la  civilización  moderna.  La  propiedad  literaria 
tan  valiosa  en  todos  los  países  cultos  y  que  no  es  perpetua,  como  la 
de  los  bienes  raices  por  ejemplo;  la  propiedad  de  las  invenciones  que 
también  espira  á  cierto  plazo;  la  propiedad  de  los  ferrocarriles  que  ca- 
duca por  su  abuso  y  aun  por  su  no  uso;  todas  esas  propiedades  espé- 
jales, sujetas  á  leyes  especiales,  lejos  de  ser  otros  atentados  contra  el 
derecho  de  propiedad,  son  el  ornamento,  el  org-uiio  ic  los  pueblos  cul- 
tos. Y  no  es  que  la  ley  al  declarar  temporal,  limitad  i,  precaria  la  pro- 
piedad de  una  invención,  crea  que  valen  menos  los  maravillosos  des- 
cubrimientos de  Fulton,  de  Morse,  ó  de  Edisson  que  un  pedazo  de  tierra, 
sino  que  inspirándose  en  consideraciones  más  elevadas  que  las  que  al 
derecho  común  apoyan,  después  de  premiar  al  inventor  con  el  mono- 
polio de  su  descubrimiento  por  cierto  tiempo,  hace  que  éste  pase  al 
servicio  público,  declarándolo  de  libre  comercio;  y  así  la  ley  especial 
concilia  el  respeto  debido  á  la  propiedad  con  las  exigencias  de  la  utili- 
dad pública.  No,  esas  leyes  especiales  para  ciertas  propiedades  espe- 
ciales, lejos  de  ser  retrógradas  ó  anticuadas,  son  consideradas  como  el 
progreso  del  derecho  que  responde  á  las  necesidades  de  la  actividad 
humana,  cent:iplicada  por  el  adelanto  de  las  ciencias,  de  las  artes,  de 
la  industria.  Las  prescripciones  de  la  Ordenanza  de  que  estoy  hablan- 
do, no  sólo  no  son  retrógradas,  sino  que  se  adelantaron  á  su  época,  for- 
mulando la  teoría  de  la  cadacidad  que  hoy  el  derecho  aplica  á  ciertas, 
propiedades  que  no  deben  ser  perpetuas  ó  que  se  pierden  por  el  no  usa 
^  abuso  de  ellas. 

Viendo  por  ©tro  lado  la  cuestión,  no  puede  menos  que  reconocerse 
la  justicia  de  la  caducidad  de  una  concesión  minera  en  ciertos  casos. 
Así  la  expone  y  resuelve  un  autos  francés:  «Se  ha  hecho  la  concesión 
de  una  mina  á  un  particlilar,  bajo  la  condición  de  explotarla,  bajo  la 
condición  de  sacar  y  poner  ea  circulación  las  riquezas  que  ella  oculta; 
sin  embargo,  él  no  explota  la  mina,  deja  sepultados  en  el  seno  de  la 
tierra  los  productos  que  los  consumidores  aguardan  con  impaciencia; 
¿no  es  justo  retirarle  una  concesión  cuya  primera  y  más  esencial  coa- 
dición no  ha  cumplido?  ¿La  privación  de  la  concesión  es  otra  cosa 
que  la  pena  que  debe  seguir  naturalmente  á  la  inejecución  da  un  con- 
trato?" 1  Estas  razones  parecieron  de  tal  modo  decisivas  al  Pariamen- 
co  francés,  que  en  ltí3á  reprobando  la  teoría  de  Napoleón  &obre  este 
punto,. consagró  la»de  la  cadu'.;idad  de  las  concesiones  mineras  caando 
los  trabajos  de  la  mina  se  suspenden,  y  en  Francia  hoy  no  se  duda  da 
la  verdad  de  que  -la  utilidad  pública  esta  demasiado  íntimamente  li- 
g,-ada  con  la  producción  y  desarrollo  de  la  riqueza  minera,  para  que  se 
confie  exclusivamente  en  el  interés  privado  del  concesionario,  como 
garantía  de  una  activa  y  suficiente  explotación  de  las  minas  »  2 

Como  testimonio  de  grande  valor  en  favor  de  las  disposiciones  de 
nuestra  Ordenanza  en  esta  materia,  puedo  invocar  las  leyes  extranje- 

1  "Va  particalier  a  ébú  investí  de  la  couceissioQ  d'ime  miae  á  la  charge  de  Terpoiter,  a  la  ciarge  da 
méttre  au  jo.ir  et  de  s'erser  daus  la  oirculution  les  riohesses  q'elle  recele:  il  n'etploite  pa<  la  muie;  ^ 
laisse  euf  nii  dans  le  seiu  de  la  terre  les  proiuits  ({'je  les  coiisonioiateurs  attendeat  3,<'ec  iinpatience;  n. 

j¡_est-il  paa  juste  de  luí  retiier  une  conojssion  dont  11  n'aucodinUt  pas  la  preiuióre  et  la  plus  esscitielle  dea 
•conditionsí   Ce  retrait  e.st-il  autre  chose  que  la  peualité  qui  doic  s'attaclier  nataralleüíent  a  l'ineiécu- 
tioii  d'uu  coi'tracf."    Che. alier- Obra  citada,  págiaa  107- 

2  'Lutilité  publique  est  trop  iubimeineat  liáe  á  la  production  et  au  dévéioppement  de  la  ricaes.sa 
ijaiuícale  po.ir  qie  Ion  s'eu  remette  ici  excLisivement  i  l'iatérát  privé  da  conoessioaaaire  cotniue  ga.an- 
tie  rt'une  active  et  s .iilissauuj  expUibaUon  des  aiinis-"  Dj,Ujs  í  Gjuitt'ás-  Oora  citada,  tamu  1.  =.  pági.- 
UM  231. 
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ras  que  también  contienen  iguales  preceptos,  si  bien  adaptados  al  sis- 
tema en  que  *.títán  engendradas.  Ya  hemos  visto  que  la  ley  francesa 
de  1838  ha  ¡«nido  que  corregir  el  ei'ror  que  Napoleón  cometió  en 
1810;  1  pues  bien,  Iíís  le\es  ei-pañola,  2  austríaca,  3  chilena,  ^  etc.,  recono- 
cen expresan. ente  el  piucipio  de  que  la  propiedad  de  las  minas  tiene 
que  perderse  en  ciertos  casos.  Teoría  que  abi  está  aceptada  por  las 
legislaciones  modernas,  después  de  sufrir  largas  y  repelidas  discusio-' 
ne»s  eu  dÍYej:50S  paites,  bfijo  el  influjo  de  circunstancias,  necesidades  y 
ai-  (  reocupucion  es  dibtinlas,  debe  de  str,  como  sin  duda  lo  es,  una 
t^,  ii  que  LO  se  puede  tachar  de  anticuíida  y  retrógrada,  que  no  se 
p;-)'  ü  eoLiiicuai-  eu  nombre  de  la  ciencia,  porque  abstracción  hecha  del 
Hj.  ,yo  que  le  prestan  tbas  legislaciones,  ya  sabemos  que  la  ciencia  la 
lecoii-ienda.  5 

Como  rebúmen  del  largo  análisis  que  he  hecho,  á  la  luz  de  la  legisla- 
ción comparada  y  eu  el  terreno  ,cientííico,  de  las  disposiciones  de  la 
Ordenanza  eu  la  parte  que  definen  y  regulan  la  propiedad  de  las  mi- 
nas, ya  considerada  ésta  en  si  misma,  ya  en  sus  relaciones  con  la  su- 
perficial; puedo  presentar  las  siguientes  verdades  que  entiendo  haber 
dejado  demostradas: 

I.  La  Ordenanza  nunca  consagró  el  principio  feudal  de  que  las  mi- 
nas constituyen  uno  do  los  derechos  patrimoniales  del  soberano,  pues- 
to que  las  concede  sin  rtserva  en  propiedad  y  posesión  á  quierquiera 
que  las  denuncie  y  trabaje  legalmente. 

II.  El  derecho  de  regalía  establecido  en  ese  Código  estaba  limitada 
á  la  obligación  impuesta  al  minero  *  de  contribuir  á  la  real  Hacienda  la 
parte  de  metales  btñalada,»  y  tal  restricción  fué  tanto  más  hberal  para 
tu  época,  cuanto  que  ni  las  leyes  mineras  primitivas  de  los  Estad??ü 
Unidos  hicieron  e&a  limitación.  Por  lo  demás,  entre  ese  derecho  de  re- 
galía y  el  que  aún  conservan  varias  monarquías  europeas  confirmado 
eu  leyes  recientes,  hay  una  inmensa  diferencia  en  favor  del  primero. 

III.  Por  las  reformas  que  niieatrá  legislacióa  ha  hecho  en  la  Orde-- 
nanza,  aun  aquel  derecho  de  regalía  ha  debaparecido  completamente' 
entre  nosotros,  porque  hoy  ningún  minero  contribu}  e  con  parte  alguna 
de  metales,  y^  las  minas  solo  están  sujetas  al  pago  del  impuesto,  lo  mis- 
mo que  todos  los  valores  que  forman  la  riqueza  ptiblica,  y  sin  que  la 
falta  de  ese  pago  importe  su  pérdida. 

IV.  La  Ordenanza  desconoce  y  condena  el  sistema  de  la  accesióii, 
consagrando  el  principio  de  que  ¡«e  pueden  denunciar  minas  en  terreno, 
ajeno,  y  ebtablecíendo  por  tanto  que  éstas  no  son  accesorias  del  suelo. 

V.  Como  consecuencia  de  ese  principio,  independe  en  sus  relacio- 
nes jurídicas  la  propiedad  de  la  mina  de  la  del  suelo,  criando  dos  pro- 
piedades separadas  y  diversas  por  medio  de  la  expropiación  é  indem- 
nización del  daño  que  de  ello  resulte:  este  sistema  que  no  está  sujeto 
á,  los  inconvenientes  de  la  redevance  francesa,  llena  las  exigencias  do 
la  naturaleza  de  la  propiedad  minera,  y  deja  satisfecha  á  la  justicia, 
por  los  respetos  que  se  deben  á  la  del  buelo. 

VI.  La  pérdida  de  la  iuina  por  suspensión  de  suá  trabajos,  por  in- 

■■  'vi:  (  i'i    j'  ■■.■•■■  ■ 

1    Artículos  6  y  10  de  la  ley  de  27  áe  •'Aferil  de  1838.      ' 
ti   Artículo  65  de  la  ley  d«  6  de  Julio  de  1859. 

3  liey  de  22  de  Mayo  de  1854- 

4  Artículo  54  de  la  ley  de  18  de  No'-i'enibre  de  1874. 

5  Las  condiciones  precarias  á  que  la  Ordenanza  svjetd  á  la  propiedad  minera  están  reproducidas 
en  el  Pro, ecto  de  la  ley  del  Distrito.  Los  artículos  de  ésta,  46,  47.  100,  etc-,  contienen  sustancialmeute 
los  preceptos  á  que  me  he  referido  de  la  Ordenan'  a-  Y  tratando  de  f'.ndar  la  Comisión  esas  disposicio- 
nes dice:  "La  pricLera  y  más  importante  condición  con  cine  se  concede  la  adjuaicación  deunamina.  es 
la  de  que  el  concesionario  ha  de  trabajarla;  si-  pues,  no  la  trabaja  y  la  abandona,  natural  es  q>e  cadu- 
que la  concesión.  En  ese  caso,  se  conser>a  eu  todo  s\i  vigor  y  amvilitud  el  dominio  radical  de  la  Federa- 
ción, y  en  ejercicio  de  ese  dominio,  la  a'ii  oridad  puede  y  debe  adjudicar  la  mina  abandonada  á  Ai.ien  lo  ^ 
solicite-  Por  otra  parte,  el  bien  general  se  iuterefa  tn  que  secunser-e  eu  su  mayor  actividad  la  esplo- 
tacióu  de  las  minas-  Si  el  concesionaiio,  en  razón  de  que  ha  jierdido  la  esperanza  de  que  la  explotación 
-de  un  fundo  minero  recompense  aus  afanes  y  sacribcios,  ó  porque  agotados  sus  recursos  no  puede  conti- 
nuar los  trabajos,  lo  abandona,  y  otro  con  mejores  elementos  y  esperanzas  quiere  continuar  la  explota- 
«ion,  justo  y  coaveniente  es  concedérsela,  adjudicándole  el  fundo  abandonado-"  Pág- 13- 
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seguridad  de  sus  labores,  etc.,  está  determinada  por  consideraciones  dov 
interés  público  y  por  moiivotj  derivados  de  la  naturaleza  especial  de. 
esta  clase  de  propiedad.  La  caducidad  dala  concesión  ea  etios  casos,, 
no  sólo  está  aceptada,  sino  exigida  por  los  p^rcgresos  del  derecho. 

Y  es  corolario  de  todas  esas  verdades  que  el  sistema  científico  que. 
predomina  en  nuestras  leyes  vigentes  con  relación  á  la  propiedad  mi- 
nera, es  el  que  considera  á  las  minas  no  concedidas  como  r'es  nulliuiiy^ 
el  sistema  más  recomendado  por  la  ciencia,  como  que  es  el  que  mejor  lle- 
na sus  aspiracipnes  bajo  el  punto  de  vista  jurídico  y  económico.  Elec- 
tivamente, según  nuestras  leyes,  si  el  Estado  hace  la  concesión  de  la, 
mina,  no  es  pretendiendo  ni  reservándose  derecho  señorial  alguno,  si- 
no solo  ejerciendo  un  atributo  de  la  soberanía:  si  dit^poaicionetí  espe- 
ciales rigen  á  esta  propitdad  determinando  que  primitivamente  se  ad- 
quiera por  registro  ó  denuncia  de  ¡a  veta,  aun  en  terreno  ajeno,  y  que 
se  pierda  por  su  abuso  ó  por  su  no  uso  en  casos  determinados,  eu  todo 
lo  demás  queda  sujeta  al  derecho  común  y  constituida  en  propiedad 
"perpetua,  exclusiva,  trasmísible  por  todos  los  títulos  de  enajenación,, 
respetable  y  sagrada  como  cualquiera  otra.  Con  estas  disposiciones  es- 
peciales, según  lo  hemos  visto,  á  la  vez  que  quedan  satisfechas  las  con- 
diciones jurídicas  de  la  propiedad  minera,  se  atiende  á  las  exigencias, 
económicas  de  esta  industria,  librándola  de  toda  traba,  llámese  mono-, 
polio  de  Estado  ó  capricho  del  superficiario,  dejándola  así  abierta  á  la 
iniciativa  del  interés  privado,  ei  agente  más  eñcaz  y  poderoso  de  la, 
producción  de  !a  riqueza  pública.    Tal  es  el  carácter  legal  que  según 
nuestra  legislación  vigente  tiene  en  México  la  prodiedad  minera.    Y. 
probada  como  creo  que  está  ya  esta  verdad,  probado  está  también  que 
nuestras  leyes,  que  así  definen  y  regulan  esa  propiedad,  lejos  de  mere- 
cer las  censuras  que  se  les  prodigan,  están  más  adelantadas  que  las, 
de  muchos  paibes,  cuyo  progreso  eu  otros  ramos  con  razón  envidiamos.. 


Y 


Aunque  después  de  lo  dicho  pueda  parecer  inútil,  es  necesario  ahora 
ver  si  todas  esas  disposiciones  especiales  de  que  tanto  he  hablado,  se- 
conforman  ó  no  con  el  precepto  de  artículo  27  de  la  Constitución,  apar- 
tándose ellas,  como  tanto  se  apartan,  de  las  reglas  generales  del  dere- 
cho respecto  de  la  propiedad  ordinaria.  Y  digo  que  este  examen  puede- 
parecer  inútil,  porque  no  es  licito  hacer  á  nuestra  ley  fundamental  la 
injuria  de  suponerla  en  contradicción  con  los   principios  conquistad  oá 
por  la  ciencia  jurídica:  bastaría,  pues,  haber  demostrado'  que  ésta  impo- 
ne como  necesarias  esas  disposiciones  especiales,  para  reputar  imltit 
averiguar  si  son  anti-constitucionales.  Me  ocuparé  sin  embargo,  de  este- 
punto,  porque  creería  dejar  incompleto  mi  estudio,  si  contento  con  esa, 
consideración  no  probara  con  otra  clase  de  razonamientos  que  no  son, 
contrarias  al  articulo  27  de  la  Constitución  las  disposiciones  de  la  Orde- 
nanza á  que  me  he  referido. 

Es  de  evidencia  que  ese  artículo  toma  á  la  palabra  «propiedad»  en  el 
sentido  fílosófico  que  le  da  la  ciencia,  por  no  decir  en  el  jurídico  que  le 
tía  la  ley.  Y  la  propiedad  no  es,  no  puede  ser,  ni  á  los  ojos  de  la  ciencia 
ni  á  ios  de  Ir  ley  un  derecho  absoluto,  sino  que  ambas  le  imponen  limi- 
taciones cuya  necesidad  nadie  puede  desconocer.  Los  sabios  juriscon- 
sultos romanos  deíiníeron  así  la  propiedad:  «jus  utendi  et  abutendi  re 
sua,  quatenus  juris  raiio  patitu?^»  y  todos  los  códigos  de  los  países  cul- 
tos repiten  esa  misma  idea  fundamental,  sancionando  expresamente  el 
principio  de  que  la  propiedad  no  es  un  derechc  ilimitado;  de  que  el  us> 
de  la  cosa  no  puede  llegar  hasta  ei  crimen,  hasta  someter  los  interesen: 
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comunes  al  capricho  del  propietario.  Jíste  puede  hacer  de  la  cosa  lo  que 
mejor  le  parezca,  dice  el  artículo  552  del  Código  francés,  «salvas  las  ex- 
cepciones establecidas  en  el  titulo   de  las  servidumbres salvas  las 

moditicaciones  que  resultan  de  las  leyes  y  reglamentos  relativos  á  las 
minas.»  ^  El  mi>uio  concepto  expresa  el  artículo  436  del  Códig-o  italiano, 
manifestando  que  el  dueño  puede  disponer  de  la  cosa  «con  tal  que  no  se 
haga  un  u.>-o  vedado  por  las  leyes  ó  reglamentos,»  2  y  agregando  en  el 
articulo  43 1:  «las  minas  están  reguladas  por  leyes  especiales.»  ^  Y  poi" 
fin  nuchtro  Código  declara  (artículo  827)  que  «La  propiedad  es  el  dere- 
cho de  gozar  y  disponer  de  una  cosa  sin  más  limitaciones  que  las  que 
fijan  las  leyes»  sin  olvidarse  de  prevenir  luego  que  aunque  «el  propie- 
tario de  un  terreno  es  dueño  de  su  superficie  y  de  lo  que  está  debajo  de 
ella,»  esto  se  entiende,  «salvas  las  restricciones  establecidas  en  el  título 
de  las  ferviduinbres  y  con  .sujeción  d  lo  dispuesto  en  la  legislación  es- 
2)ecial  de  ruinas  y  en  los  regiauíentos  de  policía»  (Artículo  829.) 

Esta  noción  de  ]¿v  propiedad,  estas  restricciones  que  le  imponen  las 
leyes,  están  de  tal  modo  exigidas  por  la  ciencia  de  la  justicia,  que  el  de- 
recho htí  convertirla  en  delito  si  no  se  aceptaran.  El  derecho  de  propie- 
dad no  autoriza  al  dueño  á  hacer  volar  un  almacén  de  pólvora  en  el 
centro  de  iina  población,  ni  á  pegar  fuego  á  su  casa,  ni  á  usar  de  su  ar- 
ma, matando,  etc.,  etc.  No,  nada  de  eso  es  el  derecho  de  propiedad  que 
la  ciencia  consagra,  que  las  leyes  reconocen,  que  el  artículo  27  de  la 
Constitución  declara  inviolable/.  Tal  modo  de  gozar  y  disponer  de  las 
cosas  es  criminal,  y  está  condenado  por  [&  juris  ratio.  Tau  evidente  es 
esta  verdad,  que  no  necesita  demostración. 

Y  si  esto  pasa  con  la  propiedad  común,  ordinaria,  las  especiales  no 
pueden  estar^exentas  deigualesrestricciones;í^ino  qiie  por  el  contrario,  es- 
tán sujetas  á  las  que  su  propia  naturaleza  les^  impone.  Por  esto  en  nin- 
,gún  p..is  culto  es  licito  al  propietario  á  quien  molesta  el  silbido  de  la 
locomotora,  detener  una  vía  férrea  en  el  lindero  de  sus  terrenos;  por  es- 
to en  todas  partes  se  considera  al  abuso  ó  al  simple  no  uso  de  un  ferro- 
carril como  motÍY()  de  caducidad  de  la  concesión:  \a,juris  vatio,  no  tole- 
ra que  el  interés  social  se  subordine  al  egoísmo,  al  descuido,  ó  á  la  con- 
veniencia de  uno  solo.  Consideraciones  también  de  bien  público,  esa 
misma y¿í?'¿5'  ratio,  exigen  que  la  propiedad  de  las  invenciones,  que  la 
propiedad  literaria  uo  seau  perpetuas.  Aunque  se  trate  de  descubrimien- 
tos tan  importantes  como  el  de  Morse,  el  inventor  no  gozará  de  su  des- 
cubrimiento sino  por  cierto  número  de  años,  para  que  después  esa  pro- 
piedad particular  entre  el  dominio  público,  conciliando  así  el  respeto 
que  á  ella  se  debe  con  el  que  merecen  los  intereses  sociales  á  lus  que  no 
se  puede  perjudicar  con  un  monopolio  perpetuo. 

Por  iguales  motivos  la  propiedad  minera  debe  tener  ciertas  limita- 
ciones que  su  naturaleza  especial  reclama:  la  explotación  de  esa  rique- 
za uo  puede  quedar  su.bordinada  al  capricho  del  dueño  del  suelo  que 
no  quitra  vender  su  terreno,  ni  al  del  mismo  minero  que  descuide 
ó  abandone  los  trabajos  de  la  mina.  Eu  el  actual  estado  de  progre- 
so social,  se  reputarían  bárbaras  las  lej'^es  que  en  respeto  á  la  propie- 
dad del  suelo,  impidieran  la  construcción  de  un  ferrocarril,  la  explota- 
ción de  una  mina;  se  tendrían  como  contrarias  á  la  noción  científica  de 
la  propiedad  las  que  no  señalaran  término  al  monopolio  de  un  inventor, 
las  que  cou.siniieran  en  el  no  uso  de  un  ferrocarril  ó  de  una  mina. 

Creo  qu.e  estas  breves  pero  decisivas  consideraciones,  son  bastantes 
á  demostrar  que  las  restricciones  que  la  ciencia  y  la  ley  de  consuno  im- 
ponen á  esa  claso  de  propiedades  especiales  no  son  contrarias  al  articu- 
lo 27  de  la  Constitución,  porque  el  derecho  de  propiedad  nunca  es  ab- 

1  ''Sai-,f  les  exceptions  établies  au  titre  des  servitades "sauf  les  modifióátioas  resultant  des 

•et  réglémeuts  relati  es  auv  miñes."  ■ !       - ■       ■ 

2  "Perulié  non  se  nefaocia  un  uso  vietato  dalle  leggi  6  dai  resolamenti-" 

3  "Le  u'.iui.ré sonó  legolat;!  da  lesgi  speciali- ' 
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•soluta,  ni  menos  puede  serlo  tratándose  de  invenciones,  ferrocarriles» 
minas,  etc.,  etc.  Absurdo  por  demás  seria  que  el  propietario  á  quien  ss 
le  impidiera  quemar  su  casa,  pidiera  amparo  porque  no  se  le  dejaba  dis- 
poner de  ella  á  t,u  placer,  violáaiose  así  ese  articulo  27:  pues  más  ab- 
surdo seria  todavía  el  amparo  que  se  intentara  contra  la  caducidad  de 
la  conceriión  de  un  ferrocai'ril  ó  de  una  miaa,  porque  estas  propiedades 
especiales  tienen,  deben  tener  aun  más  restriccioaes  que  la  cotnúa.  Ea- 
tender  el  precepto  coastitucional  en  sentido  tan  amplio  que  repugne  to- 
das esas  restricciones,  sería  ponerlo  en  abierta  lucha  con  la  ciencia,  se- 
ría desquiciar  la  propiedad  misma  de  la  base  en  que  descansa. 

Séame  lícito  agregar  otra  reflexión  tomada  de  nuestra  propia  legis- 
lación, en  apoyo  del  concepto  de  que  no  son  ant-constitucionales  los 
preceptos  de  la  Ordenanza  á  que  rae  estoj'"  reñriendo.  Desde  época  muy 
remota,  cas'  desde  los  tiempos  de  la  conquista  española,  está  dispuesto 
en  nuestras  leyes  que  se  pueda  trabajar  mina  en  terreno  ajeno,  y  que  el 
minero,  por  el  hecho  de  no  trabajarla,  la  pierda.  Son,  pues,  hechos  per- 
fectamente seguros  entre  nosotros  estos  dos:  primero,  la  propiedad  su- 
perficial nunca  ha  comprendido  la  de  las  minas,  y  toda  adquisición  de 
tierras  se  ha  verificado  con  la  precisa  calidad  y  condición  de  no  incluir 
la  de  las  vetas  que  cubren;  y  segundo,  las  minas  nunca  se  han  obtenido 
para  trabajarlas  ó  no  según  al  minero  plazca,  sino  por  el  contrario, bajo 
la  pena  de  perderse  si  no  se  trabajan  legalmente.  Estando  así  constitui- 
da nuestra  propiedad  minera  desde  hace  muchísimo  tiempo,  decir  que 
el  precepto  constitucional  ha  levantado  las  restricciones  que  ella  ha  te- 
nido, es  pretender,  no  que  se  respete  la  propiedad  tal  como  la  ley  la  de- 
fine, sino  que  se  extienda  abarcando  derechos  que  nunca  entre  nosotros 
ha  comprendido,  y  derechos  que  á  mayor  abundamiento  hoy  desconoce 
la  ciencia.  Si  en  Ing'aterra  se  tratara  de  limitar  de  este  modo  la  propie- 
dad minera,  se  comprende  que  tendría  razón  en  oponerse  á  ello  el  pro- 
pietario que  con  sus  tierras  ha  adquirido  el  royalty:  allí  se  atacaría  un 
derecho  que  la  ley  consagra;  pero  nosotros  que  guardamos  una  posición, 
enteramente  contraria,  nosotros  que  no  hemos  heredado  de  ningún  con- 
quistador ese  derecho  á  las  minas  que  cubre  el  suelo  que  adquirimos, 
haríamos  una  aplicación  del  todo  insostenible  del  articulo  27  de  la  Cons- 
titución, nos  i'ebelaríamos  centra  la  ley,  y  lo  que  es  más,  contra  la  cien- 
cia, si  quisiéramos  librar  á  la  propiedad  minera  de  toda  restricción,  si 
intentáramos  sostener  que  ninguna  mina  se  puede  trabajar  sin  el  con- 
sentimiento del  superficiario,  que  el  minero  puede  hacer  de  su  mina  lo 
que  le  parezca  mejor,  desde  prohibir  su  explotación,  hasta  hacerla  en 
términos  que  comprometa  la  vida  de  los  operarios.  No  creo  que  contra 
las  tradiciones  de  nuestra  jurisprudencia  pueda  entenderse  así  el  texto 
constitucional. 

¿Podré  ya  deducir  de  todas  mis  demostraciones,  la  última  y  ñnal 
conclusión  que  he  pretendido  sostener?  ¿Habré  conseguido  fundar  mi.-í 
opiniones,  fuertemente  pronunciadas  en  el  sentido  de  que  no  son  anti- 
constitucionales los  preceptos  de  la  Ordenanza  que  regalan  la  propiedad 
minera?  ¿Habré  probado  que  lejos  de  ser  éstos  retrógrados  y  de  estar 
«a  oposición  con  el  espíritu  liberal  de  nuestras  instituciones,  se  levan- 
tan por  el  contrario  á  la  altura  de  las  verdades  reconocidas  por  el  pro- 
greso jurídico  de  la  época  y  llenan  las  aspiraciones  de  la  ciencia  moder- 
na? No  soy  yo  quien  deba  decirlo:  bástame  asegurar  que  son  tan  pro- 
fundas mis  convicciones  en  estas  materias,  que  creo  poseer  la  verdal 
cuando  afirmo  que  no  son  contrarias  al  articulo  27  de  la  Constitución  \m 
restricciones  que  nuestras  leyes  imponen  á  la  propiedad  minera,  y  esto 
bajo  el  doble  aspecto  que  ellas  la  consideran,  á  saber:  con  relación  al 
dueño  del  suelo  y  por  lo  relativo  á  las  condiciones  precarias  con  que  se 
conserva  la  propiedad  de  las  minas. 


Votos  Tomo  11—10 
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VI 

El  promovente  de  este  amparo,  aunque  indica  y  apunta  las  g-raves- 
cuestioues  en  cuyo  estudio  tanto  me  he  ocupado,  no  lo  funda,  sin  em- 
bargo, en  los  argumentos  contra  la  Ordenanza  que  he  pretendido  satis- 
facer. Yo  debia,  siu  embargo,  consagrarles  preferente  y  completa  aten- 
ción, no  solo  por  ser  olios  la  materia  principal  del  debate,  sino  porque 
tienen  tal  y  tan  decisiva  influencia  en  este  negocio,  que  si  llegara  á  dar- 
les una  polución  contraria  á  la  que  en  mi  sentir  tienen,  no  habría  nece- 
sii^ad  de  estudi¿ir  más  los  fundamentos  de  la  demanda.  Si  el  derecho  de 
propiedad  se  violara  con  el  denuncio  que  sehacede  unaminaen  terreno 
ajeno,  este  amparo  se  debería  conceder  solo  por  esa  razón.  Pero  supues- 
tas las  opiniones  que  he  defendido,  y  supuesto  en  consecuencia  que  yo 
llegaré  ese  recurso  por  tal  capitulo,  no  puedo  prescindir  de  hacerme  car- 
go de  los  otros  motivos  en  que  el  actor  apoya  su  queja. 

Dice  á  este  propósito  que  la  dipuración  de  minería  de  Guanajuato  lo 
expropió  no  solo  del  terreno  estrictamente  necesario  para  los  trabajos 
de  la  mina,  sino  de  todo  el  comprendido  en  las  cuat-o  pertenencias  que 
á  ella  se  concedieron,  y  funda  sus  razonamientos  en  la  prescripción  del 
axticulo  14,  titulo  6.  °  de  la  Ordenanza,  en  la  parte  que  ordena  que  el 
terreno  superficial  que  el  minero  ocupe,  no  comprenda  más  que  el  que 
fuere  suficiente.  La  diputación  de  minería,  en  su  informe,  sostiene  su 
providencia  interpretando  aquel  artículo  en  el  sentido  de  que  esas  pa- 
labras «terreno  suíiciente,»  se  refieren  solo  al  que  pueda  basiar  para  una 
liacienda  de  beneficio,  y  tratando  de  probar  que  para  la  explotación  de 
la  mina  se  puede  necesitar  de  una  extensión  superficial  igual  á  las  pei-- 
teneucias. 

Si  tal  fuera  la  cuestión,  yo  diría  que  este  Tribunal  es  incompetente 
para  decidirla,  porque  no  cabe  en  sus  atribuciones  en  los  juicios  de  am- 
paro, resolver  sobre  cuál  es  la  mejor  interpretación  de  una  ley  civil  y 
cuál  su  más  exacta  aplicación;  pero  de  esa  cuestión  surge  otra  que  es 
enteramente  constitucional  y  que  cae  por  consiguiente  bajo  la  compe- 
tencia de  esta  Corte;  es  esta:  ¿puede  hacerse  la  expropiación  de  más  te- 
rrenos ú  objetos  que  los  que  sean  absolutamente  necesarios  para  la  obra 
de  utilidad  pública  de  que  se  trata?  Bajo  este  aspecto  voy  yo  á  exami- 
narla. 

La  expropiación  no  es,  no  puede  considerarse  más  que  como  una  li- 
mitación del  derecho  de  propiedad,  limitación  odiosa,  que  en  tanto  se 
justifica  en  cuanto  que  el  ínteres  social  la  reclama.  Por  su  naturaleza 
misma  y  por  razón  del  motivo  que  la  autoriza,  ella  deja  de  ser  una  me- 
dida legal  para  convertirse  en  atentado,  desde  el  momento  en  que  ese 
interés  falta,  luego  que  se  extiende  á  más  cosas  de  las  necesarias  para 
la  ejecución  de  la  obra  de  que  se  trate.  Racional  y  justa  como  esta  teo- 
ría me  parece,  no  la  sostendré  yo  sin  embargo,  como  opinión  exclusiva- 
mente mía,  sino  que  la  apoyaré  en  las  doctrinas,  respetables  siempre  en 
materia  constitucional,  de  los  publicistas  norteamericanos. 

«La  expropiación  debe  siempre  limitarse,  dice  uno  de  ellos,  á  la  ne- 
cesidad del  caso,  y  por  consiguiente  nunca  se  puede  expropiar  de  más 
que  de  lo  que  el  tribunal  competente  juzgue  necesario  para  el  uso  par- 
ticular á  que  se  destina  la  expropiación.  Cuando  solo  se  necesite  una 
parte  de  algtma  propiedad  particular,  esta  necesidad  para  disponer  de 
esa  parte  no  justificará  que  ae  dispoüga  de  toda  la  propiedad,  auu cuan- 
do se  indemnice  por  ella.»  i 

1  "The  takiug  of  property  must  always  be  limited  to  the  necessitv  of  tbe  case,  and  consequently  no 
añore  can  be  appropriated  in  any  instance  than  the  proper  tribunal  shall  adjudge  to  be  needed  for  the 
particular  use  for  whioh  the  appropriation  is  made-  When  a  apart  only  of  a  man's  premises  is  needed  by 
the  pubhc.  the  necessity  for  the  appropriation  of  that  part « ill  not  justify  the  taking  üí  the  whule,  even 
though  compensatioa  be  made  therefor."  On  coust.  liinit-,  págs-  tíí4  y  675. 
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Según  estas  doctrinas  que  son  irrefutables,  á  la  diputación  no  corres- 
pondía más  que  designar,  siempre  que  no  hubiera  oposición  de  parte, 
cuánto  terreno  necesitaba  la  mina  para  sus  obras  exteriores,  oficinas, 
etc.,  y  nunca  conceder  más  del  estrictamente  indispensable,  como  lo  hi- 
zo. Las  providencias  de  esa  diputación  en  este  punto  son,  pues,  insoste- 
nibles, no  porque  esté  mal  ó  bien  interpretado  el  articulo  de  la  Ordenan- 
za, sino  porque  no  exigiendo  la  obra  de  interés  piiblico  la  expropiación 
de  todo  el  terreno  que  se  cor  cedió,  sino  solo  de  una  parte,  por  iodo  el 
exceso  de  ésta,  la  expropiación  es  anti- constitucional,  y  nulo  en  conse- 
cuencia el  acto  de  la  diputación.  Por  este  motivo  yo  concederé  el  am- 
paro. 

El  actor  lo  apoya  todavía  en  otras  consideraciones.  Alega  que  la  di- 
putación no  solo  falló  las  cuestiones  sobre  la  extensión  del  terreno  ex- 
propiable  y  sobre  la  indemnización  coi-respondiente,  y  ebto  después  que 
se  presentó  formal  oposición  de  parte  que  hizo  contenciosas  tales  cues- 
tiones, sino  que  aun  &e  resistió  á  recibir  ciertas  pruebas  que  se  le  ofre- 
cieron para  justificar  el  monto  de  los  perjuicios,  y  en  virtud  de  estos  he- 
chos, no  solo  ataca  los  procedimientos  irregulares  de  la  autoridad  admi- 
nistrativa, sino  que  le  niega  toda  competencia  para  conocer  de  un  asun- 
to, judicial  por  su  naturaleza.  De  todo  esto  deduce  la  violación  del  ar- 
tículo 16  que  también  invoca  para  pedir  el  amparo.  La  diputación  á  su 
vez,  defiende  su  competencia  y  justifica  sus  procedimientos  con  las  dis- 
posiciones de  la  sec.  3.^ ,  cap.  3.°  del  tit.  10  de  la  ley  de  administración 
de  justicia  del  Estado,  de  5  de  Mayo  de  1867.  Es  necesario  ver  este  pun- 
to con  la  atención  que  demanda. 

En  mi  sentir  muchas  de  las  disposiciones  de  esa  ley  no  son  constitu- 
cionales, y  tal  vicio  tienen  preci-amente  algunas  de  las  que  la  diputa- 
ción cita  en  apoyo  de  sus  providencias.  Aunque  esa  ley  llama  «procedi- 
miento contencioso  gubernativo»  al  que  establece  para  que.  las  diputa- 
ciones de  minería  fallen  cuestiones  verdaderamente  litigiosas  sobre  mi- 
nas, es  de  evidencia  que  la  autoridad  administrativa,  según  el  artículo 
16  de  la  Constitución,  tal  cosa  no  puede  hacer,  porque  carece  en  lo  ab- 
soluto de  competencia  para  ejercer  funciones  judiciales.  Las  diputacio- 
nes pueden,  conforme  á  la  ley  de  Guanajuato,  oír  y  resolver  lo  que  sea 
de  justicia  (artículo  1421)  sobre  la  oposición  que  se  presente  al  registro 
ó  denuncio,  porque  no  cabe  cuadra  (artículo  1417),  por  anterioridad  del 
denuncio  (artículo  1422),  ó  porque  se  hagan  valer  derechos  ó.e  otra  clase 
(artículo  1423),  y  la  diputación  falla  en  estos  cases  como  lo  baria  un  ver- 
dadero juez,  oyendo  alegatos,  citando  á  juntas  á  las  partes,  recibiendo 
pruebas,  etc.,  etc.  (artículos  1420  y  1424).  Todo  esto  iio  es  gubernativo 
sino  judicial;  nada  de  eso  cabe  dentro  de  las  atribuciones  administrati- 
vas; decir  lo  contrario,  seria  confundir  la  competencia  constitucional  de 
las  autoridades,  Eeputo  por  esto  contrarias  al  precepto  del  articulo  16 
dé  la  Constitución  todas  esas  disposiciones  de  la  ley  de  Guanajuato,  por- 
que ninguna  ley  sin  violar  ese  precepto  puede  ordenar  que  la  autoridad 
administrativa  jMs^Me,  lo  mismo  que  no  puede  autorizar  á  ningún  tri- 
bunal para  que  legisle. 

Cierto  es  que  según  esa  ley  (artículo  1427),  basta  que  una  parte  no 
se  conforme  con  la  resolución  ó  fallo  de  la  diputación  de  minería,  para 
que  el  negocio  se  consigne  al  juez  de  1^  instancia;  pero  aun  sin  tomar 
en  cuenta  que  esa  resolución  se  ejecuta  siempre  en  calidad  de  provisio- 
nal, á  pesar  de  la  oposición  de  la  parte  y  que  ella  causa  ejecutoria  por 
el  simple  lapso  de  un  término  fatal  (artículo  1428),  perjudicando  así  de- 
rechos legítimos,  ni  aquella  salvedad  de  la  ley  basta  á  curarla  del  vicio 
de  anti  constitucionaiidad,  de  la  nulidad  de  que  adolece  el  juicio  pro- 
nunciado por  una  autoridad  administrativa.  Sería  preciso  probar  que  el 
aíiiculo  citado  permite  á  ésta  juzgar  siquiera  provisionalmente  para 
mantener  la  legitimidad  de  ese  juicio,  para  sostener  la  conformidad  de 
las  disposiciones  de  la  ley  de  Guauajuato  ccn  las  siipremas  de  la  Cons- 
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titución,  «á  la  qi'.e  deben  arreglarse  los  jueces  de  cada  Estado,  á  pesar 
de  las  disposiciones  en  contrario  que  pueda  haber  en  las  leyes  de  los 
Estados.»  1  Y  yo  reputo  imposible  tal  prueba,  porque  tengo  por  incues- 
tionable que  ni  provisionalmente  pueden  alterarse  las  atribuciones  cons- 
titucionales de  los  poderes  piiblicos,  tales  como  la  Constitución  las  de- 
fine. 

Bien  está  que  las  diputaciones  de  minería  tengan  todas  las  faculta- 
des administrativas  y  económicas  que  se  crean  convenientes:  yo  no  sólo 
no  me  opongo  á  esto,  sino  que  reconozco  y  proclamo  la  necesidad  de 
semejante  institución;  pero  en  el  momento  en  que  se  pi*esente  oposición 
dft  parte  legitima,  en  ese  mismo  momento  la  autoridad  administrativa 
debe  suspender  todo  procedimiento  y  consignar  el  negocio  á  la  judicial 
para  que  lo  falle  conforme  á  las  leyes,  porque  ese  negocio,  que  en  su 
principio  fué  administrativo,  asumió  el  carácter  judicial  desde  que  se 
hizo  contencioso  Esto  exigen  los  priacipios,  esco  ordena  la  Constitu- 
ción, y  por  ningún  motivo  ui  aun  á  titalo  de  juzg-ar  provisionalmente, 
se  puede  dar  á  la  autoridad  administrativa  competencia  judicial. 

Eeputo  todavía  por  otro  capítulo  anticonstitucional  la  ley  de  Guana- 
juato.  Aunque  el  artículo  16  no  la  condenara,  como  hemos  visto  que  la 
condena,  quedaría  el  artículo  13  prohibiendo  los  tribunales  especiales, 
prohibiendo  que  una  diputación  ejerza  atribuciones  judiciales.  Ningún 
tribunal,  en  efecto,  merece  mejor  la  calificación  de  especial  ea  el  seati- 
do  constitucional  que  el  formado  por  uaa  autoridad  administrativa  sólo 
para  negocios  especiales.  Esto  es  evidente. 

Consecuencia  forzosa  de  la  doble  inconstitucíonalidad  de  la  ley  de 
Güanajuato,  es  que  los  actos  de  la  diputación  ejecutados  conforme  á 
ella  (inútil  es  averiguar  si  hubo  violación  de  esa  ley  como  el  quejoso  lo 
asevera,  por  no  recibir  la  diputación  las  pruebas  que  se  le  ofrecían),  y 
contrarios  por  lo  mismo  á  los  artículos  13  y  1(5  de  la  Constitución,  sou 
plenamente  nulos  desde  que  ella  ejerció  la  jurisdicción  contenciosa  que 
no  puede  tener.  Contra  ellos  procede  de  Heno  el  amparo,  y  yo  lo  con- 
cederé también  por  este  capítulo. 

Y  para  desconocer  esa  consecuencia  no  vale  decir  que  conforme  á 
nuestra  jurisprudencia  constitucional  son  legítimos  en  ciertos  casos  los 
juicios  administrativos,  los  de  comiso,  por  ejemplo.  Esos  juicios  son,  en 
mi  concepto,  v.n  verdadero  arbitraje,  arbitraje  voluntario  en  que  las 
parics  de  acuerdo  someten  sus  diferencias  al  fallo  de  un  empleado;  y  ni 
el  arbitraje  constitu3''e  un  tribunal  especial,  según  el  espíritu  del  artícu- 
lo 13,  ni  menos  altera  la  competencia  constitucional  de  las  autoridades, 
según  el  16.  Nadie  ha  tachado  de  coQtrario  á  la  ley  suprema  el  arbitra- 
je común,  y  los  robustos  fundamentos  que  sostienen  su  legitimidad,  al- 
canzan á  afirolar  la  del  juicio,  que  impropiamente  se  llama  administra- 
tivo. El  consentimiento  del  comerciante  que  se  somete  á  la  resolucióu 
que  dicte  el  administrador  de  una  aduana  en  la  aplicación  de  las  leyes 
fiscales  cu  el  despacho  de  mercancías,  y  esto  hasta  renunciando  la  vía 
judicial,  da  á  ese  juicio  el  carácter  legal  de  ai-bitraje,  arbitraje  que  la 
Constitución  no  desconoce.  Y  ese  carácter  no  existe  en  el  procedimien- 
to instituido  por  la  ley  de  Güanajuato,  porque  él  tiene  lugar  precisa- 
meute  cuando  se  trata  de  juzgar  á  partes  que  se  oponen,  cuando  hay 
que  resolver  cuestiones  de  minas  en  que  los  in-reresados  declinan  la  ju- 
risdicción de  la  diputación,  pretendiendo  ser  juzgados  por  el  juez  com- 
petente. 

Bastante  he  dicho  para  fundar  el  voto  que  voy  á  dar.  Reprobaré  la 
■sentencia  del  inferior,  porque  si  bien  no  es  anticonstitucional  la  expro- 
piación del  terreno  ajeno  necesario  para  la  explotación  de  la  mina  que 
en  él  exista,  si  lo  es  la  de  todo  el  qne  compren. ten  las  cuatro  pertenen- 
cias de  que  aquí  se  trata:  la  reprobaré  también  porque  no  es  materia  da 

i    Art-  12G  de  la  Constifcucióu- 
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amparo  la  concesión  ó  denegación  del  término  probatorio  en  nn  juicio 
civil.  Pero  concederé  el  amparo:  1.°,  contra  el  acto  de  la  diputación  qne 
expropió  al  quejoso  de  todo  el  terreno  superficial  comprendido  en  las 
cuatro  pertenencias,  y  2.°,  contra  todos  los  actos  de  la  misma  diputa- 
ción en  que  ejerció  jurisdicción  contenciosa.""  Según  mi  opinión,  en  es- 
tos términos  debe  reformarse  la  sentencia  que  se  revisa. 


La  Suprema  Corte  falló  este  amparo  en  los  siguientes  términos: 

México,  Junio  24  de  1880.— Visto  el  recurso  de  amparo  interpuesto 
ante  el  Juzgado  áé  Distrito  del  Estado  de  Guanajuato,  por  el  Lie.  Joa- 
quín Chico  en  representación  de  Juan  Sotres,  contra  los  actos  de  la  Di- 
putación de  minería  de  la  capital  del  Estado,  que  lo  expropió  de  un  te- 
rreno en  que  había  sido  denunciada  una  mina  de  plata,  acordándole  una 
indemnización  inferior  al  valor  del  terreno  expropiado,  con  cuj^os  actos 
cree  el  promovente  violadas  en  su  perjuicio  las  garantías  consignadas 
en  ei  artículo  27  de  la  Constitución.  Visto  el  fallo  del  Juez  de  Distrito 
en  que  se  otorga  el  amparo  por  un  capitulo  y  se  niega  por  otro. 

Considerando:  que  los  puntos  relativos  á  la  cantidad  de  terreno  que 
deben  ocupar  los  denunciantes  de  una  mina,  así  como  el  monto  de  la 
indemnización  que  debe  pagarse  al  expropiado,  son  puntos  litigiosos 
que  desde  la  abolición  de  los  tribunales  especiales  por  el  artículo  13  del 
Pacto  federal,  están  exclusivamente  cometidos  á  la  decisión  de  los  tri- 
tunales  comunes. 

Que  en  consecuencia,  aunque  en  los  casos  de  expropiación  por  de- 
nuncios de  minas  existe  el  requisito  de  la  utilidad  ptiblica,  exigido  por 
el  articulo  27  de  la  Constitución  como  uno  de  los  que  legitiman  la  ex- 
propiación, las  funciones  de  las  diputaciones  de  minería  cesan  desde  el 
momento  que  hay  contención,  como  en  el  presente  caso,  y  en  esa  virtud 
los  procedimientos  de  la  Dipiitación  de  minería  de  Guanajuato,  poste- 
riores á  la  oposición  del  quejoso,  han  infringido  en  perjiíicio  de  éste  las 
garantías  consignadas  en  el  artículo  16  de  la  Constitución,  que  previe- 
ne qixe  nadie  sea  molestado  en  sus  posesiones,  sino  por  mandamiento 
de  autoridad  competente. 

.  Por  estas  consideraciones  y  con  arreglo  á  los  artículos  101  y  102  de 
la  Constitución,  se  reforma  el  fallo  del  Juez  de  Distrito  en  los  términos 
siguientes:  la  Justicia  de  la  Unión  ampara  y  protege  á  Juan  Sotres  con- 
tra los  actos  de  la  Diputación  de  minería  del  Estado  de  Guanajuato  re- 
lativos á  la  extensión  del  terreno  expropiable  y  al  monto  de  la  ii  dem- 
nización  debida  al  promovente,  en  el  asunto  que  motivó  la  interposición 
del  presente  recurso. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen,  acompañán- 
dole copia  certificada  de  esta  sentencia  para  los  efectos  legales,  archi- 
vándose á  su  vez  el  Toca. 

Así,  por  unanimidad  de  votos,  lo  declararon  los  ciudadanos  Presi- 
dente y  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  ñrmaron.— Ignacio 
L.  Vallarta.^  Manuel  Alas.-^  Miguel  Blanco.—  José  María  Bautista.'^ 
Juan  M.  Vázquez.-^  Eleuterio  Avila.—  José  Manuel  Saldaña.—  Pascual 
Ortiz.^  Enrique  Landa,  Secretario. 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  UNA  I,BY  QUE  IMPONE 
A  LOS  ABOGADOS  I.A  OBUGACION  DE  SER  ASESORES  GRATUITOS 
POR  TIEMPO  IIvIMITADO. 

¿Se puede  exigir  la  prestación  de  itn  servicio  público  gratuito  aunque  no 
tenga  el  carácter  de  extraordi'iariof  ¿Puede  obligarse  á  los  profesores  á  que 
presten  ciertos  servicios  facultativos  en  favor  de  la  administración  de  justi- 
cia? ¿Es  condición  esencial  par  a  que  esos  servicios  puedan  exigirse,  que  se 
repartan  con  proporción  y  equidad  entre  quienes  puedan  prestarlos?  Inter- 
pretación y  concordancia  de  los  artículos  5.  "^  y  31  de  la  Constitución. 


La  Legislatura  de  Chiapas  expidió  una  ley  que  obliga  á  los  abogados  á 
asesorar  á  los  jueces  del  Estado,  por  mientras  falten  asesores  titulares,-»  cas- 
tigando á  los  que  se  rehusen  á  hacerlo  con  multas  y  aun  ^<-con  la  privación  del 
titulo  de  abogado.n  El  Lie.  D.  Emilio  Rabasa  se  negó  á  prestar  ese  servicio 
y  pidió  amparo,  atacando  aquella  ley  como  inconstitucional.  El  Juez  de  Dis- 
trito desechó  la  petición.  La  Corte  revisó  la  sentencia  del  inferior  en  la  au- 
diencia del  día  16  de  Agosto  de  18S0;  y  el  C.  Vallarla,  para  motivar  su  voto, 
dijo  esto: 


Al  fundar  el  quejoso  la  demanda,  promueve  en  su  alegato  cuestio- 
nes importantes,  tratando  de  demostrar  que  es  por  varios  motivas  in- 
constitucional la  ley  de  15  de  Enero  de  1871,  ^  expedida  por  la  Legisla- 

1    Esta  es  esa  ley: 

"Art-  i-  o  Eiitretanto  falten  asesores  titulares  en  el  Estado,  todos  los  abogados  residentes  en  éste 
que  ejerzan  legalmente  la  abogacía,  están  obligados  á  consultar  á  los  jueces  de  primera  instancia  en  to- 
dos los  negocios  que  se  versen  en  sus  juzgados  respectivos- 

"Art.  2-  °  Niaguno  de  estos  abogados  podrá  exc  isarse  ni  ser  recusado,  sino  por  enfermedad  plena- 
!:iente  justiüoada  y  por  las  ca  isas  prescritas  en  el  capítulo  1-  °,  título  V  de  la  ley  de  16  de  Diciembre  de 
1363.  La  exc  xsa  y  recusación  serán  cali'icadas  por  el  juez  de  la  causa  en  que  recaiga  ésta,  cou  coasulta 
de  otro  abogado,  tibservando  siempre  las  formalidades  prevenidas  en  dicha  ley- 

"Art.  3.  °  El  término  dentro  del  cual  deberán  estos  abogados  despachar  las  caasas  que  los  jueces  les 
remitan  en  consiüta,  será  preois?.mente  el  siguiente:  ocho  días  si  la  consulta  versa  sobre  mera  tramita- 
ción: rruince  si  se  hubiere  de  pronunciar  auto  interlocutorio,  y  veinte  para  sentencia  deAuitiva-  Los  jue- 
ces dictarán  la  providencia  asesorada  á  las  caarenba  y  ocho  horas  de  haber  recibido  el  dictamen-  Loa 
abogados  que  reculan  en  un  mismo  día  varios  expedientes  para  consultar,  los  despacharán  en  los  plazos 
expresados  y  por  el  orden  que  juzguen  coQveaienr.e,  comenzando  á  correrles  el  término  de  cada  expe- 
diente á  la  conclusión  del  despacho  del  otro- 

"Art-  4.  °  Los  jueces  consultantes,  cuando  dirijan  expedientes  á  los  abogados  que  existan  en  otro 
PartidO'  lo  harán  por  cond  icto  del  juez  de  primera  iustancia  de  la  residencia  de  aquellos,  y  éste,  al  en- 
tregar y  recibir  las  ca:isas,  seatará  eu  su  libro  de  coaocimieutos,  razón  del  día  y  hora  en  que  lo  verifi- 
que. Si  el  jue^  reside  en  el  mismo  punto  que  el  cons  Itor,  sentará  igual  diligencia  al  tiempo  de  la  entre- 
ga y  recibo  del  erpediente,  firmándola  con  el  abogado  á  quien  se  dirige- 

"Art-  5.  o  Por  cada  día  de  demora  cclpab'.e  que  safra  un  espediente,  ya  sea  en  ei  estudio  del  aboga- 
do, ya  en  el  Ju2gado  de  primera  instancia,  pagará  el  funcionario  que  la  cause  una  multa  de  dos  á  cinco 
pesos,  que  impondrá  el  Tribunal  de  Justicia    mandándola  enterar  á  la  Tesorería  general  del  Estado. 

"Art-  6.  o  En  todas  las  causas  civiles  que  despachen  los  expresados  abogado',  disfr atarán,  en  com- 
pensación de  s'i  trabajo,  de  los  honorario:-  designados  en  el  arancel  de  15  de  Junio  de  1840,  cubriéndolos 
las  partes  litigantes;  y  en  los  criminales,  sólo  cobrarán  la  cuarta  parte  de  los  derechos  que  por  sus  dictá- 
menes el  mismo  arancel  íes  señala,  haciéndoles  el  pago  la  Hacienda  pública,  cuando  el  reo  no  tenga  po 
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tura  de  Chiapas,  y.  que  impone  á  los  abogados  la  oblig-ación  da  servir 
de  asesores  á  los  .lueces  de  primera  instancia.  He  estudiado  esas  cues- 
tiones, y  vengo  á  exponer  la  opinión  que  he  formado  sobre  ellas  para, 
•motivar  así  el  voto  que  voy  á  dar. 

II 

Aunque  parecía  ya  agotadalaraateria,  se  ha  vuelto  á  suscitarla  cues* 
tión  sobre  la  inteligencia  que  deba  tener  el  artículo  5.°  de  la  Constitu- 
ción, y  á  pesar  de  que  ya  se  confiesa  que  hay  servicios  públicos  que  se 
pueden  exigir  gratuitamente  (los  urgentísimos  que  no  se  pueden  dife- 
rii',  como  la  extinción  de  un  incendio),  todavía  se  asegura  que  los  otros 
que  ese  carácter  no  tienea,  están  prohibidos  por  aquel  precepto.  Yo  no 
acepto  esa  distinción  por  más  que  la  recomiende  alguno  de  los  comen- 
tadores de  aquel  artículo,  y  como  en  otra  vez  he  expuesto  las  razones 
que  tengo  para  creer  que  éste  prohibe  sólo  los  trabajos  personales  y  no 
•habla  de  los  servicios  piiblicos,  i  para  no  repetir  lo  que  én  aquella  oca- 
sión dije,  me  concretaré  á  combatir  esa  diferencia  que  se  haceeutreser- 
vicios  públicos  ordinarios  y  extraordinarios,  á  efecto  de  demostrar  que 
á  ningunos  se  refiere  el  precepto  del  artículo  5.° 

Muy  fácil  es  esta  demostración,  tan  fácil  como  copiar  en  la  parte  re- 
lativa los  debates  del  Constituyente,  que  fué  quien  reprobó  esa  distin- 
•ción  que  yo  no  quiero  aceptar.  Discutiéndose  el  texto  que  hov  se  trata 
de  interpretar,  el  Sr.  Ruiz  lo  objetó  diciendo  que  «él  se  presta  á  que  se 
crea  que  en  la  regla  general  están  comprendidos  los  trabajos  de  iitildad 
pública  que  se  exigen  á  los  pueblos,  como  poner  una  estacada  cuando 
se  deshorda  un  rio.  etc.,  etc.,  W^'í/  teme,  también  que  se  crea  que  el  ar- 
ticulo alcanza  ó,  los  cargos  concejiles  de  regidor,  sindico,  etc."^^  Si 
hasta  allá  llegan  las  ideas  déla  Comisión,  es  menester  pasar  las  conse- 
cuencias que  esto  tendría  en  el  orden  administrativo  municipal,  y  re- 
cordar la  escasez  de  fondos  que  sufren  los  ayuntamietitos.» 

¿Cómo  se  contestó  á  esta  réplica  que,  como  se  ve,  equipara  los  ser- 
vicios públicos  ordinarios  (cargos  concejiles)  con  los  extraordinarios 
(desbordamiento  de  un  río)?  Oigámoslo  por  la  centécima  vez.  El  Sr 
Guzmán.  miembro  de  la  Comisión,  dijo  que  «no  son  nuevas  esas  objecio- 
nes y  que  espera  que  no  se  extrañe  que  su  respuesta  sea  también  una 
repetición.  g^^La  Comisión  no  habla  de  deberes  para  con  la  patria:  se 
ocupa  sólo  de  las  ocupaciones  de  persona  á  persona  y  no  de  las  que  se 
tienen  para  con  la  sociedad.^)'"®^.  ^  Con  tales  explicaciones  de  la  Co- 
misión se  cerró  el  debate,  y  en  el  sentido  claro,  indudable  que  ellas  fijan, 
el  Congreso  aprobó  el  texto  que  hoy  es  la  primera  parte  del  artículo  h.'^ 
de  la  Constitución.  * 

Conociendo  con  estos  pormenores  ese  hecho  auténtico,  oficial;  he- 
cho que  no  puede  tergiversarse,  ¿cómo  sin  ponerse  enfrente  de  la  ley, 
sin  rebelarse  contra  la  voluntad  explícita  del  Constituyente  es  posible 

sibiliáad  de  verificarlo-  La  recaudación  de  estos  honorarios  se  hará  por  los  juagados  de  primera  ioslarb- 
cia  que  conozcan  de  las  causas  consultadas- 

"Art-  7-  °  La  resistencia  al  cumplimiento  de  esta  leyi  que  no  sea  por  las  causas  j-  en  la  forma  que 
prescribe  el  artículo  2-  =■,  será  penada  con  veinticinco  pesos  de  multa  en  la  primera  ve-í,  con  cien  en  la 
segunda,  y  con  la  privación  del  título  de  abogados  en  la  tercera,  cuyas  penas  se  aplicarán  de  la  manera 
determinada  en  el  articulo  5-  o 

"Art.  8-  o  El  Tribunal  de  Justicia  del  Estado  formará  lista  de  todos  los  abog^dos  que  ejerzan  en  él 
legalmente  la  abogacía,  y  la  ciroalar.^  á  todos  los  juzgados  de  primera  iustaociai  para  que  éstos  repartau 
entre  aquellos  por  riguroso  turno  los  casos  de  copsulta. 

"Art.  9-  °  Se  exceptúa  de  éstos  el  auto  motivado  de  formal  prisión  que  los  juzgados  deben  decretar 
á  las  setenta  y  dos  horas  de  estar  el  individuo  á  su  disposición,  seglín  el  artículo  43  de  la  Coastitución 
del  Estado:  y  los  juicios  verbales  criminales  por  delitos  leves,  que  deberán  decidir  á  lo  más  tarde  dentro 
de  quince  días  de  haberse  iniciado- 

"Art-  10.  Los  abogados  que  sirvan  empleos  públicos  no  estarán  sujetos  á  las  penas  que  establece  es- 
la  ley,  durante  el  ejercicio  de  su  destino-" 

1  Amparo  de  Pedro  Hernández-  Cuestiones  constitucionales,  tomo  !•  ®.  páginas  42  á  48. 

2  Zarob,  Historia  del  Congreso  Constituyente,  tomo  I,  página  121. 
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sostener  que  el  articulo  prohibe  los  servicios  públicos  originarios,  lo  mis- 
mo que  los  Ir  abajos  personales,  y  que  apenas  los  servicios  públicos  ur- 
gentísimos, están  fuera  del  alcance  de  su  precepto?  Constándonos,  co- 
mo nos  cont^ta,  que  el  Congreso  reprobó  esta  diferencia  por  el  hecho  do 
Bo  querer  prohibir  sino  los  trabajos  de  persona  á  persona,  y  no  ocupar- 
Be  de  los  que  se  tienen  para  con  la  sociedad;  constándonos,  como  nos 
consta,  que  el  Sr.  Euiz  atacó  el  articulo,  porque  se  podía  creer  que  él 
prohibía  lo  gratuito  de  los  servicios  ordinarios  y  de  los  extraordinarios, 
y  sabiendo  que  la  Comisión  primero,  y  el  Congreso  después,  expresaron 
que  no  se  ocupa  ese  articulo  de  tales  servicios,  ¿cómo  se  pretende  que 
Ta  ley  diga  lo  contrario  do  lo  que  su  discusión  revela?  ¿Cómo  se  quiere 
que  la  interpretación  pueda  ir  tan  lejos  que  se  sobreponga  á  las  pala- 
liras  mismas  del  legislador,  que  manifiestan  coa  toda  claridad  su  inten- 
ción de  no  establecer  diferencias  entre  los  servicios  piiblicos  ordinarios, 
y  permanentes,  y  los  extraordinarios  y  urgentes?  En  mi  sentir,  seme- 
jante interpretación  es  del  todo  inaceptable.  Creo,  por  tanto,  tener  ra- 
zón para  seguir  manteniendo  sin  modificación  alguna  mi  antigua  opi- 
nión de  que  el  articulo  5°  de  la  Constitución  se  refiere  solo  á  los  traba- 
jos personales  y  no  se  ocupa  de  los  servicios  ptiblicos,  ya  sean  ordina- 
rios ó  extraordinarios. 


III 


Como  desarrollo  de  la  teoría  que  profeso,  como  cuestión  de  actuali- 
dad en  este  amparo,  me  siento  obligado  á  examinar  este  punto:  ¿Se  pue- 
den exigir  á  ciertos  profesores  algunos  servicios  gratuitos,  en  favor  de 
la  administración  de  justicia?  ¿Se  puede  obligar  aun  abogado  á  qtie de- 
fienda sin  retribución  á  un  reo  pobre,  á  un  médico  á  que  reconozcauna 
herida  y  certifique  su  esencia  y  gravedad?  Nadie  negará  que  este  exa- 
men es  oportuno,  necesario  en  un  amparo  en  que  se  trata  de  saber  si- 
los abogados  pueden  ser  asesores  forzosos  de  los  jueces. 

Esta  cuestión,  por  lo  que  á  los  abogados  toca,  no  solo  está  tratada, 
sino  resuelta  prácticamente,  y  resuelta  con  la  doble  autoridad  de  un  mi- 
nistro y  de  un  publicista  que  merece  todos  mis  respetos.  El  Sr.  Iglesias, 
Ministro  de  Jtisticia  de  la  administración  Juárez  en  1869,  declai-ó  que  la 
defensa  de  los  reos  pobres  es  un  servicio  público  así  calificado  por  las 
leyes  antiguas,  «servicio  que  se  presta  á  la  humanidad,  y  por  lo  mismo 
no  es  contrario  sino  que  está  concillado  con  las  disposiciones  constitu- 
cionales atendiendo  debidamente  á  sus  motivos.»  i    En  la  circular  ea 

1  Circular  de  23  de  Agosto  de  1869 — Es  de  tal  modo  importante  este  dnc.imeuto.  que  es  oportuno 
copiarlo  texuialmente:  dice  asi:  '■Ministerio  de  Jn.sticia  é  instri.ccióa  Pública — Sección  1.  * —Con  esta, 
fecha  digo  al  C-  Ministro  ea  turno  de  Ja  Suprema  Corte   de  Ji^sticia  lo  que  signe: 

"Dada  cuenta  al  C-  Presidente  de  la  líepúbUcade  la  comunicación  de  vd-,  fecha  24  del  actual,  en  la^ 
que  para  la  resolución  correspondiente  se  sirve  insertar  el  oficio  que  dirigió  á  esa  Suprema  Corte  el  C. 
Magistrado  de  Ciicc.ito  de  Celaja  coi'sultando  si  los  defensores  de  oücio  ó  abogados  de  pobres  de  los  lu- 
gares en  que  residen  los  jueces  ó  tribunales  de  la  Federación,  están  ó  no  obligados  á  desempeñar  tam- 
bién su  encargo  en  las  oai.sas  de  qi-e  conocen  dichos  tribunales  federales,  y  en  caso  de  que  no  deban  re- 
portar tal  obligación,  qué  pnáctica  ha  de  observar  para  el  nombranJento  de  defensores  de  orjcio.  sup-^es- 
taJa  prevención  del  art-  5.  =  de  la  Constitución  federal;  el  mismo  C-  Presidente  ha  tenido  á  bien  acor- 
dar fe  diga  á  eea  >Suprema  Corte  que:  "los  abogados  de  pobres  y  presos  de  los  jizgados  y  tribunales  de 
los  Estados,  no  están  obligados  á  desempeñar  las  atribuciones  de  su  empleo  en  los  juzgados  y  tribunales 
de  la  Federación;  pero  qije  éstos  en  los  casos  que  fuere  necesario,  puedan  nombrar  de  oficio  al  abogado 
que  Its  parezca  conven'.ente  de"eutre  los  que  residan  en  el  lugar  donde  se  halle  establecido  el  juzgado  ó 
tribuijal  iedtral,  á  3n  de  que  el  nombrado  patrocine  y  dependa  al  pobre  ó  preso  que  se  le  encomiende," 
pues  á  ello  están  obligados  los  abogados  como  una  obligación  anesa  á  la  profesión,  según  la  ley  13.  tít. 
23,  lib.  5-  =  de  la  Novísima;  en  los  términos  de  la  circular  de  3  de  Noviembre  de  1800.  "cuyas  disposicio- 
nes no  están  derogadas  por  el  art-  5.  °  de  la  Constitución  federal;"  porque  la  ley  general  no  :leroga  á  la 
particular  anterior,  sino  cuando  expresamente  lo  designa,  y  porque  no  se  puede  decir  que  las  leyes  y 
disposiciones  antiguas  citadas  havan  sido  tácitamente  derogadas;  pues  esto  solo  podría  ser  en  el  caso  de 
que  hubiera  im compatibilidad  absoluta  entre  ellas  j  el  art-  5-  ■=  de  la  Constitución;  de  manera  que  no  se 
pudiesen  cumplir  sin  infracción  de  la  ley  s\)prema;  y  esta  incompatibilidad  no  e>iste  en  el  caso  en  cues- 
tan, y  se  está  por  consiguiente  en  el  de  conciliarias,  haciendo  así  más  patente  su  permanencia  en  vigor. 
"Para  conciharlas  basta  recordar  lo  que  pasó  en  el  Congreso  Constituyente  al  discutirse  el  art-  12del  pro- 
yecto de  Constitución,  que  es  el  5.  =>  de  la  ley"  (Zarco,  Historia  del  Congreso  Constituyente,  tomo  1.  *, 
paguas /15>  716,  717,  720  y  721)y  se  vendrá  en  conocimiento  de  que  la  primera  parte  de  ese  articulo  no  sa 
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que  asi  habló  el  Sr.  Iglesias,  se  demostró  la  verdad  de  que  el  articulo^ 
5°  de  la  Constitución  no  es  aplicable  á  los  abogados  en  la  defensa  de 
reos  pobres,  y  esta  demostración,  autorizada  por  el  respetable  nombre 
de  su  autor,  deja  esa  verdad  fuera  de  duda. 

Eila  no  lo  es  solo  para  nosotros:  asta  igualmente  aceptada  por  los 
pueblos  más  cultos,  y  aun  por  los  que  con  instituciones  más  libres  pro- 
fesad el  respeto  más  profundo  al  trabajo.  Me  contentaré  con  una  sola 
cita  que  compruebe  debidamente  este  aserto.  Son  de  un  publicista  nor- 
teamericano las  palabras  que  copio:  «Entre  nosotros  es  un  principio 
constitucional  que  al  preso  se  le  dé  un  abogado  que  lo  defina,  y  la  hu- 
manidad de  la  ley  ha  llegado  hasta  determinar  que  si  ese  preso  no  pue- 
de pagar  al  abogado,  ei  Tribunal  pueda  nombrar  á  alguno  que  se  en- 
cargue de  su  defensa,  debiendo  ser  pagado  por  el  Gobierne-,  pero  aun 
cuando  esta  disposición  no  exista,  el  abogado  aíi  nombrado,  por  un  de 
ber  qne  le  imponen  su  propia  profesión  y  la  causa  de  la  humanidad  y 
de  la  justicia  para  co  a  la  Corte  que  conocedel  rroceso,  no  puede  negar 
sus  servicios  ni  dejar  de  hacer  susmejoresesfiierzoseu  defensa  deqtiien 
tiene  la  doble  desgracia  de  ser  pobre  y  de  estar  acusado  do  un  delito. 
Nadie  está  en  libertad  para  rehusar  tal  nombramiento,  y  pocos,  asi  es 
de  esperarse,  se  atreverán  á  no  admitirlo.»  i  Y  hip.go  un  poco  más  ade- 
lante agrega:  «Pero  nosotros  pensamos  que  un  Tribunal  tiene  derecho 
para  exigir  que  el  servicio  se  preste  sea  que  haya  ó  no  compensación, 
y  que  el  abogado  que  decline  prestarlo,  solo  por  razón  de  que  la  ley  no 
le  asigna  compensación  pecuniaria,  es  indigno  de  ejercer  su  oficio  eula 
administración  de  justicia.»  2 

Y  las  mismas  razones  que  á  los  abogados  compelen  á  hacer  la  de- 
fensa de  los  reos  pobres,  y  esto  aun  retribución,  militan  respecto  delo&. 
médicos  y  demás  profesores  cuando  se  trata  de  la  administrai-ión  de 
justicia.  Un  autor  muy  familiar  en  nuestro  foro,  de  conocida  ilustración 
y  de  bien  probadas  ideas  liberales,  se  ha  encargado  de  demostrar  que 
el  articulo  5?  de  la  Constitución  no  justifica  la  resistencia  que  algunos 
profesores  han  opuesto  á  prestar  sus  servicios  gratuitos  en  ciertos  ca- 
sos, asegurando  que  el  pago  que  ellos  exigen  conforme  á  arancel,  no  es 
debido,  1?,  porque  esto  solo  cuotizó  los  servicios  de  persona  apersona 
y  no  los  que  se  deben  á  la  sociedad;  y  2?  porqtie  aunque  también  estos 
estuvieran  en  él  comprendidos,  el  arancel  fué  derogado  por  el  artículo 
59  de  la  Constitución.  3 

extiende  al  ser'sicio  públicc,  distingue  los  servicios  prestados  á  la  patria  y  á  la  sociedad,  de  los  que  se 
prestan  de  persona  á  personü,  y  á  éstos  solo  se  contrae-"  Las  disposiciones  antiguas  citadas  califican  este 
trabajo  de  los  ibogsdos  como  servicio  público,  y  es  evidente  que  se  presta  á  la  humanidad,  y  por  lo  mis- 
mo no  es  contrario  sino  que  está  conciüado  con  las  disposiciones  constitucionales,  atendiendo  debida- 
mente á  sus  motivos,  y  por  lo  mismu  los  jueces  federales  no  admitirán  como  excusa  en  el  caso  de  que  se- 
trata  lo  prevenido  en  la  primera  parte  del  art-  o-  =  de  la  Constitución  federal-      ' 

Independencia  y  Libertad.  México-  Agosto  27  de  1869 — Iglesias-"  -Colección  de  Lozano  y  Dublan, 
tom.  10,  pág.  69S.  ,        ,      ■ 

1  "With  US  it  is  a  universal  principie  of  constit-.'tional  law  tbat  the  prisoner  shall  be  allowed  a  de- 
fensebycounsel-  And  generally  it -svill  befound  ihat  the  bi.manity  of  the  law  ñas  liro^aded  that  if  the 
prisoner  is  unable  to  eraploj  counsel-  the  co;-  rt  may  desígnate  some  one  to  defend  him  whc  shall  be  paid 
by  the  govemment:  biit  wben  no  svioh  provisión  is  made,  it  is  a  duty  which  the  counsel  so  designated 
owestohisprofession,  to  the  court  engaged  in  the  trial  and  to  the.caose  of  humamty  and  jnstice,  not 
to  \i  ithhold  his  iissist.ince,  ñor  spare  bis  best  exertions  iu  the  def ense  of  one  who  has  the  do-ible  misfor- 
tune  to  be  striken  by  poverty  and  accused  of  crime-  No  one  is  at  liberty  to  decline  such  an  appomtment, 
andfew,  itis  to  be  hoped,  wouid  be  disposed  to  do  so-"  Cooley-    On  Const-  limit-,  pág-  412,  4- *  edic- 

2  "But  -ne  think  a-coi;rt  has  a  rieht  to  require  the  ser. ice  ^hether  compensation  is  to  be  made  or 
nüt;  and  Ihat  the  counsel  v  ho  should  decline  to  perform  it,  for  no  other  reason  than  tbat  tbe  law-  dees 
not  provide  pecuniary  compensation,  is  un'.>orthy  to  hold  hiS  responsible  office  in  the  admmistration  of  ' 
justice-"  Loe-  cit-.  nota  1.  =« 

3  Nuevo  Código  de  la  Reforma  por  el  Lie  B-  J-  Gi^tiérrez,  tom-  2-  <=> ,  part-  1-  =« ,  pags-  491  y  49J-  No 
está  por  demás  reproducir  "in  estenso"  esa  doctrina-  Despi-és  de  asentar  que  en  materia  civil  los  peritos 
no  están  obligados  á  prestar  sus  servicios  sin  retribución,  continúa  diciendo:  "No  p'iede  decirse  lo  mis- 
mo en  materia  criminal,  para  los  •'reconooimien'os"  que  en  diversos  hechos  les  exigen  las  leyes  vigentes 
de  17  de  Enero  de  1S53,  5  de  Enero  de  1857  y  sus  concordantes,  que  juzgan  necesaria  la  deposición  del 
perito  para  comprobar  el  "cuerpo  del  delito,"  que  es  público  y  afecta  al  común  de  la  sociedad,  o  para 
ocurrir  á  tomar  la  "primera  sangre"  yi  restar  los  primeros  socorros  el  médico  á  los  heridos,  según  he- 
mos visto  }  a  que  tienen  deber  de  hacerlo,  semejante  al  de  boticarios,  parteras,  jueces  del  Estado  civil 
(según  su  reglamento  de  5  de  Septiembre  de  1861,  arts-  34  y  35)  y  otras  autoridades  registradas  en  la  pa- 
gina 143  del  tomo  primero  de  esta  obra:  y  la  rarón  de  esto  es,  que  el  cargo  público  que  ejerceriespeeial- 
mente  los  "facultativos,'  los  beneíicios  que  reportan  según  la  ley  y  la  obligación  que  tienen  de  ejercer 
cumplidamente  su  profesión,  indudablemente  les  imponen  la  obligación  de  auxiliará  la  administración 
de  justicia  con  sus  conocimientos,  en  favor,  repito,  de  la  sociedad  ó  del  bien  común-  En  este  caso  notia- 
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Eeputo  estos  fundamentos  bastantes  á  apoyar  la  teoría  de  que  cuan- 
do la  admiuiptraciÓQ  de  justicia  lo  exig-e,  se  pueden  pedir  á  los  profeso- 
res respectivos  servicios  gratuitos  conforme  á  ese  articulo.  Asi  como  el 
cargo  de  jurado  es  forzoso,  así  como  todo  ciudadano  está  obligado  á 
servir  de  testigfo  en  las  causas  criminales  sin  que  pueda  demandar  re- 
tribución alg-una  por  el  tiempo  que  pierde  en  acudir  al  llamado  de  la 
justicia,  así  deben  también  ser  forzosos  y  gratuitos  los  servicios  de  aque- 
llos profesores  en  los  casos  de  que  he  hablado. 


lY 


¿Pero  quiere  esto  decir  que  tales  servicios  sean  exigibles  sin  regla 
alguna,  sin  proporción,  sin  equidad?  ¿Es  tan  amplia,  tan  ilimitada  la 
teoría  que  he  expuesto,  que  en  virtud  de  ella  pueda  obligarse  á  un  ciu- 
dadano á  ser  sindico  toda  su  vida,  á  servir  de  jurado  por  largos  años; 
que  pueda  compelerse  á  Tin  abogado  á  defender  átodos  losi-eos  pobres, 
á  un  médico  á  reconocer  y  curar  todas  las  heridas?  No,  sin  duda  algu- 
na: si  así  se  entendiera  esa  teoría,  llegaría  hasta  el  absurdo,  chocando á 
la  vez  con  los  principios  de  la  justicia  y  con  los  preceptos  de  la  Consti- 
tución. 

Dice  el  articulo  31  de  ésta:  «Es  obligación  de  tcdo  mexicano:  I.  De- 
fender la  independencia,  el  territorio,  los  derechos  é  intereses  de  su  pa- 
tria: II,  Contribuir  para  los  gastos  públicos  así  de  la  Federación  como 
del  Estado  y  Municipio  en  que  resida,  de  la  'manera  proporcional  y 
equitativa  que  dispongan  las  leyes.)^  Si  la  simple  lectura  de  este  texto 
no  nos  persuade  de  que  la  equidad  y  la  propoción  deben  existir  no  solo 
en  las  contribuciones  .sino  en  los  servicios  públicos,  bastará  recordar  lo 
que  en  su  discusión  pasó,  para  no  poner  en  duda  esa  verdad.  La  Comi- 
sión de  Corstitución  presentó  y  el  Congreso  aprobó  ese  articulo  sin  es- 
tar dividido  en  dos  partes,  como  hoy  existe,  sino  por  el  contrario,  es- 
tando ambas  unidas  por  la  conjunción  «y  »  i  La  misma  razón  de  justicia 
que  obligó  al  Congreso  á  proclamar  el^priucipio  de  que  los  impuestos 
no  se  pueden  exigir  de  una  ó  pocas  personas,  tuvo  para  ordenar  queen 
la  distribución  de  los  servicios  piiblicos  se  procediese  también  con  la 

ne  aplicación  el  repetido  art.  5-  =>,  en  el  que  algunos  facultativos  miserables  é  inhumanos  se  parapetan 
para  no  Cumplir  con  su  obligación,  ó  erigir  salario,  pues  en  la  sesión  de  21  de  Jolio  de  1856  en  que  fué 

■  debatido  el  propio  art- 5- o .  encargándose  el  Congreso  de  esta  cuestión  "¿comprende  el  artículo  en  sa 
latitud  los  trabajos  de  utilidad  común,  las  fatigas  del  vecindario  sobre  limpias  de' caminos,  ríos, 'etc-. 
auxilios  y  trabajos  en  un  incendio  y  demás  servicios  públicos?  se  fijó  la  inteligencia  de  la  misma  dispo- 
sición, erpresando  que  solo  se  concretó  á  los  "trabajos  personales"  que  se  prestan  de  "persona  á  perso- 
na' no_ abrav.ando  "los  deberes  que  se  tienen  para  con  la  sociedad:  porque  estos  servicios  son  cargas  de 
la  patria  y  deberes  naturales  á  que  obligan  el  nacimiento,  la  ci  idadanía,  la  habitación,  etc-"  Rebelados 
algimos  egoistas  médicos  contra  el  artículo  constitucional  en  el  sentido  expresado,  alegan  obstinada- 
mente que  el  arancel  de  honorarios  judiciales  formado  por  la  Suprema  Corte  de  Justicia  en  12  ae  Febre- 
ro de  1S40  (que  en  su  li-gar  se  insertarán  )  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art-  55  de  la  ley  de  23  de  Mayo  de 
1837  en  el  capítUoT-  °  trae  el  honorario  que  debe  pagarse  al  "tasador  de  costas,"  y  en  el  capítulo  9-  °  el 
de  "contadores  partidores  de  herencias  y  demás  contadores  de  depositarios,  peritos  de  minas,  y  peritos 
beneficiadores  de  metales,  artesanos,  intérpretes  y  médicos  cirujanos."  por  formación  de  cuentas,  tra- 
ducciones, reconocimientos,  inspecciones,  disecciones  y  certi .  caciones; y  que  lo  mismo  hay, 

cuando  menos,  que  pagar  á  dichos  peritos  las  cuotas  allí  designadas,  ya  que  se  les  obliga  á  prestar  sos 
servicios;  pero  la  respuesta  á  esta  alegación  interesada  y  poco  honrosa,  es:  I.o,  qjie  el  arancel  cuotizó 
los  servicios  de  "persona  á  persona"  y  aquí  así  se  entendió  y  ha  entendido,  haciendo  efectivas  dichas 
cuotas  "solo"  cuando  ha  habido  "parte  solvente"  sin  que  jamás  en  su  defecto  se  haya  condenado  al  fis- 
co á  que  cubra  el  honorario,  que  debiera  pagar  el  menesteroso,  punto  no  decidido  por  dicho  arancel; 

y 2-  = ,  que  suponiendo  que  dicha  disposición  hubiera  proiJenido  el  pago  de  serjicios  presta- - 

dos  en  general,  aun  á  la  sociedad,  ha  sido  derogada  por  el  artículo  constitucional  (5-  °)  en  el  sentido  ya 
explicado-    Alegan  también  los  expresados  facultativos  poco  escrupulosos,  la  "ley  12,  tít  7-°,lib.  1-^° 

■  de  la  Noy.  Kecop  "  que  los  exceptuó  (á  los  medióos)  de  las  "cargas  consejiles;"  pero  de  esta  disposición 
debe  decirse  que-  considerando  como  carga  consejil  los  servicios  relacionados,  ha  sido  también  derogada 
por'el  artículo  constitucional  repetido;  con  lo  que  es  preciso  que  se  conformen  los  médicos  especialmen- 
te^ que  son  los  más  renuentes,  como  se  han  conformado  el  herrei-o,  sastre,  carpintero,  labrador  y  de- 
más personas,  por  lo  común  de  menor  fortuna  que  aquellos. 

1    Hé  aquí  el  texto  del  artícvslo  anrobado  en  la  sesión  del  26  de  Agosto  de  1856:    "Ks  obligación  d 
todo  mexicano  d-f  ender  la  independencia,  ei  territorio,  el  honor,  los  derechos  é  intereses  de  la  patria  y 
contribuir  para  los  gastos  públicos,  así  de  la  Federación  como  del  Estado  y  Municipio  en  que  resida,  de 
la  manera  proporcional  y  equitativa  que  dispónganlas  leyes."    Zarco-  Obra  cit,,  tomo  2,  °,  pág-  231 
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debida  equidad  y  proporción.    Los  debates  del  Constituyente  dan  testi- 
monio de  que  tal  fué  la  voluntad  del  legislador. 

Es  esta  una  de  las  verdades  que  no  admiten  réplica.  Aponas  se  pue- 
de concebir  una  iniquidad  más  manifiesta  que  la  de  obligar  á  un  corto 
número  de  personas  á  prestar  servicios  piiblicos,  eximiendo  de  ellos  á. 
otra¿  muchas;  porque  la  simple  razón  condena  que  aquellas  se  constitu- 
yan en  servidores  de  éstas,  cuando  la  patria  tiene  derecho  al  servicio  de 
todas.  Por  esto  á  mi  me  parece  tan  injusto  que  el  impuesto  pesara  solo 
sobre  los  ricos,  como  que  el  servicio  militar  se  exija  sóio  de  los  pobres, 
y  por  esto  reputo  por  completo  inconstitucional  el  sistema  de  la  leva^ 
que  sin  regla  y  al  acaso,  y  sin  más  distinción  que  la  que  marca  la  po- 
breza desvalida,  toma  hombres  para  obligarlos  á  servir  en  el  ejército.  Si 
una  ley  como  la  de  Prusia  llamara  á  todos  los  mexicanos  á  ese  servicio, 
nunca  concedería  vo  amparo  á  los  que  no  quisiesen  llevar  las  armas  en 
defensa  de  la  Eepública,  así  como  tampoco  lo  concedería  si  se  adoptase 
para  cubrir  las  bajas  del  ejército,  cualquier  otro  sistema  en  que  hubiera 
proporción  y  equidad.  Por  falta  de  estos  requisitos  esenciales  está  ya 
desde  hace  tiempo  irrevocablemente  condenado  el  servicio  público  mi- 
litar que  se  hace  entre  nosotros  por  el  sistema  de  la  leva. 

Iguales  motivos  hacen  inconstitucional  á  cualquier  otro  servicio  pú- 
blico., en  que  esos  requisitos  falten.  El  cargo  concejil  perpetUvj  ó  que 
durara  tantos  años,  que  por  ese  solo  hecho  pesara  sobre  ciertos  ciuda- 
danos únicamente,  librando  á  los  demás  de  tal  servicio,  pecaría  contra 
el  articulo  31  de  la  Constitución.  Proporción  y  equidad  debñ  haber, 
pues,  en  todos  los  servicios  públicos,  forzosos  y  gratuitos,  ya  sea  que 
los  exija  la  Federación,  el  Estado  ó  el  Municipio,  porque  sin  esas  coadi- 
ciones ellos  son  inconstitucionales.  Y  así  como  procede  el  amparo  con- 
tra la  leva,  solo  porque  la  Federación  exige  el  servicio  militar  sin  pro- 
porción ó  sin  eqiiidad,  así  pi-ocederá  también  ese  recurso  contra  el  Es- 
tado y  Municipio  que  hagan  perpetuos,  ó  al  mtinos  de  duración  indefi- 
nida, los  cargos  concejiles,  los  servicios  públicos  que  deben  repartirse, 
turnarse  entre  todos  los  ciudadanos. 

Aunque  siempre  he  creído  que  la  Constitución  dejó  en  libertad  á  los 
Estados  para  arreglar  su  régimen  interior  del  modo  que  lo  creyesen 
más  conveniente,  retribuyendo  todos  los  servicios  públicos  ó  exigiendo 
algunos  gratuitamente,  nunca  he  entendido  que  esa  libertad  fuera  tan 
amplia  que  llegara  hasta  sancionar  la  iniquidad  de  que  solo  unos  pocos 
individuos  hagan  el  servicio  que  interesa  á  todos,  el  servicio  á  que  to- 
dos están  obligados.  Si  bien  toca  á  las  constituciones  particu'ares  de 
los  Estados,  como  lo  dijo  el  Sr.  Arriaga  en  la  sesión  de  5  de  Septiembre 
de  1856,  determinar  la  retribución  de  los  servicios  públicos  que  necesi- 
te el  Estado,  ó  exijirlos  forzosos  y  gratuitos,  tal  atributo  de  la  soberanía 
local  está  limitado  por  el  artículo  31  citado,  en  el  sentido  de  que  si  es- 
tos servicios  se  piden,  se  han  de  distribuir  con  proporción  y  equidad. 
Ningún  Estado  puede  violar  ese  precepto,  porque  él  comprende  á  la  Fe- 
deración, al  Estado  y  al  Municipio.  / 
'  Apoyado  en  estas  consideraciones,  si  bien  no  dudaré  de  la  constitu.- 
cionalidad  de  una  ley  local  que  ordene  que  ciertos  servicios  públicos 
sean  gratuitos,  cualesquiera  que  sean,  por  lo  demás,  la  importancia  ó 
«ategoria  del  empleo  en  que  ellos  se  presten,  sí  reputaré  contrarias  ala 
Constitución  aquellas  leyes  que  falten  á  las  condiciones  de  equidad  y 
proporción  que  deben  consultarse  en  la  distribución  de  esos  servicios 
gratuitos  y  forzosos.  Hace  poco  tiempo  que  la  Legislatura  de  Colima 
expidió  un  decreto  ordenando  que  los  diputados  sirs^an  sin  sueldo,  y 
ninguna  objeción  constitucional  merece  esa  ley;  pero  sí  la  haría  yo  á  la 
de  cualquier  Estado  ó  de  la  Federación  que  declarara  perpetuos  los  car- 
gos concejiles,  que  los  vinculara  en  ciertas  personas  ó  familias;  que  exi- 
giera servicios  públicos  permanentes,  por  tiempo  ilimitado,  etc.,  etc.; 
porque  lícitos  como  son  estos  cuando  son  proporcionales  y  equitativos. 
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se  convierten  en  inconstitucionales  luego  que  dejan  de  pesar  sobre  la 
masa  de  los  ciudadanos. 


Expuestas  asi  las  opiniones  que  profeso,  no  necesito  ya  decir  que, 
vista  la  ley  de  Chiapas  á  la  luz  de  los  principios  que  he  invocado,  ella  es 
inconstitucional,  y  que  en  consecuencia  es  procedente  este  amparo. 
Basta  citar  sus  disposiciones  conducentes  para  convencerse  de  esas  ver- 
dades. Dice  su  articulo  1.®  esto  literalmente:  «Entretanto  faltan  aseso- 
res titulares  en  el  Estado,  todos  los  abogados  residentes  en  éste,  que 
ejerzan  legalmente  la  abogacía,  están  obligados  á  consultar  á  los  jueces 
de  primera  instancia  en  todos  los  negocios  que  se  versaren  en  los  juz- 
gados respectivos.»  La  falta  de  cumplimiento  de  esta  obligación  está 
castigada  en  el  artículo  7.'^  cón^multas  por  primera  y  segunda  vez,  y 
«con  la  privación  del  título  de  abogados  en  la  tercera.»  El  articulo  10 
exime  de  estas  penas  á  los  abogados  que  sirvan  empleos  públicos. 

Desde  luego  se  nota  que  la  obligación  de  los  abogados  de  Chiapas 
de  asesorar  á  los  jueces,  no  tiene  tiempo  fiio  y  que  puede  prolongarse 
indefinidamente.  No  consta  en  autos  por  cuánto  tiempo  estuvo  vigeni;e 
la  ley  cuando  por  primera  vez  se,  expidió;  pero  sí  se  dice  que  ella  ha  sido 
puesta  nuevamente  en  vigor  desde  1878,  es  decir,  hace  ya  des  años  que 
sobre  los  abogados  de  aquel  Estado  pesa  esa  obligación,  y  no  se  sabe 
todavía  cuál  .será  su  término.  Imponer  tina  carga  concejil  con  ese  ca- 
rácter de  duración  indefinida,  no  es  sin  duda  equitativo. 

Pero  hay  más  aiin:  dice  el  quejoso  que  en  Chiapas  no  exceden  de 
veinte  los  abogados  que  pueden  ser  asesores.  Ellos  son,  pues,  los  que 
hacen  el  despacho  de  todos  los  negocios  civiles  y  criminales  del 
Estado,  supuesto  que  los  jueces  les  consultan,  no  solo  sus  resolucio- 
nes definitivas,  sino  sus  providencias  interlocutorias.  Esto  con  eviden- 
cia no  guarda  la  proporción  con  que  todos  los  ciudadanos  deben  llevar 
los  servicios  ó  cargos  públicos  forzosos  y  gratuitos,  porque  mientras 
esos  pocos  abogados  están  constantemente  consagrados  á  la  adminis- 
tración de  justicia,  todos  los  demás  habitantes  del  Estado  están  libres 
hasta  de  contribuir  para  los  gastos  que  ella  ocasiona. 

Me  bastan  estas  consideraciones  para  afirmar,  segrin  los  principios 
que  antes  he  expuesto,  que  se  debe  conceder  el  amparo  que  se  ha  pedi- 
do, en  virtud  de  exigirse  un  servicio  forzoso  sin  proporción  y  equidad. 


VI 


Hay  todavía  que  encargarse  de  otra  cuestión  importante.  La  ley  del 
Estado  de  Chiapas  no  ha  entendido  exigir  un  servicio  gratuito,  puesto 
que  ha  creído  remunerarlo  debidamente.  Su  articulo  6.  °  dispone  que 
en  los  negocios  civiles,  los  abogados  asesores,  en  compensación  de  su. 
trabajo,  perciban  los  honorarios  designados  en  el  arancel  de  15  de  Ene- 
ro de  1840.  «cubriéndolos  las  'partes  litigantes,»  y  que  en  los  criminales 
solo  cobren  la  cuarta  parte  de  derechos,  haciendo  el  pago  la  Hacienda 
pública  ucuando  el  reo  no  tenga  posibilidad  de  verificarlo.»  A  pesar  de 
ese  precepto  de  la  ley,  yo  he  creído  que  en  este  caso  no  se  trata  sino  de 
un  servicio  piiblico  gratuito  y  forzoso,  y  que  la  cuestión  que  este  ampa- 
ro entraña  no  se  le  puede  considerar  sino  bajo  el  aspecto  que  yo  la  he 
visto,  sin  tomar  en  cuenta  esa  retribución  señalada  en  la  ley. 

El  articulo  17  de  la  Constitución  ordena,  que  «la  justicia  será  gratui- 
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ta,  quedando  en  consecuencia  al>olidaslas  costas  judiciales.»  Contratan 
expreso  mandato,  la, ley  de  Chiapas  ha  pretendido  que  las  2)artes  liti- 
gantes paguen  honorarios  á  los  asesores;  más  aún,  que  los  mismos  reoa 
satisfagan  la  cuarta  parte  de  lo»  derechos  del  arancel.  No  necesito  de- 
cir mucho  para  probar  que  estos  pagos  son  las  costas  que  abolió  el  ar- 
ticulo 17  citado.  Me  bastará  solo  recordar  que  esta  Suprema  Corte  ha 
varias  veces  declarado  que  el  articulo  49  de  la  ley  de  22  de  Mayo  de 
1834  es  inconstitucional  en  la  parte  que  dispone  que  los  litig-antes  pa- 
guen los  derechos  que  devengue  el  escribano  que  sustituya  al  titular. 
Si  tal  disposición  de  ese  defecto  adolece,  la  ley  de  Chiapas  no  puede  en. 
manera  alguna  escaparse  de  merecer  esa  calificación. 

Y  siendo  esto  así,  se  comprende  luego  que  la  compensación  que  se- 
ñala es  meramente  nominal,  porque  los  asesores  u^  tienen  derecho  de 
exigirla  contra  el  precepto  constitucional.  Los  tribunales  de  Chiapas 
mismos,  y  no  hablo  ya  de  los  federales,  no  pueden,  no  deben  obligar  á. 
las  partea  litigantes^  verificar  esos  pagos,  porqiie  aunque  la  ley  les 
manda  que  lo  hagan,  el  artículo  126  de  la  Constitución  se  los  prohibe, 
ordenándoles  que  se  arreglen  á  ella  á  pesar  de  las  disposiciones  en  con-' 
trario  que  pueda  haber  en  las  leyes  de  los  Estados. 

Basta,  pues,  que  el  litigante  pida  amparo  cuando  el  cobro  de  hono- 
rarios se  le  exija-,  menos  aún,  basta  que  los  jueces  de  Chiapas  compren- 
dan el  deber  que  tienen  de  obedecer  la  Constitución  antes  que  á  las  le- 
yes del  Estado  que  la  contrarían,  para  que  la  compensación  señalada  á 
los  trabajos  de  los  asesores  desaparezca  por  completo.  Compensación 
que  se  concede  infringiendo  un  precepto  constitucional,  compensación 
que  con  la  ley  que  la  establece,  tienen  que  reputar  mda  los  tribunales 
federales  y  aún  los  locales,  no  es  el  pago  que  retribuye  los  servicios, 
profesionales. 

Y  esta  Suprema  Corte  no  puede  ver  la  cuestión  capital  de  este  am- 
paro sino  por  este  lado.  Por  más  que  la  ley  que  tanto  me  ha  ocupada 
diga  que  la  asesoría  que  establece  es  un  servicio  público  retribuido,  lue- 
go que  esta  Corte  vea,  como  lo  ha  visto,  que  esa  retribución  se  toma  de 
la  creación  de  las  costas  judiciales,  está  en  el  estrecho  deber  de  decla- 
rar que  estas  no  se  pueden  cobrar  con  pretexto  alguno,  y  que  aquel 
servicio  queda  en  la  categoría  de  forzoso  y  gratuito. 

Demostrada  esta  final  consecuencia,  y  probado  también  que  en  ese 
servicio  no  hay  ni  proporción  ni  equidad,  creo  haber  fundado  el  voto 
que  daré  concediendo  el  amparo  por  los  motivos  que  he  expuesto. 


La  Suprema  Corte  pronunció  esta  sentencia^ 


México,' Agosto  16  de  1880.— Visto  el  recurso  de  amparo  que  ante  eí 
Juez  de  Distrito  de  Chiapas  instauró  el  Lie.  Emilio  Rabasa,  contra  la 
providencia  dictada  por  el  Tribudal  Superior  del  Estado,  en  virtud  de 
■)a  cual  le  impuso  una  multa  de  veinticinco  pesos  por  haber  resistido  á 
asesorar  al  Juez  del  departamento  de  Tuxtla,  en  una  causa  criminal, 
con  cuya  providencia  considera  el  promovente  que  se  ha  violado  en  su 
pei'juicio  la  garantía  consignada  en  la  primera  parte  del  artículo  5.  '^ 
constitucional.  Visto  el  fallo  del  Juez  de  Distrito,  fecha  24  de  Marzo  del 
corriente  año  en  que  se  deniega  el  amparo  solicitado,  y 

Considerando,  1.  °:  Que  la  autoridad  responsable  apoya  el  acto  re- 
clamado en  la  ley  local  de  15  de  Enero  de  1861,  que  dice  textualmente 
en  su  articulo  1.  ° :  "que  entretanto  faltan  asesores  titulares  en  el  Esta- 
''do,  todos  los  abogados  residentes  en  éste,  que  ejerzan  legalmente  la, 
"abogacía,  están  obligados  á  consultar  á  los  jueces  de  primera  instancia. 
*'en  todos  los  negocios  que  se  versen  en  los  juzgados  respectivos;"  e». 
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el  articulo  7.  ^  :  "que  la  falta  de  cumplimíente  de  esta  obligación,  será 
"castig-aaa  con  multa  por  la  primera  y  segunda  vez,  y  con  la  privación 
"del  titulo  dp  abogado  en  la  tercera;'"'  y  en  el  articulo  10:  "que  están 
"exentos  de  estas  penas  los  abogados  que  sir/an  empleos  públicos:" 

Considerando,  2. '=':  Que  esta  disposición  es  anticonstitucional,  en 
virtud  de  que  la  obligación  que  impone  á  los  abogados  de  Chiapas  de 
asesorar.álosjuecesno.tiene  tiempo  fijo, y  por  lo  mismo  puede  prolongar- 
se indeñüidameiite,  pues  si  es  que  ella  ha  sido  puesta  nuevamente  en 
vigor  desde  iS78;  claro  es  que  hace  ya  dos  años  que  sobre  los  abogados 
del  Estado  pesa  esa  obligación,  sin  saberse  todavía  cuál  será  su  térmi- 
co, y  que  imponer  una  carga  onerpsa  con  ese  carácter  de  duración  in- 
definida, uu  es  sin  duda  equitativo:  que,  por  otra  parte,  el  quejoso  alega 
el  hecho  no  negado  por  la  autoridad,  sobre  que  en  Chiapas  no  exceden 
de  veinte  los  abogados  que  pueden  ser  asesores,  de  lo  que  se  deduce 
que  ellos  son  los  qixe  hacen  el  despacho  de  todos  los  negocios  civiles  y 
criminales  del  Estado,  supuesto  que  los  jueces  les  consiiltanno  solo  sus 
resoluciones  definitivas,  sino  también  las  interlocutarias,  resultando  de 
ahi  con  evidencia  que  esto  no  guarda  la  proporción  con  que  todos  los 
ciudadanos  deben  llevar  los  servicios  ó  cargos  públicos  forzosos  y  gra- 
tuitos, porque  mientras  esos  pocos  abogados  están  constantemente  con- 
sagrados á  la  administración  de  justicia,  los  demás  habitantes  del  Esta- 
do están  libres  hasta  de  contribuir  para  los  gastos  que  ella  ocasiona: 

Considerando,  3°:  Que  no  obstante  que  la  citada  ley  local  dispone 
en  su  articulo  59  que  en  los  negocios  civiles  los  abogados  asesores  perci- 
ban en  compensación  de  su  trabajo  los  honorarios  designados  en  el 
arancel,  cubriéndolos  las  partes  litigantes,  y  que  en  los  criminales  sólo 
cobren  la  cuarta  parte  de  derechos,  haciendo  el  pago  la  Hacienda  pú- 
blica, cuando  el  reo  no  temja  posibilidad  d!eüe;"¿/¿car¿o;;la  verdadesque 
el  servicio  que  se  exige  es  forzoso  y  gratuito,  puesto  que  la  retribución 
que  se  establece  es  puramente  nomiiial  y  nugatoria,  por  ser  inconcusa 
que  semejantes  pagos  son  las  costas  judiciales  abolidas  por  el  artículo 
17  constitucional,  razón  por  la  que  los  tribunales  de  Chiapas  no  pueden, 
obligar  á  los  litig-antes  á  verificar  esos  pagos,  porque  si  bien  el  referido 
artículo  59  los  autoriza  al  efecto,  el  12tí  de  la  Constitución  se  lo  prohibe, 
ordenándoles  que  se  arreglen  á  q\\&  ú  pesar  de  las  disposiciones  que- 
en  contrario  pueda  haber  en  las  leyes  de  los  Estados: 

Considerando,  4? :  Que  por  lo  expuesto  queda  demostrado  que  con 
la  ley  locai  en  que  la  autoridad  responsable  funda  sus  procedimientos,. 
se  han  infringido  los  artículos  17  y  31  de  la  Constitución  general; 

Per  estas  coi  sideraciones  y  con  arreglo  á  los  artículos  101  y  102  de 
la  misma  Constittición,  se  revoca  el  mencionado  fallo  del  Juez  de  Dis- 
tritOi,  y  en  consecuencia  se  declara:  i 

Que  la  justicia  de  la  Unión  ampara  y  protege  al  C.  Lie.  Emilio  Ea- 
basa,  contra  el  acto  de  que  se  queja. 

Devuélvanse  ios  autos  al  Juzgado  de  su  origen,  con  copia  certifica- 
da de  esta  sentencia;  publíquese  y  archívese  á  su  vez  el  Toca. 

Asi  por  unanimidad  de  votos  en  cuanto  á  la  sentencia  y  por  mayo- 
ría respecto  de  sus  fundamentos,  lo  decrataron  los  ciudadanos  Presi- 
dente y  Ministros  que  formaron  el  Tribunal  pleno  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  de  los  Estados -Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — Ignacio  L. 
Vallarta.— Manuel  Alas.— Miguel  Blanco.— J.  M.  Bautista. — Eleuterio- 
Avila. — José  Manuel  Saldaña. — P.  Ortiz. — José  Eligió  Muñoz. — Enri-- 
que  Landa,  Secretario. 


COMPETENCIA  SUSCITADA 

ENTRB  El,  JUEZ  üE  DISTRITO  y  ei.  LOCAL  DEL  ESTADO  de  TABASCO  - 

PARA  CONOCER  DE  LOS  JUICIOS  PROMOVIDOS 

Á  CONSECUENCIA  DE  LA  COLISIÓN 

DE  L  03  VAPORES  «FÉNIX»  y  «FRONTERA»  EN  Ei<  RIO  GRIJ  ALVA. 

¿La  colisión  dedos  vapores  nacionales  en  un  rio  es  caso  de  almirantazgo? 
¿Cae  bajo  el  imperio  de  la  ley  internacional  el  juzgar  de  esa  clase  de  colisio- 
nes? ¿Puede  el  Congreso  federal  regular  el  comercio  y  navegación  interiores, 
y  legislar  sobre  la  policía  de  los  tios  que  corran  solo  por  el  territorio  de  un  • 
Estado? 


El  Lie.  D.  Fernando  Duque  de  Estrada,  en  representación  de  los  Seriares  ■ 
Romano  hermanos,  co7i signatarios  del  vapor  ^Eéni.v,n  demandó,  en  14.  de 
Agosto  de  1879,  ^  ^os  Sres.  Bulnes  hermanos  como  consignatarios  del  vapor 
v^Lrontera,^^  por  la  cantidad  de  $8,000  en  que  estima  aquel  vapor,  perdido  en 
la  colisión  qxie  eritre  los  dos  hubo  en  el  rio  Gtijalva  en  la  noche  del  24  de  Julio 
anterior.  El  Juez  de  Distrito  de  Tabasco,  ante  quien  esa  demanda  se  llevó . 
como  caso  de  almirantazgo,  se  declaió  incompetente  para  conocer  de  ella,  ne- 
gándole ese  carácter  por  auto  de  23  de  Septiembre  de  i8jg.  EL  Magistrado  de 
Circuito  de  Yucatán,  ante  qziienjué  el  negocio  e7i  apelación,  revocó  ese  auto 
en  22  de  Marzo  de  18S0,  juzgando  que  el  asunto  perient  ce  á  la  jurisdicción 
de  almirantazgo.  De  esa  providencia  suplicó  el  Promotor Jiscal,  y  se  eleva- 
ron los  autos  al  conocimiento  de  la  ya  Sala  de  la  Corte  para  que  decidiera  en 
última  instancia  el  articulo  de  competencia. 

Mientras  este  asunto  seguía  esos  trámites,  el  mismo  Lie.  Duque  de  Es- 
irada,  con  fecha  28  de  Agosto  de  i8jg,  demaiidó  criminalmente  ante  el  mis- 
mo Juez  de  Distrito  al  capitán  del  vapor  ^Er antera, -'i  Miles  Hannah,  coma 
autor  del  siniestro  que  causó  la  pérdida  de  algunas  vidas.  Pero  recusado  el 
juez  par  aquel  mismo  letrado  en  2g  de  Septiembre  de  j8jg,  pasó  el  negocio  ■ 
al  conocimiento  del  Juez  de  Distrito  de  Campeche,  el  que  se  declaró  desde 
luego  competente,  y  ofició  al  juez  local  de  Tabasco  para  que  se  inhibiera  de 
conocer  en  él,  anunciándole  la  competencia  si  así  na  lo  hacía.  Aceptada  por 
éste  y  sustanciada  en  forma,  se  sujetó  á  la  decisión  de  la  /a  Sala  de  la_  Corte 
en  los  términos  prevenidos  por  la  ley.  La  Sala  discutió  en  varias  audiertcias 
largamente  ambos  negocios,  tanto  el  que  estaba  á  su  conocimiento _  por  el  re- 
curso de  súplica,  como  el  que  había  venido  por  la  vía  de  competencia,  fallando 
ambos  en  la  audiencia  de  26  de  Agosto  de  1880.  Las  razones  alegadas  para 
sostener  la  competencia  federal,  están  bien  expresadas  en  el  informe  delftiez 
de  Distrito  de  Campeche,  y  es  convenietiie  conocer  esta  pieza  de  los  autos  pa- 
ra juzgar  de  este  negocio.    Dice  así: 

«República  Mexícaiía.— Juzgado  de  Distrito  del  Estado  de  Campe- 
che.—R.  Sala  la  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia.— Teiigo  el  honor  i,e 
informar  á  esa  Sala  sobre  la  competencia  de  conocer,  que  con  fecha  1'.' 
de  Octubre  último  entabló  el  C.  Juez  de  primera  instancia  de'  la  capi- 
tal del  Estado  de  Tabasco,  con  motivo  del  abordaje  ocurrido  en  la  ma- 
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-drugada  del  24  de  Julio  del  corriente  año,  en  el  rio  Grijalva  del  referi- 
do Estado,  entre  los  vapores  nacionales  «Frontera»  y  «Fénix »  Antes  de 
entrar  en  el  fondo  de  la  cuestión,  haré  notar  que  conocí  en  la  acusa- 
ción presentada  contra  el  capitán  del  «Frontera,»  por  los  parientes  de 
las  victimas  de  aquel  siniestro,  por  recusación  del  Juez  de  Distrito  de 
Tabasco.  Aunque  en  mi  auto  de  13  de  Octubre,  constante  á  fojas  20  á  21 
de  estas  diligencias,  fundé  con  alguna  detención  mi  competencia,  apro- 
vecharé ahora  la  coyuntura  que  me  ofrece  el  deber  que  me  impone  la 
ley,  de  emitir  este  informe  para  sustentarlo  más  sólido  y  extensamente. 
Cuatro  fueron  las  razones  principales  en  que  me  apoyé  para  iniciar  la 
competencia  en  el  abordaje  de  los  vapores  «Frontera»  y  «Fénix,»  al  Juez 
de  primera  instancia  de  la  capital  de  Tabasco.  Ampliaré  cada  una  de 
ellas  sépsradamente,  á  lin  de  que  esa  resoetable  Sala  se  persuada  de 
la  iegilimidad  de  mi  jurisdicción. 

«Primera:  La  fracción  I,  art.  97  de  la  Constitución  general  de  5  de 
Febrero  de  1807:  dispone  este  precepto  constitucional  que  los  tribunales 
de  la  Federación  conocerán  de  las  controversias  que  se  susciten  sobre 
el  cumplimiento  y  aplicación  de  las  leyes  federales.  Con  arreglo  á  esta 
prescripción  tan  terminante  del  Código  fundamental  de  la  Nación,  en 
todas  las  cuestiones  judiciales,  ó  lo  que  es  igual,  en  todos  los  juicios  pa- 
ra cuya  decisión  sea  necesario  aplicar  leyes  federales,  ningún  tribunal 
que  uo  sea  de  la  Federación  tiene  facultad  de  conocer.  Ahora  bien;  en 
el  caso  de  los  vapores  «Fénix»  y  «Frontera,»  por  más  que  se  quiera  sos- 
tener lo  contrario,  no  pueden  ser  aplicadas  otras  leyes  que  las  federales, 
tanto  porque  en  ninguno  de  los  códigos  del  Estado  de  Tabasco  está  pre- 
visto el  caso,^  cuanto  porque  siendo  éste  de  derecho  marítimo,  según  se 
demostrará  á  su  debido  tiempo,  no  puede  entenderse  comprendido  eu 
ninguna  disposición  legal  de  dicho  Estado,  puesto  que  los  Estados  no 
pueden  legislar  sobre  tales  materias,  que  están  reservadas  al  Poder  Le- 
gislativo de  la  Unión,  por  la  fracción  XV  del  artículo  72  de  la  Carta 
fundamental  de  la  Eepública.  Si  esto  es  una  verdad,  como  indudable- 
mente lo  es,  la  consecuencia  debida,  natural  y  lógica,  no  puede  ser  otra 
-sino  la  de  que  la  autoridad  judicial,  local  del  Estado  de  Tabasco,  no 
puede  conocer  del  siniestro  en  cuestión, sin  invadir  las  atribuciones  del 
Poder  Judicial  de  la  Federación,  á  quien,  según  se  ha  dicho,  comete 
exclusivamente  la  Constitución  la  facultad  de  resolver  las  controversias 
sobre  aplicación  de  leyes  federales.  Inútil  me  parece  en  este  punto  de- 
tenerme á  fundar  que  en  el  proceso  criminal  que  deba  seguirse  al  ca- 
pitán del  vapor  «Frontera.»  ya  sea  de  oficio,  en  desagravio  de  la  vindic- 
ta publica,  ya  por  virtud  de  la  acusación  que  contra  él  han  entablado 
ios  deudos  ó  parientes  de  las  victimas  que  produjo  el  abordaje,  ha  de 
haber  una  verdadera  controversia.  Incuestionablemente  desde  el  ins- 
tante eu  que  el  juicio  criminal  llegue  á  plenario,  la  controversia  se  es- 
tablecerá entre  el  acu.-ado  ó  su  defensor, y  los  acusadores  ó  el  Ministe- 
rio publico:  uo  se  decidirá,  por  tanto,  el  asunto,  lisa  y  llanamente,  sino 
en  juicio  contradictorio;  no  se  tratará  bcncillamente  de  aplicar  las  leyes 
federales,  sino  de  resolver  cuáles  y  cómo  han  de  aplicar.-e  al  caso;  ha- 
brá, por  lo  mismo,  contención  entre  partes  iguales  legitimas,  y  la  deter- 
minación de  los  tribunales  no  será  uaa  providencia  meramente  econó- 
mica; será,  sí,  el  juicio  concienzudo,  legal  y  afinado  de  la  autoridad, 
apreciando  las  raaoncs  de  las  dos  partes  contendientes  y  definiendo  y 
sancionando  los  derechos  de  cada  una.  Habiendo  ó  debiendo  haber, 
por  consiguiente,  controversia,  y  debiendo  rolar  ésta  sobre  aplicación 
de  leyes  federales,  nadie  puede  dejar  de  convenir  que  en  el  caso  del 
\^  abordaje  referido,  sólo  tienen  competencia  legitima  los  tribunales  de  la 
Federación,  y  por  lo  tanto,  nadie  podrá  tampoco  contestar  la  jurisdic- 
ción del  Juzgado  de  Distriro  de  Tabasco,  en  cuya  sustitución  he  co- 
menzado yo  á  conocer  en  dicho  asunto,  y  he  provocado  competencia  al 
Juez  local  de  la  capital  de  aquel  Estado. 
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«Segunda:  Lafraccióa  II  del  artículo  97  de  la  Constítucióa,  es  el 
segundo  y  más  robusto  fundamento  de  mi  competencia  en  el  siniestro 
ocurrido  en  el  río  Grijalva.  En  virtud  de  esa  prevención  constitucio- 
nal, está  reservado  á  los  tribunales  federales  el  conocimiento  de  las  con- 
troversias que  versen  sebre  derecho  maritimo;  en  consecuencia,  si  lo- 
gro demostrar  que  el  abordaje  de  los  vapores  «Fénix»  y  «Frontera»  da 
ocasión  á  una  controversia  de  derecho  marítimo,  habré  conseguido  ha- 
cer patente  que  sólo  los  tribunales  de  la  Federación  pueden  conocer 
de  él.  Ya  antes  he  dicho  que  tratándose  del  fatal  acontecimiento  ocu- 
rrido entre  aquellas  embarcaciones,  la  contruversia  judicial  es  inevita- 
tole,  tanto  porque  ya  los  parientes  de  las  victimas  han  comenzado  á  ejer- 
citar sus  acciones  contra  el  capitán  del  vapor  «Frontera,»  cuanto  por-, 
que,  aunque  tales  personas  hubieran  prescindido  de  usar  de  6us  dere»  ■ 
chos,  la  vindicta  pública  no  hubiera  podido  permanecer  tranquila  é  im- 
pasible ante  un  hecho  que  ha  conmovido  hoadamente  á  la  sociedad.   Y 
como  desde  el  punto  en  que  los  parientes  de  la**  victimas  han  formada 
su  acusación,  y  en  caso  de  que  no  lo  hubieran  hecho,  desde  el  instante 
en  que  la  justicia  hubiera  comenzado  de  oficio  sus  procedimientos,  el 
capitán  y  los  tripulantes  del  «Frontera,»  y  acaso  del  «Fénix,»  tenían  ó 
tienen  que  contentar  á  los  cargos  que  se  les  dirijan  y  que  ponerse  eu 
•estado  de  defensa,  evidente  es  que,  bajo  cualquier  aspecto  que  la  cues- 
tión quede  planteada,  la  controversia  judicial  es  ineludible,  y  por  lo 
mismo  se  trata  de  inquirir  si  esa  controversia  versará  sobre  derecho 
marítimo,  ó  lo  que  es  idéntico,  si  el  caso  se  ha  de  juzgar  ó  resolver  con- 
foi-me  á  las  leyes  de  mariua.    Conviene,  para  mejor  dilucidar  cuestióu 
tan  grave,  saber  qué  entendieron  los  legisladores  constituyentes  por 
derecho  marítimo,  ya  que  ellos  fueron  quienes  usaron  de  esa  frase  ai 
señalar  las  atribuciones  de  los  tribunales  federales. 

La  fracción  Xíl  del  artjcr.Io  4  .®  del  proyecto  de  Cctistitución  some- 
tido á  la  deliberación  del  Soberano  Congreso  Constituyente,  decía  á  la 
letra:  «Para  reglamentar  el  m®do  en  que  deban  expedirse  las  patentes 
de  corso,  para  declarar  buenas  ó  malas  las  presas  de  mar  y  tierra  y  pa- 
Ta  establecer  el  derecho  marítimo  de  paz  y  guerra.»  En  la  discusión  ha- 
bida sobre  dic^^a  fraccióu  en  la  sesión  de  19  de  Octubre  de  1856,  el  dipu- 
tado Villalobos  combatió  lo  relativo  al  corso  y  á  la  declaración  sobre  bue- 
nas ó  malas  presas,  pero  aceptó  la  última  parte  de  la  fracción  citada, 
referente  á  la  facultad  del  Congreso  de  la  Unión  para  establecer,  el  de- 
recho marítimo-,  el  Sr.  Zarco,  combatiendo  toda  la  fracción,  ridiculizó  su 
última  parte,  fundado  en  que  si  el  gobierno  de  un  país  se  cree  autori- 
zado para  establecer  el  derecho  marítimo,  se  creerá  también  para  esta.- 
'blecer  el  derecho  de  gentes,  el  derecho  internacional,  etc.,  y  concluya' 
expresando  que  el  derecho  marítimo,  como  todos  los  derechos  que  nor- 
man las  relaciones  de  las  diversas  naciones  entre  sí,  no  puede  estable- 
cerse sino  por  convenios  entre  ellas,  por  el  asentimiento  tácito  ó  explí- 
cito de  todos  los  pueblos  civilizados:  el  Sr.  Barrera  defendió  la  úljtima- 
parte  de  la  fracción  puesta  á  debate,  diciendo  que  hay  un  derecho  marí- 
timo internacional  y  otro  derecho  maritimo  i)iti^rior,  al  cual  se  refería 
la  fracción  debatida-,  y  excitado  por  el  Sr.García  Granados  paraquedeli- 
niera  el  derecho  mai-ítimo  interior,  dijo:  que  cada  nación  tiene  la  facul- 
tad de  proclamar  en  sus  leyes  los  principios  que  juzgue  conveniente^ 
adoptar,  y  d  esto  se  ha  referido  al  hablar  de  derecho  maritimo  inte- 
rior:  el  diputado  Ruiz  pidió  que  se  reformara  la  última  parte  de  hx 
fracción  en  estos  términos:  «Para  expedir  leyes  relativas  al  derecho  ma- 
rítimo de  paz  y  guerra;»  y  habiendo  adoptado  esta  enmienda  la  Comi- 
sión, continuó  el  debate.  En  él  el  diputado  Ampudia  combatió  la  última 
parte  reformada,  refiriéndose  simplemente  á  las  objeciones  del  Sr.  Zar- 
co, el  Sr.  Mata,  miembro  de  la  Comisión,  expuso  que  toda  nación  puede; 
'expedir  las  reglas  que  adopte  en  el  derecho  maritimo,  bien  por  medio, 
de  tratados,  ó  por  medio  de  leyes  interiores  que  promulgue  conform^eí 
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é  la  Constitución:  el  Sr.  Zarco,  insistiendo  en  sus  anteriores  argumen- 
tos, volvió  á  ridiculizar  la  última  parte  de  la  discutida  tracción,  y  ver- 
tió estas  palabras:  «El  Sr.  Barrera  ha  ha'^lado  del  derecho  maiitimo  in- 
terior, verdadero  descubrimiento,  verdadera  novedad  eii  la  ciencia  y 
punto  incomnrensibie,  si  su  señoría  no  se  refiere  á  los  lag-os  de  «Chapa- 
la»  y  de  «Te.vcoco.»  El  Sr.  diputado  Arriaga,  miembro  de  la  Comisión^ 
replicando  ai  Sr.  Zarco,  dijo:  «Aunque  no  hay  un  derecho  marítimo  in- 
teri^i,  es  ío„üí^cu£o  que  es  atributo  de  la  soberanea  de  cada  nación  le- 
gisl-'-r  acerca  del  dominio  de  cie7'tos  mares  y  de  las  reglas  que  en  ellos 
han  de  obset?\.rse.»  Lc;yó  en  seguida  un  pasaje  del  Diccionario  político, 
en  que  se  expii'.a  la  diferencia  que  hay  entre  la  alta  mar  y  los  mares 
teri  itnriales,  sujetos  en  todo  á  la  jurisdicción  del  país  en  cuya  posesión 
están,  y  concluyó  diciendo  que  eu  ese  sentido  sostenía  el  artículo.  Fi- 
nalmente, el  Sr"  Barrera,  contestando  también  al  Sr.  Zarco,  cerró  el  de- 
l)ate  exponiendo  que  parecía  que  se  dudaba  de  que  el  derecho  maríti- 
mo «ea  nacido  de  los  principios  proclamados  en  las  leyes  de  cada  na- 
ción, cosa  que  puede  verse  en  Azuni,  Wheaton  y  otros  autores.  La  frac- 
ción discutida  reformada  en  los  términos  propuestos  por  el  Sr.  Ruiz,  fué 
aprobada  por  55  votos  contra  25.  (Zarco,  Historia  del  Congreso  Consti- 
tuyente, tomo  IT,  páginas  419  á  425.) 

"Eesumiendo  los  términos  de  la  discusión  habida  en  el  seno  del  Con- 
greso Constituyente,  con  motivo  déla  fracción  XI  del  artículo  64  del 
proyecto  de  Constitución,  que  es  la  fracción  XV  del  artículo  72  de  nues- 
tro actual  Código  político,  se  llega  á  estas  evidentes  conclusiones:  1.° 
Que  prevalecieron  en  el  debate  las  •opiniones  de  los  señores  diputados 
Arriaga,  Euiz,  Villalobos,  Mata  y  Barrera;  contra  los  de  los  señores 
Zarco,  García  Granados  y  Ampudia,  que  negaban  á  la  Naciónel  de- 
'  recho  ,de  legislar  sobre  puntos  de  derecho  jmaritimo.  2..°  Que  por 
lo  tanto,  el  espii1*tu  de  la  mayoría  del  Congreso,,  si  bien  convino  en  que 
la  República  no  tenia  facultad  para  establecer  derecho  marítimo,  como 
se  consultaba  ea  el  primitivo  proyecto,  sí  le  reconoció  la  facultad  de 
dictar  leyes  sobre  puntos  relativos  á  ese  propio  derecho.  3.°  Que  por 
derecho  marítimo  entendió  la  mayoría  de  los  legisladores  constituyen- 
tes, todo  lo  concerniente  á  los  mares  territoriales  en  que  la  nación  ejer- 
ce un  dominio  exclusivo,  ó  como  dice  el  Diccionario  político,  sujetos 
eu  todo  d  la  jurisdicción  del  país  en  cuya  posesión  están.  Sentados  es- 
tos precedentes,  es  fácil  ya  determinar  si  el  abordaje  de  los  vapores . 
«Fénix»  y  «Frontera»  acaecido  en  el  río  «Grijalva,»  es  caso  de  derecho 
marítimo,  tal  como  comprendieron  á  éste  los  legisladores  constituyen- 
tes, ó  lo  que  es  igual,  si  el  derecho  marítimo  á  que  la  Constitución  se 
refiere  abraza  hatta  los  casos  ocurridos  en  los  ríos  navegables.  Suficien- 
te es  á  este  propósito  examinar  si  los  citados  ríos  forman  parte  del  mar 
territorial,  ó  son  otros  tantos  mares  territoriales  de  cada  nación.  Los- 
priacipios  reconocidos,  aceptados  y  proclamados  por  el  derecho  inter- 
nacional, no  pueden  ser  más  decisivos  y  terminantes  en  la  materia. 

Desde  Grocio  hasta  Bluntschli  y  desde  el  célebre  autor  de  la  diplo- 
macia de  la  mar  hasta  el  distinguido  piiblicista  yucateco  D.  Justo  Sierra, 
en  su  preciosa  obrita  titulada  «Derecho  marítimo  internacional,»  todos,  to- 
dos los  escritores  antiguos  y  modernos  de  todas  las  nacionalidades  de 
Europa  y  América  que  han  tratado  el  asunto,  han  convenido  unánimes 
en  que  los  naturales  limites  de  un  Estado,  son  las  orillas  del  mar  que 
baña  sus  costas;  pero  que  existe  una  linea  imaginaria  llamada  de  respe- 
to, que  la  costumbre  y  los  tratados  han  reconocido  á  cada  Estado  litoral 
para  hacer  más  eficaz  la  protección  de  sus  costas,  permitiéndole  trazar 
esa  línea  á  una  di.stancia  coacenieate  en  el  iiduriur  del  mar,  cuya  dis- 
tancia, siguitudo  ti  principio  de  Wlieatun  de  que  terree  duminium  fi- 
nitur  ubi  /mitur  ariaorum  ots.  !?e  ha  fijado  por  todas  las  naciones  eu 
una  legua  marítima  ae  ia  cuota  hacia  dentro  del  mar.  Pues  bien,  esod . 
mismotí  uutoxes,  entre  los  que  ae  distinguen  los  uotabies  publicistaíS  Pi- 
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ñeiro  Ferreira,  Marteas,  Gi'ocio  y  Bluntschli,  sostienen  igualmente  la 
doctrina  de  que  la  jurisdicción  litoval  que  ejercen  las  naciones  pobre  el 
espacio  com|jrendido  entre  sus  costas  y  dicha  linea  de  respeto,  la  ejer- 
cen de  la  miüma  manera  sobre  los  ríos,  lagos,  golfos,  puertos,  estrechos 
y  bahias  de  sus  respectivos  territorios.  (Sierra,  «Derecho  marítimo  iii- 
teruacioiial,»  sección  2.  '^  ,  párrafos  15  y  16;  Blas  Gutiérrez,  «Código  de  la 
Reforma,»  tomo  I,  páginas  357  y  358.)  Y  si  se  ocurre  á  los  tratado»  cele- 
bradoí5  entre  las  naciones  de  Europa  y  América,  y  aun  los  de  nuestra 
R-epública  con  las  potencias  extranjeras,  se  encontrará  confirmada  aque- 
lla doctrina,  porque  en  todos  ellos  se  verá  que  al  hablarse  de  mar  terri- 
torial, se  eispecificau  entre  puertos,  golfos  y  demás  parajes,  los  riüs  de 
las  naciones  contratantes,  con  lo  cual  los  equiparán  al  mar  territorial 
propiamente  dicho. 

Pueden  consultarse  á  este  respecto  los  diversos  tratados  de  ]\íéxico 
con  los  Estados  Unidos  del  Norte  y  algunas  potencias  europeas,  colee 
clonadas  al  final  de  la  obra  de  Bluntschli,  traducida  por  el  Sr.  Di;;z  Co- 
varrubias. 

Visto  que  tanto  por  el  derecho  internacional  positivo,  cuanto  por  las 
teorías  de  los  autores  que  sobre  la  materia  han  escrito,  los  rios  y  les  la- 
gos navegables  están  sometidos  á  la  jurisdicción  litoral  de  las  naciones 
en  cuyo  territorio  se  hallan,  en  los  mismos  términos  que  la  porción  de 
agua  llamada  propiamente  mar  territorial,  inconcuso  es  que  esos  pro- 
pios lag'os  y  ríos  deben  ser  reputados  ó  como  partes  integrantes  del  mar 
territorial  ó  como  otros  tantos  mares  territoriales.  Es,  por  consecuencia, 
indihcucibie  que  los  legisladores  coii,í.ti'"uyeiites,  que  no  es  posible  pre- 
sumir que  dehconocieran  los  niáb  triviales  principios  del  derecho  inter- 
nacional, al  eniplear  las  palabras  derecho  marítimo,  abrazaron  en  ellas 
todos  los  caso.s  concernientes  á  los  lagos,  ríos  y  demás  aguas  navega- 
bles del  territorio  nacional. y  consiguieutementequealatribuiren  la  frac- 
ción II  del  articulo  97  de  la  Constitución  á  los  tribunales  federales  el  co- 
nocimiento de  las  controvtr-ias  de  derecho  marítimo,  les  reserva  el 
derecíio  de  conocer  de  las  que  se  suscitaren  con  ocasión  de  hechos  acae- 
cidos en  los  citados  rios,  lagos  y  demás  aguas  del  territorio  mexicano, 
toda  vez  que  esas  aguas  son  parte  del  mar  territorial  de  la  República, 
ó  cuando  menos  participan  de  idénticas  condiciones  y  naturaleza  que  el 
mar  territorial  propiamente  dicho.  No  cabe,  pties,  la  menor  duda  en  el 
particular:  el  siiiiestro  de  los  vapores  «Fénix»  y  «Frontera»  es  caso  de 
derecho  marítimo  conforme  al  espíritu  de  los  legisladores  constituyen- 
tes, por  haber  ocurrido  en  el  río  «Grijalva.»  que  es  río  navegable  del 
territorio  mexicano,  y  por  lo  tanto  perteneciente  al  mar  territorial  déla 
República,  por  cuya  circunstancia  es  incontrovertible  la  competencia 
de  los  tribunales  íederales  para  conocer  de  tal  siniestro,  con  arreglo  á 
la  prescripción  constitucioual. 

Tercera:  El  mismo  D.  Blas  Gutiérrez  antes  citado,  asienta  en  su  Có- 
digo de  la  Eeforma,  citado  también,  que  las  controversias  de  derecho 
marítimo  á  que  se  contrae  el  artículo  97  de  la  Constitución  en  su  frac- 
ción II,  no  son  otras  que  las  antiguas  causas  de  almirantazgo.  Aceptan- 
do, ein  embargo,  esta  teoría,  que  por  otra  parte  es  muy  exacta,  hay  que 
recurrir,  para  saber  en  qué  casos  han  de  conocer  de  dichas  controver- 
sias los  tribunales  federales,  á  las  leyes  anteriores  á  la  Consti-tíieíóri''que 
definían  ó  especificaban  las  dichas  causas  de  almirantazgo. 

Y  si  así  lo  hacemos,  no  encontraremos  otra  disposición  legal  mexica- 
na que  la  ley  de  25  de  Enero  de  1854,  pues  si  bien  la  Constitución  de 
1824  y  la  ley  de  14  de  Febrero  de  1826  mencionaron  dichas  causas  de  al- 
mirantazgo, cometiendo  su  conocimiento  á  los  tribunales  de  la  Federa- 
ción, no  las  clahificaron,  como  que  no  era  de  su  resorte  hacerlo.  En 
cuanto  á  las  leyes  antiguas  espafiolas;  existen  las  Ordenanzas  de  corso 
y  las  de  la  armada  y  matrículas  de  mar;  pero  parece  innecesario  y  ade- 
más anómalo,  consultar  las  disposiciones  de  la  antigua  metrópoli,  te- 
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Hiendo,  como  tenemos,  una  ley  patria  que  indudablemente  es  mueho 
más  ilustrada  y  progresista  que  aquellas  venerables  reliquias,  siquiera 
porque  fué  expedida  en  época  más  adelantada,  y  por  consiguiente  pu- 
do ponerse  mejor  á  la  altura  de  los  adelantos  del  derecho  internacional. 
No  obstante,  no  tendré  inconveniente  en  ocuparme  de  la  última  de  laa 
Ordenanzas  señaladas,  que  es  la  única  que  contiene  prevenciones  adap- 
tables á  los  casos  de  abordaje  marítimo,  luego  que  trate  deteaidamente 
de  la  ley  de  1854,  que  es  la  en  que  me  apoyé  para  promover  la  compe- 
tencia al  Juez  local  de  la  capital  del  Estado  de  Tabasco. 

La  precitada  ley  de  25  de  Enero  de  1854  declara,  en  la  fracción  Virt 
de  su  articulo  1°  ,  causas  de  almirantazgo  las  que  se  versen  sobre  crí- 
menes ó  delitos  comunes  cometidos  á  bordo  de  embarcaciones  naciona- 
les en  los  rios,  lagos  y  canales  interiores  de  comunicación,  donde  las 
leyes  permiten  que  naveguen  buques  extranjeros,  y  en  la  fracción  III 
de  su  articulo  2.°  declara  igualmente  causas  de  almirantazgo  todo  cho- 
que de  embarcaciones. 

Con  sujeción,  pues,  á  estas  prescripciones  de  la  expresada  ley,  el  ca- 
so del  «Fénix»  y  «Frontera»  no  puede  dejar  de  ser  causa  de  almirantaz- 
go, puesto  que  hubo  choque  de  embarcaciones;  y  además,  inculpándose 
como  se  inculpa  por  las  muchas  desgracias  habidas  á  consecuencia  d© 
él,  al  capitán  y  tripulantes  del  vapor  «Frontera,»  es  evidente  que  se  trar- 
ta  de  un  delito  que,  aunque  común,  se  perpetró  en  un  río  navegable  y 
de  comunicación,  donde  pueden  navegar  buques  extranjeros,  como  lo 
es  sin  disputa  el  rio  «Grijalva,»  y  consecuentemente,  quetantoporla  frac- 
ción VIII  del  articulo  1.°  ,  como  por  la  III  del  artículo  2  «  ,  el  caso,  bajo 
cualquiera  de  los  dos  aspectos  que  se  considere,  constituye  una  causa 
de  almirantazgo,  con  sujeción  á  la  repetida  ley  de  25  de  Enero  de  1854. 
Eespecto  de  esta  ley,  como  sé  positivamente  que  algunos  distinguidos 
jurisconsultos  no  la  estiman  vigente,  creo  de  mi  deber  demostrar  que  lo 
está,  y  que  en  último  extremo  si  no  se  considera  con  vigor,  debe  apli- 
carsesin  embargo  en  todos  los  casos  que  se  ofrezcan  sobre  derecho  ma- 
rítimo en  nuestra  República. 

^La  ley  de  25  de  Enero  de  1854  fué  una  lej  dada  por  el  gobierno  dic- 
tatorial del  general  Santa  Anna,  es  decir,  por  una  de  las  más  desenfre- 
nadas dictaduras  que  han  pesado  sobre  nuestro  país.  No  obstante,  en  la 
administración  que  emanó  de  la  noble  revolución  de  Ayutla,  ninguna 
ley  posterior  ha  derogado  especialnvcíite  aquella  disposición  legal  que, 
por  más  que  se  quiera  contradecir,  e?.  ía  sola  que  ha  tratado  de  fijar  de 
una  manera  terminante  los  derechos  de  la  nación,  y  es  bien  sabido  que 
ninguna  ley,  por  absurda  que  se  suponga,  por  mucho  que  pugne  con- 
tra las  instituciones  que  un  pueblo  se  haya  dado,  no  puede  ser  deroga- 
da sino  en  virtud  de  una  ley  posterior  que  expresamente  ordene  su  de- 
rogación. Es  verdad  que  algunos  defienden  que  esa  ley  fué  derogada 
implícitamente  por  la  ley  de  |23  de  Noviembre  de  1855,  que  dispuso 
que  los  tribunales  observaran  las  leyes  que  sobre  administracióa 
de  justicia  regían  en  31  de  Diciembre  de  1852,  y  además,  que  que- 
daban sin  efecto  alguno  las  disposiciones  que  sobre  adüiiuistración  de. 
justicia  se  habían  dictado  desde  Enero  de  1853  hasta  la  fecha  de  la  ex- 
presada ley;  pero  en  esto  hay  un  error  tangible  y  permanente  que  no 
puede  ocultarse  á  la  sabiduría  y  justificación  incontradecibles  de  esa 
Suprema  Sala. 

La  ley  de  23  de  Noviembre  de  1855,  ó  por  otro  nombre  la  ley  Juárez», 
no  derogó  terminantemente  ó  implícitamente  como  quieren  algunos» 
sino  aquellas  leyes  que  normaban  la  administración  de  justicia,  y  es  no- 
torio que  la  de  25  de  Enero  de  1854  no  puede  titularse  por  ningún  con- 
cepto reglamentaria  de  la  administración  de  justicia.  Esa  ley  contienes 
algo  de  procedimientos,  pero  estos  los  circunscribe  á  los  casos  de  almi- 
rantazgo, que  fueron  su  exclusivo  objeto;  no  se  entromete  á  determinar 
las  atribuciones  ni  la  organización  de  los  juzgados  y  tribunales,  y  por 
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Jo  tanto  DO  se  descubre  qiié  motivo  haya  para  coDsideraria  cíidg  ley  ae 
admÍDistración  de  justicia,  pueisio  que  es  bien  sabido  que  las  leyes  sobre 
administración  de  justicia  se  reducen  á  determinar  la  organización  eco- 
nómica y  las  facultades  de  los  tribunales  de  la  Federación  ó  de  los  Es- 
tados, según  sea  local  ó  federal  la  ley  de  que  se  trate.  No  teniendo, 
pues,  semejantes  condiciones  la  ley  de  25  de  Enero  de  1854,  no  se  alcan- 
za ni  puede  alcanzarse  la  razón  por  que  se  le  juzgue  derogada  por  la 
ley  de  23  de  Noviembre  de  1855,  que  sólo  deroga  las  leyes  de  adminis- 
tración de  justicia. 

Existe  una  resolución  del  Ministerio  de  Justicia  fecha  19  de  Marzo  de 
1869,  en  que  el  C.  Ministro  vierte  estas  palabras:  «Ellas  sirvieron  de  base 
é,  la  Ifcy  de  nuestro  gobierno  provisional,  expedida  en  25  de  Enero  de 
1854,  que  declara  causas  de  almirantazgo  de  que  debe  conocer  la  auto- 
ridad mexicana  las  que  versan,  etc.,»  y  más  adelante  agrega:  «Y  aunque 
esta  ley  ha  sido  implícitamente  derogada  por  la  de  23  de  Noviembre 
de  1855,  son  muy  dignas  de  adoptarse»  las  sanas  teorías  que  contie- 
ne, etc.» 

Aunque  el  C.  Ministro  Mariscal  opinaba  que  la  ley  de  1854  está  dero- 
gada implícitamente  por  la  de  1855,  con  cuya  opinión  no  estoy  en  ma- 
nera alguna  conforme,  por  las  razones  que  antes  he  expendido,  ya  se  ve 
desde  luego  que  el  propio  C.  Ministro  consideraba  como  notable  dicha 
ley,  y  ese  mismo  es  el  parecer  de  D.  Blas  José  Gutiérrez,  quien  en  su 
Código  de  ¡a  Eeforma,  tomo  1.°,  página  550,  declara  que  es  sensible  que 
nna  ley  tan  útil  no  se  hubieran  cuidado  de  mejorarla  ó  reponerla  ya 
qi:e  se  cometió  la  torpeza  de  derogarla.  Y  esto  es  porque  en  el  sentido 
del  Sr.  Gutiérrez  está  derogada,  lo  cual  en  mi  concepto  es  inexacto.  Pe- 
ro haciendo  ya  abstracción  de  mi  opinión  privada  y  de  otra  cualquiera, 
inconcuso  es  que  esa  ley  contiene  las  más  sanas  éilustradasteorias,según 
el  mismo  Ministro  de  Justicia  lo  confiesa,  y  en  consecuencia  que  he  te- 
nido razón  sobrada  para  apoyar  mi  jurisdicción  en  esa  ley,  que  si  un 
ciego  espíritu  de  partido  se  obstina  en  no  aceptarla  como  vigente,  tiene, 
sobre  las  demás  de  su  clase,  la  ventaja,  ámás  de  su  nacionalidad,  de  ha- 
ber sido  dictada  con  sujeción  al  genio  progresista  de  la  época,  y  á  las 
•loctrínas  más  avanzadas  de  derecho  internacional. 
Ir  Volviendo  á  la  opinión  del  señor  Ministro  de  Justicia,  debo  añadir 
%tie  es  tanto  menos  de  estimarse  en  la  parte  que  se  refiere  á  la  supues- 
ta derogación  de  la  ley  de  1854,  cuanto  que  tan  respetable  juri-^consul- 
to  atribuye  su  origen  equivocadamente  á  un  gobierno  provisional.  Léa- 
se atentamente  la  referida  circular,  y  se  notará  que  en  sus  pasajes  más 
notables  supone  expedida  la  ley  de  1854  por  nueatro  gobierno  provisio- 
nal, lo  que  es  á  todas  luces  inexacto.  El  gobierno  queD.  Antonio  López 
de  Santa  Anna  ejerció  en  1854,  en  que  expidió  la  ley,  no  fué  en  manera 
alguiía  provisional;  fué,  si,  la  dictadura,  es  decir,  un  gobierno  despóti- 
co, usurpador,  abyecto,  pero  no  provisional,  sino  por  desgracia  bastan- 
te duradero  y  permanente.  Debiera  decirse  más  bien,  que  tan  horrenda 
diciadura  no  fué  gobierno,  porque  los  gobiernos  en  países  como  Méxi- 
co, no  se  establecen  por  el  capricho  de  un  hombre  y  el  servilismo  de 
unos  cuantos;  pero  dado  que  se  le  honre  con  el  título  de  gobierno  por 
haberse  constituido  de  hecho  como  tal,  no  puede  en  semejante  caso  de- 
cirse que  tuvo  el  carácter  de  gobierno  provisional.  D.  Antonio  López  d»», 
Santa  Anna  ejerció  en  efecto  el  gobierno  provisional  de  la  Nación;  pero 
esto  fué  desde  el  9  de  Octubre  de  1841  hasta  el  2  de  Enero  de  1844.  en  que 
fué  declarado  el  mismo  Santa  Anna  Presidente  constitucional,  habiendo 
ejercido  también  el  gobierno  provisional,  interinameijte,  en  dos  épocas 
distintas,  los  generales  D.Nicolás  Bravo  y  D.  Valentín  Canalizo.  Al  afir- 
mar, pues,  el  Sr.  Mariscal  que  la  ley  de  1854  fué  expedida  por  el  gobier- 
no provisional  de  la  Eepública,  incurrió  cuando  menos  en  un  error  his- 
tórico crasísimo,  y  este  error  da  derecho  para  suponer  que  incidió  en 
otro  de  igual  magnitud,  al  expresar  que  la  referida  ley  de  1854  fué  de- 
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rogada  por  la  de  23  de  Noviembre  de  1855.  Por  lo  dpmá«,  el  propio  Mi- 
nistro, cuyos  ta'entos  é  iastruceión  son  bien  conocido-!  en  todo  el  país, 
hizo  la  debida  justicia  á  la  ley  de  1854,  reconoríiendo  y  pi-odamaniln  que 
sus  docti'inas  son  las  más  sanas,  y  que  el  leg'islador  se  i  >so;ró  para  con- 
signarlas en  su  ley.  en  los  principios  moderno^  d^l  dm-i^  rho  inteniacio- 
nal.  Siendo  esto  una  verdad  incontrovertible,  v  sin  '^iir  de  sostener, 
como  sostengo,  que  la  ley  de  25  de  Enero  de  1854  esta  ngente  por  no 
haber  sido  derogada,  ni  terminante  ni  implícitameri'-  •  pir  la  de  23  de 
Noviembre  de  1855,  ni  por  ninguna  otra,  me  ci  3^  snflcientemente  eseu- 
fladi  con  las  opiniones  competentes  y  autoriza-las  i'''^.  junsconsultos  tan 
«listinguidos,  como  el  antiguo  Ministro  Mariscal  y  el  propio  D.  Blas  Gu- 
tiérrez para  defender  que  por  lo  menos,  dado  qne  se  resista  abierta  y 
terminantemente  la  vigencia  de  la  ley  mencionada  no  pueden  recha- 
í;arse  sus  preceptos  como  doctrina  ó  razón  escrita,  puesto  que  se  recha- 
zarían las  prescripciones  del  derecho  interaacinnal.  esto  es,  la  razón  de 
los  pueblos,  la  ley  sabia  é  imprescriptible  de  la  humatiidad.  Y  en  tal 
coacepto,  la  consecuencia  no  puede  ser  otra  que  la  de  quf  al  fundaí-  mi 
competencia  para  conocer  en  el  siniestro  de  los  vapores  «Fénix»  y  «Fron- 
tera» en  la  ley  de  1854,  no  hice  sino  lo  que  debía;  ajustarme  á  'a  ley  de 
las  naciones,  consignar  las  teorías  que  proclaman  ía  civilización  dé  los 
pueblos  y  apoyarme  en  ellas, 

Cuarta.  Haciendo  abstracción  ya  de  la  ley  de  1854 y  retrocediendo  á. 
la  doctrina  de  D.  Blas  Gutiérrez  sobre  que  Hs  coiitroy'frsias  de  derecho 
marítimo  de  que  trata  la  Constitución  so  1  las  antiguas  causas  del  almi- 
rantazgo, voy  á  ocuparme  le  examinar  la  O  •  ien  11  í  i  de  matriculas  de 
mar  de  12  de  Agosto  de  1802,  para  justifi'^.ar  qi  •  1  vi  conforme  á  la-?  la- 
>"es  antiguas  españolas,  los  hechos  ocurridos  ^^u  lo  •'  >  •  eran  reputados 
causas  de  almirantaz^^o:  antes  debo  repetir  lo  ]  \^  e:i  ofro  lugar  de  este 
i'iforme  he  indicado,  á  saber:  que  las  leyes  e^p  iñ  >  a-  no  puedensercm- 
f  ideradas  con  autoridad  bastante  en  la  materia,  p  >r  1  le  ¿idas  ellas  par- 
ten del  principio  de  que  conforme  al  siste  na  de  gobierno  de  la  m^ióa 
española,  sólo  existía  en  ella  una  soberanía,  en  tanto  que  por  nuestra 
organización  política  actual  tenemos,  á  más  de  lá  s-»brtranía  na  ioual, 
las  soberanías  locales  de  los  diversos  Estados  que  c  m-tituv-f^n  la  Fede- 
ración. Sin  embargo,  si  se  quiere  que  esas  leyes  tengan  aplica  nód  en 
nuestro  caso,  ya  se  verá  también  que  coadyuvan  á  defender  la  ju"isdie- 
ción  federal.  Basta  leer  el  articulo  3.°,  título  VI  de  la  dicha  Ordenanza, 
para  penetrarse  de  la  verdad  de  esta  aserción.  En  él  se  dice  que  á  la 
jurisdicción  militar  de  marina  corresponden  las  materias  de  pesca,  na- 
vegación, presas-,  arribadas  y  naufragios.  Conforme  á  esta  dispo-iición 
de  la  Ordenanza,  todos  los  casos  ocurridos  en  la  navegación  pertenecen 
á  la  jurisdicción  de  marina,  ó  lo  que  es  igual,  todas  eran  otras  tantas 
causas  de  almirantazgo;  y  como  la  navegación  en  España,  como  en  to- 
das partes,  se  ha  ejercí io  siempre  y  se  ejercía  en  la  época  en  que  fué 
promulgada  la  Ordenanza,  lo  mismo  en  los  ríos  y  lagos  navegables  que 
en  alta  mar,  la  consecuencianecesariayrotunda  ticae  que  ser  la  le  que, 
según  el  tenor  literal  de  la  referida  Ordenanza,  todos  los  casos  que  ocu- 
rrieran á  las  embarcaciones  navegando  en  ríos  ó  lagos,  eran  de  la  com- 
petencia de  los  tribunales  de  marina,  ó  en  otros  términos,  constituían 
causas  de  almirantazgo.  Los  artículos  17  y  22  del  titulo  VI  de  la  propia 
Ordenanza,  corroboran  la  anterior  consecuencia  deducida  del  texto  del 
artículo  3  °  del  mismo  título.  Por  el  piñmero  se  dispone  que  es  de  la  in- 
cumbencia de  los  comandantes  militares  de  marina,  entender  privativa- 
mente en  todas  las  causas  de  abordaje  y  demás  averías  que  se  experi- 
mentan dentro  ó  fuera  de  los  puertos;  por  el  segundo  se  previene  que 
es  del  conocimiento  privativo  del  juzgado  de  marina  todo  lo  relativo  á 
la  pesca,  ya  sea  hecha  en  la  mar  como  en  sus  orillas,  rías,  abras  y  ge- 
neralmente tn  todas  partes  donde  bañe  el  agua  salada  y  tenga  comU" 
nicación  con  la  mar. 


161 

Se  ve,  pups,  qne  el  autoi*  de  la  Ordenanza,  aunque  no  muy  á  la  alttl- 
Ta  de  los  progresos  de  la  ciencia,  percibió  la  necesidad  de  considerar  á 
los  ríos  navegab'es  í^n  ia  cateo-  ría  de  los  mares,  y  por  eso  estableció 
-que  pertenecían  al  fuero  de  marina  los  abordajes  ocurridos  dentro  •}/ 
fuera  de  los  puertof.\  es  decir,  en  el  mar  territorial  propiamente  dicho 
y  en  los  mares  interiores  de  la  nación,  que  forzosamente  debia  conside- 
rar situados  dentro  de.  los  puertos.  El  mismo  legislador,  consecuente 
con  su  sistema,  pi-evino  también  que  en  materia  de  pesca  conocieran  los 
tribunales  de  marina  no  sólo  de  la  que  he  hiciere  en  la  mar,  sino  de  la 
que  se  efectuare  en  las  rías  que  son  parte  integrante  de  los  ríos,  y  en 
todas  las  aguas  que  tuvieren  comunicación  con  la  del  mar.  Incluyó,  por 
lo  mismo,  en  la  juri -(dicción  de  los  tribunales  de  marina,  las  causas  oca- 
sionadas por  la  ppsca  h^cha  en  los  ríos,  puesto  que  las  aguas  de  éstos 
tienen  comunicación  con  el  agua  del  mar,  y  no  podría  ser  de  otra  ma- 
nera, porque  desde  el  tiempo  de  D.  Alonso  el  Sabio  se  tenía  la  misma 
idea  de  la  importancia  de  los  ríos,  según  se  colige  de  la  ley  8.*,  título 
^8,  Part.  o.**,  que  prohibió  hacer  en  los  ríos  y  sus  riberas  casas,  molinos 
y  otro  edificio  cualquiera  que  embargare  su  navegación.  (E^criche,  Dic. 
de  Lpg.  y  Jnrif.  palabra  «Navegación.»)  Con  lo  expuesto  queda  cumpli- 
damente comprobado  que  aun  con  arreglo  á  las  leyes  antiguas  españo- 
las, loh  abor  lajes  ó  naufragios  habidos  en  los  i'ios  navegables  eran  cau- 
sas de  íilmirMi'tfizgo,  y  consiguientemente  qupda  asimismo  plenamente 
justificado,  que  hoy  eí  conocimiento  de, esos  abordajes  ó  siniestros  co- 
rresponde privativamente  á  los  tribunales  federales,  á  quienes  exclusi- 
vament  o^tá  cometido  conocer  de  las  causas  de  almirantazgo,  que  son 
las  controversias  sobre  derecho  marítimo  á  que  se  contrae  el  articula 
97  de  la  Constitur-ión  en  su  fracción  II. 

Quinta.  El  iiltimo  fundamento  alegado  en  favor  de  mi  competencia 
en  el  auto  de  18  'o  Octubre,  fué  la  propiedad  que  sobre  los  ríos  tiene  la 
federación.  Me  |)ar<-ce  tan  incontrovertible  este  argumento,  que  apenas 
puedo  creer  que  haj^^a  persona  alguna  que  lo  combata,  y  por  lo  mismo 
seré  breve  en  la  exposición  y  desarrollo  de  las  razones  que  le  sirven  de 
base.  Prescindiendo  de  diferentes  disposiciones,  órdenes  y  decretos  eri 
que  tanto  los  goMernos  federales  como  los  centralistas  y  los  dictatoria- 
les han  sancionado  el  dominio  que  ejerce  el  pleno  derecho  la  Nación  «-u 
los  rios,  me  limitaré  á  examinarlasúltimas  leyes  que  sobre  clasificación 
de  rentas  y  bienes  nacionales  se  han  expedido  en  la  República.  La  de 
12  de  Septiembre  de  18f)7  contó  en  la  fracción  XXXIII  de  su  artículo 
2.°,  como  bienes  de  la  Nación  los  vados,  ríos,  lagunas,  etc.,  y  en  su  ar- 
ticulo 3.°  en  que  designó  los  bienes  de  la  propiedad  de  los.  Estados,  no 
enumeró  los  rios  ni  por  asomo:  por  esta  circunstancia,  demasiado  signi- 
ficativa, es  evidente  que  la  expresada  ley  no  quiso  dar  concurrencia, 
coparticipación  á  los  Estados  en  el  dominio  de  los  ríos  y  demás  marea 
interiores,  sino  que  atribuyó  el  propio  dominio  á  la  Federación  con  ex- 
<;iusión  de  toda  otra  entidad  Vino  después  la  ley  de  30  de  Mayo  de  1868 
que  derog-ó  la  de  12  d©  Septiembre  de  1857,  y  esa,  sin  entronieterse  á 
clasificar  bienes  de  los  Estados,  se  concretó  á  designar  los  propios  de  la 
Federació'^  Pues  bien;  en  esa  iiltima  le3^,que  es  la  vigente  en  la  actua- 
lidad, se  declaran  en  la  fracción  XIV,  artículo  1.",  de  la  propiedad  de 
la  Federación  los  ríos  navegables.  Es,  por  consecuencia,  indisputable  el 
dominio,  el  imperio,  la  soberanía  directa  y  exclusiva  que  la  Nación,  es; 
decir,  la  Unión  federativa  ejerce  sobre  los  mencionados  rios,  y  en  esa 
soberanía,  en  ese  imperio,  en  ese  dominio,  no  pueden  considerarse  coa- 
currentes  ó  participes  los  Estados,  puesto  que  la  ley  de  clasificación  has- 
ta hoy  vigente  no  señala  los  bienes  de  éstos,  y  por  tanto  están  sin  clasi- 
ficar aún,  y  se  ignora  cuáles  deben  ser. 

Ahora  bien:  las  consecuencias  naturales  del  derecho  de  propiedad, 
del. dominio,  de  la  soberanía  que  la  Unión  federal  tiene  y  ejerce  sobre 
•esias  partes  del  territorio  nacional,  no  pueden  ser  otras  sino  la  de  que 
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ella  sola  puede  dictar  leyes  sobre  ellas,  y  la  de  que  en  todos  los  nego- 
cios que  con  ellas  tengan  conexión,  sea  parte  legitima  la  misma  Unión. 
Siendo  esto  cierto,  como  incuestionablemente  lo  es,  nadie  sino  los  tribu- 
nales federales  pueden  conocer  de  los  casos  que  ocurran  en  los  ríos  na- 
vegables, porque  nadie  más  que  ellos  pueden  conocer  de  las  controver- 
sias sobre  aplicaciones  de  leyes  federales  y  de  aquellas  en  que  la  Fede- 
ración tiene  parte,  cou  arreglo  á  las  fraccionen  I  y  III  del  articulo  97 
de  la  Constitución. 

Sexta.  Desenvueltos  ya  los  fundamentos  de  mi  resolución,  réstame 
para  terminar  este  informe,  analizar  los  que  han  servido  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  Partido  'del  Centro  de  Tabasco,  para  aceptar  la  com- 
petencia que  le  promoví,  y  en  esta  tarea  seré  sumamente  lacónico,  pues 
que  los  cinco  fundamentos  capitales  de  su  fallo,  solo  dos  son  de  refutar- 
se, estando  alguno  de  los  otros  combatido  de  antemano  en  el  presente 
informe,  y  no  mereciiínrlo  los  demás  hacerse  cargo  de  ellos.  Con  efec- 
to, el  quinao  considerando  dice:  uque  se  ha  pedido  por  parte  legitima 
el  sostenimiento  de  la  competencia  del  Juzgado-.n  este  considerando,  en 
mi  concepto,  no  puede  tomarse  en  consideración.  Si  los  jueces  fueran  á 
^ecretar  ó  á  conceder  todo  lo  que  las  partes  pidan,  la  administración  de 
justicia  sería  un  foco  de  abusos  \  harían  las  mayores  ganancias  losmás 
■audaces,  l^s  más  incansables  para  pedir,  y  por  esto  no  creo  que  el  Juez 
local  del  Estado  de  Tabasco  estaba  obligado  á  sostener  su  competencia 
porque  asi  lo  había  pedido  una  de  las  partes.  El  tercero  y  el  cuarto  con- 
siderandos tampoco  son  de  tomarse  en  cuenta.  El  primero  dice:  que  no 
son  de  aceptarse  los  fundamentos  que  aduje  para  entablar  mi  com,pe- 
tencia.  Tampoco  espuso  el  Juez  competidor  las  razones  que  tenia  par?. 
no  aceptar  mis  fundamentos,  y  por  lo  mismo  nada  puedo  decir  sobre  su 
citada  consideración,  esperando  que  esa  respetable  Sala  decidirá,  con 
su  alta  sabiduría  y  justificación,  sisón  ó  no  de  aceptarse  tales  funda- 
mentos. 

Quedan  solo  para  analizar  el  primero  y  el  segundo  de  los  conside- 
randos del  Juez  de  primera  instancia  de  Taba'^co.  El  primero  dice  tex- 
tualmente: «El  choque  ocurrido  entre  los  vapores  «Fénix»  y  «Frontera^ 
tuvo  lugar  dentro  de  los  términos  de  la  jurisdicción  de  este  Juzgado,  y 
en  la  parte  del  rio  Grijalva  cerrada  al  comercio  de  altura.»  Como  se  ve 
en  la  primera  parte  de  la  consideración  expiesada,  el  Juez  local  da  por 
supuesto  lo  mismo  qiie  podía  dilucidar,  puesto  que  consigna  con  nota- 
ble seguridad  que  el  suceso  tuvo  iugar  dentro  de  los  términos  de  su  ju- 
risdicción, y  precisamente  en  la  competencia  que  le  provoqué  se  le  ne- 
gaba esa  jurisdicción,  que  en  realidad  no  tiene,  según  se  ha  demostrado^ 
porque  en  el  rio  Griialva,  como  en  todos  los  ríos  del  territorio  nacional, 
solo  la  Federación  ejerce  jurisdicción  legitima,  porque  ella  solo  tiene  so- 
bre ellos  señorío. 

En  la  segunda  parte  del  considerando  que  voy  analizando,  se  dice 
que:  «el  siniestro  ocurrió  en  la  parte  del  río  cerrada  al  comercio  de  al- 
tura.» Yo  no  me  explico  de  dónde  ha  sacado  el  Juez  local  del  Estado  de 
Tabasco  que  el  río  Grijalva  está  en  parte  abierto  j  en  parte  cerrado  al 
comercio  de  altura.  El  río  Grijalva  atraviesa  desde  la  capital  del  Esta- 
do de  Tabasco  hasta  la  villa  de  Frontera,  en  donde  desemboca  en  el 
Golfo,  y  en  toda  esa  extensión  de  veinticuatro  leguas  ningún  paraje  ha 
sido  declarado  por  la  autoridad  competente  cerrado  al  comercio  de  al- 
tura, por  cuyo  motivo  diariamente  buques  nacionales  que  proceden  del 
extranjero  ó  de  puertos  nacionales,  después  de  despacharse  en  el  puer- 
"to  de  Frontera  donde  está  establecida  la  aduana  marítima  y  donde  está 
también  la  capitanía  del  puerto,  suben  el  rio  y  llegan  á  dejar  sus  car- 
gamentos á  la  capital  del  Estado.  Si  acaso,  lo  que  estará  prohibido  será 
que  buques  extranjeros  suban  á  la  capital  con  cargamentos;  pero  esta 
prohibición,  que  no  atañe  á  los  buques  nacionales  que  lleguen  de  puer- 
4j08  extranjeros,  reconoce  otras  causas  y  no  basta  para  decir  que  el  rii» 
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«stá  cerrado  ni  en  todo  ni  en  parte  al  comercio  de  altura.  Más  aún:  con- 
cediendo que  lo  estuviera  en  realidad,  como  quiere  el  Juez  de  Tatiasco, 
nada  tendría  esto  que  ver  en  el  caso  de  que  se  trata,  porque  conforme 
á  la  ley  de  25  de  Enero  de  1854,  artículo  2?.  fracción  III,  todo  choque  de 
embarcaciones,  sea  de  la  clase  y  en  el  lugar  que  fuere,  constituyen  un 
caso  de  almirantazgo,  y  corresponde  por  lo  mismo  su  conocimiento  á 
los  tribunales  federales,  lancho  menos  puede  apreciarse  el  segundo  con- 
siderando de  la  resolución  del  Juez  local,  consistente  en  que  los  buques 
abordados  son  nacionales,  y  los  hechos  que  por  tal  motivo  se  esclarecen 
son  del  orden  común.  Nada  tiene  que  ver  la  nacionalidad  de  las  em- 
barcaciones, puesto  que  la  jurisdicción  federal  se  ejerce  lo  mismo  sobre 
buques  extranjeros  que  sobre  nacionales,  siempre  que  el  caso  se  en- 
cuentre en  las  condiciones  <1e  la  ley,  y  ya  se  ha  demostrarlo  que  el  abor- 
daje del  «Fénix»  y  «Frontera»  ""as  llena  todas,  puesto  que,  sobre  haber 
habido  choque  de  embarcaciones,  el  delito  que  piiede  haber  existido  en 
su  realización  tuvo  lugar  en  el  rio  Orijalva,  que  es  el  río  de  comunica- 
ción y  en  el  cual  se  permite  la  navegación  A  los  baques  extranjeros  aun- 
que no  se  les  permita  el  comercio.  La  consecuencia,  pues,  deducida  por- 
el  inferior,  de  la  nacionalidad  de  los  biiques  chocados,  no  es  admisible 
en  buena  lógica,  y  los  hechos  que  han  de  esclarecerse,  no  pueden  repu- 
tarse del  orden  común. 

Fundado,  pues,  en  los  preceptos  constitucionales  y  en  las  doctrinas 
legales  y  principios  jurídicos  consignados  en  este  informe,  concluyo  es- 
perando que  la  justificación  de  la  respetable  Sala  se  sirva  fallar,  decla- 
rando que  el  Juzgado  federal  que  desempeño,  es  el  competente  en  sus- 
titución del  Juzgado  de  Distrito  de  Tabasco,  para  conocer  del  abordaje 
habido  entre  los  vapores  «Fénix»  y  «Frontera.»  la  madrugada  del  24  de 
Julio  último  en  el  río  Grijalva  del  referido  Estado  de  Tabasco. 

Campeche,  Diciembre  19   de  1879. — Pedro  Montalvo. — Una  Eúbrica. 


El  C.  Vallarta  fundó  su  voto  en  favor  de  la  jurisdicción  del  Juez  lo- 
cal en  las  siguientes  razones: 

En  negocios  de  la  importancia  que  el  presente  tiene,  y  sobre  todo 
cuando  con  pena  disiento  de  la  opinión  de  la  mayoría  de  la  Sala,  me  creo 
más  que  en  otras  ocasiones,  obligado  á  Viacer  constar  las  razones  de  mi 
voto,  exponiendo  por  escrito  las  que  verbalmente  manifesté  en  la  larga 
discusión  que  este  asunto  ha  tenido.  Para  proceder  con  orden  analizan- 
do las  diversas  cuestiones  que  él  t-ntraña,  me  encargaré  de  examinarlos 
fundamentos  alegados  por  ios  jueces  y  las  partes  en  apoyo  de  la  juris- 
dicción federal,  sin  olvidar  los  que  se  expusieron  en  los  debates  tenidos- 
en  esta  Sala,  para  procurar  afirmar  después  la  conclusión  que  he  defen- 
dido, sosteniendo  la  competencia  del  Juez  local  de  Tabasco  en  el  cono- 
cimiento de  las  controversias  á  que  ha  dado  lugar  la  colisión  de  los  va- 
pores «Fénix»  y  «Frontera,»  en  el  río  Grijalva. 


El  primero  y  más  robusto  de  los  fundanaentos  en  que  se  ha  querido 
apoyar  la  competencia  de  los  tribunales  federales  en  ese  asunto,   es  la 
ley  de  25  de  Enero  de  1854,  invocada  con  ese  fin  por  el  Magistrado  de- 
Circuito  de  Mérida,  por  el  Juez  de  Distrito  de  Campeche  y  por  los  abo 
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gados  que  intervienen  en  este  neg-odo.  Y  la  primera  cuestión  que  hay 
que  examinar,  tratándose  de  esa  ley,  es  esta:  ¿está  ella  vigente  en  la 
parte  que  á  esta  competencia  se  aplica?  Después  de  pesar  las  razones 
nes  que  se  exponen  para  creer  en  el  vigor  de  esaley,  yo  he  juzgado  que 
ella  está  plenamente  derogada. 

Esta  no  es  solo  una  aserción  mia;  lo  es  también  de  nuestros  hombres 
de  Estado,  publicistas  y  jurisconsultos  que  de  esta  materia  se  han  ocu- 
pado; y  ante  la  evidencia  de  los  hechos  hay  que  reconocerla  esterilidad 
de  los  esfuerzos  que  se  han  empleado  para  contrariar  este  aserto  y  com- 
batir el  argumento  tomado  de  estas  respetables  autoridades.  El  actual 
Ministro  de  Justicia,  resolviendo  con  el  mismo  carácter  que  hoy  tiene, 
una  consulta  del  Comandante  del  Departamento  de  Marina  del  Norte, 
refiriéndose  á  la  ley  de  25  de  Enero  de  1854,  decía  esto  en  19  de  Marzo 
de  1869:  «Y  aunque  esta  ley  ha  sido  implícitamente  derogada  por  la  de 
23  de  Noviembre  de  1855,  son  muy  dignas  de  adoptarse  las  sanas  teo- 
rías que  contiene  en  el  punto  de  la  cuestión,  para  decidir  la  competen- 
cia de  los  tribunales  mexicanos  en  el  caso  o''urrido  á  bordo  del  «Marga- 
rita» 1  El  Sr.  Ramírez  en  su  «Código  de  los  extranjeros,»  afirma  también 
que  la  «ley  de  25  de  Enero  de  1854  está  implícitamente  derogada  por  la 
de  23  de  Noviembre  de  1855  »  ^  Y  el  Sr.  Gutiérrez  repite  este  concepto 
en  términos  que  no  dejan  lugar  á  duda,  pues  censurando  que  la  ley  de 
Enero  de  1854  no  se  haya  reemplazado  con  algo  igual,  ya  que  no  sea 
mejor,  enseña,  sin  embargo,  que  la  «ley  de  23  de  Noviembre  de  1855 
echó  por  tierra  la  predicha  ley,  puesto  que  deunmodo  absoluto  dijo  que 
quedaban  sin  vigor  todas  las. leyes  expedidas  sobre  administración  de 
justicia,  desde  Enero  de  1853  hasta  23  de  Noviembre  de  1855,» deducien- 
do de  esto,  á  mayor  abundamiento,  que  «ahora  será  preciso  atenerse  á 
las  díspo'^ic'iones  antiguas,»  sobre  la  materia.  ^  Contra  el  testimonio  uná- 
nime de  esas  autoridades,  conti-a  sus  palabras  mismas,  nada  valen  las 
alegaciones  que  sr  han  hecho  para  sostener  con  esas  mismas  autorida- 
des el  vigor  de  la  ley  de  Santa-Anna. 

Pero  respetable  como  lo  es  ese  fandamento,  no  es  el  único,  sino  que 
hay  otros  aun  más  sólidos,  en  favor  de  la  opinión  que  reputa  derogada 
esa  ley:  los  que  se  toman,  no  ya  de  la  autoi'idad  de  los  jurisconsultos, 
sino  de  las  demostraciones  de  la  razón  misma.  Para  evitar  toda  confa- 
sión  de  ideas  en  este  punto,  es  preciso  comenzar  por  reconocer  que  esa 
ley  no  solo  contiene  sanas  teorías,  como  decía  el  Sr.  Mariscal,  sino  ver- 
daderos principios  de  derecho  internacional,  teorías  y  principios  que 
aunque  encarnados  en  una  ley  derogada,  le  han  sobrevivido  por  la  sen- 
cilla razód  de  que  el  legislador  de  un  país  no  puede  derogar  el  dere- 
cho de  gentes.  Las  teorías  que  el  Sr.  Mariscal  aplicó  en  el  caso  del 
«Margarita,»  son  las  doctrinas  del  publicista  que  citó,  y  doctrinas  cuyo 
mérito  y  valor  en  nada  disminuye  la  derogación  de  la  ley  de  Saata- 
Anna.  Queda,  pues,  establecido  que  la  cuestión  no  versa  sobre  los  prin- 
cipios internacionales  que  esa  ley  contiene. 

Lo  que  hay  que  averiguar  para  saber  si  ella  está  ó  no  derogada  en 
la  parte  que  á  esos  nrincipios  no  se  refiere,  es  si  ella  es  ó  no  una  ley 
de  administración  de  justicia-,  porque  si  lo  fuere,  los  artículos  1?,  31 
y  77  de  íá  ley  Juárez  le  quitan  todo  vigor,  á  pesar  de  cuanto  encon- 
trarlo se  quiera  decir.  Y  probar  que  la  repetida  ley  de  1854  es  de  ad- 
ministración de  justicia,  es  tan  fácil  como  leerla.  Ella  está  expedida 
por  el  Ministerio  de  Justicia,  y  por  ese  simple  hecho  no  se  puede  con- 
fundir con  alguna  otra  sobre  güera,  hacienda,  etc.,  como  se  ha  pre- 
tendido. Ella  define  los  casos  de  almirantazgo,  señalando  entre  ellos 
algunos  que  no  son  de  derecho  de  gentes,  como  aespués  lo  veremos; 
j^lla  altera  la  competencia  de  los  jueces  para  esos  casos,  pues  la  quitade 
..1 

1  Colección  de  Lozano  y  Dublán,  tomo  10.  pág- 558- 

2  Autor  y  obra  citada-  Verb-  "Causa  de  Almiíanta  zgo,    tom.  1.  ©„ pág-  192,  nota- 

3  líueyo  Código  de  la  Reforma   tomo  1- ° .  pág-  350- 
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los  jueces  de  Distrito  que  la  tenían  según  las  leyes  de  14  de  Febrero  de 
1826  y  de  22  de  Mayo  de  1834,  para  darla  á  los'jueces  de  hacienda  y  á 
otros  que  se  llegaron  siquiera  á  señalar;  ella  establece  los  procedimien- 
tos en  los  negocios  de  almirantazgo,  procedimientos  diversos  de  los  que 
esas  leyes  de  1826  y  de  1834  teüian  designados:  ella  enum^i-a  los  recar- 
gos que  se  dan  contra  la  sentencia,  declarando  lo  que  se  necesita  para 

que  cause  ejecutoria  ¿No  es  ley  deadministraciónde  justicia  la  que 

de  esas  materias  se  ocupa?  Me  parece  que  negarlo  es  negar  la  eviden- 
cia. 

Hay  más  aun:  los  motivos,  los  fines  de  la  ley  de  23  de  Noviembre  de 
1855  fiíeron,  sin  duda  alguna,  restablecer  la  administración  de  justicia 
federal  bajo  las  bases  consignadas  en  la  Constitución  de  1824  y  sus  le- 
yes orgánicas,  y  derogar  todas  las  que  en  ese  ramo  había  expedido  el 
dictador,  desconociendo  esas  bases-,  fueron  suprimir  todos  los  tribunales 
creados  por  éste  sobre  las  ruinas  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  y  tri- 
bunales de  Circuito  y  de  Distrito;  faeron  desconocer  los  fueros  especia- 
les, las  jurisdicciones  privilegiadas;  fueron,  en  fin,  restituir  á  su  primiti- 
vo vigor  el  régimen  federal  en  la  administración  de  justicia,  desconoci- 
do de  Santa  Anna,  y  plantear  las  reformas  que  en  esa.  ley  se  hicieron. 
Siendo  esto  así,  ¿cómo  se  puede  sostener  que  la  ley  de  1855,  cuando  aque- 
lla modificó  las  leyes  federales  en  los  negocios  de  almirantazgo  asi  en 
la  competencia  de  los  tribunales  como  en  el  procedimiento  judicial?  Ha- 
biendo derogado  la  ley  de  1854  á  la  de  Mayo  de  1834  en  lo  relativo  á  cau- 
síiii  de  almirantazgo,  ¿cómo  se  puede  decir  que  la  ley  que  vino  A  resta- 
blecer'el  vigor  de  ésta  no  consiguió  hacerlo,  sobrevi viéndole  la  de  1854? 
¿Cómo  la  ley  dictatorial  que  fué  la  derogación  de  una  ley  federal  pudo 
quedar  fuera  del  alcance  de  la  ley  Juárez,  que  se  propuso  restablecer  el  " 
régimen  federal  en  toda  la  administración  de  justicia? 

Acabo  de  indicar  que  la  ley  de  Santa  Anna  reservó  el  conociraienta 
de  ciertos  casos  de  almirantazgo  á  jueces  que  no  llegó  á  designar,  y  me 
importa  esclarecer  este  punto  para  demostrar  que  ni  durante  la  admi- 
nistración que  expidió  tal  ley,  estuvo  en  pleno  vigor,  ni  pudo  ser  apli- 
cada á  casos  como  '^1  del  «Fénix»  y  «Frontera.»  Su  articulo  3."  dice  esto: 
■  ^^Establecida  la  navegación  interior  de  que  habla  la  parte  final  del  pá- 
rrafo 8.°  del  articulo  1.°,  se  designarán  los  jueces  que  deben  conocer  en 
el  caso  que  comprende  y  en  el  de  daños  y  perjuicios  á  que  se  refiere  el 
párrafo  2.°  del  articulo  2.°»  Y  como  las  partes  citadas  de  la  ley  son  pre- 
cisamente la  materia  del  debate  en  este  negocio,  es  necesario  copiarlas  á 
la  letra:  la  parte  final  del  párrafo  8,°  del  artículo  1.°,  es  esta:  «Son  causas 

de  almirantazgo  las  que  versen Sobre  crímenes  ó  delitos  cometidos 

á  bordo  de  embarcaciones  nacionales en  los  ríos,  lagos  y  canales 

interiores  y  de  comunicación,  donde  las  leyes  permitan  que  naveguen 
buques  extranjeros.»  Y  el  párrafo  2.°  del  artículo  2  °,es  este:  «S^u  tam- 
bién causas  de  almirantazgo ....  Todas  la-j  demandas  civiles  sobre  da- 
ños y  perjuicios  causados  en  la  mar  ó  en  los  ríos,  lagosy  canales  de  que 
se  ha  hablado  en  el  párrafo  8."  del  artículo  anterior.» 

Sé  deduce  de  esto  que  la  administración  Santa  Anna  pensó  expedir 
una  ley  sobre  navegación  interior,  qu<?.  no  expidió,  j  que  se  reservó  pa- 
ra ese  caf>o  designar  los  jueces  que  debían  conocer  de  los  casoí?  de  almi- 
rantazgo, ya  civiles  ya  criminales,  que  ocurrieran  en  los  ríos,  lagos  y 
-canales  interiores,  y  tahís  jueces  nunca  fueron  designados  en  disposi- 
ción alguna.  La  ley,  pues,  quedó  incompleta,  quedó  sin  aplicación  posi- 
ble, en  términos  regulares  de  derecho,  á  casos  como  el  que  nos  ocupa. 
Si  la  colisión  entre  «El  Fénix»  y  el  «Frontera»  hubiera  ocurrido  enelmes 
de  Febrero  de  1854,  ¿qué  juez  habría  conocido  de  ella?  Si  aquella  admi- 
nistración hubiera  tenido  que  señalar  ese  juez,  que  la  ley  no  designó,  en 
respeto  de  las  máximas  de  la  jurisprudencia  universal,  que  prohiben  el 
nombramiento  de  un  juez  ad  hoc,  habría  tenido  que  resolver  que  de  tal 
colisión  conociera  el  juez  común  ó  alo  sumo  el  tribuna,!  mercantil.    Y 
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hacer  hoy  á  los  jueces  de  Distrito  herederos  de  una  jurisdicción  que 
nunca  tuvieron  según  las  leyes  federales;  que  no  ejercieron  ni  aun  los 
de  hacienda  con  quienes  Santa-Anna  los  reemplazó;  diré  más  todavía, 
de  una  jurisdicción  que  en  los  tiempos  mismos  de  la  dictadura  pertene- 
ció á  los  tribunales  de  comercio,  es, en  mi  concepto,  UBa  pretensión  con-- 
tra  la  que  se  rebela  el  buen  sentido.  .';' 

Debo  probar  lo  que  acabo  de  decir,  y  voy  á  hacerlo:  voy  aprobar  que 
«n  los  tiempos  de  la  dictadura  las  demandas  de  que  habla  el  párrafo  II 
del  articulo  2.°  de  la  ley  de  25  de  Enero  de  1854,  no  fueron  casos  de  al- 
mirantazgo sino  negocios  mercantiles  de  la  competencia  de  los  tribuna- 
les de  comercio.  Pocos  meses  después  de  expedida  esa  ley,  se  sancionó 
el  Códisro  de  comercio,  cuyo  articulo  188  dispuso  esto:  «La  calidad  de 
porteadores  de  comercio  se  extiende  no  solo  á  los  que  se  encargan  de 
trasportar  mercaderías  por  tierra,  sino  también  á  los  que  hacen  el  tras-- 
porte  por  ríos  y  canales  navegables;  pero  no  están  comprendidos  en  es- 
ta denominación  los  ai^'entes  del  trasporte  marítimo.»  Y  la  jurisdicción 
de  los  tribunales  mercantiles  para  conocer  de  esas  demandas  sobre  da- 
ños y  perjuicios  .causados  en  los  ríos  y  canales  navegables,  está  bien  de- 
terminada en  los  artículos  942,  943  y  945,  concordados  con  el  que  acabo 
de  citar,  con  el  196,  el  218,  fracción  III,  etc.,  etc. 

Si  se  recuerda  que  ese  Código  fué  publicado  el  16  de  Mayo  de  1854^ 
es  decir,  poco  después  de  la  ley  de  25  de  Enero  de  ese  año,  tendremos 
que  reconocer  que  aquel  derogó  á  ésta  en  la  parte  al  menos  que  se  re- 
fiere á  los  casos  de  almirantazgo  en  los  ríos  y  canales  navegables.  Aca- 
so la  Administración  Santa  Anna  se  convenció  de  que  ni  en  el  gobierno 
dictatorial  tenia  razón  dé  ser  una  disposición  que,  chocando  con  las  tra- 
diciones de  nuestra  jurisprudencia,  y  queno  teniendo  nada  que  ver  con  el 
derecho  internacional,  hacia  denegocios  exclusivamente  mercantiles,  ca- 
sos de  almirantazgo.  Pero  sea  de  esto  lo  que  fuere,  eslo  cierto  que  en  lugar 
de  designar  el  dictador  los  jveces  que  de  esos  casos  conocieran,  invistió 
con  la  jurisdicción  necesaria  á  los  tribunales  mercantiles,  para  resolver-- 
los,  no  ya  como  negocios  de  almirantazgo,  sino  como  asuntos  de  comer- 
cio. Bajo  la  administración  misma  de  Santa  Anna  no  habría  pasado  por 
este  motivo  como  caso  de  almirantazgo  la  demanda  de  daños  y  perjui- 
cios que  nos  ocupa  y  que  se  quiere  hacer  de  la  competencia  federal.  Sin 
necesidad,  pues,  de  invocar  la  ley  de  23  de  Noviembre  de  1855,  que  de- 
rogó la  de  Enero  de  1854.  vemos  que  esa  competencia  federal  para  la  de- 
manda de  perjuicio^,  es  insostenible. 

Quiero  mantenerme  en  el  terreno  á  que  en  mi  análisis  he  llegado, pa- 
ra refutar  las  argumentaciones  en  que  esa  competencia  se  apoya:  quie- 
ro suponer  que  esa  ley  de  Enero  estuviera  vigente.  Ni  aun  en  esa  falsa, 
üpótesis  ella  seria  aplicable  á  la  colisión  de  vapores  que  ocurra  en  el 
Orijalva.  He  aqui  las  razones  de  esta  opinión  mía. 

Hemos  visto  que  la  ley,  cuando  habla  de  ríos,  lagos  y  canales  intS' 
TÍores,  exige  como  circunstancia  esencial  para  que  exista  la  jurisdicción 
de  almirantazgo,  que  las  leyes  permitan  que  naveguen  en  ellos  buques 
extranjeros.  Y  esta  exigencia  de  la  ley  tiene  siquiera  una  apariencia  de 
razón,  parque  se  consideró  sin  duda  que  en  donde  no  hay  extranjeros, 
basta  la  ley  común  para  resolver  todos  los  casos,  ya  civiles,  ya  crimina- 
les, que  entre  nacionales  ocurran.  Y  digo  apariencia  de  razón,  porque 
es  falsa,  y  para  los  pueblos  débiles  peligrosísima,  la  teoría  de  que  no  es 
la  ley  común  la  que  debe  regir  en  el  territorio  nacional  en  las  relacio- 
nes jurídicas  de  los  extranjeros,  sino  que  hay  que  recurrir  para  juzgar^ 
é.  éstos,  al  derecho  de  gentes.  Ya  llegará  la  vez  en  que  pueda  desarro- 
llar esta  indicación.  Por  ahora,  para  no  interrumpir  mi  método,  debo 
proseguir  mis  razonamientos. 

Haciéndolo,  diré  que  ni  los  abogados  que  con  tanto  empeño  como, 
ilustración  han  sostenido  la  competencia  federal,  han  podido  citar  una 
ley  que  permita  á  los  buques  extranjeros  navegar  en  el  Gr  i  jal  va,  porque 


167 

esa  ley,  de  seguro  no  existe.  Para  cubrir  la  faUa  de  ese  requisito  legal, 
se  ha  dicho  que  la  aduana  marítima  de  Frontera  acostumbra  dar  permi* 
sos  á  los  buques  extranjeros  en  lastre  para  remontar  el  Grijalva  y  car- 
gar en  sus  riberas  palo  de  tinte;  y  todo  lo  más  que  ha  podido  hacerse  ea, 
citar  una  circular  á  propósito  de" esos  permisos.  Pero  en  mi  sentir,  esa» 
alegaciones,  lejos  de  probar  lo  que  era  necesario,  solo  acreditan  que  no 
se  ha  llenado  el  requisito  esencial  para  que  en  la  navegación  del  Grijalva 
pueda  haber  casos  de  almirantazgo,  según  la  ley  de  1854.  Sin  entrar  eu 
las  consideraciones  que  surgen  de  !a  naturaleza  internacional  que  á  la 
colisión  de  buques  aun  nacionales  se  quiere  dar,  solo  observaré  que  el 
permiso,  la  circular,  no  es  la  ley,  porque  ene  permiso  á  algunos  buque3 
para  fin  determinado,  no  es  la  ley  que  abre  la  navegación  del  rio  para 
todos  los  efectos  del  comercio;  porque  la  facultad  del  Ejecutivo  para 
abrir  y  cerrar  puertos,  no  es  la  facultad  de  abrir  la  navegación  interior 
al  comercio  extranjero,  como  no  lo  seria  la  de  permitir  el  comercio  de 
cabotaje  á  buques  que  no  sean  nacionales.  Sobre  e-^e  punto,  y  con  re- 
lación al  rio  Grijalva,  yo  profeso  la  opinión  del  magibtrado  Campbell  de 
la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos,  quien  hablando  del  rio  Alaba- 
Ma  en  el  caso  de  una  colisión  de  vapores  muy  semejante  á  la  que  nos 
ocupa,  decia:  «El  rio  Alabaraa  no  es  un  mar  interior.  Su  navegación  no 
estaba  abierta  á  un  solo  buque  extranjero  cuando  esta  colisión  tuvo  lu- 
gar. Ningún  puerto  habia  sido  establecido  en  él  por  la  autoridad  del 
<;)ongreso.  El  comercio  que  se  hacia  en  él  consistía  principalmente  ent 
los  productos  del  Estado,  y  en  los  objetos  recibidos  en  cambio  en  elúni* 
co  puerto  del  Estado.  En  toda  su  extensión  estaba  sujeto  al  mismo  Go» 
bieruo  del  Estado,  y  su  policía  no  constituye  una  necesidad  para  la  ma- 
rina.» i  Y  lo  mismo  exactamente  debe  decirse  del  Grijalva:  su  navega- 
ción no  está  abierta  al  comercio  extranjero  por  ley  del  Congreso:  el  co- 
mercio que  en  él  se  hace  consiste  principalmente  en  el  cambio  de  loa 
productos  del  Estado  y  de  las  mercancías  recibidas  en  el  puerto  de  Fron- 
tera: por  fin,  ese  rio,  en  toda  su  extensión  navegable,  corre  por  el  terri- 
torio sujeto  solo  al  Estado  de  Tabasco, 

Se  ha  intentado  aplicar  á  la  colisión  del  «Fénix»  y  del  «Frontera,»  él 
párrafo  tercero  del  artículo  2.°  de  la  ley  de  1854;  pero  ni  en  la  hipótesi» 
sobre  que  estoy  discurriendo,  cabe  esa  aplicación.  Porque  «el  choque  do 
embarcaciones»  de  que  este  artículo  habla,  se  refiere  evidentemente  al 
que  ocurra  en  la  mar  y  no  en  los  ríos,  supuesto  que,  según  la  ley,  no 
hay  más  casos  de  almirantazgo  en  los  ríos  que  los  expresados  en  los  pá- 
rrafos octavo  del  artículo  1.°  y  en  el  segundo  del  artículo  2.°,  según  se 
deduce  del  precepto  de  la  parte  final  del  artículo  3.°  Si  la  intención  del 
legislador  hubiera  sido  que  el  choque  de  embarcaciones  en  ríos  fuera 
también  caso  de  almirantazgo,  de  seguro  lo  habría  expresado  así:  no  so^ 
lo  rxo  lo  hizo,  sino  que  de  sus  palabras  contenidas  en  ese  artículo  3.°  se 
intiere  rectamente  que  no  fué  esa  su  voluntad.  Por  otra  parte,  es  requi- 
sito esencial,  como  he  dicho,  para  que  la  navegación  de  ríos  tenga  ese 
carácter  internacional  que  quiso  darle  la  ley  de  1854,  que  esa  navega- 
ción esté  permitida  por  la  ley  á  buques  extranjeros:  entender  ésta  en 
otro  sentido,  es  no  solo  desconocer  sus  motivos,  sino  dar  vida  bajo  su 
nombre  á  una  teoría  cuyas  absurdas  consecuencias  bastan  ,á  hacerla 
inadmisible:  si  el  choque  "de  embarcaciones  ha  de  ser  siempre  un  caso  de. 
almirantazgo,  según  e^a,  ley,  aunque  ocurra  en  ríos,  lagos  ó  canales  in- 
teriores en  que  no  naveguen  buques  extranjeros,  hay  que  aceptar,  coraos 
necesaria  y  lógica  consecuencia  de  ese  principio,  que  un  choque  de  ca- 
noas en  el  lago  de  Texcoco  ó  en  los  canales  que  entran  á  las  calles  d© 

1  "The  Alabama  river  is  nct  an  inland  sea-  Its  navigation -was  not  open  to  a  single  foreing  vesset 
wlieu  this  loUisión  took  place-  Ño  porb  have  been  established  on  it  by  tbe  authority  of  Congress.  Thei 
commerce  that  passes  over  It,  cousists  malnly  of  the  proaucts  of  the  State  and  theobjecs  receivedia: 
«xcliange  at  the  only  seaport  of  the  State-  For  its  v.  holejlength  it  is  subject  to  the  same  State  goi  eruuienfe 
and  its  pólice  does  not  involve  a  necessil.y  for  a  uavy."  Jackson  v-  Steamboat  •'Magnolia-' — Hoivarda. 
reports,  yol-  20.  pág-  340. 
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esta  capital,  es  un  caso  de  almirantazgo No  tenemos  el  derecho  de 

interpretar  nua  ley  de  un  modo  qne  la  lleva  al  absurdo,  que  pone  en  ri- 
diculo al  legislador.  Los  autores  de  la  lej'^  de  1854  jamás  llegaron  á creer 
en  ese  caso  de  ahnirantazgo  ocurrido  en  las  calles  de  México. 

Pero  para  no  poderse  aplicar  la  ley  de  1854,  aunque  no  estuviera  de- 
rogada por  la  de  1855,  aunque  este  caso  cupiese  dentro  de  sus  precep- 
tos, hay  además  de  las  expuestas,  otra  razón  que  es  decisiva.  Aquella 
ley,  en  la  pai  te  que  á  este  negocio  se  pretende  aplicar,  es  contraria  á  la 
Constitución  vigente.  Si  rigiera  la  de  1824,  pudiera,  acaso  con  cierto 
esfuerzo  do  ingenio  y  siguiendo  los  precedentes  norteamericanos,  sos- 
tenerse que  la  jurisdicción  de  almirantazgo  comprende  á  los  rios  en  los 
casos  detallados  en  la  ley  de  1854;  pero  diversos  en  sus  esenciales  pre- 
ceptos relativos  los  de  esas  dos  Constituciones,  los  de  la  vigente  no  per- 
miten qiie  los  tribunales  federales  conozcan  ni  de  los  delitos  cometidos 
á  bordo  de  los  buques  nacionales  que  navegan  en  nuestros  rios,  ni  de 
las  demandas  de  daños  y  perjuicios,  ni  del  choque  de  embarcaciones  en 
nuestras  aguas  interiores.  Reservo  para  su  lugar  oportuno  el  exponer 
esta  cuestión  constitucional,  y  por  ahora,  creyéndome  autorizado  para 
afirmar  que,  ni  aun  suponiendo  que  la  ley  de  23  de  Noviembre  de  1855 
no  hubiera  derogado  la  de  25  de  Enero  de  1854,  esta  podría  tener  apli- 
cación en  el  presente  negocio,  deduzco  de  lo  que  llevo  dicho,  como  con- 
clusión bien  establecida,  que  en  esta  ley  no  se  puede  fundar  la  compe- 
tencia de  los  tribuunales  federales  para  conocer  del  abordaje  que  nos. 
«cupa. 


IL 

Descubriendo  poca  confianza  en  la  solidez  del  priiner  fundamento 
invocado  para  defender  esa  competencia,  se  ha  apelado  á  otro  y  se  há 
traído  la  Ordenanza  de  las  matrícala.'i  de  mar  de  12  d,'».  Agosto  de  1802, 
para  reí  orzar  las  argumentaciones  tomadas  de  la  ley  de  1854.  Diversas, 
razones  se  han  alegado  con  el  fin  de  demostrar  que  las  disposiciones  de 
esa  Ordenanza  comprenden  á  los  naufragios  acaecidos  en  rios,  y  se  han 
hecho  grandes  esfuerzos  para  probar  también  que  los  tribunales  fede- 
rales son  hoy  los  herederos  y  sucesores  de  la  jurisdicción  militar  de-, 
-marina  creada  por  el  rey  de  España,  y  todo  esto  con  el  propósito  delle- 
g-ar  á  esta  consecuencia:  cayendo  el  hecho  de  que  se  trata  bajo  el  im- 
perio de  la  Ordenanza,  son  los  tribunales  federales  los  competentes  pa- 
ra conocer  de  él.  Debo  ya  encargarme  de  analizar  el  valor  de  todos  estos- 
uuevos  argumentos. 

El  Juez  de  Campeche  invoca  la  autoridad  del  Sr.  Gutiérrez  para 
asentar  que  á  falta  de  ley  nacional,  se  debe  ocurrir  k  la  Ordenanza  de 
matrículas,  á  fin  de  definir  la  jurisdicción  de  almirantazgo;  pero  no  se  cita, 
esa  doctrina  en  toda  su  extensión,  }'■  es  necesario  hacerlo  para  comenzar 
por  establecer  qué  fuerza  pueda  tener  hoy  esa  Ordenanza.  El  Sr.  Gu- 
tiérrez, hablando  de  ella,  hace  esta  importante  advertencia:  "Téngase 
presente  que  la  jurisdicción  militar  en  la  Repiiblica,  sea  marítima  ó  te- 
rrestre, en  tiempo  de  paz  no  tiene  más  facultades  que  las  que  tengan 
exacta  conexión  con  el  servicio  militar,  según  lo  declara  el  artículo  13- 
de  la  Constitución."  i  La  Ordenanza  de  matriculas  que  prodigó  el  fuero 
de  marina,  que  estableció  tribunales  especiales,  que  creó  una  jurisdic- 
ción privativa  con  facultades  que  no  tienen  conección  con  el  servicio 
militar,  está  en  su  mayor  parte  en  oposición  con  ese  articulo  13.  Si  ade- 
más de  ésto,  se  considera  que  ella  no  conoce  siquiera  la  palabra  «almi- 
xantazgo»  sino  que  en  su  lugar  emplea  la  de  «tribunales  de  marina,»  los- 

1-    Código  de  la  Kefonnai  tomo  2-®  i  parte  11,  pág- 153. 
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especiales  de  que  he  hablado,  ya  se  comprenderá  con  cuánta  circuns- 
pección se  deben  registrar  los  preceptos  de  esa  ley  para  aplicarlos  hoy 
á  caso  alguno.  Aun  suponiendo  que  la  Ordenonza  conserve  todavia  su 
vigor,  cosa  que  es  bien  disputable,  no  se  negará  que  invocar  sin  discer- 
nimiento una  ley  contraria  á  la  Constitución  para  hacer  cumplir  la  Cons- 
titución; que  sostener  la  competencia  federal,  fund;  Ja  en  1.:.  que  tenía 
un  tribunal  especial,  tiene  mucho  de  inaceptable.  Zn  mi  concepto,  la 
jurisdicción  federal len  estos  casos  no  debe  tomarse  do  la  OrdoiKui/.a  sino 
de  otras  leyes;  por  ejemplo,  el  articulo  -12  del  titulo  1-'  declara  que  «per- 
tenecerá al  mismo  juzgado  de  marina  el  conocimiento  de  los  d  ^atos  que 
de  cualquier  especie  y  por  cualquier  individuo  se  cometiesen  á  bordo 

de  los  buques  mercantes. a^i  en  alta  mar  como  en  las  costas  ó 

puertos:»  yo,  para  fundar  la  jurisdicción  federal  en  ese  caso,  no  citaría 
ese  precepto  de  la  Ordenanza,  sino  los  principios  de  derecho  internacio- 
nal que  hacen  de  él  un  caso  de  derecho  marítimo,  y  el  texto  relativo 
de  la  Constitución  que  declara  de  la  competencia  federal  esos  casos. 
Pero  prescindiré  de  las  observaciones  que  sobre  este  punto  pudiera  ha- 
cer, para  entrar  de  lleno  al  fondo  de  la  cuestión,  tal  como  se  ha  tra- 
tado aquí.  ¿Es  cierto  que  la  Ordenanza  de  las  matriculas  de  tnar  sea 
aplicable  también  á  los  rios?  Este  es  el  punto  que  me  va  á  cupar. 

El  solo  titulo  de  esa  ley  nos  está  revelando  que  ella  se  dio  para  la 
Triar  y  no  para  los  rios:  esta  sencilla  observación  basta  rara  romper  por 
su  base  todas  las  argumentaciones  que  pretenden  hacerla  extensiva  á  la 
navegación  de  éstos.  Si  esa  observación  no  nos  persuade  de  esta  ver- 
dad, la  lectura  de  la  ley  nos  convence  de  que  no  puede  ser  aplicable  á 
la  navegación  cíe  ?'¿06',  Dorque  su  espiritu,  sus  conceptos,  sus  palabras, 
demuestran  que  ella  se  escribió  sólo  para  la  mar.  Citaré  algunos  de  sus 
preceptos  al  acaco:  las  disposiciones  relativas  á  naufragios,  por  ejem- 
plo (título  6°  ,  articulo  19  y  siguientes  hasta  el  18),  no  pueden  tener  apli- 
cación sino  á  la  mar.  «Con  noticia  de  haber  naufrag-ado  alguna  embar- 
cación en  la  co.^ta,  el  comaudante  se  trasferirá  al  paraje  del  fracaso, 
etc.,))  dice  el  articulo  11.  «Si  la  embarcación  naufragada  estuviere  sin 
gente,  se  apoderará  el  jefe  militar  de  la  marina  de  todos  los  papeles  y 

libros   pero  si  en  la  embarcación  perdida  no  se  hubieren  hallado 

documentos,  se  depositará  todo  lo  reconocido  ....  y  se  hará  publicación 
del  naufrafio  por  edictos  . . . .  para  que  puedan  venir  en  conocimiento 
los  interesados. ...  y  si  en  eí  primer  mes  después  de  la  publicación,  no 
pareciere  quien  haga  constar  su  derecho,  podrán  venderse  dichos  efec- 
tos, etc.:))  tal  es  la  disposición  del  artículo  12.  «£>eZ  mismo  modo  que  en 
los  naufragios,  han  de  entender  los  comandantes  de  marina  de  la  cus- 
todia y  adjudicación  de  todo  aquello  que  la  mar  arrojase  á  las  playas, 
bien  sea  producto  de  la  misma  mar  ó  de  otra  cualquiera  especie  que 
no  teniendo  dueño,  corresponderá  á  quien  lo  hubiere  encontrado,  lo 
mismo  que  al  que  extrajere  conchas,  ámbar,  coral,  etc..»  según  se  expre- 
sa el  articulo  18.  ¿Es  posible  suponer  que  el  legislador  que  escribió  esos 
preceptos,  tuviera  en  ellos  presentes  á  los  riosf  ¿No  se  ve,  por  el  con- 
trario, en  ésas  palabras  clarísimo  el  concepto  de  que  se  habla,  solo  de 
los  naufragios  en  la  mar,  porque  son  los  únicos  en  que  es  posible  igno- 
rar el  nombre,  la  procedencia,  el  dueño  del  buque?  ¿No  se  ve  que  sería 
hasta  ridículo  poner  edictos  y  esperar  un  m,es  para  que  los  comandan- 
tes de  marina  sepan  quiénes  son  los  interesados  en  un  buque  que  nau- 
frague en  el  Grijalva  ó  en  el  Chápala,  ó  en  cualquiera  otro  rio  ó  lago 
interior?  ¿No  be  eatá  viendo  que  esas  palabras  excluyen  por  necesidad 
al  naufragio  en  los  rios,  por  el  simple  hecho  de  no  ser  adaptables  á  ellos 
tales  disposicioneo? 

Bastan  e&tas  seneillas  reflexiones,  basta  la  lectura  de  la  Ordenanza^ 
parar  formar  la  convicción  de  que  ella  se  escribió  toda  para  la  mar  y 
que  uü  es  aplicable  á,  los  rios.  A  cada  paso  se  habla  en  ella  de  la  mar, 
ú&  ios  puertos,  de  las  costas,  de  las  cosas  de  mar;  pero  ni  una  sola  vez. 
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se  trata  de  los  ríos,  y  cuando  ha  sido  preciso  ocuparse  de  ellos,  el  le^s- 
lador  tTsa  la  palabra  técnica  «Wa.s,»  palabra  que  ella  sola  mata  la  pre* 
tensión  de  aplicar  la  Ordenanza  á  la  agua  dulce.  ,, 

Pero  yo  no  debo  contentarme  con  esas  deflexiones,  sino  que  tengo 
que  encarg'arme  directamente  de  las  argumentaciones  contrarias.  Para 
probar  que  el  abordaje  en  rios  está  regido  por  la  Ordenanza,  se  citan 
los  aítícrJos  o^  .  10?  y  179  de  su  título  6°  El  primero  está  asi  concebi- 
do: «A  líi  jurisdicción  militar  de  marina  corresponden  las  materias  de 
pesca^  navegación.,  prenas,  arribadas  y  naufragios todo  lo  rela- 
tivo á  la  seguridad  y  limpieza  de  los  puertos^  balizas  y  linternas 

y  á  las  fábricas  de  armas,  jarcias  lonas,  betunes  ó  cualesquier  otros 
efectos  para  el  servicio  de  mi  Armada,  aun  establecidas  en  poblaciones 
mediterráneas. n  El  articulo  10?  dice  esto:  «Corresponderá  también  á 
los  jefes  militares  de  marina,  entender  de  las  arribadas,  pérdidas  y  nau- 
fragios en  todas  las  costas  y  puertos  de  mis  dominios.»  Y  por  fin  el  17 
manda  que:  «El  juzgado  militar  de  marina  limitará  su  conocimiento  en 
tales  ocasiones,  á  la  parte  facultativa  y  criminal  del  hecho,  al  socorro 
de  los  náufragos  y  salvamento  del  buque  y  carga  con  todo  lo  demás 
que  pertenezca  á  ías  cosas  de  mar,  sin  introducirse  á  juzgar  de  las  ma- 
terias peculiares  del  comercio ;  pero  será  de  la  incumbencia  de  los 

comandantes  militares  de  marina,  entender  privativamente  en  todas  las 
causas  de  incendio  en  los  astilleros  ó  buques  mercantes,  en  las  de  abor- 
daje, varadas  y  otratí  averías  que  se  experimenten  fuera  ó  dentro  de  los 
.puertos.»  Con  estos  preceptos  se  ha  creído  probar  que  el  abordaje,  el 
naufragio  en  rio  está  sujeto  á  la  Ordenanza,  y  para  ello  se  han  expues- 
to varios  argumentos. 

Se  ha  dicho  que  la  ley  habla  de  navegación  en  general,  y  que  cora» 
ubi  lex  non  distinguit,  neo  nos  distinguere  debemus,  en  ella  se  compren- 
de á  los  rios:  se  ha  dicho  que  como  estos  están  dentro  de  los  puertos, 
los  abraza  aquella  disposición  de  la  Ordenanza;  se  ha  dicho  que  «concor- 
dando esos  artículos  :on  el  22  del  mismo  título,  que  atribuye  á  los  tri- 
bunales de  marina  el  conocimiento  de  todo  lo  relativo  á  la  pesca  no  so- 
lo en  las  rias  que  son  partes  de  los  rios,  sino  en  todas  las  partes  ó  para- 
jes que  se  comuniquen  con  la  mar  por  mayoría  de  razón  debió  conce- 
dérselo para  conocer  de  los  casos,  que  se  ofrecieran  en  la  navegación 
interior.»  Pesemos  la  faerza  de  estos  argumentos. 

Abstracción  hecha  de  las  palabras  mismas  de  la  ley,  que  prueban  ques 
ella  se  refiere  á  la  mar  y  no  á  los  ríos,  existe  un  texto  en  ella,  que  por  más 
que  se  haya  querido  adulterar  en  su  sentido,  no  deja  lugar  á  duda  sobre 
iel  limite  de  la  jurisdicción  de  marina.  Es  el  articulo  22  del  titulo  6.°,  que 
está  concebido  en  estos  términos:  «Del  conocimiento  privativo  del  Juz- 
gado de  marina  ha  de  ser  el  de  todo  lo  relativo  á  la  pesca,  ya  sea  hecha 
-  en  la  mar  como  en  sus  orillas,  puertos,  rías,  abras  y  generalmente  en 
todas  partes  g^"  donde  bañe  el  agua  salada  y  tenga  comunicación  con 
la  mar.n''^g  Y  limite  más  exacto  no  se  puede  desear:  la  jurisdicción  de 
marina  llega  hasta  donde  bañe  el  agua  salada,  y  en  los  ríos  «hasta  donde 
llegan  las  mareas  y  se  mezclan  las  aguas  dulces  con  las  saladas.»  que  es 
la  significación  técxiica  de  la  paiabra  ría.  usada  por  el  legislador,  i  Des- 
pués tendremos  ocasión  de  ver  que  este  limite  de  la  jurisdicción  maríti- 
ma establecido  par  la  ley  española,  está  también  reconocido  en  otras 
respetables  legislaciones.  Por  ahora  debemos  advertir  que  las  argumen- 
taciones que  extieiiden  esa  jurisdicdóii  hasta  la  ag^ia  didce,  comienzan 
por  adulterar,  no  ya  el  espíritu,  sino  la  letra  de  ese  articulo  22:  la  inter- 
-pretación  que  se  hace  de  la  palabra  Ha  para  comprender  en  ella  al  rio, 
tío  se  puede  efectivamente  sostener. 

Pero  ese  artículo  22,  se  replica,  habla  solo  de  pesea  y  no  se  refiere  ni 

1    'Ría,'  La  parte  del  río  próxima  á  su  entrada  en  la  mar  y  hasta  doude  llegan  las  mareas  y  se  me'Claa 
"as  aguas  dulces  oou  las  salobres.  '  Diccionario  Enciclopédico  déla  lenjpia.' 
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"é-navegaciones,  ni  á  naufragios,  ni  4  presas,  ni  á  arribadas,  no  debien- 
do por  consiguiente  en  estas  materias,  quedar  la  jm-isdicción  limitada  Sl 
la  agua  salada.  Las  leyes  españolas  se  eoeargan  de  contestar  á  esa  ré- 
plica: una  de  ellas  equipara  la  pesca  y  la  navegación,  por  lo  relativo  al 
privilegio  de  los  matriculados,  declarando  que  tal  privilegio  se  goza  sol» 
<fen  la  extensión  del  agua  salada,»  ^  y  en  otras  varias  vemos  que  la  na- 
vegación  de  los  rios  se  rige  por  reglas  diversas  de  la  de  la  agua  sala- 
da. 2  Respecto  de  naufragios  y  abordajes,  los  mismos  artículos  de  la  Or- 
denanza que  me  están  ocupando,  dicen  terminantemente  que  se  habla 
solo  de  los  ocurridos  fuera  ó  dentro  de  los  puertos,  y  por  consiguiente 
no  en  los  ríos. 

Porque  entender  las  palabras  udéníro  del  puerto,»  en  el  sentido  de 
comprender  al  rio  que  en  él  desemboca,  es  darles  una  significación  que 
no  tienen  evidentemente.  La  ciudad  de  Veracruz,  aunque  situada  en  el 
puerto  de  Veracruz,  no  está  «dentro  de  él,»  porque  esa  ciudad  no  está 
dentro  «del  lugar  seguro  y  defendido  de  los  vientos  donde  pueden  en- 
trar las  embarcaciones  con  seguridad  y  hallan  asilo  contra  las  tempes- 
tades,» que  es  lo  que  se  llama  puert:.  Y  menos  insostenible  seria  que 
el  tribunal  de  marina  fuera  el  gobierno  en  la  ciudad  de  Veracruz,  que 
la  pretensión  de  que  él  conociera  de  naufragios  ocurridos  á  muchas  le- 
guas del  puerto,  en  el  rio  que  desembocara  en  él.  Para  creer  yo  que  la 
Ordenanza  limitó  la  jurisdicción  de  marina  á  los  puertos  y  no  la  exten- 
dió á  los  ríos,  me  fundo  en  que  ella  le  encargó  solo  la  seguridad  y  lint- 
piesa  de  aquellos  j  no  de  éstos,  en  que  ella  no  reconoce  tal  jtirisdiecióu 
en  las  poblaciones  mediterráneas,  sino  en  el  caso  especial  de  que  habla. 
Ante  estos  preceptos  de  la  ley  son  estériles  los  esfuerzos  que  se  hacen 
para  probar  que  el  tribunal  de  marina  debe  conocer  de  los  naufragios 
en  ríos,  porque  éstos  están  dentro  de  los  puertos. 

Incontestables  como  me  parecen  todas  estas  consideraciones  para 
^afirmar  que  no  cabe  en  los  preceptos  de  la  Ordenanza  un  abordaje  ó 
naufragio  ocurrido  en  rio.  muchas  leguas  arriba  de  la  ría,  hay  todavia 
otra  irazón  especial  para  México,  y  decisiva  en  la  corroboración  de  ese 
concepto.  Los  artículos  de  la  Ordenanza  de  que  he  estado  hablando, 
nunca  se  observaron  en  Bilbao,  porque  el  artículo  21  del  título  11  de  la 
misma  Ordeuanza  dispuso  que:  «En  lo  perteneciente  á  varadas  y  nau- 
fragios seguirán  los  consulados  de  Bilbao  y  San  Sebastián,  en  la  pose- 
sión de  disponer  el  salvamento  de  los  náufragos  y  cargamentos  coa  in- 
dependencia de  todo  otro  juzgado.»  Sabido  como  loes,  que  la  Ordenan- 
za de  Bilbao  vino  á  ser  en  México  el  Código  de  Comercio,  que  estuvo 
vigente  en  toda  la  República,  no  se  puede  dudar  que  á  sus  prescripcio- 
nes y  no  á  las  de  las  Ordenanzas  de  matrículas  habría  que  aiustarse  ea 
cuanto  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  que  conocieran  de  los  naufra- 
gios, si  estas  cuestiones  hubieran  de  decidirse  conforme  á  las  leyes  es- 
pañolas. La  misma  razón  que  hubo  para  que  ese  Código  fuera  la  ley  de 
Bilbao,  existió  para  que  lo  fuera  también  entre  nosotros:  la  voluntad, 
del  legislador. 

Pues  bien:  esa  ley  expresa  y  terminantemente  faculta  á  los  tribuna- 
les de  comercio  para  conocer  de  los  naufragios  de  buques  mercantes» 
considerándolos  como  simples  asuntos  de  comercio.  En  el  núm.  1?  de 
su  cap.  19,  dice  esto:  «Por  cuanto  sucede  muchas  veces  en  las  costas  de 
la  jurisdicción  de  este  consulado,  naufragar,  varar  ó  quebrarse  algunos 

navios y  se  han  experimentado  algunas  cuestiones .y  se 

han  originado  graves  inconvenientes en  conocido  daño  délos 

interesados  individuos  de  este  comercio,  atendiendo  á  evitar  estos  in- 
convenientes, se  ordena  y  manda  que  luego  que  sucedan  tales  desgra- 
cias, se  dé  cuenta  al  consulado y  que  inmediatamente  acudan  Prior 

:y  Cónsules al  paraje  en  donde  sehalle  el  navio  naufragado y 


1    Ley  1. «,  tít.  7-=.  lib.  6  °.  Not.  Recop. 
■2    I<er  10,  tít,  3h  lib.  7.  o ,  Not-  Eecop. 


Votos  Tojio  II.— 12 


172 

hagan  cuantas  dilig-encias  sean  posibles  para  salver  (la  carga)  median- 
te la  jurisdicción  que  tienen y  que  como  protectores  del  co- 
mercio deben  y  pueden  entender  en  todas  estas  materias averi- 
guando cjontoda  justificación  lo  que  á  cada  interesado  tocare pro- 
cediendo contra  algunos^  si  se  hallaren  culpables  en  el  naufragio 

oyendo  á  los  expresados  verbal  y  judicialmente,  etc.»  No  se  pue- 
de conceder  en  términos  más  explícitos  la  jurisdicción  á  uq  tribunal 
para  conocer  de  determinados  negocios. 

Si  conforme  al  artículo  17.  tit.  6.°  de  la  Ordenanza  de  matrículas,  y  á 
la  Eeal  Orden  de  20  de  Mayo  de  1804,  i  el  tribunal  de  marina,  en  donde 
no  regía  la  Ordenanza  de  Bilbíío,  debía  limitar  su  conocimiento  á  la 
jparte  facultativa  y  criminal  de  la  varada,  naufragio,^  abordaje,  etc., 
para  que  después  los  consulados  juzgaran  de  las  materias  pertenecien- 
tes al  comercio,  en  donde  este  Código  estaba  vigente,  muy  diyersa  regla 
debía  observarse.  Y  reconociendo  que  las  reales  cédulas  que  lo  aproba- 
ron privaron  al  Consulado  de  Bilbao  de  ejercer  jurisdicción  en  materia 
criminal,  debiendo  éste  en  todos  casos  remitir  á  los  culpables  á  la  justi-- 
cia  ordinaria,  upara  que  ella  los  condene  á  la  pena  que  merezcan,  segim 
la  gravedad  del  delito,»  es  preciso  reconocer  también  que  no  podían  ser 
competentes  los  jueces  de  marina  en  los  países  regidos  por  esta  ley,  pa- 
ra conocer  ni  de  la  parte  crimiral  de  un  naufragio,  puesto  que  á  los  res- 
ponsables se  debían  remitir  á  la  justicia  ordinaria.  Esto,  indispensable- 
mente, ha  tenido  que  suceder  en  México  y  en  Bilbao  bajo  el  imperio  de 
ese  Código. 

Pretender  ahora  que  los  tribunales  federales,  á  quienes  sin  razón  se 
les  supone  sucesores  de  los  tribunales  de  marina,  conozcan  de  ti)dos  los 
naufragiosya  en  el  mar,  ya  en  los  ríos,  cuando  las  mismas  leyes  en  qua 
esa  pretensión  se  quiere  fundar,  negaron  tal  jurisdicción  á  esos  tribuna- 
les en-los  ca&os  de  que  he  hablado,  es  una  preten-sión  condenada  por  las 
mismas  leyes  que  en  su  apoyo  se  invocan.  No  es  mi  objeto  ocuparme  del, 
naufragio  marítimo,  ni  fijar  la  competencia  délos  tribunalesque  de  él  co- 
nozcan, ni  señalar  qué  parte  de  las  antiguas  leyes  espaíiolas  han  queda- 
do vigentes  después  de  las  modificaciones  operadas  por  nuestra  actual 
legislación:  2  ocuparme  de  esos  puntos  sería  desviarme  por  completo  de 
de  mi  propósito:  éste  ha  quedado  cumplido  y  satisfecho  desde  que  he 
probado,  como  creo  haberlo  hecho,  que  aun  suponiendo  integro  el  vi- 
gor de  la  Ordenanza  de  matrículas  de  mar,  que  aun  concediendo  que 
los  tribunales  federales  sean  ios  sxicesores  de  la  jurisdicción  de  marina,, 
no  es  exacto,  no  es  sostenible  que  el  abordaje,  el  naufragio  ocurrido  en 
rio,  esté  sujeto  á  las  prescripciones  de  esa  ley. 

III 

Se  ha  pretendido  fundar  la  competencia  federa,!  en  otros  motivos:  se 
ha  dicho  «que  los  ríos,  lagos  y  demás  aguas  interiores  forman  parte  del 
mar,  puesto  que  pertenecen  á  ese  conjunto  de  aguas  que  rodean  la  tie- 
rra,» y  de  esto  se  ha  querido  deducir  la  consecuencia  de  que  siendo  na- 

•1    NotalOálaleylO.tít.  7  ^.libroe.o.NoT.Eecop. 

2  Desde  'liie  39  publicó  el  "Reglamento  para  el  buen  orden  y  policía  de  los  puertos  de  mar."  en  12 
de  Septiembre  de  1379.  la  \igeucia  de  las  Ordenanzas  de  matriculas  es  aun  más  dispatable-  Sin  inquirir 
si  caben  en  las  disposiciones  de  un  reglamento  preceptos  tan  importantes  como  los  que  aquel  contiene, 
es  uu  híoho  q  le  éi  ha  refuu'Üdo  los  preceptos  que  podían  considerarse  vigentes  eu  la  an'.igua  Ordenan- 
za- Ds  úobarse  es  qae  ese  Reglamento  no  está  hecho  para  'los  ríos.''  sino  para  -la  mar."  Sus  artículos 
.176  al  190.  que  tratan  de  los  abordajes  "marítimos,"  coutieue  las  prescripciones  qae  deben  reputarse 
conforme  eon  nuestra  legislación  vigente.  Se  observará  que  en  lugar  de  (lue  el  tribunal  especial  de  ma- 
rina conozca  "de  la  parte  facultativa  y  criminal  del  hecuo."  hoy  el  capitán  de  puerto  no  puede  más  que 
levantar  la  acta  da  que  hablan  los  artículos  17:1  y  ISl,  y  esa  acta,  con  su  parecer  en  cuanto  á  la  culpa- 
bilidad ó  inculpabilidad  que  aparezca,  se  remitirá  al  Juez  de  Distrito  para  que  éste  proceda  como  esti- 
me arreglado  á  derecho  (articulo  183)  Este  Reglamento  deja  bien  definidos  varios  puntos  que  se  han 
debatido  en  este  negocio-  Yo  no  he  querido  hacer  uso  de  él  para  refutar  las  argumentaciones  que  se  to  - 
man  de  la  Ordenanza  de  m-itrícalas.  para  no  fundar  las  uuas  en  un  Reglamento  de  cuya  validez  se  du- 
dai  al  menos  en  cuanto  k  ciertos  puntos- 
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vegable  el  rio  Grijalva  y  estando  comunicado  con  el  Golfo  de  México, 
«cuantos  hechos  se  veritíqiien  en  él,  caen  bajo  la  jurisdicción  federal.» 
El  juez  de  Distrito  de  Campeche  que  ha  prohijado  los  argumentos  y  casi 
hasta  las  palabras  del  abogado  que  sostiene  su  competencia,  afirma  tam- 
bién que  «los  rios  navegables  deben  ser  reputados  como  partes  integran- 
tes del  mar  territorial  ó  como  otros  tantos  mares  territoriales,»  para  lle- 
gar igualmente  á  la  consecuencia  de  que  «toca  á  los  tribunales  federa- 
les conocer  de  las  controversias  que  se  susciten,  con  ocasión  de  los  he- 
chos acaecidos  en  los  citados  ríos.»  Y  en  los  debates  que  se  han  tenido 
en  esta  Sala,  se  ha  sostenido  que  los  ríos  navegables  que  comunican 
con  la  mar  territorial,  esián  sujetos  como  ésta,  á  ciertas  reglas  del  dere- 
cho de  gentes  que  no  pueden  ser  aplicadas  sino  por  los  tribunales  fede- 
rales. Yo  no  estoy  conforme  con  esas  teorías  que  confunden  en  mi  sen- 
tir la  jurisdicción  que  se  ejerce  en  la  mar  territorial,  con  la  que  cada 
Estado  tiene  en  sus  ríos  navegables,  y  me  siento  obligado  á  manifestar 
las  razones  de  mi  opinión. 

Cierto  es  que  los  publicistas  enseñan  como  doctrina  generalmente 
admitida,  que  «los  límites  jurisdiccionales  de  un  Estado  abrazan  no  so- 
lamente su  territorto  sino  aun  las  agu.as  que  lo  atraviesan  ó  lo  rodean, 
los  puertos,  las  bahías,  los  golfos,  las  embocaduras  de  los  rios,  nótese 
bien  esto,  las  embocaduras  de  los  rios  y  los  mares  enclavados  en  su  te- 
rritorio;» 1  pero  esta  doctrina  está  muy  lejos  de  autorizar  la  consecuen- 
cia de  que  la  misma  jurisdicción  se  extiende  sobre  todas  esas  aguas.  La 
que  se  ejerce  en  la  mar  territorial  la  califican  los  publicistas  de  condi- 
ción mixta,  porque  «por  una  parte  sobre  la  mar  Ücoral  es  posible  el  de- 
recho de  propiedad,  pues  que  con  la  artillería  de  tierra  se  puede  impe- 
dir su  UbO  á  otras  naciones,  y  por  otra  la  mar  licoral,  de  la  misma  ma- 
nera que  la  alta  mar,  es  un  camiwo  ó  medio  de  comunicación  de  gran 
,  provecho  para  el  género  humano.  La  mar  litoraldebe  ser  respetadapor 
iodos  los  pueblos,  porque  asi  lo  exig'eu  los  intereses  materiales  de  las 
costas,  la  independencia,  la  seguridad  y  aun  el  decoro  de  las  naciones; 
.•il  paso  que  navegar  por  estos  mares  es  una  cosa  inocente  y  aun  indis- 
pensable en  algunos  casos.  De  esta  combinación  de  circunstancias  en- 
contradas que  concurren  en  la  mar  litoral,  nace  el  que  su  condición  no 
t-ea  ni  absolutamente  libre,  como  la  alta  mar,  ni  sujeta  á  la  propiedad 
exclusiva,  como  los  puertos.»'^  Cada  Estado,  es  cierto,  ejerce  jurisdic- 
cióu  en  su  mar  territorial;  pero  «en  el  ejercicio  de  esos  derechos  el  sobe- 
lauo  no  podrá  atacar  los  derechos  de  otro;  tampoco  puede  prohibir  la 
aproximación  de  los  navios  de  comercio  ni  la  de  los  navios  no  sospe- 
chosos que  no  amenaceii  en  nada  &u  ^eguridad.  3 

Uu  distinguido  publicista  norteamericano  se  encarga  especialmente 
de  esta  cuestión,  exponiéndola  asi,  y  después  de  sentar  la  doctrina  de 
que  la  alta  mar  no  puede  ser  la  propiedad  de  nación  alguna:  «Con  res- 
pecto á  esas  proporciones  de  mar  que  forman  los  puertos,  ensenadas, 
loahías  y  bocas  de  rios  de  cualquier  Estado,  en  donde  ia  marea  suba  ó 
"baje,  su  exclusivo  derecho  de  propiedad  como  eldesu  soberanía  enesas 
aguas,  puede  bien  ser  mantenido   de  acuerdo  corr  las  razones  arriba 

mencionadas El  Estado  que  posee  el  territorio  adyacente,  que 

circunda  parcialmente  e^as  aguas,  tiene  el  poder  lisico  de  obrar  cons- 
tantemente sobre  ellas,  y  al  mismo  tiempo  el  de  excluir  á  su  voluntadla 
acción  de  cualquier  otro  Estado.  No  hay  en  este  caso  obstáculo  mate- 
rial ó  moral  que  impida  el  ejercicio  del  derecho  exclusivo  de  propiedad 
y  dominio.  Por  consecuencia,  el  Estado  deucro  de  cuyos  límites  territo- 

#     ' 

1  "Les  limites  j-ridictionnelles  d'im  Etat,  embrassent  non  seulement  son  territoire  mais  encoré 
tes  eaux  que  le  trareraenE  ou  l'ento'.n-eut,  les  porta  les  bales,  les  golfes.  "les  embouchures  des  flouTes" 
et  les  mers  enclaves  dans  son  tenifcoire-"  Calvo.  Le  droit  International  théoriqv.e  et  practique,  tomo 
X  o.  página 306-  3eg':>nda edición- 

i.    üiquelme-  líilemeutob  de  derecho  público  iuternacional   tomol.  o,  página  209. 

3  -Dans  l'exeroise  de  oes  droils,  le  sonverain  ne  po»rra  pas  porter  atteinte  aui  droits  d'autnú: 
ainsi,  il  na  peiit  interdire  l'approche  de  vaisseaux  d»  commerce-  ni  de  ceux  des  navires  non  ausjects  q»i 
3ie  mcHacent  en  rien  sa  Eiireté-"  í'iore.  Nouy-  droit  intern-  piibl-,  tomo  1-  - 1  pág-  373. 
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ríales  esas  aguas  están  incluidas,  tiene  el  derecho  de  excluir  á cualquie- 
ra nación  de  su  uso 

«Puede  tal  vez  creerse  que  esas  consideraciones  no  se  aplican  conla 
misma  fuerza  á  aquellas  porciones  de  mar  que  bañan  la  costa  de  unEs- 

tado  particular El  poder  físico  de  ejercer  propiedady  jurisdicción 

exclusiva  y  de  excluir  la  acción  de  otras  naciones  dentro  de  estos  limi- 
te?, existe  "hasta  cierto  grado;  pero  el  poder  moral  puede  acaso  no  ex- 
tenderse más  que  á  excluir  la  acción  de  las  otras  naciones  de  hacer  al- 
gima  injuria  d  aquel  Estado  que  reclama  este  derecho.^*  i  Y  hablando 
después,no  de  la  boca  de  los  ríos,  sino  de  los  mismos  ríos  quecorrenpor 
el  territorio  de  un  solo  Estado,  dice:  «El  territorio  del  Estado  mcZwye  los 
lagos,  mares  y  ríos  enteramente  incluidos  dentro  de  sus  limites.  Los 
ríos  que  corren  por  el  territorio  también  forman  una  parte  de  su  domi- 
nio desde  su  nacimiento  hasta  su  embocadura,  al  menos  en  toda  la  ex- 
tensiÓQ  del  territorio  que  atraviesan.»  2 Y  esto  á  diferencia  de  aque- 
llos rios  que  corren  por  el  territorio  de  diversos  Estados,  pues  ea  éstos, 
«el  derecho  de  navegación  para  asuntos  comerciales,  es  común  á  todas 

las  naciones  que  habican  las  diferentes  partes  de  sus  riberas.»  ^.. 

Siendo  todavía  este  derecho  de  navegación  común,  un  derecho  imper- 
fecto, cuyo  ejercicio  debe  arreglarse  por  los  tratados.  *  La'diferencia 
entre  la  jurisdicción,  el  dominio  que  las  naciones  ejercen  en  la  mar  te- 
rritorial y  el  que  tienen  en  sus  ríos  navegables,  no  puede  quedar  mejor 
definida. 

Otro  publicista,  después  de  exponer  las  diversas  teorías  sabré  la  pro- 
piedad de  los  rios;  después  de  decir  cómo  se  han  resuelto  prácticamente 
las  cuestiones  sobre  la  libertad  de  su  navegación,  refiriéndose  á  los  tra- 
tados sobre  ella  celebrados,  asienta  como  doctrina  general,  reconocida 
y  sanaionada  por  el  derecho  internacional,  esta:  «Cuando  un  rio  está 
situado  todo  entero  sobre  el  territorio  de  un  solo  Estado,  es  considerado 
como  encontrándose  bajo  la  exclusiva  soberanía  de  ese  mismo  Estado, 
y  entonces  él  solo  tiene  autoridad  y  poder  para  reglamentar  su  navega- 
ción.» 5  Y  respecto  de  esos  mismos  rios  que  no  corren  sino  por  el  terri- 
torio de  un  Estado,  que  no  sirven  de  vía  de  comunicación  entre  diversas 
naciones,  en  otro  lugar  se  expresa  asi,  aceptando  la  opinióa  de  los  que 
consideran  que  ellos  forman  parte  del  domiaio  de  un  Estado,  con 
igual  titulo  que  sus  tierras:  «El  pueblo  que  posee-ios  dos  bordes  de  wa. 
rio  desde  su  nacimiento  hasta  su  embocadura  en  la  mar,  es  su  propieta- 
rio absoluto;  puede  disponer  de  sus  aguas,  reglamentar  y  aun  prohibir 
fU  uso  según  lo  juzgue  conveniente.»  * 

Si  la  libertad  de  navegación  en  los  mares  es  un  principio  definitiva- 
mente conquistado  por  el  derecho  de  gentes,  la  de  los  ríos,  aun  de  aque- 

1  "Inrespeet  to  those  portions  cf  tbe  sea  which  torva  the  ports.  harbors.  bays,  aud  "mouths  of  r¡- 
vers  of  any  State  where  the  tide  ebbes  andHows."  ils  eiclasive  right  of  property,  as  well  as  sovereigaty 

in  taese  waters.  may  well  be  maiatained  consisteutly  with  both  tbe  reasons  above  mentioued 

The  State  possessing  tbe  adjacent  territor/ by  which  these  waters  are  partially  surrounded  , 

lias  Ihat  phvsical  poirer  of  coastaatly  acting  upon  them.  aud  at  the  same  time  of  excluding  at  its  plea- 

sure  tbe  aotiou  of  auy  otber  .State  Neioher  the  material  nor  the  moral  obstacle  to  tae  ejercise 

of  the  etcliisi'e  right  of  property  and  dominioa  exists  íq  tJnis  case.  Coasequently,  the  State  withiu  who- 
se  territorial  limits  these  waters  are  included,  has  the  rigbt  of  eicluding  every  other  nation  from  their 
wse-" 

"It  mav.  perhaps,  be  thougbt  that  these  considerations  do  not  apply  with  tae  same  f o'ce  to  those 

portions  of  tbe  sea  whioh  wash  the  coastof  aay  partic'ilar  State The  physieal  po'T'er  of 

ezerctsing  an  e cci'isive  property  aad  jurisdiction  and  of  excludiag  the  action  of  otber  nations  within 
these  limita  e-as's  "to  a  certaia  degree:"  b  ".t  the  moral  power  "mty  perhips  seem  to  eHend  no  furthep 
than  to  exclade  the  aotion  of  other  nation?  to  the  íq j  iry  of  tbe  State  by  'vhich  this  right  is  claímed-" 

2  "The  terriiory  of  the  State  "iaclades"  the  lakes,  seas  aud  "rivera"  entirely  iuclosed  withia  its 
limits-  The  rirers  wnich  How  tbrongh  tbe  territory  "alsoform  a  part  of  the  domaia"  frotn  their  sources 
to  their  mouths.  oras  far  as  they  tto»  within  tbe  territory. " 

3  "The  right  of  navigatiug  for  commsroial  purposes is  commoa  to  all  nationsiababitiag 

the  ditfereut  parts  of  it*banks-" 

4  Wheaton-  On  internatioaal  law.  Edic  8tx.  by  Dana.  nüms.  183, 189,  192  y  193- 

5  "Lorsqu'an  tieuve  est  situé  "tout  entier"  sur  le  territoire  d'nn  seul  Etat,  il  est  conñléré  comms 
ae  trouvant  soas  la  "souverainecé  escbísive"  de  ce  mecns  Efcat.  qui  alora  a  "seul"  aitorité  et  pouroix 
poír  en  reglamentarla  narigation."  Calvo,  Obra  y  tomo  cit-,  pág.  347. 

6  "Le  peuple  qai  po^séd»  les  de-ix  bords  d'un  flaure  depuls  sa  aource  jusqu'íL  son  embouohture  dans 
'a  mer,  en  est  "le  propiétaire  absola:  il  p3ut  disponer  de  ees  ea^ix.  en  réglaminter  et  mima  en  int?r3ir3 

•usage,  selon  q  i'il  le  juga  coíireuable."  Cj,1to.  Obra  j  tomo  oit-,  pig.  330- 
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líos  que  atraviesan  el  suelo  de  diversos  Estados,  dista  mucho  de  estar 
aceptada  por  la  práctica  de  las  naciones.  Así  lo  reconocea  aun  los  más 
entusiastas  abogados  de  la  libre  navegación  fluvial  que  pretenden  equi- 
parar á  la  marítima,  i  El  Congreso  de  Viena  ha  llegado  á  marcar  una 
época  en  la  historia  del  derecho  de  gentes,  porque  él  estableció  las  ba- 
ses de  la  libre  navegación  de  algunos  ríos  en  Europa,  y  fué  preciso  que 
viniera  el  célebre  Congreso  de  París  de  1856,  animado  del  mismo  espíritu 
que  presidió  al  de  Viena.  para  que  quedara  abierta  en  una  época  reciente 
la  importante  navegación  del  Danubio.  La  multitud  de  tratados  y  con- 
venciones que  han  arreglado  la  de  los  principales  ríos  europeos  y  ame- 
ricanos, es  la  mejor  prueba,  el  más  elocuente  testimonio  del  poder  que 
los  soberanos  ejercen  sobre  los  ríos  que  atraviesan  su  territorio. 

Las  respetables  autoridades  que  he  citado  prueban  que  se  confun- 
den muy  erróneamente  los  principios,  asegurando  que  un  Estado  ejer- 
ce la  misma  jurisdicción  y  tiene  la  misma  propiedad  en  su  mar  territo- 
rial que  en  sus  agua?,  interiores,  porque  siendo  en  éstas  plena,  absoluta, 
exclusiva,  en  la  mar  territorial  hay  que  tener  presente  que  no  se  puede 
ofender  el  derech»  ajeno.  Me  sirven  estas  mismas  autoridades  para  afir- 
mar que  la  navegación  de  los  ríos  no  se  rige  por  las  reglas  dei  derecho 
internacional,  sino  por  las  del  interior  de  cada  país,  modificado  por  los 
tratados  que  el  soberano  crea  conveniente  celebrar.  Aclaradas  estas 
verdades,  no  pueden  sostenerse  las  argumentaciones  en  cuyo  análisis 
me  ocupo. 

Porque  no  es  cierto  que  los  ríos  sean  la  mar  territorial  ó  siquiera  una 
parte  de  ella;  porque  no  es  cierto  que  en  los  ríos  que  se  comunican  con  la 
mar, se  pierda  la  soberanía  nacional  y  no  haya  más  ley  que  la  que  gobier- 
na á  las  naciones-jporque  no  es  cierto,  en  fin,  que  cuantos  hechos  ocurran 
en  un  río,  caen  bajo  la  jurisdicción  del  tribunal  que  aplica  el  derecho 
de  gentes,  así  como  tampoco  es  cierto,  como  se  dice  también  equivoca- 
damente, que  todos  los  que  ocurran  en  la  mar  son  de  la  competencia  de 
ese  tribunal.  Casos  sin  duda  habrá  en  que  el  derecho  marítimo  tenga 
que  aplicarse  á  los  ríos,  como  en  los  casos  de  bloqueos,  capturas,  pira- 
tería, etc.-,  pero  esto  que  se  hace  por  excepción,  no  puede  constituir  la 
regla  que  se  ha  querido  establecer  para  que  el  Poder  Judicial  federal, 
con  su  investidura  de  Tribunal  internacional,  conozca  de  cuantos  con- 
tratos y  delitos,  de  cuantos  hechos  ocurran  en  un  lio.  Ni  la  presencia 
de  buques  extranjeros  en  él  autoriza  esa  aplicación,  como  regla  de  de- 
recho de  gentes,  asi  como  no  la  autoriza  la  presencia  de  extranjeros  en 
tierra,  ¿Qué  se  diria  del  país  que  hiciera  internacionales  todas  las  rela- 
ciones jurídicas  de  los  extranjeros,  porque  ellos  pueden  afectar  la  paz 
de  la  Nación?  Esto  en  mi  juicio  sería  verdaderamente  absurdo. 

Las  citas  que  sé  hacen  de  nuestros  tratados,  para  probar  que  los  «ríos 
navegables  están  considerados  como  parte  de  la  mar  territorial,»  y 
por  consecuencia  que  solo  los  poderes  federales  tienen  facultad  de  re- 
solver todo  lo  relativo  á  ellos,  no  solo  no  hacen  esa  demostración,  sino 
que  dejan  asentado  lo  contrario,  lo  que  es  la  verdadera  doctrina  del  de- 
recho de  gentes.  La  cláusula  qxie  esos  tratados  contienen  tobre  la  li- 
bertad recíproca  de  navegación,  para  ir  respectivamente  á  los  puertos 
y  ríos  de  los  dominios  de  las  partes  contratantes  «adonde  ahora  se  per- 
mite ó  en  adelante  se  permitiere  entrar  á  otros  extranjeros.»  demuestra 
en'efecto  que  se  ha  reconocido  el  derecho  que  cada  soberano  tiene,  pa- 
ra abrir  ó  cerrar  sus  puertos  y  ríos  á  la  navegación  extranjerH,  tratan- 
do sólo  de  evitar  que  se  establezcan  privilegios  odiosos  en  contra  de  los 
Estados  contratantes.  (Art.  2.°  del  tratado  de  México  con  la  Confedera- 
ción alemena  del  Norte,  de  28  de  Agosto  de  1869,  art.  2.»  del  tratado  con 
Italia  de  14  de  Julio  de  1870,  etc.)  Y  el  artículo  10  del  tratado  con  los 
Estados -Unidos  del  Norte  de  5  de  Abril  de  1831,  que  permite  la  entrada 

1    Carathéodory-  Du  dtoit  intern-  concernaut  les  giands  couis  d'eaux.  páginas  26  ;  27- 
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á  7'ios  en  caso  de  temporal,  persecusión  de  piratas,  etc.,  y  el  11  que  obli- 
ga  A  devolver  las  presas  que  los  piratas  hayan  hecho  y  que  fueren  con- 
ducidas á  los  í'/o.s,  no  hacen  sino  sancionar  ciertos  principios  de  derecho 
internacional  que  en  nada  derog-an  las  doctrinas  que  antes  he  expuesto. 
El  que  los  trntados  hablen  de  los  ríos,  el  que  en  ciertos  casos  como  eu 
el  de  piratería,  los  tribunales  internacionales  sean  los  competentes,  no 
justifica  que  éstos  lo  sean  también  para  conocer  «de  cuantos  hechos  ocu- 
rran en  ellos.» 


IV 

El  método  que  sig'o  me  obliga  á  ocuparme  de  otro  de  los  motivos 
alegados  en  favor  de  la  competencia  federal,  porque  esta  es  la  ocasión 
de  hacer  ver  cómo  éste  y  el  que  acaba  de  ocuparme,  se  contradicen,  se 
excluyen  mutuamente,  sin  log-rar  ningano  de  ellos  lU  idar  esa  compe- 
tencia. Invocándose  la  ley  de  clasificación  de  rentas  de  30  de  Mayo  de 
18GS,  se  afirma  que  siendo  «ias  islas  y  playas,  los  puertos,  ensenadas, 
bahías,  lagunas  y  ríos  navegables»  bienes  de  la  Federación,  es  incues- 
tionable que  «sólo  sus  autoridades  judiciales  pueden  juzg'ar  y  sentenciar 
sobre  todo  lo  concerniente  á  los  ríos  navegables.» 

Díg'o  que  esta  nueva  argumentación  contradice  á  la  anterior,  por  la 
sencilla  razón  de  que  esa  \qv  de  clasificación  de  rentas  no  cuenta  entre  , 
los  bienes  de  la  Federación  la  mar  territorial,  como  sin  duda  alg'una ' 
no  puede  contarse.  El  mero  hecho  de  citarse  esa  ley  y  de  aceptar  la 
doctrina  que  contiene,  estableciendo  diferencias  entre  el  dominio  de  la 
onar  territoi^ial  y  de  los  ríos  navegables,  destruye  por  su  base  toda  la 
argumentación  anterior,  encaminada  toda  á  demostrar  que  mar  territo- 
rial y  rio  navegable  son  una  misma  cosa,  Pero  dejando  á  un  lado  estas 
contradicciones,  veamos  lo  que  vale  el  nuevo  fundamento  de  la  compe- 
tencia federal. 

Keputo  tan  falsa  la  teoría  que  se  pretende  establecer  con  ese  propó- 
sito, que  creo  que  exponerla  es  refutarla.  Se  paede  concretar  en  estos 
términos: todos  los  hechos  que  ocurran  dentro  del  territorio  de  los  bienes 
de  la  Federación,  no  son  sino  de  la  competencia  de  los  tribunales  de  ésta, 
porque  «pretender  que  los  Estados  conozcan  de  ellos,  seria,  además  de 
un  atentado  contra  la  propiedad  de  la  Federación,  una  usurpación  de 
facultades,  y  en  consecuencia  una  flagrante  violación  del  pacto  fe- 
deral.» 

Como  los  bienes  de  la  Federación  no  son  sólo  los  ríos  navegables  y 
las  islas  y  puertos  y  bahías,  sino  también  los  castillos,  fortalezas,  alma- 
cenes, casas  de  correo  y  de  moneda,  los  demás  edificios  que  por  com- 
pra ó  cualquier  otro  título  sean  su  propiedad,  las  a  iciones  en  caminos 
de  fierro  y  aun  los  terrenos  baldíos,^  se  sigue  de  aquí  que  cuantos  ne- 
chos  en  esos  sitios  pasen,  son  de  la  competencia  federal.  ¿Es  posible  ad- 
mitir asi  esa  extensión  de  la  iurisdicción? 

¿Hay  un  abordaje  en  el  rio  Grijalva?  Pues  todas  las  acciones  civiles 
ó  crimínale'!  que  de  él  emanen  se  han  de  llevar  á  los  tribunales  federa- 
les. ¿Se  deja  de  cumplir  un  contrato  de  flete  en  los  lagos  de  Texcoco 
ó  Chápala?  Pues  que  lo  juzgue  el  Juez  de  Distrito.  ¿Se  cometió  un  ho- 
micidio en  una  casa  de  correos,  un  robo  en  una  playa,  una  falsificación 
en  el  Palacio  de  Justicia?  Pues  nadie  máí  que  la  justicia  federal  es 
competente.  Sin  salir  del  edificio  de  esta  Corte,  tendríamos  como  re- 
sultado de  esa  teoría,  que  todos  los  contratos  que  pasan  ante  los  nota- 
rios que  tienen  aquí  su  oficio,  son  de  la  competencia  federal , 

¿Se  puede  sinceramente  alegar  como  razón  de  competencia,  la  propie- 

1    Ley  de  30  de  Mayo  de  1883.  fraccioues  V,  XIII  y  XVI-  Colección  de  Lozano,  tomo  X,  pij.  331, 
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aad  de  la'Federación  en  sus  bienes?  Principio  que  engendra  tan  mons- 
truosas consecuencias  no  se  puede  aceptar,  í 


En  el  debate  que  este  negocio  ha  provocado  en  esta  Sala,  se  ha  ha- 
blado mucho  de  las  leyes  de  navegación,  considerándolas  en  su  carác- 
ter internacional,  en  su  aplicación  á  la  mar  y  á  los  rios,  y  con  este  mo- 
tivo se  han  hecho  diversas  referencias  á  las  legislaciones  de  otros  paí- 
ses.  Yo  debo  consagrar  una  especial  atención  á  este  punto. 

En  Francia  la  ley,  la  jurisprudencia  y  la  doctrina,  resuelven  de 
acuerdo  que  no  hay  jurisdicción  marítima  en  los  ríos  y  que  la  navega- 
ción de  éstos  se  rige  por  reglas  diversas  de  la  de  la  mar.  Ni  bajo  las 
Ordenanzas  navales  de  Luis  XIV,  ni  antes,  ni  mucho  menos  después,  la 
colisión  de  buques  en  un  rio  más  arriba  del  límite  de  la  marea,  ha  sido 
un  negocio  de  almirantazgo,  sin  qiTe  la  presencia  de  buques  extranje- 
ros en  aguas  interiores  y  el  temor  de  conflictos  internacior^ales,  hayan 
jamás  hecho  cambiar  la'legislación  francesa  sobre  este  punto.  En  ese 
país,  los  abordajes  en  agua  dulce  son  de  la  competencia  de  los  jueces 
comunes,  no  habiendo  llegado  la  pretensión  de  aforar  á  esos  negocios^ 
más  que  á  consignai-los  á  los  de  comercio.  Para  no  extenderme  dema' 
siado,  hablaré  solo  de  lo  que  la  actual  legislación  tiene  establecido  en 
esta  materia. 

El  artículo  1°  del  decreto  de  12  de  Mayo  de  1852,  decide  que  «La  na- 
vegación se  llama  mai'itima  sobre  la  mar,  en  los  puertos;  sobre  los  es- 
tanques y  canales  donde  las  aguas  son  saladas,  y  hasta  el  limice  de  la 
inscripción  marítima,  sobre  los  ríos  que  afluyen  directa  ó  indirectamen- 
te á  la  mar»  i  Y  el  decreto  de  21  de  Febrero  del  mismo  año  de  1852, ha- 
bía ya  determinado  cómo  y  con  arreglo  á  qué  bases  se  fijan  esos  limites 
de  la  inscripción  marítima,  diciendo  esto:  «Los  decretos  del  presidente 
de  la  República  determinarán  en  los  ríos  que  afluyen  directa  ó  indirec- 
t;\mente  á  la  mar,  los  límites  de  la  insciipción  marítima  y  el  panto  don- 
de-cesa  lo  salado  de  las  aguas. ^^  ^  Estas  leyes,  que  como  se  ve,  lo  obser- 
varé de  paso,  concuerdan  sustancialraente  con  el  artículo  22  del  titulo 
^°  de  la  Ordenanza  española  sobre  el  límite  de  la  iarisdicción  marítima 
fijada  en  donde  se  acaba  la  agua  salada;  estas  leyes,  digo,  han  estable- 
cido la  jurisprudencia  moderna  francesa  sobre  bases  tan  seguras  en  pun- 
to á  abordaje  en  ríos,  que  no  es  posible  ni  cuestionar  sobre  esta  ma- 
teria. 

Para  no  hablar  sino  del  caso  que  me  ocupa,  es  decir,  déla  competen- 
•cía  de  los  jueces  para  conocer  de  eso«!  negocios,  me  limitaré  á  consignar 
la  docirina  en  aquel  país  profesada.  Es  esta:  «¿En  casos  de  abordajes  de 
buques  sobre  los  río?,  la  acción  en  indemnización  de  averías  está  some- 
tida á  las  reglas  especiales  establecidas  por  los  artículos  407,  435  y  43S 
del  Cód.  com.  relativamente  á  los  mismos  sucesos  acaecidos  en  la  mar? 
La  cuestión  está  en  disputa.  Mr.  Slbille  se  pronuncia  por  la  negativa; 
cree  que  la  reparación  de  las  averías  causadas  por  un  abordaje  en  un 
rio,  debe  ser  reglamentada  conforme  á  la  disposición  del  artículo  1382 
del  Cód  civ.  y  no  conforme  al  artículo  407,  especial  para  los  sucesos  en 
la  mar.  MM.  JParderssus  y  Pouget  creen  lo  contrario,  que  ios  artículos 
del  Códi¿o  de  Comercio  sobre  el  abordaje,  deben  aplicai*se  de  una  ma-; 

1  "La.navigation  est  dit.e  maritime.  sur  la  naer.  Aang  les  ports,  sur  les  étangs  et  caneaux  "ou  les  eanz 
TBont  salees  '  et  jusqu'au  limite  de  l'inscrrption  maritime.  sur  les  tlea^es  et  riviéres  alíluant  directemenfc 

ou  indirectement  á  la  mer."  Citado  por  Sibille  —  Jarisp.  et-  doctr-  sur  matiére  d'abordage.  pág.  3- 

2  "Les  déorets  du  president  de  la  Répiíblique détermineront  dans  les  tleuves  et  ri vieres  aflfluanfc 

directemeut  ou  indireotemente  á  la  mer  les  limites  de  riascription  maritime  "et  le  point  de  cessation  des 
-la  salure  des  eaux-"  Citado  por  Dallos — Repert-  de  leg-  et  jurisprud— v  erb.  Organization  maritime,  ar- 
mero 74-2.         '  ■  
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ñera  absoluta  á  la  navegación  interior.»  ^  Como  se  ve  eH  estas  palabras» 
IsL  discrepancia  de  opiniones  versa  línicamente  sobre  la  competencia,  ó 
lAen  del  Juez  mercantil,  ó  bien  del  comiín,  sin  que  se  pretenda  que  el 
■^bunal  de  marina  tenga  que  ver  en  esos  asuntos.  El  autor  á  que  me 
'efiero  no  se  olvida  de  decirnos  que  los  rios  de  que  habla  son  los  inte- 
iores.  porque  si  se  tratara  de  uno  limitrofe  como  el  Rhin,  «intervienen 
Jos  tratados  internacionales  para  reglamentar  todos  los  detalles  de  la 
policía  de  la  navegación.»  2 

Conveniente  es  que  nos  hagamos  cargo  de  los  fundamentos  de  esas 
opiniones  contrarias,  en  cuanto  á  la  jurisdicción  común  ó  comercial  de 
los  abordajes  en  rios.  Pardessus  efectivamente  equipara  el  abordaje  ma- 
ritimo  al  ocurrido  en  rio,  pero  apenas  hace  una  indicación  sobre  esta» 
materia  sin  exor  ner  la  razón  de  su  doctrina.  3  Pouget  cree  que  el  Códi- 
go de  Comercio  debe  aplicarse  á  la  navegación  interior,  cnnfpf^ando  sin- 
embargo  que  «Los  tribunales  han  aceptado  la  doctrina  de  Mr.  Sibille,»  *  y 
aquella  creencia  ?e  funda  en  que  «Las  razones  que  han  obligado  al  le- 
gislador á  decretar  los  artículos  407,  435  y  436  del  Cód.  com.,  militan  en 
favor  de  la  navegación  interior.»  ^ 

En  otra  parte  de  su  obra  ese  mismo  autor  enseña  esto:  «Sin  embar- 
go, parece  cierto  que  si  se  trata  de  abordajes  no  marítimos,  los  tribuna- 
les civiles  podrán  conocer  de  elios;  al  contrario,  ellos  son  incompetentes 
si  el  abordaje  es  marítimo,»  6  y  confirma  esta  doctrina  con  varias  ejecu- 
torias que  cita,  entre  las  que  llama  la  atención  la  que  resolvió  la  compe- 
tencia en  favor  del  tribunal  comíin  en  un  caso  de  abordaje  causado  por- 
un  buque  del  Estado,  7  y  otras  en  que  se  trató  de  esos  siniestros  en  qtie 
liubo  pérdidas  de  vidas  á  consecuencia  de  colisiones  criminales  8  Mr. 
Sibille  defiende  la  teoría  de  que  el  abordaje  no  marítimo  está  sujeto  al 
derecho  común,  y  que  en  los  términos  que  éste  lo  dispone,  somete  á  su 
autor  á  la  reparación  de  perjuicios,  siendo  estos  negocios  de  la  compe- 
tencia del  juez  ordinario.  «Tal  es  nuestra  opinión,  dice,  y  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  407,  435  y  436  forman  una  legislación  particular  y 
excepcional,  es  decir,  que  aquellos  presentan  unos  pi-íncipios  y  un  pro- 
cedimiento que  no  son  aplicables  más  que  á  las  colisiones  ectre  navios 
empleados  en  la  navegación  marítima.»  9  Y  luego  para  combatir  la  ob- 
jeción que  ^e  le  hace,  diciendo  que  el  Código  de  Comercio  habla  de 
«abordajes  de  navios,»  sin  distinguir  los  de  la  mar  de  los  de  los  ríos,  en- 
tre otras  varias  razones  alega  para  contestarla,  esta  que  en  el  presente 
negocio  tiene  interés  de  actualidad:  «La  Ordenanza  de  1681  tenía  tam- 

1  "En  cas  d'atordages  des  bateavx  sur  les  flenves lacHon  en  reparation  d'averies  esfc-elle  so«- 

■Hjise  auT  regles  speciales  établies  par  les  articles  40/  435  y  436-  Cód-  com.,  rélativement  aux  mémes  évé.- 
nejnentE  arrivés  aur  lamer?  La  question  est  contro^ ersée.  Mr.  Sibille  se  prononce  pour  la  negative:  ií 
pense  que  la  réparatiou  des  averies  causees  par  rn  abordase  en  ri viere  doit  étre  reglée  conformement  k 

la  disiKJsition  de  l'art- 1382  Cod.  civ.  et  non  d'apres  Tart.  407  spécial  aux  événements  de  mer MM. . 

Pardessns  et  Pouget  sont  d'avjs  au  contraiie  que  les  arts-  Qii  Code  de  corumerce  sur  l'abordage  doivent 
8'app)iq'»er  d'une maniere  absolute  ala navigation  interieur."  Dallos.  Obra  cit.  Verb.  Voirie par  eau, 
número  320. 

2  "11  intervient  des  traites  irternatiocaux  pour  régler  tous  les  details  de  la  pólice  de  la  navigation'- 
Callos.  Obr.  et  verb.  cit-  numero  328. 

3  Cours  de  Droit  commercial,  tom.  1.°,  núni- 192,  in  fne. 

4  "Les  tribunaux  ont  accepté  la  dortiine  de  Mr.  Sibille." 

5  '  Les  raisons  qui  ont  porté  le  legislaterr  á  édicter  les  arts-  407.  435  et  436  Cod-  com.  militent  en  fa- 
xeoT  de  la  navivation  intérietr."  Les  dévcirs  et  les  obligaliocs  des  divers  commissionaires,  tom.  3.  °,  pá- 
5Ína  445. 

6  '  Cependant  il  parait  certain  que  s'il  s'agit  d'abordages  non  maritimes,  les  tribunaux  civils  pou- 
iront  en  connaítre;  au  contraire  ils  sont  incompétents,  si  l'abordage  est  mariiime."  Obra  y  tomo  cit.,  pá- 
gina 276- 

7  TTno  de  los  considerandos  de  esa  ejeci^toria  dice  esto:  "Attendu  que  les  vaitseaux  de  l'Etat  navi- 
gnent,  dans  1  intérét  des  senices  publics,  pour  les  besoins  gépéraii^x  du  paj  s,  et  qu'ou  ne  saiirait  des  lora 
assimúer  láurs  expéditions  á  des  actes  de  commerce  dans  un  intéiét  pri>  ó. 

"AUenCiU  qu'iln'apparaitpas  desfaits  de  la  cause  que  le  tribuual  doive  se  déciarer  i^compétent 
comme  y  conclut  ie  ministére  public:  qu'il  s'aei^.  au  preces  d'iine  demande  en  dor.imaies  iutéiécs  par 
application  de  l'article  1382;  que  si  elle  tend  k  faire  déciarer  l'Ktat  debiteur  de  120-CCO  fi  ares,  il  u'en  ré  - 
Bolte  pas  nécessaírement  que  le  tribuual  solt  incompétent;  que  ce  n'est  pas  lá,i  en  eíiet,  une  question  de 
Jiqnidation  de  la  dette  pi  bUque."  Tom-  cit-,  pág-  282. 

8  ídem  idem.  pág.  284. 

9  "Tel  est  notre  avia,  et  les  di«positions  d's  aiticles  407,  435  et  436  forment  une  legislation  particix^ 
Kére  et  excepcionelle,  c'est  k  diré,  qu'eUes  presentent  des  principes  et  une  procedure  qui'ne  sont  applica- 
blesqu'auxcolUsions  entre  naTires,,,,  emplojés  k  la  nayisation  maritime-"  Jurisp- et  doctr.  en  mat. 

^*l>ordage,  pág.  fi> 


179 

bien  el  mismo  título:  de  los  navios  y  otros  buques  del  mar.  Ella  había-, 
dado  jurisdicción  sobre  todos  los  buques  de  la  navegación  marítima,  y 
ésta  jamás  ha  tenido  la  pretensión  de  extenderla  á  todos  los  que  nave- 
guen en  el  interior  con  motivo  de  esta  expresión  genérica:  navios.»  i  En- 
tre las  razones  de  su  doctrina,  merece  especial  consideración  la  de  que 
no  es  igual  la  responsabilidad  del  abardaje  marítimo  y  la  del  no  maríti- 
mo, porque  en  aquel  esa  responsabilidad  no  llega  sino  hasta  la  concu- 
rrencia del  valor  del  buque  autor  del  siniestro  y  su  carga,  pudiendo  el 
armador  librarse  de  la  culpa  del  capitán,  con  abandonar  navio  y  carga; 
en  el  abordaje  no  marítimo,  el  que  ha  causado  el  daño  es  el  responsable 
con  sus  bienes  personales,  y  por  toda  la  extensión  de  éste,  de  su  com- 
pleta reparación. ! 

Sea  lo  que  fuere  de  esa  contradicción  de  pareceres,  en  cuanto  á  la 
competencia  ya  ordinaria,  ya  mercantil,  para  conocer  de  los  abordajes 
acaecidos  en  ríos,  basta  lo  dicho  para  ver  con  entera  evidencia  que  en 
Franda  no  se  confunde  á  la  navegación  marítima  con  la  fluvial,  sujetan- 
do á  ambas  á  iguales  reglas;  que  la  presencia  de  la  agua  salada  en  los 
ríos  es  el  punto  hasta  donde  la  jurisdicción  marítima  llega;  y  por  fin,  y 
esto  es  lo  más  importante  para  la  cuestión  que  me  ocupa,  que  de  los 
abordajes  acaecidos  en  ríos  conocen  los  tribunales  comunes,  sin  que  por 
ello  la  navegación  de  buques  extranjei-os  en  sus  aguas  dé  motivo  á  con- 
flictos internacionales  ni  á  reclamaciones  de  los  gobiernos  extranjeros. 


VI 


Hay  otra  legislación  que  debo  consultar,  aun  á  pesar  de  mi  temor  de 
extenderme  demasiado:  muy  respetable  para  mí,  sobre  todo  en  materias 
constitucionales,  me  sirve  siempre  de  guia  en  el  estudio  que  tengo  que 
hacer  de  los  negocios  graves  que  vienen  á  esta  Corte,  y  en  el  presente 
no  podía  dejar  de  ocurrir  á  ella.  Y  como  por  otra  parte  en  este  debate 
se  ha  invocado  su  autoridad  para  la  resolución  de  este  asunto,  es  mi  de- 
ber ocuparme  siquiera  brevemente  de  ella.  Ya  se  comprenderá  que  me 
refiero  á  la  legislación  norteamericana. 

En  los  Estados  Unidos  no  se  puede  decir  como  en  Francia,  que  la  ley, 
la  jurisprudencia  y  la  doctrina  estén  conformes  en  la  designación  del  li- 
mite de  la  jurisdicción  marítima,  ni  en  la  competencia  de  los  tribunales 
que  conozcan  de  los  abordajes  en  los  ríos.  Alli  la  jurisprudencia  ha  cam- 
biado radicalmente  en  cuanto  á  esos  puntos,  observándose  más  de  una 
contradicción  en  el  curso  que  ha  llevado  la  opinión  que  hoy  prevalece. 
Una  ligera  reseña  de  lo  que  en  ese  país  pasa,  nos  convencerá  de  esta 
verdad. 

Iva  Constitución  norteamericana  declara  que  el  Poder  Judicial  fede- 
ral « se  extenderá á  todos  los  casos  de  almirantazgo  y  ju- 
risdicción marítima;»  ^  y  la  ley  de  24  de  Septiembre  de  1789,  que  organi- 
zó el  Poder  Judicial,  dispuso  en  su  acción  novena  que  « también 

tendrá  exclusivo  y  original  conocimiento  de  todas  las  causas  civiles  de 

almirantazgo  y  jurisdicción  marítima,  incluyendo  los  embargos  bajo  las 

eyes  de  impuestos,  navegación  y  comercio  de  los  Estados  Unidos, cwaw- 

Ido  los  embargos  se  han  hecho  en  aguas  que  son  navegables  desde  la  mar  - 

por  buques  de  diez  ó  más  toneladas .como  también  sobre  la  alta 

mar,  dejando  á  salvo  á  los  litigantes  en  todo  caso  el  derecho  á  los  recur- 

1    "L'Ordonance  de  1681  avait  aussi  le  méme  titre  "de  navirea  et  autres  batiments  de  la  mer."  Elle,- 
•Taint  donnó  jurisdiotion  EurtOKS  lesbafimeuts  de  lanavigation  marilime.  et  celle-ci  n'a  jamáis  elevé 
la  pretensión  de  l'étendre  ^  tous  ceui  qui  naviguent  á  l'interieur  á  raison  de  cette  expresión  géaériqu»^ 
■•jiaTíres."  Jurisp-  et  doctr-  en  mat.  d'abordage,  pág.  6. 

2    Iioc.  cit-,  pág.  8. 

"Sball  extend. , , , . .  to  all  cases  of  admiralty  and  maritime  jurisdictlon.  Art-  3-  °  >  «ección  2.  •* 
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sos  de  la  eommon  law,  cuando  ésta  es  competente  para  darlos,»  ^  Esta 
ley  exnedida  en  los  primeros  dias  de  la  República,  cuando  vivían  aún 
los  autores  de  la  Constitución,  cuando  estaban  recientes  los  recuerdos 
ae  la  discusión  sofera  el  alcance  y  los  motivos  del  precepto  constitucio- 
nal, esa  ley  nunca  se  interpretó  ni  menos  se  aplicó  por  los  tribunales  á 
la  naveg'aciónde  los  ríos  fuera  del  límite  de  la  marea;  por  el  contrario, 
creyendo  que  ese  precepto  no  hacia  más  que  sancionarlas  doctrinas  re- 
cibidas del  almirantazgo  inglés,  que  limitan  su  jurisdicción  hasta  donde 
llega  el  ñnjo  y  reflujo  de  la  marea  (only  upon  Avaters  within  the  ebbe 
and  flow  ot'  the  tlde),  se  entendió  siempre,  y  esto  durante  largos  años, 
que  los  tribunales  federales  nada  tenían  que  ver  en  la  navegación  de  los 
ríos.  Esta  fué  la  jurisprudencia  establecida  en  los  Estados  Unidos  du- 
rante medio  siglo.  Varias  ejecutorias  dan  testimonio  de  ese  hecho.  ^  Séa- 
me  permitido  de  paso  hacer  notar  cómo  la  ley  inglesa  concuerda  en  este 
punto  con  la  española  y  !a  francesa:  según  esas  tres  muy  respetables  ie- 
gislacioaes,  la  jurisdicción  del  almirantazgo  no  se  puede  ejercer  en  agua 
dulce. 

El  comercio  de  la  parte  occidental  de  los  Estados  Unidos,  interesado 
en  la  na%'egacióa  de  los  grandes  lagos  y  de  los  ríos,  comenzó  á  manifes- 
tarse descontento  de  esa  doctrina,  según  nos  lo  dice  un  magistrado  de 
la  Suprema  Corte,  3  y  cuando  ese  disgusto  llegó  á  ser  profundo,  trató  el 
Congreso  de  remediar  las  dificultades  que  suscitaban  las  opiniones  en- 
contradas, que  sobre  este  punto  comenzaban  á  robustecerse. 

En  26  de  Febrero  de  1845  se  expidió,  en  efecto,  una  ley  que  lleva  es-, 
te  título:  «Ley  gue  extiende  la  jurisdicción  de  las  Cortes  de  Distrito  á 
ciertos  casos,  sobre  los  lagos  y  aguas  navegables  com.unicadas  cotí  los 
onismos;»  ^  y  en  ella  dispone  esto:  «Que  las  cortes  de  Distrito  de  los  Es- 
tados Unidos  tendrán  la  misma  jurisdicción  en  asuntos  de  contratos  y 
daños  ó  perjuicios  que  hayati  pasado  en,  ó  se  relacionen  con bu- 
ques de  más  de  veinte  toneladas,  registrados  y  licenciados  para  el  co- 
mercio de  cabotaje  y  empleados  en  negocios  de  comercio  y  navegación 
entre  puertos  y  plazas  en  diferentes  Estados  y  Territorios,  sobre  los 
lagos  y  agitas  navegables  que  se  comunican  con  ellos,  como  la  que  aho- 
ra tienen las  dichas  Cortes  en  casos  de buques  emplea- 
dos en  la  navegación  y  comercio  en  alta  mar  ó  aguas  adonde  llegue  la 
marea  dentro  de  la  jurisdicción  marítima  y  de  almirantazgo  de  los  Es- 
tados Unidos dejando  sin  embargo  á  salvo  á  las  partes 

cualquier  recurso  conveniente  que  las  leyes  del  Estado  puedan  darles, 
cuando  esos  buques  estén  empleados  en  tales  negocios  de  comercio  y 
navegación.»  ^  Esta  ley,  lejos  de  servir  de  remedio  á  las  dificultades 
existentes,  las  aumentó:  fué  atacada  fuertemente  como  an ti- constitucio- 
nal por  una  parte,  y  no  satisfizo  por  otra  á  los  que  querían  que  se  abo- 
liera por  completo  el  antiguo  reconocido  límite  de  la  jurisdicción  de  al- 
mirantazg'o,  para  que  ésta  se  extendiera  hasta  los  ríos. 

Pasaron  todavía  más  años  sin  que  ni  los  medios  empleados  por  los 
tribunales,  ni  esa  ley  del  Congreso,  pudieran  resolver  las  dificultades, 
hasta  que  por  ñn  la  Suprema  Corte  afrontó  de  Heno  la  cuestión  (was 

1  "Svall  also  have  "exclnsire  oris.'irial  cogni^ance  cf  all  ci\il  causes  of  admiralty  and  maritime  jn- 
risdiction"  iucludiug  all  seizures  under  laws  cf  iraport.  ca\igatiou  or  trade  of  the  XJnited-States  "■\There 
the  ssiziires  are  made  on  waters  which  are  uavigable  from  the  sea"  by  vessels  of  teu  or  more  tons  biir- 

den as  well  as  upon  the  hingh  seas,  "saving  to  the  snitors  iu  all  cases"  the  right  of  a  eommon  law 

reraedy.  ^vhere  the  eommon  law  is  competent  togive  it."  8tatutes  at  large,  toI.  1-  °,  pág-  77-" 

2  The  Je"erson.--\Vheaton's  reports- vol.  10.  pág.  428- 

3  Mr.  Clitford  en  su  opiuion  en  el  caso  del  Lotta*ana — "Wallace's  reporta,  Tolümen  21.  pag-  58o. 

4  "An  act  'extending"  the  jurisdiction  of  the  district  couats  to  cert.ain  cases  "upon  the  lakes  and 
navigable  waters  counecting  the  same-' 

5  "That  the  disirict  courts  of  the  tJnited  States  shall  have the  same  jurisdiction  m  matter 

of  contract  and  tort  arising  in,  upon.  or  connecting wessels  of  tweuty  tons  bnrden  and  upwards 

enrolled  and  licenced  for  the  ccasting  trade  and  at  the  time  employed  in  bufiiness  of  commerce  and 
navigation  bet'reen  ports  and  places  in  'ditferent  States  and  t.erritories  upon  the  lakes  and  naiigabl» 

waters  connecting  said  lakes  as  is  uow  possesed by  the  said  courts  in  cases of  vesseB 

employed  iu  navigation  and  commerce  upon  the  high  seas- "or  tide  waters  within  the  admiralty  and 

maritime  jurisdiction"  of  the  XJnited  States saving,  however,  to  the  parties _. any  coxt- 

current  remedy  which  may  be  given  by  the  State  laws,  vhen  such  ateamer  or  other  vessel  is  employed  la 
such  buginess  of  commerce  and  navigation.."  Statutes  at  large,  vol.  5-°,  páginas.  7?6  >'  737- 
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bronght  face  to  face  to  the  question)  sobre  si  la  marea  debía  ser  el  lími- 
te de  la  jurisdicción  marítima,  i  Esto  tuvo  lugar  en  1851  con  motivo  de 
tina  colisión  entre  el  vopor  remolcador  Genesee  Chief  j  la  goleta  Cuba 
en  el  lago  Ontario.  En  ese  caso  no  sólo  se  reputó  constitucional  la  ley 
de  1845,  sino  que  el  presidente  de  la  Corte,  Mr.  Taney,  defendiendo  la 
jurisdicción  del  almirantazgo,  dijo  lo  siguiente,  hablando  de  los  grandes 
lagos  que  forman  el  limite  de  los  Estados  Unidos  y  el  Canadá:  «Esos 
lagos  son  verdaderos  mares  interiores.  Ellos  por  nn  lado  bañan  las  cos- 
tas de  diferentes  Estados  y  por  el  otro  las  de  una  nación  extranjera,  un 
grande  y  próspero  comercio  se  hace  por  medio  de  ellos  entre  diferentes 
Estados  y  una  nación  extranjera En  ellos  se  han  encontrado  es- 
cuadras enemigas,  en  ellos  se  han  hecho  presas;  y  todas  las  razones  que 
existen  para  haber  concedido  la  JLirisdicción  de  almirantazgo  al  gobier- 
no general  en  el  Océano  Atlántico,  se  aplican  con  igual  fuerza  á  esos 
lagos.»  2  En  defensa  de  aquellf^  ley  y  de  la  jurisdicción  marítima  en  los 
lagos,  agregaba:  «La  iiniea  objeción  hecha  á  esa  jurisdicción  es  que  no 
hay  marea  en  los  lagos  y  en  las  aguas  que  se  comunican  con  ellos,»  ^  Y 
la  respondía  diciendo:  «Si  estas  aguas  son  pttblicas  y  navegables  y  por 
medio  de  ellas  se  hace  el  comercio  entre  diferentes  Estados  ó  nacione-s, 
la  razón  para  la  jurisdicción  es  la  misma.  Si  alguna  diíitinción  se  quiere 
hacer. ...  es  enteramente  arbitraria.»  ^  Y  luego,  precisando  su  concep- 
to sobre  el  comercio  entré  diferentes  Estados,  razón  capital  de  la  de- 
fensa de  la  ley,  decia:  « La  ley  de  1845  se  extiende  sólo  á  tales  bu- 
ques cuando  ellos  están  haciendo  el  comercio  entre  diferentes  Estados. 
Ella  no  se  aplica  á  buques  ocupados  en  el  comercio  doméstico  de  un  Es- 
tado   Y  los  tribunales  locales ejercen  jurisdicción  concurren- 
te en  todos  los  casos  que  ocurran  dentro  de  sus  respectivos  territorios, 
tan  extensa  é  independientemente  como  fué  ejercida  por  los  antiguos 
trece  Estados  en  los  ríos  en  que  se  hace  sentir  la  marea.»  ^  La  Corte,  á 
pesar  de  la  opinión  del  magistrado  Daniel,  que  dijo  que  la  Constitución 
no  se  podía  interpretar  por  consideraciones  geográficas,  ni  de  conve- 
niencia mercantil,  aprobó  la  opinión  de  Mr.  Taney  y  quedó  definido  el 
punto  de  que  la  Tuarea  no  era  ya  el  limite  de  la  jurisdicción  de  almiran- 
tazgo, cuando  se  tratara  de  aguas  navegables  que  comunican  entre  si 
á  diversas  naciones  ó  Estados.  ^ 

Después,  en  1857,  vino  el  caso  de  la  colisión  de  los  vapores  Wetuvnp- 
ka  y  Magnolia,  y  en  él  se  modificaron  esencialmente  por  la  Corte  las 
opiniones  de  Mr.  Taney,  extendiendo  la  jurisdicción  de  almirantazgo 
hasta  el  comercio  dentro  de  los  limites  de  tin  Estado.  Esta  colisión  tuvo 
lugar  en  el  rio  Alabama,  y  por  esto  el  magistrado  Campbell,  qne  disin- 
tió de  la  mayoría  de  la  Corte,  y  que  invocó  para  combatir  la  nueva  ex- 
tensión que  se  pretendía  dar  al  almirantazgo,  las  mismas  razones  que 
Mr.  Taney  había  alegado  para  que  la  marea  no  le  sirviera  más  de  lioai- 

te,  decía  esto:  «El  río  Alabama  no  es  un  mar  interior El  comercio 

que  se  hace  en  él  consiste  principalmente  en  los  productos  del  Estado  y 
los  objetos  recibidos  en  cambio  en  el  único  puerto  del  Estado.»  ^  Lama- 

1  Opinión  citada  de  Mr.  Clifford. 

2  "Thes3  la¿ps  are  in  trath  inland  seas.  Ditlerent  States  border  ou  thera  on  one  side,  and  a  foreiga 
nation  on  the  other.   A  great  and  grosving  commerce  is  carried  upou  ou  them  bet>veen  diflferent  States 

and.  a  foreigu  nation Hostile  i'eets  have  encoiietered  oa  them,  and  prise»  bean  míie-  and  every 

reason  which  existed  fur  the  grant  of  üdmiralty  jurisdiction  to  ths  general  goTerament  on  the  Atlantic 
seas,  applies  vvith  equal  forcé  to  the  lakes-" 

3  "The  only  objectiou  made  to  t'iis  jorisdietioa  is  that  there  is  not  tide  in  the  lakes  or  the  waters 
conneoting  them-" 

4  "If  it  is  a  public  na^dgable  water,  on  whlch  commerce  is  carried  on  "between  different  States  op 

nations'  the  re  ason  f  or  the  j  urisdictio  n  is  the  same.   And  if  a  distinction  is  made , . . . ,  it  is  merely 

arbitrar»'-" 

5  " the  act  of  1845  estends  only  to  siich  vessels  when  the7  are  engagel  in  commerce  betvireea 

"diílerent  States-"  It  does  not  apply  to  vessela  engaged  "iu  domestic  commerce  of  a  State.  - . ."  Anithe 

State  courts exercise  a  concurrent  jurisdiction  "in  all  cases"  arisiu?  ^ithia  their  respective  territo- 

ries,  as  broadly  and  iudependently  as  it  is  exercised  by  the  oíd  thirteen  States,  whose  riyers  are  tide 
waters-" 

6  Genesee  Chief,  v-  Fitzhugh-  HoTard's  reports,  rol- 12,  págs-  450  y  siguientes- 

7  "The  Alabama  river  is  not  an  inland  sea The  commerce  tiwit  passes  over  it.  consists  mainlr 

of  the  products  of  the  State  and  the  objects  received  in  exchange  at  the  only  sea  pqrt  of  the  State-" 


182 

yoria  de  la  Corte  decidió,  sin  embargo,  que  esa  colisión  caía  bajo  la  com- 
petencia de  la  jurisdicción  de  almirantazgo,  porque  era  urk  error  creer 
que  ésta  se  ejercía  en  virtud  de  la  ley  de  1845.  Los  magistrados  Daniel, 
Campbell  y  Catron,  no  sólo  disintieron,  sino  que  el  primero  se  creyó 
obligado  «solemnly  to  protest,»  y  el  segundo  decía:  «. . . .  Si  el  principio 
proclamado  se  lleva  á  sus  lógicas  consecuencias,  todos  los  casos  que  ocu- 
rran en  el  trasporte  de  la  propiedad  ó  de  las  personas  de  las  ciudades  y 
puertos  de  diferentes  Estados  á  otras  ciudades  ó  puertos  del  mismo  Es- 
tado ó  de  otro  distinto;  todos  los  casos  provenientes  de  injuria  ó  daño  en 
la  navegación  de  las  aguas  interiores,  ya  sea  que  afecten  la  seguridad 
de  las  personas  ó  los  títulos  de  la  propiedad;  todos  los  casos  de  auxilio  á 
los  que  se  ocupan  en  la  navegación;  todos  esos  casos  para  no  enumerar 
otros,  serán  del  conocimiento  de  las  Cortes  de  Distrito  de  los  Estados 
Unidos.  Si  ha  de  prevalecer  esta  opinión  de  los  jueces  con  relación  al 
sistema  de  leyes  que  deben  ser  administradas,  entonces  toda  clase  de 
casos  debe  ser  llevada  ad  aliud  examen  y  colocada  bajo  el  dominio  de 
un  código  extraño,  ya  sea  que  esos  casos  ocurran  entre  ciudadanos  ú 
otros  que  no  lo  sean.  Los  Estados  quedan  así  privados  de  su  poder  para 
establecer  sus  propias  leyes  con  relación  á  las  personas  ó  cosas  dentro 
de  su  territorio  y  las  que  están  propiamente  sujetas  á  su  soberanía.»  * 
Leyendo  estas  dos  ejecutorias  se  notan  luego  conceptos  contradictorios, 
no  ya  en  cuanto  al  alcance  de  la  jurisdicción  de  almirantazgo,  sino  so- 
bre el  verdadero  fundamento  de  ella,  y  aun  sobre  el  valor  de  la  ley 
de  1845. 

Un  año  después,  esto  es,  en  1858,  vino  otro  caso  á  contrariar  la  eje- 
cutoria de  que  acabo  de  hablar.  Se  trataba  de  un  contrato  de  fletamen- 
to  por  virtud  del  que  se  debían  trasportar  ciertas  mercancías  por  el  va- 
por Fashion  de  un  puerto  á  otro  del  Estado  de  Wisconsin.  El  magistrado 
Nelson,  que  expresó  la  opinión  de  la  Corte,  declaró  incompetentes  á  los 
tribunales  federales  para  conocer  de  ese  caso,  porque  la  ley  de  1845  ex- 
tiende la  jurisdicción  de  almirantazgo  á  los  lagos  y  ríos  navegables  que 
comunican  con  ellos,  sólo  cxiando  los  buques  están  empleados  en  nego- 
cios de  comercio  entre  'puertos  de  diferentes  Estados,  y  no  cuando  esto 
tiene  lugar  entré  puertos  de  un  m,ismo  Estado. i^  «Esta  restricción  de  la 
jurisdicción,  agregaba  ese  magistrado,  fué  sin  duda  sugerida  por  la  li- 
mitación constitucional  del  poder  del  Congreso  para  regular  el  comer- 
cio El  texto  dice:  «El  Congreso  tendrá  poder  para  regular  el  comercio 
con  las  naciones  extranjeras  y  entre  los  diversos  Estados  y  con  las  tri- 
bus indias.»  2  Cita  luego  en  fu  apoyo  la  respetabilísima  opinión  de 
Marshall,  que  asegura  que  el  comercio  interior  de  un  Estado  está  reser- 
vado al  mismo  Estado,  é  invoca  también  la  doctrina  de  Mr.  Taney,  que 
ya  conocemos,  de  que  la  ley  de  1845  no  se  puede  aplicar  al  comercio  do- 
méstico de  un  Estado.  Hablando  sobre  la  naturaleza  de  la  jurisdicción 
de  almirantazgo,  se  expresa  así:  ella  «fué  conferida  al  gobierno  nacional 
estrechamente  ligada  con  la  concesión  del  poder  comercial.. . . .  Parece 
pues  que  hay  fundamento  para  restring-ir  esa  jurisdicción  en  cierta  ma- 
nera, dentro  del  límite  de  la  concesión  del  poder  comercial;  y  esto  la  li- 
mitaría, en  casos  de  contrato,  á  aquellos  concernientes  á  la  navega- 
ción  en  alta  mar,  con  las  naciones  extranjeras  y  entre  difctintos  Es- 

1  "If  tbe  principie  cf  this  decree  is  cairied  to  itg  logical  extent,  all  cases  arieing  va  the  transporta- 
tion  of  proierty  or  peieoi.s  frcm  the  ton ns  and  landing  places  of  the  diflerent  States  to  other  towns  and 
landicg  places,  vhethtr  in,  or  oiit  of  the  State;  all  cases  of  toit  or  ditmage  arising  iu  the  naT-jgation  of 
the  intetnal  wateis.  wtether  lovobing  the  Eecurity  of  persons  or  title  to  property.  iu  either.  all  cases  of 
íurpíy  to  tLopetoigaged  in  the  ra»igation,  not  to  en<  merate  otheis,  »ill  be  cogrirable  in  the  District 
Court  of  the  United  States.  If  the  dogma  cf  jndges  in  regard  to  the  system  ef  laws  to  be  administered 
pre\ails,  then  this  vhole  claes  of  cases  may  be  drann  "ad  aliud  examen,"  and  placed  iinder  the  domi- 
nion  of  1  foreign  Code,  "\  hether  they  arise  among  citisens  or  others"  The  Statts  are  deprived  of  the 
power  to  mould  their  oTin  laws  in  respect  of  persons  and  things  within  their  liniits,  and  vhich  are  ap- 
t)Topri«teh  bubject  to  their  Bo^eitignty."  Jackson  v.  Steamboat  •'Magnolia-'*  Howard'b  reports,  \ol.  20 
pág.  297  y  siguientes. 

_     2    'This  lestriction  of  the  íurisdictioD »ias  dovibtless  Bupgeated  by  the  limitation  in  the  cons- 

titution  of  the  pcwer  in  Congrets  to  regúlate  comnierce-  The  vords  are:  "Congress  shall  ha^e  power  to 
«egulate  ccmineice  irith  foreign  nfttion»  "and  among  the  seYeral  States"  and  «ith  Indian  tribes." 


183 

tados.  Los  contratos  que  nacen  del  comercio  puramente  interior,  soq 
generalmente  domésticos y  apenas  puede  haberse  intentado  el  lle- 
varlos al  conocimiento  de  las  Cortes  federales.»  i  Esta  sentencia  no  sólo 
«stá  en  pugna  con  la  anterior  que  he  citado,  sino  que  no  se  acuerda  cott 
la  opinión  de  Mr.  Taney,  expresada  en  el  caso  del  Genesse  Chief^  sobre 
que  la  ley  de  1845  no  contiene  regulaciones  de  comercio  (contains  ao 
regulation  of  commerce). 

En  otro  caso  de  colisión  de  buques  ocurrido  en  el  rio  Yazoo,  la  Cor- 
te, hablando  de  la  jurisdicción  de  almirantazgo,  decía  en  1859:  «Bajo  el 
sistema  inglés  el  flujo  y  reflujo  de  la  marea,  con  pocas  excepciones,  si 
algunas  hubo,  establecía  el  hecho  de  la  navegabilidad,  y  esta  fué  la  doc- 
trina generalmente  seguida  en  este  pais  hasta  últimas  fechas.  La  vasta 
extensión  de  nuestro  fértil  suelo,  su  próspero  comercio,  sus  mares  inte- 
riores, bahías  y  ríos,  nos  abren  una  prosperidad  comercial  en  el  porve- 
nir, de  que  ningún  país  ha  gozado.  Las  estrechas  doctrinas  del  almiran- 
tazgo inglés  que  profesábamos fueron  desatendidas,  y  se  adoptaron 

los  más  liberales  principios  de  la  ley  civil:  esta  ley  tiene  un  carácter  co- 
mercial, y  se  aplica  á  todas  las  aguas  navegables,  con  excepción  de  las 

que  sirven  al  comercio  dentro  de  un  mismo  Estado El  que  se  hace 

entre  dos  ó  más  Estados  está  sujeto  á  la  ley  y  regulaciones  del  Congre- 
so, y  á  la  jurisdicción  de  almirantazgo  . . . .»  ^ 

Estas  diversas  y  poco  conformes  resoluciones  de  la  Corte  hacían  ob- 
servar al  mismo  Mr.  Taney,  fallando  otro  caso  en  18G1,  que  era  difí- 
cil definir  los  exactos  limites  de  la  jurisdicción  de  almirantazgo  en  los 
Estados  Unidos.  «Esta  dificultad  fué  aumentada  por  el  carácter  comple- 
3C0  de  nuestro  gobierno,  en  el  que  dos  distintas  soberanías  están  ejerci- 
das por  los  Estados  Unidos,  y  por  cada  Estado  independientemente  la 
una  de  la  otra  y  dentro  de  los  mismos  limites  territoriales.  Y  las  senten- 
cias de  esta  Corte  manifiestan  que  esta  materia  traída  frecuentemente 
ante  ella,  ha  sido  cuidadosamente  examinada,  sin  haber  podido  hasta 
ahora  fijar  con  precisión  sus  límites  definitivos.»  ^ 

Los  casos  que  he  citado,  y  otros  varios  que  existen  extendiendo  la 
jurisdicción  de  almirantazgo  aun  á  los  ríos  en  que  no  se  hace  el  comercio 
entre  diferentes  Estados,  prepararon  tal  vez  la  ley  de  29  de  Abríl^  da 
1864,  titulada  asi:  «Ley  que  fija  ciertas  reglas  y  regulaciones  para  pre- 
venir la  colisión  de  buques  en  aguas  navegables,»  *  ley  que,  como  se  ve, 
no  limitó  sus  preceptos  á  la  mar,  sino  que  los  extendió  á  todas  las  aguas 
navegables.  Después  de  esa  ley  no  he  encontrado  una  sola  sentencia, 
entre  las  que  he  podido  registrar,  en  que  no  se  decida  que  las  colisiones 
de  buques,  aun  en  ríos,  son  de  la  competencia  de  los  tribunales  federa- 
les, como  Cortes  de  almirantazgo.  Pero  si  esto  es  así,  es  también  cierto 
que  todas  las  otras  cuestiones  s.obre  el  límite  del  almirantazgo,  natura- 
leza de  su  jurisdicción,  facultades  de  los  Estados,  etc.,  etc  ,  han  seguido 

1  " ^vas  conferred  on  the  natioual  governmeut,  as  closely  connected  with  the  grant  of  commer, 

cial  power There  seems  to  be  ground,  therefore,  for  reatrainitig  its  jurisdiction  in  some  measure- 

vifchin  the  litnit  of  the  grant  of  the-  commeroial  power,  which  -sv-ould  coaSue  it,  in  cases  of  contract,  t» 
those  coucerning  the  navigation upen  high  seas,  with  foreign  countries  and  among  the  several  Sta- 
tes. Contracts  grovi-ing  out  of  the  purely  interna!  commerce,.  are  generally  domestic and  could  scar- 

cely  have  beeu  iatended  to  be  drawn  within  the  coguiíanee  of  the  federal  courts:"  Alien  v-  líewberry, 
Howard'B  reports,  vol.  21,  pág-  245  y  sig  tientes- 

2  "Underthe  English  system,  the  ebbe  and  flow  of  the  tide,  with  few.  ifany  exoeption^.  establish  eS 
the  fact  of  na-igability,  and  this  wa-  the  course  of  dscÍ5Íon  in  this  country,  until  recently. — The  vast 
extent  of  our  fertile  country,  its  iacreasing  commerce,  its  inland  seas,  bays  and  rivers-  open  io  us  a  com- 
inercial  prosperity  in  the  f  iiture.  which  no  nation  ever  enjoyed-  Our  contracted  views  of  the  English  ad- 

miralty were discarded,  and  the  more  liberal  principies  of  civil  la  v  w  ere  adopted     Thislawis 

comuiercial  in  its  character,  aud  applies  to  all  narigable  waters,  except  to  a  commerce  withia  a  State. . .» 
A  commerce  carried  on  betweeu  two  or  more  States,  ia  aubjeet  to  the  law  and  regulations  of  Congress 
aadto  the  admiralty  jurisdictiou-"  Ñelaou  v.  Lelaud.  obr.  oit-,  vol.  22,  pág-  49- 

3  "This  diflic'ilty  was  increased  b"  the  compleí  character  of  our  gorernment-  where  sepárate  and 
disUact  specified  powers  of  sovereiguty  are  exercised  by  the  TJnited  States  and  a  State  independeutly  of 
each  other  within  the  same  territoriallimits-  And  the  reports  of  the  decisions  of  «hi»  Cpurt  will  show 
that  the  subject  has  often  been  before  it,  and  carefuU/  considered,  without  beingable  to  ük  with  preci- 
sión its  detinite  boundaries-"  The  Steamer  St-  Latvrenoe.  Black's  reports-  vol  1-  °,  pag.  527. 

4  " An  act  Ixing  certain  rules  and  regulations  for  prerentlag  colUsioiu  on  the  water."  Stat-  at  iarffi 
SOÍ- 13,  pag-  58. 
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aun  después  déla  ley  agitándose  en  la  Suprema  Corte,  con  la  misma 
diversidad  de  miras  y  de  opiniones. 

Asi  en  el  caso  de,  Moses  Taylor  (1866)  invocándose  la  autoridad  de 
Story  se  sostiene  que  la  jurisdicción  del  almirantazgo  se  conexiona  por 
un  lado  con  las  relaciones  eS:teriores  con  el. extranjero,  y  por  el  otro  con 
los  intereses  del  comercio  y  la  navegación.  ^  Asi  en  el  caso  del  Hiñe 
(1866)  se  dijo  que  la  ley  de  1845  no  extendió  la  jurisdicción  del  almiran- 
tazgo más  que  á  los  lagos  y  los  rios  que  á  el'os  afluyen,  porque  esa  ju- 
risdicción re.->pecto  de  ios  otros  rios  se  ejercía  en  virtud  de  la  ley  de 
1789,  2  por  uiAs  que  en  los  primeros  tiempos  de  la  República  esta  no  se 
haya  entendido  en  ese  seutido.  Así  en  el  caso  de  Belfcifit  (1868)  se  afir- 
ma que  aunque  hay  dificultad  para  definir  los  limites  exactos  de  la  ju- 
risdicción de  almirantazgo,  es  cierto  que  ella  no  depende  del  poder  del 
Congreso  para  regular  el  comercio.  3  Asi  en  otro  caso  más  reciente 
(1870)  se  calificó  de  maritimo  un  contrato  que  no  tenia  ese  carácter,  se- 
gún las  doctrinas  inglesas.  *  Por  fin,  en  el  caso  del  Lottaicanna  (1874) 
un  Magistrado  de  la  Corte  decía  todavía  esto,  refiriéndote  á  la  ley  de 
1845  que  habla  solo  de  la  navegación  entre  diferentes  Estados.  «La 
Suprema  Corte,  en  vista  del  constante  embarazo  y  confusión  que  surge 
•de  aquella  restricción,  no  vaciló  en  decidir  que  la  lej^  del  Congreso  ea 
aquel  respecto  había  llegado  á  ser  anticuada  é  ineficaz,  y  qxie  la  juris- 
dicción de  almirantazgo  creada  por  la  Constitución,  era  la  misma  en  to- 
das partes  dentro  de  los  Estados  Unidos.»  ^ 

Está  fuera  de  mi  propósito  marcar  el  curso  que  la  opiniÓQ  ha  segui- 
do sobre  estas  materias  ea  aquel  país:  pretendía  solo  hacer  ver  cómo  se 
ha  formado  la  que  hoy  sin  duda  alguna  prevalece  allí  respecto  de  que 
las  colisiones  de  buques,  aun  en  ríos  dentro  de  los  limites  de  un  Estado, 
son  casos  de  almirantazgo,  de  que  no  pueden  conocer  más  que  los  tri- 
bunales federales.  Para  el  estudio  de  legislación  comparada  que  he  he- 
cho, y  para  ver  la  cuestión  que  me  ocupa  bajo  el  punto  de  vista  consti- 
tucional, me  bastan  los  breves  apuntamieutos  que  acabo  de  hacer. 


Imperdonable  temeridad  sería  la  mia  sí  pretendiera  censurar,  juz- 
gar siquiera,  esas  doctrinas  que  en  el  país  vecino  han  venido  extendien- 
do la  jurisdicción  de  almirantazgo  hasta  la  navegación  y  el  comercio  en. 
ios  rios  dentro  de  los  limites  de  los*  Esta-dos:  me  declaro  por  completo  in- 
competente para  hacer  ese  juicio  crícico,  no  conociendo  lo  bastante  los- 
motivos  de  conveniencia  nacional  que  más  de  una  vez  ¡be  han  invocado 
para  abandonar  las  tradiciones  inglesas.  Pero  sí  es  mi  deber  más  estric- 
to en  esta  ocasión  manifestar  las  razones  que  me  asisten,  á  pesar  del  res- 
peto que  profeso  á  la  jurisprudencia  constitucional  americana,  para  no 
aceptar  esos  precedentes  que  he  citado,  paia  creerlos  del  todo  implaca- 
bles entre  nosotros,  para  hacer  ver  cómo  no  pueden  servir  de  autoridad 
en  este  caso,  para  demostrar,  en  fin,  que  él  debe  resolverse  en  sentido, 
contrario  al  americano. 

Para  llenar  ase  deber,  tengo  que  examinar  el  caso  que  me  ocupa  ba- 
jo su  punto  de  vista  constitucional,  siendo  esta  la  oportunidad  de  afron- 
tar el  examen  de  otro  de  los  fundamentos  que  á  la  competencia  federal 
se  dan:  la  fracción  II  del  articulo  97  de  la  Constitución,  que  faculta  á  los . 

1  Wallace's  reports,  toI.  4-  ° ,  pág-  431- 

2  Olir.  y  tom-  cit-,  pág-  569- 

3  Wallace's  reports,  rol.  1,  pág.  640. 

4  Insurance  Company  t.  Dunhan.  Obr.  cit.,  vol- 11.  págs.  28  y  29. 

5  "The  Supreme  Court  iu  ■íievr  of  the  constant  and  perpleiiog  embarrassment  gro:\-ing  out  of 
•tiat  restricíion,  dit  not  hesitate  to  decidí  that  the  act  of  Congreas  in  that  regard  had  become  obsolet» 

and  inoperative  and  that  the  admiralty  juriediction  created  by  the  Constitution. , . .  vas  the  same everj- 
»  h£re  within  the  United  States."  Obr.  cit.  voi-  21,  p-  58S. 
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tribunales  federales  para  conocer  de  las  controversias  que  versen  sobre 
derecho  marítimo.  Creo  que  después  de  lo  que  llevo  dicho,  esta  cues- 
tión podrá  verse  en  toda  su  luz. 

Comienzo  desde  luego  por  establecer  el  hecho  de  que  los  textos  de  las 
Constituciones  mexicana  y  americana  sobre  este  punto  no  son  iguales, 
sino  que  hay  entre  ellos  sustanciales  diferencias,  de  tal  modo,  que  si  és- 
ta permite  que  la  jurisdicción  de  almirantazgo  se  extienda  hasta  losrios 
navegables  y  fuera  del  limite  que  marca  la  marea  ó  el  agua  salada, 
aquella  no  autoriza  de  modo  alguno  esa  amplia  interpretación.  Veamos 
y  comparemos  ambos  textos. 

Dice  la  Constitución  de  México:  Art.  97.  «Corresponde  á  los  tribuna- 
les de  la  Federación,  conocer II.  De  las  controversias  que  versen 

sobre  derecho  marítimo.»  Dice  la  de  los  Estados  Unidos:  Art.  3.°  Sec- 
ción 1.^  «El  Poder  judicial  se  extenderá  á  todos  los'  casos  de  almirantaz- 
go y  de  jurisdicción  marítima.»!  Como  se  ve,  esos  textos  no  son  iguales, 
no  habiendo  querido  nuestros  constituyentes  copiar  literalmente  el  ame- 
ricano, como  en  otras  muchas  veces  lo  hicieron:  ellos  no  hablaron  de  ca- 
sos de  almirantazgo,  sino  de  casos  de  derecho  maritimo,  y  esta  circuns- 
tancia es  tanto  más  de  notarse,  cuanto  qucal  hacerlo asi,sesepararon  de 
las  tradiciones  de  nuestra  antigua  legislación  constitucional,  no  qurien- 
do  aceptar  el  texto  literal  de  la  Constitución  de  1824,  que  decía  asi:  Art. 
137.  «Las  atribuciones  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  son. las  siguien- 
tes. ...  V.  Conocer. . . .  Sexta  De  las  causas  de  almirantazgo,  presas  de 
mar  y  tierra,  etc.»  En  nuestra  Constitución  vigente  no  se  mencionan  si- 
quiera los  casos  de  almirantazgo,  no  se  habla  sino  de  las  controversias 
que  versen  sobre  derecho  marítimo,  el  derecho  marítimo  de  pa^z  y  de 
g-uerra  al  que  se  refiere  la  fracción  XV  del  artículo  72.  De  esa  diferen- 
cia en  las  palabras  de  ambos  textos,  resulta  otra  diferencia  aun  mayor 
en  su  sentido  y  en  su  alcance.  Para  persuadirnos  de  ello,  veamos  si  to- 
dos los  casos  de  almirantazgo  que  cubre  el  texto  americano,  segiín  la 
interpretación  que  se  le  ha  dado,  pueden  ser  casos  de  derecho  marítimo 
de  paz  y  de  guerra,  de  que  habla  nuestra  Constitución. 

Hemos  visto  en  las  ejecutorias  americanas  que  he  citado,  que  la  juris- 
dicción de  almirantazgo,  como  ellas  dicen,  apoyándose  en  la  autorijiad 
de  Story,  «  se  conexiona  por  un  lado  con  nuestras  relaciones  di- 
plomáticas y  deberes  para  con  las  naciones  extranjeras  y  sus  subditos, 
y  por  el  otro  con  los  grandes  intereses  de  la  navegación  y  el  comer- 
cio.» 2  hemos  visto  también  en  ellas  que  la  restricción  impuesta  por  la 
ley  de  1»45  á  la  navegación  entre  diferentes  Estados,  «fué  sin  duda  su- 
.gerida  por  la  limitación  constitucional  del  poder  del  Congreso  para  re- 
gular el  comercio:»  ^  sabemos,  en  fin,  que  en  aquel  país  por  esas  censi- 
deracioues  constitucionales  y  por  motivos  de  conveniencia  nacional  re- 
sultantes de  la  extensión  de  su  comercio  y  de  la  gran  abundancia  de 
sup  ríos  navegables  « el  comercio  que  se  hace  entre  dos  é  más  Es- 
tados está  sujeto  á  las  regulaciones  del  Congreso  y  á  la  jurisdiccóin  de 
almirantazgo.»  *  Pues  bien;  si  tal  jurisdicción  ha  podido  desarrollarse 
en  los  Estados  Unidos  á  la  sombra  de  su  Constitución,  ella  en  México  no- 
podría  vivir,  porque  seria  por  completo  anticonstitucional.  Además  de 
la  desigualdad  entre  los  textos  mexicano  y  americano  que  ya  he  seña- 
lado, existen  otras  razones,  tomadas  de  diferencias  aun  más  notables 
en  otros  textos,  que  apoyan  este  aserto. 

El  artículo  1.°,  sección  8.*  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,. 
está  asi  concebido:  «El  Congreso  tendrá  poder ....  para  regular  el  co- 

1  "The  judicial  power  shall  eitend to  all  cases  of  admiralty  and  maritime  jurisdiction. 

2  "Conuects  itsef  on  the  one  haiid.  with  our  diplomatic  relations  and  duties  to  foreigu  nations  and  , 
■  their  subjects,  ana  on  the  other  hand  with  the  great  interesta  of  navigatioa  and  commerce."    Story. 

Comm.  on  Const-  uúm.  1672. 

3  "Was  doabtlesa  suggested  by  the  limitation  in  the  Constitutlon  of  the  power  in  Congress  to  regu- 
.late  commerce-"  Howard's  reports.  toI.  21,. p.  245. 

4  "A  commerce  carri«d  on  betweea  tvo  or  more  States  Ib  aubject to  regulations  oí  Con- 

sresa  and  to  th«  admiralty  jurisdiction"'  Howard's  reports,  vol-,  22^páf..  56. 
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'••mercio  cou  las  naciones  extranjeras  y  entre  los  diversos  Estados  y  con 
las  tribus  indias,»  ^  y  el  nuestro  no  dice  más  que  esto:  Art.  72,  fracciones 
IX  in  fine  y  X.  El  Congreso  tiene  facultad. . . .  para  impedir  por  medio 
de  bases  generales,  que  en  el  cotrercio  de  Estado  á  Estado  se  estaMez- 
-  can  restricciones  onerosas. — Para  establecer  las  bases  generales  de  la 
legislación  mercantil,»  Entre  nosotros,  pues,  las  facultades  del  Congreso 
en  este  punto,  sen  más  limitadas  que  en  los  Estados  Unidos,  pues  mien- 
tras allá  es  licito  regular  el  comercio  entre  los  Estados,  aquí  no  se  pue- 
de más  que  imjyedir,  por  medio  de  bases  generales,  que  en  el  cornereio 
"de  Estado  á  Estado  se  establezcan  restricciones  onerosas.  La  simple  lec- 
tura, la  sola  comparación  de  esos  dos  textos  nos  persuade  de  que  ellos 
no  son  iguales,  de  que  el  uno  tiene  mayor  alcance  que  el  otro.  Y  siendo 
esto  asi,  ya  se  ve  que  si  las  ejecutorias  americanas  han  podido  fundarse 
en  el  texto  de  su  Constitución,  para  decidir  que  la  jurisdicción  de  almi- 
-rantazg-o  puede  extenderse  á  los  ríos,  i)orque  el  comercio  entre  diversos 
Estados  está  sujeto  á  las  regulaciones  del  Congreso,  aquí  una  ejecuto- 
ria que  dijera  lo  mismo,  atacaría  á  la  Constitución,  porque  aquí  el  co- 
mercio entre  diversos  Estados  no  está  sujeto  á  las  regulaciones  del  Con- 
,^reso.  Creo  esta  observación  bastante  á  probar  qUe  lo  que  allá  puede 
ser  constitucional  en  este  punto,  aquí  sería  del  todo  anticonstitucional. 
Pero  hay  más  aún:  la  fracción  II  del  articulo  97  de  nuestra  Constitu- 
ción tiene  estrecha  relación  con  la  fracción  XV  del  articulo  72,  que  dice 

esto:  «El  Congreso  tiene  facultad Para  reglamentar  el  modo  en  que 

deban  expedirse  las  patentes  de  corso;  para  dictar  leyes  según  las  cua- 
les deban  declararse  buenas  ó  malas  las  presas  de  mar  y  tierra,  y  para 
expedir  las  relativas  al  derecho  m-arítimo  de  paz  y  de  guerra.»  Y  este 
texto  repugna,  con  invencible  repugnancia,  que  de  él  se  deduzca  que  el 
Congreto  puede  legislar  también  sobre  comercio  y  navegación  interio- 
res, sobre  lo  que  se  pretende  llamar  el  derecho  marítimo  de  los  ríos.  La 
sola  lectura  de  ese  texto  nos  está  advirtiendo  que  él  se  refiere  única- 
mente al  derecho  marítimo  que  se  relaciona  con  las  materias  internacio- 
nales que  caen  bajo  la  competencia  de  la  soberanía  nacional.  Asi  como 
el  corso,  las  presas  de  mar  están  bajo  el  dominio  del  drecho  marítimo 
de  guerra,  y  la  Nación  puede  expedir  leyes  sobre  los  corsarios,  sobre  el 
"XQOdo  y  forina  en  que  se  declaren  buenas  ó  malas  las  presas,  sin  que  los 
neutrales,  mientras  sus  derechos  sean  respetados,  tengan  que  hacer  na- 
da en  esas  cuestiones;  asi  hay  materias  reguladas  por  el  derecho  marí- 
timo de  paz,  como  los  actos  que  tienen  lugar  á  bordo  de  buques  nacio- 
nales en  alta  mar;  los  abordajes  entre  ellos  y  los  extranjeros  en  la  mis- 
■ma  mar,  en  donde  todas  las  naciones  tienen  derechos  iguales  y  la  mis- 
ma competencia,  los  hechos  de  cierta  naturaleza  que  pasan  en  la  mar 
territorial  adonde  alcanza  esa  soberanía,  etc.,  materias  que  se  conexio- 
nan también  con  los  derechos  y  deberes  del  extranjero  en  la  mar,  en 
donde  ninguna  nación  ejerce  exclusivo  dominio.  «Así  por  eiemplo,  diré 
con  Story,  si  una  colisión  entre  un  buque  americano  y  un  extranjero 
tuviese  lugar  en  la  mar,  muchas  cuestiones  de  derecho  internacional 
pueden  relacionarse  con  su  justa  decisión;  porque  es  obvio  que  esa  co- 
lisión no  podría  ser  juzgada  por  la  ley  local  de  alguno  de  los  paiaes.»  2 
De  este  derecho  marítimo  de  paz  y  de  guerra  habla  sin  duda  alguna 
nuestro  texto:  aplicarlo  al  comercio  interior,  á  nuestros  ríos,  ea  donde 
nuestra  soberanía  se  ejerce  plena  y  absolutamente;  en  donde  rige  solo 
nuestra  ley,  en  donde  el  extranjero  no  tiene  más  derecho  que  el  que  se 
le  haga  justicia  conforme  á  esa  ley,  ni  otro  motivo  de  reclamación  qu« 
el  que  se  le  deniegue  esa  justicia,  es  confundir  la  mar,  camino  abierto  y 
libre  para  el  género  humano,  en  donde  nadie  ejerce  jurisdicción,  coa 

1    ^-The  Congress  shall  haré  power To  regúlate  comuierce  vith  foreign  cations  "and  amoBg 

•the  sevsral  States"  and  with  Indian  tribeg," 

3  "Thus  for  instance,  if  a  collisiou  should  take  place  at  sea  between  an  American  and  foieiga 
Bbip>  many  important  questioua  of  pablic  law  may  be  connected  with  its  just  decisión;  fon  it  is  obrioiiB» 
that  it  could  ñot  be  govemed  by.the  mere  municipal  law  of  either  countiy-"  Com-  on  Coiisk-  núm-  16Z0- 


los  ríos,  vías  de  comunicación  de  las  naciones  que  los  poseen,  y  propie- 
dad exclusiva  suya  en  donde  rigen  sus  propias  leyes;  es  rebelarse  con- 
tra las  palabras,  el  espíritu  y  motivos  de  niiestro  texto  constitucional. 

Necesito  combatir  hasta  la  sombra  de  la  duda  en  estas  materias  gra- 
vísimas, en  que  la  más  ligera  coafusióti  en  las  ideas  lastima  los  atribu- 
tos de  la  soberanía  nacional,  y  por  esto  me  será  permitido  penetrar  en 
los  motivos  de  la  ley.  ¿Por  qué  en  los  negocios  de  derecho  marítimo  de 
paz  y  de  guerra  solo  legisla  y  juzga  la  Federación  con  exclusión  de  los 
Estados?  Porque  como  dice  Hamilton  explicando  el  articulo  relativo  de 
la  Constitución  americana:  «. . . .  la  paz  de  toda  la  Nación  no  puede  de- 
jarse á  disposición  de  uno  de  sus  Estados,»  i  y  en  todas  aquellas  cuestio- 
nes de  derecho  de  genteá'que  comprometan  la  paz  de  la  Unión,  ningún 
Estado,  parte  componente  de  ella,  puede  tener  competencia.  SilaUuióa 
ha  de  dirigir  las  relaciones  diplomáticas;  si  ella  ha  de  cuidar  del  cumpl.- 
miento  de  los  tratados;  si  ella  es  responsable  ante  la  sociedad  de  las  na^* 
clones  de  la  infracción  de  la  ley  que  las  rige  á  todas,  absurdo  seria  per- 
mitir que  los  Estados  legislaran  ó  juzgarán  sobre  materias  internacio- 
nales. * 

Pero  por  un  argumento  a  contrario  sensu,  falta  la  razón  de  la  ley 
siempre  que  de  esas  materias  no  se  trate.  ¿Qué  tiene  que  ver  la  paz  de 
la  Nación,  séame  licito  ya  preguntarlo,  con  la  colisión  de  dos  vapo- 
res nacionales,  ocurrida  en  un  río  en  que  la  soberanía  de  México  es  ple- 
na aun  para  juzgar  á  los  extranjeros,  cuando  á  mayor  abundamiento  no 
es  permitido  á  los  buques  de  éstos  navegar  en  ese  río? ....  Esta  pregun- 
ta Í3asta  para  echar  por  tierra  la  competencia  de  los  tribunales  federa- 
les en  este  caso.  Ni  las  personas,  ni  el  lugar,  ni  el  negocio  tienen  carác- 
ter internacional. 

Pero  no  debo  adelantarme  á  mis  demostraciones:  sigo  el  curso  de  mis 
razonamientos.  Si  la  jurisdicción  de  almirantago  se  liga  por  un  lado  tíoil 
las  relaciones  exteriores  y  la  paz  de  la  nación,  y  por  otro  con  los  intere- 
ses de  la  navegación  y  el  comercio,  como  dice  Story,  desde  el  momento 
en  que  be  probado,  primero,  que  el  Congreso  no  puede  legislar  regu- 
lando el  comercio  entre  los  Estados,  como  en  el  país  vecino,  y  segundo^ 
que, nuestros  textos  constitucionales  se  refieren  al  derecho  marítimo  de 
paz  y  de  guerra  que  se  relaciona  con  materias  internacionales,  desdé 
luego  que  esas  demostraciones  han  quedado  hechas,  es  forzoso  recono- 
cer esta  consecuencia:  luego. los  lagos  y  ríos  navegables  no  están  en  Mé- 
xico sujetos  á  la  jurisdicción  de  les  tribunales  que  conocen  de  las  con- 
troversias que  versen  sobre  derecho  jnaritimo.  XJn  delito  cometido  á 
bordo  de  un  buque  que  navegue  en  el  Chápala;  la  infracción  de  un  contra- 
to de  ñetamento  en  el  Grrijalva;  el  choque  de  embarcaciones  en  el  lago 
de  Texcoco,  en  nada  afectan  nuestras  relaciones  exteriores,  y  sobre  na- 
da de  eso  puede  legislar  el  Congreso  á  título  de  regular  el  comercio  en- 
tre los  Estados,  porque  sólo  tiene  facultad  para  impedir  que  en  el  co- 
mercio de  Estado  á  Estado  se  establezcan  restricciones  onerosas. 

Esto  dicho,  queda  también  ya  probado  que  no  todos  los  casos  de 
almirantazgo  que  se  reconocen  en  los  Estados  Unidos,  segiin  la  in- 
terpretación que  allá  se  ha  dado  á  su  Constitución,  pueden  ser  casos 
de  derecho  marítimo  entre  nosotros.  Y  ya  se  comprende  la  razón  de  es- 
ta diferencia:  allá,  constitucional  como  debe  ser  esa  interprtación,  se 
rige  esta  materia  por  textos  que  nosotros  no  tenemos:  allá,  enevirtud  de 
poder  de  la  regulación  del  comercio  entre  diferentes  Estados,  se  ha  de- 
cidido que  cabe  en  la  jurisdicción  de  almirantazgo,  la  navegación  délos 
ríos:  aquí  no  se  puede  hacer  tal  regulación,  y  falta  desde  la  base  para 
sostener  la  jurisdicción  marítima  en  las  aguas  interiores:  allá  se  ha  creí- 
do servir  á  los  intereses  de  un  país  atravesado  por  caudalosos  ríos  y  que 
posee  en  sus  límites  lagos  tan  extensos,  que  en  ellos  se  han  dado  batallas 

1    "Thepeaceof  tih9"«'liol9"oiigütü0t  o  be  ef  tat  the  dísposal  of  »' part."  The  Federalisti  nó 
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navales,  con  declarar  que  la  marea  no  es  el  límite  de  aquella  jurisdicción: 
aquí  ni  esas  razones  de  coveniencia  se  pueden  alegar,  porque  entre  los 
muchos  dones  con  que  la  naturaleza  favoreció  á  nuestro  suelo,  no  cuen- 
ta el  de  la  facilidad  de  comunicacioaes  por  agua.  Seria  necesario  guiar- 
se dor  un  ciego  espíritu  de  imitación,  que  no  se  da  la  razón  de  su  con- 
ducta, para  seguir  nosotros  los  precedentes  americanos. 

Y  si  asi  lo  hiciéramos  después  de  haberlos  estudiado,  violaríamos  con 
plena  conciencia  nuestra  Constitución,  porque  ya  sabemos  que  lo  que 
en  los  Estados  Unidos  se  ha  declarado  constitucional,  entre  nosotros  es 
del  todo  anticonstitucional.  Si  lo  hiciéramos,  causaríamos  profunda  y 
radical  revolución  en  nuestra  jurisprudencia,  produciendo  un  verdade- 
ro caos.  Esto  es  fácil  de  verlo.  En  el  tiempo  mismo  de  la  Constitución 
de  1824,  que  hablaba  de  causas  de  almirantazgo,  que  hoy  no  menciona 
siquiera  la  vigente  de  1857,  nadie  se  habría  atrevido  á  sostener  que  el 
co7itrato  de  flete,  que  el  trasporte  de  mercancías  por  medio  de  la  nave- 
gación fluvial,  fuera  un  caso  de  almirantazgo:  bajo  el  imperio  de  aque- 
lla Constitución,  eso  se  habría  reputado  un  contrato  mercantil  sujeto  á 
los  jueces  comu^es  ó  de  comercio.  Nadie,  ni  nunca  entre  nosotros,  ni  en 
tiempo  de  la  ley  de  25  de  Etiero  de  1854,  se  habría  atrevido  á  sostener 
que  los  contratos  mercantiles  sobre  trasporte  de  mercancías  por  ríos, 
que  los  delitos  cometidos  en  ríos  fueran  casos  de  almirantazgo.  Allí  es- 
tán las  sentencias  de  todos  nuestros  tribunales,  bajo  administraciones  fe- 
derales ó  centrales,  dando  testimonio  de  que  esos  negocios  se  reputa- 
ron siempre  ó  mercantiles  ó  comunes.  ¿Romperemos  esa  respetable  tra- 
dición, cuando  en  lugar  de  haber  una  razón  que  asi  lo  exija,  hay  mu- 
chas que  lo  1  eprueban? No  lo  haré  yo,  teniendo  la  seguridad  de  que 

tampoco  lo  harían  los  jurisconsultos  americanos,  si  en  vez  de  regirse 
por  lapart.  3.  °*  de  la  sec.  8.  =*  del  artículo  1.  "^  de  su  Constitución,  estu- 
vieran obligados  á  observar  la  fracción  IX  del  artículo  72  de  la  nues- 
tra, que  se  opone  á  qiie  so  llamen  casos  de  almirantazgo  los  negocio- 
simpiemente  mercantiles  que  ocurren  en  nuestro  tráfico  interior. 

Por  otra  parte,  y  esta  observación  debe  tenerse  muy  en  cuenta,  los 
tribunales  americanos  han  tenido  tres  leyes  en  cuya  interpretación, 
aunque  varia,  han  podido  fundar  sus  sentencias:  la  de  24  de  Septiem 
.  bre  de  1789,  la  de  27  de  Febrero  de  1845  y  la  de  29  de  Abril  de  1864 
Noto  tros  no  tenemos  ninguna  en  que  apoyarnos  para  romper  esas  tra 
diciones  que  los  testos  constiruciona'es  nos  mandan  respetar.  ¿Se  com 
prende  ya  por  qué  yo,  tan  sincero  admirador  de  la  jurisprudencia  ame 
ricana,  no  puedo  seguirla  en  esta  materia;  por  qué,  á  pesar  de  sus  de 
cisiones,  yo  creo  que  seria  del  todo  anticonstitucional  entre  nosotros 
extendar  la  jurisdicción  federal  á  los  casos  civiles  ó  criminales  que  ten- 
gan origen  en  la  navegación  de  nuestros  lagos  y  ríos  interiores? 


VIII 

''  '  Las  consideraciones  constitucionales  que  acabo  de  exponer  demueá- 
tían,  en  mi  concepto,  que  la  fracción  II  del  articulo  97  de  la  ley  funda- 
mental no  apoya  la  competencia  de  los  tribunales  federales  para  co- 
nocer del  siniestro  ocurrido  en  el  Grijalva;  pero  como  se  invoca  tam- 
bién la  fracción  I  del  mismo  artículo,  y  como  me  he  propuesto  no  pa- 
sar en  silencio  ninguna  de  las  cuestiones  capitales  que  se  han  suscita- 
do en  este  debate,  abordando  hasta  las  más  difíciles  y  espinosas,  tengo 
que  decir  pocas  palabras  sobre  este  punto. 

Ocioso  es  averiguar  si  compete  á  los  tribunales  de  la  Federación  co- 
nocer «de  todas  las  controversias  que  se  susciten  sobre  el  cumplimiento 
y  aplicación  de  las  leyes  federales:»  tal  es  el  precepto  literal  de  la  ley, 
y  ese  precepto  no  se  discute  sino  que  se  obedece.  NO;  no  es  eetalacuies- 
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tíón,  sino  esta  otra  muy  díveríra:  ¿cuál  es  la  ley  federal  de  cuyo  currí- 
plimlento  y  aplicación  á  este  caso  se  trata?  O  mejor  dicho:  ¿existe  algu- 
na ley  federal  conforme  á  la  que  se  deba  juzgar  la  colisión  del  «Fénix» 
y  del  «Frontera,»  para  que  con  motivo  de  su  cumplimiento  y  aplicación 
surja  la  competencia  federal?  Y  tal  cuestión  queda  resuelta  con  mis  an- 
teriores demostraciones:  ni  la  ley  de  25  de  Enero  de  1854,  ni  la  Orde- 
nanza de  las  matrículas  de  mar  de  12  de  Agosto  de  1802,  ni  la  ley  inter- 
nacional que  rige  en  los  tribunales  de  almirantazgo,  ni  las  regulacio- 
nes de  comercio  entre  diferentes  Estados,  que  no  existen  ni  pueden  en- 
tre nosotros  existir,  ni  ley  ni  doctrina,  en  fin,  de  cuantas  se  han  invoca- 
do, tienen  aplicación  á  este  caso.  Aun  cuando  se  pudiera  consentir  en 
que  las  leyes  de  Santa  Anna  y  del  rey  de  España  sean  leyes  federales, 
aun  cuando  se  conceda  que  la  fracción  I  del  articulo  97  se  extiende  á  la 
aplicación  de  doctrinas  más  ó  menos  aceptables,  ya  sabemos  que  nin- 
guna de  esas  leyes  ni  doctrinas  citadas  puede  invocarse  tratándose  de 
la  colisión  de  buques  en  ríos.  Y  esto  basta  para  que  no  exista  la  com- 
petencia federal  por  el  motivo  que  analizo,  porque  donde  no  hay  ley 
federal  que  aplicar,  los  tribimales  de  la  Federación  no  pueden  avocarse 
el  conocimiento  de  un  negocio,  en  virtud  de  lo  prevenido  en  esa  frac- 
ción I. 

Cuidadosamente  he  buscado  alguna  ley  federal,  menos  aiin,  alguna 
ley  nacional,  siquiera  de  gobierno  central,  que  rija  la  navegación  de 
nuestros  ríos  y  lagos  interiores  y  que  pudiera  aplicarse  á  este  negocio, 
y  no  la  he  encontrado.  La  circular  de  15  de  Septiembre  de  1853,  que 
recuerda  el  cumplimiento  de  las  de  26  de  Agosto  y  4 de  Octubre  de  1831, 
habla  de  naufragios  de  buques  que  acontezcan  en  puntos  inmediatos  á 
las  costas,  y  la  ley  1.°",  tít.  8.°  del  lib.  9.°,  Novísima  Recopilación,  á  que 
esas  circulares  se  refieren,  no  se  ocupa  sino  de  «nave,  falúa  ü  otro  na- 
vio cualquiera  que  peligrase  en  el  mar » ^  El  decreto  de  10  de  Febrero 
de  1842,  solo  declaró  en  plena  fuerza  y  vigor  la  Ordenanza  de  matricu- 
las «en  todo  aqu.ello  que  no  se  oponga  con  las  instituciones  republica- 
nas de  !a  nación.»  2  La  circular  de  16  de  Marzo  de  1872,  estableciendo  la 
manera  de  proceder  respecto  de  las  pesquerías  en  las  costas  de  la  lie- 
pública,  no  es  aplicable  á  los  ríos.  ^  ¿Qué  ley,  qué  reglamento,  qué  or-^ 
den  federal  ha  regulado  la  navegación  de  las  aguas  interiores,  el  tráfi- 
co mercantil  en  ellas?  Yo  no  la  conozco. 

Se  ha  dicha  que  esa  ley  federal  tan  necesaria  para  que  exista  la  ju 
risdicción  de  los  tribunales  federales  es  el  Reglamentn  de  íuces  y  seña- 
les expedido  por  la  Secretaría  de  Guerra  en  12  de  Septiembre  de  1878* 
¿Puede  esto  aceptarse?  No  lo  creo  así.  Nada  diré  del  modesto  nombre 
de  Reglamento  que  lleva,  ci\ando  sus  disposiciones,  aplicables  en  nues- 
tra mar  territorial  aun  á  buques  extranjeros,  debían  ser  objeto  de  una 
ley  como  lo  son  en  los  Estados  Unidos,  por  ejemplo:  tampoco  dispiitaré 
si  el  Ministro  de  Guerra  puede  legislar  sobre  este  punto,  sino  que  acep- 
.  tando  ese  Reglamento  como  si  fuera  una  le}'',  sólo  notaré  que  no  se  pue- 
de aplicar  á  los  ríos,  porque  terminantemente  expresa  que  está  dado 
«para  evitar  abordajes  e?i  ía  m.ar»  Los  argumentos  que  se  hacen  en 
contra  de  esa  declaración  del  Reglamento  mismo,  con  el  propósito  de 
aplicarlo  también  á  los  ríosr  ^o  que  se  dice  de  los  buques  que  no  lleven 
cubierta,  dé  los  de  cabotaje  y  ¡jesca,  nada  prueba,  porque  nadie  ignora 
que  á  la  mar  y  no  solo  á  los  ríos  entran  buques  sin  cubierta,  como  son 
generalmente  los  que  en  nuestras  costas  se  dedican  á  la  pesca.  Todos 
esos  argumentos  tienen  la  respuesta  que  di  ya  á  los  que  se  alegan  para 
extender  la  Ordenanza  de  matrículas  á  los  ríos,  y  no  la  reoetiré:  sólo  si 
observaré  que  si  en  Francia,  como  dice  Mr.  Sibille,  nadie  tuvo  la  preteu- 

1  Colee-  de  DubMn  y  Lozano,  tom.  6.    ,  pftg.  818-  ' 

2  Obr.  cit.,  tom.  4.  o,  pág.  115. 
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filón  de  aplicar  la  Ordenanza  de  1681  á  los  ríos,  en  México  no  se  puede 
decir  lo  mismo  respecto  de  las  leyes  expedidas  para  la  mar. 

Con  esta  materia  mantiene  cierta  analog-ia  otro  ai'gumento,  que  tam- 
bién se  ha  expendido  en  favor  de  la  jurisdicción  federal:  se  dice  que  el 
rio  Grijalva  es  una  via  general  de  comunicación,  sobre  la  que  no  pue- 
de legislar  más  que  el  Congreso  de  la  Unión,  segiin  la  fracción  XXII 
del  articulo  72,  y  como  se  reconoce  el  hecho  de  que  ese  río  no  es  nave- 
gable siquiera  en  toda  la  extensión  del  Estado  de  Tabasco,  para  preve- 
nir la  respuesta  que  de  esa  circunstancia  surge,  se  agrega  que  del  men- 
cionado río  parte  la  comunicación  de  una  carretera  decretada  para  el 
Estado  de  Chiapas.  No  quiero  entrar  de  lleno  en  el  fondo  de  la  cues- 
tión, sobre  la  interpretación  que  se  da  á  aquel  texto  constitucional,  y 
para  no  extenderme  innecesariamente  sobre  esta  argumentación,  la 
aceptaré  con  todos  los  fundamentos  de  derecho  y  de  hecho  que  se  le  dan, 
y  concediendo  hasta  que  el  Grijalva  sea  una  via  general  de  comunica- 
ción, por  lo  de  esa  carretera  decretada  para  Chiapas,  sólo  preguntaré: 
¿pues  qué,  los  tribunales  federales  son  competentes  para  juzgar  do  to- 
dos los  hechos  que  pasan  sobre  las  vías  generales  de  comunicación?  ¿Se 
puede  sostener  que  los  delitos  cometidos  en  los  caminos  públicos  sean 
de  la  competencia  federal?  Semejante  consecuencia  deducida  del  prin- 
cipio en  que  esa  argumentación  se  funda,  basta  para  que  se  desechen 
igualmente  principio  y  conaecuencia. 


1  ,  IX. 

l'ratándose  de  un  negocio  en  que  ae  pretende  restringir  las  faculta* 
,  des  de  los  Estados,  para  ensanchar  las  de  la  Federación,  no  es  extraño 
que  se  empleen  todos  los  argumentos  usados  en  tales  ocasiones,  para 
deprimir  la  soberanía  local.  Se  dice,  con  este  propósito,  que  los  defen- 
sores de  ésta  intentamos  erigir  á  los  Estados  en  otras  tantas  potencias 
independientes,  y  tomando  razones  de  la  historia,  se  asegura  que  es  una 
mera  ficción  que  nuestros  Estados  hayan  tenido  una  existencia  propia, 
antes  del  establecimiento  del  régimen  federal,  como  la  tenían  las  trece 
provincias  norteamericanas,  antes  de  su  independencia:  se  insiste  en 
que  los  Estados  no  son  dueños  de  los  ríos  que  corren  por  su  territorio, 
y  que  tanto  por  este  motivo,  como  porque  no  tienen  facultades  para  le- 
gislar sobre  derecho  marítimo,  no  pueden  establecer  capitanías  de  puer- 
to, ni  ejercer  acto  alguno  Aq  policía  fluvial,  á  la  que  se  persiste  en  lla- 
mar marítima:  se  dice,  en  fin,  que  la  ley  de  clasificación  de  rentas,  lo 
mismo  la  de  12  de  Septiembre  del  año  de  1857,  que  la  de  30  de  Mayo  de 
1868,  es  una  ley  obligatoria  que  priva  á  los  Estados  de  toda  jurisdición 
en  las  aguas  navegables.  Debo  decir  siquiera  dos  palabras  para  satis- 
facer á  estas  argumentaciones. 

De  ellas  me  he  o  aupado  en  otras  veces,  cuando  he  tenido  que  defen- 
der la  siempre  combatida  soberanía  de  los  Estados:  «Yo  debo  declarar 
que  se  adultera  lateoría  que  sostengo, decía  en  una  deesas  veces,i  cuan- 
do para  impugnarla  se  la  presenta  tan  monstruosa,  como  en  este  debate 
se  ha  puesto.  Yo  jamás  he  querido  sostener  que  los  Estados  tengan  la 
soberanía  que  el  derecho  de  gentes  reconoce  en  las  naciones  indepen- 
dientes, ni  que  ellos  no  tengan  pi-ohibiciones:  lo  que  sí  sostengo  es,  que 
fuera  de  esas  prohibiciones  expresadas  en  la  Constitución,  los  poderes 
federales  no  pueden  crear  otras  nuevas,  para  restringir  más  la  sobera- 
nía que  la  ley  fundamental  dejó  á  los  Estados.»  Después  de  esta  decla- 
ración, cuya  constitucionalidad  es  inatacable,  la  réplica  que  me  ocupa 
no  puede  repetirse  en  un  debate  en  que  sólo  se  busca  la  verdad. 
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Las  razones  que  tomadas  de  nuestra  historia  se  aducen  para  no  con 
ceder  á  nuestros  Estados  la  soberanía  deque  disfrutan  loe  de  la  Unión 
norte 'americana,  han  sido  también  en  otra  ocasión  objeto  de  mi  estU' 
dio.  sin  encontrarles  la  fuerza  que  se  les  quiere  dar.  i  Estas  razones 
históricas  no  pueden  prevalecer  sobre  el  texto  terminante  del  articulo 
117  de  la  ley  suprema:  «Las  facultades  que  no  están  expresamente  con- 
cedidas por  esta  Constitución  á  los  funcionarios  federales,  se  entienden 
reservadas  á  los  Estados.»  Ante  precepto  tan  explícito  tiene  que  enmu- 
decer todo  intento  de  dar  á  la  Federación  una  facultad  que  no  le  está 
reconocida  expresamente;  y  el  juez  que  ha  protestado  hacer  guardar 
ese  precepto,  está  en  el  deber  de  desoír  toda  réplica  que  tienda  á  in» 
fringii'lo,  ya  se  inspire  ella  en  consideraciones  históricas  ó  en  motivos 
de  conveniencia  pública,  ó  en  cualquiera  otra  razón.  ¿Es  mala  la  ley? 
¿Contraria  ciertas  tendencias  centralizadoras  que  se  creen  buenas?  ¿Se 
opone  á  nuestras  tradiciones?  Pues  combátase  de  frente  esa  ley  y  re- 
fói'mesela  por  los  medios  legales:  declárese  que  el  sistema  federal  es 
nocivo,  perjudicial,  si  se  quiere;  pero  no  se  pretenda,  sobre  todo  llamán- 
dose amigo  de  ese  sistema,  desconocer  las  consecuencias  de  sus  princi» 
pios  cardinales,  no  se  intente  hacer  argumentos  contra  la  ley  para  de- 
mostrar la  csnveniencia  de  infringirla. 

Los  que  se  empeñan  en  hacer  ver  cómo  es  diferente  el  origen  histó- 
rico de  la  Federación  en  México  y  en  los  Estados -Unidos,  para  negar 
entre  nosotros  la  soberanía  local,  nunca  han  querido  comparar  los  textos 
de  las  Constituciones  de  los  dos  países,  y  esto  se  comprende  bien:  si 
aquellos  estudios  históricos  traen  como  consecuencia,  según  ellos,  que 
nuestros  Estados  tienen  menos  facultades  que  los  del  país  vecino,  este 
estudio  de  legislación  comparada  no  sólo  combate  esa  consecuencia,  si- 
no que  afirma  la  contraria.  Dice  esto  la  enmienda  X  de  la  Constitución 
americana:  «Los  poderes  no  delegados  á  los  Estados -Unidos  por  la 
Constitución  ni  prohibidos  por  ella,  quedan  reservados  á  los  Estados 
respectivamente  ó  di  pueblo.»  2  Y  habiéndonos  Story  de  la  historia  de 
ese  texto,  nos  cuenta:  «que  cuando  esta  reforma  se  presentó  al  Congre- 
so se  hizo  una  proposición,  para  insertar  la  palabra  expresamente  antes 
de  delegados y  entonces  se  dijo  que  era  imposible  limitar  un  go- 
bierno al  ejercicio  de  poderes  expresos La  moción  en  conseeuen' 

cia  fué  desechada.»  3 

En  los  Estados -Unidos,  pues,  la  Federación  puede  hacer  aun  aquello 
para  lo  que  no  está  expresamente  facultada,  cosa  que  no  sucede  entre 
nosotros,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  allá  tienen  menos  facultades  los  Estados 
que  aquí.  Si  la  soberanía  local  en  México  sufre  ciertas  restricciones  de 
que  se  ve  libre  en  la  República  vecina,  depende  ésto  de  que  en  nuestra 
Constitución  hay  textos  expresos  que  las  imponen,  sin  ser  por  ello  me- 
nos cierto  que  aquella  enmienda  X  extiende  más  que  nuestro  articulo 
117  las  facultades  de  la  Unión.  Esta  verdad  que  se  desprende  de  la 
comparación  de  los  dos  textos,  y  el  hecho  notorio  de  que  en  aquella  Ke- 
pública  los  Estados  son  realr.iente  soberanos  dentro  del  límite  constitu- 
cional, bastan  para  destruir  por  su  base  la  pretensión  de  negar  en  Mé- 
xico la  soberanía  local,  aunque  la  consagre  la  Constitución,  y  sólo  por- 
que nuestra  historia  difiere  de  la  de  los  Estados -Unidos  respecto  del 
establecimiento  del  sistema  federal. 

¿Tendré  necesidad  dé  insistir  en  que  la  navegación  mai^üima  no  es 
la  navegación  -fluvial,  en  que  el  derecho  marítimo  nada  tiene  que  ver 
con  los  ríos?  Sería  ello  incurrir  en  repeticiones  que  son  siempre  inne- 

1  De  esta  materia  me  ocupé  en  el  amparo  Willard,  contenido  en  este  tomo-  Véanse  las  páginas  63 
á65. 

2  "The  powers  not  delegated  to  the  United  States,  by  the  Constitution,  nor  proMbitedby  it  to  the 
Statesi  are  reserved  to  the  States  respectively  or  to  the  people-" 

3  "When  this  amendment  was  before  Congress  a  proposition  vas  moved,  to  insert  the    word  "ex- 

pressly"  before  "delegated" On  that  occasion  it  was  remarked-  that  ib  is  impossible  t  o  coafine  a 

government  to  the  exercise  of  expressiioiTers,,..!,  Tüe  rootiou  was  acwrdiogly  negatired.'-  On  Oonat. 
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cesarifls.  No  lo  haré,  sino  que  refiriéndome  á  lo  que  antes  he  dicho  so- 
bre estos  puntos,  me  bastará  asegurar  que  los  Estados,  si  bien  no  pue- 
den establecer  capitanias  de  puerto,  porque  ellas  ejercen  sus  atribu- 
ciones en  la  mar  y  no  en  los  ríos,  si  tienen  facultades  para  ejercer  actos 
áQ policía  fluvial.   Los  textos  constitucionales  sostienen  estos  asertos. 

Tuve  nn  dia  necesidad  de  demostrar  en  este  Tribunal,  que  la  ley  de 
clasifieaeión  de  rentas  dé  12  de  Septiembre  de  1857  es  notoriamente 
anti-constitiicional.  y  hasta  hoy  nada  se  ha  dicho  que  esa  demostración 
infirme,  i  Hoy  sería  inoportuno  empeñarm.e  en  evideaciar  que  esas  le- 
yes, buenas  en  un  gobierno  central,  nada  pueden  en  contra  de  la  so- 
beranía de  los  Estados,  garantida  como  lo  está  por  la  Constitución,  por- 
que esas  leyes  no  pueden  quitarles  una  sola  de  las  facultades  que  ésta 
les  da.  Pero  haciendo  á  un  lado  esa  cuestión,  y  aun  reconociendo  que 
los  ríos  navpsrables  sean  propiedad  nacional,  no  se  puede  de  ello  inferir 
que  sólo  la  Federación  ha  de  juzgar  de  los  hechos  que  en  ellos  tengan 
lugar.  Sobre  este  particular  tampoco  repetiré  mis  anteriores  demostra- 
ciones; observaré  iinicamente  que  los  ríos  navegables,  en  tanto  son  bie- 
nes nacionales,  en  cuanto  que  no  es  lícito  á  ningixn  particular  adquirir- 
los, porque  todos  tienen  derecho  de  servirse  de  ellos,  en  cuanto  que  la 
rnisma  Nación  no  puede  enajenarlos,  como  no  puede  enajenar  cualquie- 
ra otra  parte  del  territorio  nacional.  Los  ríos,  pues,  no  son  nacionales  en 
el  sentido  de  excluir  á  la  autoridad  local  del  ejercicio  de  las  funciones  de 
su  competencia  en  eilos,  en  el  sentido  de  que  la  Federación  disponga 
de  las  aguas  navegables  como  mejor  le  plazca.  Y  si,  según  antes  he- 
mos visto,  ni  la  verdadera  propiedad  federal  en  un  edificio,  en  el  Pa- 
lacio de  Justicia  por  ejemplo,  hace  competente  á  la  Federación  para 
juzgar  de  todos  los  hechos  que  en  él  pasen,  ¿cómo  se  quiere  que  la  cua- 
lidad de  bienes  nacionales  que.  ios  ríos  pueden  tener,  dé  fuero  federal 
á  los  negocios  que  con  ellos  se  relacionan? 


Para  acabar  de  fundar  mi  voto  particular  y  exponer  las  razones  que 
me  han  obligado,  con  pena,  á  disentir  de  la  opinión  de  la  moyoría  de  la 
Sala,  tengo  ahora  que  ocuparme  especialmente  de  los  motivos  que  en 
el  debate  se  consideraron  bastantes  á  decidir  la  competencia  en  favor 
del  Juez  de  Distrito.  Dos  son  esos  motivos,  que  pueden  tenerse  como 
el  fundamento  del  fallo.  El  primero,  que  la  responsabilidad  de  un  abor- 
daje debe  juzgarse  por  lasleyes  de  navegación,  para  resolver  si  por  su 
falta  de  observancia  ó  curapUmiento  ha  ocurrido  la  colisión;  y  es  el  se- 
gundo, que  esas  disposiciones  sobre  navegación  en  la  mar  territorial  y 
en  los  ríos  navegables  que  comunican  con  ella,  son  por  su  naturaleza 
federales,  porque  no  afectan  solo  á  diversos  Estados,  sino  que  aun  pue- 
den comprometer  las  relaciones  exteriores,  pues  por  los  principios  del 
derecho  de  gentes  ó  por  los  tratados,  pueden  tener  aplicación  á  buques 
extranjeros.  Voy  á  indicar  siquiera  las  gravísimas  razones  que  rae  asis- 
ten para  no  aceptar  esos  fundarnentos  de  la  competencia  federal. 

¿Es  cierto  que  sin  leyes  de  navegación  no  se  puede  juzgar  de  la  res- 
ponsabilidad de  un  abordaje?  No  lo  creen  asi  los  países  más  respeta- 
bles por  su  marina  y  por  la  jurisprudencia  que  tienen  sobre  esta  mate- 
ria establecida.  Hemos  vis'o  ya  que  en  Francia  los  abordajes  no  marí- 
timos se  rigen  por  el  dert  ¿ho  común:  al  responsable  de  un  siniestro  de 
esa  clase  se  le  aplica  el  artículo  1,382  del  Código  civil,  que  dice:  «Todo 
hecho  del  hombre  que  ocasiona  á  otro  un  perjuicio,  obliga  á  aquel  por 
cuya  causa  ha  ocurrido,  á  repararlo.»  3    Para  juzgar  si  determinado 

1  El  ampairo  'iViUard.  págs-  63  y  siguientes  de       e  tomo. 

2  '  Tout  f ait  (luelcouque  de  rhomme  qui  caus  '  litri  un  dooimager  oblige  celui  par  la  faute  du  lúe 
est  arrivé .  á  le  réparer' " 
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Abordaje  es  fortuito,  culpable  ó  criminal,  se  atiende  á  las  regias  y  prác« 
ticas  de  la  naveg-ación  determinadas  por  la  costumbre,  si  ellas  no  están 
fijadas  por  la  ley;  se  atiende  á  todas  las  pruebas,  inclusa  la  pericial,  que 
el  derecho  común  reconoce,  siempre  que  se  trata  de  averiguar  si  ui»  si- 
niestro, una  desgracia,  si  la  explosión  de  una  caldera  de  vapor,  si  el  in- 
cendio de  una  casa,  si  el  descarrilamiento  de  una  locomotora,  si  elvuel- 
co  de  un  carruaje,  si  un  siniestro  que  ha  ocasionado  pérdidas  de  vidas 
ó  de  propiedades,  ha  sido  resultado  del  caso  fortuito  ó  hijo  de  una  falta 
ó  delito.  En  los  Estados  Unidos,  en  donde,  como  sabemos  también,  se 
signien  reglas  contrarias  respecto  de  esas  colisiones  en  ríos,  y  en  donde 
existe  una  ley  para  prevenirlas,  no  se  desconoce  la  verdad  de  noser  ne- 
cesarias las  leyes  ó  disposiciones  legislativas  para  juzgar  de  la  responsa- 
bilidad de  los  abordajes.  Una  sentencia  déla  Suprema  Corte  de  esaJie 
pública  habla  sobre  este  punto  asi:  «Las  prácticas  llamadas  leyes  marí- 
timas y  que  tienen  el  efecto  de  i-egulaciones  obligatorias  para  prevenií. 
las  colisiones  entre  buques  ocupados  en  'a  navegación,  existían  mucho 
antes  de  que  hubiera  alguna  legislación  sobre  este  punto,  tanto  en  este 
pais  como  en  aquel  del  que  nuestro  sistema  judicial  fué  tomado   .    ...» 

«  Las  sentencias  de  los  tribunales  manifiestan  que  tanto  las 

Cortes  de  la  common  law  como  las  de  almirantazgo,  se  referían  cons- 
tantemente á  las  prácticas  establecidas  en  la  mar  como  reglas  de  deci- 
sión para  determinar  si  en  a'giín  caso  particular  se  habia  cometido  al- 
guna falta  en  la  navegación.»  i  Y  como  esto  se  decía  en  1875,  mucho 
tiempo  después  de  la  ley  de  1864,  que  establece  las  reglas  para  preve- 
nir las  colisiones,  se  agregaba: «pero  es  bien  sabido  que  en  tales 

litigios  surgen  frecuentemente  cuestiones  que  no  preven  las  disposicio- 
nes legislativas y  en  tal  caso,  están  autorizados  los  tribunales 

para  apelar  á  los  usos  ó  prácticas  de  la  mar.»  2  Las  doctrinas  francesas, 
americanas  é  inglesas  me  sirven  de  fundamento  para  no  estar  conforme 
en  el  punto  de  que  se  necesiten  ciertas  disposiciones  sobre  navegación, 
codificadas  como  si  fueran  leyes,  para  juzgar  de  la  responsabilidad  de 
un  abordaje. 

Tengo,  además,  otra  razón:  si  mi  opinión  no  fuera  correcta,  se  se- 
guiría de  ello  que  en  México  no  se  podría  juzgar  de  ningún  abordaje 
marítimo  anterior  al  12  de  Septiembre  de  1878,  fecha  del  Reglamento 
expedido  para  evitar  abordajes  en  la  mar,  y  se  reduciría,  además,  que 
hasta  hoy  no  se  podría  calificar  ningún  abordaje  no  marítimo  porque 
hasta  esta  fecha  no  hay  ley  que  hable  de  él.  De  esto  vendría  como  con- 
secuencia, que  de  la  colisión  del  «Fénix»  y  del  «Frontera,»  no  podría  co- 
nocer la  justicia  por  falta  de  una  disposición  de  navegación  que  apli- 
carle. 

Yo  no  acepto  estas  consecuencias,  y  si,  como  se  dice,  en  Tabasco  no 
hay  leyes  ó  disposiciones  sobre  la  policía  de  navegación  del  Grijalva, 
no  puede  ser  esto  motivo,  en  mi  sentir,  para  que  el  delito,  si  lo  hubo, 
quede  impune;  para  que  la  falta,  si  existió,  se  deje  sin  reparación.  Allí 
está  el  derecho  común  que  define  y  resuelve  las  cuestiones  que  sobre  es- 
ta materia  se  susciten.  Y  hasta  suponiendo  que  en  Tabasco  el  delito 
quedase  sin  castigo,  no  es  esta  razón  para  que  los  tribunales  federales 
se  arroguen  el  conocimiento  de  ese  negocio. 

El  otro  punto  dado  como  fundamento  déla  sentencia,  me  parece  aún 
más  inadmisible,  y  esto  por  varios  capítulos.  El  reconoce  como  princi- 
pio que  la  Nación  ejerce  iguales  derechos  y  tiene  la  misma  soberanía  en 
la  mar  territorial  que  en  los  ríos  navegables  que  se  comunican  con  ella, 

1  "Usages  called  sea  laws,  haiiug  the  effect  of  obligatory  regulations  to  prevent  coHisions  lietween 
ships  eDgaged  in  iiavigation,  existed  long  before  there  was  any  legislation  upon  the  subject,  either  in 
this  country  or  in  the  country  from  which  onr  judicial  systein  vas  largeh  bonowed " 

" The  judicial  rerorts  show  that  the  courts  voth  commoL'  laiv  and  adiuiralty  veie  cons 

tantly  in  the  habit  of  refemug  tó  the  establiahed  nsages  of  the  sea  as  foiiruishiii™  ths  rule  of  decisión 
to  determine  -ahether  any  fault  of  navigation  was  commited  in  the  pai'tic\ilar  case-" 

2     -'but  Itis '..eíl  knop/n  that  questions  often  alise  in  Huch  Jitigaüoi-s.  outsj  eoftheBcope 

and  operation  of  the  legislative  euaotments ,.  .and  it  is  competent  for  the  court.  vz   íuch  a  case/  to 

admit  evideuce  o£  the  usage."  The  "Cüty  of  Washingtoa.*'  Otto's  reports,  toL  2» ,  pág*     y  32. 
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He  ya  citado  las  doctrinas  de  los  publicistas  que  establecen  las  diferen- 
cias qne  sobre  este  particular  existen,  y  de  ese  principio  sentado  en  la 
sentencia,  podría  deducirse  esta  consecuencia,  que  México  no  puede 
aceptar:  que  en  los  ríos  navegables  que  se  comunican  con  la  mar  no 
tiene  la  Nación  una  propiedad  exclusiva  y  absoluta,  sino  que  no  ha  de 
ejercer  en  ellos  más  derechos  que  en  sú  jnar  territorial.  Yo  no  admito 
ni  el  principio  ni  la  consecuencia. 

Tampoco  estoy  coní'oi'me  en  que  las  rcg-las  de  navegación  son  por 
BU  naturaleza  federales,  y  que  solo  por  la  Federación  pueden  dictarse 
Abstracción  hecha  de  las  razones  que  heexpuesto  para  creer  que  la  Fe 
deración  no  tiene  facultad,  no  digo  ya  para  regular  el  comercio  y  lana 
vegación  de  un  Estado,  pero  ni  aun  el  que  se  hace  entre  diferentes  Es 
tados,  tengo  otro  motivo  de  disentimiento  en  este  punto.  Fuera  de  las 
reglas  generales  de  navegación  aplicables  lo  mismo  á  la  mar  que  á  los 
ríos,  hay  otras  que  son  especiales  á  éstos  y  algunas  particulares  de  cada 
río,  según  sus  circunstancias  topográficas,  como  se  comprende  bien.  No 
todos  los  ríos  son  iguales  ni  en  todos  las  mismas  precauciones  bastan 
para  evitar  siniestros.  Los  usos  y  prácticas  en  ellos  establecidos  por  la 
observación,  por  la  experiencia,  deben  ser  tan  atendidos  en  estos  casos, 
como  los  marcados  por  la  ley.  De  tal  verdad  es  esta  observación,  que 
en  los  tratados  sobre  navegación  de  ríos  se  tienen  en  cuanta  esas  cos- 
tumbres locales  que  regulan  la  policía  de  la  navegación.  Esta  es  la  ra- 
zón del  artículo  33  de  la  Convención  sobre  navegación  del  Danubio,  de 
7  de  Noviembre  de  1857,  que  obliga  á  los  buques  que  navegan  en  ese 
rio  á  tomar  á  bordo  pilotos  en  ciertas  partes  de  él,  en  que  se  deben  te- 
ner precauciones  especiales.  Siendo  esto  así,  ¿cómo  puede  la  Federa- 
ción dictar  esas  reglas  particulares  del  río  Grijalva,  determinando  que 
en  tal  purto  en  que  su  corriente  es  estrecha,  no  se  encuentren  dos  bu- 
ques; que  en  tal  otro,  en  que  su  curso  hace  un  recodo,  se  den  ciertos 
avisos  para  evitar  un  encuentro,  etc.,  etc?  ¿Cómo  puede  la  Federación 
dictar  esos  reglamentos  de  policía  de  la  navegación  local? 

Pero  hay  más  aiin,  y  esto  es  lo  más  grave.  En  mi  sentir  el  derecho 
de  gentes  solo  es  aplicable  á  los  ríos  excepcional.mente,  en  caso  de  gue- 
rra por  ejemplo,  cuando  buques  enemig'os  entren  á  ellos,  como  sucedió 
en  el  mismo  Grijalva  en  el  año  de  184G  con  motivo  de  la  guerra  con  los 
Estados  Unidos-,  en  casos  de  piratería,  de  presas  ilegales,  etc.  etc.  Fue- 
ra de  esos  casos  excepcionales,  la  regla  es  que  la  ley  local  impera  en 
los  ríos  lo  mismo  que  en  tierra,  porque  tierra  y  ríos  forman  el  territorio 
de  la  Nación,  en  que  ejerce  plenamente  su  soberanía.  En  el  río  puede 
hallarse  un  buque  de  guerra  de  potencia  amiga,  al  que  la  ley  local  no 
puede  aplicarse;  pero  esto  no  es  razón  para  sentar  como  regla  que  la 
presencia  de  extranjeros  en  él  exija  la  aplicación  del  derecho  interna- 
cional, como  no  lo  es  para  que  se  le  aplique  en  tierra,  porque  la  casa  de 
un  Ministro  extranjero  goza  del  privilegio  de  la  extraterritorialidad;  y 
asi  como  en  tierra  las  relaciones  jurídicas  de  los  extranjeros  se  rigen 
por  la  ley  del  país,  asi  la  presencia  de  buques  extranjeros  en  el  río  no 
basta  para  darles  un  fuero  inaceptable,  para  ponerlos  fuera  del  alcance 
de  la  ley  local. 

Que  los  extranjeros  residentes  en  nuestros  Estados  están  sujetos  á 
sus  leyes  en  la  parte  que  regulan  sus  actos  civiles  ó  criminales,  es  una 
verdad  que  no  se  puede  poner  en  duda.  ¿Cómo  pueden  afectarse  nues- 
tras relaciones  exteriores  si  Guanajuato  juzga  de  un  contrato  hecho  por 
un  inglés,  si  Puebla  procesa  á  un  francés  acusado  de  asesinato,  si  Gue- 
rrero averigua  si  un  norteamericano  es  autor  de  un  siniestro  cuya  res- 
ponsabilidad se  le  atribuye?  Si  alguna  doctrina  está  umversalmente 
aceptada  entre  los  publicistas,  es  la  de  que  los  extranjeros  están  suje- 
tos á  las  leyes  del  país  en  que  residen,  i 

I   WJieatou.  Obra  citi  núnis.  U'J;  114  y  140— Cal VO'  Obra  cifc  •«  núms,,  251  y  25». 


Pero  el  Grijalva  no  está  abierto  á  la  naves-ación  extranjera,  y  esto 
no  puede  hacerse  sino  por  ley  ó  tratado  que  lo  autorice,  que  dé  al  ex- 
tranjero derechos  que  lioy  no  tiene.  ¿Y  qué  se  diria  de  esa  ley  ó  tratado 
fii  dispusiera  que  en  ese  río,  que  forma  parte  del  territorio  de  Tabasco, 
no  rio'ieran  las  leyes  de  ese  Estado  sino  las  federales  y  los  principios  del 
derecho  de  gentes? Que  la  Federación  conozca  de  las  cues- 
tiones sobre  cumplimiento  y  aplicación  de  ese  tratado,  está  bien:  que 
conozca  de  todas  aquellas  de  derecho  marítimo  que  en  ese  rio  ocurran 
presas,  bloqueos,  piratería,  etc.,  f  stá  bien;  ¿pero  cómo  consentir  en  que 
extranjeros  qiie  entren  á  nuestro  territorio  queden  exentos  de  la  ley  lo- 
cal, dándoles  ley  y  fuero  que  el  mismo  derecho  internacional  les  niega? 
Si  alguna  ley  hubiera  de  expedirse  que  abriera  á  los  buques  extranje- 
ros la  navegación  del  Grijalva,  estoy  seguro  que  ella  procuraría  orde- 
nar que  en  !a  policía  de  la  navegación,  contratos,  delitos,  faltas,  actos 
de  cualquiera  clase  ejecutados  dentro  de  nuestro  terriforio,  solo  nues- 
tra ley  debiera  imperar.  Esta  disposición  bastaría  á  quitar  todo  fuero 
de  extranjería,  toda  pretensión  contraria  á  la  soberanía  nacional,  toda 
reclamación  que  perturbara  nuestras  relaciones  exteriores.  Y  si  esto, 
en  mi  sentir,  debiera  disponer  la  ley,  no  puedo  estar  conforme  con  una 
sentencia  que  expresa  conceptos  contrarios. 

Desconfiaría  de  estas  opiniones  mías  sobre  materias  tan  delicadas, 
si  no  las  encontrara  apoyadas  en  autoridades  irrecusables.  Copio  las 
palabras  de  un  publicista  que  parecen  escritas  para  la  cuestión  que  me 
ocupa:  «Cuando  los  individuos  particulares  de  una  nación  se  dirigen  á 

otra  llevados  á  ella  por  los  negocios  ó  el  carricho ó  cuando  los 

buques  mercantes  entran  á  puertos  extranjeros  por  negocios  de  comer- 
cio, seria  de  evidencia  inconveniente  y  neligroso  para  la  sociedad,  y  es- 
tarían las  leyes  sujetas  á  continuas  infracciones  y  el  Gobierno  expuesto 
á  ser  humillado  y  envilecido,  si  tales  individuos  no  le  prestaran  tempo- 
ral y  local  obediencia  y  no  estuvieran  sujetos  á  la  jurisdicción  de  ese 
país.  Ningún  soberano  extranjero  puede  tener  al  o-ún  motivo  para  pre- 
tender semejante  excepción.»  i  Esto  se  dice  hablando  de  los  buques 
mercantes  que  lleguen  á  un  puerto  extranjero.  ¿Habría  razón  para  des- 
conocer esa  docti'ina  cuando  ellos  entren  á  los  ríos? 

Pero  podemos  aún  con  más  claridad  ver  cómo  este  punto  es  juzgado 
por  los  publicistas.  Es  sabido  que  varios  países  y  entre  ellos  el  nuestro, 
aceptan  las  reglas  de  la  jurisprudencia  francesa  en  cuanto  á  la  jurisdic- 
ción que  el  Estado  ejerce  en  los  buques  extranjeros  que  entran  á  sus 
puertos.  Segiín  esas  reglas  se  distinguen  los  delitos  cometidos  á  bordo 
de  esos  buques  entre  las  personas  de  su  tripulación  ó  que  no  alteran  la 
tranquilidad  del  puerto,  de  los  cometidos  á  bordo  de  los  mismos  buques 
entre  pei'sonas  que  no  forman  parte  de  su  tripulación,  y  que  afectan  la 
paz  del  puerto.  Los  tribunales  del  Estado  son  competentes  para  cono- 
cer de  estos  delitos  y  declinan  toda  jurisdicción  respecto  de  los  prime- 
ros. 2  En  el  caso  del  «Margarita»  resuelto  por  nuestro  gobierno  en  1869, 
se  invocaron  esos  principios  para  determinar  que  los  tribunales  mexica- 
nos eran  competentes  para  conocer  del  delito  de  heridas  inferidas  por 
Antonio  Silva  á  Nicolo  Gervasio,  s  Ahora  bien;  ¿podría  alguien  sostener 
que  estas  doctrinas  son  anlicables  á  los  buques  que  navegan  en  los  ríos? 
¿Si  en  el  puerto  y  por  lo  que  toca  á  los  delitos  que  no  perturban  su  tran- 
quilidad, la  jurisprudencia  francesa  ha  podido  decidir  que  su  castigo  co- 


1  "When  pii'ñte  inMvlduals  of  one  Dation  spread  themselves  throiigh  another  as  business  or  ca- 

price  may  direct or  when  merohant  vessels  enter  for  the  purposes  of  trade.  it  woiild  be  obvioüsly 

inconvenient  aud  dangeroiis  to  societ;,  and  vorld  subiect  the  laws  to  continual  infriction  and  the  go- 
vernment  to  degradation,  if  such  individuáis  did  not  owe  temporary  and  local  allegiaoce,  and  were  not 
amenable  to  the  jurisdiction  of  the  country.  Ñor  can  the  foreign  sovereiDg  have  any  motive  for  wlsliing; 
such  exceotion."  Wlieaton-  Obra  cit-,  núm- 101. 

2  Calvo.  Obra  cit-,  aúni.  259. 
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wesponde  al  Estado  al  que  pertenece  el  feuqtie,  porque  con  ellos  no  fle 
afectan  los  derechos  de  la  nación  en  cuyas  aguas  se  cometen,  ¿podría 
decirse  lo  mismo  de  aquellos  otros  delitos  que  tienen  lugar  en  los  ríos, 
es  decir,  en  el  territorio  mismo  nacional?  Nuestro  Ministro  de  Justicia 
que  fundó  la  jurisdicción  del  Juez  de  Distrito  en  el  caso  de  Nicolo  Ger- 
vasio, en  la  circunstancia  de  que  el  rio  Grijalval  no  forma  parte  del  te- 
rritorio del  Estado  de  Tabasco?   

No,  yo  no  creo  que  á  los  extranjeros  se  les  pueda  eximir  de  la  juris- 
dicción y  ley  locales,  por  consideraciones  internacionales,  porque  el  de- 
recho de  gentes  no  reconoce  tal  excepción:  creo,  por  el  contrario  con 
Wheaton,  que  aceptar  siquiera  la  posibilidad  de  tal  excepción  para  bu- 
ques mercantes  «seria  peligroso  para  la  sociedad,  expondría  al  Gobier- 
no á  la  degradación  y  á  las  leyes  á  continuas  infracciones.» 

Para  librarme  ya  de  la  mortificante  tarea  de  hablar  más  de  este  pun- 
to, y  para  acabar  más  de  apoyar  mi  disentimiento,  quiero  suponer  que 
los  motivos  de  la  sentencia  fueran  inatacables:  que  ninguna  objeción 
pudiera  hacérseles  en  el  terreno  constitucional  ó  internacional:  ¿apoyan 
esos  motivos  la  decisión  de  la  competencia  en  favor  de  los  tribunales  fe- 
derales? 

De  los  fundamentos  de  la  sentencia,  solo  puede  deducirse  que  el  Con- 
greso tiene  facultad  para  dictar  las  leyes  de  navegación  del  Grijalva,  y 
más  si  se  quiere,  que  es  conveniente  que  asi  lo  haga;  para  que  cuando 
esas  leyes  tengan  que  aplicarse  á  buques  extranjeros,  no  se  puedan 
afectar  nuestras  relaciones  exteriores.  Pero  esto  no  basta  para  declarar 
competente  á  un  tribunal,  sino  que  se  necesita  citar  la  ley  que  lo  invista 
de  la  jurisdicción  indispensable  para  conocer  de  un  negocio  dado.  Y  la 
sentencia  no  cita  esa  ley,  y  lo  que  es  más,  no  se  puede  citar,  porque  no 
existe,  porque  no  puede  existir,  si  se  ha  de  respetar  la  soberanía  de  los 
Estados. 

Pero  quiero  aún  conceder  más:  que  exista  esa  ley  que  haga  de  la 
competencia  federal  la  colisión  de  buques  en  ríos,  cuando  se  trata  de 
buques  extranjeros,  para  impedir  así  que  puedan  afectarse  nuestras  re- 
laciones exteriores:  quiero  aún  conceder  que  el  derecho  internacional 
disponga  que  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  buques  que  naveguen  en 
ríos,  están  exentos  de  la  jurisdicción  local:  como  en  el  caso  que  nos  ocu- 
pa no  se  trata  sino  de  dos  vajeares  nacionales,  todas  esas  consideracio- 
nes internacionales  les  son  del  todo  extrañas,  no  sirviendo  por  consi- 
fuiente  los  fundamentos  de  la  sentencia  para  resolver  que  los  jueces  fe- 
erales  conozcan  de  la  colisión  délos  vapores  nacionales  «Fénix»  y  «Fron- 
tera.» 

Tal  vez,  de  seguro,  la  mayoria  de  la  Sala  es  quien  ha  acertado  en  su 
resolución,  y  yo  soy  el  que  se  equivoca  en  sus  apreciaciones.  El  respeto 
que  profeso  á  los  ministres  de  este  Tribunal  por  su  ilustración,  y  el  sen- 
timiento de  mi  insuficiencia  no  podían,  sin  embargo,  ser  parte  á  hacer- 
me permanecer  en  silencio  después  de  votar  contra  la  sentencia  en  ne- 
gocio tan  grave:  solo  por  cumplir  con  un  penosísimo  deber,  he  podido 
resolverme  á  manifestar  las  principales  razones  de  mi  disentimiento  con 
el  fallo  de  la  Sala. 


XI 

Al  impugnar  todos  y  cada  uno  de  los  fundamentos  de  la  jurisdicción 
federal,  he  apoyado  indirecta  pero  eficazmente  la  competencia  del  juez 
local  de  Tabasco,  para  conocer  de  las  cuestiones  suscitadas  á  consecuen- 
cia de  la  colisión  de  los  vapores  «Fénix»  y  «Frontera.»  Siendo  la  jurisdic- 
ción federal  DELEGADA,  y  la  local  INHERENTE;  no  existiendo  aque- 
lla sino  eu  los  casos  ea  q}jL(íla,Qoüsti^ví(á.9a.e9i!pres«mwi^e'Ja.  concede,  y 
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ejerciéndose  esta  en  todos  los  otros  que  quedan  reservados  a  ^os  Esta- 
dos, tan  ocioso  es  disputar  sobre  si  aquella  es  privilegiada,  como  nece- 
sario reconocer  que  ésta  es  la  competente,  siempre  que  no  haya  texto 
expreso  constitucional  que  otra  cosa  disponga.  No  son  estas  teorías 
mías,  las  enseña  el  ilustre  Hamiltoii  en  estas  palabras:  «Los  principios... 
nos  enseñan  que  los  Estados  retienen  todos  los  preexistentes  poderes- 

que  no  hayan  exclusivamente  delegado  al  Gobierno  federal Aun* 

que  estos  principios  no  se  apliquen  con  igual  fuerza  al  poder  judicial 
como  al  legislativo. yo  me  inclino  á  creer  que  iguales  razones  obran  con 
respecto  á  ambos.  Y  bajo  esta  impresión  yo  estableceré  como  una  regla, 
que  los  Tribunales  de  los  Estados  deben  retener  la  jurisdicción  que  hoy 
tienen,  á  menos  que  aparezca  que  haya  sido  delegada  A  los  federa- 
les.» 1  Además  de  la  muy  respetable  opinión  de  ese  publicista,  yo  me 
fundo  en  el  precepto  general  del  articulo  117  de  la  Constitución,  para 
creer  que  esa  regla  es  un  principio  inatacable  entre  nosotros. 

Esto  supuesto,  y  no  cabiendo  el  caso  que  nos  ocupa  dentro  de  nin- 
guno de  los  textos  constitucionales  que  se  han  invocado,  es  lógica  y  ne- 
cesaria consecnencia  que  él  es  de  la  competencia  del  juez  local.  Si 
las  premisas  que  yo  creo  dejar  demostradas  se  aceptan,  no  se  puede  des- 
conocer esa  conclusión  general  á  que  he  pretendido  llegar.  Sinilospre- 
cedentes  establecidos  en  la  jurisprudencia  americana,  pueden  alegarse 
para  hacer  caso  federal  entre  nosotros  la  colisión  de  dos  vapores  nacio- 
nales en  un  rio,  porque  nuestra  Constitución  no  se  presta  á  las  inter- 
pretaciones que  se  han  dado  á  la  del  país  vecino;  si  no  es  posible  exten- 
der la  jurisdicción  marítima  hasta  los  ríos,  porque  nuestra  legislación, 
de  acuerdo  con  las  respetables  extranjeras  que  he  citado,  la  limita  al 
punto  adonde  llega  la  agua  salada;  si  el  derecho  internacional  no  res- 
tringe la  soberanía  de  las  naciones  en  los  ríos,  sino  que  deja  éstos  bajo 
el  imperior  de  la  ley  local;  si  nuestras  leyes  nunca  han  hecho  de  los 
abordajes  no  marítimos  casos  de  almirantazgo,  ni  asuntos  del  conoci- 
miento de  los  tribunales  de  marina;  si  falta  la  ley  que  eso  declare,  y  en 
declarándolo,  se  rebelaría  contra  el  Código  fundamental,  haciendo  tam- 
bién una  profunda  revolución  en  nuestra  jurisprudencia;  sí  todas  esas 
y  más  razones  existen  pai-a  que  los  tribunales  federales  no  conozcan  de 
esos  abordajes,  clarísimo  es  que  el  presente  es  de  la  competencia  local. 

He  llegado  ya  al  término  de  mi  tarea,  creyendo  dejar  satisfecho  mi 
deber.  Si  tanto  me  he  extendido,  ha  sido  porque  he  considerado  de  muy 
graves  trascendencias  las  cuestiones  que  me  han  ocupado,  porque  he 
creído  que  en  ese  asunto  se  interesa  no  solo  la  soberanía  local  de  Ta- 
basco,  sino  la  nacional  de  la  Repiiblica,  no  solo  el  cumplimiento  de  la 
Constitución,  sino  las  tradiciones  de  nuestra  jurisprudencia.  Si  hoy  se 
acepta  que  la  colisión  de  buques  en  uñ  rio  que  se  comunica  con  la  mar^ 
sea  un  asunto  federal,  mañana  se  querrá  que  el  trasporte  de  mercancías 
por  un  lago  interior,  lo  sea  igualmente,  y  después  todos  los  negocios  so- 
bre navegación  interior,  aun  cuando  tengan  lugar  en  los  canales  que 
entran  á  esta  capital,  dejarán  de  juzgarse  por  los  jueces  locales.  Esto 
ataca  la  soberanía  de  los  Estados.  Si  hoy  se  consiente  en  que  el  derecho 
internacional  tenga  que  aplicarse  en  los  ríos  á  los  buques  mercantes, 
porque  éstos  pueden  ser  extranjeros,  mañana  se  pretenderá  que  los  ex- 
tranjeros mismos  no  estén  sujetos  á  las  leyes  locales:  si  hoy  se  da  fuero 
federal  á  aquellos  buques,  para  que  no  seperturben  nuestras  relaciones 
exteriores,  no  faltará  quien  lo  pida  para  toda  cuestión  judicial  en  que 

un  extranjero  figure Esto  lastima  la  soberanía  nacional.  Si  hoy 

se  declara  caso  de  derecho  marítimo  un  negocio  civil,  un  cuasidelito, 

"^  1    "The  principies teach  us  that  States  will  retain  all  pre-existlng  authorities-  \vhich  may  not 

be  exclusively  delegated  to  the  federal  head Thongh  these  principies  may  not  apply  with  the  same 

forcé  to  the  judiciary  as  to  the  legislative  power,  yet  I  am  inoliued  to  think  that  there  are  in  tho  malti, 
just  wit  respect  to  the  former  as  well  as  vtie  latter.  And  under  this  impression  I  shall  lay  it  down  "aa  a 
rule"  that  the  State  courts  v.iu  retain  tUe  jiuiadict'ou  tiaey  uow  Siaveí  Uniese  it  appears  to  be  takea 
ftway."  fue  "ledeiíOtei/i"  uwmco  82- 
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ttn  crimen  si  se  quiere,  cometido  en  un  río,  no  escasearán  en  lo  de  ade- 
lante razones,  invocando  la  autoridad  de  una  ejecutoria,  para  que  á.  es- 
ta Corte  se  traigan  todos  los  asuntos  quehoy  nuestra  jurisprudencia  ca- 
lifica de  mercantiles,  todos  los  delitos  que  se  cometen  en  las  vias  gene- 
rales  de  comunicación  y  en  los  sitios  áe  propiedad  federal.  Y  esto  seria 
subvertir  nuestras  instituciones,  desconocer  los  precedentes  de  nuestra 
legislación  constitucional  y  comim,  extender  la  jurisdicción  federal  á  per- 
juicio de  la  soberanía  de  los  Estadcs,  hasta  un  punto  á  que  el  mismo  dic- 
tador Santa- Anna  no  llegó,  restringiendo  la  competencia  ordinaria  en 
una  administración  central.  Estas  son  mis  convicciones  más  profundas 
formadas  en  el  estudio  que  he  procurado  hacer  de  este  negocio. 

Debo  repetirlo  para  concluir:  de  seguro  que  la  Sala  ha  acertado  en 
la  resolución  que  ha  dado,  y  yo  soy  quien  se  equivoca  en  sus  aprecia- 
ciones; pero  mientras  mi  conciencia  no  se  emancipe  de  los  errores  en 
que  ahora  esté,  y  he  agotado  en  el  estudio  los  medios  de  conseguirlo, 
mi  deber  me  obliga  á  exponer  mis  opiniones,  y,  supuesto  el  acuerdo  de 
que  se  publiquen  los  documentos  relativos  á  este  negocio,  á  escribirlas, 
á  darlas  á  la  prensa,  para  que  el  Tribunal  que  juzga  á  esta  Suprema 
Corte,  la  opinión,  haga  la  calificación  que  ellas  puedan  merecer. 


La  Sala  pronunció  estos  fallos: 

México,  Agosto  26  de  1880.-  Vista  la  competencia  iniciada  por  elJuez 
de  Distrito  del  Estado  de  Campeche,  en  sustitución  del  de  Tabasco,  al 
Juez  de  primera  instancia  del  Partido  del  Centro  de  este  Estado,  para 
conocer  de  la  averiguación  criminal  á  que  dio  origen  la  colisión  ó  abor- 
daje que  en  la  madrugada  del  día  24  de  Julio  del  año  próximo  pasado 
tuvo  lugar  entre  los  vapores  nacionales  «Fénix»  y  «Frontera»  enlasaguas 
del  río  Grijalva.  Considerando:  que  los  capitanes  de  los  expresados  va- 
pores, y  aun  acaso  las  mismas  tripulaciones,  tienen  que  ser  juzgados  con 
arreglo  á  las  disposiciones  sobre  navegación,  para  resolver  en  vista  de 
ellas  si  por  su  falta  de  cumplimiento  ii  observancia  resultó  el  siniestro 
que  ha  motivado  esta  competencia:  que  las  reglas  sobre  navegación  en 
los  mares  territoriales  y  en  los  ríos  navegables  comunicados  con  elios, 
son  por  su  propia  naturaleza  de  tal  carácter,  que  solamente  por  la  Fe- 
deración pueden  dictarse  y  solo  pueden  ser  aplicadas  por  los  tribunales 
del  mismo  orden,  porque  ellas  no  solo  afectan  los  intereses  de  diversos 
Estados,  sino  que  aun  pueden  afectar  las  relaciones  exteriores;  pues  sea 
por  los  principios  generales  de  derecho  internacional  ó  por  tratados, 
pueden  tener  aplicación  tales  reglas  á  buques  extranjeros,  siendo  en 
consecuencia  necesario  que  sean  generales  y  se  apliquen  uniformemen- 
te. Pop  estas  consideraciones  y  coníorme  á  las  fracciones  I  y  II  del  ar- 
ticulo 97  de  la  Constitución  general,  se  declara:  Que  la  justicia  federal, 
representada  en  el  caso  por  el  Juez  de  Distrito  de  Tabasco,  es  la  com- 
petento  para  seguir  conociendo  del  choque  ocurrido  en  el  rio  Grijalva 
entre  los  vapores  «Fénix»  y  «Frontera,»  la  madrugada  del  24  de  Julio 
del  año  próximo  pasado. 

Remítanse  las  actuaciones  á  dicho  Juez  con  copia  certificada  de  esta 
sentencia,  para  los  efectos  legales,  é  igual  copia  al  de  Distrito  de  Cam- 
peche y  al  de  primera  instancia  de  Tabasco,  para  su  conocimiente. 

Asi  por  mayoría  de  votos  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente  y 
Ministros  que  formaron  la  primera  Sala  de  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron.— I.  L.  Vallarfa. — Ma- 
nuel Álas.—Eleuterio  Avila.— José  Manuel  Saldaña.— Pascual  Qrtis, 
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*"  México,  Ág-osto  á6  de  1880.— Vistos  los  autos  que  en  grado  de  súpli- 
ca han  sido  elevados  á  esta  Corte  Suprema  y  que  fueron  promovidos 
por  la  casa  Romano  hermanos,  del  comercio  de  San  Juan  Bautista,  Es- 
tado de  Tabasco,  contraía  casa  Bulnes  hermanos,  sobre  reclamación  du 
los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  el  choque  habido  en  las  aguaí 
del  rio  Grijalva,  entre  los  vapores  «Fénix»  y  «Froctera,»  la  madrug-ada 
del  24  de  Julio  del  año  próximo  pasado.  Considerando:  que  la  decisión 
de  este  negocio  está  intimamente  enlazada  con  la  del  de  responsabili- 
dad criminal,  que  por  la  misma  causa  se  ha  comenzado  á  instruir,  hasta 
el  punto  de  poderse  estimar  la  cuestión  promovida  por  la  casa  Romano 
hermanos  como  incidente  de  la  otra-,  que  siguiéndose  los  dos  juicios  se- 
paradamente por  diversos  jueces,  pudiera  ser  .que  la  sentencia  pronun- 
ciada en  el  criminal  fuese  contradictoria  en  el  civil,  además  délos  otros 
inconvenientes  que  resultarán  de  la  división  de  la  continencia  de  la 
causa.  Que  declarado  como  está  por  ejecutoria  de  esta  Sala,  fecha  de 
hoy,  la  competencia  del  Juzgado  de  Distrito  de  Tabasco  para  conocer 
del  siniestro  que  ha  motivado  la  demanda  de  la  casa  reclamante,  el  mis- 
mo Juzgado  debe  conocer  no  solamente  de  la  responsabilidad  criminal, 
sino  de  todos  sus  incidentes.  De  conformidad  con  las  fracciones  I  y  II 
del  articulo  97  de  la  Constitución  federal,  se  falla:  que  es  de  confirmar- 
se y  se  confirma  la  sentencia  del  Tribunal  de  Circuito  de  Yucatán,  que 
declaró  que  el  Juez  de  Distrito  de  Tabasco  es  el  competente  para  se- 
guir conociendo  de  la  reclamación  á  que  los  presentes  autos  se  contraen. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  tribunal  de  su  competencia,  con  co- 
pia certificada  de  esta  sentencia,  para  los  efectos  legales. 

Asi  por  mayoría  de  votos  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente  y 
Ministros  que  forman  la  1."*  Sala  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  délos' 
Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron.— I.  L.   Vallarta.— -Manuel  Alas. 
•"Eleuterio  Avila.— José  Manuel  Saldaña.— Pascual  Ortiz. 

NOTA. — Los  documentos  relativos  á  estos  negocios  se  p'iblicaron  ea  el  '•Diario  Oficiali"  eu  los  nü 
meros  226  á  236  correspondientes  á  los  días  20  de  Septiembre  á  !•  =  de  Octubre  de  1880. 


COMPETENCIA  PROMOVIDA 

ENTRE  EL  JUEZ  DE  DISTRITO  DE  PUEBLA  Y  EL  CONSEJO 

DE  SECRETARIOS  DEL  GOBIERNO  DE  ESE  ESTADO, 

CON  MOTIVO 

DE  LA  ACUSACIÓN  HECHA  CONTRA  EL  JEFE  POLÍTICO  DE  TECALI 

POR  INFRACCIÓN  DE  LA  LEY  ELECTORAL. 


7.  ^  ¿Las  autoridades  de  la  Federación  deben  respetar  el  fuero  local  de 
que  gocen  los  funcionarios  y  empleados  de  los  Estadios,  según  sus  leyes  f  El 
espíritu  y  motivos  del  aftículo  109  de  la  Constitución  federal  garantizan  la 
inviolabilidad  de  los  poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial  de  los  Estados; 
pero  el  fuero  de  que  puedc7t  disfrutar  las  atitoridades  inferiores,  fuero  que 
es  una  creación  meramente  local,  no  limita  las  facultades  qtie  la  Constitución 
da  á  los  jueces  federales. 

2.^  ¿Atenta  contra  la  soberanía  de  un  Estado  el  juez  de  Distrito  que 
encausa  &  una  autoridad  local  subalterna,  sin  que  se  declare  previamente  por 
quien  corresponda,  que  ha  lugar  á  proceder  contra  ella?  En  tanto  el  fuero  de 
los  poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial  de  los  Estados  surte  efectos  en  el 
orden  fedetcd  en  cuanto  que  ese  fuero  es  la  condición  esencial  del  gobierno 
representativo  que  el  artículo  log  impone  á  los  Estados:  este  artículo  limita, 
pues,  implícita  pero  fiecesariamente  con  respecto  á  esos  poderes,  las  faculta- 
des que  á  los  tribunales  de  la  Federación  confiere  el  artículo  p/,  fracción  I; 
pero'  no  siendo  necesario  para  la  estabilidad  de  la  forma  republicana  el  fuero 
político  de  las  autoridades  inferiores,  esas  facultades  no  sufren  restricción 
alguna  con  relación  á  estas.  La  soberanía  local  no  se  vulneta  con  el  ejercicio 
de  los  poderes  que  la  Cottstitución  concede  á  la  Unión.- -Interpretación  délos 
artículos  g;^,  fracción  I,  log  y  117  de  la  Constitución. 


Acusado  el  jefe  político  de  lecali  ante  el  juez  de  Distrito  de  Puebla,  de 
haber  infringido  la  ley  electoral,  se  dirigió  éste  al  gobierno  del  Estado  con 
fecha  2g  de  funio  de  1880,  pidiéndole  previniera  á  aquel  jefe  político  se  pre- 
sentase ante  el  juzgado  para  tornarle  su  declaración  preparatoria.  El  Go- 
bierno contestó  al  día  siguiente,  diciendo  que  ese  jefe  político  no  podía  ser 
sometido  á.  la  acción  judicial,  sino  cuando  el  jurado  de  que  habla  el  artículo 
lio  de  la  Constitución  del  Estado  lo  consignara  al  juez  competente,  previa  la 
declaración  de  haber  lugar  á  la  formación  de  causa,  concluyendo  con  iniciar 
de  la  manera  más  formal  la  competencia  que  le  atañe  en  el  caso.» — Acepta- 
da ésta  por  el  juez  de  Distrito  y  sustanciada  en  forma  legal,  se  elevó  ala  i.^ 
Sala  de  la  Suprema  Corte  para  su  decisión:  en  la  audiencia  del  día  2  de  Di- 
dicembrede  1880  se  trató  este  asunto,  y  el  C.  Vallarla  fundó  su  voto  en  estas 
razones: 

La  competencia  promovida  entre  el  juez  de  Distrito  de  Puebla  y  el 
Consejo  de  Secretarios  del  Gobierno  de  ese  Estado  para  conocer  de  los 
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delitos  federales  que  se  imputaa  al  jefe  político  de  Tecali,  trae  al  co- 
nocimiento y  resolución  de  esta  Sala,  una  de  las  más  graves  é  impor- 
tantes cuestiones  de  nuestro  derecho  constitucional;  cuestión  difícil  que 
levantándose  en  los  extremos  limites  de  la  soberanía  federal  y  de  la  lo- 
cal, es  también  delicadísima,  porque  el  más  pequeño  error  al  decidirla 
puede  no  sólo  herir  á  una  de  esas  dos  soberanías,  sino  aun  matar  el  prin- 
cipio cardinal  de  las  instituciones  que  nos  rigen.  Esa  cuestión  es  ésta: 
¿Las  autoridades  de  la  Federación  deben  respetar  el  fuero  local  de  que 
gocen  los  funcionarios  y  empleados  de  los  Estados,  según  sus  leyes? 
Inevitable  como  lo  es  en  este  caso,  resolver  tal  cuestión,  voy  á  exponer, 
con  el  doble  conocimiento  de  sus  dificultades  y  de  mi  insuficiencia,  las 
opiniones  que  después  de  maduro  estudio  he  formado  respecto  de  ella. 

Nuestra  Constitución  misma  determina  que  los  Gobernadores  de  los 
Estados  son  responsables  ante  el  Gran  Jurado  por  las  infracciones  de 
leyes  federales  que  cometan,  i  y  nadie  podrá  intentar  siquiera  que  ellos 
estén  sujetos  á  la  jurisdicción  de  los  jueces  de  Distrito.  Aquel  Código 
nada  ordenó  expresamente  én  cuanto  á  este  punto  respecto  de  los  di- 
putados á  las  Legislaturas;  pero  de  su  espíritu,  de  la  concordancia  de 
sus  preceptos  se  deduce  rectamente  que  esos  funcionarios  no  pueden 
ser  encausados  por  los  tribunales  federales,  sino  después  que  el  Cuerpo 
legislativo  á  que  pertenecen  haya  declarado  que  ha  lugar  á  proceder 
contra  ellos.  Y  aunque  del  silencio  de  la  ley  han  surgido  dudas  y  vaci- 
laciones que  más  de  una  vez  han  privado  á  los  miembros  de  esas  asam- 
bleas de  su  prerrogativa  constitucional,  yo  reputo  definitivamente  re- 
suelto ese  punto,  no  ya  por  las  demostraciones  hechas  por  nuestros  pu- 
blicistas, sino  principalmente  por  las  ejecutorias  de  este  Tribunal,  como 
final  y  supremo  intérprete  de  la  Constitución. 

Uno  de  nuestros  distinguidos  jurisconsultos  ha  evidenciado  el  prin- 
cipio de  que  el  fuero  concedido  por  las  constituciones  locales  á  los  di- 
putados á  las  Legislaturas,  se  deriva  del  articulo  109  del  Pacto  federal, 
siendo  él  una  garantía  del  sistema  representativo,  por  cuyo  motivo  los 
miembros  de  los  cuerpos  legisladores  no  pueden  ser  juzgados  sino  por 
la  asamblea  á  que  pertenecen,  ó  con  su  autorización  por  otros  tribuna- 
les. 2  Y  repetidas  ejecutorias  de  esta  Corte  han  sancionado  ese  princi- 
pio, resolviendo  que  aquellos  fuacionarios  no  pueden  ser  enjuiciados 
por  los  jueces  de  Distrito  sino  después  que  la  respectiva  Legislatura  ha 
declarado  que  ha  lugar  á  proceder  contra  ellos. 

Largo  sería  repetir  hoy  lo  que  en  otras  ocasiones  se  ha  expuesto, 
apoyando  esta  teoría  constitucional:  puedo  dispensarme  de  hacerlo  con 
reproducir  sólo  los  fundamentos  de  una  de  esas  ejecutorias  que  mejor 
han  compendiado  las  razones  de  esa  teoría.  La  de  4  de  Febrero  de  1875 
ha  dicho:  «que  uno  de  los  principios  más  importantes  de  nuestro  dere- 
cho constitucional  es  el  consignad^  en  el  articulo  109  de  la  Constitución 
de  5  de  Febrero  de  1857,  conforme  al  cual  es  obligatorio  para  los  Esta- 
dos la  adopción  de  la  forma  de  gobierno  republicano,  representativo 
popular:  que  tal  forma  de  gobierno  requiere  forzosamente  que  los  cuer- 
pos legislativos  de  los  Estados  tengan  la  firmeza  y  estabilidad  necesa- 
rias para  el  desempeño  de  sus  funciones:  que  para  el  aseguramiento  de 
esa  firmesa  y  de  esa  estabilidad,  es  requisito  indispensable  el  de  que  los 
diputados  á  las  legislaturas  de  los  Estados  disfruten  del  fuero  que,  sin 
excepción  alguna,  les  otorgan  sus  respectivas  constituciones,  y  que  con- 
siste en  no  poder  ser  juzgado  ni  por  los  delitos  comunes  ni  por  los  deli- 
tos oficiales  de  que  fueren  acusados,  sin  que  para  los  primeros  declare 
previamente  la  Legislatura  á  que  pertenecen,  que  ha  lugar  á  proceder 
contra  ellos,  y  para  los  segundos  que  son  culpables:  que  la  garantía 
mencionada  es  indispensable,  aun  en  el  caso  de  ser  acusados  de  delitos 

X    Artículo  103  de  la  Constitución.. 

2  laforme  clel  Ttiio-  ü'  Velase*  ex  la  e«iBp«teii«ia  eBt««  la  £esi»latura  y  el  juez  de  Distrito  de  Goa ' 
najneite.  -liji- 
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federales,  pórqtié  de  lo  contrario,  bastaría  semejante  acusación  para  in- 
habilitarlos en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  dándose  asi  lugar  al  peligro 
inminente  de  dejar  sin  el  número  necesario  á  las  Legislatm-as  de  los 
Estados,  y  atentándose  en  consecuencia  á  la  forma  de  gobierno  repu- 
blicano, representativo  popular,  que  les  garantiza  el  articulo  109  de  la 
Constitución  de  1857:  que  la  circunstancia  de  no  estar  comprendidos  los 
diputados  á  las  Legislaturas  de  los  Estados,  entre  los  funcionarios  de 
que  habla  el  artículo  103  de  la  Constitución  de  1857,  no  afecta  el  pre- 
sente caso,  porque  en  él  no  se  trata  del  fuero  federal,  sino  del  concedi- 
do en  las  constituciones  particulares  de  los  Estados,  el  cual  debe  esti- 
marse bastante,  según  los  fundamentos  antes  consignados,  para  que  n& 
se  les  pueda  juzgar  cuando  fueren  acusados  de  delitos  federales,  sino 
previa  declaración  de  la  Legislatura  respectiva,  de  haber  lugar  á  la  for 
mación  de  causa,  etc.,  etc.»  i 

Por  tales  razones  se  decidió  en  esa  ejecutoria  que  el  diputado  á  la 
Legislatura  de  Oaxaca  de  quien  se  trataba,  no  estaba  sujeto  á  la  juris- 
dicción del  juez  federal.  Y  no  es  sólo  esa  ejecutoria  la  que  aquella  teo- 
ría sanciona:  existen  entre  otras  la  de  28  de  Marzo  de  1»73,  y  la  de  20 
de  Junio  de  1874,  ^  que  han  consagrado  los  mismos  principios.  Bastan 
estas  decisiones  uniformes  del  Tribunal  á  quien  está  encargada  la  in- 
terpretación final  y  definitiva  de  la  ley  suprema,  para  poner  fuera  de 
discusión  y  de  duda  la  inmunidad  de  que  gozan  ios  miembros  de  las  Le- 
gislaturas de  los  Estados  aun  en  el  orden  federal. 

Demostrar  que  las  ejecutorias  de  la  Corte  en  materia  constitucional 
fijan  el  derecho  público  de  la  Nación,  interpretando  el  Código  funda- 
mental de  una  manera  obligatoria  para  todas  las  autoridades  del  país, 
incluso  el  poder  legislativo,  seria  separarme  mucho  de  mi  actual  propósito. 
Los  publicistas  norteamericanos  reconocen  esa  verdad,  reputándola  hasta 
dogmática  en  sus  instituciones,  ^  y  entre  nosotros  está  también  asi  pro- 
clamada por  los  nuestros.  *  El  jurisconsulto  á  quien  antes  cité,  hablando 
de  esta  materia  con  relación  al  punto  que  me  ocupa,  refiere  que  á  con- 
secuencia de  que  el  juez  de  Distrito  de  Oaf  acá  estaba  enjuiciando  á  uno 
de  los  diputados  á  la  Legislatura  de  ese  Estado,'  se  presentó  en  el  Con- 
greso de  la  Unión  un  proyecto  de  ley  en  que  se  declaraba  que  la  justi- 
cia federal  era  incompetentepara  encausar  á  esos  funcionarios,  y  luego 
sigue  diciendo  esto:  «Aunque  una  ley  de  esta  naturaleza  entra  en  las 
facultades  del  Congreso,  la  forma  en  que  se  propuso  el  proyecto  era  ob- 
jetable, porque  equivalía  á  una  declaración  sobre  la  inteligencia  que  se 
debía  dar  á  un  artículo  de  la  Constitución,  y  declaraciones  de  ese  géne- 
ro sólo  caben  ó  en  las  facultades  del  Poder  constituyente,  cuyo  ejercicio 

está  depositado  en  el  Congreso  y  en  ia.s  Legislaturas  de  los  Estado   

ó  en  ¿as  del  Poder  judicial  cuando  ante  él  se  ofrezca  un  caso  par  cuya 
decisión  sea  necesario  dilucidar  la  inteligencia  de  un  preceptr  consti- 
tucional. 5  Ebtas  opiniones  son  enteramente  correctas  en  mi  p  ntir:  siu 
poderme  detener  á  comprobarlas  ampliamente,  sí  me  será  lícit  ,  refirién- 
dome á  los  publicistas  que  he  citado,  asegurar  que  como  o  se  puede 
poner  en  duda  que  toca  á  la  Suprema  Corte  fijar  definitivamente  la  in- 
teligencia de  la  Constitución,  desde  que  este  Tribunal  ha  resuelto  por 
repetidas  ejecutorias  que  debe  ser  respetado  por  los  jueces  federales  el 
fuero  de  los  diputados  á  las  Legislaturas,  es  este  ya  un  punto  definido 
en  nuestra  jurispradencía  constitucional,  sobre  el  que  no  se  puede  más 
cuestionar, 

Eazones  iguales  á  las  que  se  han  tenido  presentes  para  considerar 
inviolables  á  ios  diputados,  militan  para  afirmar  que  debe  ser  de  la  mis- 

1    Semanario  judicial,  tomo  7.  ° ,  página  438. 
•¿    Obra  citada,  tomo  3.  o.ípágina  869- 

í    ^P'^y*^'*  consagrado  todo  un  capítulo  de  su  obra   'el  2- °  delJib-^  °)  á  demostrar  esa  verdad. 
■  %    El-Juwio  de  amparo  por  I.  Mariscal,  pátóia  20  y  BiguisMtes. 
5    iBíoime  citado  del  Sr.  Yelasco,  págiaaliiir 
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ma  manera  respetado  el  fuero  de  que  también  están  revestidos  los  ral-i 
nistros  de  los  Tribunales  supremos  locales.  Si  el  auto  de  prisión  proniiar 
ciado  por  un  juez  contra  una  Legislatura,  sería  un  golpe  de  Eslado  que. 
destrui ría  por  .sM  base  el  sistema  representati\'o  que  el  art.  109  de  kt 
Conscitución  impone  á  las  entidades  federativas,  golpe  de  Estado,  con- 
trario á  la  letra  y  espíritu  de  ese  precepto,  el  mismo  auto  dictado  contra- 
los  magistrados  de  uu  Tribunal,  iguales  efectos  produciría,  suprimiea- 
do  tino  de  los  poderes  que  constituyen  el  gobierno  republicano,  repra- 
seutativo,  popular,  y  atentando  cu  consecuencia  contra  aquel  articula.. 
En  mi  concepto  es  una  teoría  sólidamente  fundada  en  las  instituciones; 
que  nos  rigen,  la  que  garantiza  la  inmunidad  de  los  poderes  supremos 
locales,  la  que  enseña  que  deben  ser  iuviolables  pava  los  jueces  de  Dis- 
trito los  poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial  de  los  Estados,  taatíf 
como  lo  son  los  miembros  de  esos  mismos  Departamentos  del  GobierriQi 
federal,  puesto  que  ambos  son  la  expresión  de  la  soberanía  del  pueblaj,. 
ejercida  en  los  términos  definidos  en  la  ConstitUL'ión. 

Establecido  este  principio  cardinal  en  la  matera,  como  tal  lo  reptite^i 
yo,  queda  ahora  por  examinar  este  otro  punto:  ¿Las  autoridades  loca- 
les subalternas  á  quienes  sus  leyes  conceden  fuero,  están  en  las  mismas 
condiciones  que  los  poderes  supremos  de  ios  Estados?  De  aquella  teo- 
ría que  3'^o  profeso,  de  este  principio  que  no  se  puede  desconocer,  y  eís. 
cuya  demostración  no  me  he  empeñado  cuanto  pudiera,  porque  aquí  nm 
se  trata  sino  de  un  jefe  político, se  deduce  esta  consectienciaque  resuel-- 
ve  ese  otro  punto:  el  fuero  de  esas  autoridades  subalternas,  creacióa 
meramente  local  y  no  emanación  del  Pacto  federal,  no  puede  prevale- 
cer contra  éste,  limitando  las  facultades  de  la  Unión;  no  puede  sustraer' 
á  los  que  lo  tienen,  de  la  competencia  de  los  jueces  que  conocen  de. 
toda  controversia  en  que  se  trate  de  la  aplicación  de  las  leyes  feíe- 
Tales  y  que  se  ventile  entre  personas  á  quienes  la  Constitución  no  da, 
Tin  fuero  especial  y  privilegiado.  Creo  qtie  probar  estos  asertos  es  fon- 
dar  el  voto  que  daré  en  favor  de  la  competencia  del  Juez  de  Distrito  d«K 
Puebal. 

Basta  considerar  atentamente  las  razones  que  consagran  la  invioTa-!^ 
bilidad  de  los  poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial  de  los  Estados, 
para  llegar  por  un  poderosísimo  argumento  a  contrario  sensu  álaeoa- 
vicción  más  firme  de  que  las  autoridades  inferiores  no  están  eu  las  mis- 
mas condiciones,  sino  en  las  contrarias  de  esos  poderes  supremos,  y  que. 
por  tanto,  ellas,  á  diferencia  de  éstos,  sí  pueden  ser  encausadas  por  tus, 
jueces  de  Distrito,  á  pesar  do  su  fuero,  por  los  delitos  federales  que  ca- 
Tuetan.  Fácil  es  ver  cómo  el  mismo  principio  sustenta  con  igual  vigtHr^ 
ambas  conclusiones. 

Ese  principio  se  deriva  de  la  necesidad  de  garantizar  el  sif^temare- 
pubÜL-ano  que  rige  lo  mismo  á  la  Unión  que  á  los  Estados,  principio  qtt«: 
está  sancionado  en  los  textos  constitucionales  que  conceden  el  fuero  po- 
lítico, de  un  modo  expreso,  á  los  altos  funcionarios  de  la  Federación,  é 
implicita  p'-ro  necesaria  y  lóaricamente  á  los  poderes  supremos  de  ío#; 
Estados.  El  enjuiciamiento  del  Congreso,  ó  de  esta  Suprema  Corte  pac- 
Tin  juez  común,  sería  un  atentado  tan  reprobado  por  la  Constitueiéa»., 
--como  el  proceso  de  una  Legislatura  ó  de  un  Tribunal  de  algún'  Estaíiir., 
El  principio  y  la  consecuencia  son  los  mismos,  ya  se  vea  la  cuestión  aife 
el  orden  federal  ó  en  el  local.  Esta  es  la  razón  ñmdnmental  que  '^e<ta,á¿ 
'los  jueces  de  Distrito  encausar  á  los  poderes  legis'ativo,  ejecutivo  y  ju- 
dicial; supuesto  que  las  facultades  de  los  tribunales  no  llegan  hasta  po- 
der subvertir  ni  en  la  Unión  ni  en  los  Estados  la  forma  republicana^,  «ífer 
puesto  que  mal  pueden  los  jueces  iuvocar  la  Constitución  para  derivac:" 
de  ella  la  facultad  de  infringirla,  de  romperla.  Pero  nada  de  esto  sttce^ 
•de  cuaudo  de  trata  de  autoridades  ó  empleados  subalternos,  ó  localesc 
el  régimen  republicano  no  se  subvierte,  ni  se  altera  con  que  un  juez  os- 
dinario  procese  á  un  administrador  de  aduana,  á  un  general,  á  un|eSe^ 

Toras,  Tomo  Ift-H 
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-de  Hacienda,  á  un  administrador  de  correos,  lo  mismo  que  no  se  trastor* 
na  ni  se  conmueve  con  que  se  encause  á  uq  jefe  político,  aun  tesorero, 
A  uii  juez  ó  á  un  alcalde.  Ni  la  Nación,  ni  los  Estados  se  resienten  en  las 
fun<  iones  soberanas  que  ejercen,  con  el  proceso  de  esas  autoridades» 
Decir  que  porque  alguna  de  ellas  sea  de  elección  popular,  su  enjuicia- 
jniento  desquicie  el  orden  politico  como  lo  desquicia  el  de  una  Legisla» 
tura,  es  aventurar  un  aserto  de  imposible  prueba. 

En  tanto  los  poderes  supremos  leales  deben  ser  inviolables  para  la. 
justicia  federal,  en  cuanto  que  ^ii  inmunidad  es  una  emanación  no  sólo» 
de  las  constituciones  locales,  sino  de  la  federal  misma  por  el  hecho  de 
ordí^'Uiír  ésta  que  los  Estados  ad<pteii  para  su  régimen  interior  la  forma 
jepubiicana,  representativa,  popular,  y  su  fuero,  por  esto,  debe  respe- 
tarle cyaw  una  necesaria  consecuei.cia del  precepto  constituccional.  Per» 
por  T.na  razói^  contraria  de  innegable  evidencia,  el  fuero  de  las  auto- 
ridades que  de  esa  Constitución  no  emane,  no  puede  coartar  las  facul- 
tades que  ella  da  á  los  Jueces  de  Distrito  para  conocer  de  toda  contro- 
ver)-ia  en  que  hayan  de  aplicarse  leyes  federales.  Exponiendo  estas  teo- 
rías ei  jurisconsulto  que  mejor  las  ha  comprendido  eiatre  nosotros,  dice 
esto:  «Las  Constituciones  locales  han  concedido  el  fuero  político  á  va- 
rios fuTiionarios,  entre  otros  á  los  diputados  á  la  Legislatxira  y  á  los  te- 
soreros generales.  El  fuero  político  en  cuanto  á  los  últimos  es  una. 
^creación  exclusivamente  Local  y  no  podrá  prevalecer  contra  una  ley  fe- 
deral. Por  ejemplo,  si  el  tesoí  ero  dn^sobedeciere  á  la  justicia  federal, 
quedaría  sometido  inmediutanieiite  á  la  jurisdiecióa  de  ésta  y  el  fuero- 
político  solo  surtiría  efectos  localeí^-,  pero  tratándose  de  diputados,  ei  fue- 
a*o  politico,  que  es  una  garantía  del  sistema  representativo  y  en  conse- 
-cuencia  del  articulo  109,  produce  sus  etectos  en  el  orden  federal,  i  Crea 
que  en  estas  pocas  palabras  está  bien  compendiada  la  teoría  constitu-. 
cional  q^^e  debe  decidir  la  cuestión  capital  promovida  con  motivo  de  es-» 
ta  competencia. 

Pero  hay  más  aiin:  la  Coastitución  federal  que  adoptó  para  la  Eepú- 
l)lica  la  misma  forma  de  gobiernen  que  impuso  á  los  Estados,  no  creyó 
necesario  para  la  conservación  y  eotabilidad  de  ésta,  otro  fuero  que  el 
jque  concedió  á  los  altos  funcionarios,  y  por  esto  lo  negó  á  todas  las  de- 
joaás  autoridades  y  empleados  inferiores  de  la  Unión.  Aquella  ley,  taa. 
distante  estuvo  de  prodigar  fueros,  que  suprimió  muchos  de  los  que  an- 
tes de  ella  existían,  y  no  reconoció  sino  los  que  constituyen  de  verdad 
la  garactía  de  las  instituciones  que  sancionó.  Sin  el  fuero  político  de  los. 
poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial  federales,  así  lo  creyó  el  constir 
íuyente,  no  existiría  el  sistema  representativo,  porque  con  un  auto  de 
prisión  esos  poderes  podían  desaparecer;  porque  el  decreto  de  un  jueas, 
.aun  suponiéndolo  la  más  fiel  expresión  de  la  justicia,  y  aun  sin  pre- 
ver que  él  pudiera  llegar  hasta  ser  sólo  una  intriga  política,  podría  sor- 
breponerse  á  la  voluntad  del  pueblo,  destruir  el  Gobierno  y  trastorna^^ 
todo  el  orden  politico  y  constitucional  de  la  República.  Pero  nunca  qui- 
so el  mismo  constituyente  cubrir  con  igual  inmunidad  á  ios  otros  fau- 
cionarios  que  no  estén  en  la  condición  de  aquellos  poderes,  por  más  que 
algunos  de  ellos  ejerzan  atribuciones  de  altísima  importancia  en  los  di- 
versos ramos  de  la  administración,  y  por  esto  dejó  sin  fuero  á  los  em- 
pleados de  la  hacienda  federal,  á  los  oficiales  aun  superiores  del  ejérci- 
to, á  las  autoridades  aun  más  elevadas  de  la  administración  civil,  á  loa 
tribunales  subalternos  de  la  Suprema  Corte. 

Siendo  esto  así,  nadie,  ni  los  que  somos  amigos  y  defensores  de  la  so»- 
Tberanía  de  los  Eatados,  podemos  pretender  para  éstos  lo  que  la  misma 
J'ederación  no  tiene,  porque  nadie  podrá  sostener  que  es  una  condicióa 
esencial  del  gobierno  representativo  de  un  Estado,  lo  que  no  es  una  ne- 
cesidad del  gobierno  representativo  de  la  Unión,  supuesto  que  el  prio». 

1   Informe  citado  del  Sr.  Telasce,  pág-  2l« 
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■eipio  filosófico  de  que  el  fuero  emana,  no  se  desnaturaliza  pasando  del 
orden  local  al  federal.  Además  de  las  razones  tomadas  de  las  reglas  de 
reciprocidad  que  deben  regir  en  sus  mutuas  relaciones  á  la  soberanía 
de  fa  Federación  y  á  la  de  los  Estados,  en  los  casos  en  que  otra  cosa 
xio  disponga  la  ley  fundamental,  hay  una  consideración  decisiva  para 
que  estos  no  pretendan  más  que  lo  que  esa  ley  otorga  á  aquella;  es  esta? 
en  el  orden  íederal,  aun  respecto  de  negocios  que  ¡se  rozan  con  el  régi- 
Boen  interior  de  los  Estados,  no  es  posible,  porque  no  es  constitucional, 
respetar  más  fueros  políticos  que  los  que  están  instituidos  como  garan- 
tía del  sistema  representativo.  Si  un  Estado  quiere  prodigar  el  fuero  y 
lo  concede  átodossus  empleados,  y  hasta  á  los  que  no  lo  sean,  usará,  es 
eierto,  de  su  soberanía,  por  más  que  te  aparte  del  espíritu  liberal  que 
re&uinge  ese  privilegio  á  solólo  necesario,  y  tal  fuero  surtirá  todos  su8 
efectos  en  el  orden  local;  pero  no  lo  podrá  alegar  contra  la  justicia  fede- 
ral en  un  negocio  de  su  conocimiento,  porque  no  derivándose  de  la  ley 
suprema  esa  institución  y  sí  emanando  de  ella  las  facultades  de  los  tri- 
l)unales  federales,  el  fuero  local  no  puede  invocarse  para  coartar  ó  li- 
jpaitar  estas  facultades. 

Las  razones  mif^mas,  pues,  que  me  persuaden  de  que  se  debe  respe- 
tar la  inmunidad  de  los  poderes  supremos  de  los  Estados,  me  -irve-i  para 
apoyar  la  opinión  que  tengo  de  que  lo  contrario  precisamente  se  debe 
decir  tratándose  del  fuero  de  sus  autoridades  y  empleados  subalter- 
nos. Querer  fundar  en  la  Constitución  federal  la  inviolabilidad  de  estos 
como  lo  está  la  de  aquellos,  es  intentar  lo  imposible,  porque  los  mismos 
motivos  de  la  ley  que  sostienen  la  una,  condenan  la  otra;  porque  la  Fe- 
deración no  ha  concedido  ni  reconoce  fuero  en  sus  autoridades  inferio- 
res; porque,  bien  se  puede  decirlo,  se  peca  contra  una  constitución  que 
abolió  los  fueros,  con  crear  alguno  que  no  sirva  á  los  fines  con  que  con- 
servó los  que  reconoce. 

Los  conceptos  que  acabo  de  expresar  adquieren  una  fuerza  irre- 
sistible si  se  atiende  al  espíritu  liberal  que  ha  presidido  á  la  reforma  de 
la  Constitución.  En  lugar  de  extender  los  fueros,  los  ha  restringido,  pri- 
vando de  ellos  aun  á  muchos  altos  funcionarios  cuando  la  prerogativa 
constitucional  deja  de  servir  al  objeto  de  su  institución,  que  es  garanti- 
zar la  forma  representativa  de  gobierno.  Esta  es  la  razón,  este  es  el  mo- 
tivo, razón  y  motivo  plausibles  por  demás  de  la  adición  del  articulo  103 
de  la  ley  fundamental.  Si  ni  los  mismos  altos  funcionarios  déla  Federa- 
ción gozan  de  inmunidad  alguna  por  los  delitos  oficiales  ó  comunes  que 
cometan  mientras  desempeñan  una  comisión  que  hayan  aceptado,  du- 
dante el  periodo  en  que  se  disfruta  el  fuero;  si  un  general,  senador,  en 
campaña,  responde  de  sus  delitos  oficiales  ante  el  jurado  militar  y  de  los 
comunes  ante  el  juez  ordinario  competente;  si  lo  mismo  sucede  con  un 
magistrado  de  esta  Corte,  que  desempeñe  una  comisión  extraña  á  su  en- 
cargo popular;  si  esto  está  asi  indicado,  porque  en  esos  casos  el  fuero 
de  esos  funcionarios  deja  de  ser  una  condición  esencial  para  la  estabi- 
lidad del  g-obierno  representativo,  ¿con  qué  razón  se  puede  pretender 
que  un  alcalde,  que  un  jefe  político,  sean  inviolables  para  la  justicia  fe- 
<leral,  cuándo  cometen  algún  delito  de  que  ella  deba  conocer?  ¿Cómo 
sin  rebelarse  contra  el  espíritu  de  nuestras  instituciones,  contra  los  mis- 
mos textos  de  la  Constitución,  se  quiere  extender  el  fuero  á  casos  que 
la  razón  que  lo  crió  no  comprende,  que  los  motivos  de  la  ley  excluyen? 
Se  habla  de  la  soberanía  de  los  Estados  y  se  reputa  lastimada  ésta 
•«on  el  procedimiento  de  un  juez  federal  contra  un  empleado  local  que 
ha  cometido  un  delito  del  conocimiento  de  aquel,  cuando  á  ese  procedi- 
miento no  precede  la  declaración  de  haber  lugar  á  formar  causa  al  cul- 
pable. Para  afirmar  la  opinión  que  estoy  defendiendo,  necesito  hacerme 
cargo  de  las  objeciones  que  de  aquel  motivo  se  toman,  y  creo  aún  poder 
tranquilizar  los  escrúpulos  de  los  que  identificando  el  fuero  local  con  la 
sobuania  de  los  Estados,  juzgan  vulnerada  é,  ésta,  cuando  no  ge  respeta 
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a  aquol.  Para  ello  me  es  preciso  fijar  el  genuino  sentido  del  artículo  109» 
tanta-í  veces  meuciooado. 

El  impone  á  los  Estados  el  deber  de  adoptar  la  forma  de  gobierna 
republicano,  representativo,  popular-,  deber  ine'udible  contra  el  que  eu 
vano  se  invocaría  la  soberanía  de  que  disfrutan.  Ellos  no  pueden,  en 
consecuencia,  darse  un  gobierno  teocrático,  monárquico  ó  aristocrático, 
uiaun  siquiera  adoptar  constituciones  antirepublicanas,  según  ía  expre- 
sión deunpTiblicista  norteamericano,  i  Hay  ciertos  principios  que  atacaa 
«n  su  esencia  esaforma  de  gobierno,  y  tales  principiosnopueden  sersan- 
cionados  por  los  Estados,  á  pesar  de  su  autonomía,  parque  si  tal  hicie- 
ran, la  Unión  tendría  que  intervenir  para  restablecer  la  observancia  del 
precepto  constitucional.  Creo  que  nadie  pondrá  en  duda  estas  verda- 
des: no  puede  haber  amigo  de  la  soberanía  local  que  no  las  acepte  y  re- 
c-onozca. 

¿Pero  cuál  es  el  criterio  que  sirve  para  juzgar  si  determinada  insti- 
tución creada  por  un  Estado  es  ó  no  contraria  á  la  forma  republicana, 
representativa,  popular,  para  saber  si  este  usa  ó  abusa  de  su  soberanía 
adoptándola?  Las  doctrinas  norteamericanas  ilustran  mucho  esta  difícil 
materia,  y  nada  puedo  hacer  mejor  que  invocarlas  en  esta  ocasión  Uno 
de  los  publicistas  de  aquel  país  que  se  ocupa  de  ella,  dice:  que  el  térmi- 
no «forma  republicana,»  no  ha  sido  aún  definido  práctica  y  autoritativa- 
mente,  y  que  aunque  está  reconocido  que  los  Estados  pueden  estable- 
cer nuevas  formas  republicanas,  sin  serles  sin  embargo  lícito  cambiar- 
las por  las  antirepublicanas,  esto  no  precisa  todavía  la  significación  de 
ese  término  que  queda  aun  indefinido,  habiendo  que  atenerse  paraeom- 
prenderlo  en  su  sentido  genuino,  á  las  condiciones,  al  carácter  que  te- 
nían los  gobiernos  de  los  Estados  cuando  la  Constitución  se  forma. 
Marcando  después,  como  los  distintivos  característicos  de  la  forma  re- 
publicana, tanto  la  división  del  poder  en  legislativo,  ejecutivo  y  judicial, 
como  la  existencia  del  dsrecho  electoral,  habla  de  éste  en  estos  textua- 
les términos:  «Pero  no  se  ha  definido  aún  á  quiénes  debe  conferirse  es- 
te derecho,  puesto  que  debe  ser  determinado  por  las  circunstancias.  No 
es  preciso  que  él  sea  universal;  pero  tampoco  debe  restringirse  dema- 
siado.» Por  fin  señala  como  uno  de  los  elementos  constitutivos  de  esa, 
forma  republicana  de  los  Estados,  las  restricciones  que  ellos  mismos  im- 
pusieron, limitando  su  soberanía  cuando  adoptaron  la  Constitución;  es 
decir,  entra  en  la  noción  constitucional  de  esa  forma  republicana,  ei 
que  los  Estados  no  ejerzan  los  poderes  que  les  están  prohibidos,  ni  los 
que  ellos  delegaron  á  la  Unión.  - 

Creo  que  estas  doctrinas  son  enteramente  aplicables  á  nuestro  dere- 
cho constitucional.  Según  ellas,  los  Estados  no  son  soberanos  ni  tienen 
poder  alguno  para  cambiar  ó  alterar  la  forma  republicana,  representa- 
tiva, popular  en  el  sentido  que  la  Constitución  entendió  su  precepto  coa- 
tenido en  el  articulo  109,  y  si  alguna  duda  se  levanta  sobre  si  determi- 
nada creación  local  es  ó  no  contraria  á  esa  forma,  el  mejor  criterio  pa« 
ra  resolverla  es  la  misma  Constitución.  Un  Estado  no  puede  negar  el 
derecho  electoral,  ni  vincular  el  gobierno  en  una  familia,  ni  reunir  to- 
dos los  poderes  en  un  solo  individuo,  etc.,  etc.,  porque  la  Constitucióa 
en  sus  preceptos  para  el  orden  federal,  bien  revela  que  esas  institucio- 
nes son  contrarias  á  ese  sistema  de  gobierno.   Si  á  este  criterio  someta^ 

1  The  Federalist.  núa.  43. 

2  Tbis  tem  {republicín  form  of  goverdment.)  hasreceived  no  practical  autlioritative  diloítion...^ 

■Whenever  the  States  mav  choose  to  estsblish  otherrepublioan  forms-  they  have  a  right  t»  do  so .* 

TTJie  only  restriction  imposed  on  them  is,  that  theywiU  not  exchangerepublioanforantí-republiean  cons— 

■fcitutioiiB But  this  Btill  leaves  the  term  ucdefined.  ercept  so  far  as  the  desoriptioa  may  be  derirecl 

from  the  oharaoter  of  tbe  State  goTemments,  when  the\  formed  this  Coastftution The  first  {tu»— 

líkatv'is  the  electire  principie-  Bat  apon  whom  the  elective  franchise  shaii  be  coaferred  is  not  deflaed* 
íuiá  m  lat  be  controUed  bj-  cireuust-aces-  The  right  need  not  be  universal,  and  mmt  not  be  too  restricr 
t-ed'  The  next  is.  the  modal  upoc  -hich  all  our  goreramauts  are  ba?sd,  legiglative,  eieciiti»e  and  judi- 
cial. Certeúnly  the  guaranty  is  to  enforse  upon  the  States  the  restrictioas  imoosed  upon  them  iñ,.thfle 
íederal  Constltation;  that  is.  the  State  shall  not  eiercise  the  T)-obibited  powers,  ñor  the  powers  Tifhiíitc 
b»\-^  beeu  grantel  to  and  exerósed  by  Oongress.— Paichal-'— Oí»  5^  i  Ci>a«t.  nao».  aSS- 
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mos  la  cuestión  .de  fueros  que  examinamos,  veremos  por  él  apoyada  la 
tesis  que  he  estado  defendiendo.  La  Constitución  legislando  para  el  or- 
den federal,  ha  decidido  que  es  esencial  para  la  forma  republicana,  re- 
presentatiya  la  inmunidad  de  los  poderes  leg-islativo,  ejecutivo  y  judi- 
cial; pero  ha  resuelto  también  que  para  garantizar  ese  sistema  de  go- 
líierno  no  es  necesario  que  tengan  fuero  las  autoridades  y  empleados 
subalternos.  De  esto  infiero  yo  que  asi  como  deben  ser  inviolables  los 
Poderes  supremos  de  los  Estados,  no  deben  serlo  sus  otras  autoridades. 
Ellos  de  seguro  pueden  conceder  á  éstas  el  fuero,  ejerciendo  las  atribu- 
ciones de  8U  soberanía  en  su  régimen  interior,  y  sin  que  la  Federación 
pueda  impedírselo,  como  no  puede  intervenir  cuando  ellos  dan  más  ó 
menos  extensión  al  derecho  electoral;  pero  no  pueden  reclamar  el  res- 
peto para  ese  fuero,  como  condición  indispensable  de  la  forma  repu- 
blicana. 

Y  tampoco  pxieden  eicigir  á  las  autoridades  federales  que  lo  conside- 
ren como  el  resultado  del  legitimo  ejercicio  de  su  soberanía  que  ellas 
Ho  pueden  desconecer.  Porque  si  en  la  forma  de  gobierno  que  los  Esta- 
dos han  de  constituir,  entran  en  mucha  parte  las  restricciones  que  ellos 
mismos  s"  impusieron  en  el  Pacto  federal,  como  es  evidente,  no  pueden 
creando  un  fuero  local,  que  no  es  emanación  de  él,  libertarse  de  una  so- 
la de  esas  restricciones,  ni  hacer  lo  que  les  está  prohibido,  ni  coartar  ea 
manera  alguna  las  facultades  que  ellos  mismos  delegaron  á  la  Unión. 
Siendo  eí^to  así,  no  me  queda  por  probar,  para  poner  en  sólido  funda- 
mento á  la  extrema  conclusión  á  que  pretendo  llegar,  sino  que  ese  fue- 
ro local  de  que  hablo,  tales  resultados  prácticos  produce. 

Si  un  Estado  se  propusiera  violar  el  voto  público  en  una  elección  fe- 
deral y  asegurar  la  impunidad  de  sus  autoridades  que  ese  delito  come- 
tieran, y  sustraer  á  esos  reos  de  la  competencia  de  los  tribunales  fede- 
rales y  restringir  asi  una  de  las  facultades  de  la  Unión,  no  tendría  qu© 
hacer  otra  cosa  que  revestir  con  el  fuero  á  tales  autoridades:  querer  qu© 
este  se  respete  en  el  orden  federal,  es  querer  privar  á  la  Unión  de  una 
facultad  que  le  está  expresamente  concedida  en  la  ley  suprema.  Si  otro 
Estado  intenta  emitir  papel  sellado  y  lo  hiciera  expender  por  sus  em- 
pleados de  hacienda,  para  que  éstos  no  respondan  ante  el  juez  compe- 
tente del  cargo  que  por  ello  pueda  resultarles,  bastaría  darles  el  fuero. 
Monstruoso  y  absurdo  sería  que  la  competencia  para  juzgar  de  iin  de- 
lito, el  de  falsificación  de  papel  sellado  por  ejemplo,  dependiera  de  una 
ley  local,  según  que  diera  ó  no  fuero  al  empleado  culpable,  y  sería  una 
contradicción  inexplicable  á  la  luz  de  los  principios,  que  los  tribunales 
federales  no  pudieran  ejercer  la  misma  jurisdicción  en  todos  los  Estados 
.sino  qie  en  nnns  tuvieran  toda  la  que  les  da  el  Código  fundamental  y 
en  otros  quedara  limitada  por  las  leyes  locales:  subordinar  ahí  éste  á  la 
voluntad  de  las  Legislaturas,  es  sustituir  el  caos  al  orden  federal.  Si 
otro  Estado  invadiendo  también  atribuciones  ajenas  quiere  cobrar  de- 
rechos de  importación,  y  para  evitar  que  sean  encausados  sus  emplea- 
dos.que  resistan  hasta  las  ejecutorias  de  amparo  que  nulifiquen  ese  co- 
bro anticonstitucional,  les  da  fuero  y  éste  se  ha  de  respetar,  toda  la  ar- 
monía federal  queda  perturbada,  habiéndose  asi  encontrado  el  medio 
eficaz  de  ejercer  impunemente  los  poderes  prohibidos,  de  romper  enpe- 

dazos  el  pacto  de  alianza  que  es  la  base  de  nuestras  instituciones , 

¿Puede  todo  eso  sostenerse?  ¿Habrá  amigo  alguno  de  la  soberanía  local 
que  á  esos  extremos  llegue,  que  crea  que  hay  dentro  de  la  Constitución 
un  poder  á  quien  sea  licito  violarla  y  destruirla? 

El  fuero  de  las  autoridades  locales  subalternas  produce  el  necesario 
y  práctico  resultado  de  limitar  la  facultad  que  la  fracción  I  del  articulo 
S7  de  la  Constitución  concede  á  los  Tribunales  federales:  esto  es  incues- 
tionable, porque  si  ellos  no  han  de  poder  encausar  á  los  jefes  políticos. 
Jueces,  alcaldes,  tesoreros,  recaudadores,  etc.,  por  delitos  del  orden  fe- 
deral, en  Tirtud  de  que  gozan  fuero  local,  esa  facultad  queda  restringid 
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da  por  e'íte  fuero.  Y  si  seg-úa  los  jurisconsultos  norteamericanos  ense- 
ñan, los  Estados  no  son  soberanos  ni  tienen  poder  para  violar  los  pactos 
que  celebraron,  ni  para  impedir  el  ejerció  de  los  poderes  que  abdicaron 
en  la  Unión,  es  clarísimo  que  no  se  lastima  ni  vulnera  esa  soberanía  coa 
no  respetar  un  fuero  que  no  emana  de  la  Constitución,  y  que  no  puede 
prevalecer  contra  ella. 

Esta  extrema  conclusión  que  funda  mi  voto,  es  el  complemento  de 
la  teoría  constitucional  que  en  mi  sentir  resuelve  las  cuestiones  que  rae 
han  ocupado,  teoría  que  puede  compendiarse  en  estas  palabras:  debe 
ser  respetado  por  la  Federación  el  fuero  de  los  poderes  supremos  de  los 
Estados,  en  los  términos  que  sus  constituciones,  de  acuerdo  con  la  fede- 
ral, lo  conceden,  porque  él  es  la  condición  necesaria  del  sistema  repu- 
blicano, representativo,  popular,  porque  él  es  la  consecuencia  forzosa 
del  articulo  109  de  la  Constitución,  artículo  que  en  su  concordancia  con 
«I  97,  fraccióa  I,  limita  en  cuanto  á  esos  poderes  las  facultades  que  éáte 
da  á  los  tribunales  de  la  Unión;  pero  no  debe  ser  considerado  en  el  or- 
den federal  el  fuero  que  puedan  tener  las  autoridades  locales  inferio- 
res, porque  no  derivándose  de  la  Constitución,  sino  por  el  contrario,  sien- 
do opuesto  á  su  espíritu,  no  puede  restringir  el  precepto  de  ese  articu- 
lo 97.  Y  la  soberanía  de  los  Estados  noquedaconesto  vulnerada,  porque 
ella  no  puede  hacer  nada  que  coarte  las  atribuciones  federales;  y  supues- 
to que  este  fuero  produce  el  resultado  de  sustraer  del  conocimiento  de 
los  tribunales  de  la  Federación  negocios  que  son  de  su  competencia,  ea 
evidente  que  eso  no  cabe  en  la  soberanía  local,  porque  eso  es  violaruaa 
de  las  limitaciones  que  tiene. 

Amigo  como  lo  soy  de  la  autonomía  de  los  Estados  en  el  límite  cons- 
titucional, he  creído  defender  sus  legítimos  derechos  combatiendo  opi- 
niones, consagradas  aun  en  al  J-una  ley,  que  desconocen  toda  inmunidad 
en  sus  poderes  supremos;  pero  amigo  también  de  la  Constitución,  sin  la 
que  hasta  esa  soberanía  desaparecería,  no  puedo  reconocer  en  las  enti- 
dades federativas  facultad  alguna  para  perturbar  la  armonía  que  esa 
ley  estableció  entre  las  dos  soberanías,  la  federal  y  la  local. 

¿Habré  acertado  en  la  resolución  que  creo  debe  darse  á  este  nego- 
cio? ¿Habré  conseguido  formular  la  teoría  constitucional  que  deba  re- 
gir en  ia  grave  materia  de  que  he  tratado?  No  debo  yo  decirlo;  pero  si 
me  toca  asegurar  que  en  el  estudio  que  he  hecho,  he  procurado  poner- 
me fuera  de  la  influencia  de  toda  preocupacióu  sistemática,  y  que  á  él 
no  ha  presidido  más  que  el  deseo  de  contribuir  por  mi  parte  á  que  sa 
fije  un  punto  verdaderamente  importante  de  nuestra  jurisprudencia. 


La  Suprema  Corte  pronunció  la  siguiente  ejecutoria^ 

México,  Diciembre  3  de  1880. — Vistos  los  autos  sobre  eompetenciaini- 
ciada  por  el  gobierno  de  Puebla  al  Juzgado  de  Distrito  de  ese  Estado, 
para  conocer  del  proceso  que  por  infracciones  de  la  ley  electoral  se  es- 
tá iustruyendo  al  jefe  polírico  del  Distrito  de  Tecali,  y  resultando  que; 
este  jefe  político  está  acusado  ante  aquel  juez  de  Distrito,  de  haber  coar- 
tada la  libertad  del  sufragio,  hasta  aprisionando  algunos  electores  (in- 
forrne  del  jaez  de  Distrito:)  Que  habiéudose  dirigido  el  expresado  juea. 
al  gobierno  de  aquel  Estado  para  que  ordenara  al  mencionado  jefe  po- 
lítico se  presentase  ante  el  juez  que  lo  requería,  el  Ejecutivo  del  propia 
Estado  creyó  de  su  deber  dar  cuenta  al  Jurado  establecido  por  la  Cons- 
titución local  de  Puebla  en  su  articulo  110,  para  proceder  criminalmeor 
te  coatra  dicho  jefe  político,  y  obtener  la  previa  declaración  de  haber*' 
lugar  á  ia  formacióu  de  causa,  de  la  inaaera  que  deteroaina  dicho  air»- 
tíeulo:  Que  reuaido  al  efecto  el  Consejo  de  Secretarios  presididos  poreL 
Gobsrnador  el  día  30  de  Junio  de  188Ó,  y  fandado  en  el  expresado  ar 
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tfculo  110,  .iuzg-ó  que  el  jefe  político  de  Tecali,  gozando  del  faero  qtí». 
á  esos  funcionarios  da  aquel  articulo,  no  podía  ser  sometido  al  juez  de 
Bistrito,  si  no  es  que  con  vista  de  los  antecedentes  el  Jurado  respectiva- 
liiciera  previamente  la  declaración  de  haber  lusrar  á  formación  de  cau- 
sa, por  cuyo  motivo  el  expresado  Jarado  resolvió  .se  entablara  inme- 
diatamenie  competencia  al  juez  de  D>.:<trito  en  la  causa  que  ha  comen- 
zado d  instruir  al  ciudadano  jefe  político  de  Tecali,  por  infracciones 
de  la  ley  electoral  (copia  del  acta  de  acuerdos  del  Consejo  de  G">bierao, 
acompañada  del  informe  respectivo.)  Que  recibida  la  comunicaron  i-es¡- 
pectiva  por  el  iuez  á  quien  iba  dirigida,  éste  creyó  de  su  deber  sostener 
su  competencia  de  conformidad  con  lo  pedido  por  su  promotor,  segúa 
reso'vió  en  auto  de  7  de  Julio  del  mismo  año  de  1830,  fundándose  eal» 
fracción  I  del  art.  97  de  la  Constitución  general  de  la  Ptepública: 

Considerando  1°:  Que  por  diversas  ejecutorias  de  esta  Sala  éntre- 
las que  se  pueden  citar  la  de  23  de  Marzo  de  1873,  21  de  Junio  de  1874 
y  4  de  Febrero  de  1875,  está, resuelto  el  punto  de  nu-^stro  derecho  cons- 
titucional de  que  el  fuero  de  que  gozan  los  diputados  alas  Legislatura* 
de  los  Estados  debe  ser  respetado  por  las  autoridades  federales,  en  vir- 
tud de  ser  ese  fuero  una  emaaación  del  artículo  109  de  la  Constitución, 
y  la  necesidad  de  respetarlo  una  consecuencia  iadeclinabiede  este  pre- 
cepto: 

2  o  .  Que  prescindiendo  de  la  consideración  de  que  las  ejecutoria» 
Tiiniformes  de  este  Tribunal  fijan  la  inteligencia  de  los  textos  constitu- 
cionales, supuesto  que  la  Corte  es  el  supremo  intérprete  de  la  Consti- 
tución, las  razones  que  apoyan  la  inteligencia  de  aquel  articulo  109  eii. 
lo  relativo  á  este  punto,  son  decisivas  y  concluyentes: 

3  o.  Que  esas  razones  pueden  asi  compendiarse  como  lo  hace  la  eje* 
cntoria  de  4  de  Febrero  de  1875  citada:  "Que  uno  de  los  principiofináa 
importantes  de  nuestro  derecho  constitucional  es  el  consignado  en  el 
artículo  109  de  la  Constitución  de  5  de  Febrero  de  1857,  contorme  al 
cual  es'oblig'atorio  para  los  Estados  la  adopción  de  la  forma  de  gobier- 
no republicano,  representativo,  popular.  Que  tal  forma  de  gobieraa 
requiere  forzosamente  que  los  cuerpos  legislativos  de  los  Estados  ten- 
gan la  firmeza  y  estabilidad  necesarias  para  el  desempeño  de  «us  fanr 
clones.  Que  para  el  aseguramiento  de  esa  firmeza  y  de  esa  estabilidact^ 
es  requisito  indispensable  el  de  que  los  diputados  á  las  Legislaturas  de 
los  Estados  disfruten  del  fuero  que,  sin  excepción  alguna,  les  otorgan 
sus  respectivas  constituciones,  y  que  consiste  en  no  poder  ser  juzga- 
dos ni  por  los  delitos  comunes  ni  por  los  delitos  oficiales  de  que  fueren 
acusados,  sin  que  para  los  primeros  declare  previamente  la  Legislatu- 
ra á  que  pei'tenecen,  que  ha  lugar  á  proceder  contra  ellos,  y  para  los 
segundos  que  son  culpables.  Que  la  garantía  mencionada  es  indispen- 
sable aun  en  el  caso  de  ser  acusados  de  delitos  federales,  porque  de  lo 
contrario  bastaría  semejante  acusación  para  inhabilitarlos  en  el  ejerci- 
cio de  susfunciones,  dándose  asi  lugar  al  peligro  inminente  de  dejar  sin  el 
número  necesario  alas  Legislaturas  délos  Estados, y  atentándose  en  con- 
secuencia á  la  forma  de  gobierno  republicano,  representativo,  popular 
que  les  garantiza  el  articulo  109  déla  Constitución  de  1857.  Quelacircuns- 
tancia  de  no  estar  comprendidos  los  diputados  á  las  Legislaturas  délos 
Estados  entre  los  funcionarios  de  que  habla  el  artículo  103  de  la  Cons- 
titución de  1857,  no  afecta  el  presente  caso,  porque  en  él  no  se  trata  del 
fuero  federal,  sino  del  concedido  en  las  constituciones  particulares  „,de 
los  Estados,  el  cual  debe  estimarse'bastante,  según  loa  fundamentos  an- 
tes cofisignados,  para  que  no  se  les  pueda  juzgar  cuando  fueren  acu- 
sador de  delitos  federales,  sino  previa  declaración  de  la  Legislatura  res- 
pectiva de  haber  lugar  á  formación  de  causa." 

■*rO .  Que  aunque  todas  cas  razoues  obran  de  lleno  y  con  la  misma. 
fue  za  tratándose  no  sólo  de  diputados  á  una  '  .egislatnra,  ^iflo  de  lo«^ 
individuos  que  forman  los  poderes-  ejecutivo  y  judicial  délos  Estados 
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ptieeto  que  la  existencia  de  los  tres  es  necesaria  para  la  conservación 
déla  forma  repiiblican a  de  g-obierno,  esa  doctrina  no  es  aplicable  á 
l»s  autoridades  subalternas  Incales,  sino  que  por  el  contrario,  aquellas- 
aroismas  razones  sirven  para  demostrar  que  el  fuero  que  estas  puedan 
tener,  según  las  leves  de  los  Estados,  no  debe  producir  efecto  en  el  cr- 
iden federal: 

5°.  Que  el  fuero  de  estas  autoridades  inferiores  es  una  creación 
hueramente  local  que  no  emana  de  precepto  alguno  de  la  Constitución 
federal;  que  él  no  es  necesario  para  la  conservación  y  estabilidad  del' 
jTotierno  republicano,  representativo,  y  que  en  consecuencia  no  pue- 
de invocarse  para  restringir  las  facultades  que  la  Constitución  da  á  los 
"tribunales  federales. 

6o.  Que  ésta  no  creyó  necesario  para  garantir  la  forma  republica- 
:aa,  el  ñiero  político  de  sus  autoridades  y  empleados  subalternos,  pues- 
lo  que  no  lo  concedió  más  que  á  los  Poderes  supremos  legislativo,  eje- 
-CTJtiVo  y  judicial  de  la  Unión,  dejando  sin  él  aun  á  las  más  altas  autori- 
dades civiles,  judiciales  y  militares  de  la  Federación: 

7o.  Que  obedeciendo  al  principio  filosófico  que  sostiene  el  fuero  de 
Jos  poderes  supremos  de  los  gobiernos  representativos,  la  adicióu  de 
-artíonjo  iqsde  la  Constitución  restringió  ese  fuero  á  los  casos  necesarios^ 
^privódeél  aun  á  los  altos  funcionarios  por  los  delitos  comunes  ú  oficia-» 
its'que  cometan,  mientras  desempeñen  algún  empleo,  cargo  ó  comisión 
pública  que  hayan  aceptado  durante  el  período  en  que  conforme  á  la 
ley  se  disfruta  de  aquel  fuero: 

8».  Que  supuesto  esto,  no  puede  ser  una  condición  esencial  del  go- 
Ijiexno  representativo  de  un  Estado,  lo  que  no  es  una  necesidad  del  go- 
bierno representativo  de  la  Unión,  y  que  por  tanto  las  mismas  razones- 
'que  obran  para  respetar  el  fuero  de  los  poderes  supremos  locales,  exi- 
gen que  no  swrta  efecto  alguno  en  el  orden  federal  el  que  pueden  dis* 
:fratar  sus  autoridades  subalternas: 

Qo.  Que  esta  conclusión  está  bien  sostenida  por  la  concordancia  del 
artículo  97,  fracción  I,  y  del  109  de  la  Constitución,  porque  en  tanto  los 
jueces  de  Distrito  no  pueden  proceder  contra  los  individuos  de  los  po- 
deres legislativo,  ejecutivo  y  judicial  de  los  Estados,  en  cuanto  que  tie- 
nen que  respetar  la  forma  de  gobierno  republicano,  representativo,  po- 
pular, que  el  artículo  109  impone  á  los  Estados,  forma  de  gobierno  que- 
no  subsiste  si  los  poderes  supremos  no  gozan  del  fuero  político  en  loa 
términos  establecidos  en  sus  constituciones,  pero  que  sí  se  conserva, 
aunque  las  autoridades  inferiores,  federales  ó  locales,  no  lo  tengan;  de- 
biéndose inferir  de  estos  «-nnceptos,  apoyados  en  el  tenor  de  las  pres- 
'«Típciones  de  la  Constitución  federal,  que  si  bien  el  articulo  109  limita 
el  precepto  de  la  fracción  1  del  97  tratándose  de  los  poderes  supremos 
locales,  no  puede  producir  el  mismo  efecto  respecto  de  las  autoridades 
^r  empleados  subalternos  de  los  Estados. 

Por  estos  fundamentos  se  resuelve:  que  el  Juez  de  Distrito  del  Esta- 
co de  Puebla  es  el  competente  para  seguir  conociendo,  sin  previa  de- 
ciaraeión  del  Jurado  establecido  por  la  Constitución  loca,l  de  la  causa 
que  se  está  instruyendo  al  jefe  político  de  Tecali  y  que  ha  motivado  la 
presente  competencia. 

Eemitanse  á  dicho  Juez  las  actuaciones  con  copia  certificada  de  esta 
■sentencia  para  los  efectos  legales,  y  remítase  copia  igual  al  gobierno 
del  Estado  de  Puebla  para  su  conocimiento,  y  archívese  el  Toca. 

Así,porunanimidad devotos  lo  decretaron  los  ciufiadanosPresidente 
^Magistrados  que  formaron  la  primeraSala  de  la  Corte  Supremade  Justi-- 
tcia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron.— I.  L.  Vallarta.—Ma* 
'snv.el  Alas.—Eleuterio  AvÁla.—Jesús  M^  Vázquez  Palacios.— Pascual' 
Ortiz, — Enrique  Landa,  Secretario,  
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Después  de  esta  ejecutoria,  y  estando  ya  en  prensa  este  libro,  se^ 
lan  pronunciado  otras  dos  por  la  primera  Sala  de  la  Suprema  Corte, 
que  no  sólo  confirman  las  doctrinas  que  la  anterior  sanciona,  sino  que 
definen  otros  puntos  importantes  de  nuestro  derecho  constitucional. 
Decide  la  primera  que  "la  inmunidad  de  que  gozan  los  altos  funciona- 
rios de  los  Estados,  si  bien  los  pone  fuera  de  la  jurisdicción  de  los  jue- 
ces fedérale?,  mientras  no  se  declare  por  qxxienes  corresponda  que  ha 
Ingar  á  proceder  contra  ellos,  y  mientras  no  dejen  de  tener  el  fuero, 
no  autoriza  á  los  poderes  locales  para  juzgar  de  delitos  de  naturaleza 
federal;"  y  determina  la  segunda  que  cuando  la  Constitución  local 
anisma  no  considera  el  fuero  de  determinado  funcionario  "como  la  con- 
idición  necesaria  y  esencial  para  la  estabilidad  y  firmeza  de  la  forma 
republicana,  sinu  como  un  privilegio  personal  establecido  en  favor  del 
ínncionario  que  puede  renunciarlo  según  su  conveniencia  individual, 
falta  el  fundamento  capital  de  la  doctrina  que  manda  respetar  en  el 
orden  federal  el  fuero  de  esa  clase  de  funcionarios."  Interesantes  co- 
mo estas  ejecutorias  lo  son,  creo  conveniente  reproducirlas  aqui.  Di- 
cen así: 

«México,  Enero  14  de  1881. — Vista  la  competencia  suscitada  entre  la- 
Xiegislatura  del  Estado  de  Hidalgo  y  el  juez  de  Distrito  del  mismo  para 
«onocer  de  la  causa  que  se  está  instruyendo  al  Lie.  Domingo  Romero,, 
aactual  Magistrado^,  del  Tribunal  Superior  de  dicho  Estado,  por  infrac- 
ción de  una  ley  federal  con  motivo  de  la  chancelación  de  una  escritura 
«de  hipoteca  de  bienes  de  desamortización  en  el  año  de  1862,  cuando  el 
expresado  Romero  era  juez  de  1?  Instancia  de  Tulancingo,  y  resultan- 
do: que  en  2  de  Diciembre  del  año  de  1879,  el  Promotor  fiscal  del  Tri- 
Ibunal  de  Circuito  de  esta  Capital,  obsequiando  las  instruccie>nes  que  re- 
cibió de  la  Secretaria  de  Hacienda,  se  presentó  ante  dicho  Tribunal  so- 
licitando que  librara  sus  órdenes  al  juez  de  Distrito  de  Hidalgo,  á  fin 
de  que  procediera  contra  el  Lie.  Domingo  Romero,  por  el  hecho  de  ha- 
ber chancelado  en  el  año  de  1862  una  escritura  de  reconocimiento  que 
■existía  viva  á  favor  de  la  «Cofradía  de  Animas:»  que  con  fecha  9  del 
mismo  Diciembre  el  Tribunal  proveyó  de  conformidad,  y  en  23  tomó 
conocimiento  del  negocio,  el  Juez  de  Distrito  de  Hidalgo,  mandando 
citar  al  Lie.  Romero  para  tomarle  su  declaración  y  practicar  las  demás 
«diligencias  conducentes  á  la  averiguación:  que  el  30  del  mismo  compa- 
deció el  Lie.  Romero  rindiendo  su  declaración,  y  manifestando  entre 
©tras  cosas  que  en  el  año  de  1862  estaba  anexo  el  Oficio  piiblico  al  Juz- 
gado que  servia,  por  cuyo  motivo,  y  por  los  causales  que  en  esa  decla- 
xaeión  expone,  firmó  la  chancelaciónj  de  la  escritura  en  cuestión:  que  en 
«1  mi.'^mo  día  (30  de  Diciembre)  el  Juzgado  de  Distrito  resolvió,  que  no 
«ncontrando  méritos  para  declarar  bien  preso  al  Lie.  Domingo  Romero, 
mi  teniendo  alguna  otra  diligencia  que  practicar,  se  pasase  lo  actuado 
al  Promotor  fiscal,  el  cual  consultó  se  mandara  sobreseer:  que  en  el  14 
de  Febrero  de  1880  se  pronunció  auto  de  sobreseimiento,  con  cuyo  acto 
«e  conformaron  tanto  el  Promotor  fiscal  como  el  indicado  Romero,  su- 
"biendu  las  actuaciones  á  revisión  al  Tribunal  de  Circuito  de  esta  capi- 
tal, el  cual  en  15  de  Marzo  falló:  que  «es  de  revocarse  y  se  revoca  el 
auto  de  sobreseimiento  dictado  por  el  juez  de  Distrito  de  Hidalgo,»  y 
que  en  consecuencia,  volvieran  las  actuaciones  á  su  inferior  para  que  - 
las  continuara  con  arreg-lo  á  derecho:  que  devuelto  el  proceso  al  juez 
de  Distrito  por  acuerdo  de  3  de  Abril,  y  en  cumplimiento  del  fallo  del 
Tribunal  de  Circuito,  mandó  citar  al  Lie.  Domingo  Romero,  cuya  cita- 
ción fué  necesario  repetir  en  20  por  auto  del  citado  Abril,  por  estar  au- 
sente de  Pachuca  el  procesado;  disponiéndose  además  en  este  auto,  que 
supuesto  que  el  Lie.  Domingo  Romero  era  Magistrado  del  Tribunal  de 
Justicia  del  Estado,  cuyo  nombramiento  depende  de  su  Legislatura,  se 
diera  aviso  á  este  cuerpo  de  la  formación  de  la  causa:  que  en  este  esta- 
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do  el  neorocio,  con  fecha  22  del  citado  Abril,  y  como  consecuencia  del 
aviso  indicado,  la  Legislatura  del  E-!tado  de  Hidalgo  pidió  al  juez  de 
Distrito  las  diligencias  que  estaba  practicando  contra  el  Lie.  Romero,  á 
fin  de  que  la  expresada  Legislatura  procediera  como  correspondiese,  j 
surtiera  suí  efectos  el  faero  constitucional  de  qiie  goza  con  arreglo  á 
la  Constitución  de  dicho  Estado  el  mencionado  Romero,  por  ser  4°  Ma- 
gistrado del  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  dicho  Estado;  sirviéndose 
al  mismo  tiempo  inhibirse  del  conocimiento  del  asunto  por  tocar  él  á  di- 
cha Legislatura:  que  en  vista  de  la  comunicación  del  Congreso  del  Es- 
tado de  Hidalgo,  el  juez,  por  auto  del  29  del  mismo  Abril,  considerán- 
dose competente,  dispuso  se  expusieran  á  la  expresada  Legislatura  las 
razones  que  tenía  para  sostener  su  iurisdicción.  y  no  conform endose 
con  ellas  aquella  Legislatura,  de  acuerdo  con  lo  prevenido  en  la  ley  de 
19  de  Abril  de  1813,  ambas  autoridades  competidoras  se  dirigie-on  á 
esta  Sala  para  que  en  xiso  de  la  atribución  que  le  da  el  articulo  99  déla 
Constitución  general  de  la  República,  dirima  esta  competencia. 

Considerando:  1-°  Que  por  diversas  ejecutorias  de  esta  Sala,  entre 
las  que  se  pueden  citar  las  de  28  de  Marzo  de  1873,  20  de  Junio  de  1874 
y  4  de  Febrero  de  1875,  está  resuelto  el  punto  de  nuestro  derecho  cons- 
titucional, que  el  fuero  de  que  gozan  los  diputados  á  las  Legislaturas^ 
de  los  Estados  debe  ser  respetado  por  las  autoridades  federales,  en  vir- 
tud de  ser  este  fuero  una  emanación  del  artículo  109  de  la  Constitucióiij, 
y  la  necesidad  de  respetarlo  una  consecuencia  indeclinable  de  ese  pre- 
cepto: 

2°  Que  prescindiendo  de  la  consideración  de  que  las  ejecutorias- 
uniformes  de  este  Tribunal  fijan  la  inteligencia  de  los  textos  consütu- 
Clónales,  supuesto  que  la  Corte  es  el  supremo  intérprete  de  la  Consti- 
tución, las  razones  que  apoyan  la  inteligencia  de  aquel  artículo  109  ea, 
lo  relativo  á  este  punto,  son  decisivas  y  concluyéntes: 

3°  Que  esas  razones  pueden  así  compendiarse,  como  lo  hace  la  eje- 
cutoria de  4  de  Febrero  de  1875  citada:  «Que  uno  de  los  principios  máff 
importantes  de  nuestro  derecho  constitucional  es  el  consignado  en  eL 
articulo  109  de  la  Constitución  de  5  de  Febrero  de  1857,  conforme  at 
cual  es  obligatoria  para  los  Estados  la  adopción  de  la  forma  de  gobier- 
no republicano,  representativo,  popular:  que  tal  forma  de  gobierno  re- 
quiere forzosamente  que  los  cuerpos  legislativos  de  los  Estados  tengaife 
la  firmeza  y  estabilidad  necesaria  para  el  desempeño  de  sus  funciones; 
que  para  el  aseguramiento  de  esa  firmeza  y  de  esa  estabilidad  es  requi- 
sito indispensable,  el  de  que  los  diputados  á  la  Legislatura  de  los  Esta- 
dos disfruten  del  fuero  que  sin  excepción  alguna  les  otorgan-  sus  res- 
Í)ectivas  constituciones,  y  que  consiste  en  no  poder  ser  juzgados,  ni  por 
os  delitos  comunes,  ni  por  los  delitos  oficiales  de  que  fueren  acusados, 
sin  que  para  los  primeros  declare  previamente  la  Legislatura  á  que  per- 
tenecen que  ha  lugar  á  proceder  contra  ellos,  y  para  los  segundos  que; 
son  culpables:  que  la  garantía  mencionada  es  indispensable  aun  en  ca- 
so de  ser  acusados  de  delitos  federales,  porque  de  lo  contrario,  bastaría^ 
semejante  acusación  para  inhabilitarlos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones^ 
dándose  así  lugar  al  peligro  inminente  de  dejar  sin  el  número  necesa- 
rio á  la  Legislatura  de  los  Estados,  y  atentándose  en  consecuencia  á  Is 
forma  de  gobierno  representativo,  popular,  que  les  garantiza  el  articu- 
lo 109  de  la  Constitución  de  1857:  que  la  circunstancia  de  no  estar  com- 
prendidos los  diputados  á  la  Legislatura  de  los  Estados  entre  los  fun- 
cionarios de  que  habla  el  artículo  103  de  la  Constitución  de  1857,  no» 
afecta  el  presente  caso,  porque  en  él  no  se  trata  del  fuero  federal,  sin» 
del  concedido  en  las  Constituciones  particulares  de  los  Estados,  el  cual 
debe  estimarse  bastante  según  los  fundamentos  antes  consignados  par» 
que  no  se  les  pueda  juzgar  cuando  fueren  acusados  de  delitos  federa- 
les, sino  previa  declaración  de  la  Legislatura  respectiva,  de  haber  lo- 
gar á  formación  de  causa:» 
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4°  Que  estas  razones  o^ran  de  lleno  y  con  la  misma  fuerza  tratándo- 
se de  Ins  Ministradas  del  Tribunal  Superior  de  un  Estado,  puesto  que 
este  T'"ibunal  constituye  uno  de  sus  poderes  supremos,  y  sin  la  existea- 
cia  del  Legislativo,  Ejecutivo  y  Judicial  no  se  conserva  la  forma  repu- 
Tblicana  que  exige  el  articulo  109  de  la  Constitución,  puesto  que  un  ■auto 
de  prisión  contra  los  miembros  de  una  Legislatura  produce  el  mismo 
efecto  de  subvertir  esa  forma  de  gobierno  en  un  Estado,  que  el  que  se 
pronunciara  contra  los  individuos  de  un  Tribunal  Supremo: 

5?  Que  aunque  el  Magistrado  de  Circuito  de  México,  con  fecha  15  de 
Marzo  de  1880  revocó  el  auto  de  sobreseimiento  pronunciado  por  el  juez 
de  Distrito  de  Hidalgo  en  14  de  Febrero  del  mismo  año,  esto  lo  hizo 
cuando  el  acusado  Romero  era  ya  Magistrado  y  gozaba  de  su  fuero,  por 
cuya  razón  no  es  de  oportunidad  considerar  la  cuestión  de  que  si  por 
la  revo  ".ación  de  aquel  auto  previno  en  el  conocimiento  do  este  nego- 
cio la  justicia  federal,  porque  la  resolución  de  aquel  Magistrado  se  dic- 
to en  época  en  que  ese  fuero  habla  comenzado  á  existir: 

6?  Que  la  inmunidad  de  que  gozan  los  altos  funcionarios  de  los  Es- 
tados, según  sus  Constituciones,  si  bien  los  pone  fuera  de  la  jurisdiccióa 
de  los  jueces  federales,  mientras  no  se  declare  por  quien  corresponda; 
que  ha  lugar  á  proceder  contra  ellos,  ó  mientras  dejen  de  tener  el  fuero, 
no  autoriza  á  los  poderes  locales  para  juzgar  de  delitos  de  naturaleza 
federal,  por  más  que  deba  respetarse  el  artículo  104  de  la  Constitucióu 
del  Estado  de  Hidalgo  que  concede  el  fuero  «por  los  delitos  cometidos, 
'antes  ó  durante  el  tiempo  del  encargo.» 

7?  Que  asi  como  el  Congreso  de  la  Unión  no  puede  juzgar  de  un  de- 
'lito  oficial  local  de  que  fuere  acusado  uno  de  sus  miembros,  el  de  pe- 
culado por  ejemplo,  porque  ese  delito  no  puede  juzgarse  sino  en  el  Es- 
tado en  cuyo  perjuicio  se  hubiese  cometido,  según  sus  leyes,  por  lo» 
Tribunales  en  ellas  designados,  y  aplicándosele  las  penas  que  ellas  im- 
pongan, cosas  todas  que  el  Congreso  federal  no  puede  hacer,  sino  solo 
declarar  si  ha  ó  no  lugar  á  proceder  contra  el  acusado  en  virtud  de  que 
el  delito  no  es  oficial  federal;  asi  tampoco  la  Legislatura  de  un  Estado 
puede  juzgar  de  un  delito  oficial  federal,  porque  le  falta  competencia 
para  ello,  porque  no  puede  aplicar  leyes  locales  para  castigar  na  delito 
de  esa  especie: 

89  Que  según  estas  innegables  razones  que  impiden  que  los  tribu- 
nales locales  asuman  facultades  que  pertenecen  á  los  federales,  ó  que 
estos  invadan  la  jurisdicción  de  aquellos,  hay  que  interpretar  las  palar 
bras  «delitos  oficiales^  de  que  usa  el  articulo  105  de  la  Constitución  ge- 
neral, en  el  sentido  de  que  esos  delitos  sean  oficiales  federales  para  el 
efecto  de  que  puedan  ser  juzgados  como  en  ese  artículo  se  previene, 
debiéndose  reputar  como  comunes  los  delitos  oficiales  locales,  para  et 
•efecto  de  que  la  Cámara  de  diputados  declare  solo  si  ha  ó  no  lugar  &, 
proceder  contra  el  acusado,  y  de  que  este  quede  sujeto  al  juez  local 
competente  que  deba  conocer  de  ese  delito  local  oficial: 

9?  Que  en  el  mismo  sentido  deben  interpretarse  las  palabras  ^deli- 
tos  oficiales^  que  emplea  el  artículo  106  de  la  Constitución  del  Estad» 
de  Hidalgo,  porque  esos  delitos  oficiales  de  que  habla  no  pueden  ser  más 
que  los  locales,  y  de  ninguna  manera  los  federales,  puesto  que  ningún 
Estado  tiene  facultad  para  legislar  sobre  estos,  y  si  así  hubiera  enten- 
dido hacerlo  esa  Constitución,  cosa  que  no  es  de  suponerse,  su  disposi- 
ción sería  anti- constitucional,  y  no  podría  obedecerse  en  vista  de  I»; 
que  terminantemente  dispone  el  artículo  126  de  la  federal: 

10*  Que  respetada  la  inmunidad  de  que  gozan  los  Ministros  de  lo»; 
Tribunales  de  los  Estados,  con  el  hecho  de  no  proceder  contra  ellos  do- 
rante el  tiempo  en  que  disfrutan  fuero,  mientras  la  Legislatura  no  de- 
clare que  hay  lugar  á  proceder  en  su  contra,  quedan  obsequiado-í  Loa 
motivos  que  esa  inmunidad  sostienen,  y  garantida  la  forma  reprrist^Qta- 
^tlva  de  gobierno;  no  habiendo  razón  alguna  para  sostener  que  esa  La- 
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munidad  llegue  hasta  hacer  asumir  á  un  tribunal  local  el  carácter  de 
federal  para  juzgar  de  un  delito  de  naturaleza  fedf^ral,  y  sí  presentán- 
dose muchas  para  condenar  esa  confusión  en  la  competencia  de  los  tri- 
bunales de  la  Federación  y  de  los  Estados. 

Por  estos  fundamentos  se  declara:  que  es  competente  ia  Legislatura 
del  Estado  de  Hidalgo  para  declarar  si  ha  ó  no  lugar  á  la  formación  de 
causa  contra  el  Lie.  Domingo  Romero,  por  el  delito  de  que  se  trata,  de- 
biendo quedar,  en  caso  de  declaración  afirmativa,  á  disposición  del  juez 
de  Distrito  para  que  lo  juzgue  con  arreglo  á  sus  facultades  por  ese  de- 
lito federal,  del  exclusivo  conocimiento  de  los  tribunales  de  la  Unión. 

Eemítanse  las  actuaciones  á  la  Legislatura  del  Estado  de  Hidalgo 
para  los  efectos  indicados  en  eeta  sentencia,  con  copia  certificada  de 
ella,  y  remítase  copia  igual  al  juez  de  Distrito  de  dicho  Estado  para  su 
conocimiento,  y  archívese  el  Toca. 

Así  por  unanimidad  de  votos  lo  declararon  los  ciudadanos  Presiden- 
te y  Ministros  que  formaron  la  1^  Sala  de  la  Supi'ema  Corte  de  Jiisticia 
de  los  Estados -Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — I.L.  Vallaría. — Munnet 
Alas.—Eleuterio  Avila. — José  Manuel  Sáldaña. — Pascual  Ortiz. — £n<« 
JrigMe  Landa,  Secretario.» 


México,  Enero  14  de  1881.— Vistos  los  autos  sobre  competencia  sus- 
«Bitada  entre  el  Juzgado  de  Distrito  de  Puebla  y  la  Legislatura  de  ese 
Estado,  para  conocer  de  la  causa  instruida  al  Tesoreso  del  mismo,  Agus- 
tín Mont,  y  resultando:  Que  en  9  de  Junio  del  año  pasado  la  Secretaria 
de  Hacienda  y  Crédito  público  ordenó  que  fuera  consignado  al  Juzga- 
do de  Distrito  de  Puebla  el  Tesorero  de  dicho  Estado,  por  haber  recibi- 
do en  dinero  las  cantidades  que  debieran  entregar  los  causantes  de  los 
impuestos  en  papel  federal,  y  por  haber  dispuesto  de  esos  fondos  dán- 
idoles  distinta  inversión:  que  en  14  del  mismo,  iniciada  la  averiguación, 
y  citado  el  presunto  responsable  para  que  compareciera  al  Juzgado  de 
Distrito,  manifestó;  que  no  podía  obsequiar  esa  prevención  por  gozar 
iuero  constitucional,  como  diputado  á  la  Legislatura  del  Estado:  que  en 
Tirtud  de  la  queja  del  referido  Mont  á  la  mencionada  Legis'atura,  ésta, 
con  ferha  23  de  Junio  del  mismo  año  y  previo  el  dictamen  de  la  Comi- 
sión respectiva,  dirigió  oficio  al  juez  federal  declarando  que  á  ella  co- 
iresporidia  el  conocimiento  de  este  negocio  á  causa  del  relacionado  fue- 
ro, y  manifestando  al  juez,  que  insiftir  en  seguir  conociendo  de  la  causa 
instruida  contra  Mont,  tuviera  por  iniciada  la  competencia  correppon- 
■diente:  que  en  5  de  Julio,  el  Juez  de  Distrito,  á  pedimento  del  Ministerio 
"fiscal,  se  declaró  competente  para  conocer  de  este  negocio,  fundado  en 
que  el  fuero  que  goza  Mont,  es  solo  para  el  Estado:  que  con  fecha  12 
de  Junio  del  año  próximo  pasado  Mont  fué  llamado  por  la  Legislatura, 
como  diputado  suplente  en  sustitución  del  propietario  porel  Distrito  de 
Tehuacán:  que  no  estando  conformes  las  autoridades  contendientes,  re- 
aaitieron  sus  actuaciones  á  esta  Sala  para  que  resolviera  lo  que  fuere  de 
justicia. 

Considerando:  1.°  Que  por  diversas  ejecutorias  de  esta  Sala,  entre 
las  que  se  pueden  citar  la  de  28  de  Marzo  de  1873,  20  de  Junio  de  1874 
y  4  de  Febrero  de  1875,  está  resuelto  el  punto  de  nuestro  derecho  cons- 
titucional, de  que  el  fuero  de  que  gozan  los  diputados  á  las  Legislatu- 
ras de  los  Estados  debe  ser  respetado  por  las  autoridades  federales,  en 
virtud  de  ser  ese  fuero  una  emanación  del  artículo  109  de  la  Constitu- 
ción, y  la  necesidad  de  respetarlo  una  consecuencia  indeclinable  de  ese 
f>re<  epto. 

2?  Que  prescindiendo  de  la  consideración  de  que  las  ejecutorias  uni- 
formes de  este  Tribunal  fijan  la  inteligencia  de  los  textos  constitucio- 
^&ales,  supuesto  que  la  Corte  es  el  supremo  intérprete  de  la  Constitución,, 
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las  razones  que  apoyan  la  inteligencia  de  aquel  art.  109  en  lo  relativ». 
é,  este  punto  son  decisivas  y  concluyentes: 

3?  Que  esas  razones  pueden  asi  compendiarse  como  lo  hace  la  eje- 
cutoria ie  4  de  Febrero  de  1875  citada:  «Que  uno  de  los  principios  más 
importantes  de  nuestro  derecho  constitucional  es  el  consignado  en  el 
art.  109  de  la  Constitución  de  5  de  Febrero  de  1857,  conforme  al  cual  es 
obligatorio  para  los  Estados  la  adopción  de  la  forma  de  gobierno  repu- 
blicano, representativo,  popular:  que  tal  forma  de  gobierao  requierefor» 
"zosamente  que  los  cuerpos  legislativos  de  los  Estados  tengan  la  firmeza 
y  estabilidad  necesarias  para  el  desempeña  desús  funciones:  que  para 
el  aseguramiento  de  esa  firmeza  y  de  esa  estabilidad  es  requisito  indis- 
pensable, el  de  que  los  diputados  á  las  Legislaturas  de  los  Estados  dis- 
fruten del  fuero  que,  sin  exiepción  alguna,  l^  otorgan  sas  respectiva» 
Constituciones,  y  consiste  en  no  poder  ser  juzgados,  ni  por  delitos  co- 
munes, ni  por  los  delitos  oficiales  de  que  faereu  acusados,  sin  que  para 
ios  primeros  declare  previamente  la  Legislatura  á  que  pertenecen,  que- 
ha  lugar  á  proceder  contra  ellos;  y  para  los  segundos,  que  son  culpables: 
^iie  la  garantía  mencionada  es  indispensable,  aun  en  el  caso  de  ser  acu- 
sados de  delitos  federales,  porque  de  lo  contrario,  bastaría  semejante 
-acusación  para  inhabilitarlos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  dándose 
así  lugar  al  peligro  inminente  de  dejar  sin  el  número  necesario  á  la^ 
Legislaturas  de  los  Estados,  y  atentándose,  en  consecuencia,  á  la  formst 
de  gobierno  republicano,  representativo,  popular,  que  les  garantiza  el 
-articulo  109  de  la  Constitución  de  1857:  que  la  circunstancia  de  no  estar 
«emprendidos  los  diputados  á  las  Legislaturas  de  los  Estados  entre  los 
funcionarios  de  que  habla  el  artículo  103  de  la  Constitución  de  1857,  no 
afecta  el  presente  caso,  porque  en  él  no  se  trata  del  fuero  federal,  sino 
del  concedido  en  las  Constituciones  particulares  de  los  Estados,  el  cxial. 
debe  estimarse  bastante,  según  los  fundamentos  antes  consignados,^ 
para  que  no  se  les  pueda  juzgar  cuando  fueren  acusados  de  delitos  fe- 
derales, sino  previa  declaración  de  la  Legislatura  respectiva,  de  haber 
lugar  á  formación  de  causa: 

4?  Que  resuelto  como  lo  pstá  ya  el  punto  de  que  debe  respetarse  por> 
los  Tribunales  federales  el  ^uero  de  que  disfrutan  los  diputados  á  las 
iiegislaturas  de  los  Estados,  según  sus  Constituciones,  hay  que  averia 
^uar  en  el  caso  presente,  si  la  del  Estado  de  Puebla  lo  concede  por  de- 
litos cometidos  antes  del  encargo  de  diputado,  ó  si  lo  restringe  á  loa 
«©metidos  durante  ese  encargo: 

5°  Que  en  el  artículo  104  de  la  antigua  Constitución  de  ese  Estado, de 
14  de  Septiembre  de  1861,  el  fuero  estaba  limitado  á  los  «delitos  comunes 
■que  di  funcionario  cometa  durante  su  encargo,  y  á  las  faltas  ú  omisio- 
«les  en  que  incurra  en  el  ejercicio  del  propio  encargo;»  y  esta  disposi- 
ción está  repetida  en  el  artículo  126  de  la  Constitución  reformada  en  5. 
de  Julio  de  1880,  cuyo  artículo  dice  literalmente:  «Los  funcionarioa  del 
Estado  son  responsables  de  los  delitos  y  faltas  comunes  y  de  los  delitos, 
oficiales  que  cometan  durante  su  encargo.» 

6?  Que  esta  Constitución  reformada  no  consideró  esencial  para  el 
^bierno  y  régimen  interior  del  Estado,  la  inmunidad  de  sus  altos  fan- 
cionarios  por  los  delitos  que  hayan  cometido  antes  de  su  encargo,  pues- 
4o  que  además  de  es»  disposición  sobre  cuyo  alcance  pudiera  disputar- 
se, existe  la  del  articulo  159,  que  quita  toda  duda  sobre  este  punto  y 
que  dice  así:  «L»3  funcionarios  pueden  ser  acusados  por  delitos  y  falta«; 
comrunes,  y  por  delitos  oficiales  cometidos  con  anterioridad  á  su  encar- 
gOj  en  la  forma  que  este  título  establece,  si  no  prefiriesen  ser  juzgados, 
por  el  Tribunal  competente,  atendida  la  época  en  que  se  cometió  el 
delito:»* 

1?  Que  según  esta  disposición,  el  faero  en  ese  caso  no  se  consideran 
ya  como  la  condición  necesaria  y  esencial  para  la  estabilidad  y  firmess^ 
Ae  la  forma  republicana,  sino  como  un  privilegio  personal  establecida 
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en  favor  del  funcionario,  quien  puede  renunciarlo  según  su  convenien- 
cia individual: 

8?  Que  siendo  esto  asi,  falta  el  fundamento  capital  de  la  doctrina 
que  manda  respetar  en  el  ordeu  federal  el  fuero  de  los  funcionarios  de 
los  Estados,  pues  desde  que  se  reconoce  en  la  miísma  Constitución  local 
que  ese  fuero  en  determinado  caso  ro  es  más  que  un  privilegio  perso- 
nal, ya  él  no  es  necesario  para  la  conservación  del  gobierno  le^resen- 
taiivo,  y  desde  que  la  Constitucióu  misma  hace  del  fueiv  un  derecho 
solo  en  favor  de  las  personas,  faltan  los  motivos  por  los  que  se  debe  con- 
siderar á  la  inmunidad  'de  los  altos  funcionarios  como  uua  iusiiiucióa 
necesaria  en  régimen  representativo: 

9?  Que  aunque  los  hechos  de  que  es  acusado  el  Señor  ¡Mont  ocurrie- 
ron antes  de  que  estuviej-a  rigiendo  la  actual  Constitucióu  de  Puebla, 
¿  ella  hay  que  atenerse  para  fijar  la  competencia  de  los  tribunales, 
puesto  que  las  leyes  qua  los  orgadizan  y  que  demarcan  su  jurisdicción, 
son  las  aplicables  á  los  negocios  que  ocurren  bajo  su  imperio: 

10?  Que  el  fuero  que  la  Constitución  de  Puebla  da  al  Sr.  Mont  como 
tesorero  del  Estado,  no  puede  surtir  efecto  en  el  orden  federa!,  porque 
él  es  una  creación  meramente  local  que  no  emana  de  precepto  «Iguao 
de  la  Constitucióu  federal;  que  él  no  es  necesario  para  la  conservación 
y  estabilidad  del  gobierno  republicano,  representativo,  y  que  en  couse- 
'cuencia  no  puede  invocarse  para  restringir  las  facultades  que  á  los  tri- 
Ijunales  federales  da  la  Constitución: 

11?  Que  ésta  no  creyó  necesario,  para  garantir  la  forma  republica- 
na, el  fuero  politico  de  sus  autoridades  y  empleados  subalternos,  puesto- 
que  no  lo  concedió  más  que  á  los  poderes  supremos,  Legislativo,  Ejecu- 
tivo y  Judicial  de  la  Unión,  dejando  sin  él  aun  á  las  más  altas  autorida- 
des civiles,  judiciales  y  militares  de  la  Federación: 

12?  Que  la  concordancia  del  articulo  97,  frac.  I,  y  del  109  de  la  Cons- 
titución, funda  la  doctrina  de  que  las  autoridades  subalternas  no  pueden 
estar  exentas- de  la  jurisdicción  federal,  porque  en  tanto  los  jueces  de- 
Distrito  no  pueden  proceder  contra  los  poderes  Legislativo,  Ejecutivo 
■y  Judicial  de  los  Estados,  en  cuanto  que  tienen  que  respetar  la  forma 
de  gobierne  repubicano,  representativo,  popular  que  el  articulo  109  im- 
pone á  los  Estados,  forma  de  gobierno  que  no  subsiste  si  los  poderes 
supremos  no  gozan  de  fuero  politico  en  los  termines  establecidos  en  sus 
Constituciones;  pero  que  si  se  conserva,  aunque  respectivamente  no  lo 
tengan  las  autoridades  inferiores,  federales  ó  locales,  debiéndose  inferir 
de  estos  conceptos  apoyados  en  el  tenor  de  las  prescripciones  de  la 
Constitución  federal,  que  si  bien  el  articulo  109  limita  el  precepto  de  la. 
frac.  I.  del  97,  tratándose  de  los  poderes  supremos  locales,  no  puede 
producir  el  mismo  efecto  respecto  de  las  autoridades  y  empleados  su- 
balternos de  los  Estados. 

Por  estos  fundamentes  y  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  Fiscal,  se 
resuelve:  que  el  juez  de  Distrito  del  Estado  de  Puebla  es  el  competente 
para  seguir  conocien:.o  de  la  causa  que  se  instruye  á  Aguntin  Mont  y 
que  ha  dado  motivo  á  la  presente  competencia. 

Bemitanse  á  dicho  juez  las  actuaciones  con  copia  certificada  de  esta 
sentencia  para  los  efectos  legales,  y  remítase  copia  igual  á  la  Legisla- 
tura del  Estado  de  Puebla  para  su  conocimiento,  y  archívese  el  Toca. 

Asi  por  unanimidad  de  votos,  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presi- 
"dente  y  Ministros  que  formaron  la  Primera  Sala  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — I.  L.  VaUarta. 
-—■Manuel  Alas.—Eleuterio  Avila.— José  Manuel  Sald aña. —-Pascual  Ov 
'tiz.— Enrique  Landa¡  Secretario. 


AMPARO  PEDIDO  CONTRA  Etv  VEREDICTO 

DEI/   GRAN   JURADO    NACIONAL,  PRONUNCIADO  EN   IvA    CAUSA., 

FORMADA   AIv   GOBERNADOR    DE  VERACRUZ. 

í 

i^.  ¿La segunda pa-y te  del  artículo  14  de  la  Constitución  consigna ga-^ 
'rantias  exclusivas  del  acusado,  ó  participa  de  ellas  el  acusador?  Pudiendo 
s^r  juzgados  y  sentenciados  en  el  juicio  criminal  tanto  aquel  coni  >  éste,  esas 
garantías  deben  ser  comunes  á  ambas  partes. 

2'^.  ¿Es  constitticional  el  Reglamento  de  debates  de  las  Cámaras  de  s 
de  Enero  de  1825  en  la  parte  que  regula  los  procedimietitos  de  las  causas  se- 
guidas contra  los  altos  funcionarios?  Esa  ley  suprime  los  trámites  más 
esenciales  en  el  procedimiento  criminal,  porque  su  objeto  fué  sólo  detenni' 
nar  cómo  se  debía  formar  un  expediente  instructivo  en  virtud  del  que  se 
permitiera  ó  no  al  tribunal  competente  procesar  á  un  alto  funcionario  acusa- 
do.  La  causa  que  se  anime  con  entera  sujeciÓJi  á  esa  ley,  violará, pues,  las 
garantías  que  se  deben  disfrutar  en  el  juicio  criminal. 

j  ^.  ¿La  falta  del  tribunal  previamente  establecido  por  la  ley  es,  recia,' 
tnable  en  la  vía  de  amparo  por  el  acusado  solamente,  ó  puede  serlo  tam- 
bien  por  el  acusador?  Interpretación  de  la  segunda  parte  del  artículo  i^ 
<de  la  Constitución. 


Los  Lies.  Manuel  Peniche  y  Alfonso  Lancaster  Jones,  en  representación 
de  la  Sra.  Candelaria  Pacheco  de  Albert,  acusaron  ante  el  Gran  Jurado  al 
Gobernador  de  Veracruz  ^i-de  habet  aprehendido  ilegalmente  á  D.  Ramón 
Albert  Hernández,  y  ordenado  que  Juera  Jusilado  sin  forma  de  juicio.^-,  Po~ 
co  tiempo  después  de  haber  inaugurado  el  procedimiento  la  Sigunda  sección 
del  Gran  Jurado,  se  ausentó  uno  de  sus  miembros,  continuando  los  oíros  dos 
practicando  las  diligencias  que  creyeron  convenientes  para  la  averiguación 
de  los  hechos.  El  Gran  Jurado  se  pronunció  incompete7ite  vpara  hacer  decían 
ración  alguna  respecto  de  la  responsabilidad qtie  se  imputa  al  Gobernador  d& 
Veracruz,-)^  declarando  al  mismo  tiempo  que  ese  Gobernador '■mo  es  responsa~ 
ble  por  haber  procedido  á  la  aprehensión  de  las  nueve  personas  á  que  las  acu-^ 
sudones  se  refieren.^  El  amparo  se  pidió  por  violación  de  los  artículos  8'^ ., 
14  y  ij  de  la  Constitución,  y  lo  concedió  el  juez  de  Distrito  para  él  efecto  <.'-de 
que  la  causa  vuelva  al  estado  en  que  se  encontraba  antes  de  pronunciar  stí 
veredicto  el  Gran  Jurado.''^  La  Suprema  Corte  se  ocupó  de  revisar  la  senterz- 
da  del  injeríor  en  las  audiencias  de  los  días  8,  g  y  10  de  Diciembre  de  1880, 
• — El  C.  Vallaría  fundó  su  voto  en  las  siguientes  razones; 

1 


Aunque  este  negocio  no  trae  á  la  re  solución  de  este  Tribunal  las  di- 
JSciles  y  complicadas  cuestiones  constit  ucionales  que  con  frecuencia  Ig 
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«wjwpan,  la  altísima  autoridad  dé  quien  emana  el  veredicto  contra  el 
que  se  ha  pedido  el  amparo,  la  resonancia  que  tuvo  el  fallo  del  juea 
primero  de  Distrito  que  anuló,  por  inconstitucional,  ese  veredicto,  y  más 
<}ue  eso,  el  profundo  interés  con  que  la  Nación  observa  todo  lo  que  aé 
relaciona  con  los  lúgubres  sucesos  del  25  de  Junio  de  1879,  imponen  á 
esta  Corte  el  estrecho  deber  de  consagrarle  estudio  y  atención  espe- 
ciales. Yo  por  mi  parte  he  procurado  llenar  ese  deber  hasta  donde  mis 
fuerzas  alcanzan,  buscando  en  las  inspiraciones  de  la  justicia  el  acierto 
eft  el  voto  que  debo  dar:  si  á  pesar  de  mi  empeño  por  alcanzarlo,  mi« 
opiniones  fueren  erróneas,  sirvan  los  fundamentos  de  ellas,  que  paso  á 
exponer,  de  testimonio  al  menos  de  la  sinceridad  con  que  las  profeso. 
La  segunda  parte  del  ariculo  14  de  la  Constitución  previene  esto  li- 
teralmente: «Nadie  puede  ser  juzgado  ni  sentenciado  sino  por  leyea 
dadas  con  anterioridad  al  hecho,  y  exactamente  aplicadas  á  él,  por  el 
tribunal  que  previamente  haya  establecido  la  ley.»  Creyendo  yo  que 
ese  precepto,  que  rige  sólo  en  materia  criminal,  es  aplicable  tanto  al 
acusador  como  al  acusado,  he  formado  con  la  lectura  de  los  autos  que 
están  á  la  vista,  el  convencimiento  de  que  el  proceso  fallado  por  el 
Gran  Jurado,  sobre  haberse  ajustado  á  leyes  constitucionales,  no  se 
instruyó  por  el  tribunal  previamente  establecido  por  la  ley.  Demos- 
trando cada  uno  de  esos  conceptos,  quedará,  en  mi  sentir,  bien  funda- 
do el  voto  que  daré  concediendo  el  amparo,  con  mayor  extensión  aún, 
que  la  que  tijó  en  su  sentencia  el  juez  de  Distrito. 


II 

Es  ya  un  punto  bien  definido  de  nuestra  jurisprudencia  constitucio- 
nal, que  el  texto  de  la  ley  suprema  que  acabo  de  citar,  se  refiere  sólo  á 
los  negocios  criminales  y  no  tiene  aplicación  en  los  civiles.  Si  esta  Su- 
prema Corte  es  el  final  intérprete  de  la  Constitución;  si  sus  ejecutoriasf 
fijan  el  derecho  público  nacional,  no  se  puede  dudar  de  aquella  verdad^ 
desde  que,  repetidas,  uniformes  é  incontables  sentencias  han  precisada 
en  ese  sentido  la  inteligencia  de  ese  texto.  Pero  ¿él  comprende  al  acu,- 
sado  y  al  acusador,  ó  restringe  sólo  en  favor  de  aquél  las  garantías  que 
consigna?  Esta  es  la  cuestión  que  conmotivo  de  este  negocio  se  ha  sus* 
citado  y  la  que  hay  que  resolver  hoy.  Si  en  el  juicio  criminal  puedes 
ser  juzgados  y  sentenciados  acusado  y  acusador,  no  se  puede  alegar 
razón  ni  motivo  alguno  para  entender  ese  texto  limitado  sólo  á  una  de 
las  dos  partes  que  en  ese  juicio  intervienen.  Para  demostrar  que  aquet 
lias  garantías  son  aplicables  á  estas  dos  partes  respectivamente,  no  hay 
que  probar,  pues,  sino  que  acusado  y  acusador  pueden  ser  juzgadost 
y  sentenciados  en  el  juicio  criminal;  y  esta  prueba  nos  la  suministra  Is 
jurisprudencia  común,  tan  completa  y  satisfactoria,  como  no  es  posible 
desearla  mejor. 

El  acusador  que  no  probaba  su  acusación,  incurría,  según  las  leyea 
romanas,  y  según  también  las  antiguas  españolas,  i  en  la  pena  del  ta- 
lión,  por  la  calumnia  presunta  que  resultaba  de  la  falta  de  priieba;  y 
aunque  había  casos  excepcionales  en  que  el  acusador  estaba  exento  de 
esa  pena,  ni  esas  excepciones  tenían  lugar  cuando  la  calumisia  era  evi- 
dente, esto  es,  cuando  se  acreditaba  en  el  proceso  en  que  la  acusacíóa 
se  seguía,  que  esta  era  Haaliciosa.  Y  aunque  la  práctica  vino  después 
suavizando  el  rigor  de  esa  pena,  que  era  cruelísima,  nunca  dejó  de  cou- 
aiderarse  como  verdadero  reo  al  acusador  calumnioso,  reo  que  debía 
sufrir  un  castigo;  y  por  esto,  según  las  tradiciones  de  la  antigua  legis- 
lación española,  vigente  entre  nosotros  hasta  kace  pocos  años,  aquella 

L»jrS6,  tótulol®.,  P.7«. 
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^pena  era  sustituida  por  otra  arbitraria  que  siempre  imponía  el  jaez,  aec^-^ 
modáadose  á  la  calidad  de  la  imputación  y  á  las  circunstancias  del  ca- 
lumniador y  del  calumniado.  Adepás  de  las  doctrinas  de  los  coment*- 
dores  que  eso  enseñan,  existe  una  disposición  recopilada  i  que  previeae 
se  ejecuten  rigurosamente  las  leyes  sobre  delatores  falsos  en  cau!>a  cri- 
minal, sin  ninguna  moderación;  ley  de  la  que  deducían  los  práeticoSí 
que  no  sólo  no  quedaba  al  arbitrio  del  juez  castigar  ó  no  el  delito  de  ca- 
lumnia, sino  que  on  la  falsa  y  calumaiosa  acusación  se  debía  imponer 
siempre  la  pena  del  tallón.  2 

Es  doctrina  comi'in,  generalmente  enseiiada  porlos jurisconsultos,  qa.a^ 
uno  délos  efectos  de  absolución  del  acusado,  es  la  condenación  del  acá- 
sador  á  cierta  pena,  esto  es,  al  pago  de  las  costas  de  su  adversario  y  al 
castigo  que  este  merecerla  si  se  le  hubiera  probado  el  delito  que  se  le; 
imputaba,  fuera  do  ciertos  casos  exceptuados  en  las  leyes;  ^  siendo  em. 
una  doctrina  que  está  fundada  en  el  texto  expreso  de  la  ley,  que  diapo- 
ne  terminantemente  que  si  no  hubiere  pruebas  para  condenar  al  acusa,- 
do,  «develo  (el  juez)  dar  por  quito,  e  dar  al  acusador  aquella  mesma  pe.- 
na  que  daria  al  acusado.»  *  Inútil  es  exponer  las  razones  que  apoyan  4 
una  doctrina  que  hace  justicia  á  los  derechos  ofendidos  de  un  inocente, 
acusado  calumniosamente,  sin  demorar  la  reparación  que  so  lo  debe  pa- 
ra otro  proceso  diverso.  Me  basta  indicar  esa  doctrina,  sin  hacerme  car- 
go de  las  excepciones  que  sufre,  para  comprobar  en  tei^is  general,  q^ua, 
en  el  juicio  criminal  no  sólo  es  juzgado  el  aeiisado,  sino  que  puede,  j 
en  ciertos  casos  debe  serlo  el  acusador,  puesto  que  en  ellos  la  absolu- 
ción de  aquél  importa  la  condenación  de  éste 

Nuestras  leyes  hoy  vigentes  no  han  desconocido  las  tradiciones  qua 
nos  vienen  de  las  antiguas;  y  si  bien  han  borrado  los  rasgos  de  crueldaá, 
que  en  éstas  había,  no  han  negado  los  principios  de  justicia  que  consar 
graban.  El  Código  penal,  lo  mismo  que  las  antiguas  leyes  españolas,, 
enumera  á  la  calumnia  entre  los  delitos,  y  la  castiga  hasta  con  veinfcfe 
años  de  prisión  en  ciertos  casos  graves;  ^  hasta  con  la  misma  pena  del 
tallón  en  algunos  excepcionales.  ^  Y  para  que  ese  castigo  proceda,  a® 
se  necesita  que  una  ejecutoria  proclame  la  inocencia  del  acubado,  pues- 
to que  hay  que  hacerlo  efectivo  aun  cuando  la  calumnia  se  descubra^ 
«antes  de  que  se  pronuncie  sentencia  irrevocable  contra  elcalumniado,». 
y,  en  ciertos  casos  al  menos,  la  absolución  .del  acusado  debo  iniportariai 
condenación  del  acusador,  según  nuestras  actuales  leyes,  puesto  que 
ellas  disponen  que  el  calumniador  debe  ser  castigado«euaüdo  el  calatn- 
niado  sea  absuelto  y  seareconocidasu  inocencia.»  ^  Lejos,  }meá,  de  qua 
nuestras  actuales  leyes  hayan  reputado  lícito  acusar  sin  prueba  A  u» 
inocente  de  delitos  que  no  ha  comeoido,  ellas  lo  mismo  que  la-i  antigua»., 
lo  mismo  que  las  de  todos  los  países  cultos,  consideran  á  la  caluini'ia;. 
como  un  verdadero  delito,  que  se  comprueba  con  la  falta  de  fundamea-- 
to  en  la  acusación. 

Si  pues  intentada  é,bta,no  la  prueba  su  autor,  y  las  constancias  pm- 
eesales  mismas  manifiestan  su  temeridad,  descubren  su  malicia,  derntiteg,- 
tran  la  realidad  do  la  calumnia;  si  el  acusado  no  solo  se  defiende,  sioa 
que  á  su  vez  acusa  de  este  delito  ásu  acusador  y  pide  su  castigo,  y  íuai  - 
tífica  no  sólosus  excepciones  sino  también  su  acción,  el  juez  do  segartíi- 
no  llena  todo  su  deber,  si  se  limita  á  absolver  al  acusado,  pues  tiene  la. 
obligación  de  condenar  al  acusador  supuesto  que  en  el  proce-so  se  tráíA 
de  averiguar  cuál  de  esos  delitos  que  mutuamente  se  imputan  las  |»í.c- 

'  1  I^r  6- »  :  iii\ún  6-  o  ,  libro  12,  ÍToTÍa.  Eecop. 

*8  A-ilano<t,  niateria  criminal  íoreuse-.  Ojiservación  B*.  capítulo  1-®  >  números  77  y  78. — ^VizeafnOi  d^ 
•digOjCriíiiinali  tviruv  l-'i  pSgiua  265?. 
,     3  Escñtíh''-  OirciouaiioQf  Legislación  verb- "Absolucióa."    , 

4  Ley  2e.  líttilol.<í,  P.  7.s= 

5  Fiíic  II  u.  i  iutíoüo  6t>5.  €OHcoi-da:la  cou  lá  1.  ^^iflél  artí1;.tlo'197  Occligo  Penal- 

6  jU-liciilo  1365  Código  Peual  1,1' 

7  Axríc.;loít6  Cédjgo  renal-  •-■"-- 

Votos,  Tomo  II  — IF 
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tH,  hsi  resu'ta'lo  oompiY^liado,  y  es  necesario,  es  ineludible  fallar  respee- 
io  4a  cada  i\iio  de  ellos.  Habiendo,  pves.  casos  en  qne  el  acusador  debe 
í-fcr  juzg-fído  y  sentenciado  en  el  mii-mo  proceso  en  que  su  acusación  se 
sigue,  -1  fuera  lícito  en  alguna  vez  no  oirln,  no  permitirle  ver  la  causa 
en  estado,  no  recibirle  las  pruebas  que  ofrece,  no  concederle  las  dila- 
ciones npcesarias  para  el  ejercicio  de  sus  derechos,  tanto  importaría  to- 
do eso.  como  constituirlo  en  la  imposibilíl^ad  de  probar  su  acusación,  y 
S'ojetarlo  á  sufrir  ura  pena  que  es  la  consecuencia  de  la  falta  de  esa 
prueba  pena  uue  sufriría  el  acusador  convertido  á  su  vez  en  acusado, 
sin  audiencia,  sin  prueba,  sin  defensa,  con  la  doble  violación  de  ios  ar- 
tículos 14  y  20  de  la  Constitución 

Creer  que  Ja  segunda  parte  de  aquel  artículo  se  refiere  sólo  al  acu- 
sado en  causa  criminal,  es,  en  mi  concepto,  un  error  tan  inaceptable, 
como  decir  que  la  primera  parte  de  ese  mismo  precepto  sólo  tiene  apli- 
cación al  demandado  en  negocio  civil  Si  á  perjuicio  de  éste  se  da  efec- 
to retroactivo  á  una  ley,  procede  evidentemente  el  am.paro,  porque  se 
infringe  ese  precepto.  ¿Y  cómo  podría  dudarse  siqxiiera  de  que  no  su- 
cede lo  mismo  cuando  la  ley  retroactiva  se  aplica  al  actor?  ¿Habrá  quieu 
sostenga  que  un  juicio  civil  no  se  extiende  á  los  dos  litigantes  la  aaran- 
tía  que  aquel  testo  consigna, prohibiendo  laretroactividad  délas  leyes? 
¿Y  cómo  en  materia  criminal  se  podría  decir  que  ésta  viola  sólo  las  ga- 
lantías  de  los  acusados  y  no  la  de  los  acusadores?  Sin  duda  alguna  la 
primera  parte  del  artículo  14  de  la  Constitución  comprende  á  actores  y 
demandados,  á  acusadores  y  acusados,  bupuesto  que  rige  lo  mismo  enlo 
civil  que  en  lo  criminal.  Y  siendo  esto  así,  no  se  alcanza  á  percibir  una 
soia  razón  en  virtud  de  la  que  su  segunda  parte,  que  se  refiere  sólo  á  lo 
criminal,  contenga  una  garantía  que  sea  el  privilegio  exclusivo  del  acu- 
sado y  no  se  extienda  al  acusador.  Semejante  doctrina  tendríaque  acep- 
tar como  consecuencia  legítima  esta  equidad:  al  acusador  convertido  ea 
leo  de  calumnia,  se  le  puede  juzgar  y  sentenciar  sin  audiencia  ni  defen- 
sa, por  leyes  ex  post  fado  y  no  exactamente  aplicables  ai  caso,  por  un 
ti-ibunal  que  no  sea  el  previamente  establecido  por  la  ley,  y  tal  iniqui- 
dad es  tan  irritante,  que  basta  á  desautorizar  la  doctrina  de  que  emana, 
«I  principio  que  la  engendra. 

III 

He  a.cegurado  «jue  el  proceso  fallado  por  el  Gran  Jurado  se  ajustó  á 
leyes  anticonstitucionales,  y  debo  probar  ese  aserto.  Leyendo  los  autos 
que  están  á  la  vista,  se  sabe  luego  que  aquel  tribunal  quiso  arreglar 
sus  procedimientos  á  las  prescripciones  del  capítulo  XI  del  Eegíamento 
de  debates  del  Congreso,  de  3  de  Enero  de  1825,  y  nada  es  más  fácil  que 
probar  que  esa  ley  que  restringe  la  defensa,  que  prescinde  hasta  de  los 
trámites  más  eseociales  del  juicio  crimina!,  trámites  que  son  el  medio  de 
hacer  efectivas  las  garantías  de  las  partes  en  ese  juicio;  nada  más  fácil,, 
di^o,  que  probar  que  esa  ley  es  contraria  á  la  Constitución. 

El  primer  articulo  mismo  de  ese  capitulo  XI,  que  es  el  140  del  Regla- 
mento, nos  advierte  que  sus  prevenciones  tienen  por  objeto  facilitar  el 
desempeño  ^e  las  atribuciones  que  señalaban  á  las  Cámaras  los  artícu- 
los 40,  43  y  44  de  la  Constitución  de  1824;  artículos  que  facultaban  al  Con- 
greso para  erigirse  en  Gran  Jíurado  y  juzgar  de  las  causas  que  se  inten- 
taran contra  lo.«  altos  fuQcionarios  públicos,  pero  esto  solo  para  el  efecto^ 
■Bótese  bien  esta  restricción,  de  declarar  por  el  voto  de  dos  tercios  de 
slis  mieHibros  si  ha  ó  no  lugar  á  la  formación  de  causa,  y  efecto  que  no 
llegaba,  en  caso  de  declaración  afirmativa  sobre  este  punto,  más  que  &. 
suspender  al  acHsado  en  hu  encargo  y  dejarlo  á  disposición  del  tribunal 
competente,  que  lo  era  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  segúu  i»  frac.  Y 
del  art.  137  de  esa  Coustituc  ióu. 
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Basta  leer  con  atención  estos  textos  para  ver  en  toda  luz  esta  ver- 
dad: la  Constitución  de  1824  no  aut<)rizó  á  las  Cámaras  para  juzgar  en 
caso  alguro  de  la  iiincencia  ó  culpabilidad  del  sito  funcionario  acusa- 
do; est' jui(i<'  ti  verdadero  juicio  criminal,  U  dt-jó  reservado  ala  Su- 
prema Corte,  que  era  quien  íiolo  podía  absolver  ó  condenar.  Las  Cáma- 
ras no  podían  hacer  niáf  que  declarar  si  se  podía  proceder,  si  la  Corto 
debia  tírniM  caa.-a  al  «cubado:  ellas  no  tenisi:  ÍHcultad  más  que  para 
©torfiar  t'U  |  eiuiiso  á  íin  de  que  el  tribunal  ci  uijietente  iniciara  el  pro- 
cedinuento  criminal  contra  el  funcionario  que  g-ozrla  de  inmunidad 
conslitucional.  Quien  lea  esos  textos  rieri«  que  recMocer  forzosamente 
que  los  procedináeiitos  sej>uidos  en  las  Cínaií-s  jaia  hacer  esa  decla- 
lación  para  (.trrgar  ese  permiso,  distaban  n  r<  I  í.-imo  de  ser  los  proce- 
dimientos del  vi  rdadero  juicio  criminal,  piiqie  mientras  éstos  tienea 
^ue  guardar  cien  as  solemnidades  esencidles  para  su  validez  constitu- 
cional, aquellos  no  constituían  sino  una  averiguación  más  ó  menos  per- 
fecta que  motivara  siquiera  una  sospecha  racional  de  la  delincuencia 
del  acusado,  que  íundaia  la  convicción  moral  de  las  Cámaras  de  que 
habia  mérito  para  que  éste  depurara  su  conducta  ante  un  tribunal.  El 
Reglamento  de  3  de  Enero  de  1825,  engendrado  en  esas  disposiciones, 
encaminado  á  hacerlas  efectivas,  en  lugar  de  instituir  el  procedimiento 
criminal  formal,  establece  apenas  ciertas  reglas  para  formar  un  expe-- 
diente  instructivo  que  sirviera  solo  para  fundar  esa  sospecha  de  la  de- 
lincuencia del  acusado.  Sus  artículos  145,  147,  157,  etc.,  dan  testimonio 
da  esta  verdad. 

La  Constitución  de  1857  cambió  sustancialmente  las  disposiciouesde 
la  antigua  en  cuanto  al  fuero  y  enjuiciamiento  de  los  altos  funciona- 
rios. Hizo  distinción  entre  el  delito  oficial  y  el  ccmiín,  con  objeio  de  or- 
denar que  con  respecto  á  éste  la  Cámara  de  diputados  declarara  si  ha  ó 
no  lugar  á  proceder  contra  el  acusado,  quedando  éste  en  caso  afirmati- 
vo por  el  mismo  hecho  separado  de  su  encargo  y  sujeto  á  la  acción  de 
los  tribunales  comunes.  Tal  es  el  precepto  del  articulo  104  reformado 
de  la  actual  Constitución.  Pero  tratándose  de  delitos  oficiales,  el  sistema 
de  enjuiciamiento  es  diverso,  porque  la  Cámara  de  diputados  forma  el 
jurado  de  acusación  que  declara  si  el  acusado  es  ó  no  culpable,  y  la  de 
senadores  constituye  el  jurado  de  sentencia  que  aplica  al  reo  la  pena 
que  la  ley  designe.  Así  lo  dispone  el  articulo  105  reform^ado.  Se  ve  por 
esto  que  el  funcionario  acusado  de  delito  común  queda  hoy  prÍT  ado  de 
teda  inmunidad,  conociendo  de  su  causa  el  tribunal  ordinario  conpe- 
tente,  y  no  la  Suprema  Corte,  como  sucedía  en  tiempo  de  la  Constitu- 
ción de  1824.  No  es  de  este  lugar  decir  cómo  la  vigente  restringió  aun 
el  fuero  de  los  altos  funcionarios,  ni  marcar  otras  diferencias  que  e« 
cuanto  á  este  punto  se  notan  tnire  las  dos  Constituciones.* 

Porque  lo  dicho  basta  ya  para  persuadirse  de  que  el  Reglamento  de 
34e  Enero  de  1825,  no  solo  no  puede  aplicarse  hoy  como  se  aplicaba  en 
el  tiempo  en  que  estuvo  en  vigor  la  Constitución  de  1824,  sino  que  él 
está  en  pugna,  sino  que  él  es  contrario  á  los  preceptos  de  la  que  boy  ri- 
ge. Hoy  el  Congreso,  ea  caso  de  delito  oficial  al  menos,  no  puede  limi-. 
tarse  á  organizar  un  expediente  instructivo,  sino  que  tiene  que  formar 
un  verdadero  proceso  criminal,  puesto  que  sus  atribuciones  no  so  redu- 
cen á  peimitir  que  se  forme  causa  al  acusado,  sino  que  se  extienden  has- 
ta absolverlo  ó  condenarlo.  Suponerque  laúnica  regla  del  procedimien- 
to criminal,  sea  organizar  secretamente  un  expediente  que  purifique  los 
cargos,  1  que  laúnica  garantía  del  acusado  consistía  en  oiría  lecturade 
ese  expediente  y  dar  los  descargos  que  tuviere  d  bien;  2  que  el  único 
derecho  que  el  acusador  tenga  este  reducido  á  acercarse  d  la  sección 
:'para  presentarle  las  pruebas  que  ttnga^  3  es  intentar  brrar  de  una  so- 

■?    Art.  141<1el  Ecglaiueato  citado- 
■2    Alt.  147  Mam. 
^   Alt-  li\i  iX-Mx. 
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la  plumada  los  artículos  constitucionales  que  consignan  las  garantías 
en  el  proceso  criminal.  Que  aquel  sistema  de  proceder  no  las  respetara,, 
cuando  no  tenia  más  íin  que  permitir  que  se  abriera  una  causa  en  for- 
ma para  absolver  ó  condenar,  se  comprende  bien;  pero  pretender  queal. 
expediente  inatructivo  que  desconoce  hasta  los  trámites  más  esenciales 
del  pr.icedimiento  criminal,  haga  las  veces  y  surta  los  efectos  de  éste,, 
«s  rebelarse  á  la  vez  contra  los  preceptos  de  la  Constitución  y  centra  ios 
principios  de  la  justicia. 

No,  ni  el  Gran  Jurado,  altísima  autoridad  como  lo  es,  puede  juzgará, 
nadie  en  un  expediente  instructivo^  de  arbitraria  suntanciación,  puesto 
que  la  ley  no  lo  sujeta  á  reglas  fijas;  ni  el  Gran  Jurado  puede  restringir 
los  derechos  del  acusador  á  peroiitirle  que  se  acerque  á  la  sección  ápte- 
sentarle  sus  pruebas,  desechándoselas  cuando  así  le  pareciere,  no  oyéa^ 
dolo,  no  dejándole  ver  el  proceso  en  estado,  y  obligándolo  á  p'>r  tod<k 
ello  áíjicurriren  el  delitode  calumnia;  ni  el  Gran  Jurado  puede  estreehac 
los  límites  de  la  defensa,  reduciéndola  á  oir  leer  un  expediente  y  pres- 
cindiendo del  término  probatorio,  délos  careos  de  los  testigos,  etc.,  efcc.,. 
porque  ni  á  la  Representación  nacional  es  lícito  violar  los  artículos  14 
y  20  de  la  Constitución;  porque  ni  á  ella  es  dado  convertir  un  procesoe 
en  que  acusado  y  acusador  tienen  derechos,  en  una  averiguacióu  ia- 
quisitorial  en  que  se  pueda  negar  hasta  la  prueba,  porque  ella,  lo  iius« 
mo  que  todas  las  autoridades  de  la  República,  tienen  que  respetar  las 
^•arantias  que  otorga  la  ley  suprema. 

Inconstitucional  á  todas  luces  como  In  es  el  Reglamento  de  que  toa, 
lie  estado  ocupando,  cuando  se  intenta  tomarlo  como  ley  de  un  procedi- 
miento criminal,  para  dejar  bien  asentada  esta  verdad,  no  me  resta  sino 
contestar  á  una  réplica.  ¿Deben,  pues,  quedar  impunes,  se  diee,  losaltos; 
funcionarios  culpables,  por  falta  de  una  ley  que  regule  su  proceso?  La 
menos  que  he  intentado  es  llegar  con  mis  demo^stra clones  á  esa  fatal 
«enclusión:  lejos  de  aceptarla,  yo  entiendo  que  se  evita  solo  con  obser- 
var de  preferencia  la  Coubtitucióu  sobre  toda  otra  ley  que  la  contradiga, 
«orno  todos  los  jueces  están  obligados  á  hacerlo.  Si  la  sección  del  Gran. 
Jurado,  organizando  un  proceso  en  lugarde  seguir  la  arbitrariedad  que, 

f>ermite  el  Reglamento  en  el  procedimiento  criminal,  observa  siquiera, 
os  trámites  que  aseguran  las  garantías  individuales;  sino  atenta  contra 
■el  derecho  de  defensa,  si  no  niega  la  prueba,  si  permite  al  acusado  y  al 
acusador  el  ejercicio  de  sus  derechos  respectivos,  para  que  ninguno  de. 
los  des  sea  juzgado  ni  sentenciado  con  falta  de  alguno  délos  requisitos, 
■del  artículo  20  de  la  Constitución,  no  habrá  lugar  al  amparo,  porque  si 
tal  proceso  por  algún  otro  motivo  fuere  defectuoso,  él  no  será  aaticons- 
titueional,  puesto  que  respeta  las  garantías  que  en  el  juicio  criminal  de- 
l><en  tener  los  litigantes  en  ese  caso.  Con  ese  Reglamento,  en  la  parta 
que  es  inconstitucional,  no  habría,  pues,  que  hacerse,  sino  lo  que  lostri- 
l^uales  hacen  con  otras  leyes  que  en  alguno  de  sus  preceptos  pugnan 
con  la  suprema:  no  aplicar  ese  precepto,  sino  obedecer  siempre  de  pr«- 
íerencia  á  la  Constitución. 

Entiendo  que  esta  reflexión  basta  para  satisfacer  aquella  réplica,  po- 
niendo de  maniñef'to  quelainconstitucionalidadde  quehe  tachado  acier- 
tas prescripciones  del  Reglamento,  no  es  la  patente  de  impunidad  par&. 
los  delitos  que  puedan  cometer  los  altos  funcionarios  públicos.  Y  esarais- 
ma  reflexión  me  sirve  de  motivo  para  no  aceptar  la  ley  de  29  de  Octubre. 
de  1840,  ni  como  supletoria  del  tantas  veces  citado  Reglamento,  como  lo^ 
liace  el  inferior  en  su  sentencia,  porque  además  dé  contener  casi  losmis- 
irnos  defectos  de  éste,  ella  fué  expepida  por  un  gobierno  que  había  des- 
conocido el  régimen  federal,  y  no  creo  que  se  pueden  pedir  prestadas  ai 
centralismo  sus  leyes  para  aplicarlas  á  materias  exclusivamente  propias 
de  las  instituciones  que  nos  rigen.  Ocurriendo  solo  á  la  Conslitucióo,  se. 
llenarán  los  vacies  que  hay  en  ese  Reglamento,  vacíos  que  en  ning^a 
caso  puede  cubrir  la  ley  dé  1840. 
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Lamentable  es  que  el  Congreso  no  haya  expedido  la  qnó  determine 
les  procedimientos  en  las  causas  que  se  sigan  contra  los  altos  fnnefona- 
rios,  y  que  en  lugar  de  esa  ley  que  consagrara  los  principios  constitu- 
cionales, no  tengamos  más  que  la  que  erige  en  regla  la  arbitrariedad 
aaás  completa,  la  que  tanto  se  presta  á  satisfacer  las  exigencias  ^ií-mpre 
veleidosas  de  la  política,  y  alguna  vez  contrarias  á  las  de  la  justiticia  la 
que  hace  de  la  responsabilidad  oficial  una  mentira;  pero  por  más  lamen- 
table que  todo  eso  sea,  esta  Corte  no  puede  aceptar  una  ley  anticonsti 
tueional,  ni  aun  impuesta  á  nombre  de  la  necesidad:  si  el  Congreso  no 
expide  la  que  tanca  falta  hace,  y  la  sección  del  Gran  Jurado  sigue  ins- 
truyendo procesos  con  riolación  de  una  scla  garantia,  aunque  eí-o  loau- 
torite  la  actual,  este  Tribunal  está  en  el  ineludible  deber  de  otorgar 
cuantos  amparos  por  ese  motivo  se  le  pidan,  no  pudiendo  uegarlis,  sino 
tillando  en  esos  procesos  se  respeten  las  gaiantias  que  la  Constimcióa 
aotorga. 
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Fáltame  ahora  demostrar  que  el  que  organizó  la  sección  del  Gran  Ju- 
rado, el  que  aqui  nos  ocupa,  no  fué  instruido  por  el  tribunal  previa-' 
mente  estableado  por  la  ley.  Aunque  se  intentara  sostener  que  el  acu- 
sador no  goza  de  las  garantías  que  la  segamda  parte  del  artículo  14 
concede  al  acusado;  aunque  se  pretendiera  que  aquel  puede  ser  íenten- 
ciado  por  el  delito  de  calumnia  en  la  misma  sentencia  en  que  se  absuel- 
Te  á  éste,  por  leyes  dadas  con  posterioridad  al  delito  ó  por  las  que  no 
sean  exactamente  aplicables  á  él;  aunque  hubiera  quien  dijese  que  ea 
licito  no  oír  al  acusador,  no  dejarlo  ver  el  proceso  en  estado,  no  reci- 
Ijirle  sus  pruebas,  no  permitirle  que  se  defienda  de  la  acusación  de  ca- 
lumnia que  á  su  vez  le  haga  el  acusado,  nadie  habrá  que  se  atreva  á  in- 
dicar siquiera  qre  ese  aruí-ador  pueda  ser  jtizgado  por  un  triburial  quo 
no  sea  el  p7-eviawente  establecido  por  la  ley.  Cualesquiera  que  sean  ¡aa 
opiniones  que  pueda  haber  sobre  la  inteligencia  de  aquella  parte  del 
precepto  constitucional,  no  es  posible  que  ellas  discrepen  respecto  da 
]a  competencia,  de  la  organización  misma  del  tribunal  que  conozca  do 
los  negocios  criminales. 

Nada,  en  mi  concepto,  sería  tan  absurdo  cerno  suprner  quela  falta 
del  tribunal  previan'ente  establecido  violaja  folo  la  garantía  del  acusa- 
do y  no  la  del  acusador:  poique  nada  puede  ser  más  infundado  que  la 
pretensión  de  crear  un  tribunal  superior,  un  tribunal  ocl  ^oc  para  cono- 
cer de  un  juicio  criminal  seguido  por  acusación,  y  que  funcionara  legíti- 
mamente, si  obrara  á  gusto  del  acusado,  y  contra  el  que  ningún  recurcO 
tuviera  el  acusador.  En  el  nnítuo  enlace  que  los  preceptos  constitucioua' 
les  tienen,  los  artículos  13  y  16  vendrían  en  apoyo  del  léipara  dar  á  ese 
acusador  el  derecho  de  no  ser  juzgado  por  un  tribunal  especial, por  uu 
tribunal  no  previamente  establecido  por  la  ley,  y  sin  duda  alguna  pre- 
cederla el  amparo  contra  tan  manifiesta  iniquidad.  No  creo  que  haya 
quien  defienda  el  error  de  que  este  recurso  en  ese  caso  sea  el  privilegio 
€3 elusivo  del  acusado,  sin  que  de  él  pueda  usar  el  acusador;  y  teniendo 
como  una  verdad  no  disputada  é  indisputable  la  de  que  es  garantía  co- 
mún á  las  partes  en  el  juicio  criminal,  la  presencia  del  tribunal  previ a- 
fnente  establecido  por  la  ley  que  conozca  de  la  acusación  y  que  juzgue 
y  sentencie  á  ambas,  según  los  méritos  de  la  causa,  no  me  queda  por  pro- 
bar, sino  que  en  el  caso  que  nos  ocupa,  esa  garantía  ha  sido  violada. 

El  articulo  142  del  Eeglamento  de  1825  ordena  que  cada  una  de  las 
secciones  del  Gran  Jurado  se  compo77ga  de  tres  individuos  y  otro  más 
•que  sin  voto  le  sirva  de  secretario,  y  en  sus  artículos  siguientes  enco. 
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^tníenda  á  esas  secciones  a'^i  formadas,  y  no  solo  k  uno  ó  dos  de  sus 
^miembros,  la  organización  de  lo  que  llama  expediente  instructivo.  Hé 
«.qui  el  tribunal  previamente  designado  por  la  lev  que  debe  sustaaciar 
los  juicios  criminales  de  los  altos  funcionarios.  Decir  que  ese  tíibunal 
subsiste,  que  la  entidad  moral  que  la  ley  cria  se  conserva  cuando  falta 
Tiuo  de  sus  miembros,  es  asegurar  que  el  tribunal  que  debe  ser  colegia- 
do, segiin  la  ley,  puede  reducirs'^'  hasta  quedar  unitario,  y  seguir,  sin 
embargo,  ejerciendo  jurisdicción,  y  e^to  es  un  error  que  no  necesita  re- 
futación. ¿Quién  pretenderá  que  el  quorum  de  esta  Corte  puede  fijarse 
nrbitrariamente  en  cualquier  nrimero?  ¿Quién  sostendrá  que  su  1»  Sa- 
la puede  funcionar,  ejercer  autorilad,  faltando  uno  solo  délos  cinco 
ministros  que  la  forman?  Nadie  en  el  foro  puede  patrocinar  aquel  error. 

Ahora  bien:  las  constancias  de  los  autos  demuestran  que  en  el  pre- 
siente caso  no  solo  no  se  facil-tó  el  proceso  á  los  acusadores,  no  soto  se 
dejó  sin  re^'puesta  alguna  de  sus  peticiones,  no  solo  no  se  quiso  recibir 
ia  prueba  que  ofrecían,  sino  que  la  sección  del  Gran  Jurado  estuvo  in- 
completa durante  todo  el  tiempo  que  se  empleó,  por  dos  de  sus  miem- 
bros solamente,  on  instruir  la  causa.  Y  como  si  esto  no  bastara,  consta 
también  que  esa  sección  ni  siquiera  presentó  dictamen  en  términos  le- 
gales, porque  ni  lo  suscribió  uno  de  sus  miembros,  ni  tampoco  presentó 
voto  particular.  Estos  hechos  que  no  son  discutibles,  que  por  desgracia 
tienen  una  verdad  notoria,  bastan  det^pués  de  las  doctrinas  que  he  ex- 
puesto, para  afirmar  la  procedoncia  del  amparo.  Faltó  evidentemente 
en  este  proceso  el  tribunal  preoinmente  establecido  por  la  ley  que  de- 
bía formarlo,  y  esta  consideración,  dejando  á  un  lado  todas  las  que  se 
toman  de  la  imposibilidad  en  que  se  constituyó  á  los  acusadores  para 
demostrar  que  su  acusación  no  era  calumniosa,  criminal,  es  decisiva  y 
concluyente  para  otorgar  el  amparo,  no  sólo  contra  el  veredicto  del 
Gran  Jurado,  sino  contra  los  actos  de  la  sección  que  iustruyó  la  causa, 
desde  que  ella  se  incompleto  por  la  ausencia  de  uno  de  su'^  miembros. 

Para  combatir  exta  final  conclusión,  se  dice  que  esa  sección  no  es  uu 
verdadero  tribunal.  s\no  solo  una  comisión  de  que  el  Gran  Jurado  se 
vale  para  instruir  un  proceso  hasta  ponerlo  eu  estado  de  sentencia,  y 
proceso  que  él  no  puede  sustanciar.  ¿Es  esto  exacto?  No  lo  creo  yo  así, 
porque  esa  spcción  es  el  verdadero  juez  instructor  que  el  Jurado  tiene 

Í vara  formar  los  procesos  de  que  él  conoce,  es  el  juez  que  practica  todas 
as  diligencias  que  son  necesarias  para  la  averiguación  del  delito,  sus 
circunstancias,  su  autor,  etc.,  etc.,  el  que  recibe  las  pruebas  de  la  acu- 
sación y  de  la  defensa,  el  que  dicta  todoa  los  trámites  de  la  causa,  el 
que  pronuncia  autos,  el  que  libra  exhortos,  el  que  compele  á  los  testi- 
j?os  á  declarar,  el  que  cuenta  con  el  auxilio  de  la  fuerza  pública  para 
Jiaeer  efectivas  sus  providencias,  el  que,  en  una  palabra,  ejerce  juris- 
'dicción.  Y  quien  todo  eso  hace  es  un  verdadero  juez,  un  verdadero  tri- 
bunal. Negarle  á  la  sección  del  Gran  Jurado  ese  carácter,  solo  porque 
ella,  en  lugar  de  sentenciar,  prepara  el  proceso  para  que  éste  falle,  es 
lo  mismo  que  afirmar  que  los  jueces  de  instrucción  criminal  no  son  ta- 
les jueces,  porque  solo  los  jurados  sentencian  en  las  causas  que  ellos 
animan,  y  esto  es  insostenible. 

¡gEo  el  curso  del  debate  se  han  hecho  otras  objeciones  á  la  opiníóa 
que  yo  hd  manifestado,  y  sin  pretender  agotarlo,  me  siento  obligado  á 
satisfacer  siquiera  brevemente  á  las  más  culminantes  Se  ha  dicho  que 
el  Gran  Jurado  no  resolvió  el  proceso  absolviendo  ó  condenando,  sino 
que  solo  falló  u  i  articulo  de  incompetencia,  que  el  acusador  no  era  par- 
te en  ese  articu'o,  que  no  fué  condenado  á  pena  alguna,  que  su  accióa 
quedó  viva,  que  por  todo  eso  no  se  le  debían  recibir  sus  pruebas,  etc., 
«te.  Creo  inútil  entr;ir  en  todas  las  cuestiones  jurídicas  que  esas  répli- 
cas provocan,  porque  ante  un  hecho  que  consta  en  autos,  ante  una  con- 
tradicción que  eu  honra  del  Gran  Jurado  debía  no  haber  existido,  to- 
das ellas  tienen  que  enmudecer.  Es  cierto  que  en  la  primera  propoai- 
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ción  de  su  veredicto  él  se  declaró  incompetente;  pero  no  es  menos  cierfccr 
ni  lamentable  que  en  la  segunda  absolvió  de  ciertos  hechos  al  Grober- 
nador  de  Veracruz.  Un  juez  que  se  declara  incompetente  no  puede  ya, 
absolver  ni  condenar  en  modo  algUQO;  esto  enseña  la  jiirisprudeneia, 
esto  indica  la  razón;  pero  es  lo  incomprensible  y  al  mismo  tiempo  lo  in.- 
negable  que  el  juez  incompetente  absolvió.  ...  Y  habiendo  habido  ab- 
solución, de  cualquiera  manera  que  haya  sid®,  hubo  juicio,  y  todas  las 
objeciones  que  se  toman  del  artículo  de  incompetencia,  considerándolo 
aisb.damente,  quedan  sin  fuerza,  son  contraproducentes,  cuando  se  re- 
cuerda que  hubo  una  absolución. 

Se  funda  otra  réplica  en  la  segunda  parte  del  articulo  24  de  la  Cons- 
titución, según  el  que  «nadie  puede  ser  juz¿'ado  dos  veces  por  el  mism^ 
delito,  ya  sea  que  en  el  juicio  se  le  absuelva  ó  se  le  condene,»  y  se  eaa- 
cluye  de  aquí  que  no  se  puede  conceder  un  amparo  cuyo  objeto  sea 
abrir  un  nuevo  juicio  con  infracción  de  ese  precepto.  Si  asi  hubiera  de 
entenderse  este,  él  seria  derogatorio  délos  otros  artículos  constitucio- 
nales que  en  numeran  las  garantías  que  se  deben  gozar  en  losjaieioa 
criminales.  Aquel  artículo  con  evidencia  se  refiere  á  los  juicios  váliios 
y  no  á  los  que  por  inconstitucionale?  son  nulos  y  no  producea  efectr? 
alguno.  Este  es  ya  un  punto  bien  definido  de  nuestro  derecho  constitu- 
cional: cuando  una  vez  un  Tribunal  se  resistía  á  reponer  an  procesot 
nulificado  por  el  amparo,  alegando  además  del  precepto  del  articulo  Si, 
la  razón  de  que  su  jurisdicción  había  espirado  con  la  sentencia  definiti- 
va que  había  pronunciado,  esta  Corte  ha  exigido  sin  embargo  que  la 
'  ejecutoria  de  amparo  se  cumpliera,  interpretando  aquel  texto  en  el  sen- 
tido de  que  él  se  refiere  á  juicios  válidos  y  no  impide  que  el  amparo 
surta  sus  efecios  en  los  juicios  en  que  se  violeu  las  garantías.  Creo  quft 
esta  interpretación  final  y  decisiva,  puesto  que  es  la  que  este  Tribunal 
ha  hecho  de  ese  precepto,  responde  bien  á  la  réplica  de  que  he  hablado. 

No  quiero,  lo  repito,  agotar  el  debate  diciendo  cuanto  se  pudiera  so- 
bro las  materias  qne  en  él  se  han  tocado:  no  he  pretendido  disuadir  las 
opiniones  contrarias  á  las  mías;  mi  único  propósito  ha  sido  fundar  eC 
voto  que  voy  á  dar  concediendo  el  amparo,  no  solo  contra  el  veredicto 
del  Gran  Jurado,  sino  también  contra  los  a'-itos  de  su  sección,  ejecuta- 
dos desde  que  por  falta  de  uno  de  sus  miembros  dejó  de  ser  tribu-nal 
previamente  designado  por  ley.  Creo  haber  ya  Menado  ese  propósito^ 
motivando  las  opiniones  que  he  formado  sobre  este  negocio;  si  en  eU%s 
se  ha  deslizado  algún  error,  á  pesar  de  mi  afán  por  alcanzar  el  acierto^ 
sirvan  al  menos  las  razones  que  he  expuesto,  de  testimonio  de  la  síbc©« 
xidad  con  que  las  profeso. 


La  Suprema  Corte  pronunció  la  siguiente  ejecutoria- 


México,  Diciembre  10  de  1880.— Visto  el  recurso  de  amparo  prorao^í-< 
do  por  los  Lies.  Manuel  Peniche,  Alfouso  Lancaster  Jone*  y  Fraucisco: 
•Hernández  y  Hernández,  en  representación  legal  de  la  Sra.  Candelaria 
Pacheco  de  Albert,  contra  los  procedimientos  de  la  sección  2?  del  Gran 
Jurado  Nacional,  en  la  acusación  que  en  nombre  de  dicha  señora  pres- 
sentaron  contra  el  general  Luis  Mier  y  Terán,  exgobernador  del  Espa- 
do de  Veracruz,  por  haber  aprehendido  ilegalmente  al  Dr.  Ramón  Al- 
bert Hernández  y  ordenado  fuera  fusilado  sin  forma  alguna  de  juicioj 
conceptuando  los  quejosos  violadas  con  los  procedimientos  de  la  mea- 
clonada  sección,  las  garantías  consignadas  en  los  artículos  8.  ® ,  14  y  17 
>de  la  Constitución  federal  de  1857.  Visto  el  informe  déla  autoridad  res- 
ponsable del  acto'reclamado  y  todas  las  demás  constancias  de  autosj  j 
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Cnnsiderando:  Que  pegiin  consta  del  expediente,  la  sección  del  Grau 
Jurado  estuvo  incompleta  desde  que  pronunció  su  primer  auto  pin  la 
«concurrencia  de  sus  tres  miembros  y  del  secretario,  que  segiín  el  arti- 
culo 142  del  reglamento  de  3  de  Enero  de  1825,  son  necesarios  para  que 
pueda  llenar  sus  funciones. 

Que  esta  sección  es  un  verdadero  juez  de  instrucción,  que  debe  prac- 
ticar todas  ¡as  diligencias  que  sean  necesarias  en  el  juicio  criminal  para 
esclarecer  los  hechos,  recibiendo  al  afecto  las  pruebas  del  acusador  eu 
apoyo  de  su  acusación,  las  del  procesado  haciendo  su  df^fensa  y  perfec- 
cionando el  procedimiento  hasta  presentarlo  al  Gran  Jurado  en  estado 
para  que  pueda  pronunciar  una  sentencia;  y  que,  aunque  esta  sección 
üo  puede  dictar  el  auto  de  prisión,  si  está  facultada  para  compeler  á  los 
testigos  á  rendir  sus  declaraciones,  librar  exhortes,  hacer  cargos  al  acu- 
sador y  ejercer,  en  fin,  todos  los  demás  actos  jurisdiccionales  propios  de 
VM  juez  instructor. 

Que  los  tribunales,  al  funcionar  sin  el  nxímero  total  de  sus  miembros, 
salvo  expresa  prescripción  en  contrario.no  son  verdaderostribunales  ni 
tienen  la  competencia  necesaria  para  ejercer  sus  atribuciones;  por  esto 
i»  primera  Sala  de  esta  Suprema  Corte  no  puede  funcionar  sino  con  los 
cinco  Magistrados  que  la  constituyen  según  la  ley,  y  en  el  juicio  crimi- 
nal es  todavía,  más  necesaria  la  concurrencia  de  todns  los  miembros  de 
un  tribunal  para  poder  juzgar  válidamente,  porque  la  segunda  parte 
¿el  articulo  14  constitucional  exige  en  esos  juicios,  de  una  manera  to- 
davía más  precisa,  la  presencia  del  tribunal  que  previamente  haya  es- 
tablecido !a  ley. 

Que  el  dictamen  de  la  comisión  del  Gi*an  Jurado  solo  fué  firmado  por 
tíos  de  sus  miembros,  y  que  aunque  este  declaró  por  mayoría  que  debía 
discutirse  ese  disíámen  iumediatanient(^,  ese  voto  no  puede  prevalecer 
Kobre  el  testo  constitucional,  que  exige  para  la  competencia  del  tribu- 
nal la  opinión,  aunque  sea  disensiente,  de  todos  los  miembros  que  lo 
ii-tíban  formar: 

Que  en  consecuencia  de  estas  consideraciones,  los  procedimientos  de 
la  sección  del  Gran  Jurado  y  el  fallo  que  después  pronunció  efrte,  son 
aiiti-constitucionaies  y  nulos,  supuesto  que  con  violación  de  la  segunda 
parte  del  articulo  14,  se  animó  el  proceso  por  un  juez  de  instrucción  ia- 
"tompetente: 
_^  Que  aunque  en  la  primera  proposición  con  que  concluye  la  resolii- 
dón  del  Gran  Jurado  se  declaró  incompetente,  en  la  segunda  declaró 
irresponsable  al  General  Terán,  y  esto  importa  la  decisión  de  un  verda- 
ílero  juicio: 

Que  según  está  definido,  el  articulo  14  constitucional,  en  su  segunda 
parte,  solo  se  refiere  á  negocios  criminales:  y  que  las  razones  que  hay 
para  aplicarlo  al  acusado  existen  también  para  hacerlo  extensivo  al  acu- 
sador, puesto  que,  en  el  juicio  criminal,  pueden  ser  juzgadas  y  senten- 
ciadas las  personas  del  acusado  y  del  acusador: 

Que  según  los  principios  de  la  jurisprudencia  común,  el  acusador 
í^ue  no  prueba  su  acusación,  comete  el  delito  de  calumnia;  delito  que, 
í.¿astigado  por  las  antiguas  leyes  con  la  pena  del  tallón,  está  penado  por 
Has  leyes  vigentes,  en  ciertos  casos,  con  la  misma  pena,  y  en  otros  con 
'algunas  que,  aunqrxe  menos  graves,  son  siempre  verdaderas  peuas: 

Que  al  acusador  á  quien  no  se  le  permite  ver  el  proceso  en  estado, 
aai  se  le  reciben  las  pruebas  que  ofrece,  se  le  constituye  en  la  necesidad 
«íe  no  poder  probaí  ;  u  acusación  y  se  le  sujeta  á  sufrir  una  pena  que 
:f>aede  ser  el  resultado  indeclinable  de  la  sentencia  absolutoria  del  acu- 
sado; y  esto  sin  audiencia,  sin  defensa  y  sin  pruebas,  lo  que  constituye 
&8U  vez  la  violación  del  articulo  20  constitucional,  puesto  que  en  este 
caso  el  acusador  reasume  el  papel  de  acusado: 

Que  el  Reglamento  de  3  de  Enero  de  1825  fué  expedido  para  regla- 
«tMHitar  ios  articules  40,  43  y  44  de  la  Constitución  de  1824,  artículos  se-- 
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gún  los  qxie  el  Grau  Jurado  no  tenía  más  misión  que  la  de  declarar  si 
Labia  ó  no  Ingar  á  formación  de  cansa  contra  el  acubado,  á  efecto  de 
que  á  este  se  pusiera  á  disposición  del  tribunal  competente,  que  segúu 
el  artículo  137,  fracción  5?,  secciones  1?,  2?  y  3?  de  aquella  Constitu- 
cióli,  lo  era  la  Corte  Suprema  de  Justi  da: 

Que  en  consecuencia  de  esto,  la  sección  del  Gran  Jurado  no  instruía 
Tin  verdadero  juicio  criminal,  sino  que  solo  foimaba  un  espediente  íns- , 
tructivo,  cuyo  objeto  no  era  absolver  ó  condenar  al  acusado,  sino  solo 
permitir  que  el  tribunal  competente  abriese  ó  no  el  proceso  respectivo: 
t*  Que  la  Constitución  vigente  de  1857  modificó  esas  prevenciones  de 
la  antigua  Constitución,  determinando  que,  en  caso  de  delitos  oficiales, 
el  Gran  Jurado  declare  bi  el  acusado  es  ó  no  culpable,  declaración  quo 
no  se  puede  hacer  por  medio  de  un  simple  expediente  instructivo,  .sino 
qne  requiere  la  formación  de  un  verdadero  proceso  en  que  se  respeten 
las  garantías  que  para  los  juicios  criminales  establece  la  CouBtitucióu 
para  las  personas  que  en  ellos  intervienen: 

Que  ese  Ecglamento,  ert  la  parte  que  no  exige  las  formalidades  esen- 
ciales en  esos  juicios,  tutelares  de  las  garantías  individuales,  es  contrario 
á  los  artículos  constitucionales,  cuya  observancia  ninguna  ley  puede 
dispenpar  á  ninguna  autoridad  por  caracterizada  que  sea: 

Que  aunque  la  ley  de  29  de  Octubre  de  1840  no  se  puede  reputar  vi- 
gente y  aplicable  á  este  caso,  porque  ella  es  orgánica  de  la  tercera  ley 
constitucional  que  desconoció  el  régimen  federal  establecido  por  la 
Constitución  de  1824,  los  principios  que  ella  contiene  para  los  juicios  cri- 
mínales en  el  Gran  Jurado  deben  observarse,  porque  son  los  que  san- 
ciona la  Constitución  para  garantizar  los  derechos  del  hombre: 

Que  aun  cuando  el  articulo  24  de  la  Constitución  vigente  previene  • 
que  nadie  puede  ser  juzgado  por  el  mi?mo  delito  dos  veces,  esto  debe 
entenderse  cuando  el  primer  juicio  es  válido  y  no  anticonstitucional  y 
nulo;  porque  en  este^caso,  segiin  los  principios  constitucionales,  hay  que 
reponer  las  cosas  al'estado  que  tenían  antes  de  violársela  Constitución, 
quedando  expedida  la  jurisdicción  del  juez  competente  para  hacer  la 
reposición  del  proceso,  como  queda  la  de  los  jueces  comunes  en  las  cau- 
sas civiles  declarada  la  nulidad,  cuyo  efecto  es  reponer  el  juicio  al  esta- 
do que  tenia  antes  de  causarse  esta: 

Considerando,  por  último:  Que  al  prevenir  el  artículo  8?  constitu- 
cional en  su  segunda  parte,  que  á  toda  petición  debe  recaer  un  acuerdo 
escrito  de  la  autoridad  á  quien  se  haya  dirigido,  y  que  esta  tiene  obli- 
gación de  hacer  conocer  el  resultado  al  peticionario,  no  quiso  satifacei* 
«na  simple  curiosidad,  sino  garatizar  derechos  reales  y  verdaderos,  que 
quedarían  perdidos  en  muchas  ocabiones  con  el  simple  hecho  de  no  pro- 
veer las  peticiones  dirigidas  á  las  autoridades,  y  por  esta  razón  el  Con- 
greso constituyente  consignó  este  precepto  entre  los  derecho  del  hom- 
bre, sin  dejar  á  la  voluntad  de  las  mismas  autoridades  proveer  ó  no  di- 
chas peticiones,  y  hacerlas  saber  ó  no  á  los  interesados: 

Por  estas  consideraciones  y  las  demás  en  q\ie  se  funda  la  sentencia, 
pronunciada  por  el  juez  1?  de  Distrito  de  esta  capital,  y  con  fundamen- 
to de  los  artículos  8?,  14  y  16  contitucionales,  se  declara: 

Que  la  Justicia  de  la  Unión  ampara  y  protege  á  la  Sra.  Candelaríav 
Pacheco  de  Albert,  representada  por  los  Lies.  Peniche,  Lancaster  Jo- 
nes y  Hernández  y  Hernández,  contra  todos  los  actos  de  la  sección  del 
Gran  Jurado,  practicados  por  ella  desde  que  quedó  incompleto  el  nú- 
mero de  miembros  que  la  debieron  constituir,  y  contra  la  declaración 
hecha  por  el  Gran  Jurado  en  18  de  Mayo  del  presente  año. 

En  consecuencia,  conforme  al  articulo  23  dé  la  ley  de  20  de  Enero  de 

1869,  el  proceso  se  repondrá  al  estado  que  tenia  antes  de  que  se  incom- 

pletara  la  sección  del  Gran  Jurado  por  la  falta  de  uno  de  sus  miembros. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  Juzgado  de  su  origen  con  copia  cer- 
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tincada  de  ésa  sentencia  para  los  efectos  legales,  y  archivase  á,  bu  ves 
el  Toca. 

Asi,  por  unanimidad  de  votos  lo  decretaron  los  ciudadanos  Presidente 

Í  Magistrados  que  formaron  el  Tribunal  pleno  déla  Corte  Suprema d% 
usticia  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  firmaron. — I.  L.  Vallarta. — 
Manuel  Alas. — Miguel  Blanco. — José  María  Bautista. — Juan  M.  Váz- 
quez.— Eleuterio  Avila.— Jesús  M.  Vázquez  Palacios. —  José  Manuel 
Saldaña.—Pascual  Ortiz.—F.  J.  Corona.— Enrique  Landa,  Secretario. 


INDIGB. 


Introducción  del  autor Ul 

1.®  ¿Puede  la  Comisión  de  presupuestos  alterar  la  iniciativa  det 
Ejecuti%'^o  aumentando  ó  disminuyendo  los  ingresos  ó  los 
egresos  que  en  ella  se  proponen?  ¿El  dictamen  de  esa  Co- 
misión debe  sufrir  los  trámites  á  que  se  sujetan  las  iniciati- 
vas de  los  diputados?  ¿Puede  el  Ejecutivo  iniciar  las  contri- 
buciones que  á  su  juicio  deban  decretarse  para  cubrir  los  gas- 
tos púbUcos,  ó  la  reforma  contenida  en  la  fracción  Vf.  letra 
A  del  articulo  72  de  la  Constitución  limita  e-í^a  iniciativa  á  la 
Cámara  de  diputados?  Interpretación  de  los  artículos  65,  66 
y  60  de  la  Constitución,  y  del  70  y  72  reformados. 

2®.  ¿En  qué  consiste  la  proporción  y  equidad  en  los  impuestos? 
¿Es  desproporcionada  la  contribución  que  g'rava  A  determi- 
nada industria?  ¿^'A  privativa  la  \e.y  qne.  la  impone?  ¿Ss  de 
la  competencia  de  los  tribunalesgnzgar  de  la  proporción  del 
impuesto  con  relación  al  capital?  Casos  excepcionales  en  que 
la  pueden  tener.  La  re«oluciórt  del  Poder  Lesrislativo,  por  re- 
gla general,  es  decisiva  en  eete  punto  y  no  tiene  más  correc- 
tivo qne  el  dorectio  electora!.  ¿El  impuesto  excesivo  ataca  la 
libertad  de  la  industria?  Interpretacióti  de  los  artículos  4°., 
13  y  32,  fra-ción  TI  de  la  C  institución. 

8*.  ¿Pueden  los  tribunales  juzgar  de  !a^  teorías  económicas  que 
consagre  una  ley?  ¿Puede  reputarse  inconsticucional  la  que 
decrete  una  contribudón  injusta?  A  los  tribunales  no  es  lícito 
en  el  juicio  de  amparo  más  que  juagar  de  la  conformidad  ó 
inconformidad  de  una  le\'  ó  acto  con  determinado  texto  cons- 
titucional. 

4®.  ¿Puede  la  Federación  imponer  contribuciones  directas  é  in- 
directas, ó  está  limitada  á  decretar  sólo  éstas,  perteneciendo 
aquellas  á  los  Estados?  ¿Cuál  es  el  límite  de  la  soberanía  fe- 
deral y  do  la  local  respectivamente  en  materia  de  irapuastos? 
Es  concurrente  el  poder  de  ambas:  el  de  la  Federación  e-s  ex- 
clusivo enlos  casos  determinados  por  la  Constitución.  Inter- 
pretación de  los  artículos  72,  letra  A,  fracción  VI,  y  117  de 
esta  ley. 

«amparo  pedido  por  los  dueños  de  algunas  fábricas  de  Uilados  y 
tejidos  contra  la  contribución  impuesta  pm*  h\.  parti'la  XIV 
de  la  ley  de  ingresos  de  5  de  Junio  de  187y íl 
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Ejecutoria  de  la  Suprema  Corte 36 

^¿El  articulo  19  A&  la  Constitueión  impone  á  toda  autoridad,  y 
principalmtnte  á  la  federal,  la  obligación  de  poner  en  inme- 
diata libertad  á  un  detenido  en  la  cárcel  por  más  de  tres  dias 
6in  auto  motivado  de  prisión,  ó  es  de  la  exclusiva  competen- 
cia del  Juez  de  Distrito  ordenar  la  soltura  previos  los  trámi- 
tes legales? 

''Queja  del  Gobernador  de  Puebla  contra  el  Magistrado  de  Circui- 
to de  ese  Estado  por  haber  mandado  poner  en  libertad  á  unos 
presos  sin  sujetarse  á  la  ley 40 

JUmeí-do  de  la  Suprema  Corte 45 

1"*.  ¿Tienen  facultad  ios  Eetiidos  paia  decretar  contribuciones 
sobre  la  riv:iv.eza  de  fu  territorio,  conn'steLte,  ya  en  metales 
preciosos,  ya  en  productos  de  su  agricultura,  ya  en  fnUos  de 
Eu  induí-tria,  aunque  esa  riqueza  está  des-tinada  á  la  exporta- 
ción? ¿Tienen  la  misma  facultad  tratándose  de  las  mercan- 
cías extranjeras,  que  después  de  haber  pagado'los  derechos 
de  puerto  se  han  incorporado  en  la  maf^a  general  de  la  rique- 
za del  país?  ¿Son  anticonstitucionales  tedas  las  contribiicio-  .Z 
nes  locales,  así  sobre  las  cosas  importadas,  como  sobre  las 
exportables,  de  tal  modo  que  nunca  puedan  los  Estados  im- 
poner un  solo  tributo  á  las  mercancías  que  vayan  ó  vengan 
del  extranjero?  La  prohibición  cont^titucional cesa  luego  que 
se  consuman  los  actos  de  importar  y  de  exportar,  y  el  poder 
del  Estado  comienza  en  el  instante  en  que  la  mercancía  entra  á. 
mezclarse  en  la  masa  de  la  riqueza  general  del  país.  Interpre- 
tación de  la  fracción  I  del  artículo  112  de  lá  Ct  nstitucitán. 

2*.   ¿Puede  invocarle  el  articulo  124  de  esta  ley,  que  prohibe  las 
alcabalas,  para  pretender  que  los  Estados  no  puedan  cobrar 
contríbucicnes  indirectas  sobre  las  mercancías  extranjeras?         ■  ^; 
Concordancia  de  ese  articulo  y  del  112  de  la  C<  nstitución. 

3^.  Nuestro  Congreso  fedeial  no  -pxti^^^  regular  el  comercio  en- 
tre los  Estados,  como  lo  pneije hacer  el  de  los  Estados  Unidos 
según  su  Constitución:  confoime  á  la  nuestra,  él  no  está  au- 
torizado más  que  para  iwjedir  que  tn  el  ccnicrcio  de  Estado 
á  E.stado  .ve  esfohlczcon  re y-ii-i edenes  onerosas.  Interpieta- 
cióu  de  ¡a  fracción  IX  del  articulo  72  de  la  Constitución. 

Amparo  pedido  por  D.  Alejandro  Wiliard  contra  la  ley  de  ia  Le- 
gislatura de  Sonora,  que  impuso  una  contribución  al  ove  y 
á  la  plata  que  se  extrajeran  de  las  minas  del  Estado 4T 

JSjecutoria  de  la  Suprema  Corte , 78 

1®.  ¿Es  libre  el  ejercicio  de  las  profesiones,  de  tal  modo  que  todo 
hombre  tenga  derecho  de  elegir  la  que  le  acomode,  y  pueda 
aprovecharse  de  sus  frutos,  sin  que  la  ley  j)ueda  exigir  titulo 
en  el  ejercicio  de  algunas?  ¿La  libertad  del  trabajo  es  tan 
ilimitada  que  no  pueda  sufrir  restricciones?   Según  la  Cons-  i 

titución,  no  es  absolutamente  libre  el  ejercicio  de  todas  las 
profesiones  cientiGcas:  la  ley  puede  determinar  cuáles  nece- 
sitan título  para  su  práctica.  Interpretación  y  concordancia 
de  los  artículos  3°.  y  4°,  de  la  Constitución. 
12*.  ¿Es  de  la  competencia  exclusiva  del  Congi-eso  federal  expe- 
dir las  leyes  orgánicas  de  todos  los  aiticulos  constituciona- 
les, abstracción  hecha  de  la  materia  de  que  tratan,  ó  pueden 
también  h.ncerlo  las  Legislaturas  de  los  Estados?   El  Congre-  i. 

so  legisla  exclusivamente  y  para  toda  la  Eepública  respecto 
de  aquellos  articules  cuya  materia'esté  declarada  federal  por  - 
lexto  expreso  de  la  Constitución:  puede  también  legislar  so- 


23L 

l>re  ios  avticuios  qxie  no  estén  en  este  ca^o;  ppvo  sólo  para  el 
Disírito  Federal  y  Territorio  de  la  Baja  California.  Los  Es- 
tados pueden  reglamentar  los  artículos  constitucionales  que 
no  versen  sobre  materia  exclusivamente  federal,  respetando 
siempre  las  prescripciones  constitucionales.  Interpretación 
de  los  artículos  72  y  117  de  la  Constitución.  ^ 

^ín/?ar£>  pedido  por  D.  José  Vilchis  varas  de  Valdés,  contra  los 
procedimientos  del  Juez  de  Pachuca  que  lo  procesó  por  ejer- 
cer la  medicina  sin  titulo ♦         S^ 

Ejecutoria  de  la  Suprema  Corte 1^ 

1.®  ¿Son  constitucionales  ¡os  preceptos  de  la  Ordenanza  de  mi- 
nas en  la  parte  que  definen  y  regulan  la  propiedad  minera? 
¿Puede  registrarse  ó  denunciai*se  una  mina  situada  en  terre- 
no ajeno,  como  lo  artoriza  el  artículo  14,  título  6.°  de  ese  Có- 
dig-o,  sin  vulnerar  los  derechos  del  dueño  de  ese  terreno? 
¿Las  condiciones  precarias  á  que  el  articulo  3.°  del  titulo  5^  .-■ 

de  ese  mismo  Códig'o  sujeta  á  la  propiedad  de  las  minas,  na 
son  contrarias  á  la  dispoMción  del  articulo  27  de  la  ley  fun- 
damental? Reprobando  la  Ordenanza  el  sistema  de  la  atece- 
síón,  independiendo  la  propiedad  subterránea  de  la  superfi- 
cial, y  estableciendo  condiciones  y  requisitos  especiales  para 
la  adquisición  y  conservación  de  la  propiedad  minera,  ha  sa- 
tisfecho las  exíg-encias  de  la  ciencia,  que  no  aplica  los  mismos 
principios  á  la  propiedad  común  y  á  la  especial.  El  art.  27  da 
la  Constitución  reconoce  las  limitaciones  que  la  ley  impone  4 
esa  propiedad  común,  y  con  mayor  razón  consag-ra  las  qua 
.  afectan  á  la  minera,  en  su  calidad  de  piedad  especial. 

2?  ¿Se  puede  hacer  la  expropiación  de  un  terreno  ajeno,  con  mo- 
tivo del  denuncio  de  la  mina  que  en  él  existe?  ¿Esa  expropia-  ¡^ 
eión  puede  comprender  todo  el  terreno  que  midan  las  perte- 
nencias de  la  mina?  Siendo  de  utilidad  pública  el  trabajo  y 
explotación  de  las  minas,  el  denuncio  comprueba  por  bí  sel» 
ía  causa  de  utilidad  pública  que  legitima  la  expropiación,  si 
á  ella  precede  la  indemnización  correspondiente.  La  expra- 
piación,  aunque  justificada  con  esos  requisitos,  es,  sin  embar- 
go, anticonstitucional,  cuando  se  extiende  á  más  de  lo  estric- 
tamente necesario  para  la  obra  de  que  se  trate.  Interpretación 
del  artículo  27  de  la  Constitución. 

S?  ¿Son  constitucionales  las  leyes  que  autorizan  áuua  diputación 
de  Minería  á  juzgar  y  resolver  gubernativamente  las  cuestio- 
nes litigiosas  que  se  susciten  sobre  minas,  aunque  á  sus  reío-  , 
ittciones  se  les  dé  olcai-ácter  de  provisiorales?  La  autoridad 
administrativa  no  puede  ejercer  funciones  judiciales,  ni  aua 
provisionalmente:  aunque  las  diputaciones  de  Minería  deben 
tener  las  facultades  administrativas  convenientes  para  cono-  i 
cer  de  los  negocios  de  minas  mientras  no  haya  oposición  de 
p'arte,  ellas  nunca  pueden  constituir  un  tribunal  especial.  In- 
terpretación de  los  artículos  13  y  16  de  la  Constitución. 

^ftmjparo  pedido  per  D.  Juan  Sotres  contra  los  actos  de  la  Diputa 
ción  de  Minería  de  Guanajuato,  en  virtud  de  los  que  lo  man- 
dó expropiar  del  terreno  comprendido  en  las  cuatro  pertenen- 
cias de  una  mina -      IOS» 

ejecutoria  de  la  Suprema  Corte i^^ 

¿Se  puede  exigir  la  prestación  de  un  servicio  público  gratuito 

aunque  no  tenga  el  carácter  de  extraordinario?  ¿Puede  oblt-  v 

garse  á  los  profesores  á  que  presten  ciertos  servicios  faeulta- 
fcivQS  en  favor  de  la  administración  de  justicia?  ¿Es  condición  A 
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esencial  para  que  esos  servicios  puedan  exigirse,  que  se  re- 
partan con  proporción  y  equidad  entre  quienes  puedan  pi  es- 
tarlos? loterpretación  y  concui'dancia  de  los  artículos. 5  y  31 
de  la  Coubtitución. 
.^áxnparo  peiiido  por  el  Lie.  Emilio  Rabasa  contra  el  Tribunal  Su- 
perior de  Cliíapas,  por  exigirle  que  asesore  á  los  jueces  legos 

del  Estado,  en  virtud  de  una  ley  que  asi  lo  dispone 144 

JEjefyxtoria  de  la  Suprema  Corte 151 

¿Lr«.  colisión  de  los  vapores  nacionales  en  un  rio  es  cano  de  abni- 
''rantuzgof  ¿Cae  bajo  el  imperio  déla  ley  internacional  el  juz- 
gar de  esa  clase  de  coli&ioues?  ¿Puede  el  Congreso  federal 
^  regular  el  comercio  y  navegación  interiores,  y  legislar  sobre 
la  policía  de  los  ríos  que  corran  solo  por  el  territorio  de  uu 
Estado? 
Competencia  suscitada  eutre  el  juez  local  y  el  federal  del  Estado 
de  Tabasco  para  conocer  de  los  juicios  promovidos  cou  moti- 
vo de  la  colisión  de  los  vopores  «Fénix»  y  «Frontera»  en  el 

río  Grijalva , , 153 

£^ecutoria  de  la  1»  Sala  de  la  Suprema  Corte 198 

JS'.  ¿Las  autoridades  de  la  Federación  deben  respetar  el  fuero  lo- 
cal de  que  gocen  los  fuúcionarios  y  empleados  de  los  Esta- 
dos, segiín  sus  leyes?  £1  espiritu  y  motivos  del  articulo  109 
de  la  Constitución  Federal  garantizan  la  inviolabilidad  de 
los  Poderes  Legislativo,  Ejecutivo  y  Judicial  de  los  Estados; 
pero  el  fuero  ele  que  pueden  disfrutar  las  autoridades  infe- 
riores, fuero  que  es  una  creación  meramente  local,  no  limita 
las  facultades  que  la  Constitución  da  á  los  jueces  federales. 
S?  ¿Atenta  contra  la  soberanía  de  un  Estado  el  juez  de  Distrito 
que  encausa  á  una  autoridad  local  subalterna,  sin  que  decla- 
re previamente  por  quien  corresponda  que  ha  lugar  á  proce- 
der condra  ella?  En  tanto  el  fuero  de  los  poderes  legislativo, 
ejecutivo  y  judicial  de  los  Estados  surte  efectos  en  el  orden 
federal,  en  cuanto  que  ese  fuero  es  la  condición  esencial  del 
gobierno  representativo  que  el  artículo  109  impone  á  los  Es- 
tados: este  artículo  limita,  pues,  implícita  pero  necesariainen- 
te  con  respecto  á  esos  poderes,  las  facultades  que  á  los  tribu- 
nales de  la  Federación  confiere  el  artículo  97,  fracción  I;  pero 
ao  siendo  necesario  para  la  estabilidad  de  la  forma  republi- 
;  cana  el  fuero  político  de  las  autoridades  inferiores,  esas  facul- 
tades no  sufren  restricción  alguna  con  relación  á  estas.  La 
soberanía  local  no  se  vulnera  con  el  ejercicio  de  los  poderes 
que  la  Contitución  concede  á  la  Unión.  Interpretación  de  los 
artículos  97,  fracción  I,  109  y  117  de  la  Constitución. 
Competencia  promovida  entre  el  juez  de  Distrito  de  Puebla  y  el 
Consejo  de  Secretarios  del  Gobierno  de  ese  Estado  con  moti- 
vo de  la  acusación  hecha  contra  el  jefe  político  de  Tecali  por 

infracción  de  ley  federal 20Q 

^ecutoria  de  la  Suprema  Corte 208- 

JL**.  ¿La  segunda  parte  del  artículo  14  de  la  Constitución  consig- 
na g-arantías  exclusivas  del  acusado,  ó  participa  de  ellas  el 
acusador?  Pudiendo  ser  juzgados  y  sentenciados  en  el  juicio 
criminal  tanto  aquel  como  este,  esas  garantías  deben  ser  cor 
manes  á  ambas  partes. 
a*.  ¿Es  constitucional  el  Reglamento  de  debates  de  las  Cámaras 
de  3  de  Enero  de  1825  en  la  parto  que  regula  los  procedimien- 
tos de  las  causas  seguidas  contra  los  altos  funcionarios?  Esa 
ley  suprime  los  tráuxitea  más  esenciales  en  el  procedimiento^  I 
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criminal,  porque  su  objeto  fué  solo  determinar  cómo  se  debia 
formar  un  expediente  instructivo,  en  virtud  del  que  se  per- 
mitiera ó  no  al  tribunal  competente  procesar  á  un  alto  funcio- 
nario acusado.  La  causa  que  se  anime  con  entera  sujeción  á 
esa  ley,  "violará,  pues,  las  garantias  que  se  deben  disfrutar  en 
el  juicio  criminal. 

3*.  ¿La  falta  del  tribunal  previamente  establecido  por  la  ley  es 
reclamable  en  la  vía  de  amparo  per  el  acusado  solamente,  ó 
puede  también  serlo  por  el  acusador?  Interpretación  déla  se- 
gunda parte  del  articulo  14  de  la  Constitución. 

Amparo  pedido  en  representación  de  la  Sra.  Candelaria  Pacheco 
de  Albert  contra  el  veredicto  del  Gran  Jurado,  en  la  causa 
formada  al  Gobernador  de  Veracruz 217 

JEJecutoria  de  la  Suprema  Corte , 225 
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